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PRESENTACIÓN

MIGUEL URRUTIA MONTOYA
Profesor de Historia Económica

Universidad de los Andes
Mayo de 2009

Hace dos años, María Mercedes Cuéllar, presidenta de la Asociación Bancaria, me
invitó a almorzar, creía yo, para discutir temas ñnancieros, pero resultó que su in—

terés era analizar la economía política de los procesos de adopción de la legislación
laboral. María Mercedes tenía amplia experiencia en los procesos de toma de deci—

siones en la política económica, habiendo sido viceministra de Hacienda, directo—

ra de Planeación Nacional, ministra de Desarrollo, directora de la Junta del Banco

de la República y periodista económica, pero que yo supiera, no había trabajado a

fondo el tema laboral. Me confesó que estaba convencida de que los economistas

no habían estudiado suficientemente la política laboral, tema que era fundamental

para el desarrollo futuro del país, y que iba a escribir su tesis de Maestría en Dere—

cho sobre eso.
Discutimos ese día sus hipótesis, y posteriormente la Facultad de Derecho

me nombró en el jurado de la tesis. Esa fue la versión del presente libro que leí y

que comento aquí. El trabajo incluye una discusión muy completa de la legisla—

ción laboral durante el siglo XX, y las condiciones políticas y económicas en que se

dictaron las leyes, muchas de ellas por estado de sitio. Estas secciones son de gran
utilidad para los estudiosos de la historia económica.

El otro tema tratado es la economía política de los procesos que llevaron a esas

normas. Por ejemplo, plantea la hipótesis de que a partir de los años cincuenta hubo

una transacción entre el Gobierno, los industriales y los sindicatos en la que a cam—

bio de leyes que creaban prestaciones sociales se aceptaron restricciones al derecho
colectivo. Esta es una idea que generara polémica, la cual será útil para quien inter—

venga en futuras reformas.
Otra discusión que tendrá partidarios y enemigos es que la apertura de la econo—

mía, en que ella misma participó desde el Ministerio de Desarrollo, limitó la influen—

cia del sindicalismo. Otra interpretación es que la globalización refuerza los derechos
sindicales y la defensa de los sindicalistas como condición para el comercio.
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12 Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

Hay mucho material para discutir en el libro, y aquí sólo pongo unas de las hi—

pótesis interesantes planteadas para abrir el apetito del lector. El volumen es una
historia con detalles muy útiles, pero sobre todo un intento interesante de interpre—
tación de cómo las decisiones políticas han afectado el bienestar de los trabajadores
a través de la legislación laboral.

Desde que María Mercedes fue mi estudiante he admirado su capacidad ana—
lítica y de comunicar claramente sus ideas. Este libro me confirma una vez más esa
impresión.



PRESENTACIÓN

EDUARDO CIFUENTES MUNOZ
Decano de la Facultad de Derecho

Universidad de los Andes
Junio de 2009

El libro Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia la—

boral, que se ofrece al lector, contiene una reflexión profunda de su autora sobre el

papel que ha jugado históricamente la organización sindical en la configuración de

su propio régimen y en la asignación de recursos de la economía. Llama la aten—

ción que a pesar de que el porcentaje de la población sindicalizada no haya sido

nunca elevado, su radio de influencia en cambio ha sido relativamente superior. El

balance final de la relación capital—trabajo no se ha dado al margen de los procesos
de negociación colectiva, con todo y su debilidad, y ha afectado tanto las relacio—

nes individuales como colectivas.
El libro ilustra las estrategias y arreglos que caracterizan cada período históri—

co, y registra su costo tanto en términos del crecimiento de las organizaciones sin—

dicales como de la economía como un todo. En un primer momento, los arreglos se

concentran en el ámbito de las prestaciones sociales de largo plazo —independien—

temente de que como se analiza en detalle en el trabajo, las provisiones no se rea—

licen con la secuela de efectos deletéreos que en su momento comportará para las

empresas y para la economía—, no en el aumento de los salarios. En la década de los

sesenta se agota este camino y, en su lugar, cobra importancia la negociación de los

incrementos salariales y la estabilidad del contrato de trabajo, lo que más adelante

en los setenta se adiciona con pretensiones que apuntan a la actualización del poder
adquisitivo de los ingresos laborales y a su participación en la productividad.

Posteriormente, en el marco de la Constitución de 1991, aunque se rescata
su ánimo proteccionista de los derechos colectivos, consideraciones ligadas a la

superación de los límites a las políticas del pasado que impedían seguir tradu—

ciendo conquistas laborales en precios fmales más altos, terminan por impactar
de manera negativa la fuerza de trabajo, lo que es visible en la progresiva pérdi—

da de la estabilidad laboral y en el surgimiento de sistemas precarios de contra-
tación. La travesía que de manera magistral se hace en cada una de estas etapas

13
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pone de presente cómo a resultas de los arreglos y aparentes conquistas, se reduce
como piel de zapa el movimiento sindical, resultado que ni siquiera se mitiga con
la intervención del Estado muchas veces funcional a sus intereses por lo menos
inmediatos.

La estrategia final consiste en una apelación a la fuerza obligatoria de los tra—

tados y acuerdos internacionales en materia de trabajo y protección del derecho de
negociación colectiva, así como a la aplicación de las cláusulas de los tratados de li—

bre comercio que prohíben el “dumping social”. En ese último estadio, el papel del
Estado como árbitro e instancia modeladora de las relaciones capital—trabajo cede
su primacía a la esfera internacional, del mismo modo que la lucha sindical se re—

pliega a demandar el cumplimiento del acumulado histórico del derecho interna—
cional del trabajo, pretensión fuerte que se formula desde una posición débil.

El aporte de María Mercedes Cuéllar a la literatura jurídica colombiana resul—
ta desde todo punto de vista encomiable. Antes de esta obra no se había analizado a
propósito de esta temática con tanta profundidad y brillo los aspectos económicos,
históricos y jurídicos en su conjunto. El desafío que con sentido constructivo se
hace al sindicalismo colombiano, justamente a partir de esas premisas y de su evo—
lución hasta el momento presente, para que participe en la elaboración del Estatuto
del Trabajo que hoy ya resulta imprescindible, tiene pleno sentido y deberá estar
informado por un sentimiento maduro de justicia y de responsabilidad.



PRÓLOGO

HELENA ALVIAR GARCÍA

Directora de maestría y doctorado en Derecho
Facultad de Derecho

Universidad de los Andes
Julio de 2009

La relación entre el derecho y la economía en Colombia ha pasado por diversas eta—

pas en su historia. Estas relaciones van desde la separación total de las dos disci—

plinas —entendiendo el derecho como un sistema cerrado de reglas que regulan el

comportamiento de la sociedad, y la economía como una ciencia encargada de en—

tender el funcionamiento de la producción y distribución de la riqueza—, pasando

por la comprensión de una interrelación entre las dos ramas, caracterizada por la

comprensión del derecho como un instrumento para alcanzar objetivos económicos,

hasta la interpretación que sostiene que existe una contradicción entre las dos disci—

plinas, ya sea debido a que la lógica neoclásica debe prevalecer sobre el diseño de la

ley y las políticas públicas económicas o debido a que la consideración de la dignidad

humana traducida en los derechos fundamentales consiste en un verdadero límite al

manejo de las fuerzas productivas y sociales de un país.

Se podría decir que durante diversos momentos históricos han perdurado di—

ferentes interpretaciones de esta relación. Sin embargo, la separación absoluta en—

tre las dos disciplinas ha sido la menos prevalente. Desde el proceso histórico que
llamamos la Independencia, el derecho se ha entendido como un instrumento para
lograr objetivos económicos: imponer unas reformas anticoloniales a mediados del

siglo XIX, estructurar un libre comercio durante el experimento federalista, res—

tablecer el control central del Estado sobre la economía durante la Regeneración,
consolidar un Estado moderno durante la República liberal, lograr el desarrollo

económico durante los setenta y ochenta y, finalmente, fortalecer el libre mercado

con los límites impuestos por la Constitución Política de 1991.

A pesar de haber existido una vinculación estrecha entre derecho y economía,
el debate en torno a cuáles son el papel y la importancia que debe revestir cada una
de ellas en el diseño de políticas públicas ha sido amplio. De esta forma, durante
los primeros treinta años del siglo XX, la Corte Suprema de Justicia, en diversas

15



16 Las sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

sentencias, consideró que sólo por medio de la Ley expedida por el Congreso de la
República se podría intervenir en la economía. En este sentido, imponía el sello del
legislador por encima de las consideraciones económicas.

La Reforma Constitucional de 1968 comenzó una etapa caracterizada por el
fortalecimiento de las razones económicas dentro del ejercicio del papel del Con—
greso. Desde ese momento y hasta la expedición de la Constitución Política de
1991, cuando se hablaba de intervención del Estado en la economía, el derecho de—

pendía de las justificaciones económicas que lo determinaban. Este refuerzo de la
economía se hizo de varias formas, una de las más importantes fue la relevancia que
se le otorgó a la planeación y al contenido técnico de la misma.

Con la expedición de la Constitución Política de 1991 se hace evidente un nue—
vo balance de poder entre abogados y economistas, donde las razones económicas
pesan y tienen su voz en diferentes artículos constitucionales, pero están limitados
por los principios y fundamentos del Estado Social de Derecho.

En el centro de este debate se encuentra el texto de María Mercedes Cuéllar,
Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral. De—
bido ala profundidad del análisis histórico que desarrolla, al uso de instrumentos de
análisis institucional, y a la relevancia estructural y coyuntural del tema tratado, pre—
senta un aporte único y fundamental que desarrolla herramientas tanto para aclarar
otros temas característicos del diálogo entre la economía y el derecho, como para
avanzar en la comprensión de la evolución legal de los sindicatos y proponer una in—

terpretación económica acerca del fracaso de la política laboral en Colombia.
De esta forma y en primer lugar, el libro constituye una recopilación histórica

excepcional para quienes continúen adelantando el análisis jurídico y económico de
la evolución de la política laboral en Colombia. A lo largo del texto se encuentran
referencias históricas y en la tercera parte se presenta un recuento detallado de las
leyes, decretos y sentencias que moldearon la política laboral en Colombia. Debido
a la rigurosidad de la descripción, esta tercera parte por si sola constituye un aporte
para académicos y estudiantes interesados en extender el estudio de las fuerzas que
determinan la relación entre capital y trabajo.

El recuento histórico se presenta en tres dimensiones: como un análisis de la
evolución del derecho laboral a nivel constitucional; de la política laboral como un
ejemplo de las transformaciones de la intervención del Estado en la economía; y de
la política laboral como una negociación entre diferentes fuerzas políticas que ñnal—
mente se cristaliza en transformaciones legales.

En este orden de ideas, el tercer capítulo analiza la evolución del derecho labo—
ral en las diferentes constituciones a lo largo del siglo XX y demuestra cómo se fue
configurando históricamente la política sindical. Se parte de la Constitución de 1886
donde los derechos colectivos no estaban expresamente consagrados y encontraban
sustento jurídico en el derecho de asociación y en la libertad de escoger profesión u
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of1cio. Posteriormente, el estudio sigue con el Acto Legislativo No. 1 de 1936, con el

que se estableció la protección estatal del trabajo, introduciendo avances importan—
tes en materia laboral como el reconocimiento del derecho a una remuneración ade—

cuada, a condiciones de trabajo favorables, a la estabilidad laboral y a la protección
contra el despido injustiñcado. Así mismo, en relación con los derechos sindicales, la
huelga fue elevada a rango constitucional y, de esta forma, salvo en materia de servi—

cios públicos esenciales, ésta no podía ser desconocida por el legislador. Finalmente,
se aborda la Constitución Política de 1991 que dio al trabajo un lugar central: así,
éste no sólo goza de una especial protección por parte del Estado, sino que además
se garantiza su acceso en “condiciones dignas y justas”. En este contexto, se destaca
una serie de principios que la Constitución introduce y que ha de orientar al legisla—

dor en la expedición del Estatuto de Trabajo; entre éstos sobresalen la remuneración
mínima y móvil, la continuidad de la relación laboral y la supremacía de la realidad
del contrato sobre las formalidades. En el mismo sentido, la Carta de 1991 consti—

tucionalizó una serie de derechos colectivos de los trabajadores, ya previstos en la

legislación, como el derecho a constituir sindicatos y asociaciones sin intervención
estatal y la obligación del Estado de promoverlas y capacitarlas como forma de parti—

cipación democrática; el derecho a la negociación colectiva, sujeta a las excepciones
previstas por la Ley; y el derecho a la huelga, garantizado salvo en materia de servi—

cios públicos esenciales.Adicionalmente, la Constitución incorporó al ordenamiento
jurídico los Tratados Internacionales de Trabajo, una vez ratificados por el Congreso
y revisados por la Corte Constitucional.

Este análisis histórico, desde la perspectiva constitucional, se encuentra com—

plementado por una descripción detallada del contexto institucional dentro del cual
se desarrollaron cada una de las reformas legales al derecho laboral colectivo, cuyo
hilo conductor es la evolución de la intervención del Estado en la economía.

De acuerdo con la explicación contenida en el texto, en un primer momento
que va desde comienzos del siglo XX hasta el inicio del Frente Nacional, el país es
el escenario de fuertes enfrentamientos entre los partidos políticos tradicionales.
En estas circunstancias, los trabajadores y sus derechos cobran un papel central en
la vida política nacional, y las relaciones entre capital y trabajo se desarrollan, hasta
1950, en el marco de un conflicto de intereses.

Según la investigación desarrollada por María Mercedes Cuéllar, bajo la He—

gemonía Conservadora (1900—1930), el trabajo es considerado como mercancía y su
remuneración queda sometida al libre juego de la oferta y la demanda. Los huel—

guistas con pretensiones legítimas tenían como única garantía reconocida por el
Estado el no ser considerados delincuentes, y la legislación para entonces vigente
en materia laboral estaba encaminada a evitar las huelgas, no a fomentarlas. Así, se
promueven paralelamente la concesión de prerrogativas sociales y la limitación de
la huelga, haciendo uso inclusive de la represión violenta. Los conflictos sociales
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18 Los sindicatos y la asignación del ingreso en Calomlzía. Un siglo de historia laboral

derivados de esta postura llevan a la pérdida del poder para el Partido Conservador
en las elecciones de 1930, y a la consecuente victoria liberal ampliamente apoyada
por las clases trabajadoras.

La autora pasa a describir las características fundamentales de los enfrenta—
mientos entre trabajadores )“ patronos, así como su traducción dentro del debate
partidista durante el Frente Nacional.

El libro contiene, además, un análisis juicioso desde el punto de vista históri—

co, político e institucional de lo que sucedió una vez terminado el Frente Nacio—

nal, representado esto por las diferentes reformas sindicales de los gobiernos hasta
nuestros días, en las que el eje fundamental de las transformaciones en la política
está constituido por los antecedentes de la Constitución de 1991 y el desarrollo ju—

risprudencial de la misma.
Metodológicamente, el texto presenta la economía institucional como una

herramienta de análisis excepcionalmente adecuada para interpretar y analizar la
relación entre el derecho y la economía, y la relevancia de esta relación en la com—

prensión del desarrollo económico. En palabras de la autora:

El desarrollo de los países no es independiente de sus instituciones formales
o informales, ni de las organizaciones que se forman al amparo de éstas, —como es
el caso, entre otros, de los sindicatos, gremios de producción, partidos políticos e

Iglesia— ni de los mecanismos existentes para hacer cumplir las reglas.

La descripción de la aproximación metodológica y la rigurosidad con la que se

pone en práctica en la tercera parte, mostrando la interacción entre las diferentes
instituciones en diversos gobiernos, permite afirmar que esta obra será utilizada
por otros académicos interesados en interpretar, criticar y promover cambios en las

políticas económicas.
Por otra parte, la hipótesis central expuesta —la cual sostiene que si bien es

cierto que los sindicatos en Colombia tienen baja representatividad en la fuerza
de trabajo y la han venido reduciendo, tuvieron y continúan teniendo enorme res—

ponsabilidad en la configuración de las reglas que los rigen— causará enorme con—

troversia. Esta demuestra cómo la forma en que éstos estructuran la relación de
negociación entre capital y trabajo ha sido fundamental, ha privilegiado un tipo de
trabajadores y ha perjudicado el sindicalismo. A diferencia de la interpretación de
la izquierda tradicional que sostiene que los culpables del debilitamiento del sin—

dicalismo son los propietarios, este planteamiento propone que los causantes del
descaecimiento de los sindicatos han sido ellos mismos al preferir privilegios indi—

viduales, por encima de derechos colectivos, es decir de orden social. Es posible es—

tar en desacuerdo 0 de acuerdo con esta hipótesis, pero la autora nos invita a tomar
en cuenta la distribución de poder y recursos no solamente entre capital y trabajo,
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sino entre capital, trabajo e instituciones que, finalmente acaban teniendo un efecto
sobre las condiciones laborales individuales.

Una versión de este texto se produjo como tesis de la Maestría en Derecho de
la Facultad de Derecho de la Universidad de los Andes. Está enmarcada dentro de

un esfuerzo que ha venido adelantando la Facultad por renovar la literatura jurídica
existente en Colombia. En ese sentido, este libro representa una reinterpretación
del derecho sindical en Colombia y como tal será una fuente obligada para académi—

cos del derecho laboral y estudiantes en general. Adicionalmente, y tal vez de ma—

yor relevancia para la situación colombiana7 da pasos importantes hacia una mejor
comprensión de la configuración del diálogo entre abogados y economistas.
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INTRODUCCIÓN

Alrededor de la distribución de recursos de una economía entre la parte que corres—

ponde al capital y la que corresponde al trabajo, existe un amplio debate que oscila
entre dos extremos. En uno están quienes consideran que a los trabajadores se les
debe entregar la totalidad del valor de la producción; en el otro se encuentran quie—

nes opinan que la remuneración de los factores de producción resulta de las fuerzas
del mercado. Entre esos dos extremos caben múltiples posibilidades.

Una sociedad elige una opción en función de sus instituciones, sean ellas for—

males o informales. Estas, por su parte, resultan y son moldeadas dentro de las re—

laciones de poder entre las distintas organizaciones que surgen al amparo de esas
instituciones. Entre las organizaciones llamadas a jugar un papel decisivo en la con—

figuración de las instituciones que son determinantes a la hora de definir la forma
como se asignan los recursos en una economía están las políticas, las sindicales, la
Iglesia y las empresariales.

En Colombia, la influencia de los trabajadores sindicalizados, a semejanza de la
de otros grupos de interés, ha sido preponderante en la configuración delas institu—
ciones que rigen las relaciones laborales y la asignación de recursos de la economía.
Este hecho se produce a pesar de que su participación en la fuerza laboral nunca ha
sido elevada y que, adicionalmente, viene decreciendo.

Las primeras asociaciones de trabajadores en Colombia se conforman a prin—

cipios del siglo XX. Estas, después de un enorme esfuerzo que se extiende hasta los
años sesenta alcanzan un máximo de representación en la fuerza laboral de 12,5%;
a partir de ese momento la representación viene cayendo hasta alcanzar tan sólo un
4,6% en 20051. En cuanto a su integración, más de 62% son empleados al servicio
del Estado, estando cerca del 50% de los trabajadores estatales sindicalizados y sólo
del 2% de los privados.

La caída en importancia del sindicalismo en países como los Estados Unidos
es atribuida por diversos autores al aumento en la competencia internacional, la

Los derechos laborales _y lar libertades sindicales en Colombia: evaluación y propuestas para el desarrollo de un
acuerdo tripartito. Informe elaborado por delegados de los comités ejecutivos de las tres centrales obreras
sindicales colombianas: la CUT, la CGT y la CTC, noviembre de 2007, p. 82.

21



22 Los sindicatos )! la asígnavíón del ingreso en Colombia. Un xiglo de historia laboral

desregulación, el cambio en la naturaleza del empleo, el desarrollo de las tenden—
cias ocupacionales, la composición social de la fuerza laboral, las fallas políticas,
las estrategias del movimiento sindical, el cambio tecnológico, etcétera. Ante esas
apreciaciones, Klare2 se pregunta, ¿qué papel tuvieron los sindicatos, si es que lo

tuvieron, en la pérdida de importancia de la negociación colectiva? Y responde que
aun los observadores que simpatizan con los trabajadores y con la negociación co—

lectiva consideran que el principal responsable de la caída es el entorno legal que
promovieron los mismos trabajadores. Debe observarse, sin embargo, que existen
países donde se han dado las mismas tendencias a las que se atribuye la pérdida de
importancia del sindicalismo en los Estados Unidos, pero cuyo desarrollo legal ha
sido diferente, como es el caso de Suecia, donde la proporción de trabajadores sin—

dicalizados fue y continúa siendo elevada y cercana al 800/03.

La hipótesis que plantea este estudio es que, si bien es cierto que los sindicatos
en Colombia tienen baja representatividad en la fuerza de trabajo y la han venido
reduciendo, tuvieron y continúan teniendo enorme responsabilidad en la configura—
ción de las reglas que los rigen. En este sentido, han sido determinantes de las con—

diciones de la fuerza de trabajo —medida ésta en términos de su impacto directo e

indirecto sobre el contrato individual de trabajo y el ingreso de los trabajadores—, así

esos logros se hayan obtenido a costa de limitaciones en los derechos colectivos.

En cuanto a las autoridades, su respuesta frente a las demandas laborales ha

sido calificada con inusitada frecuencia de “paternalista”. Aquí se plantea otra hi—

pótesis, cual es que las condiciones de la fuerza de trabajo responden al predominio
de las preferencias de los distintos grupos de interés que conforman la sociedad,
que son los que en últimas determinan las reglas de juego y las organizaciones e
instituciones que se conforman al amparo de esa interacción. La prevalencia de los

intereses de unos grupos u organizaciones sobre los de los otros encuentra límites
en la capacidad de resistir de cada uno de los grupos de interés involucrados y de

ahí la necesidad de negociar y de llegar a acuerdos. De esos acuerdos surge el orde—

namiento jurídico de las naciones.
El análisis que aqui se realiza sustenta la mencionada hipótesis. En efecto, pa—

recería que hasta mediados de la década del sesenta resultó aceptable, tanto para
los dueños del capital como para las fuerzas del trabajo, introducir aumentos en
las prestaciones sociales —en gran medida exigibles en el largo plazo— en lugar de

incrementos salariales o en el ingreso disponible de los trabajadores; ello a cambio
de restricciones en los derechos colectivos. Sin embargo, con el tiempo las posibili—

dades de continuar aumentando las prestaciones sociales se agotaron, en particular

: KLARE, Karl. Et Critical leeor_1/ and Labor Relations Lam, 1982.

5 HELLMAX, David. Dererho ¡(¡/¡oral en Suecia, traducción de Mauricio Velásquez Ospina.
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porque éstas se tornaron exigibles e impagables. Como consecuencia de ello, se
cambia de estrategia y la transacción se da por la vía de aumentos salariales —inicial—

mente de manera tímida—, amplias garantías de estabilidad laboral y mayor gasto
público destinado a educación y salud. No obstante, al igual que en los años pre—

vios a la década de los sesenta, esa transacción continúa haciéndose a cambio de in—

tensificar aun más las restricciones a los derechos colectivos, en especial mediante
la regulación del derecho a la negociación colectiva y a la huelga y la ampliación
del contenido de lo que se entiende como servicio público —adquirir la calidad de
servicio público implicaba la prohibición del derecho de asociación y de realizar
huelgas—. Sólo hasta bien entrados los años setenta se consolida la tendencia a re—

conocer legalmente la pérdida de poder adquisitivo de los salarios mínimos y algo
del aumento en la productividad del trabajo, tendencia que se extiende hasta finales
de los años ochenta.

Ese acuerdo tácito entre trabajadores y empleadores estuvo sujeto a una gran
intervención estatal hasta finales de los años ochenta y sólo fue posible consolidarlo
dentro del marco de un modelo de desarrollo proteccionista, tanto en el ámbito de la
competencia interna —monopolios— como en el de la competencia externa —prohibi—

ción de importación y elevados aranceles—. Dicho modelo permitía el traslado de los

mayores costos laborales directos a los precios finales, al tiempo que al no estar regu—
lada la constitución de provisiones para las prestaciones sociales exigibles en el largo
plazo, éstas no se hicieron, por lo que durante muchos años se repartieron dichas
prestaciones como utilidades y cuando se volvieron exigibles resultaron impagables.

El desmonte del modelo productivo proteccionista en 1990, el cual coincide
con la expedición de la Constitución de 1991, fuerza el replanteamiento de las re—

laciones entre el capital y el trabajo. El nuevo modelo incorporado en las normas
presupone una mayor protección de los derechos colectivos, al tiempo que está
orientado a introducir competencia al aparato productivo. No obstante, aunque di—

cho modelo va a significar, en apariencia, el fortalecimiento de los derechos colec—

tivos de los trabajadores, a la larga termina con su debilitamiento. En efecto, con
el cambio en el ordenamiento jurídico, la negociación entre los dueños del capital
y el trabajo induce la reducción de la protección de los derechos individuales, en
particular de la estabilidad laboral y el surgimiento de sistemas de contratación,
diferentes de los tradicionales, que no resultan compatibles con el sindicalismo de
empresa vigente en Colombia, por lo que en últimas dicho ordenamiento termina
por vulnerar los derechos colectivos de los trabajadores.

No obstante, con el tiempo han venido surgiendo nuevos elementos en el pa—

norama laboral. Para el éxito del modelo de Economía abierta que el país pretende,
se requiere del apoyo externo y éste está condicionado a que se evite el denominado
“dumping social” —de Estados Unidos—, es decir la competencia desleal originada en
que en nuestro país a unos trabajadores se les remunera de una manera, y a otros de
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otra. Además, se hace necesario respetar los derechos humanos y los compromisos
adquiridos en el seno de la Organización Internacional del Trabajo, los cuales eran
considerados en el marco de la Constitución de 1886, como letra muerta, en espe—
cial aquellos relacionados con los derechos de asociación y de huelga en los servi—

cios públicos. En consecuencia, tanto el Gobierno como el Congreso —_v hasta los
mismos empresarios— se están viendo forzados a aceptar cambios en las reglas de
juego. Pero, nuevamente en este aspecto como en cualquier otro, las posibilidades
de cambio tienen límites y éstos, en materia laboral, están dados por la capacidad de
obtener utilidades en un mundo abierto a la competencia.

A los desarrollos señalados en cada etapa de la historia ha contribuido de ma—

nera notoria el ordenamiento constitucional vigente en cada una de ellas. Primero

por las enormes prerrogativas que la Constitución de 1886 le otorgaba al Ejecutivo,
en particular por el Artículo 121, de Estado de Sitio, y la posibilidad del Legislativo
de delegar funciones —facultades extraordinarias— en el Ejecutivo. Luego, a partir
de 1991, dado que la nueva Carta Política introdujo una serie de normas entre las

que se destaca el Artículo 934 que eleva a rango constitucional los Acuerdos Inter—

nacionales de Trabajo ratificados por el Congreso, y el Artículo 56 que expresamen—
te limita el alcance de la prohibición del derecho fundamental a la huelga a aquellas
empresas que presten servicios públicos de carácter esencial?

En la primera parte de este trabajo se analiza el papel político, jurídico y eco—

nómico que juegan las instituciones en las relaciones entre los dueños del capital y
sus empleados. En la segunda, se estudia la evolución de la Política Laboral en Co—

lombia a lo largo del siglo XX y en lo que va corrido del XXI. El análisis que se reali—

za explora, además de la evolución de los derechos colectivos, la de los individuales,
y dentro de éstos últimos incluye tanto el comportamiento salarial como el de otros
elementos que tienen incidencia sobre el ingreso disponible de los trabajadores,
como son por ejemplo las prestaciones sociales y los gastos que asumen otros agen—
tes económicos —empresarios y Gobierno— por cuenta del trabajador. Finalmente,
se presentan las conclusiones del estudio. Todas las estadísticas incluidas en el tra—

bajo están incorporadas en anexos en los que se señalan sus fuentes.

* El Artículo 93 de la Constitución es el que realmente le otorga carácter supralegal a los Tratados Internacio—

nales de Derecho Laboral.
5 Consultar, entre otras, la Sentencia C—179 de 1994, magistrado ponente Carlos Gaviria; Sentencia C—670 de

2001, magistrado ponente Manuel José Cepeda; _v Sentencia C—272 de 2003, magistrado ponente Alfredo
Beltrán, todas de la Corte Constitucional.



PRIMERA PARTE: MARCO TEÓRICO

Los derechos individuales de los trabajadores no son independientes de los dere—

chos colectivos. El objetivo esencial de la búsqueda de derechos colectivos es que
una vez se hayan obtenido, se transformen en derechos individuales. Las asociacio—

nes de trabajadores surgen de la tendencia natural del hombre a vivir en sociedad
y a ocupar cualquier tipo de asociación para sobrevivir y defenderse. No obstante,
esos derechos no son absolutos1 pues su ejercicio encuentra límites en los derechos
de los demás.

Consultar, entre otras, las sentencias C—355 de 1994 y C—633 de 2000, magistrado ponente Antonio Barrera,
y la Sentencia C—31—1— de 2004, magistrado ponente )Iarco Gerardo Monroy, de la Corte Constitucionalv
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CAPÍTULO, 1:
CONTEXTUALIZACION

El papel del sindicalismo:
los derechos colectivos

El papel del sindicalismo se puede evaluar desde tres ángulos que, si bien son in—

dependientes, están íntimamente interrelacionados y es casi imposible —así con fre—

cuencia se ignore— evaluar uno de éstos sin tener en cuenta los otros. Estos tres
ángulos son el político o ñlosóñco, el jurídico y el económico. La forma como un
sindicato alcanza mejores condiciones para el contrato de trabajo no puede consi—

derarse, por el hecho de estar estrechamente relacionada con los métodos de pro—

ducción, simplemente un problema económico. Los aspectos económicos y algunos
más son, sin duda, de gran importancia, pero estimados aisladamente no capacitan
mejor para entender el sindicalismo?

Angulo político
Quienes visualizan el sindicalismo desde el punto de vista psicológico, histórico y
político tienden a asignarle una ubicación conforme con sus aspiraciones o con sus
propias tendencias. Así, se encuentran las más diversas presentaciones de lo que es
el movimiento sindical y sus orígenes. “En ellas se le ubica no pocas veces con evi—

dente falsedad histórica y se le asignan finalidades que en realidad no corresponden
a su verdadero espíritu, ni a sus orígenes“.

Las explicaciones sobre los origenes de las asociaciones sindicales o sindicalis—

mo son de distinto orden. Así, por ejemplo, se ha considerado que estas asociaciones
surgieron por cuenta de la miseria y del aislamiento de las clases trabajadoras, las

cuales, sin partidos políticos y carentes de ideología, no podían tener una estructura

GONZÁLEZ Cl—IARRY7 Guillermo. wa/¡o roleríiro del trabajo, tomo 1, Cuestiones“ genera/er, nxpeflo hisnírím, es—

tructura rim/¡[al, segunda edición, Bogotá. Futura—Grupo Editorial Ltda, 1978, p. 15.

3 Ibídem, p. 18.
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adecuada para actuar*. Esa situación llevó a que paulatinamente se hiciera evidente
la necesidad de unir a la fuerza fisica, la ideológica para enfrentar no sólo al Estado,
sino también a la clase capitalista.

En este sentido se pronuncia, por ejemplo, Marx, para quien el origen del mo—

vimiento sindical

está en el desarrollo industrial que creó un género de vida miserable para
las masas trabajadoras. .. y que aprovechó la naturaleza sociable del ser humano

para determinar, en las unidades trabajadoras y más adelante en la clase proleta—

ria, la necesidad de agruparse )“ de especiales formas de lucha para lograr mejores
condiciones de vida, enfrentarse con. .. las relaciones de producción (el industria—

lismo) y no quedar aplastadas, así como para asumir un papel determinante en la

suerte de los pueblos que se enrumbaban por este nuevo sistema de producción y
de relaciones sociales?

Ahora bien, sobre el papel político que juega la asociación sindical, las teorías
son diversas. Dentro del marco marxista, la asociación sindical se orienta contra la

organización del Estado capitalista como un instrumento para la transformación
política del Estado“. A la luz de esta teoría la función de los sindicatos en un Estado
democrático es destructiva, es la de atacar y debilitar todas las instituciones cuya
disolución facilite el advenimiento de un régimen marxista, dentro del cual no hay
cabida para la propiedad privada.

Esta última tesis no es compartida por Lenin, quien, sin desconocer que se tra—

ta de una corriente política o de un movimiento de contenido político, identifica al

sindicalismo con las asociaciones inglesas denominadas “trade uníans” que sirven de

soporte al Gobierno y al sistema por su empeño en no constituirse en corrientes po—

líticas beligerantes e independientes de toda organización política, sino más bien, en
un movimiento con tendencias a incrustarse dentro de la organización existente7.

Por su parte, las escuelas liberales intervencionistas, si bien aceptan que el
movimiento sindical es también un movimiento político de contenido doctrinario
económico reivindicativo, lo conciben como un instrumento de coadyuvancia para
la intervención estatal en el logro de una distribución más equitativa de la riqueza

4 Ibídem, p. 15.

5 Ibídem, p. 19.

" Ibídem, p. 27.

Ilzízlem, p. 19. “Se afirma que la organización capitalista es injusta; que hay explotación del hombre por el

hombre; que lo que el hombre produce con su trabajo es superior al salario, _v que la diferencia va a las arcas ca—

pitalistas (plusvalía) y que la única forma de redimir a la clase trabajadora es la transformación del Estado”.
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entre todos los ciudadanos _v particularmente entre los trabajadores, y al cual le es
lícito usar una serie de tácticas o medios de combate, pero siempre que ellos estén
admitidos en la legislación?

Finalmente, la Iglesia Católica acepta que el sindicalismo se trata igualmente de
un móvil político incorporado a las corrientes modernas de la vida del Estado, pero
le censuran toda actitud revolucionaria y no colaboracionista. En este sentido,

acepta la lucha de clases como un hecho social pero estima que el sindi—

calismo debe ser un instrumento morigerador de la misma y no su coadyuvante,
y por lo mismo su papel fundamental reside en el apoyo a los gobiernos demo—

cráticos y, en especial a la organización empresarial, a la industria privada y a la
iniciativa privada, para obtener de ella por vías pacíñcas, conciliadoras y de enten—

dimiento, una mejor distribución de la riqueza; todo a base de principios morales
como la solidaridad cristiana, el amor al prójimo y el entendimiento entre térmi—

nos igualesº.

Ahora bien, independientemente del papel que cumplan los sindicatos en la
práctica se imponen límites a su intervención. Como lo anota Laski, en cualquier
Estado, sea una democracia capitalista —por intervencionista que sea— o un régimen
socialista, el Gobierno es quien tiene la última palabra en un conflicto. Su expresión
en esta materia está contenida en las siguientes palabras:

lo que deseo vehementemente, es aclarar un principio fundamental: que
aun en las comunidades políticas en las que los sindicatos son independientes del
poder estatal, en las que la mayor parte de la industria y de la agricultura está en
manos de los particulares, las situaciones críticas obligan a los gobiernos moder—

nos, siempre que consideren que están amenazados aspectos importantes de la
vida nacional... a transformar un movimiento subordinado al poder estatal… El
Gobierno tiene siempre la última palabra en un conflicto. Quiero destacar esto

Ibídem, p. 20. “Pero parten del supuesto, o llegan a la conclusión, de que los sindicatos deben ser organis—
mos de colaboración aun cuando les admiten el uso de ciertos métodos de combate que aunque aparezcan
rudos son, sin embargo, necesarios para la obtención de sus fines. Pretende la existencia de la lucha de clases
—postulado marxista— _v sólo así lo conciben como un instrumento de mejoramiento a_vudado siempre por el
Estado, o en la mayor parte de las veces por el Estado, para conseguir aquellos fines”.

Ibídem, pp. 20—21. “No sobra mencionar que los intervencionistas de derecha hicieron del sindicalismo un
instrumento para su dominación autoritaria... utilizaron el movimiento sindical para ponerlo incondicio—
nalmente al servicio de una política estatal encaminada, no como el socialismo, a una mejor distribución de
la riqueza. .. sino por el contrario, para construir un monstruo estatal de unidad política aparentemente in—

destructible, y utilizarlo todo, envolviendo naturalmente a los sindicatos, como un aparato para aplastar las
libertades públicas, la dignidad humana y el derecho a la vida”.
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por muchas razones: primero, porque es un concepto de Estado, ya que supone

que el Gobierno de una comunidad es soberano, da órdenes a todas las otras en—

tidades de la comunidad, si así le conviene, y no las recibe de ninguna. Natural—

mente éste es el marco jurídico formal de estas relaciones. Es parte de esta teoría

que todos los organismos independientes, incluyendo los sindicatos, estén subor—

dinados al Gobierno, siempre que éste quiera hacer patente su deseo de subor—

dinación. La razón de este punto de vista, reside en el hecho de que ningún otro

organismo más que él puede asegurar a la comunidad la continuidad de los ser—

vicios vitales….

En síntesis, en general, es reconocido que los sindicatos desempeñan un papel
político, así sobre el fin que cumplan existan diferentes teorías. En la práctica, todos
los Estados establecen límites a su actuación.

Ángulo jurídico
Desde el punto jurídico o legislativo, el sindicalismo puede deñnirse como

el conjunto de disposiciones legales de toda jerarquía que en un momento

dado y en un país determinado, regulan la existencia de las asociaciones profesio—

nales de trabajadores, sus finalidades, sus métodos de acción, sus conquistas, el al—

cance de su representación y los límites de su papel dentro de la estructura general

de un Estado”.

La base jurídica del sindicalismo está constituida por el derecho que tiene toda

persona a asociarse para desarrollar las más diversas actividades”. Es éste el vehícu—

lo que la clase trabajadora ha utilizado para, a través de las asociaciones sindicales,
orientar, dirigir y hacer culminar sus aspiraciones y deseos.

Para Klare, la Ley Laboral invita y autoriza a los trabajadores a articularse y

a manifestar sus intereses a través de la auto organización. Esta acepta el conflicto

como parte de la vida industrial, pero lo institucionaliza y restringe, sustrayendo el

carácter del conflicto industrial del carácter político o de clase. Como lo señala el

mencionado autor”, las escuelas liberales encontraron en la negociación colectiva

un mecanismo soberano para desarrollar aproximaciones a los problemas generales
de la teoría política de la posguerra; esto es la estrategia para institucionalizar el

"' LASKI, Harold. “Los sindicatos en la nueva sociedad”, en GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo, Óp. cit., p. 21.

" KLARE, Karl 1—1. Óp. …… p. 26.

“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. cit., p. 18.

… KLARE. Karl E. Óp. (¡¡.
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conflicto, la teoría del interés común de no interrumpir la producción y el determi—
nismo tecnológico de la modernización. En este sentido, el Estado regula cuidado—
samente la acción colectiva de los sindicatos, estableciendo que los fundamentos de
la organización social no se cuestionan por cuenta del conflicto industrial, ni están
abiertos a la discusión. Se fijó así un marco institucional a la acción de los sindicatos
que Klare califica como estrecho.

Ahora bien, los valores y creencias asociados con esta forma de pensar acerca
de la organización industrial fueron internalizados por los líderes laborales y los ac—

tivistas, influenciando sus perspectivas _v acciones. Fue así como los líderes de los
trabajadores aceptaron supuestos que derivaban del paradigma liberal de la pos—

guerra respecto de lo que es posible y deseable en el lugar de trabajo.
Dentro de ese pensamiento es esencial validar la huelga como derecho funda—

mental, aunque residual de los trabajadores. En consecuencia, a la luz de las presio—

nes en conflictos la Ley Laboral evoluciona gradualmente el concepto de legítima
acción colectiva, al tiempo que restringe la auto expresión de los trabajadores a tra—

vés del consentimiento de la actividad y el conflicto industrial“. Observa Klare que
“más aun, todos los grupos, se dice, comparten un interés común cual es maximizar
la producción —de manera que la torta sea la más grande posible—. En consecuencia,
la regla básica es que la huelga no debe ser utilizada para protestar por incumpli—
mientos contractuales y mucho menos como modo de expresión política””. Y agre—
ga que “aun los jueces liberales tienen limitada paciencia frente al uso de la huelga
con propósitos reivindicativos de los derechos de los trabajadoresº”º.

Ahora bien, Klare considera que la retórica de la libertad contractual y las ins—

tituciones correspondientes al acuerdo laboral refuerzan el poder del empleador.
Inicialmente, la mayoría de los aspectos salariales y las condiciones laborales se es—

tablecían a través de la libertad contractual, esto es, de un proceso de negociación
que reflejaba la llamada libertad de las fuerzas del mercado, a pesar de que “nada
en el ideal de libertad contractual o de la noción de que “trato es tratoº precisa de
esa regla, la cual favorece la libertad administrativa a expensas de la seguridad del
trabajador””. Posteriormente, se le dio otro sentido al ideal de libertad contractual.
Dentro de éste, a menudo el acuerdo alcanzado en la negociación colectiva excluye
los derechos estatutarios de los trabajadores. El trabajador renuncia a ciertos dere—
chos estatutarios a cambio de un precio: renuncia al derecho a la huelga, al tiempo
que el empleador excluye la participación de los trabajadores en protestas y en la

“ [biz/em.

'5 Ibídem.

“' Ibídem.

'7 Íl7ídem.

,,
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revisión arbitral. “Las renuncias del trabajador durante el término del contrato li—

mitan su derecho estatutario a coparticipar en el establecimiento de las reglas y las

condiciones del trabajo”18 y excluye además temas como la planeación de largo pla—

zo de la empresa, métodos de producción y organización del proceso productivo.
Señala el mismo autor que,

la teoría sostiene que el solo hecho de que la renuncia constituya un trato
voluntario no significa que el resultado del negocio sea justo o que el cumplimien—

to del negocio no sacriñque la autonomía del trabajador o su auto determinación.

Justamente el hecho de que se tenga preferencia por ciertos beneficios frente a

ciertos derechos bajo determinadas circunstancias no signiñca para empezar que
sea justo poner a escoger a los trabajadores”.

Un aspecto adicional que debe ser resaltado dentro del análisis del ángulo
jurídico es que los logros del sindicalismo, en el ámbito jurídico, se traducen en
acuerdos contractuales —convenciones colectivas—, 0 en normas jurídicas de ca—

rácter general —leyes, decretos, resoluciones etcétera—, que son interpretados por
los jueces, pudiendo éstos, frente a un mismo caso y de acuerdo con su ideología,
fallar unas veces a favor de los trabajadores y en otras ocasiones en contra. Este

punto adquiere particular relevancia cuando en la Constitución Política de un Es—

tado, como es el caso de Colombia, se encuentran previstos mecanismos de protec—

ción de los derechos fundamentales y de los derechos económicos y sociales de los

ciudadanos”.
Finalmente, es importante mencionar que existen diversas instituciones —na—

cionales e internacionales— encargadas de proteger los derechos colectivos de los

trabajadores. Entre ellas cabe destacar a la Organización Internacional del Traba—

jo, agencia tripartita de la Organización de Naciones Unidas que convoca a los

gobiernos, empleadores y trabajadores de sus Estados miembro con la finalidad
de realizar acciones conjuntas destinadas a promover el trabajo digno en el mun—

do. Para dicha Organización, el principio fundamental de la libertad sindical y de
asociación, y del derecho a la negociación colectiva es expresión de la dignidad
humana. Ofrece la garantía para que los trabajadores y los empleadores puedan
asociarse y actuar conjuntamente para defender no sólo sus intereses económicos,

… lbídem.

” lbídem.
3“ La Corte Constitucional ha considerado desde sus primeras decisiones que la acción de tutela se erige como

un mecanismo eficaz e idóneo en materia de protección de derecho a la huelga. Consultar la Sentencia T—568

de 1999, magistrado ponente Carlos Gaviria, y la Sentencia T—927 de 2003, magistrado ponente Álvaro Ta—

fur, ambas de la Corte Constitucional.
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sino también libertades civiles tales como el derecho a la vida, la seguridad, la in—

tegridad, la libertad personal y colectiva. Constituyen una garantía a efectos de la

protección contra la discriminación, la injerencia y el acoso. Así mismo, por ser uno
de los componentes de la democracia, es un elemento clave para que se apliquen en
la práctica los demás derechos fundamentales inscritos en la Declaración de la Or—

ganización Internacional del Trabajo“.
En Colombia, la Organización Internacional del Trabajo ha adquirido especial

relevancia desde 1991, año en el que se elevan a rango constitucional los Acuerdos
Internacionales de Trabajo ratificados por el Congreso.

Ángulo económico
Al lado de los conceptos políticos y jurídicos del papel que juegan los sindicatos o
asociaciones colectivas de trabajadores en la sociedad, está el concepto del papel del
sindicalismo desde el punto de vista económico, el cual generalmente se asocia a su
contribución al crecimiento económico.

Como lo señala Gaspar Ariño,

. es preciso destacar que, a partir de cierto grado de distribución apare—

cen efectos perversos sobre la producción. Cuando se priva el agente de incenti-

vos ec0nómicos para crear riqueza —como es su apropiación—, aparecen fallas en la

producción: no compensa trabajar, ni ahorrar, ni prever, ni asumir riesgos, ni crear

empleo, ni acumular patrimonio. Las leyes que determinan dicha redistribución

son básicamente leyes fiscales, por tanto, entre las leyes de producción y distribu—

ción existen interacciones, como puede ser el carácter incentivador de las leyes lis—

cales y sus límites confiscatoriosº.

Los argumentos económicos a favor del sindicalismo se refieren a que éste

contribuye a inculcar en los obreros la disciplina industrial, cuya ausencia conlleva

bajos niveles de productividad al tiempo que logra distribuir el ingreso, lo cual es
deseable desde el punto de Vista del desarrollo”. No obstante, quienes sostienen

que el sindicalismo constituye una barrera para el desarrollo económico usan dos

argumentos: el primero, que los sindicatos al tratar de obtener mayores niveles de

— “Organizarse en pos de la justicia social”. Informe global con arreglo al seguimiento de la Declaración de
la Organización Internacional del Trabajo relativa a los principios _v derechos fundamentales en el trabajo.
Conferencia Internacional del Trabajo, 92= Reunión, Ginebra, 2004.

ARISIO, Gaspar. Principios del derecho público ¿u'onómivo, Bogotá, Universidad Externado de Colombia,
2003.

33“ URRUTIA, Miguel Historia del sindicalismo en Cºlombia, Bogotá, Ediciones Universidad de los Andes,
1969, p. 17
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ingreso para sus miembros dificultan la generación de ahorro; el segundo, que los
sindicatos hacen peligrar la estabilidad monetaria y en algunos casos causan una
espiral inflacionaria a corto plazo originada por problemas de balanza de pagos,
déñcit fiscal o crisis de producción”. “Quienes aceptan estos argumentos conside—

ran lógicamente que los sindicatos deben ser destruidos, o por lo menos controla—
dos para que el país pueda lograr mayores tasas de desarrollo y sobrepasar la etapa
de transición a una sociedad industrial en menor tiempo””. Dentro de ese marco,
Urrutia considera que los argumentos a favor del control o represión de los sindi—

catos parecen irrefutables“.
No obstante, el mismo autor sugiere que

el error consiste en considerar la contribución de los sindicatos al desa—

rrollo sólo desde el punto de vista económico. .. los sindicatos son instituciones
políticas más que instituciones económicas. Su efectividad depende más de la ac—

ción política que de la acción económica. Entonces es lógico que la contribución
de los sindicatos sea mayor en el campo del desarrollo político que en el campo
del desarrollo económico. Pero como uno de los prerrequisitos indispensables
para el desarrollo económico es la estabilidad política y la paz social, entonces los
sindicatos pueden contribuir indirectamente a la industrialización si contribuyen
al desarrollo político”.

En cualquier caso, en los regímenes democráticos la finalidad económica del
sindicato es eliminar la competencia de los desempleados y lograr salarios mayo—
res al mínimo necesario para su subsistencia. Para ello, el sindicato recurre a varias
tácticas: ]. control de la oferta de trabajo; 2. acción política para limitar la oferta de
trabajo; y 3. huelga“.

La huelga tiene dos fines. El primero, limitar la oferta de mano de obra, amena—
zando al empresario con el paro indefinido de la producción en el caso de enganche
de personal que no tenga las cualidades requeridas por el sindicato. Si por medio de
la huelga el sindicato logra limitar la oferta de mano de obra en un oficio, automáti—
camente se incrementa el salario en ese oñcio cuando crece la demanda.

El segundo En de las huelgas es incrementar el salario directamente. En este caso se
le presenta al empresario la alternativa de incurrir en el costo de romper una huelga o

” lllídem.

” llzídem.

3" Ibídem, p. 18.

17 Ibídem, p. 19.

3“ Ibídem, p. 20.
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incurrir en el costo de pagar salarios más altos. La huelga es más efectiva entre más alto

sea el costo para el empresario. Esta será más costosa entre más alta sea la tasa deinte—
rés, más calificada la mano de obra y más capital por trabajador exista en la empresa.

Otros factores que inciden sobre el costo de la huelga y sobre los salarios que
está dispuesto a pagar el empresario, son el grado de competencia de la industria,

la elasticidad de la demanda para los productos de la empresa y la elasticidad de

oferta de las materias primas que usa la empresa”.

“En general muy pocos sindicatos han logrado controlar la oferta de mano de
obra por un período de tiempo largo”3º. Para Urrutia, el nivel de salarios que se

puede obtener con la amenaza de huelga está limitado porque si los sueldos logra—

dos son elevados, se desarrollan incentivos para entrar a la profesión u oficio y se

torna para el sindicato más dificil controlar la oferta. “Por esa razón, la segunda
función de la huelga es más importante que la primera. Es decir, es una técnica
más efectiva para subir salarios directamente que para controlar o limitar la oferta
de trabajo”“.

No obstante, el nivel de salarios que se puede obtener con la amenaza de huelga
está limitado por factores económicos. Si hay competencia en la industria en la que ac—

túa el sindicato, la amenaza de huelga sólo es efectiva si se hace en toda la industria.

La razón es que si sólo existe sindicato en una empresa, y éste logra mayores
salarios, la empresa sindicalizada tendrá costos de producción mayores a los de sus

competidores y por esta razón puede quebrar, o por lo menos no crecer. La susti—

tución es otro factor que limita la acción de los sindicatos. En el caso en que se lo—

gre organizar todo un sector industrial, y así se logre que las empresas que pagan
el salario sindical sobrevivan, los mayores costos causados llevarán a mayores pre—

cios y a que los consumidores reemplacen los bienes producidos por ese sector por
otros parecidos y que se hayan vuelto relativamente más baratos debido al alza de

precios anotada—".

Los sindicatos también pueden usar la táctica de la acción política para lograr

que el Estado haga efectiva la huelga en condiciones económicas en las que ésta
fracasaría. “En estas circunstancias la acción política hace efectiva la huelga, y los

3" Ibídem, p. 21.

3” ]l7ídem .

'“ lbídem.

” Ibídem,
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sindicatos dependen del Estado para lograr cualquier mejora en las condiciones
de trabajo””.

Para Urrutia, por esta razón, la segunda función de la huelga es más importante
que la primera. Es decir, es una técnica más efectiva para subir salarios directamen—
te que para controlar o limitar la oferta de trabajo“. Urrutia continúa: “en países
con exceso de oferta de mano de obra dificilmente un sindicato logra su propósito
sin una acción política orientada a obtener el apoyo de una autoridad que facilite la
restricción de la oferta de trabajo””. Esa autoridad legal es el Gobierno, quien tiene
el monopolio del manejo de la fuerza o el sindicato mismo, que por medios legales o
ilegales logra la colaboración de otros trabajadores.

Los derechos individuales
Existen diversas aproximaciones a lo que debe ser la remuneración del trabajo. Es—

tán las teorías basadas en las leyes de la naturaleza, las que hablan del derecho a un
mínimo de subsistencia“. También están las que se basan en el derecho del traba—

jador a recibir la totalidad del producto del trabajo”, y parte del principio de que
el individuo maximiza utilidades y los precios resultan de las fuerzas del mercado.
De ahí que la demanda por trabajo disminuya con el aumento de su precio y que la
oferta de trabajo aumente con su remuneración, ambas sujetas a rendimientos mar—

ginales decrecientes.
Desde el punto de vista de la oferta, llegado un determinado nivel de ingreso, el

individuo valora más el ocio38 y además tiene en cuenta otros factores como es el tiem—

po empleado en la búsqueda de información y de empleo o el riesgo de desempleo”.
La teoría económica neoclásica acepta la presencia de fallas en el mercado y la

necesidad de intervención del Estado en busca de mayor equidad social, siendo este
punto particularmente evidente en el caso de los trabajadores, por la debilidad de
su poder de negociación individual frente al empleador. De ahí la importancia de la

negociación colectiva. El mayor equilibrio en las relaciones de poder entre los dis—

tintos grupos de interés está determinado por la legislación laboral y la forma como

” Ibídem.
3* lbídem.

'” Ibídem, p, 18.

¡" BOYER, George y SMITH, Robert S. El desarrollo dela tradición neoclásica en la economía labora/.
” 1bídem.

3'“ BECKER. Human Capital. New York, Columbia University Press, 1963,

3“ lbídem.
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ésta se materializa frente a los derechos de quienes están subordinados al interior

del vínculo contractual.
Como se verá en el desarrollo de este trabajo, es importante tener en cuenta,

porque con frecuencia se ignora, que las condiciones laborales no se pueden medir

exclusivamente con base en el ingreso directo disponible que recibe el individuo a

cambio de su trabajo. De una parte, existen grandes diferencias entre lo que paga
el empleador —costo de la nómina— y lo que recibe el trabajador, diferencias que ge—

neralmente incorporan asignaciones forzosas con destinación específica, dentro de

las cuales con frecuencia están los subsidios cruzados entre estratos de mayores y

menores ingresos, lo que dentro de la jerga jurídica se denomina solidaridad. Tam—

bién existen diferencias entre el ingreso disponible de los trabajadores y la remu—

neración que reciben, diferencias que se explican tanto por las tarifas impositivas

—renta, IVA, etcétera— como por la destinación del gasto público —salud, educación,
vivienda, etcétera—. En los regímenes comunistas, los trabajadores reciben una por—

ción residual de lo que producen porque el Estado se hace cargo de la mayoría de

sus necesidades —vivienda, salud, educación, etcétera—. Dentro de un Estado socia—

lista, recibe una parte de ese total. En la medida en que la estructura institucional

se aproxima a una economía de mercado, la porción que recibe el trabajador por
cuenta de su trabajo aumenta, al tiempo que la porción que el Estado retiene —im—

puestos— y el gasto social asociado a ese ingreso disminuye. Así, el trabajador retie—

ne más ingreso disponible, pero se hace cargo de una mayor porción de sus gastos
esenciales —educación, salud y en particular vejez—.

De otra parte es importante considerar que en la medida en que aumenta el

bienestar de una sociedad, medido éste en términos de la expectativa de vida al na—

cer y de la edad a la que el trabajador adquiere el derecho a una pensión, cobra gran
relevancia ese derecho debido a que el trabajador ya no es económicamente útil, y
además exige de una enorme atención en salud. Cuando ello ocurre, esto es que
la población envejece, disminuye la proporción de la población económicamente

activa, la cual no sólo debe hacerse cargo del mantenimiento de los jóvenes, sino

también de los viejos. Cuando esto ocurre, si no se han tomado las debidas precau—

ciones en términos de la constitución de reservas pensionales, uno de los principa—

les problemas a que se ve abocada una sociedad es a descifrar cómo se va a financiar

ese gasto. Entre los grandes interrogantes está si éste debe correr por cuenta de la

generación que realiza el gasto o si éste queda a cargo de generaciones futuras Esta

es la razón por la cual en este trabajo se le asigna especial atención al Régimen Pen—

sional. En cualquier caso, este gasto constituye la garantía de que los trabajadores

dispondrán de ingresos cuando haya culminado su vida productiva.
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LAS INSTITUCIONES

El desarrollo de los países no es independiente de sus instituciones formales e in—

formales, ni de las organizaciones que se forman al amparo de éstas, como es el caso

entre otras de los sindicatos, gremios de producción, partidos políticos e Iglesia, ni

de los mecanismos existentes para hacer cumplir las reglas. Las organizaciones se

conforman alrededor de las preferencias de los grupos de interés. Estos, si consi—

deran que pueden obtener ganancias promoviendo el cambio en las reglas, invier—

ten recursos en el logro de ese propósito. Esa actuación desencadena la respuesta
de parte de otras organizaciones o grupos de interés que perciben que se verán per—

judicados con el cambio. De la interacción entre unos y otros se produce dicho de—

sarrollo, es incremental y genera una senda de dependencial. Los cambios de hoy
alteran los precios relativos, lo que desencadena presiones que inducen cambios fu—

turos y así sucesivamente.
La política no es independiente de la economía ni de la estructura jurídica de los

países. En el campo económico y jurídico se especifican los derechos de propiedad

y los mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento: esto es los contratos indivi—

duales; en el campo político se decide cuáles son las normas que los rigen, cómo se

adoptan y cuál decisión económica o jurídica produce efectos y reacciones políticas y
viceversa. Así, quienes se ven beneficiados o perjudicados con las reglas de juego ac—

túan en el campo político sobre la toma de decisiones.

North sostiene que en los regímenes democráticos, donde los costos de tran—

sacción son reducidos, es más fácil el cambio que en los regímenes totalitarios, así en
ocasiones existan grupos que en la medida que deseen el cambio y no lo logren, te—

niendo suñciente poder, recurran a la violencia para forzarlo, produciendo rupturas
o lo que North llama “cambio discontinuo” en los ordenamientos institucionalesº.

Así, existen diferencias entre la forma como interactúan las organizaciones polí—

ticas, económicas o jurídicas o los grupos de interés frente a determinadas decisiones,

¡ NORTH, Douglas. lnxlimtíom, Institutional Change uml Emnomic Perfbrmame. Political Economy of1nstitu—

trans am! Decixíons.

º ”¡¡!/em.
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las cuales están en función de las instituciones políticas. Hay instituciones que fa—

cilitan el cambio y otras que lo dificultan. En los regímenes donde las decisiones se
adoptan por mayorías, el cambio se facilita, en tanto que en los regímenes no demo—
cráticos, donde las decisiones las adoptan unos pocos, éste se diñculta.

No obstante, y a pesar de que existen distintas versiones respecto de la forma
como se da ese proceso, parecería que la situación de Colombia se puede enmarcar
de manera convincente dentro del Teorema del Votante Medio, el cual señala que
en un régimen democrático es el votante medio quien determina el resultado de las
escogencias, a la vez que ese votante garantiza que las escogencias de los partidos
políticos converjan hacia sus intereses. Esto ocurre porque los individuos tienen
determinadas preferencias _v se aproximan a partidos políticos cuyas características
más se asemejen a éstas y más se distancien de las políticas que rechazan. De esta
manera surge una escogencia colectivaº“.

La interacción entre los distintos grupos de poder en un régimen libre se ca—

racteriza por la libertad que tienen los partidos políticos de operar y configurar
grupos de interés, por la real observancia de libertad de expresión, prensa y pro—
testa pública. Bajo un régimen libre, los grupos pueden organizarse y comunicar.
Así mismo, se puede movilizar la opinión pública y ganar adherentes. Bajo un ré—

gimen libre los grupos están autorizados para hacer oposición, inclusive violenta,
al Gobierno*.

En un régimen no democrático, a pesar de que las políticas respondan a los
intereses de una élite, ésta enfrenta restricciones que están dadas por el peligro de
ser reemplazada por otra o por otros individuos dentro de la misma élite, por lo
que ésta, de manera permanente, está abocada a un riesgo latente. Entonces para
la supervivencia del régimen en el poder es importante asegurarse de que ningún
grupo esté tan insatisfecho como para que intente derrocarlo o adoptar acciones
políticas o económicas en su contra. Frente a la amenaza de una acción colectiva
o de una revolución, un régimen no democrático hace concesiones para evitar ser
derrocado?

En países donde la “democracia” es teórica, en los que recurrentemente se tor—

nan violentas las disputas laborales, los conflictos agrarios, los conflictos alrededor
del costo de vida o de los precios de productos especíñcos o de la política externa, lo
que debería ser la excepción se convierte en la regla. En este caso, tratar la violencia

ACEMOGLU, Daron )“ ROBINSON, James A. Economic Origins af Dirmtors/zip (md Demormry, New York,
Cambridge University Press, 2006, p. 89.

* PAYNE, James. “Peru: The Politics of Structure Violence”, en 7715 _70nrna/ afPo/¡Iifs, Vol. 27, No. 2, May
1965, pp. 362—374.

5 ACERIOGLL', Daron _v ROBINSON, James A. Óp. m., p… 89.



Capítulo 11: las ínstimríaner

y las excepciones de constitucionalidad como aberraciones nos pone en la extraña

posición de insistir en que prácticamente todos los eventos políticos son desviacio—

nes, cuando las demostraciones y los enfrentamientos son la norma“.

Este patrón, en concepto de Payne, se presenta cuando: 1. el conflicto por el con—

trol de la Presidencia es intenso; 2. las fuerzas de la oposición están dispuestas a usar
métodos extremos para destruir al Presidente; 3. las Fuerzas Armadas, a su vez, de—

rrocan al Presidente frente a incidentes frecuentes de violencia. El Presidente, por su

parte, cuando se ve amenazado por el uso de la violencia trata de prevenirla haciendo

concesiones. Entonces la violencia política estructurada se constituye en un arma eñ—

ciente de presión.
Payne atribuye el surgimiento de elevados grados de conflictividad a que el

Ejecutivo puede y expide decretos autoritarios en casi todos los tópicos en razón a

que el Congreso y las cortes están subordinadas al Presidente, y que el patronaje

que dispensa contribuye al aislamiento e intensidad de la oposición. Las Fuerzas
Armadas mantienen al Presidente en el poder y son las encargadas de controlar

y dispersar las manifestaciones cuando los paros alcanzan determinadas propor—

ciones. Pero, cuando la temperatura política aumenta —huelgas, manifestaciones,

muertes, protestas— el sostenimiento del Ejecutivo se torna incierto. Como el prin—

cipal objetivo del Ejecutivo es mantenerse en el poder, su comportamiento es claro:

trata de pacificar, minar o al menos contener los grupos que emplean la violencia en

su contra. La forma más obvia para contener la violencia es darle a aquellos grupos

que presionan parte de lo que quieren. En consecuencia, los grupos de interés le

introducen un impulso dinámico al sistema7.

Los grupos de presión, en particular los sindicatos, son útiles para instrumen—

tar ataques en contra del Gobierno. Si esos grupos están tranquilos o el Gobier—

no los enfrenta calmadamente con adecuadas concesiones, la violencia tiene pocas
oportunidades de prosperar. El Presidente actúa como debe, al igual que lo hacen
los trabajadores al recurrir a la violencia por ser ésta un arma exitosa para el logro
de sus objetivos. En algunos casos, las alternativas que ofrecen la negociación co—

lectiva y la amenaza económica son reducidas: el éxito de la negociación colectiva

precisa de una oferta reducida de mano de obras.

La realidad colombiana no ha sido ajena a este tipo de procesos. La estructura
institucional adoptada por el país a través del tiempo es atribuible a hechos históri—

cos dentro de los cuales, si bien no parece haber estado en el orden del dia la lucha

“ PAYNE, James. Óp. m., pp. 362-374.
7 Ibídem.
“ [¡¡/dem.
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de clases9 entre los dueños del capital y del trabajo, o por lo menos ésta no parece
haber tenido la fuerza requerida para inducir cambios radicales en los valores polí—
ticos y en el papel del Estado, si ha determinado los resultados obtenidos.

URRL'TIA, Miguel. Historia del siudimlimzo en Cn/0mlzia, Bogotá, Ediciones Universidad de los Andes,
1969.



SEGUNDA PARTE: EL PAPEL
DEL SINDICALISMO EN COLOMBIA

En esta sección, en una primera parte, y antes de ahondar en el tema de estudio de

este trabajo, se reseñan algunos análisis de la historia del sindicalismo en Colom—

bía. Cabría preguntarse por qué se recurre a la historia en lugar de realizar un aná—

lisis estático de la situación del mercado laboral. La respuesta a este interrogante es

que el presente es producto del pasado y a su vez deñne el futuro]. Entender lo que
ocurre hoy sólo se logra entendiendo por qué llegamos ahí. Entender por qué es—

tamos ahí nos permite intuir qué ocurrirá en el futuro. A pesar de esa realidad, re—

sulta más fácil entender el pasado que el presente, en razón a que la distancia en el

tiempo hace más comprensibles los hechos. En una segunda parte se contextualiza

la estructura institucional que sirvió de marco de referencia para el desarrollo sin—

dical en Colombia y, en una tercera, se analiza cómo han evolucionado las normas

que definen y son definidas por las tendencias de los movimientos laborales.

NORTH, Douglas. ln…ttílutíam. 1ns1íru!iwml C/mnge [md Emnomi: Pe¡formance. Politim/ Economy aflnsn'tu—

1ions ¿md De5irionx.
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CAPÍTULO I: RESENA

DEL ANALISIS DEL SINDICALISMO

En Colombia se han realizado diversos análisis respecto del papel desempeñado por
el sindicalismo y la negociación colectiva en las condiciones de vida de la clase tra—

bajadora. No obstante, frente a la importancia del tema, éstos no son ni abundan—

tes ni suficientes para la adecuada comprensión de la problemática, más cuando se

tiene en cuenta que el país lleva más de cincuenta años en una lucha encarnizada en
contra de grupos armados al margen de la Ley que no aceptan las reglas de juego
constitucionales. Además, los estudios que se han realizado en su mayoría han esta—

do permeados por ideologías marxistas y se han focalizado esencialmente en el papel
político y en las formas jurídicas que rigen los movimientos laborales, sin ahondar ni

en sus consecuencias económicas, ni en sus consecuencias distributivas. La ausen—

cia de otros puntos de vista es preocupante, pues señala algo peor que la crítica cual

es que el problema se ignore o carezca de interés como si éste no existiera o no fuera

relevante; como si fuera invisible.

Entre las referencias analíticas utilizadas para este trabajo se destacan Fran—

cisco Ostau de Lafont, Víctor Manuel Moncayo y Fernando Rojas, Marcel Silva

Romero, Ignacio Escobar Uribe, Guillermo González Charry y Miguel Urrutia
Montoya.

Tanto Moncayo y Rojas como Ostau de Lafont y Silva Romero no parecen com—

partir el ideario del liberalismo clásico al ubicarse más próximos a la lucha de clases del

pensamiento marxista, aunque de manera diferenciada. Moncayo y Rojas perciben la

acción del Estado respecto del sindicalismo obstructiva y estructurada para entorpe—

cer la lucha reivindicativa de los trabajadores. Ostau de Lafont pone énfasis en el “pa—

ternalismo” con que el Estado ha enfrentado el movimiento sindical, por lo que lo ha

debilitado. Y Silva Romero percibe que el Estado le ha restado autonomía a los traba—

jadores, lo que también los debilita. En contraste con esos planteamientos, González
Charry, cuyo pensamiento encaja mejor dentro del liberalismo clásico, así considere

que necesariamente las relaciones entre capital y trabajo se dan dentro del marco del
enfrentamiento de intereses, percibe que ese enfrentamiento se debe ajustar al orden

legal y que el papel del Estado es el de preservar el orden social. Escobar Uribe, por su

parte, no entra en disquisiciones filosóficas relacionadas con el papel del sindicalismo
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en la asignación de recursos, sino que se limita a enfrentar los hechos como aquellas
realidades dentro de las cuales se han movido las relaciones entre trabajadores y em—

presarios. A diferencia de esos autores, Urrutia analiza el movimiento sindical desde el
punto de vista económico y sostiene que sin el apoyo del Estado éste no habría podido
surgir, al estar limitada su capacidad de actuación por el exceso de mano de obra pre—
valeciente en la economía colombiana.

Francisco Ostau de Lafontº en el libro El discurso potemalísta en la_)%rnzaa'ón de
la norma laboral abarca la historia del movimiento sindical en Colombia hasta el año
2000. Su análisis se basa en la crítica de la actitud “paternalista” de la dirigencia del
país, la cual, considera, ha evitado el fortalecimiento de los movimientos sindica—
les. El autor por “paternalismo” entiende la actitud paternal—jurídica de los diferen—

tes discursos del poder —Estado, partidos políticos, Iglesia, organizaciones sociales,
Rama Judicial, empresas, sindicatos, entre otros— que, a través de un sistema norma—
tivo justifica por razones de caridad o beneñcencia determinadas políticas públicas
que inciden en la conducta de los miembros de una sociedad a través de decisiones
de poder, en el supuesto de que lo que hace es lo conveniente para los trabajadores,
interviniendo de esta manera con la libertad individual. Esta intervención en el caso
colombiano, en su opinión, facilita el control social de la clase trabajadora3.

El autor considera que ese carácter paternal de la norma laboral no desaparece
hasta bien entrada la década del setenta, en razón a una relativa independencia al—

canzada por las organizaciones sindicales y a causa de la identificación total de los
intereses de los partidos políticos con los de los dueños del capital, que imponen
la idea de que la determinación de las condiciones del trabajo se debe dejar en ma—

nos de las leyes del mercado. No obstante, señala que el paternalismo a partir de la
Constitución Política de 1991 se observa en el desarrollo del Estado Social de De—

recho y de algunos de los discursos jurisprudenciales de la Corte Constitucional en
materia salarial*. En su opinión, con ese discurso el Estado colombiano ha subordi—
nado el sindicalismo, impidiéndole el logro de la transformación social.

Víctor Manuel Moncayo _v Fernando Rojas5 en el libro Lucho obrera y político la—

boml en Colombia, el cual abarca el período comprendido entre los inicios del siglo XX
y finales de los años setenta del mismo, sostienen que la respuesta del Gobierno co—

lombiano ante las demandas reivindicativas de los trabajadores ha sido la de anularlas,
debilitando los movimientos sindicales. Como quiera que consideran que el propósito

OSTAU DE LAFONT DE LEÓN. Francisco Rafael. El dismrxo paterna/¡sm en Íu_/ormauon de la norma laboral.
3 Ibídem, p. 27.

* Ibídem, p. 28.
5 NIOXCAYO, Victor Manuel )“ ROJAS, Fernando. Luv/mr obrerasypo/ítim laboral en Colom/¡in. Medellín, La

Carreta, 1978.
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de la transformación social de los sindicatos debe desarrollarse dentro del marco de

la lucha de clases y el derecho laboral no es polivalente debido a que se adecúa a las

necesidades del funcionamiento del modo de producción, no puede satisfacer los in—

tereses de la clase obrera y al mismo tiempo satisfacer los de la clase capitalistaº.
Si bien Moncayo y Rojas consideran que la eñcacia de las instituciones jurí—

dico—laborales, en determinado momento obedecen al auge de la lucha obrera, no

es menos evidente que, en muchas ocasiones, las previsiones normativas o su apli—

cación aparecen como “concesiones gratuitas” o “reformas caídas del cielo”, fenó—

meno que sólo se explica por el interés de la clase capitalista de ordenar y encauzar
la lucha reivindicativa dentro de los parámetros del sistema capitalista para evitar

una confrontación real o por la urgencia de producir un efecto ideológico de legi—

timación política o de control político de la lucha de clases para prevenir su agudi—

zación7. En consecuencia, la “cualificación de la lucha obrera encuentra así uno de

sus mayores obstáculos en las limitaciones y peligros que encierra la práctica jurí—

dico—laboral, como estructura ideológica y política de integración y control”. Las
instituciones y mecanismos, incluyendo aquéllos que parecieran aumentar la viabi—

lidad de la lucha reivindicativa, funcionan como un obstáculo a la confrontación de

la extorsión salarial y del sistema que sobre ella se edifica. No obstante, los autores
señalan que el derecho, si bien es útil para el control de la lucha de clases, ofrece

limitaciones internas que exigen al Estado abandonarlo en determinadas circuns—

tancias, cuando quiera que la algidez del enfrentamiento así lo imponeº.
Marcel Silva Romero10 analiza la evolución del derecho laboral entre comienzos

del siglo XX y el año 2005 en el libro Flajosy reflujos. Proyección de un siglo de derecho

laboral rolectz'vo en Colombia. En él plantea, sin hacer referencias explícitas a la lucha

Ibídem, p. 33.

Ibídem,

Ibídem, pp. 34—35. “Si hiciéramos una síntesis, podriamos afirmar que el contenido de la práctica jurídico—

laboral hace relación, total o parcialmente a: la afirmación y reproducción de las condiciones superestruc—

turales que participan en la producción del efecto—plusvalía. Facilitar o hacer viable la lucha reivindicativa

de la clase obrera para evitar que desborde los parámetros de la dominación de clase. Sancionar o garantizar
los resultados alcanzados a raíz de la lucha reivindicativa, para generar la confianza en ella y en la virtuali—

dad del derecho para solucionar las contradicciones sociales. Ordenamiento de la lucha reivindicativa para

prevenir _v evitar confrontación radical del sistema capitalista. Urgencia de producir un efecto ideológico de

legitimación política del sistema. Control político de la lucha de clases para prevenir su agudización. Las

necesidades de previsión y racionalidad de la actividad productiva respecto de los conflictos reix'indicativos.

Las relaciones existentes entre las distintas fracciones del capital propósito de la distribución de la plusvalía

social. La tendencia a limitar al máximo el tiempo de trabajo necesario”.

9 Ibídem, p. 35.

'“ SILVA ROMERO, Marcel. Flujos _)! refi'ujax: Pra_)/errio'n de un tig/0 de dera/10 laliaml ¿*o/ettivo en Colaml;ia, ter—

cera edición, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Socia—

les, 2005.
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de clases —así se mueva en la misma dirección de los autores anteriormente reseña—
dos—, que la autonomía de los sindicatos en Colombia ha estado subordinada al Es—
tado. También es crítico del papel que han desempeñado las políticas públicas en su
recurrente búsqueda del debilitamiento de los sindicatos. No obstante, también con—
sidera que la ausencia de autonomía del movimiento sindical es producto de que la
dirigencia sindical focalizó hasta 1990 todas sus luchas en el logro de mayor remune—
ración para los trabajadores, así a partir de entonces esta situación venga cambiando.

Para Silva Romero, la autonomía sindical es precondición para poder auscultar
las dificultades y sobrevivir a las políticas adversas de los gobernantes y empleado—
res que lo consideran como un obstáculo para el desarrollo económico de los inte—

reses del capital, asimilados a los de la nación. A pesar de esas apreciaciones piensa
que el proteccionismo del Estado ha sido benéfico para los sindicatos por tener
como contraprestación una profunda intervención del Estado en su vida y sus ac—

tividades y que, así no lo hayan querido algunos de ellos o lo hayan aceptado otros,
las posiciones de los dirigentes sindicales se han movido dentro de los marcos de
acción establecidos por el Estado para el manejo de los sindicatos y de la lucha rei—

vindicativa gremial“.
Guillermo González Charr_v12 quien en su libro Derecho colectivo del trabajo

analiza el desarrollo del movimiento sindical hasta 1978, es más moderado en sus
planteamientos y le asigna a los sindicatos un papel dentro del cual, si bien cabe la
confrontación entre trabajadores y empleadores, ésta siempre debe estar subordi—
nada al ordenamiento legal: el derecho de asociación, aunque es un derecho na—

tural, no por ello es ilimitado )“ el Estado siempre debe terciar para arreglar los
conflictos en beneficio general del país y de su prosperidad económica”.

González Charry considera que el sindicalismo ha sido útil no solamente a las
personas enroladas dentro de los sindicatos, sino también como bandera de los go—

biernos para sus políticas sociales. Por ejemplo, en varios países la seguridad social
comenzó por la necesidad de atender peticiones de reivindicación obrera dirigi—
das por las organizaciones sindicales, y se hizo primeramente para ellas y para sus
miembros; luego se convirtió en bandera política de los gobiernos y se hizo exten—
sivo el sistema a vastísimas zonas de trabajadores no comprendidos dentro de los
movimientos sindicales“.

” Ibídem, p. 38.

” GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Derer/m ¿'0/erlira del tra/¡ajo, tomo I, Cum/iones generales, aspecto histórica,
L'Xíl'lll'lllfll sin(/¡ml, segunda edición. Bogotá, Futura—Grupo Editorial Ltda., 1978.

Ibídem, p. 35.

” ¡[¡¡/¡cm. p. 22.
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Observa adicionalmente que la indiferencia tradicional y aun la hostilidad hacia
la incorporación de los sindicatos a la política activa y el aprovechamiento de sus pro—

pias banderas para la realización de una campaña política depende de la mentalidad
de los candidatos y de los gobernantes, sin que ello signifique que no son también
factores receptivos de los impulsos sociales y que los avances del movimiento sindical
hacen de ellos unos carriles conductores de sus aspiraciones o de sus ambiciones, en

parte por el oportunismo político y en parte por necesidad de satisfacer exigencias

populares para las cuales el apoyo del sindicalismo es fundamental”. En consecuen—

cia, los gobiernos han recogido las aspiraciones de los movimientos sindicales, “para
darles evasión, bien a través de actos de Gobierno, si es que pueden hacerlo legalmen—

te, o bien a través de iniciativas parlamentarias, aunque en algunas ocasiones no les

vean viabilidad, pero con el solo objeto de satisfacer una circunstancia política”“.
Así mismo señala que la política sindical debe implicar un esfuerzo de enten—

dimiento permanente por buscar puntos de unidad entre intereses encontrados,
en la búsqueda de fines compatibles con la institución democrática en los que son
necesarios para su acción“. Para terminar, sostiene que podría sintetizarse que la

táctica del sindicalismo está centrada fundamentalmente en dos cosas: en actuar
tan tenazmente como le sea posible, pero en actuar dentro de los mecanismos ins—

titucionalizados y no contra ellos, en el entendimiento de que son expresión de un
Estado que ambiciona protegerlos“.

Ignacio Escobar Uribe19 en el libro Los conflictos colectivos de trabajo en Colombia

arguye que tanto el arreglo directo, como la conciliación o el arbitraje y el derecho
a la huelga aceptada por nuestra legislación, fueron los ejes centrales de un proceso
social organizado que tuvo como ñnalidad presionar la solución de los conflictos co—

lectivos de trabajo. Se caracteriza, sin embargo, porque en ella la parte activa son los

trabajadores, sindicalizados o no, quienes a través de la suspensión colectiva y con—

certada de labores buscan imponer a los patronos el predominio de sus intereses.
En su concepto, las huelgas surgen primeramente como un hecho de la vida

laboral, como un hecho que gravita sobre las relaciones de trabajo entre patronos
y trabajadores. Cuando ese medio de presión y de defensa del proletariado tiene ya

una entidad de facto, vienen entonces las normas jurídicas que lo rechazan, lo tole—

ran, lo aceptan y lo regulan de conformidad con las necesidades socioeconómicas
del momento y con la ideología dominante en una época histórica determinada.

“5 Ibídem, p. 23.

"' Íbídem.

'7 Ibídem, pp. 71—72.

… Ibídem, p. 81.

'” ESCOBAR URIBE, Ignacio. LOS [org/¡[ríos rale¿'tivos de trabajo en Colom/zin, Bogotá, Editorial Temis, 1975.
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“No obstante ser esto verdad en nuestro medio, debe tenerse en cuenta que, a dife—

rencia de lo ocurrido en Europa o en Norteamérica, el derecho de huelga fue regu—
lado entre nosotros casi a partir del momento en que empezaron a presentarse los
primeros conflictos colectivos de este siglo””.

El trabajo realizado por Miguel Urrutia21 tiene un enfoque diferente. La orien—
tación de su libro Historia del sindicalismo en Colombia, que se remonta a indagar
los orígenes del movimiento obrero entre la primera mitad de siglo XIX y 1965 es
esencialmente económica. En su concepto, al ser Colombia un país en el que existe
exceso de oferta de mano de obra, las conquistas laborales tan sólo han sido posibles
por el apoyo brindado por el Gobierno a los sindicatos, por lo que estas organizacio—
nes dependen de la acción política. En consecuencia,

si el Estado decide que los sindicatos son indeseables por ser una barrera
para el desarrollo económico en países atrasados, sin duda alguna el Estado puede
eliminar los sindicatos o por lo menos restarles toda efectividad. Esto probable—
mente no se puede hacer sin cambiar la estructura política. Este es el dilema que
tiene que afrontar un Gobierno al definir su política sindical”.

Urrutia, dejando de lado los planteamientos ideológicos, se refiere al impacto
que han tenido los sindicatos en términos de la remuneración de los trabajadores
sindicalizados frente a lo ocurrido con los no sindicalizados.

En resumen, los trabajos inspirados en un marco ideológico marxista perciben
que en Colombia la respuesta del Estado frente a los movimientos sindicales ha
sido paternalista y protectora y ha estado encausada a controlarlos en concordancia
con los intereses del capital. En contraste, para quienes están dentro de la línea de
pensamiento del liberalismo clásico, la respuesta del Estado en materia sindical y de
remuneración de los trabajadores, aunque también ha sido paternalista, ha estado
motivada por la búsqueda de la paz social, por lo que éstas han sido reguladas en
concordancia con ese propósito.

El concepto de “paternalismo” utilizado con particular énfasis por Ostau de
Lafont, así también lo utilicen los otros autores estudiados —aunque no es definido
por ellos— es el de Gerald Dworkin. Por la frecuencia de su uso resulta interesan—
te puntualizar su contenido. En concepto de Dworkin, paternalismo23 es la inter—
ferencia del Estado o de un individuo con otra persona contra su voluntad, con la

º" Ibídem, p. 87.

3' URRL'TIA, Miguel. Hit/orio (¡'e/5ind1'mlt'smo en Colom/¡[o, Bogotá, Ediciones Universidad de los Andes, 1969.

31 Ibídem, p. 23.

“ D“'ORK1N, Gerald. “Paternalism“, en The .llonisr,Yol. 56, No. 1, 1972, pp. 64—84.
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justificación de que la persona afectada por la intervención estará mejor o estará

siendo protegida de un daño. Las condiciones para establecer si X actúa de manera
paternalista sobre Y haciendo (u omitiendo) Z es:

1. Z (o su omisión) interfiere con la libertad o autonomía de Y.

2. X hace eso sin el consentimiento de Y.

3. X hace eso porque Z mejorará el bienestar de Y o de alguna manera pro—

mueve el interés, valor y bienestar de Y.

Esa definición de paternalismo no es para nada ambivalente. Por el contrario es

bastante precisa, a diferencia de lo que ocurre con su uso en los textos descritos. En

esos textos no es claro para qué la utilizan los autores. ¿Se hace referencia al apoyo

que el Estado le ha prestado a los trabajadores otorgándoles prestaciones sociales

que éstos no querían? ¿O se hace referencia a haber institucionalizado jurídicamente
los movimientos obreros sin que éstos lo hubiesen solicitado? La respuesta a ese in—

terrogante no resulta obvia. La evidencia histórica no permite añrmar que los traba—

jadores no estuvieran buscando reivindicaciones laborales y que, si bien inicialmente
lo hicieron a nivel de los pliegos de peticiones, más adelante no sólo pidieron la in—

corporación de esas conquistas a las normas legales, sino también la extensión de la

protección del Estado a las negociaciones colectivas y al derecho de huelga. Esa con—

clusión se desprende de las mismas lecturas de los textos analizados, indistintamente
de la tesis que el respectivo autor pretenda demostrar, por lo que más que hablar de

paternalismo, por lo menos ateniéndose a la forma como éste es definido por Dwor—

kin, podría hablarse de una transacción política que se explica mejor en los términos

planteados por Acemoglu y Robinson y que se conoce en la literatura como las pre—

ferencias concentradas alrededor de un solo objetivo —single peak preference—.

Dentro de ese marco, el de una confrontación de intereses entre trabajadores y
dueños del capital, es que se dan las tendencias históricas que se analizan a continua—

ción. Y es dentro de ese mismo marco que la construcción y evolución del derecho
laboral en Colombia ocupa el lugar protagónico. Realizar un análisis histórico de lo

que ha ocurrido en esta materia es dificil, en particular cuando el interés que se tiene
está centrado en los móviles que impulsaron y dieron cuenta de la toma de decisiones.

Estos no son siempre fáciles de identificar, ni son exclusivos y generalmente están li—

mitados o son inducidos por las mismas instituciones vigentes, por la facilidad o difi—

cultad que se tenga para lograr el cambio y por la presencia de mecanismos que hagan
exigible el cumplimiento de las normas. En consecuencia, para efectos de las hipótesis

que se pretenden evaluar resulta conveniente en una primera parte esquematizar el

marco constitucional dentro del cual se ha estructurado el ordenamiento legal.
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Y sus INSTITUCIONES

Para efectos de una mejor comprensión de los desarrollos jurídicos, políticos y eco—

nómicos de las relaciones entre el capital y el trabajo en Colombia son básicas sus
instituciones y, dentro de éstas, juega un papel protagónico la Constitución Políti—

ca. Dentro de ese marco existen dos temas de especial relevancia para entender me—

jor las relaciones laborales: A. la división de poderes, los estados de excepción y el

control de constitucionalidad; y B. la intervención del Estado en la economía.
La Constitución Política de 1886 consagró el Estado de Derecho centralizado

administrativamente. La noción de Estado de Derecho exige que la autoridad públi—

ca halle el límite de su poder en el ordenamiento jurídico vigente, es decir, que ésta

se encuentre inexorablemente subordinada a las directrices que taxativamente señala
la Leyl. Necesariamente esto conlleva a la institucionalización de dicha autoridad, lo
cual implica, su despersonalización y la división de los poderes públicos en diferentes

ramas autónomas e independientes, de manera que quien ejecuta la Ley no es quien
la promulga, al tiempo que es independiente de quien vigila por su cumplimiento.

En contraste, la Constitución Política de 1991 materializó en Colombia la

transición hacia un Estado Social de Derecho. Las garantías y los deberes sociales
a cargo del Estado que en la antigua Constitución dependían en forma exclusiva
de un desarrollo legislativo para obligar al Estado a otorgarlos, en el Estado Social
de Derecho adquieren una nueva dimensión. En la nueva Constitución, las auto—

ridades están vinculadas de manera directa a la realización de la igualdad sustan—

cial, a partir de la asignación de mínimos materiales en favor de grupos sociales
determinados.

El Estado Social de Derecho nace tras la Segunda Guerra Mundial, como un
intento por darle contenido a la Ley bajo la cual se rige la autoridad, lo cual se logra
mediante el reconocimiento de unos principios supralegales. De esta forma, la au—

toridad estatal pasa de ser un sujeto pasivo limitado a darle cumplimiento a la Ley,

' Constitución Política de Colombia de 1991. Artículo 6”: “Los particulares sólo son responsables ante las au—

toridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por
omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”.
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a estar obligado a desempeñarse de manera activa para lograr el cumplimiento ma—

terial de los principios constitucionales.

Esta concepción implica la conformación de un nuevo esquema en las rela—

ciones entre el individuo, la sociedad y el Estado. Ha quedado en segundo plano
la tarea del Estado administrador, limitado al cumplimiento de la Ley, para pasar
a la noción del Estado dinámico y activo que, sin perjuicio de aquél, busca y en—

cuentra soluciones para proteger de manera efectiva y cierta a los asociados y para
promover las condiciones que impliquen un desarrollo del conjunto, dentro de la

perspectiva de la dignidad humana?

División de poderes, estados de excepción
y control de constitucionalidad

Las normas incorporadas en la Constitución de 1886 claramente concentran el poder
en manos del Ejecutivo. En primer término está la consagración de los estados de ex—

cepción (Artículo 121). En segundo término está la capacidad que tiene el Ejecutivo
de objetar los proyectos de ley aprobados por el Congreso por inconstitucionales o
inconvenientes (Artículo 85). En tercer lugar está la posibilidad del Legislativo de de—

legar facultades extraordinarias en el Ejecutivo (Artículo 76, numeral 10). En cuarto
término está el alcance establecido para el control de constitucionalidad.

Estados de excepción
Tanto en Colombia como en el mundo entero, existe un amplio debate en torno al
manejo y al alcance de los estados de excepción o extensión de plenos poderes del
Legislativo al Ejecutivo frente a situaciones de conflicto interno. El problema en
esencia surge en torno a la característica de la decisión y al hecho de que, como lo
anota Friedrich “las medidas excepcionales que se tratan de justificar para la defen—

sa de la Constitución Democrática son las mismas que conducen a su ruina”. De
ahí que Agamben señale que el estado de excepción se presenta como “un umbral
de indeterminación entre la democracia y el absolutismo“, que induce en los Es—

tados contemporáneos la conversión de una medida provisional de estado de ex—

cepción en técnica de gobierno permanente, lo que amenaza con transformar de

- Sentencia T—067 del 22 de febrero de 1994, magistrado ponente José Gregorio Hernández, Corte
Constitucional.

AGAMBEX Giorgio. Estado de ex¿'e¡ifíán, Buenos Aires, Editora Adriana Hidalgo, 2004.
* ÍÍ?ídem.
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manera radical la estructura y el sentido de las distinciones tradicionales de formas
de Constitución.

Para Agamben no es fácil definir lo que significa el estado de excepción por
la estrecha relación que tiene con la guerra civil, la insurrección y la resistencia.

Tingsten, desde un enfoque pragmático, señala que el estado de excepción consiste

en la extensión de los poderes propios del Legislativo a la esfera del Ejecutivo por
medio de la promulgación de decretos y disposiciones como resultado de la dele—

gación incluida en las leyes denominadas de “plenos poderes”, siendo en conse—

cuencia una de sus características la abolición provisional de la distinción entre los

poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial? El estado de excepción no es un derecho
especial —como lo constituye el derecho de guerra— pero, en cuanto a suspensión
del orden jurídico mismo, define su umbral o su concepto de límite. Su ejercicio
regular y sistemático conduce necesariamente a la liquidación de la democracia“.

Rossiter trata de justificar explícitamente la dictadura constitucional bajo la hi—

pótesis de que el régimen democrático está concebido para funcionar en circuns—

tancias normales. Pero en tiempos de crisis, el Gobierno constitucional debe ser
transformado en la medida que sea necesario para neutralizar el peligro y reestablecer
la situación normal. Esta alteración implica inevitablemente un Gobierno más fuer—

te “es decir, el Gobierno tendría más poder y los ciudadanos menos derechos'“.
Para Agamben, la teoría del estado de excepción se resuelve en el estado de

ne¿esz'dzzd de manera que el juicio sobre la existencia de ésta agota el problema de
legitimidad de aquél. La teoría de la necesidad del citado autor no es más que una
teoría de excepción, en virtud de la cual un caso singular queda sustraído de la ob—

servancia. La necesidad no es fuente de ley y ni siquiera suspende en sentido propio
la ley; se limita a sustraer un caso singular de la aplicación de la norma. No obstan—

te, por así decirlo, es el fundamento de la validez de los decretos que con fuerza de
ley son promulgados por el Ejecutivo en el estado de excepción?

La necesidad no se presenta como un dato objetivo, sino que implica un juicio
subjetivo que tiene sus orígenes sólo en las circunstancias declaradas como tales. El

recurso a la necesidad implica una valoración moral o política mediante la cual se
juzga el orden jurídico y se le considera digno de ser conservado o potenciado in—

cluso al precio de su eventual violación.
En Colombia la utilización de los estados de excepción lejos de haber sido excep—

cional se constituyó en la regla hasta 1990, de suerte que la mayoría de las decisiones

ll¡í¿lem.

“ [bit/em.

' 1b1'dem.

“ ll;ídem.
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en materia laboral y algunas económicas se tomaron en uso de esas prerrogativas. A
partir de 1991 se deja de recurrir a ese expediente, no porque no se quisiera o no se
considerara “necesario” sino porque las normas constitucionales y su interpretación
restringieron su uso.

El Artículo 1219 de la Constitución de 1886 le confirió al Presidente, previa au—

diencia del Consejo de Estado y con la ñrma de todos los ministros, la potestad de
declarar turbado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella,
en los casos de guerra exterior o de conmoción interior. Con ello el Presidente que—
daba investido de las facultades que le confieren las leyes y, en su defecto, de las que
le da el derecho de gentes para defender los derechos de la nación o reprimir el alza—

miento. Estas facultades fueron limitadas por la Ley 2 de 1904 —derogada por la Ley
8 de abril 5 de 1905— al señalar que los decretos ejecutivos que se dictaran al amparo
del Estado de sitio tendrían la fuerza obligatoria de la Ley “cuando tengan por objeto
defender los derechos de la nación o reprimir el alzamiento, conforme a la letra y el

espíritu del Artículo 121 de la Constitución”. Posteriormente, la Asamblea Consti—

tuyente de 1910 modificó el alcance de las facultades del Gobierno al prever que éste
tendría, además de las facultades legales, las que, conforme a las reglas aceptadas por
el derecho de gentes, rigen para la guerra entre naciones y, de otra, al disponer que en
estado de sitio el Presidente no podía derogar las leyes vigentes, sino sólo suspender—
las, y que los decretos extraordinarios que hubiere dictado dejarían de regir al resta—
blecerse el orden público”.

La utilización de estas facultades extraordinarias por parte del Presidente de
la República si bien fue recurrente, varió a través del tiempo en parte por cambios
de orden constitucional y, en parte, por cuenta de la interpretación de las normas
jurídicas, validadas por la Corte Suprema de Justicia.

Hasta 1944 el Artículo 121 se utilizó generalmente para restringir las liberta—

des individuales frente a perturbaciones del orden público. La intensidad y propó—
sitos de ese uso estuvieron en función de las tendencias ideológicas del Gobierno
de turno o de las presiones ejercidas por los votantes o grupos de interés o lo que
llamaría Giorgio Agamben estado de necesidad. Quizás la excepción a esa tendencia
durante ese período se da en 1905 cuando el gobierno de Reyes”, frente a la difi—

cultad de tramitar una ley ante el Congreso y ante problemas fiscales y la necesidad

9 Constitución Política de Colombia de 1886. Artículo 121.

'” Reforma Constitucional de 1910. Articulo 121.

“ En uso de las facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso de la República el Ejecutivo expidió el
Decreto 29 de 1905.



Capítulo 11: Colombia y sus 1'7zstitzm'ones

de recursos públicos, recurrió al Artículo 121 para aumentar el arancel de aduanas

en un 70 por ciento”.
Entre 1945 y hasta 1968, el Gobierno, con el visto bueno de la Corte Suprema

de Justicia, extendió el alcance del Artículo 121 a la adopción de medidas de “orden

público económico”? Díaz—Callejas señala que “el maestro Echandía, con la mejor
intención social, abrió la tronera”. Y continúa:

la utilización del Estado de sitio como vía para legislar con prontitud so—

bre materias que despertaban la resistencia del sistema colombiano de privilegios,
dentro y fuera del Congreso Nacional, tuvo su más alta vocería en el maestro Da—

río Echandía, quien formuló la tesis del “orden público económico”, a raíz del

golpe militar del 10 de junio de 1944 contra el presidente López Pumarejo”.

Durante el lapso señalado la mayoría de la legislación laboral y de las decisiones
concernientes con los derechos colectivos de los trabajadores fueron adoptadas por el

Ejecutivo en uso de esas facultades, lo que motivó el cambio de la norma en 1968. Al

respecto Henao Hidrón anota:

el uso y abuso que desde 1949 venía haciendo el Gobierno de las facul—

tades constitucionales sobre estado de sitio, para los cargos de guerra exterior o

conmoción interna, ciertamente mostraba la necesidad de deslindar el “orden pú—

blico económico”, del tradicional “orden público político”. En efecto, los decre—

tos del Articulo 121 habían servido no sólo para procurar el restablecimiento de
la paz pública, sino a menudo, para sustituir mediante ellos al Legislador en ma—

terias laborales, económicas, administrativas, etcétera”.

En consecuencia, con base en la propuesta de López Michelsen, el Congre—

so valida el deslindamiento del orden público “económico” del “político” cuan—

do aprueba el Artículo 43 del Acto Legislativo No. 1 de 1968 —que corresponde

“ jL'—NGL'ITO, Roberto y RINCÓN Hernán. “La política fiscal en el siglo XX en Colombia”, documento pre—

parado para el Seminario Investigaciones Recientes sobre Historia Económica Colombiana, Bogotá, agosto
de 2004.

DÍAZ—CALLEJAS, Apolinar. “El Estado de sitio ante la Constituyente colombiana”, en Nueva Sociedad, No.
112, marzo—abril de 1991, Bogotá, pp. 66—72.

“ Íbídem.

HENAO HIDRÓN, Javier. Panorama del derecho consn'tzm'onal colombiana, décima edición, Bogotá, Editorial
Temis S.A., 1996, pp. 47—83.
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al 122 de la Codificación Constitucional“— el cual declara que, cuando sobreven—

gan hechos distintos de los previstos en el Artículo 121 que perturben o amenacen
perturbar en forma grave e inminente el orden económico o social del país o que
constituyan también calamidad pública, el Presidente, previa consulta al Consejo
de Estado y mediante Decreto con la firma de todos los ministros, puede declararlo
por períodos que, sumados, no excederán de noventa días al año. Los decretos de
emergencia tienen fuerza de ley y su propósito exclusivo es conjurar la crisis e im—

pedir la extensión de sus efectos. El Gobierno con base en esas facultades no queda
habilitado para desmejorar los derechos sociales de los trabajadores consagrados
en leyes anteriores. Las causas determinantes del estado de emergencia y las me—

didas adoptadas pasan a revisión del Congreso durante treinta días, prorrogables
por acuerdo de ambas Cámaras. En cuanto al informe motivado que le presente el
Gobierno durante las sesiones posteriores al estado de emergencia y en cualquier
legislatura ordinaria, el Congreso queda facultado, por iniciativa propia, para dero—

gar, modificar o adicionar las materias específicas de los aludidos decretos”.
De otra parte, en lo que se refiere al aspecto político de los Estados de excep—

ción, la Reforma Constitucional de 1968“, además de precisar que el Presidente

”' Constitución Política de Colombia de 1886. Artículo 431 “El Artículo 122 de la Constitución Nacional que—
dará así: Cuando sobrevengan hechos distintos de los previstos en el Artículo 121, que perturben o amena—
cen perturbar en forma grave e inminente el orden económico o social del país o que constituyan también
grave calamidad pública, podrá el Presidente, con la firma de todos los ministros, declarar el estado de emer—
gencia por períodos que sumados no podrán exceder de noventa días al año. Mediante tal declaración, que
deberá ser motivada, podrá el Presidente con la firma de todos los ministros, dictar decretos con fuerza de
ley destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos. Tales decretos sola—

mente podrán referirse a materias que tengan relación directa _v específica con la situación que determine el
estado de emergencia. El Gobierno en el decreto en que declare el estado de emergencia señalará el término
dentro del cual va a hacer uso de las facultades extraordinarias a que se refiere este Artículo, )" convocará al

Congreso, si éste no se hallare reunido, para los diez (10) días siguientes al vencimiento de dicho término. El
Congreso examinará hasta por un lapso de treinta (30) días, prorrogables por acuerdo de las dos Cámaras, el
informe motivado que le presente el Gobierno sobre las causas que determinaron el estado de emergencia y
las medidas adoptadas. El Congreso podrá en todo tiempo y a iniciativa propia, derogar, modificar o adicio—

nar las materias específicas de los decretos a que se refiere este Artículo. En las condiciones y para los efectos
previstos en este Artículo, el Congreso se reunirá por derecho propio, si no fuere convocado. Serán respon—
sables el Presidente y los ministros cuando declaren el estado de emergencia sin haber ocurrido los hechos
a que se refiere el inciso 1" lo serán también por cualquier abuso que hubieren cometido en el ejercicio de
las facultades a que se refiere el presente Artículo. Durante el estado de emergencia económica el Gobierno
no podrá desmejorar los derechos sociales de los trabajadores consagrados en leyes anteriores. Parágrafo: El
Gobierno enviará a la Corte Suprema de Justicia el día siguiente a su expedición, los decretos legislativos
que dicte en uso de las facultades a que se refiere este Artículo, para que aquella decida definitivamente sobre
su constitucionalídad. Si el Gobierno no cumpliere con el deber de enviarlos, la Corte Suprema de justicia
aprehenderá inmediatamente de oficio su conocimiento. Los términos señalados en el Artículo 214 se redu—
cirán a una tercera parte, y su incumplimiento dará lugar a la destitución de los magistrados responsables,
la cual será decretada por el Tribunal Disciplinario”.

” HENAO HIDRÓX, Javier. Óp. m., pp. 47-83.

” Reforma Constitucional de 1968. Artículo lll.
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puede intervenir por las facultades que le confiere la ley y el derecho de gentes,
adiciona aquellas “que la Constitución le autoriza para tiempos de guerra o de per—

turbación del orden público”, al tiempo que elimina la exigencia de convocatoria

previa del Congreso. La nueva autorización significa

la posibilidad de realizar arrestos sin orden judicial, la expropiación ad—

ministrativa sin indemnización, la ocupación y el usufructo personal de bienes

inmuebles privados para pagar con su producto las necesidades de la guerra, pro—

hibición de circulación de impresos _v demás restricciones a la libertad de prensa,
la imposición de contribuciones, la concertación de autoridades políticas o civiles

y judiciales 0 militares y la realización de gastos por fuera de presupuesto”.

Esta Reforma Constitucional en concepto de Carlos Lleras “crea un marco ju—

rídico apropiado e instrumentos suficientemente flexibles y eficaces para manejar,
sin quebrantamiento de los principios de la democracia representativa, las tensio—

nes que se presentan en el accidentado proceso de desarrollo económico y social”ºº.
Carlos Lleras, a pesar de haber manifestado su preocupación por el abuso del esta—

do de sitio, “fue el Presidente del Frente Nacional que más lo utilizó, ocho meses
parcial, y treinta totalmente. . .º'”.

A partir de 1991, las posibilidades de utilizar los estados de excepción se ven
ampliamente restringidas por cuenta de las normas específicas que los regulan y de
la configuración misma de la Constitución de 1991. En particular, ésta modifica el

nombre que les asigna: declaratoria de guerra exterior, estado de conmoción inte—

rior y estado de emergencia económica, social y ecológica. En relación con los dos

primeros, y para evitar excesos, el Artículo 214 de la Carta Política señala que du—

rante su vigencia no pueden ser restringidos los derechos humanos y las libertades
fundamentales, ni el normal funcionamiento de las ramas del poder público y de
los órganos del Estado, lo que incluye, lógicamente, la imposibilidad de suprimir 0

Sentencia C—802 del 2 de octubre de 2002, magistrado ponente Jaime Córdoba, Corte Constitucional.

1“ HENAO HIRÓN, Javier. Ó_p. cit., pp. 47—83. “Carlos Lleras Restrepo para justiñcar la necesidad de la Re—

forma Constitucional de 1968, en discurso del 27 de noviembre de 1965, sostuvo que: “hay que reafirmar _v

fortalecer el Régimen Presidencial para salvar la democracia. Los gobiernos débiles _v anarquizados son el

preludio de las dictaduras. .. En primer término. debe revisarse la actual repartición de funciones entre el

Legislativo )" Ejecutivo. El primero ha seguido gozando de competencia sobre zonas en las cuales no puede
ejercerla con la agilidad y rapidez indispensables. Y también de iniciativa en campos donde resulta eminen—

temente perturbadora. Las reformas introducidas por el Acto Legislativo No. 1 de 1945 fueron insuficientes

y muchas de ellas han sido deformadas por prácticas viciosas. Tanto el buen manejo económico y fiscal del

país como la ejecución ordenada de los planes de desarrollo, exigen una reforma de las competencias que en—

sanche en ciertos casos la facultad del Ejecutivo _v le reserve en otras la iniciativa”.

“ BORJA, Jaime Humberto. “Frente Nacional: Lleras Restrepo y Pastrana (1966—1970)”, en Gran Enrirlopedía
de Colombia, tomo 111, Bogotá, Editorial Círculo de Lectores, 2007, p. 211.
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modiñcar los órganos y funciones básicas de acusación _v juzgamiento. En segundo
término, el Artículo 212 Constitucional sujeta la declaratoria de estado de guerra
exterior a la aprobación del Senado, salvo que a juicio del Presidente fuere nece—
sario repeler la agresión”. En lo que toca con el estado de conmoción interior, la

_

Constitución Política establece que su término no puede superar noventa días, pro—

rrogable hasta por dos períodos iguales; en caso de una segunda prórroga, su adop—
ción queda sujeta al concepto previo favorable del Senado. Se puntualiza además
que la perturbación del orden público debe ser grave )" atentar de manera inminen—
te contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado o la convivencia ciu—

dadana y tener la característica de no poder ser conjurada mediante las atribuciones
ordinarias de las autoridades de Policía.

Por último, en relación con el estado de emergencia, dispone la Reforma de
1991 que puede ser declarado cuando sobrevengan hechos distintos a los previstos
para los estados de guerra exterior y conmoción interior, “que perturben o amena—

cen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del
país, o que constituyan grave calamidad pública”. En este caso, también se estable—

cen límites temporales pues puede ser declarado hasta por períodos de treinta días
en cada caso, sin que se puedan exceder noventa días en el año calendario. La decla—

ratoria faculta al Presidente para dictar decretos con fuerza de ley con la finalidad
exclusiva de conjurar la crisis e impedir la extensión de sus efectos, exigiéndose que
deberán referirse a materias que tengan una relación directa y específica con el esta—

do de emergencia. Expresamente se faculta al Presidente para establecer, en forma
transitoria, nuevos tributos o modificar los existentes, entendiéndose que las medi—

das dejarán de regir al término de la siguiente vigencia fiscal del Congreso, salvo que
éste los convierta en legislación permanente, durante el año siguiente. Finalmente,
se establece una limitación, cual es que el Gobierno no podrá desmejorar los dere—

chos de los trabajadores.
Dentro del marco jurídico de la Constitución Política de 1991, después de casi

cien años del uso ininterrumpido de la declaratoria de estados de excepción, es que
la utilización de esta práctica se reduce de manera no despreciable. Las razones: de
una parte, las competencias otorgadas a la Corte Constitucional para revisar de fon—

do y de forma las disposiciones asi adoptadas y, de otra, las restricciones impuestas
a dichas prerrogativas, al haberse eliminado la facultad introducida en 1968 de uti—

lizar los estados de excepción para modificar las normas judiciales. Así, la caliñca—

ción del denominado estado de “necesidad” pasa de estar en manos del Ejecutivo a

ser compartido con los demás órganos del poder público.

33 Constitución Política de Colombia de 1991. Artículos 122, 173 numeral 5, y 189 numeral 6.
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Objeciones presidenciales
Otra de las normas que contribuyen a concentrar el poder en manos del Ejecutivo es

la posibilidad que tiene el Presidente de la República de objetar los proyectos de ley

aprobados por el Congreso, cuando los considere inconstitucionales o inconvenien—

tes (Artículo 85 y siguientes)”.
La regla general es que, una vez aprobado un proyecto de ley por ambas Cáma—

ras, éste pase al Gobierno para su promulgación. En caso de que éste no lo apruebe,
lo debe devolver, con objeciones, a la Cámara en que tuvo su origen. El término de

que dispone el Presidente de la República para la devolución depende del número
de artículos que tenga el proyecto. Si no consta de más de cincuenta articulos, el

término es de seis días. Si contiene entre cincuenta y un y doscientos artículos, el

plazo es de diez días. Finalmente, cuando sean más de doscientos artículos, deberá
devolverlo con las objeciones dentro de los quince días siguientes. Transcurridos
los plazos mencionados sin que se haya producido la devolución, el Presidente está

obligado a sancionar y promulgar la Ley.
El trámite de las objeciones en el Congreso es diferente dependiendo de si el

proyecto de ley es objetado en su conjunto, o sólo lo es en parte. En el primer caso,
el proyecto vuelve a las Cámaras para tercer debate. En el segundo, será reconside—

rado en segundo debate, con el único objetivo de tomar en cuenta las observaciones
del Gobierno.

Es obligación del Presidente sancionar todo proyecto que, reconsiderado, fue—

re adoptado por dos tercios de los votos en una y otra Cámara, sin que sea posible

presentar nuevas objeciones. Se exceptúa el caso en que el proyecto fuere objetado

por inconstitucional. En este evento, si las Cámaras insisten, el proyecto pasa a la

Constitución Política de Colombia de 1886. Artículo 85: “Aprobado un proyecto de ley por ambas Cámaras. pa—

sará al Gobierno, y si éste lo aprobare también, dispondrá que se promulgue como Ley. Si no lo aprobare, lo de—

volverá con objeciones a la Cámara en que tuvo su origen”. Artículo 86: “El Presidente de la República dispone
del término de seis (6) días para devolver con objeciones cualquier proyecto, cuando éste no conste de más de

cincuenta (50) artículos; de diez (10) días, cuando el proyecto contenga de cincuenta y un (51) a doscientos (200)

artículos, y hasta de quince (15) dias, cuando los artículos sean más de doscientos (200). Si el Presidente, una vez

transcurridos los indicados términos, según el caso, no hubiere devuelto el Acto Legislativo con objeciones, no
podrá dejar de sancionarlo y promulgarlo. Pero si las Cámaras se pusieren en receso dentro de dichos términos,
el Presidente tendrá el deber de publicar el proyecto sancionado u objetado, dentro de los diez (10) días siguien—

tes a aquel en que el Congreso haya cerrado sus sesiones”. Artículo 87: “El proyecto de ley objetado en su con—

junto por el Presidente, volverá en las Cámaras a tercer debate. El que fuere objetado sólo en parte, será reconsi—

derado en segundo debate con el único objeto de tomar en cuenta las observaciones del Gobierno”, Articulo 88:

“El Presidente de la República sancionará, sin poder presentar nuevas objeciones, todo proyecto que, reconside—

rado, fuere adoptado por dos tercios de los votos en una y otra Cámara”. Artículo 89: “Si el Gobierno no cum—

pliere el deber que se le impone de sancionar las leyes en los términos y según las condiciones que este Título

establece, las sancionará y promulgará el Presidente del Congreso”. Articulo 90: “Exceptúase de lo dispuesto en
el Artículo 88 el caso en que el proyecto fuere objetado por inconstitucional. En este caso, si las Cámaras insistie—

ren, el proyecto pasará a la Corte Suprema para que ella, dentro de seis (6) días, decida sobre su exequibilidad. El
fallo afirmativo de la Corte obliga al Presidente a sancionar la Ley. Si fuere negativo, se archivará el proyecto”.

61
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Corte Suprema, para que ella, dentro de seis días, decida sobre su exequibilidad; si
el fallo es añrmativo, el Presidente debe sancionar la Ley y si es negativo se archiva
el proyecto.

Las objeciones presidenciales encuentran su origen remoto en la facultad de
veto que tenía el Rey para negarse a consentir una ley aprobada por el Parlamento,
sin que, por regla general, fuera posible para éste hacer una nueva deliberación“.
En el régimen presidencial de los Estados Unidos, dentro de la Constitución de
1787, se prevé el derecho del Presidente de vetar una ley; para superar este veto se
requiere que el Proyecto sea aprobado en cada de las Cámaras por una mayoría cua—

liñcada de dos terceras partes”.
En Colombia, como lo advierte la Corte Constitucional, “la ñgura de las obje—

ciones a los proyectos de ley ha sido una constante en la evolución de nuestro sis—

tema presidencial de Gobierno, pudiendo incluso afirmarse que constituye uno de
sus rasgos deñnitorios”ºº. Ya en la Constitución Política de la República de Colom—

bia de 1821 se preveía la posibilidad de que el Poder Ejecutivo formulara reparos a

un proyecto de ley y en las constituciones posteriores (1830, 1932, 1843, 1853, 1858

y 1863) se introdujeron disposiciones sobre el particular. Con posterioridad a 1886,
se realizaron modificaciones en materia de control de constitucionalidad de las ob—

jeciones en las Reformas Constitucionales de 1910, 1945 y 1968.
La Corte Constitucional ha resaltado

la existencia de unas constantes históricas en el constitucionalismo co—

lombiano, aparejadas con nuestro sistema presidencial de gobierno: i. el Presiden—

te ha contado con la facultad constitucional de negarse a sancionar un proyecto de
ley aprobado debidamente por las Cámaras, por motivos de inconveniencia; ii. tal
competencia puede ser ejercida sobre la totalidad del proyecto 0 respecto a ciertos
artículos del mismo; iii. las objeciones deben ser presentadas durante un deter—

minado tiempo, en función de la cantidad de artículos objetados; iv. el Congreso
puede optar por acoger las observaciones del Ejecutivo o insistir en la aprobación
del texto inicial; v. en esta segunda hipótesis, a condición de que medien determi—

nadas mayorías congresionales, el proyecto será finalmente adoptado, debiendo
ser sancionado por el Presidente de la República. De igual manera, en materia de
objeciones presidenciales por motivos de inconstitucionalidad se tiene que i. en

“ PLANAS, Pedro. Dererho parlamenmrio, Lima, 1997, p. 427. Tomado de Sentencia C—452 de 2006, Corte
Constitucional.

BADIA, juan Fernando. Regímenex [¡a/¡Iirax actua/es, Madrid, Tecnos, 2001, p. 574. Tomado de Sentencia
C—452 de 2006, Corte Constitucional.

3“ Sentencia C—452 de 2006, Corte Constitucional.
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determinadas Constituciones decimonónicas, aquéllas eran tramitadas de igual
forma que las objeciones por inconveniencia; ii. sólo hasta 1886 fue establecido

un control judicial de constitucionalidad sobre las mismas, a cargo de la Corte

Suprema de Justicia; iii. a lo largo de las diversas reformas que conoció la Carta

Política de 1886, se fue perfeccionando el control de constitucionalidad en mate—

ria de objeciones presidenciales por motivos de inconstitucionalidad, disponien—

do la participación del Procurador General de la Nación y de los ciudadanos; y ¡V.

el control de constitucionalidad se extendió al contenido material de las objecio—

nes y al examen de vicios de procedimiento en el trámite de las mismas”.

La Constitución actual “presenta como novedades que el control judicial de
constitucionalidad lo realiza la Corte Constitucional y que a diferencia de la Cons—

titución expirada, que se encargaba de la objeción parcial a la respectiva comisión
constitucional permanente y de la total a la Cámara de origen, la Constitución de
1991 señala que en todo caso, la reconsideración del proyecto de ley corresponde a

las Cámaras en pleno, con prescindencia de la naturaleza parcial o total de la obje—
”28ción formulada o de la causa que la suscita

Facultades extraordinarias
Además de las facultades introducidas en los artículos 121 y 85, la Constitución de
1886 permite que el Congreso le otorgue al Presidente de la República precisas fa—

cultades extraordinarias, pro tempore, cuando la necesidad lo exija o las convenien—

cias públicas 10 aconsejen”. Con base en esta facultad, desde 1907, el Legislativo
comienza a delegar facultades extraordinarias en el Ejecutivo, instrumento que la

Corte Suprema de Justicia valida, como se puede observar enla Sentencia del 25 de
marzo de 191530 cuando le da vía libre a la Ley 126 de 191431 que le extiende facul—

tades al Presidente para tomar decisiones en materia ñscal, monetaria, cambiaria y
aduanera, incluyendo la reducción de los salarios de los funcionarios públicos”.

” Íl¡ídem.

º'“ lbía'em.

Constitución Política de Colombia de 1886. Artículo 76: “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por me—

dio de ellas ejerce las siguientes atribuciones: Revestir. pra tempore, al Presidente de la República de pre—

cisas facultades extraordinarias, cuando la necesidad lo exija o las conveniencias públicas 10 aconsejen“.

3” Sentencia del 25 de marzo de 1915. Corte Suprema de Justicia, Careto judicial, tomo 23, Nos. 1189 y 1190,

pp. 339—342. Tomado de RESTREPO PIEDRAHITA, Carlos, Los_/árultodes extraordinarias, pp. 190—191.

'“ Ley 126 de 1914 (sobre arbitrios fiscales).

º Dicha Ley fue desarrollada por el Decreto 23 de 1915.
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Ya en el poder el Partido Liberal en 1930, el Congreso, para hacerle frente a los
problemas económicos derivados de la Gran Depresión, expide la Ley 99 de 193133

que le extiende facultades extraordinarias al Gobierno a partir del 24 de septiembre
de ese año34 para restringir las importaciones mediante aranceles o prohibiéndolas, y
para adoptar medidas económicas y financieras”. En ejercicio de tales facultades el
Gobierno suspende temporalmente el libre comercio del oro y prohíbe la exportación
de dicho metal y de toda clase de moneda extranjera con excepción hecha de las que
efectuara el Banco de la República. Estas facultades son prorrogadas hasta el 31 de ju—

lio de 1932 por la Ley 119 de 1931”, que además incorpora la facultad de reorganizar
los impuestos nacionales. En 1935, la Ley 31 nuevamente le extiende facultades ex—

traordinarias al Gobierno las cuales se prolongan hasta el 31 de agosto de 1937 y luego

Ley 99 de 1931 (por la cual se conceden facultades extraordinarias al Gobierno Nacional). Artículo 1“: “En—

vístase al Poder Ejecutivo de facultades extraordinarias por el término de un año… para restringir la im—

portación de mercancias extranjeras... (en especial artículos de lujo y otros no indispensables)". Articulo 2":

“La facultad de restringir la importación de artículos extranjeros a que se refiere esta Ley podrá ejercerla el
Poder Ejecutivo, bien sea por medio del alza de los derechos aduaneros o de la prohibición, de acuerdo con el
Artículo anterior, o estableciendo reglas especiales para la importación de esa mercancía, pudiendo exigir el

pago adelantado de los derechos de aduana, o bien limitar la introducción de determinados artículos a juicio
del Poder Ejecutivo, previa consulta a la Junta de Aduanas”. Artículo 4": “De conformidad con lo dispuesto
por el ordinal 10 del Artículo 76 de la Constitución Nacional, revistese al Presidente de la República de fa—

cultades extraordinarias para tomar medidas financieras y económicas que sean precisamente indispensables
para conjurar la crisis por la que atraviesa el país. Pero el Gobierno no podrá, en virtud de estas autoriza—

ciones, establecer monopolios que no hayan sido decretados por Leyes anteriores. Parágrafo 2": Facultades
hasta el 31 de diciembre de 1931“. Articulo 5": “El Presidente de la República, en uso de las facultades que
por la presente Ley se le confieren y de la prerrogativa que le da el Artículo 1“ del Acto Legislativo No. 24 de
1898, podrá poner en vigencia en cualquier tiempo los impuestos o aumento o rebaia de éstos, de que trata
esta Lev”.

IBANEZ, Jorge Enrique. Estudiar de Derecho Constitucional, Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 2001.

ESCOBAR URIBE, Ignacio. Los con_ñirros mlertioox de trabajo en Colombia, Bogotá, Editorial Temis, 1975, p.
20. La gravedad de la situación económica que enfrenta el país a comienzos de los años treinta, como con—

secuencia de la Gran Depresión, se aminora cuando el gobierno de Olaya Herrera contrata préstamos in—

ternos para hacer frente al conflicto armado con el Perú. La guerra permite también la asimilación de una
parte considerable de la población que se encontraba desempleada y que se incorpora al Ejército. Adicio—

nalmente, “la restricción a las importaciones, tanto de bienes de consumo manufacturados como de bienes
de capital ofrece una magnifica oportunidad de crecimiento y expansión de las industrias existentes, lo que
a su vez repercute en un aumento de la demanda de fuerza de trabaio que absorbe una pequeña proporción
de los obreros desplazados de las obras públicas. Este proceso adquiere un mayor dinamismo hacia el año
de 1932, cuando los préstamos internos contratados por el Gobierno para hacer frente al conflicto del Perú,
producen una expansión del medio circulante y cuando las exportaciones de café comienzan a recuperarse
de nuevo”.

Ley 119 de 1931 (por la cual se prorroga el plazo señalado al Presidente de la República para ejercer las fa—

cultades extraordinarias que le concede el Articulo 4" de la Ley 99 de 1931 y se dictan otras disposiciones).
Artículo lº: “Prorróguese hasta el 31 de julio de 1932 el plazo señalado por el Artículo 4" de la Ley 99 de
1931 . . .”. Artículo 2": “Al ponerse en receso las Cámaras Legislativas, quedará suprimida la Junta Consul—
tiva lnterparlamentaria creada por la Ley 99 del presente año, y el Presidente de la República podrá hacer
uso libremente de las facultades extraordinarias...”. Artículo 3”: “… queda comprendida la de establecer,
aumentar, disminuir, reorganizar los impuestos que el Gobierno considere indispensables“.
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se amplían hasta 1939”. Dos años más tarde, el Congreso expide con igual alcance la

Ley 54 de 1941 que es prorrogada nuevamente por la Ley 128 de 1941.

Así, puede afirmarse que a pesar del discurso de no intervención en la eco—

nomía, predominante a comienzos del siglo XX, el Gobierno recurre al uso de la

delegación de funciones para el manejo de la política económica durante la Gran

Depresión a semejanza de lo ocurrido durante la Primera Guerra Mundial, situa—

ción que se extiende hasta la Segunda Guerra Mundial.
En consecuencia, la adopción de la mayoría de las normas fiscales, financieras

y sobre todo de comercio exterior fueron expedidas haciendo uso de ese procedi—

miento, del cual se abusó en grado sumo como lo muestra el hecho de que, durante

la administración del presidente Eduardo Santos, se hubieran expedido cuatrocien—

tos cuarenta decretos con base en dos leyes de facultades extraordinarias“.

Entre las decisiones adoptadas durante esa época, con gran incidencia sobre la po—

lítica laboral están las restricciones al comercio exterior que, como se anotó, habían em—

pezado a introducirse desde comienzos del siglo: primero en desarrollo de las facultades

otorgadas por la declaratoria de estado de sitio y luego por delegación de funciones, lo

que facilitó la adopción de un modelo de desarrollo proteccionista de la producción do—

méstica, modelo que contrasta con uno de competencia por la enorme incidencia que
tiene en la formación de precios y en las relaciones entre empresarios y trabajadores. En

competencia, los precios están determinados cuando los costos marginales son equiva—

lentes al producto marginal. En monopolio, los precios resultan de la equivalencia en—

tre el producto marginal y los costos medios, equilibrio que se da en un nivel más alto

que el de competencia, lo que facilita sufragar costos laborales más elevados, al tiempo

que la utilidad que obtiene el empresario es mayor. En esas circunstancias se facilita la

transferencia de los aumentos de costos a los precios finales de los productos.
Además de los estados de excepción y de la delegación de funciones, los po—

deres presidenciales se vieron robustecidos en la Reforma Constitucional de 1968

cuando, por la vía de las Leyes Marco 0 de la aplicación directa de la Constitución

(Artículo 122), se le otorgaron facultades permanentes al Ejecutivo en aspectos ta—

les com0 crédito público, cambio internacional y comercio exterior, y aduanas, adi—

cionada a la de ejercer, como atribución constitucional propia, la intervención en el

Banco de la República y el manejo del ahorro privado”.

IBÁS'EZ, jorge Enrique. Óp. cit., 13. EL
TASCÓN, Tulio Enrique. Derer/¡o [ans/itim'ozml m/umlu'ano, tercera edición, Bogotá, Librería Editorial la

Gran Colombia, 19—14, pp. 161 y ss. “. .. Quizá no sea arenturado aseverar que dentro de las veintiún atribu—

ciones del Congreso, vigentes, no hay una de que alguna vez no haya sido investido el Presidente dela Repú—

blica por leyes sobre concesión de facultades extraordinarias. . .“.

Constitución Política de Colombia de 1886. Artículo 76: “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio

de ellas ejerce las siguientes atribuciones: . . , Dictar las normas generales a las cuales deba sujetarse el Gobierno
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Cabe destacar en general que el Gobierno utilizó las restricciones y los impues—
tos al comercio exterior a lo largo del siglo XX y hasta 1990 en esencia por sus efectos
fiscales y cambiarios”, ignorando las enormes implicaciones que este tipo de normas
tiene sobre la estructura productiva del pais y sobre las relaciones laborales.

Control de constitucionalidad
La Constitución de 1886, si bien le atribuye a la Corte Suprema de Justicia la fa—

cultad de decidir sobre la exequibilidad de los actos legislativos y proyectos de ley
objetados por el Gobierno como inconstitucionales, no provee un control constitu—
cional sobre los decretos legislativos expedidos por el Gobierno en desarrollo de la
declaratoria del estado de sitio. Además, en las postrimerías del siglo XIX )“ comien—
zos del XX, la Constitución podia cambiarse por medio de una ley ordinaria, al no
haberse previsto en ella mecanismos distintos a los de ese trámite para efectuar el
cambio. Henao Hidrón considera que la Ley 153 de 1887 convirtió la Constitución
en un “rey de burlas”, por la cual según expresión de josé Vicente Concha: “una
disposición expresa de ley posterior a la Constitución se reputa constitucional, y
se aplicará aun cuando parezca contraria a la Constitución. Pero si no fuere termi—
nante, sino oscura y deficiente, se aplicará en el sentido más conforme con lo que la
Constitución preceptúe”“. En consecuencia, en la práctica, esto significaba que el
control de constitucionalidad era inexistente.

Más adelante, la Ley 2 de 1904 establece que la Corte Suprema de Justicia de—

cidirá, a solicitud de cualquier ciudadano, sobre la validez o nulidad de las Leyes y,
ocho años más tarde, el Acto Legislativo No. 2 de 191042 le confiere la guarda de la
integridad de la Constitución y le otorga la facultad de decidir sobre la exequibili—
dad de todas las leyes o decretos acusados ante ella por cualquier ciudadano como

para los siguientes efectos: organizar el crédito público; reconocer la deuda nacional y arreglar su servicio; re—

gular el cambio internacional y el comercio exterior; modificar los aranceles, tarifas y demás disposiciones con—
cernientes al régimen de aduanas". Articulo 120: “Corresponde al Presidente de la República como Jefe del Es—
tado y Suprema Autoridad Administrativa: Ejercer, como atribución constitucional propia, la intervención
necesaria en el banco de emisión y en las actividades de personas naturales o jurídicas que tengan por objeto el
manejo o aprovechamiento y la inversión de los fondos provenientes del ahorro privado”.

*“ JUNGUITO, Roberto _v RINCÓN Hernán. Óp. ¿"il.

*” HENAO HIDRÓN, Javier. Óp. ¿"il., pp. 47—83. “En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la
Ley se aplicarán de preferencia las disposiciones constitucionales" (Articulo 40).

” Acto Legislativo No. 1 de 1910: “A la Corte Suprema de Justicia se le confia la guarda de la integridad de la
Constitución. En consecuencia, además de las facultades que le confieren ésta y las leyes, tendrá la siguien—
te: “Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los actos legislativos que hayan sido obietados como
inconstitucionales por el Gobierno, o sobre todas las leyes o decretos acusados ante ella por cualquier ciuda—
dano como inconstitucionales, previa audiencia del Procurador General de la Nación“.
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inconstitucionales, consagrando así, por primera vez en Colombia“, el control de

constitucionalidad a través de la acción pública.
Con el paso del tiempo dicha Corporación fue adquiriendo más funciones, en

especial en 1936 cuando se introduce por primera vez el concepto de derechos en

el texto constitucional.
La Reforma de 1936 no modifica el órgano de control constitucional, sin em—

bargo, el referente constitucional queda transformado.

Este sufrió dos cambios cruciales: i. hubo un aumento en los derechos y ga—

rantías ciudadanas, lo cual incrementó las normas que establecen límites sustan—

tivos al ejercicio del poder público, en especial en lo que respecta a las políticas

económicas y sociales; y ii. se incorporó a la Carta una filosofía distinta a la predo—

minante en 1886 que en algunos casos convivía con la anterior, lo cual le ofreció al

Constitucional un mayor margen de libertad en la interpretación constitucional y

lo responsabilizó de promover el desarrollo de esa nueva filosofia sobre cuyos al—

cances y fuentes aún existe controversia“.

La tercera reforma de interés en esta materia tiene lugar en 1968“. Esta refor—

ma señala expresamente las causales de inexequibilidad de los proyectos de ley tanto

respecto de su contenido como por vicios de procedimiento, asigna a la Corte la revi—

sión automática de los decretos dictados en virtud de la declaratoria del estado de si—

tio y de emergencia económica46 y de aquellas normas expedidas según lo dispuesto

en el Artículo 80 de la Constitución de 1886 (Plan de Desarrollo). Adicionalmente,

crea la Sala Constitucional encargada del estudio de las acciones de inconstitucio—

” COPETE LIZARRALDE, Álvaro. Lecriones de dera/w ronsfitucionol, Bogotá, Editorial Lerner, 1960, p. 224.

“ CEPEDA, Manuel]osé. Polémicas ronstiruciona/es, Bogotá, Legis Editores S.A., p. 21.

Acto Legislativo No. 1 de 1968. Artículo 214: “:X la Corte Suprema de justicia se le confia la guarda de la inte—

gridad de la Constitución. En consecuencia, además de las facultades que le confieren ésta y las leyes, tendrá las

siguientes: decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los proyectos de ley que hayan sido obietados por

el Gobierno como inconstitucionales, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su

formación; decidir definitivamente sobre la exequibilidad de todas las leyes y los decretos dictados por el Go—

bierno en ejercicio de las atribuciones de que tratan los articulos 76, ordinales 11 y 12, _v 80 de la Constitución

Política, cuando fueren acusados ante ella de inconstitucionalidad por cualquier ciudadana En las acciones de

inexequibilidad deberá intervenir siempre el Procurador General de la Nación. En los casos de los artículos

121 _v 123, cualquier ciudadano puede intervenir para defender o impugnar la constitucionalidad de los decre—

tos a que ellos se refieren. La Corte Suprema de justicia cumplirá estas funciones en Sala Plena, previo estudio

de la Sala Constitucional compuesta de magistrados especialistas en derecho público. El Procurador General

de la Nación y la Sala Constitucional dispondrán, cada uno. de un término de treinta (30) dias para rendir con—

cepto y ponencia, y la Corte Suprema de Justicia de sesenta (60) días para decidir. El incumplimiento de los

términos es causal de mala conducta que será sancionada conforme a la Ley”.

“' SÁCHICA, Luis Carlos. Consti!uciotmlismo colombiano, tercera edición, Bogotá, Editorial Temis, 1972, pp.

112 v 55.
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nalidad cuya decisión corresponde a la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia y
establece términos para decidir sobre las demandas.

Es importante resaltar que la Reforma de 1968 permite expresamente que la
Corte controle por vicios de forma los procedimientos seguidos en la formación de
las leyes. Este avance, estimulado por los fallos inhibitorios de la Corte frente a car—
gos formales, también responden al propósito de concederle a las minorías politicas
garantías en los procesos decisorios que conducen a la expedición de normas jurí—
dicas, lo cual se inspira en la función de pacificación política que cumple el control
constitucional”.

En consecuencia, el alcance de la revisión judicial de la Corte Suprema de
Justicia así fuese tímidamente se fortalece de manera progresiva a lo largo del si—

glo XX“. Cabe destacar, sin embargo, que en materia laboral sólo hasta 1970 con la
Sentencia del 12 de junio” la Corte empieza a jugar un papel determinante.

La cuarta ocasión en que modifica el control de constitucionalidad, pero qui—
zás la de mayor relevancia, tiene lugar con la expedición de la Constitución Política
de 1991, que introduce cambios de fondo en el papel de los jueces e imprime un
vuelco de enormes proporciones en las relaciones entre las ramas del Poder Públi—
co, al igual que en las relaciones entre el Estado y los ciudadanos.

La ausencia de garantías individuales lleva en 1991 a la incorporación en la
Constitución de un extenso listado de derechos fundamentales, listado que además
se ha venido ampliando por la vía de la jurisprudencia, la cual ha elevado por co—

nexidad a rango de derecho fundamental los derechos económicos, sociales y am—
bientales. De otra parte, el Preámbulo de la Constitución, que incluye la declaración

“ CEPEDA, Manuel José. 0'¡>. m., p. 27.
“ Ibídem, pp. 43, 66 y ss. Manuel josé Cepeda, al hacer un balance del papel de la Corte Suprema de Justicia

en esta materia, comenta lo siguiente: “es cierto que la jurisprudencia de la Corte Suprema de]usticia entre
1886 y 1991 fue demasiado deferente frente al poder presidencial, poco sensible al desarrollo de los dere—
chos constitucionales _v se quedó rezagada, tanto respecto de la evolución del derecho constitucional en Oc—
cidente durante la segunda posguerra como ante las expectativas de numerosos grupos sociales que dejaron
de ver en la Constitución una garantía de que sus peticiones serían escuchadas. También es verdad que es—

tas falencias que se acumularon a lo largo de un siglo, pudieron ser superadas en tan sólo una década por la
Corte Constitucional. No obstante, la Corte Suprema de Justicia cumplió una tarea meritoria durante cien
años, la cual no ha sido adecuadamente valorada. . ,”. Y más adelante concluye: “después de esta visión de
conjunto de lo que ha sido un siglo de control constitucional, se puede concluir que Colombia ha gozado de
una tradición de defensa judicial de la supremacía dela Constitución no sólo centenaria sino ininterrumpi—
da. Sin duda, ha habido periodos durante los cuales dicho control ha sido ejercido tímidamente, así como
ha habido otros en los cuales se constata una dosis de activismo judicial. Igualmente, ciertos fallos pueden
ser vistos, en perspectiva histórica, como sentencias de legitimación del poder, más que de control o limita—
ción del poder. No obstante, lo esencial es que durante un siglo el Órgano judicial de control constitucional
ha ejercido con independencia, mayor o menor según la época, el poder de declarar inconstitucionales leyes
y decretos con fuerza de ley, lo cual ha significado que el poder público ha sido sometido al respecto de la
Constitución, pacto político fundamental para la paz“.

“' Magistrado ponente Luis Sarmiento Buitrago, Sala Plena, Corte Suprema de Justicia.
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de principios, forma parte de las normas de aplicación directa. Pero, quizás lo más

importante es que la Constitución introduce mecanismos accesibles a la población

para hacer exigibles los derechos y crea la Corte Constitucional para velar por su

respeto. Así, el juez pasa de interpretar la Ley conforme a los textos legales a crear

derecho, en particular por cuenta de la ponderación que realiza frente a la confron—

tación de derechos, lo que implica, por razones obvias, ese tinte de subjetividad que
caracteriza los fallos, los cuales responden en concordancia con la ideología preva—

leciente en la Corte y en las tendencias políticas de los magistrados mayoritarios.

A este respecto, y aunque algunos lo pretendan, no se puede subestimar la impor—

tancia que tiene el que, según la normatividad vigente, sea al Legislativo a quien,

en última instancia, le corresponda la escogencia de los magistrados constituciona—

les”, a diferencia de la situación vigente hasta 1991 cuando dicha elección se hacía

por cooptación.
Así, la importancia de los jueces cobra particular relevancia con el abandono

de la filosofía política de la discusión acerca de si los derechos civiles y políticos son

los únicos derechos individuales. Hayek51 tuvo especial resonancia porque consi—

deraba que los derechos sociales, económicos y culturales no eran verdaderos de—

rechos, sino simplemente aspiraciones políticas que, a través de las decisiones del

legislador llegaban a ser consignadas de manera legal como tales. Había entonces

derechos legítimos —legales— a la salud, a la seguridad social, a la vivienda, etcéte—

ra, pero no en cuanto derechos fundamentales, sino en cuanto derechos legalmente

adquiridos”. En los años treinta, Keynes53 inicia el debate en torno a la importancia

de la intervención del Estado en la economía y, tras la Segunda Guerra Mundial,

empieza a abrirse espacio la importancia de los derechos fundamentales.

Diversos analistas (Sen—“, Arango“) desvirtúan las diferencias filosóficas entre

las dos categorías de derechos. Sen lo hace básicamente desde el enfoque de las con—

secuencias. Su enfoque admite una valoración variable de los derechos, según las

Constitución Política de Colombia de 1991. Articulo 173: “Son atribuciones del Senado: Elegir a los magis—

lradox de la Corte Constituciºnal”. Artículo 2391 “La Corte Constitucional tendrá el número impar de miem—

bros que determine la Ley. En su integración se atenderá el criterio de designación de magistrados pertene—

cientes a diversas especialidades del derecho. Los IIIHgÍXÍI'UIÍOS de la Corte Constitutional serán elegidox por el

Senado de la República para períodos individuales de ocho (8) años, de sendas ternas que le presenten el Pre—

sidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado. Los magistrados de la Corte

Constitucional no podrán ser reelegidos”.

5' VON HAYEK, Friedrich August. “Camino a la servidumbre”, en Ret'ixiu de Dereulzo Pri—rudo, Madrid, 1946.

53 ARANGO, Rodolfo y HOYOS, Luis Eduardo. “Filosofia política y desarrollo”, en Estudios ¡le Filosofia P(¡ÍÍIÍ—

va, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, pp. 324—326.

*“ KEYNES, John híaynard. 72'0ria geiifi'iil 1Í¿' Iii 0¿'upzii'io'n, el interésy el ¿linei'0.

*“ SEN, Amartya. Desarrol/ny ¡ibn-md

” ARANGO, Rodolfo y HOYOS, Luis Eduardo. Óp. cit., pp. 324—326.
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circunstancias concretas dentro de las cuales nos estamos moviendo. El autor deñen—
de lo que denomina una “igualdad basada en una postura sensible a las consecuencias
que puede tener para la persona tomar una u otra decisión en un caso concreto”“.
Lo que pretende es invocar un régimen dej?zcto que asegure los derechos económi—
cos y sociales para todos. “La libertad, diría Sen, hay que tomársela en serio; pero no
puede ser libre aquel que por sus circunstancias materiales es incapaz de hacer uso
efectivo de todos sus derechos”?

De manera semejante, Gaspar Ariño53 llama la atención respecto de la distin—
ción entre leyes de producción y leyes de distribución, la cual, según él, permitió a
Stuart Mill explicar la interacción entre un mercado económico, sometido a la ley
de la eficiencia y un meta de mercado institucional sometido a la ley de la justicia;
dicho de otra manera, entre la producción eficiente _v el justo ordenamiento de los
derechos de propiedad. Las leyes de producción rigen los aspectos económicos de
la producción de riqueza. Las leyes de distribución de riqueza son un problema de
justicia conmutativa y redistributiva, esencial para la estabilidad y progreso de las
sociedades; estas leyes no vienen dadas por la naturaleza sino que son diseñadas por
cada sociedad, basándose en el concepto que tengan del hombre, en la igualdad bási—

ca que quiera defender y en el alcance que se da al estado de bienestar.
Es dentro de ese marco que en las sentencias de la Corte Constitucional progre—

sivamente se han venido incorporando, como método de ponderación de principios
constitucionales, el test de razonabilidad y el principio de proporcionalidad en razón
a que el constitucionalismo reconoce que no es materialmente posible garantizar
todos los derechos, a todos los ciudadanos, de manera simultánea e inmediata. Ello
sería, por supuesto, el mundo ideal: todos tendrían una vivienda digna, un servicio
de salud integral, una educación primaria gratuita, y un trabajo fijo y estable, con
remuneración justa. No es una utopía inalcanzable: los países nórdicos, por ejem—
plo, se acercan a ese ideal. Pero, por lo pronto, estamos en la obligación de construir
una serie de criterios que permitan —dentro del marco de la Constitución— priorizar,
moderar y limitar el cumplimiento de esos derechos, en atención a la precariedad
de nuestras arcas públicas y según las prioridades de las mayorías democráticas. En
principio, entonces, el Constitucional, en ciertos casos, debe ejercer un control “dé—
bil” de constitucionalidad, para no suplantar el proceso democrático”.

5“ Ibídem, p. 336.
57 lbía'em.

5“ ARIX'O, Gaspar. Óp. cil.

5” CUELLAR, María Mercedes. “Prueba de razonabilidad y la estabilidad de las reglas de juego”, en ,llemoríar
del diálogo entre abngadaxy eronomísmx sobre la Constimrírín en el zzsf¡ert0 eramímiro, primera edición, Bogotá,
Ministerio de Hacienda _v Crédito Público. 2007, p. 81.
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En el Derecho Constitucional contemporáneo existen dos reglas fundamentales:

1. hay un componente mínimo de los derechos constitucionales “costosos” que resulta

directamente exigible por los ciudadanos a los jueces; y 2. debe respetarse, salvo pode—

rosas razones constitucionales, el principio de progresividad. Respecto a este último

punto, se ha sentado doctrina en Colombia en el sentido de que el avance de los dere—

chos sociales o económicos debe ser progresivo _v que lo ya alcanzado no es susceptible

de retroceso —esto se considera como el eje central del principio de progresividad que,

en primera instancia, prohíbe la adopción de medidas regresivas en materia de protec—

ción de los derechos económicos, sociales y culturalesºº—. En cuanto a la existencia de

un componente de los derechos “costosos” directamente exigible, la doctrina ha en—

tendido que existen algunos aspectos de los derechos sociales o económicos —como el

derecho de los menores a la educación pública y gratuita hasta el noveno grado— que

por expresa instrucción constitucional deben tener prioridad en el gasto público y no

pueden ser negociados o mermados en el foro democrático. En consecuencia, se ha

sostenido que frente a estos derechos —como frente al derecho a tener un abogado de

oficio o a gozar del servicio de justicia— el ámbito de acción del legislador o del Gobier—

no es más reducido y el control constitucional más estricto o exigente“.

Así pues, los ciudadanos pueden exigir a las autoridades el cumplimiento de

todos esos derechos —vía, por ejemplo, acción de tutela, acción de cumplimiento,

o acción de inconstitucionalidad para que la Corte saque del mundo jurídico una

ley que los viole—, pues no son simples “buenos propósitos”, pero en cuanto se

reñere a la mayoría de los derechos sociales, lo cierto es que es válido introducir

limitaciones a los mismos, pues no es posible garantizarlos todos, a toda la pobla—

ción y de forma simultánea. La satisfacción inmediata integral y universal de esos

derechos puede conducir a la violación de otros principios constitucionalmente

protegidos, como la estabilidad fiscal o la protección del valor de la moneda“.

La pregunta relevante es, ¿cómo identificar el contenido de los derechos, bie—

nes y valores constitucionales que realmente resultan vinculantes para el Gobierno

y que debe ser garantizado por el Tribunal Constitucional? Si esto estuviera claro

sabríamos si una Sentencia se extralimitó —porque fue más allá del contenido consti—

tucionalmente protegido de un derecho— o si, por el contrario, lo que hizo esa Corpo—

ración fue simplemente cumplir con su tarea como guardiana de la Constitución.

"” Artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales Asamblea General de

Naciones Unidas. Resolución 2200 A (XXI), diciembre 16 de 1966, p. 81.

"1 CUELLAR, María Mercedes. Óp. cit., p. 81.

“1 Ibídem, p. 82.
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Allí es donde entra a jugar la prueba de razonabilidad. Dicha prueba original—
mente fue concebida para evaluar las limitaciones al derecho a la igualdad —¿es razo—
nable que un minero de socavón se pensione un poco más temprano que, digamos, un
publicista, o por el contrario, esa diferencia de trato viola el principio de igualdad?—,
hoy en día esta prueba se aplica, en términos generales, a toda limitación introduci—
da por el legislador a un derecho consagrado en la Constitución. Este text parte de la
idea de que no es posible establecer de manera absoluta y a priori de una vez y para
siempre, el contenido constitucionalmente protegido de un derecho constitucional.
Ahora bien, toda restricción a un derecho debe estar soportada en muy buenas ra—

zones constitucionales. Ante la inexistencia éstas, aflora la parte del derecho que no
puede ser restringida y la medida debe ser declarada inconstitucional.

En suma, la pregunta que intenta contestar la prueba es la siguiente: ¿es razo—
nable la limitación que el Legislador —o el Ejecutivo— ha introducido al derecho a la
igualdad, o al derecho a la educación gratuita, o al derecho a una remuneración míni—
ma vital y móvil, o al derecho a la propiedad y a la libertad de empresa, desde el punto
de vista de los restantes derechos, principios y valores de la propia Constitución?

La prueba, a su vez, debe responder varios interrogantes. El llamado “princi—
pio de proporcionalidad” es tan sólo uno de ellos. No voy a entrar aquí a explicar
cada uno, y ni siquiera intentar profundizar en lo que corresponde al “principio de
proporcionalidad”.

Sin embargo el juicio de razonabilidad exige que existan muy buenos argumen—
tos para restringir o limitar un derecho o un bien constitucionalmente valioso. En este
sentido, si se expide una medida —económica o de cualquier otro tipo— que afecta un
derecho constitucional —como los derechos de los trabajadores o algunos derechos
sociales— y que va en contravía del principio de progresividad de estos derechos, es
necesario demostrar: l. que la medida se orienta a la búsqueda de una ñnalidad cons—
titucional —son ñnalidades constitucionales, por ejemplo, mantener la estabilidad mo—
netaria o promover los derechos de los sectores más pobres y vulnerables—; 2. que en
si misma no constituye un medio inconstitucional —como por ejemplo sería expropiar
a todo el mundo para satisfacer el derecho a la salud de la población—; 3. que es útil
y necesaria para alcanzar la ñnalidad propuesta; y 4. que el beneficio que alcanza es
mayor que el costo constitucional que genera. Así por ejemplo, para lograr mantener
el valor de la moneda no se podría sacriñcar todo el gasto social, pues el costo consti—
tucional en un Estado Social, seria mayor que el beneñcio alcanzado“.

En suma, lo que debe quedar claro es que los derechos constitucionales, y en
particular los derechos fundamentales, constituyen un límite a la política económi—
ca. En consecuencia, cualquier limitación o disminución del alcance o garantía de

,. Ibídem, p. 83.
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estos derechos debe tener una justificación suficiente, en términos del principio de

proporcionalidad. En este sentido corresponde a quienes diseñan una política pú—

blica que afecta negativamente un derecho, demostrar que tal afectación es necesa—

ria para alcanzar una finalidad constitucional tan importante como el derecho que

se restringe. Adicionalmente, deben demostrar que la medida es útil, necesaria y

estrictamente proporcionada“ respecto de la finalidad perseguida. En este sentido

resulta importante recordar que la Constitución es vinculante.

En consecuencia, si bien a lo largo del siglo XX y hasta 1990, la división de poderes

introducida en la Constitución de 1886 y en sus reformas resultaba impecable desde

el punto de vista teórico y que, excepción hecha del período comprendido entre 1948

y 1957, el manejo del poder del Estado estuvo regido por las normas incorporadas en

la Constitución de 1886, ésta, desde el punto de vista práctico presentaba numerosos

matices que desdibujaban el supuesto equilibrio de poderes en la administración del

Estado por la misma ñlosofia centralista, presidencialista y conservadora que quiso in—

troducirle Caro cuando las redactó“. La Constitución de 1886 incluía diversos meca—

nismos que permitían no sólo la concentración de poderes en el Ejecutivo, sino que le

facilitaba la utilización de la represión para el control sistemático de la oposición.

Con la expedición de la Constitución de 1991 cambia de manera radical esta si—

tuación, al haberse restringido las prerrogativas de los estados de excepción y haber

introducido la protección de derechos fundamentales e incrementado y facilitado el

control de constitucionalidad.
La Constitución Política de 1991, si bien es aplaudida por muchos, no está

exenta de críticas de la más diversa índole.
Por ejemplo, en el área económica, entre los argumentos utilizados para desca—

liñcar la Constitución de 1991 o más específicamente la intervención de los jueces

en el área económica, Rodrigo Uprimny identifica los siguientes: 1. falta de ido—

neidad técnica de los jueces constitucionales en este campo; 2. los jueces son “bo-

taratas” y pueden conducir a una suerte de “populismo judicial”; 3. los jueces no

fueron electos por las mayorías políticas y por tanto su intervención en la economía

desfrgura y deslegitima la filosofia democrática y participativa; 4. los jueces intro—

ducen distorsiones y desbordan el gasto público; 5. los fallos judiciales inducen

inseguridad jurídica; y 6. erosionan la participación democrática. Uprimny fren—

te a esos planteamientos se pregunta, ¿significa lo anterior que debemos entonces

suprimir y negar a la Corte Constitucional colombiana cualquier posibilidad de

(" Consultar, entre otras, la Sentencia C—+59 de 2002. magistrado ponente Jaime Córdoba, Corte Constitucional.

"5 CEPEDA, Manuel José. Óp. ¿"il., p. 27.
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entrar a examinar la legitimidad de las decisiones en política económica? Su res—
puesta es no, en la medida en que desestima cada una de las críticas señaladas“.

Intervención del Estado
en la economía

Resulta interesante, a la luz de lo señalado en los apartes anteriores, analizar lo ocurri—
do respecto de la intervención del Estado en la economía.

La filosofia implícita en los primeros años de vigencia de la Constitución de
1886 era que el papel del Estado se reducía a la protección de los derechos civiles de

UPRLWNW, Rodrigo. Legitímídady mnt'cniencía del control ¿*anslimcíozm/ a la eronomía, Bogotá, Editorial Norma,
pp. 148—175. A continuación se presentan brevemente los argumentos presentados por Uprimny frente a las crí—
ticas referidas. Incapacidad técnica de los tribunales constitucionales para decidir asuntos económicos: en de—
recho existen peritos, audiencias _v conceptos técnicos, precisamente para que los tribunales se familiaricen conlos alcances de los temas que no conocen, sean estos económicos o de otra naturaleza. Adicionalmente, el con—trol constitucional de las políticas económicas puede tener efectos positivos en términos de transparencia de las
políticas públicas, pues “el debate judicial obliga a quienes toman determinadas decisiones a defenderlas en unlenguaje que sea accesible a quien es lego en la materia, ya que deben explicar _v convencer a los jueces de la legi—
timidad constitucional de las estrategias económicas”. Falta de sensibilidad frente a los gastos fiscales: la conside—
ra insuficiente para justificar la exclusión de los jueces de la toma de decisiones en materia económica, pues ello
implicaría desconocer ciertas particularidades de la función judicial _v del papel del derecho en una sociedad de—
mocrática. “Una actitud consecuencialista de los jueces plantea el riesgo de que el Sistema]urídico se oriente concriterios puramente utilitarios" y en materia de derechos individuales es peligroso, pues puede conducir a unadisolución de esos derechos, a fm de favorecer la consecución de objetivos colectivos que incrementen el bien—
estar general. Los jueces no fueron electos por mayorías democráticas: como quiera que la Constitución es unaNorma Suprema, o una Ley Fundamental, alguien debe garantizar que las normas de inferior jerarquía no la
desconozcan y ese papel sólo lo pueden jugar los jueces o un tribunal constitucional, y no el Legislador, ni eljefede Estado, por cuanto la Constitución busca precisamente limitar a los órganos políticos _v en especial al Congre—
so. Los jueces introducen distorsiones: se argu_ve que sólo gozan de los derechos sociales aquellos peticionarios
que, una vez denegada por el juez tienen suerte de que su tutela sea seleccionada por la Corte Constitucional, lo
que contradice el precepto de que los jueces deben fallar guiados por el principio de universalidad. En opiniónde Uprimny, el “reconocimiento de esa diñcultad no implica la consecuencia que algunos intentan extraer, quees negar toda eficacia jurídica o “justiciabilidadº a esos derechos sociales a fm de concebirlos como pautas pura—
mente programáticas, que el Legislador podía desarrollar, pero que no pueden ser exigidas por la vía judicial”.Sunstein y Holmes sostienen que la protección de todos los derechos, incluso de las libertades civiles, tiene cos—
tos económicos _v supone un arbitraje entre usos alternativos de recursos escasos. Por ende, si el argumento fuera
exclusivamente de costos )“ de ordenamiento de gasto por la vía judicial, entonces habria también que eliminar
las decisiones judiciales para amparar los derechos civiles, ya que esas intenciones también implican, en muchos
casos, erogaciones presupuestarias. Así, el juez constitucional no podría intervenir en este campo de la misma
manera que lo hace en relación con los derechos civiles y politicos. Inseguridad jurídica: la legislación cambia
con enorme rapidez _v genera una vida efímera de las normas que impide su asimilación por los operadores ju—
rídicos. .. la anulación de una Ley por el tribunal constitucional pretende, en muchas ocasiones, proteger preci—
samente la seguridad jurídica de los ciudadanos en sus derechos frente a variaciones caprichosas de las normas
legales por parte de los órganos políticos”. Erosiona la participación democrática: los críticos aciertan en señalar
que una judicialización excesiva puede generar un exceso de expectativas en las posibilidades de que unos tribu—
nales providenciales materialicen la justicia social sino que, además, acentúa la desmovilización ciudadana.
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la población y de la propiedad privada. Sin embargo, la Regeneración impulsa una

serie de medidas que implican una mayor intervención del Estado en la vida econó—

mica como lo es la creación del Banco Nacional, la imposición del régimen del papel

moneda de curso forzoso y la facultad otorgada al Presidente de la República para

ejercer la inspección sobre los establecimientos de crédito“. Así mismo, después de

la Gran Depresión de los años treinta, distintos países tienden a reforzar dicha inter—

vención “con el fin de introducir una mayor racionalidad en el manejo de las variables

económicas que les permita a su vez evitar la reincidencia de las crisis y estimular el

crecimiento económico por medio de la planeación que ya había mostrado alto grado

de eficiencia en la Unión Soviética”. Es dentro de ese marco que el gobierno de Olaya

Herrera expide medidas sobre moratoria de los deudores afectados por la crisis“.

Sobre la intervención del Estado en 1935 el presidente Alfonso López Puma—

rejo, en mensaje al Congreso de la República de 1935 señalaba lo siguiente:

Nadie rechaza entre nosotros la intervención oñcial sino técnicamente, como

principio, como teoría. En la práctica existe una clamorosa exigencia de que el Es—

tado intervenga en todo, regule todo, apoye todo. El capital pretende, en la mayor

parte de los casos, que no puede luchar sin un permanente amparo del Estado, y

el trabajador está descubriendo que sólo el Gobierno puede modificar las condi—

ciones feudales a que está sometido, porque sólo el Gobierno tiene los elementos

para hacerse respetar y acatar de los capitalistas inescrupulosos. Otro es el carácter

de nuestro problema. El Estado es intervencionista en Colombia, y así lo desea el

país. Pero no tiene manera de intervenir eficazmente, porque la máquina adminis—

trativa está llena de deficiencias, porque carece de una tradición siquiera corta de

investigación sobre las circunstancias nacionales, porque, en resumen, el Estado se

encuentra ante éstas tan desorientado como el propio industrial, como el desampa—

rado agricultor, como el solitario campesino, como el oprimido obrero“.

En desarrollo de esos planteamientos el Congreso aprueba el Acto Legislativo No.

1 de 1936, el cual da lugar a un debate político de gran envergadura, evidenciando la

enorme confrontación ideológica vigente en Colombia en torno a dicha intervención

"7 BETANCOURT GODOY, javier. Re/ariunes de ¡nnier_)r reforma conslilurional en Colombia. Cien años de Consli—

turión. Sigue la Regeneración, Bogotá, Cepecs—Colombia Hoy, 1986, p, 24.

“ TIRADO MEJÍA, Álvaro. “López Pumarejo: La Revolución en Marcha", en Encirlopedia Nueva Historia de

Colombia, tomo 1, Bogotá, Editorial Planeta. 1989, p. 344.

“” TIRADO MEJÍA, Álvaro. “La economia _V lo social en la Reforma Constitucional de 1936”, en Estadoy eco—

nomía. Cincuenta años de la Reforma del 36, Bogotá, Contraloría General de la República, 1986, p. 19.

75



76 Los síndz'ctztosy la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

para ñnes sociales, así esta intervención con propósitos económicos viniera utilizándo—
se y de manera amplia, como se anotó anteriormente, desde comienzos del siglo”.

El Acto Legislativo No. 1 de 193671 se basa en la Constitución española de
193172 y consagra la constitucionalización de la intervención del Estado en la eco—
nomía y la prevalencia de los derechos colectivos sobre los derechos individuales.
Este Acto Legislativo establece que dicha intervención puede realizarse por medio
de leyes en la explotación de industrias o empresas públicas y privadas, con el fin de
racionalizar la producción, distribución y consumo de las riquezas, o de dar al tra—
bajador la justa protección a que tiene derecho. Las normas a ser dictadas en ejerci—
cio de dicha facultad, requerían de la votación calificada en el Congreso.

Darío Echandía en la “Exposición de Motivos del Acto Legislativo” señala:

7” YÁSQL'EZ CARRIZOSA, Alfredo. “La Reforma Constitucional de 1936 y la intervención del Estado en la
economía”, en Estar/(1 y economía. Cínrumlu años de la Refbrnm del 36, Bogotá, Contraloría General de la Re—
pública, 1986, p. 34. “La intervención del Estado en la economía nacional, tanto pública como privada, era
ya un principio adquirido en nuestro derecho en virtud de la práctica anterior tutelada por la Constitución
de 1886, reformada en 1910, No podía decirse que, de buenas a primeras, el Constituyente de 1936 introdu—
jera un principio desconocido, sino que buscaba incorporarlo claramente en el estatuto constitucional con
el fin de que pudiera ser aplicado dentro de ciertos parámetros. En suma: del derecho consuetudinario, la
intervención del Estado en la economía pasaba del derecho escrito, a la Constitución misma".

" Acto Legislativo No. 1 de 1936. Articulo 9": “Las autoridades de la República están instituidas para prote—
ger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes, y para asegurar el cumplimiento
de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. Artículo 10": “Se garantiza la propiedad privada _v

los demás derechos adquiridos con justo título, con arreglo a las leyes civiles, por personas naturales o ju—

rídicas, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación
de una ley expedida por motivos de utilidad pública o de interés social, resultaren en conflicto los derechos
particulares con la necesidad reconocida por la misma Ley, el interés privado deberá ceder al interés pú—
blico o social. La propiedad es una función social que implica obligaciones. Por motivo de utilidad pública
o de interés social definidos por el Legislador, podrá haber expropiación, mediante sentencia judicial e in—

demnización previa. Con todo, el Legislador, por razones de equidad, podrá determinar los casos en que
no haya lugar a indemnización, mediante el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros de una y
Otra Cámara". Articulo 11: “El Estado puede intervenir por medio de lc_ves en la explotación de industrias
o empresas públicas y privadas, con el fin de racionalizar las riquezas, o dar al trabajador la justa protección
a que tiene derecho. Parágrafo: Las leyes que dicten en ejercicio de la facultad que otorga este Artículo, re—

quieren para su aprobación el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros de una y otra Cámara”.
Articulo 16: “La asistencia pública es función del Estado. Se deberá prestar a quienes careciendo de medios
de subsistencia y de derecho para exigirla de otras personas, estén fisicamente incapacitadas para trabajar”.
Artículo 17: “El trabajo es una obligación social y gozará de la especial protección del Estado". Artículo 20:
“Es permitido formar campañas, asociaciones y fundaciones que no sean contrarias a la moral o al orden le—

gal. Las asociaciones y fundaciones pueden obtener su reconocimiento como personas jurídicas”. Artículo
38: “Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La Ley puede exigir títulos de idoneidad y regla—
mentar el ejercicio de las profesiones. Las autoridades inspeccionarán las profesiones _v oñcios en lo relativo
a la moralidad, seguridad y salubridad públicas. Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios pú—
blicos. La Ley reglamenta su ejercicio". Artículo 57: “No habrá en Colombia ningún empleo que no tengafunciones detalladas en la Ley o en reglamento“.

'- Constitución española de 1991 . Artículo —H: “El Estado podrá intervenir por Ley la explotación y coordina—
ción de industrias o empresas, cuando asi lo exigieren la racionalización de la producción y los intereses de
la economía nacional". Tomado de TASCÓN. Tulio Enrique. Op. ¿"¡/., p. 93.
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El Proyecto sustituye la concepción excesivamente individualista de los de—

rechos privados que caracteriza a la Constitución actual, por otra que considera

que el derecho individual debe ejercitarse como una función social y debe tener

como límite la conveniencia pública. El derecho privado como función social por

oposición al derecho privado absoluto: tal es la razón del Proyecto que el Gobier—

no somete a vuestra consideración”.

Más adelante Echandía anota,

el Gobierno considera que a las nuevas concepciones sobre el alcance de

los derechos individuales frente a las conveniencias sociales, deben corresponder—

le facultades más amplias para el Legislador y de ahí las dos reglas que tiende a

establecer el Proyecto que tengo el honor de presentar: determinación de la forma

de la expropiación y de la indemnización por el Legislador, e intervención legisla—

tiva del Estado para racionalizar la economía y proteger a los trabajadores”.

ECHAXDÍA, Darío. “Exposición de Motivos del Proyecto de Ley del Acto Legislativo Reformatorio de la

Constitución Nacional", p. 40.

“Fueron muchas las criticas que se formularon a la idea liberal de los derechos. Dos de ellas: la idea mis—

ma de derechos naturales de los individuos _v la socialista al catálogo que proponía el liberalismo. La idea

de los derechos naturales, cualquiera que sea el contenido que se le asigne, es de índole metafísica. En el

caso liberal, era la expresión de la metafísica racionalista e individualista que predominó en los siglos XVII

y XVIII. Pues bien, el positivismo y el cientiñcismo del siglo XIX se fueron lanza en ristre contra toda idea

de metafísica, incluyendo por lo tanto la iusnaturalista Así, la hipótesis de derechos fundidos en la inteli—

gencia o en la voluntad divina, en la razón o en la naturaleza sería, para decirlo con una expresión entonces

en boga “indemostrada e indemostrable”. .. Mirando desde el punto de vista de los hechos, el derecho es un

fenómeno social que se vincula a la existencia de un poder organizado dentro de la sociedad. El derecho es,

pues, exclusivamente positivo y esta característica esencial reside en que el Estado lo formula _v lo aplica.

El derecho también es, entonces exclusivamente estatal. Más precisamente es manifestación de la voluntad

del Estado”. La intervención por parte de Timoleón Moncada en el debate en el Senado del Acto Legisla—

tivo No. 1 de 1936 resulta interesante respecto del pensamiento del Legislativo de ese entonces: “es incues—

tionable que toda ley tiene su época, fuera de la cual es exótica. La Constitución de 1886 no corresponde

con la época actual. Y si vosotros no la reformáis. seréis incapaces de devolverle la fuerza _v la vida que ha

perdido ya por circunstancias de los mismos hechos _v de las modalidades del actual país. El derecho, dice

Duguit, es mucho menos la obra del Legislador que el producto constante v espontáneo de los hechos. ..

El derecho no es un cuerpo muerto. Es algo vivo que marcha y se reforma con las costumbres. Y por ello,

a medida que éstas cambian, es necesario reformar la Constitución. La Constitución de 1886 es desarro—

llada sobre los principios vigentes en esa época de los derechos subjetivos: el derecho subjetivo del Esta—

do personiñcado en la sociedad, y el derecho subjetivo del individuo imponiéndole a todos los hombres el

respeto de los derechos naturales, está en contradicción con el sistema jurídico que actualmente se elabo—

ra, sobre las bases del positivismo que domina el mundo Muy bien estuvo en el siglo pasado que se diera a

las autoridades la exclusiva visión de amparar a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos; pero no está

bien que esa misma sea la norma que rigen las relaciones del Estado de hoy, cuando las necesidades econó—

micas y el concepto moderno de derecho hacen necesaria la intervención del Estado aun en las relaciones

particulares de los ciudadanos que habitan la nación. Según la Constitución actual, el hombre es titular de

derechos naturales; en concepto de los autores del Proyecto, la persona no tiene derechos porque haya na—

cido con ellos, sino porque tiene obligaciones. La Constitución vigente es individualista; sólo reconoce los

derechos subjetivos, amparados v defendidos por el Estado. Pero los miembros de la Comisión pensamos

sustituir el sistema individualista, por uno de carácter social, en el que el derecho subjetivo se base en el
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El planteamiento ideológico de Léon Duguit influyó ostensiblemente en los
promotores de la Reforma de 1936,

quienes citaban frecuentemente su tesis acerca de la necesidad de sustituir
la idea de los “derechos naturales” por la de las “funciones sociales”, que el ilus—

tre publicista francés explicaba así: ¿en qué consiste esta noción de función social?
Se reduce a lo siguiente: el hombre no tiene derechos, la colectividad tampoco los
tiene. Hablar de derechos del individuo, de derechos de la sociedad, decir que es
preciso conciliar los derechos del individuo con los de la colectividad, es hablar de
cosas que no existen. Pero todo individuo tiene en la sociedad una cierta función
que llenar, una cierta tarea que ejecutar. No puede dejar de cumplir esta función,
de ejecutar esa tarea, porque de su abstención resultaría un desorden o cuando me—

nos un perjuicio social. Por otra parte, todos los actos que realizamos contrarios ala
función que le incumben serán socialmente reprimidos. Pero por el contrario, todos
los actos que realice para cumplir la misión aquella que le corresponde en razón del
lugar que ocupa en la sociedad, serán socialmente protegidos y garantizados”.

Así, la Reforma de 1936 adopta la fórmula positivista—socialista de Duguit7º:
“la propiedad es una función social que implica obligaciones”. Si bien el Artículo
16 de la Constitución mantuvo el principio de que es misión de las autoridades la
de proteger la vida, honra _v bienes de los residentes en Colombia, es claro que en
el criterio de los constituyentes de ese año la propiedad es un derecho de menor
jerarquía que el del trabajo. Pareja a la proclamación del trabajo como derecho fun—

damental va la del principio de que la “asistencia pública es función del Estado” y
“se deberá prestar a quienes careciendo de medios de subsistencia y de derechos
para exigirla de otras personas, estén físicamente incapacitadas para trabajar” (Ar—
tículo 16, inciso lº).

Para aplacar los temores de que se ejerciera una intervención desmedida 0 ar—

bitraria, el Acto Legislativo establece limitaciones al poder presidencial: garantía
de la libertad de empresa y de la iniciativa privada dentro de los límites del bien
común; la dirección general de la economía le corresponde al Estado y la interven—
ción podrá hacerse por n7andaío de la Ley. “El primer punto se presta a muchas

objetivo. De esta manera deja de ser el Estado un agente de Policía, para adquirir su verdadera misión ac—

tiva, en cuanto debe regular el cumplimiento de la función social que le corresponde a toda persona para
mantener siempre la solidaridad y la interdependencia social”. Tomado de VALLEJO MEJÍA,JeSÚS. “El Es—
tado Social de Derecho en Colombia“. en Exfuday economía. Cincuenta años de la Re_/hmm del 36. Bogotá,
Contraloría General de la República, p. 123.

": 1bí/1'em7 p. 122.

7“ Ibídem, p. 123.
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discusiones. En efecto, no es fácil determinar los límites a partir de los cuales po—

dría considerarse vulnerada la garantía de la libertad de empresa y la iniciativa

privada. Pero el caso extremo de una socialización total de la economía está, desde

luego, excluido del texto constitucional”. En cuanto al segundo punto,

no cabe duda de que el concepto normativo de 1936 señaló en primer lu—

gar al Estado, o sea, al poder público en su totalidad y no únicamente a la Rama

Ejecutiva como poseedor de la facultad de intervenir. No habla el texto de una fa—

cultad presidencial, sino de un mandato legislativo para hacerlo dentro del marco

jurídico de una Ley expresa. Ello queria decir intervenir y no proceder motu pro—

pio, como derivación de las facultades del Artículo 120 de la Constitución para el

Jefe de Estado “suprema autoridad administrativa”. Por último la inflexión verbal

puede implicar una potestad y no una obligación perentoria”.

El postulado intervencionista es, por así decirlo, uno de los tres pilares de la

Reforma y procura dar a los trabajadores la justa protección a que ellos tienen de—

recho y hacer efectiva la función social de la propiedad“. Esto significa que no sólo

modifica el contenido de los derechos poniendo en el centro de los mismos el traba—

jo y el bienestar social, sino que también modifica sustancialmente su relación con

el poder público, pues como lo señalaron notables constitucionalistas,

mientras la concepción liberal de los derechos aplicaba, ante todo a ase—

gurar a los individuos ámbitos de actividad intocables por el Estado, o sea, impo—

nerle límites a éste, el intervencionismo le abre un amplio margen de actividad al

Estado para que asegure la efectividad de los derechos sociales fundamentales y

de ese modo establezca límites sobre otros derechos. No hay que olvidar: toda in—

tervención del Estado se hace a expensas de los derechos individuales”.

De acuerdo con Bushnell la norma sobre intervención del Estado de la Refor—

ma de 1936 “dio bases constitucionales expresas para todas las innovaciones que el

liberalismo ya había adoptado en asuntos socioeconómicos, y a la vez abrió el camino

para otras en los años posteriores”**º. No obstante, cabe destacar que ese camino para

77 ¡bit/em, p. 127.

… CEPEDA, Manuel josé. Óp. m., p. 20.
7” VALLEJO MEJÍA, jesús. Óp. ¿-¡¡., p. 124.

“” BUSHNELL, David. Colombia, una nación a pesar de sí misma, segunda edición, Bogotá, Editorial Planeta,

1997, p. 261.
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intervenciones posteriores fue particularmente ideológico pues éstas se adoptaron al
amparo de normas constitucionales diferentes a la mencionada de intervención.

En 1945 el Acto Legislativo No. 1 elimina algunas de las restricciones a la in—

tervención del Estado en la economía incluidas en el Acto Legislativo No. 1 de
1936, al definir que se realizará por mandato de la Ley y que las leyes sobre inter—
vención no requerirán de mayoría especial, al tiempo que impone una nueva limi—
tación al prohibir que, para el ejercicio de la función de intervención, se otorguen
facultades extraordinarias al Presidente de la República“.

Con respecto al aparte relacionado con la intervención con el fin de “dar al tra—
bajador la justa protección a la que tiene derecho” es oportuno comentar que paraÁlvaro Copete Lizarralde esta protección es diferente a la que otorga al trabajo es—

pecial tutela del Estado pues no todo amparo al trabajador implica intervención en
la explotación de las industrias; y agregaba:

de las normas vigentes en materia laboral, pocas son las que se pueden
considerar como de carácter intervencionista. La participación de los trabajado—
res en las utilidades de las empresas podría constituir un ejemplo típico de norma
intervencionista tendiente a proteger al trabajador“.

La segunda reforma referente a la intervención del Estado en la economía es la
introducida en 1968. Esta reforma busca, básicamente, la reorganización del Estado
y no es fruto de un debate ideológico sobre los derechos de las personas. En ella la
intervención pasa de ser potestativa o facultativa a ser imperativa; extiende el cam—

po de intervención a los servicios públicos y privados; introduce el concepto de pla—
nificación de la economía y establece que el Estado intervendrá también “para dar
pleno empleo a los recursos humanos y naturales, dentro de una política de ingre—
sos y salarios, conforme a la cual el desarrollo económico tenga como objetivo prin—
cipal la justicia social y el mejoramiento armónico e integrado de la comunidad, y
de las clases proletarias en particular”“.

“' Acto Legislativo No. 1 de 1945. Articulo 28: “El Estado puede intcrvenir por mandato de la Ley en la explo—
tación de industrias o empresas públicas y privadas, con el fin de racionalizar la producción, distribución y
consumo de las riquezas, o de dar al trabajador la justa protección a que tiene derecho. Esta función no po—
drá ejercerse en uso de las facultades del Artículo 69, ordinal 12 de la Constitución".

“3 COPETE LIZARRALDE, Álvaro. Óp. …… pp. 61 y ss.
*“ Acto Legislativo No. 1 de 1968. Artículo 6“: “Se garantizan la libertad de empresa _v la iniciativa privada den—

tro de los límites del bien común, pero la dirección general de la economia estará a cargo del Estado. Este
intervendrá, por mandato de la Ley, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes _r en
los servicios públicos _v privados. para racionalizar _v planificar la economía a fin de lograr el desarrollo inte—
gral Intervendrá también el Estado, por mandato de la Ley, para dar pleno empleo a los recursos humanos
y naturales, dentro de una politica de ingresos )" salarios. conforme a la cual el desarrollo económico tenga
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La tercera reforma referente a la intervención del Estado en la economía sur—

ge con la expedición de la Constitución de 1991, que cambia de manera radical la

orientación de la intervención al quedar ésta subordinada al respeto de los derechos

individuales“.

como objetivo principal la justicia social y el mejoramiento armónico e integrado de la comunidad, y de las

clases proletarias en particular.

Constitución Política de Colombia de 1991. Artículo 334: “La dirección general de la economia estará a car—

go del Estado. Este intervendrá, por mandato de la Ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso

del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y

privados, para racionalizar la economía con el Fm de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los

habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de

un ambiente sano. El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos

y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes

y servicios básicos. También para promover la productividad y la competitividad y el desarrollo armónico de

las regiones“.
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CAPÍTULO 111: LA CONSTITUCIÓN
Y EL DERECHO LABORAL

A comienzos del siglo XX los derechos colectivos no están jurídicamente desarro—

llados y su base legal está amparada por los artículos 47 y 49 de la Constitución Po—

lítica de 1886 que consagran el derecho a la formación de asociaciones, las cuales si

bien tienen el derecho a ser reconocidas como personas jurídicas, no pueden reali—

zar actos que sean entendidos como contrarios a la moral y al orden legal. Por otra

parte, el Artículo 46 consagra que el derecho de asociación está restringido a re—

unirse y congregarse pacíficamente1 y el 39 hace referencia al derecho de todo tra—

bajador a escoger profesión u oficio: “toda persona podrá abrazar cualquier oficio u

ocupación honesta sin necesidad de pertenecer a gremio de maestros o doctores”,

y agrega: “la Ley podrá exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de las profe—

siones médicas y de sus auxiliares”. Posteriormente, se exigió título de idoneidad a

“Para muchos tratadistas toda asociación que busca fines no económicos (sindicales, altruistas) es expresión del

derecho de sociedad. Es un derecho natural; que su fuente no son los Estados, sino que pertenece al ser hu—

mano por su carácter de tal: es anterior y superior al Estado… El derecho de asociación general persigue un fm

no especificamente económico (altruista, científico, etcétera). No es pues, un derecho de clase en si; puede ser

ejercitado por grupos de personas que tengan diferente posición económica y social. Mas deben encuadrar en

sus fines v propósitos. La Constitución de Colombia consagra esa garantía como derecho fundamental que no

puede desconocer el Legislador. No obstante, ese derecho tiene limitaciones. El Artículo 46 de la Constitución

Nacional consagra que “toda parte del pueblo puede reunirse o congregarse pacíficamente”. Es una garantía

condicionada a que su ejercicio no perturbe el orden público y el derecho ajeno: “la autoridad podrá disolver

toda reunión que degenere en asonada o tumulto, o que obstruya las vías públicas. .. Cuando el derecho de

reunión no se ejercite para satisfacer el fin propuesto, sino que sea más bien motivo de perturbación general,

la Policía interviene para disolver esa clase de manifestaciones. Cuando ellas se salen de la finalidad específica

permitida, se convierten en contravenciones _v son tratadas como tales”. Los fines del derecho de asociación sin—

dical son diferentes de los de reunión, del de sociedad y del de asociación; los sindicatos no pueden ser instru—

mentos de lucro. Además, tienen un carácter _v contenido de clase. Estos derechos no son siempre los mismos,

ellos están vinculados a la orientación política de cada movimiento sindical en un país determinado. Se distin—

gue del derecho de asociación general, pues mientras por el cualquier grupo de personas puede realizarla, este

sindical es más propio de los miembros de una clase social; por su propia filosofía no permite en su seno sino

individuos de la misma clase; es un instrumento de lucha que los trabajadores han conseguido para enfrentarse

unidos al capital. Es arma de combate e instrumento de solidaridad permanente. No se pueden entender esos

derechos sindicales sin pensar en huelgas. convenciones colectivas, etcétera, y además, tenerlo como instru—

mento de presión para llegar a un acuerdox nada de lo cual existe en las organizaciones de tipo altruista o de otro

orden”, en GONZÁLEZ CHARRY. Guillermo. Derecho colectivo del Iralmjo, tomo 1, Cuestiones generales. aspecto

hislo'rim, estructura rim/ica], segunda edición. Bogotá, Futura—Grupo Editorial Ltda., 1978.
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los abogados (Acto Legislativo No. 1 de 1918) y a los ingenieros (Acto Legislativo
No. 1 de 1932).

El Acto Legislativo No. 1 de 1936, al tiempo que mantiene la libertad de es—

coger profesión u oficio, establece el principio de que “el trabajo es una obligación
social y gozará de especial protección del Estado”. La protección del derecho al tra—

bajo se traduce en garantía de remuneración adecuada, de condiciones favorables
para desempeñarlo, de estabilidad y de protección contra el despido injustificado o
contra los riesgos laborales y conduce necesariamente a destacar los derechos sin—

dicales, el más importante de los cuales es la huelga, a la que el Artículo 17 le da
rango constitucionalº.

Así, la huelga que apenas tenían una deficiente consagración en la Ley 78 de
1919, pasa a tener una garantía constitucional imposible de atropellar, ni siquiera
por el Legislador, excepto en los servicios públicos. El derecho de existencia y res—

peto de las organizaciones sindicales, derivado de aquél se convierte en otro dogma
institucional, que ya no es posible desconocer. “Se pasó así de la época de la tole—

rancia, de la simple permisión (Ley 83 de 1931), antecedida de la persecución, a la
época de la institucionalización, en la cual, a no dudarlo, tiene muchísima impor—
tancia, y muchas acciones el movimiento sindical, que venían tomando un impulso
cada día mayor”. El inciso lº del Artículo 20 del Acto Legislativo No. 1 de 1936
establece que las asociaciones y fundaciones pueden obtener su reconocimiento
como personas jurídicas.

Al respecto, Tulio Enrique Tascón anota que si bien la huelga se había con—

sagrado a nivel legislativo en 1918, en 1936 se consideró necesario incluirla en la
Constitución por cuanto se había elevado a obligación social el trabajo y la huelga
constituía una excepción a dicha obligación*.

Sesenta años más tarde, producto de la Asamblea Nacional Constituyente, el
país adopta la Constitución de 1991 y deroga la de 1886. En el marco de la nueva
Carta Política se otorga especial relevancia al trabajo—*. En efecto, éste es mencionado

VALLEJO MEJÍA, Jesús. “El Estado Social de Derecho en Colombia“. en Esla/10)! eronomízz. Cincuenta años
de la Refbrmu del 36, Bogotá, Contraloría General de la República 13, 122.

3 GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m.. p. 177.

* TASCÓN, Tulio Enrique. Derecho tuns¡í!uría¡m/ colombiano, tercera edición. Bogotá, Librería Editorial La
Gran Colombia, 19-H p. 121.

Constitución Política de Colombia de 1991. Preámbulo: “El pueblo de Colombia en ejercicio de su poder sobe—

rano, representado por sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección de Dios,
y con el ñn de fortalecer la unidad de la nación y asegurar a sus integrantes la vida. la convivencia, el trabajo, la
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico… democrático y partici—
pativo que garantice un orden político… económico y social justo. y comprometido a impulsar la integración de
la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y promulga la siguiente Constitución Política de Colombia“.
Artículo 25: “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial
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desde el Preámbulo y su consagración ya no sólo se limita a establecer que gozará
de una especial protección del Estado, sino que además, toda persona tiene derecho
al trabajo “en condiciones dignas y justas .

”()

Dentro de ese orden de ideas la Corporación establece que:

es claro que todo trabajador tiene derecho, de nivel constitucional, a que
se le remunere, pues si el pago de sus servicios hace parte del derecho fundamen—

tal al trabajo es precisamente en razón de que es la remuneración la causa y el mo—

tivo, desde el punto de vista de quien se emplea, para establecer la vinculación

laboral. Esa remuneración no puede ser simplemente simbólica. Ha de ser adecua—

da al esfuerzo que implica la tarea cumplida por el trabajador, a su preparación,

protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas”. Articulo 26:

“Toda persona es libre de escogencia de profesión u oficio. La Ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autori—

dades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que
no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquéllas que impliquen un riesgo social. Las profesio—

nes legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el funcionamiento de éstos

deberán ser democráticos. La Ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles”. Artí—

culo 38: “Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las perso—

nas realizan en sociedad”. Artículo 39: “Los trabajadores _v empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o

asociaciones sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple inscripción del

acta de constitución. La estructura interna y funcional de los sindicatos y organizaciones sociales _v gremiales

se sujetará al orden legal _v a los principios democráticos. La cancelación o la suspensión de la personería juri—

dica sólo proceden por la vía judicial. Se reconoce a los representantes sindicales el fuero )" las demás garantias
necesarias para el cumplimiento de su gestión. No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la

Fuerza Pública". Artículo 53: “El Congreso expedirá el Estatuto del Trabajo. La ley correspondiente tendrá en
cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: igualdad de oportunidades para los tra—

bajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad del trabajo; estabilidad en el

empleo; irrenunciabilidad a los beneficios minimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir v

conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la apli—

cación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades estableci—

das por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social; la capacitación, el adiestramiento _v el

descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El Estado gar
rantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. Los Convenios Internaciona—

les del Trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación interna. La Ley, los contratos, los acuerdos

y convenios de trabajo1 no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajado—

res”. Articulo 54: “Es obligación del Estado _v de los empleadores ofrecer formación y habilitación profesional y

técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación laboral de todas las personas en edad de tra—

bajar y garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud“. Articulo 55:

“Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con las excepciones que
señale la Le)“. Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución pacífica de los

conflictos colectivos de trabajo”. Artículo 56: “Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos
esenciales definidos por el Legislador. La Ley reglamentará este derecho. Una comisión permanente integrada

por el Gobierno, por representantes de los empleadores _v de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones

laborales, contribuirá a la solución de los conflictos colectivos de trabajo y concertará las politicas salariales y la—

borales. La Ley reglamentar-á su composición y funcionamiento”.

Sentencia SU—Sl9 del 15 de octubre de 1997, magistrado ponente José Gregorio Hernández, Corte
Constitucional.
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experiencia y conocimiento y al tiempo durante el cual vincule su potencia de tra—

bajo a los fines que interesan al patrono. El patrono no puede fijar de manera ar—

bitraria los salarios de sus empleados, preferir o discriminar a algunos de ellos,
hallándose todos en igualdad de condiciones. Tampoco es admisible que congele
indefinidamente los sueldos, absteniéndose de hacer aumentos periódicos acordes
con la evolución de la inflación, menos todavia si al proceder en esa forma aumenta
cada cierto tiempo los salarios de algunos empleados y no de los otros7.

Claramente, de este nuevo ordenamiento constitucional queda erradicado el

concepto vigente a comienzos del siglo XX de que el trabajo se transa como cual—

quier otra mercancías.

El patrono —oñcial o privado— no puede hoy tomar al trabajador apenas como
un factor de producción, 10 que sería humillante e implicaría una concepción in—

constitucional consistente enla pura explotación de la persona. Ha de reconocer—
sele su individualidad y tener en cuenta el respeto que demandan su naturaleza y
necesidades. Debe comprender, así mismo, que de la persona del trabajador de—

penden otras y que cada acto que lo involucra, en bien o en mal, repercute nece—

sariamente en su familia“.

El Constituyente establece los siguientes principios mínimos fundamentales que
debe tener en cuenta el Legislador al momento de expedir el Estatuto del Trabajo:
aplicación de la interpretación más favorable al trabajador en caso de tener varios sen—

tidos la norma laboral aplicable; condición más provechosa frente a la coexistencia de

preceptos laborales; irrenunciabilidad de derechos; continuidad de la relación laboral y
supremacía de la realidad del contrato de trabajo sobre las formalidades. Del mismo
modo, se pregona la igualdad de oportunidades para los trabajadores, una remunera—
ción mínima y móvil y también proporcional a la cantidad y calidad de trabajo.

La Carta Política de 1991 recoge así mismo varios derechos colectivos de los
trabajadores establecidos en la regulación legal vigente, en parte modificados y adi—

cionados por la Ley 50 de 1990, otorgándoles rango constitucional con el efecto que
ello implica. Es así como la Constitución consagra de manera expresa el derecho a
constituir sindicatos o asociaciones sin intervención del Estado, al establecer que
su reconocimiento jurídico se produce por la simple inscripción del Acta de Cons—

titución (Artículo 39), su estructura interna se sujeta a la Ley y a los principios

1/11'a'em.

“ Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 21 de 1920. Anales del Congreso de la República
" Sentencia T—102 del 13 de marzo de 1995, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.
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democráticos y la cancelación de la personería jurídica sólo procede por vía judi—

cial. Adicionalmente, garantiza el derecho a la negociación colectiva con las excep—

ciones que señale la Ley, y ordena al Estado promoverla (Artículo 55), al tiempo

que sujeta el derecho a la huelga a la Ley, salvo en los servicios públicos esenciales

definidos por el Legislador (Artículo 56) y ordena al Estado contribuir a la organi—

zación, promoción y capacitación de las asociaciones sindicales como una forma de

participación democrática (Artículo 103).
Es destacable adicionalmente que la Constitución incorpora al ordenamiento ju—

ridico los Convenios Internacionales de Trabajo ratiñcados por el Congreso y sujeta su
vigencia ala revisión de constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional. Esta
situación contrasta ampliamente con la vigente en la Constitución de 1886 bajo la cual

hasta tanto no se incorporaran dichas normas de manera expresa al ordenamiento ju—

rídico y se retiraran de éste aquellas que resultaban incompatibles, éstas no adquirían
plena vigencia. Este hecho tiene particular relevancia por diversas razones. La primera
es que le da alcance y contenido a la participación del país en la Organización Interna—

cional del Trabajo. La segunda, porque le introduce seriedad a decisiones adoptadas
en el pasado por parte del Ejecutivo y del Legislativo en respuesta a demandas de los

trabajadores, sin que nunca hubiese una clara intención de ponerlas en vigor.
Silva Romero considera que

el derecho laboral adquirió mayoría de edad en la Constitución. .. ¿Quién

puede negar algunos avances del derecho laboral en la Constitución de 1991,

como es por ejemplo el fuero sindical para los empleados públicos, la prohibición
al Ejecutivo de tomar sanciones contra las personerías de los sindicatos, los prin—

cipios que deberán regir el futuro Estatuto del Trabajo, la condición más beneñ—

ciosa al prohibir menoscabar los derechos de los trabajadores”?

No obstante, el mismo autor señala que en razón a que la Constitución Política
de 1991 únicamente dispone en el Artículo 336 que se respeten los derechos adqui—

ridos, más no las convenciones colectivas, “la masacre laboral está anunciada”“. En

su opinión, el Constituyente desprotege las consecuencias del derecho de asocia—

ción como es el caso de las convenciones colectivas y de los acuerdos existentes en—

tre empresas y sindicatos”. Más adelante continúa, una simple labor de glosadores

… SILVA ROMERO, Marcel. Flujos y reñujos: Prn_yu-ririn ¿le un siglo de derecha /a[mra/ ruletlito en Cu/umbia, ter—

cera edición, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Socia—

les, 2005, p. 274.

“ Ibídem, p. 253.

Ibídem, pp. 252—253. “Por ejemplo el derecho ala honra, la segunda instancia, el asilo, la seguridad social, el

derecho de asociación sindical, los principios minimos fundamentales, el derecho de negociación, la huelga,
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arroja como resultado que “los derechos sociales relacionados con el área laboral
fueron simplemente enunciados en la Constitución pero con reenvío al legislador,
mientras que los principios neoliberales fueron establecidos con contundencia”?
Y va aun más allá, “lo que más va a contrarrestar el derecho laboral son los artículos
transitorios de la Carta donde se le da plena autorización al Ejecutivo para moder—

nizar el Estado. La contradicción entre esos artículos transitorios y los principios
contenidos en los artículos permanentes es enorme”“.

En este mismo sentido, Moncayo y Rojas consideran que “la Constitución
Política de 1991 tiene un marcado carácter neoliberal _v globalizante, permitiendo
la sustitución de un Estado de bienestar en construcción por un Estado Social de
Derecho”? Y continúan:

... la consecuencia al incorporar el discurso constitucional del derecho labo—

ral es un paternalismo jurídico, en procura de defender los derechos fundamenta—
les del trabajador. .. Pero, al mismo tiempo, causa un efecto negativo que reduce
la acción sindical y, en últimas, lleva a la desmovilización, por cuanto la organi—

zación sindical ya no cumple esa función protectora, que ahora es desempeñada
por la Corte Constitucional, que se encarga de aplicar los principios del derecho
laboral contemplados en la Constitución en una forma paternal jurídica“.

A pesar de estos señalamientos, en virtud de su contenido, la Constitución Po—

lítica de 1991 ha incidido de manera determinante en la definición del contenido y
alcance de los diferentes principios y derechos de carácter laboral y de naturaleza
individual que la Corte Constitucional ha venido desarrollando a través de diversas
sentencias. Tal es el caso, por ejemplo, de conceptos tales como salario mínimo vital
y móvil, igualdad, progresividad, solidaridad, proporcionalidad, derechos adquiri—
dos, favorabilidad, etcétera.

la participación en la gestión de las empresas, el acceso a la propiedad de las empresas, la propiedad intelec—
tual, la profesionalización y dignificación de la actividad docente, la carrera administrativa tendrán vigencia
en la medida que lo admita la Ley. Mientras quela tríada de derechos básicos del neoliberalismo, por el con—

trario, son consagrados en toda su intensidad dejándole únicamente a la Ley el establecer estrictas excepcio—

nes, como son el derecho de propiedad, el de libre competencia _x' el de libertad de empresa, que. .. nuliñcan
los derechos sindicales. Además se le ordena al Estado, sin ninguna restricción, impulsar el solidarismo, an—

tagónico de la noción de intereses contrapuestos”.

” Ibídem, p. 253.

“ Ibídem, p. 270.
"; .MO'NCAYO, Víctor Manuel _v ROJAS, Fernando. Luc/ms abrerasy [¡a/¡tim laboral un Calamlzin, Niedellin, La

Carreta, 1978, p. 257.

“' 1/1ídem.



TERCERA PARTE: COLOMBIA
Y LA POLÍTICA LABORAL

En esta sección se revisa cómo han evolucionado los derechos individuales y colec—

tivos de los trabajadores en Colombia a lo largo del siglo XX y en lo que va corrido
del XXI hasta 2008. Para estos efectos, el análisis se realiza por períodos que hacen
referencia a quiebres de gran trascendencia en el ordenamiento jurídico y econó—

mico del país, con especial relevancia para la clase trabajadora. Estos períodos son:
el primero, entre comienzos del siglo .XX y el inicio del Frente Nacional; el segundo
se extiende del Frente Nacional hasta 1989 y el tercero, entre 1990 y 2008.

El primer período identificado corresponde a aquél en que en el país preva—

lece una lucha encarnizada entre los partidos políticos mayoritarios, —el Liberal y
el Conservador— en el que los trabajadores y sus derechos son protagónicos y sus
relaciones con el capital se desarrollan en el marco de confrontación de intereses

por lo menos hasta 1950. El segundo período se da en un marco en el que los parti—

dos mayoritarios se ponen de acuerdo en torno a cómo manejar las relaciones entre
el capital y el trabajo y a las estructuras jurídicas requeridas para esos efectos, con
menor protagonismo político de parte de los trabajadores y con el surgimiento de

grupos armados que resultan excluidos de ese negocio. El tercer período se extien—

de entre 1990 y 2008 cuando, por una parte, por acuerdo político entre los parti—

dos mayoritarios y una parte de esos grupos armados, se convoca a una Asamblea
Nacional Constituyente, la cual introduce al ordenamiento jurídico colombiano el

Estado Social de Derecho y, por otra, el país adopta una política de apertura de la

economía a la competencia externa que lleva al replanteamiento de las reglas de jue—

go y de las relaciones entre trabajadores y empleadores, y a que la participación del
comercio global en el PIB pase de niveles que fluctuaron entre 17 y 36 por ciento a

lo largo del siglo XX, a 45,5 por ciento en 2007.
En este primer período, que puede denominarse de “transición”, existen sub

períodos que están esencialmente marcados por las tendencias políticas.
El primero abarca el lapso comprendido entre 1900 y 1930 cuando el pais

es gobernado por el Partido Conservador que no admite que la remuneración de
los trabajadores se rija por reglas diferentes de las del mercado: el trabajo se debe
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transar a semejanza de cualquier otra mercancía]. El malestar social en que deriva
esa ideología lleva a un segundo sub período (1930—1946) en el que se destaca la pér—
dida del poder por parte del Partido Conservador y el triunfo del Partido Liberal
apoyado por la clase trabajadora, el cual comienza a verse permeado por ideologías
marxistas. Es dentro de ese marco que florece el sindicalismo hacia 1938, situación
que no deja de estar exenta de problemas por los temores de la clase dirigente, en
particular de los terratenientes y de la Iglesia, al comunismo y a los costos que im—

plica para los dueños del capital esa política laboral. Este panorama desemboca en
el triunfo electoral de Eduardo Santos para el período presidencial 1938—1942. A
partir de su llegada al poder, sin que se registre un cambio radical en las normas la—

borales, el movimiento sindical se ve estancado hasta 1944, cuando se abre de vuelta
el espacio para la adopción de las normas requeridas para consolidar las ideas libe—

rales vigentes de comienzos de los años treinta. Ello se produce a raíz del golpe de
Estado de Pasto y en razón a la respuesta de López Pumarejo quien, dada la inge—
rencia del movimiento laboral en el fracaso del golpe, expide el Decreto Legislativo
2350 de 19442 que fortalece los derechos individuales 3“ colectivos de los trabajado—
res. No obstante, el cambio de tendencia no perdura. Esta termina con la renuncia
de López Pumarejo a la Presidencia de la República _v la asunción del poder por
parte de Lleras Camargo en 1945 por el resto del período presidencial.

El tercer sub período se inicia en 1946 y culmina en 1958. El triunfo del Par—

tido Conservador en las elecciones de 1946 marca una nueva etapa en la que pre—
domina la lucha por la fijación de las reglas de juego entre los distintos grupos
de interés, hecho que torna ingobernable constitucionalmente el país entre 1948 y
1957. Primero está el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán el 9 de abril de 1948, luego
el cierre del Congreso en 1949 _v el golpe de Estado militar en 1952. La dictadura,
que fue derrocada en 1956, es reemplazada por la alternación en la Presidencia de
la República de los partidos mayoritarios —el Liberal y el Conservador—*y la distri—
bución paritaria de la burocracia entre ambos partidos, según lo acordado en lo que
se denominó el Frente Nacional, el cual fue votado en un plebiscito en 1957. De ahí
que para efectos del análisis, ese primer período abarque ese tramo traumático de
la historia de Colombia.

El segundo período también podría dividirse en dos etapas: la primera se ex—

tiende desde el inicio del Frente Nacional en 1958 hasta 1968, cuando la Ley 65

1 Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 78 de 1919 (sobre huelgas). Anales del Congreso de la
República, p. 133.

Decreto Legislativo 2350 de 1944 (por el cual se dictan algunas disposiciones sobre convenciones colectivas
de trabajo y asociaciones profesionales. conflictos colectivos _v jurisdicción Especial del Trabajo).
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de 19673, a cambio de las garantías extendidas a la estabilidad laboral en el Decre—

to Legislativo 2351 de 19652 facilita la limitación de los derechos colectivos de los

empleados al servicio del Estado, al tiempo que la Reforma Constitucional de 1968

provee al Gobierno de instrumentos jurídicos, por la vía del fortalecimiento de los

estados de excepción, ya comentados, para recuperar el manejo de las reglas de jue—

go y para destinar gasto público a educación y salud. En la segunda etapa —entre

1968 y 1990—, se da continuidad a las reformas introducidas por Lleras Restrepo.
El problema político que se gesta durante esos años ya no es de luchas entre los

partidos políticos mayoritarios y su posición frente a la clase trabajadora, sino de

exclusión de los que quedaron por fuera del reparto burocrático y del acceso al po—

der como resultado del acuerdo político de 1957. Esta situación da cuenta del re—

planteamiento de las reglas de juego, el cual se da por la vía de la convocatoria de la

Asamblea Nacional Constituyente que adopta la Constitución de 1991.

El tercer período, que se inicia en 1990, está inconcluso en razón a que la so—

lución que se le dio al problema político gestado durante el segundo período no
resultó ser la más adecuada. De ahí que el país, en 2008, continúe debatiéndose en
medio de una gran turbulencia política, agravada por cuenta de enormes problemas
de orden público y de la proliferación de grupos armados de derecha e izquierda al

margen de la Ley. En lo que toca a la clase trabajadora, esos desarrollos se traduje—

ron en el asesinato de 2.534 sindicalistas entre 1986 y 2007.

Ley 65 de 1967 (por la cual se reviste al Presidente de la República de facultades extraordinarias para mo—

dificar la remuneración y el régimen de prestaciones de las Fuerzas Nlilitares, se provee al fortalecimiento

de la administración fiscal, se dictan otras disposiciones relacionadas con el mejor aprovechamiento de las

partidas presupuestales destinadas a gastos de funcionamiento y se crea una nueva Comisión Constitucional

Permanente en las Cámaras Legislativas).

Decreto Legislativo 2351 de 1965 (por el cual se hacen unas reformas al Código Sustantivo del Trabajo).
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CAPÍTULO 1:

PRIMER PERÍODO (1900-1958)

- rLa transic1on
Años 1900 a 1930
En las tres primeras décadas del siglo XX se viven tres eventos internacionales de

enorme trascendencia que inciden de manera no despreciable sobre el desenvol—

vimiento de los acontecimientos económicos y políticos de Colombia: la Prime—

ra Guerra Mundial en 1914, la Revolución Rusa en 1917 y la Gran Depresión en
1929. El país por su parte inicia el siglo con el término de la Guerra de los Mil Días

y la pérdida del Canal de Panamá?
Al mismo tiempo y como consecuencia de esos eventos y de su impacto en Co—

lombia, se da inicio a una amplia y creciente intervención del Estado en la economía,
la cual paradójicamente es ejercida por el Ejecutivo en uso de potestades temporales
delegadas por el Legislativo. Primero, después de la Guerra Civil, en 1905 en uso
de facultades de estado de sitio (Decreto 29 de 1905) el gobierno de Reyes eleva en
70 por ciento los aranceles de aduanas; luego, el presidente Concha, en uso de las

facultades extraordinarias delegadas por el Congreso de la República para el mane—

jo económico y fiscal de la crisis generada por la Primera Guerra Mundial en 19146

reduce los salarios de los servidores públicos, y el gasto público e introduce medidas

fiscales, cambiarias y de comercio exterior. Más tarde, a raíz de la Gran Depresión
en 19297, el Gobierno restringe el movimiento cambiario e interviene el comercio

exterior, lo cual marcará la pauta a seguir de ahí en adelante y hasta 1990 en materia
de protección de la producción doméstica de la competencia externa.

En materia laboral, hay indicios de finales del siglo XIX de que el movimien—

to obrero ya comenzaba a abrirse paso por su propia cuenta. La huelga había sido

5 URRUTIA, Miguel. Historia del xindim/¡xmo en Columbia, Bogotá, Ediciones Universidad de los Andes,
1969.

“ Ley 126 de 1914 (sobre arbitrios ñscales).

' Ley 99 de 1931 (por la cual se conceden unas facultades extraordinarias al Gobierno Nacional) y Ley 23 de
1932.
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ya utilizada por aislados grupos asalariados —en el Ferrocarril del Pacífico en no—

viembre de 18788 y en el Estado de Panamá en febrero de 1884, por parte de los
trabajadores del Canal—. No obstante, sólo hasta 1910 aparecen reconocidas cinco
organizaciones sindicales

lo cual demuestra, en esta primera década, el muy precario y lento m0—

vimiento de formación de las organizaciones sindicales. La razón es que para
esa época, comienzos del siglo, no había realmente un desarrollo industrial de
consideración en el país, aunque ya comenzaban a verse factorías de alguna
importanciaº.

En opinión de Urrutia “a principios del siglo XX, las luchas reivindicativas eran
aisladas y sólo comenzaron a adquirir beligerancia en los primeros años de la segunda
década cuando empieza a llegar al país la ideología marxista que estaba tomando vigor
en los países europeos”…

En ese entonces, las primeras referencias a los derechos de los trabajadores las
realiza el general Rafael Uribe en 1904, al pregonar la responsabilidad de los patro—
nos en los accidentes de trabajo. Con ello se gana el título de precursor del derecho
laboral en Colombia“. “No soy partidario del socialismo de abajo para arriba, que
niega la propiedad, ataca el capital, denigra de la religión, procura subvertir el régi—

men 1egal y degenera, con lamentable frecuencia, en la propaganda de hecho; pero
declaro profesar el socialismo de arriba para abajo, por la amplitud de las funciones
del Estado””. En la misma conferencia destaca su valoración de los derechos alcan—

zados por los trabajadores en Europa y aboga no sólo para que el salario cubra la
subsistencia, sino también por la participación de los trabajadores en las ganancias
de las empresas; por la legislación de accidentes de trabajo obligando al patrono a
indemnizarlos; por asistencia médica y mejora del alojamiento de los trabajadores;
por la recreación y el deporte”.

Más adelante en conferencia dictada en el Teatro Municipal en 1909,

“ “La clase obrera colombiana (1886—1920)“, en Enric/upedía ¡meca lu'stw-íu nºuno'mícn de Colombia, tomo Eco—

nomía y poblan'o'n.

9 GONZÁLEZ CHARRY. Guillermo. Dererlm ¿“o/ertz'va del lml¡ajo, tomo 1, Cuestiones generales, asperm lzirto'rico,
exlrurfum sindíral, segunda edición, Bogotá, Futura—Grupo Editorial Ltda., 1978, p. 147,

'“ URRL'TIA, Miguel. Óp. m., p. 88.

“ SILVA ROMERO, .Marcel. Flujos_y ref/¡zzjos: Proyección de un _w'g/o de ¿[erer'lm laboral colectivo en Colombia, ter—

cera edición, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas )“ Socia—

les, 2005, p… 48.

” 1b1'dem.

"' [ b1'dem, p. 49.
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el general Rafael Uribe no sólo hizo una encendida defensa del Partido

Liberal, sino que planteó una serie de reivindicaciones para las masas trabajado—

ras, exigió que el liberalismo se pusiera a la cabeza de esas reivindicaciones y las

incorporara en su programa _v planteó enfáticamente la tesis, de que el liberalismo

deberia nutrirse ideológicamente en las canteras del socialismo“.

En 1909 se produce la huelga de la Sociedad de Artesanos de Sonsón confor—

mada por sastres, zapateros y otros artesanos; en 1910 se conoce ampliamente en el

país la de braceros de Barranquilla que nace como protesta contra la larga jornada
de trabajo —diez horas— y los bajos salarios. La huelga rápidamente se generaliza a

otros braseros y demás sectores asalariados del Puerto. Ante el intento de esquiro—

laje, los obreros responden violentamente impidiendo el acceso al trabajo. Después
de cuatro días, el conflicto se soluciona, previa intervención del gobernador del At—
lántico: las empresas navieras reconocen un sustancial aumento salarial, pero nada
se dice respecto de la jornada de trabajo”. En 1913 surge en Bogotá la denomina—

da Unión Obrera que congrega quince gremios, con cerca de 8.500 añliados. Más
adelante, en 1914, el lº de mayo, se celebra por primera vez en Colombia el Día del
Trabajador y en 191616 distintas organizaciones obreras y artesanales convocan una
asamblea obrera, la primera de carácter nacional que recoge sus frutos“. Y, “al fmal
de 1918 se fundó la Confederación de Acción Social en Bogotá que declaró estar
al servicio de la clase obrera. El nuevo movimiento político no tenía una ideología
clara, pero insistía en diferenciarse de los dos partidos políticosº"º.

Estos acontecimientos si bien no se explican desde un punto de vista estricta—

mente jurídico, si lo hacen desde el punto de vista social. Desde el punto de vista
social es evidente que “para entonces las incipientes formaciones industriales, la

mayor parte de propiedad privada, incluyendo los ferrocarriles y los transportes
fluviales, comenzaran a producir el fenómeno del proletario, y con éste las deficien—

tes condiciones de trabajo y el subsiguiente sentido de protesta””.

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m., p. 156,

Envi¿*lnpedia nuera historia econrímim de Colmn/iíu. Óp. ¿“it.

"' URRUTIA, Miguel. Óp. ¿*it., p. 88.

17 Ílu'dem.

“ ¿X10XCAYO,ViCt01' …Manuel y ROJAS, Fernando. Luv/¡us obreras _y política laboral en Columbia, Medellín, La

Carreta, 1978, p. 36. “Las primeras décadas de este siglo no conocen desarrollos normativos en materia de
establecimiento de condiciones para la lucha reivindicativa. En cuanto hace a la asociación, se produce bajo
los patrones generales del Código Civil, y en lo que respecta al régimen de reclamaciones y acuerdos labo—

rales, simplemente no existe regla alguna, a no ser las limitadas e inadecuadas del Código Civil y del Código
de Comercio".

'” GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. cit., p. 148.
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González Charry señala que el movimiento sindical era precario y “estaba re—

ducido a la impotencia, entre otras razones, aparte de la falta de un reconocimiento
oficial, y de un criterio nacional sobre su aceptación oficial, por falta de comunicación
de los núcleos que lo integraban”ºº. En concepto de este autor “no es sorprendente. ..
que los obreros de los puertos hayan sido los primeros en hacer uso del arma de la

huelga. Otro factor que favoreció la temprana organización de los trabajadores por—
tuaríos del transporte, aparte de su mayor contacto con el mundo exterior, fue que en
esos sectores se encontraran las mayores concentraciones de obreros asalariados”?
Más adelante continúa:

Influencia no menor se desencadenó como consecuencia de la Primera Gue—

rra Mundial, pues limitó las de por sí ya precarias exportaciones del país, lo

mantuvo forzosamente dentro de un sistema de monocultivo con demanda inter—

nacional muy limitada, y lo sorprendió con una industria básica muy precaria a

base particularmente de empresas textileras, tabacaleras, de extracción y de otras
de tipo manual, que con todo no alcanzaba aún a tomar el nombre, en serio, de
industria naciona 22.

No obstante el reducido tamaño de la población urbana —para el año 1918, sólo
una cuarta parte vivía en centros urbanosº3— y del sector manufacturero, éstos se
constituyen en la cuna de los primeros movimientos obreros que surgen hacia ñna—

les de la segunda década del siglo XX a raíz de protestas de los trabajadores.
En estos años en el país se restringen las importaciones, resultando esto en un

incremento de la demanda de artículos manufacturados nacionalmente y, por tanto,
de la demanda de fuerza de trabajo para producirlos, del desenvolvimiento indus—

trial y del ingreso nacional.

Esta relativa prosperidad económica debió ejercer notable influencia en los
resultados obtenidos por los trabajadores en los conflictos colectivos de trabajo.
En efecto, ante una escasez relativa de mano de obra originada en el aumento de la
demanda de la fuerza de trabajo, la posición de los trabajadores se fortalecía cuan—

do amenazaban con la huelga, pues esa escasez de mano de obra hacía dificil, y
en todo caso más costoso para el patrono, reemplazar los huelguistas, no obstante

3“ Ibídem, p. 150.

” Ibídem.

º Ibídem, p. 149.

“ XIARÍX TABORDA, Iván. “La hegemonía conservadora (1900—1930)“. en Gran Entit/opudin de Colombia,
tomo III, Bogotá, Editorial Círculo de Lectores, 2007, p. 104.
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que el sistema legal entonces vigente otorgaba pleno y absoluto respaldo a la con—

tratación de esquirolesº*.

'

En 1918 se presenta la primera serie de grandes huelgas en la historia de Co—

lombia, iniciadas en los puertos de Cartagena, Barranquilla y Santa Marta coordi—

nadas por la Sociedad Ferroviaria Nacional. Paralelamente a estas movilizaciones,

surge la de los trabajadores fluviales de Girardot, la de los manufactureros de Bo—

gotá, la del sector textil de Bello, la de los braseros de Barranquilla y la de los tra—

bajadores del Poder Judicial.
El Gobierno, frente a estos movimientos obreros que tienden a desembocar

generalmente en violencia, utiliza dos tipos de medidas. Unas de carácter social

buscando aliviar la situación de los trabajadores, así fuera teóricamente por cuanto
no existían mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento; otras, en opinión de

autores como Moncayo, Ostau de Lafont _v Silva Romero, limitando la libertad de
asociación de los trabajadores consagrada en la Constitución.

Curiosamente, una de las primeras normas con impacto sobre las condiciones
de los trabajadores tiene orígenes en el Concordato ñrmado con la Santa Sede. En

efecto, en abril de 1905 se promulga la Ley 37 por medio de la cual se declara obli—

gatorio el precepto de la guarda los días de fiesta establecido por la Iglesia y se auto—

riza al Ejecutivo “para que de acuerdo con la autoridad eclesiástica reglamente todo
lo relacionado con los días festivos de carácter religioso, y para que regule, como lo

estime conveniente, lo relacionado con los días festivos de carácter civil”.

Quince años más tarde, producto de la violencia que tuvo lugar a raíz de la

huelga de Cartagena”, el Gobierno recurre por primera vez al expediente del esta—

do de sitio para controlar el movimiento obrero y expide el Decreto 002 de 191826

que prohíbe las reuniones de cualquier comité de huelga y condena a quienes las

hagan a ser encarcelados y juzgados penalmente. De ahí, el Congreso pasa a expe—

dir las leyes 78 de 191927 y 21 de 1920” que incorporan al ordenamiento jurídico

ESCOBAR URIBE, Ignacio. Los ¿“mg/¡irlus ¿*n/erlit'or ¿le trabajo en C0/wnbitz, Bogotá, Editorial Temis, 1975, p. 15.

" URRUTIA, Miguel. Óp. cit., p. 88. “Las primeras reacciones del Gobierno frente al movimiento obrero tie—

nen sus orígenes en la huelga de Cartagena. Con ocasión de dicha huelga “la opinión pública quedó profun—

damente sorprendida por su magnitud y características... Aun los editorialistas de izquierda de la prensa
liberal condenaron el ataque a la propiedad en Cartagena. Por lo tanto, cuando el Gobierno declaró la paz
turbada en la Costa Caribe, la prensa de todos los matices políticos aplaudió la medida que sentó [un peli?

groso precedente su»

lo Decreto Legislativo 002 de 1918 (por el cual se dictan ciertas medidas en relación con la cesación de trabajos

por empleados y obreros).
37 Ley 78 de 1919 (sobre huelgas).

Ley 21 de 1920 (sobre conciliación y arbitraje en los conflictos colectivos de trabajo, que adiciona la Ley 78

de 1919, sobre huelgas),
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las primeras normas relativas a los derechos de asociación sindical y a la negocia—
ción colectiva. Estas disposiciones se abren camino más por iniciativa del Ejecutivo
que por solicitud de los trabajadores”, quienes en esencia buscaban mejores con—
diciones económicas en su contrato laboral y sus demandas no eran realizadas ante
el Gobierno sino ante los empleadores. En opinión de Silva Romero “la expedición
de estas leyes obedece a la necesidad inmediata de intervención del Estado en los
movimientos huelguisticos para detenerlos”º”º.

La Ley 78 de 1919 reglamenta las huelgas y las define como el abandono del
trabajo por un número tal de obreros que produzca la suspensión del funciona—
miento de la empresa, el cual sólo es considerado legítimo para la búsqueda de
mejoras en las condiciones retributivas del trabajo, siempre y cuando éstas se rea—

licen de forma pacífica. En caso contrario, las suspensiones colectivas del trabajo
quedan sometidas al derecho común: todo acto de agresión es considerado extraño
a la huelga y sus autores son privados de la libertad. Dentro de ese marco, la Ley
autoriza a los trabajadores en huelga la facultad de nombrar representantes para
que negocien con los de la empresa en busca de arreglos, al tiempo que elimina las
sanciones penales por el abandono del trabajo. Como quiera que la Ley se basa en
la protección del derecho al trabajo, institucionaliza el esquirolaje y el derecho que
tiene el trabajador es el de abandonar el empleo. No obstante, la Ley, a pesar de
reconocer la libertad de contratar y de ser contratado, establece límites a la liber—
tad individual sobre la base de que “al lado del derecho individual ha surgido otro
derecho más poderoso que lo absorbe y lo anula en muchos casos: el derecho del
Estado”“. En consecuencia, la Ley prevé que en el caso de los trabajadores al ser—
vicio del Estado32 se requiere del preaviso de tres días para la paralización de activi—
dades. La Ley también ofrece la posibilidad de un arreglo amigable y de someter las
diferencias a la decisión de un tribunal de arbitramento. Por otra parte, a los dueños
de las fábricas les queda prohibido cerrar las empresas sin un mes de preaviso.

La Exposición de Motivos de lo que sería la Ley 78 de 1919 parte de la nece—
sidad de reglamentar las huelgas por medio de la Ley en razón a que la existencia
de “quizás, una injusta desproporción entre el salario y el trabajo, ha aclimatado

1” MONCAYO, Víctor Manuel )" ROJAS, Fernando. Óp. ¿"i/. OSTAL' DE LAFOXT DE LEÓN, Francisco Rafael.
El tlisrurxn paterna/¡sm en Infnrmario'n de la norma Í[IÍI(H'(IÍ.

3“ SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., p. 54.

” Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 78 de 1919 (sobre huelgas). Anales del Congreso de la
República, p. 133.

Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 78 de 1919. Anales del Congreso de la República, p.
130. “Definidos éstos como los directores. los empleados u obreros de una empresa de alumbrado o de acue—
ducto públicos y los empleados de las telefónicas de carácter privado".
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la huelga en el país33”. No obstante, la misma Exposición de Motivos refleja la pre—

vención frente a los movimientos laborales y el temor de que “elementos disocia—

dores o anarquistas se prevalezcan de las huelgas para mezclarse en ellas y producir

agitación pública y amenazar a las personas y a las propiedades”. Por tanto, el

objeto principal de la Ley es “reducir la extensión de las huelgas a los límites que
naturalmente les señala el derecho de los trabajadores interesados. Toda acción y

elementos extraños que se mezcle a ese fenómeno del trabajo para complicar sus
consecuencias o su solución debe considerase punible”?

En el informe de una Comisión del Senado se expresa que la huelga es el ejer—

cicio de un derecho “cuando se hace dentro de los límites del derecho propio”“.
Por otra parte, respecto de la función social del trabajo en el informe al Senado se

expresa:

el trabajo. .. es un bien, es una propiedad de quien puede producirlo y

solamente se transforma en utilidad cuando se pone en acción. Es una mercancía

que se compra y que se vende y que, como ella, está sujeta a las leyes de la ofer—

ta y de la demanda. .. El productor de trabajo tiene derecho de venderlo o de no

venderlo, según su conveniencia, y el comprador tiene, así mismo, el derecho de

comprar o de no comprar trabajo, según las conveniencias de su negocio. Y siendo

así, como lo es, nadie podría obligar a un trabajador a entrar en huelga o a dejar de

entrar: la libertad de trabajo encuentra aquí su mejor aplicación”.

Como quiera que la Ley 78 de 1919 no prevé plazos para la declaratoria de la

huelga por lo que tomaba por sorpresa a los empresarios que no tenían oportunidad
para prepararse, el Congreso expide la Ley 21 de 192038. Esta Ley en esencia regla—

menta los procedimientos a seguir para efectos de la negociación colectiva, dentro

de los cuales queda incorporado que, previo a la declaratoria de huelga, es preciso

agotar las etapas de arreglo directo y conciliación. La huelga queda despenalizada
si su declaratoria cumple con los requisitos legales. En consecuencia, elimina las

Íl¡ít¡em.

Ibídem. “Si las huelgas se limitaran a los empleados, obreros y trabajadores interesados, serian sucesos de

escasa trascendencia y las diferencias entre el trabajo y el capital podrían solucionarse pacíñca _x' deliberada—

mente con provecho evidente para las clases trabajadoras, para los mismos empresarios, pues la justicia todo

lo fecundiza, _v para la tranquilidad pública".

55 II)/dem.

Proyecto de Ley de la Ley 78 de 1919. Informe de una Comisión (Senado), Bogotá, septiembre 16 de 1919,

Anales del Congreso de la República.

37 Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 78 de 1919. Óp. cit., p. 133.

'“ JWONCAYO,VíCtM Manuel y ROJAS… Fernando. Ó];. ¿"il., p. 43.
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sanciones penales contra el abandono del trabajo —ruptura del contrato de trabajo—,
así lo condicione a que éste sea pacífico y proteja a los trabajadores que libremente
quieran continuar su trabajo, y a los que se ofrezcan, contraten o enganchen para
reemplazar a los que se hayan declarado en huelga”. Como alternativa a la huelga,
la Ley prevé la convocatoria de tribunales de arbitramento. De otra parte, la Ley
amplía la lista de los denominados servicios públicos —transporte, acueducto, alum—

brado, higiene y explotación de minas— y prohíbe a los trabajadores involucrados en
esas actividades toda cesación del trabajo colectivo.

Sobre el factor sorpresa de las huelgas Andrés Almarales y Marina Goenaga
anotan lo siguiente:

la huelga, en efecto, es una lucha de resistencia: los trabajadores tra—

tan de sostenerla hasta tanto la falta de producción obligue a la empresa a ceder,
mientras que ésta hace lo posible por no dejarse sorprender sin reservas de pro—
ducción, para no sufrir perjuicios con la paralización de sus actividades. Por con—

siguiente, los patronos necesitan para enfrentarse victoriosamente a la huelga un
tiempo previo de preparación, y con la Ley 21 de 1920 ellos ganaron las máximas
garantías a las empresas”.

Contrastan con estas apreciaciones las de González Charry quien considera que,

. . . en el caso de la huelga, por ejemplo, cuando ella es indefinida, lo que hay en
el fondo es ciertamente, una manifestación de impotencia del Estado demoliberal,
para llevar adelante su intervención hasta lograr el arreglo del conflicto. Lo cual no
quiere decir que el Estado haya abandonado sus deberes de intervención, o consa—

grado un acto de barbarie, sino que ha dirigido su regulación hasta un punto en que
considera que llevarla más allá sería inmiscuirse impropiamente dentro de la esfe—

ra de la libertad de empresa. Cuando, por el contrario, su ejercicio es limitado en el

tiempo, ello quiere decir que tal intervención ha ido más allá, porque el Estado con—
sidera que la libertad de empresa no es un derecho absoluto a cuyo nombre haya de
sacrificarse, la tranquilidad pública y la economía nacional. Es, pues, se repite, un
derecho específico derivado del derecho de asociación general“.

Respecto de la prohibición de declaratoria de huelga en los servicios públicos
entre distintos analistas de la temática sindical parecería existir consenso frente a

ºº URRUTIA, Miguel. Óp. m., p. 176.

*“ ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. tit., p. 77.

“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo, Óp. ¿—¡1., p. 282.
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las razones por las cuales se adopta esta disposición. Ostau de Lafont señala que la

prohibición de la Ley 21 de 1920 no obedece a la importancia del servicio donde la

Ley prohíbe la huelga, sino que es precisamente en esos sectores en donde los tra—

bajadores más están practicando la huelga“.
Urrutia así mismo anota que la ampliación del listado “de lo que se considera—

ba servicios públicos, en cuyo caso las huelgas eran ilegales. .. coincide con aquellas
actividades donde la organización laboral habia progresado más, lo que hace evi—

dente que la Ley 21 estableció limitaciones sustanciales al derecho de huelga”“.
Silva Romero dentro del mismo orden de ideas señala que,

... las leyes 78 de 1919 y 21 de 1920 se caracterizaban por no regular la huel—

ga sino el derecho a no trabajar, eliminando las sanciones penales y civiles para

algunos sectores de trabajadores que participen en un cese colectivo de labores.

La expedición de estas leyes obedece a la necesidad inmediata de intervención del

Estado en los movimientos huelguisticos para detenerlos“.

El objetivo tanto de la Ley 21 de 1920 como de la 78 de 1919 expresado por el

Gobierno en las Exposiciones de Motivos presentadas al Congreso es el de evitar las

huelgas. La autorización de reemplazar a los trabajadores que entraban en huelga y
la libertad de trabajo para quienes quisieran hacerlo lleva a que las huelgas sólo ten—

gan posibilidades de éxito en las empresas que contratan personal especializado, que
no es fácil de reemplazar y es precisamente en ese tipo de oficios, como es el caso de

los ferrocarriles, donde las mismas leyes prohíben la declaratoria de huelga“.
Así, los huelguistas pacíficos, cuyos propósitos fuesen esas reivindicaciones

caliñcadas como legítimas, sólo tenían como garantía no ser tratados como delin—

cuentes. Toda otra protección estaba descartada. La Ley simplemente amparaba la

libertad de trabajo y, en consecuencia, se limitaba a autorizar el abandono o cesa—

ción del trabajo. Ofrecía si, el camino integrador del “arreglo amigable” del con—

flicto para que dentro de las leyes de la oferta y la demanda, trabajadores y patronos
llegasen a un acuerdo sobre nuevas condiciones de venta de la fuerza de trabajo, o

para que voluntariamente sometieran sus diferencias a la decisión obligatoria de un
tribunal de arbitramento“.

“ OSTAU DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. m., p_ 166.

“ URRUTIA, Miguel. Óp. m., p. 178.

“ SILVA ROMERO, Marcel. Óp. ¿-¡¡., p. 54.

*S URRUTIA, Miguel. Óp. …… p. %.

“' NIONCAYO,ViCt0r Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. ¿"ir.. p. 39.
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La primera cosecha de normas laborales no sólo no constituye una solución
para la confrontación entre trabajadores y empresarios, sino que la exacerba. De
ahí que el Gobierno proceda a aumentar las limitaciones del derecho a la huelga. La
primera de ellas es introducida en el Decreto 1326 de 1922 que restringe el otorga—
miento dela personería jurídica y regula los reglamentos y estatutos de los sindica—
tos. En opinión de Silva Romero,

. el control del Estado sobre las personas jurídicas tiene un fuerte olor a
intervención policial: sólo el ministro de Gobierno puede reconocer personerías
jurídicas, pero previamente la Gobernación Departamental debe asegurarse si los
fines y organismos de la entidad “no contienen nada contrario a la moralidad ni
al orden legal”“. Toda forma o alteración de los reglamentos y estatutos deberá
aprobarlos el Gobierno “si no tuviere nada contrario al orden público, a las leyes
o a las buenas costumbres””.

Al tiempo que el Gobierno empieza a disponer de instrumentos legales para
regular los derechos colectivos de los trabajadores introduce las primeras disposi—
ciones de protección social, las cuales forman parte de las demandas de los trabaja—
dores incorporadas en los pliegos de peticiones. Tal es el caso de la pensión vitalicia
para los empleados públicos después de treinta años de servicio y para los magis—
trados de la Corte Suprema de Justicia (Ley 29 de 1905); el seguro de accidentes
de trabajo presentado por el general Rafael Uribe Uribe y el principio de irrenun—
ciabilidad a las leyes laborales por parte de los trabajadores (Ley 57 de 1915”); las
condiciones higiénicas en el lugar de trabajo (Ley 46 de 191850); el seguro colectivo
de vida para todos los trabajadores por el equivalente a un año de salario (Ley 37
de 1921“); la obligatoriedad del empresario de proveer educación cívica e instruc—
ción técnica a los trabajadores (Ley 83 de 192352); el descanso dominical (Ley 57
de 192653) y la prohibición de trabajar ese día de la semana, salvo con permiso del
Ministerio de Industrias “en cuyo caso el salario no será menos que el doble del

SILVA ROMERO, Marcel. Óp. ri¡., p. 5—1.

“ [bit/em.

*“ Ley 57 de 1915 (sobre reparaciones por accidentes del trabajo).
5“ Ley 46 de 1918 (porla cual se dicta una medida de salubridad pública y se provee la existencia de habitacio—

nes higiénicas para la clase proletaria).
“ Ley 37 de 1921 (por la cual se establece el seguro colectivo obligatorio).
5' Ley 83 de 1923 (por la cual se crea la Oficina General del Trabajo como una sección del Ministerio de

Industrias).
55 Ley 57 de 1926 (por la cual se establece el descanso dominical y se dictan otras disposiciones sobre legisla—

ción obrera).
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ordinario”. En los trabajos realizados por cuenta de la nación o de las entidades te—

rritoriales la Ley prevé que el descanso dominical sea remunerado, al igual que el

de las fiestas nacionales o religiosas“. Por otra parte la Ley 15 de 1925 crea la Direc—

ción Nacional de Higiene y Asistencia Pública con la facultad de inspeccionar las

habitaciones de los obreros y regular las condiciones de higiene social y asistencia.

La actitud de los gobiernos —que fueron conservadores hasta l930— es la de

restringir al máximo las prerrogativas de los trabajadores, mediante la declarato—

ria de ilegalidad de las huelgas —fueran éstas legales o no—, recurriendo inclusive a

la represión violenta, en particular en los enclaves de propiedad extranjera para lo

cual el Gobierno utiliza las facultades otorgadas al Ejecutivo por el Artículo 121 de

la Constitución. Es así como se reprimen, por ejemplo, las huelgas de la Tropical

Oil Company en 1924 y 1925 y de la United Fruit Company en 1929 que terminan,

en particular esta última, en una gran matanza de trabajadores y con la privación

de la libertad de sus líderes“.
Hasta la última parte de la década de los años veinte los funcionarios del Go—

bierno se oponen a los aumentos salariales e inclusive llegan a proponer la importa—

ción de bienes de capital con el único propósito de evitar que el exceso de demanda

por mano de obra se traduzca en aumentos salariales“). La evidencia de la oposición
del Gobierno a los aumentos salariales también se extrae de su respuesta ante soli—

citudes contenidas en los pliegos de peticiones, como es el caso, por ejemplo, de lo

acaecido en el conflicto de las bananeras—“.

3* SILVA ROMERO, Marcel. Óp. cit., p. 403. “Dicha norma es producto de la “gran huelga ferroviaria del Pacifi—

co”. El derecho al descanso dominical se daba por mandato religioso pero no era remunerado. No obstante, el

derecho a su remuneración se suscribió en el acuerdo en Cali y ante la amenaza de una oleada de huelgas en

todo el país”. Por su parte, Ostau de Lafont comenta que la aprobación del descanso dwm'm'z'a/ se debió a la in—

tervención de varios senadores liberales y a la presión de algunos obreros que protestaban exigiéndolo, como

es el caso de los trabajadores del Ferrocarril del Norte. No obstante, sostiene que esta norma fue expedida

para la gran industria, inexistente en el pais y en contra de la realidad económica y social de la época Por ello,

no tuvo éxito debido a la negativa del comercio a adoptar el descanso el domingo, por ser éste día de mercado,

asi como la resistencia que presentan los trabajadores al ver disminuido su salario y el temor a que el patrono

los despidiera. Tomado de OSTAU DE LAFOXT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. (¡I., pp. 208—213.

Tomado de “Diciembre () de 1928: La masacre de las bananeras", en Racism Credunrial Histeria. No. 190,

Bogotá, octubre de 2005. “El 6 de diciembre de 1928, después de casi un mes de huelga _v de no recibir del

gobierno conservador sino amenazas y ninguna respuesta positiva por parte de la Compañía… los obreros se

enfrentaron con el Ejército que, a la orden dada por el general Cortés Vargas, disparó contra ellos, mató a

varios, tomó el control de la zona y puso fin con éxito al movimiento subversivo. El Presidente de la Repú—

blica felieitó al general Cortés Vargas por haber salvado al país de la anarquía“. Para González Charr); “el

escándalo nacional que se produjo por la violencia oficial, los procedimientos arbitrarios cumplidos entre la

Compañía y funcionarios oficiales contra los huelguistas, y lo que subsiguió para condenar y atropellar a los

líderes de la huelga, minar-on seriamente no sólo la posición de la Compañia ante la opinión nacional, sino.

además, el prestigio del Gobierno". Tomado de GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. cit., p. 163.

Sº URRUTIA, Miguel. Óp. m., p. 29.
57 Tomado de “Diciembre 6 de 1928: La masacre de las bananeras”, dp. ¿"it.
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Hacia el año de 1925, que es el primer año del que se dispone de información, así
ésta sea precaria, la población total del país alcanza los 6,7 millones de habitantes, la
tasa bruta de mortalidad es de 32 por mil habitantes y la expectativa de vida al nacer
de treinta y tres años. Por otra parte, la producción agropecuaria, que era la actividad
productiva predominante, participa con el 53,2 por ciento del PIB, al tiempo que la
manufacturera lo hace con sólo el 9,5 por ciento _v es esencialmente artesanal.

Es difícil estimar qué ocurrió antes de 1930 con los ingresos de los trabajadores
por la ausencia de las estadísticas correspondientes. No obstante, Urrutia señala que

los salarios mejoraron ligeramente en 1918 y 1919 y hacia ñnales del auge
de la posguerra en 1920, aumentaron en un 14 por ciento. A fines de ese año el
desempleo empezó a crecer _v los salarios permanecieron estables en 1921 )“ caye—

ron sustancialmente en 1922. En 1923, el desempleo seguía alto, y por lo tanto los
salarios se estancaron en un nivel del 20 por ciento inferior al de 1919. En 1924 el
programa de obras públicas estaba empezando, y los salarios comenzaron a subir
de nuevo. Ya en 1925 la prosperidad se había establecido plenamente _v los salarios
tomaron un movimiento ascendente que no sería detenido hasta la crisis de 1929.
Así, aunque durante estos años existían probablemente trabajadores desocupa—
dos en la agricultura, la prosperidad del limitado sector moderno de la industria
tuvo un impacto importante sobre los salarios. Parece que el mercado obrero que
surtía el pequeño sector moderno de la economía era limitado, _v aumentos en la
demanda elevaron efectivamente el precio del trabajo”.

De otra parte, las prestaciones sociales incorporadas en la legislación del traba—
jo hasta 1930 implican, así sea teóricamente, un incremento del costo laboral. Este,
medido en términos del costo por hora laborada, se estima en 15,4 por ciento por
cuenta de la reducción de la semana laboral de siete a seis días”, si el trabajador era
empleado público. Pero, si éste era independiente o trabajaba para la empresa pri—
vada, ello implicaba un menor ingreso equivalente, por cuenta de la prohibición de
laborar el domingo.

Es difícil establecer el costo teórico de las demás prestaciones introducidas en
ese período, así sea evidente que tiene que pasar mucho tiempo antes de que és—

tas se atiendan y se cumplan dentro del marco señalado en las leyes. Esta situación
puede constituirse en la principal razón por la cual los empresarios aceptan que el
Congreso incorpore este tipo de disposiciones al ordenamiento jurídico y por la

5“ URRL'TIA, Miguel. Óp. ¿"¡/., p. 121.

Ver anexo 3.2 “Costo de las prestaciones sociales asociado al salario originado por las normas laborales 1900—
2007“ al final de esta obra.
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que más temprano que tarde éstas terminen por convertirse en fuente de enorme

malestar social. Esa realidad se hace evidente en los pliegos de peticiones de los tra—

bajadores de ese entonces“º, a pesar de que desde 1923 y después de encarnizados

debates en el Congreso que se extienden por más de tres años“, y ante una fuerte

oposición política, se hubiese expedido la Ley 83 que crea una dependencia en el

Ministerio de Industrias responsable del seguimiento de los asuntos laborales.

En la ponencia del Proyecto de Ley de lo que posteriormente sería la Ley 83

de 1923 se admite, sin mayor debate, “la impotencia de la iniciativa privada para re—

solver los problemas permanentes del trabajo y la necesidad de la intervención del

Estado. De ahí que salte a la vista que el obrero precisa de la protección del Estado

contra el capitalismo”. No obstante, allí mismo también se señala la ideología pre—

valeciente del Partido Conservador de ese entonces que

. no considera conveniente una ilimitada intervención del Estado en las

cuestiones del trabajo, porque el resultado de una conducta semejante será la

creación de la igualdad ficticia de los trabajadores, lo cual es contrario al concepto

de justicia que debe presidir la acción social, y sobre todo, desfavorable al fomen—

to y desarrollo de las energías personales en el pueblo, a las cuales está vinculado

el progreso de las naciones“.

Más adelante, la misma ponencia señala: “el Legislador ha de ser muy cuida—

doso de que la protección obrera no degenere en persecución al capitalismo y no

obligue a éste a tomar medidas defensivas que por no ser posible contenerlas den—

tro de un límite preciso, causen perturbación social de resultados negativos para la

producción y consiguiente enriquecimiento del país”. En consecuencia, “la regla—

mentación del trabajo persigue dos objetos principales: el establecimiento de una

acción policiva general y la armonía individual o colectiva entre los patronos y los

trabajadores” y “dar al obrero lo que es del obrero y al capital lo que estrictamente

debe recibir”“.
A partir de las primeras normas relacionadas con los derechos de los trabajado—

res se inicia el debate en torno a sus motivaciones. Para unos estas normas eran pater—

nalistas )" su adopción se constituía en la forma de coartar los movimientos obreros

Esconu< URIBE, Ignacio. Óp. (¡!.

Exposición de Klotivos del Proyecto de Ley de la Le_v 83 de 1923 (por la cual se crea la Oficina General del

Trabajo como una sección del Nlinisterio de Industrias), Anales del Congreso de la República.

Ponencia para primer debate en Cámara de Representantcs al Proyecto de Ley de la Le_v 83 de 1923. Bogoe

tá, septiembre de 1923. Firmado por Vicente Micolta _v Francisco de P. Manetas. Anales del Congreso de la

República, pp… 43—45.

"3 lbídem.
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y restarles poder“; y eran “pura y simplemente iniciativas del Estado para evitar el
desbordamiento de la lucha de clases”“. También se plantea la idea de que estas dis—

posiciones responden “a la necesidad inmediata de intervención del Estado en los
movimientos huelguisticos para detenerlos”ºº. Para otros la respuesta estaba en el
deber del Estado de mantener la paz social“. Desde el punto de vista liberal, este tipo
de decisiones eran consideradas legítimas en busca de una mejor distribución del in—

greso y de equilibrio en las relaciones entre los dueños del capital y los del trabajo“.
La realidad también puede visualizarse de otra manera y ésta es que los tra—

bajadores que parecerían ser más representativos del votante medio sesgan “teó—
ricamente” los resultados a su favor, al no estar satisfechos con las políticas del
Gobierno, pese a la enorme resistencia de los dueños del capital, quienes, no obs—

tante contar con el apoyo del Gobierno, la Fuerza Pública y la Iglesia, no tienen
éxito en el empeño por hacer prevalecer sus preferencias. En este sentido, es im—

portante señalar que en los años veinte tiene lugar un cambio doctrinario al interior
del Partido Liberal “que le permitió construir una mirada y una concepción del
fenómeno sindical basada en su reconocimiento, por lo que la política más correc—
ta, según él, era propugnar por la regulación y su institucionalización, en vez de
responder con la represión y la política de oídos sordos”ºº. Ya en 1921, como con—
secuencia de los triunfos del Partido Socialista frente al Liberal, éste último incor—

pora en su programa algunas reivindicaciones obreras y socialistas”. La conciencia
del liberalismo de la importancia creciente del electorado urbano y la incorporación
del tema sindical a su doctrina permite al Partido acceder al poder y salir victorioso
en los principales centros urbanos y “con una apreciable influencia en las directivas
del movimiento sindical de la época”".

Años 1930 a 1946
El período que va de 1930 a 1946 se caracteriza por dos eventos externos de gran
trascendencia, que se suman al temor en los países de la órbita capitalista de la

“* OSTAU DE LAFOXT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. [il., pp. 208—213.
'»5 NIONCAYO,VÍCtOI' Manuel y ROJAS, Fernando. 0'¡¡. ¿—¡¡., p. 57.
“* SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., p. 54.

"7 GONZÁLEZ CHARRY. Guillermo. Óp. ….

“ ESCOBAR URJBE, Ignacio. Óp. i—¡z.

"” ACEVEDO CARMONA, Darío. “Hegemonía liberal (1930—1946)“. en Gran Encirlopedio (le Colombia, tomo
III, Bogotá, Editorial Círculo de Lectores, 2007, p. 119.

7“ ARCHILA, Mauricio. “La clase obrera colombiana (1930—1945)“_ en Enciclopedia nuera liisturia ¡le Colombia,
tomo III, Bogotá, Editorial Planeta, 1989, p. 240.

“ ACEVEDO CARMONA, Dario. Óp. m., p. 119.
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influencia de los movimientos marxistas. El primero de estos eventos deriva de las

secuelas de la Crisis de 1929; al segundo lo marca la llegada al poder del nazismo

en Alemania y la consecuente Segunda Guerra Mundial. Tanto un evento como el

otro inducirán la imposición de una política proteccionista que facilitará el desarro—

llo de la industria en Colombia, que en ese entonces era incipiente.

En 1930, a los problemas generados por el manejo de la situación laboral, se

agrega que en los años previos se había gestado una crisis económica y ñnanciera en

el país de grandes proporciones. En 1927, un informe del Gobierno de los Estados

Unidos cuestiona la capacidad crediticia de Colombia, lo que conduce a una virtual

suspensión del crédito de los Estados Unidos al país durante los años siguientes”.

Esa crisis se acentúa en el curso de 1929. Al respecto, señalaba Alfonso López, en

noviembre de dicho año que,

. no era menester una gran visión de profeta —como se ha creído— para

anunciar con la seguridad que yo lo hice en octubre del año pasado la crisis que

traería para la economía nacional la suspensión de los empréstitos extranjeros. En

octubre se calcula que había cuarenta mil desempleados y se espera el despido de

otros miles, saldo que dejan las obras públicas que, sin la corriente de empréstitos

extranjeros, se habían abandonado. Una “junta de acción patriótica” constitui—

da por notables de ambos partidos describiría la situación en términos sombríos:

“todos los valores se deprecian; las transacciones comerciales son casi nulas; no

surgen nuevas empresas; las existentes decaen; el crédito interno _v externo baja

de modo alarmante; los negocios e industrias se van paralizando; el número de

personas que no hallan ocupación crece constantemente”73.

En enero de 1930, antes de la elección presidencial, el Partido Conservador en—

frenta enormes problemas: desempleo masivo, salarios y jornales decrecientes deri—

vados de los efectos de la Gran Depresión, déficit presupuestal, corrupción de los

funcionarios públicos, antagonismo de los trabajadores radicalizados por la masacre

de las bananeras7“L .

Estos hechos generan enorme desprestigio del Partido Conservador, lo que,
unido a la división interna de éste, lleva a que dirigentes de ambos partidos lancen

'- BERGQL'IST, Charles. “Luchas del campesinado cafetero (1930—1946)”, en Enrirlopetlin nuera historia de

Colombia, tomo Y, Bogotá, Editorial Planeta, 1989, p. 299.

'3 Ibídem, p. 266.

URRUTIA, Miguel. Óp. cit., p. 140. Bergquist, por su parte, señala que la victoria del Partido Liberal se debe

a “la incapacidad del Gobierno para controlar, mediante la represión, un movimiento laboral anticapitalista

insurgente, y su incapacidad, llegado el año de 1929, para garantizar el flujo de inversión extranjera a la eco—

nomía". Tomado de BERGQL'IST, Charles. Óp. cit., p. 299.
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la candidatura del liberal Enrique Olaya Herrera, quien había sido embajador en
Estados Unidos y tenía estrechas relaciones con los círculos bancarios en Nueva
York”, al tiempo que contaba con el apoyo de la clase trabajadora“. En su discurso
de posesión Olaya señala que un acertado programa de acción, dentro de las pers—
pectivas nacionales, es quizá el de “dictar un cuerpo legislativo de previsión social
que encauce los anhelos de los trabajadores dentro de las vías legales _v que contri—
buya a un régimen equitativo y estable de los dos grandes factores de la producción
e impulsar —ampliándola— la labor de la Oficina General del Trabajo. . .”77. En este
sentido, una vez en la Presidencia procede a adoptar medidas que fortalecen los de—
rechos de los trabajadores, a pesar de la oposición de la Iglesia y del Partido Con—
servador, que era mayoría en el Congreso. No obstante, debe observarse que, según
Mauricio Archila, aun dentro del gobierno de Olaya Herrera cualquier intento de
organización de huelga en la zona bananera es reprimido”.

La gravedad de la situación económica se aminora cuando el gobierno de
Olaya Herrera contrata préstamos internos para hacer frente al conflicto armado
con el Perú. La guerra permite también la asimilación de una parte considerable
de la población que se encuentra desempleada y que es incorporada al Ejército.
Adicionalmente,

la restricción de las importaciones, tanto de bienes de consumo manu—
facturados como de bienes de capital ofrece una magnifica oportunidad de creci—
miento y expansión de las industrias existentes, lo que a su vez repercute en un
aumento de la demanda de fuerza de trabajo que absorbe una pequeña propor—
ción de los obreros desplazados de las obras públicas”.

Este proceso adquiere mayor dinamismo hacia 1932, cuando los préstamos in—

ternos contratados por el Gobierno para hacer frente al conflicto del Perú producen

75 BERGQUIST, Charles. Óp. [il., pp. 299 _v ss.
“' URRUTIA, Nliguel. Óp. cit., p. 141. “La división conservadora determinó que los liberales apoyaran a Olaya

Herrera y era evidente que el apoyo obrero hacia él era crucial para el triunfo. También era claro que le con—
venía al Partido tratar de promover la industrialización y el crecimiento del movimiento laboral. Además, los
liberales estaban comprometidos ideológicamente con los movimientos obreros. La política salarial liberal
era diferente de la conservadora. Puesto que los terratenientes eran los mayores enemigos del liberalismo,
el problema de defender los costos salariales de este sector nunca se presentó, por el contrario, los liberales
apoyaron las peticiones de los arrendatarios contra los propietarios”.

“ ARCINIEGAS, Germán. “Aspectos de Olaya Herrera y su gobierno”, en Enric/opedia nuera his/mia de Cri/am—
/¡ízi, tomo I, Bogotá, Editorial Planeta, 1989. p. 299.

75 ARCHILA, Mauricio. Óp. i-¡f., p. 245,

7“ ESCOBAR URIBE, Ignacio. 0'¡¡. ¿'1'1._p. 20.
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una expansión del medio circulante y cuando las exportaciones de café comienzan a

recuperarse de nuevo“.
Cabe destacar que una de las grandes diferencias entre los planteamientos

ideológicos de ambos partidos es la relacionada con la remuneración del trabajo.

Urrutia señala que ello se evidencia en el tratamiento que le da el Partido Liberal a

los conflictos laborales cuando llega al poder, en razón de que apoya el aumento de

los salarios, sin desproteger los intereses de los empresarios, planteamiento que es

ampliamente rechazado por los conservadores“.
Una de las primeras normas laborales que adopta el Congreso al llegar a la

Presidencia Olaya Herrera es la Ley 83 de 193182 que reconoce los derechos de los

trabajadores a asociarse libremente en defensa de sus intereses, y define lo que se

entiende por sindicato“, el cual es tipificado en gremial e industrial, a pesar de que
el contenido del texto normativo consagra el sindicalismo de empresa o de base.

De ahí se deduce la imposibilidad de los trabajadores desvinculados de una empre—

sa, bien por despido o por renuncia, de continuar afiliados a un sindicato y el que
queden los trabajadores independientes inhabilitados para afiliarse a los sindicatos

gremiales, razón suficiente para su acogida en actividades en las que no existe esta—

bilidad laboral, como es el caso de los trabajadores de río.

Al otorgarles personería jurídica a los sindicatos, previa solicitud presentada
al Ministerio de Gobierno, se les confiere su existencia jurídica. La misma Ley ex—

tiende a los sindicatos la autorización de federarse y gozar de personería jurídica

independiente, con los mismos derechos y prerrogativas de los sindicatos que los

componen. Tanto a los sindicatos como a las federaciones la Ley les asigna la titulari—

dad de la representación de los derechos y obligaciones de los trabajadores afiliados:

presentar pliegos de peticiones, celebrar contratos colectivos, defender los derechos

de sus miembros, administrar recursos y hacer obras de utilidad común, buscar la

conciliación en los conflictos de trabajo y, llegado el caso, declarar la huelga (Artícu—

lo 8º) con el voto favorable de dos terceras partes de los afiliados, previos los trámites

legales establecidos. En contraprestación, a los sindicatos les queda prohibida cual—

quier injerencia directa o indirecta en la política militante del país: las facultades que
les señala la Ley se reducen a buscar el mejoramiento de las condiciones laborales y

no el mejoramiento de la situación política y socioeconómica del país. La disolución

“" [[lídenl.

“ CRRL'T1A, Miguel. Óp. til.

Ley 83 de l93l(sobre sindicatos). El Artículo lº define por primera vez un sindicato como “la asociación de

trabajadores de una misma profesión u oficio o especialidad y de profesiones, oficios o especialidades simi—

lares 0 conexas constituidas exclusivamente para el estudio. desarrollo y defensa de los intereses comunes de

su profesión, sin repartición de beneficios”.

83 . 11)Ibídem, artículos lº, 2”) _) .
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delsindicato de industria se produce por el incumplimiento de las normas, por de—
cisión de sus miembros, por no contar con el número mínimo de afiliados requerido
para su formación —ñjado en v einticinco—, o por decisión judicial.

La Ley 83 de 1931, así mismo, prohíbe a los sindicatos la adquisición de bie—

nes para obtener ganancias “ …al no haber considerado el sindicato como sujeto
de comercio porque es un principio corruptor,3es práctica deformadora de sus
fines propios. Se afirma por algunos comentaristas que para dedicarse al lucro, el
orden jurídico colombiano permite otra clase de sociedades, que son las sociedades
de comercio”º“. Para Silva Romero, la prohibición de intervenir en la política par—
tidista junto a la de desempeñar actividades lucrativas “esconde el freno para que
los sindicatos puedan ser fuertes económica y políticamente, armas fundamenta—
les en la construcción de una verdadera autonomía sindical frente al Estado _v a los
empleadores”?

Para garantizar los derechos de los trabajadores, la Ley incluye sanciones para
los empresarios que obstaculicen con violencia o amenazas la añliación de los tra—

bajadores o para quien, haciendo parte de un sindicato, sea obligado a salir de él.
Pero las sanciones al ser reducidas, resultan inoperantes por lo que el problema es
subsanado en el Artículo 309 del Código Penal aprobado en 193686 el cual, además
de aumentar las sanciones de tipo pecuniario, consagra el arresto del empresario
dándole con ello mayor vigencia a los derechos colectivos de los trabajadores.

Al decir de Bergquist, a través de esta Ley,

. el Gobierno promovió la organización laboral “responsable” en un in—

tento por canalizar el movimiento de los trabajadores hacia sindicatos legales y

*“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¿"¡/., pp. 299—300. “La experiencia, la observación directa de la vida de
los sindicatos y en particular de su situación económica, nos han llevado a la convicción de que se requiere
una rectificación parcial de tal punto de vista, de modo que sin convertir al sindicato en un organismo mer—
cantil, tampoco se le cierren las puertas para llevar a cabo algún tipo de actividades comerciales que redun—
den en lucro para su propio beneficio. Si se recuerda la pobreza tradicional de nuestros sindicatos, la poca
disciplina de los afiliados para responder por cuotas aun modestas. _v el recurso extraordinario que ha con—
sagrado la legislación para suplir esta falla, consistente en hacer obligatorio para los patronos el descuento
de tales cuotas se viene en conclusión que es preciso tornar alguna medida sería para remediar esa preca—
riedad económica. Si a ello se agrega que en los casos más dificiles de la lucha sindical, cuando sobrev1enen
los conñictos colectivos las arcas sindicales no tienen fondos para sostener, siquiera por poco tiempo, a los
trabajadores en huelga, ni menos aun para resarcirlos de la pérdida de los salarios que supone la suspensión
de los contratos de trabajo, la conclusión se hace más evidente“.

'“ SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., p. 72.
““ ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. r¡1., p. 50. “En 1936 se expide el Código Penal que incluye una disposición com—

plementaria a la que instituyó la Ley 83 de 1931 en materia de libertad de asociación. El Artículo 309 señala
que: “el que impida materialmente o turbe una reunión o asociación licita, o el ejercicio de los derechos que
conceden las Le_ves sobre sindicatos o huelgas, o use represalias con motivos de huelga legítima, incurrirá en
arrestos de dos (2) meses a un (1) año y en multa de 550 a 52.000'“.
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moderados orientados por el Partido Liberal. Como consecuencia, el número de

sindicatos legales proliferó a principios de los años treinta y, eventualmente, al—

gunas de las organizaciones más militantes, incluyendo los dirigidos por el recién

formado Partido Comunista, decidieron cooperar o formar alianzas con las auto—

ridades legales y el Partido Liberal“,

Moncayo y Rojas en el mismo sentido señalan que “dado el momento de desmo—

vilización obrera que por entonces se vive, la Ley no puede considerarse como una

respuesta estatal al clamor o auge de la lucha de clases, ni mucho menos, puede es—

timarse como una conquista por parte de los trabajadores del derecho de asociación

sindical””. Y sólo se entiende como “el mecanismo a través del cual el Estado busca

garantizar que las luchas reivindicativas sigan los patronos señalados por el Estado y

se sometan al control y supervigilancia de la acción estatal“”.

En contraste, “Gerardo Molina. .. ve en el clientelismo electoral la justiñca—

ción de la mencionada Ley”90 y Edgar Caicedo la considera como una conquista de

la clase obrera que establece la pauta para numerosas conquistas posteriores. Torres

Giraldo, por su parte, plantea que estas normas sociales son simplemente la ade—

cuación de la legislación laboral, ahora con rasgos proteccionistas del nuevo modelo

de desarrollo capitalista, que es el intervencionismo del Estado”.

González Charry, en contraste, considera que “sólo cuando vino el movimien—

to político de 1930, y un poco antes, cuando surgieron graves problemas sociales

como los de las bananeras y “El Chocho), se empezó a notar que no había garantías

legales para los obreros, cuando ya muchas constituciones como la de Weimar, las

habían consagrado”ºº.
Ahora bien, dentro del marco de las relaciones entre empleadores y trabaja—

dores, a semejanza de lo ocurrido en las décadas anteriores, las normas legales le

extienden mayor protección a los derechos individuales. Es así como la Ley 83 de

1931 establece que el salario debe pagarse en dinero y no en especie en respuesta a

una de las principales demandas de los trabajadores que dio lugar a la huelga de las

bananeras en 1929, dado que la empresa les pagaba a los trabajadores en bonos re—

dimibles por mercancías en los almacenes de la misma Empresa”.

“ BERGQUIST, Charles. Óp. ¿-iz., p. 300.

“ MONCAYO,YíC[Or Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. (il., p. 54.

” Íb1'denl.

”“ SILVA ROMERO, Marcel. Op. cit., p. 79.

'” Ibídem, p. 75.

"1 GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. u'¡.

“ ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ….
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La Ley 72 de 1931(“ establece quince días de vacaciones remuneradas para los
trabajadores oficiales y prohíbe e introduce sanciones, que pueden ir hasta el cierre
de la empresa, para los empresarios que exijan trabajar el domingo. También san—
ciona a los empresarios y comerciantes que abran sus establecimientos este día.

Adicionalmente, en los primeros años de la década de los treinta el Congreso
también reglamenta )“ precisa las leyes prestacionales adoptadas durante las dos dé—

cadas anteriores, cuya misma redacción y los argumentos incluidos en las exposicio—
nes de motivos de las leyes presentadas al Congreso sugieren que no estaban siendo
aplicadas. Tal es el caso del seguro de vida (leyes 1—14 de 192995 y 133 de 193 lº“).

En 1934 llega a la Presidencia Alfonso López Pumarejo. En diciembre de ese
año los trabajadores de la zona bananera, a pesar de los temores que tenían de ser
reprimidos como había ocurrido en el gobierno de Abadía Méndez y aun en el de
Olaya Herrera, inician una huelga. El pliego que los trabajadores presentan contenía
tres puntos fundamentales: “50 por ciento de aumento salarial, medicinas gratuitas y
servicio médico y hospitalario para todos los trabajadores bananeros, )“ mejoramien—

”97to de los campamentos . El Gobierno no responde de manera represiva _v, por el
contrario, el ministro de Guerra preside las reuniones de negociación que concluyen
con un pacto en el que los trabajadores obtienen las reivindicaciones solicitadas”.

Este tipo de actuación gubernamental es una constante durante la administra—
ción López lo que lleva a que diferentes analistas de este período de la historia de
Colombia consideren que el florecimiento del sindicalismo )“ el apoyo extendido a
la clase trabajadora, si bien tienen sus orígenes en normas legales _v constituciona—
les, es más producto de la actitud del Gobierno frente al manejo de los conflictos
laborales, el cual hasta 1938 favorece a los trabajadores, interviniendo frente a los
empresarios en apoyo de sus demandas, inclusive en el caso de los trabajadores al
servicio del Estado”.

'“ Ley 72 de 1931 (por la cual se reforma la Ley 57 de 1926 sobre descanso dominical).
”5 Le_v 1—14 de 1929 (adiciona _v reforma las leyes 37 de 1921 _v 32 de 1922, sobre seguro de vida colectivo

obligatorio).
“" Ley 133 de 1931 (por la cual se adicionan _v reforman algunas disposiciones sobre seguro de vida obligatorio

_v accidentes de trabajo _v se dictan otras sobre protección a los trabajadores).
"7 ARCHILA, Mauricio. Óp. t'i/., p. 2—15.

”“ lb:1/Íem.

“'” URRL'TIA, Miguel. Óp. m.… p. 140 _v ACEVEDO CARMONA, Darío. Óp. tit., pp. 122 _v ss. “Aunque la legisla—
ción obrera durante su mandato fue más pobre que en el cuatrienio anterior. el sindicalismo experimentó un
notable crecimiento...'Í Adicionalmente resalta que “la actitud del Gobierno con respecto al movimiento
sindical era una continuación de lo realizado por Olaya, sólo que ahora el interés liberal por ganar influen—
cia entre los trabajadores era más urgente, para tener una base de apoyo social a la acción reformadora queadelantaba el Gobierno. Por ello. _v además porque el liberalismo controlaba gran parte de los sindicatos, el
Gobierno intervino de manera directa como mediador en los conflictos obrero—patronales. , .“.



Capítulo 1: primer período (1900—1958) 113

Para Urrutia,

en 1936 todos los sectores del movimiento obrero y los miembros más

soñsticados del proletariado estaban con López. Los sindicalistas pragmáticos lo

estaban porque él le ofrecía al 0brerismo el apoyo oficial; los comunistas porque
el movimiento internacional había entrado en una época de colaboración con la

izquierda democrática; y a las masas empobrecidas en general les ofrecía la opor—

tunidad de superarse por medio de la educación oficial y libre, e igualdad econó—

mica por medio de la tributación progresiva y de la Reforma Agrarialºº.

En 1936, López logra lo que ha sido considerado por algunos como su conquis—

ta más importante en materia laboral…]: la unidad del sindicalismo con la creación
de la Confederación Sindical de Colombia, CSC, más tarde llamada Confederación
de Trabajadores de Colombia, cuyos afiliados eran mayoritariamente comunistas“.
La unidad organizativa de la clase obrera, que se venía impulsando desde los años

veinte, comienza a concretarse en 1935. En este año los delegados colombianos que
asisten al VII Congreso de la Internacional Comunista, después de analizar la po—

lítica reformista de López, lanzan la política del Frente Popular en contra del im—

perialismo y la oposición conservadora. Luego, en el marco del Segundo Congreso
Sindical celebrado el 7 de agosto de 1936 en Medellín, apoyado por el Gobierno

otorgándole incluso un aporte económico, nace la mencionada Confederación Sin—

dical de Colombia. El apoyo del Gobierno a la Ley 140 de 1937103 la cual autoriza
auxilios económicos para eventos sindicales se produce por considerar que “con
auxilio o sin auxilio ese congreso (el de Cali) va a reunirse, pero si se reúne fuera de
control y vigilancia del Estado será una Asamblea Internacional Comunista, y si hay
control del Estado, será una junta de sindicatos”“”.

González Charry señala que “parece ingenuo, mirando las cosas retrospectiva—

mente criticar tan fuertemente como algunos lo hacen, el hecho de que la Confede—

ración hubiese nacido en medio de las circunstancias políticas anotadas, y hubiera
desembocado inmediatamente en una acción de tipo político. La verdad es que la

"… URRL'TIA, Miguel. Óp. m., p. 148.

"” ACEVEDO CARMONA,D:11'i0. Óp. (it., p. 122.

… OSTAU DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. u"¡., p. 179 y GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp.

m., p. 181.

… Ley 140 de 1937 (por la cual se propicia la reunión del III Congreso Sindical de Colombia y se dictan otras

disposiciones).
“” ARCHILA, Mauricio. Óp. tit., p. 260.
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lógica indicaba que las cosas ocurrieron así, por lo menos en el momento histórico
en que acaecieron”“ºi Y continúa:

Ya se ha repetido muchas veces que el movimiento sindical, desde mucho
atrás, venía abocado a una situación claramente política por el ambiente represi—
vo dentro del cual se movía, )" por la situación económica general en que el país
se debatía. Por otra parte, requerido el movimiento del apoyo de un gobierno de—

mocrático para prosperar y poder librar su batalla en busca del mejor estar de sus
afiliados, y requerido también por otra parte, el gobierno liberal, del apoyo de las

masas, cuyo centro de aglutinacíón eran las organizaciones sindicales, parece im—

posible eludir aquel juego de intereses recíprocos, )" por lo mismo, parece como
una fatalidad el que se hubiera sumergido la Confederación en acciones políticas,
como lo hizo. Pero, además, debe recordarse que desde su iniciación hasta su ter—

minación casi en 1946, la influencia del sector comunista dentro de la rectoría de
los destinos sindicales fue muy notoria y grandes fueron las dificultades en que
se vieron todos los gobiernos para frenar los desmanes a que trataba de limitarse
el movimiento sindicallºº.

Según Archila, “la coyuntura en la que nació la organización confederal implica—
ba una estrecha relación con el Estado”“. Debe observarse que el apoyo de los sindi—
catos al presidente López se evidencia a raíz del paro organizado por Fedenal en mayo
de 1937 “para presionar al Congreso para que no aceptara la renuncia de López”lºg.

En materia prestacional, cabe destacar que la Ley 129 de 1931109 había apro—
bado varias convenciones adoptadas por la Conferencia Internacional del Trabajo
relativas a la jornada laboral de ocho horas diarias, sesenta y cuatro a la semana y
dominicales y quince días de vacaciones al año remunerados. No obstante, estas
normas tan sólo son incorporadas al ordenamiento jurídico mediante la Ley 10 del
20 de noviembre de 1934“, la cual, además, define por primera vez qué se entien—
de por empleado particular, por patrono y por establecimiento industrial, al tiempo
que reglamenta el contrato individual de trabajo e introduce el auxilio de cesantía,

'“5 GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Op. cit., p. 181.

""” Íhít/em.

“'7 ARCHILA, Mauricio. Óp. cit., pp. 256 y ss.

'“ Ibídem, p. 258.
“'” Ley 129 de 1931 (por la cual se aprueban varias convenciones adoptadas por la Conferencia Internacional

del Trabajo).
““ Ley 10 de 1934 (sobre pérdida y rehabilitación de derechos políticos _v por la cual se establecen algunos de—

rechos de los empleados).
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equivalente a un mes de remuneración al año, derecho que el trabajador adquiere

cada tres años al ser despedido sin justa causa. La introducción de esta prestación
al ordenamiento jurídico responde a la enorme presión ejercida por los trabajadores

originada en la situación económica depresiva de la época, impulsada por la crisis

de 1929, que lleva a la cesación de puestos de trabajo y al despido colectivo de tra—

bajadores y como lo señala Ernesto Herrnstadt, la disposición comentada consti—

tuía un método indirecto para impedir despidos….
Adicionalmente, al igual que en el período de Olaya Herrera, el Congreso regla—

menta y precisa las leyes prestacionales adoptadas durante las dos décadas anterio—

res, cuya misma redacción y los argumentos incluidos en las exposiciones de motivos

de las leyes presentadas al Congreso, continúa sugiriendo que éstas no se cumplían.
Tal es el caso del seguro de accidentes de trabajo (Ley 4 de 1936) y las condiciones

higiénicas mínimas de la vivienda (leyes 61 de 1936, 170 de 1936 y 166 de 1939).

De otra parte, en una decisión arbitral de los ministros de Gobierno y de In—

dustrias y Trabajo, en el conflicto entre el Consorcio de Cervecerías Bavaria y sus

trabajadores, el 14 de julio de 1937 se establece por primera vez el pago de salarios

caídos, es decir, que durante el período de huelga no se suspende el contrato de tra—

bajo y que los trabajadores tienen derecho a percibir los salarios caídos correspon-
dientes al trabajo no realizado durante la huelga“.

Un tema de estudio durante esta época es el relacionado con el salario míni—

mo. Pero,

en Antioquia, donde se formaron las primeras industrias, los empresa—

rios antioqueños, invocando argumentos del liberalismo económico, se opusieron

a la implantación del salario mínimo. Señalaban que debía pactarse el salario por
el libre acuerdo entre patronos y trabajadores y de un modo paternalista, que los

patronos tenían la obligación moral de pagar un “salario justo” a sus obreros….

En opinión de diferentes analistas de este período de la historia de Colombia,
el florecimiento del sindicalismo y el apoyo extendido a la clase trabajadora, si bien

tiene sus orígenes en normas legales y constitucionales, es más producto de la ac—

titud del Gobierno frente al manejo de los conflictos laborales, el cual hasta 1938

favorece a los trabajadores, interviniendo frente a los empresarios en apoyo de sus
demandas, inclusive en el caso de los trabajadores al servicio del Estado1 ”. Respecto

… HERRNSTADT, Ernesto. 77'tltrlda del dera/m racial colombiana.

“1 ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ….

“3 OSTAU DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. ¿-¡¡., p. 209.

… URRUTIA, Miguel. Óp. t-¡z., p. 1+0.
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de lo ocurrido en esos años, 340ncayo y Rojas señalan que las cifras “indican (entre
1935 y 1936) un momento de especial auge de la acción huelguista y la elevada pro—
porción de ellas solucionadas mediante la participación gubernamentalº““.

Esto se debió a que la “Revolución en Marcha” de Alfonso López Pumarejo
favoreció las masas trabajadoras desde todo punto de vista. Por ejemplo, la media—

ción gubernamental en los conflictos obrero—patronales consistió con frecuencia
en una presión del Ejecutivo sobre las compañías para que éstas negociaran e hi—

cieran concesiones. .. una prueba adicional del crecimiento del sindicalismo que
dependió en gran parte del apoyo que el movimiento obrero recibió del Ejecutivo,
reside en el hecho de que los sindicatos que crecieron con mayor rapidez en los
años treinta fueron los de los servidores públicos“.

Esta etapa que se caracteriza por la especial beligerancia del movimiento sin—

dical que con el apoyo del Gobierno y del partido del Gobierno, había adquirido
una preponderancia extraordinaria, y se había ido acrecentando, tanto en número
de sindicatos, como en la añliación de los mismos a la Central Obrera. También es
de anotar que comenzaron a fundarse por entonces las organizaciones sindicales de
segundo grado, o federaciones, entre las cuales parece que las más importantes, por
su volumen, por su influencia, y por su beligerancia en las zonas económicas que
afectaban, fueron la Federación Nacional de Ferrovías, la Federación Fluvial, Ma—

rítima y Portuaria, Fedenal, la Federación Nacional de Trabajadores de la Cons—

trucción )“ la Federación Nacional de Transporte por Carreteras Fenaltracar“7.

No sobra señalar que la política laboral del gobierno de López Pumarejo, in—

cluida la Reforma Constitucional de 1936, ya comentada, que eleva a nivel cons—
titucional el derecho a la huelga y el trabajo como una función social y le extiende
la especial protección del Estado, adicionadas a las Reformas Tributaria y Agraria,
implican enormes costos políticos y resistencia entre los dueños del capital, en es—

pecial entre los terratenientes“. Ante la polarización existente, “tal vez temiendo
que esa polarización se transformara en guerra abierta, López decide propiciar una

”5 MONCAYO, Víctor Manuel _v ROJAS, Fernando. Óp. ¿il., p. 57,

… URRUTIA, Miguel. 0'¡¡. ¿—¡1., p. 142.

“7 GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. (it.. p. 185.

”5 URRUTIA, Miguel. Óp. rif… p. 1—18. “No hace falta decir, sin embargo, que el prestigio de López entre las
clases bajas de la sociedad lo había adquirido a expensas de la hostilidad de aquellos que poseían tierras y te—

nían ingresos gravables. Así, en mayo de 1936 López había ya antagonizado al sector dela sociedad que hasta
entonces había monopolízado el poder en el país. Para balancear tan formidable oposición, López necesitaba
el apoyo de los débiles Así pues, él aterraría _r dominaría la élite económica haciendo salir a las calles a miles
de trabajadores decididos a apoyar la izquierda democrática a cualquier costo. La concentración de masas
del lº de mayo de 1936 fue organizada como una amenaza para la oligarquía desafecta“.
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distensión nacional proclamando, a fines de 1936, una “pausa” en la marcha re—

formista que había iniciado dos años antes”“. De ahí que al término del período

presidencial de López Pumarejo comiencen a replantearse las relaciones entre tra—

bajadores y empleadores.
Dentro de ese mismo orden de ideas, González Charry llama la atención res—

pecto de que,

hacia finales de 1938, se había acentuado ya una característica en el mo—

vimiento sindical, sobre todo en sus tácticas de lucha, que traía preocupado al

Gobierno. En realidad la estrategia de hacer coincidir diversas peticiones en dis—

tintos sectores para la misma época, con el objeto de que desembocaran simultá—

neamente en un mismo conflicto, y obtener por este medio indirecto una especie

de huelga general, ejerciendo así una gran presión sobre todo el país, y agregado a

eso la costumbre que pareció implantarse al declararse una huelga, de que los tra—

bajadores lejos de retirarse de las fábricas, permanecían dentro de ellas, preocupó

altamente al presidente López, quien ya en su mensaje al Congreso para solicitar

la aprobación de algunos proyectos presentados por el Gobierno, se quejaba de

la desorbitada beligerancia de los sindicatos. Y decía que, el Ejecutivo ha conse—

guido mantener una situación de equidad en los conflictos sociales, sin apelar a la

fuerza, _V sin instrumentos legales aptos para resolver dificiles controversias en—

tre el capital y el trabajo, agregando, que, la opinión pública incluyendo la de los

obreros, expresada por sus órganos autorizados, ha manifestado que es preciso

poner un dique al abuso del derecho de huelga, que está debilitando la causa de

los trabajadores y promoviendo la desconñanzaºº.

Así mismo, Alfonso López en mensaje al Congreso señaló:

... el hecho de la sindicalización )" el hecho de la huelga, es decir, la organiza—

ción de los obreros, entra a formar parte del nuevo equipo que el hombre de Esta—

do tiene que manejar, bien o mal, pero sin prescindir de ninguno de sus elementos.

Esa organización no es, desde luego, ventajosa para el capital, y mucho menos lo

es para la economía. Si se pudiera conseguir un retroceso en las conquistas que
ha obtenido la organización obrera, tendríamos ante nosotros un problema más

grave: una gran masa de jornaleros urbanos y rurales errantes por el país, bus—

cando ocupación por bajo salario, destrozándose a sí misma en una competencia

… ARCHILA, Mauricio. Ó¡;_ m., p. 254.

”º Mensaje del presidente López del 16 de marzo de 1938, Oficio No. 527 de la Presidencia de la República,

Imprenta Nacional, p. 333. Tomado de GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Op. cit., p. 186.
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miserable, sometida al capricho de los patronos, subordinada a sus intereses no
sólo material sino moral y políticamente, y propensa a las revueltas )“ motines por
la inseguridad de la subsistencia. La organización, en cambio, al crear el sindica—

to, restringe la libertad del patrono para licenciar sin causa justiñcada sus obreros,
pero devuelve a éstos la estabilidad, que se traduce fatalmente en una mayor capa—
cidad económica….

El análisis de los desarrollos de esos ocho años de gobierno liberal resulta del
mayor interés pues parecería que, así como la política del gobierno conservador
había llevado a ese Partido a la pérdida del poder en las elecciones de 1938, en ese
año, a pesar de la oposición vigente al gobierno de López Pumarejo, ésta no llega
al extremo de que el Partido Liberal pierda las elecciones así sea evidente que los
dueños del capital y quienes se están viendo afectados con las políticas oficiales en
esta ocasión si tienen la fortaleza para sesgar al votante medio a su favor, de suerte
que el candidato del lopismo, Darío Echandía, pierde las elecciones frente a otro
liberal, Eduardo Santos.

Como lo señala Archila, desde el lanzamiento de la candidatura de Eduardo
Santos, el movimiento sindical se polariza entre las alas liberal y comunista. San—

tos “había criticado abiertamente cualquier acuerdo entre comunistas y liberales,
dejándole a la izquierda la única posibilidad de adhesión incondicional a la política
liberalº“ºº. Adicionalmente, desde 1936, había señalado los peligros de un “sindica—
lismo con vocación política y expresado el temor de que el clima de agitación social
en que el mismo se desenvolvía fuera aprovechado por los comunistas para utilizar—
lo como soporte en su lucha por imponer la dictadura del proletariado” ….

De manera pues que el impulso inicial que le imprime el Partido Liberal al
movimiento obrero se ve, en consecuencia, interrumpido con la llegada de Eduardo
Santos al poder. En opinión de unos porque no compartía el pensamiento lopista
referente a la protección de los trabajadores; en opinión de otros por la beligerancia
que habían adquirido los movimientos sindicales y por el temor al comunismo….

En opinión de Moncayo )" Rojas, la pausa y rectificación de la política laboral
se da,

Mensaje del presidente López al Congreso Nacional, Imprenta Nacional, 1939. pp, 188—205, 230, 231, 233—

234. Ibídem, p. 185.

”º ARCHILA, Mauricio. Óp. (it., 13. 259.

'º—* ACEVEDO CARMONA, Darío. Óp. ¿—¡¡., p. 133.

… MONCAYO,YíCt0r Manuel _v ROJAS, Fernando. Ó¡¡. i-¡¡., 13. 57 _v URRL'TIA, Miguel. Óp. m., p. 143.
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no tanto en razón de la disminución del número de asociaciones sindica—

les reconocidas durante su período (1938—1942), que no es tan significativa como

lo sugiere Urrutia, ni por los datos poco fehacientes sobre reducción de la activi—

dad huelguistica, sino por la clara política divisionista en el seno del movimiento

sindical, encaminada a cercenarle relativa capacidad combativa. Esa consigna di—

visionista es planteada por Santos, desde los comienzos de su mandato, como una

herramienta para evitar el desbordamiento de la lucha de clases“.

Siguiendo los lineamientos de la política de Santos en razón a que “las dispo—

siciones vigentes hacen obligatorios los procedimientos de conciliación y arbitraje

pero no contemplan el caso de que una de las partes no acepte el arbitramento y

haga así imposible la solución jurídica y equitativa del conflicto”'“, la Ley 24 de

1940127 reviste de facultades al Presidente para designar tribunales de arbitramento

en los conflictos de trabajo que se presenten en las empresas de navegación fluvial y

para dictar el fallo respectivo en caso de que el tribunal no pueda constituirse o que
se presente renuncia de las partes, previa aprobación del Consejo de Ministros.

Las intenciones intervencionistas del Gobierno de frenar las luchas reivindica—

torias se hacen evidentes en planteamientos como el reseñado en la Exposición de
Motivos del Proyecto de lo que seria la Ley 24 de 1940: “no puede darse una mayor
garantia. Es la responsabilidad del Gobierno la que se va a comprometer, y es lógico

pensar que en tales circunstancias lo que se resuelva será muy meditado y contem—

plará los diferentes aspectos de las cuestiones debatidas”ºs.

Respecto de la Ley 24 de 1940, Moncayo y Rojas señalan que el Estado con—

tinúa, por su parte, su tarea de perfeccionamiento de la legislación sobre huel—

gas. Para tal efecto, introduce nuevos casos de arbitramiento obligatorio, para el

º—º MONCAYO,YíCtM Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. z'íf., p. 60.

Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 24 de 1940. Anales del Congreso de la República.

Ley 24 de 1940 (sobre conflictos de trabajo en las empresas de navegación fluvial). Artículo 1": “De confor—

midad con los artículos 38 y 44 de la Constitución Nacional, la navegación por buques fluviales constituye un
servicio público, y por tanto, queda prohibida la cesación de trabajo y la paralización del servicio con motivo

de conflictos colectivos de trabajo en las empresas fluviales. Si en los conflictos colectivos de trabajo que se

presenten en tales empresas, cualquiera que sea su origen, no se llegare a un acuerdo directo entre las partes,

son obligatorios los procedimientos de conciliación y arbitramento, previstos en la Ley 21 de 1920. En caso
de renuencia de las partes o de una de ellas a someterse a la conciliación o al procedimiento arbitral. o si por
cualquier causa no puede constituirse el Tribunal, 0 constituido éste no sea posible acordar por mayoría una

decisión, corresponderá dictar el fallo arbitral a un tribunal de tres miembros, designados por el Presidente

de la República. El Gobierno determinará la manera como debe actuar el tribunal, en cuanto no estuviere

prevista por la Ley 21 de 1920, y fijará la remuneración de los árbitros que será pagada con fondos del Tesoro

Nacional. Para el cumplimiento del fallo, el Gobierno tendrá facultad de adoptar las medidas necesarias, y,

en especial, las que tiendan a evitar la suspensión de los servicios de navegación”.

… Exposición de Níotiyos del Proyecto de Ley de la Ley 24 de 1940. Óp. [it.
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evento de renuencia de cualquiera de las partes en las fases de arreglo directo o en
la conciliación,

... medida que permitía ahogar toda tentativa de huelga a través del fácil ex—
pediente de que los empresarios se negaran a la negociación previa exigida por la
legislación. En otras palabras, se hacía depender de la conducta del empresario,
de concurrir o no al arreglo, directo o a conciliación, la viabilidad y legitimidad
de la huelga. Bastaba al patrono con negarse a toda conversación previa, o a una
cualquiera de las fases anteriores a la declaratoria de suspensión para colocar el
movimiento obrero en imposibilidad de adelantar una huelga legítima*ºº.

Es precisamente en este período en el que prospera “una legislación que regu—
larizaba los conflictos obrero—patronales al instituir tribunales de intermediación y
conciliación, involucrando el conjunto de las peticiones de los trabajadores en un
todo orgánico llamado la Convención Colectiva de Trabajo””º.

De especial importancia es el Acto Legislativo No. 1 de 1940 que ordena la
creación de la Jurisdicción Especial del Trabajo, enmienda que permite más ade—

lante al presidente López, en su segundo gobierno, crear en forma muy completa y
satisfactoria dicha Jurisdicción, la cual se constituye en uno de los mejores instru—
mentos de la política laboral y de la paz social en Colombia"”.

Dentro del marco del interés del gobierno de Santos de reducir el fenóme—

no sindical “a su expresión gremial, y evitar que se convirtiera en instrumento de
agitación de la lucha de clases _v de ideales revolucionarios””º, se destaca la decla—
ratoria de ilegalidad de la huelga de Barrancabermeja _v la inclusión del transpor—
te ñuvial dentro de la lista de los denominados servicios públicos, los cuales tenían
prohibida la huelga (Decreto 1485 de 1942133).

Siguiendo la tradición frente a presiones de los trabajadores, el Congreso in—

troduce nuevas disposiciones en beneficio del contrato individual de trabajo como
es el caso de la Ley 53 de 19381“, que consagra garantías especiales para las madres
trabajadoras, licencia de maternidad remunerada y el derecho a no ser despedidas,

”º …MONCAYO,ViM0r Manuel _v ROJAS, Fernando. Óp. cit., p. 62.
”“ ACEVEDO CARMONA, Darío. Ópi t—¡¡., p. 134.

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m., p. 190.

ARCHILA, Mauricio. Óp. m., p. 261. “A diferencia de López, a Santos no le interesaba una estrecha relación
con la clase obrera, sino más bien el sometimiento de ésta a las políticas oñciales. Por otra parte la actividad
mediadora del Estado en los conflictos laborales llegó a su punto más bajo”.

… Decreto 1485 de 1942 (por el cual se dictan algunas disposiciones sobre conflictos de trabajo en las empresas
de transporte fluvial _v demás servicios públicos).

… Le_v 53 de 1938 (por la cual se protege la maternidad).
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y la Ley 35 de 1939135 que establece el descanso remunerado para ciertos días fes—

tivos —lº de enero, 20 de julio, 7 de agosto, 12 de octubre, 11 de noviembre y 25 de

diciembre—. La Exposición de Motivos a dicha Ley señala que con ella se busca
evitar frecuentes conflictos sociales que se presentan por cuenta de las reclamacio—

nes incluidas enilos distintos pliegos de peticiones en razón del reconocimiento de
la remuneración de esos días de fiesta. Igualmente allí se reglamenta el descanso
dominical. A su vez, la Ley 166 de 1941136 autoriza la utilización del auxilio de ce—

santía para la financiación de vivienda, al tiempo que la Ley 48 de 1942137 amplía
esa autorización, al permitir que las empresas particulares entreguen liquidaciones
parciales y definitivas de las cesantías para los fines que interesen a los empleados,
sin que ello implique la modificación del contrato de trabajo.

Es importante anotar que en 1940 la CTC se divide entre el sector comunista y
el liberal, que es minoritario. La resistencia obrera continúa, aunque depende ex—

cesivamente del Estado por el mantenimiento del apoyo a éste. En opinión de Ace—

vedo Carmona

en parte la prolongación de esa táctica se explicaba por la expectativa de

un retorno de López al poder y la profundización del proceso reformista adelan—

tado entre 1934 y 1936. Esta esperanza se mantendría viva en el período de San—

tos y renacería con la proclamación de la candidatura de López en 1941. El PCC

apoya con entusiasmo a López en su intento reeleccionista de agosto de ese año,

a pesar de que éste no mostraba ya los ímpetus del pasado“.

En estas circunstancias, se crea un nuevo clima que favorece el restablecimien—

to de la unidad en la CTC.
En 1942 se inicia la nueva administración de López Pumarejo. En esta opor—

tunidad la política implementada se aleja de la coyuntura reformista de 1934139, de

suerte que se interrumpe el apoyo al movimiento obrero a semejanza de lo ocurrido
desde los inicios del gobierno de Santos, política que se extiende por los siguientes
dos años.

Ley 35 de 1939 (por la cual se establece el descanso remunerado de los trabajadores en algunos días de fiesta).

”" Ley 166 de 1941 (por la cual se reforma la Ley 144 de 1929 _v la Ley 10 de 1934).

Ley 48 de 1942 (por la cual se dicta una disposición relativa a cesantias de empleados particulares). Artícu—

lo 1”: “Las empresas particulares. .. podrán efectuar liquidaciones parciales y definitivas de las cesantías. ..

para los fines que a ellos interese”.

… ACEVEDO CARMONA, Darío, Óp. (it.. p. 262. “El movimiento obrero se uniñcó en diciembre de 1941 para
adherir a la candidatura presidencial de López y para respaldar su acción gubernamental”.

¡.*—9 Ibídem, DA 263'
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Para ese entonces, la Segunda Guerra ¿Mundial está en su peor momento y la
economía crece lentamente, al tiempo que el proceso inflacionario lleva a los traba—

jadores a manifestarse a través de huelgas. La respuesta del Gobierno es de repre—
sión tanto de los conflictos en los sindicatos controlados por los comunistas como
por los liberales. Por su parte, los empresarios exigen “una reorganización de la si—

tuación social a través de un proyecto de Reforma Laboral que elimina en la prácti—
ca el derecho de huelga”, proyecto que logra ser frenado temporalmente por la CTC
y el Partido Comunista…

Para Moncayo y Rojas,

los conflictos en el interior de las clases dominantes no cesaban, pues
existía temor al desbordamiento de la lucha de clases y se desconñaba de la ca—

pacidad institucional para controlar efectivamente, en determinado momento, la
lucha reivindicativa. El presidente López Pumarejo se encontraba en una ver—

dadera encrucijada, pues debía dar satisfacción simultánea al movimiento obre—

ro que lo apoyaba irrestrictamente y a las clases dominantes que dudaban de su
capacidad de control de la lucha de clases. El momento de las definiciones no se
hace esperar y es provocado directamente por el intento de golpe de Estado del
10 de julio de l944'“.

El Golpe de Estado de Pasto, liderado por el general Gil, se ve truncado en ra—

zón del apoyo extendido por los trabajadores al gobierno constitucional de López
Pumarejo. Esta situación abre el espacio para la introducción de reformas al dere—
cho laboral, reformas que de tiempo atrás el Gobierno venía tratando de tramitar,
sin éxito, ante el Congreso“.

Para hacerle frente al Golpe de Estado, inicialmente el Gobierno recurre al uso
de las facultades extraordinarias que le confiere el Artículo 121 de la Constitución,
declara el estado de sitio (Decreto 1778 de 1944143) y somete los conflictos colectivos
que no se arreglen directamente a conciliación obligatoria en Tribunal de Arbitra—
mento. No obstante, así mismo establece que mientras dure el estado de sitio queda
prohibida la clausura de actividades que impliquen despidos o la cancelación del
contrato laboral de trabajadores sindicalizados o disminuir los salarios. Enseguida

““ Í/¡ídem.

”' 1VIONCAYO,VÍCtM Manuel )“ ROJAS, Fernando. Óp. ¿'¡I., pp. 62—63.

… Exposición de Nlotívos del Proyecto de Ley de la Ley 6 de 1945 (por la cual se dictan algunas disposiciones
sobre convenciones de trabajo, asociaciones profesionales, conflictos colectivos )“ Jurisdicción Especial del
Trabajo). Anales del Congreso de la República.

Decreto 1778 de 1944 (por el cual se dictan algunas disposiciones sobre conflictos de trabajo)
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el Gobierno y en uso de las mismas facultades que le otorga el estado de sitio expide
el Decreto Legislativo 2350 de 1944“*. Para esos efectos el Presidente interpreta,

como se anotó anteriormente, que las facultades del Artículo 121 pueden ser utili—

zadas para fines de “orden público—económico”. Esa interpretación por los siguien—

tes veinticuatro años se va a convertir en la principal herramienta del Gobierno

para la toma de las más diversas decisiones.
Las normas incluidas en el Decreto Legislativo 2350 de 1944, que incorpora

al ordenamiento jurídico una serie de iniciativas que favorecen la clase trabajadora,

en la práctica recogen parte de las conquistas obtenidas en diversas convenciones
colectivas negociadas entre trabajadores y empresarios. El presidente López Pu—

marejo explica la necesidad de las normas incluidas en el Decreto en los siguientes
términos:

. las leyes existentes son insuficientes, son contradictorias, son ineficaces

para prevenir tales conflictos, y no los encauzan hacia desenlaces de justicia sino

con lentitud exasperante. La huelga, la fuerza sindical, la coacción, imponen des—

pués de un tremendo forcejeo que altera la paz social, ventajas que muchas veces

han sido reconocidas a las clases asalariadas por las propias leyes. El Gobierno ca—

rece de medios para hacer aceptar sus dictámenes y por tanto sus intervenciones

son generalmente estérilesHS

En la justificación de Alfonso López Pumarejo de la presentación del Proyecto
de Ley de lo que más tarde sería la Ley 6 de 1945, que incorpora al ordenamiento

jurídico el Decreto 2350 de 1944, se hacen evidentes las diñcultades que de años

atrás venia teniendo el Gobierno con la expedición de normas orientadas a proteger
el derecho de los trabajadores146

Decreto Legislativo 2350 de 1944 (por el cual se dictan algunas disposiciones sobre convenciones colectivas de

trabajo y asociaciones profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción especial del trabajo).

“5 SARKIS, Bassam )" N1ERLANO Jorge. Adnzi¡zixnrzríón de los ¿'onfliftox laborales. La negociación ¿alev/ita en Ca—

lambia, Bogotá, Legis Editores S.A., 1990, p. 70.

“” SILX % ROMERO, Marcel. Óp. [it, p. 96 “En la Circular del 30 de septiembre de 1944, López manifiesta:

pero el Gobierno quiere evitar y tiene la obligación de exitar si está en sus manos el instrumento para ha—

cerlo, esa agitación social reemplazando aquellas disposiciones de emergencia restrictix as 0 represix as por
métodos que canalicen nuest1 os conflictos sociales hacia soluciones pacíñcasv razonables. No pretende le—

gislar sino hasta tanto que el Congreso determine una nuexa situación, bien dando el carácter de le)es per—

manentes alos decretos extraordinarios, bien rectiñcándolos o derogándolos. Esa es su responsabilidad, pero
la del Gobierno no termina sino cuando el Congreso asuma la suya. Entre tanto, y con la aplicación de los

decretos, habrá tiempo para conocer mejor los defectos de sus normas, sus errores, sus vicios, y las Cámaras

podrán resolver lo que mejor le convenga, en una atmósfera relativa de tranquilidad, libres de la influencia

de circunstancias apremiantes_v dificiles”.
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el Gobierno procede con la certidumbre de que si se levantara el estado
de sitio antes de que existieran disposiciones que regulen de manera ordenada,
prudente y eficaz las relaciones entre el capital y el trabajo, y sin que las autori—

dades administrativas hayan podido contener el encarecimiento constante de los
artículos de primera necesidad, se desataría una agitación social sin precedentes,
una ola de huelgas y desórdenes que se han aplazado por las medidas provisiona—
les indicadas y por la abnegada voluntad de los trabajadores de no acumular nue—

vas dificultades sobre un régimen que saben animado de los mejores propósitos
con ellos….

Estas dificultades también se evidencian en la Exposición de Motivos presen—
tada por el Gobierno:

el Gobierno os presenta... las iniciativas que juzgó indispensable adop—

tar bajo el imperio de las facultades de emergencia para remozar una legislación
del trabajo a todas luces anacrónica y para prevenir o resolver conflictos sociales
cuya agudización habría contribuido a retardar el retorno a la normalidad o a ha—

cer de ésta un simple armisticio entre intereses cada vez más antagónicos y me—

nos conciliables“º.

Más adelante la misma Exposición de Motivos afirma que:

jamás ha considerado ni sostenido el Gobierno que el Decreto Legisla—
tivo 2350 de 1944 cuyas normas se reproducen en este Proyecto de Ley, sea una
obra perfecta y, por lo mismo, que no adolezca de vacíos o equivocaciones, que no
puedan formulársele críticas y reparos razonables, que no deba aspirarse a me—

jorarlo. Muy al contrario, nos hemos empeñado en estimular la controversia pú—

blica y en vez de esperar las objeciones, hemos ido por todas partes a solicitarlas
o provocarlas. Lo que no podíamos admitir, y no admitimos, es que el temor a

errar fuera bastante para justiñcar la inacción ante fenómenos de tremenda in—

equidad y ante situaciones de peligrosa capacidad explosiva. Y por eso preferi—
mos actuar. . . ”º.

Y continúa:

… LÓPEZ, A. Tomado de diario El Tiempo, octubre de 1944.

'“ Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 6 de 1945. Óp. vit.

“” Ibídem.
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. al someter sus iniciativas a vuestra consideración, deja en manos del

Congreso el decidir soberanamente si las prohíja, dándoles estabilidad definitiva;

si las modifica en su esencia, o apenas en los aspectos incidentales que la opinión

pública y la experimentación de los primeros días indiquen como equivocados,

prematuros o inconvenientes; o si las revoca y desestima para regresar sencilla—

mente a las regulaciones en vigor el “diez de julio. .
.”15º.

Para terminar señalando,

al propio tiempo, sin eludir la que le corresponde, y que asumió sin re—

servas ni vacilaciones, por haberlas promulgado como decretos—leyes, el Gobier—

no os traspasa la responsabilidad que hasta ahora gravitaría exclusivamente sobre

sus hombros en cuanto a las implicaciones que el mantenimiento, el avance o la

rectificación de esa política social puede tener sobre las relaciones entre el capi—

tal y el trabajo y, por lo mismo, en la consolidación o el desquiciamiento de la paz
interior del país….

Después de señalar las diversas ocasiones en que durante más de ocho años se

presenta al Congreso y a la opinión pública el contenido del Decreto Legislativo
2350, añade que:

el aplazamiento sistemático de preceptos en cuya esencia se hallan todos

acorde, va agotando la paciencia y excitando la rebeldía de quienes dependen de

esas fórmulas para subsistir como hombres; y entonces el deber primordial del

Estado es prevenir el estallido de la desesperación popular, cancelando alguna vez

la interminable controversia. Así lo hizo el Gobierno por medio del Decreto 2350,

asumiendo ante vosotros, ante la historia y ante la nación colombiana, la total res—

ponsabilidad de su determinación …'53.

Este Decreto, que posteriormente es incorporado al ordenamiento jurídi—

co como la Ley 6 de 1945, compromete la fe del Estado como garantía para con
las asociaciones sindicales, prohíbe el despido de los dirigentes sindicales excep—

ción hecha de los empleados públicos —fuero sindical— y el esquirolaje, disposicio—

nes que fortalecen el derecho a la huelga, así no restrinja el derecho al trabajo de

aquellos trabajadores no sindicalizados que quisieran reincorporarse a la actividad

”" ¡[¡¡¡/em.

5 Ibídem.

52 lbídem.

2 5
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productiva…. Adicionalmente, la Ley consagra el sindicato de empresa como la
base de la organización sindical y el Artículo 39 los deñne como “los que están for—

mados por individuos de varias profesiones, oñcios o especialidades, que prestan
los servicios en una misma empresa”, al tiempo que establece que “son la base de
la organización sindical. .. por lo mismo, dentro de una misma empresa no podrán
existir dos o más sindicatos de trabajadores. Si de hecho los hubiere subsistirá el
que tenga mayor número de añliados””*. De esta manera, en opinión de González
Charry, se “aseguraba en un aspecto la paz social, evitando conflictos intersindica—
les, y tratando también la intervención de las empresas en la formación de los or—

ganismos sindicales”“3
Por otra parte, la misma Ley autoriza la retención de aportes para el financia—

miento de los sindicatos y les asigna la representación de sus afiliados, la presen—
tación de pliegos de peticiones, la designación de comisiones disciplinarias o de
reclamos, el nombramiento de árbitros y celebración de convenciones colectivas y
si es el caso la declaratoria de la huelga. La Ley, así mismo, define qué se entiende
por contratos sindicales156 y convenciones colectz'vasl57.

… ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. rif… pp. 1 10—111. “El problema del esquirolaje está íntimamente ligado con el
principio de la libertad de trabajo. La Ley 83 de 1931, sobre sindicatos disponía que “los sindicatos no pue—
den coartar directa o indirectamente la libertad de trabajo. . .”. Por su parte, el Acto Legislativo No. 1 de 1936
reañrmó este principio al reconocer en su Artículo 15 que “toda persona es libre de escoger profesión u 0f'1—

cio. . .”. Las anteriores normas fueron complementadas en 1936 al expedirse el Código Penal, aún vigente, el
cual dice en su Artículo 308 que “el que fuera de los casos autorizados por la Ley, impida a otro el ejercicio de
su industria, comercio u oficio, o le fuerce a ejercerlos, o le impida abrir o cerrar establecimiento u oficina de
trabajo o negocio, o trabajar o dejar de trabajar en determinados días, incurrirá en arresto de tres (3) meses a
un año y en multa de 310 a 8500”. Las últimas normas citadas constituían una protección a medias contra los
esquiroles, pues si bien prohibían al patrono la celebración de contratos de trabajo con elementos extraños
a la empresa, no establecían protección de ninguna especie contra los trabajadores de la misma empresa o
establecimiento que quisieran sabotear la huelga. De allí que el Articulo 99 del Decreto Reglamentario 2127
de 1945 dijera que “nadie podrá impedir el trabajo a los demás, ni que se dedique a la profesión, industria o
comercio que le plazca, siendo lícito su ejercicio, sino mediante Resolución de las autoridades competentes
encaminada a tutelar los derechos de terceros o los de la sociedad". En forma aun más específica, el numeral
9 del Artículo 29 del mismo Decreto prohibía a los trabajadores “coartar la libertad ajena para trabajar o no
trabajar…”. Se presentaba entonces una contradicción entre dos principios: el de la libertad de trabajo y el
de la garantía del derecho de huelga que… además, había sido consagrado como norma constitucional por el
Artículo 20 del Acto Legislativo No. 1 de 1936”.

… OSTAL' DE LAFONT DE LEÓN. Francisco Rafael. Óp. ¿"il., p. 171,

155 GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m., p. 203.
…" Artículo 43: “Se entiende por ¿'oz¡tralr) sindim/ el que celebren uno o varios sindicatos de trabajadores con

uno o varios patronos o sindicatos patronales para la prestación de servicios o la ejecución de una obra por
medio de sus afiliados. Uno de los ejemplares del contrato sindical deberá depositarse, en todo caso, en el
Ministerio del ramo. La duración, la revisión _v la extinción del contrato sindical se rigen por las normas del
contrato individual de trabajo".

Artículo 46: “Cnnrenría'n rolertíca de trabajo es la que se celebra entre uno o varios patronos o asociacio—
nes patronales, por una parte, _V uno o Varios sindicatos o federaciones Sindicales… por la otra, para fijar las
condiciones que regirán los contratos individuales de trabajo durante su vigencia. Cuando de la convención
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Para que la huelga sea declarada legal se requiere, además de que su objeto sea

lícito, que se cumpla con los procedimientos establecidos en la Ley, que se limite a

la suspensión pacífica del trabajo y que sea votada por la mayoría absoluta de los tra—

bajadores de la empresa o por el sindicato a que esté afiliada más de la mitad de los

trabajadores. La declaratoria de ilegalidad de la huelga corresponde al Tribunal del

Trabajo.
Siguiendo la tendencia del pasado, la misma Ley (6 de 1945) amplía el lista—

do de actividades consideradas servicios públicos158 para las que queda prohibida
la huelga”º, al tiempo que no autoriza la conformación de sindicatos que no estén

exclusivamente integrados por empleados públicos.
En las empresas de servicios públicos que no dependan directa ni indirecta—

mente del Estado no queda autorizada la suspensión ni paralización de labores sino

mediante permisos del Gobierno, o con un preaviso a éste de seis meses cuando

menos, a fm de que puedan tomarse oportunamente las providencias que aseguren
la continuidad de la prestación del servicio. Las empresas que no sean de servicio

público no pueden cerrar operaciones sin preaviso de un mes a los trabajadores, sin

perjuicio de las indemnizaciones a que hubiese lugar.
Al tiempo que protege los derechos colectivos, la Ley 6 de 1945 sienta princi—

pios que deben guiar las relaciones laborales, entre los cuales se destaca el derecho

a trabajo igual, salario igual y la no discriminación por nacionalidad, sexo, edad,

religión, opinión política o actividades sindicales. Adicionalmente, la norma inde—

pendiza definitivamente la contratación laboral de las normas civiles y promulga

una legislación laboral especializada.

colectiva sea parte un sindicato o agrupación de sindicatos cuyos afiliados excedan a la tercera parte del total

de trabajadores de la empresa o empresas respectivas, las normas de la convención se extienden a todas las

personas, sean o no sindicalizadas, que trabajen o lleguen a trabajar en la empresa o empresas correspom
dientes. Las convenciones entre patronos y sindicatos cuyo número de afiliados no exceda del limite indi—

cado, y los pactos entre patronos )“ trabajadores, no sindicalizados, solamente serán aplicables a quienes los

hayan celebrado o adhieran posteriormente a ellos. Las decisiones arbitrales sobre conflictos colectivos de

trabajo tienen la misma fuerza delas convenciones colectivas, en los términos y con el alcance respectivo que

se indican en el presente Artículo”.

Articulo 50: “Además de la Administración Pública )" del Órgano judicial, son servicios públicos en relación

con el derecho de huelga: las empresas de transporte por tierra, agua y aire, y las de acueductos, energia eléc—

trica _v tclecomunicaciones, siempre que presten sus servicios al público por cuenta del Estado o mediante con—

cesión de éste o con sujeción a tarifas, condiciones _v reglamentos que el Estado señale. La higiene pública, el

asco de las poblaciones y las instituciones de asistencia pública y beneficencia, como hospitales, clínicas. asilos

_v hospicios. Las plantas de leche, las plazas de mercado _v mataderos pertenecientes a entidades públicas".

Además de la Administración Pública y del Órgano Judicial, incorpora: las empresas de transporte por tie—

rra, agua y aire; las de acueductos, energía eléctrica y telecomunicaciones, siempre que presten sus servicios

al público por cuenta del Estado o mediante concesión de éste o con sujeción a tarifas, condiciones y regla—

mentos que el Estado señale; la higiene pública, el aseo de las poblaciones y las instituciones de asistencia

pública y benefrcencia, como hospitales, clínicas, asilos _v hospicios; y las plantas de leche, las plazas de mer—

cado y mataderos pertenecientes a entidades públicas.

27



128 Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

De otra parte, la Ley 6 precisa qué se entiende por contrato de trabajolºº e intro—
duce o extiende prestaciones sociales adicionales a las ya incorporadas a dicho con—
trato. Dentro de éstas, está el derecho a la remuneración extra por trabajo diurno y
nocturno sobre la jornada diurna fijada entre las 8 a.m. y las 12 p.m. y el que la pérdi—
da del derecho a la cesantía, por despido originado por mala conducta o por incum—
plimiento del contrato de trabajo, quede limitado tan sólo a la fracción de los tres
años en que ésta no se encuentre consolidada. Así mismo, el Artículo —lº incluye por
primera vez los procedimientos a seguir para la fijación del salario mínimo legal.

Pero, más importante aun, es que la Ley reglamenta el derecho a la indemni—
zación por accidentes de trabajo y por enfermedades profesionales y el auxilio por
enfermedad no profesional, al tiempo que establece el derecho a una pensión de
jubilación después de veinte años de trabajo y cincuenta años de edad, equivalente
a dos tercios de los salarios devengados —mínimo 840 y máximo 8200 al mes—, los
cuales quedan a cargo de la empresa hasta tanto no se reglamente su prestación por
parte de una empresa encargada para esos efectos. Cabe destacar que para ese año,
la expectativa de vida al nacer era de cuarenta y un años por lo que esos parámetros
parecían perfectamente razonables.

El Artículo 39 de la Ley 6 de 1945 es demandado y declarado exequible por la
Corte Suprema de Justicia en 1948. Al respecto, la Sentencia anota:

. según el Artículo H de la Constitución de 1936, similar al 47 de la de
1887 y a los cánones que establecen como obligación social la del trabajo y que le

otorgan a toda persona residente en Colombia la libre escogencia de profesión u
oficio, es posible la formación de agrupaciones de trabajadores para que mediante
ellas fomenten éstos y defiendan los intereses que les sean comunes'º'.

No obstante, la Sentencia considera que la expresa prohibición de la existencia
de dos o más sindicatos en una misma empresa da fin al paralelismo sindical “de tan
permisivas consecuencias para la organización de los trabajadores, que sí permitía

“'“ Artículo 1": “Hay contrato de trabajo entre quien presta un servicio personal bajo la continuada dependencia
de otro, mediante remuneración, _v quien recibe tal servicio. No es, por tanto, contrato de trabajo el que se
celebra para la ejecución de una labor determinada, sin consideración a la persona o personas que hayan de
ejecutarla y sin que éstas se sujeten a horario, reglamentos o control especial del patrono. A falta de estipu—
laciones lícitas escritas, el contrato de trabajo se entenderá celebrado de conformidad con los modelos que
el Gobierno promulgue, previa audiencia de comisiones paritarias de patrones _v trabajadores, _v las obliga—
ciones recíprocas que de el emanen se tendrán por ajustadas en las condiciones usuales en la región que sean
más acordes con la aptitud del trabajador y con la naturaleza del negocio. Los modelos a que el presente ar—

tículo se refiere, no podrán contener estipulaciones más gravosas para los patronos ni menos favorables para
los trabajadores, que las señaladas por la Ley”.

"" Gaceta Judicial, tomo LXIY, No. 2060—61, mayo de 1948, magistrado ponente Gerardo Alvarado.
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el anterior sistema dando lugar a la creación de “fuerza de choque” por parte de los

patronos, produciendo con ello el debilitamiento y desmoralización de los sindica—

tos y escindiendo el espíritu de unión y solidaridad en que está cimentada la fuerza

y defensa de las mencionadas organizacionesº”ºº.
No obstante, cabe destacar que la protección del sindicalismo de empresa, al ha—

berse otorgado todas las facultades, se hace a costa del cercenamiento del derecho de

las federaciones a presentar pliegos de peticiones y a declarar la huelga, y es lo que en
últimas golpea la negociación de las federaciones, sindicatos a los que Silva Romero

atribuye “los grandes éxitos laborales de la época de Fedenal y Ferrovías, demostran—

do potencialidad para arrancar conquistas como la estabilidad absoluta en los ferroca—

rriles, ola cláusula de suministro de personal por los sindicatos a las empresas, seguro
”163social, salario mínimo, etcétera

Moncayo y Rojas se pronuncian en el mismo sentido:

la lucha reivindicativa se venía librando alrededor del mejoramiento de

las condiciones de la venta de la fuerza de trabajo, en las distintas unidades em—

presariales. .. pero tales conflictos se insertaban fácilmente dentro del contexto de

una federación sindical a la cual pertenecía el sindicato respectivo, circunstancia

que determinaba una rápida extensión de los efectos de los conflictos y desem—

bocaba en movimientos de connotación política. A ello contribuía, obviamente, el

régimen legal de las federaciones que les otorgaba los mismos derechos y prerro—

gativas de los sindicatos que las componían, entre los cuales estaba la declaratoria

de huelga y la capacidad de negociación colectiva… .

Las opiniones respecto de las motivaciones subyacentes a la Ley 6 de 1945 van

desde su lectura como una conquista de los trabajadores hasta considerar que ésa

era la forma utilizada por el capitalismo para debilitar los sindicatos.

Moncayo y Rojas señalan que es dificil identiñcar en las normas laborales el

balance desfavorable para las condiciones de la acción reivindicativa sindical. Esta

dificultad según los autores radica en las equivocadas interpretaciones que se hacen

acerca de la significación de las normas cuando se juzgan como importantes “con—

quistas” de la clase obrera.

Quizás pueda hallarse mayor claridad sobre su alcance y sentido en las pala—

bras del autor de las iniciativas, que en los diversos cntendimientos de los analistas

… Gaceta Judicial. Op. ¿"i/., Memoria al Congreso del Ministro de Trabajo, Higiene y Previsión Social, p. 9.

'“ SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., p. 101.

"“ MONCAYO, Víctor Nlanuel )" ROJAS, Fernando. Óp. ¿"il., p. 69.
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la normalidad sin mecanismos de integración que evitaran el desbordamiento de la

del movimiento sindical colombiano. Mientras que para Caicedo la Ley 6 de 1945
“marca un hito respecto a las conquistas legales de la clase obrera” y las medidas
del Decreto Legislativo 2350 de 1944 “implicaron conquistas sociales y laborales
de primer orden”, para el presidente López Pumarejo el Decreto Legislativo 2350
de 1944 busca simplemente “evitar a nuestra incipiente organización económica
cargas demasiado pesadas”, y es por ello que el “nuevo estatuto no será pues elo—

giado como revolucionario por quienes profesan principios extremos 0 utópicos”
ya que el Gobierno sólo busca “un régimen de paz social”“.

En concepto de estos autores, para el Gobierno era insostenible la prohibición
absoluta y general de la huelga dispuesta por el Decreto 1778 de 1944, pero igual—
mente era un riesgo incalculable e impredecible en sus consecuencias, restablecer

lucha de clases'“.

namental, no es tanto garantizar a la clase obrera mejores condiciones para su lu—

cha reivindicativa, sino impedir que ella se libre por fuera de los cauces del sistema
político, con las posibles consecuencias que ello podría tener sobre la estabilidad y

En opinión de Ostau de Lafont resulta evidente que la preocupación guber—

el orden….
Urrutia por su parte recurre a argumentos como los de Ostau de Lafont, res—

pecto del paternalismo del Estado.

[65

IN)

"¡7

168

Llama la atención entonces, que la mayoría de las normas sociales laborales
en Colombia, han sido establecidas por el Ejecutivo mediante decretos de esta—
do de sitio, con el propósito de controlar el conflicto social de forma paternal. Tal
paternalismo está presente en el hecho de que, ante la perturbación del orden pú—

blico, el Ejecutivo responde con la expedición de normas laborales que nunca se
cumplen, que además, resultan antidemocráticas, por cuanto no surgen del Le—

gislativo, y no corresponden a nuestra realidad socioeconómica“.

Urrutia señala adicionalmente ue hasta 1946
3

debido al exceso de mano de obra las huelgas no podían ser efectivas si el
Estado no íntervenia. La más efectiva era entonces la huelga ilegal, pues el Estado

Ibídem, p. 65.

1/¡ídm¡, p. 66.

OSTAU DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. cit., p. 189.

URRL'T1A, Miguel. Óp. m., p. 202.
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tenía que intervenir en ella y, por razones políticas, frecuentemente intervenía a

favor de los trabajadores. Las huelgas eran cortas porque sin fondos los sindica—

tos no podían hacer huelgas largas, y la huelga sólo se hacía para lograr la inter—

vención del Estado y no para afectar las utilidades del empresario. .. El Gobierno

sólo estaba interesado en ayudar a los sindicatos que pudieran movilizar un gran
número de votos'ºº.

Adicionalmente maniñesta que, después de 1946 la huelga se vuelve un instru—

mento efectivo al limitar la libertad del empresario para enganchar esquiroles170 y

por ende el empresario no puede romperla.
Con la renuncia a la Presidencia de la República de López Pumarejo en 1945

y la asunción del poder por el resto del período presidencial por parte de Alberto
Lleras Camargo rápidamente se da marcha atrás en la política que favorecía el for—

talecimiento de la clase trabajadora. Frente a una huelga de la Federación de Traba—

jadores del Río, la declaración de ilegalidad de la misma y el consecuente despido
masivo de un gran número de trabajadores se desbarata uno de los sindicatos más
fuertes del país….

El presidente Lleras justifica las medidas según Mauricio Archila “aduciendo

que era necesario destruir la idea acerca de la existencia de “dos gobiernos, uno en
Bogotá y otro en el río Magdalena” y califica al movimiento como un acto de sedi—

ción Comunista”“”. En el proceso de la huelga se revive la división entre liberales

y comunistas al interior de la CTG, de ahí que,

viendo la dura represión que se venía encima, el 26 de diciembre la Fe—

denal propuso levantar la huelga sobre la base de un acuerdo que implicaba la

ausencia de represalias y la conformación de un comité de arbitraje con participa—

ción obrera. Desconociendo esta propuesta, el ala liberal de la CTC se pronunció
el 28 de diciembre por el levantamiento de la huelga sin ninguna condición. Ante

esta resolución, seis miembros confederales comunistas manifestaron su recha—

zo... La división confederal repercutió entre los huelguistas, pues algunos sec—

tores decidieron levantar el paro. Observando esta muestra de debilidad sindical,
173los empresarios navieros redoblaron su ofensiva

“'” Ibídem, p. 25.

”" ]l;í1/em.

… ¡[¡¡¡/em, p. 203.

… ARCHILA, Mauricio. Óp. m., pp. 268—269.

… Ibídem, pp. 268—269.
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Esta situación, en opinión de Urrutia, ilustra también hasta qué grado el mo—

vimiento obrero dependía de la simpatía del Gobierno. Aunque no era ni mucho
menos la primera huelga ilegal en el Río, era la primera en la que el Gobierno había
decidido atenerse a la letra de la Ley. Cuando el Gobierno permitió que los esquiro—
les usaran su derecho constitucional al trabajo y retiró la protección legal dada a los
huelguistas, así como la prohibición de expulsar a los líderes obreros, el sindicato
más grande y más fuerte del país quedó roto en unos pocos días….

Para Urrutia esta huelga constituye un punto crucial en la historia del movi—
miento obrero, pues señala el comienzo del fin de su orientación política. La huelga
tuvo muchas razones, pero las dos que se indicaron entonces con mayor frecuencia
fueron: la división interna dentro del Partido Comunista que controlaba a la Federa—

ción, y una retaliación de los comunistas contra Alberto Lleras por su ataque contra
Molotov en la Reunión de las Naciones Unidas en San Francisco. Pero también ha—

bía razones económicas. Los períodos de la guerra y la posguerra se caracterizaron
por una inflación sustancial y los salarios no aumentaron al ritmo de los precios“.

En algunos medios sindicales, se criticó mucho la actuación del presidente
Lleras, con el argumento de que hubiera podido manejar el conflicto en otra forma
sin dar ese golpe al movimiento sindical. Silva Romero frente a la huelga de Fedenal
señala que “es a partir de la escogencia de Lleras como sucesor de López, en 1945,
cuando se inicia el control del Estado por la derecha que va a empapar a la mayoría
de las élites””º. Y continúa:

Lleras observa una de las grandes debilidades de las direcciones del movi—

miento sindical consistente en que no tiene respaldo político popular, ni siquiera
de sus propias bases, y se atreve a lanzar esa campaña de represión total contra los

trabajadores del río Magdalena presuponiendo la ausencia de movilización polí—

tica que pudiera poner en peligro la estabilidad del régimen”? Así, apoyándose
en el sindicato ferroviario, en los sectores “turbayistas” dentro de la CTC, con el
silencio cómplice de Gaitán, el gobierno “liberal” de Lleras Camargo, a ñnales de
1945 destruye la organización de los trabajadores del río Magdalena, aplicándole
las prohibiciones legales del derecho de huelga en empresas de transportes”.

URRUTIA, Miguel. Óp. ¿"¡/., p. 203v “A pocos días de estar el presidente Lleras en el poder, la Federación de
Trabajadores del Río declara la huelga incumpliendo las disposiciones legales aplicables a esa industria, lo

que le permite declararla ilegal y, en consecuencia, licenciar a todos los trabajadores, destruyendo el sindi—
cato más fuerte del país en cosa de pocos días“.

… Íbí/Ífm.

"" SILVA ROMERO, Marcel. Óp. cit., p. 110.

”7 Ilrídem.

… Ibídem, p 113.
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En opinión de otros autores, la posición asumida por el Gobierno responde

a la necesidad de mantener el orden y la estabilidad social por la beligerancia que
habían adquirido los sindicatos, especialmente influidos por los comunistas. Tal

testimonio se encuentra en González Charr_v quien señala que en algunos medios

sindicales, se criticó mucho la actuación del presidente Lleras, con el argumento
de que hubiera podido manejar el conflicto en otra forma sin dar ese golpe al movi—

miento sindical. De ahí que el analista considere que,

la conducción del movimiento por la Fedenal y el comportamiento de

los líderes comunistas que lo manejaban, no solamente fueron injustas con el

Presidente, sino que fueron políticamente desacertados e inoportunos. .. porque
Alberto Lleras no era una unidad aislada dentro de un Gobierno cuyo régimen

concluía, sino que dentro de la política social liberal había sido uno de los soste—

nedores más firmes de la política del régimen y muy particularmente de la ade—

lantada por el presidente López“º.

Independientemente de la lectura que se le dé a la actuación de Lleras Camar—

go, la realidad es que su gobierno expide el Decreto 2313 de 1946… que regula has—

ta el más mínimo detalle de los procedimientos a seguir para la formalización de la

personería jurídica de los sindicatos y de su funcionamiento. De otra parte, incluye,

adicionalmente, la responsabilidad de los sindicatos de asumir funciones jurisdic—

cionales entre los afiliados (Artículo 64): a las federaciones les atribuye, entre otros,
la función de servir de tribunal de apelación contra cualquier medida disciplinaria

adoptada por una de las organizaciones añliadas, la de dirimir controversias que se

susciten entre los miembros del sindicato y la de resolver diferencias entre dos o

más organizaciones federadas.
El Artículo 40 del mismo Decreto exige la mayoría de la mitad más uno de afi—

liados para declarar válidamente la huelga, se refiere en forma específica al sindica—

to de empresa y señala que la preferencia de éste para declarar la huelga sólo tiene

efecto cuando en él se agrupen más de la mitad de los trabajadores de la respectiva

empresa. De no ser así, “el sindicato de empresa precisa, como cualquier otra clase

de sindicato minoritario, la adhesión de otros trabajadores de la misma empresa en
número tal que, sumado al de los miembros del sindicato de empresa, complete la

mayoría absoluta exigida por la Ley para declarar la huelga”.
Este planteamiento lleva a Escobar Uribe a concluir que:

“" GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Op. cit.. p. 202.

'“” Decreto 2313 de 1946 (sobre sindicatos).
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bajo la vigencia del Decreto 2313 de 1946 correspondía al sindicato de
empresa declarar la huelga, siempre y cuando él agrupara más de la mitad de los
trabajadores respectivos. Si no había sindicato de empresa o, habiéndolo, sus añ—

liados no excedían de ese número, correspondía hacer la declaración de huelga al
sindicato, cuyo número de afiliados excediera la mitad de los trabajadores de la

empresa. Si no había sindicatos o, habiéndolos, ninguno tenía el número de afilia—

dos indicado, correspondía a la mayoría absoluta de los trabajadores de la empresa
o empresas respectivas declarar la huelga, fueran o no esos trabajadores afiliados
a sindicatos….

Las Federaciones sindicales, por su parte, de conformidad con lo preceptuado
por el Artículo 64 del Decreto 2313 de 1946, sólo podían declarar la huelga, cuando
obtuvieran autorización expresa de los sindicatos de empresa, para cada caso.

Este Decreto, según diversos analistas, interfiere de manera no despreciable
con los derechos de asociación de los trabajadores, al quedar el Ejecutivo con am—

plias facultades reglamentarias para intervenir por la vía administrativa con el mo—
vimiento sindical. Para Silva Romero,

es realmente un estatuto policivo para impedir el accionar sindical si se
llega a separar un ápice de la voluntad del censor gubernamental. .. En muchas
intervenciones públicas, el presidente Lleras hizo énfasis en su respeto a los sin—

dicatos pero dentro de los marcos de la Ley. .. Esto se traduce en cómo permitir
la actuación sindical pero dentro de los parámetros y condiciones que él mismo
establece….

Así mismo el analista anota ue? 3

hoy en día hasta las publicaciones más derechizantes reconocen la ani—

madversión de Lleras contra el sindicalismo, demostrada en primer término en
la utilización de su capacidad reglamentaria para erigir las más increíbles ba—

rreras para un mínimo desarrollo de sus posibilidades )" fortiñcar el control de
Gobierno sobre el sindicalismo, independientemente del partido político que lo
esté ejerciendo y a alejarlo totalmente de cualquier ingerencia en los asuntos del
Estado"”.

““ ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. m., pp. 94-95.

'” SILVA ROMERO, Marcel. Óp. t-¡f., p. 119.

… ] 17ídem.
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Moncayo y Rojas señalan respecto de este período que,

tras. .. acciones estatales, bien representativas de un profundo viraje en la

política laboral, aparece el efecto de fondo de la misma, que es la materialización

del propósito central de la nueva política; desmoronamiento y destrucción de la

organización sindical, que había sido útil a las clases dominantes durante todo el

período de la República liberal y que representaba, ahora, un riesgo evidente para
la estabilidad del sistema. En este momento ya está superada la necesidad de legi—

timación ideológica aportada por el movimiento obrero, por cuanto la burguesía

ya ha labrado y consolidado efectivamente un lugar dentro del bloque de las cla—

ses dominantes….

Archila señala que “el liberalismo cerraba la hipérbole que había trazado en
dieciséis años de gobiernoz de un reformismo que abría esperanza en reivindicacio—

nes sociales se concluía con la quiebra del esquema institucional sindical que había
”185contribuido a crear

Para Bergquist,

las dos series de reformas —las leyes de Reforma Agraria y Laboral a co—

mienzos y mediados de los años treinta— fueron, ante todo, una reacción ante la

supuesta amenaza insurgente contra la hegemonía política y social de la clase go—

bernante. Las concesiones que implicaban para los trabajadores urbanos y rura—

les fueron aprobadas y toleradas por elementos importantes de la clase dominante

mientras el movimiento laboral dio muestras serias de amenazar su posición. Una

vez vencido el poder independiente del movimiento laboral y una vez que sus or—

ganizaciones fueron canalizadas hacia la cooperación con el Estado y la alianza

con el Partido Liberal, estas políticas reformistas fueron abandonadas y luego re—

emplazadas por otras de signo contrario“.

Claramente la situación descrita pone en evidencia el giro que se venía produ—

ciendo en el balance de poderes entre los grupos de interés. La fortaleza que tuvo
la clase trabajadora para llevar al poder al Partido Liberal en 1930 se había debili—

tado frente a la capacidad de los dueños del capital para combatirla. El resultado,
así fuese consecuencia de la división de los trabajadores o del uso de la fuerza de

… NIONCAYO,VíCtOI' Nlanuel y ROJAS… Fernando. Óp. ¿"¡/., p. 75.

… ARCHILA, Mauricio. Óp. m., p. 269.

'“ BERGQUIST, Charles. Óp. (¡I… p. 301.
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los dueños del capital, sesgó al votante medio, quien le extendió su apoyo a Lleras
Camargo para que debilitara el movimiento sindical.

Para 1945 la población colombiana supera los diez millones de habitantes, 37
por ciento más que a comienzos de la hegemonía liberal (1930—1946) y la participa—
ción de la que habita en las áreas rurales ha caído de 71 por ciento en 1938 a 66 por
ciento en 1945, al tiempo que el sector agrícola ha disminuido su participación en
el PIB a 40,3 por ciento y el industrial, sumado a los servicios, ya supera el 24 por
ciento. Simultáneamente, como consecuencia de las barreras impuestas al comercio
exterior, su participación en el PIB cae de 24,7 por ciento en 1938 a 17,1 por ciento
en 1945, cifras que claramente señalan la tendencia vigente en ese entonces a cerrar
la economía, paradójicamente más por motivos fiscales o cambiarios187 que como po—
lítica de desarrollo.

Moncayo y Rojas señalan que por estos años ya era evidente la concentración
de la propiedad industrial. “Podría decirse que en el transcurso del siglo Colombia
pasa de ser un país eminentemente agrícola con enorme concentración de la pro—
piedad dela tierra a un país semi industrializado con un aparato productivo basado
en monopolios regionales o nacionales””“.

En lo que se refiere a los salarios (1933 y 1945), algunas estadísticas señalan que
los de los obreros en Bogotá después de haberse mantenido relativamente estables
en términos reales hasta 1943, caen en un 4 por ciento hasta 1945. No obstante, las
prestaciones sociales incorporadas en las normas legales implican un sobrecosto sig—
niñcativo de la mano de obra, el cual está representado, en parte, en menos horas
laboradas y, en parte, en costos contingentes o exigibles en el largo plazo. Algunos
de estos sobrecostos adicionales —pues no es fácil estimar el costo de todos ellos— al—

canzan a representar un 78,1 por ciento del valor de los salarios, por encima de 10

vigente a comienzos de siglo. No obstante, en términos del ingreso disponible de
los trabajadores esos mayores costos sólo se traducen en un incremento de 12,5 por
ciento en su ingreso, sin incluir lo que signiñca en términos de su poder de compra
el derecho a la protección por accidentes de trabajo, salud y pensión….

No sobra aclarar que gran parte de los mayores costos laborales originados en
los derechos incluidos en la Ley 6 de 1945, como es por ejemplo el derecho a una
pensión de jubilación, seguros de salud y accidentes o la cesantía son o bien con—
tingentes o bien tan sólo exigibles en el largo plazo, lo que permitía incorporarlos al
ordenamiento jurídico sin que ello implicase una carga financiera inmediata sobre

…? JL'ng'ITO, Roberto _v RINCÓN, Hernán. Óp. (¡I.

… MONCAYO,YíCt01'Manuel )" ROJAS, Fe……do. Óp. ¿—¡x.

'“" Ver anexo 3.2 “Costo de las prestaciones sociales asociado al salario originado por las normas laborales 1900—
2007”.
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el flujo de caja de la empresa. Esto, no obstante, no significa que los empresarios
estuviesen exentos de honrarlos cuando se tomaran exigibles. Estos compromisos,
en consecuencia, junto con la ausencia de reglamentación oportuna respecto de las
reservas o provisiones requeridas para poder atenderlos, se convertirán hacia ñna—

les del siglo XX en el principal factor de deterioro de las finanzas del Estado y de
las empresas privadas.

Años 1946 a 1958
La división del Partido Liberal entre quienes apoyan las políticas sindicales de iz—

quierda y quienes apoyan las de centro, más próximas a las conservadoras, sesga la
balanza del poder e induce en las elecciones presidenciales de 1946 el triunfo del
Partido Conservador, apoyado por la Iglesia Católica. Luis Carlos Sáchica anota al
respecto:

la división irreconciliable del Partido Liberal en 1945 en un ala popular
—el gaitanismo— y otra de centro, le hace perder el control del Gobierno. Adviene
un gobierno conservador, con ocasional colaboración liberal y un Congreso ad—

verso de mayoría liberal, cuya estabilidad sólo será posible, ante la airada y rebel—

de resistencia del partido perdedor de las elecciones, gracias a la implantación del
estado de sitio, al cierre del Congreso _v al imperio de fuertes medidas policivas””.

La Iglesia, que hasta ese entonces se oponía abiertamente a los movimientos
sindicales comienza a aceptarlos. Desde 1930 había empezado a desarrollar diver—

sos planteamientos para justificar su apoyo a la clase trabajadora y a los sindicatos
con el fin de hacerle frente a la doctrina comunista…. La filosofia de la Iglesia se
basa en la encíclica Rerum Novarum la cual admite el desarrollo pacífico de la fuer—

za sindical, es decir sin recurrir a la violencia, con respeto a la moral cristiana y, en
lugar de confrontar los derechos del capitalismo, en especial la propiedad privada,
su función es trabajar en colaboración con él en pro del bienestar colectivo.

Ostau de Lafont comenta que,

si bien es cierto que en el país la Iglesia consideró como elementos inde—

seables el sindicalismo y los movimientos sociales durante la hegemonía conser—

vadora, su actitud cambia en la década del cuarenta, cuando inicia por influencia
de la Iglesia europea, una política de organización de los trabajadores, teniendo

'”“ SÁCHICA, Luis Carlos. La Rejbrma Cr¡nxl¡ím*imm/ de 1968, p. 9.
"” ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. r¡¡., _v GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ….
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especial éxito entre los campesinos y pequeños mineros de Antioquia, Boyacá y

Cundinamarca”.

El presidente Ospina afirma al inicio de su gobierno que no se inspira su
administración

... en móviles agresivos, ni pretende darle a su obra divisa de partido. Actua—

mos dentro de un Gobierno de sincera unión nacional, para el que no existen pro—

pósitos distintos de los de continuar la marcha ascendente que en el presente siglo
ha seguido el país. .. No habrá retrocesos ni pasos en falso en la cuestión sindical. ..
Necesitamos una clase obrera fuerte y unida sin divisas políticas ni confesionales,

que responda al deseo que nos anima de procurar para ella la mejor solución de sus

problemas sin perder de vista los intereses fundamentales del país. . .'º3.

En concordancia con esa política, una vez posesionado el presidente Ospina le—

vanta el estado de sitio (Decreto 2075 de octubre de 1946…) e intenta infructuosa—

mente hacer un gobierno de coalición. Adicionalmente sanciona la Ley 27 de 1946195

que independiza el Ministerio de Trabajo del Ministerio de Higiene y le asigna la

función de policía administrativa de toda la vigilancia _v control del cumplimiento de

las normas laborales. No obstante, dos meses más tarde los comunistas declaran una
huelga de trabajadores petroleros que resulta la más larga huelga industrial hasta ese

entonces. Este paro conduce a violentas huelgas en Bogotá, Cali y otras áreas, lo que
da pie para que el presidente Ospina las utilice como excusa para declarar, por pri—

mera vez durante su administración, el estado de sitio*ºº. Así, mediante el Decreto
3227 de noviembre de 1946197 el Gobierno interviene los movimientos laborales que
se estaban presentando en diversos servicios públicos.

Siguiendo la nueva tendencia del Partido en el poder, el Juez 49 del Trabajo de
Bogotá procede a declarar la ilegalidad de la huelga de la Tropical Oil198 por ser con—

siderada esa actividad dentro de la categoría de los denominados servicios públicos.
De ahí en adelante, esta tesis jurisprudencial se va imponiendo paulatinamente,

lºº OSTAU DE LAFOXT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. ….

… Mensajes del presidente Mariano Ospina Pérez. Dor meses de gobierno. tomo II, Imprenta Nacional, 19—16, p.
59. Tomado de GONZÁLEZ CHARRY. Guillermo. Op. cit., p. 212.

"” Decreto 2075 del 16 de octubre de 1946 (por el cual se levanta el Decreto 1977 de 1943).

195 Ley 27 de 1946 (por la cual se crea el Ministerio de Higiene).

'% URRL'TIA, Miguel. Óp. m., p. 205…

… Decreto 3227 del 8 de noviembre de 19—16 (por el cual se establece parcialmente el estado de sitio).

"'” MONCAYO, Víctor Manuel _v ROJAS, Fernando Óp. n'r.
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hasta alcanzar expresa consagración legal, primero parcial, al declararse como ser—
vicio público actividades de empresas particulares específicas, y luego general, al
adoptarse un criterio de servicio público absolutamente independiente del carácter
público o privado de la empresa….

En el movimiento sindical surge el temor de que se produzca un retroceso en
la política social y represión sobre las clases trabajadoras. Ostau de Lafont señala
que “el Presidente, para tranquilizarlos, propone una política paternalista, de con—
trol social, que resuelva el conflicto dentro del marco de la armonía de clases y no
de la lucha social, como ocurría en el gobierno de López, quien intervino a favor de
la organización sindical”ººº.

En concordancia en 1946, producto de la alianza existente entre el Gobierno y
la Iglesia, se conforma la segunda central obrera, la UTC, que adopta “una estruc—
tura orgánica, una táctica sindical y una plataforma ideológica que la diferencia—
ron de la CTC”20'. Esta central obrera se crea para hacerle contrapeso a la CTC que
para ese entonces había adquirido gran preponderancia entre la clase trabajadora.
En los primeros años ésta actúa sin personería jurídica pues mediante el Decre—
to 2313 de 1946 Alberto Lleras, “con el fin de preservar la hegemonía liberal en
el sindicalismo”202
las confederaciones. Para obviar ese escollo el presidente Ospina, por medio del
Decreto 2785 de 1949, deroga esas normas, lo que permite que la UTC obtenga la
personería jurídica203_ Para Rocío Londoño, “el predominio que la Ley 6 conñrió
al sindicalismo de base permitió el fortalecimiento de la estructura orgánica de la
UTC y debilitó el esquema federal y gremial de la CTC”ºº*.

, había establecido la imposibilidad del paralelismo sindical en

… SILVA ROMERO, Marcel. Óp. cit., pp. 126—127, Al respecto es interesante señalar que tan sólo dos años an—
tes: “en la parte XIII del Tratado deVersalles se expresó la importancia particular y urgente que para las Altas
Partes Contratantes tiene el derecho de asociación para todos los fines que no sean contrarios a las leyes. .. A
su vez en la Declaración de Filadelfia de 1944 se ratificó la libertad de asociación como uno de los principios
fundamentales y como factor esencial del progreso constante. La Declaración Universal de Derechos Hu—

manos estableció que toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y asociación, además en el Artículo
_3 se afirmó el derecho de toda persona de sindicalizarse para la defensa de sus intereses. Su núcleo central
es el Artículo 2": “los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen
el derecho de constituir las organizaciones que consideran convenientes, así como el de afiliarse a estas or—

ganizaciones, con la sola observación de sus estatutos”. Y el Artículo 3" introduce el derecho sindical colec—
tivo por el cual las organizaciones de empleadores _r trabajadores tienen el derecho de redactar sus estatutos
_v reglamentos administrativos y el de formular su programa de acción".

lº“ OSTAU DE LAFOXT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. rif.

”" LONDONO BOTERO, Rocío. “Crisis y recomposición del sindicalismo colombiano (1946—1980)”, en Enci—
c/opediu nuera lrir/orin de Colombia, tomo III, Bogotá, Editorial Planeta, 1989, p. 276.

M Ibídem, p. 278.
… ll¡ía'rm.
2'” Íbl't/em.
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González Charry haciendo referencia al debilitamiento de la CTC señala que
“este proceso erosional, que era visto además con gran simpatía y con urgente ne—

cesidad por el gobierno conservador, culminó su tarea con la formación de la Unión
de Trabajadores de Colombia, UTC, segunda gran central obrera que se formaba

en Colombia, y que salió a la luz pública con el propósito de enfrentarse a la CTC

y de servirle de apoyo político al gobierno conservador”. El propio Espinosa dice

que esta organización “se pronuncia contra el comunismo y el fascismo. .. Rechaza

los abusos del capitalismo y proclama absoluta neutralidad política en su lucha por
la defensa de los trabajadores”ººí Para González Charr_v, desde luego el rechazo de

Espinosa al comunismo, hace relación directa a la Confederación de Trabajadores

de Colombia, “ala cual se sindicaba de ser una organización comunista, sin que esto

fuera realmente cierto, pero afirmación que se fundaba en tener en sus directivas

afiliados a dicho Partido”ººº.
Ostau de Lafont señala que “con la creación de la UTC, se niega el concepto

de lucha de clases y la intervención de las organizaciones sindicales en política, en

contraprestación, se reafirma el paternalismo empresarial y del Estado y el apoyo

clientelista de los trabajadores al Partido Conservador, bajo la sombra de una su—

puesta neutralidad de la organización sindicalººzº7.

Las opiniones señaladas respecto del origen de la UTC que son compartidas

por distintos analistas del tema, no las comparte Urrutia, quien considera que ésta

surgió en Antioquia entre las grandes empresas y era esencialmente patronal”.
En el marco de ese ambiente confrontacional, la CTC organiza dos huelgas ge—

nerales orientadas a derrocar al Presidente, las cuales fracasan, al “no ser esta or—

ganización tan fuerte como ella creía, ni el gobierno de Ospina tan débil como ella

creía”zºº. El fracaso del paro del 13 de mayo de 1947 implica la multiplicación de

despidos. La prensa del sector oficial del Partido Liberal —El Tiempo, El Esperta—

¿lor y La Razón— califica el movimiento de ilegal y apoya las medidas represivas del

Gobierno“.
Debe tenerse en cuenta que la CTC venía de un proceso de división y debi—

litamiento y que, si bien es cierto que en 1947 se había reuniñcado, se mantenían

… ESPINOSA,JUSÚni3nO. El sindicalismo: Historia, progrmnus, ¿*rífifa, pp. 10—11. Citado en GONZÁLEZ CHAA

RRY, Guillermo. Op. ¿"il., p. 212.

lº" Ibídeni.

º'“ OSTAL' DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. ….

lº“ URRL'TIA, Miguel. Óp. ….

º“" lbidem.

… RETES CÁRDENAS, Catalina. “El gobierno de Mariano Ospina Pérez: 194641950“, en Em-írlopedia num-u

historia de Colombia, tomo 11, Bogotá, Editorial Planeta, 1989, p. 16.
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enfrentamientos internos entre gaitanistas y liberales, y entre éstos y los comunistas
quienes, por lo demás, se dividieron en tres grupos: el Movimiento Reorgánico del
Partido Comunista, el Partido Comunista Obrero y el Partido Comunista….

El 9 de abril de 1948 a menos de un año de la fecha de declaratoria del paro
por parte de la CTC, el asesinato del jefe liberal Jorge Eliécer Gaitán desata de in—

mediato una gran ola de violencia. La reacción contra el sindicalismo, a partir de
esa fecha, no se hace esperar. “Los odios políticos —u odios heredados, como diría
Caro— renacieron con no conocidas manifestaciones de salvajismo e inundaron de
sangre de colombianos las zonas rurales del país, bajo el estímulo intelectual de di—

rigentes por las más inhumanas pasiones que originarse puedan en el exclusivismo
partidistaº””.

El asesinato de Gaitán motiva la declaratoria de estado de sitio por parte del
Gobierno. Los decretos 1239… y 1259 de 1948… declaran turbado el orden público
y en ellos se dispone que el procedimiento a seguir en los juicios de trabajo es de
orden público. En uso de esas facultades, el Decreto Legislativo 1464 del 8 de mayo
de 1948 establece que “mientras dure el estado de perturbación del orden público
la reunión de cualquier clase de congreso 0 asamblea de sindicatos sólo se verificará
con permiso del ministro de Trabajo”.

Dentro del mismo orden de ideas, el Decreto 2158 de 1948215 0 Código Pro—

cesal Laboral determina, de una parte, los trámites que conoce la jurisdicción del
trabajo, la cual está instituida para decidir los conflictos jurídicos que se originen
directa o individualmente del contrato de trabajo y, de otra, que ésta conocerá de las
obligaciones emanadas de la relación de trabajo; de los asuntos de fuero sindical; de
los permisos de menores para ejecutar acciones; de la calificación de la huelga; de la
cancelación de la personería jurídica, disolución y liquidación de asociaciones pro—

fesionales, de las controversias, ejecuciones y recursos que le atribuye la legislación
sobre seguro social y de la homologación de laudos arbitrales. Además, extiende
restricciones adicionales a los derechos colectivos al facilitar el despido de traba—

jadores amparados por fuero sindical, y al establecer como sanción el pago de una
multa de seis meses de salario, a diferencia de lo contemplado en la Ley 6 de 1945
bajo la cual el patrono jamás podía despedir a un trabajador aforado sino por justa
causa justificada y previa autorización judicial. El mismo Decreto, adicionalmente,

… lbídem.

HENAO HIDRÓN, Javier. Panorama del dera/m mm/¡Iurional colombiano, décima edición, Bogotá, Editorial
Temis S.A., 1996, pp. 47—83.

… Decreto 1239 del 10 de abril de 1948 (por el cual se establece el estado de sitio).
… Decreto 1259 del 16 de abril de 1948 (por el cual se establece el estado de sitio).

Decreto 2158 del 24 de junio de 1948 (sobre procedimiento en los juicios del trabajo).
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fija el procedimiento a seguir cuando se vence una convención colectiva de trabajo
sin que las partes hayan acordado una nueva. En concordancia con esta disposición,
si dentro de los sesenta días anteriores a la expiración del término de una conven—

ción, las partes o una de ellas no hubieren manifestado su expresa voluntad de darla

por terminada, ésta se prorrogará por períodos sucesivos de seis meses mientras se

celebra una nueva. Por último, autoriza al Gobierno para organizar una comisión

que elabore una codificación de las disposiciones de trabajo o que formule un pro—

yecto de código sobre la materia.
Ya, en 1949, frente al juicio que el Congreso pretende realizar al Presidente de

la República, éste procede a cerrarlo (Decreto 3518 de 1949216). En consecuencia, el

país entra a un período que se extenderá por más de diez años en el que las funcio—

nes del Legislativo son enteramente asumidas por el Ejecutivo quien continúa re—

curriendo a la represión para hacerle frente alos movimientos laborales, en especial
a los de los afiliados a la CTC. Al respecto, González Charry señala que “en los años
corridos entre 1947 y 1957, el movimiento obrero, que había venido siendo coman—

dado por la CTC, fue sometido a la más dura persecución, excepción hecha, desde

luego, de la parte que se amparaba bajo las banderas de la UTC”º“.

Así, a partir de entonces, el Gobierno legisló por Decreto, limitó los derechos
de las asambleas, censuró la prensa y realizó arrestos arbitrarios. Durante ese lapso
el movimiento obrero regresa a las condiciones de los años veinte:

Los gobiernos conservadores que siguieron a Ospina se comportaron hacia

el movimiento obrero en forma similar a la de los gobiernos de los años veinte.

Cuando se restauró la democracia en 1959 y el gobierno liberal de Alberto Lleras

decidió proteger nuevamente el sector obrero, el número de sindicatos añliados a

la CTC se había reducido a veintisiete“.

Durante ese lapso son también diversas las reformas que se introducen, si—

guiendo en algunos aspectos la línea desarrollada de tiempo atrás de reconocerle

prestaciones sociales adicionales a la población trabajadora, opción que continuaba
siendo privilegiada frente a la alternativa de reconocer aumentos salariales, a pesar
de que las demandas en ese sentido estaban inspiradas en la necesidad de recuperar
el poder adquisitivo de la moneda, el cual se erosionaba día a día con el aumento
de los precios.

316 Decreto 3518 del 9 de noviembre de 1949 (por el cual se declara turbado el orden público y en estado de si—

tio todo el territorio nacional).

GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. r¡¡., p. 215.

… URRUTIA, Miguel. Óp. …… p. 207.
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Entre las prestaciones sociales adoptadas durante ese período se destacan las in—

cluidas en la Ley 65 de 1946219 que extiende el derecho a las cesantías a todos los asa—
lariados del sector público cualquiera que sea la causa del despido y establece que su
cálculo no sólo incluye el salario ñjo sino también todo lo que el trabajador perciba a
cualquier título.

De otra parte, en materia pensional el gobierno de Ospina Pérez toma dos de—

cisiones de importancia trascendental: la primera, la misma Ley 65 de 1946 en el
Artículo 4º por primera vez regula la constitución de reservas para el futuro pago
de pensiones en entidades del sector público y aclara que en el caso en el que el va—

lor de la prestación que llegue a causarse exceda el monto de la suma reservada, la
entidad responsable del pago tendrá derecho a obtener de las otras entidades donde
el trabajador ha estado contratado, el reembolso correspondiente en la parte pro—

porcional del contrato.
La segunda, la Ley 90 de 1946220 que en desarrollo de la Ley 6 de 1946, crea

el Instituto Colombiano de los Seguros Sociales, entidad a la que le asigna la res—

ponsabilidad del manejo y la administración de las reservas para la atención de los
riesgos de pensiones, salud y accidentes de trabajo de los trabajadores contratados
por la empresa privada. Respecto del monto a ser reconocido por concepto pensio—

nal, la Ley reitera que éste queda ñjado en tres cuartos de los salarios devengados
en el último año de servicio. Es interesante destacar que para el ñnanciamiento de
las pensiones la Ley establece un sistema tripartito de aportes —empresa, Gobier—

no y trabajadores, cada uno a cargo de un tercio de la prima correspondiente—; al
tiempo que para el caso de la salud el pago de las primas resulta compartido —50 por
ciento el trabajador y 50 por ciento el empleador— entre trabajadores y empleadores
y para el caso de los accidentes de trabajo éstas quedan en su totalidad a cargo del
empleador. En la Ley 6 de 1945 la totalidad de esos costos había quedado a cargo
del empresario, bien que éste fuera público o privado, así se hubiese previsto que
la administración de los seguros privados se delegaría en una entidad estatal que
se crearía para tal efecto. En lo referente a las pensiones de los empleados públicos
su atención continuó a cargo de las cajas de previsión creadas para tal efecto por la

Ley 6 de 1945.
No obstante las instrucciones impartidas por el Congreso en la Ley 90 de 1946,

el Gobierno sólo organiza parcialmente la atención correspondiente al riesgo de sa—

lud. En este caso, a pesar de lo indicado por la Ley 90 de 1946, el Gobierno es
quien queda a cargo de su financiamiento. Los riesgos profesionales, tan sólo son

… Ley 65 de 1946 (por la cual se modifican las disposiciones sobre cesantía y jubilación y se dictan otras).
lll) Ley 90 de 1946 (por la cual se establece el seguro social obligatorio y se crea el Instituto Colombiano de los

Seguros Sociales).
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reglamentados hasta 1965, es decir diecinueve años después y, en lo que hace refe—

rencia al Régimen Pensional, tuvieron que transcurrir veinte años antes de que el

Gobierno los transñriera a una empresa estatal creada para tal efecto (Decreto 3041

de 1966221). En consecuencia, la totalidad del pasivo pensional que se iba causando
comienza a acumularse en las empresas, sin que éstas hubiesen adoptado las debidas

precauciones para su atención, engendrándose desde ese entonces la crisis financiera
de la seguridad social y empresarial que aún en 2008 no ha sido posible subsanar.

De otra parte, el Decreto 2474 de 1948222 intenta introducir el derecho a la parti—

cipación de los trabajadores en las utilidades de la empresa en función de las mismas y

de su tamaño. Este Decreto trae en sus considerandos un cambio radical del lenguaje
frente al observado a comienzos del siglo. Ya no se habla de la venta del trabajo como
la venta de un objeto. En 1948 se hace referencia a que el mejoramiento de las condi—

ciones de vida de la clase trabajadora y el incremento del nivel de sus ingresos están
directamente relacionados con el orden público, económico y social. Los consideran—

dos maniñestan también que para combatir el desequilibrio en los ingresos de los dis—

tintos grupos económicos y para establecer fórmulas que armonicen los intereses del
capital y del trabajo en las distintas empresas, se deben tomar medidas tendientes a

garantizar una equitativa participación del trabajador en las utilidades de la empresa,
a fin de que el trabajador goce de un estímulo por su mayor esfuerzo y eficacia, a la vez

que reciba una compensación por el mayor costo de la vida, que guarde relación con
el grado de sus obligaciones familiares. Para tales efectos, la Ley establece la partici—

pación de los trabajadores en las ganancias de la empresa en exceso del 12 por ciento
sobre el patrimonio, participación que crece con el nivel de utilidades a partir del 5

por ciento hasta el 20 por ciento, cuando éstas superan el 35 por cientoººº“.

No obstante, esa iniciativa tuvo corta vida al ser sustituida menos de dos años
más tarde (Decreto Extraordinario 071 de 1950…) por una prima equivalente a un
mes de salario, también vinculada al tamaño de la empresa. Es interesante destacar

" Decreto 30—11 de 1966 (por el cual se aprueba el Reglamento General del Seguro Social Obligatorio de In—

validez, Vejez )“ N1uertc).“La convulsionada época que vivió el país a raiz del asesinato del caudillo liberal

jorge Eliécer Gaitán, el 9 de abril de 1948, retrasó el nacimiento del Instituto, pero no lo echó bajo tierra. ..
La destrucción de gran parte de la ciudad llevó consigo la pérdida de investigaciones y estudios que sobre
la organización y administración de los seguros sociales habia elaborado el experto brasileño José Reabra,
quien ocho días antes del 9 de abril habia llegado a Bogotá para confrontar sus trabajos teóricos con la reali—

dad social, con tan mala fortuna que fueron arrasados por las llamas“. Tomado de ¡SS, 60 años de xeguriz/m/

soria/.]9—ló—ZOÚÓ, Instituto de los Seguros Sociales, Bogotá, 2007.

Decreto 2474 de 1948 (por el cual se fija la participación de los trabajadores en las utilidades de las

empresas).
333 Ibídem.

… Decreto Extraordinario 071 de 1950 (por el cual se reglamentan los decretos extraordinarios 3871 de 1949 _v

070 de 1950, que fijan el salario mínimo, crean la prima de beneficios, modifican el Decreto 2474 de 19—18 _v

provee otras disposiciones).
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el concepto de la época respecto a los derechos de los trabajadores, los cuales no
eran concebidos como intrínsecos al derecho al trabajo, sino subordinados a la ca—
pacidad de pago del empresario.

A pesar de que la Ley 6 de 1945 había establecido el procedimiento a seguir
para la fijación de salarios, al definir los criterios a ser utilizados para su regulación
y al delegar su fijación al Ejecutivo por medio de decretos, tan sólo cinco años más
tarde el Decreto Extraordinario 3871 de 1949225 fija el mínimo por primera vez en
$2.00 diarios, al tiempo que ordena el incremento del resto de salarios con base en
su nivel —6 a 15 por ciento de aumento en relación inversa con el nivel de salarios—.
No obstante, a esa política el Gobierno no le da continuidad ante la fuerte oposición
que tenía entre la clase empresarial“.

En 1950 el Gobierno expide el Código Sustantivo del Trabajo (decretos 2663 y
3743 de 1950227) que si bien recoge las normas incorporadas en la Ley 6 de 1945, tam—
bién incluye las del Decreto 2313 de 1946 y otras iniciativas del gobierno de Ospina,
en su mayoría restrictivas de los derechos colectivos de los trabajadores. El ambiente
político vigente a la fecha de expedición del Decreto 2663 de 1950 es complejo:

está cerrado el Congreso de la República, desatada la violencia, asesina—
dos importantes dirigentes sindicales en la ciudad, con ausencia total de cualquier
forma de oposición, salvo la armada y de los campesinos liberales y comunistas,
el sindicalismo de la CTC destruido _v el de la UTC sin presencia alguna ni para
respaldar al Gobierno”.

El Decreto 2663 de 1950 0 Código Sustantivo del Trabajo erradica del lenguaje
legal la referencia a la lucha de clases y enmarca las relaciones entre trabajadores y em—
pleadores dentro del concepto y espíritu de colaboración en concordancia con el giro
propuesto por la Iglesia a ser impreso para el manejo de las relaciones laboralesººº.

Dentro de los principios consagrados en el Código Sustantivo delTrabajo se des—

taca la protección del Estado de que goza el trabajo, el derecho al trabajo, la libertad
de escogerlo y la libertad ante la Ley. El Artículo 13 establece que las disposiciones
introducidas en el Código constituyen los derechos y garantías mínimas de que gozan
los trabajadores y consagra su irrenunciabilidad. Al ser disposiciones que regulan el
trabajo humano son de orden público y por ende producen efectos inmediatos, por lo

Decreto Extraordinario 3871 de 2950 (por el cual se crea el salario mínimo).
º“ SALCEDO DONADO, Ricardo. El salario mínimo en Colom/Jiu, Bogotá, 1958, p. 166.
”7 Decretos 2663 y 3743 de 1950 (sobre Código Sustantivo del Trabajo).
º“ SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., p. 129.

ºº 11¡¡d…, p. 130.
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que también se aplican a los contratos de trabajo vigentes así no tengan efectos retro—

activos sobre situaciones ya definidas o consolidadas. Su vigilancia está encomendada

a las autoridades administrativas de trabajo. Estas, a su vez, quedan excluidas de su

interpretación, la cual queda en cabeza del Legislador o del juez, quien debe basarse

en los principios consagrados en el Artículo lº y en casos de duda en la aplicación de

las normas se escoge la más favorable para el trabajador.
En términos del contrato individual de trabajo, el Código precisa que si el tra—

bajador se retira de la empresa sin haber alcanzado la edad de jubilación después de

veinte años de servicio, adquiere el derecho a una pensión cuando cumpla cincuenta

años de edad, al tiempo que los trabajadores con no menos de quince años de servi—

cio tienen derecho a jubilarse al llegar a los cincuenta años siempre y cuando a esa

fecha se encuentren al servicio de la empresa. De otra parte, el Código establece que
la pensión mínima no puede ser inferior a $60 ni superior a $600 mensuales. Esto es

un minimo equivalente a un salario mínimo legal vigente a esa fecha y un máximo

de diez salarios mínimos legales.
Cabe destacar que para 1950 la expectativa de vida al nacer ya era de 48,9 años,

cuando en 1945 ésta era de sólo 40,2 años, lo que empieza a complicar el cumpli—

miento de los compromisos incorporados en las normas, en especial si se tiene en

cuenta que éstas sólo se reglamentan hasta 1968.

En el caso de la cesantía, el Decreto 2663 de 1950, al tiempo que reitera que
sólo se pierde por actos delictivos contra el patrono o la empresa, vincula su cálculo

al promedio devengado en el último año de servicio, excepción hecha de los aumen—

tos de salario realizados a partir de la vigencia del Código, los cuales sólo afectan el

cómputo durante los tres años anteriores a la fecha de cada aumento y autoriza su

retiro para la adquisición de vivienda.
En términos del contrato individual de trabajo, el Código introduce la cláusula

de reserva, cláusula ampliamente controversial desde el punto de vista de la estabi—

lidad laboral, pues según ella los empleadores pueden reservarse la facultad de dar

por terminado el contrato de trabajo en cualquier tiempo mediante preaviso al tra—

bajador de tan sólo un período equivalente al que regula el pago del salario.

En materia de derechos colectivos, el Código Sustantivo del Trabajo es bas—

tante restrictivo. En primer lugar, reitera que la representación sindical reside para
todos los efectos en el sindicato de base y establece que la huelga sólo resulta válida

si su declaratoria agrupa a más de la mitad de los trabajadores. Pero, si esta condi—

ción no se presenta, otro tipo de sindicatos carecen de legitimidad para declarar la

cesación del trabajo, con lo cual quedan las federaciones definitivamente excluidas
30de ese derecho2

33“ Sentencia C—797 del 29 de junio de 2000, magistrado ponente Antonio Barrera, Corte Constitucional.
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En segundo término el Código, a la vez que reitera la prohibición del paralelis—
mo sindical, define la diferencia entre trabajadores oficiales y públicos, para permi—
tirles a aquellos la celebración de convenciones colectivas pero no la huelga, con lo
cual quedan exceptuados de la posibilidad del cierre de la empresa con treinta días
de preaviso. El Código, así mismo, preserva la convocatoria a Tribunal de Arbitra—
mento Obligatorio para definir los diferendos entre trabajadores y empleadores en
las actividades consideradas de servicio público, las cuales ya no se limitan exclusi—
vamente a aquéllas prestadas por el Estado, sino que también incluyen las prestadas
por inversionistas privados.

En tercer lugar el Código, en contraste con lo establecido en la Ley 6 de 1945,
exige a los huelguistas el abandono del lugar de trabajo; pone fin a la denuncia de la
convención colectiva, a la cual le atribuye la consecuencia de hacer expirar lo con—
venido al vencimiento del plazo pactado, por lo que mientras que se reanuda la ne—

gociación los trabajadores quedan sólo con el derecho a los mínimos legales.
En cuarto lugar, y de enorme trascendencia, el Código Procesal del Trabajo

atribuía sólo al Ministerio del Trabajo facultad de declarar la ilegalidad de las huel—

gas, tratándose de actividades consideradas como servicios públicos y en las restan—
tes cuando fuera época de vacaciones judiciales. El Código Sustantivo generaliza el
procedimiento de declaratoria de ilegalidad de las huelgas por parte del Ministerio.
Este régimen estuvo vigente hasta 2008 y es el que “ha permitido controlar los mo—
vimientos huelguisticos con eficacia y oportunidad”“.

En quinto lugar, en cuanto al fuero sindical, el Código no sólo preserva el régi—

men establecido en el Decreto Legislativo 2350 de 1944, conforme al cual es posible
desconocerlo mediante el pago de una indemnización especial, sino que establece
una diferencia cual es que ésta, en caso de que el despido sea considerado injusto en
virtud de decisión judicial, no es pagada al trabajador sino al sindicato al cual éste
pertenezca. Además, restringe la institución del fuero sindical al negar dicha garan—
tía a los sindicatos de empleados públicos _v de trabajadores oficiales y a los directivos
sindicales de empresas privadas que desarrollen actividades de dirección, confianza
o manejo y al disponer que dicho fuero puede ser desconocido si la huelga es decla—
rada ilegal.

El Código Sustantivo del Trabajo no es bien recibido por parte de la clase tra—

bajadora ni por diversos analistas del mismo, quienes consideran que con ello se le
da un golpe mortal al movimiento sindical. Silva Romero señala que esa figura se
convierte en la gran herramienta para destruir las conquistas y los derechos de los
trabajadores“? En contraste, otros autores como Urrutia, consideran que con ello se

… MONCAYO, V íctor Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. m., p. 95.
º-"º SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., p. 138.
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le da una estructura jurídica adecuada al Gobierno para manejar las relaciones entre

trabajadores y empleadores, al tiempo que González Charry anota: “el sindicalismo

nació de la necesidad de luchar contra los abusos del capital y del Estado y así lo ha

entendido y reglamentado la Ley. Por lo mismo, hay restricciones por ella establecidas

a la libertad de asociación general, pero que al mismo tiempo son su garantía”º”.
Por su parte, Sáenz Romer enmarca las disposiciones del Código en las relaciones

obrero patronales que se consolidan durante la posguerra: concesiones económicas,

que no eran vistas con agrado por los empresarios, como eran la edad de jubilación,

a cambio de restricciones a la actividad colectiva de los trabajadores”. Esta tesis se

aproxima más que ninguna de las otras planteadas por los autores aquí analizados a la

hipótesis de trabajo de esta investigación. Al respecto el analista afirma:

el Ministro de Trabajo declaró en 1951 que “es un hecho innegable que
el país ha disfrutado durante los últimos dos años de completa paz social”. Y la

paz social no era simple resultado de la represión; el nuevo Código del Trabajo,

expedido en las postrimerías del gobierno de Ospina Pérez y reglamentado por
el gobierno de Gómez, mejoró los servicios de salud de los trabajadores y sus fa—

milias y les otorgó derechos por invalidez; las cesantías se pudieron utilizar para

adquirir vivienda propia, se mejoraron las condiciones económicas de los pensio—

nados y se tomaron medidas sobre descansos remunerados y vacaciones. A cam—

bio de estas concesiones, los trabajadores sacriñcaron su autonomía política y el

Gobierno delegó al Ministerio de Trabajo la facultad de declarar la ilegalidad de

las huelgas; además, la reñnación y distribución de gasolina fueron declaradas

como “servicio público” y, por lo tanto, sujetas a arbitramento obligatorio en caso

de cualquier conflicto laboral. Pero algunos aspectos de los beneficios económicos

recibidos por la clase obrera no eran del agrado de los empresarios; tal fue el caso

de las edades de jubilación establecidas por el código del trabajo que les parecían

muy bajas y, por tanto, onerosas.

En 1950 asciende a la Presidencia de la República Laureano Gómez, en el

marco de una enorme oposición política y en ausencia de candidato del Partido Li—

beral ante la falta de garantías electorales. La CTC )“ el Directorio Liberal declaran

una huelga general dos meses después de la elección de Laureano Gómez, y otra

en septiembre de 1951 en protesta contra la elección, pero ambas fracasan. Henao

Hidrón señala que:

——ºº GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¿-iz., p. 297.

… SÁENZ ROYXER. Eduardo. Colmnbia años rl)n*uen!a. Industria/ex p0/írimy diplomada. primera edición, Bo—

gotá, Universidad Nacional de Colombia… 2002, pp. 78 _v 55.
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. el movimiento obrero también aprendió por experiencia que no podía
obtener nada del Estado por medio del chantaje. Por el contrario, resultaba claro
que bajo una situación de estado de sitio, cualquier actividad ilegal que realiza—

ran los sindicatos signiñcaba su disolución inmediata, y era por lo tanto algo que
en la práctica fortalecía al gobierno conservador. En tales circunstancias el movi—
miento obrero abandonó las negociaciones políticas y se orientó hacia las nego—
ciaciones colectivas”?

Así mismo Urrutia señala: “en 1950 ya era evidente que la CTC no podía con—
vertirse en una amenaza para el gobierno conservador y que el período de negocia—
ciones políticas del movimiento obrero había llegado a su términoº“.

La inconformidad con la elección de Laureano Gómez trasciende el movi—
miento obrero. Al respecto Luis Carlos Sáchica anota:

dos bandos en armas buscaban las soluciones de la fuerza. Colombia ca—

minaba sobre el filo de una navaja. El ascenso del jefe del Partido Conservador al
poder en 1950, en unas elecciones sin contrincante, superando un amago de paro
general de intenciones y propósitos claramente golpistas, recrudeció la violencia
y la represión gobiernista. La imposibilidad física del titular del Gobierno para
desempeñarlo directamente creó una situación de interinidad que hacía débil la
posición de aquél, a más de la división del Partido Conservador”?

La permanencia de Gómez en el poder es corta y traumática y es derrocado
por el teniente general Gustavo Rojas Pinilla.

El intento de Laureano Gómez de reunir una Asamblea Nacional Constitu—

yente, de carácter corporativo, para presentarle un Proyecto de Reforma del Es—

tatuto Fundamental resultó frustrado por el golpe de Estado del 13 de junio de
1953, encabezado por el Comandante de las Fuerzas Armadas, teniente general
Gustavo Rojas Pinilla. Su advenimiento fue recibido con beneplácito por la ma—

yoría de la opinión nacional, pues los partidos habían llegado al más alto grado de
desprestigio popular. El Jefe de Estado reunió, de todas maneras, la ya convocada
Asamblea Nacional Constituyente, Anac, y ésta, por medio del Acto Legislativo
No. 1 de 1953 declaró vacante la Presidencia de la República y legitimó el título

1“ HENAO HIDRÓN,JaVieL Óp. ¿—¡z., pp. 47—83.

13“ URRUTIA, Miguel. Óp. m., p. 208.
SÁCHICA, Luis Carlos. Óp. [il., p. 9.
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del teniente general Rojas Pinilla, “quien ejercerá el cargo por el resto del perío—

”238do presidencial en curso

En el corto lapso del gobierno del presidente Gómez se registran algunos he—

chos de importancia, como algunas modificaciones al Código Sustantivo del Traba—

jo, expedido por el gobierno anterior, “para entregarle al Poder Ejecutivo algunas

de las más graves sanciones a los sindicatos, antes asignadas a los jueces y para re—

organizar algunos aspectos de la Policía del Trabajo”ººº.
El Decreto 0904 de 1951340 dispone que no puede existir más de una conven—

ción colectiva de trabajo en cada empresa. Si de hecho existieren varias vigentes

se entenderá que la fecha de la primera es la de la convención única para todos los

efectos legales. El contenido de esta disposición va a constituirse en una de las ins—

tituciones básicas en el derecho laboral colombiano.
Así mismo, Gómez da un espaldarazo al fortalecimiento del paralelismo sin—

dical al lograr la aprobación de una ley de auxilio al IV Congreso de la UTC, que se

celebra en enero de 1952, con la justiñcación de ser una Confederación

nacida en momentos trascendentales para la estabilidad social del país. Se

creó en una época bien difícil cuando aún el sindicalismo controlado por los comu—

nistas ponía en peligro la autoridad del Gobierno. . . El 9 de abril hubiera tenido con—

secuencias más desastrosas para la nación si entonces no hubiera existido la ETC….

Dentro de ese mismo orden de ideas, el Artículo 2º del Decreto 1439 de 1952

reafirma que, para efectos del Código Penal, se presume que el patrono turba el

ejercicio de los derechos que conceden las leyes a los sindicatos cuando en el cur—

so de seis meses despide o desmejora las condiciones de trabajo de un número de

trabajadores permanentes sindicalizados que altere la proporción entre aquellos

sindicalizados y los no sindicalizados, pero añade que “a menos de que se justifique

plenamente la causa de tales despidos o la ruptura de dicha proporción”, con lo que
debilita el alcance de la norma señalada. González Charry considera que:

… HENAO HIDRÓX,JavieL Óp. fit-. pp- 47-33-

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. cit., p. 217.

"“ Decreto 0904 de 1951 (por el cual se dicta una disposición sobre convenciones colectivas de trabajo). Artícu—

lo 1": “No puede existir más de una convención colectiva de trabajo en cada empresa. Si de hecho existieren

varias vigentes se entenderá que la fecha de la primera es la de la convención única para los efectos legales.

Las posteriores convenciones que se hubieren formado se consideran incorporadas en la primera, salvo es—

tipulación en contrario“.

3" PEREA RESTREPO, Carlos Mario. “Administración de Laureano Gómez (l950—l953)“, en Gran Enric/ope—

dia de Colombia, Bogotá, Editorial Círculo de Lectores, 2007, p. 170.
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la parte final de esta disposición, que no se encuentra en la Ley regla—

mentada, pero que puede deducirse de ella para su ejecución, puede hacer nuga—

torios los propósitos de defensa sindical, vistos desde este ángulo, porque siempre
será fácil justificar las causas de los despidos, o la ruptura de la proporción men—

cionada por la Ley, pero no concretada en cifra alguna que pueda servir de orien—

tadora. Además, esta norma puede presentar interferencias con disposiciones de
orden legal que tienen que ver con la terminación de los contratos de trabajo y
sus causas….

El derrocamiento de Gómez Hurtado es prueba fehaciente de que no había sido
posible llegar a un acuerdo en torno a las reglas de juego, a pesar de la utilización de
la violencia por parte del Gobierno para mantenerse en el poder. Esta situación se
enmarca dentro de los planteamientos de Acemoglu en el sentido de lo que ocurre
cuando una élite utiliza el poder para realizar actos que van más allá de lo que resul—

ta aceptable para la oposición y no se cuenta con el apoyo del votante medio; ésta es
derrocada por lo planteado por Payne, quien señala que frente al desorden y a la vio—

lencia, una vez perdida la credibilidad en el Gobierno, las Fuerzas Armadas derrocan
a las élites que detentan el poder.

El advenimiento al poder del teniente general Rojas Pinilla es visto con bene—

plácito por la mayoría de la opinión nacional. Desde un comienzo trata de conciliar
intereses y busca el apoyo de los trabajadores y, para hacerle frente a la CTC, que
estaba bastante disminuida, y a la UTC que había adquirido gran poder, le otorga
personería jurídica a una tercera organización laboral pequeña, conocida como la

CNT“. No obstante, ésta no prospera por la condena de la Iglesia.
Durante el lapso transcurrido entre el advenimiento al poder y el derroca—

miento de Rojas Pinilla, el jefe de Estado expide normas adicionales que limitan
aun más las prerrogativas de los trabajadores, así dicho gobierno busque su apoyo.

Moncayo y Rojas consideran que:

la política laboral de Rojas puede definirse, en materia legislativa, como
continuidad y anticipación de futuras medidas a favor del desarrollo capitalista;
en materia constitucional como búsqueda simultánea de incorporación del movi—
miento obrero y de captación de su respaldo a través de las proposiciones corpo—
rativistas. Para alcanzar este último objetivo, la dictadura jugaba también la carta

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo, Óp. m., p. 287.

… lX/IONCAYO,VÍCt0r Manuel y ROJAS, Fernando. Ó¡¡. (¡'/.. p_ 129,
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de una actual alianza personal e informal con la clase obrera que, por lo demás,
encuadraba perfectamente dentro del esquema corporativo….

En términos de los derechos colectivos de los trabajadores son varios los decre—

tos que se expiden durante el régimen. Dentro de éstos se destaca el Decreto 2017

de 1952“5 que fortalece al Ejecutivo al establecer que el conocimiento y decisión de

los conflictos y controversias que se presenten en los convenios colectivos de traba—

jo son competencia paritaria de los tribunales 0 comisiones de conciliación y arbi—

traje que sustituyen la Jurisdicción Especial del Trabajo. No obstante, si las partes
obligadas no hacen oportunamente las designaciones, el Gobierno las realizará.

En segundo lugar, el Decreto 3153 de 1953246 señala que los empleados _v obre—

ros de obras de entidades públicas enganchados mediante contratos de adminis—

tración delegada son trabajadores oficiales y sometidos a las reglas que los regulan.
Esto es que no pueden realizar huelgas legales. Así quedan establecidas tres catego—

rías de trabajadores: los públicos que pueden tener sindicato pero no pueden pre—

sentar pliegos de peticiones, ni realizar huelgas; los oficiales que pueden presentar
pliegos pero no pueden realizar huelgas; y los privados que pueden actuar en ambos
frentes sujetos a las disposiciones legales”.

En tercer lugar, el Decreto 1543 de 1955248 incluye entre los denominados ser—

vicios públicos la explotación )“ refinación de petróleo y para culminar, el Decreto
0753 de 1956“9 establece por primera vez el significado de servicio público, para

… Ibídem, p. 130.

Decreto 2017 de 1952 (por el cual se dictan algunas disposiciones sobre constitución _v competencia de los

tribunales 0 comisiones de conciliación _v arbitraje y sobre procedimientos laborales).

… Decreto 3153 de 1953 (por el cual se reglamentan disposiciones laborales que rigen para algunos trabajado—

res oficiales).

2“ MONCAYO,VÍCt0r Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. m., p. 126. “Gracias a esta reforma el Estado no reque—
ría en el futuro acudir al régimen excepcional de estado de sitio, para calificar como de servicio público una
actividad no incluida dentro de las enumeradas expresamente por la Ley, sino que le bastará con aplicarle la

noción “funcional", sin alterar la normalidad jurídica”.

… Decreto 1543 de 1955 (por el cual se declara la calidad de servicio público de una empresa).
… Decreto Legislativo 075.) de 1956 (por el cual se sustituye el Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo).

Artículo 1”: “El Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: Prohibición de la huelga en los

servicios públicos. De conformidad con la Constitución Política, está prohibida la huelga en los servicios públi—

cos. Para este efecto se considera como servicio público toda actividad organizada que tienda a satisfacer necesi—

dades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial. bien sea que
se realice por Estado, directa o indirectamente, o por personas privadas. Constituye, por tanto, servicio público,
entre otras, las siguientes actividades: a. Las que se presten en cualquiera de las ramas del Poder Público; b. Las

empresas de transporte por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía eléctrica )" telecomunicaciones; c. Los
establecimientos sanitarios de toda clase, tales como hospitales _v clínicas; d. Las de establecimientos de asisten—

cia social, de caridad _v de beneficencia; e. Declarado inexequible plantas de leche, plaza de mercado, matadero

y todos los organismos de distribución de estos establecimientos; f. Todos los servicios de higiene _v aseo de las
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efectos de la declaratoria de huelga como “toda actividad organizada que tienda a
satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo
con un régimen jurídico especial, bien sea que se realice por el Estado directa o in—

directamente, o por personas privadas”. Incluye, además de lo que ya estaba esta—

blecido —las ramas del poder público, transportes, servicios públicos domiciliarios,
sanidad, asistencia social, higiene y aseo, sal, petróleos. . .— “cualquiera que a juicio
del Gobierno interese a la seguridad, sanidad, enseñanza y a la vida económica o
social del pueblo previo concepto que solicite al Consejo de Estado”.

De esta manera el Ejecutivo queda habilitado para limitar aun más amplia—
mente el ejercicio del derecho a la huelga.

Tanto el Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo como el Decreto
0753 de 1956 eliminaron la condición de que para que las empresas de transporte
por tierra, agua y aire y las de acueducto, energía eléctrica y telecomunicaciones
pudieran ser consideradas como servicio público, era necesario que prestaran sus
servicios al público por cuenta del Estado o mediante concesión de éste o con su—

jeción a tarifas, condiciones y reglamentos que el Estado señalara. Debemos aquí
recordar que de conformidad con el Decreto 2350 de 1944 y la Ley 6 de 1945 la
ausencia de cualquiera de las condiciones indicadas hacía que la empresa respecti—

va, para efectos del derecho de huelga, se considerara como empresa privada”º.

Gracias a esta reforma el Estado no requeriría hacia el futuro acudir al régimen
excepcional de estado de sitio para calificar de servicio público una actividad no ín—

cluida dentro de las enumeradas expresamente por la Ley. Para ello le bastaba con
“aplicarle la noción “funcional”, sin alterar la normalidad jurídica”251_

En cuarto lugar, el Decreto 0616 de 1954252 si bien subsana la práctica de des—

conocer las conquistas salariales entre la fecha de la denuncia de la convención y la
celebración de un nuevo acuerdo, que había sido introducida en el gobierno de Os—

pina, al establecer que entre el momento de la denuncia de la convención colectiva
—que puede ser dentro de los sesenta días anteriores a la fecha de expiración de su
vigencia— y la fecha en que se suscriba una nueva, sus cláusulas continúan vigentes,
facilita el despido de los trabajadores amparados con el fuero sindical, al eliminar la

poblaciones; g. La explotación, elaboración _v distribución de sal; h. Todo lo relacionado con la explotación _v

distribución de combustibles; i. Cualquiera que interese a juicio del Gobierno, previo concepto del Consejo de
Estado. Firmado por Gustavo Rojas Pinilla". Este Artículo fue declarado exequible mediante Sentencia C—473

del 27 de octubre de 1994, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.
15" ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. m., p. 129.

… 1WONCAYO, Víctor N1anuel y ROJAS, Fernando. Ópv cit., p. 126.

“ Decreto 0616 de 1954 (por el cual se modifica los Código Sustantivo y Procesal del Trabajo).
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necesidad de la calificación judicial de la justa causa estipulada para su despido, con
el traslado de dicha calificación al inspector de trabajo.

En quinto lugar, la Ley 6 de 1954 desestimula la acción sindical instituciona—

lizando el pacto colectivo, como modalidad de contratación con los trabajadores no
sindicalizados. Los pactos colectivos de trabajo son aquellos que se celebran entre pa—

tronos y trabajadores no sindicalizados para fijar las condiciones que regirán los con—

tratos de trabajo durante su vigencia. Estos pactos se rigen por las mismas normas de

las convenciones colectivas, excepto que los pactos sólo son aplicables a quienes los

hayan celebrado o adhieran posteriormente a ellosº“.
El Decreto 2655 de 1954254, de otra parte, reglamenta al detalle los congresos

federales, lo que merece que Silva Romero señale: “el gobierno de Rojas Pinilla jue—

ga dentro de la concepción de controlar todas las manifestaciones y actuaciones del
sindicalismo llevando la autonomía sindical al punto más bajo en toda la historia de

Colombia““.
A pesar del enorme cúmulo de restricciones impuestas, dos años más tarde, el

Decreto 0434 de 1956256 va aun más allá al restringir la movilidad de quienes tomen

parte en actividades políticas de índole “comunista”, a quienes llega a sancionar con
presidio de un año, relegación a una colonia penal agrícola e interdicción de derechos

y funciones públicas por diez años. Dentro del mismo orden de ideas, el Decreto 0672

de 1956257 establece que para celebrar cualquier reunión sindical deberá darse aviso

previo al Comandante de la Brigada y al Inspector de Trabajo, por lo que en opinión
de Silva “ni siquiera el derecho a la reunión libre es posible en el régimen”º58.

El gobierno de Rojas Pinilla siguiendo la constante de los años anteriores tam—

bién le introduce cambios en los derechos individuales de los trabajadores.
En términos de la estabilidad laboral se dan pasos significativos. El primero,

el Decreto 0616 de 1954 extiende a cuarenta y cinco días el plazo estipulado de la

cláusula de reserva del contrato de trabajo. De las intervenciones del propio Rojas
Pinilla sobre esta modificación al Código Sustantivo del Trabajo, “se desprende que
no resultó fácil para el Gobierno justificar la nueva norma ante los patronos y que
fue dificil para la dictadura —no obstante sus pretensiones de conquistar las simpa—

tías obreras—”º”.

3” ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ni. 13. 270.

Decreto 2655 de 1954 (por el cual se reglamenta la reunión de congresos _v asambleas federales sindicales).

155 San Ronmo, Marcel. Óp. …… p. 142,

355 Decreto 0434 de 1956 (por el cual se reglamenta el Acto Legislativo No. 6 de 1954).

157 Decreto 0672 de 1956 (sobre reuniones sindicales).

… Sm.—x ROMERO, Marcel. Óp. Cit., p. 143.

25" NIONCAYO,YÍCtOr Manuel _v ROJAS, Fernando. Óp. ¿"ÍI.. p. 1384
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El segundo, el Decreto Legislativo 0617 de 1954260 establece las condiciones
del contrato verbal a término indefinido y redefine el contrato de trabajo a término
fijo, el cual debe ser escrito y no puede ser inferior a cuatro meses ni superior a dos
años, renovable indeñnidamente. De esta manera garantiza una estabilidad mínima
al trabajador y se restrigen los abusos que se cometían con base en la posibilidad de
establecer un término tan breve como se quisiera.

Este Decreto, además, clariñcó algunos aspectos de las vacaciones anuales que
venían siendo objeto de discusión y lo hizo de manera favorable para los trabajado—

res, al ordenar que éstas se liquidaran teniendo en cuenta toda clase de remunera—
ción y que las pendientes de pago por períodos atrasados se pagaran según el último
sueldo en el momento de entrar a disfrutarlas el trabajador.

Dentro del orden de ideas de favorecer a la clase trabajadora, el Decreto 0180
de 1955 crea el subsidio familiar para todos los trabajadores con hijos menores de
dieciocho años o inválidos, aunque no reglamenta su operatividad. Esta norma, en
opinión de Moncayo y Rojas, vino paradójicamente a “acabar con la idea del salario
familiar y a sustituirla por una prestación social marginal que como tal no computa
como salario”261 . La ANDI y los empresarios de Medellín, entendiendo las venta—

jas que para sus costos salariales representaba el subsidio, habían venido creando e

impulsando desde 1954 las cajas de compensación. De ahi que, a la postre, en opi—

nión de Moncayo y Rojas, “en condiciones de estancamiento del proceso capitalita
en 1956, la dictadura optó por dictar un modesto Decreto de “estímulo' al subsidio
familiar el cual enterró definitivamente los propósitos de elevar la remuneración
mediante la figura del salario familiar”ººº.

Pero más importantes aun son las intenciones del gobierno de las Fuerzas Ar—

madas de romper con el tabú respecto de la regulación del salario. El lº de mayo de
1954 el Ministerio de Trabajo hace saber públicamente que expediría un Decreto
Ley en el que fijaría un salario mínimo, en armonía con las disposiciones del Códi—
go, con la intervención de juntas consultivas de comisiones paritarias de trabajado—
res y patronos de los diversos sectores de producción de las regiones económicas.

2… Decreto Legislativo 0617 de 1954 (por el cual se modifica el Código Sustantivo del Trabajo).
… MONCAYO,YÍCt0r Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. m…, p. 133.

¿”3 Ibídem, pp. 132—133. “De acuerdo con el ideario corporativista, a los trabajadores y a sus familias se les de—

beria garantizar un mínimo de subsistencia estimado según las condiciones sociales mínimas o promedio de
vida en cada país. De allí que los temas del salario mínimo, el subsidio familiar, la participación de utilidades
y el pleno empleo, fueran preocupación del Gobierno de excepción. .. La sociología cristiana considera el

trabajo humano en su doble aspecto moral y material El salario mínimo se determina por la subsistencia del
trabajador, no aislado, sino del trabajador con su familia real o posible... El salario mínimo social que preco—
niza la Iglesia Católica se halla complementado sabiamente por el subsidio familiar y la participación de los

trabajadores en las utilidades de las empresas y la suma de estos factores es lo único que puede contribuir a
una paz social estable”.
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No obstante, tal es la alarma que ello produce, recogida por la prensa de ambos
partidos, que fracasa el mencionado Decretoº“. Dentro del mismo orden de ideas,
el Decreto 1156 de 1955 crea comisiones paritarias de patronos y trabajadores por
departamentos, intendencias y comisarías para la fijación del salario mínimo. A es—

tas comisiones regionales se les asigna la responsabilidad de emitir un dictamen que
contenga las escalas salariales mínimas generales por región o actividad profesional,
industrial, ganadera, agrícola, etcétera. No obstante, a pesar de los esfuerzos reali—

zados por reajustar el salario mínimo, sólo después de varios intentos fallidos, ñnal—

mente en 1956 (Decreto 2214) éste es elevado a fin de rescatar el poder adquisitivo
de la moneda, perdido desde ñnales de 1950,

El Gobierno,

. no obstante los buenos augurios iniciales _v el haber logrado disminuir

notoriamente el vandalismo, fue deslizándose hacia la dictadura. Los universita—

rios fueron los primeros en manifestar su inconformidad por hechos atentatorios
de la dignidad universitaria. Después, los partidos políticos no veían bien ni el

pretendido binomio “pueblo—Fuerzas Armadas” en el cual se amparaba la dicta—

dura para excluirlos de la Administración Pública, ni la “determinación inmodi—

ñcable” de una segunda elección presidencial, anunciada por los militares. Los

industriales, finalmente, realizaron un paro nacional que precipitó los aconteci—

mientos. El 10 de mayo de 1957 Gustavo Rojas Pinilla salió del pais, dejando el

Gobierno en poder de una junta militar de cinco miembrosº“.

Para esa época, en opinión de los distintos analistas del tema, los sindicatos ya
han dejado de actuar políticamente, a diferencia del pasado. Entre las razones ar—

giiidas para ello se plantea que los sindicatos han dejado de ser útiles para los movi—

mientos políticos por lo que dejan de apoyarlos. O, alternativamente, como lo señala
Silva Romero, como consecuencia del fracaso de la política de apoyo de los sindica—

tos a movimientos políticos, éstos no tienen más alternativa que limitarse a realizar
demandas reivindicativas dentro del ámbito de la empresaº“.

Con el derrocamiento de Rojas Pinilla y la asunción del poder por parte de una
junta militar se le pone término a un período de casi diez años en el que las deci—

siones se adoptan por fuera del orden establecido en la Constitución. Primero por
cuenta del uso permanente del estado de sitio _v del cierre del Congreso, después
por cuenta del golpe de Estado en contra del gobierno de Laureano Gómez.

1“ SALCEDO DONADO, Ricardo. Óp. rif.

3“ HENAO HIDRÓN,JaYieE Óp. (¡I., pp. 47—83.

1“ SILVA ROMERO, Marcel. Óp. u'z.
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La Junta Militar, una vez en el poder procede a abandonar rápidamente los me—

canismos represivos de la acción reivindicativa que estuvieron vigentes a lo largo de la
década “para poder continuar contando con el apoyo de la clase obrera y demás sec—

“. En con—372tores dominados, en el proceso de restauración del régimen democrático
secuencia, se impone el regreso a las formas de integración de la lucha reivindicativa

que habían sido interrumpidas durante el lapso del estado de excepciónº“.
Los primeros pasos dados por el gobierno transitorio de la Junta Militar con—

sisten en devolver la caliñcación de las justas causas, que legitimaban el desconoci—
miento de la garantía del fuero sindical, al régimen de calificación por parte de la

jurisdicción (Decreto 0204 de 1957268). :Xl mismo tiempo la Junta elimina el sistema
de indemnización que permitía a bajo costo romper fácilmente el fuero sindical,
sustituyéndolo por la obligación de pago a cargo del patrono, del reintegro y salarios
caídos a los trabajadores despedidos estando protegidos por el fuero. “En otras pa—

labras se fortalece la institución del fuero sindical, pues su desconocimiento debía
someterse a un procedimiento judicial, _v en caso de que el patrono no acudiera a él

”ººº. En opinióny despidiera injustamente al trabajador, la sanción era más onerosa
de Moncayo y Rojas, “esta medida favorece, obviamente, la organización sindical y
estimula la lucha reivindicativa a través de ese canal, como era la necesidad del mo—

mento, una vez superada la crisis de hegemoníaº'”º.
Al mismo tiempo, la Junta establece que las convenciones colectivas deben

aplicarse exclusivamente a los trabajadores sindicalizados y que los trabajadores
no afiliados al sindicato sólo pueden gozar de las condiciones alli pactadas si pagan
al sindicato la mitad de la cuota ordinaria de los afiliados (Decreto 0018 de 1958).
En concepto de Moncayo y Rojas, “era algo así como un estímulo económico a la

sindicalización”271 .

Paralelamente, como el Estado volvía a abrir los canales de integración de la lu—

cha reivindicativa y como éstos bien podían conducir a la huelga legítima, la junta
Militar introduce la institución de la prehuelga —período de diez días entre la decla—

ratoria y la cesación efectiva del trabajo—, nueva fase del proceso que pretendía evitar
el conflicto huelguistico presionando un arreglo durante ese lapso (Decreto 0214 de
1958). “La prehuelga permitía también al patrono tomar las medidas indispensables

“" MONCAYO,YÍCt0r Manuel )" ROJAS, Fernando. Op. rit., p. 194.

3“ [bil/em.

Decreto 0204 de 1957 (sobre nuevas disposiciones sobre el fuero sindical).
… NIONCAYO, V ictor Nlanuel y ROJAS, Fernando. Óp. m., p. 194.

27” Íb1'n'em.

Ibídem, p. 195.
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para contrarrestar el movimiento huelguistico o para asegurar la producción o los ele—

mentos e instalaciones de su empresa””º.
De otra parte, también a los pocos días de la caída de Rojas, la Junta Militar

dicta un Decreto que hace por primera vez obligatorio el pago del subsidio fami—

liar…. En efecto, el Decreto 0118 de 1957 introduce una sobretasa a la nómina del 5

por ciento, sobretasa a la que más tarde se le asignará el nombre de “parañscal”, que
debe ser sufragada por todos los establecimientos con capital superior a $100.000
con destino especíñco al financiamiento del subsidio familiar y del SENA, entidad

que había sido creada durante la dictadura para hacerse cargo de la educación téc—

nica de la clase trabajadora. A cambio de esta nueva prestación social, que como se
anotó anteriormente apoyaba la ANDI, el mismo Decreto congela las cesantías y or—

dena su liquidación.
La Junta Militar, después de firmado el acuerdo político de alternación en la

Presidencia de la República entre los partidos políticos mayoritarios, que facilita la

votación del Plebiscito en 1957, entrega en 1958 el poder al primer presidente elec—

to del Frente Nacional, el liberal Alberto Lleras Camargo, quien lo asume en un
período de post auge económico.

Así culmina un lapso turbulento de la historia del país que se maniñesta a través
de una lucha política encarnizada entre los dos partidos mayoritarios en la que la de—

finición respecto de la asignación de recursos entre capital y trabajo juega un papel
protagónico y en el que la problemática se hace evidente a través de la lucha reivin—

dicativa de los trabajadores, que en no pocas ocasiones adquiere carácter un violento.
Dicho acuerdo se traduce en la desaparición de la lucha partidista y en la unanimi—

dad de criterio en torno a la necesidad de consolidar el acuerdo logrado, para lo cual
los partidos mayoritarios buscan el apoyo de los trabajadores lo que, si bien se tra—

duce en mayores salarios, mayor estabilidad laboral y mejores condiciones laborales
independientemente de cuál sea el partido que esté a cargo de la Presidencia de la

República, de hecho implica mayores limitantes a su capacidad de lucha.
Durante el período durante el cual el país fue regido por el estado de excepción

continúa la migración rural—urbana y el fortalecimiento de la actividad industrial.
La población en 1955 alcanza 14,5 millones de habitantes y la proporción de aqué—

lla que habita por fuera de las ciudades se reduce a 55,7 por ciento. Así mismo, la
proporción de la producción industrial y de servicios dentro de la total llega a 34

por ciento, equivalente a la agropecuaria, habiendo caído esta última de más de 50

por ciento a comienzos de siglo.

… 5Acmc¿, Luis Carlos. Óp. …… p. 9.

3” NIOXCAYO,YÍCt0r )Ianuel y ROJAS, Fernando. Óp. (¡I., p. 133.
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El ritmo de la actividad económica es objeto de fuertes fluctuaciones durante
la dictadura, al registrarse entre 1952 y 1954 un auge económico impulsado por la
industria, que lleva al PIB a crecer a 6,4 por ciento real en promedio. Ese dinamis—

mo, no obstante, se pierde en 1956 y 1957 cuando el crecimiento del producto cae a

2,23 y 2,46 por ciento respectivamente, por cuenta de menores precios del café y de
la inflación que alcanza un 20,2 por ciento, impulsando la caída en los salarios rea—

les. Estos, entre 1950 y 1958, crecen 46,5 por ciento (4,9 por ciento por año), pero
dicho incremento se da esencialmente entre 1956 y 1957, impulsado por un aumen—

to de 108,4 por ciento real en el salario mínimo (decretos 2214 de 1956… y 0119 de
1957275) después de haber caído 20,3 por ciento en 1955 frente a 1950.

Además cabe destacar que, dada la conñguración del territorio nacional, la es—

casez de ahorro en la economía y la política proteccionista, el tipo de industria que
se había desarrollado era de carácter monopólicoº“. Al respecto, Urrutia realiza un
análisis en el que concluye que,

la estructura del mercado en Colombia ha sido determinada en gran par—

te por la política aduanera proteccionista y por la escasez crónica de capitales del

país. Estos dos factores han conducido a una estructura industrial altamente mo—

nopolística, en la que usualmente la firma controla la producción de un produc—

to 0 de un grupo de productos. Otro factor que ha conducido a una producción
monopolista ha sido la combinación de una tecnología importada y un mercado
interno limitado 277.

Urrutia verifica esa hipótesis con base en unas cifras del Departamento Ad—

ministrativo de Planeación sobre el grado de concentración de la propiedad en la

industria (1959, 1960 y 1961).
Otros indicadores socioeconómicos señalan que para ese entonces la situación

de la población está lejos de tener indicadores aceptables. Al tiempo que la tasa de
natalidad es de 44 y la de mortalidad de 16,7 por mil habitantes, la matrícula de pri—

maria es de sólo el 7,1 por ciento de la población total, la de secundaria de 0,5 por
ciento y el analfabetismo de 37,7 por ciento.

Decreto 2214 de 1956 (por el cual se fija el salario mínimo en los departamentos).

Decreto 0119 de 1957 (por el cual se aumentan los sueldos de los empleados públicos nacionales).
17" URRUTIA, Miguel. Óp. m., p. 25.
177 Ibídem, p. 174.



CAPÍTULO 11:

SEGUNDO PERÍODO (1958-1989)

El acuerdo partidista
Años 1958 a 1968
El acuerdo partidista que permite ponerle término al estado de excepción consti—

tucional consiste en la alternación en el poder de los partidos Liberal y Conserva—

dor durante dieciséis años y en la repartición paritaria de la burocracia entre ambos

partidos, lo que facilita la administración del Estado, cuyo control ya no va a consti—

tuirse en el epicentro de la disputa política. De esta manera, se abre espacio, por lo

menos hasta bien entrada la década del setenta, para que los gobiernos se dediquen a

la administración del Estado y a construir su institucionalidad. Pero, un acuerdo de

esta naturaleza no está exento de problemas, los grupos de interés que comienzan a

surgir, que resultan excluidos del arreglo, no encuentran formas de acceso al poder,
incluso después de terminado el Frente Nacional, por lo que optan por la lucha ar—

mada. De esta manera surge un enemigo del establecimiento que se convertirá en un

gran factor de perturbación del orden público a partir de los años ochenta.

Lleras Camargo (1958—1962), una vez en la Presidencia, procede a buscar la le—

galización de las normas adoptadas en uso del estado de sitio. No obstante, sólo has—

ta 1961 el Congreso aprueba la Ley 141 de 19611 que le da permanencia legal a los

decretos legislativos dictados entre noviembre de 1949 y julio de 1958 para poder

hacer tránsito a la normalidad constitucional. Dentro de las medidas incorporadas
al ordenamiento jurídico está el Código Sustantivo del Trabajo, adicionadas a las

disposiciones adoptadas durante el lapso en que el pais estuvo regido por el estado

de excepción y que no habían sido derogadas, como son por ejemplo aquéllas que
todavía continuaban vigentes y que habian sido incorporadas en el Decreto 0616 de

19542 relacionadas con la denuncia de la convención colectiva.

' Ley 141 de 1961 (por la cual se adopta una legislación de emergencia y se dictan otras disposiciones).

Decreto 06l6 de 1954 (por el cual se modiñcan los Código Sustantivo y Procesal del Trabajo).
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Durante este período se reinicia la actividad de los sindicatos y las confedera—
ciones de trabajadores adoptan orientaciones anticomunistas. Así, en el VII Congre—
so de la UTC, realizado en septiembre de 1958, se propone el lanzamiento de una
campaña anticomunista en el país. A su vez, en la CTC los dirigentes liberales entran
en contradicción con los comunistas, lo que lleva al rompimiento protocolizado en
el Congreso de dicha Confederación en diciembre de 1960, en el que, además, se
proclama una política anticomunista3. En relación con este tema, el mencionado
Congreso, patrocinado por el Gobierno y cuya instalación estuvo a cargo del pre—
sidente Alberto Lleras, señala: “El XII Congreso de la CTC rechaza enfáticamente
con un alto sentido de nacionalidad y patriotismo la intromisión del comunismo
internacional, materialista y ateo, que aspira a dirigir y orientar con falsas doctrinas
a los trabajadores del mundo libre y democrático. . .” *. En dicho Congreso se elige
un comité ejecutivo liberal—º.

Es importante destacar, como se anotó, que para finales de los años cincuen—
ta el país se había transformado e iniciado el proceso de industrialización. Pero, la
estructura que adquiere el aparato productivo es esencialmente monopolista. Ade—

más, los bajos niveles de educación —en 1951, por ejemplo, la alfabetización tan sólo
alcanza el 37,7 por ciento— lleva a que los trabajadores queden atados a las empresas
donde trabajan por ser allí donde desarrollaban sus calificaciones“. En consecuen—
cia, existen industrias grandes y protegidas y un sinnúmero de pequeñas empresas
en las que por cuenta de su tamaño y la baja calificación de los trabajadores no es
posible conformar sindicatos de empresa y los sindicatos gremiales nunca se desa—
rrollan. Esta situación lleva a Urrutia a señalar que,

... la estructura del movimiento obrero colombiano ha sido determinada por
dos factores: la protección legal que el Estado ha dado a los sindicatos a lo largo
del proceso de industrialización, _v la estructura monopolística de la economia.
Como en otras partes del mundo, el sindicalismo ha prosperado en Colombia úni—

camente en los sectores manufacturero, minero y transportador. Pero dado el gra—
do de subdesarrollo de la economia, estos sectores constituyen únicamente una
pequeña proporción de la fuerza de trabajo total. Por otra parte, las unidades de
producción en estos sectores son o muy pequeñas o muy grandes.

EASTMAX, juan Carlos. “Frente Nacional: Lleras Camargo _X'Yalencia", en Gran Enu':lupzdia de Columbia,
tomo III, Bogotá, Editorial Circulo de Lectores, 2007, p. 202.

* LONDOÍO BOTERO, Rocío. “Crisis _v recomposición del sindicalismo colombiano (l946—l980)", en Emi—
¿'lopvdin nuera /1ix/orin de Colombia. tomo 111, Bogotá, Editorial Planeta, 1989, p. 287.
[bli/em.

" URRL'TIA, 31iguel. His/mir! del rim/ím/tlwno En Colombia, Bogotá, Ediciones Universidad de los Andes,
1969.
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Como norma general, organizar los trabajadores de empresas pequeñas es

dificil y costoso, de modo que el grupo de empresas pequeñas dentro de los sec—

tores mencionados no puede ser sindicalizado. Un método posible para organizar

el sector de la pequeña industria sería por medio de sindicatos gremiales, pero en

el país el sindicato de oñcio no ha prosperado.
En primer lugar, prácticamente no existe una tradición artesanal. La política

librecambista del siglo XIX ha eliminado a los artesanos urbanos, que eran los que

podían haber constituido el núcleo de los sindicatos de oficio una vez iniciada la

industrialización en la segunda o tercera década de este siglo.

En segundo lugar, puesto que no existe una tradición artesanal, y los niveles

educativos son bajos, la fuerza de trabajo disponible carece usualmente de caliñ—

cación. La industria, por 10 tanto, contrata obreros para entrenarlos directamen—

te en el trabajo. Los trabajadores poseen entonces habilidades muy específicas,

útiles únicamente en una empresa dada, y no tienen oportunidades de trabajo

alternativas7.

En esta etapa retoman fuerza los sindicatos. En opinión de Moncayo y Rojas

ello ocurre en razón a que el Gobierno busca su apoyo para consolidarse en el po—

der, después del período traumático por el que había atravesado el país en los años

anteriores. No obstante, el sindicalismo que surge a partir de entonces se diferencia

del existente en los años cuarenta. En opinión de González Charry,

la línea de conducta adoptada por las centrales obreras en este momento

y al parecer hacia el futuro, fue la de “apoliticidad”, es decir, la del apartamiento

de los partidos tradicionales, a los cuales habían venido vinculados, como ya se ha

visto. La dura experiencia que habían sufrido las clases trabajadoras y en particu—

lar sus más fuertes organizaciones sindicales, la CTC, y la UTC por andar a la zaga

de los partidos que las apoyaban desde el Gobierno, les había dejado lesiones muy

grandes y se aprestaban a rectificar“.

Dentro de ese marco, las confederaciones y los sindicatos comienzan a utili—

zar una estrategia de acción diferente: la ocupación de fábricas, lo que deriva en que

para esa época se conozcan importantes movimientos huelguísticosº. Esta situación

' Ibídem, p. 171.

GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Derecho colc¿'fit'n ¿le! trabajo, tomo I, Cuestianer genera/ex, aspevln histórica

estrurtura ximliml, segunda edición, Bogotá, Futura—Grupo Editorial Ltda., 1978, p. 224.

" NIONCAYO, Víctor Nlanuel y ROJAS, Fernando. Lurlum n/uwary polílim laboral en Colombia. N1edellín, La

Carreta, 1978, p. 196. “Como el de la empresa Croydon de Cali en 1958, o el de los ingenios azucareros del

Valle del Cauca, 0 de los mineros de la Frm¡¡inu Gnlz/ .Un… en Antioquia, 0 de los obreros de la industria
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alimenta “la creencia de haber encontrado un método nuevo y eficaz de solución a los
conflictos obrero—patronales )“ una alternativa a la huelgaº“º. No obstante, Londoño
Botero señala que “el desarrollo de la lucha sindical después de esa coyuntura indica
que la táctica de la toma de fábricas sólo daría algún resultado en momentos de rece—
sión industrial y en las empresas pequeñas y medianas más vulnerables a tal situación.
La huelga, por el contrario, ha mostrado su persistencia no sólo en Colombia sino en
el mundo entero

De otra parte, es destacable que el sector obrero que utiliza tácticas violentas
durante esos años es el de trabajadores de los servicios públicos y empleados del

”11

Gobierno". En opinión de Urrutia, en el sector público

se explota más la posición de “iniciadores de violencia” de los sindica—

tos que en el sector privado, a causa de la ausencia de canales institucionalizados
efectivos para la solución de peticiones laborales. Los trabajadores del Gobierno
no pueden declarar legalmente la huelga, y el Gobierno usualmente padece de
una crónica escasez de fondos. Por lo tanto nunca eleva los salarios por decisión
propia. Así resulta inevitable que los sindicatos de empleados oñciales usen la
huelga, a pesar de que sea ilegal hacerlo. .. Una vez fuera de la Ley, los sindicatos
tiene poco que perder si se comprometen además en otras acciones ilegales, tales
como el uso de la violencia para mantener la huelga efectiva”.

Urrutia continúa:

en resumen, el hecho de que no existen canales institucionales efectivos
para la presentación de quejas y peticiones laborales en el sector público, ha lle—

vado al deterioro de las relaciones obrero—patronales en ese sector. Los sindicatos
no ven sus demandas atendidas si no amenazan al Gobierno con un conflicto so—

cial en gran escala, o con disturbios callejeros que comprometen la estabilidad del

textilera en la Fábrica La Garantía de Cali, 0 de los Talleres Apolo _v Tejicóndor en Medellín, 0 el de la Fá—
brica Icollantas en Bogotá. todos sucedidos en 1959, o los combatívos movimientos de los trabajadores han—
carios en 1959 _v 1961, o el de Colpet, en 1960, o dela Siderúrgica Medellín y de Tejicóndor en 1961“. Para
Eastman, “el incremento de los conflictos laborales fue resultado de la crisis económica _v de la política rra—
zada por el Gobierno, de continuar en el desarrollo de la modernización capitalista colombiana". Tomado de
Easrmx, Juan Carlos. 0'¡;_ m… p. 202.

LONDOX'O BOTERO, Rocío. Óp. r¡¡., pp. 292 y ss.

1bír/em.

URRL'TIA, Miguel. Óp. m., p. 164.

Ibídem, p. 165.
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Gobierno. A su vez, el Gobierno con frecuencia resulta inesperadamente severo

con estos sindicatos, y toma medidas represivas“.

En opinión de Escobar Uribe lo racional frente a los servidores públicos “no es

prohibir estas huelgas sino reglamentarlas, determinando al efecto, en forma preci—

sa y taxativa qué actividades son absolutamente esenciales para la comunidad””.

Ahora bien, es de tal naturaleza el auge de la lucha reivindicativa que el Estado

se ve obligado a restarle consecuencias a las condiciones de ilegalidad de las huelgas
mediante nuevas normas que buscan recuperar el control parcialmente perdido“.
El Decreto 2164 de 195917 elimina el despido inmediato de los trabajadores com—

prometidos en huelgas ilícitas y lo sustituye por un sistema que deja en manos del

empleador la determinación inicial de los trabajadores que pueden ser despedidos

por participación en la cesación del trabajo. Agrega el mismo Decreto que la decla—

ratoria de ilegalidad sólo autoriza al empleador para despedir a cualquier trabaja—

dor, independientemente de su vinculación voluntaria o no al movimiento, cuando

persista en el paro con posterioridad a la declaratoria de ilegalidad.
Como quiera que el principio de representación sindical prefería el sindica—

to de base, lo cual daba lugar a serios problemas de ausencia de representación en

aquellos conflictos donde éste no existía, lo que conducía a formas de acción obrera

no integradas y autónomas, el Gobierno expide el Decreto 1952 de 1961”, confor—

me al cual, en ausencia de sindicato de base, la representación de los trabajadores

—presentar pliegos de peticiones y celebrar convenciones colectivas— se otorga al

sindicato gremial o industrial mayoritario, y en el evento de que el sindicato de base

existente sea minoritario, la representación se le asigna conjuntamente a todos los

sindicatos que funcionen en la empresa.
Para Urrutia, el Decreto 1952 de 1961 si bien clarifica la posición privilegiada

del sindicato de empresa dificulta “el desarrollo de sindicatos gremiales o de indus—

tria, pues los trabajadores de un mismo oficio son normalmente una minoría dentro

de la empresa. Aunque el sindicato de base es la unidad negociadora más natural,

“ [biz/em. p. 166.

” ESCOBAR URIBE, Ignacio. Los conflictos role¿*liros de tru/mja en Colombia, Bogotá, Editorial Temis, 1975. p. 1364

"' MONCAYO_YÍCtOr Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. (¡I., p. 196.

Decreto 216-1— de 1959 (por el cual se reglamentan los artículos 450 y 451 del Código Sustantivo del Trabajo).

Artículo 1": “Declarada la ilegalidad de un paro, el Ministerio de Trabajo intervendrá de inmediato con el obje—

to de evitar que el patrono correspondiente despida a aquellos trabajadores que hasta ese momento hayan hecho

cesación pacíñca del trabajo pero determinada por las circunstancias ajenas a su voluntad y creadas por las con—

diciones mismas del paro. Es entendido, sin embargo. que el patrono quedará en libertad de despedir a todos los

trabajadores que1 una vez conocida la declaratoria de legalidad, persistieren en el paro por cualquier causa”.

Decreto 1952 de 1961 (por el cual se reglamentan los artículos 357, 373 _v 374 del Código Sustantivo del

Trabajo).
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dada la estructura del mercado en Colombia v la naturaleza de la legislación laboral
del país, tal tipo de sindicato es inherentemente débilº”º, y con escaso poder de ne—
gociación. En opinión del mismo autor, la debilidad inherente del sindicato de base
es la que lleva a que los empresarios lo favorezcan sobre el sindicato industrial o el
gremial. “Y la Ley hace posible que el patrón entrabe el desarrollo de un sindica—
to gremial o industrial mediante la protección de un sindicato que tendrá derechos
exclusivos de negociación”ºº. Antes de 1945 la Ley no discriminaba a favor del sin—

dicato de empresa y los sindicatos industriales y gremiales eran relativamente más
numerosos entonces que en 1959. La realidad respecto de la estructura sindical que
se desarrolla en esa época es lo que explica por qué fueron destruidos varios sindica—
tos industriales o gremiales”.

Urrutia, dentro de la línea de pensamiento de Klare, señala que,

parece entonces que la legislación ha sido un factor importante en la de—

terminación de la estructura del movimiento obrero. Pero la preponderancia del
sindicato de base no es únicamente una función del Artículo 39 de la Ley 6. La
totalidad de la legislación laboral colombiana, así como la protección general que
ha dado el Estado al movimiento obrero, han ayudado a determinar una estructura
del movimiento obrero en que domina el sindicato de base”.

Simultáneamente, el Gobierno, ante el desconocimiento patronal de las normas
de asociación sindical y del régimen de huelga, que contribuía a la inoperancia de los
mecanismos institucionales encauzadores de la lucha reivindicativa, dicta medidas
encaminadas a garantizar el funcionamiento de las reglas quebrantadas por los patro—
nos, en un esfuerzo por revitalizar las formas jurídicas de integración”. Es así como

"' URRUTIA, Miguel. Óp. mi., 13. 21…

1“ Ibídem, p. 175. “El inconveniente del sindicato de base se debe a que cubre una fábrica completa, por lo que
cualquier petición sobre salarios es costosa de satisfacer, en tanto que el sindicato gremial puede obtener au—
mentos de salarios que no son demasiado costosos, pues los trabajadores afiliados son pocos; pero al mismo
tiempo pueden realizar huelgas costosas y efectivas, pues los afiliados están frecuentemente colocados en
una posición estratégica dentro de la empresa. “Si se tiene en cuenta la estructura monopolista del mercado
en Colombia, la derrota de un sindicato de base usualmente no afecta los niveles del salario sindical en otras
empresas. Así, los trabajadores de otras empresas no ayudan a los trabajadores en huelga por interés propio,
sino por caridad o solidaridad, 0 sea que la ayuda es menos segura. Por esto el sindicato de empresa es muy
débil, desde el punto de vista financiero, y no puede sobrevivir, fácilmente una huelga larga“.

l' [bil/cm.

º Ibídem, p. 176.

ºº .N'IOXCAYO,YÍCtW Manuel _v ROJAS, Fernando. Óp. ¿'1'¡., p. 205.
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el Decreto 3378 de 1962”, que reglamenta el derecho de asociación consagrado en los

artículos 353 y 358 del Código Sustantivo del Trabajo, constituye un nuevo intento

por definir más adecuadamente qué significa el derecho de asociación, al establecer

taxativamente que se consideran como actos atentatorios contra el derecho de aso—

ciación sindical obstruir o diñcultar la afiliación de su personal mediante dádivas o

promesas, modificar las condiciones de trabajo incluyendo el sindicalizado, negarse a

negociar con los sindicatos y despedir trabajadores que denuncian esos hechos.

No obstante, en contraste con el fortalecimiento de los derechos de asociación,

es preciso añadir que el Gobierno recurre a la filosofía predominante de comienzos

de siglo de elevar a la categoría de servicio público los sectores donde los sindicatos

se fortalecen. Es dentro de ese marco que en esa época se incluye como servicio pú—

blico al sector bancario (Decreto 1593 de 1959)25 y las actividades de explotación y

refinación que realiza la Colombian Petroleum Company (Decreto 2056 de 1960“).
Al lado de los desarrollos señalados respecto de los derechos colectivos, y a di—

ferencia de lo ocurrido hasta esa fecha con los salarios mínimos, en 1959, al tiempo

que se expide la Ley 187 de 195927 que organiza el Consejo Nacional de Salarios y

faculta al Gobierno para fijar el salario mínimo legal una vez consultadas las posi—

ciones de trabajadores y empleadores, se introducen reajustes salariales que resul—

tan aceptables para la fuerza laboral, lo que a su vez, da lugar a ajustes adicionales

(Ley 77 de 195928, Ley 171 de 1961”).
En paralelo, con las decisiones adoptadas en materia salarial el Congreso se

ocupa del valor de las pensiones que estaban congeladas desde 1945, a pesar de

que el aumento registrado en los precios durante ese período había sido de 400 por
ciento. Es así como la pensión mínima se incrementa a $120 mensuales y la máxima

a 33.000 mensuales. Para 1961 el salario mínimo era de $219, por 10 que la pensión
mínima queda recortada en un 50 por ciento en términos reales frente a 1950 y es

equivalente a medio salario mínimo. En contraste, la máxima resulta incrementada,

al quedar ñjada en el equivalente a catorce salarios mínimos legales. Es decir, 40 por
ciento por encima de la establecida en 1915.

Decreto 3378 de 1962 (por el cual se protege y reglamenta el derecho de asociación consagrado en los artí—

culos 353 y 358 del Código Sustantivo del Trabajo).

— ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ¿"¡/, p. 130, “Se conjuró con esta medida la inminencia de una huelga. una vez

que varias Organizaciones sindicales habían presentado pliegos de peticiones a diversos bancos del país. pliegos

respecto de los cuales no se había llegado todavía a un acuerdo entre las partes”.

3" Decreto 2056 de 1960 (por el cual se modifica el Decreto 1543 de 1955).

Ley 187 de 1959 (sobre salarios mínimos y prima móvil al salario).

Ley 77 de 1959 (por la cual se aumentan las pensiones de jubilación e invalidez).

Ley 171 de 1961 (porla cual se reforma la Ley 77 de 1959 y se dictan otras disposiciones).
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Cabe destacar que en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley
171 de 1961 se arguye que la norma tiende “a corregir la discriminación en contra de
los trabajadores al servicio de empresarios particulares ($600), por comparación con la
ventaja de que gozan los trabajadores públicos (Ley 77 de 1959)”. El Proyecto se ins—

pira en que una de las bases fundamentales de toda legislación laboral justa y democrá—
tica es la regla de que “a igual trabajo, salario igual y garantías igualesº”º.

Esta decisión que en términos de la equidad está lejos de atenderla, _v que en
derecho pueda ser inobjetable, está justificada con base en una argumentación que
no deja de reflejar el absoluto desconocimiento de las implicaciones financieras que
acarrea crear pasivos contingentes sin las debidas precauciones. Al respecto la men—
cionada Exposición de Motivos señala:

no se podrá argumentar contra esta propuesta de modificación que ese
reajuste de pensiones implique gravamen excesivo para los empresarios que pa—

gan las pensiones, ya liquidadas, porque es generalmente sabido que tales pen—
siones, por regla general, no se pagan con recursos tomados de las reservas de
las empresas sino con la aplicación directa de los costos de producción de mer—
cancías y servicios. Y porque además es bien sabido que el valor total de las pen—
siones de retiro no alcanza a representar el 20 por ciento del valor de la nómina
de personal activo... Pero aun suponiendo, en gracia de discusión, que así no
fuera, el hecho es que las reservas que algunos empresarios hayan podido cons—
tituir para atender esa prestación legal han estado rindiendo utilidades durante
largo tiempo y han estado invertidas en cosas que se han valorizado con la des—
valorización de la moneda. Luego las empresas han hecho sobre esas reservas,
que son virtualmente de propiedad de los trabajadores que iban a ser pensio—
nados, utilidades muy sustanciales, al paso que los titulares de la pensión, sim—

ples acreedores monetarios que han sufrido la situación inversa: han sufrido el
golpe de la desvalorización monetaria, que “les ha disminuido el valor efectivo

”Elde tales acreencias

Así mismo, el gobierno de Lleras Camargo introduce un vuelco en las nor—
mas laborales que hasta la fecha había resultado inaceptable para los empresarios,
cual es el de introducir normas sobre estabilidad laboral. Es así como la Ley 171 de
196132 incorpora a la legislación laboral la llamada pensión, sanción que establece a

3“ Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 171 de 1961 (porla cual se reforma la Ley 77 de 1959
y se dictan otras disposiciones). Anales del Congreso de la República.

5 ' 1/n'dmz .

ºº Ley 171 de 1961. Óp. ¿—¡¡., Artículo 8”.
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cargo del empleador el pago obligatorio de una pensión de jubilación y de gastos de

salud a los trabajadores que sin justa causa sean despedidos después de diez años

de servicios, si para ese entonces el trabajador tiene sesenta años de edad o cuando

la cumpla; si el despido se produce después de quince años de servicios el pago se

hace exigible a partir de los cincuenta años de edad”.
De otra parte, siguiendo la tradición de introducir prestaciones sociales, la Ley

15 de 195934 establece el pago del subsidio de transporte a cargo de los patronos que

no ofrezcan directamente el transporte gratuito. Este auxilio queda incorporado al

salario mediante la Ley 1 de 196335.

Para reemplazar a Lleras Camargo, es elegido Guillermo LeónValencia (1962—

1966). González Charry señala que:

... el gobierno del presidenteValencia se inaugura con amplias manifestaciones

de sensibilidad social y de disposición a orientar la política oficial y la labor legislativa

en beneñcio de las clases trabajadoras. .. El movimiento sindical que bajo el gobier—

no de Alberto Lleras comenzaba a reorganizarse, avanzaba de todas maneras en el

campo de las negociaciones colectivas, aunque en ocasiones cometiendo excesos que

obligaban y obligaron posteriormente a los gobiernos a tomar medidas enérgicas o a

hacerlos objeto de serias advertencias. El presidente Valencia mostró siempre buena

disposición no sólo para mantener lo ya conseguido, sino para mejorar la política so—

¡()
cial y el apoyo a la organización sindical, en cuanto le fuera posible .

'“ Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 171 de 1961. Ó];. ¿"i/. “*E1Artículoi"tiendc a garantizar

al trabajador que haya servido diez años o más a un solo empresario el derecho que tiene adquirido a la pen—

sión7 poniéndolo a salvo del despido que se origine en el deseo del patrón de no asumir el riesgo de pensio—

narlo. Y obliga al empresario a garantizar eñcazmente. por medio de póliza de seguros, o de caución banca—

ria, el cumplimiento de esa obligación. Indirectamente esta medida ayudará a que los empresarios procedan

a constituir inmediatamente las reservas o las garantías necesarias para que al entrar en funcionamiento el

seguro social, puedan recibir estos aportes _v asumir el riesgo de pensión para los trabajadores que se hallen

en tales circunstancias, y que tendrán un número muy grande... El mismo objetivo busca el Articulo 7" del

Proyecto. Los dos traerán como saludable consecuencia indirecta la de fortalecer la estabilidad en el empleo,

porque muchas veces el despido del trabajador se debe precisamente al deseo del empleador de librarse de

las obligaciones de la pensión. Si pasados diez años de trabajo el empleador sabe que deberá atender esa

obligación, sea que el trabajador se retire () continúe, _v que si lo despide sin justa causa se le aproximará más

esa obligación, pues naturalmente preferirá conservarla a su servicio hasta cuando cumpla la totalidad de los

requisitos legales para pensionarlo”.

Ley 15 de 1959 (por la cual se da mandato al Estado para intervenir en la industria del transporte, se decreta

el auxilio de transporte, se crea el Fondo de Transporte Urbano y se dictan otras disposiciones).

En el caso de Bogotá, la Ley fijó el valor del aporte que deben hacer los patronos en veinticinco centavos,

quince centavos a ser entregados al trabajador y diez centavos con destino al Fondo del Transporte en el Dis—

trito Especial de Bogotá. Así mismo la Ley fija el costo del servicio de transporte en quince centavos.

—"'" GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m.… p. 226.
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No obstante, por ese entonces el país enfrenta un enorme malestar social produc—
to de las fuertes presiones políticas y laborales y por cuenta del deterioro de la situa—
ción económica, el cual se traduce en un crecimiento del PIB de sólo 3,29 por ciento en
1963. Esa realidad deriva en tres eventos: uno, un incremento del salario mínimo legal
de 42 por ciento a finales de 1962 (Decreto 1611 de 1962”), incremento que rápida—
mente es erosionado por una devaluación del 29,31 por ciento y por el desbordamiento
del crecimiento de los precios, que en 1963 alcanza un 32,55 por ciento.

Además, hay que tener en cuenta la creación de la Confederación Sindical de
Trabajadores de Colombia, CSTC. Su fundación se produce en mayo de 1964, en
un momento de confrontación en las relaciones obrero—patronales que “provocó
malestar en el Gobierno y recelos en las centrales sindicales bipartidistas””. Su an—
tecedente se encuentra en el Comité de Unidad de Acción y Solidaridad Sindical,
CUASS, constituido por las organizaciones sindicales expulsadas o que se retiraron
durante el Congreso de la CTC de 1960. Esta nueva central cuenta como añliados al
23 por ciento de los trabajadores sindicalizados”. Su personería sólo es reconocida
diez años más tarde en el gobierno de Alfonso López Michelsen.

En la gestación de un paro general de trabajadores de enormes proporciones
en 1965, luego de varios años de conflictos, dentro de los cuales se destaca la huelga
de Cementos El Cairo, resultan asesinados trece obreros en la conocida como “ma—
sacre de Santa Bárbaraº“º. Los propósitos del movimiento son obtener la derogato—
ria del impuesto a las ventas, que incídía sustancialmente en el encarecimiento del
costo de la vida, y alcanzar algunas modificaciones de la legislación laboral, ya obte—
nidas por la vía de la negociación colectiva, como la eliminación de la denominada
cláusula de reserva“. Sin embargo, Eastman señala que, según algunos, la razón por
la cual la UTC mantuvo hasta la víspera la decisión de participar en el paro, eran
razones diferentes “y más próximas a una conspiración cívico—militar que se estaba
fraguando para el día del paro, y cuya ñgura central era el ministro de Guerra, ge—
neral Alberto Ruiz Novoa”*º.

En opinión de González Charry,

37 Decreto 1611 de 1962 (por el cual se reglamenta la Ley 171 de 1961, sobre pensiones de jubilación e
invalidez).

º'” EASTMAX, juan Carlos. Óp. ¿"i/.. p. 204.

” [bil/em.

*“ LONDOX'0 BOTERO, Rocío. Óp. u'¡., p. 296.

'” NIONCAYO, Víctor Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. cit., p. 206.
43 EAST.XIAX, Juan Carlos. Óp. cit., p. 204.



“auge sin precedentes”. La tasa de crecimiento del número de huelgas entre 1962

y 1965 es de 133,33 por ciento, el número de trabajadores comprometidos en los

movimientos se eleva, en el mismo lapso, en 258,33 por ciento, y el número de jor—

nadas—hombre perdidas crece en 395,68 por ciento“. Durante ese período “el más

elevado porcentaje de conflictos corresponde a aquellos surgidos del desconoci-

miento delos convenios colectivos por parte de los patronos, los cuales representan

46,85 por ciento, lo que es ligeramente superior a los conflictos nacidos de nuevos

pliegos de peticiones, que constituyen un 45,27 por ciento

45

46
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no es exagerado afirmar que el año de 1965 fue uno de los más agitados

por causa de las suspensiones colectivas de trabajo. Durante este lapso, pero prin—

cipalmente en los últimos meses del año, el Gobierno tuvo que intervenir en la

solución de veinte huelgas legales; dieciocho paros ilegales del sector privado y

once paros de apreciable magnitud en el sector público, sin que por causa de esos

movimientos sindicales se hubiera registrado un solo suceso deplorable”.

Para Moncayo y Rojas, la lucha reivindicativa a partir de 1962 muestra un

”45

Moncayo y Rojas señalan que en esas circunstancias,

el Gobierno busca, pues, convencer al movimiento sindical de la inuti—

lidad de la huelga, para contar con su apoyo en la reforma del régimen de ella y

en la introducción del Sistema de Arbitramento Obligatorio. Su preocupación en

este sentido se explica por el hecho de que las huelgas continúan ofreciendo ca—

racterísticas de combatividad y autonomía de particular relevancia, a las cuales

sólo pueden oponerse con éxito el Estado y los patronos mediante la utilización

de la violencia fisica o de método totalmente al margen de la Ley“.

Paradójicamente en su opinión,

cuando la espontaneidad obrera conduce ala toma de fábricas y el grado

de organización no permite fácilmente la vía represiva, como ocurrió en las to—

mas de Britilana y Tedesco (1964), donde la medidas penales fueron la respuesta

GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp cit., p. 239.

.NIOXCAYO,Y¡Ct0r Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. ¿"il., p. 203.

Ibídem, p. 204.

IÍIÍIÍCIII. “En Celanese (febrero 9 de 1962) la huelga es derrotada por la coacción patronal que obliga a traba—

jadores esquiroles a celebrar pactos colectivos; en Perini (abril de 1962) la intervención de la Policía que blo—

quea los accesos a la hidroeléctrica es deñnitiva en la derrota del movimiento; en Cementos El Cairo (enero de

1963) la represión militar en Santa Bárbara ahoga en sangre la acción pacíñca de los obreros; igual tratamiento

militar fue el remedio contra la combatividad de los trabajadores de la industria del petróleo (1963)".
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estatal, el Estado opta por la integración o absorción ideológica de la acción, res—

paldando las ocupaciones para que sean los propios obreros quienes restablezcan
las condiciones de la producción sin alterar la forma capitalista de extorsión. De
esta manera, la posible disyunción de la espontaneidad obrera de la ideología ca—

pitalista, es impedida por el Estado que, al acoger la iniciativa de las masas, impi—
de que adquiera una mayor virtualidad revolucionaria".

Esta tesis está dentro del marco esbozado por Acemoglu en el sentido de que
las élites frente a las presiones y ante la posibilidad de ser derrocadas otorgan con—
cesiones y las decisiones adoptadas por el Estado se sesgan a favor de los intereses
del votante medio. Este tipo de actividades, en concepto de quienes no les gusta ce—

der, es calificado como debilidad del Gobierno.
El gobierno deValencia acuerda con la UTC y la CTC el levantamiento del paro

y, a cambio de ello, les otorga un lugar en la Comisión de Estudios Económicos y
Sociales del Gobierno, con “derecho a intervenir, junto a representantes de ésta, de
los gremios y de las directivas de los partidos tradicionales, en el diagnóstico de los
principales problemas del país en ese momento, en la elaboración de anteproyec—
tos de ley que serían puestos a consideración del Congreso de la República para su
estudio y eventual aprobación“? En desarrollo de esas convenciones, el Gobierno
presenta al Congreso un proyecto de ley que no es aprobado, razón por la cual, en
uso de las facultades que le confiere al Ejecutivo el Artículo 121 de la Constitución
Política, expide los decretos legislativos 235149 y 2352 de 196550.

Las normas laborales expedidas durante la administración Valencia son reci—

bidas con beneplácito por parte de la clase trabajadora, no sólo en razón de que
privilegian la estabilidad laboral, sino que también fortalecen la institución arbitral
mediante el otorgamiento de ventajas a los trabajadores frente a los empleadores
en términos de la negociación colectiva, con lo que se busca minimizar los movi—
mientos huelguísticos de esa época en el caso de conflictos colectivos de trabajo de
naturaleza económica.

Una de las principales reformas que se introduce al Código Sustantivo del
Trabajo con el Decreto 2351 de 1965 es la reestructuración del contrato indivi—
dual del trabajo: suprime el llamado contrato presuntivo de trabajo o término
presuntivo del contrato y la cláusula de reserva para consagrar que el contrato de

“ Ibídem, p. 205.

Ibídem, pp. 204 y ss.

*” Decreto Legislativo 2351 de 1965 de estado de sitio (por el cual se hacen unas reformas al Código Sustantivo
del Trabajo).

5“ Decreto Legislativo 2352 de 1965 (por el cual se autoriza la implantación transitoria de turnos especiales de
trabajo nocturno, con el F… de absorber la mano de obra desocupada).
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trabajo tiene vocación de permanencia, en donde el empleador no puede dar por
terminado el contrato sino por justa causa, concepto que queda definido. Esta

prerrogativa, inicialmente consagrada en el Articulo 48 del Código Sustantivo del

Trabajo, era aplicable solamente a los contratos celebrados a término indefinido,

y exigía que debía constar por escrito, un preaviso de cuarenta y Cinco días que el

patrono podía compensar en dinero, e implicaba el pago de todas las acreencias

laborales, más no el de una indemnización de perjuicios por terminación uni—

lateral del contrato sin justa causa. Contra dicha institución jurídica que había

sido instaurada en la legislación desde 1945, como elemento equilibrador de las

relaciones de trabajo, existían innumerables protestas por parte de sindicatos y

trabajadores51 en razón a que “fueron utilizadas abusivamente por la clase empre—

sarial para terminar con los contratos de trabajo, para abusar de las organizacio—

nes sindicales, y para eludir prestaciones de tanta importancia, como la pensión
de jubilación”?

En concordancia con la eliminación de dicha cláusula, el Decreto 2351 inclu—

ye sanciones pecuniarias considerables por despido injustificado”, sanciones que

ya venían siendo incorporadas en los convenios colectivos54 e introduce la acción

Concepto jurídico emitido por la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de la Protección Social, diciembre

11 de 2006.

51 GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¿"il., p. 228.

Decreto Legislativo 2351 de 1965 (por el cual se hacen unas reformas al Código Sustantivo del Trabajo). Ar—

tículo 8": “En caso de terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa comprobada, por parte

del empleador o si éste da lugar a la terminación unilateral por parte del trabajador por alguna de las justas

causas contempladas en la Ley, el primero deberá al segundo una indemnización en los términos que a con—

tinuación se señalan. En los contratos a término fijo. el valor de los salarios correspondientes al tiempo que

faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el del lapso determinado por la duración de la obra

o la labor contratada, caso en el cual la indemnización no será inferior a quince (15) días. En los contratos a

término indefinido, la indemnización se pagará asi: cuarenta y cinco (45) dias de salario cuando el trabaja—

dor tuviere un tiempo de servicios no mayor de un año; si el trabajador tuviere más de un (1) año de servicio

continuo y menos de cinco (5), se le pagarán quince (15) días adicionales de salario sobre los cuarenta )" cin»

co (45) básicos del literal a., por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero, _v proporcional—

mente por fracción; si el trabajador tuviere cinco (5) años o más de servicio continuo _v menos de diez (10),

se le pagarán veinte (20) días adicionales de salario sobre los cuarenta y cinco (45) básicos del literal a., por

cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero, _v proporcionalmente por fracción; _i' si el trabaja—

dor turiere diez (10) o más años de servicio continuo se le pagarán cuarenta (40) días adicionales de salario

sobre los cuarenta _v cinco (45) días básicos del literal a., por cada uno de los años de servicio subsiguien—

tes al primero y proporcionalmente por fracción“. Artículo 40: “Protección en caso de despidos colectivos.

Cuando un empleador o empresa obtenga autorización del Ministerio de Trabajo )" Seguridad Social para
el cierre definitivo, total o parcial, de su empresa. o para efectuar un despido colectivo, deberá pagar a los

trabajadores afectados con la medida, la indemnización legal que le habría correspondido al trabajador si el

despido se hubiera producido sin justa causa legal. Si la empresa o el empleador tiene un patrimonio líquido

gravable inferior a mil salarios mínimos mensuales. el monto de la indemnización será equivalente al 50 por
ciento de la antes mencionada".

'“ URRUTIA, Miguel. Óp. ¿"il.
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de reintegro mediante la cual los trabajadores con más de diez años de antiguedad,
despedidos sin justa causa, deben ser reincorporados a su lugar de trabajo con de—

recho a recibir la remuneración correspondiente al período en el que el trabajador
esté por fuera del empleo. Esa norma unida a la de pensión sanción (Ley 171 de
1961) garantiza la total estabilidad laboral de los trabajadores con más de diez años
de servicio.

En segundo lugar, autoriza como alternativa a la huelga la convocatoria de tri—

bunales de arbitramento obligatorios a solicitud de los trabajadores, tribunales que
los favorecen ampliamente en razón a que sólo podían conocer de las peticiones de
éstos. Ostau de Lafont anota respecto de esos años que,

precisamente, un análisis de los movimientos huelguisticos permite esta—

blecer la incapacidad creciente del Estado para controlar la lucha reivindicativa.
El Gobierno buscó convencer al movimiento sindical de la inutilidad de la huelga,
para dar paso a una institución paternalista como el arbitramento, que impidiera el
desbordamiento de la protesta social, tras de una aparente defensa del trabajador”.

En tercer lugar, aumenta el número de trabajadores amparados con el fuero
sindical; consagra el fuero circunstancial como mecanismo que busca proteger a los
trabajadores que hubieren presentado al empleador un pliego de peticiones, en el
sentido de que éstos no pueden ser despedidos sin justa causa comprobada, desde
la fecha de la presentación del pliego y durante los términos legales de las etapas es—

tablecidas para el arreglo del conflicto; establece una discriminación legal en cuan—
to a las mayorías exigidas para decidir la huelga, según se trate de la votación de la
mitad más uno del total de trabajadores de la empresa, en tanto que si éstos están
sindicalizados sólo precisan de la mitad más uno de la asamblea del sindicato o sin—

dicatos a los que estuviese afiliada más de la mitad de los respectivos trabajadores;
amplía la etapa de la prehuelga con el fin de poner un dique a la elevada proporción
de conflictos suscitados por el desconocimiento de parte del empleador de las cláu—

sulas incluidas en las convenciones, al tiempo que hace explícita la posibilidad de ir
a la huelga cuando quiera que el incumplimiento consista en la retención o dismi—
nución colectiva de salarios.

En cuarto lugar, perfecciona la prohibición del esquirolaje al reiterar que los
grupos minoritarios de trabajadores que no participen en la huelga, no pueden
continuar laborando. Pero, la norma autoriza simultáneamente a los trabajadores
comprometidos en la huelga de retractarse de su decisión individual, simplemente

55 OSTAL' DE LAFOXT DE LEÓN, Francisco Rafael. El disrurxopamvm/¡sm en laf¡rma[ifín ¿le la norma labora/,
p. 280.
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reintegrándose al trabajo“ y elimina el ordinal i. del Artículo lº del Decreto 0753 de

195657 que dejaba en manos del Gobierno, previo concepto del Consejo de Estado,

declarar qué empresas eran clasificadas como servicio público.
Quizás el único Articulo que va en contravía de la tendencia a proteger los in—

tereses de los trabajadores es el que autoriza al Presidente, previo concepto favora—

ble de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia para declarar la cesación de

la huelga cuando ésta afecte por su magnitud gravemente los intereses de la econo—

mía nacional, al tiempo que delega la solución de los diferendos que la provocan a

un tribunal arbitral.
Moncayo y Rojas señalan que esta norma,

es la culminación del perfeccionamiento de las instituciones que se han

venido moldeando en los últimos años, para evitar los riesgos derivados del ejer—

cicio del derecho de huelga. La medida, que permite poner fin a todo tipo de

huelga y que en el fondo es un instrumento adicional al de la declaratoria de ser—

vicio público, es evidentemente un recurso extremo, y como tal está hecho para

ser utilizado únicamente cuando los restantes mecanismos no permiten controlar

eficazmente la lucha reivindicativa”.

En opinión de Urrutia,

aparentemente esta autorización restringe el derecho de huelga y da al

Presidente de la República atribuciones desmedidas para intervenir en el cese de

los conflictos laborales con el pretexto de que lesionan la economía nacional. Sin

embargo, la norma propuesta, manteniendo la indispensable facultad del Gobier—

no para intervenir en aquellos casos en que se afecten los servicios públicos o se

atente gravemente contra la economía nacional, establece un procedimiento más

lógico y menos arbitrario que el que rige consagrado en el ordinal i. del Artículo

lº del Decreto 0753 de 1956”.

Por su parte, el Decreto Legislativo 2352 de 1965 modifica el régimen de ce—

santías en el sentido de que a partir del lº de enero de 1965, para liquidar el auxilio

se toma como base el último salario mensual devengado por el trabajador, siempre

que no haya tenido variación en los tres últimos meses y, establece su concurrencia

—*'> 1b¡d…, p. 212.

37 Decreto 0753 de 1956 (por el cual se sustituye el Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo).

5“ MONCAYO,VíCtOr Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. m.. p. 219.

5” URRUTIA, Miguel. Óp. m., p. 184.
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con el pago de la jubilación, al tiempo que ñja el reconocimiento de un salario triple
por el trabajo los domingos, reduce el recargo por trabajo nocturno ) limita a doce
el número máximo de horas ext1 as a la semana.

Adicionalmente reitera que el patrono queda obligado al pago del seguro de
vida si no lo ha asumido el Instituto de Seguro Social ) que éste es equix alente a
un mes de salario por cada año de servicio sin que el xalor del seguro sea inferior a
doce meses, ni exceda de $30. 000.

En opinión de González Charry el Decreto Legislativo 2351 de 1965 otorga
reivindicaciones obreras de importancia, particularmente en el campo sindical“.
De manera similar piensa Edgar Caicedo, quien señala que “fue una importante
conquista de los trabajadores, que fortaleció el sindicalismo colombiano”“.

No obstante, este planteamiento contrasta con el de Ostau de Lafont, quien
señala que si bien “la UTC consideró este Decreto como el primer acto de cole—
gislación del movimiento obrero” con él “el Estado puede modelar nuevas ins—
tituciones en consonancia con la necesidad de controlar adecuadamente la lucha
reivindicatix—a”º2 en razón a que,

. precisamente, un análisis de los movimientos huelguisticos permite esta—
blecer la inca acidad creciente del Estado ara controlar la lucha reivindicativaP P

a

por lo que el Gobierno buscó convencer al movimiento sindical de la inutilidad
de la huelºa ara dar aso a una institución aternalista como el arbitramento:; a P p P a

que impidiera el desbordamiento de la protesta social, tras de una aparente de—

fensa del trabajador“.

Este planteamiento es compartido por Moncayo y Rojas, para quienes

. hay que apreciar en las normas del Decreto, no tanto las reivindicaciones
logradas por la clase obrera, como acostumbran hacerlo la mayoría de los analistas
de su contenido… sino los aspectos del mismo que permiten al Estado recobrar
los hilos perdidos de la integración y control de la lucha reivindicativa, para po—
der reprimirla en forma menos traumática, pero igualmente eficaz, dentro de los
cauces puramente normativosM

"“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m., p. 228.
… OSTAL' DE LAFOXT DE LEÓN. Francisco Rafael. Óp. ¿-¡¡._ p. 280.
"1 ¡[¡¡¡/em.

""” 1/7ídm1.

'“ )10XCAYO_HCtOI' Manuel )“ ROJAS, Fernando. Óp. m.. p. 207.
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Cualquiera que sean las razones o motivación de estas decisiones, la realidad
es que durante ese período se fortalece la acción sindical al punto que para 1965

ya contaba con 13,4 por ciento de la fuerza laboral. No obstante, tanta felicidad no
dura mucho.

Inicialmente se pensó que estas normas cubrían a todos los trabajadores pero,
en últimas, por la forma como quedaron incorporadas sólo terminaron cubriendo
a los trabajadores privados.

Más adelante, en abril de 1966, el Gobierno expide el Decreto 0939“, “por el
cual se dictan unas disposiciones de carácter laboral”, y que restringe el derecho de
huelga e implanta los tribunales de arbitramento para solucionar el conflicto labo—

ral. En él se dispone que cuando una huelga se prolongue por treinta días sin que
se haya llegado a acuerdo alguno sobre el punto que ocasionó el conflicto, los traba—

jadores pueden, dentro de los diez siguientes días, solicitar al Ministerio de Trabajo
que el diferendo del caso sea sometido a un tribunal de arbitramento obligatorio,
con adecuación a las normas legales vigentes. La mayoría absoluta de los trabaja—

dores será la encargada de aprobar el procedimiento anotado, 0 bien, la asamblea
general del sindicato o sindicatos a que estén afiliados más de la mitad de los tra—

bajadores. No obstante, la verdadera limitación al derecho de huelga se establece
mediante el Artículo 2º: “Si las partes de común acuerdo no piden la conformación
del Tribunal, Mintrabajo podrá de oñcio ordenar su constitución”. Bien sea que los

trabajadores sean los que se han sometido voluntariamente o que el Ministerio de
Trabajo sea el que ordena su constitución, deben reanudar las actividades habitua—
les de trabajo en la empresa dentro del término máximo de tres días.

En 1966 así mismo, el Decreto 137366 que reglamenta el 2351 de 1965, ratiñ—

ca la prohibición del cierre intempestivo de la empresa y las sanciones que recaen
sobre el empleador, quien debe pagar a los trabajadores los salarios, prestaciones e

indemnizaciones a que haya lugar durante el tiempo en que permanezca cerrada
la empresa. Estas normas establecen como procedimiento para que los patronos
puedan despedir colectivamente a los trabajadores en caso de cierres temporales
o definitivos, el previo concepto del Ministerio de Trabajo. “Es el Ministerio de

Trabajo el que a su juicio, y en cada caso, determina libremente cuándo una em—

presa o patrono ha efectuado un despido colectivo de trabajadores; es decir, el ca—

rácter de “colectivo” no tiene definición legal y queda su determinación al juicio del
Ministerio”“. “En los casos de suspensión o terminación del contrato por fuerza
mayor o caso fortuito, el patrono debe dar aviso inmediato al Inspector de Trabajo

Decreto Legislativo 0939 de 1966 (por el cual se dictan unas disposiciones de carácter laboral).
'““ Decreto 1373 de 1966 (por el cual se reglamentan algunos artículos del Decreto Legislativo 2351 de 1965).

“7 ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ¿"i/., 13. 250.
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del lugar o, en su defecto, a la primera autoridad política, a fin de que se compruebe
esa circunstancia”“. De la norma se puede concluir a contrario sensu, que es permi—

tido al patrono el cierre de su empresa, siempre y cuando éste no sea intempestivo,
vale decir que no se realice fuera de tiempo. El Artículo 11 del Decreto 1373 clari—

fica que no pueden existir dos sindicatos de base en una misma empresa, si llega a

ocurrir subsiste el que tenga mayor número de afiliados.
En 1966 asume la Presidencia Carlos Lleras Restrepo (1966—1970) en medio de

una crisis cambiaria de grandes proporciones que fuerza la devaluación de la mone—

da y la expedición del Decreto 0444 0 Estatuto Cambiario.
Cabe destacar que hacia finales del gobierno deValencia surgió un elemento nue—

vo en la vida sindical yen el mundo económico del país, cual es la insurgencia del sec—

tor asalariado públicoºº. Esta situación lleva a que a partir de 1967 se le imprima un
enorme vuelco a las prerrogativas de los trabajadores al servicio del Estado.

Si se tiene en cuenta que el sector asalariado público no sólo tenía prohibida la
realización de huelgas y la presentación de pliegos de peticiones, sino que además
generalmente enfrentaba precios de venta controlados por razones políticas, resulta
del mayor interés presentar el proceso utilizado por este tipo de establecimientos
para lograr sus luchas reivindicativas.

Urrutia señala que, como se impide que suban los precios al mismo ritmo del
nivel general de los precios, dichas empresas no están dispuestas a aumentar los sa—

larios. En consecuencia,

un resultado frecuente de esto es que el sindicato y el empresario se po—

nen de acuerdo y cierran la industria. Puesto que por definición la suspensión
del trabajo es ilegal, la Policía interviene desde el comienzo, y se usa la violencia

para tratar de obtener una autorización del Gobierno para subir los precios. Por

su ayuda en la obtención del alza de precios, los empresarios premian al sindicato

con un aumento de salarios”.

De ahí que en este tipo de empresas, en opinión de Urrutia, se explote, a causa de
la ausencia de canales institucionalizados efectivos para la solución de peticiones labo—

rales, la posición de “iniciadores de violencia”. Por consiguiente las relaciones obrero—

patronales del sector público se desarrollan por fuera de la Ley: “una vez fuera de la

"“ Íbíz/em.

“” GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¿'i!._ p. 241.

7" URRL'TIA, Miguel. o,». m., pp. 164—165.
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ilegales, tales como el uso de la violencia para mantener la huelga efectiva””.

elecciones nacionales para el Congreso. Se preveía que estas elecciones iban a ser
muy reñidas, y tenían una importancia crucial puesto que determinaban indirecta—
mente la elección presidencial. La huelga, que afectó más o menos a dos millones
de niños en edad escolar, tenía claras repercusiones políticas”72. Para Urrutia, esos

Al respecto, Urrutia describe las actuaciones de la poderosa asociación de
maestros de enseñanza primaria. Esta “en 1966 patrocinó dos importantes pro—

testas laborales. La primera fue una larga huelga en marzo, que coincidió con las

desarrollos constituían,

res, cuyos trabajadores, sin tener contratos directos con el Estado, ni pertenecer a

en realidad una crítica velada a la coalición política que estaba en el po—

der, y el 22 de marzo los maestros organizaron manifestaciones en todas las ciu—

dades importantes del país, y en Pasto invadieron la Gobernación y destruyeron
algunos muebles. Estas manifestaciones constituían un terreno abonado para agi—

tadores, pero afortunadamente no pasó nada. Pero el 23 de marzo los maestros
dieron un ultimátum al Gobierno, y lo hicieron responsable de cualquier crisis

que pudiese ocurrir en el país de ahí en adelante. A continuación comenzaron a

organizar una huelga cívica nacional contra el Gobierno. El 25, agitadores jóve—

nes y desempleados apedrearon varios edificios de Bogotá y saquearon algunos
almacenes. Aunque los maestros no tomaron parte en el vandalismo, como lo ad—

mitió una de las víctimas, según El Tiempo era claro que “al amparo de un movi—

miento aparentemente sereno como el de los maestros se cuelan los agitadores en
busca de pescar en río revuelto para sus proditorios fines”. La agitación callejera
presionó claramente al Gobierno para efectuar un acuerdo con los trabajadores.
En efecto, se creó un nuevo impuesto para financiar los salarios más elevados que
pedían los maestros”.

Algo similar ocurre en otros sectores como es por ejemplo el de transportado—

un solo dueño, se las arreglan para actuar en consecuencia“.

Ibídem, p. 165.

Hill/em, p. 166.

l/7ídem.

Ibídem, pp. 164—165. El procedimiento tradicional del sector transportador de Colombia, utilizando como
táctica la huelga de buses en Bogotá ocurre por ejemplo en octubre de 1965. “Una determinación legal había
elevado el pago de los obreros que trabajaran los domingos, y los propietarios de buses, que operan con una
tarifa regulada por el Gobierno, sostenían que no podían cubrir el alza de salarios a menos que se les permi—
tiera aumentar las tarifas en los buses. Choferes )“ propietarios se unieron entonces para efectuar un paro,
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Frente a las apreciaciones señaladas es interesante también destacar, como bien lo

señala Escobar Uribe, que de alguna forma comparte las opiniones de Urrutia, que,

la prohibición de la huelga en los llamados servicios públicos es completa—

mente obsoleta, pues en Colombia esas huelgas se realizan de hecho, como ha sido el

caso de las huelgas en centros hospitalarios, las huelgas de maestros, de transporta—

dores, de funcionarios de la Rama Jurisdiccional, etcétera. Las huelgas se suceden a

pesar de la prohibición legal y sin que el Estado haya podido evitarlas, viéndose, por
el contrario, constreñido a celebrar conferencias y a buscar soluciones para quienes
técnicamente se han colocado al margen de la Ley”.

Este tipo de planteamientos podría llevar a pensar que la represión no es exac—

tamente el mecanismo más eficiente para solucionar problemas de inconformidad
social, así no sea fácil encontrar otro tipo de salidas. No obstante, ése no es el pen—

samiento del Congreso, que frente a la situación y ante la iniciativa del Gobierno

expide la Ley 65 de 196776 que transñere alas juntas directivas de las empresas la fa—

cultad de redenominar los empleados oficiales en empleados públicos, quedándoles
en consecuencia de esa manera prohibida la presentación de pliegos de peticiones y
de declaratoria de huelga. Adicionalmente, la Ley otorga facultades extraordinarias
al Gobierno para reorganizar la Administración Pública, incluyendo la reclasiñca—

ción de las escalas salariales.
La Ley concreta dos clases de trabajadores: los llamados funcionarios públicos

vinculados a la Administración por un estatuto legal 3“ reglamentario, y los denomi—

nados “trabajadores oficiales”, o sea, los vinculados por un contrato de trabajo. En

y para hacerlo efectivo apedrearon los taxis que salieron a las calles y regaron clavos en las principales vías.

Puesto que Bogotá es una ciudad muy extendida geográñcamente, y el número de carros per cápita es muy
bajo, la huelga del transporte paralizó la ciudad por unas horas. Con gran visión, el gobierno de Guillermo
León Valencia no hizo nada en relación a la huelga, excepto detener a los trabajadores sorprendidos cuan—

do destrozaban propiedad o regaban clavos. Puesto que el transporte terrestre colombiano está atomizado,

y no existen grandes compañías de transporte, los sindicatos de choferes son muy débiles, y existen sólo en
nombre. Después de unos días de huelga, la gente se las arreglaba para ir a su trabajo y los conductores co—

menzaron & sentir hambre. Después de quince días, el uso de camiones militares para llevar gente al traba—

jo rompió la huelga y los sindicatos ordenaron a sus obreros regresar al trabajo. Poco después el Gobierno
estableció un comité para estudiar las tarifas de transporte urbano, y con base en sus recomendaciones dio

posteriormente un subsidio a los propietarios de buses, en vez de permitir la elevación de la tarifa, medida

que se consideraba muy explosiva desde el punto de vista político”.
,_, ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ….

"' Ley 65 de 1967 (por la cual se reviste al Presidente de la República de facultades extraordinarias para modi—

ficar la remuneración y régimen de prestaciones de las Fuerzas Militares, se provee al fortalecimiento de la

Administración Fiscal, se dictan otras disposiciones relacionadas con el mejor aprovechamiento de las par—

tidas presupuestales destinadas a gastos de funcionamiento y se crea una Comisión Constitucional perma—

nente en las Cámaras Legislativas).
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la Administración Central y en los establecimientos públicos, la regla general es la
de que la vinculación sea estatutaria, es decir, la de que sólo haya empleados públi—

cos, con la excepción, respecto de los últimos organismos citados, de que sus esta—

tutos pueden señalar algunas zonas de trabajo donde haya contrato de trabajo.
El Artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo hace la distinción entre los

dos sindicatos, sobre todo en relación con sus funciones. El grupo de sindicatos de
funcionarios públicos no tiene más que una función de asesoría y de aglutinamiento
de sus trabajadores para ciertos fines precisos, pero que en el terreno combativo del
sindicalismo no tiene nada que hacer porque la celebración de convenciones colec—
tivas, no se concede a dichos funcionarios. Estos tienen sus atribuciones señaladas
en las leyes y sus asignaciones son señaladas por el Congreso Nacional o por el Go—

bierno, según la Reforma Constitucional de 1968. .. las funciones son sólo técnicas
y de petición”.

En cuanto al segundo extremo de la subdivisión, que comprende personas vincu—
ladas por contrato de trabajo, es decir que trabajan en actividades de obras públicas, en
institutos descentralizados, etcétera, sí pueden formar asociaciones e ir a un conflicto
colectivo y presentar sus pliegos de peticiones como cualquier sindicato. Pero tienen
un punto en común con los de funcionarios públicos, y es que no pueden ir a la huelga;
éstos los diferencia de los sindicatos de trabajadores privados. Este punto está desa—

rrollado en el Artículo 416 del Código. La Constitución protege el derecho de huelga
salvo en los servicios públicos (Artículo 18).

Como en muchos otros temas las opiniones respecto del alcance del Artícu—
lo 416 del Código Sustantivo del Trabajo están divididas. Para González Charry,
quien señala que en el gobierno de Lleras Restrepo aparece un elemento nuevo en
la vida sindical del país, a saber, la insurgencia del sector asalariado público en la
vida sindical y en el mundo económico”, con el Artículo se trata de poner un dique
a la parálisis de los servicios públicos;

aun en la empresa puramente privada se ha establecido en ocasiones el
carácter de servicio público. Porque ya no son servicios públicos sólo los que pres—
ta el Estado, sino también algunos de los que prestan los particulares, como el

trasporte en general, porque se consideran esenciales para el servicio de la comu—

nidad. En ambos casos se trata un servicio público y terminada la conciliación sin
arreglo, las partes deben de ir al arbitraje. Tienen, pues, de común con los ante—
riores el que no pueden ir a la huelga. Para ellos es forzoso el arbitraje”.

“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. (ir.… 13. +11.

7“ Ibídem, p. 241.
7” Ibídem, p. 413.
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Y continúa,

. el sector oficial descentralizado venía gozando desde 1944 y 1945 del

derecho de presentar pliego de peticiones y de celebrar convenciones colectivas

de trabajo, por estimarse que sus servicios estaban vinculados por un contrato

de trabajo; así se explican los casos de ferrocarriles, de comunicaciones, ban—

cos, y otros sectores similares que ciertamente terminaban, por ministerio de

la Ley, yendo a una solución arbitral cuando no era posible un arreglo concilia—

torio, pero que de todas maneras estaban asistidos por el derecho de pedir y de

discutir, que era lo que la nueva legislación no permitía en los llamados estable—

cimientos públicos“.

En concepto de Moncayo y Rojas,

a pesar del tratamiento dado a los trabajadores del sector oñcial, se pro—

dujo una significativa revitalización de la lucha reivindicativa en los años 1969 _v

1970. El ascenso porcentual de las huelgas con respecto al nivel de 1968 fue de

34,09 por ciento en 1969 y 45,45 por ciento en 1970; elevación que bien parece

corresponder al aumento significativo de la conflictividad de los asalariados del

sector servicios, donde se ubican precisamente buena parte de los trabajadores

del Estado, pues, si se tiene como base 1968, las huelgas en dicho sector crecie—

ron en un 30 por ciento durante 1969 y en 125 por ciento durante 1970, y pasa—

ron a representar el 70,31 por ciento del total de las huelgas en 1970, cuando en
1968 apenas constituían el 45 por ciento. Entre los numerosos conflictos del sec—

tor estatal pueden mencionarse los movimientos de Colpuertos en 1969 y 1970;

la huelga de los trabajadores de las empresas de servicios varios en Cali, en los

hospitales universitarios de varias ciudades y del magisterio tanto de primaria

como de secundaria en 1970“.

El Decreto 0939 de 1966, dos años más tarde junto con los decretos 2351 y
2352 de 1965, se convertían en la Ley 48 de 1968“. La Exposición de Motivos de
dicho Proyecto de Ley señala que las modificaciones introducidas en la Ley se ba—

san en los acuerdos cumplidos en el seno del Consejo Superior del Trabajo sobre la

Ibídvm, p. 243.

N10NCAYO, Victor .Manuel )“ ROJAS, Fernando. Óp. rít., p. 223.

Lev 48 de 1968 or la cual se ado tan como ledislación ermanente algunos decretos leºislativos. se otor—
. P P D P . =

gan facultades al Presidente de la República _v a las asambleas, se introducen reformas al Código Sustantivo

del Trabajo y se dictan otras disposiciones).
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mayor parte de los temas a que él se refiere, excepción hecha de la relacionada con
la congelación trianual de las cesantíasg3. No obstante, cabe destacar que el Artícu—
lo 3º de la Ley 48 así mismo, modifica el Artículo lº del Decreto Legislativo 0939
de 1966 en el sentido de establecer que en cualquier momento, antes de la huelga o
dentro de los términos establecidos en el Decreto, los trabajadores podrán solicitar
que las diferencias respecto de las cuales no se haya producido acuerdo entre las
partes, contenidas en el pliego de peticiones de los trabajadores, como proyecto de
convención colectiva o pacto colectivo de trabajo, sean sometidas al fallo de un tri—

bunal de arbitramento obligatorio.
Casi simultáneamente con el estudio _v aprobación de la Ley 48 de 1968, que

da firmeza y refuerza la institución del tribunal arbitral como sustituto de la huel—

ga, esto es desde finales de 1967, se venía construyendo jurisprudencialmente la
tesis de los llamados “contrapliegos patronales”. Con ello se pretendía evitar que
los trabajadores eludíeran el régimen arbitral obligatorio, mediante el retiro de su
pliego de peticiones, a fm de suscitar un nuevo movimiento huelguistico con pos—
terioridad“. Contra ese sistema, los patronos obtuvieron de los órganos jurisdic—
cionales la consagración de la teoría de los “contrapliegos patronales”, conforme
a la cual como la denuncia de la convención puede ser hecha tanto por los trabaja—
dores como por el patrono, los mecanismos para decidir o solucionar el conflicto
deben responder no solamente a las aspiraciones de los trabajadores contenidas en
un pliego de peticiones, sino a las de los patronos formuladas en los “contraplie—
gos”, o sea en la respuesta que los patronos dan a las pretensiones reivindicativas

Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Le_v 48 de 1968 (por la cual se adoptan como legislación
permanente algunos decretos legislativos, se otorgan facultades al Presidente de la República _v a las asam—

bleas, se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo _v se dictan otras disposiciones). Anales del
Congreso de la República, p. 167.

*“ MONCAYO,VíCt0r Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. m., p. 221. “Las convenciones colectivas poseen un lapso
de vigencia fijado en la propia convención, o términos presuntivos sucesivos de vigencia de seis (6) meses. A la
expiración de ese lapso convencional o presuntivo, la convención continúa rigiendo por términos presuntivos
sucesivos de seis (6) meses, a no ser que los trabajadores o el patrono, o ambas partes manifiesten su deseo de
dar por terminada la convención dentro de los sesenta (60) días anteriores a su vencimiento (institución cono—

cida como: denuncia de la convención). Denunciada una convención, se inicia un conflicto colectivo condu—
cente al establecimiento de nuevas condiciones laborales, mediante la suscripción de una nueva convención.
Mientras esto ocurre la convención anterior continúa rigiendo (Decreto 0616 de 1954). Sucedía entonces, que
los trabajadores que habían denunciado una convención y formulado el correspondiente pliego de peticiones
para renovar el régimen de condiciones de trabajo, cumplían todas las etapas del conflicto, es decir, arreglo di—

recto, conciliación y huelga, y una vez sometidos al régimen arbitral obligatorio, por decisión del Ministerio del
Trabajo una vez transcurridos más de cuarenta y tres (43) días después de la declaratoria de huelga, decidían
retirar el pliego de peticiones para impedir el fallo arbitral que podía ser contrario a sus intereses y que coerci—
tivamente pondría fin al conflicto. Al retirar el pliego aceptaban continuar bajo las reglas de la convención an—
terior durante el término presuntivo de seis (6) meses, y concluido éste volvían a suscitar el conflicto, pudiendo
acudir, una vez más, a la huelga Era, por consiguiente, un sistema que permitía sustraerse al tribunal arbitral
para evitar los efectos lesivos de su fallo y para impedir la ruptura de la lucha reivindicativa".
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de los trabajadores. De esta manera, si los trabajadores retiran su pliego para im—

pedir el funcionamiento del tribunal arbitral, éste debe continuar funcionando

para resolver el conflicto y dar respuesta a las aspiraciones patronales contenidas

en el “contrapliego”“.
La demanda que propicia el fallo señalado es la instaurada en contra del nume—

ral 2 del Artículo 3º de la Ley 48 de 19688“, en la que el demandante considera que la

norma elimina el derecho de la parte patronal a participar en la negociación colectiva

y a obtener una modificación en su favor de las condiciones económicas pactadas con
sus trabajadores en una convención o en un pacto colectivo anteriores. De acuerdo

con tal criterio resultaría quelo que se pretendió fue reducir el conflicto colectivo al

solo pliego de peticiones de los trabajadores, aun existiendo denuncia concreta de la

convención por el patrono, de forma que los árbitros fallarían únicamente con base

en aquel pliego, sin tener en cuenta la denuncia patronal como fundamento también
de la decisión del conflicto.

En concepto de la Corte, en esas circunstancias “el patrono carece de medios

para obtener la terminación o la modificación de las cláusulas que resultan dema—

siado gravosas”. La Corporación señala que,

conceder a los proletarios esta protección especial no puede implicar el

menoscabo de los derechos elementales de los patronos o empresarios, uno de los

cuales es el de que no asuman carácter de irredimibles las obligaciones que con—

traen con sus trabajadores. La protección de una clase social para equilibrar su

posición de inferioridad ante la otra no significa el actuar en contra de ésta, pues
la Constitución no puede interpretarse en el sentido de que estatuye normas con—

tra uno de los estamentos sociales básicos de la organización económica existen—

te en el país“.

”5 1/¡ídem7 p. 221 .

“ Artículo 3º: “Los decretos legislativos 2351 y 2352 de 1965 y el 0939 de 1966, seguirán rigiendo como leyes
después de levantado el estado de sitio… con las modificaciones y adiciones siguientes: en cualquier momenf

to, antes de la declaración de huelga o durante el término a que se refiere el Articulo lº del Decreto Legis—

lativo 0939 de 1966, el sindicato o sindicatos a que están afiliados más de la mitad de los trabajadores. o en
defecto de éstos, los trabajadores, en asamblea general, podrán solicitar que las diferencias precisas respecto
de las cuales no se haya producido acuerdo entre las partes en las etapas de arreglo directo de conciliación,
contenidas en e/[J/1'ego de petitiones de los tral¡ajadorer coma prn_jwlo dc ¿'ont'em'ío'n (oler/¡rn () de paz"/n ¿"(¡/er/¡ra

de Ira/¡ajo, sean sometidas al fallo de un tribunal de arbitramcnto obligatorio constituido en la forma que se

determina más adelante El Ministro de Trabajo, de 0l'lCl0 o a solicitud del sindicato o sindicatos, o en defec—

to de éstos, de los trabajadores, en asamblea general7 someterá a votación de la totalidad de los trabajadores
de la empresa si desean o no sujetar las mencionadas diferencias a fallo arbitral, )“ si la mayoría absoluta de
ellos optare por lo primero, no se suspenderá el trabajo o se reanudará dentro del término máximo de tres
(3) días hábiles si se hallare suspendido, y se convocará dentro de los dos (2) días hábiles siguientes el tribu—

nal de arbitramento obligatorio llamado a proferir dicho fallo”.

“7 Sentencia de la Corte Suprema de justicia del 12 de junio de 1970.
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La tesis jurisprudencial recibe plena confirmación, al decidir la Corte Supre—

ma de Justicia que era inconstitucional la parte del numeral 2 del Articulo 3" de la Ley
48 de 1968, en manto dispone que el fallo arbitral sólo debe versar sobre las di ereneias
contenidas en el pliego de peticiones de los trabajadores, por estimar, precisamente, que
la fmeio'n del tribunal debe recaer tanto sobre las peticiones de los trabajadores como so—

bre las de los patronos. El significado de esta decisión por sus enormes implicaciones
despierta en ese entonces una aguda controversia“.

Según Moncayo y Rojas, la Corte Suprema,

dando fehacientes muestras del conocimiento de la importancia po—

lítica de la medida legislativa y de su potencial utilidad para el control de la
lucha de clases, evadió la confrontación lógica de la norma acusada con los pre—

ceptos constitucionales y, apoyándose en razones de connotación extrajurídi—

ca, validó plenamente el Artículo demandado de la Ley 48 de 1968, declarado
constitucional”.

Consideró la Corte que “una cosa es la garantia de un derecho y otra su re—

glamentación. Aquélla, decía, es la consagración y ésta consiste en la fijación de los
límites para su ejercicio; dentro de estos límites está el negar su ejercicio cuando
es contrario al bien común o al orden público”ºº. Para la Corte la circunstancia de
que una huelga comprometa la economía nacional es una razón superior de interés
público que implica sacriñcar el derecho de huelga.

En opinión de los autores,

la Corte tuvo que “hilar muy delgado y con exceso de sutileza”, como lo

expresó en su Salvamento de Voto quien sería posteriormente Ministro de Justicia
de la administración López Michelsen. La Sentencia de la Corte es de tal carácter
patronal que los magistrados que no compartieron las tesis y que salvaron su voto,

expresaron que con ella “el Tribunal de Arbitramento podrá inclusive, prescindir
de todas las prestaciones extralegales logradas y sólo dejar al empresario la obliga—

ción de pagar el mínimo establecido en el Código””.

“ MONCAYO,l/íctor Rianuel y ROJAS, Fernando. Óp. ti!… p. 121.

"” Ibídem, p. 220.

"" lbídem.

”' Ibídem, p. 122.
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Así mismo, en concepto de Silva Romero “con esta jurisprudencia se frustra—

ban los intentos de la acción obrera de enfrentarse al régimen arbitral”ºº. Y conti—

núa: la Corte Suprema de Justicia “le da a la denuncia del patrono el efecto, no sólo

de manifestar su voluntad de querer terminarla (la convención colectiva), sino la de

que sus pretensiones integren también el conflicto colectivo, debiendo los negocia—

dores y en su defecto los árbitros pronunciarse sobre lo pedido en ella”. En defini—

tiva termina la Corte transformada en legisladora “pues la Ley sólo les permite la

presentación de pliegos a los trabajadores y ella crea la figura de los ºcontrapliegos,
recurriendo a la hermenéutica””.

Escobar Uribe tiene una visión diferente:

la experiencia indica que en Colombia el planteamiento y desarrollo le—

gal de los conflictos de intereses surge casi siempre de la iniciativa de los tra—

bajadores, estén o no sindicalizados, por la simple razón de ser ellos los más

desfavorablemente afectados por el sistema de producción imperante. Es por
ello por lo que nuestro ordenamiento legal en materia laboral siempre ha re—

gulado lo concerniente a los conflictos colectivos de trabajo como si en ellos
la principal —si no la única— parte activa en estos conflictos fueran los asalaria—

dos. Sin embargo, y como lo anota Guillermo Camacho Henríquez, “el análisis
de la realidad social nos indica que tanto capitalistas como trabajadores tienen
en nuestro sistema y organización social sus propios intereses y aspiraciones,

que pretenden no sólo mantener sino incrementar a costa o en detrimento de
la otra parte. Existe, debe decirse, una oposición entre el capital y el trabajo en
el seno de la empresa. Esta situación es la fuente genérica de los conflictos de
intereses”””.

Y el analista continúa: “quizá reconociendo esa realidad, la jurisprudencia na-
cional ha dicho que los conflictos que tiendan a crear condiciones de trabajo sólo

pueden ser planteados por los trabajadores. Pero los que buscan la modificación de
las ya existentes, pueden serlo por ellos o por los patronos”95.

Silva Romero señala así mismo que en este período de la década de los setenta,
no habrá grandes reformas legales al derecho laboral colectivo y el país de las clases

SILVA ROMERO, Marcel. FIujw y ¡"q/lujos: Pro_)ie¿'ción de un siglo de zlerer/m laboral ¿'n/ft/¡ro en Cºlom/Jia, ter—

cera edición, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas _v Socia—

les, 2005, p. 535.

”5 Hui/em, pp. l70—l72.

'“ ESCOBAR URIBE, Ignacio. Óp. ¿—¡z., p. 247.

” [Mz/em.



gobernantes se adapta a que sea mediante la jurisprudencia que se desmonten los
derechos convencionales de los trabajadores. La Corte Suprema de Justicia se po—

sesiona de este nuevo papel y sin interesarle el rumbo social, adopta criterios tales

como que: los árbitros no pueden decretar la retroactividad salarial entre la fecha en
que expiden el laudo y el día en que se venció la convención colectiva; los árbitros no

Capítulo 1]: segunda períod0 (1958—1989)

pueden crear nuevas prestaciones sociales:

sobre estos particulares conviene reiterar la jurisprudencia de la Sala se—

gún la cual el tribunal de arbitraje obligatorio puede aumentar las prestaciones
extralegales que ya se hallen establecidas por convención o laudo anterior, pero
no crearlas u ordenarlas por primera vez, contra la voluntad obligada o al margen
de la misma. .. los árbitros sólo pueden decretar incrementos económicos en sala—

rios y prestaciones, reduciendo los conflictos de interés únicamente a las peticio—

nes monetarias, siendo todas las demás peticiones “aspectos jurídicos” del pliego;
pero los árbitros si pueden desmejorar las convenciones colectivas no solamente
en los aspectos estrictamente monetarios, sino en otros derechos como estabili—

dad, pensiones, cesantías, etcéteraºº.

Ostau de Lafont a raíz de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia men—
cionadas señala que,

el Instituto Colombiano de los Seguros Sociales tan sólo tenía a su cargo la presta—
ción de servicios de salud —enfermedad general y maternidad—, el cual había sido
asumido desde 1949 sin que se hubiesen regulado adecuadamente las condiciones
para tener acceso al derecho. Dicho seguro, desde 1950, ya contaba con un déñcit

90

97

un discurso de gran importancia en ese momento es el jurisprudencial,

que en contra de las normas laborales y a partir de su interpretación, toma parti—

do en beneficio de los empleadores... De tal manera, se inicia una contrarrefor—

ma laboral, pero ahora por vía jurisprudencial, que convierte a los tribunales de
arbitramento en la manera de desaparecer los derechos extralegales de los traba—

jadores, cuando se acerca el vencimiento de la convención”.

En lo que hace relación alos derechos individuales, cabe destacar que en 1966,

SILVA ROMERO, Marcel. Ó]7. ¿"il., pp. 183—184.

OSTAU DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. tit., tomado de Sentencia del 30 de octubre de 1967,
Corte Suprema de Justicia, p. 283.

187



188 Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

de 44 por ciento“. La razón por la cual dicha entidad sólo asumió el seguro de salud
estuvo en la “desconfianza que a los ojos de la ANDI producía el funcionamiento del
Instituto Colombiano de los Seguros Sociales”ºº.

De acuerdo con Rodríguez Salazar, “las limitaciones al Instituto Colombiano
de los Seguros Sociales, ICSS, no contribuyeron a crear un ambiente favorable a la

iniciación de labores de los seguros económicos. El déficit financiero en los riesgos
de enfermedad no profesional _v maternidad, debido al no pago de la cuota estatal
le creó oposición en la opinión pública““. Como puede observarse en el cuadro,
en promedio el Gobierno tan sólo aportó el 36 por ciento de lo que efectivamente
debía sufragar. En algunos años, como en 1965, el déficit alcanzó el 82,3 por ciento;
el mayor nivel de participación tuvo lugar en 1961, cuando el Gobierno giró el 71,2

por ciento de los dineros correspondientes a su cuota….

El seguro de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, ATEP, tan sólo es
asumido en 1964, y en 1966, el Decreto 3041102 reglamenta los seguros económicos
de invalidez, vejez y muerte establecidos en la Ley 90 de 1946103, decisión de gran
trascendencia, así ésta se hubiese adoptado con veinte años de retraso.

'“ “El Instituto de los Seguros Sociales ante la cirugía más crítica de su vida“, entrevista concedida por Gil<

berto Quinche Toro al diario El Pais.
"" RODRÍGUEZ SALAZAR, Óscar _v LE BOXXIEC, Yves. Crecimiento eqiiidad_y ciudadanía. Hur/a un ¡mero sixíe—

ma de protewio'n social, Bogotá, Centro de Investigaciones para el Desarrollo, CID, Universidad Nacional de

Colombia, 2006, p. 250.

…" RODRÍGUEZ SALAZAR, Óscar, AREVALO, Decsi, et (il. Esli'zii'íui'u _)' ¿"risix de la seguridad so¿'itl/ en Colombia

1946—1992, Bogotá, Centro de Investigaciones para el Desarrollo, CID, Universidad Nacional de Colombia,
1987, pp.131—132.

ll|l
Déficit de los aportes del Estado

1958-1966

Año Cuota estatal (5) 1 Valor realmente cancelado (4) Déficit estatal (%)
1958 21.683.887 l 9,018.135 58,5

1959 25.443.442 8,818.977 ' 65,4

1960 30.342.007 12.635.977 58,4

1961 36.427.161 ; 25.956.953 28,8

1962 45.968.155 — 22.829.330 50,4
1963 67.638.381 ' 16.149.960 76,2

1964 78,883.959 16.150.040 79,6

1965 93.338.545 16.600.000 : 82,3

1966 i 117.550.389 29.400.000 75

Fuente: ACOSTA BORRERO, Roberto. “Respuesta a unos interrogantes", texto de la carta del Director Gene—

ra] del Instituto de los Seguros Sociales al cuestionario del diario El Tiempo, Bogotá, agosto 17 de 1972, p. 5.

“'3 Decreto 3041 de 1966 (por el cual se aprueba el Reglamento General del Seguro Social Obligatorio de InvaA

1idez,Vejez )" Muerte).
'“3 Ley 90 de 1946 (por la cual se establece el seguro social obligatorio _v se crea el Instituto Colombiano de los

Seguros Sociales).
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El Decreto 3041 establece una cotización de 6 por ciento a ser incrementada
cada cinco años hasta llegar a 20 por ciento en 1985. Como quiera que dicha coti—

zación, según lo estipulado en la Ley 90 de 1946, debia ser tripartita, se reglamenta
en tres puntos porcentuales a cargo del patrono, 1,5 por ciento a cargo del empleado
y 1,5 por ciento a cargo del Gobierno. Sobra decir que el Gobierno nunca cumplió
adecuadamente con su aporte y el reajuste de la cotización sólo se realiza por pri—

mera vez quince años más tarde, cuando mediante el Decreto 2879 de 1985““ ésta
queda fijada en 6,5 por ciento —4,33 puntos porcentuales a cargo del empleador y
2,17 puntos porcentuales a cargo del trabajador—.

En consecuencia, durante los veinte años transcurridos desde la expedición
del Decreto 4225 de 1948105, la responsabilidad de atender los derechos pensionales
queda a cargo de las empresas, las cuales, además, nunca crean las reservas reque—
ridas para atender los correspondientes cargos futuros, ni el Gobierno hace nada
para que las creen hasta bien entrada la década de los ochenta…. De ahí que con el
tiempo estas obligaciones se tomen impagables.

Pero, adicional al problema financiero que ya de por sí se había creado con
esa situación, se le suma otro, cual es que el Gobierno autoriza invertir las reservas
pensionales del Instituto de los Seguros Sociales en la financiación de vivienda —ca—

nalizada a través del BCH— y en la industria —a través del IFI— con la mala fortuna
de que dichos recursos, a pesar de ser utilizados para el otorgamiento de créditos a
tasas inferiores a las del mercado, con el tiempo se tornan irrecuperables.

En lo que hace referencia al ingreso disponible de los trabajadores, cabe des—

tacar que para ese entonces la alternativa de ajustar los salarios mínimos no parecía

"“ Decreto 2879 de 1985 (por el cual se aprueba el Acuerdo No. 029 del 26 de septiembre de 1985, emanado
del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios).

'”5 Decreto 4225 de 1948 (por el cual se aprueban los estatutos del Instituto Colombiano de los Seguros
Sociales).

…" “Tal vez lo que más conmoción causó en la opinión pública fue una comunicación de la Superintendencia
Bancaria —auditor del Instituto— en la cual se negaba a refrendar los balances *por cuanto muestran saldos
incxactos”. Frente a esta situación, de relativo desorden, en una conferencia realizada por la AXDI se llegó a
la conclusión de dirigirse al Gobierno Nacional para pedir (con respecto al ICSS): que no se dicten medidas
que impliquen nuevas erogaciones. Que en consecuencia, no se asuman nuevos riesgos ni se establezcan nue—

vas cajas seccionales, mientras no se hagan estudios ñnancieros que demuestren la posibilidad de emprender
ampliaciones del Instituto sin incrementar los ya elevados aportes. Que se restablezca la facultad otorgada
por la Ley 90 de 1946, para que las empresas puedan asumir directamente los riesgos que cubre el Seguro,
prestando las requeridas garantias. . .". Tomado de RODRÍGUEZ SALAZAR1 Óscar, :1RIÍX'ALO, Dccsi, el ¡[l.

Óp. ¿il., pp. 79—80. “. .. Más adelante en el texto de la declaración se señala cómo una de las preocupaciones
de los gremios hacía referencia a la incapacidad del Instituto Colombiano de los Seguros Sociales para admi—
nistrar los seguros económicos: “Precisamente se adujo esta razón como fundamental, al tratar de quebran—
tar la unificación de los servicios de la seguridad social proponiendo la creación de la Caja Colombiana de
Pensiones, por medio de un proyecto de ley que fue presentado al Congreso Nacional. … Tal Proyecto con—

templaba la administración por una entidad de carácter privado del seguro social obligatorio en la relativo a
pensiones que por mandato legal corresponde al Instituto. . .“”. Ibídem, p. 138.

189
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viable dado el problema inflacionario y cambiario desatado en 1962 por cuenta de

su incremento. De ahí que el Gobierno opte por otra alternativa cual es hacerse

responsable de gastos que estaban a cargo de empresas y trabajadores. Es asi como
dentro del marco de la Reforma Constitucional presentada al Congreso por Lleras

Restrepo, éste aprueba destinar el 13 por ciento —porcentaje que aumentaría hasta
15 por ciento en 1975 y de ahí en adelante hasta un tope de 25 por ciento— de los

ingresos ordinarios de la nación a la ñnanciación de la educación y la salud. Así mis—

mo, la Ley 33 de 1968, complementaria del Acto Legislativo No. 1 de 1968, ordena
el traslado a los entes territoriales del 10 por ciento del producto del Impuesto a

las Ventas, porcentaje que se debería incrementar a 20 por ciento a partir de 1970

y a 30 por ciento a partir de 1971. Esta decisión reviste particular trascendencia

en razón a que establece mecanismos de financiamiento para la protección social

a cargo del Gobierno, situación que en parte descarga obligaciones que habían
sido asumidas, hasta ese entonces por lo menos a nivel teórico, por las empresas,
al tiempo que se da inicio a un proceso, aunque tímido, de descentralización del

país. Cabe destacar que para 1965 el Gobierno sólo destinaba a gasto social el 2,3

por ciento del PIB y que la participación del ingreso de los trabajadores en el PIB

era inferior a 40 por ciento.
Adicionalmente, aunque es evidente que la política orientada a mejorar las

prestaciones de los trabajadores asociadas al contrato de trabajo por la vía legal

también estaba agotada, el Congreso crea, por una parte, el Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar (Ley 75 de 1968…) que implica una sobretasa adicional de 1

por ciento a la nómina y, por otra, el Fondo Nacional de Ahorro con la obligación
de responder por el manejo de las cesantías de los trabajadores al servicio del Esta—
do. Sobre los saldos de esas cesantías a favor de los trabajadores, la Ley introduce
el reconocimiento de 9 por ciento de tasa de interés _v los recursos asi obtenidos se
destinan a la financiación de vivienda de los servidores del Estado (Decreto 3118

de 1968108).

Cabe destacar como un hecho de especial trascendencia que con las herra—

mientas institucionales introducidas, en particular durante la administración
Lleras Restrepo, el Ejecutivo queda dotado por los siguientes veinte años para en—

frentar los conflictos laborales, por lo que no se producen cambios significativos
adicionales en la legislación laboral entre esa fecha y 1990 cuando tanto el modelo

"” Ley 75 de 1968 (por la cual se dictan normas sobre ñliación y se crea el Instituto Colombiano de Bienestar

Familiar)
'“ Decreto 3118 de 1968 (por el cual se crea el Fondo Nacional de Ahorro, se establecen normas sobre auxilio

de cesantías de empleados públicos y de trabajadores oñciales _v se dictan otras disposiciones, reorganizado

por la Ley —1-32 de 1998).
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de desarrollo económico como el político vigente hacen crisis por lo que es preciso
replantear las reglas de juego.

El gobierno de Pastrana Borrero (1970—1974) sucede al de Lleras Restrepo en
medio de una elección ampliamente cuestionada por el escaso margen de triunfo
frente a Rojas Pinilla, pese a que todavía estaba vigente el Frente Nacional. Gon—
zález Charry señala que al igual que “durante los gobiernos que le antecedieron, el
Gobierno se empeña en la tarea de reforzar la negociación colectiva, de encarrilar
el movimiento sindical por cauces legales'“ºº. No obstante continúa enfrentando las
mismas características en la lucha del movimiento sindical, en su empeño por come—
ter excesos y por salirse de los márgenes legales y, por consiguiente, el Gobierno se
ve obligado a llamar la atención sobre el particular, en términos similares a los que
habían venido siendo utilizados por todos los presidentes demócratas anteriores.

Dentro de ese marco de referencia, Pastrana retoma la senda de introducir res—

tricciones adicionales a los derechos colectivos de los trabajadores. El Decreto 0276
de 1971110 —expedido con base en facultades de estado de sitio— posibilita al Minis—

tro de Trabajo para que por razones de orden público, y aun en etapa de prehuelga,
pueda convocar tribunales de arbitramento obligatorios para dirimir los conflictos.
La norma vigente hasta entonces incluía esa autorización sólo cuarenta y tres días
después de declarada la huelga o cuando el movimiento afectara gravemente la eco—

nomía nacional. En opinión de Moncayo y Rojas “esta nueva negación del derecho
de huelga, que desbordaba claramente las facultades presidenciales en época de
estado de sitio, fue validada también por la Corte Suprema de Justicia que declaró
constitucional el Decreto”….

En concepto de González Charry, en el gobierno de Pastrana se hace patente

un vicio en la interpretación de la legislación sobre negociaciones colec—

tivas, que fue utilizado por muchos empresarios para distorsionar la negociación
colectiva y que consistió en la celebración de “pactos colectivos” donde ya ha—

bía convenciones, con el solo objeto de desmoralizar y desorganizar los sindicatos
correspondientes1 ”.

“'” GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m., p. 248.

““ Decreto 0276 de 197] (por el cual se dictan medidas relacionadas con la conservación del orden público).
… MONCAYO, Víctor Manuel _v ROJAS, Fernando. Óp. ¿“¡/., p. 225.

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. [il., p. 249. “La diferencia entre la convención colectiva _v el pacto co—

lectivo radica en que mientras que la primera sólo puede celebrarse entre sindicatos, los pactos sólo pueden
celebrarse entre grupos no sindicalizados y empresarios. Las dos modalidades de contratación se establecie—
ron en aras dela libertad de asociación, con el objeto de no cerrar la puerta a celebración de contratos colec—

tivos para aquellos grupos que no quisieran sindicalizarsc. Su propósito no era que con ellas se anarquiza—
ran los sistemas de trabajo".
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Esta situación da pie para un ambiente de conflictividad adicional entre la

zona empresarial y los sindicatos, “pues éstos se resistían, y con toda razón, a que
se les interfiera su derecho a representar a los asociados y a celebrar convenciones
colectivas que ampararan a todos los trabajadores afectados”…. De ahí el Gobier—

no expide el Decreto 0671 de 1972… en virtud del cual prohíbe la celebración de

pactos colectivos en las empresas donde se hubieren ñrmado o se ñrmaren con—

venciones con sindicatos cuyos afiliados excedieran de la tercera parte del total de

trabajadores.
Para Moncayo y Rojas este Decreto se dicta para evitar el desbordamiento ex—

trajurídico de la lucha reivindicativa, y de la conveniencia de introducirle racionali—

dad a las condiciones laborales dentro de cada empresa impidiendo la coexistencia
de regímenes diferentes (convenciones y pactos)“.

Posteriormente, mediante Decreto 2487 de 1973… el Gobierno quiso hacer
más rígida la prohibición, estableciendo que en toda empresa donde existiera un
sindicato sólo podían suscribirse convenciones colectivas. No obstante, “este últi—

mo Decreto fue anulado por el Consejo de Estado en noviembre de 1974”“7.

Una característica importante de la lucha reivindicativa en este período es la

continuidad de la importancia de la combatividad de los trabajadores del sector ser—

vicios. Esta llega a tal punto que agrupadas las huelgas de los años 1970 y 1973, los

conflictos de ese sector participan en el 55,85 por ciento frente a sólo el 31,08 por
ciento del sector manufacturero“.

De otra parte, en términos de los derechos individuales de los trabajadores,
la Ley 56 de 19731” recorta el alcance del subsidio familiar al canalizarlo exclusi—

vamente a los trabajadores cuya remuneración mensual no exceda de seis salarios
mínimos legales.

Para 1970 la población colombiana alcanza 22,5 millones y se ha invertido la

relación entre la población urbana—rural: 57 por ciento urbana, 43 por ciento rural.
La participación de la producción agropecuaria ha caído a 25 por ciento del PIB, la
industrial ha aumentado hasta alcanzar 21,5 por ciento y la de servicios a 18,9 por

… Ibídem, p. 250.

… Decreto 0671 de 1972 (por el cual se reglamentan los artículos 38 del Decreto 2351 de 1965 y 481 del Códi—

go Sustantivo del Trabajo).

”5 NIONCAYO,VÍCt01' Manuel _v ROJAS, Fernando. Óp. (¡I., p. 226.

"“ Decreto 2487 de 1973 (por el cual se reglamentan, el Articulo +81 del Código Sustantivo del Trabajo y l" del

Decreto Legislativo 090? de 1951).

“7 MONCAYO,ViCtM 31anuel _v ROJAS, Fernando. Óp. ¿"¡/., p. 226.

… Ibídem, p. 228.

"" Ley 56 de 1973 (porla cual se dictan algunas disposiciones sobre subsidio familiar).
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ciento, al tiempo que el comercio global como proporción del PIB, a pesar de que se
ha aumentado hasta alcanzar 27,8 por ciento, continúa siendo bastante baja.

En esa época, pese a los intentos del Gobierno por reajustar el salario mínimo
real —entre los cuales está el ya señalado de 1963 que rápidamente es erosionado por
la inflación y los de los años subsiguientes a 1968— éstos caen un 9 por ciento frente
a 1956. Ello no obsta para que, a pesar del aumento en el desempleo que llega a 10,4

por ciento, el resto de salarios reales de la economía crezca por encima de la infla—

ción: los de los obreros de la construcción lo hacen en un 1,6 por ciento promedio
anual, los de la industria en 4,4 por ciento anual y los de servicios del Gobierno en
un 1,3 por ciento anual. Cabe destacar así mismo que el sobrecosto adicionado a la

nómina frente a 1957 ya alcanza un 66 por ciento, para un total de 142 por ciento
frente a comienzos de siglo””.

Producto de los cambios que se vienen produciendo, la distribución del valor

agregado entre capital y trabajo pasa de estar en 36 por ciento a favor de los asala—

riados y en 64 por ciento a favor del capital en 1958, a 42 por ciento y 58 por ciento,
respectivamente en 1970, señalando la recomposición a favor del trabajo que se da

en la asignación de recursos de la economía durante ese período.
En opinión de González Charry,

la conclusión final de todo este período de dieciséis años denominado el

Frente Nacional, es que durante él se acusa una notable recuperación del movi—

miento sindical; que éste, que venía desorganizado, anarquizado y desilusionado

de diez años largos de estado de sitio, comienza a encarrilarse nuevamente por
las vías legales, en medio de grandes dificultades, y aun de excesos que todos los

presidentes se vieron obligados a frenar en su hora, para lograr mejor apoyo ciu—

dadano y el de los propios organismos del Estado para las peticiones _v reivindi—

caciones obreras….

La proporción de los trabajadores sindicalizados se sitúa en un 16 por ciento
sobre un total aproximado de 6.500.000 que integran la población laboral. No obs—

tante, comenta que “hay, pues, un vacío sindical muy grande que es preciso explo—
”122rar en SUS CHUSBS

”” Ver anexo 3.2 “Costo de las prestaciones sociales asociado al salario originado por las normas laborales 1900—

2007”.

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. …'z._ p. 252,

… Ibídem, p. 256.

19 .,J
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Años 1974 a 1989
Alfonso López Michelsen (1974—1978) inicia su administración con el claro pro—

pósito de institucionalizar políticas encaminadas a defender los intereses de la cla—

se trabajadora. Es así como entre las primeras medidas que adopta se destacan
tres, además de haber nombrado a una líder sindical, María Elena de Crovo, como
Ministra de Trabajo: la primera, consiste en la convocatoria a una conferencia tri—

partita —Gobierno, gremios empresariales y las dos centrales sindicales: UTC y
CTC—, cuyos propósitos eran, de una parte, discutir la posibilidad de acudir a la
emergencia económica y, de otra, fijar el salario mínimo, después de varios años de

123continuo deterioro en su poder adquisitivo . Dado que no hubo acuerdo sobre el
salario mínimo, éste es determinado por Decreto, a semejanza de lo que ocurriría
en 1975 y 1976'º*.

La segunda medida consiste en el otorgamiento de personería jurídica a una
central de trabajadores de origen comunista, la Confederación Sindical de Traba—

jadores Colombianos, CSTC, personería que se venía gestionando de tiempo atrás
ante los distintos gobiernos, sin que hubiese sido posible obtenerla. Meses después,
se le reconoce personería jurídica también a la Confederación General del Trabajo,
CGT, “que agrupaba sindicatos demócrata—cristianos y de izquierda

La tercera medida consiste en que el Gobierno ciñéndose a la letra del Códi—

77125

go, establece que la convocatoria de arbitramento a los cuarenta días de haber de—

cretado la huelga se hace a solicitud de los trabajadores, solos o con los patronos, o
cuando no se trate de servicios públicos, pero “no había lugar a que se convocara
forzosamente arbitramento a los cuarenta días, como si el Código del Trabajo sos—

tuviera tal doctrina”ºº. Hasta el 7 de agosto de 1974, la doctrina prevaleciente en
el Ministerio de Trabajo, era la de que después de cuarenta días de huelga se hacía
obligatorio el arbitramento que prevé el Código del Trabajo y entonces los patronos
sólo tenían que hacer sino un cálculo: dentro de cuarenta días tenemos arbitramen—
to, preparemos los inventarios, los stocks de los artículos para resistir esos cuarenta
días, y después es cuestión de echar lápiz a ver qué es lo que más nos conviene; si
resistir cuarenta días o acogernos al arbitramentolº7.

De otra parte,

… LÓPEZ RESTREPO, Andrés. “Gobierno de Alfonso López Michelsen (1974—1978)", en Gran Enric/apedia (¡£

Colombia, tomo III, Bogotá. Editorial Círculo de Lectores, 20077 p. 226.

… Ílu'dmn.

… [bir/wn. p. 226.

”“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¡¡¡… p. 268.

… l/7ídcm.



Capítulo 11: segundo períodº (1958—1989) 195

... los patronos logran variar la ininterrumpida jurisprudencia en materia de

las facultades atribuidas legalmente a árbitros, conforme a la cual estaban capa—

citados para resolver los conflictos económicos o de intereses, mediante la modi—

ñcación de las condiciones de venta de la fuerza de trabajo existentes o mediante
la modificación de nuevas condiciones. En efecto, la jurisprudencia introduce
la regresiva tesis de que los tribunales de arbitramento, al fallar sobre conflictos

económicos o de intereses sometidos a su consideración pueden aumentar las

prestaciones que se hallan establecidas, por convención o laudo anterior, pero no
crearlas u ordenarlas por primera vez….

Moncayo y Rojas señalan que,

esta jurisprudencia hacía de los fallos arbitrales no solamente un instru—

mento para evitar las eventuales consecuencias de la utilización del derecho de

huelga, que era la finalidad que había determinado su institucionalización, sino

que iba más allá y recortaba las posibilidades reivindicativas, limitando las preten—

siones obreras a la modificación 0 reforma de las condiciones existentes y prohi—

biendo toda aspiración de establecer derechos y prestaciones nuevas….

No obstante, desde 1964 la Corte Suprema de Justicia había adoptado el cri—

terio, con fundamento en el Decreto 0616 de ese año, de que el laudo arbitral podía

regular las condiciones de trabajo en el lapso transcurrido entre la terminación de

la convención denunciada y la emisión del fallo arbitral, tesis ésta que permitía en—

tender incorporadas a los contratos de trabajo, desde la fecha de terminación de la

convención anterior, las nuevas condiciones ordenadas por el laudo. No obstante, a

partir del 12 de noviembre de 1974, se da un viraje jurisprudencial en esta materia,
desconociendo la tesis anterior sobre retrospectividad de los laudos, y planteando en

consecuencia, que las condiciones de trabajo, fijadas por el fallo arbitral sólo podían

regir a partir de su pronunciamiento, y que durante el lapso entre la terminación de

la convención anterior y el fallo continuaban rigiendo las condiciones que habían

sido precisamente rechazadas por los trabajadores, al denunciar la convención…

Este tipo de situaciones reflejan claramente las expuestas por Klare, comenta—
das al inicio de este trabajo, respecto de los sesgos antisindicales incorporados en
las normas y en las decisiones de los jueces.

”“ MONCAYO,V¡CtUr Manuel y ROJAS, Fernando. Óp, [il., p. 228.

… Ibídem, p. 229.

13” 1/¡ízlem.
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Así mismo, a los pocos meses de posesionado López Michelsen en la Presiden—
cia estallan diversos movimientos laborales, entre los que se destacan el del sector
bancario y el de los maestros de primaria y secundaria…. Dentro de los desórdenes
acaecidos en esa época, uno particularmente perturbador fue el del sindicato del
Instituto de Seguros Sociales que se fue a la huelga, no ya para lograr sus reivin—

dicaciones sociales, sino para enfrentarse al Gobierno —6 de septiembre de 1976—.

Un poco antes, el Gobierno había expedido el nuevo estatuto del personal del Ins—

tituto de Seguros Sociales, en desarrollo de las reformas administrativas de 1968,
en el cual la mayor parte de los servidores del Instituto quedaban catalogados como
“empleados públicos”, es decir, fuera del contrato de trabajo. Decretada la huelga,
el Gobierno la declara ilegal el mismo día, suspende varias personerías jurídicas y
establece el estado de sitio (Decreto Legislativo 2131 de 1976). En los consideran—
dos de dicho Decreto se anota:

un paro inconstitucional en el ISS que abarca los servicios médicos, para—
médicos y complementarios y que el paro se ha extendido a otras entidades per—

tenecientes al Sistema Nacional de Salud, lo cual no sólo ha perjudicado a los

trabajadores afiliados a dicho Instituto, sino a la parte más numerosa y desprotegida
de la población, que sólo puede recurrir a otros hospitales de asistencia pública.

Que dentro de los fines del paro está el de coaccionar a las autoridades para
que las vías de hecho se abstengan de aplicar disposiciones legales, delito contem—

plado en el Código Penal.
Que diversos sindicatos de entidades estatales y descentralizadas han hecho

pública su decisión de llevar a cabo un paro en solidaridad con el que ilegalmente
se realiza en el Sistema Nacional de Salud.

Además, junto con los hechos anteriores han ocurrido otros como frecuen—

tes asesinatos, secuestros, colocación de explosivos e incendios, característicos de
prácticas terroristas dirigidas a producir efectos políticos que desvertebran el ré—

gimen republicano vigente, hechos que atentan contra los ciudadanos reconoci—
dos por la Constitución y las leyes y que son esenciales para el funcionamiento del
orden democrático propio del Estado de Derecho.

En uso de las facultades de estado de sitio el Presidente expide el Decreto Le—

gislativo 2132 de 1976… que faculta a los alcaldes para decretar el toque de queda,
la ley seca y prohibir manifestaciones y reuniones públicas e impone la suspensión

… Ibídem, p. 223.
… Decreto Legislativo 2132 de 1976 (por el cual se declara turbado el orden público _x' en estado de sitio todo

el territorio nacional).
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del empleo por no menos de seis meses a los empleados de carrera administrativa

que inciten o participen en la huelga, suspende las normas concernientes a los de—

rechos y garantías de dichas carreras, sin perjuicio de que ello también constituya
causal de terminación del contrato y de la suspensión de la licencia profesional. En
razón a que los desórdenes continuaban, el Decreto Legislativo 2195 de ese mismo
año refuerza las medidas estableciendo sanciones penales y arrestos inconmutables
de hasta ciento ochenta días.

Por otra parte, a petición de los trabajadores, el Gobierno presenta a ratifica—

ción del Congreso los convenios Nos. 87 y 98 de la Organización Internacional del
Trabajo…, los cuales fueron sancionados como las leyes 26134 y 27 de 1976135 las cua—

les tratan sobre la libertad de constituir organizaciones sin ningún tipo de restric—

ción y sobre la libertad de asociación de todos los trabajadores y la aplicación de los

principios de sindicalización y negociación colectiva. Esta norma, de ser aplicada,
implicaba el fortalecimiento de derechos colectivos de los trabajadores al servicio
del Estado, lo que no parecía fácil dada su beligerancia.

En consecuencia, frente a demandas de los trabajadores para hacer efectivas
las leyes 26 y 27 de 1976, el Gobierno establece que las leyes que ratifican las con—

venciones internacionales tan sólo reconocen principios y que no son de obligatorio
cumplimiento, obligaciones que adquieren vigencia sólo en la medida en que sean
incorporadas en el ordenamiento jurídico interno“.

González Charry señala que “en la mayoría de los convenios y en todas las re—

comendaciones, se encuentran principalmente tesis, principios, orientaciones, y no
cláusulas concretas de ejecución, como en un tratado de límites o en uno de carác—

ter comercial””7. Por lo tanto considera que,

es, pues, tarea del Legislador en cada caso, y en cada país, según su es—

tructura constitucional, tomar las medidas necesarias, mediante los órganos

competentes para que la legislación se adecúe al Convenio, bien derogando las

… Organización Internacional del Trabajo. Ginebra, 1949.

Ley 26 de 1976 (por la cual se aprueba el Convenio Internacional delTr-abajo relativo a la libertad sindical y

a la protección del derecho de sindicalización adoptado por la Trigésima Primera Reunión de la Conferencia
General de la Organización Internacional delTrabajo, Ginebra,l9+8. Convenio No. 87 rclatixo ¡¡ la libertad
sindical y a la protección del derecho de sindicación).

… Ley 27 de 1976 (porla cual se aprueba el Convenio No. 98 de la Organización Internacional del Trabajo, re—

lativo a la aplicación de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva, adoptado por la

Conferencia General de la Organización, Ginebra, 19+9),

”“ GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. m., p. 448.
… Ibídem, p. 45l.
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normas que aparezcan contrarias a aquellas tesis y principios, ora creándoles, si

no existen, ya modiñcándolas, si preciso fuere“.

El mismo autor comenta frente a este impasse que,

. . . durante mucho tiempo había habido interpretaciones contradictorias so—

bre el alcance de los tratados internacionales que eran ratificados por Colombia.
Pero la Corte Suprema de Justicia puso fin a la polémica en Sentencia del 20 de
enero de 1972, dictada a propósito de disposiciones tomadas para el desarrollo
parcialmente del Acuerdo de Cartagena... al añrmar que salvo casos excepcio—

nales, la Ley aprobatoria del Convenio por si misma no es sino un elemento del
actor complejo que lo caracteriza y no es suficiente para que tenga poder deroga—

torio o modiñcatorio de la legislación, y entra, por su sola virtud, a regir relacio—

nes y situaciones internas“.

En consecuencia, a pesar de las buenas intenciones en materia laboral, para las
organizaciones de trabajadores, los gestos iniciales del Gobierno “fueron puramen—
te simbólicos, pues en su sentir se les escamoteaba lo más importante, los incremen—
tos salariales” “0 y las prerrogativas utilizadas por el movimiento obrero pronto se
volvieron problemáticas.

En 1977, en agosto todas las centrales declaran un paro exigiendo, entre otros,
aumentos de salarios del 50 por ciento, congelación de precios, abolición de normas
en contra de los derechos de asociación, en especial el estado de sitio…. No obstante,
el momento más álgido de la lucha obrera y de los sectores populares se presenta el
mes siguiente cuando a raiz del paro del 14 de septiembre de 1977 que estalla alre—

dedor de los trabajadores del cemento, de la aguda controversia de los educadores
frente al represivo y limitativo estatuto docente, y del importante combate de los
obreros de Indupalma, “en cuya organización se comprometen, por primera vez en
forma realmente unificada, las cuatro grandes centrales obreras: UTC, CTC, CSTC
y CGT, forzadas, sobre todo las dos primeras, por un incontenible clamor de las ba—

ses añliadas”“º. Las exigencias del movimiento tienen su origen en el documento

… Ibídem, p. 45—1.

… Ibídem, p. +52.

““ LÓPEZ RESTREPO, Andrés. 01). ¿-¡t., p. 226.

”' )IONCAYO,WCt0r Álanucl y ROJAS, Fernando. Óp. rif.

Ibídem, p. 317.
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presentado al Presidente de la República el 2 de agosto por la CSTC, la CGT y por otras
organizaciones“. Durante el paro se produce la muerte de treinta personas““.

En opinión de Moncayo y Rojas,

el paro, aunque con una extensión desigual en el país, fue una clara ma—

nifestación de insurgencia popular, sobre todo en los grandes centros urbanos

como Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla. Paralizaeión del transporte, bloqueo
de vías públicas, ocupación de fábricas, saqueo de supermercados y almacenes,
enfrentamiento abierto con la Fuerza Pública, pedreas, mítines de protesta, etcé—

tera, fueron acciones que enlazaron en solidaridad espontánea a vastos sectores

de la población“?

Así mismo, los mismos autores conceptúan que el paro fue, principalmente, un

paro político, dirigido esencialmente a enfrentar el aparato estatal, para presentar
una simple demostración de fuerza, de organización, que ealentara las luchas pos—

teriores y determinara un cambio de la conducta gubernamenta 1146

Producto del paro nacional del 14 de septiembre de 1977 el Gobierno confor—

ma una comisión de abogados para poner en vigencia los convenios incorporados

HS

Hh

llu'dmn, p. 318. “Aumento general de sueldos y salarios por encima del costo de vida _v en un mínimo del 50

por ciento. Congelación de precios de los artículos de primera necesidad, de las tarifas de los servicios pú—

blicos, de los reavalúos e impuestos de valorización _v de los insumos agrícolas, así como la creación de meca—

nismos efectivos de control en los cuales tengan participación decisoría los sectores populares organizados.
Levantamiento del estado de sitio en forma definitiva _v que se de plena vigencia a las libertades políticas y

sindicales. Reapertura )“ desmilitarización de las universidades y apropiaciones presupuestales suficientes

para su funcionamiento, asi como la derogatoria del estatuto docente y demás normas que atentan contra
los intereses de los educadores, estudiantes _v padres de familia. Abolición de todas las normas de la Reforf

ma Administrativa que lesionan los derechos de asociación, contratación, huelga _v recortan las conquistas

adquiridas por los trabajadores al servicio del Estado. Entrega inmediata a los campesinos de las haciendas

afectadas en este momento por el INCORA y cuya etapa administrativa ya está terminada, y desmilitarización

de las zonas agrarias. jornal de ocho horas diarias _v salarios básicos para los trabajadores del transporte, lo

mismo que congelación en los precios de los insumos que requiere la industria transportadora. Exigimos la

abolición de los decretos de reorganización del ICSS que lesionan los intereses de los usuarios _v violan los

derechos _v conquistas de los trabajadores del Seguro Social. A estos pedimentos se sumaron los formulados

autónomamente por la UTC y la CTC, y que finalmente se fundieron en la declaración unitaria de convoca—

toria del paro, expedida el 20 de agosto. Los puntos más sobresalientes incorporados a la reclamación hacían
relación a la aplicación de una prima móvil, vigente desde 1963 pero inaplicada, que permitiría ajustar las

remuneraciones periódicamente de acuerdo con las fluctuaciones del costo de vida, _v la reglamentación de
las leyes 26 y 27 de 1976, que habían aprobado viejos convenios de la Organización Internacional del Traba—

jo en materia de libertades sindicales“.

LÓPEZ RESTREPO, Andrés. Óp. m., p. 304.

MONCAYO, Víctor Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. ¿“i/., p… 319.

Ibídem, p. 320.
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en las leyes 26 _v 27 de 1976 _v el resultado es el Decreto 1469 de 1978… (19 de julio)
que los reglamenta, el cual en especial reconoce la personería jurídica por silencio
administrativo después de quince días previstos para obtenerla. En opinión de Sil—

va Romero,

los redactores del Decreto no podían concebir la autonomía sindical ple-
na sino que trataron de reglamentar las “naturales” desviaciones n'nteri/Íexmr que
aparecen en las prolongadas _v rutinarias prácticas del manejo de normas proce—
dimentales. También incurrieron en graves errores de técnica que darán oportu—
nidad a los abogados de empresarios de obtener la nulidad de los pocos avances
allí establecidos“.

Para Silva Romero,

... la actividad se encaminaba a obtener normas que permitieran el desarrollo
de la acción sindical dentro de las políticas del momento que evitar-an los abusos _v

atropellos de los funcionarios del Ministerio de Trabajo _v su permanente agresivi—

dad y caprichos contra los dirigentes y sindicatos que no pertenecían a la ETC 0 a la

CTC, pero no el de eliminar la intervención del Estado en los sindicatos“.

Durante la administración López Michelsen, en materia de derechos indivi—

duales, el Congreso aprueba la creación de los Centros de Atención Integral Pre—

escolar150 para los hijos de empleados menores de siete años. Para su financiación
establece la obligación, adicional a la ya establecida del 1 por ciento, de transferir
otro punto porcentual del valor de la nómina al ICBF. Esta decisión se adopta a pesar
de que desde su posesión, López insistió en la necesidad de virar hacia el estableci—
miento de un salario integral, poniendo freno al sistema de “prestaciones y demás
abalorios” de la legislación social. En discurso pronunciado en Cúcuta el 26 de mayo
de 1976, ante el V Congreso Nacional de Economistas, expresó su idea así:

147

HH

] -l*)

lil)

Decreto 1469 de 1978 (por el cual se reglamentan algunas disposiciones laborales).
SILVA ROMERO, Marcel. Óp. r¡z., p. 192.

lbízlem.

Ley 27 de 1974 (por la cual se dictan normas sobre la creación y sostenimiento de Centros de Atención ln—

tegral al Preescolar, para los hijos de empleados _v trabajadores de los sectores públicos _v privados): Arti—

culo l": “Créase los Centros de Atención Integral al Preescolar para los hijos menores de siete (7) años de
los empleados y de los trabajadores oficiales _v privados". Artículo 2”: “A partir de la vigencia de la presente
Ley, todos los patronos _v entidades públicas _v privadas destinarán una suma equix alcnte al 2 por ciento de
su nómina mensual de salarios para que el sostenimiento del ICBF atienda a la creación _v sostenimiento de
Centros de Atención Integral al Preescolar para menores de siete (7) años hijos de empleados públicos _v de
trabajadores oficiales _v privados".
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tenemos que luchar por un salario integral, por un salario inmediato más

elevado, con menos prestaciones y abalorios que los salarios actuales, en donde

con prestaciones paternalistas se seduce a los obreros, como se hacia con los abo—

rigenes, con espejitos y chucherías.

En cierto modo es Cúcuta la ciudad ideal para formular este planteamiento.

La tesis se admitió como correcta y conveniente en los medios políticos e

industriales, pero el Gobierno nunca explicó correctamente en qué consistía, ni

dio fórmulas para llevarla a cabo, ni puso freno al sistema de reconocimiento de

prestaciones oficiales y particulares, como parecía lógico hacerlo a través de sus
ministros y de sus apoyos políticos en el Congreso….

Dentro de ese marco, la Ley 52 de 1975 establece el pago de un 12 por ciento
de interés sobre las cesantías de los trabajadores privados, tasa que desde 1967 esta—

ba establecida en 9 por ciento para los trabajadores del Estado, a fm de protegerlos
de la inflación y otorgarles una remuneración adecuada. Adicionalmente, en 1976

el Gobierno reajusta el salario mínimo (Decreto 1623 de 1976153), así no logre de—

volver su nivel al vigente en 1974153, al tiempo que aumenta el subsidio al transpor—
te (de $55 a $105) que no se modiñcaba desde 1969 (Decreto 1700 de 1976)”*. Así

mismo, la Ley 4 de 1976155 vincula el ajuste de todas las pensiones a una proporción
del salario mínimo, y establece que ninguna puede ser ni inferior al salario mínimo

legal, ni superior a veintidós veces el mismo y que todo pensionado tiene derecho a

recibir una mesada adicional. Cabe destacar que para ese año la expectativa de vida
al nacer ha aumentado hasta alcanzar 60,9“ años, y que la tasa de natalidad ha caído

a 32,6 y la de mortalidad a 11,5 por mil habitantes.
Un hecho ocurrido durante la administración López que debe ser resaltado

es el asesinato del líder sindical José Raquel Mercado, presidente de la Confede—

ración de Trabajadores de Colombia, por parte del M—19, el 19 de abril de 1976.

Este grupo guerrillero justiñcó su acción como un ajusticiamiento por su entrega

… GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¿"il., p. 267_

Decreto 1623 dc 1976 (por el cual se l'ljan normas sobre salarios mínimos).
'»º-º GONZÁLEZ CHARRY, Guillermo. Óp. ¿-¡z., p. 267.

… MONCAYO,“C[01' Manuel y ROJAS, Fernando. Óp. r¡f., p. 250.

Ley 4 de 1976 (por la cual se dictan normas sobre materia pensional de los sectores público, oficial, semiol%
cial _v privado y se dictan otras disposiciones).

15" KALMANOVITZ, Salomón y LÓPEZ, Enrique. “La agricultura en Colombia entre 1950—2000”, en Barrm/orus
de Ero¡mmín No. 255, Bogotá, Subgerencia de Estudios Económicos — Banco de la República, 2003, p. 40.
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al imperialismo, de quien recibía cuantiosos cheques, y que su decisión había sido
sometida a veredicto popular…. El hecho es de gran trascendencia pues es el prin—
cipal líder sindical que termina ajusticiado, víctima de la violencia.

Al presidente López ,Michelsen lo reemplaza Julio César Turbay, cuyo go—

bierno, en opinión de Silva Romero, es uno de los más represivos en todos los
sentidos.

Los paros cívicos, las huelgas, las movilizaciones en las ciudades y en el cam—

po son drásticamente reprimidos en un proceso donde no hay ninguna garantía al
derecho de defensa. Se penaliza nuevamente el ejercicio a la huelga de todos aqué—

llos a quienes la Ley Laboral no se la autoriza, es decir a más del 80 por ciento de
los trabajadores colombianos .. En materia laboral no hay excepción a esta regla,
la Corte Suprema de Justicia continúa restringiendo al máximo las posibilidades
legales de desarrollo de los conflictos colectivos con su negativa a la retrospectivi—
dad de los laudos, la reducción únicamente a aspectos de incremento monetario
confundiéndolo con el conflicto económico o de intereses _v con la interpretación
estrecha del Artículo 458 con la cual declaraba inexequible cualquier concesión no
monetaria a los trabajadores por parte de los árbitros“.

Recién posesionado el presidente Turbay adopta el estado de sitio por el cual
se restringen los derechos fundamentales, en especial, el derecho de huelga, el de—
recho de reunión y la libertad de información. Dicho Decreto en Sentencia del 30
de octubre de 1978 de la Corte Suprema de Justicia es declarado constitucional. El
Gobierno haciendo uso de las atribuciones del régimen de estado de sitio, estableci—
das en el Acto Legislativo No. 1 de 1968, expide el Estatuto de Seguridad (Decreto
1923 de 1978), “por el cual se dictan normas para la protección de la vida, honra y
bienes de las personas y se garantiza la seguridad de los asociados”. El Estatuto de
Seguridad se trata, en cierta medida, de la recopilación metódica de decretos dicta—
dos por diferentes gobiernos, en América Latina y en Colombia, que pese a su natu—
raleza temporal impone penas prolongadas para la sanción de determinados delitos
que afectan el orden público, y extiende la jurisdicción militar para el enjuiciamien—
to de civiles que no se encuentren al servicio de las Fuerzas Armadas.

El Consejo de Estado considera ajustada a la Carta la mayoría de las disposi—
ciones del Estatuto de Seguridad, a pesar de que introducen serias restricciones a
los derechos y garantías individuales, creando tipos penales _v tipiñcando arrestos
inconmutables por extensos períodos, con el argumento de que si ese era el medio

”7 Tomado de “ikipedía. M—l9, en: http://€S.NX'Íklp€dín.OTg/Wlkl/.Xl*19.
'” SILVA ROMERO, Marcel. Óp. …… pp. 195-196.
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que el Gobierno consideraba eficaz para restablecer el orden público, entonces era
constitucional. Así las cosas, “se desencadena como nunca una oleada de allana—

mientos, se llenan las cárceles de presos políticos y las torturas y violaciones de los

derechos humanos se convierten en el pan de cada día””. En consecuencia, duran—

te este periodo las centrales obreras sufren una intensa represión oñcial.
En la visión de Luis Carlos Camacho, ministro de Defensa, la UTC es sospe—

chosa, por primera y última vez, de veleidades subversivas“º. En 1978 es convocado
el Consejo Nacional de Salarios y de las Centrales Sindicales y sólo se cita a la CTC

y a la UTC. En las reuniones no se logra acuerdo sobre el salario mínimo aunque el

Gobierno lo incrementa en un porcentaje superior a la inflación. “Esta tendencia

se mantuvo y a fines del mandato de Turbay el salario mínimo real fue mayor en un
80 por ciento que en septiembre de 1977

fue el debilitamiento del movimiento obrero, pero posteriormente se produjeron
”…. El resultado de estos procedimientos

tendencias unitarias: la UTC y la CTC analizaron la posibilidad de fusionarse en un
frente de unidad sindical y, en 1979, todas las centrales buscaron revivir el Consejo
Nacional Sindical“.

En 1982 llega a la Presidencia de la República Belisario Betancur Cuartas. En
la campaña electoral el tema de la paz registra por primera vez un rasgo diferencia—

dor entre los candidatos…. Una vez posesionado Betancur se inician los diálogos de

paz y el 28 de marzo de 1984 la Comisión de Paz y las FARC ñrman un documen—

to de once puntos, dentro de los cuales se destaca el propósito de esa organización
guerrillera “de desmovilizar su estructura militar e iniciar su tránsito hacia un mo—

vimiento político legal”“. El 31 de marzo de 1985, las FARC inician sus actividades

políticas a través de la Unión Patriótica que, en las elecciones de 1986, “se convirtió

en el tercer partido con mayoría en varios departamentos y una importante bancada

parlamentaria“? Sin embargo, la extrema derecha desarrolla “la más grave cam—

paña de exterminio político en la historia de Colombia. Más de tres mil miembros
de esta organización fueron asesinados en los años siguientes”“ºº.

'” RAMÍREZ, Luis Jairo. “Lo que va del Estatuto de Seguridad a la política de Seguridad Democrática", en
Bole/¡'n Amm/idad Colombiana No. 416, Bogotá. septiembre 29—octubre 13 de 2005.

“'" LÓPEZ RESTREPO, Andrés. “Gobierno de Julio César Turbay Ayala (1978—1982)", en Gran Envirlapezlía de

Colombia, tomo III, Bogotá, Editorial Círculo de Lectores, 2007, p. 232.

… lbídem.
lú2 Ibídem, pp. -32 y ss.

"“ ABADÍA REY, Héctor Fabio. “La paz en el gobierno de Belisario Betancur. Primeros acuerdos”, tomado de:

www.mediosparalapaz.org, consulta mayo 19 de 2008, p. 81.

… [biz/em.

'“ Íbízlem

"'f' Íbí1/em
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En relación con los movimientos sindicales, la situación mejora con la llegada
al poder de Belisario Betancur (1982—1986). Una primera manifestación del presi—
dente Betancur consiste en el nombramiento de]orge Carrillo, dirigente sindical de
la UTC, como Ministro de Trabajo.

En opinión de Silva Romero, la Corte Suprema de Justicia palpa el momento
vivido en el país y en el sindicalismo y cambia su jurisprudencia respecto de los de—

rechos colectivos en diversos temas…. .. así no pueda sacudirse de “la herencia de

que el efecto de la denuncia del empleador es lograr la modificación de la conven—
ción anterior para el desmonte de prerrogativas dadas a los trabajadores”lós.

lh7

l11X

SILVA ROMERO, Marcel. Óp. cit., pp. 202 y 204. “Las tesis jurisprudenciales de la Corte Suprema de jus—

tieia sobre la imposibilidad de los árbitros de decretar la retroactividad (más tarde retrospectividad) salarial
para los trabajadores entre la fecha del vencimiento de la anterior convención colectiva o laudo _v la expedi—
ción del nuevo laudo, conllevó a que los empleadores hicieran un gran negocio demorando al máximo la so—

lución del conflicto colectivo. A partir de 1982 la jurisprudencia dela Corte Suprema de Justicia al resolver
sobre los recursos de homologación va a dar un pequeño viraje con los siguientes criterios: el límite tempo—
ral del laudo es el término establecido en el pliego de peticiones. Sólo el sindicato puede iniciar el conflic—
to colectivo, despareciendo la noción jurídica de “contrapliego'. Recupera la noción internacional de que el
conñicto de intereses o económico no se reduce exclusivamente a las peticiones monetarias de los trabajado—
res en el pliego de peticiones v que tampoco son parte de un conflicto jurídico las peticiones no traducibles
inmediatamente en dinero, si no que es aquél que surge para la modificación de la normatividad existente
bien sea para crear un nuevo derecho, suprimirlo, desmejorarlo, superarlo, etcétera, mientras que el con—
Hicto jurídico versa sobre la aplicación o interpretación de norma preexistente: “como se ha visto la compe»
tencia de los árbitros es plena para definir los puntos económicos 3“ jurídicos, contenidos en el ¡ie¡itum _v que
no pudieron ser solucionados en el arreglo directo y la conciliación“, La información que nos trae la Orga—

nización Internacional del Trabajo al respecto: “en un número creciente de países se clasifican los conflictos
laborales en dos grandes grupos: conflictos de derecho y conflictos de interés. Los conflictos de derechos o
querellas jurídicas se relacionan con la interpretación o aplicación de una norma preexistente, por ejemplo…
una Lev o un contrato colectivo. Los contratos de interés o querellas económicas surgen cuando en el curso
de las negociaciones colectivas un sindicato presenta una nueva demanda, como por ejemplo la obtención de
remuneraciones más elevadas o de jornadas laborales más cortas. Otra distinción, originada en Francia, es la

que existe entre los conflictos individuales _v los conflictos colectivos, distinción que sigue haciéndose en di—

versos países, entre otros Bélgica y España, algunos de América Latina _v los de habla francesa en África. En
realidad se trata de una subdivisión dentro de los conflictos de derecho… pues en la práctica los conflictos de
intereses son siempre colectivos. La adopción cada vez más amplia de la distinción ha tenido en la práctica
consecuencias considerables. El concepto en que se basa es que en un Estado moderno sólo los conflictos
de intereses pueden dar pie a huelgas o a otras formas de acción directa, mientras que los conflictos de de—

recho han de ser sometidos a la decisión de observancia obligatoria… de un Tribunal de Trabajo o de otro ór—

gano análogo”. La competencia de los árbitros es plena y deben resolver todos los puntos que no hayan sido
acordados en la etapa de arreglo directo o conciliación, teniendo como guía la equidad. Consolida la retros—
pectividad salarial de los laudos entre la fecha de vencimiento de la anterior convención o laudo _v la suscrip—
ción del nuevo. Reinterpreta con más amplitud el Artículo 458 del Código Sustantivo del Trabajo. Le da una
fuerza especial al principio de la congruencia en sus efectos de cifra prlim, fallando sobre todos los puntos
no pudiendo conceder ni fuera ni más allá de lo pedido, como contención a las facultades de los árbitros.
Para contener las posibles intromisiones de los falladores de homologación en la solución de los conflictos
resalta el principio de la autocomposición… reduciéndose las funciones de aquéllos a cotejar los laudos con la
Constitución y las leyes, sin poder reemplazar por ningún motivo las decisiones de los árbitros”.

llu'dem, p. 204.
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El gobierno de Betancur da paso hacia la legalización de los sindicatos mixtos,
conformados por trabajadores públicos y empleados oficiales, como una necesidad
frente al clientelismo generado por la Reforma de 1968, que al permitir la clasifica—

ción de los empleados del Estado por parte de las juntas directivas de las entidades,
hacía que un sindicato de trabajadores oficiales con un alto porcentaje de afiliados,

frente al total de personas vinculadas a la entidad, despareciera de un día para otro

por el solo hecho de ser afiliados clasificados como empleados públicos“.
En 1985, el Partido Liberal, dirigido por Ernesto Samper Pizan0, decide pre—

sentar una serie de proyectos electorales para ganar adeptos entre los trabajado—

res. Dentro de ese marco es aprobada la Ley 39 de 1985170, por medio de la cual se
reglamenta la negociación de los pliegos de peticiones. Esta norma reduce todos
los términos de la negociación, elimina la etapa de conciliación y establece la de
mediación.

Mientras que en la legislación anterior las partes nombraban libremente a sus
conciliadores, los cuales tenían la obligación “de procurar un arreglo equitativo
consultando el mutuo interés de las partes” y “las proposiciones, insinuaciones 0
dictámenes de los conciliadores no obligaban a las partes”, en el sistema aprobado
se pasa a uno de intervención obligatoria del Ministerio de Trabajo, estando los re—

presentantes de las partes investidos de suficientes poderes y con unos plazos clara—

mente determinados. En esta fase el Estado asume una responsabilidad “perentoria
de intervenir directa y oficialmente… con la obligación de presentar fórmulas de
solución suficientemente motivadas y claras que puedan ser rechazadas o acepta—

das. Las críticas formuladas, contra esta fase de la negociación, van de lo meramen—

te formal hasta el fondo mismo del procedimiento”….
La ponencia para primer debate expresa:

la etapa de arreglo directo en la discusión de los pliegos de peticiones en
los momentos actuales se ha convertido en una forma de dilatar considerable—

mente, con graves perjuicios para los trabajadores y los empresarios, la viabilidad

de entrar de lleno con seriedad al estudio de los puntos petitorios y a las repercu—
172siones que sus costos puedan tener para la empresa o patronos respectivos .

“” OSTAU DE LAFONT DE LEÓN, Francisco Rafael. Óp. m., p, 290.

”" Ley 39 de 1985 (por la cual se modifican los términos para el proceso de negociaciones colectivas de

trabajo).
… SARKIS, Bassam _v MERLAXO,J0rge. Óp. ¿"i/., p. 82.

Ponencia para primer debate del Proyecto de Ley de la Ley 39 de 1985. Anales del Congreso de la

República
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El Artículo 434 reduce esta etapa con la solicitud expresa de una de las partes.
El Artículo 435 exige que los negociadores deben estar investidos de plenos pode—

res. Sarkis y Merlano consideran que “esta medida es un requisito necesario para
facilitar los acuerdos sin mecanismos de dilación”“ºt No obstante, los trabajadores
la consideraron perjudicial….

El Artículo 444 establece que al ñnalizar la etapa de mediación, los trabajado—
res directamente comprometidos podrán decidir en asamblea general ir a huelga o
solicitar arbitramento. Este Artículo de la Ley 39 de 1985 ha sido el más controver—
tido. No quedó claro quiénes son los trabajadores directamente comprometidos, si
los sindicalizados o la totalidad de los trabajadores.

Para los abogados de los empleadores los directamente comprometidos en el

conflicto eran todos los trabajadores de la empresa. Si así se interpretaba la Ley,
incluso el sindicato (s) mayoritario perdía el derecho a declarar en su asamblea la

huelga para tener que convocar a todos los trabajadores de la empresa, es decir
a los no sindicalizados desde el gerente hacia abajo. Para los abogados de los tra—

bajadores los directamente comprometidos en el conflicto eran los afiliados a los

sindicatos que hubiesen de presentar el pliego de peticiones“?

La polémica alcanzó gran intensidad académica y práctica,

pero el Consejo de Estado le dio toda la razón a la posición de la Aso—

ciación de Abogados Laboralistas al Servicio de los Trabajadores, en 1991: la ex—

presión “directamente comprometidos en el conflicto”; se refiere a quienes lo

hubiesen promovido, bien sean los sindicalizados o los no sindicalizados. En úl—

timas, todos los trabajadores de una empresa resultan afectados con la decisión;
pero no son todos los directamente comprometidos“.

De otro lado la Ley 21 de 1982177 modifica el régimen del subsidio familiar en
varios aspectos. En primer término reduce la población objetivo de dichos subsi—

dios a aquélla con ingresos inferiores a cuatro salarios mínimos legales y los vin—

cula al número de personas a cargo. De otra parte eleva el aporte patronal al 6 por
ciento del valor de la nómina a ser distribuido entre las cajas de compensación

… SARKIS, Bassam y MERLAXO. jorge. Óp. ¿“¡/.. p. Sl.

'" ll)ídem.

… SILVA ROMERO, Marcel. Óp. ("¡/.. p. 210.

”“ 1/7ízl'em.

“7 Ley 21 de 1982 (por la cual se modiñca el régimen de subsidio familiar _x- se dictan otras disposiciones).



Capítulo 11: segundo período (1958—1989) 207

familiar, el SENA, la ESAP )“ las escuelas industriales e institutos técnicos nacionales

y departamentales. En lo que hace referencia a las cajas de compensación familiar
señala que todo patrono empleador de carácter privado u oficial debe afiliar a sus
trabajadores a una de ellas, las cuales deben destinar por lo menos el 55 por cien—

to de lo recaudado al pago del subsidio en dinero y el resto lo pueden utilizar, una
vez deducidos los gastos administrativos, para programas sociales —salud, merca—

dos educación, crédito, etcétera—.
En 1983, el Decreto 3506178 unifica el salario mínimo en todo el territorio na—

cional al tiempo que lo ajusta.
Durante el gobierno Betancur, adicional a la apertura de negociaciones con las

FARC, se producen cuatro acontecimientos de gran trascendencia. El primero, es el
desafío del narcotráfico contra el Estado. Pablo Escobar, quien posteriormente fue—

ra conocido como uno de los narcotraficantes más importantes y violentos del país

y del mundo, se inscribió en 1981 en el Movimiento de Renovación Liberal y, pos—

teriormente, creó el movimiento Medellín Sin Tugurios”º. En medio de la campaña
liberal de 1982 quiso inscribir su candidatura en el Nuevo Liberalismo, grupo polí—

tico de Luis Carlos Galán”ºº. Este, en Medellín, rechaza públicamente, sin mencio—

narlo, el apoyo de Pablo Escobar…. No obstante lo anterior, llega al Congreso como
suplente del representante Jairo Ortega…. Ya posesionado en el nuevo gobierno,
el Nuevo Liberalismo plantea el debate sobre los llamados “dineros calientes” en
el deporte y en las campañas políticas“? El diario El Espectador, por su parte, pu—

blica los antecedentes criminales de Escobar…. Testaferros de éste presentan en el

Congreso un cheque de Evaristo Porras, narcotraficante de Leticia, por un millón
de dólares, donación a la campaña del Ministro de Justicia de la administración
Betancur y miembro del Nuevo Liberalismo, Rodrigo Lara Bonilla“. Este, por
su parte, ordena el decomiso de cientos de aeronaves del narcotráfico, y se pone al

frente del operativo contra el gigantesco laboratorio de “Tranquilandia”, al tiempo

que abre frentes judiciales contra Escobar y otros narcotraficanteslsº. El ministro

… Decreto 3506 de 1983 (por el cual se aprueba el Acuerdo No. 1 del 27 de diciembre de 1983 del Consejo Na—

cional de Salarios. sobre salario mínimo, Ley 187 de 1959).

DL'ZÁX. María jimena. Cránims que ¡mmm, Bogotá, Tercer Mundo Editores, 1992, p. 30.

Ibídem, p. 32.

… Ibídem, p. 33.

… [bir/em.

'“ Ibídem, p. 39.

Ibídem, pp. 37 y ss.

… Ibídem, p. 43.

…" Ibídem, p. 4—5.



208 Los sindicatos y la asignación ¿/e/ ingresa en Colwnbía. Un siglo de historia laboral

Lara es asesinado por el narcotráñco el 30 de abril de 1984. Ante este hecho, el pre—
sidente Betancur, que hasta ese momento se había negado a hacerlo, procede a ex—

traditar narcotraficantes colombianos a los Estados Unidos. Como lo señala Flórez,
“este crimen marcó el punto deñnitivo de quiebre entre el gobierno de Betancur y
el narcotráñco, entre la sociedad colombiana _v los barones de la droga”““. Por su
parte Pécaut destaca el papel primordial que, de manera permanente, “ha tenido
la economía de la droga en el desarrollo de la violencia y el debilitamiento de las
instituciones”““º.

Era el desenlace de un frustrado proceso de paz que se había iniciado en el
gobierno de Belisario Betancur dos años antes y que había logrado acuerdos con el
M—19 y con otros dos grupos guerrilleros, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia, FARC, y el Ejército Popular de Liberación, EPL, acuerdos que se desba—

rataron por el incumplimiento de las partes.
El segundo, la toma del Palacio de Justicia por parte del M—19 el 6 de noviem—

bre de 1985. La reacción del Ejército ante la toma guerrillera fue inmediata. El Pa—
lacio fue asaltado a sangre _v fuego, con un saldo de cerca de doscientas personas
muertas, entre ellas más de la mitad de los magistrados de la Corte Suprema de jus—
ticia, todos los guerrilleros _v una buena cantidad de civiles “desaparecidos”, como
son los que estaban encargados de la cafetería, quienes inicialmente salieron vivos
de la toma. El edificio terminó consumido por un incendio y una gran cantidad
de expedientes _v archivos judiciales quedaron completamente destruidos. En 2004
Manuel Cepeda señalaba que a más de una década de ocurrido este holocausto, las
responsabilidades se han esfumado en procesos judiciales sin destino _v los casos de
desaparición forzada se encuentran en la impunidad….

En su momento, según se desprende de las declaraciones de la entonces re—

dactora de la Oficina de Prensa de la Presidencia de la República, Elvira Sánchez—
Blake, durante este suceso hubo un golpe de Estado temporal. En efecto, luego de
señalar que se asomó a las escaleras que conducían al tercer piso, donde quedaban
las escaleras del Presidente, un mayor de la Casa Militar le impidió el paso; al pre—
guntarle qué pasaba y por qué el Presidente no respondía, le contestó: “El Presi—
dente no puede hacer nada. Ya no es Presidente. El que está a cargo de la situación
es mi general, y sus órdenes son ésas: aniquilar a los terroristas”'ºº.

… FLOREZ MALAGÓX. Alberto G. “Gobierno de Belisario Betancur Cuartas (1982—1986)“, en Gran L-"¡1rir/o—

pedía ¡la Colom/ria, tomo 111, Bogotá, Editorial Círculo de Lectores, 2007. p. 241.
"“ PECAL“T, Daniel. Cum-ra ¿"mz/m lu sucia/ad, Bogotá, Editorial Planeta colombiana, 2002, p. 10.

'“" FUNDACIÓN .XI.LxL'EL CEPEDAYARGAS PARA LA PAZ, LA_ÍL'STICIA SOCIAL Y LA CULTURA. 72m… del
Pa/uc'í0 ¡Íc_7usiiz'iu, ma_vo 29 de 2004.

"'“ CASTRO CAYCEDO. Germán. El P(IÍH(ÍII sin ¡mísmm, p, 248.
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El tercer acontecimiento de gran trascendencia durante el gobierno Betancur
es el cambio en el ordenamiento jurídico que introdujo el Acto Legislativo No. 1 de

1986, que ordena la elección popular de alcaldes, dándose así el primer paso en cien
años hacia la descentralización administrativa del país. En desarrollo de esa iniciativa
el Congreso expide la Ley 12191 de ese año que ordena incrementar la transferencia
de recursos presupuestales a los municipios y extiende facultades extraordinarias al
Gobierno para transferir funciones y reorganizar la Administración Pública.

El cuarto, y no menos importante, es que a finales de 1982 se destapa una crisis
financiera de grandes proporciones, que más adelante se torna en fiscal y cambiaria,
las cuales venían gestándose desde ñnales de la administración Turbay y que llevan
el PIB a crecer sólo un 2,3 por ciento en 1981 y un 2,03 por cento en 1982 y al desem—

pleo a alcanzar un 13,83 por ciento en 1985, situación que culmina en la liquidación
o nacionalización de gran parte del sistema bancario privado. En medio de esa crisis
es que se reajusta por primera vez en veinte años la cotización a realizar al Instituto
de los Seguros Sociales de 4,5 por ciento —sin incluir el aporte de 1,5 por cento que le
correspondía al Gobierno y que de hecho no venía realizando— a 6,5 por ciento (De—

creto 2879 de 1985192), al tiempo que se utilizan todos los mecanismos a disposición
del Ejecutivo para controlar los cambios internacionales y el comercio exterior.

En 1986 asciende a la Presidencia Virgilio Barco (1986—1990). La búsqueda de
salidas al conflicto armado enfrenta el fortalecimiento de la guerrilla que tuvo lugar
durante el período de la “teórica” paz celebrada en el gobierno de Betancur. Du—

rante ese lapso la guerrilla “duplicó sus frentes y amplió su cobertura en distintas
áreas del territorio nacional”. En contraste, están debilitadas las Fuerzas Armadas
frente a la sociedad y al deterioro de la confianza de éstas en las posibilidades de una
solución pacífica193

creciendo rápidamente, sin que hubiera claridad desde el inicio de la administra—
77194

. Al mismo tiempo, “el paramilitarismo fue un monstruo que fue

ción, sobre sus alcances ni sobre la manera de contenerlo
Como si esto fuera oco la uerra sucia contra la Unión Patriótica comienza,

a golpear otros sectores como son “líderes sindicales y del magisterio, periodistas,
jueces, en fin, a quienes sin tener vínculos orgánicos con la izquierda, militan en la

73195defensa de los derechos humanos . Adicionalmente, la masacre se convierte en

““ Ley 12 de 1986 (por la cual se dictan normas sobre la cesión del Impuesto a las Ventas 0 Impuesto al Valor
Agregado, IV.—X, y se reforma el Decreto 232 de 1983).

”'º Dccreto 2879 de 1985 (por el cual se aprueba el Acuerdo No. 029 del 26 de septiembre de 1985, emanado
del Consejo Nacional de Seguros Sociales Obligatorios).

… ABADÍA Rm; Héctor Fabio. Óp. m., p. 83.

"“ PARDO RUEDA, Rafael. Colom/¡iu 1986—1994: Entre ru¡1_/Íir¡nx_y esperanzas, Bogotá, Cerec y Grupo Editorial
Norma, 1996, p. 246.

"'S [bit/em.
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una nueva modalidad de violencia, de manera que entre 1988 y 1991 se producen
doscientos sesenta y nueve asesinatos colectivos“. Ello lleva a que el principal es—

fuerzo del Gobierno se centre en la lucha contra el narcoterrorismo )“ los grupos
de justicia privada,

utilizándose preferencialmente el estado de sitio para diseñar una legis—

lación especial tendiente a combatir estas nuevas formas de terrorismo y que se

expresaron en la creación de un grupo élite de la Policía Nacional, en la supresión
de algunas disposiciones sobre defensa nacional que daban piso legal a los grupos
de autodefensa, y en modificaciones al Código de Procedimiento Penal para hacer
más severas las sanciones y más ágiles los organismos de justicia“”.

En materia política, Barco adopta el sistema “Gobierno—oposición”, que daba
toda la responsabilidad sobre los actos de la administración al Gobierno a su parti—

do, a la vez que el partido de oposición tenía un papel en la crítica, la ñscalización
y la propuesta de alternativas198 . Este sistema fracasó y, como lo observa Pardo, los
dos partidos salieron averiados con el experimento pues “no supieron acomodarse
a un nuevo papel _v sufrieron además, el severo impacto de la elección de alcaldes
que los desvertebróºº'ºº.

En lo que tiene que ver con el tema de la descentralización iniciada por Betan—

cur, que será determinante de las relaciones laborales, al presidente Barco le corres—

ponde el desarrollo de las facultades otorgadas al Ejecutivo por la Ley 12 de 1986.
En uso de esas facultades el Gobierno expide el Decreto Legislativo 077 de 1986200,

el cual traslada funciones, que estaban en el nivel central, a los entes territoriales )“

reorganiza la Administración Pública. Es en ese momento cuando se protocolizan
los problemas que se venían gestando de tiempo atrás, originados en las enormes
cargas laborales introducidas al ordenamiento jurídico desde comienzos de siglo, a
las cuales se adicionaban las negociadas en las convenciones colectivas, a manera de
carrera de relevos.

Como se ha hecho notorio a lo largo de este recuento, los trabajadores prime—

ro negociaban prestaciones sociales con las empresas a nivel de las convenciones
colectivas, luego dichas prerrogativas eran incorporadas al ordenamiento jurídico,

'”“ Ibídem, p. 87.

"'7 Ibi/lem, pp. 97 _v 98.

… Ibídem, p. 246.

"'” Ibídem, p. 247.
3“" Decreto 077 de 1986 (por el cual se expide el Estatuto de Descentralización en beneficio de los

municipios).
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situación que daba pie para negociar nuevas prestaciones, que posteriormente ter—

minaban formando parte de las normas legales y así sucesivamente. La existencia de
esta especie de carrera de relevos que se autoalimentaba en materia prestacional es
explicable, pues de no ser así los sindicatos se habrían quedado sin oficio, más si se
tiene en cuenta que las decisiones legales en general estaban acompañadas de restric—

ciones a los derechos colectivos. Este desarrollo, bien podría calificarse de paterna—
lista dentro del marco del significado ambivalente asignado al concepto por distintos
analistas, también puede calificarse de transaccional en busca del apoyo del votante
medio a ñn de que las decisiones no indujeran la utilización de la violencia por parte
de quienes resultaban perjudicados por ellas.

Producto del sistema descrito, las empresas, en particular las estatales, aunque
no exclusivamente ellas, no tienen cómo atender las cargas laborales acumuladas

por años, en especial las pensionales, )" dichas empresas tampoco están capacitadas
para responder por la prestación eficiente de los servicios a su cargo. De esta mane—

ra el país se ve enfrentado al peor de los mundos: cuantiosos faltantes financieros e
incapacidad de generar ingresos para ñnanciarlos.

Como consecuencia de esa situación, en 1986, el Ejecutivo inicia un proceso
de depuración administrativa consistente en la liquidación de entidades estatales
ñnancieramente inviables encargadas de la prestación de servicios públicos, como
es por ejemplo el caso del Insfopal y el ICCE —Instituto Colombiano de Construc—

ciones Escolares—. Estas empresas no sólo estaban incapacitadas para atender las

obligaciones para las que habían sido creadas, lo que era particularmente grave en
el caso de Insfopal —por ser la entidad responsable de la prestación del servicio de

agua potable y saneamiento básico en todo territorio nacional— al igual que, aunque
menos grave desde el punto de vista social, en el caso del ICCE —encargado de la

construcción de las aulas escolares—, sino que además estaban exigiendo de manera
recurrente y creciente cuantiosos recursos del Presupuesto Nacional para atender
las cargas laborales incorporadas en las convenciones colectivas, producto de nómi—

nas desbordadas cuyo principal oficio era luchar por su propia supervivencia.
Pero ésas no son las únicas empresas estatales con enormes problemas ñnan—

cieros y de prestación de servicios. Otros casos particularmente críticos para el

aparato productivo son los Ferrocarriles Nacionales de Colombia y Colpuertos,
por lo que el Congreso ordena su liquidación (Decreto 1586 de 1989201 y Ley 1 de
1991202), al tiempo que el Ejecutivo procede al desmonte de la reserva de carga de la

2“' Decreto 1586 de 1989 (por el cual se ordena liquidar la empresa Ferrocarriles Nacionales de Colombia, se

adoptan normas para su liquidación _v se dictan otras disposiciones).
1”! Ley 1 de 1991 (por la cual se expide el Estatuto de Puertos )Iarítimos )“ se dictan otras disposiciones).
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Flota Mercante Grancolombiana (Decreto 0501 de 1990203), empresa que vivía del
manejo del monopolio del transporte marítimo, monopolio que le permitía cobrar
un sobreprecio por concepto de fletes en beneñcio del sector cafetero )“ en detri—

mento del resto del país. Y éste era sólo el inicio de lo que vendría en la década de
los noventa en esta materia.

Los hechos reseñados son los que inducen el cambio de la política laboral. Para

empezar, la Ley 54 de 1987 crea el Consejo Nacional Laboral conformado por re—

presentantes del Gobierno, los gremios y los trabajadores, cuya finalidad es la con—

certación de intereses económicos y sociales. Con el nuevo Consejo el Congreso
pretende desarrollar la política del tripartidismo y de la concertación recomendada

por la Organización Internacional del Trabajo, avalada en este Foro Internacional
por los delegados del Gobierno, de los empleadores y los trabajadoresºº* . La ponen—
cia para segundo debate de lo que sería la Ley 54 de 1987 señala que,

. útil resultaría para el país que colocados en pie de igualdad, Gobierno,
trabajadores y empleadores formulen políticas en áreas tan importantes como la

estructura salarial, el régimen de seguridad social, el empleo y la evolución de la

legislación laboral consultando los intereses nacionales”?

Dentro de las funciones asignadas al Consejo Nacional Laboral está la de rea—

lizar recomendaciones al Gobierno en relación con la determinación del salario
mínimo, función que previamente a la expedición de la Ley era de carácter con—

sultivo )“ asesor, por lo que no obligaba, haciendo que la fijación del salario mínimo
dependiera enteramente del Gobierno. La Ley, así mismo, busca la fusión en un
solo organismo los Consejos Nacionales de Salarios y del Trabajo, creados en 1955
_v 1968 respectivamente, pero que a través del tiempo se habían descentralizado en
su integración por la evolución que había tenido la conformación de las entidades
de carácter sindical o gremial de empleadores.

Un hecho de gran trascendencia durante este período es la creación de la Cen—

tral Unitaria de Trabajadores, CUT, en el mes de noviembre de 1986.
Otro aspecto que reviste gran complejidad durante estos años es el de los de—

rechos pensionales. Para mediados de la década de los ochenta ya era evidente que
las cargas asignadas al Instituto de los Seguros Sociales y a las cajas de previsión

1"3 Decreto 0501 de 1990 (por el cual se reglamentan parcialmente el Decreto 0994 de 1966 y el Decreto Legisla—
tivo 2324 de 1984, se modiñca el Decreto 2451 de 1986 y se deroga el Decreto 0143 de 1988).

º'” Ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley de la Ley 54 de 1987. Anales del Congreso de la

República.
¿"5 [bir/em.
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social resultaban impagables. A pesar de ello, en razón de que existían tratamientos
diferenciales que introducían grandes distorsiones y malestar social, el Congreso
aprueba la Ley 71 de 1988“, según la cual las pensiones de que trata el Artículo 1“

de la Ley 4 de 1976, es decir las de jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes de
los sectores público, oficial y semioñcial en todos sus órdenes y las del sector priva—

do, así como las que paga el Instituto de lo Seguros Sociales, se reajustaran de oñcio
cada vez y en el mismo porcentaje en que sea incrementado el salario mínimo legal
mensual. Este reajuste difiere del imperante bajo la Ley 4 de 1976, según la cual
éste era el promedio entre los mismos salarios a que hacía referencia la norma citada
y resultaba más favorable para quienes se encontraban disfrutando de su pensión
de jubilación.

En segundo lugar, la Ley establece ajustes de gran trascendencia, al disponer
que las pensiones causadas a partir de la vigencia de la Ley no pueden ser inferiores
al salario mínimo legal mensual, ni exceder en quince veces dicho salario —antes ese
tope era de veintidós salarios mínimos legales—, excluyendo lo negociado en con—

venciones colectivas.
En cuanto al derecho a la pensión, la Ley estipula que éste se hace efectivo con

el retiro del empleo y para quienes acrediten veinte años de aportes subrogados en
cualquier tiempo y acumulados entre las distintas entidades de previsión social a
los sesenta años de edad si es hombre y cincuenta y cinco si es mujer. No obstante,
la Ley respeta los derechos adquiridos para quien tenga más de diez años de añ—

liación, cincuenta años si es hombre y cuarenta y cinco si es mujer, a quienes se les

aplica el régimen vigente a la fecha de expedición de la Ley. Para los servidores pú—

blicos la base para la liquidación de la pensión es el salario promedio del último año
aportado al ente de previsión social.

Finalmente, la Ley extiende las previsiones sobre sustitución pensional de las
leyes 33 de 1973, 12 de 1975, 44 de 1980 y 113 de 1985 en forma vim/iría al cónyuge
superstite o compañero permanente, a los hijos menores o inválidos o padres inváli—

dos que dependan económicamente del pensionado.

º“" Ley 71 de 1988 (por la cual se expiden normas sobre pensiones _v se dictan otras disposiciones).



CAPÍTULO III:
TERCER PERÍODO (1990-2008)

Los problemas que Virgilio Barco enfrenta durante su gobierno no sólo por la ac—

ción de la guerrilla —FARC, M—l9, ELN , EPL— sino también por la del narcotráfico,
llevan a que este último grupo reaccione frente al Tratado de Extradición celebrado
en 1979 entre Colombia y Estados Unidos, y a que utilice el terrorismo para evitar
su aplicaciónl. Durante este período, en uso de las facultades que le otorga al Pre—
sidente de la República el estado de sitio declarado por Belisario Betancur, Barco
adopta numerosas medidas orientadas a controlar el orden público, en esta ocasión,
a diferencia del pasado, muchas de las cuales son declaradas inexequibles por la
Corte Suprema de ]usticiaº.

Frente a esta situación, el Gobierno trata de tramitar una Reforma a la Cons—

titución, que a última hora es preciso hundir para evitar su manipulación por parte
del narcotráfico. Así, ante el fracaso en los intentos por reformar la Constitución
por la vía legislativaº, se torna indispensable superar las dificultades generadas por
la jurisprudencia de la Corte Suprema respecto del Artículo 13 del Plebiscito de
1957, que impide que el pueblo ejerza el poder constituyente, pues la atribución
había sido entregada exclusivamente al Congreso.

Es así como en los últimos meses de la administración Barco, el Gobierno 10—

gra identificar dentro del ordenamiento jurídico unos mecanismos idóneos para
reformar la Constitución, después de haber enfrentado una dura lucha en contra

HERNÁNDEZ, josé Gregorio. Poder_)i Cn¡1xrifm*ión: el ¡wma! ¿“onstirurimmlísmo ¿'a/omllímm, Bogotá, Legis
Editores S.A., 2001, p. 15.

Íl¡ít/em.…

Ibídem. “El Presidente Alfonso López Nlichelsen en 1976 había promovido una Reforma parcial de la Constif
tución por la vía de una “pequeña Constituyente" integrada por delegados elegidos popularmente _v convocada
por el Congreso, que por el término de un año se ocupara únicamente de modificar lo relativo al Ministerio Pú—

blico, la administración de justicia y el régimen departamental y municipal. El Acto Legislativo No. 2 de 1977,
aprobado por el Congreso fue demandado _v declarado incxequible por la Corte Suprema de Justicia (Sentencia
del 5 de mayo de 1978) por vicios de forma _v porque la atribución de reformar la Constitución había sido en—

comendada por el Artículo 218 al Congreso de la República y era indelegable. En 1979 en el gobierno de Julio
César Turbay ocurrió algo similar y la Reforma fue declarada inexequible por vicios de forma en el trámite de
su aprobación".
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del terrorismo que cobra como víctimas entre muchas otras, entre finales de 1989 y
comienzos de 1990, al presidente del diario El Espectador, Guillermo Cano, y a cin—

co candidatos a la Presidencia de la República, entre ellos el candidato del Partido
Liberal, Luis Carlos Galán, y el del M—19 —grupo guerrillero con el que el Gobier—

no venía de firmar un acuerdo de paz, motivo por el cual se había desmovilizado—,
Carlos Pizarro Leongómez.

El mecanismo identificado para reformar la Constitución Política se basa en
una Sentencia del 9 de junio de 1987 de la Corte Suprema de justicia de Hernando
Gómez Otálora, la cual en sus apartes señala:

Cuando la Nación, en ejercicio de su poder soberano e inalienable decide pro—

nunciarse sobre el Estatuto Constitucional que habrá de regir sus destinos, no está
ni puede estar sometida a la normatividad jurídica que antecede su decisión. El acto
constituyente primario es, en tal sentido, la expresión de la máxima voluntad po—

lítica, cuyo ámbito de acción, por su misma naturaleza, escapa a cualquier delimi—

tación establecida por el orden jurídico anterior y, por ende, se sustrae también a

todo tipo de juicio que pretenda compartirlo con los preceptos de ese orden. .. La

nación, no por razón de autorizaciones de naturaleza jurídica que la hayan habili—

tado para actuar sino por la misma fuerza y efectividad de su ser político, goza de
la mayor autonomía para adoptar las decisiones que a bien tenga en relación con su

estructura política fundamental. .. Como se apela a la nación _v ésta, en efecto, hace
sentir su voz para constituir o reconstruir dicha estructura, adopta una decisión de
carácter político que, por serlo, es aceptable y no susceptible de revisión jurídica“.

Con base en estos planteamientos los estudiantes de varias universidades de

Bogotá conforman el movimiento “Todavía podemos salvar a Colombia”, que pro—

pone como vía para reformar la Constitución la convocatoria de una Asamblea
Constituyente, mediante la consulta al pueblo con la inclusión de una séptima pa—

peleta en las elecciones del ll de mayo de 1990. El registrador no cuenta los votos,
pero tampoco los anula. El presidente Barco toma los resultados de esa votación in—

formal y con base en las atribuciones excepcionales que le confiere el Artículo 121

de la Constitución expide el Decreto 0927 de 19905, mediante el cual ordena a la

organización electoral adoptar todas las medidas conducentes a contabilizar los vo—

tos que se produzcan en la fé¿'lm de las eleccionex presidenciales de 1990 en torno a la

posibilidad de integrar una Asamblea Constitucional“. El Decreto debe pasar por el

Sentencia del 9 de junio de 1987, magistrado ponente Hernando Gómez, Corte Suprema de justicia.

Decreto 0927 de 1990 (por el cual se dictan medidas tendientes al restablecimiento del orden público).

" HERNÁNDEZ, José Gregorio. Óp. …… p. 15.
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examen oficioso de la Corte Suprema de]usticia, que lo declara exequible mediante
Sentencia del 24 de mayo de 19907.

La votación depositada el 27 de mayo —más de cinco millones de votos— a favor
de la convocatoria de una Asamblea Constitucional no deja lugar a dudas. César Gavi—

ria, una vez en el poder, de nuevo con base en las facultades excepcionales del estado
de sitio, prof1ere el Decreto 1926 del 2—1 de agosto de 1990 que incorpora los acuer—
dos politicos que precisan el alcance de la votación del 9 de mayo. Otra vez la Corte
debe pronunciarse sobre la exequibilidad del Decreto y lo hace positivamente median—

te Sentencia del 9 de octubre de 1990, declarándose contraria al temario señalado por
la Asamblea Constituyente, pues legitima el limite material y se maniata a sí misma al

declarar que también es inconstitucional el control automático que el Decreto preveía
ejercería la Corte Suprema“? Con ello abre el espacio para adoptar una nueva Constitu—
ción que, como se verá más adelante, es determinante de las relaciones laborales.

De otra parte, también en los últimos meses del gobierno de Virgilio Barco
(1986—1990), después de un enorme debate que se extiende por más de dos años
y después del fracaso que en el mismo sentido vivió López Michelsen en 1974, se
abre espacio la idea de que a la economia le resulta difícil crecer al ritmo requeri—
do para absorber el aumento de la fuerza laboral producto del baby boom de las dos
décadas que siguieron a la Segunda Guerra Mundial (1945—1965) con el esquema
productivo vigenteº. En desarrollo de ese planteamiento el Consejo de Política Eco—

nómica y Social, CONPES, adopta en febrero de 1990 el “Programa de lX/loderniza—

ción de la Economía”'º.
El nuevo modelo se basa en el desmonte de la protección a la producción do—

méstica de la competencia externa, politica que había estado vigente salvo contadas
interrupciones transitorias desde comienzos del siglo XX, y que había dado pie para
la formación de grandes monopolios privados y estatales, al amparo de los cuales
había sido posible transferir a los usuarios, es decir a la población en general, eleva—

dos costos laborales: algunos por la vía de mayores precios de los bienes _v servicios,
otros por la vía de la ineficiente y restringida prestación de los mismos, siendo esta
situación particularmente caótica en algunas empresas estatales encargadas de la

prestación de servicios públicos. Por tal razón en el corazón de las reformas está la
reestructuración de empresas, tanto privadas como públicas, incluyendo, en el caso
de estas últimas, la liquidación o, en lo posible, su privatización.

' lbíz¡em.

“ lbídem.
“' CUELLAR, Nlaria Mercedes. 11/Íemoriax al Congrcr0, Ministerio de Desarrollo, 1990.

“' Documento CONPES. Departamento Nacional de Planeación, febrero de 1990.
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Dentro de las políticas adoptadas en el marco de la apertura de la economía
se autoriza la inversión extranjera directa, que estaba prácticamente cerrada desde
finales de los años sesenta, se reducen las tarifas arancelarias y se disminuye su dis—

persión (Decreto 0503 de 1990“). Así mismo se elimina la lista de licencia previa,
de prohibida importación (resoluciones Nos. 4, 10, 11, 21 y 25 de 1990 del Consejo
Directivo de Comercio Exterior) y la de producción nacional.

César Gaviria una vez posesionado en la Presidencia de la República le da con—

tinuidad al replanteamiento del modelo de desarrollo económico iniciado durante
la administración Barco, imprimiéndole pleno vigor a la decisión. Es así como ace—

lera el programa de apertura de la economía, reduce aranceles, liberaliza el merca—

do cambiario (Ley 9 de 1991”), el financiero (Ley 45 de 1990”) y el Laboral (Ley
50 de 1990“), propuestas que se encontraban incluidas en el mencionado “Progra—

ma de Modernización de la Economía” y sobre las cuales se habían elaborado los

correspondientes estudios. Debe observarse que cuando se da inicio al proceso de

desmonte gradual de los controles al comercio exterior, su participación en el PIB

era de 31 por ciento. Diecisiete años más tarde, en 2007, esa participación había
aumentado hasta alcanzar un 46 por ciento, al tiempo que en este último año la in—

versión extranjera directa da cuenta de ingresos de divisas al país por el equivalente
al 5 por ciento del PIB.

Dentro de las empresas que precisan de una reestructuración, entre muchas
otras, están las vinculadas al Régimen Pensional y de Salud, cuyo funcionamiento
enfrenta grandes déficit financieros y deficiencias en términos de la prestación de
los servicios a su cargo”.

Para 1990 la población de Colombia alcanza los treinta y cinco millones de ha—

16bitantes y es eminentemente urbana: el 70 por ciento vive en las ciudades; la par—

ticipación de la producción agrícola es del 21,82 por ciento del PIB al tiempo que la

” Decreto 0503 de 1990 (por el cual se establece el procedimiento de encuestas, para la modificación del aran—

cel de aduanas y se dictan otras disposiciones).

' Ley 9 de 1991 (por la cual se dictan normas generales a las que deberá sujetarse el Gobierno Nacional para
regular los cambios internacionales _v se adoptan medidas complementarias).

"' Ley 45 de 1990 (por la cual se expiden normas en materia de intermediación financiera, se regula la activi—

dad aseguradora, se conceden unas facultades y se dictan otras disposiciones).

” Ley 50 de 1990 (por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo _v se dictan otras
disposiciones).

'S Entre otras empresas liquidadas… privatizadas o rccstructuradas a partir de 1990, además de las ya mencio—

nadas está Acalis de Colombia (septiembre de 1991). Telecom. Flota Mercante Grancolombiana, Adpostal,
Fondo Vial7 Caminos Vecinales, Desarrollo Rural Integrado. lncora, Himat_ Ecopetrol, Carbocol. Banco
Central Hipotecario. Banco Cafetero, Federación Nacional de Cafeteros. lnderena, las Electriñcadoras, ISA…

Empresa de Energía de Bogotá. etcétera.

"' Censo Poblacional elaborado en 1993.
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industrial alcanza una cifra similar, 21,4 por ciento, y está abierto un amplio espacio

para la prestación de servicios —comercio, transporte, fmanzas y servicios— que para
ese año ya participan en el 26,2 por ciento del PIB. De otra parte, el país se ha recupe—
rado de la crisis económica y financiera de comienzos de los años ochenta que llevó
la tasa de desempleo a 14 por ciento en 1985. Para 1990 ésta se reduce a un 10,5 por
ciento, mientras que el salario real de la economía ha aumentado en un 3,9 por cien—

to promedio anual y el mínimo en un 1,5 por ciento frente a 1974. Adicionalmente, la

proporción de gasto público social ya participa en el 5,73 por ciento del PIB, cuando en
1950 esta participación era casi inexistente; la expectativa de vida alcanza los cincuenta
y ocho años y el analfabetismo es de sólo 9,9 por ciento.

En resumen, de lo ocurrido entre el inicio del Frente Nacional y 1989, un año
antes del término del gobierno deVirgilio Barco, es posible concluir que el país había
logrado un acuerdo entre los partidos políticos mayoritarios que facilitó su adminis—

tración sin la lucha partidista del pasado. No obstante, en el proceso progresivamen—
te fueron surgiendo movimientos armados al margen de la Ley, unos inspirados en
ideologías de izquierda, otros en ideologías de derecha, al tiempo que el narcotráñco y
el secuestro se convierten en la principal fuente para su financiamiento. Esta situación
es la que da cuenta de la toma del Palacio de Justicia en 1985 por parte del M—19 y del
asesinato de la mayoría de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia; de múl—

tiples masacres que se extienden alo largo y ancho del territorio nacional en especial
en la segunda mitad de la década de los ochenta y de que el país de ese entonces fuese
catalogado como uno de los más violentos del mundo.

Esos desarrollos que difieren de manera sustancial de la lucha partidista del
pasado son los que llevan a que Jesús Antonio Bejarano comente que los tres go—

biernos que transcurrieron entre 1978 y 1990 significaron

alternativas diferentes de solución al conflicto, condicionadas en mucho

por la percepción de la naturaleza de la crisis política: al modelo de restricción de
libertades y abiertamente represivo del presidente Turbay Ayala, se contrapuso el

del diálogo y la “apertura democrática” de Betancur y a éste el de la reconcilia—

ción, normalización y rehabilitación de Virgilio Barco, en un progresivo esfuerzo

por disponer, en un mismo plano de correspondencia, la superación de la violen—

cia )“ de la crisis política, convirtiéndose así la política de paz, en la práctica en un
escenario más amplio que la simple escogencia entre la disposición al diálogo y el

uso de la fuerza”.

” BEJARANO ÁVILA, Jesús Antonio. “La política de paz durante la administración Barco”, en OSSA, Carlos
y DE,—XS, .Malcom (Coords.), Elgu/¡ierlm Barco: [¡a/¡tira. ¿'¿"IHIUHIÍH_)' desarrollo toda! en Colombia. 1986—1190,

Bogotá, chesarrollmFondo Cultural Cafetero, 1994, p, 80,
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Los cambios que se producen en 1990, que son de gran trascendencia en la

historia reciente del país, es lo que lleva a que para efectos de este análisis se haya
fraccionado el gobierno de Barco en dos tramos. También ésa es la razón por la cual
el alcance del análisis del período 1990—2007 no pretenda ser exhaustivo y se limite
tan sólo a algunos aspectos de lo ocurrido en términos del contrato individual de

trabajo —incluyendo el régimen salarial y el pensional— y de los derechos colectivos
de los trabajadores. Otros temas, no por carecer de enorme importancia para efec—

tos del análisis que aquí se realiza, como la salud, la educación y la vivienda, que
deberían ser parte del mismo, se dejan por fuera, no sólo por cuenta de su comple—

jidad, sino por cuenta de la que ya de por si tienen los tópicos que aquí se tratan.

Gobierno de
César Gaviria: 1990-1994

En agosto de 1990, César Gaviria asume la Presidencia de la República. Como lo

anota Pardo, “la incesante violencia política y común que dejaba al ciudadano sumi—

do en la impotencia, provocaba una aguda sensación de que el país era poco menos
”13. De hecho, el propio Gaviria había reemplazado como candidato pre—ingobernable

sidencial a Luis Carlos Galán, asesinado por los narcotraficantes. En diciembre de ese
año convoca a elecciones para una Asamblea Nacional Constituyente, que concluye en
julio de 1991 con la promulgación de una nueva Constitución Política, que entre mu—

chas otras disposiciones prohíbe la extradición de nacionales. Posteriormente en sep—

tiembre del mismo año19 el Gobierno anuncia una política de sometimiento a la justicia
que lleva a la entrega de varios narcotraficantes, entre ellos Pablo Escobar, quien es
confinado en la cárcel conocida como La Catedral, de la cual se fuga en julio de 1992.

La corrupción, la falta de controles suficientes, el temor, la subestimación de
la capacidad corruptora y de intimidación de los reclusos y la negligencia, inepti—

tud o complicidad de parte de quienes tenían la responsabilidad de vigilar, mostra—

ron a La Catedral como uno de los peores desaciertos del Gobierno de turno”.

En lo que hace referencia a la legislación laboral, desde el gobierno de Lleras
Restrepo en 1968 eran evidentes los problemas que acarreaba la enorme cantidad y

'S PARDO RUEDA, Rafael. Cn!nmlfíu 1986—1994: Ett/rc ¿'on_/Íirlnsy esperanzas, Bogotá, Cetec _Y Grupo Editorial
Norma, 1996, pp. 419 y 420.

'” DL'ZÁX, Maria jimena. Óp. m,, p. 339.

3“ Ibídem, p. 426.
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disparidad de prestaciones sociales que se habían ido vinculando a los contratos in—

dividuales de trabajo a lo largo del siglo XX, pensamiento que había sido compartido
por López Michelsen en 1976. Estas prestaciones, unidas a la estabilidad introducida
al contrato individual de trabajo, en particular en la primera mitad de la década del
sesenta, se habían convertido en obstáculo para la generación de empleo y el creci—

miento económico”. El empleo informal representaba el 51 por ciento del empleo to—

tal y el país había pasado de tasas promedio de desempleo inferiores al 5 porciento en
las décadas de los cincuenta y sesenta a tasas promedio superiores al 10 por ciento en
la de los ochenta. De ahí que la filosofia incorporada en la Reforma Laboral propues—
ta ante el Congreso y en la política a seguir en materia laboral, resulte radicalmente
diferente de la vigente hasta entonces, al estar orientada a devolverle movilidad a la
fuerza laboral tanto en el sector público como en el privado y a disminuir las presta—
ciones asociadas al contrato individual de trabajo”. Al mismo tiempo, y a diferencia
de lo ocurrido en el pasado, se abre espacio a la posibilidad de fortalecer los derechos
colectivos de los trabajadores. Puesto de otra manera, y en los términos del análisis

que se viene realizando, ésta era la transacción que en esta ocasión resultaba aceptable
tanto para los dueños del capital como para los del trabajo. No de otra manera se ex—

plica que las disposiciones legislativas y gubernamentales requeridas para flexibilizar
el contrato individual laboral hubiesen surtido los trámites democráticos necesarios
en la Constitución para hacerlas efectivas y que dichas disposiciones hubiesen más
adelante, en lo fundamental, resultado validadas por la Corte Constitucional.

Es de resaltar que la Reforma Laboral, 0 Ley 50 de 1990, se expide después
de un amplio debate en el Congreso, siendo ésta la primera vez en más de setenta
años que se adoptan decisiones de la naturaleza descrita sin recurrir al expediente
del estado de sitio. Además, los trámites requeridos para su aprobación se surten
con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 por lo que su
validez, al igual que la de las reformas laborales posteriores a ella, cuenta con el aval
de la Corte Constitucional.

Entre las disposiciones de mayor trascendencia incluidas en la Ley 50 de 1990

se destaca la eliminación del derecho, para aquellos trabajadores que no lo hubiesen
adquirido, a la acción de reintegro por despido injustificado después de diez años de
servicio, norma que había sido introducida en 1965. Así mismo, la Ley suprime el
derecho a la pensión sanción para los trabajadores no afiliados al Instituto de los Segu—

ros Sociales. En su lugar, la Ley aumenta la indemnización por despido injustificado
después de diez años de servicios al equivalente a cuarenta días adicionales de salario

1]* Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 50 de 1990 (por la cual se introduccn reformas al Có—

digo Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones). Anales del Congreso de la República.

¡[¡¡¡/em.
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por cada año de servicios sobre los cuarenta _v cinco días básicos a los que tenía dere—

cho el trabajador por un tiempo de servicio no mayor de un año. De esta manera se
excluyen del ordenamiento jurídico dos normas que hacían imposible el despido de

trabajadores con contratos de trabajo con más de diez años de vigencia, normas que
producían efectos perversos: de una parte, estimulaban la desvinculación de traba—

jadores antes del cumplimiento de los diez años de servicios o, alternativamente, en
caso de que ello no ocurriera inducían la ineficiencia del trabajador frente a la impo—

sibilidad práctica del empresario de dar por terminado el contrato de trabajo”.
En segundo lugar, otro de los grandes problemas identificados en 1990 asociados

al contrato de trabajo es el cálculo a realizar en materia de liquidación definitiva de las

cesantías, el cual correspondía a la acumulación de un mes de salario cada año al sal—

do de los años precedentes, saldo que era reajustado en cada oportunidad con base en
el incremento salarial, independientemente de los retiros parciales de cesantía que el

trabajador hubiese realizado, haciendo de ella una prestación costosa e incierta para el

empresario”. De ahí que la Le_v introduzca el concepto de salario integral para la cele—

bración de nuevos contratos de trabajo con remuneración superior a diez salarios mí—

nimos legales, lo cual en los términos definidos en la Ley significa la incorporación al

salario del derecho a la cesantía y sus intereses y a la prima de servicios. El Artículo 18

estima que el costo del factor prestacional correspondiente para la empresa equivale

como mínimo al 30 por ciento del salario, el cual queda exento de la base gravable para
efectos tributarios. La Ley, adicionalmente, deja a discreción del trabajador, con con—

trato de trabajo vigente, la solicitud voluntaria de la liquidación definitiva de la cesantía

para acogerse al régimen de salario integral. Para los trabajadores con salarios inferio—

res a diez salarios mínimos legales la Ley mantiene el derecho a la prima, a la cesantía y
a los intereses sobre la cesantía, los cuales se reconocen cada año sobre el saldo vigente
a cargo del empleador. No obstante, la Ley introduce un cambio de gran trascendencia
cual es que los aportes correspondientes al derecho a la cesantía, a partir de la vigencia
de la Ley, deben ser consignados a comienzos de cada año en los fondos privados de

cesantías, creados para tal efecto, con lo que se elimina el derecho a su retr0actívídad,

que era lo que en esencia hacia esa prestación tan incierta y costosa.
La Ley 50 de 1990 adicionalmente flexz'laílz'za la jornada laboral y reduce el cos—

to por trabajo realizado por fuera de ella al autorizar que en las empresas, factorías o
nuevas actividades que se establezcan a partir de la vigencia de la Ley, el empleador
y los trabajadores puedan acordar temporal o indefinidamente la organización de
turnos de trabajo sucesivos que permitan a la empresa operar sin solución de con—

tinuidad durante todos los días de la semana, siempre _v cuando el respectivo turno

3“ llu'dem.

ºl Í/7írl'em.
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no exceda de seis horas al día y de treinta v seis a la semana. En este caso no hay
lugar al recargo nocturno ni al previsto para el trabajo dominical o festivo, pero el

trabajador queda con el derecho a devengar el salario correspondiente a la jornada
ordinaria de trabajo y a un día de descanso remunerado a la semana.

De otra parte, la Ley autoriza la celebración de contratos a te'rminojíjo con pe—

ríodos inferiores a un año, reglamenta las empresas de servicios temporales y esta—

blece que para demostrar que los contratos de prestaeio'n de servicios son contratos
laborales la carga de la prueba queda a cargo del trabajador.

Así mismo, en respuesta a reparos reiterados, formulados por la Comisión de
Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la Organización In—

ternacional del Trabajo a la legislación laboral colombiana por no estar acorde con
lo señalado en el Convenio No. 3 de la Organización Internacional del Trabajo so—

bre protección a la maternidad ratiñcado por Colombia en la Ley 129 de 193125, el
Artículo 34 de la Ley 50 de 1990 (Artículo 236 Código Sustantivo del Trabajo) es—

tablece que toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a doce semanas de
licencia en la época del parto. De igual forma, el Artículo 35 numeral 2 de la misma
normatividad señala que si se presume que el despido, si éste ocurre, se ha efectua—

do por motivo de embarazo o lactancia, cuando ha tenido lugar dentro del período
de embarazo o dentro de los tres meses posteriores al parto, y sin autorización de
las autoridades competentes, la Ley ordena el reintegro.

En materia de derechos colectivos de los trabajadores entre las disposiciones
introducidas a la Ley 50 de 1990, se destacan las relativas al cumplimiento del
Convenio No. 87 de la Organización Internacional del Trabajo, ratiñcado por Co—

lombia mediante la Ley 26 de 1976“, que incluyen, entre otras, facultades a los
trabajadores y a los empleadores para constituir organizaciones profesionales sin
autorización previa, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas
(Artículo 353 del Código Sustantivo del Trabajo); incremento de las sanciones
contra quienes atenten contra ese derecho de los sindicatos (Artículo 35—l del Có—

digo Sustantivo del Trabajo); derecho de los sindicatos a redactar libremente los
estatutos y reglamentos administrativos (Artículo 362 del Código Sustantivo del
Trabajo) y a la obtención de personería jurídica con el solo hecho de su fundación
y a partir de la fecha de su asamblea constitutiva (Artículo 364 del Código Sus—

tantivo del Trabajo); prohibición al Ejecutivo de establecer sanciones que tengan

-* [bit/em. Ley 129 de 1931 (por la cual se aprueban varias convenciones adoptadas por la Conferencia Inter—
nacional del Trabajo).

Ley 26 de 1976 (por la cual se aprueba el Convenio Internacional del Trabajo relativo a la libertad sindical _v

ala protección del derecho de sindicalización adoptado por la Trigésima Primera Reunión de la Conferencia
General de la Organización Internacional del Trabajo. Ginebra, 1948, Convenio No. 87 relativo a la libertad
sindical y a la protección del derecho de sindicación).



224 Los sindicatos _y la atígmzrión del ingresa en Col()ml¡ía. Un siglo de lzísloría laboral

implicaciones sobre las personerías jurídicas de los sindicatos (Artículo 401 del
Código Sustantivo del Trabajo); ampliación del número de trabajadores ampara—
dos por el fuero sindical (Artículo 406 del Código Sustantivo del Trabajo) y autori—

zación para constituir organizaciones sindicales mixtas integradas por empleados
oficiales y públicos (Artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo).

Dentro del mismo orden de ideas la Ley amplía la etapa de arreglo directo (Arti—

culo 434) y acorta los términos para hacer efectiva la huelga (Artículo 445), al tiempo
que fija en sesenta días el período máximo de duración de la huelga, después del cual
el Ministerio de Trabajo puede convocar a tribunal de arbitramento obligatorio.

Ahora bien, dentro del marco de la política orientada a reestructurar las empre—

sas improductivas, la Ley 50 de 1990 introduce una norma de gran incidencia por
su impacto sobre los derechos colectivos, cual es que si bien el Artículo 66 (Artículo
del Código Sustantivo del Trabajo) establece que las empresas que no sean de servi—

cios públieos no pueden clausurar labores total o parcialmente, en forma deñnitiva o
temporal sin previa autorización del Ministerio de Trabajo y sin perjuicio de las in—

demnizaciones a que haya lugar, el Artículo 67 de la misma Ley (modifica el Artículo
40 del Decreto Legislativo 2351 de 1965) abre el espacio para obrar en ese sentido
en razón a que establece los criterios que para esos efectos debe tener en cuenta el

Ministerio de Trabajo”.
En concordancia con la filosofia incorporada a la Ley 50 de 1990, la Ley 60 de

199028 extiende facultades extraordinarias al Ejecutivo para determinar las condi—

ciones de retiro del servicio de los funcionarios en las empresas estatales, entre las

que sobresalen la insubsistencia con indemnización y el programa de jubilación vo—

luntaria mediante la entrega de compensaciones pecuniariasºº, las cuales implican

… x! Entre los criterios señalados se encuentra “la necesidad de adecuarse a la modernización de procesos. equipos
y sistemas de trabajo que tengan por objeto incrementar la productividad o calidad de sus productos: la su—

presión de procesos, equipos, o sistemas de trabajo y unidades de producción; o cuando éstos sean obsoletos
o ineficientes, o que hayan arrojado pérdidas sistemáticas, o los coloquen en desventaja desde el punto de vista
competitivo con empresas o productos similares que se comercialicen en el país o con los que deba competir
en el exterior; o cuando se encuentre en una situación financiera que lo coloque en peligro de entrar en estado
de cesación de pagos, o quede hecho así haya ocurrido; o por razones de carácter técnico o económico como
la falta de materias primas u otras causas que se puedan asimilar en cuanto a sus efectos; y en general los que
tengan como causa la consecución de objetivos similares a los mencionados. Esta solicitud respectiva deberá
ir acompañada de los medios de prueba de carácter financiero, contable, técnico, comercial, administrativo,
según el caso, que acrediten debidamente la misma”.

“ Ley 60 de 1990 (por la cual se reviste el Presidente dela República de facultades extraordinarias para modifi—

car la nomenclatura, escalas de remuneración, el régimen de comisiones, viáticos _v gastos de representación
y tomar otras medidas en relación con los empleados del sector público del orden nacional).

º” La indemnización es de un mes de salario básico si el empleado tuviere menos de diez años de servicio y un mes
y diez dias si el tiempo de servicio va hasta veinte años; en adelante un mes de salario por cada año adicional. La
bonificación, si la persona escoge el plan de retiro voluntario no excede de 20 por ciento del valor de indemni—

zación. Esta supresión se puede producir por múltiples circunstancias. Por ejemplo, por fusión o liquidación de
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la cesación deñnitiva en el ejercicio de funciones públicas y se aplican a empleados

o funcionarios amparados por la carrera administrativa. Adicionalmente, dentro de

las facultades delegadas al Ejecutivo en el texto de la citada Ley, está la extensión
de controles y autorizaciones en relación con la negociación futura de convencio—

nes colectivas de trabajo en las empresas industriales y comerciales del Estado, así

como para los titulares de ministerios y demás entidades del sector público nacio—

nal. Dentro de los controles establecidos está que a los directivos de las empresas
comerciales e industriales del Estado les queda totalmente prohibido autorizar re—

muneraciones que excedan las del representante legal. En 1991 el Gobierno expide
el Decreto 1660 que reglamenta los procedimientos a seguir en esa materia.

Silva Romero considera estas dos leyes nefastas para el sindicalismo.

En lo que se refiere a la Ley 50 de 1990 porque elimina el proteccionismo en la

parte individual del derecho laboral, introduce al máximo la flexibilización y la pre—

cariedad, pero en la parte colectiva deja vivas las consecuencias del proteccionismo

y lo perfecciona, lo que va a dar por resultado la imposibilidad real de desarrollo
del sindicalismo”. Los sindicatos, por lo general, sólo tienen afiliados a los pocos
trabajadores que gozan de contrato de trabajo a término indefinido.

Aunque en Colombia la legislación permite sindicatos distintos a los de em—

presa, enla práctica, con interpretaciones tradicionales, se ha impuesto una nego—

ciación por cada empleador para dar el mismo resultado práctico de lo criticado

por la Organización Internacional del Trabajo en otros países, consistente en que
sólo es viable el pleno ejercicio del derecho de asociación sindical por empresa“.

En lo que hace referencia a la Ley 60 de 1990, Silva Romero señala que la norma
fue nefasta: “Y quién dijo miedo: se inició un proceso de desvinculación masiva de

trabajadores públicos sin ningún antecedente en el país. La incidencia de estas polí—

. Adicional—7732ticas fue realmente nefasta para el derecho de asociación en Colombia

mente señala que la visión de fondo de la Ley 60 de 1990 es totalitaria, no permite

en la escena social, económica y política del país el funcionamiento de los sindicatos,

la entidad pública respectiva, por reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal. por
reclasificación de empleos, o por política de modernización del Estado con el fin de hacer más eficaz la prestar
ción del servicio público, controlar el gasto, abolir la burocracia administrativa, entre otros.

'“' SILVA ROMERO, .Marcel. Flujox_y ¡'¿jfhy'nxs Pro_)ra'r¡rílz de un sig/u ¿le dera/¡u Ía/¡om/ colectiva en Colombia, ter>

cera edición, Bogotá, Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Socia—

les, 2005, p. 237.

'“ Ibídem, p. 420.

*” Ibídem, p 233.

lx.) lx) UI
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tolera los existentes al momento de su expedición pero a medida que se va llevando
hasta sus extremos la aplicación de sus mandatos derriba las fortalezas sindicales”.

En 1991 el país adopta una nueva Constitución, en desarrollo de la cual se hace
imperativa la introducción de ajustes legales de diversa índole: en primer término,
por cuenta de la norma que establece que los convenios internacionales debidamen—
te ratiñcados hacen parte de la legislación interna; en segundo término, por cuenta
de las sentencias de constitucionalidad relacionadas tanto con los derechos indivi—
duales como con los derechos colectivos vigentes en el Código Sustantivo del Tra—

bajo que resultaban incompatibles con la nueva Constitución y, en tercer término,
por cuenta de los derechos y principios incluidos en la Constitución que precisan
el desarrollo legal.

En consecuencia, son numerosas las normas legales y sentencias proferidas por
la Corte Constitucional a partir de 1991. Aquí se presentan tan sólo algunas de ellas
por ser consideradas de gran interés para el trabajo que se realiza, en particular por la
filosofía incorporada en ellas por parte de la Corte. Cabe destacar que, a pesar de que
durante el período analizado se registran varios cambios de jurisprudencia en materia
laboral, basados en la ideología de la mayoría de los magistrados de la Corte en cada
momento, en términos generales es posible afirmar que, a diferencia del pasado, la
filosofía prevaleciente de la Corporación ha sido “en teoría” la de proteger los dere—
chos colectivos de los trabajadores y el poder de compra de los salarios _v de algunos
derechos pensionales, a cambio de aceptar la reducción sustancial del derecho a la es—

tabilidad laboral y la¡?exí1¡ílízacíón del contrato individual de trabajo.
Se dice que “en teoría” se han protegido los derechos colectivos de los trabajado—

res porque a la postre, con el paso del tiempo han surgido contratos de trabajo que no
se rigen por el Código Sustantivo del Trabajo, cuyos trabajadores no son susceptibles
de añliación a los sindicatos de empresa que son los prevalecientes en Colombia.

Uno de los aspectos más relevantes dentro del amplio espectro de posibilida—
des legales que se abren por cuenta de la adopción de la Constitución de 1991 _v

del cambio en la política comercial del país es el relativo a la estabilidad laboral. Ya
se había anotado cómo las leyes 50 de 1990 y 60 del mismo año habían eliminado,
así fuere sin efectos retroactivos, algunos de los pilares básicos de la práctica ina—

movilidad de los puestos de trabajo, excepción hecha de aquellos casos en los que
al trabajador le fuese cancelado el contrato por justa causa y que, adicionalmente,
habían abierto el espacio requerido para la reestructuración y liquidación de em—

presas tanto privadas como del Estado.
También es un hecho que la Constitución de 1991 en su Artículo 53 había

consagrado que el Congreso expedíría el “Estatuto del Trabajo” y que “la Ley

l/zízlem.
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correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos
fundamentales: estabilidad en el empleo. . .”. Esto significa que el derecho que tie—

ne todo trabajador a la estabilidad en el empleo es elevado a rango constitucional a

raíz de la expedición de la Carta Política.
Pero, ¿qué significa estabilidad en el empleo? Según Benítez Pinedo, quien cita

a Mario de la Cueva, jairo Villegas Arbeláez, José Montenegro Bacca y Mario L.

Deveali, signiñca “la garantía que tiene el trabajador de no ser despedido salvo por
justa causa comprobada. Esto es lo que se ha denominado estabilidad absoluta, en
la medida en que implica la reinstalación o reintegro del trabajador al empleo des—

empeñado al momento de la desvinculación”“.
Pero existen otras posiciones que abogan,

por atenuar la rigidez de este principio dándole mayor libertad a los em—

pleadores para dar por terminada la relación laboral por su mera liberalidad y

a través del pago de una indemnización, porque conceptual y materialmente el

principio ha cambiado y ha sido permeado por tendencias flexibilizadoras que
desvirtúan su carácter original, permitiendo que ante causas diferentes a las del

incumplimiento del contrato se permita la finalización del vínculo“.

Esta última filosofía es la que permea diversas leyes aprobadas antes de la

Constitución de 1991, como las 50 y 60 de 1990 ya comentadas, y otras adoptadas

con posterioridad a su expedición, y las sentencias de la Corte Constitucional.
Para Benítez Pinedo, de este último sector

participa nuestra Corte Constitucional que al estudiar la exequibilidad

de varias normas del ordenamiento laboral, las ha encontrado ajustadas a la Carta

Política y por tanto conformes al principio de estabilidad, partiendo de un con—

cepto del mencionado principio diametralmente opuesto al que hemos expues—

to. Igual situación se ha presentado al decidir acciones de tutela donde se pide la

protección del derecho a la estabilidad“.

—“ BENÍTEZ PINEDO, Jorge Mario, HERNÁNDEZ LL'XA, Wilson, BERMUDEZ ALARCÓN, Katerinc, RODRÍ—

GUEZ MEJÍA, Marcela, GONZÁLEZ SUÁREZ, Lysette Angélica, )" SÁNCHEZ ACERO, Diego Alejandro.
El principio de estabilidad Íalmral en los prnnum'ianz!emos de la Cnrle Connitzrriona/ 1992—2005, Bogotá, D.C.,
Universidad Externado de Colombia, diciembre de 2006, p. 15.

'“ Ibídem, p. 17.

“' Íbídem.
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Entre las leyes adoptadas en desarrollo de los artículos 125 y 130 de la Carta
Magna está la Ley 27 de 199237 que determina los alcances y nuevo enfoque de la ca—

rrera administrativa al extender el marco que regula dicha carrera de los empleados
públicos que prestan sus servicios en la Rama Ejecutiva a las organizaciones a nivel
territorial. El Plebiscito de 1957 había autorizado la introducción de la carrera ad—

ministrativa a nivel nacional y condicionó su extensión a las entidades territoriales a
la expedición de una Ley que nunca se aprobó. Con la Ley 27 “Colombia ingresa en
definitiva en la valoración del mérito como el indicador que permitiría el ingreso a em—

pleos públicos acogidos bajo el sistema de carrera y a la permanencia en los mismos”“.
Esto es la utilización del concurso como mecanismo de ingreso a la administración.
No obstante, la misma Ley previó que dichos trabajadores no eran inamovibles.

En la Exposición de Motivos de lo que más tarde sería la Ley 27 de 1992 el
Gobierno anota:

particularmente defiendo la tesis de entender la carrera como un medio
de mejorar la calidad de la función pública y de democratizar el ingreso a laborar
en ésta, pero no como un marco de inflexibilidad que imposibilite la racionalidad
del Estado o que diñculte la desvinculación de funcionarios cuando las razones
del buen servicio público así lo demanden. En consecuencia, se propone que en
situaciones especiales, previstas en los reglamentos, los funcionarios nominado—

res puedan ordenar el despido de empleados de carrera de manera anticipada a
los procesos de evaluación y caliñcación siempre que la determinación busque ex—

clusivamente la protección del interés comunitario.
En acatamiento de la Constitución se dispone el retiro de la carrera por la

calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo y por la violación del ré—

gimen disciplinario”.

Y más adelante la misma Exposición de Motivos señala que,

se propone también como causal de desvinculación de la carrera la necesi—

dad de racionalizar la respectiva entidad estatal que diera lugar a la liquidación total
o parcial o a la supresión de cargos ubicados en la órbita de la carrera. Se prevé un
derecho de preferencia para ser ubicado en la misma institución o en otra agencia del

"“ Ley 27 de 1992 (por la cual se desarrolla el Artículo 125 de la Constitución Política, se expiden nor—

mas sobre administración de personal al servicio del Estado, se otorgan unas facultades y se dictan otras
disposiciones).

*“ Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 27 de 1992. Anales del Congreso de la República
3” [bídmn.
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Estado a favor del empleado afectado por estos fenómenos, a condición de que acre—

dite un récord de calificaciones satisfactorias en el desempeño del cargo público.

Esta Ley motiva las más diversas demandas de constitucionalidad frente a las

cuales existen las respectivas sentencias de la Corte Constitucional. Entre éstas se

destaca la Sentencia C—527 de 199440 que establece que,

la garantía de la carrera administrativa se reduce a una indemnización

pues basta la supresión de cargos con suficiente razón para desvincular a cual—

quier empleado. .. el derecho a la estabilidad y a la promoción según los méritos

de los empleados de carrera no impide que la administración por razones de in—

terés general ligadas a la propia eñcacia _v eficiencia de la función pública, pueda

suprimir determinados cargos, por cuanto ello puede ser necesario para que el

Estado pueda cumplir su cometido.

Por consiguiente cuando existan motivos de interés general que justiñquen la su—

presión de los cargos en una entidad pública, “es legítimo que el Estado lo haga, sin

que pueda oponérsele los derechos de carrera de los funcionarios ya que éstos deben
ceder ante el interés general”.

De otra parte, en Sentencia SU—250 de 199841 la Corte Constitucional se pro—

nuncia al respecto en los siguientes términos. Frente a la estabilidad existen variadas
caracterizaciones: desde la estabilidad impropia —pago de indemnización— y la esta—

bilidad “precaria” ——caso de los empleados de libre nombramiento y remoción que
pueden ser retirados en ejercicio de un alto grado de discrecionalidad—, hasta la esta—

bilidad absoluta —reintegro derivado de considerar nulo el despido—, luego no siem—

pre el derecho al trabajo se confunde con estabilidad absoluta º.

La Sentencia C—594 de 199743 decide sobre la demanda de inconstitucionalidad
del numeral 5 del Artículo 8º del Decreto Legislativo 2351 de 1965; el parágrafo del
Artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Artículo 7º del Decre—

to Legislativo 2351 de 1965, y el parágrafo transitorio del Artículo 64 del Código Sus—

tantivo del Trabajo, que hace referencia a la estabilidad laboral después de diez años

de servicio y al establecimiento de una indemnización en caso de despido injustificado,

*" Sentencia C—527 del 18 de noviembre de 1994, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte

Constitucional.

Sentencia SU—250 del 26 de mayo de 1998, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.

” l/¡ídem.

Sentencia C»594 del 20 de noviembre de 1997, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.
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por considerar el actor que las normas demandadas van en contra de los artículos 13,
29, 53, 58, 83 y 93 de la Constitución Nacional“.

El argumento del actor es que el numeral 5 del Artículo 8º del Decreto Legis—
lativo 2351 de 1965 violaba la estabilidad laboral en cuanto a que la norma confiere
“un enorme poder discrecional al juez, para nunca conceder el reintegro, _va que
todo despido injusto genera incompatibilidades entre el patrono y el trabajador, por
lo que en todos los casos, podría el Juez considerar que no es aconsejable vincular
nuevamente el empleado a su antiguas labores”. La Corte rechaza este argumento
y declara la norma exequible“.

'H

45

Artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Artículo 6" de la Le_v 50 de 1990: Termina—
ción unilateral del contrato sin justa causa: “Si el trabajador tuviere diez (10) o más años de servicio continuo
se le pagarán cuarenta (40) días adicionales de salario sobre los cuarenta _v cinco (45) días básicos del literal a,
por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero _v proporcionalmente por fracción. Parágrafo
Transitorio: Los trabajadores que al momento de entrar en vigencia la presente Ley, tuvieren diez (10) o más
años al servicio continuo del empleador, seguirán amparados por el ordinal 5 del Artículo 8“ del Decreto Le—

gislativo 2351 de 1965, salvo que el trabajador manifieste su voluntad de acogerse al nuevo régimen”. Artículo
8" del Decreto Legislativo 2351 de 1965: Terminación unilateral del contrato sin justa causa: “Si el trabajador
tuviere diez (10) o más años de servicio continuo se le pagarán treinta (30) días adicionales de salario sobre los
cuarenta _v cinco (45) días básicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero _v

proporcionalmente por fracción. Con todo, cuando el trabajador hubiere cumplido diez (10) años continuos de
servicios y fuere despedido sin justa causa, el Juez del Trabajo podrá mediante demanda del trabajador, ordenar
el reintegro de éste en las mismas condiciones de empleo de que antes gozaba _v el pago de los salarios dejados
de percibir, o la indemnización en dinero prevista en el numeral 4 literal d de este Artículo. Para decidir entre
el reintegro _v la indemnización, el Juez deberá estimar y tomar en cuenta las circunstancias que aparezcan en
el juicio, y si de esa apreciación resulta que el reintegro no fuere aconsejable en razón a las incompatibilidades
creadas por el despido, podrá ordenar, en su lugar, el pago de la indemnización". Parágrafo del Artículo 62 del
Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Artículo 7º del Decreto Legislativo 235] de 1965: Artículo 62:
Terminación del contrato por justa causa. Parágrafo: “La parte que termina unilateralmente el contrato de tra—

bajo debe manifestar a la otra, en el momento de la extinción, la causal o motivo de esa determinación. Poste—

riormente no pueden alegarse válidamente causales o motivos distintos". Texto original del Código Sustantivo
del Trabajo: Artículo 642 Condición resolutoria. “En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolu—
toria por incumplimiento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte responsable. Esta
indemnización comprende el daño emergente y el lucro cesante. En caso de que el patrono tenga que indem—
nizar perjuicios al trabajador por ruptura unilateral e ilegal del contrato, el lucro cesante consiste en el monto
de los salarios correspondientes al tiempo que faltare para cumplirse el plazo pactado o presuntivo“.
BENÍTEZ PINEDO, Jorge Mario ¿! (ÍÍ. Óp. cit., pp. 19—20. “. .. la Corte conclu_ve que la interpretación confor—
me ala Constitución del numeral impugnado es la siguiente: eljuez debe ordenar que el trabajador vuelva a
su puesto laboral, salvo que aparezca claramente probado en el expediente que el reintegro no es convenicrr
te para los intereses del propio trabajador. Esto significa que la expresión “no fuere aconsejable” debe enten—
derse a partir de los derechos del trabajador, y no de los intereses del patrono. .. Por consiguiente, sólo si el
estudio de las circunstancias que aparecen en el juicio lleva al Juez a la conclusión de que el regreso del em—

pleado a su puesto de trabajo es claramente inconveniente a los intereses del trabajador, puede el]uez optar
por decretar la indemnización sustituta, pues se entiende que la orden de reintegro protege mejor la estabi—
lidad laboral que la concesión de una compensación monetaria. Así las cosas, la Corte entiende que el literal
impugnado no está confrriendo una facultad abierta al]uez para que, según su capricho personal, opte entre
el reintegro _v la indemnización, puesto que el funcionario judicial debe decidir con base en los hechos que
aparecen probados en el expediente, _v conforme a los criterios hermenéuticos anteriormente señalados, los
cuales se desprenden de una interpretación conforme a la Carta del ordinal impugnado. Con tales precisio—
nes, la Corte conclu_ve que el literal impugnado no viola la igualdad, pues las decisiones de los Jueces de no
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De otra parte“, frente a otro cargo en contra del mismo ordinal que manifiesta

que la norma es inconstitucional por cuanto en aquellos eventos en que no se or—

dena el reintegro, la indemnización prevista es insuñciente pues el daño debe ser
definido en cada caso concreto, y no en abstracto y en forma tarifada, como lo hace
la Ley, la Corte responde:

La Corte no comparte esa argumentación, pues si bien la Constitución esta—

blece que la estabilidad laboral es un derecho del cual gozan todos los trabajadores

(Artículo 53 de la Carta Política), por lo cual la Ley debe consagrar mecanismos

para proteger ese valor superior, lo cierto es que la Carta no prohíbe que el meca—

nismo protector sea, en determinados casos, una indemnización tarifada, que debe

pagar el patrono cuando despide sin justa causa a un trabajador, siempre y cuando

la indemnización sea suficientemente alta, no sólo para reparar el daño al asalaria—

do sino también para disuadir al empresario de llevar a cabo conductas contrarias

a la Ley. Ahora bien, la Corte considera que en el presente caso se cumplen esas

condiciones, por las siguientes razones: de un lado, sólo puede decretar la indem—

nización sustituta en aquellos casos en que el reintegro sea claramente contrario

a los intereses del trabajador; y, de otro lado, el empleado injustamente despedido

después de diez años de servicio no sólo tiene derecho a reclamar la indemnización

tarifada del numeral 4, literal d del Artículo 8º del Decreto Legislativo 2351 de

1965, esto es, treinta días adicionales de salario por cada uno de los años de servi—

cio subsiguientes al primero, y proporcionalmente por fracción, sino que, además,

en la mayoría de los casos esa indemnización se acumula con la llamada pensión
sanción prevista por el Artículo 8" de la Ley 171 de 1961 . . .”.

No obstante, la Corte parecería haber cambiado de jurisprudencia en la Sen—

tencia T—395 de 200143 que se ocupa de la estabilidad y de la sustitución patronal”,
donde señala que “la estabilidad laboral no es en si misma un derecho fundamen—

tal, objeto de protección inmediata a través de la acción de tutela, salvo en aquellas

ordenar el reintegro en determinados casos encuentran un fundamento objetivo y razonable en la protección
de los intereses del propio trabajador".

*" [liidem.

Ibídem, pp. 20—21.

*“ Sentencia T—395 del 17 de abril de 2001, magistrado ponente Marco Gerardo Monroy, Corte Constitucional.

” BENÍTEZ PINEDO, Jorge Mario eí (il. Óp. ri!., p. 25, ““E1Articulo 67 del Código Sustantivo del Trabajo indi—

ca que se entiende por sustitución patronal ”todo cambio de un patrono por otro, por cualquier causa, siem-

pre que subsista la identidad del establecimiento, es decir, en cuanto éste no sufra variaciones esenciales en
el giro de sus actividades o negocios'".
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circunstancias especiales en que la garantía de dicha estabilidad compromete asi
mismo el núcleo esencial del derecho al trabajo””.

También existen varias sentencias de la Corte relacionadas con la capacidad
del Legislador de pronunciarse respecto de la remuneración de los trabajadores. En
primer término está la Sentencia C—521 de 19955] que responde frente a demanda
instaurada en contra de los artículos 15 y 16 de la Ley 5052 que definen qué pagos
no constituyen salarios y qué es salario en especie. Al respecto,

estima la Sala que es de la competencia del Legislador, dentro de la liber—

tad que tiene como conformador de la norma jurídica, determinar los elementos
de la retribución directa del servicio dentro de la relación laboral subordinada,
esto es, lo que constituye salario, con arreglo a los criterios y principios ya men—

cionados, lo cual le impide desconocer la primacía de la realidad sobre la forma y
mudar arbitrariamente la naturaleza de las cosas, como sería quitarle la naturaleza
de salario a lo que realmente tiene este carácter.

Igualmente, dicha competencia se extiende a la determinación expresa, res—

petando los referidos criterios y principios, o deferida a la voluntad de las partes,
de los pagos 0 remuneraciones que no constituyen salario para los efectos de la

liquidación de prestaciones sociales. Esto último es particularmente admisible,
dado que la existencia del contrato y de los acuerdos y convenios de trabajo como
reguladores de las relaciones de trabajo es reconocida por la propia Constitución

[Ivi/lem, p. 27.

Sentencia C—521 del 16 de noviembre de 1995, magistrado ponente Antonio Barrera, Corte Constitucional.

Ley 50 de 1990 (por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras dispo—
siciones). Artículo 15: “El Artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: Articulo 128: Pagos
que no constituyen salarios: No constituyen salarios las sumas que ocasionalmente y por mera liberalidad
recibe el trabajador del empleador, como primas, bonificaciones () gratiñcaciones ocasionales, participación
de utilidades, excedentes de las empresas de economía solidaria y lo que recibe en dinero o en especie, no
para su beneficio, ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, como
gastos de representación, medios de transporte, elementos de trabajo y otros semejantes. Tampoco las pres—
taciones sociales de que tratan los titulos VIII _v IX, ni los beneficios o auxilios habituales u ocasionales acor—
dados convencional o contractualmente u otorgados en forma cxtralegal por el empleador, cuando las partes
hayan dispuesto expresamente que no constituyen salario en dinero o en especie, tales como la alimentación,
habitación o vestuario, las primas extralegalcs, de vacaciones, de servicios o de navidad". Artículo 16: “El
Artículo 129 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: Articulo 129: Salario en especie: 1. Constitu—
ye salario en especie toda aquella parte de la remuneración ordinaria y permanente que reciba el trabajador
como contraprestación directa del servicio. tales como la alimentación, habitación o vestuario que el em?
pleador suministra al trabajador o a su familia. salvo la estipulación prevista en el Articulo 15 de esta Ley. 2.
El salario en especie debe valorarse expresamente en todo contrato de trabajo. A falta de estipulación o de
acuerdo sobre su valor real se estimará pericialmentc, sin que pueda llegar a constituir y conformar más del
50 por ciento de la totalidad del salario. 3. No obstante, cuando un trabajador devengue el salario mínimo
legal, el valor por concepto de salario en especie no podrá exceder del 30 por ciento",



Capítulo 111: tercerperíatlo (1 990—2008 ) 233

(Artículo 53), en cuanto no menoscaben la libertad, la dignidad humana ni los de—

rechos de los trabajadores—ºº,

A semejanza de la Sentencia C—521 de 1995, la Sentencia C—081 de 19965“[ de—

clara la exequibilidad del Artículo 17 de la Ley 50 de 1990 que contiene la distin—

ción entre viáticos permanentes y viáticos transitorios“.
Dentro del mismo marco de las competencias del Legislativo para regular los

elementos de la remuneración de los trabajadores, en Sentencia C—112 de 199356

frente a una demanda en contra del Artículo 3” de la Ley 60 de 1990, que estable—

ce que “en ningún caso podrán los directivos de las empresas industriales y co—

merciales del Estado y de las sociedades de economía mixta sometidas al régimen
de dichas empresas, autorizar remuneraciones y prestaciones para los trabajadores
oficiales de la respectiva entidad que anualmente excedan lo percibido por el repre—
sentante legal de la misma”, la Corte señala que,

53 Sentencia C—521 de 1995. Óp. cit., Corte Constitucional.

Sentencia C—081 del 29 de febrero de 1996, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.

¡bir/em. “La distinción legal entre viáticos permanentes _v transitorios, para efectos salariales, se ajusta a la Car—

ta, dado que es posible que el Legislador establezca la noción respectiva de qué es salario, siempre _v cuando no

desborde el contenido constitucional que se le ha dado al concepto a definir. En efecto, con criterios que arm(r
nizan con la Carta, la Organización Internacional del Trabajo, en el Artículo 1" del Convenio No. 95 relativo a

la protección del salario, ratiñcado por Colombia mediante la Ley 54 de 1962, _v que por ende hace parte de la

legislación interna, ha definido el salario, como “la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o

método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y
debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito () verbal, por el trabajo que

este último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado o deba prestar. La Corte entiende

que el establecimiento legal de una fracción salarial en el total del viático permanente se encuentra dentro del

marco de desarrollo legal, en la cual el Legislador se desenvuelve en un ámbito de acción autorizado constitu—

cionalmentel A partir de la expresa definición del vi-.itico accidental (numeral 3 del Artículo 17 de la Ley 50 de

1990), se deduce el concepto tácito de viático permanente, pues tienen tal naturaleza aquellas remuneraciones

que el patrono da al trabajador para requerimientos ordinarios, habituales y frecuentes. La diferencia entre via—

ticos establecida en el Articulo 17 de la Ley 50 de 1990 se ajusta entonces a la Constitución Política”. “La Cons—

titución brinda una especial protección al trabajo _v al salario (Carta Política, Preámbulo _v artículos 25 _v 53)… pero

no consagra una definición de salario, por lo cual el Legislador conserva una cierta libertad para establecer qué

componentes constituyen o no salario. Así la Constitución señala que las condiciones de trabajo deben ser dignas

y justas (Carta Política, artículos 1" y 25), lo cual implica una cierta noción constitucional de salario justo, pues
sólo es digno aquel trabajo que permite a la persona vivir dignamente. Igualmente, la Carta precisa que la remu—

ncración debe ser móvil y vital, así como proporcional a la cantidad y calidad del trabajo (Carta Política, Articulo

53). Esto significa, tal _v como lo ha establecido esta Corporación, que debe existir una equivalencia entre el sa—

lario y la prestación del servicio, y que el principio “a trabajo igual salario igual” tiene rango constitucional. Pero

dentro de esos marcos, el Congreso conserva la posibilidad de optar por diversas definiciones legislativas de los

componentes salariales. Por ello esta Corporación, en reciente decisión, precisó que [la Constitución no ha seña—

lado reglas para efectos de determinar los factores salariales que han de tenerse en cuenta para la liquidación de

prestaciones sociales”. Por consiguiente, corresponde al Legislador, dentro de los criterios de justicia, equidad,

racionalidad y razonabilidad, determinar los aludidos factores".

5" Sentencia (3,112 del 25 de marzo de 1993, magistrado ponente Hernando Herrera, Corte Constitucional.
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bien puede el Legislador, en ejercicio de sus competencias constitucio—
nales fijar topes máximos a la remuneración y prestaciones de los trabajadores
oficiales pues tal actuación tiene nítido asidero constitucional, sin que, por lo de—

más, pueda válidamente aducirse que tal proceder comporta desconocimiento de
la libertad de negociación colectiva, ya que, si el Gobierno está sometido a los de—

rroteros normativos que sobre la materia fije la Ley, con mayor razón lo están sus
representantes en las citadas entidades y sus trabajadores al negociar su régimen
salarial y prestacional y al plasmarlo en las convenciones respectivas”.

Agrega que como los gerentes y directores de las empresas a que alude la
norma demandada son empleados públicos, esta circunstancia conduce a que “se
establezca un máximo en las remuneraciones y prestaciones de los trabajadores ofi—

ciales, pues como la Ley ñja íntegramente las remuneraciones y prestaciones de los
empleados públicos, está al mismo tiempo limitando en forma de tope máximo las
citadas remuneraciones de los trabajadores oñciales”5s.

En materia de derer/zos ro/ectz'ws son también varias las sentencias adoptadas en los
primeros años de vigencia de la Constitución de 1991.

Dentro de las primeras sentencias de constitucionalidad entabladas al amparo
del nuevo marco jurídico están las relacionadas con el fortalecimiento de los dere—
chos colectivos de los trabajadores. En particular está la exequibilidad del Artículo
409 (numeral 1 del Código Sustantivo del Trabajo) que excluye del fuero sindical a
los empleados públicos, frente a lo cual la Corte Constitucional (Sentencia C—593 de
1993”) responde expulsando la norma del ordenamiento jurídico por cuanto vulne—

ra principios de superior jerarquía consagrados en la Constitución, toda vez que el
Artículo 39 Superior no hacía ningún tipo de distinción entre trabajadores privados
y públicos. La Corte sostuvo los siguientes argumentos:

el Constituyente de 1991 no excluyó del derecho de asociación sindical
a los empleados públicos, sino que le dio consagración constitucional al derecho
que les reconocían la Ley y la jurisprudencia anterior y amplió las garantías para
su ejercicio, al no excluirlos del derecho al fuero sindicalºº.

5' lbídem.

¡[¡¡¡/BI".

5" Sentencia C—593 del H de diciembre de 1993, magistrado ponente Carlos Gaviria, Corte Constitucional.
"” [ln'dem.
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Así mismo, están las sentencias relacionadas con el poder vinculante de las eon—

veneiones colectivos. Tal es el caso de la Sentencia C—009 de 199461 en la que para la

Corte es claro “que no se pueden menoscabar, a través de la celebración de una nueva
convención, los derechos de los trabajadores establecidos en convención anterior,

pues ésa es la letra y el espíritu del inciso final del Artículo 53 de la Constitución
Política”“. La Corte señala que,

el respeto de los derechos adquiridos por los trabajadores mediante una

convención, no se opone a la vigencia temporal de la misma, pues la convención

puede ser prorrogada expresamente por voluntad de las partes o en forma automá—

tica, cuando las partes o una de ellas no hubiere hecho manifestación escrita de su

expresa voluntad de darla por terminada, a través de su denuncia (artículos 478 y

479 del Código Sustantivo del Trabajo) en cuyo caso los derechos adquiridos por
los trabajadores quedan incólumes.

De igual manera, la Corte Constitucional se pronuncia respecto de la vulnera—

ción del derecho a la igualdad de los trabajadores de una empresa, cuando el pacto
colectivo celebrado contenga cláusulas que crean condiciones de trabajo más bene'/íeas

paro los empleados no sindicalizados que para los sindicalizados y las circunstancias

fácticas no lo justifiquen (Sentencia SU—342 de 1995“). La Corte al respecto señala

… Sentencia C—009 del 20 de enero de 1994, magistrado ponente Antonio Barrera, Corte Constitucional.“líl dere—

cho eolertivo dentro de la perspectiva constitucional comprende: la libertad de asociación sindical (Artículo 39 de

la Constitución Política); la institurio'n de la asoriarin'n pro/ésionol; el dererho a la negorioritín rolertira y el dereeho

de huelga. Respecto a este último expresa que “constituye un medio para que los trabajadores _i' las asociaciones

sindicales defiendan sus intereses económicos y sociales, en lo relativo a la obtención de mejoras en las condi—

ciones dc trabajo y reivindicaciones en el ámbito de la respectiva profesión u oficio, como también en la imple—

mentación de políticas gubernamentales en el campo social y económico. El derecho a la “negociación colectiva

para regular las relaciones laborales”, el cual se hace efectivo y adquiere vigencia y operatividad, a través de la

celebración de los “acuerdos y convenios de trabajo”, denominados en nuestra legislación pactos colectivos o con—

venciones colectivas de trabajo, constituyen los mecanismos ideados, además de la Concertación, para la solución

pacífica de los conflictos colectivos de trabajo (Artículo 53, inciso final, artículos 55 _v 56, inciso final de la Carta

Política)”. Al revisar la naturaleza de la convención colectiva, no obstante, la Corte señala que “aun cuando puede

ser considerada como fuente formal de derecho, no es una verdadera Ley, con el valor y la signiñcación que ésta

tiene a la luz de los textos constitucionales, por las siguientes razones: La convención al provenir de una relación

contractual no tiene como finalidad innovar en el ordenamiento jurídico por vía general. La convención no co—

…
rresponde propiamente a la potestad legislativa del Estado .

llu'z/em. “El efecto útil que debe producir la norma del Articulo 53, aunado a la conciliación entre los dere—

chos adquiridos por los trabajadores con el derecho de negociación colectiva, permite colegir, que en una

nueva convención colectiva puedan modificarse, sustituirse, e inclusive eliminarse derechos, que antes reco—

nocía una convención, siempre que la nueva situación en que se ubique a los trabajadores, en términos reales

u objetivos, implique el reconocimiento de derechos que sean iguales o superiores a los obtenidos anterior—

mente, o que sea imperiosa su revisión, debido a circunstancias excepcionales e imprevisibles”.

“" Sentencia SU—342 del 2 de agosto de 1995, magistrado ponente Antonio Barrera, Corte Constitucional. “Lo

dicho permite a la Sala establecer como regla general que la libertad de los patronos para regular a través de
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que la Ley reconoce el derecho de la mayoría de los trabajadores afiliados al sindi—

cato para regular a través de la convención las condiciones de trabajo en la empresa,
admite la preeminencia de la organización sindical frente al resto de trabajadores
no sindicalizados, y de la convención sobre el pacto, resultando en esta forma for—

talecido el derecho de asociación sindical, pues evita que el patrono pueda a través
de la celebración de pactos colectivos con la minoría de los trabajadores crear con—

diciones de trabajo más favorables que contribuyan a desestimular la afiliación al
sindicato y lo conviertan en minoritarios.

De otra parte, un tópico que propicia un debate del mayor interés es el surgido
alrededor de lo que es considerado como “servicio público esencia/”. El Artículo 56
de la Constitución Política establece que “se garantiza el derecho de huelga, salvo
en los servicios públicos esenciales definidos por el Legislador. La Ley reglamenta—
rá este derecho”. La aprobación de este Artículo en la Asamblea Nacional Consti—

tuyente no estuvo exenta de un gran debate y su trámite termina con el calificativo
de “esencial” a los servicios públicos excluidos del derecho a la huelga“.

La consecuencia inmediata del Artículo 56 de la Constitución Política es que
no todos los trabajadores oficiales quedan excluidos del derecha a ¡a huelga y en ese
sentido se pronuncia la Corte Constitucional en Sentencia T—426 de 1992“, la cual
es particularmente esclarecedora. En ella se afirma:

el contenido esencial de un derecho fundamental consiste en aquellas fa—

cultades o posibilidades de actuación necesarias para que el derecho sea recono—
cible como pertinente al tipo descrito y sin las cuales dejaría de pertenecer a este
tipo, desnaturalizándose. .. el núcleo esencial del derecho fundamental es aquella
parte de su contenido que es absolutamente necesaria para que los intereses ju—

rídicamente protegibles, que dan vida al derecho, resulten real, concreta )“ efec-
tivamente protegidos. De este modo, se rebasa o desconoce el núcleo esencial
cuando el derecho queda sometido a limitaciones que lo hacen impracticable o lo
díñcultan más allá de lo razonable 0 lo despojan de la necesaria protección. Con—

forme a esta def1nición puede señalarse como mic/eo exenn'a/ del derecho de ¡me/ga,
la facultad que tienen los trabajadores de presionar a los empleadores mediante la

pactos colectivos las relaciones de trabajo, cuando estos vayan a coexistir con convenciones colectivas en la
empresa, se encuentra restringida o limitada por el conjunto de derechos, valores y principios que reconoce
la Constitución. En otros términos, la aludida libertad queda incólume _v goza de la protección constitucio—
nal y legal, pero no puede ejercerse o utilizarse por el patrono para afectar los derechos fundamentales de los
trabajadores y de la organización sindical”.

"* SILVA ROMERO, Marcel. Óp. z'if.

'"; Sentencia T—426 del 24 de junio de 1992, magistrado ponente Eduardo Cifuentes Kluñoz. Corte
Constitucional.
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suspensión colectiva del trabajo, para lograr que se resuelva de manera favorable

a sus intereses el conflicto colectivo del trabajo“.
Esta facultad, claro está, no es absoluta. El punto es que la huelga constituye

un mecanismo cuya garantía implica el equilibrar las cargas de trabajadores y em—

pleadores en el marco del conflicto colectivo de trabajo. Las restricciones al de—

recho de huelga deberán tener en cuenta este propósito, de modo que si bien tal

derecho puede ser limitado con el En de proteger otros de mayor jerarquía (e. g.

los derechos fundamentales) 0 el interés general (bajo la forma del orden público,

por ejemplo), el poder que la Constitución pretende reconocer a los trabajadores
67no puede quedar desñgurado .

Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia T—443 de 1992 conceptúa que7

. . . el derecho de huelga se constituye en una de las más importantes conquis—

tas logradas por los trabajadores en el presente siglo. Se trata de un instrumento

legítimo para alcanzar el efectivo reconocimiento de aspiraciones económicas y

sociales que garanticen justicia en las relaciones obrero—patronales y un progre—

sivo nivel de dignidad para el trabajador y su familia, cuya consagración consti—

tucional, desde la Reforma de 1936, ha representado la más preciosa garantía del

ordenamiento positivo para la salvaguarda de los derechos laborales y para el de—

sarrollo de un sistema político genuinamente democrático“.

El alcance de la limitación del derecho a la huelga en los servicios públicos

esenciales, por su parte, depende de si la entidad pública a la que se hallan vincula—

dos los trabajadores presta realmente servicios públicos esenciales —caso en el cual

el derecho de huelga no se garantiza— o presta servicios públicos que la Ley no ca—

liñca de esenciales. En este último evento tienen garantizado el derecho de huelga a

la luz de la Constitución (Sentencia C—l 10 de 1994”).
Dentro de este mismo orden de ideas, la Sentencia C—473 de 199470 señala que,

““ l/7ízlem.

“7 Hifi/em.

““ Sentencia T—443 del 6 de julio de 1992, magistrados ponentes josé Gregorio Hernández, Alejandro Martí—

nez y Fabio Morón, Corte Constitucional.

'” Sentencia C—110 del 10 de marzo de 1994, magistrado ponente josé Gregorio Hernández, Corte
Constitucional.

7“ Sentencia C—473 del 27 de octubre de 1994, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.
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las limitaciones constitucionales al derecho a la huelga deben ser inter—

pretadas de manera que se busque armonizar los derechos de los usuarios de los
servicios públicos esenciales con el derecho a la huelga de los trabajadores. En
efecto, estamos en presencia de una colisión entre principios y derechos funda—

mentales protegidos por la Constitución. En tales casos, en virtud del principio
de efectividad de los derechos fundamentales (Constitución Política, Artículo 2º),
siempre se debe preferir la interpretación que permita la armonización )" la com—

patibilidad de los derechos sobre aquélla que imponga un sacrificio excesivo a al—

guno de ellos.

Y el fallo continúa, haciendo referencia ala Sentencia T—210 de 1994:

el intérprete debe garantizar el mayor radio de acción posible al ejercicio
de los derechos fundamentales y preferir la solución que, en el sopesamiento de
valores o derechos constitucionales contrapuestos, no sacriñque su núcleo esen—

cial, atendidas la importancia _v función que cada derecho cumple en una sociedad
democrática71 .

La Sentencia C—473 de 199—1— establece, así mismo, que si bien existen diversas po—

sibilidades hermenéuticas sobre la materia, la Corte Constitucional tiene competencia
para hacer un análisis material de aquellas leyes que catalogan ciertas actividades como
servicios públicos esenciales”.

Sentencia T—210 del 27 de abril de 1994, magistrado ponente Eduardo Cifuentes, Corte Constitucional.

Sentencia C—473 de 1994. Óp. u'r., Corte Constitucional. “Acorde con dicha concepción, estima la Corte
que la definición de los servicios públicos esenciales, atendiendo a su materialidad, debe consultar, entre
otros, los siguientes criterios, no taxativos o exhaustivos, sino meramente indicativos: La esencialidad del
servicio no debe considerarse exclusivamente por el servicio mismo, esto es, por su naturaleza intrínseca,
ni por la importancia de la actividad industrial, comercial o prestacional en la economía global del país )"

consecuentemente en relación con la magnitud del perjuicio que para ésta representa su interrupción por
la huelga. Tampoco, aquélla puede radicar en la invocación abstracta de la utilidad pública o de la satisfac—
ción de los intereses generales, la cual es consustancial a todo servicio público. El carácter esencial de un
servicio público se predica, cuando las actividades que lo conforman contribuyen de modo directo _v con—
creto a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización de valores, ligados con el
respeto, vigencia, ejercicio _v efectividad de los derechos y libertades fundamentales. Ello es asi, en razón
de la preeminencia que se reconoce a los derechos fundamentales de la persona _v de las garantias dispues—
tas para su amparo. con el fin de asegurar su respeto y efectividad. El concepto de servicios públicos esen—
ciales necesariamente comporta una ponderación de valores e intereses que se suscita entre los trabajado—
res que invocan su derecho a la huelga _v los sacrificios válidos que se pueden imponer a los usuarios de los
servicios. De lo dicho se infiere, que al valorar los intereses en conflicto, a efectos de hacer la definición de
los servicios públicos esenciales, el Legislador debe partir de bases serias, objetivas _v razonables. de modo
que la respectiva regulación guarde proporcionalidad entre el respeto a los derechos fundamentales de los
usuarios _v el derecho de los trabajadores a la huelga. En cuanto a la fijación de los derroteros que deter—
minan la posibilidad de ejercer el derecho en los demás casos, el Legislador está limitado por el contenido
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Hasta la fecha, y a partir de la Constitución de 1991 en desarrollo del precep—

to constitucional señalado, el Congreso ha calificado expresamente algunas acti—

vidades como servicios públicos esenciales: la Banca Central (Ley 31 de 1992), el

Sistema General de Seguridad Social (Ley 100 de 199373), y los servicios públicos
domiciliarios —acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, distribución de gas

combustible y telefonía— (Ley 142 de 1994”).
Por su parte, la Corte se ha pronunciado frente alo preceptuado en el Artículo

430 del Código Sustantivo del Trabajo“, el cual define qué se entiende por servicio

público. En la Sentencia C—450 de 1995 la Corte infiere que al valorar los intere—

ses en conflicto, a efectos de hacer la deñnición de los servicios públicos esencia—

les, el Legislador debe partir de bases serias, objetivas y razonables, de modo que
la respectiva regulación guarde proporcionalidad entre el respeto a los derechos

fundamentales de los usuarios y el derecho de los trabajadores a la huelga. Los ra—

zonamientos señalados le sirven a la Corporación para pronunciarse respecto de lo

63611510! de las empresas de transporte por tierra, mar y aire; las empresas de teleco—

municaciones, y las actividades de explotación, refinación y transporte de petróleo

y sus derivados, servicios, que el Legislador había incorporado al Artículo 430 del

Código Sustantivo del Trabajo“.
Así mismo, la Sentencia C—450 de 1995 señala:

del núcleo esencial del derecho. Para concretar esta frontera en el caso de la huelga, debe atenderse a la de
finición que la Corte le ha asignado al término”.

73 Ley 100 de 1993 (por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social Integral y se dictan otras disposiciones).

Ley 142 de 1994 (por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios _v se dictan otras

disposiciones).
75 Decreto 0753 de 1956 (por el cual se sustituye el Articulo 430 del Código Sustantivo del Trabajo): El Articu—

lo 430 del Código Sustantivo del Trabajo define servicio público como “toda actividad organizada que tienda

a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico

especial, bien que se realice por el Estado, directa o indirectamente, o por personas privadas“. Adicional—

mente, el mismo Articulo establece un amplio listado. Constituyen, por tanto, servicio público, entre otras.

las siguientes actividades: Las que se presten en cualquiera de las ramas del Poder Público. Las de empresas
de transportes por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía eléctrica _v telecomunicaciones. Las de esta—

blecimientos sanitarios de toda Clase, tales como hospitales y clínicas. Las de establecimientos de asistencia

social, de caridad y de beneficencia. Las de plantas de leche, plazas de mercado, mataderos _v de todos los or—

ganismos de distribución de estos establecimientos, sean ellos oñciales o privados. Las de todos los servicios

de la higiene y aseo de las poblaciones. La de explotación, elaboración y distribución de sal. Las de explota—

ción, refinación, transporte _v distribución de petróleos _v sus derivados, cuando estén destinadas al abasteci—

miento normal de combustibles del país. a juicio del Gobierno. Cualesquiera otras que a juicio del Gobierno

interesen a la seguridad, sanidad, enseñanza y a la vida económica o social del pueblo. El Gobierno decidirá

de las actividades de que trata este ordinal, previo concepto que solicite al Consejo de Estado.

"' Sentencia C—450 del -'l- de octubre de 1995, magistrado ponente Antonio Barrera, Corte Constitucional.
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la huelga como acto jurídico produce los efectos jurídicos queridos por
los trabajadores en cuanto al reconocimiento de sus derechos e intereses comu—

nes, con arreglo al derecho colectivo del trabajo. Así entonces, la huelga consi—

derada como un acto jurídico exige su encuadramiento dentro del ordenamiento
jurídico, que determina a nivel constitucional y legal el conjunto de las reglamen—
taciones requeridas para el ejercicio del derecho”.

En concepto de la Corporación el derecho de huelga constituye,

. un medio de acción directa, coactivo y legítimo sobre los empleadores
particulares o del Estado para obligarlos a ceder frente a los reclamos de los tra—

bajadores, con el fin de asegurar la creación de un orden económico y social más
justo en el ámbito de la empresa. Conforme a lo anterior, la Constitución recono—
ce, como principio general, la huelga como un derecho que está radicado en ca—

beza de los trabajadores _v de las asociaciones de trabajadores”.

' ' [biz/em.

7“ Ilu'dem. “Esta consagración es fruto de una evolución jurídica que comenzó por el abandono de la teoría de la
huelga—delito, según la cual estos ceses concertados de actividades de parte de los trabajadores eran punibles por
cuanto atentaban contra las libertades económicas. Posteriormente, el constitucionalismo colombiano, desde la
Reforma de 1936, superó la concepción de que las huelgas eran simplemente toleradas por el Estado en circuns—
tancias quc éste podía definir discrecionalmentc, para incorporar la noción de la huelga—derecho, según la cual
ésta es una facultad legítima que no puede ser limitada sino de acuerdo a los criterios establecidos por la propia
Constitución, y sin que se pueda vulnerar su contenido esencial. En épocas pasadas la huelga era la resultante de
la suspensión del trabajo cumplida mediante una unión meramente material de los trabajadores. Su fundamen—
to jurídico, explica el tratadista Mario de la Cueva “era el derecho natural del hombre a no trabajar sin su pleno
consentimiento, pero justamente por este fundamento, la huelga era un derecho individual, pues pertenecía a
cada trabajador; el estado de huelga resultaba del ejercicio simultáneo de muchos derechos individuales”. En es—

tas circunstancias, la realización de la huelga constituía una situación de hecho, cuyos efectos jurídicos consistían
en que la suspensión de labores por el trabajador era un acto contrario al derecho, esto es, ilícito _v generador de
responsabilidad, porque implicaba el incumplimiento de su obligación de prestar el servicio“. El mismo trata—
dista explica el tránsito dela huelga como hecho a la huelga como acto jurídico, cuando dice que “en el pasado, la

suspensión de labores no producía, como efectos jurídicos, los buscados por los obreros; éstos, en efecto, preten—
dían imponer su voluntad a los no huelguistas _v al empresario _v mantener vigentes las relaciones individuales de
trabajo en tanto se decidía el conflicto que motivó la huelga, pero los efectos atribuidos por el derecho eran, pre—
cisamente, los contrarios, pues la voluntad predominante era la de los no huelguistas _v del empresario; es cierto
que en ocasiones, por ser ma_voria los huelguistas _v por razones técnicas que impedían la continuación de las la—

bores o por la solidaridad obrera que no permitía la sustitución de los huelguistas, los trabajos, de la empresa po—
dían quedar totalmente suspendidos, pero esto ocurría por cuestiones de hecho _v no como efecto juridico. .. En
cambio, en el presente la huelga como acto jurídico produce los efectos jurídicos queridos por los trabajadores en
cuanto al reconocimiento de sus derechos e intereses comunes, con arreglo al derecho colectivo del trabajo. Así
entonces, la huelga considerada como un acto jurídico exige su encuadramiento dentro del ordenamiento jurídi—
co, que determina a nivel constitucional _v legal el conjunto de las reglamentaciones requeridas para el ejercicio
del derecho. Finalmente, la Constitución de 1991 confiere un lugar esencial v relevante al derecho de huelga en
el nuevo orden constitucional“.
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Dos años más tarde la Sentencia C—075 de 199779 frente a una demanda de
constitucionalidad de otro literal del Artículo 430 del Código Sustantivo del Traba—

jo (el e), la Corte sorprendentemente conceptúa que el Legislador no había señalado

(¿después de 1991?) como servicios públicos esenciales las actividades relacionadas

con las plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y de todos los organismos de
distribución de estos establecimientos, sean ellos oficiales o privados, señaladas en
el Artículo lº del Decreto Extraordinario 0753 de 1956“, en ejercicio de la facultad
constitucional consagrada en el Artículo 56 de la Carta Fundamental de 1991 por
lo que declara el literal e, inexcquible”.

En conclusión, para la Corte, solamente, constituyen servicios públicos esencia—

les las actividades que el mismo Constituyente de 1991 señaló como tales (Carta Polí—

tica, Artículo 366) o aquellas que, concretamente, han sido definidas por el Legislador
como esenciales, a partir de la expedición de la nueva Constitución Política. Así,

estas facultades limitadoras que se delegan de manera exclusiva en el ór—

gano legislativo, sin embargo, no pueden ser desarrolladas de manera arbitraria;
de lo contrario, el derecho de huelga dejaría de ser un verdadero derecho. Por

esta razón, la Corte puede entrar a revisar la reglamentación a la que se encuen—

tra sometido el derecho, para determinar si ésta corresponde a los principios que
informa la Constitución”.

Sentencia C—075 del 20 de febrero de 1997, magistrado Ponente Hernando Herrera, Corte Constitucional.

“La huelga supone un derecho y una conquista de los trabajadores, como mecanismo destinado a dirimir los

diferendos laborales, independientemente de su vinculación sindical, con la excepción de aquellos servicios

públicos esenciales definidos por el legislador. De ese carácter especial que configura el derecho de huelga

y de la necesidad de conducir los conflictos laborales por cauces democráticos, es que se instituye constitu—

eionalmente en un derecho reglado para cu_vo ejercicio se requiere del cumplimiento de las disposiciones

legales pertinentes. El derecho de huelga adquiere. con la nueva Carta Política un reconocimiento especial

para la conformación de un estado democrático, participativo y pluralista, por lo que su ejercicio debe estar

garantizado _v protegido por las autoridades de la República en todas las actividades que se desarrollen den—

tro del territorio nacional, salvo en los servicios públicos esenciales defmidos por el legislador".

““ Decreto Legislativo 0753 de 1956 (por el cual se sustituye el Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo).

Sentencia C—075 de 1997. Óp. cit., Corte Constitucional. “Puede señalarse como núcleo esencial del derecho

de huelga, la facultad que tienen los trabajadores de presionar a los empleadores mediante la suspensión co—

lectiva del trabajo, para lograr que se resuelva de manera favorable a sus intereses el conflicto colectivo del

trabajo. Esta facultad, claro está, no es absoluta. El punto es que la huelga constituye un mecanismo cuya
garantía implica el equilibrar las cargas de trabajadores y empleadores en el marco del conflicto colectivo de

trabajo. Las restricciones al derecho de huelga deberán tener en cuenta este propósito, de modo que si bien

tal derecho puede ser limitado con el fin de proteger otros de mayor jerarquía (ug. los derechos fundamen—

tales) o el interés general (bajo la forma del orden público, por ejemplo), el poder que la Constitución pre—

tende reconocer a los trabajadores no puede quedar destigurado”.

”3 ][)ídem.
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Estas apreciaciones son las que llevan a Silva Romero a considerar que en la
práctica “la Corte reemplaza al Congreso de la República”. Los servicios públicos
esenciales son en primer lugar, los definidos por el Legislador con posterioridad a
1991; en segundo lugar los relacionados en el Artículo lº del Decreto 0753 de 1956

que corresponde con el Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo que la Cor—

te misma considera esenciales materialmente; )“ en tercer lugar, los mencionados en
el Articulo 366 de la Carta que según ella son servicios públicos esenciales definidos
por el Constituyente“.

Dentro de ese marco, cabe resaltar que en Acción de Tutela T—568 de 199984 la
Corte ordena reintegrar 209 trabajadores de las Empresas Varias de Medellín que
habían sido despedidos en forma ilegal. En efecto, los trabajadores de esta Empresa
se declararon en asamblea permanente y el Ministerio de Trabajo declaró ilegal la
suspensión colectiva del trabajo porque se trataba de servicios públicos. Posterior—
mente, la Organización Internacional del Trabajo emite una recomendación en el
sentido de buscar el reintegro de los trabajadores o su indemnización completa.

La Corte considera en cuanto a la verificación del cese de actividades que,

NADA autoriza al ente administrador o a funcionario judicial alguno a inter—

pretar el ordenamiento jurídico de forma que haga nugatoria la garantía ¿'onstitu—

cional que existe para toda persona, de participar en ¡a producción de las decisiones

que la aferran (Carta Política, Artículo 2“); el Ministerio y las demás autoridades
fueron instituidas para realizar un fin esencial del Estado, completamente opues—

to a las actuaciones unilaterales excluyentes, constitutivas de una auténtica vía de
hecho en la que incurrieron. En el caso bajo examen, tal actuación es violatoria
del derecho de participación de los trabajadores añliados al sindicato —tanto de
los que participaron del cese como de los que no lo hicieron—, y del sindicato ac—

tor, así como los convenios Nos. 87 y 98 de la Organización Internacional del Tra—
bajo, que hacen parte del bloque de constitucionalidad“.

En cuanto a la declaratoria de la ilegalidad de la ¡me/ga la Sala Cuarta de Revi—

sión de Tutelas, en la Sentencia aludida concluye que:

la actuación de los funcionarios de las Empresas Varias )“ los del Nlinis—

terio de Trabajo _v Seguridad Social no se ajustó a las normas constitucionales vi—

gentes, )' vulneró los derechos de 209 trabajadores, que fueron despedidos por

“3 Suu ROMERO, Marcel. Óp. eit., p. 344.

'“ Sentencia T—568 del 10 de agosto de 1999, magistrado ponente Carlos Gaviria, Corte Constitucional.
”5 lllídem.
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el hecho de manifestarse de una forma que no les estaba vedada. Esa deducción

lleva a la Sala a tutelar los derechos de esas personas y ordenar a las autoridades

responsables lo que corresponde en cada caso. .. Si el Estado es el empleador, re—

sulta contrario al principio de la buena fe en el cumplimiento de los compromisos
internacionales adquiridos por Colombia al ratificar los convenios Nos. 87 y 98

de la Organización Internacional del Trabajo, que sea un órgano gubernamental
el que haga la calificación de la ilegalidad de la huelga, pues de esa manera se pri—

va a los trabajadores de una garantía: la de tener acceso a un tercero imparcial que
decida, cuando el conflicto entre ellos y su empleador sobre la conformidad de la

huelga con su regulación legal, no puede ser dirimido por las partes.

De otro lado, en relación con las recomendaciones expedidas por el Consejo de Ad—

minislmeío'n ¿le la Organización Internacional del Trabajo, la Corte luego de revisar
las normas del Convenio, concluye que las recomendaciones de este órgano tienen
carácter vinculante para los Estados miembro. Sobre el particular, dicha Sala de Re—

visión reitera que,

. . . la posición asumida por las entidades demandadas es contraria al ordena—

miento jurídico colombiano —en el que se incluyeron los convenios Nos. 87 y 98

de la Organización Internacional del Trabajo— y a los compromisos asumidos por
nuestro Estado en el plano internacional, por lo que debe insistir en resaltar que
las recomendaciones de los órganos de control y vigilancia de la Organización In—

ternacional del Trabajo, no pueden ser ignoradas: cuando resultan de actuaciones

del Estado contrarias a los tratados internacionales aludidos en el Artículo 93 Su—

perior, aunque no sean vinculantes directamente, generan una triple obligación

en cabeza de los Estados: deben en primer lugar, ser acogidas y aplicadas por las

autoridades administrativas; en segundo lugar, servir de base para la presentación
de proyectos legislativos; y en tercer lugar orientar el sentido y alcance de las ór—

denes que el Juez de Tutela debe impartir para restablecer los derechos violados

o amenazados en ése y los casos que sean similares“.

Esta Sentencia además de clariñcar que ningún funcionario público puede ha—

cer nugatorio el derecho constitucional de toda persona de participar en la produc—

ción de las decisiones que lo afectan, llama la atención e ilegalidad de que sea una
entidad gubernamental la que decida sobre la ilegalidad de la huelga, al tiempo que
le da estatus jurídico a las recomendaciones expedidas por el Consejo de Adminis—
tración de la Organización Internacional del Trabajo.

“" lbídem.
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En 19937 en concordancia con los preceptos introducidos en la Constitución
de 1991 de universalidad, solidaridad y eficiencia (artículos 48 _v 4987), y tenien—

do en cuenta la caótica situación a que habían llegado las ñnanzas del Régimen de
Pensiones y Salud, el Congreso expide la Ley 100, la cual reestructura el Sistema
de Seguridad Social“. El Gobierno inicialmente propone un sistema único de se—

guridad social, pero el Congreso aprueba un sistema dual: el de Prima Níedia con
Prestación Deñnida —a cargo del Instituto de los Seguros Sociales— el cual conti—

núa operando bajo los mismos parámetros que estaban vigentes desde 1967, suje—

tos a algunas modiñcaciones, _v el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad
—a cargo de las administradoras de fondos privados de pensiones, cuya creación se
autoriza para ese propósito— en el que la pensión queda en función del ahorro acu—

mulado por el cotizante a lo largo de su vida laboral, adicionado a su rendimiento.
De otra parte, la Ley autoriza el traslado entre regímenes pensionales cada tres
años y la expedición de bonos de parte de la entidad de la que se retira el afiliado,
reconociendo que las cotizaciones realizadas en los distintos regímenes de seguri—
dad social son acumulables, a diferencia de lo que ocurría hasta 1988.

La Ley, así mismo, crea el Fondo de Solidaridad en cumplimiento de los pre—

ceptos de solidaridad establecidos en la Carta Política para aquellos segmentos po—

blacionales que habiendo cumplido con los requisitos para acceder a una pensión
no tengan posibilidades de acceder a una pensión mínima.

En desarrollo del sistema estructurado queda suprimido a partir de la fecha de ex—

pedición de la Ley un tercer régimen pensional que existía, cual era el de los servidores
oficiales que estaban afiliados a la Caja de Previsión Social de los Empleados )“ Obreros
Nacionales que estaban regidos por la Ley 6 de 1945. En consecuencia, el Artículo 129

87 Constitución Política de Colombia de 1991, Artículo 48: “La seguridad social es un servicio público de carácter
obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de
eficiencia, universalidad y solidaridad. en los términos que establezca la Le_v. Se garantiza a todos los habitan—

tes el derecho irrenunciable a la seguridad social. El Estado, con la participación de los particulares, ampliará
progresivamente la cobertura de la seguridad social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma
que determine la Ley. La seguridad social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformi»
dad con la Ley. No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la seguridad social para
fines diferentes a ella. La Le_v definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su
poder adquisitivo constante”. Artículo 49: “La atención de la salud _v el saneamiento ambiental son servicios
públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección
y recuperación de la salud. Corresponde al Estado organizar. dirigir _v reglamentar la prestación de servicios
de salud a los habitantes _v de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y
solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, _v

ejercer su vigilancia _v control. Asi mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales
y los particulares. _v determinar los aportes a su cargo en los términos _v condiciones señalados en la Le_v. Los
servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención _v con participación de la
comunidad. La Ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será gratuita
_v obligatoria. Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud _v la de su comunidad“.

“ Exposición de Motivos del Proyecto de Le_v de la Le_v 100 de 1993. Anales del Congreso dela República.
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de la Ley 100 de 1993 prohíbe la creación de nuevas cajas, fondos o entidades de previ—

sión o de seguridad social del sector público de cualquier orden nacional o territorial,
encargadas de la administración de ese tipo de prestaciones y ordena su liquidación.
Así mismo, implícitamente queda derogado el Artículo 260 del Código Sustantivo del

Trabajo que hace referencia a las condiciones requeridas para adquirir el derecho a la

pensión a ser pagadas por la empresa cuando ésta no hubiese añliado el trabajador al
Instituto de los Seguros Sociales (Sentencia C—168 de 1995”).

Bajo cualquiera de las dos alternativas que quedan vigentes, las pensiones no
pueden ser inferiores a un salario mínimo legal, y la máxima correspondiente al Ré—

gimen de Prima Media queda establecida en el 85 por ciento de veinte salarios míni—

mos legales, salvo en los regímenes especiales y exceptuados —Presidente, Congreso,
Fuerzas Armadas, empresas industriales y comerciales del Estado—. A su vez, dichas

pensiones se reajustan anualmente con base en el IPC, excepción hecha de la mini—

ma que se reajusta con base en el salario mínimo legal, cuando éste resulte por enci—

ma del incremento en el IPC, de lo contrario se reajustan con este índice (Sentencia
C—387 de 19949”). Las pensiones del Régimen de Ahorro Individual están, de una

'” Sentencia C—168 del 20 de abril de 1995, magistrado ponente Carlos Gaviria, Corte Constitucional. El actor
considera que la edad fijada para acceder a la pensión de vejez 4ineuenta y cinco (55) años las mujeres y se—

senta (60), los hombres» viola el inciso final del Artículo 53 constitucional, por menoscabar derechos de los

trabajadores del sector privado “no afiliados al Instituto de los Seguros Sociales, no subrogados sus patronos

por el Instituto de los Seguros Sociales por tanto frente a quienes sus empleadores tenían a su cargo el reco—

nocimiento y pago de la pensión”, pues de conformidad con el Articulo 260 del Código Sustantivo del Tra—

bajo, la edad de pensión para ellos era de cincuenta (50) años para las mujeres _v cincuenta y cinco (55) para
los hombres y su monto era del 75 por ciento del promedio salarial devengado en el último año de servicios,

mientras que la norma que se acusa “aumenta tal promedio a no menos de diez (10) años o en todo caso al

tiempo faltante para la pensión si fuere inferior'Í El demandante también considera que la norma viola la

condición más beneficiosa para el trabajador y lesiona también el derecho a la igualdad, al establecer una dis?

criminación entre quienes tengan a la vigencia de la Ley 35 o cuarenta (40) años de edad o, quince (15) o más

años de servicio, o les faltare menos o más de diez (10) años para adquirir el derecho. La Corte considera que
no le asiste razón al demandante, pues la reiteración que hace el Constituyente en el Artículo 53 de que no se

menoscaben derechos de los trabajadores, no tiene el alcance que argu_ve el actor, sino el de proteger los dere—

chos adquiridos de los trabajadores, mas no las simples expectativas. Adicionalmente por el desarrollo que le

ha dado la Corte al principio de favorabilidad tampoco considera que dicho principio se esté vulnerando.

Sentencia 0387 del l" de septiembre de l99-l, magistrado ponente Carlos Gaviria, Corte Constitucional. La

Corte considera que el aparte demandado del Articulo 14— dela Ley 100 de 1993, por si sólo no vulnera la Cons—

titución, pero su aplicación, sí puede resultar lcsíra del Ordenamiento Supremo, concretamente de los artículos

13, 46 y 53, en el evento en que el salario mínimo se incremente en cuantía inferior al indice de precios al con—

sumidor, pues se crearía una discriminación injustificada entre los pensionados que devenguen más del salario
mínimo, frente a los que perciben únicamente el valor correspondiente a éste. En tal virtud, la Corte declarará

exequible lo demandado, en forma condicionada. Esto es, que si la variación porcentual del índice de precios
al consumidor, certificado por el DANE, para el año inmediatamente anterior a aquel en que se vaya a efectuar
el reajuste de las pensiones, SEA SUPERIOR al porcentaje en que se incremente el salario mínimo mensual, las

personas cuya pensión sea igual al salario mínimo mensual vigente, tendrán derecho a que ésta se les aumente
conforme a tal índice. “El reajuste de las pensiones, tanto para los que devengan pensiones superiores al mínimo

como para aquellos cuyas mesadas son iguales a éste, tiene como objetivo primordial proteger a las personas de
la tercera edad (Artículo 46 de la Constitución Nacional). quienes por sus condiciones físicas, ya sea por razón
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parte, en función del ahorro acumulado a lo largo de la vida laboral del trabajador y
de su rendimiento, y, de otra, de la escogencia que dicho trabajador opte por realizar
a la edad de pensionarse entre solicitar el ahorro contractual o la pensión vitalicia.
En cualquier caso, el riesgo de su cuantía queda a cargo del trabajador, siendo ésta
una de las premisas más revolucionarias de la Ley _v más controvertibles, así hasta la

fecha ese tópico no haya sido suficientemente debatido, como se verá más adelante.
La cotización correspondiente a los afiliados al sistema pensional queda esta—

blecida en 9 por ciento del valor de la remuneración, pero condicionada a ser in—

crementada progresivamente. Su pago queda a cargo del empleador —dos tercios— _v

del trabajador —un tercio—. El tiempo de cotización establecido para acceder a la
pensión queda fijado en mil doscientas semanas, cincuenta y cinco años de edad
para las mujeres y sesenta para los hombres —a partir de 2014 las edades respectivas
se incrementan en dos años—.

No obstante, el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 introduce un período de
transición en el que el derecho a la pensión se adquiere a las mil semanas de co—

tización en el caso de las mujeres que tuvieren treinta y cinco años y los hombres
cuarenta años, o quince años de estar cotizando, a la fecha de entrada en vigencia
de la norma.

En general, la Corte Constitucional ha declarado la exequibílidad de la mayoría
de las normas demandadas incluidas en la Ley 100 de 1993.

Entre las demandas interpuestas se destacan aquéllas relacionadas con el Régi—

men de Transición (Artículo 36), que la Corte declara exequible con base en la di—

ferencia que dicha Corte establece entre derechos adqz¿irídosy derechos potencialmente
adquiridos, al igual que en aras de la definición del principio depúvoral¡ílídad (Senten—
cia C—168 de 1995”).

de la edad o por enfermedad, se encuentran imposibilitados para obtener otra clase de recursos para su propia
subsistencia y la de su familia. De no existir tales reajustes las pensiones se convertirían en irrisorias, pues la de—

valuación de la moneda hace que pierdan su capacidad adquisitiva, en detrimento de los pensionados".
'” Sentencia C—168 del 20 de abril de 1995. Óp. ¿'it., Corte Constitucional. “El derecho adquirido se incorpora de

modo definitivo al patrimonio de su titular y queda cubierto de cualquier acto oñcial que pretenda desconocer—
lo, pues la propia Constitución la garantiza y protege; no ocurre lo mismo con la expectativa que, en general,
carece de relevancia jurídica _v, en consecuencia, puede ser modificada o extinguida por el legislador. Y es en esta
última categoría donde debe ubicarse la llamada “condición más beneficiosa'. Se puede concluir que quien ha
satisfecho los requisitos de edad _v tiempo de servicio o número de semanas cotizadas, exigidas por la Ley para
acceder a una pensión de jubilación o de vejez, tiene un derecho adquirido a gozar de la misma. Pero quien aún
no ha completado el tiempo de servicio () llegado a la edad prevista en la norma legal, no tiene un derecho sino
que se halla apenas ante una simple expectativa de alcanzarlo en el momento de reunir la condición faltante. La
“condición más beneficiosa” para el trabajador, se encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del
prinrípía de_/izz-ambi/idud que se consagra en materia laboral, no sólo a nivel constitucional sino también legal, _v

a quien corresponde determinar en cada caso concreto cuál norma es más ventajosa o benéfica para el trabaja—
dor, es a quien ha de aplicarla o interpretarla. La favorabilidad opera, entonces, no sólo cuando existe conflicto
entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos normas de idéntica fuente, sino también cuando existe
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No obstante, el Tribunal Constitucional frente a otra demanda que cuestiona las

limitaciones introducidas al traslado entre regímenes pensionales de los trabajadores
amparados por el Régimen de Transición, declara el Artículo en cuestión exequible
pero condicionado. La Corte fundamenta nuevamente su decisión en la diferencia
existente entre derechos adquiridos y meras emermtz'vas, la cual si bien había servido

para ratificar el Régimen de Transición incorporado a la Ley 100 de 1993, su argumen—
tación no resultaba válida en razón a que, en concepto de esa Corporación, en Sen—

tencia C—789 de 2002”, después de un tiempo (quince años), las meras expectativas se
convierten en legítimas expectativas. La Corte establece que el Legislador no puede
modificar de manera arbitraria las expectativas legítimas de los trabajadores al excluir
del Régimen de Transición Pensional de la Ley 100 de 1993 a los trabajadores que se
hubieren trasladado al Régimen de Ahorro Individual y después decidieron retornar al
Régimen de Prima Media, con el objeto de proteger a aquellos trabajadores que habían
cotizado a este último Régimen por al menos el 75 por ciento de las semanas exigidasº3.
Por lo tanto, decide declarar la exequibilidad condicionada de la norma.

De mayor trascendencia aún es la demanda contra el Régimen de Ahorro Indí—

vz'dual con Solidaridad. Al respecto, la Sentencia C—086 de 200294 lo declara exequi—

ble, a pesar de que dicho Régimen traslada al ahorrador el riesgo de la pensión de
vejez, invalidez y muerte sin que en este caso tenga acceso a la solidaridad de otros,
ni pueda prestarla. Para estos efectos la Corporación señala:

el Sistema de Seguridad Social en Pensiones no tiene por finalidad pre—

servar el equilibrio cuota—prestación, sino la debida atención de las contingencias

a las que están expuestas los afiliados y beneficiarios, además porque el régimen
de prestaciones de la seguridad social en pensiones no es un régimen contractual

como el de los seguros privados sino, todo lo contrario, se trata de un régimen

legal que de alguna manera se asienta en el principio contributivo en el que los

una sola norma que admite varias interpretaciones; la norma así escogida debe ser aplicada en su integridad, _va

que no le está permitido al Juez elegir de cada norma lo más ventajoso y crear una tercera, pues se estaría con—

virtiendo en legislador. En punto a la aplicación del principio de favorabilídad en materia de Régimen Pensio—

nal, considera la Corte que ésta es labor que incumbe al juez en cada caso concreto, pues es imposible. en juif
cios de constitucionalidad, confrontar la norma acusada que es genérica, con cada una de las distintas normas
contempladas en los diferentes regimenes pensionales que antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993 existían

en el sector privado y en el público, para establecer cuál resulta más favorable a determinado trabajador“.

Sentencia C—789 del 2—1— de septiembre de 2002. magistrado ponente Rodrigo Escobar Gil, Corte
Constitucional.

Por supuesto, esto no Significa que las personas con más de quince años cotizados, y que se encuentran en
el Sistema de Ahorro Individual con Solidaridad, se les calcule su pensión conforme al Régimen de Prima

Media, pues estos dos regímenes son excluyentes. Como es lógico, el monto de la pensión se calculará con—

forme al sistema en el que se encuentre la persona.
'“ Sentencia C—086 del 13 de febrero de 2002, magistrado ponente Clara Inés Vargas, Corte Constitucional.
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empleadores y el mismo Estado participan junto alos trabajadores con los aportes
que resultan determinantes de la cuantía de la pensión. De ahí que los añliados a

la seguridad social no ostenten un derecho subjetivo a una cuantía determinada
de las pensiones futuras, esto es, las pensiones respecto de las cuales no se ha pro—

ducido el hecho que las causa“.

Una Sentencia que despierta gran controversia es la relacionada con la mesada
catorce introducida en la Ley 100 de 1993 para aquellos pensionados que se hubie—

sen visto perjudicados con las políticas de ajuste de su valor en el pasado, lo que
implicaba la pérdida permanente de su poder adquisitivo. La Corte Constitucional
haciendo caso omiso de las razones que habían justificado la introducción de la nor—

ma, la extiende a todos los pensionados en aras del derecho a la igualdad (Sentencia
C—409 de 199496). Esta decisión genera un mayor pasivo pensional equivalente al
12,9 por ciento del PIB”.

En relación con el régimen salarial, en desarrollo del Artículo 56 de la Consti—

tución, el Congreso expide la Ley 4 de 199298 que señala los criterios a seguir para
la fijación de los salarios de los servidores públicos. Al respecto, cabe destacar que el

Artículo 79 de la Constitución Política de 1886 establecía que las leyes que ñjaban la

remuneración de los servidores públicos sólo podían ser dictadas o reformadas a ini—

ciativa del Gobierno por el Congreso. Por cuenta de ello se había vuelto costumbre
utilizar las facultades extraordinarias, contempladas en el Artículo 76, ordinal 12 de
la anterior Constitución para decretar ajustes de salarios. La Constitución de 1991

traslada la ñjación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de
los miembros del Congreso y de la Fuerza Pública al Gobierno Nacional, al Ejecuti—

vo con sujeción a las normas generales que dicte el Congreso mediante una Ley, en
la cual señale los objetivos y criterios que debe observar. En desarrollo del mandato
contenido en la Constitución de 1991, la Ley 4 de 1992 los fija en: respeto por los de—

rechos adquiridos, respeto de la carrera administrativa, concertación como factor de
mejoramiento de la prestación de los servicios por parte del Estado y de las condicio—

nes de trabajo y sujeción al marco general de la política macroeconómica y fiscal.

”5 lbídem.
% Sentencia C—409 del 15 de septiembre de 1994, magistrado ponente Hernando Herrera, Corte Constitucional.

Exposición de Motivos del Proyecto de Ley del Acto Legislativo No. 1 de 2005. Anales del Congreso de la

República.
““ Ponencia para Segundo Debate del Proyecto de Ley de la Ley —1- de 1992. Anales del Congreso. Ley 4 de 1992

(por la cual se fijan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación
del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de
la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones mínimas de los trabajadores Oficiales y se dictan otras
disposiciones),
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Gobierno de
Ernesto Samper: 1994-1998

El gobierno de Ernesto Samper desde un comienzo enfrenta grandes dificultades

originadas en acusaciones de filtración de dineros del narcotráfico en su campaña
política y en la de varios parlamentarios. Esta situación permeará los cuatro años
de gobierno y terminará con la gestación de una recesión económica de enormes
proporciones. En este período, se produce un hecho de gran trascendencia para la

estabilidad social y política del país relacionada con el orden público: la creación de
las AUC —Autodefensas Unidas de Colombia en abril de 1997— “como una confede—

ración de grupos paramilitares bajo un propósito nacional antiguerrillero”ºº. Des—

de ese momento y hasta 2008, las AUC juegan un papel protagónico en la enorme
violencia que afecta al país y en todos los escándalos derivados de la intromisión de
dineros ilícitos en las campañas políticas y aun en la Rama Judicial.

Durante la administración Samper, los cambios legales introducidos al Régi—

men Laboral tienen en esencia orígenes en sentencias de constitucionalidad y es—

tán esencialmente asociados a los derechos colectivos de los trabajadores. En esta
ocasión, como en muchas otras, la expedición de la Ley 411 de 1997'ºº, que ratifica
el Convenio No. 151 de 1978 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la

protección al derecho de sindicalización y los procedimientos para determinar las
condiciones de empleo en la Administración Pública, es producto de un paro de

trabajadores y del compromiso allí establecido….
El Convenio consagra una triple protección a los sindicatos de los servidores pú—

blicos: el amparo contra actos de discriminación sindical, la defensa de la independen—
cia de estas organizaciones y facilidades a los representantes para que puedan llevar

a cabo sus labores. Así mismo, el Convenio reenvía a la Ley de cada país la adopción
de medidas adecuadas a las condiciones nacionales para estimular y fomentar el pleno
desarrollo y utilización de procedimientos de negociación entre las autoridades públi—

cas competentes y las organizaciones de empleados públicos.
La Recomendación No. 159 de la propia Organización Internacional del Tra—

bajo establece criterios complementarios a estas normas, a fin de lograr una cierta
institucionalización de los mecanismos de participación. Así, en el punto 2, primero

…; DL'XCAX, Gustavo. Lar señurcs de la guerra. De paramilitares, maj?ososy autodq/énsas en Colombia, Bogotá,
Editorial Planeta Colombiana S. A., 2006, p. 302.

…" Ley 411 de 1997 (por medio de la cual se aprueba el Convenio No. 151 “Sobre la protección del derecho de
sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública”,

adoptado en la 64“ Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, Gine—

bra, 1978).

“” SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m.. p. 325.
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prevé, con respecto a la negociación colectiva, que debería recurrirse a la legislación
nacional o a “otros medios apropiados” a fm de determinar “las personas u órganos
que han de negociar en nombre de la autoridad pública, y los procedimientos a fin
de poner en práctica las condiciones de empleo convenidas”. Por su parte, el punto
3 precisa que cuando se concluyan acuerdos, “normalmente debería especiñcarse su
período de vigencia 0 el procedimiento para su terminación, renovación o revisión, o
ambas cosas”. Finalmente, esta recomendación señala que también debería preverse
en la legislación nacional o en “otros medios apropiados” los métodos distintos de la
negociación para permitir que los representantes de los trabajadores participen en la

ñjación de las condiciones de empleo, el procedimiento para asegurar esa participa—
ción y para determinar de manera definitiva las condiciones de empleo“”.

La Corte Constitucional por su parte, en Sentencia C—377 de 1998103, encuentra
la Ley 141 ajustada a la Constitución, salvo los artículos 70 y Sº. El primero señala que
los Estados deben adoptar medidas que, tomando en cuenta las especificidades nacio—

nales, fomenten la negociación entre las autoridades públicas competentes _v las orga—
nizaciones de empleados públicos acerca de las condiciones de empleo, o que al menos
permitan a los representantes de los empleados públicos participar en la determina—
ción de dichas condiciones. Por su parte, el Artículo 8” establece que en caso de con—

flicto, se deberá buscar un acuerdo, de manera apropiada a las condiciones nacionales,
por medio de la negociación entre las partes o mediante procedimientos independien—
tes e imparciales, tales como la mediación, la conciliación y el arbitraje, establecidos de
modo que inspiren la conñanza de los interesados.

Las razones argúidas por la Corte son que si bien la Constitución reconoce a
todas las personas el derecho a participar en las decisiones que puedan afectarlas _v

que es deber del Estado promover la concertación para la solución pacífica de las
controversias, la función de fijar la remuneración de los servidores públicos es uni—

lateral del Estado en los distintos órdenes territoriales. Por tanto, la Corte concluye
que el derecho de negociación colectiva de los servidores públicos no tiene por qué
considerarse anulado pero sí condicionado.

La Corte señala que el reconocimiento del derecho de asociación… para los
servidores públicos implica que estos trabajadores gozan también de todas las otras

"'º Sentencia C—377 del 27 de julio de 1998. magistrado ponente Alejandro Martínez. Corte Constitucional.
""º [ l)1'dem.
“” El Artículo 55 de la Constitución consagra el derecho de negociación colectiva en los siguientes términos: “Se

garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones laborales, con excepción de lo que se—

ñale la Le_v. Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución pacífica de los
conflictos de trabajo”. A su vez el Artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, establece que “los sindi—

catos de empleados públicos no pueden presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas,
pero los sindicatos de los demás trabajadores oñciales tienen todas las atribuciones de los otros sindicatos de
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garantías que son consustanciales al ejercicio de ese derecho, como es el amparo
contra actos de discriminación antisindical, la protección de la independencia de
las organizaciones sindicales y la necesaria concesión de ciertas facilidades a los re—

presentantes de la misma, como el fuero sindical….

La Corte encuentra que esa armonización es posible, por cuanto la facultad

de las autoridades de fijar unilateralmente las condiciones de trabajo y los emolu—

mentos de los empleados públicos “en manera alguna excluye que existan proce—

sos de consulta entre las autoridades y los trabajadores sobre esta materia, y que
en caso de conflicto, se busquen, hasta donde sea posible, soluciones concertadas,
tal y como lo establece el Artículo 55 Superior“ºº.

Esto signiñca que nada en la Carta se opone a que los empleados públicos for—

mulen peticiones a las autoridades sobre sus condiciones de empleo y las discutan

con ellas con el fin de lograr un acuerdo en la materia, lo cual implica que el dere—

cho de negociación colectiva no tiene por qué considerarse anulado. “Sin embargo,

y a diferencia de lo que sucede con los trabajadores oficiales, que tienen derecho de

negociación pleno, la búsqueda de soluciones concertadas y negociadas no puede
llegar a afectar las facultades que la Carta confiere a las autoridades de fijar unilate—

ralmente las condiciones de empleo““.
Más adelante en 2005 en Sentencia C—1234108, la Corte conceptúa que el Con—

venio No. 151 de la Organización Internacional del Trabajo establece como regla
general la libertad de sindicalización de quienes trabajan con el Estado. También
enfatiza la Corte, que las finalidades contenidas en el Convenio armonizan con los

principios y valores constitucionales, pues la Carta reconoce que en general los ser—

vidores públicos gozan de derechos constitucionales, como toda persona y todo tra—

bajador “aun cuando éstos pueden ser limitados en algunos aspectos, debido a que
la relación de trabajo al interior de la Administración Pública comporta un conte—

nido de interés general (Carta Política inciso 2º, Artículo 123)”lºº.

trabajadores, y sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos términos que los demás, aun cuando no

pueden declarar () hacer huelga”.
""º Sentencia C—377 de 1998. Óp. [Íf., Corte Constitucional.

""“ Íbl'dem.

"'7 SILVA ROMERO, Marcel. Óp. m., pp. 32+325.

“'* Sentencia C—1234 del 29 de noviembre de 2005, magistrado ponente Alfredo Beltrán, Corte

Constitucional.

… lbídem.
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De otra parte, la Ley 278 de 1996110 reglamenta los procedimientos a seguir
para efectos de la determinación del salario mínimo legal y de la concertación tripar—
tita —empleadores, trabajadores _v Gobierno— definida para su fijación en la Carta
Política. Mediante esta Ley, el Congreso crea la Comisión Permanente de Concer—

tación de Políticas Salariales y Laborales establecida en el Artículo 56 de la Cons—

titución Política. Dentro de las funciones fijadas para dicho Consejo está fomentar
las buenas relaciones laborales, contribuir a la solución de conflictos, concertar la

política salarial teniendo en cuenta que debe garantizar una calidad de vida digna
para el trabajador y su familia. Dentro de lo ordenado por la Ley, si el salario mí—

nimo es determinado por decreto del Gobierno debe consultar la meta de inflación
del año siguiente fijada por el Banco República y la productividad acordada por el
Comité Tripartito de Productividad del Ministerio de Protección Social e incluir
otros factores como la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremen—
to del Producto Interno Bruto, la meta de inflación y la inflación observada.

Gobierno de
Andrés Pastrana: 1998-2002

La Presidencia de la República le corresponde, a partir de 1998, al conservador
Andrés Pastrana. En su triunfo electoral tuvo que ver un elemento de gran impor—
tancia: Víctor G. Ricardo, miembro de la campaña política, se reunió con los jefes
guerrilleros de las FARC, .Manuel Marulanda y el .M ono joj0_y. Al día siguiente, el
vocero de dicha agrupación guerrillera, Raúl Reyes, manifestó desde México que si
Pastrana era elegido presidente, los jefes de su grupo no tendrían problema en re—

unirse con él; por su parte, éste anunció que “una de sus primeras decisiones, si era
elegido, sería la de desmilitarizar los municipios de Mesetas, Vistahermosa, Uribe,
La Macarena y San Vicente del Caguán”'“. Este hecho, sin lugar a dudas, influyó
para que cinco días después ganara los comicios electorales. La promesa electoral
se hizo realidad y durante treinta _v nueve meses se adelantaron negociaciones para
lograr la paz. El proceso se rompió el 20 de febrero de 2002.

En materia económica, hacia finales de la administración Samper e inicio de la
de Pastrana se protocoliza una crisis económica de grandes proporciones, que en sus
orígenes está asociada a la crisis financiera del Sudeste asiático, pero cuya intensidad

"“ Ley 278 de 1996 (por la cual se crea la Comisión Permanente de Concertación de las Políticas Salariales )"

Laborales creada por el Articulo 56 de la Constitución Política).
… TELLEZ, Edgar, MONTES. Óscar y LESMES Jorge. Diario ínfima ¡I'¿' un]í-aram. Historia ¡m ¿"ant…/a de] pm—

c'eso (/e1711; ron las F.v1RC, Bogotá, Editorial Planeta Colombiana 5. A., 2002, p. 35.
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responde a la debilidad ñscal _v cambiaria del país, que se traduce en una crisis ñnan—

ciera sin precedentes, en especial asociada al sector hipotecario, el cual da cuenta de

una caída en el PIB de 4,2 por ciento en 1999. Esta situación nunca antes se había pre—

sentado en el país, excepción hecha de 1930 y 1931 cuando la producción cayó más de

un 10 por ciento por el impacto que tuvo sobre la economía colombiana la Gran De—

presión de 1929. Como consecuencia de esta caída en la producción, el desempleo au—

menta hasta alcanzar un 20 por ciento en 2000 y el precio de la vivienda cae un 40 por
ciento real, superando el valor de las deudas por lo que un gran número de familias

con créditos hipotecarios vigentes se ven obligados a entregar su vivienda en dación

en pago a la entidad acreedora. Esta situación contribuye a exacerbar los problemas
de orden público, a pesar del empeño del gobierno de Pastrana por llegar a algún tipo
de acuerdo con las FARC a fm de recuperar la gobernabilidad del país.

Es dentro de ese contexto que el Congreso expide la Ley 524 de 1999112 que
ratifica el Convenio No. 154 de la Organización Internacional del Trabajo sobre fo—
mento cc la negociación colectiva como un instrumento libre y voluntario de concertación

de las condiciones económicas derivadas de ¡o relación laboral —incluidcis las organizacio—

nes sindicales de empleados públicos—. La Corte Constitucional en su pronunciamien—

to (Sentencia C—161 de 2000…) señala que si bien “la negociación libre y voluntaria

se presenta en el ámbito constitucional como el derecho regulador de una esfera de
libertad en cabeza de patronos y trabajadores”, la definición de “negociación co—

lectiva” incluida en el Convenio difiere de la incluida en el Artículo 416 del Código
Sustantivo del Trabajo de “convención colectiva” o “pacto colectivo” la cual puede
concretarse en conciliación o arbitraje si la participación es voluntaria de las partes.
Por lo tanto la Corte concluye que el derecho de sindicalización de los empleados
públicos y su derecho a la negociación colectiva son exequibles, pero a semejanza de

lo incluido en la Sentencia C—377 de 19981“, sujetos a que la decisión ñnal sobre la

remuneración de dichos trabajadores es competencia del Congreso y del Gobierno

en lo nacional y de las instancias correspondientes en lo territorial.
No obstante, en concordancia con estos señalamientos, frente a una demanda

en contra del Artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo que consagra que,

los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliegos de pe—

ticiones ni celebrar convenciones colectivas, pero los sindicatos de los demás

… Ley 524 de 1999 (por la cual se aprueba el Convenio No. 154 “sobre el fomento de la negociación colectiva“,

adoptada en la Sexagésima Séptima Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional
del Trabajo, Ginebra, 1981).

Sentencia C—161 del 23 de febrero de 2000, magistrado ponente Alejandro Martínez, Corte Constitucional.

… Sentencia C—377 del 27 de julio de 1998, Óp. ci/., Corte Constitucional.
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trabajadores oñciales tienen todas las atribuciones de los otros sindicatos de tra—

bajadores, y sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos términos que
los demás, aun cuando no puedan declarar o hacer la huelga.

La Sentencia C—1234 de 2005 señala que a partir de las leyes 411 de 1997 v 524
de 1999 —aprobatorias de los convenios Nos. 151 y 154— y del Artículo 55 de la Cons—

titución Política, las organizaciones sindicales de empleados públicos pueden acudir
a otros medios de negociación que garanticen la concertación de las condiciones de
trabajo “partiendo de la solicitud que al respecto formulen los sindicatos mientras el
Congreso de la República regula el procedimiento para el efecto”“5.

Sentencia C—1234 de 2005, Óp. (it., Corte Constitucional. “En el seno de las negociaciones, se deben buscar
fórmulas que concilien los intereses de las partes dentro de los límites impuestos por la Constitución y la Ley.
Tratándose de negociaciones colectivas con los sindicatos de empleados públicos, debe tenerse en cuenta que si
bien la negociación no es plena, porque se entiende que la decisión final le corresponde adoptarla a las autori—
dades señaladas por la Constitución (es decir, en el ámbito nacional al Congreso _v al Presidente de la República,
_v en el ámbito territorial, a las asambleas, concejos, gobernadores _v alcaldes), esto no implica que los sindicatos
de estos servidores públicos no puedan desarrollar instancias legítimas para alcanzar una solución negociada _v

concertada en el caso de conflicto entre los empleados públicos y las autoridades. En tales instancias, el Estado—
empleador tiene la obligación no sólo de recibir las peticiones, consultas o los reclamos hechos a través de la

organización sindical de los empleados públicos, sino de oír y adoptar todos los procedimientos encaminados
para que las autoridades que son en últimas las que toman las decisiones, evalúen los derechos que reclaman
los servidores del Estado y se pueda adoptar una solución en lo posible concertada _v que favorezca los intereses
de las partes y del país. Por consiguiente, la declaración de exequibilidad de la disposición acusada, se adoptará
bajo el entendido que para hacer efectivo el derecho a la negociación colectiva contemplada en los convenios
Nos. 151 _v 154 de la Organización Internacional del Trabajo, que hacen parte de la legislación interna de Co—

lombia, las 0rganizariones sindim/es de empleados públicos podrán zn'zulír ¿¡ otros mediar que garanticen la romería—
rio'n en las condiciones de Iralmjn. ¿¡ pur/¡r de la solicitud que al respetíog/bmm/en estas sindiralor. nzientrar el Congreso
de la Repzilr/ím regule la materia. De conformidad con lo expuesto, a modo de resumen se tiene : (i) hacen parte
de la legislación interna del país los convenios Nos. 151 y 154 de la Organización Internacional del Trabajo, in—

corporados a través de las leyes 41 1 de 1998 y 524 de 1999; (ii) se despejan las dudas que pudieren existir res—

pecto de la garantía constitucional sobre el derecho de sindicalización de los empleados públicos, en el sentido
de que indiscutiblemente tienen derecho a hacerlo; (iii) también se despejan las dudas respecto del derecho de
los empleados públicos de realizar negociaciones colectivas, pues gozan del ejercicio del derecho de presentar
peticiones y consultas, _v ser oídas _v tenidas en cuenta; (iv) los empleados públicos si bien no gozan de los ple—

nos derechos de asociación _v convención colectiva, como ocurre con los trabajadores oficiales, la Constitución
y los convenios si les permiten participar en la determinación de sus condiciones de empleo, siempre _v cuando
se entienda que en última instancia, la decisión final corresponde al Congreso de la República _v al Presidente,
en el plano nacional, _v a las asambleas, concejos, gobernadores y alcaldes, en el plano territorial; (v) que los ob—

jetivos de la negociación colectiva se centran en la concertación voluntaria y libre de las condiciones de trabajo,
en la necesidad del diálogo encaminado a afianzar el clima de tranquilidad social, en la participación de todos
en las decisiones que los afectan, en la defensa de los intereses comunes, en la garantía de ser oídos )" atendidos
los representantes de las partes; (vi) que el concepto de empleados públicos excluidos del derecho de sindicali—

zarse es restringido. Esto quiere decir, que la regla general es la libertad de sindicalizarse, _v la excepción al goce
de tal derecho, sólo comprendería a servidores de “alto nivel que tengan poder decisorio o desempeñen cargos
directivos, o a los empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamente confidencial“. Además, se excluye
a las Fuerzas Armadas por expresa prohibición constitucional (artículos 39 y 218 de la Carta)“.
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La Corte no desconoce que el problema del ejercicio del derecho de los sin—

dicatos de empleados públicos a la negociación colectiva radica en que no exis—

ten mecanismos legales apropiados para hacer cumplir este derecho. Es más, el

Legislador no ha desarrollado el procedimiento para que estos sindicatos puedan
iniciar la concertación, y garantizar que las peticiones o los reclamos sean recibi—

dos y atendidos por la Administración Pública. Ni se ha establecido cuál es la au-
toridad pública competente para pronunciarse cuando se desconoce, sin motivo
el derecho de negociación colectiva. Tampoco existen los mecanismos legales que
garanticen que las solicitudes de los sindicatos de empleados públicos, después
de la etapa de concertación, se reflejen en los Proyectos de Ley de Presupuesto 0

en las leyes de carrera administrativa“-
En otras palabras, el Estado—empleador no puede valerse simplemente de la

posición de ser quien decide unilateralmente los asuntos concernientes a salario y
condiciones laborales, para abstenerse de oír lo que las organizaciones sindicales
de los empleados públicos solicitan, ni, mucho menos, omitir acciones encamina—

das a lograr la concertación de lo pedido“.

En concepto de la Corte,

surge con claridad, entonces, que se está ante un panorama legal distinto al

que existía cuando la Corte, en el año de 1994, en la Sentencia C—l 10 de 1994, exa—

minó el Artículo 416 del Código Sustantivo del Trabajo, pues, por un lado, no habían
sido incorporados por medio de la Ley, los convenios Nos. 151 y 154 de la Organiza—
ción Internacional del Trabajo, tantas veces citados, y del otro, los cambios introdu—

cidos son sustanciales y acordes con la Constitución, por las razones expuestas en las

sentencias que aprobaron dichos tratados“.

La incorporación a la legislación colombiana de los convenios Nos. 151 y 152

de la Organización Internacional del Trabajo y su aplicabilidad en los términos ex—

presados por la Corte Constitucional le pone término a dos conflictos de vieja data.
El primero, la posibilidad de los empleados públicos de conceptuar frente a sus

II;/llum. “Por consiguiente, se comparte la solicitud del NIinisterio Público en el sentido de que el Legislador
debe reglamentar el procedimiento encaminado a reglamentar, en un plazo prudencial, _v concertandn en lo

posible con las organizaciones sindicales de empleados públicos, el derecho a la negociación colectiva de es?

tos servidores, de conformidad con el Artículo 55 de la Constitución y con los convenios Nos. 151 _v 154 de
la Organización Internacional del Trabajo debidamente ratificados por el país y que hacen parte de la legis—

lación interna en virtud de las leyes 411 de 1998 y 524 de 1999, respectivamente”.

lbídem.

… Íl¡í/Íem.
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condiciones laborales; el segundo, la aplicabilidad de los convenios de la Organiza—
ción Internacional del Trabajo ratificados por Colombia.

Ahora bien, dentro del proceso de reestructuración administrativa del Estado, el
Congreso expide la Ley 443 de 1998119 que reglamenta la normatividad a seguir en ma—

teria de carrera administrativa, la cual había enfrentado serios obstáculos que limitaban
y diñcultaban su puesta en marcha en muchas organizaciones públicas, a veces debido
a vacíos de carácter legal, y en otras ocasiones por deficiencias legales de tipo estructu—
ral que no habían permitido un suficiente avance, en particular a nivel territorialºº.

Dentro de los aspectos con mayor notoriedad revisados por el Legislativo, esta—

ba expedir un solo cuerpo normativo con la totalidad de las disposiciones relaciona—
das con la carrera administrativa; la organización, funcionamiento y competencias
de las comisiones nacionales, distritales y departamentales del Servicio Civil; la cla—

sificación de los empleos que por excepción deben ser considerados como de libre
nombramiento y remoción; y la vinculación a los empleos de carrera, en la medida
en que se hace necesario estudiar la realización de concursos generales para la ob—

tención de listas de elegibles de aplicación prevalente por parte de los nominadores,
dotando de mayor transparencia los procesos de selección.

La Ley 443 de 1998 exige que la reestructuración de las entidades cubiertas por
la Ley debe ser objetiva, necesaria y razonable. Para esos propósitos la misma Ley
prevé mecanismos para que el trabajador sea resarcido por el desequilibrio frente a
dicha carga pública, es decir, frente al sacrificio que implica ceder ante el interés ge—

neral. Con el ñn de controlar los posibles desmanes en que pudiere incurrir la Admi—
nistración tanto del orden nacional como del territorial al efectuar dichas reformas,
la norma acusada impone la obligación de presentar estudios de justiñcación sobre
la adopción de tales medidas, para de esta manera vigilar y preservar los derechos de
los empleados de carrera.

Esa Ley dio origen a diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional,
todos ellos orientados a respaldar las políticas oñciales otorgándoles mayor flexi—

bilidad a las autoridades en términos de reducción en los derechos a la estabilidad

”" Ley -'H3 de 1998 (por la cual se expiden normas sobre carrera administrativa y se dictan otras disposicio—
nes). Artículo 411 Reforma de plantas de personal. “Con el fin de garantizar la preservación de los derechos
de los empleados de carrera. las reformas de planta de personal de las entidades de la Rama Ejecutiva delos
órdenes nacional y territorial, que impliquen supresión de empleos de carrera, deberán motivarse expresa—
mente; fundarse en necesidades del servicio o en razones de modernización de la Administración y basar—

se en estudios técnicos que así lo demuestren. elaborados por las respectivas entidades… la Escuela Superior
de Administración Pública, Firmas especializadas en la materia, o profesionales en Administración Pública
u otras profesiones idóneas, debidamente acreditados, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto
expida el Gobierno Nacional”.

”” Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley —H3 de 1998. Anales del Congreso de la República.
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laboral. Dentro de ese marco, la Sentencia C—370 de 1999121 establece que la supre—

sión de un cargo de carrera administrativa se puede producir por múltiples circuns—

tancias, por ejemplo por fusión o liquidación de la entidad pública respectiva, por
reestructuración de la misma, por modificación de la planta de personal, por recla—

sificación de los empleos, por políticas de modernización del Estado con el fin de

hacer más eficaz la prestación del servicio público, controlar el gasto público, abolir

la burocracia administrativa, etcétera, objetivos que deben dirigirse exclusivamente

a lograr la optimización en términos de calidad, idoneidad y eficiencia del servicio

público, y basarse en criterios de razonabilidad, proporcionalidad y prevalencia del

interés general, sin dejar de lado la protección de los derechos de los trabajadores.
Esa argumentación no obsta para que el trabajador tenga derecho a una indemniza—

ción cuando existen razones que justifiquen la supresión de cargos….

La Sentencia C—954 de 2001123 se pronuncia en igual sentido:

el derecho a la estabilidad laboral de los empleados de carrera no es abso—

luto y encuentra su principal restricción en la misma Constitución, que establece

en su Artículo 125 las causales en las que procede el retiro de dichos empleados,

en armonía con el Artículo 58, que consagra la prevalencia del interés público

sobre el particular, así este trabajador goce de fuero sindical. En otro aparte la

misma Sentencia señala que la Sala estima pertinente recabar en que no puede

impedirse el desarrollo y el mejoramiento de la calidad de vida de la población,

ni la consecución de las finalidades sociales del Estado, y por ende la primacía de

los derechos e intereses generales, so pena de hacer prevalecer los derechos indi—

viduales; igualmente, tampoco existen derechos absolutos, en la medida en que

todos están supeditados a la prevalencia del interés colectivo….

Sentencia C—370 del 27 de mayo de 1999, magistrado ponente Carlos Gaviria, Corte Constitucional.

” [bir/em. “Dado que la supresión de cargos así sea con los fines anotados implica necesariamente un daño. surge

con claridad meridiana el deber de reparación por parte del Estado, por que si bien es cierto que el daño puede

catalogarse como legítimo porque el Estado puede en función de la protección del interés general determinar la

cantidad de sus funcionarios (artículos ISO—7 )“ 189—l-l de la Carta Política), esto no implica que el trabajador re—

tirado del servicio tenga que soportar íntegramente la carga cspeciñca de la adecuación del Estado, que debe ser

asumida por toda la sociedad en razón del principio de igualdad de todos ante las cargas públicas (Carta Politi—

ca, Artículo 13). Los derechos laborales entran a formar parte del patrimonio y no pueden ser desconocidos por

leyes posteriores (Articulo 58—1 de la Carta Política). Además, las autoridades de la República están obligadas a

protegerlos (Artículo 20 de la Carta Política). Esto armoniza con una de las finalidades del Estado Social de De»

recho: la vigencia de un orden social justo (Preámbulo de la Carta). Por ello se trata de una indemnización repa—

ratoria fundamentada en el reconocimiento que se hace a los derechos adquiridos en materia laboral'”.

Sentencia C—954 del 6 de septiembre de 2001, magistrado ponente Jaime Araújo, Corte Constitucional.

… Íliídenz.
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Lo anterior, señala la Corte, no significa que el trabajador quede a merced de la
voluntad de las autoridades encargadas de realizar la reestructuración _v se vean des—

amparados sus derechos, pues la Ley 443 de 1998, a la que pertenece el precepto acu—
sado, por un lado, exige que “las razones que justifican la reforma de las plantas de
personal son entonces de carácter objetivo y, en consecuencia, la necesidad de las me—
didas y su razonabilidad les corresponde evaluarlas a las autoridades competentes”.

De otra parte, en demanda contra el literal c del numeral 4 del Artículo 46 de
la Ley 50 de 1990125 (correspondiente al Artículo 366 del Código Sustantivo del
Trabajo) relativo a los requisitos a seguir para la inscripción del registro sindical, la
Sentencia C—567 de 2000126 elimina la prohibición del paralelismo sindical. La Corte
señala en su pronunciamiento que la doctrina ha suministrado explicaciones para la
existencia de esta limitación. Los argumentos utilizados, en general, se sintetizan en
el sentido de que es una medida que conviene a los trabajadores, pues impide que los
empleadores, enfrentados a un sindicato de base fuerte, propicien que se constituya
otro sindicato de base paralelo, con el único objetivo de menoscabar la fortaleza del
primero. Al respecto, señala la Corte que a pesar de ser este un argumento de apa—
rente fortaleza, fue un argumento de conveniencia explicable en el momento histó—
rico en que se dictó el Decreto Legislativo 235] de 1965127. Sin embargo, la Corte,
al avocar el tema, sólo puede realizar el examen de las normas legales impugnadas
frente a la Constitución, y también, en este caso específico, al Convenio No. 87 de la

'15 Ley 50 de 1990. Artículo 462 *“E1Ártículo 366 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: Artículo 366:
Tramitación. Recibida la solicitud de inscripción, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dispone de
un término máximo e improrrogable de quince (15) días hábiles. contados a partir de la fecha de su presen—
tación, para admitir, formular objeciones o negar la inscripción en el registro sindical. En caso de que la so»
licitud no reúna los requisitos de que trata el Artículo anterior, el Ministerio de Trabajo _v Seguridad Social
formulará por escrito a los interesados las objeciones a que haya lugar, para que se efectúen las correcciones
necesarias. En este evento el Ministerio del Trabajo dispone de diez (10) días hábiles contados a partir de la
fecha de presentación de la solicitud corregida, para resolver sobre la misma. Vencidos los términos de que
tratan los numerales anteriores, sin que el Ministerio del Trabajo _v Seguridad Social se pronuncie sobre la
solicitud formulada, la organización sindical quedará automáticamente inscrita en el registro correspon—
diente. Son causales para negar la inscripción en el registro sindical únicamente las siguientes: cuando los
estatutos de la organización sindical sean contrarios a la Constitución Nacional, la Ley o las buenas costum—
bres. Cuando la organización sindical se constituya con un número de miembros inferior al exigido por la
Ley. Cuando se trate de la inscripción de un nuevo sindicato de empresa, en una donde ya existiei'e organi—
zación de esta misma clase. Parágrafo: El incumplimiento injustificado de los términos previstos en el pre—
sente Artículo hará incurrir al funcionario responsable en causal de mala conducta sancionable con arreglo
al régimen disciplinario vigente". Texto original del Código Sustun!izw ¡[el Tralnzjn. Artículo 366: “Recono—
cimiento. El Ministerio del Trabajo reconocerá la personería jurídica, salvo el caso de que los estatutos del
sindicato sean contrarios a la Constitución, a las leyes o a las buenas costumbres 0 contravenga disposiciones
especiales de este Código. El Ministerio. dentro de los quince (15) días siguientes al recibo del expediente,
dictará la resolución sobre reconocimiento o denegación de la personería jurídica, indicando en el segundo
caso las razones de orden legal o las disposiciones de este Código que determinen la negativa”.

“" Sentencia C—567 del 17 de mayo de 2000, magistrado ponente Alfredo Beltrán, Corte Constitucional.
Decreto Legislativo 2351 de 1965 (por el cual se hacen unas reformas al Código Sustantivo del Trabajo).
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Organización Internacional del Trabajo, que según jurisprudencia de la Corte Cons—

titucional, hace parte del denominado “bloque de constitucionalidad”.

Otro argumento utilizado para defender la constitucionalidad de la limitación

legal al llamado “paternalismo” sindical, la Corte lo encuentra en la representación

sindical, y es que al limitar la existencia a un solo sindicato de base en una misma

empresa se fortalece la representación de los trabajadores. Sin embargo, la Corte

considera que éste tampoco es un argumento de índole constitucional, pues no hay

que olvidar que la representación sindical es un asunto que se gana en la misma lu—

cha democrática, dentro de la propia organización sindical, y no por medio de una

legislación que, bajo la excusa de proteger a los trabajadores, está impidiendo el

goce efectivo de un derecho fundamental, como es el de la libertad sindical.

Entonces, la Corte al continuar con la comparación del Artículo 39 de la Cons—

titución, en cuanto que garantiza a todos los trabajadores el derecho de constituir

sindicatos, y las disposiciones del Convenio No. 87 de la Organización Internacio—

nal del Trabajo, especialmente en el Artículo 2º, que dice que todos los trabajadores,

sin ninguna distinción, tienen derecho a constituir las organizaciones que estimen

convenientes, concluye que la prohibición legal de formar sindicatos de base en una

misma empresa, cuando ya exista otro, resulta injustificada a la luz de la garantía ex—

presa de la Constitución de 1991128.

De esta suerte, la norma acusada resulta, además, contraria a la propia filo—

sofía que informa la Constitución Política de 1991, en cuanto ella, en su Artículo

lº define el Estado colombiano como Social de Derecho, en el cual son principios

esenciales una organización “democrática, participativa y pluralista, fundada en

la dignidad humana”, principios éstos conforme a los cuales ha de interpretarse,

también, el Artículo 39 de la Carta en cuanto garantiza a los trabajadores a cons—

tituir sindicatos, lo cual desde luego ha de entenderse en el sentido de que éstos

pueden obedecer a distintas orientaciones ideológicas, cuya existencia se garanti—

za por la propia Constituciónºº.

De esta manera se da por terminada una tradición o jurisprudencia que tenía

más de cincuenta años y que había sido fuente de enorme controversia.

Las recurrentes quejas de los sindicatos ante el Gobierno y ante la Organiza—

ción Internacional del Trabajo, cuyo eje central se ubica en la protección del dere—

cho sindical de toda intervención que tienda a limitarlo o a entorpecer su ejercicio

'“ Sentencia C—567 del 17 de mayo de 2000. Óp. cit., Corte Constitucional.

… lliídem.
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legal, da pie para que en 2000 la Organización Internacional del Trabajo envíe a Co—
lombia un delegado de vigilancia.

Dentro de ese contexto es que, en respuesta a los cuestionamientos planteados
por la Organización Internacional del Trabajo respecto de la forma como se ha dado
cumplimiento a los convenios ratiñcados por parte de Colombia antes de 1991130, el
Congreso procede a expedir la Ley 584 de 20001“, que en lo fundamental sustrae del
ordenamiento jurídico normas contrarias a las contenidas en los convenios Nos. 87 y
98 de la Organización Internacional del Trabajo ratificados por Colombia en 1976.

El primero de estos convenios (No. 87) es el resultado de una decantación
histórica de primer orden al seno de la Organización Internacional del Trabajo,
que constituye un eje básico en la defensa de los derechos fundamentales de los
trabajadores del mundo. Esta perspectiva internacional se orienta a garantizar
que los trabajadores, sin ninguna distinción, gocen del derecho de constituir orga—
nizacionex que estimen pertinentes y de afiliarse a ellas sin autorización previa, anti—

cipando además, garantías para que dichas organizaciones puedan desplegar sus
actividades sin injerencia alguna de las autoridades públicas estando obligados los
Estados miembro que se adhieren al Convenio a tomar todas las medidas necesa—
rias para garantizar el libre ejercicio del derecho de asociación….

El Convenio No. 98 de 1949 ratificado por Colombia en 1976 por su parte es—

tablece “que no se niegue a los empleados públicos, con la sola excepción de los que
no trabajan en la administración del Estado, el derecho de negociar colectivamente sus
condiciones de empleo, de conformidad con los artículos 4º y 6º del Convenio. . .”'33.

130 La Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 584 de 2000 presentada al Congreso por el Gobier—
no señala: “El objetivo primordial es modificar y derogar varios articulos del Código Sustantivo del Trabajo
que se oponen en forma directa a la Constitución Política de Colombia. al ser restrictivos de la libertad de
asociación _v que en criterio de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios )" Recomendaciones de
la Organización Internacional del Trabajo no consultan los textos de los convenios Nos. 87 _v 98 ratificados
por Colombia7 relacionados con la libertad sindical y la negociación colectiva respectivamente. La Organiza—
ción Internacional del Trabajo ha señalado la falta de voluntad politica del Estado colombiano de adecuar su
legislación, como una de las causas primordiales para dar curso al procedimiento judicial de la Comisión de
Encuesta, lo cual, sobra decirlo, traería consecuencias adversas para el Estado colombiano. Como resulta claro
de la lectura de las observaciones de la Organización Internacional del Trabajo, dichas disposiciones no sólo
riñen con los convenios internacionales, sino que no se compadecen jurídicamente con nuestra Constitución
Política en temas tan sensibles al ordenamiento como las limitaciones impuestas a las libertades civiles, como
es el caso, por ejemplo, de los artículos 380 _v 384 del Código Sustantivo del Trabajo".
Ley 584 de 2000 (por la cual se derogan _v modifican algunas disposiciones del Código Sustantivo del
Trabajo).

Ponencia para Primer Debate al Proyecto de Lev de la Ley 584 de 2000. Anales del Congreso de la República.
Íbidem.



Capítulo III: tercer período (1990—2008) 261

La Ley 584 de 2000 contiene disposiciones que profundizan la libertad sindical,

alivia los requisitos del registro sindical —consagra expresamente el fuero sindical

para los empleados públicos—, deroga la obligación de registrar las modiñcaciones

a los estatutos sindicales —los cuales rigen a partir del depósito—, permite la huel—

ga justiñcada o imputable al patrono por retención de salarios, elimina el requisito
de ser trabajador de una empresa para ser directivo, reconoce fuero sindical a los

empleados públicos, aprueba que es el acta de inscripción de la junta directiVa la

que otorga permisos sindicales a los empleados públicos, facilita las finanzas y las

actuaciones de las federaciones, al igual que las confederaciones y elimina la inter—

vención del Ministerio en los asuntos sindicales….
Al respecto Silva Romero señala que “finalmente en 1999 el gobierno de Pas—

trana presenta un Proyecto de Ley de libertad sindical que tras arduos debates se

convierte en la Ley 584”, la cual en su opinión, sin embargo, no recoge la totalidad

de las observaciones persistentes de la Organización Internacional del Trabajo y,

además “contiene disposiciones completamente contrarias a los convenios, como

por ejemplo seguir insistiendo en que ningún sindicato puede actuar sin su inscrip—

ción en el registro sindical y solamente durante la vigencia del mismo”“?
De otra parte, la Corte en Sentencia C—201 de 2002136 se pronuncia frente a de—

mandas en contra de diversos artículos del Código Sustantivo del Trabajo. La ma—

yoría de las veces dichos pronunciamientos resultan favorables a la protección de

los derechos colectivos de los trabajadores. Tal es el caso de una demanda presenta—

da en contra del Artículo 379—e parcial del Código Sustantivo del Trabajo“, modi—

ficado por el Artículo 7º de la Ley 584 de 2000, referido al derecho a la declaratoria
de huelga en razón del no pago de obligaciones salariales. La Corte declara exequible
condicionadamente la norma acusada, en la medida en que extiende la posibilidad
de ejercer el derecho a la huelga cuando estén involucrados no sólo aspectos sala—

riales, sino también aspectos económicos del contrato laboral, como es por ejemplo
el no pago de aportes a la seguridad social“.

… COMISIÓN INTERNAC!ONAL DEL TRABAJO DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO.

Terrer Informe de la Comisión de Expertos en Aplirarr'o'rz de los Convenios); Recomendaciones, 833 Reunión de la

Conferencia Internacional del Trabajo, Parte IY—A, Suiza, 1996, p. 211. Tomado de SILVA ROMERO, Mar—

cel. Óp. …i., pp. 373-375.

'55 SILVA ROMERO, Marcel. Óp. cit., pp. 373-375.

Sentencia (1—2… del 19 de marzo de 2002, magistrado ponente Jaime Araújo, Corte Constitucional.

"'" Código Sustantivo del Trabajo. Artículo 379: Prohibiciones. “Es prohibido a los sindicatos de todo orden:

...e) Modificado por el Articulo 7" de la Ley 584 de 2000. Promover cualesquiera cesaciones o paros en el

trabajo, excepto en los casos de huelga declarada de conformidad con la Ley y de huelga imputable al em—

pleador por incumplimiento de las obligaciones salariales con sus trabajadores”.

Sentencia C—201 de 2002. Op. cit., Corte Constitucional. En esa oportunidad, señaló la Corte: “sin ignorar, por

supuesto, que el derecho a recibir oportunamente el salario constituye no sólo un medio de subsistencia sino
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También está la demanda en contra del Artículo 401—e parcial del Código Sus—

tantivo del Trabajo, adicionado por el Artículo 56 de la Ley 50 de 1990 sobre las nor—

mas que reglamentan la disolución de sindicatos“. Al respecto, la Corte señala que,

la disposición demandada no confiere al Ministerio de Trabajo la ¡"¿un/—

mal de disolver un eventual sindicato que pudiera crearse dentro de dicha entidad,
pues ésta es una función que corresponde exclusivamente al juez Laboral, tal
como lo dispone el Artículo 39 de la Constitución Política, al consagrar que “la
cancelación o la suspensión de la personería jurídica sólo procede por vía judi—

cial,” en concordancia con el Artículo 4º del Convenio No. 87 de la Organización
Internacional del Trabajo, según el cual “las organizaciones de trabajadores y em—

pleadores no están sujetas a disolución o suspensión por vía administrativa”“'.
En consecuencia, “ni el Ministerio de Trabajo ni quien demuestre interés jurí—

dico —incluyendo el respectivo empleador de los trabajadores sindicalizados—, se
convierten en “juez _v parte” cuando elevan una solicitud de disolución sindical
ante el laboral, pues ninguno de ellos tiene la competencia para decidir sobre ese
asunto. En ese orden de ideas, aplicando el símil propuesto por el demandante,
dichos sujetos son simplemente “partes” dentro del proceso….

En demanda contra los artículos 405 y 467 del Código Sustantivo del Trabajo
y el Artículo 25 del Decreto 2351 de 1965 sobre fuero sindical en los servicios públi—
cos…, el demandante aduce que el Artículo 405 del Código Sustantivo del Trabajo

H(I

HI

uz

de dignificación del trabajo _v la vida humana, la Corte considera que la huelga puede ejercerse por los tra—

bajadores afectados por el incumplimiento de obligaciones distintas a las meramente económicas tales como,
por ejemplo, el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social o. en general, cualquier deuda insoluta por
parte del empleador distinta al salario o a los factores salariales, a que puedan tener derecho los trabajadores
por disposición legal, contractual o reglamentaria. Lo anterior no significa que cualquier incumplimiento de
las obligaciones del empleador justifique la huelga, por lo cual corresponde a la autoridad competente deter—
minar, en cada caso, el mérito de las razones que conducen a la suspensión colectiva del trabajo”.

Código Sustantivo del Trabajo. Articulo 401: Casos de disolución. “Un sindicato o una federación o con—
federación de sindicatos solamente se disuelve: e) Adicionado por el Artículo 56 de la Ley 50 de 1990. En el
evento de que el sindicato, federación 0 Cºnfederación se encontrare incurso en una de las causales de diso—

lución, el Minis/erio de Tmlmjo _y Seguridad Sorin] o quien demuestre tener interés jurídico, podrá solicitar
ante el juez Laboral respectivo, la disolución y liquidación del sindicato _v la cancelación de la inscripción en
el registro sindical. :Xl efecto se seguirá en lo pertinente el procedimiento previsto en el Artículo 52 de esta
Ley. La Corte debe determinar si la norma demandada, al consagrar que el Álinisteri0 de Trabajo o quien
demuestre interés jurídico pueden solicitar al Juez Laboral declarar la disolución de un sindicato, los faculta
para intervenir ilegítimamente en dicha disolución”.

Sentencia C—201 de 2002. Óp. ¿"i/.. Corte Constitucional.

ll¡ídem.

Código Sustantivo del Trabajo. Artículo 405: Modificado por el Artículo 1“ del Decreto 204 de 1957: Defr—

nición. “Se denominafnem .tindim/ la garantia de que gozan algunos trabajadores de no ser despedidos, ni
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viola los artículos 13 y 39 de la Carta, toda vez que el precepto demandado excluye

de la protección foral los empleados públicos, pues dicha norma so'lo alude a quienes

tienen establecida una relación laboral con su empleador con base en un vínculo con—

tractual, mas no de carácter legal o reglamentario. Frente a esta demanda, la Corte

Constitucional reitera la jurisprudencia relativa al fuero sindical de los empleados

públicos incluida en la Sentencia C—593 de 1993 y señala que el Parágrafo lº del Ar—

tículo 12 de la Ley 584 de 2000, que modiñca el Artículo 416 del Código Sustantivo

del Trabajo, consagra expresamente el fuero sindical para los empleados públicos

por lo que considera innecesario declarar la constitucionalidad condicionada del

precepto acusado en los términos que solicita el demandante y, en consecuencia, el

Articulo 405 del Código Sustantivo del Trabajo es declarado exequiblem.

Ahora bien, frente a la demanda presentada en contra del Artículo 467 del Có—

digo Sustantivo del Trabajo que establece el derecho de todos los trabajadores de nego—

ciar libre )! voluntariamente con sus empleadores las condiciones derivadas de la relación

laboral, la Corte conceptúa que éste constituye un elemento esencial de la libertad

sindical, en la medida en que sirve de instrumento para alcanzar mejores condicio—

nes de vida y de trabajo de aquéllos a quienes representan las organizaciones sin—

dicales. En ejercicio de este derecho, y dado el carácter dinámico de las relaciones

laborales, en concepto de la Corte los trabajadores pueden celebrar convenciones eo—

lectivas con sus empleadores “para fijar las condiciones que regirán los contratos de

trabajo durante su vigencia”, al tenor del Artículo 467 del Código Sustantivo del

Trabajo. Por su parte, el Artículo 25 del Decreto de 1965 consagra la institución

denominada doctrinalmente fuero circunstancial.
Por las razones expuestas, la Corte declarará exequibles las normas demandadas,

pues deben armonizarse con el Artículo 416 del Código Sustantivo del

Trabajo, el cual restringe el derecho de negociación colectiva para los sindicatos

de empleados públicos en el sentido de prohibirles presentar pliegos de condicio—

nes y celebrar convenciones colectivas, restricción que la Corte reiteradamente

desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros establecimientos de la misma empresa o a un

municipio distinto, sin justa causa, previamente calificada por el Juez del Trabajo”. Articulo 467: Definición.

“Cont'em'io'n colectiva de trabajo es la que se celebra entre uno o varios patronos (hoy empleadores) o asociacio—

nes patronales, por una parte, y uno 0 varios sindicatos o federaciones sindicales de trabajadores, por la otra_

para fijar las condiciones que regirán los contratos de trabajo durante su vigencia". Decreto Legislativo 2351

de 1965. Artículo 25: Protección en conflictos colectivos. “Los trabajadores que hubieren presentado al patrono

(hoy empleador) un pliego de petición no podrán ser despedidos sin justa causa comprobada, desde la fecha de la

presentación del pliego y durante los términos legales de las etapas establecidas para el arreglo del conflicto".

Sentencia C—201 de 2002. Op. cit., Corte Constitucional. “Gozan de la garantía del fuero sindical, en los tér—

minos de este Articulo, los servidores públicos, exceptuando aquellos servidores que ejerzan jurisdicción,

autoridad civil, política o cargos de dirección o administración”.
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ha considerado acorde con la Constitución Política. Sin embargo, la Corte debe
advertir que, estando garantizado constitucionalmente el derecho de negociación
colectiva para todas las relaciones laborales, incluidas las de los empleados públi—

cos, y existiendo una amplia facultad de configuración normativa en esta materia
por parte del Legislador, este último podría en el futuro permitirle a dichos em—

pleados presentar pliegos de condiciones“”.

La misma Sentencia C—201 de 2002 resuelve sobre la demanda en contra del
Artículo 408 parcial del Código Sustantivo del Trabajo“5 referente al permiso para
despedir trabajadores amparados por elfuero sindical. La garantía foral busca impedir
que, mediante el despido, el traslado o el desmejoramiento de las condiciones de
trabajo, sin justa causa previamente calificada por el juez del Trabajo se perturbe
indebidamente la acción que el Legislador le asigna a los sindicatos (Artículo 405
del Código Sustantivo del Trabajo“).

Corresponde a la Corte decidir si el trabajador debe ser reintegrado a su trabajo
e indemnizado pero únicamente mediante el pago de los salarios dejados de pereibirpor ma—
sa del despido. La Corte frente a este tópico sostiene que la norma aeasaa'a vulnera los
principios de justicia y equidad que informan el ordenamiento constitucional (Preám—
bulo y Artículo 2º de la Carta Política) y menoscaba el derecho de asociación sindical
(Artículo 39 de la Carta Política), en la medida en que restringe ilegítimamente el al—

cance de la acción de reintegro ), por tanto, de la garantía del fuero sindical.

Se concluye entonces que el daño sufrido por el trabajador aforado, provo—
cado por el despido sin justa causa declarada mediante sentencia judicial, debe ser
reparado de manera integral, esto es, de acuerdo con lo que se logre probar en cada
caso, lo cual incluye, además ¿ie/pago de los salarios no devengados, con sus reajustesy

… Íbídem.

”5 Código Sustantivo del Trabajo. Articulo 408: Modificado por el Artículo 7" del Decreto 204 de 1957. “Si en el
caso de que trata el inciso 1" del Artículo 1 18 del Código Procesal del Trabajo se comprobare que el trabajador
fue despedido sin sujeción a las normas que regulan cl_/izero sindieal, se ordenará su reintegro y se condenará al
patrono (hoy empleador) a pagarle, a título de indemnización, los salarios dejados de percibir por causa del des—
pido. El fuero sindical, institución consagrada en el Artículo 39 de la Constitución Política, “es una consecuen—
cia de la protección especial que el Estado otorga a los sindicatos para que puedan cumplir libremente la fun—
ción que a dichos organismos compete, cual es la defensa de los intereses de sus afiliados. Con dicho fuero, la
Carta y la Ley, procuran el desarrollo normal de las actividades sindicales, vale decir, que no sea ilusorio el de—

recho de asociación que el Artículo 39 Superior garantiza; por lo que esta garantía mira a los trabajadores y es—

pecialmente a los directivos sindicales, para que éstos puedan ejercer libremente sus funciones, sin estar sujetos
a las represalias de los empleadores”. Tomado de Sentencia C—201 de 2002. Óp. ei!., Corte Constitucional.

“" Código Sustantivo del Trabajo. Artículo 405: Modiñcado por el Artículo 1" del Decreto 204 de 1957. Defi—
nición. “Se denomina fuero sindical la garantía de que gozan algunos trabajadores de no ser despedidos, ni
desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasladados a otros establecimientos de la misma empresa o
a un municipio distinto, sin justa causa, previamente calificada por el Juez del Trabajo".
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prestaciones, eualquier otro “ua/or dejado de percibir o pagado por el trabajador, como

consecuencia directa del despido injusto. Siendo entendido, además, que la repa—

ración integral incorpora la eorrespondiente indexarián. Por consiguiente, la Corte

declara la constitucionalidad de la expresión “a título de indemnización” contenida

en la norma acusada, en el entendido de que la indemnización a que tiene derecho

el trabajador aforado despedido ilegalmente, según sentencia judicial, debe ser in—

tegral en la medida de lo judicialmente probado….

En demanda contra el Artículo 406 parcial del Código Sustantivo del Trabajo…

relacionada con la Comisión Estatutaria de Reclamos que debe ser designada por la or—

ganización sindical con mayor número de trabajadores, corresponde a la Corte decidir,

en primer lugar, si la norma demandada establece una restricción legitima al ejercicio de

los derechos de asociación y libertad sindical, al consagrar que sólo puede existir una Co—

misión de Reclamos en una empresa. En segundo lugar, si la designación de dicha Comi—

sión por parte de la organización sindical que agrupe el mayor número de trabajadores,

es contraria a los principios democráticos que deben presidir la estructura y el funciona-

miento de los sindicatos, de conformidad con el Artículo 39 de la Constitución.

Debe recordarse que la Corte declaró inexequible el numeral 1 del Artículo 26

del Decreto 2351 de 1965, que prohibía la coexistencia de más de un sindicato de

base en una misma empresa, por lo cual debe armonizarse la norma bajo estudio

en el sentido de que, a pesar de que legalmente pueden constituirse varios sindi—

catos de base o de otra clase en una misma empresa, sólo puede existir una Comi—

sión Estatutaria de Reclamos. Ahora bien, ¿tal restricción vulnera los derechos de

asociación y libertad sindical?“

Sentencia c-201 de 2002. Óp. m., Corte Constitucional.

… Código Sustantivo del Trabajo. Artículo 406: Modiñcado por los artículos 57 de la Ley 50 de 1990 y 12 de la Ley

584 de 2000. Trabajadores amparados por el fuero sindical. “Están amparados por el fuero sindical: . . .d) Dos de

los miembros de la comisión estatutaria de reclamos, que designen los sindicatos, las federaciones o confedera—

ciones sindicales, por el mismo período de la junta directiva y por seis (6) meses más, rin que pueda existir en una

empresa más de una Comisión Esmtularia de Ree/amor. Ex… Comisión sei'a' designada por la oigrliliziu'iríii siii(iirul que

agrupe el mayor mímero de fi'a/mj!!zlore5”.

“" Sentencia C-567 del 17 de mayo de 2000, magistrado ponente Alfredo Beltrán, Corte Constitucional, “Para

avocar el examen correspondiente, habrá de responderse el siguiente interrogante: ¿existe justificación cons—

titucional para introducir por disposición legal la prohibición de formar sindicatos de base cuando ya exista

otro en la misma empresa? En primer lugar, ha de recordarse por la Corte que, conforme al Artículo 356 del

Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Articulo -l-0 de la Ley 50 de 1990, en la legislación colomf

biana se distingue entre los sindicatos de empresa, de industria o de rama de actividad económica, gremiales

y de oñcios varios. Los primeros, que son a los que refieren las disposiciones demandadas, son aquellos inte—

grados ¡por individuos de varias profesiones. oficios o especialidades, que prestan sus servicios a una misma

empresa, establecimiento o institución'. Como se ve, la prohibición de coexistencia de dos o más sindicatos

de base, en una misma empresa es la disposición objeto de la demanda, norma contenida en el numeral 1 del

Articulo 26 del Decreto 2351 de 1965. … En el presente caso, la prohibición a que se ¡*e/iere elx'1rlíeulo 26 del
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El objetivo fundamental de la Comisión de Reclamos dentro de la organización
sindical es el de elevar ante el empleador las respectivas reclamaciones que promue—
van tanto los trabajadores individualmente considerados, como el propio sindicato o
sindicatos, en caso de que coexistan varios de ellos en una empresa. Por ello, la Corte
encuentra razonable que sólo una comisión por empresa sea la encargada de llevar a
cabo dicha labor de manera uniñcada, pues se trata de un mismo empleador el depo—
sitario de las diversas reclamaciones que puedan presentarse dentro de la empresa,
lo cual no significa una restricción ilegítima a los derechos de asociación y libertad
sindical. Nótese que el Legislador no impone obstáculo alguno al ejercicio de las
funciones que ejerce dicha Comisión sino, por el contrario, garantiza la protección
especial del fuero sindical para dos de sus miembros”º.

Por las razones expuestas, no tiene ningún reparo de eonsiitueiona/idad la expre—
sión “sin que pueda existir en una empresa más de una Comisión Eslatntaria de Reda—
mos ", contenida en el literal d del Artículo 406 del Código Sustantivo del Trabajo y,
en consecuencia, se declarará exequible.

No obstante, teniendo en cuenta que,

la Comisión de Reclamos representa la totalidad de los trabajadores sindi—
calizados de la empresa, sin importar el sindicato al que estén afiliados, la designación
de sus miembras, la] como esta' rontemplada en la norma arzzsada, sieonsfiíaye una rio/a—
rio'n a los derechos de igualdady de participación de los trabajadores afiliados al sindi—
cato minoritario, y es contraria al mandato constitucional según el cual la estructura
y funcionamiento de los sindicatos deben sujetarse a los principios democráticos….

Como se señaló anteriormente, durante la administración Pastrana el compor—
tamiento económico fue particularmente crítico: la tasa promedio de crecimiento
del PIB fue de sólo 0,53 por ciento en el período, al tiempo que la de desempleo al—

canzó un 18 por ciento en promedio. Esta situación por obvias razones no resulta la
más propicia para incrementos salariales, por lo que éstos en algunos años se fijaron
por debajo del crecimiento de los precios del año precedente. En esas circunstan—
cias y frente a demandas instauradas ante la Corte Constitucional ésta se pronuncia
al respecto en diversas ocasiones.

Deereto 2351 de 1965, ¿“onza se observa pugna. de manera abierta, mn las normas rrmr!ilm'iona¡es)/a menciona/far,
por lo que la Car/e habrá de ¡ler/arar su ¡ne.t'eqniliilidaf.

”” Sentencia C—201 de 2002. Óp. ¿“i/., Corte Constitucional.
… [biz/em.
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Dentro de los fallos correspondientes se destaca, a pesar de los cambios en la

jurisprudencia introducidos por la misma Corte Constitucional en el período bajo

análisis, una característica o tendencia esencial, cual es el favorecimiento de la de—

fensa del poder adquisitivo de los salarios, definido éste con base en el crecimiento

del IPC del año precedente.
Las primeras sentencias de la Corte referentes a asuntos salariales fueron de

tutela. En dichas sentencias la Corte empieza a sentar los principios que luego se

traducirán en fallos de constitucionalidad.
La Sentencia T—102 de 1995 que hace referencia al Artículo 53 de la Carta ha—

bla de la remuneración móvil y señala que dicho calificativo abarca la totalidad de

los salarios puesto que ello es “lógica consecuencia de la naturaleza sinalagmática

y conmutativa de la relación laboral, prueba de lo cual es el reajuste automático de

todas las pensiones””º. Para esa Corporación,

sería absurdo que al trabajador pasivo se le reajustara su pensión y no se

le reajustara su salario al trabajador aríi-uo. Por consiguiente, si a un trabajador se

le fija un salario y se mantiene el mismo guarismo por más de un año a pesar de

que la cantidad y calidad del trabajo permanecen inmodiñcables, mientras el va—

lor del bien producido aumenta nominalmente, en razón de la depreciación de la

moneda, se estaría enriqueciendo injustamente el empleador en detrimento del

derecho que tiene el asalariado a recibir lo justo, y esto no sería correcto en un

Estado, una de cuyas fmalidades esenciales es garantizar la vigencia de un orden

justo (Preámbulo y Artículo 2º de la Carta Política), para lo cual el Estado tiene la

facultad de dirigir la economía con el fin de asegurar que todas las personas, en

particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios

básicos (Artículo 334 de la Carta Política)“.

En sentido similar se pronuncia en Sentencia T—276 de 1997, donde la Corte

señala que “el reajuste anual de los salarios con una tasa inferior al crecimiento de

los precios del año precedente implica una limitación al derecho fundamental al sa—

lario mínimo vital y móvil y a la proporcionalidad a la cantidad y calidad del trabajo

y conlleva el enriquecimiento injustificado del empleador”154_

“51 Sentencia T—102 de 1995. Óp. …… Corte Constitucional.

lllídem. Este tópico también se desarrolla en otras sentencias: SU—599 de 1995, magistrado ponente josé

Gregorio Hernández; T—770 de 2001, magistrado ponente jaime Córdoba; T—013 de 1999 y T—012 de 1999,

magistrado ponente Rodrigo Escobar: _r T—348 de 2007, magistrado ponente Clara Inés Vargas.

… Sentencia T—276 del 3 de junio de 1997. magistrado ponente josé Gregorio Hernández, Corte Constitucional.
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Estas sentencias de tutela sirven de base para que hacia adelante, cuando la
Corte haga referencia al tema salarial tenga en cuenta tanto el salario mínimo como
el resto de salarios de la economía.

La Sentencia C—815 de 1999155, emitida en proceso de demanda de inconstitu—
cionalidad del Artículo Sº de la Ley 278 de 1996, en la que la accionante considera
que en el proceso de reajuste salarial se da más peso al criterio de la inflación espe—
rada que a la pasada, institucionalizándose así la pérdida de poder adquisitivo del
salario mínimo, la Corte Constitucional condiciona su exequibilidad señalando en
la parte resolutiva en

el entendido de que, al fijar el salario mínimo, en caso de no haberse lo—

grado consenso en la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Sala—
riales y Laborales, el Gobierno deberá motivar su Decreto, atendiendo, con el
mismo nivel e incidencia, además de la meta de inflación del siguiente año, a los
siguientes parámetros: la inflación real del año que culmina, según el Índice de
Precios al Consumidor, IPC. . .

156.

Esta Sentencia reviste gran trascendencia en razón a que le fija un piso al in—

cremento salarial en caso de no lograrse consenso en la Comisión Permanente de
Conciliación. Con ello, de facto le resta importancia al debate democrático _v ra—
zón de ser a la misma Comisión, a menos de que el sector empresarial estuviese
dispuesto a negociar incrementos de salarios sustanciales en términos reales; o al—

ternativamente, el sector trabajador negociara reducciones en los salarios reales, si—

tuación que resulta poco probable.
Otras sentencias de gran trascendencia referentes al tema salarial son las C—710

de 1999157, C—l433 de 2000153, C—1064 de 2001159 y C—1017 de 2003150.

… Sentencia C—815 del 20 de octubre de 1999, magistrado ponente josé Gregorio Hernández, Corte Constitu—
cional. “Aquí debe decirse que los poderes díscrecionales, con frecuencia invocados en el manejo de perso—nal y que tienen origen en la Ley, no pueden ser absolutos si se los mira desde la perspectiva constitucional.
Han de ejercerse sobre una base que, de suyo, los limita: la del Artículo 25 de la Constitución que garantiza
unas condiciones dignas_yjuxmx por fuera de las cuales nadie está obligado a trabajar“ (Corte Constitucional,
Sala Quinta de Revisión, Sentencia T—483 del 27 de octubre de 1993).

15"' [bit/em.

Sentencia C—710 del 22 de septiembre de 1999, magistrado ponente josé Gregorio Hernández, Corte
Constitucional.

15” Sentencia C—l433 del 23 de octubre de 2000, magistrado ponente Antonio Barrera, Corte Constitucional.
15“ Sentencia C—1064 del 10 de octubre de 2001. magistrados ponentes Manuel José Cepeda y jaime Córdoba,

Corte Constitucional.
“*” Sentencia C—1017 del 30 de octubre de 2003, magistrados ponentes Manuel José Cepeda y Rodrigo Escobar,

Corte Constitucional.
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Aparentemente, el alcance de la Sentencia C—710 de 1999 al autorizar al Eje—

cutivo a realizar incrementos de los emolumentos de los servidores públicos en

períodos distintos de los primeros diez días de cada año calendario, fortalecía las

¡competencias del Presidente…. No obstante, en la realidad la Corte deriva de esa

Sentencia un principio más amplio, al que le da rango constitucional: el aumento

de los salarios de los servidores públicos debe ser por lo menos anual. En un ám—

bito distinto, el del salario mínimo legal, como se anotó, la Corte (Sentencia C—815

de 1999) le da una dimensión cuantitativa a su decisión anterior: el aumento no

puede ser inferior al de la inflación del año anterior.
La Sentencia C—1064 de 2001 de la Corte Constitucional reitera la tesis de que

el mantenimiento del valor real del salario es un derecho de los servidores del Es—

tado, pero señala que los derechos no son absolutos y son susceptibles de ser limi—

tados, así esa limitación esté sujeta a restricciones y condicionamientos. Dentro de

éstos está el que la limitación debe justificarse por el conflicto con otros derechos

o mandatos constitucionales; otro, la aplicación de criterios de proporcionalidad,

equidad y temporalidad.
El marco de referencia para estas sentencias es que la Corte Constitucional con—

sidera que la “Ley 4 no contiene normas relativas a la armonización de los criterios

que ella misma establece para fijar periódicamente el régimen salarial de los emplea—

dos públicos”162 por ello entra a fallar sobre la materia y con base en los mandatos

constitucionales en virtud de los cuales los salarios deben ser proporcionales a la

cantidad del trabajo (artículos 25 y 53 de la Constitución Política), y del derecho a

la remuneración mínima vital y móvil. En decir de la Corte, “la remuneración de los

"“ Sentencia C—710 de 1999. Óp. cit., Corte Constitucional. “La Corte, en este entendido, declarará inexequi—

bles las expresiones demandadas, aunque dejando en claro que de tal declaración no puede deducirse que el

Gobierno pueda aguardar hasta el final de cada año para dictar los decretos de aumento salarial. Este, como

lo manda la norma objeto de análisis, debe producirse al menos cada año, lo que implica que no podrá trans—

currir más de ese lapso con un mismo nivel de salarios para los servidores a los que se reñere el Artículo 1”,

literales a, b y d, de la Ley 4 de 1992, y, según resulta del presente Fallo, efectuado ese incremento anual

podrá el Gobierno, según las necesidades y conveniencias sociales, económicas y laborales, decretar otros,

ya sin la restricción que se declara inconstitucional. Debe ser el Ejecutivo, sin la restricción plasmada en la

norma legal, el que indique la fecha a partir de la cual operará, con carácter retroactivo, el respectivo aumen—

to. Es ésa una decisión administrativa que la Ley Marco no puede forzar, según el principio constitucional

de distribución de competencias entre el Congreso y el Gobierno. Bien puede el Ejecutivo, en cuanto a esos

aumentos posteriores dentro del año, si cree oportuno decretarlos, señalar que rigen desde el lº de enero o

desde otra fecha, y la norma del Congreso, que debe ser amplia y general, no tiene competencia para hacer

inflexible la regla que en esos casos habrá de aplicarse”.

PEREZ SALAZAR, Mauricio. “Economía _v fallos constitucionales: La experiencia colombiana desde la vi—

gencia de la Carta Política de 1991 hasta 2003", en Documentos de Trabajo No. 21, Bogotá, Universidad Ex—

ternado de Colombia, 2007, p. 46.
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servidores públicos está llamada a evolucionar proporcionalmente, de acuerdo con el
aumento en el costo de vida”….

La Corte en las sentencias relacionadas va incorporando parámetros para defi—

nir la limitación del derecho a la remuneración mínima vital y móvil. Estos paráme—
tros, según Manuel José Cepeda“º* son: primero, que ¿amo mínimo se debe aplicar el
50 por ciento del incremento en el IPC a los salarios de los trabajadores públicos que
devenguen más de dos salarios mínimos y el IPC para aquellos que ganan hasta dos
salarios mínimos —aquí la Corte cambia el concepto de la remuneración promedio
por el de dos salarios mínimos legales para delimitar cuáles trabajadores tienen un
derecho intangible—. El segundo, que el incremento de los salarios de los servidores
públicos de las escalas superiores no puede ser igual o mayor al de las escalas inme—
diatamente inferiores, de lo contrario se desconocerían los principios de equidad y
progresividad. El tercero, que entre una y otra escala o grado salarial, las distancias
entre los porcentajes de aumento no pueden ser grandes con el fin de evitar diferen—
cias desproporcionadas”? Además la Corte incluye,

. . . una dimensión temporal dinámica para ubicar las limitaciones anuales a los
incrementos en los salarios del sector público dentro de los períodos de cuatro años
en los cuales tales limitaciones sean adoptadas. En este sentido, la Corte explicó que
desde una perspectiva temporal, una cosa es imponer una limitación ocasional e in—

usual, y otra muy distinta afectar de manera frecuente y anual“.

Estos fallos han despertado las más agudas controversias, entre otras cosas por—

que entre una y otra Sentencia se producen cambios radicales de jurisprudencia, y
por la abierta y detallada asunción de poderes constitucionalmente asignados al Eje—
cutivo por parte de la Corte.

Para Silva Romero, la discusión “va a dar lugar a una discusión muy curiosa como
es la de si de la frase (salario mínimo vital y móvil” del Artículo 53 de la Constitución se
deduce el reajuste”“”. Más adelante continúa y esta crítica es quizás más demoledora
que la de la interferencia en la economía, y es que con este tipo de fallos se perpetúa de

… CEPEDA, Nlanueljosé. Polémicas ¿“MIS/¡[!IL'ÍOIMÍEX, Bogotá, Legis Editores S.A., p. 299.

"” 1111'dem.

'“ Ibídem, p. 299. “La intensidad del juicio de razonabilidad que se le aplique al derecho vulnerado depende de
la relevancia de los valores que podrían ponerse en riesgo con la medida objeto de análisis. El fin de la me—
dida es la reducción del déficit ñscal que amenaza gravemente la prosperidad general, la prioridad del gasto
social _v el principio de solidaridad. Se considera que elfin es imperioso _v el medio elegido no está prohibido en
el ordenamiento jurídico _v es nermario_yproporcionado para alcanzar el fin propuesto“.

…“ 117ídem.

"” SILVA ROMERO, Marcel. Óp. n'¡._ p. 316.
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nuevo lo que venía ocurriendo de tiempo atrás. Esto es que normas impuestas, así no

sea a solicitud de los trabajadores, aunque con su beneplácito, de todas maneras susti—

tuyen el diálogo y entran en el engañoso campo de la Dictadura“. En su concepto, es

. claro que los trabajadores recibieron con gozo la decisión de la Corte

Constitucional que ordena el reajuste automático de sus salarios, pero no ob—

servaron el peligro de reemplazar el duro conflicto laboral con la silenciosa ela—

boración de un memorial por un abogado exitoso que provocó una Sentencia

favorable, pero cuya mayor falencia consiste en que tales decisiones judiciales son

profundamente variables en Colombia“.

,
Gobierno de

Alvaro Uribe: 2002—2010

Álvaro UribeVélez gana las elecciones de 2002 con una propuesta centrada en la re—

cuperación de la seguridad y en el combate a los grupos irregulares. Esta propues—

ta fue acogida por la población debido al inmenso desprestigio de los diálogos que
desarrolló Andrés Pastrana con la guerrilla de las FARC —y que terminaron en un
abrupto rompimiento debido a los abusos de la insurgencia— las cuales aprovecha—

ron este escenario para fortalecerse militarmente.
La política de defensa y seguridad democrática, que tiene una visión de largo

plazo, tiene como propósito reforzar y garantizar el Estado de Derecho en todo el

territorio, mediante el fortalecimiento de la autoridad democrática; el libre ejercicio

de la autoridad de las instituciones; el imperio de la Ley y de la participación activa

de los ciudadanos en los asuntos de interés común. Se considera que la “verdadera”

seguridad requiere no sólo de la coerción de la Fuerza Pública, sino de la capacidad

del poder judicial para administrar pronta y cumplida justicia y del Congreso de

legislar considerando la seguridad como el bien común de la sociedad”º.

'“ l/zídem, pp. 316—318. “Ambas Cortes Constitucionales, la segunda de Carlos Gaviria y José Gregorio Her—

nández _v la tercera, la de Cepeda y Tafur se movieron dentro de la tradicional cultura de la imposición )" del

diálogo social, de la autocomposición. Ambas Cortes entraron en el engañoso campo de la dictadura con una

ubicación des-acertada en los asuntos sociales. La democratización del país contra la cultura dictatorial pasa

necesariamente por el fortalecimiento de los actores sociales y por la evidencia de tener acuerdos con conse—

cuencias efectivas para el país, y tal tarea no puede ser realizada por los jueces, pues de hacerlo simplemente

se está reemplazando el presidente o el ministro autoritarios por jueces autoritarios”.

"'" lbídem.

”“ Presidencia de la República y Ministerio de Defensa Nacional, República de Colombia “Política de Defensa

y Seguridad Democrática”, Bogotá… 2003. disponible en: http:/alpha.mindefensacom.co
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Con la llegada a la Presidencia de Uribe Vélez, dado que la economía enfren—
ta diñcultades para recuperarse de la crisis de 1998, que las tasas de desempleo
continúan elevadas —l7,67 por ciento— y que subsiste un abultado déficit fiscal en
especial originado en la creciente carga prestacional, el Gobierno presenta a consi—
deración del Congreso diversas reformas, dentro de las cuales se destacan la Labo—
ral (Ley 789 de 2002) _v la Pensional (Ley 797 de 2002 y Ley 860 de 2003).

Es así que, como complemento de la Ley 50 de 1990, doce años más tarde, la
Ley 789 de 2002 incrementa laflexíbílídad ¿le la estabilidad laboral…. Con ese pro—
pósito elimina de los artículos 25 y 26 de la Ley 50 de 1990 el requisito de apli—
cabilidad exclusiva para los nuevos contratos de trabajo, al tiempo que reduce los
recargos por horas extras _v dominicales y en particular el monto de las indemni—
zaciones a las que tienen derecho los trabajadores por despido injustificado. Para
estos efectos la Ley establece diferencias entre quienes devengan más de diez sala—
rios mínimos legales y quienes devengan menos de diez salarios mínimos legales.
Adicionalmente, el Artículo 29 modifica el régimen de indemnizaciones para los
trabajadores que devengan un salario mínimo, cuando a la terminación del contrato
no se les hubiere pagado todos los salarios y prestaciones.

Por otra parte, la Ley 790 de 2002172 hace referencia a la renovación y moder—
nización de la estructura de la Administración Pública en razón de criterios de
sostenibilidad financiera. Para ello, en términos generales, la Ley ordena la fusión
de entidades u organismos nacionales y de ministerios. En concordancia, reviste al
Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias durante los seis
meses subsiguientes a la expedición de la Ley para adelantar el proceso, al tiempo
que crea una Comisión de Seguimiento que supervise la utilización de esas faculta—
des. Dentro de ese marco, obliga al Estado a otorgar un reconocimiento económico
para la rehabilitación laboral, profesional y técnica de aquellos empleados públi—
cos cuyos cargos sean suprimidos, excepción hecha de los directivos. Así mismo,
prohíbe a las entidades incorporar a su estructura de planta personal contratado
mediante la modalidad de prestación de servicios, así como reemplazar los cargos
que resulten vacantes como consecuencia de la jubilación o la pensión de vejez. Al
respecto, establece que el incremento anual del costo de las plantas de personal no
puede superar la inflación del año inmediatamente anterior. Promueve también la
implementación del marco tecnológico denominado “gobierno electrónico” y or—
dena fortalecer la defensa judicial de la nación.

… Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 789 de 2002 (por la cual se dictan normas para apoyarel cmpleo _v ampliar la protección social y se modifican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo).
Anales del Congreso de la República.

Ley 790 de 2002 (por la cual se expiden disposiciones para adelantar el programa de renovación de la Admi—
nistración Pública _v se otorgan unas facultades extraordinarias al Presidente de la República).
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Estas normas, en su mayoría, han sido validadas por la Corte Constitucional, con
lo que se les dio vía libre a los cambios allí introducidos.

Dentro de las primeras demandas en contra de la Ley 789 de 2002173 la Corte,

en Sentencia C—781 de 2003174, se pronuncia sobre la constitucionalidad del inciso
lº y el Parágrafo 2" del Artículo 29175 que modifica el régimen de indemnización para
los trabajadores que devengan más de un salario mínimo, cuando a la terminación
del contrato de trabajo no les hubieren pagado todos los salarios y prestaciones de—

bidos. En la Sentencia, la Corte corrobora su jurisprudencia acerca de la diferencia

entre los derechos adquiridos y las meras expectativas y recalca que el Legislador
está autorizado para modificar las normas laborales, “sin más límites que los que le

imponga la misma Constitución y los derechos fundamentales de las personas”“.

Ley 789 de 2002 (por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección social y se mo—

difican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo).

Sentencia C—781 del 10 de septiembre de 2003, magistrado ponente Clara Inés Vargas, Corte Constitucional.

'75 Ley 789 de 2002. Artículo 29: Indemnización por falta de pago. “El Artículo 65 del Código Sustantivo de

Trabajo quedará así: Si a la terminación del contrato, el empleador no paga al trabajador los salarios y pres—

taciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las partes, debe pagar
al asalariado, como indemnización, una suma igual al último salario diario por cada día de retardo, hasta por
veinticuatro (24) meses, o hasta cuando el pago se verifique si el período es menor. Si transcurridos veinti—

cuatro (24) meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador no ha iniciado su recla—

mación por la vía ordinaria o si presentara la demanda no ha habido pronunciamiento judicial, el empleador
deberá pagar al trabajador intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados

por la Superintendencia Bancaria, a partir de la iniciación del mes veinticinco (25) hasta cuando el pago se

verifique. Dichos intereses los pagará el empleador sobre las sumas adeudadas al trabajador por concepto
de salarios y prestaciones en dinero. Si no hay acuerdo respecto del monto de la deuda, o si el trabajador se

niega a recibir, el empleador cumple con sus obligaciones consignando ante el Juez del Trabajo y, en su de—

fecto, ante la primera autoridad política del lugar, la suma que conñese deber, mientras la justicia de trabajo
decide la controversia. Parágrafo 1”: Para proceder a la terminación del contrato de trabajo establecido en
el Artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, el empleador le deberá informar por escrito al trabajador,

a la última dirección registrada, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la terminación del contrato, el

estado de pago de las cotizaciones de seguridad social y parañscalidad sobre los salarios de los últimos tres

meses anteriores a la terminación del contrato, adjuntando los comprobantes de pago que los certiñquen. Si

el empleador no demuestra el pago de dichas cotizaciones, la terminación del contrato no producirá efecto.

Sin embargo, el empleador podrá pagar las cotizaciones durante los sesenta (60) días siguientes, con los in—

tereses de mora. Parágrafo 2º: Lo dispuesto en el inciso lº de este Artículo sólo se aplicará a los trabajadores

que devenguen más de un salario mínimo mensual vigente. Para los demás seguirá en plena vigencia lo dis—

puesto en el Artículo 65 del Código Sustantivo de Trabajo vigente. Este Artículo dispone lo siguiente: “Artí—

culo 65: Indemnización por falta de pago. Si a la terminación del contrato, el patrono no paga al trabajador
los salarios y prestaciones debidos, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o convenidos por las

partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma igual al último salario diario por cada día

de retardo. Si no hay acuerdo respecto del monto de la deuda, o si el trabajador se niega a recibir, el patrono
cumple con sus obligaciones consignando ante el Juez del Trabajo y, en su defecto, ante la primera autoridad

política del lugar, la suma que conñese deber, mientras la Justicia del Trabajo decide la controversia En la

misma sanción incurre el patrono cuando no haga practicar al trabajador el examen médico y no le expida el

correspondiente certificado de salud de que trata el ordinal 7 del Artículo 57””.

… Sentencia C—781 de 2003. Óp. [Ít., Corte Constitucional.
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Dentro de ese mismo orden de ideas, frente a una demanda en contra de los
artículos lº (sistema de protección social…), 25 y 26 (trabajo ordinario y nocturno,
y trabajo dominical y festivo“), 28 (indemnización en caso de terminación uni—

lateral y sin justa causa del contrato de trabajo“), 29 (indemnización por falta de

178

179

Ley 789 de 2002. Artículo l': Sistema de protección twin/. “El sistema de protección social se constituye como
el conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los
colombianos, especialmente de los más desprotegidos. Para obtener como mínimo el derecho a: la salud, la
pensión y al trabajo. El objeto fundamental, en el área de las pensiones, es crear un sistema viable que garanti—
ce unos ingresos aceptables a los presentes y futuros pensionados. En salud, los programas están enfocados a

permitir que los colombianos puedan acceder en condiciones de calidad y oportunidad, a los servicios básicos.
El sistema debe crear las condiciones para que los trabajadores puedan asumir las nuevas formas de trabajo,
organización y jornada laboral y simultáneamente se socialicen los riesgos que implican los cambios económi—
cos y sociales. Para esto, el sistema debe asegurar nuevas destrezas a sus ciudadanos para que puedan afrontar
una economía dinámica según la demanda del nuevo mercado de trabajo bajo un panorama razonable de creci—

miento económico. Creación del Fondo de Protección Social. Créase el Fondo de Protección Social… como una
cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, o a
la entidad que haga sus veces, cuyo objeto será la financiación de programas sociales que el Gobierno Nacional
defina como prioritarios y aquellos programas y proyectos estructurados para la obtención de la paz. El Fondo
de Protección Social tendrá las siguientes fuentes de financiación: los aportes que se asignen del Presupuesto
Nacional; los recursos que aporten las entidades territoriales para planes, programas y proyectos de protección
social; las donaciones que reciba; los rendimientos financieros generados por la inversión de los anteriores re»
cursos; los rendimientos financieros de sus excedentes de liquidez y, en general, todos los demás recursos que
reciba a cualquier título. Parágrafo: El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento y la destinación de
los recursos del Fondo de Protección Social. La contratación con los recursos del Fondo deberá regirse por las
reglas que regulan la contratación en el derecho privado”.

Art/¿"ula 25: Tra/¡ajo ordinario _]' nocturno. “El Artículo 160 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así:
Trabajo ordinario y nocturno: Trabajo ordinario es el que se realiza entre las seis horas (6:00 a.m.) y las vein—

tidós horas (10:00 p.m.).Trabajo nocturno es el comprendido entre las veintidós horas (10:00 p.m.) y las seis
horas (6:00 a.m.)”. Artículo 26: 73'a/mj0 dominim1_yféxtiro. “E1Artículo 179 del Código Sustantivo del Traba—
jo, subrogado por el Artículo 29 de la Ley 50 de 1990, quedará así: El trabajo en domingo y festivos se remu—
nerará con un recargo del 75 por ciento sobre el salario ordinario en proporción a las horas laboradas. Si con
el domingo coincide otro día de descanso remunerado sólo tendrá derecho el trabajador. si trabaja, al recar—

go establecido en el numeral anterior. Se exceptúa el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales
previstas en el Artículo 20 literal c de la Ley 50 de 1990. Parágrafo 1”: El trabajador podrá convenir con el
empleador su día de descanso obligatorio el día sábado o domingo que será reconocido en todos sus aspec—
tos como descanso dominical obligatorio institucionalizado. Interprétese la expresión dominical contenida en
el régimen laboral en este sentido exclusivamente para el efecto del descanso obligatorio. Las disposiciones
contenidas en los artículos 25 y 26 se aplazarán en su aplicación frente a los contratos celebrados antes de la
vigencia de la presente Ley hasta el lº de abril del año 2003. Parágrafo 2“: Se entiende que el trabajo domini—
cal es ocasional cuando el trabajador labora hasta dos domingos durante el mes calendario. Se entiende que el
trabajo dominical es habitual cuando el trabajador labore tres o más domingos durante el mes calendario“.

Arrímlo 28: 7?rminm"írín uni/(¡tem! del conlmto de Trabajo sz'njuxta ¿'auxa. “El Artículo 64 del Código Sustantivo
del Trabajo, subrogado por el Articulo 6" de la Ley 50 de 1990, quedará así: Terminación unilateral del con—

trato de trabajo sin justa causa. En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incum—
plimiento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte responsable. Esta indemnización
comprende el lucro cesante y el daño emergente. En caso de terminación unilateral del contrato de trabajo sin
justa causa comprobada, por parte del empleador o si éste da lugar a la terminación unilateral por parte del
trabajador por alguna de las justas causas contempladas en la Ley, el primero dcberá al segundo una indemni—
zación en los términos que a continuación se señalan: en los contratos a término ñjo_ el valor de los salarios coA

rrespondientes al tiempo que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el del lapso determinado
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pago), 30 (relación de aprendizaje 180) y 51 (jornada laboral flexible…) de la Ley 789

por la duración de la obra o la labor contratada, caso en el cual la indemnización no será inferior a quince (15)

días. En los contratos a término indefinido la indemnización se pagará así: para trabajadores que devenguen

un salario inferior a diez (10) salarios mínimos mensuales legales, treinta (30) días de salario cuando el tra—

bajador tuviere un tiempo de servicio no mayor de un año. Si el trabajador tuviere más de un año de servicio

continuo se le pagarán veinte (20) días adicionales de salario sobre los treinta (30) básicos del numeral 1, por
cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero y proporcionalmente por fracción; para trabajado—

res que devenguen un salario igual o superior a diez (10) salarios mínimos legales mensuales: veinte (20) días

de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de servicio no mayor de un año. Si el trabajador tuviere más

de un año de servicio continuo, se le pagarán quince (15) días adicionales de salario sobre los veinte (20) días

básicos del numeral 1 anterior, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero _v proporcional—

mente por fracción. Parágrafo Transitorio: Los trabajadores que al momento de entrar en vigencia la presente

Ley, tuvieren diez (10) o más años al servicio continuo del empleador, se les aplicará la tabla de indemnización

establecida en los literales b, c y d del Artículo 6“ de la Ley 50 de 1990, exceptuando el Parágrafo Transitorio,

el cual se aplica únicamente para los trabajadores que tenían diez (10) o más años el l" de enero de 1991”.

…" Artículo 30: Naturaleza y car-acterístímr de la relación de aprendizaje. “El contrato de aprendizaje es una for—

ma especial dentro del Derecho Laboral, mediante la cual una persona natural desarrolla formación teórica

práctica en una entidad autorizada, a cambio de que una empresa patrocinadora proporcione los medios para

adquirir formación profesional metódica y completa requerida en el oficio, actividad u ocupación y esto le

implique desempeñarse dentro del manejo administrativo, operativo comercial o financiero propios del giro

ordinario de las actividades de la empresa, por cualquier tiempo determinado no superior a dos (2) años, _v por

esto reciba un apoyo de sostenimiento mensual, el cual en ningún caso constituye salario. Son elementos par—

ticulares y especiales del contrato de aprendizaje: la finalidad es la de facilitar la formación de las ocupaciones

en las que se refiere el presente Articulo; la subordinación está referida exclusivamente a las actividades pro—

pias del aprendizaje; la formación se recibe a título estrictamente personal; el apoyo del sostenimiento men—

sual tiene como fin garantizar el proceso de aprendizaje. Durante toda la vigencia de la relación, el aprendiz

recibirá de la empresa un apoyo de sostenimiento mensual que sea como mínimo en la fase lectiva el equiva—

lente al 50 por ciento de un salario mínimo mensual vigente. El apoyo del sostenimiento durante la fase prácti—

ca será equivalente al 75 por ciento de un salario mínimo mensual legal vigente. El apoyo de sostenimiento du—

rante la fase práctica será diferente cuando la tasa de desempleo nacional sea menor del 10 por ciento, caso en

el cual será equivalente al 100 por ciento de un salario mínimo legal vigente. En ningún caso el apoyo de 505—

tenimiento mensual podrá ser regulado a través de convenios o contratos colectivos o fallos arbitrales recaídas

en una negociación colectiva. Si el aprendiz es estudiante universitario, el apoyo de sostenimiento mensual no

podrá ser inferior al equivalente a un salario mínimo legal vigente. Durante la fase práctica el aprendiz estará

añliado en riesgos profesionales por la ARP que cubre la empresa. En materia de salud, durante las fases lec—

tiva y práctica, el aprendiz estará cubierto por el Sistema de Seguridad Social en Salud, conforme al régimen

de trabajadores independientes, y pagado plenamente por la empresa patrocinadora en los términos, condi—

ciones _v beneficios que defina el Gobierno Nacional. El contrato de aprendizaje podrá versar sobre ocupacio—

nes semicaliñcadas que no requieran título o calificadas que requieran título de formación técnica no formal,

técnicos profesionales o tecnológicos, de instituciones de educación reconocidas por el Estado y trabajadores

aprendices del SENA. El contrato de aprendizaje podrá versar sobre estudiantes universitarios para los casos

en que el aprendiz cumpla con actividades de veinticuatro (24) horas semanales en la empresa _v al mismo

tiempo cumpla con el desarrollo del pe71xum de su carrera profesional, o que curse el semestre de práctica. En

todo caso la actividad del aprendiz deberá guardar relación con su formación académica. Parágrafo: Para los

departamentos de Amazonas, Guainía,Vichada,l'aupés, Chocó y Guaviare, el Gobierno incluirá una partida

adicional en el Presupuesto General de la Nación que transferirá con destino al reconocimiento del pago de

los contratos de aprendizaje. Parágrafo Transitorio: Los contratos de aprendizaje que se estén ejecutando a la

promulgación de esta Ley, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la celebración del contrato”.

… Artírulo 5]: jornada laboral flexible. “Modifiquese el inciso 1“ del literal c del Articulo 161 del Código Sustanti—

vo del Trabajo, subrogado por el Articulo 20 de la Ley 50 de 1990 y adiciónese un nuevo literal d. El empleador

y el trabajador pueden acordar temporal o indefinidamente la organización de turnos de trabajo sucesivos, que



276 Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

de 2002 por vulnerar los artículos 25 y 53 de la Constitución, por cuanto disminuye
las garantías laborales y desconoce las “conquistas históricas de los trabajadores”
-y la irrenunciabilidad de los beneñcios mínimos laborales, la Sentencia C—038 de
2004182 concluye que los artículos demandados son constitucionalmente admisibles
con base en jurisprudencia ya sentada, referente a la diferencia establecida entre
derecho adquirido y meras expectativaslg3, y no atentan contra el principio de fa—

vorabilidad184 en razón a que la misma Corte considera que los cambios introduci—
dos en la Ley “son proporcionados y respetan los principios mínimos del trabajo
establecidos en la Carta185 y en los tratados de Derechos Humanos que integran el
bloque de constitucionalidad”.

ISS

HH

permitan operar a la empresa 0 secciones de la misma sin solución de continuidad durante todos los días de la
semana, siempre y cuando el respectivo turno no exceda de seis horas al día y treinta y seis a la semana; e] em—

pleador y el trabajador podrán acordar que la jornada semanal de cuarenta y ocho (48) horas se realice median—
te jornadas diarias flexibles de trabajo, distribuidas en máximo seis (6) dias a la semana con un día de descanso
obligatorio, que podrá coincidir con el domingo. En éste, el número de horas de trabajo diario podrá repartirse
de manera variable durante la respectiva semana y podrá ser de minimo cuatro (4) horas continuas y hasta diez
(10) horas diarias sin lugar a ningún recargo por trabajo suplementario, cuando el número de horas de trabajo no
exceda el promedio de cuarenta y ocho (48) horas semanales dentro de la jornada ordinaria de 6 a.m. a 10 p.m.
Sentencia C—038 del 27 de enero de 2004, magistrado ponente Eduardo Montealegre, Corte Constitucional.

Ibídem, “Conforme al Artículo 58 de la Carta, los derechos adquiridos gozan de protección constitucional,
y no pueden ser desconocidos por las leyes ulteriores, mientras que las meras expectativas no gozan de esa
protección. Esto significa que, como esta Corte lo ha indicado, la Ley no puede desconocer situaciones ju—

rídicas consolidadas durante la Vigencia de una regulación anterior, pero en cambio puede modificar regu—
laciones abstractas, aunque éstas impliquen erosionar las probabilidades o esperanzas que alguna persona
tenía de obtener algún día un derecho, si la normatividad modificada hubiera permanecido inalterada“.

Sentencia C—596 del 20 de noviembre de 1997, magistrado ponente Vladimiro Naranjo. Corte Constitucio—
nal. “… el principio de favorabilidad supone que existen dos normas jurídicas que regulan una misma si—

tuación de hecho, y que una de ellas es más favorable que la otra. Pero ambas normas deben estar vigentes
en el momento en que el juez que analiza el caso particular va a decidir cuál es la pertinente“.

Sentencia C—038 de 2004. Óp. [il., Corte Constitucional. “El único límite que tiene el Legislador al modi—
ficar las regulaciones laborales no es el respeto a los derechos adquiridos; el Congreso tiene también otras
restricciones que debe respetar y que la Corte procede a precisar. Los otros límites constitucionales son: los
principios mínimos del trabajo previstos en el bloque de constiturionalidad, el deber de desarrollo progresivo de
los derechos sociales, _v la prohibición prima facie de retrocesos. .. La restricción más obvia es que cualquier
reforma laboral debe respetar los principios constitucionales del trabajo, los cuales limitan la libertad de confi—

guración del Legislador en este ámbito. Existe otra restricción en este campo, la Constitución hace del tra—

bajo no sólo un dereclefundamental sino que además éste es un prinripio_y ¡“(I/0!” del ordenamiento, por lo cual
el Estado tiene el deber de protegerlo especialmente. Además, el derecho al trabajo es un derecho social, que
como tal tiene unos ronrenidns nzínimar, que son de aplicación inmediata y deben ser protegidos siempre por
el Estado, pero que igualmente es, como todo derecho social, un derecho de desarrollo progresiva. Existen
unos contenidos mínimos o esenciales de satisfacción de esos derechos que el Estado debe garantizar a to—

das las personas. Esto es, la progresividad hace referencia al reconocimiento de prestaciones y protecciones
mayores _v superiores en relación con cada uno de esos derechos sociales, pero ese mandato de progresividad
no excusa el incumplimiento del deber del Estado de asegurar, tan pronto como sea posible, los contenidos
mínimos de esos derechos, tal y como esta Corte ya lo había precisado con anterioridad".
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La Sentencia establece que la Corte no se constituirá en árbitro entre corrientes
económicas enfrentadas en torno a si la flexibilización laboral realmente incrementa
el empleo. La finalidad de las normas acusadas de promover el empleo y el crecimien—

to económico es claramente constitucional. Además se trata de un propósito consti—

tucional imperioso, pues la Carta le impone al Estado la obligación de lograr el pleno
empleo de los recursos humanos, por lo que la promoción efectiva del empleo podría
eventualmente justificar una limitación de la protección del derecho al trabajo.

No obstante, la Corte ñja condiciones para que dicha disminución, siguiendo
lo establecido al respecto en los tratados internacionales y las doctrinas de los órga—

nos que los interpretan, esto es que no se vuelva una regla general y permanente, y

que sea la excepción para responder frente a las altas tasas de desempleo que se han
mantenido durante varios años. No sobra señalar que esta Sentencia se aprueba con
el Salvamento de Voto de varios magistrados que no comulgaban con la limitación
de los derechos fundamentales“?

Dada la importancia asignada en este trabajo a la estabilidad laboral y sus enor—

mes implicaciones sobre los derechos colectivos de los trabajadores, se destacan a
continuación los apartes de la Sentencia C—038 de 2004187 en los que se analiza la

constitucionalidad del Artículo 28 de la Ley 789 de 2002.

El problema jurídico que se plantea la Corte es si las indemnizaciones que se

pagan por la terminación del contrato sin justa causa es un mecanismo que vulnera
la estabilidad laboral del trabajador.

La Corte se pronuncia en este sentido, indicando:

“º" Í!¡ídem. Salvaron parcialmente su voto los magistrados Clara Inés Vargas, Alfredo Beltrán )“ jaime Córdoba.
Salvó el voto Jaime Araújo, quien expresó: “la Corte Constitucional en numerosas sentencias ha sostenido la

tesis de que los derechos fundamentales son por su propia naturaleza limitados; tesis que no he compartido

por las siguientes razones: no es cierto que los derechos fundamentales nacen “por su propia naturaleza limi—

tados”; pues cuando la Constitución consagra un derecho fundamental se debe presumir la máxima ampli—

tud del mismo (es lo que la doctrina constitucional italiana denomina presunción de la máxima expansión de
la libertad). En realidad los derechos fundamentales nacen sólo con los límites que la propia Constitución les

establezca (bien que se trate de otros principios fundamentales u obligaciones constitucionales). Esta distin—

ción es importante, por las consecuencias que trae aparejadas; ya que si no existe otra norma constitucional

que limite el derecho, el Legislador no puede limitarlo y correlativamente el ciudadano debe gozar plena—

mente de ese derecho fundamental; y cualquier límite que no tenga fundamento en la propia Constitución
es inconstitucional... las normas declaradas exequibles violan la Constitución y el principio de igualdad, por
cuanto en relación con la situación anterior de los trabajadores crean una situación más desigualitaria e in—

equitativa". En su Salvamento Parcial de Voto, el Magistrado Alfredo Beltrán Sierra señala que “las normas

que fueron declaradas exequibles constituyen un retroceso en la protección de los derechos laborales y son
contrarias a la prohibición constitucional de que la Ley, los contratos, los acuerdos o las convenciones colec—

tivas menoscaben los derechos de los trabajadores”.

… lbídem.
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La reducción de la indemnización por despido injusto, si bien implica un
retroceso en la protección de la estabilidad laboral, respeta también los mínimos
constitucionales. En efecto, la Carta establece que la Ley debe preservar la estabi—

lidad en el empleo, pero no ordena la forma de hacer efectiva esa garantía.
Esta Corte ha señalado que en ciertos casos, debido a la “estabilidad labo—

ral reforzada” que la Constitución confiere a ciertas categorías de trabajadores,
como las mujeres embarazadas o las personas amparadas por fuero sindical, la

anulación del despido injusto, con el correspondiente reintegro, es la única me—

dida. Pero, en general, esta Corte ha admitido que la protección de la estabilidad

por medio de la imposición de sanciones indemnizatorias por el despido injusto
es adecuada. Así, ha dicho esta Corte que “frente a la estabilidad existen varia—

das caracterizaciones: desde la estabilidad impropia (pago de indemnización) y la

estabilidad ºprecariaº (caso de los empleados de libre nombramiento y remoción

que pueden ser retirados en ejercicio de un alto grado de discrecionalidad), hasta
la estabilidad absoluta (reintegro derivado de considerar nulo el despido), luego
no siempre el derecho al trabajo se confunde con la estabilidad absoluta”.

Ahora bien, aunque el Artículo 28 acusado reduce los montos de la indemni—

zación por despido injusto, por lo cual constituye un retroceso en la protección del
derecho a la estabilidad del empleo, sin embargo mantiene sanciones por ese com—

portamiento indebido del empleador, con lo cual sigue amparando la estabilidad
laboral, tal y como lo ordenan la Carta y los tratados de derechos humanos.

La reducción de la indemnización por despido injusto establecida en el Ar—

tículo 28 acusado busca esencialmente reducir el riesgo de contratación de los

patronos, en la medida en que los costos de un eventual despido sin justa causa
resultan menores. Esto significa que esa medida promueve el empleo, por cuanto
reduce el riesgo de los empresarios a contratar, pues saben que si requieren des—

pedir a ese nuevo empleado, les será menos costoso. Su aplicación a los contratos
vigentes también encuentra sentido pues facilita la adaptación de las empresas a
los ciclos económicos“.

En opinión de Benítez Pined0189,

este fallo resulta bastante discutible en cuanto la Corte avala como un ins—

trumento para promover el empleo y el crecimiento económico, la disminución
del valor de las indemnizaciones por terminación unilateral del contrato sin justa
causa, lo que resulta contrario al principio de estabilidad, pues evidentemente se

Ibídem.

BENÍTEZ PINEDO, Jorge Mario el az. Óp. m., pp. 28—29.
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facilita al empleador la posibilidad de darlo por terminado cuando él lo requiera

o incluso cuando caprichosamente lo decida.
Así mismo, y partiendo de la base de que estabilidad no implica inamovili—

dad y que por ende no es un derecho absoluto, la Corte ha dicho que en caso de

confrontación entre el principio de estabilidad y el interés público, aquél debe

ceder ante éste.

Efectivamente, tratándose de trabajadores al servicio del Estado cuya esta—

bilidad se puede ver amenazada por motivos de interés general que pueden con—

cretarse en procesos de modernización del Estado a través de escisión, fusión o

liquidación de sus entidades, la Corte ha dicho que el derecho a la estabilidad de

aquéllos debe ceder en tanto esté en contraposición con el interés público*ºº.

En la Sentencia C—349 de 2004191 al estudiar la exequibilidad de la Ley 790 de
2002 sobre modernización estatal, la Corte señala:

La indemnización dada al empleado que ha sido desvinculado de su puesto
de trabajo constituye el reconocimiento del derecho que tiene a la estabilidad la—

boral. A pesar de que el ejercicio de este derecho no es pleno, pues, como se dijo,
debe ceder frente a situaciones que comprometan intereses públicos concretos,

que requieran modificar la administración central, adecuándola a las necesidades

de la sociedad, esta carga no puede conllevar su total desconocimiento. Por ello,

la Corte ha determinado que, en tales casos se tiene derecho a una “estabilidad

laboral imperfecta”, materializada mediante una indemnización”?

Este aparte de la Sentencia lleva a Benítez Pinedo a añrmar:

en efecto, la Corte cae en una contradicción con lo que ha sido su juris—

prudencia en torno al principio de estabilidad, ya que en anteriores oportunida—

des. .. ha dicho que la estabilidad en una de sus modalidades consiste en el pago
de una indemnización, lo que corresponde a la estabilidad impropia o imperfecta;
_v al mismo tiempo sostiene que la estabilidad debe ceder al interés general, pero
como toda la carga no la puede soportar el trabajador, éste tiene derecho a una in—

demnización como consecuencia del retiro….

"… Ibídem, pp… 30—31.

… Sentencia C—349 del 20 de abril de 2004, magistrado ponente Marco Gerardo Monroy, Corte Constitucional.

… 1bídem.

… BENITEZ PINEDO, Jorge Mario et ¡¡¡. Óp. …'¡., pp. 30-31.
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Y Benítez Pinedo continúa:

como vemos, si una de las formas de estabilidad consiste en el pago de
una indemnización, al liquidarse una entidad estatal con la consiguiente desvin—

culación de los trabajadores mediante el pago de aquélla, en realidad la estabili—

dad del trabajador no se está anteponiendo al interés general, ya que de acuerdo
a la doctrina sentada por la Corte, ésta se vería plenamente garantizada a través
del pago de la misma….

El análisis realizado respecto de la estabilidad laboral le permite a Benítez Pi—

nedo concluir que la reflexión que realiza la Corte Constitucional frente al princi—

pio de estabilidad laboral es que no es un derecho fundamental, excepto cuando se
comprometa el núcleo esencial del derecho al trabajo“”.

En el mismo orden de ideas, dos años más tarde la Sentencia C—l77 de 2005196

admite la demanda en contra de los decretos 2663197 _v 3743 de 1950198 (adoptados
como legislación permanente por la Ley 141 de 1961199) por violar el Artículo 16

(parcial)200 del Código Sustantivo del Trabajo, al disponer que las normas laborales
se aplican a los contratos de trabajo vigentes o en curso en el momento en que dichas
normas empiezan a regir, independientemente de si la nueva norma es favorable o
desfavorable al trabajador. La Corte, desde la perspectiva que considera que la Ley
tiene efectos relroartivos cuando se aplica a situaciones ya definidas o consolidadas
de acuerdo con leyes anteriores _v, dado que el concepto de retrosperticídad significa
que las nuevas normas se aplican inmediatamente a partir del momento de iniciación
de su vigencia a los contratos de trabajo en curso, no encuentra ningún reproche
constitucional contra la norma acusada. La Corte considera que pretender, como lo
hace el demandante, la garantía de derechos aun no consolidados, sería aceptar que

… ¡[liz/em.

'” Ibídem, p. 32.

”“ Sentencia C—l77 del lº de marzo de 2005… magistrado ponente Manuel José Cepeda, Corte Constitucional.
… Decreto 2663 de 1950 (sobre Código Sustantivo del Trabaio).

'” Decreto 3743 de 1950 (por el cual se modifica el Decreto 2663 de 1950. sobre Código Sustantivo del
Trabajo).

”" Ley 141 de 1961 (por la cual se adopta una legislación de emergencia y se dictan otras disposiciones).
lºº Constitución Política de Colombia de l99l. Artículo 16: Efecto. “Las normas sobre trabajo, por ser de orden

público producen efecto inmediato, por lo que se aplican también a los contratos de trabajo que estén vigen—
tes 0 en curso en el momento en que dichas normas empiecen a regir, pero no tienen efecto retroactivo. esto
es, no afectan situaciones definidas o consumadas conforme a las leyes anteriores. Cuando una Ley nueva
establezca una prestación ya reconocida espontáneamente o por convención () fallo arbitral por el patrono,
se pagará la más favorable al trabajador“.
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la Constitución protege “derechos” que no son derechos, lo cual no se ajusta al or—

denamiento superior.
Sobre la intangibilidad de los derechos adquiridos la Corte expresa:

es incorrecto afirmar que el régimen de indemnización moratoria vigen—

te hasta la expedición de la Ley 789 de 2002 se hace extensivo a todos los contratos
suscritos antes de su promulgación, por cuanto el derecho a ese pago únicamente se

consolida cuando a la fecha de terminación del vínculo laboral el empleador no can—

cela los salarios y prestaciones sociales al trabajador, pero en manera alguna nace al

momento mismo de la celebración del contrato. Suponer lo contrario implicaría enton—

ces la petriñcación del ordenamiento y el menoscabo de principios constitucionales

como la seguridad jurídica, tal y como lo ha señalado la propia Corte. . .ººl.

Por otra parte, dado que el problema financiero de la seguridad social conti—

nuaba vigente y con tendencia al mayor deterioro”, las leyes 797 de 2002203 y 860

de 20032… introducen diversos correctivos, todos ellos orientados a sanear la situa—

ción financiera del Sistema General de Pensiones. Se destaca, en primer lugar, que
la Ley 797 reduce el alcance del Régimen de Transición del Régimen Pensional es—

tablecido en el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual es modiñcado por el Artí—
culo 4º de la Ley 860 de 2003. De acuerdo con dicha norma, a partir del lº de enero
de 2008 entra a regir el Sistema Pensional vigente para quienes no están cubiertos

por el Régimen de Transición que la norma anterior prolongaba hasta 2014. En se—

gundo lugar, establece la afiliación obligatoria al Sistema de Seguridad Social para
todos los trabajadores dependientes e independientes, los cuales deben cotizar al

menos sobre un salario mínimo legal vigente (incluyendo aquéllos con contrato de

prestación de servicios). Para estos últimos la totalidad de la cotización queda a su

cargo. En concordancia, deroga el privilegio establecido en el Artículo 18 de la Ley
100 de 1993, según el cual los trabajadores del servicio doméstico podían, conforme
a lo establecido en la Ley 11 de 1998, cotizar al Sistema de Seguridad Social con
base en un salario por debajo del mínimo mensual.

ZM Sentencia C—177 de 2005. Óp. cit., Corte Constitucional.

103 Exposición de Nlotix'os del Proyecto de Ley de la Ley 797 de 2003 (por la cual se reforman algunas dispo—

siciones del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre
los regímenes pensionales exceptuados y especiales). Anales del Congreso de la República.

203 Ley 797 de 2003 (por la cual se reforman algunas disposiciones del Sistema General de Pensiones pre—

visto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los regímenes pensionales exceptuados y

especiales).

”“ Ley 860 de 2003 (por la cual se reforman algunas disposiciones del Sistema General de Pensiones previsto
en la Ley 100 de 1993 y se dictan otras disposiciones).
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En tercer lugar, la Ley 797 aumenta a veinticinco salarios mínimos legales el tope
máximo de la pensión a la cual puede acceder un trabajador; limita las posibilidades
para el traslado entre regímenes pensionales —podrá hacerse por una sola vez cada cin—

co años contados a partir de la selección inicial, excepción hecha de quienes estén a diez
años o menos de cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez— _v, finalmen—

te, amplía la cobertura del Fondo de Solidaridad, al cual le aumenta igualmente la dis—

ponibilidad de recursos con cargo a sobretasas asociadas a los salarios más elevados.
Varias de las disposiciones introducidas en estas leyes dan pie para múltiples

demandas de constitucionalidad, habiendo surtido algunas de ellas exitosamente el

proceso de revisión de la Corte Constitucional, otras no.
Entre las sentencias de mayor trascendencia están las relacionadas con el re—

corte del Régimen de Transición, el cual la Corte declara inexequible, a diferencia
de lo ocurrido frente a la Ley 100 de 1993. El análisis de la Corte parte del reco—
nocimiento doctrinario (Sentencia C—789 de 2002205) de la diferencia entre retroac—
tividad y retrospectividad de la Ley. Dicho Tribunal Constitucional ha sostenido
que cualquier tránsito legislativo debe consultar parámetros de justicia y equidad
y que, como toda actividad del Estado, está sujeto a los principios de razonabilidad
y proporcionalidad. De igual forma, sostiene que el valor constitucional del traba—

jo (Constitución Política, Preámbulo y Artículo lº) _v la protección especial que la
Carta les otorga a los trabajadores, imponen un límite a la potestad del Legislador
para configurar el Régimen de Seguridad Social. En virtud de dicha protección,
los tránsitos legislativos deben ser razonables y proporcionales. Por lo tanto una
norma jurídica posterior no puede desconocer la protección que ha otorgado a

quienes al momento de entrada en vigencia del Sistema de Pensiones llevan más
de quince años de trabajo cotizados.

En ese orden de ideas, precisa que “. .
…si bien las expectativas legítimas no se

consideran derechos adquiridos, si se equiparan jurídicamente a éstas en razón a
que gozan de fuero constitucional. Así las cosas, en la medida en que el Congreso,
mediante la Ley 860 de 2003, menoscaba tales expectativas, está vulnerando el Ar—
tículo 53 de la Constitución Política.. .”, además la Ley 100 de 1993 en el Artículo
272 defiende la prevalencia de los derechos de los trabajadores sobre la aplicación
del Sistema de Seguridad Social.

Con base en esos argumentos, la Corte Constitucional en Sentencia C—754 de
2004206 declara inexequible el Artículo 4º de la Ley 860 de 2003307, derrumbando la

º“-º Sentencia 0789 de 2002. Óp. ¿"¡/., Corte Constitucional.
º“" Sentencia C—75-l— del 10 de agosto de 200+. magistrado ponente Álvaro Tafur, Corte Constitucional.
º“7 Ley 860 de 2003. Artículo 4": “A partir de la vigencia de la presente Ley. modiñquese el inciso 2” _v adició—

nese el Parágrafo 2“ del Articulo 36 de la Ley 100 de 1993, del Sistema General de Pensiones. A partir de la
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nueva transición consistente en recortar el período de transición de 2014 a 2008. El

costo fiscal de esta decisión se ha estimado en cerca de 16 por ciento del PIB, con lo

cual el valor presente neto de las obligaciones pensionales en el año 2000 se ubicaba

nuevamente en cerca de 190 por ciento del PIB308.

En Sentencia C—967 de 2003209 la Corte se pronuncia frente a la derogatoria
del Artículo 18 de la Ley 100 de 1993 que exoneraba a los trabajadores del servicio
doméstico de cotizar con base en el salario mínimo…. Al respecto, la Corporación
declara exequible el Artículo y basa su Sentencia en la argumentación presentada

por el Legislativo según la cual,

fecha de vigencia de la presente Ley y Izarra el 31 de diriembre del año 2007, la edad para acceder a la pensión
de vejez, el tiempo de servicios o el número de semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez, de las

personas que el l" de abril de 1994 tuviesen treinta y cinco (35) años o más de edad si son mujeres o cuarenta

(40) años de edad o más si son hombres o quince (15) años o más de servicios cotizados, será la establecida en
el régimen anterior al cual se encontraban afiliados a esa fecha. A partir del 1” de enero del 2008, a las personas

que cumplan las condiciones establecidas en el presente inciso se les reconocerá la pensión con el requisito

de edad del régimen anterior al cual se encontraban afiliados. Las demás condiciones y requisitos de pensión

aplicables a estas personas serán los consagrados en el Sistema General de Pensiones incluidas las señaladas

por el numeral 2 del Artículo 33 y el Artículo 3—1» de esta Ley, modificada por la Ley 797 de 2003. Parágrafo
2“: Para los efectos de la presente Ley, se respetarán y garantizarán integralmente los derechos adquiridos

a quienes tienen la calidad de pensionados de jubilación, vejez, invalidez, sustitución y sobrevivencia en los

diferentes órdenes, sectores y regímenes, así como a quienes han cumplido ya con los requisitos exigidos por
la Ley para adquirir la pensión, pero no se les ha reconocido”.

lº“ “Pensiones: (Yo voy a hacer un inventario. . .”", en Informe Semanal No. 785, Asociación Nacional de Insti—

tuciones Financieras, ANIF, junio 7 de 2005, p. 1.

Zºº Sentencia C—967 del 21 de octubre de 2003, magistrado ponente Marco Gerardo Monroy, Corte
Constitucional.

"" lllídem. El demandante sostiene que según la regulación de 1988, los trabajadores del servicio doméstico que

devengaran menos del salario mínimo legal mensual vigente estaban autorizados para cotizar sobre la base

de la remuneración que recibieran, sin que en ningún caso tal base de cotización pudiera ser inferior al 50

por ciento del salario mínimo; el Gobierno Nacional aportaría el subsidio necesario para garantizar la pen—

sión de los trabajadores del servicio doméstico que cotizaran por debajo de el referido salario mínimo. “El

Artículo 18 de la Ley 100 de 1993, en sus primeros tres incisos —quc no resultan modificados por el Articulo

que ahora se examina— dispone que la base para calcular las cotizaciones a pensiones es el salario mensual,

que para los trabajadores particulares será el que resulte de aplicar las normas del Código Sustantivo del

Trabajo y para los servidores del sector público el que se señale de conformidad con lo dispuesto en la Ley
-l» de 1992, El inciso 4” de este Artículo 18, cuya modificación se produce por obra de la expresión parcial—

mente acusada, dispone que en ningún caso la base de cotización podrá ser inferior al monto del salario mi—

nimo legal mensual vigente, ºsa/ra lo dixpuextn ¡mm lor tralrnjzidorex ¿[el serviría doméstiro L'0)If07'"l€ ¿¡ ¡a Ley 11

de 1988”. La modificación consiste en la derogatoria de esta última expresión. Así, la interpretación integral
del Artículo 5“ de la Ley 797 de 2003 en armonía con el comentado Articulo 8" lleva a concluir que se deroga
la excepción que permitía a los trabajadores del servicio doméstico que ganaran menos de un salario mínimo

mensual legal vigente cotizar sobre lo efectivamente devengado, sin que esta base de cotización pudiera ser
inferior al 50 por ciento de dicho salario mínimo; y que de manera general el subsidio a los aportes de bajos

ingresos se encuentra hoy en dia restringido, reservándose exclusivamente para aquellos que sean mayores
de cincuenta y cinco (55) años, si se trata de personas afiliadas al Instituto de los Seguros Sociales, o de cin—

cuenta y ocho (58) si son vinculados a alguno de los fondos de pensiones”.
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en primer lugar, no puede perderse de vista que como causa de la expedi—

ción de la norma acusada está el hecho de que el Legislador detectó la presencia
de una reiterada práctica social contraria al principio de buena fe, consistente en
cotizar con fundamento en la excepción legal que permitía al servicio doméstico
hacerlo con base en ingresos menores al salario mínimo legal mensual, a pesar de
no ser el cotizante empleado de esta categoría, ni estar percibiendo una remune—
ración inferior a dicho salario mínimo; lo que lo llevó a concluir que resultaba ne—

cesario cerrar esta posibilidad elusiva, que contribuía a la inviabilidad ñnanciera
del Sistema General de Pensiones y a su inequidad practica….

De esta manera, se cierra cualquier posibilidad de cotizar por debajo del sa—

lario mínimo, circunstancia que unida a la determinación de vincular la cotización
para salud a la de pensión, termina generando enormes problemas de inequidad
para quienes, siendo trabajadores independientes efectivamente no dispongan de
los ingresos requeridos para subsistir y atender simultáneamente el pago de las
primas de ambos seguros. A este respecto, cabe recordar que el 84 por ciento de la
población afiliada al Sistema de Seguridad devenga entre uno y dos salarios míni—

mos. Por tanto, si el trabajador es independiente el pago de estas primas absorbe
una proporción exagerada de su ingreso, proporción que puede llegar a superar el
35 por ciento.

Lo dispuesto en la Sentencia recién comentada respecto de la posibilidad de co—

tizar por debajo del salario mínimo se ve reforzado por la Sentencia C—1089 de 2003212
de la Corte Constitucional, la cual valida, en aras del principio de universalidad, la

… 1/7ídem. “La mencionada práctica elusiva significaba un menoscabo de los principios de solidaridad _v eficien—
cia del sistema de seguridad social en pensiones, en la medida en que impedía que los recursos destinados a
subsidiar a las clases económicamente más débiles efectivamente las beneficiara a ellas, )" en cuanto no faci—

litaba la razonable utilización social _v económica de los recursos financieros disponibles. Ante esta situación
generalizada se estimó menos lesivo de dichos principios el restringir el subsidio a la cotización del servicio
doméstico con ingresos inferiores al salario minimo, reservándolo para los que fueran mayores de cincuenta
_v cinco (55) años, si se trata de personas añliadas al Instituto de los Seguros Sociales, o de cincuenta y ocho
(58) si son vinculados a alguno de los fondos de pensiones. De otro lado, tampoco pierde de vista la Corte que
la eliminación de la excepción que permitía a los trabajadores del servicio doméstico cotizar con base en in?
gresos inferiores al salario mínimo legal mensual, si bien significa para ellos elevar el monto de su cotización,
grava de manera especial a sus empleadores, habida cuenta de que la nueva Le_v mantiene la regla conforme a
la cual los empleadores pagarán el 75 por ciento de la cotización total y los trabajadores el 25 por ciento res—

tante. En esta forma, a pesar del mayor sacrificio exigido a los empleados domésticos, se mantiene en cierta
medida el principio de solidaridad, pues el sacrificio total será asumido en un 75 por ciento por dicho em—

pleador. En el mismo sentido resalta la Corte que la reforma introducida, si bien exige el sacrificio adicional
comentado, no elimina de manera absoluta el principio de solidaridad, toda vez que las pensiones futuras de
quienes cotizan con base en el salario mínimo se verán subsidiadas en aproximadamente un 49,1 por ciento.
Así pues, como se dijo, la reforma al Régimen de los empleados del servicio doméstico contribuye a la eñcacia
de su derecho a la seguridad social. y de los derechos de los demás añliados al Sistema en general".

Sentencia C—1089 del 19 de noviembre de 2003, magistrado ponente Alvaro Tafur, Corte Constitucional.
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obligatoriedad establecida en la Ley de afiliación al Sistema de Seguridad Social en
pensiones de todos los trabajadores dependientes e independientes durante el tiempo y
en las condiciones fijadas por el Legislador, incluyendo el que, en los contratos de
prestación de servicios, dichos trabajadores deban pagar el 100 por ciento de la coti—

zación, al haberse eliminado la posibilidad de cotizar por debajo del mínimo.
La Corporación señala que,

además de la diferente situación material en que se encuentran los tra—

bajadores dependientes e independientes, lo que fundamentalmente justifica que
los trabajadores independientes deban pagar la totalidad de la cotización al Siste—

ma de Seguridad Social, es la libertad que la Constitución le otorga (artículos 46

y 48) al Legislador para diseñar el sistema o los sistemas de seguridad social que
mejor se adecúan a las finalidades que ésta debe cumplir dentro del Estado Social
de Derecho, y para disponer que ella se extienda de manera progresiva, cuantita—

tiva y cualitativamente.

Adicionalmente señala que:

El Legislador, al amparo de su libertad política de creación del derecho, ha
establecido un régimen distinto entre trabajadores dependientes e independien—

tes, en cuanto a la base de sus cotizaciones y el monto y distribución de éstas,

apoyado en el hecho de que la naturaleza, modalidades y condiciones de las rela—

ciones laborales con los trabajadores dependientes son diferentes a las de los tra—

bajadores independientes que, como se dijo, se considera razonable, sin desearia;-

que de acuerdo con la futura política nzaero e¿'onóiniea y social del Estado, sea posible

el establecimiento de una regulación normativa diferente que disponga una forma de

eotizatio'n mdsfworable a dichos trabajadores.
De acuerdo con el Artículo 48 de la Constitución, la seguridad social es un

servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordi—

nación y control del Estado, con sujeción a los principios de eficiencia, universa—

lidad )' solidaridad, en los términos que establezca la Ley.

Precisamente con observancia del principio de universalidad, la Ley 797 de

2003 busca extender a todos los habitantes del territorio nacional el régimen de

seguridad social en materia de pensiones —que tiene por objeto garantizar a la po—

blación el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez o la

muerte, mediante el reconocimiento de pensiones y prestaciones que se determi—

nan en la Ley, previo el lleno de ciertos requisitos que en ella misma se determi—

nan para acceder a tales beneficios—.

Es en tal virtud que la afiliación al régimen se hace obligatoria para todos los

trabajadores dependientes e independientes.
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De lo anterior se desprende que el Legislador con la Ley 797 de 2003 sim—

plemente ha hecho efectivo el mandato superior de dar aplicación al principio
de solidaridad y que éste es el fundamento del régimen legal de seguridad so—

cial en pensiones vigente, por lo que no cabe considerar que con las disposicio—

nes acusadas se estén desconociendo los derechos y deberes consagrados en la

constitución en materia de seguridad social (artículos 2º y 48 de la Constitu—
213ción Política) .

En otra demanda de inconstitucionalidad contra el Artículo 2º de la Ley 797
de 2003 que señala que los afiliados que “al cumplir la edad de pensión no reúnan los

demás requisitos para tener derecho d la pensión tendrán derecho a una devolución de

saldos o indemnización sustitutiva de acuerdo con el régimen al cual estén afiliados”,
la Corte se pronuncia en la Sentencia C—375 de 20043“ señalando que el Artículo
demandado tan sólo regula una situación fáctica y jurídica diferente a la de quienes
han cumplido plenamente los supuestos para acceder al derecho a la pensión de ve—

jez. De ahí que, teniendo en cuenta que “la norma es proporcionada en tanto el trato
diferenciado que prescribe no violenta valores constitucionales, el cargo de vulnera—

ción de derecho a la igualdad planteado por el demandante no prospera”. El cargo
de vulneración del derecho al libre desarrollo de la personalidad tampoco prospera,
por cuanto la norma demandada, “no impone la obligación de recibir la devolución
de saldos o la indemnización sustitutiva, sino que, por el contrario, ofrece una alter—

nativa, permaneciendo siempre en cabeza del afiliado la decisión de optar o no por
”215dicha prerrogativa . Tampoco vulnera

los principios de solidaridad y obligatoriedad de la seguridad social te—

niendo en cuenta que la norma no supone que los afiliados que han alcanzado
la edad de pensión no pueden seguir cotizando al sistema hasta obtener el de—

recho sino que, dadas ciertas circunstancias que impiden a la persona continuar

… lbídem.
… Sentencia C—375 del 27 de abril de 2004, magistrado ponente Eduardo Montealegre, Corte Constitucional.

La demanda sostiene que la norma en cuestión impide a las personas de menores ingresos acceder al bene—

ficio pensional, ya que aun cuando aporten al Sistema General de Seguridad Social. al cumplir la edad de
pensión no han logrado alcanzar el monto mínimo de cotización Yulnerai a su juicio, el derecho a la igual—

dad, por cuanto excluye de la posibilidad de acceder al beneficio pensional por vejez a los ciudadanos cobi—

jados bajo los supuestos de hecho de la norma demandada. Infringe también, según su parecer, el derecho
al libre desarrollo de la personalidad, en atención a que establece la obligación de retirarse de sus puestos de
trabajo y dejar de cotizar al Sistema a esta categoría de personas. En último lugar. considera el demandante
que el precepto objeto de reproche quebranta el derecho a la seguridad social, en consideración de la estre—
cha relación de los dos primeros cargos con esta garantía constitucional.

… Íbídrm.
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aportando, podrán autónomamente solicitar la devolución de saldos 0 indemni—

zación sustitutiva correspondientes“.

En esta misma Sentencia, la Corte reafirma la obligatoriedad de todos los traba—

jadores, incluyendo los independientes, de cotizar al Régimen de Seguridad Social.

Dentro del marco de las sentencias anteriores, la Sentencia C—1054 de 2004217

declara exequible el Artículo Sº que establece que la cotización para la pensión mí—

nima no puede ser inferior a un salario mínimo legal, al igual que elimina la posi—

bilidad de obtener una pensión con menos de veinte años de cotizaciones. En esta
misma Sentencia la Corte se pronuncia con respecto al incremento de veinte ¿¡ vein—

ticinco salarios mínimos legales (Ley 797 de 2003) del tope a cotizar y tener derecho
a la pensión. La Corte resuelve que la fijación de topes salariales a la base de coti—

zación para pensiones es una medida constitucionalmente válida, pues en la deter—

minación legal del salario base de cotización para pensiones los límites impuestos a
la proyección deben respetar los principios de solidaridad y de igualdad necesarios

para alcanzar objetivos constitucionalmente válidos, como lo son la generación de
empleo en general, y la protección del empleo altamente caliñcado en particular.
Por lo tanto, el Legislador tiene la obligación de ponderar los efectos del régimen de

cotizaciones sobre la generación de empleo, y de adoptar medidas legislativas que
tengan en cuenta tales efectos. Finalmente, en cuanto a la limitación introducida a

los principios de igualdad y solidaridad, la Corte concluye que es proporcional y

entra en el ámbito de la libre configuración legislativa del Congreso de la Repúbli—

ca, por lo cual no desconoce la Constitución.
Una Sentencia que despierta una aguda polémica es la C—734 de 2005”. Según

los argumentos del Tribunal Constitucional, las facultades extraordinarias otorgadas
por el numeral 5 del Artículo 139 de la Ley 100 de 1993 se concedieron, única y ex—

clusivamente, para expedir normas relacionadas con la emisión, redención _)! transac—

ción en el mercado secundario de los bonus pensionales, y para señalar las condiciones
de su expedición a quienes se trasladen del Régimen de Prima Media al de Capita—

lización Individual. Invocando tales facultades, el Gobierno Nacional, a través del
literal a del Artículo 5” del Decreto Legislativo 1299 de 1994219, define el salario base
de cotización para la pensión de vejez de las personas que venían cotizando al Ins—

tituto de los Seguros Sociales o a una caja o fondo del sector público o privado con

Z “' llríz/em.

… a. Sentencia 01054 del 26 de octubre de 2004, magistrado ponente Marco Gerardo Monroy, Corte
Constitucional.

Sentencia C»734 del 14 de julio de 2005, magistrado ponente Rodrigo Escobar, Corte Constitucional.

… Decreto Legislativo 1299 de 1994 (por el cual se dictan las normas para la emisión, redención y demás con—

diciones de los bonos pensionales).
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anterioridad al 30 de junio de 1992, disponiendo que el salario o el ingreso base de
liquidación será el salario devengado con base en normas vigentes al 30 de junio de
1992 reportado a la respectiva entidad en la misma fecha, o el último salario o ingre—

so reportado antes de dicha fecha, si para la misma no se encontraba cotizando.
A juicio de la Corte Constitucional, la decisión del Gobierno Nacional, de in—

cluir en la norma acusada la deñnición del salario base de cotización de la pensión
de vejez para quienes venían cotizando al Instituto de los Seguros Sociales o a una
caja o fondo del sector público o privado antes del 30 de junio de 1992, conlleva el
desconocimiento del requisito constitucional de precisión, en cuanto ese aspecto no
hacía parte de la temática ni de los fines perseguidos por el Congreso en la delega—
ción prevista en el numeral 5 del Artículo 139 de la Ley 100 de 1993. En concepto
de la Corte, con la fórmula prevista en la norma para calcular el salario base de li—

quidación de la pensión de vejez, se está reconociendo un auxilio de los prohibidos
por el Artículo 355 Superior, _va que permite a quienes cotizaron conforme al tope
legal de diez salarios mínimos —anterior a la Ley 100— obtener un bono pensional
liquidado sobre una base mayor, cual es la equivalente a veinte salarios mínimos
mensuales vigentes.

En simultáneo con estas reformas al Régimen de Seguridad Social, el Gobierno
mediante Decreto 1750 de 2003220 escinde el Instituto de los Seguros Sociales _v crea
las empresas sociales del Estado buscando subsanar los enormes problemas finan—

cieros y de prestación de servicios de la entidad. En la Sentencia C—3l-l de 2004221

la Corte falla sobre acusaciones de inconstitucionalidad presentadas contra algunos
apartes de los artículos 16 y 18 de dicho Decreto. Las normas demandadas estable—

cen que, salvo algunas excepciones, los servidores de las nuevas empresas sociales del
Estado serán empleados públicos, y que, por lo tanto su régimen salarial y prestacio—
nal será el propio de los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del orden nacio—

nal. Además, dispone que, en todo caso, se respetarán los derechos adquiridos.
La Corte establece, en primer lugar, que los servidores públicos adscritos a

las empresas sociales del Estado que adquirieron la categoría de empleados públicos
y perdieron la de trabajadores oficiales, perdieron también el derecho a presentar
pliegos de peticiones y a negociar convenciones colectivas de trabajo. No obstante
afirma que la imposibilidad de presentar convenciones colectivas de trabajo no se
erige en quebrantamiento de los derechos adquiridos: “el derecho a pertenecer a

uno u otro régimen laboral no constituye un derecho adquirido, pues el Legislador,
habilitado por una potestad general de regulación, puede determinar la estructura

17"” Decreto 1750 de 2003 (por el cual se escinde el Instituto de los Seguros Sociales y se crean unas empresas
sociales del Estado).

7|1- Sentencia C—31-l del l" de abril de 2004, magistrado ponente Marco Gerardo Monroy, Corte Constitucional.
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de la administración pública de acuerdo con su valoración de las necesidades públi—

cas”. Por otro lado, la Corte estima que,

el cambio de régimen laboral de trabajadores oficiales a empleados públi—

cos no implica la pérdida total de los derechos laborales de los trabajadores afec—

tados, pues la imposibilidad de celebrar convenciones colectivas de trabajo en el

caso de los empleados públicos no constituye una disminución de su derecho de

asociación….

En consecuencia, si la pertenencia de un servidor público a un determinado

régimen laboral, llámese trabajador oñcial o empleado público, no es un derecho

adquirido, entonces la facultad de presentar convenciones colectivas, que es apenas
una potestad derivada del tipo especíñco de régimen laboral, tampoco lo esºº—"”. No

obstante, respecto del alcance la convención de trabajo, la Corte señala que es un
sistema jurídico que rige contratos de trabajo determinados, por lo que respecta a

los trabajadores cobijados por ella, es fuente de derechos adquiridos por lo menos
durante el tiempo en que dicha convención conserva su vigencia. Por lo tanto,

dado que la definición prevista en el Artículo 18 del Decreto 1750 de

2003224 deja por fuera los derechos derivados de las convenciones colectivas de

trabajo por el tiempo en que fueron pactadas, aquella resulta restrictiva del ámbi-

to de protección de tales derechos de conformidad con el contexto constitucional

y, por tanto, debe ser retirada del ordenamiento jurídico….

nº “¡ídem.

n; lbízz'em.

134 Decreto 1750 de 2003 (por el cual se escinde el Instituto de los Seguros Sociales y se crean unas empresas

sociales del Estado). Artículo 182 Del régimen de salarios _v prestaciones. “El régimen salarial _v prestacional

de los empleados públicos de las empresas sociales del Estado creadas en el presente Decreto será el propio

de los empleados públicos de la Rama Ejecutiva del orden nacional. En todo caso se respetarán los derechos

adquiridos. Se tendrán como derechos adquiridos en materia prestacional las situaciones jurídicas consoli4

dadas, es decir, aquellas prestaciones sociales causadas, asi como las que hayan ingresado al patrimonio del

servidor, las cuales no podrán ser afectadas. Parágrafo Transitorio: Los servidores del Instituto de los Segu—

ros Sociales que automáticamente se incorporen cn la nueva planta de personal de las empresas sociales del

Estado creadas en el presente Decreto, y que en razón del régimen general para los cmpleados públicos no

cumplan requisitos para la vinculación en cargos que les permita percibir cuando menos una asignación bá—

sica mensual igual a la que venían recibiendo. serán incorporados en el empleo para el cual los acrediten. En

todo caso, el Gobierno Nacional adoptará las medidas con el lin de mantener la remuneración que venían

percibiendo por concepto de asignación básica mensual, puntos de antiguedad )“ prima técnica para médi—

cos, la que devengarán mientras permanezcan en el cargo".

—-7 Sentencia 0177 de 2005. Óp. ¿'Í[., Corte Constitucional.
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El problema financiero del Régimen Pensional que el Gobierno viene tratando
de subsanar de tiempo atrás, que se había convertido en una de las principales cau—
santes de la liquidación de diversas empresas estatales y que no se había logrado so—

lucionar en parte por cuenta de las sentencias de la Corte Constitucional, es lo que
motiva a que el Congreso dé trámite al Acto Legislativo No. 1 de 2005 que impone
una serie de restricciones al alcance de los derechos pensionales, en especial de los
regímenes especiales y exceptuados que absorben más del 70 por ciento del déñcit
ñnanciero que genera la seguridad social. El Acto Legislativo en lo fundamental es—

tablece que a partir de 2010 ninguna nueva pensión puede superar veinticinco sala—
rios mínimos legales, excluye las posibilidades de negociar el Régimen Pensional en
las convenciones colectivas y establece que la vigencia de los regímenes especiales y
exceptuados expira el 31 de diciembre de 2007. También elimina la mesada catorce
para quienes no la tengan consolidada.

Cabe destacar que para 2006 la expectativa de vida al nacer ya era de setenta
y seis años, frente a un estimado de cuarenta y cinco años en 1945, año en el que
se creó el derecho a la pensión de los trabajadores y que ni en ese año, ni en los si—

guientes cincuenta años, se reglamentó de manera adecuada la obligatoriedad de
realizar reservas para responder adecuadamente por los compromisos pensionales
adquiridos, en particular en las empresas estatales.

Dentro de ese marco es que en la Exposición de Motivos del Acto Legislati—
vo No. 1 de 2005 se incluye una información que gráficamente describe la tragedia
financiera del Régimen Pensional. Cuando se expidió la Ley 100 de 1993 el pago
de una pensión duraba en promedio quince años, en 2005 dicha expectativa era de
veintiséis años incluyendo el disfrute de la pensión por parte de los beneñciarios. Así
mismo, la tasa de dependencia definida como la relación entre el número de pensio—
nados y el número de afiliados cotizantes pasa de dos pensionados por cien afiliados
en 1980, a diez por cien afiliados en 1993 y a veintiuno por cien en 2002226.

En resumen, del análisis relativo a lo ocurrido con los derechos individuales
(incluyendo los pensionales) de los trabajadores a partir de 1990 y hasta 2008 se
concluye que es claro que la tendencia ha sido a introducirle flexibilidad al contrato
individual de trabajo y a disminuir la estabilidad laboral, bien sea por la facilidad de
dar por terminados contratos laborales sin justa causa, o por la mayor flexibilidad
introducida en las normas respecto de la reestructuración o liquidación de empre—
sas tanto públicas como privadas.

También es claro que la tendencia es a que los salarios crezcan a tasas signifi—
cativas en términos reales, en especial a partir de los fallos de constitucionalidad de

… Exposición de Motivos del Proyecto de Ley del Acto Legislativo No. 1 de 2005 Anales del Congreso de la
República.
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comienzos de siglo —2,2 por ciento en el caso del salario mínimo legal, 1,7 por cien—

to en el de la industria y 2,4 por ciento en el de los servidores públicos, en promedio

anual entre 1996 y 2007—. También es indudable que a pesar de la decisión de re—

ducir o modificar las cargas laborales vinculadas a los salarios, este objetivo tan sólo

se logra marginalmente —retroactividad de la cesantía y salario integral para remu—

neraciones superiores a diez salarios mínimos legales— en razón a que para la gran

mayoría de la población —a marzo de 2008 el 96,8 por ciento de los trabajadores en

Colombia devenga menos de ese montozº7— continúan vigentes dichas prestaciones,

en particular las parañscales. Aun así no se puede subestimar la importancia de ha—

ber extraído los pasivos pensionales y las cesantías de los estados financieros de las

empresas y de haberle puesto término a la retroactividad de esta última.

Estos hechos tienen lugar, a pesar de que entre 1990 y 2008 la economía se abre

a la competencia externa —el comercio global se aproxima al 50 por ciento del PIB—,

al tiempo que se produce una revaluación sin precedentes del peso que lleva a que el

dólar pierda el 40,1 por ciento de su valor en términos nominales y 23,3 por ciento

en términos cales entre 2003 y mayo de 2008. Estas circunstancias claramente impli—

can cambios de enormes proporciones en los precios relativos, los cuales por obvias

razones inducen la mayor competencia en la economía, lo que redunda, a su vez, na—

turalmente, en el replanteamiento de las relaciones productivas y diñculta aun más

el traslado de los costos laborales y de la ineficiencia en la producción a los precios

finales, característico del pasado.
No obstante, en términos de ingresos en materia pensional, la situación es

menos clara desde el punto de vista de los trabajadores, pues si bien las pensiones

regidas por el Régimen de Prima Media y la pensión mínima quedan totalmente

protegidas en contra de la inflación, independientemente de los problemas finan—

cieros que enfrente el Estado, en contraste, en el caso de la pensión originada en el

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, excepción hecha de la mínima, el

riesgo del monto pensional resulta transferido al trabajador y está en función de lo

que ocurra con el ahorro del cotizante durante su vida laboral y de las primas que
cobren las aseguradoras por transformar ese ingreso en una renta vitalicia.

De otra parte también es claro que los trabajadores recuperan gran parte de los

derechos colectivos perdidos a lo largo del siglo, incluyendo el haber adquirido al—

gunos adicionales a los que nunca habían tenido acceso, como es por ejemplo, de un

lado, el derecho a la negociación colectiva de los trabajadores en los denominados

servicios públicos esenciales, así éste hubiese resultado restringido en espera de una
futura Ley que lo regule y, de otro, el que el Gobierno y el Legislativo quedaran li—

mitados en su capacidad de ampliar arbitrariamente la lista de actividades cubiertas

"7 Fuente: Encuesta Integrada de Hogares DANE, cálculos del Departamento Nacional de Planeación.
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bajo ese rótulo y por tanto de restringir el derecho a la huelga. Así mismo, fueron
reducidas de manera apreciable las prerrogativas administrativas de intervención
del Gobierno en los derechos colectivos de los trabajadores, en particular los dere—
chos de asociación y su operatividad.

No obstante, como se anotó anteriormente, para entender lo realmente ocurri—
do en el mercado laboral, y no lo que ocurre a nivel teórico, no basta con analizar las
normas laborales señaladas, que corresponden exclusivamente a aquéllas definidas
en el Código Sustantivo del Trabajo respecto del contrato laboral y las correspon—
dientes de la carrera administrativa, sino que también es preciso revisar lo ocurrido
con otro tipo de relaciones laborales, no denominadas como tales, que han venido
proliferando a lo largo de los últimos años, en especial a partir de 2000, como es el
caso de los contratos de prestaeio'n de servicios, los realizados con trabajadores asocia—
dos a Cooperativas de Trabajo Asociado, CTA, y los correspondientes a las Empresas
de Servicios Temporales, EST.

Tampoco se puede ignorar que hay una enorme proporción de la fuerza laboral
que, por la incapacidad del Estado de hacer respetar las normas, no se encuentra pro—
tegida por ningún régimen legal y que es precisamente la atención de esta población
la que da origen a las reformas laborales de 1990 y 2003. De hecho en 1991 el 55,4 por
ciento del empleo era clasificado como informal228 _v para 2001 esta proporción había
crecido hasta alcanzar un 61,3 por ciento. La importancia de la informalidad, si bien
no es independiente de las tasas de desempleo como se observa en el anexo 2.4., tam—

poco es independiente de las normas que rigen los distintos sistemas de contratación
laboral y de los costos asociados a cada una de ellas, los cuales generan incentivos a la
búsqueda de alternativas contractuales laborales formales e informales diferentes, en
particular, cuando el empresario se ve obligado a competir y no puede transferir la
totalidad de los costos a los precios de venta de lo que produce.

En lo que hace referencia a las Cooperativas de Trabajodo Asociado, las empresas
de servicios temporales y los contratos de prestación de servicios cabe destacar que, a pe—
sar de que con frecuencia sus trabajadores son rotulados como informales, éstos en
el sentido estricto de la palabra no lo son, en razón a que dichos contratos laborales
están regulados legalmente, así los trabajadores vinculados bajo estas modalidades
no gocen de las prerrogativas de que disfrutan el resto de los trabajadores. La dife—
rencia en costos entre uno _v otro sistema de contratación puede fluctuar entre un

"' Para medir el empleo en el sector informal, el DANE tiene en cuenta los criterios de la Organización Inter—
nacional del Trabajo —Pro_vecto PREALC 78—, el cual considera trabajando en el sector informal a: los em—
pleados particulares _v obreros que laboren en establecimientos, negocios o empresas que ocupen hasta diez
personas en todas sus agencias _v sucursales, incluyendo al patrono _v/o socio; los patronos o empleadores de
empresas de diez trabajadores o menos; los trabajadores familiares sin remuneración; los empleados domés—
ticos; los trabajadores por cuenta propia, excepto los independientes profesionales.
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mínimo de 9 por ciento, que corresponde al costo de los parañscales, hasta más de

35 por ciento, si se incluyen además, por ejemplo, los pagos correspondientes a las

cotizaciones correspondientes a la afiliación a los regímenes de pensión y salud y,

adicionalmente no se reconoce siquiera el salario mínimo legal.

Las Cooperativas de Trabajadores Asociados, CTA, han dado pie para una gran
controversia. En 1988 el Congreso aprobó la Ley 79229 sobre CTA que sustrae a los

trabajadores cooperados del cumplimiento de las normas legales incluidas en el

Código Sustantivo del Trabajo, por ser este tipo de trabajadores al mismo tiempo
propietarios. Esto es una asociación de personas que a través de su aporte de tra—

bajo y económico producen bienes, ejecutan obras o prestan servicios230 de forma

autogestionada, sin que tengan un patrono o empleador, pues ellos son sus propios

patronos. Estas CTA prestan sus servicios a empresas, bajo una relación de carácter
'

comercial y no laboral. Es decir, actúan en la economía de mercado como una em—

presa ofreciendo sus productos o servicios de manera libre.
Esta inserción en la economía de las personas a través de la CTA implica la

asunción de determinados riesgos económicos, tales como la competencia, contin—

gencia de pérdida o utilidad, entre otras, es decir, ellos asumen tanto las pérdidas
de su trabajo como las ganancias que éste les pueda reportar. Su relación con otros

entes económicos se rige bajo normas de carácter comercial. La solución a los pro—

blemas en sus relaciones contractuales comerciales deberá buscarse en normas de

carácter comercial y de protección a la competencia o en normas que las protejan
del abuso de la posición dominante.

La situación de los trabajadores de las CTA ha sido validada por la Corte
Constitucional (Sentencia C—211 de 2000331). No obstante, en la Sentencia T—53l

de 2007232 también validó la configuración del contrato de trabajo para situaciones

específicas en las que sí es posible establecer la relación de dependencia laboral.

Esto es la Teoría del Contrato Realidad, según la cual verificada la existencia de los

requisitos de la relación laboral —prestación personal del servicio, salario y subordi—

nación—, en una determinada relación, se aplican las normas del Derecho Laboral.

Esto quiere decir, que si dos personas celebran, por ejemplo, un contrato de presta—

ción de servicios o de ejecución de obra, en el cual no aplican las normas laborales,

-* Ley 79 de 1988 (por la cual se actualiza la legislación cooperativa).

Decreto 4588 de 2006 (por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Cooperativas y Pre—

'*u,cooperativas de Trabajo Asociado). Artículo _> . Naturaleza de las Cooperativas y Precooperativas de Trabajo
Asociado.

Sentencia C—211 del l” de marzo de 2000, magistrado ponente Carlos Gaviria, Corte Constitucional.

Sentencia T—53l del 12 de julio de 2007. magistrado ponente Álvaro Tafur, Corte Constitucional.
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pero al verificar los requisitos anteriores, prima la realidad sobre la forma contrac—
tual. Esto da lugar a la aplicación de normas laborales.

La reglamentación señalada, adicionada a la Ley 617 de 2000333, cuyo propó—
sito era ordenar las finanzas territoriales que le impuso limitantes al gasto de estas
entidades y además ordenó, en aras de evitar el desempleo derivado de esa decisión,
la promoción del empleo solidario en concordancia con lo establecido en el Artículo
333 de la Constitución que ordena “fortalecer las organizaciones solidarias”, indu—

jo la contratación creciente de trabajadores de cooperativas. Estas, en opinión de
la Superintendencia de Cooperativas se han expandido de forma considerable para
reducir los costos laborales, siendo inclusive el mismo Gobierno el que más recurre
a la utilización de ese sistema de contratación para ahorrarse el costo de los apor—
tes parañscales —aportes de 4 por ciento a cajas de compensación familiar; de 3 por
ciento al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; y de 2 por ciento al SENA— y
no tener que cumplir siquiera con las normas referentes al salario mínimo legal.

La proliferación de trabajadores afiliados a CTA“, que ya alcanzan cuatrocien—
tos cincuenta y dos mil, ha dado origen a múltiples protestas. En particular, está
10 esgrimido por el Gobierno de los Estados Unidos cuyos sindicatos las objetan
para efectos de la aprobación del TLC por la competencia desleal que de ese tipo de
contrato surge al no tener el empleador que cumplir con las normas vigentes para
el resto de trabajadores.

… Ley 617 de 2000 (por la cual se reforman parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222
de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas ten—
dientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacio—
nal). Artículo 3º: “Los gastos de funcionamiento de las entidades territoriales deben financiarse con sus in—

gresos corrientes de libre destinación, de tal manera que éstos sean suficientes para atender sus obligaciones
corrientes, provísionar el pasivo prestacional y pensiona1, )“ financiar, al menos parcialmente, la inversión
pública autónoma de las mismas. Parágrafo lº: Para efectos de lo dispuesto en esta Ley se entiende por in—

gresos corrientes de libre destinación los ingresos corrientes, excluidas las rentas de destinación específica,
entendiendo por éstas 1as destinadas por Ley o acto administrativo a un fm determinado”.

Crecimientos de Cooperativas de Trabajadores Asociados (CTA)
y Empresas de Servicios Temporales (EST)

2000-2006

Cooperativas de Trabajadores . Empresas de Total de Proporción
Año Asociados Sérvicios Temporales trabajadores de población

Cooperativas ! Asociados (miles) Trabajadores (miles) (miles) ocupada (%)
2000 732 56 N.D.

,

2001 885
'

72 N.D. ¿

2002 1331 — 117 N.D.
2003 1838 193 924 1117 14%
2004 1968 283 834 1117

1

14%
2005 2980 379 821 1200 … 15%
2006 3296 452 l 585 1037 12%
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De otra parte, están los contratos de prestación de servicios, cuya regulación ha

cambiado a través del tiempo. :X semejanza de las CTA, y a diferencia de lo que ocu—

rre en el contrato de trabajo, que requiere para su configuración de la existencia de

la prestación del servicio, la continuada subordinación laboral y la remuneración

como contraprestación del mismo, en el contrato de prestación de servicios la acti—

vidad desarrollada es independiente y puede provenir de una persona jurídica con
la que no existe el elemento de la subordinación laboral o dependencia, consistente

en la potestad de impartir órdenes en la ejecución de la labor contratada….

Frente a este tipo de contrato, la Ley 50 de 1990 establece que los trabajadores

que reclaman su carácter laboral deben asumir la carga de la prueba. No obstante,
la Sentencia C—665 de 1998236 de la Corte Constitucional en aras a la igualdad de—

clara inexequible el inciso correspondiente.

El principio constitucional de prevalencia de la realidad sobre las formalida—

des establecidas por los sujetos de las relaciones laborales tiene plena operancia

en el asunto, en los casos en que se haya optado por los contratos de prestación de

servicios para esconder una relación laboral; de manera que, conñgurada esa re-

lación dentro de un contrato de esa modalidad el efecto normativo y garantizador

del principio se concretará en la protección del derecho al trabajo y garantías la—

borales, sin reparar en la calificación o denominación que haya adoptado el víncu—

lo que la encuadra, desde el punto de vista formal“.

La Corte aclara, no obstante, que ello no implica que se puedan asimilar las

relaciones civiles y comerciales con las laborales.
De otra parte, la Corte Suprema de Justicia señala que:

los horarios y la realización de trabajos en las instalaciones de la empre—

sa no significa per se el establecimiento de una dependencia de subordinación que
conviene reiterar que en orden a esclarecer la subordinación, a menos de que se

pacte ella expresamente por las partes, es menester analizar el conjunto de fac—

tores determinantes del núcleo de la vinculación jurídica, y no aisladamente al—

gunos elementos, porque precisamente ese contexto es el que permite detectar

Sentencia C—154 del 19 de marzo de 1997, magistrado ponente Hernando Herrera, Corte Constitucional.

Artículo 2063 del Código Civil: “Las obras inmateriales o en que predomina la inteligencia sobre la mano de

obra, como una composición literaria o la corrección tipográñca de un impreso, se sujetan a las disposicio—

nes especiales delos artículos 2054, 2055. 2056 _v 2059”.

Sentencia C—665 del 12 de noviembre de 1998, magistrado ponente Hernando Herrera, Corte Constitucional.

237 Ibi/lem.
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tanto la real voluntad de los contratantes como la primacía de la realidad sobre
las formalidades“.

A pesar de las diferencias legales existentes entre un contrato laboral _v uno de
prestación de servicios, el Ejecutivo y el Legislativo han venido homologándolos
en algunos aspectos en aras de equilibrar los costos de los dos tipos de contratos.
Es así como el Decreto 1703 de 2002239 establece que en los contratos en los que
está involucrada la prestación de un servicio por una persona natural a favor de una
persona natural o jurídica cuya duración sea de más de tres meses, la parte contra—
tante deberá verificar la afiliación y el pago en salud. A su vez, el Decreto 0510 de
2003240 establece la misma obligatoriedad respecto de las pensiones. Estas normas,
como se anotó anteriormente, son elevadas a categoría legal mediante la Ley 797 de
2003 que establece la obligatoriedad de la afiliación de todos los trabajadores inde—
pendientes, incluyendo los vinculados por contrato de prestación de servicios a la
seguridad social.

Más adelante, el Decreto 1465 de 2005 establece la Planilla Integrada de Li—

quidación de Aportes, PILA, para evitar la evasión, en particular del aporte pensio—
nal. La PILA es un sistema que permite realizar el pago de los aportes mensuales
a la seguridad social a través de una única transacción financiera para el emplea—
dor o trabajador independiente, garantizando que a través de ella se pague por to—

dos los trabajadores o independientes relacionados en esa transacción a todos los
administradores.

La diferencia en el costo laboral o menor ingreso del trabajador independiente
entre pagar o no la seguridad social es de 29 por ciento. Esa realidad ha llevado a
que, en especial para este tipo de trabajadores de bajos ingresos, la PILA haya ter—
minado por excluirlos de la posibilidad de acceder al seguro de salud. Para solucio—
nar este impasse el Congreso aprobó la Ley 1250 del 27 de noviembre de 2008, que
establece que las personas que certiñquen ingresos iguales o inferiores a un salario
mínimo mensual no están obligadas a cotizar al Sistema de Pensiones por un perío—
do de tres años a partir de la emisión de la Ley.

Así mismo, el Consejo de Estado en fallo del 26 de noviembre de 2008241 es—

tablece que la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes, PILA, no puede ser

… Sentencia 15678 del 4 de mayo de 2001, magistrado ponente Roberto Herrera, Corte Suprema de Justicia.
… Decreto 1703 de 2002 (por el cual se adoptan medidas para promover _v controlar la afiliación _v el pago de

aportes en el Sistema General de Seguridad Social en Salud).

'm '”“ Decreto 0510 de 2003 (por medio del cual se reglamentan parcialmente los artículos …a , a“, 7”, 8”, 9“, 10" _v 14
de la Ley 797 de 2003).

… Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Fallo l700l—23—31—000—2008—

00195—01(AC) del 26 de noviembre de 2008, consejero ponente Héctor ]. Romero Díaz. La Sala procede a
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impedimento para que las personas ejerzan el derecho a la salud. Esta decisión deja

claro el enfoque de varios pronunciamientos proferidos en recientes jurispruden—

cias de las altas cortes, según las cuales de acuerdo con el Artículo 3º del Decreto

3085 de 2007, éstas pueden eximirse de la obligación de aportar en pensión cuando

sus ingresos económicos sean insuñcientes. .-Xsí las cosas, una persona en esta situa—

ción puede entregar a su EPS una declaración sobre su ingreso base de cotización

para demostrar que sus ingresos no le permiten aportar en el rubro de las pensio—

nes…. La Sala precisó que el trámite de pago de los aportes en salud mediante el

mecanismo implantado por el Gobierno Nacional —el cual exige cotizar simultánea—

mente a pensión— no puede desconocer la relevancia del derecho a la salud, en la

medida que resultaría contrario a las disposiciones constitucionales“.
De otra parte, durante la década de los años sesenta hizo su aparición una nue—

va modalidad para contratar mano de obra que cada vez se volvió más usual y que
constituye el antecedente de la reglamentación que se expide mediante el Decreto

1433 de 1983“, cuyo propósito es el de regular la prestación de servicios a terceros
caracterizada por la temporalidad de la misma. Ese Decreto pretendió regularizar la

actividad de quienes se dedicaban a la contratación y suministro de personal tem—

poral en beneficio de terceros usuarios de los servicios prestados por ese personal,

mediante la precisa definición de Empresas de Servicios Temporales, EST. En dicho

Decreto, además de eliminar la posibilidad de que personas naturales puedan ac—

tuar como suministradoras de personal temporal, se señala que las Empresas de

Servicios Temporales tienen la calidad de reales empleadores y como tales asumen
la totalidad de las obligaciones que las leyes les asignan a partir del inicio del vincu—

lo laboral con sus trabajadores.

decidir la impugnación interpuesta por la accionante contra la Sentencia del 11 de agosto de 2008, proferida

por el Tribunal Administrativo de Caldas.

… “La PILA no puede obstaculizar acceso a la salud de las personas”, en diario La Rep/¡Mira, 12 de diciembre

de 2008… p. 3.

1/u'dem. “El derecho a la salud se vuelve fundamental para su protección por parte del Juez Constitucional

cuando la desatencíón de una enfermedad amenaza con poner en peligro la vida de una persona. Con el Fin

de garantizar el goce del derecho a la salud es necesario permitir que los afiliados al Sistema General de Se—

guridad Social cumplan sus obligaciones, especialmente, el pago de los aportes, pues, dada la solidaridad en

la que se funda el mencionado Sistema, es necesario que concurran para su financiación todas las personas

que tengan la obligación de afiliarse".

3“ Decreto 1433 de 1983 (por el cual se reglamentan los artículos 3” y 38 del Decreto 0062 de 1976). Artículo

1": “Empresa de Servicios Temporales es aquella que contrata la prestación de servicios con terceros benefi—

ciarios, para el desarrollo de sus actividades ordinarias, inherentes o conexas, mediante la labor desarrollada

por personas naturales, contratadas directamente por la Empresa de Servicios Temporales la cual asume con

respecto de éstas el carácter de empleador o patrono. Las personas naturales que presten este mismo tipo de

servicios, quedan sujetas a las disposiciones del presente Decreto".
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Este triángulo laboral, donde un trabajador presta sus servicios personales a

una empresa que formalmente no es su empleador o patrono, pero a quien debe
acatar y cumplir las órdenes e instrucciones impartidas por la empresa beneñcia—
ria del servicio, se incrementó de manera notable en el país; quizá como resultado
de la rigidez de las normas laborales y la inflexibilidad del contrato de trabajo en
sus diversas modalidades, formas y duraciónº”.

No obstante, la regulación expedida y la proliferación desordenada de empre—
sas dedicadas al suministro de trabajadores temporales dio lugar a que la Ley 50 de
1990 precisara el concepto de temporalidad como característica esencial de la pres—
tación de servicios por parte de personas naturales contratadas directamente por
la empresa de servicios temporales a favor de terceros beneficiarios (Artículo 71).
Asi mismo, la Ley 50 de 1990 define que tales empresas deben tener como objeto
único la prestación de los servicios descritos; introduce el concepto de trabajadores
en misión para denominar el personal que la EST envía a las dependencias de los
usuarios a cumplir temporalmente las tareas en las cuales los usuarios de las EST
pueden contratar con éstas; _v ñja como plazo máximo de los contratos seis meses,
prorrogables hasta por seis meses más, limitación que el Gobierno acortó aun más
mediante el Decreto 1707 de 19912“), al prescribir que si se cumple el período de
doce meses “la necesidad del servicio en la empresa usuaria subsiste, no se podrá
prorrogar el contrato ni celebrar uno nuevo con la misma o con diferente EST para
la prestación del servicio respectivo” (Artículo 2º).

Quince años más tarde, el Gobierno expide el Decreto 4369 de 2006247, mediante
el cual reitera el ejercicio de la actividad de las EST, los requisitos de funcionamiento,
las obligaciones y garantías que deben ofrecer y el régimen sancionatorio que se les
aplica. En suma, lo que pretende el Decreto señalado es proteger a los trabajadores de
eventuales abusos de las empresas que desestiman la contratación de personal perma—
nente, trasladando sus responsabilidades a un patrono aparente: la EST.

No obstante la reiterativa _v exigente regulación aplicable a las EST, de acuerdo
con información registrada por la Asociación de Empresas de Servicios Tempora—
les, en Colombia a diciembre de 2006 funcionan 572, las cuales contaban en ese año
con más de 585.000 empleados.

… BLANCO RIVERA, Óscar Andrés. “Las empresas de servicios temporales en Colombia", en Rrrixm Larinna—
merianm de Derecho Savia/, No. 5, julio—diciembre de 2007, pp. 231—237, Biblioteca Jurídica Virtual del Ins—
tituto de Investigaciones jurídicas de la L'XA.NI.

… Decreto 1707 de 1983 (por el cual se reglamentan los articulos 71 a 94 de la Ley 50 de 1990).
“7 Decreto 4369 de 2006 (por el cual se reglamenta el ejercicio de la actividad de las Empresas de Servicios

Temporales _v se dictan otras disposiciones).
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Este tipo de contrataciones despierta gran preocupación e interés entre los ana—

listas laborales, en especial entre aquéllos que están preocupados por los derechos

colectivos de los trabajadores. Tal es el caso de Silva Romero quien sostiene que,

las agencias temporales de empleo, “verdaderos empleadores”, según la

Ley, por lo general son una oficina con un director, un computador y una secreta—

ria donde se reciben las solicitudes, se ubica el posible empleo y el aspirante asiste

para firmar un contrato como misionero. Los trabajadores misioneros asi contra—

tados no pueden crear un sindicato de empresa porque no se conocen entre si,

tampoco pueden integrar un sindicato de industria porque no son trabajadores

de las empresas usuarias y están siendo trasladados de una industria o actividad

a otra. Si pudiesen integrar un sindicato de gremio, realmente sería inoperante

para ejercer el derecho a la negociación colectiva….

De otra parte, las implicaciones de este tipo de contratos ha inducido demandas

ante la Corte Constitucional relacionadas con el tamaño mínimo de los sindicatos,

dadas las circunstancias particulares de esos trabajadores, sin que sus argumentos ha—

yan encontrado eco. La Sentencia C—201 de 2002“9 resulta de particular interés por
cuanto está claramente focalizada sobre uno de los mayores problemas que visualizan

las organizaciones sindicales cual es el de los requisitos mínimos para su conforma—

ción. El demandante considera que el número de veinticinco añliados establecido en
la Ley para conformar un sindicato resulta excesivo dados los cambios que se vienen

produciendo en los sistemas de contratación en el país. Esto significa el cambio en el

modelo de desarrollo que, como se anotó, induce en la práctica a la eliminación de las

garantías a la estabilidad laboral, la reestructuración de empresas y la proliferación de

contratación laboral bajo sistemas diferentes de los tradicionales.

Respecto de esta situación Silva Romero llama la atención sobre un punto de

la mayor relevancia, cual es la incompatibilidad creciente entre la estructura del

sistema productivo, tal como viene evolucionando a raíz de la reducción de la pro—

tección de la competencia externa, y una configuración de los sindicatos diseñada

para operar bajo un sistema productivo protegido. “La clasificación central de los

sindicatos de trabajadores: 1) empresa; 11) industria; III) gremio; y IV ) oficios va—

rios fue adoptada por el proteccionismo )“ era funcional cuando los contratos de

trabajo a término indefinido eran la regla general y la excepción la constituían los

… SILVA ROMERO, Marcel. Óp. n'¡., p. 235.

… Sentencia C—201 de 2002. Óp. ¿"¡/.. Corte Constitucional.
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trabajadores a término fijo, ocasionales o temporalesºº”º. A lo que el mismo autor
adiciona haciendo referencia a la Ley 50 de 1990, la cual,

. . . elimina el proteccionismo en la parte individual del derecho laboral e intro—

duce al máximo la flexibilización y la precariedad pero en la parte colectiva deja vivas
las consecuencias del proteccionismo y lo perfecciona, lo que va a dar por resultado
la imposibilidad real de desarrollar el sindicalismo. Así las normas regulatorias son
inoperantes para la inmensa mayoría de trabajadores reduciendo la posibilidad de
sindicalización exclusivamente a los antiguos trabajadores que tuviesen contrato de
trabajo a término indefinido que paulatinamente van desapareciendoº”.

Esa situación que privilegia al empleador, como se desprende del análisis pre—
sentado, se ha venido corrigiendo parcialmente y es susceptible de mayores cam—
bios hacia adelante en razón de dos hechos: el primero, las exigencias del Congreso
de los Estados Unidos para la aprobación del TLC que llevó a la presentación del
Proyecto de Ley No. 144 de 2007, siendo el décimo proyecto de ley presentado al
Congreso tratando de solucionar este impasse. Este Proyecto finalmente fue apro—
bado por el Congreso de la República como la Ley 1233 del 22 de julio de 2008252

que en lo fundamental precisa los elementos estructurales de las contribuciones a la
seguridad social e indica, por un lado, que las CTA son responsables de la afiliación
y pago de los aportes de los trabajadores asociados a este sistema y, por otro, que el
ingreso base de cotización será la suma de compensación ordinaria y extraordinaria
que éstos reciben. En segundo lugar, crea contribuciones especiales a la tarifa del 9
por ciento —3 por ciento destinado al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,
ICBF, 2 por ciento al Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, y 4 por ciento a la
caja de compensación—. Expresamente, la Ley exime del cumplimiento de esta obli—

gación a aquellas CTA cuya facturación anual no exceda de 435 salarios mínimos le—

gales mensuales vigentes, SMLMV. Además, establece disposiciones sobre el objeto
social de este tipo de entidades a las que prohíbe el desarrollo de ciertas actividades,
tales como actuar como empresas de intermediación laboral.

”“ SILVA ROMERO. Marcel. Óp. m., p. 237.

… [bir/cm, p. 237.

Ley 1233 de 2008 (por medio de la cual se precisan los elementos estructurales de las contribuciones a la se—

guridad social, se crean las contribuciones especiales a cargo de las Cooperativas y Precooperativas de Tra—
bajo Asociado, con destino al Servicio Nacional de Aprendizaje, SEN.—l, al Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar, ICBF, y a las cajas de compensación familiar, se fortalece el control concurrente _v se dictan otras
disposiciones).
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El segundo hecho, la necesidad de reducir el déficit del Sistema General de

Seguridad Social253 que, como se anotó, indujo la inclusión de todos los trabajado—

res independientes.
De otra parte, están las presiones ejercidas desde el ámbito de la Organización

Internacional del Trabajo fundamentadas en el incumplimiento de los artículos 38,

58 y 333 de la Constitución Política, respecto de los convenios aceptados por el país

y ratificados por el Congreso de Colombia y de la violación de los derechos huma—

nos. En este aspecto, las quejas de los sindicatos señalan un ambiente combativo en

su contra que se refleja en 2.534 asesinatos de sindicalistas entre 1986 y 2007254.

Producto de esa situación, entre otras, el Gobierno presentó con mensaje de

urgencia al Congreso el Proyecto de Ley No. 190 de 2007 de la Cámara y No. 209

de 2007 del Senado, el cual sustrae la decisión de declaratoria de ilegalidad de las

huelgas del ámbito del Ejecutivo y la traslada al Poder Judicial. Este Proyecto que
fue aprobado por el Congreso como la Ley 1210 del 14 de julio de 2008255 establece

que la legalidad o ilegalidad de una suspensión 0 paro colectivo será declarada judi—

cialmente. De esta manera, se traslada a la Rama Judicial la competencia que tenía
el Ministerio de la Protección Social. En este marco, la Ley concede a las partes la

posibilidad de convenir cualquier mecanismo de composición, conciliación o arbi—

traje para poner término a las diferencias cuando una huelga se prolongue por se—

senta días. Si ello no ocurre, de oficio o a petición de las partes, una subcomisión de
la Comisión de Concertación de Políticas Salariales y Laborales ejercerá sus buenos
oficios. Si las diferencias persisten, el Ministerio de la Protección Social convocará

un Tribunal de Arbitramento. Después de la convocatoria, los trabajadores deberán
reanudar sus labores dentro de un término máximo de tres días hábiles. Adicio—

nalmente, la Ley faculta al Gobierno para ordenar, previo concepto favorable de la

Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, el cese de la huelga cuando ésta afecte

de manera grave la salud, la seguridad, el orden público o la economía.
Como consecuencia de los desarrollos señalados, no resulta fácil concluir res—

pecto de lo ocurrido con los derechos colectivos de los trabajadores a partir de
1990 puesto que en algunos aspectos éstos han resultado protegidos, y en otros
ha sucedido todo lo contrario. Entre los aspectos negativos que le restan peso a

las conquistas legales y judiciales logradas en términos de derechos colectivos de

los trabajadores están las referidas a la reducción de la estabilidad de los contratos

-75 Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la Ley 797 de 2003. Anales del Congreso de la República
354 Fuente: Escuela Nacional Sindical, Centrales Sindicales, CUT, CGT Y CTC, y Confederación Colombiana

de Pensionados, CPC.

255 Ley 1210 de 2008 (por la cual se modifican parcialmente los artículos 448 numeral 4 y 451 del Código Sus—

tantivo del Trabajo y el Artículo 2“ del Código de Procedimiento del Trabajo y Seguridad Social y se crea el

Artículo 129 A del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y se dictan otras disposiciones).
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individuales de trabajo, inclusive en el caso de aquéllos amparados por la carrera
administrativa yla proliferación de trabajadores amparados por regimenes contrac—
tuales diferentes de los tradicionales. Esto es Cooperaíicas de 73'(Lbajadores Asocia—
dos y prestación de servicios _v Empresas de Servicios Temporales. De esta manera, por
sustracción de materia al haberse reducido el número de trabajadores cubiertos por
las normas que regulan los derechos de asociación y la masa crítica requerida para
la formación de sindicatos de empresa, se han ido erosionando los derechos colec—
tivos de los trabajadores.

De ahí que la estructura que ha venido adquiriendo el aparato productivo, más
orientada que en el pasado a la competencia externa, no resulte compatible con la
existencia de sindicatos fuertes de empresa. De otra parte, tampoco parece que
los costos laborales asociados al contrato tradicional de trabajo consagrados en el
Código Sustantivo del Trabajo permitan que el país compita eficientemente en los
mercados externos. En consecuencia existen enormes incentivos a la búsqueda de
alternativas menos costosas de contratación. Lo que resulta más sorprendente de la
situación es que sea el mismo Estado el que más recurra a este tipo de alternativas.

Dentro de este contexto, independientemente de lo que se piense al respecto,
una realidad que no se puede desconocer es que existe exceso de oferta de trabajo en
el mercado, que el derecho no es independiente de la economia, ni de la capacidad
administrativa del Estado de hacer cumplir las normas y que, en este caso especíñco,
pretender —en un mundo en el que el proteccionismo está mandado a recoger— con—
tinuar operando como si nada hubiera pasado, resulta por decir lo menos utópico.

Los mismos sindicatos aceptan esta realidad y reconocen su responsabilidad en
lo sucedido. Al respecto Walter David Navarro, presidente del sindicato de EPM, el lº
de mayo de 2008 en la presentación de un “Pacto social por un nuevo sindicalismo”,
anotó que el sindicalismo no pasa por un buen momento ni en Colombia, ni en el res—
to del mundo. En casi todas partes ha descendido vertiginosamente la tasa de afilia—

ción desde hace varias décadas. Ha perdido capacidad de lucha y liderazgo. Entre las
causas de esto, la más poderosa es la globalización y las transformaciones en las rela—

ciones económicas y en la organización de la producción y los servicios. Atribuir tales
mutaciones a las políticas neoliberales, estigmatizándolas como retrógradas parece
demasiado simplista _v constituye además un fácil expediente para evadir un análisis
más íntegro en el cual cobran relieve las propias responsabilidades del sindicalismo.
Respecto a la situación del sindicalismo en Colombia, Navarro añadió:

según datos de hace dos años los afiliados son ochocientos treinta mil, el
4,5 por ciento de la fuerza laboral que supera los dieciocho millones de personas.
Más del 60 por ciento de esos añliados, alrededor de quinientos mil, pertenecen al
sector público el cual ocupa un millón de trabajadores, es decir que casi la mitad
está sindicalizada. En cambio, en el sector privado, que congrega las principales
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actividades productivas y de servicios pues genera unos diecisiete millones de

puestos de trabajo, el número de afiliados apenas llega a trescientos mil, menos

del 2 por ciento del totalº“.

A lo cual el dirigente añade que el sindicalismo deber ser propositivo y autén—

ticamente democrático, amigo de la concertación y del diálogo con empleadores y

Gobierno, flexible ante las mutantes condiciones del entorno económico y social,

con sentido de responsabilidad social, prestador de servicios esenciales para sus
asociados, respetuoso de la Ley, ajeno )“ contrario a los actores armados ilegales,

que coloque el interés auténtico de mejoramiento de los trabajadores y el país por
encima de confrontaciones antagónicas de claseº”.

De otra parte, cabe destacar que la política de Seguridad Democrática del pre—

sidente Uribe ha sido exitosa al haber logrado desmovilizar la mayoría de los grupos
paramilitares y haber debilitado como nunca antes los grupos guerrilleros. El resul—

tado de esta política se refleja en todos los indicadores, los cuales registran caídas

significativas entre 2003 y 2007: los homicidios comunes pasaron entre 2003 y 2007

de 23.523 a 17.198, las víctimas de homicidios colectivos de 504 a 128 y los secues—

tros totales de 2.122 a 486258.

“El único lunar de esta política ha sido la lucha contra el narcotráfico, pues, no
obstante los esfuerzos gubernamentales, la cantidad de cocaína producida en Co—

lombia no se ha reducido durante estos años””. Adicionalmente, la filtración de

dineros del narcotráfico en la política ha afectado a congresistas —más del 30 por
ciento— y partidos políticos, los cuales están siendo cuestionados por la Corte Su—

prema de justicia y por la Fiscalía.

—-º NAVARRO, Walter David. “Presentación del pacto social por un nuevo sindicalismo“, Medellín, 1“ de mayo
de 2008.

257 Ibídem.

35“ Presidencia de la República y Ministerio de Defensa Nacional, República de Colombia. “Política de Defensa

y Seguridad Democrática”, óp. ¿“it.

259 Declaraciones de Alfredo Rangel, director de la Fundación Seguridad y Democracia.



CONCLUSIONES

Colombia podría catalogarse, por lo menos hasta finales de los años ochenta, den—

tro del marco del análisis realizado por James Payne, como un país en el que por la
excesiva centralización política y administrativa del poder en el Ejecutivo lo normal

era la suspensión del orden constitucional por la vía del uso permanente de los es—

tados de excepción y de la delegación de funciones del Legislativo en el Ejecutivo
—así sólo entre 1948 y 1956 se hubiese roto de manera formal con el orden instituido
constitucionalmente—. Durante todo ese lapso, siempre estuvo en el orden del día la

búsqueda de acuerdos entre los distintos grupos de interés, subyacente a los cuales
estuvo la confrontación permanente entre quienes detentan los derechos al capital

y los derechos al trabajo. No obstante, hacia la segunda mitad de los años ochenta
tiende a reducirse la centralización administrativa y la utilización de los estados de

excepción y, si bien la búsqueda de acuerdos políticos continúa, en esta ocasión ésta

se da entre el Ejecutivo, que tiene una mayor representatividad política, y los gru—

pos armados al margen de la Ley que se disputan por el control del Estado.
Los acuerdos alcanzados siempre han terminado favoreciendo las preferencias

del votante medio, apartándose de los extremos, dentro del marco de los conceptos
desarrollados por Acemoglu y Robinsonl. Esto ha implicado que tanto unos grupos
de interés como los otros hayan tenido que ceder en el alcance de sus pretensiones,
sesgando las decisiones en uno u otro sentido, sin que éstas hayan sido de entera
satisfacción para ninguna de las partes pero que han resultado, en su momento,
de una u otra forma, aceptables para la mayoría, en la medida en que se distancian
de las alternativas que más rechazan. Estos hechos se evidencian en los resultados
electorales a lo largo del siglo, en los intentos de golpe de Estado, en el cierre del

Congreso de 1948 y en el Golpe de Estado de 1952, el Plebiscito de 1957 y en la

convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente en 1990. Los resultados así

obtenidos desafortunadamente en el largo plazo no pueden calificarse de exitosos,
ni satisfactorios para ninguna de las partes.

1 ACEMOGLU, Da1'on y ROBINSON, james A. Emnomic Origins ofDícmtors/1ip and Democracy, New York,
Cambridge University Press, 2006, p. 89.
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Del estudio aquí realizado se evidencia que a lo largo del siglo XX y en lo que
va corrido del siglo XXI hasta 2008 los intereses de los trabajadores, tanto a nivel
individual como colectivo, y sus relaciones con los de los dueños del capital, han
sido determinantes del desarrollo de las instituciones que rigen esas relaciones, así
como de las organizaciones creadas al amparo de las mismas y que han contribuido
a moldearlas, ajustándose a la teoría de North presentada al inicio de este trabajo.
En esos desarrollos han influido de manera determinante, además de las normas
legales y constitucionales, factores económicos y políticos así como la capacidad
administrativa del Estado por hacer cumplir las reglas.

Hasta mediados del siglo XX, después de una encarnizada lucha, en la que con
frecuencia se recurre a la violencia y las preferencias de los trabajadores juegan un pa—

pel protagónico, al primer acuerdo entre los partidos políticos mayoritarios se llega en
1957 producto del derrocamiento de la dictadura. A partir de esa fecha y hasta 1990
el manejo del poder queda en manos de un gobierno de coalición formado por los dos
partidos mayoritarios, los que, por lo menos hasta mediados de los ochenta, buscaron
activamente el apoyo de los trabajadores. Esta situación facilita, a partir de los años
sesenta, la configuración de un ordenamiento jurídico aceptable para los distintos
grupos de poder que participan de esa coalición, la cual, no obstante, deja por fuera
otros grupos minoritarios que, al no tener posibilidad de hacerse oír, optan por la lu—

cha armada financiada, a partir de los inicios de los años ochenta, con la protección
de la producción y el tráfico de estupefacientes. Los problemas de orden público que
de ahí derivan dan origen a la firma de otro acuerdo político con algunas facciones de
esos grupos armados, acuerdo que se protocoliza con la expedición de la Constitución
de 1991. Esta no sólo modifica el régimen electoral y judicial sino que incluye un sin—

número de derechos fundamentales que, por la configuración que quiso imprimirles
la Asamblea Constituyente, resultan exigibles. No obstante ese acuerdo, los grupos al

margen de la Ley que quedaron excluidos y los Que se formaron a partir de entonces
continúan atetando contra la gobernabilidad del país por lo que no se puede concluir
que Colombia haya logrado aún reglas de juego aceptables para todos o que por lo
menos no despierten el rechazo violento de algunas de las partes.

Producto de las transacciones realizadas por intereses antagónicos entre el ini—
cio del siglo XX y 1950, en el aquí denominado período de transición, la regulación
legal de los salarios, cuyo propósito era proteger los derechos de los trabajadores no
sindicalizados no resultó aceptable para los empleadores. Estos, en su lugar, preñ—
rieron la introducción de toda suerte de prestaciones sociales exigibles en el largo
plazo —cesantías, pensiones, seguros— vinculadas a las nóminas, cuyo sobrecosto se
estima alcanza el 78 por ciento de su valor en ese período. A pesar de la resistencia
de los empresarios a aceptar cambios salariales, entre 1930, que es el año a partir del
cual se dispone de estadísticas oficiales, y 1950, el salario urbano de la economía en
términos reales crece un 2,5 por ciento anual promedio.
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A partir de 1950 y hasta 1957, al tiempo que el Gobierno empieza a ajustar es—

porádicamente el salario mínimo, continúa incluyendo prestaciones sociales adicio—

nales vinculadas a las nóminas, pero que no forman parte del salario, esencialmente
destinadas a beneficiar grupos especiñcos de la población —subsidio familiar, edu—

cación técnica, atención a la infancia, vivienda—. La totalidad de los sobrecostos a

las nóminas así originados se estiman en 70,6 por ciento para un total de 148,7 por
ciento a lo largo del período en referencia.

En los años sesenta, en respuesta a las demandas de los trabajadores, se introdu—

cen enormes garantías de estabilidad en el contrato individual de trabajo, al tiempo

que empiezan a canalizarse recursos públicos a la protección social, lo que viene a su—

marse a incrementos periódicos del salario mínimo, el cual comienza a vincularse de

manera relativamente estable al aumento del IPC a partir de los años setenta. Esta ten—

dencia lleva a que entre 1950 y 1990 el salario mínimo urbano crezca 117 por ciento,

equivalente a 3,3 por ciento por año en términos reales, al tiempo que aquéllos de la

construcción aumenten un 1,9 por ciento anual, los industriales un 3,6 por ciento y el

promedio de la economía un 2 por ciento. También hay evidencia estadística de que
durante ese lapso los trabajadores sindicalizados lograron mayores ingresos que los no
sindicalizados. En particular, el trabajo de Urrutia estima que hasta 1965 esa diferencia

en la industria manufacturera fluctúa entre 18 y 23 por cientoº.
De igual manera es durante este período que comienzan a ajustarse las pensio—

nes teniendo en cuenta la pérdida en su poder adquisitivo, así sólo hasta finales de
los años ochenta el ajuste quede definitivamente vinculado al Índice de Precios al

Consumidor. Cabe destacar, sin embargo, que durante esa época nadie se responsa—
biliza de la forma de honrar dichas prestaciones, a pesar de que entre 1945 y 1990

había crecido de manera sostenida la expectativa de vida al nacer, al haber pasado de

40,2 años a 69,2 años, al tiempo que se reducía la población económicamente activa

como proporción de la total.
En simultáneo, la proporción del llamado gasto social dentro del total del Pre—

supuesto Nacional crece signiñcativamente, al haber pasado de sólo un 1 por ciento

en 1950 a 5,3 por ciento del PIB en 1990. Ese tipo de gasto facilita entre otras co—

sas la reducción del analfabetismo de un 68 por ciento en 1918 a 27,1 por ciento en
1964 _v a un estimado de 9,9 por ciento en 1993, asi la cobertura total en salud fuese
de tan sólo 23,4 por ciento?

Hasta 1990 a cambio de esas concesiones del empleador y, en particular del mis—

mo Gobierno como gran empleador, excepción hecha de tres lapsos relativamente

' URRUTIA, Miguel. His/aria del Sindicalismº en Colom/¡in, Bogotá, Ediciones Universidad de los Andes, 1969.

MEZA CARVAJALINO, Carlos Arturo e ISAZA CASTRO. jairo Guillermo. 72*ndenrias revienres y perspecti—

tas de la (abertura en el régimen ¿'onlríblzlira de ¿ºu/ud m Columbia, Bogotá, Departamento de Investigaciones.
Universidad de la Salle, 2004, p. 13.
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cortos en que se favorecen ampliamente los derechos colectivos de los trabajadores
—entre 1930 y 1938, en 1946 y entre 1965 _v 1967—, éstos se restringen de manera
progresiva, en especial por la imposición de restricciones administrativas ( 1946), de
la delegación en el Gobierno de su control (1950), al igual que de la aplicación del
concepto de servicios públicos a las más diversas actividades productivas, incluyen—
do las desarrolladas por el sector privado (1950 y 1967), con lo que se les limita la

posibilidad de presentar pliegos de peticiones y el derecho a la huelga, sin que ello
signifique que dichos trabajadores resulten maniatados y que no dispongan de la
suficiente capacidad de presión para obtener aumentos en su remuneración y en las
prestaciones sociales, en especial durante los años sesenta y setenta. En ese período
dichos salarios crecen un 1,8 por ciento anual en términos reales.

La mecánica recurrente a lo largo del período analizado parecería ser la de in—

corporar acuerdos laborales a las convenciones colectivas, los cuales más adelante,
producto de la presión de los trabajadores, son introducidos en las normas. Este
proceso da pie para solicitar más prestaciones, que años más tarde aparecen en las
normas y así sucesivamente, a semejanza de una carrera interminable de relevos que
lejos de fortalecer la negociación colectiva la debilitaba por sustracción de materia.

Del proceso descrito, puede concluirse que entre comienzos de siglo y 1990 se
produce la transición de un esquema en el que, de una parte, las demandas de los
trabajadores se atienden con la extensión de prestaciones sociales, a otro en el que
estas demandas se traducen en aumentos salariales y; de otra parte, de una situación
en la que la empresa se hace cargo de algunas de esas prestaciones sociales, a otra
en la que ésta tributa más y es el Gobierno quien responde por ese tipo de gasto y
por la prestación del servicio.

Esa transacción que hasta los años noventa resulta aceptable para los dueños
del capital está soportada sobre cinco pilares básicos.

El primer pilar, la existencia de una estructura institucional centralizada en la que
al Gobierno se le facilita el uso de la fuerza y la intervención administrativa en la eco—

nomía, erradicando con ello la oposición, lo que da pie para un enorme malestar social,
que al no tener mecanismos eficientes para manifestarse se traduce en el surgimiento
de grupos armados al margen de la Ley que se disputan por el control del Estado, sin
que éste disponga ni de la fuerza, ni de la autonomía requeridas para controlarlos. La
búsqueda de recuperación de la gobernabilidad por parte del Estado desemboca en la
expedición de la Constitución de 1991 y la derogatoria de la de 1886.

El segundo pilar, el apoyo del Gobierno a la restricción de la oferta laboral, al

prohibir la contratación de trabajadores para reemplazar los declarados en huel—

ga —esquiroles en 1944— 3“ al introducir enormes costos por despido injustificado
—pensión sanción, acción de reintegro, indemnizaciones entre 1961 y 1964—.

El tercer pilar, una política que favorece la conformación de monopolios por la
via de la protección a la producción doméstica de la competencia interna y externa,
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que a la vez que facilita atender las demandas reivindicativas de los trabajadores,
facilita el traslado de esos mayores costos a los precios al consumidor.

El cuarto pilar, unas prestaciones sociales a cargo del empleador que en su ma—

yoría sólo son exigibles en el largo plazo, como ocurre con las pensiones, 0 con el

retiro del trabajador de la empresa, como es el caso de las cesantías, o eran contin—

gentes, como es el caso de la salud. Al no ser exigibles dichas prestaciones en el plazo
inmediato, ni existir normas que previeran la constitución de provisiones o reservas,
tampoco se contabilizan como tal en los estados financieros de las empresas por lo

que no afectaban el reparto de utilidades o los excedentes financieros de las empre—

sas estatales en el año en que se causaban, ni en los posteriores. Así, el problema sólo

surge años más tarde cuando dichas prestaciones comienzan a hacerse exigibles y
es entonces cuando resultan impagables. Cuando esto ocurre el país descubre que
repartió por décadas a título de dividendos las prestaciones sociales de los trabaja—

dores. A ello contribuye de manera especial el que la expectativa de vida al nacer hu—

biese aumentado de 28,5 años en 1900 a 76 años en 2006 y con ello no sólo hubiese
aumentado el lapso requerido para hacer exigibles esas prestaciones sociales, sino
también el número de años improductivos de los trabajadores con derecho a pensión
con el consecuente incremento en sus costos y los asociados a la salud.

El quinto pilar y no menos importante, la incapacidad administrativa del Es—

tado de hacer cumplir las normas. Esta situación facilita a comienzos del siglo XX,

y aún sigue facilitando así sea en menor grado, en particular a raíz de la Consti—

tución de 1991, la aceptación por parte de los empresarios de la introducción de

obligaciones laborales sin que medien intenciones de atenderlas. Esta situación, en
especial, a comienzos del siglo XX dio pie para la movilización violenta por parte
de los trabajadores.

El resultado de este proceso es el deterioro financiero de las empresas, en par—

ticular de las estatales, sin ser las únicas, de la deficiencia en la prestación de los

servicios a su cargo y de la informalidad de la economía. De ahí que con el tiempo,
se hubiese agotado esa estructura productiva proteccionista. De una parte, por ser
cada día más dificil crecer y por ende continuar transfiriendo los mayores costos
laborales a los precios de los bienes terminados. Por otra parte, por cuenta de los

mecanismos que incorporó la Constitución de 1991 para hacer exigible la protec—

ción de los derechos individuales. En consecuencia se tornó imprescindible el re—

planteamiento del modelo de desarrollo y la adopción de las debidas precauciones y
los mecanismos requeridos para prever la generación de los recursos indispensables
para honrar los cuantiosos pasivos laborales contingentes acumulados a lo largo del
siglo —en especial los pensionales— y el resto de prestaciones sociales incluidas en el

Código Sustantivo del Trabajo.
El cambio en las reglas de juego desde el punto de vista económico se logra

mediante la reestructuración y privatización de empresas estatales —dentro de éstas
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se destacan las empresas encargadas de los derechos económicos de los trabajado—
res: pensiones, salud y accidentes de trabajo—, la apertura de la economía a la com—

petencia externa, y la flexibilización del mercado laboral, dentro del marco de la

protección de los derechos individuales. En desarrollo de ese proceso el comercio
global como proporción del PIB pasa de 31,8 por ciento a 47,4 por ciento entre 1990

y 2006, incremento que si bien es elevado está lejos de asemejarse al de otros países
del Sureste asiático como Vietnam donde éste alcanza un 140 por ciento del PIB.

Los cambios introducidos en las reglas de juego a partir de 1990, producto del
cambio de modelo de desarrollo y de la normatividad incorporada a la Constitu—
ción de 1991 en materia laboral han sido validados en su gran mayoría por la Corte
Constitucional. Como consecuencia de estas decisiones ha resultado favorecida la

protección del poder de compra de los salarios, de las pensiones amparadas por el
Régimen Pensional de Prima Media con Prestación Definida y de la pensión mí—

nima, así no pueda decirse lo mismo del Régimen de Ahorro Individual, el cual
transfirió un enorme grado de incertidumbre al trabajador, sin que a la fecha el país
haya asimilado las implicaciones que ello puede llegar a tener sobre el nivel de vida
de la población.

En lo que se refiere a los salarios reales cabe destacar que los urbanos crecieron
un 1,3 por ciento anual, los de los servidores públicos un 3,1 por ciento _v el mínimo
un 1,5 por ciento entre 1990 y 2007. Al lado de estos resultados, está el trabajo de
Cuesta de 2005 que encuentra evidencia empírica de un diferencial salarial positi—

vo a favor de los trabajadores sindicalizados que oscila entre el 3 por ciento y el 5

por ciento del salario mensual, y entre el 15 y el 16 por ciento del salario por hora.
Cuando se analiza sólo el sector privado, el diferencial salarial se incrementa y os—

cila entre el 22 y el 27 por ciento del salario mensual y entre el 52 y el 53 por ciento
del salario por hora*.

A cambio de la protección al poder de compra de los trabajadores, se flexibilizó
el contrato laboral y se redujo de manera sustancial la estabilidad laboral. Al mismo
tiempo el gasto social como proporción del PIB continuó en ascenso hasta alcanzar
en 2005 casi ocho puntos del PIB, sin incluir el correspondiente al pago pensional
—5 por ciento del PIB—, con lo que no debe sorprender que el analfabetismo se hu—

biese mantenido en niveles relativamente bajos —9,6 por ciento—, al tiempo que la
cobertura total en salud se hubiese incrementado de manera sustancial hasta alcan—

zar un 74,1 por ciento—º. Del éxito logrado en términos del aumento en la cobertura

* CUESTA, Laura. lmpam1 de las rim/¡(alas en Colombia. ,lrlu_ynru.t salarios_y más desigmz/tlad, Bogotá, Centro de
Estudios de Desarrollo Económico, CEDE, Universidad de los Andes, 2005.

5 En 2005 se reportó un total de 34.113.781 afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud *Réf
gimen Contributivo adicionado a Régimen Subsidiado _v a Regímenes Exceptuados—. Fuente: “Infor—

me de actividades al Honorable Congreso de la República 2006—2007“. Bogotá. julio de 2007, p. 21. En
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pensional no puede decirse lo mismo. A comienzos de los noventa, el 20 por ciento
de la fuerza laboral estaba afiliada a algún régimen pensional; en 2006 el porcentaje
de cotizantes era de sólo 31,7 por ciento“.

Como dato adicional cabe destacar que aumentó de manera sustancial la pro—

porción del ingreso nacional que recibe la fuerza laboral entre 1950, que es desde
cuando se dispone de estadísticas, y 2005, al haber pasado de 36 a 47 por ciento, con
la consecuente reducción de la del capital de 64 a 53 por ciento7. Esto no significa
que no se deben seguir haciendo esfuerzos en esta materia.

En términos de los derechos colectivos de los trabajadores, del proceso descrito
se concluye que, a pesar de haber estado la politica orientada a su fortalecimiento, esa
misma política termina por minarlos. Es un hecho que los sobrecostos vinculados a
lo largo del siglo XX a los contratos de trabajo en últimas estimulan la proliferación
de contratos laborales no cubiertos por el Código Sustantivo del Trabajo —coopera—

tivas, servicios temporales, prestación de servicios— que disminuyen sustancialmente
la masa laboral susceptible de afiliación sindical. De ahí que la proporción de traba—

jadores sindicalizados haya caído de un 12,3 por ciento en 1980 a niveles del 4,6 por
ciento en 2006, cifra que se asemeja a la registrada en la década del cuarenta cuando
el país era eminentemente agrícola y estaba surgiendo el movimiento sindical.

Sin embargo, esa tendencia parece estar cambiando en razón a que la Constitu—

ción de 1991 abrió el espacio para que los sindicatos, así sea por cuenta de la presión
internacional, logren concesiones que les faciliten su actuación. Es evidente que los

sindicatos al haber perdido poder de negociación frente al Gobierno y frente a los

dueños del capital han optado por cambiar de estrategia y en la actualidad ésta se
orienta a la búsqueda de apoyo de factores de poder en el exterior, los cuales están
presionando en el ámbito interno en dos instancias.

La primera instancia, por cuenta de los sindicatos norteamericanos que están
obstaculizando la aprobación del Tratado de Libre Comercio con los Estados Uni—

dos, el cual resulta vital para el éxito del nuevo modelo de desarrollo económico.

2005 la población total era 46.039.144 habitantes. Fuente: Anexo 1: “Población de Colombia en miles de
habitantes".

A diciembre de 2005 se registró un total de 13.523.344 añliados al Sistema General de Pensiones, pero sólo
cotizaban 6.422.+44 personas. Fuente: “Informe de actividades al Honorable Congreso de la República
2006—2007". Op. rif. Para 2006 la población económicamente activa ascendía a 20.335.000.

Fuente: Cuentas Nacionales de Colombia. varias bases. Banco de la República, DANE, cálculos del autor. En
este ejercicio los impuestos indirectos netos de subsidio se distribuyen entre la remuneración al trabajo y al

capital hasta 1967 de acuerdo con sus participaciones dentro de la remuneración a los factores. A partir de
1968 y en relación con la cesión de los impuestos indirectos a las entidades territoriales para transformarlos
en mayor gasto social, se le asigna directamente el 60 por ciento de los impuestos indirectos a la remunera—

ción de los trabajadores y el restante 40 por ciento de acuerdo con sus participaciones dentro de la remune—
ración a los factores.
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El argumento utilizado por esos movimientos laborales es que en Colombia existen
mercados laborales fragmentados con costos diferenciados, lo que configura el de—

nominado “dumping social ”. El Gobierno viene tratando de subsanar este problema
desde hace más de seis años —unas veces por la vía gubernativa y otras por la legisla—
tiva— hasta la fecha con éxito relativo. De una parte, se ha buscado que las Coopera—
tivas de Trabajadores Asociados al menos paguen los costos parañscales _v el salario
mínimo, de otra, se amplió la obligatoriedad del pago de cotizaciones a la seguridad
social a aquellos contratos que no están regidos por el Código Sustantivo del Traba—
jo sino por el Código Civil —prestación de servicios, trabajo independiente—.

Por lo pronto, se impuso el pago de las contribuciones parañscales a las coo—

perativas de trabajadores: tanto empresarios como Gobierno estuvieron prestos a

ceder, motivados por la presión internacional, para obtener la aprobación del TLC
y el apoyo internacional en la lucha contra el narcotráfico. De hecho dichos traba—

jadores, unidos a los vinculados a Empresas de Servicios Temporales, tanto en nú—

mero como en proporción de la fuerza laboral cayeron de un 15 por ciento en 2005
a un 12 por ciento en 2006.

La segunda instancia es por la vía de la Organización Internacional del Tra—
bajo, que está haciendo exigible el cumplimiento de los convenios suscritos por
Colombia y ratificados por el Congreso en el pasado, al haberse elevado a rango
constitucional las normas allí contenidas. Tal es el caso, por ejemplo, de los dere—

chos de negociación colectiva y el derecho a la huelga de los trabajadores vincula—

dos a servicios públicos no esenciales, ámbito en el que se han producido cambios
significativos. Así mismo, en aras de la mayor libertad de negociación, el Congreso
aprobó la Ley 1210 del 14 de julio de 2008 que le devuelve a la Rama judicial el po—
der de declaratoria de ilegalidad de las huelgas, el cual se había trasladado a la Rama
Ejecutiva desde 1950.

Subyacente a la presión internacional tanto norteamericana como de la Comu—

nidad Europea que se viene ejerciendo sobre el país, están las denuncias de viola—

ción de los derechos humanos por cuenta del asesinato de 2.534 sindicalistas entre
1986 y 20073.

No obstante lo anterior, no puede ignorarse que existen razones de índole eco—

nómica que han contribuido a inducir la proliferación de contratos laborales no re—

gulados por el Código Sustantivo del Trabajo ni por la carrera administrativa. Estas
razones en esencia están asociadas a los costos laborales, a la capacidad que tiene el
país de competir con la producción internacional, y en especial al exceso de oferta de
mano de obra vigente en la economía —el desempleo alcanzó un 20,2 por ciento en

*' Escuela Nacional Sindical, Centrales Sindicales, CL'T, CGT Y CTC, y Confederación Colombiana de Pen—

sionados, CPC.
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2000 y en 2007 todavía continuaba elevado, en niveles de 11,6 por ciento— que estimu—

la la disponibilidad de una creciente masa laboral dispuesta a trabajar en condiciones
diferentes de las cubiertas por el Código Sustantivo del Trabajo, y a que probable—

mente las condiciones laborales, en virtud de las conquistas obtenidas a lo largo del

siglo, así éstas no tengan todavía plena vigencia ni cubran por igual la totalidad de los

trabajadores, sean lo suficientemente buenas como para desestimular la búsqueda de

mayores reivindicaciones a través de la presión sindical, como ocurría a principios del

siglo XX, cuando los trabajadores eran considerados como un objeto que no merecía

ningún respeto.
En su conjunto los resultados del proceso descrito no han sido los mejores, ni

para los trabajadores ni para los empresarios en razón a que la estructura del aparato
productivo que de ahí surge a la postre resulta inviable por lo que se torna impos—

tergable su replanteamiento, con todos los costos que ello implica en términos de

los sacrificios a que se han visto abocados tanto los trabajadores, en términos de la

estabilidad laboral y del ingreso, como los dueños de capital, en términos de la pér—

dida de los recursos invertidos. Como muestra de esos sucesos basta con señalar lo
ocurrido en una de las empresas colombianas que llegó a catalogarse como una de las

más grandes y exitosas del país: Coltejer. Sus propietarios, después de asumir pér—

didas por más de quince años y de cara a una posible orden de liquidación, optaron
como último recurso por negociar con los sindicatos y trabajadores la finalización de

la convención colectiva con el fin de recuperar la viabilidad ñnanciera de la compañia.
Después de que algunos sindicatos se opusieron a tal negociación, la gran mayoría de

los trabajadores presionaron la aceptación de la terminación de la convención vigente

y así no sólo evitar la liquidación de Coltejer, sino abrir el espacio requerido para la

posible participación de un socio extranjeroº en su propiedad.
En términos de los resultados obtenidos frente a la insurgencia armada tam—

bién queda mucho camino por recorrer. Así la política de Seguridad Democrática

haya dado cuenta de la reducción apreciable de los asesinatos y secuestros, éstos

“Se salvó de una liquidación la textilera Coltejer“. "El jueves 14 de mayo de 2008, tras una convocatoria de
la junta Directiva del Sindicato Textil Coltejer Sedeco. los empleados afiliados a la Asamblea General, vo—

taron a favor de la renuncia a la convención colectiva de trabajo. De 1.057 personas que acudieron a expre—

sar su decisión, 935 lo hicieron a favor de ceder los beneficios convencionales. De esta manera se allanó el

camino para el ingreso de un inversionista extranjero, que apunta a que sea Kaltex, de México. Sedeco, es el

sindicato mayoritario en las plantas de Coltejer en ltagúí y, junto con el otro de base, el de Textiles Rionegro,

acoge el 78 por ciento de los trabajadores de la textilera. Precisamente, en Rionegro _va se había aprobado,
el pasado sábado, la renuncia a la convención colectiva _v el cambio de las prestaciones legales y extralcgales,
más la indemnización por la cancelación de los contratos por acciones. Desde el pasado 22 de abril, la Su—

perintendencia Financiera ordenó la suspensión preventiva de la negociación en la Bolsa de Valores de Co—

lombia de la acción de la textilera, debido al anuncio de buscar alternativas de capitalización mediante un in—

versionista estratégico". Tomado de diario El Colombiano, mayo 15 de 2008. Edición en línea: http://WWW.
elcolombiano.com.co/BancoConocimiento/O/olac_coltejer_no_sera_liquidada_lcg_15052008/01ac_c01—

tejer_no_sera_liquidada_lcg_l 5052008 .asp?CodSeccion= 53
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subsisten al igual que los grupos armados al margen de la Ley y el narcotráfico por
lo que no puede afirmarse que el Estado tenga todavía capacidad de controlarlos,
ni exista una estructura institucional que no amerite nuevos cambios orientados a
lograr una mayor aceptación de las normas por parte de toda la sociedad.

Para concluir cabe destacar que la situación descrita lleva a pensar que la le—

gislación laboral tal como está estructurada tanto en los aspectos individuales como
en los colectivos, a pesar de los ajustes introducidos a partir de los años noventa,
no resulta todavia coherente con un modelo de desarrollo de competencia y con un
mundo cada vez más globalizado, por lo que más temprano que tarde será preciso
replantearla. Es dentro de ese contexto que cabría preguntarse y reflexionar res—

pecto de si a la organización sindical le cabría la posibilidad de suplir un vacío en
la estructura institucional y política del país y asumir un papel protagónico en la
canalización de inquietudes de la población dentro del marco de un contexto social
afectado por violencia, en el que determinados grupos de interés al no haber logra—
do encontrar mecanismos ni canales idóneos para manifestar su inconformidad, y
sentir respeto en sus derechos, han optado por la lucha armada.
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Año Población Tasa de crecimiento (%) Año Población Tasa de crecimiento (%)

1925 6.724 1966 20.151 2,9%

1926 6.859 2,0% 1967 20.743 2,9%

1927 6.996 2,0% 1968 21.345 2,9%

1928 7.136 2,0% 1969 21.954 2,9%

1929 7.279 2,0% 1970 22.561 2,8%

1930 7.425 2,0% 1971 23.101 2,4%

1931 7.547 1,6% 1972 23.654 2,4%

1932 7.726 2,4% 1973 24.218 2,4%

1933 7.880 2,0% 1974 24.794 2,4%

1934 8.038 2,0% 1975 25.381 2,4%

1935 8.199 2,0% 1976 25.977 2,4%

1936 8.363 2,0% 1977 26.583 2,3%

1937 8.531 2,0% 1978 27.197 2,3%

1938 8.702 2,0% 1979 27.819 2,3%

1939 8.896 2,2% 1980 28.447 2,3%

1940 9.049 1,7% 1981 29.080 2,2%

1941 9296 2,7% 1982 29.718 2,2%

1942 9.503 2,2% 1983 30.360 2,2%

1943 9.715 2,2% 1984 31.004 2,1 %

1944 9.931 2,2% 1985 31.659 2,1 %

1945 10.152 2,2% 1986 32.305 2,0%

1946 10.378 2,2% 1987 32.963 2,0%

1947 10.609 2,2% 1988 33.646 2,1 %

1948 10.845 2,2% 1989 34.314 2,0%

1949 11.087 2,2% 1990 34.970 1,9%

1951 12.961 3,1 % 1992 36.406 2,0%

1952 13.328 2,8% 1993 37.127 2,0%

1953 13.711 2,9% 1994 37.849 1,9%

1954 14.110 2,9% 1995 38.542 1,8%

1955 14.527 3,0% 1996 39.296 2,0%

1956 14.960 3,0% 1997 40.064 2,0%

1957 15.410 3,0% 1998 40.827 1,9%

1958 15.876 3,0% 1999 41.589 1,9%

1959 16.359 3,0% 2000 42.321 1,8%

1950 16.857 3,0% 2001 43.071 1,8%

1961 17.371 3,0% 2002 43.834 1,8%

1962 17.900 3,0% 2003 44.584 1,7%

1963 18.444 3,0% 2004 45.325 1,7%

1964 19.001 3,0% 2005 46.039 1,6%

1965 19.591 3,1% 2006 46.772 1,6%

1966 20.151 2,9% 2007 47.521 1,6%

Fuente: Banco de la República. Principales indicadores económicos 1923—1997.

Banco de la República. Principales indicadores económicos 1950—2007. Disponible en 11—'11*W,banrep.goxzco
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ANEXO 1: POBLACIÓN

1.2. Población rural
y urbana en Colombia

“

A' Población total Part¡cípacíón (%)no
Total Rural Urbana Rural Urbana

1938 8.702 6.200 2.502 71,2% 28,8%
1945 10.152 6.705 3.447 66,0% 34,0%
1950 1 1.592 6.996 4.596 60,4% 39,6%
1955 13.588 7.562 6.026 55,7% 44,3%
1960 15.953 8.250 7.703 51,7% 48,3%
1965 18.646 8.806 9.840 47,2% 52,8%
1970 21.430 9.184 12.246 42,9% 57,1 %
1975 23.968 9.405 15.563 39,2% 64,9%
1980 26.622 9.529 17.093 35,8% 64,2%
1985 29.265 9.599 19.666 32,8% 67,2%
1993 37.127 11.138 25.989 30,0% 70,0%
2005 41.243 10.31 1 30.932 25,0% 75,0%

Población urbana y rural como porcentaje dela población total
80_

70 >=

Tu 60
...8 50C
:ºu 40
'_º
-8 30
Q.
&” 20

10

0
00 LA O Ln O Ln O LA O un m lnM 51” … Ln © © VX N a) (X) © 09 9 9 9 9 9 2 2 9 9 º %

fRural ¡Urbana

Fuente: 1945—1965 Londoño, Juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural Transformation:
Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1938, 1993 _v 2005 Censo General DANE.



Anexo gráfico

ANEXO 1: POBLACIÓN

1.3. Tasa de natalidad, tasa de fecundidad
y esperanza de vida al nacer

Tasa de natalidad por cada mil habitantes
_

i… a“ .__ > . .

1 ' ¡4 45147

Período Tasa (%) 4251 “ºº …” 4“

1905<1912 42,51%

1912—1918 42.80%

1918-1938 42,83%

1938-1951 44,10%

1951 —1 964 45,47%

1964-1973 41,07%

1973—1985 32,64% ,: 2 59, ¡ % R % g º
<> 0 … o … o … … o

1985—1993 27,51% ¿ 5 g ;¿ ¿ g g ¿ 5

2005-2010 19,86% º º º º º º º º %

Fuente: Banco de la República, “El desempeño macroeconómico colombiano: series estadísticas (1905-1997) segun—
da versión, con base en las cifras de los censos”. 2005—2010 DANE, Censo General, Grupo de proyecciones 2007.

Y % :$ngs %?
_

Tasa de fecundidad
Año Tasa (%) 7º“º

(…
1951 7,04%

1964 6,24%
“%

1973 4,60% 1 “% 315%

2,45%

1985 3,40%

1993 3,15% I l |2005 2,48% 1951 1964 1973 1985 1993 2005

Fuente: 1951—1985 Urrutia, Miguel. “Política social: prioridad de la década del noventa”, UMACRO—DNP. 1993—2005

DANE Censo General. Tasa de fecundidad: Cantidad de hijos por cada mujer.

'a,——5 a;, __ º ¡… wa
, 1

“

… —— . _

“

Esperanza de vida al nacer en número de años
Año Número de años
1900 28,5

1910 30,5
1920 33,0

1930 36,1

1940 40,2

1950 48,9

1960 58,2

2006 76,0 ¡ 1900 1910 1920 1930 1940 1950 1960 2006

Fuente: 1900-1960 Nueva Historia Ecuno'mx'ra de Colombia, 2006. Censo General 2005 .
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Tasa 1%)

ANEXO 1: POBLACIÓN

1.4. Tasa bruta de mortalidad
y tasa de mortalidad infantil

Periodo
1900 39,0%

1910 35,0%
1 920 32,0%

1930 27,%

1938 22,4%
1 951 1 6,7%
1 964 1 1 ,5%

1973 8,7%

1985 6,8%

1995 5,9%

2005—201 o 5,8%

Tasa bruta de mortalidad por cada mil habitantes
390%

1900 1910 1920 1930 1938 1951 1964 1973 1985 1995 2005»2010

Fuente: 1900—1930 Urrutia, Miguel. “Política social: prioridad de la década del noventa", 1938—1985 Nueva His—

toria Etano'mím de Colombia. 1995 Censo General. 2005—2010 Grupo de proyecciones DANE 2007. Tasa de morta—
lidad: Cantidad de defunciones por cada 1.000 habitantes.

Tasa de mortalidad infantil por cada mil menores
" “ * ' ' “* 250,o%

Año Tasa (%)
1900 250,0%

1938 212,9%

1951 123,3%

1964 92,1%
1973 73,0%

1985 41,2%

2005 22,3% 1900 1938 1951 1964 1973 1985 2005

Fuente: Urrutia, Miguel. “Política social: prioridad de la década del noventa”, UMACRO—DNP, DANE. Censo Ge—

neral 2005. Tasa de mortalidad infantil: Cantidad de defunciones por cada 1.000 nacidos vivos.
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ANEXO 1: POBLACIÓN

1.5. Tasa bruta de mortalidad y tasa
bruta de mortalidad infantil histórica

1955 1959
1963:

1967

:
1971 1975

<

1979

”

1933,
1987

:
2007py

% …
_

Año , Mortalidad brúta* Mortalidad infantilº Año Mortalidad bruta* Mortalidad infantilº
1951 16,68 123,17 1980 7,63 59,43

1952 16,68 123,17 1981 6,81 41,16

1953 16,68 123,17 1982 6,81 41,16

1954 16,68 123,17 1983 6,81 41,16
1955 16,68 123,17 1984 6,81 41 ,1 6

1956 13,32 105,34 1985 6,81 41,16

1957 13,32 105,34 1986 6,09 39,66

1958 13,32 105,34 1987 6,09 39,66

1959 13,32 105,34 1988 6,09 39,66

1960 13,32 105,34 1989 6,09 39,66

1961 1 1,48 92,10 1990 6,09 39,66

1962 11,48 92,10 1991 5,91 36,96

1963 11,48 92,10 1992 5,91 36,96

1964 11,48 92,10 1993 5,91 36,96

1965 1 1,48 92,10 1994py 5,91 36,96

1966 10,06 82,18 1995py 5,91 36,96

1967 10,06 82,18 1996py 5,75 34,25

1968 10,06 82,18 1997py 5,79 30,00

1969 10,06 82,18 1998py 5,68 29,00

1970 10,06 82,18 1999py 5,60 28,10

1971 8,71 73,03 2000py 5,55 27,20

1972 8,71 73,03 2001 py 5,51 26,40

1973 8,71 73,03 2002py 5,48 25,60

1974 8,71 73,03 2003 py 5,46 24,80

1975 8,71 73,03 2004py 5,44 24,10

1976 7,63 59,43 2005py 5,42 23,30

1977 7,63 59,43 2006py 5,41 22,70

1978 7,63 59,43 2007py 5,41 22,00

1979 7,63 59,43

Tasa de mortalidad infantil Tasa de mortalidad bruta
140 f

120

100

1955 1959 1963

¿
1967

A

1971

¿
1975 1979 1983

:
1987 1991

1995py 1999py

¿
2003py 2007py

Fuente: 1985—2012 DANE. Proyecciones de población. Actualizado, septiembre de 2002.
º Cantidad de defunciones por cada 1.000 menores. * Cantidad de defunciones por cada 1.000 habitantes.
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ANEXO 1: POBLACIÓN

1.6. Tasa de analfabetismo y nivel
educativo de personas de quince años y más

¡ '
“

' ' º º“ “ Tasa de analfabetismo
Año Tasa (%) 68,0%

1 91 8 68,0%
1 938 44,1 %

1951 37,7%

1964 27,1 %
1 973 18,5%

1978 16,8%
1 981 1 5,6%

1985 13,5%

1993 9,9% al % º'ººº

1997 8,4%

2000 8,1 % 1918 1938 1951 1964 1973 1978 1981 1985 1993 1997 2000 2005”

2005* 9,6%

Fuente: 1918—2000 KALMANOVITZ & LÓPEZ. “Instituciones y desarrollo agrícola en Colombia a principios del
siglo XX”. *2005 Cifra Censo General.

9,63

Año Años 5.92
6'54

1950 3,96 3,96

1980 5,92
1986 6,54 J2005* 9,63 1950 990 1986 2005-

Fuente: 1950—1986 Nueva Historia de Colombia, Tomo v Economía, [afe', industria, Editorial Planeta. *Censo Ge—

neral 2005, años promedio de educación población de veinticuatro años.
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ANEXO 1: POBLACIÓN

1.7. Matriculados en primaria y secundaria
como porcentaje de la población total

, _

, . 51 aún “a.
,

Año Primaria (%) Secundaria (%) Primaria (%) Secundaria (%)

1900 3.52% 0.15% 8,74% 0,55%

1901 3,65% 0,17% 9,12% 0,57%

1902 3,78% 0,19% 9,53% 0,59%

1903 3,92% 0,21 % 9,65% 0,68%

1904 4,06% 0,23% 9,84% 0,77%

1905 4,21 % 0,25% 10,31% 0,79%

1906 4,27% 0,28% 10.50% 0.86%

1907 4,34% 0,30% 10,96% 0,91 %

1908 4,43% 0,33% 1 1,26% 0,98%

1909 5,03% 0,36% 1 1,87% 1,07%

1910 4,99% 0,38% 12,37% 1,19%

1911 5,53% 0,42% 12.66% 1,31%

1912 5,76% 0,46% 12.61% 1,47%

1913 5,39% 0,50% 13.00% 1,73%

1914 5,75% 0,55% 13.64% 1,99%

1915 5,98% 0,61 % 14.40% 2,30%

1916 6,24% 0,59% 15,56% 2,62%

1917 6,38% 0,58% 16.01% 3,65%

1918 5,86% 0,56% 16.13% 4,01%

1919 5,34% 0,54% 16.26% 4.41 %

1920 5,48% 0,54% 16,33% 4,82%

1921 5,69% 0,53% 16.44% 5.29%

1922 5,86% 0,51 % 16.54% 5,80%

1923 5,59% 0,51% 16.28% 5,90%

1924 6,01 % 0,50% 16,42% 6,16%

1925 6,12% 0,49% 16,31% 6,33%

1926 6,22% 0,49% 16,22% 6,52%

1927 6,30% 0,48% 16.10% 6.69%

1928 6,58% 0,48% 15,96% 6,69%

1929 6,62% 0,48% 14,5 7% 6,74%

1930 6,66% 0,47% 14,48% 6,61 %

1931 6,70% 0,47% 14,29% 6,73%

1932 6,74% 0.47% 13.70% 6.56%

1933 6,78% 0.47% 13.33% 7,12%

1934 6,82% 0.39% 13,46% 7,15%

1935 6,66% 0.35% 13.36% 7.18%

1936 7,03% 0.38% 13,26% 7,20%

1937 6,69% 0.39% 13.15% 7.21 %

1938 7,22% 0.39% 13.13% 7,24%

1939 6,81 % 0.39% 12.43% 7.38%

1940 6,66% 0.38% 12.39% 7.53%

1941 7,12% 0.38% 12.28% 7.76%

1942 6,78% 0.38% 12.18% 7.85%

1943 6.95% 0,41% 12.51% 8,44%

1944 6,98% 0.40% 12.53% 8.66%

1945 6,60% 0.35% 12.55% 8.88%

1946 6,76% 0.44% 12.58% 9.12%

1947 6,84% 0.44% 14.87% 8.45%

1948 7,05% 0.39% 14.37% 7,86%

1949 6,91 % 0,43% 14,29% 8,51 %

1950 7,13% 0.49% 14.21% 8.95%

1951 7,53% 0.55% 13.83% 9.34%

1952 7,82% 0,55% 13,71 % 9,71 %
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Matriculados en primaria como porcentaje dela población total

16,0% 16,1%

14,9%

13,7%

11,0%

7,1%
6,7% 6,7%

5 0% 55%

L1900 1910 1920 1930 1940 1950 1960 1970 1980 1990 2000 2005

Matrículados en secundaria como porcentaje dela población total
%:

8,5%

0,9%
02% 0,4% 0,5% 0,5% 0,4% 0,5%

1 900 1910 1920 1930 1940 1950 1960 1970 1980 1990 2000 2005

Fuente: 1900—1996 Oxford Latin American Economic History Database. 1996—2005 DANE, Ministerio de Edu—
cación Nacional, incluye oficiales y privados, para el caso de educación secundaria incorpora, a su vez, educación
media y adultos en secundaria.
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ANEXO 1: POBLACIÓN

1.8. Calidad de vida
por disponibilidad de servicios

Porcentaje de hogares con servicio de acueducto
96,9%

898% —

Añº Cabecera (%)) Resto (%) 55,9% 65,5%

1951 66,9% 7,4%

1964 65,8% 13,3%

1973 86,9% 27,6%

1985 89,8% 28,0% ,

1997 95,9% 12,3% 1951 1964
J

1973 1985

'

1997 2005

2005 86,5%
P3Cabecera ¡Resto

Fuente: 1951—1985 Nueva Historia Emnómim de Colombia. 1997 DANE, Encuesta de Calidad deVida. 2005 Total

nacional, DANE, Censo. Porcentaje de hogares con acueducto público. En las cabeceras, las otras fuentes de agua
son más importantes.

Porcentaje de hogares con servicio de energía eléctrica
95,0%
99

5» x ;
Año Cabecera (%)
1951 64,3% 4,2%

1964 65,4% 5,6%

1973 87,0% 15,0%

1 985 95,0% 40,8% ,

1993 85,8% 1951 1964 '973 1955
.

993 2005

2005 96,0% ºººººº'º 'ºº“º

Fuente: 1951—1985 cabecera y resto: Nueva Historia Económica de Colombia. Entre 1993 y 2005 los datos corres—

ponden al total nacional, según las cifras del censo.
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Tasadeinñación ANEXO 2: EMPLEO,
SALARIOS Y PRECIOS

%

2.1. Evoluc1ón histórica
> de la tasa de 1nf1a01ón

750.0
_,— _ » » » - ' X 0

EV …
7 ' st'6r ' , 7 y. 7 3

Año wc 197o=1oo Inflación (%) Año ¡pc 197o=1oo Inñación (%)
1925 6 20,54% 1967 81 7,32%
1926 6 9,57% 1968 86 6,55%
1927 7 19,81 % 1969 94 8,58%
1928 8 2,04% 1970 100 6,78%
1929 6 -24,07% 1971 114 13,62º/o
1930 4 -25,56% 1972 130 14,01%
1931 3 -29,63% 1973 160 23,53%
1932 2 —38,96% 1974 202 26,04%
1933 3 40,30º/0 1975 237 17,70%
1934 3 4,74% 1976 298 25,68%
1935 3 7,91% 1977 383 28,37%
1936 3 5,97% 1978 455 18,77%
1937 3 9,54% 1979 586 28,80%
1938 3 -0,71 % 1980 738 25,96%
1939 3 -4,72% 1981 932 26,35%
1940 3 6,89% 1982 1.156 24,03%
1941 4 18,03% 1983 1.349 16,64%
1942 5 24,32% 1984 1.595 18,28%
1943 6 19,46% 1985 1.954 22,45%
1944 6 7,47% 1986 2.363 20,95%
1945 8 24,14% 1987 2.931 24,02%
1946 10 19,36% 1988 3.755 28,12%
1947 11 17,32% 1989 4.735 26,12%
1948 13 17,95% 1990 6.268 32,37%
1949 16 21,10% 1991 7.950 26,82%
1950 16 1,79% 1992 9.948 25,14%
1951 18 7,71% 1993 12.197 22,61%
1952 20 10,42% 1994 14.953 22,60%
1953 20 4,14% 1995 17.864 19,47%
1954 21 2,22% 1996 21.729 21,64%
1955 22 7,80% 1997 … 25572 17,68%
1956 27 20,20% 1998 29.843 16,70%
1957 29 6,38% 1999 32.599 9,23%
1958 31 8,10% 2000 35451 8,75%
1959 33 7,86% 2001 38.163 7,65%
1960 36 7,22% 2002 40.829 6,99%
1961 38 5,87% 2003 43.479 6,49%
1962 40 6,41 % 2004 45.869 5,50%
1963 54 32,55% 2005 48.096 4,86%
1964 58 8,91 % 2006 50.250 4,48%
1965 67 14,55% 2007 534111 5,69%
1966 75 12,98%

Fuente: Unidad de análisis macroeconómico — DNP, Exmdíslimx Hisro'rims de Calamlzin Tomo I, Tercer Mundo
Editores. DANE, Banco de la República.
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ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS

2.2. Tasa de desempleo

Año Porcentaje Año
'

Porcentaje “. Año Porcentaje

1951 2,92% 1970 10,04% 1989 9,93%

1952 2,90% 1971 11,58% 1990 10,45%

1953 2,90% 1972 13,10% 1991 10,15%

1954 2,90% 1973 14,71 % 1992 10,23%

1955 2,81 % 1974 13,99% 1993 8,60%

1956 2,99% 1975 13,19% 1994 8,90%

1957 3,18% 1976* 10,20% 1995 8,83%

1958 3,38% 1977 9,30% 1996 11,20%

1959 3,59% 1978 8,85% 1997 12,43%

1960 3,74% 1979 8,75% 1998 15,23%

1961 4,38% 1980 9,84% 1999 19,38%

1962 5,04% 1981 8,19% 2000 20,22%

1963 5,78% 1982 9,31% 2001 18,25%

1964 6,56% 1983 1 1,93% 2002 17,67%

1965 6,67% 1984 13,38% 2003 16,51%

1966 7,35% 1985 13,83% 2004 15.18%

1967 8,03% 1986 13,45% 2005 13,57%

1968 8,70% 1987 1 1,78% 2006 12,64%

1969 9,3 7% 1988 11,33% 2007 11,64%

Tasa de desempleo

20

…

Tasa

(%)

5

1955

1
959 1963 1967

1
971 1975 1979 1983 1987

1
991

1
995 1999 2003 2007L71

ox

Fuente: 1951—1975 Flórez, Carmen Elisa. “Las transformaciones socio—demográficas en Colombia durante el

siglo xx”, en El desempeño matroemna'mim mlomlziano series estadísticas 1905—1997, segunda versión, Grupo de Es—

tudios de Crecimiento Económico Colombiano, GRECO, Banco de la República 1999. Calculada como la relación

entre PEA y desocupados.
* Nota: 1976-2007 serie empalmada por el Banco de la República, corresponde a la tasa de desempleo promedio
anual para las siete ciudades principales.
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ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS

2.3.a. Población ocupada formal e informal
en trece áreas metropolitanas

- Emp1eado Emplea-do Cuen_ta Traoajadorr Jornale ro Subtotal informales FormalesAno part1cular domest1co propia famlhar sm opeon ¡ “ñ . d (%) (l,/)(%) (%) (%) remuneración (%) (%) 'ºº 35' ºº ºº º
1991 15,4% 5,1 % 28,1 % 2,4% 0,0% 51 ,0% 49,0%
1992 15,2% 5,1 % 27,7% 2,3% 0,0% 50,2% 49,8%
1993 15,0% 5,0% 27,4% 2,3% 0,0% 49,7% 50,3%
1994 14,8% 5,0% 27,1 % 2,3% 0,0% 49,2% 50,8%
1995 14,8% 4,9% 27,0% 2,3% 0,0% 49,0% 51,0%
1996 14,8% 4,9% 27,0% 2,3% 0,0% 49,0% 51,0%
1997 15,0% 5,0% 27,4% 2,3% 0,0% 49,7% 50,3%
1998 15,4% 5,1 % 28,2% 2,4% 0,0% 51,1% 48,9%
1999 16,1 % 5,4% 29,4% 2,5% 0,0% 53,4% 46,6%
2000 16,7% 5,6% 30,5% 2,5% 0,0% 55,3% 44,7%
2001 16,8% 5,6% 30,7% 2,6% 0,0% 55,8% 44,2%
2002 17,3% 6,4% 29,1 % 3,0% 0,0% 55,7% 44,3%
2003 17,2% 5,9% 29,4% 3,1 % 0,0% 55,5% 44,5%
2004 16,7% 5,8% 28,1% 2,9% 0,0% 53,5% 46,5%
2005 17,2% 5,5% 28,4% 2,4% 0,0% 53,5% 46,5%
2006 17,5% 5,6% 27,5% 2,4% 0,1 % 53,1 % 46,9%
2007 17,5% 4,7% 27,8% 2,4% 0,1 % 52,4% 47,6%

Tasa de empleo formal e informal
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Fuente: 1991—2000 serie construida a partir del Anexo C de la serie de estudios de la CEPAL sobre mujer y desa—
rrollo basado en información de las encuestas de hogares del DANE. 2001—2007 Informes especiales de informa—
lidad, DANE.

Nota 1: Entre 1991 _v 2000 se utiliza la distribución publicada por el DANE en el año 2001 entre los diferentes ti—

pos de empleo informal.

Nota 2: Se excluyen de la clasificación de informales del DANE a los patrones o empleadores.
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ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS

2.3.b. Población ocupada formal e informal
en trece áreas metropolitanas

. . Subtotal
"ººa;ººº', … …¡%…)… …es…

1991 29,3% 20,4% 5,6% 55,4% 44,7%

1992 28,8% 20,1 % 5,6% 54,5% 45,5%

1993 28,5% 19,9% 5,5% 53,9% 46,1%

1994 28,2% 19,7% 5,4% 53,4% 46,7%

1995 28,1% 19,6% 5,4% 53,1% 46,9%

1996 28,1 % 19,6% 5,4% 53,1 % 46,9%

1997 28,5% 19,9% 5,5% 54,0% 46,1 %

1998 29,3% 20,4% 5,7% 55,4% 44,6%

1999 30,6% 21,4% 5,9% 57,9% 42,1 %

2000 31,7% 22,1 % 6,1 % 60,0% 40,0%

2001 32,0% 22,3% 6,2% 60,5% 39,5%

2002 30,9% 23,8% 6,6% 61,3% 38,7%

2003 30,7% 23,3% 6,6% 60,6% 39,4%

2004 29,2% 23,0% 6,4% 58,6% 41,4%

2005 29,8% 22,4% 6,5% 58,7% 41,3%

2006 29,0% 22,5% 7,0% 58,5% 41,5%

2007 28,1% 22,0% 6,4% 56,6% 43,4%

Fuente: l99l¡2000 serie construida a partir del Anexo C de la serie de estudios de la CEPAL sobre mujer )" desa—

rrollo basado en información de las encuestas de hogares del DANE. 2001—2007 Informes especiales de informa—

lidad, DANE.

Nota 1: Entre 1991 y 2000 se utiliza la distribución publicada por el DANE en el año 2001 entre los diferentes tí—

pos de empleo informal.

Nota 2: Esta presentación incluye como informales a los patrones o empleadores de las sociedades con menos
de diez trabajadores y a causa de esta clasificación diñere del cuadro anterior en promedio en 5 por ciento de los

trabajadores.
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ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS

Anexo 2.4. Tasa de desempleo e informalidad

…. "3

Año Tasa de desempleo (%) Trabajadores informales (%)
1991 10,2% 55,4%

1992 10,2% 54,5%
1 993 8,6% 53,9%

1994 8,9% 53,4%
1 995 8,8% 53,1 %

1996 11,2% 53,1%

1997 12,4% 54,0%

1998 15,2% 55,4%

1999 19,4% 57,9%

2000 20,2% 60,0%

2001 18,3% 60,5%

2002 17,7% 61,3%

2003 16,5% 60,6%

2004 15,2% 58,6%

2005 13,6% 58,7%

2006 12,6% 58,5%

2007 11,6% 56,6%

Tasa de desempleo e informalidad

25 - 65
l
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m" 6 - 54 ,_

1 $
…

0 … … … … . … 50
v— … M W L.'V XD IX CX) ON 0 '— N … ? L'H C VX
ON Ch CD CP 0 0 CN © ON 0 O O O C O O OCh ON CD 0 Ch EN EN O ON 0 O C) O C O O C— -— -— -— — — — -— -— N N N N 'x. r'x' N N

Fuente: DANE.
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2.5. Trabajadores afiliados a cooperativas
de trabajo asociado y a empresas

de servicios temporales

Afiliados dela poblac10n ocupada
Año Cooperativas Empresas Total añliados (trece principales ciudades)

Total (%) Informal (%) Formal (%)
2003 193.214 923.990 1.117.204 14% 24% 36%

2004 283.091 834051 1.1 17.142 14% 24% 34%

2005 378.933 821.152 1.200.085 15% 25% 35%

2006 452.000 584.578 1.036.578 12% 21 % 30%

Fuente: Acoset, Asociación Colombiana de Empresas de Servicios Temporales, Observatorio del mercado laboral.

Urrea Giraldo, Fernando. “La rápida expansión de las cooperativas de trabajo asociado en Colombia. . .”, en Con—

!roversia No. 188, junio, pp. 117—169, Medellín, CINEP, 2007. La clasificación de formales e informales correspon—
de a la del DANE, cálculos del autor.



ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS
gal

, … …
199,8…

-

…

. . Sector % Sector Subsidio ¡Pc Sector Subsidio . . Sector % Sector Subsidio IPC Sector Sector SubsidioVigenc1a Decreto Vigencia Decretourbano Anual rural transporte 1998 urbano rural transporte urbano Anual rural transporte 1998 urbano rural transporte
01/01/1950 - 60 — 60 » 0,1 103.672 103.672 » 01/01/1981 3463d1c./80 5.700 27% 5.310 - 3,1 182438 169.955 -
01/01/1951 - 60 0% 60 - 0,1 101.466 101.466 - 01/01/1982 3687dic./81 7.410 30% 7.020 - 3,9 191219 181.155 »

01/01/1952 60 0% 60 - 0,1 93.508 93.508 - 01/01/1983 3713dic./82 9.261 25% 8.775 — 4,5 204.896 194.143 A

01/01/1953 - 60 0% 60 - 0,1 85.159 85.159 - 01/01/1984 3506d¡c./83 11.298 22% 10.875 - 5,3 211.326 203.414 »

01/01/1954 - 60 0% 60 — 0,1 80.829 80.829 » 01/07/1984 3506d1c/8315) 11.298 0% 11.082 - 5,3 211.326 207285 -
01/01/1955 - 60 0% 60 - 0,1 82.626 82.626 - 01/01/1985 01 ene/85 13557 20% 13.557 - 6,5 207.097 207.097 -
01/10/1956 2214sep./56 135 125% 96 - 0,1 172178 122438 » 01/01/1986 3754d¡c/85 16.811 24% 16.811 7,9 212.328 212328
01/07/1957 22145ep./56 155 15% 110 » 0.1 164.029 116.108 - 01/01/1987 373261c786 20.510 22% 20.510 - 9,8 208.864 208.864 …

01/01/1958 2214sep/56 155 0% 110 - 0,1 151.920 107.537 01/01/1988 2545dic./B7 25.637 25% 25.637 - 12,6 203.770 203770 -
01/01/1959 2214sep/56 155 0% 110 - 0,1 140.924 99.753 — 01/01/1989 2662d1c./88 32570 27% 32.570 - 15,9 205.259 205.259 —

01/05/1960 1090abr./60 198 27% 132 » 0,1 167188 111459 - 01/01/1990 3000dic./89 41.025 26% 41.025 3.798 21,0 195323 195.323 18.082
01/01/1961 2834nov./61 219 11% 153 - 0,1 174.920 122.205 - 01/01/1991 3074dic/90 51.720 26% 51.720 4.787 26,6 194.160 194.160 17.971
01/08/1962 1828ju1./62 300 37% 210 - 0,1 225.454 157.818 - 01/01/1992 2867dic./91 65.190 26% 65.190 6.033 33,3 195.571 195.571 18.099
01/01/1963 240feb./63 420 40% 270 - 0,2 235.758 151.559 — 01/01/1993 2061 dic/92 81.510 25% 81.510 7.542 40,9 199.441 199.441 18.454
01/08/1969 1233ju1./69 519 24% 300 - 0,3 167.277 96.692 - 01/01/1994 2548dic./93 98.700 21% 98.700 8.705 50,1 196.990 196.990 17.374
01/08/1970 12331u1]69 519 0% 300 - 0,3 156.977 90.738 — 01/01/1995 2872d1c./94 118.934 21% 118.934 10.815 59,9 198691 198691 18068
01/08/1971 1233ju|./69 519 0% 300 » 04 137564 79517 - 01/01/1996 2310dic./95 142.126 19% 142.126 13.567 72,8 195.198 195.198 18.633
13/04/1972 577abr./72 660 27% 390 — 0,4 153453 90.677 - 01/01/1997 2334dic./96 172.005 21% 172.005 17.250 85,7 200.735 200.735 20.131
13/04/1973 577abn/72 660 0% 390 » 0,5 123.581 73025 01/01/1998 3106d1c./97 203826 19% 203.826 20.700 100,0 203826 203.826 20.700
01/01/1974 2680dic./73 900 36% 690 » 0,7 133.328 102.218 - 01/01/1999 256081c/98 236438 16% 236.438 24.012 109,2 216.459 216.459 21.983
08/11/1974 2394nov./74 1.200 33% 1.020 0,7 177.771 151.106 - 01/01/2000 2647d1c,/99 260100 10% 260100 26.413 118,8 218.958 218958 22235
08/11/1975 2394nov./74 1.200 0% 1.020 - 08 150932 128.292 - 01/01/2001 2580dic./00 286000 10% 286.000 30.000 127,9 223.665 223.665 23461
30/07/1976 1623¡uL/76 1.560 30% 1.320 - 1,0 156.005 132004 01/01/2002 2910dic./01 309.000 8% 309.000 34.000 136,8 225861 225.861 24.852
01/01/1977 1623ju1./76 1.770 13% 1.500 - 1,3 137.489 116516 » 01/01/2003 3232dic./02 332000 7% 332.000 37.500 145,7 227.881 227.881 25.740
01/08/1977 1623 jul./76 1.860 5% 1590 - 1,3 144480 123507 — 01/01/2004 3770díc./03 358000 8% 358.000 41.600 153,7 232922 232922 27.066
01/11/1977 2371 oct./77 2.340 26% 2.010 - 1,3 181.765 156.132 - 01/01/2005 4360dic./04 381.500 7% 381500 44.500 161,2 236.717 236.717 27.612
01/05/1978 23710ct./77 2.580 10% 2.205 1,5 169.275 144671 01/01/2006 4686d¡c./05 408000 7% 408.000 47.700 168,4 242309 242309 28.329
01/01/1979 2381dic./78 3.450 34% 3.150 » 2,0 175.729 160.448 » 01/01/2007 4580dic./06 433.700 6% 433.700 50.800 178,0 243.695 243.695 28544
01/01/1980 3189dic./79 4500 30% 4.200 - 2,5 181982 169850

Fuente: Banco de 111 República, Principales Indicadores Económicos 1923—1997, Ministerio de la Protección Social.
Notas: El Decreto 1156 de abril de 1955 crea las comisiones paritarias de patronos y trnbujzulores para la fijación de salarios mínimos y señala su organización. lil Decreto 2837 de 1960
organiza el Consejo Nacional de Salarios creado por la Ley 187 de 1959. Los decretos anteriores 11 1969 fijab:m salarios discriminándolos en zona ¡“uml y urbana. Según el Decreto 3506 de
1983 se uniñcó cl SML para los sectores urbano y rural.
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ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS
2.7. Índices de salarios

Índice de Salar10munimo
[ d' d | _ Salario

Salario minimo Índice de Salario m mo
¡ d' d l

_ Saiario
Salario mínimo

. |
urbano más “ ¡ce e sa ano

, . urbano real . ¡
urbano más " me e sa ano

, . urbano real

Año Prec105 : subsidio de real de,obreros en r¿un1mo | empalmado Año prec¡os; subsidio de real de¡obreros en rlnlm0 ' empalma dº
CONSUM! OI“

transporte Bogota de M|gue| ur ano rea Urrutia consum! or transporte Bogota de M|gue| ur ano rea Urrutia
Urrutia Urrutia

1950=100 1950=100 1950=100 1938=100 1950=100 1950=100 1950=100 1938=100
1938 114 100,0 1973 923 1.100 - 119,2 132,8

1939 114 100,0 1974 1.166 2.000 - 171,5 191,0

1940 118 103,5 1975 1.374 2.000 - 145,6 162,2

1941 117 102,6 1976 1.728 2.600 » 150,5 167,6

1942 112 98,2 1977 2.224 3.900 - 175,3 195,3

1943 113 99,1 1978 2.634 4.300 - 163,3 181,9

1944 106 93,0 1979 3.392 5.750 — 169,5 188,8

1945 109 95,6 1980 4.273 8.250 - 193,1 215.1

1946 107 93,9 1981 5.398 10.375 » 192,2 214,1

1947 112 98,2 1982 6.696 13.225 - 197,5 220,0

1948 109 95,6 1983 7.810 16.785 - 214,9 239,4

1949 129 1 13,2 1984 9.238 20.667 - 223,7 249,2

1950 100 100 127 100,0 111.4 1985 11.311 24.845 » 219,7 244,7

1951 102 100 - 97,9 109,0 1986 13.681 30.769 - 224,9 250,6

1952 111 100 » 90,2 100,5 1987 16967 37517 — 221,1 246,3

1953 122 100 - 82,1 91,5 1988 21.739 46.812 - 215,3 239,9

1954 128 100 - 78,0 86,9 1989 27.417 59.387 » 216,6 241,3

1955 125 100 » 79,7 88,8 1990 36.292 74.705 - 205,8 229,3

1956 135 225 - 166,1 185,0 1991 46.026 94178 - 204,6 228,0

1957 164 259 » 158,2 176,3 1992 57.595 118.705 - 206,1 229,6

1958 177 259 - 146,5 163,3 1993 70.616 148.420 - 210,2 234,1

1959 191 259 — 135,9 151,4 1994 86.573 179.008 - 206,8 230,4

1960 205 330 - 161,3 179,7 1995 103.427 216.248 » 209,1 232,9

1961 216 365 - 168,7 188,0 1996 125.807 259.488 - 206,3 229,8

1962 230 500 » 217,5 242,3 1997 148.056 315.425 - 213,0 237,3

1963 308 700 - 227,4 253,3 1998 172.786 374.210 - 216,6 241,3

1964 337 700 - 207,4 231,1 1999 188.734 434.083 - 230,0 256,2

1965 387 700 - 181,1 201,7 2000 205.253 477.522 — 232,7 259,2

1966 437 700 — 160,3 178,5 2001 220.942 526.667 - 238,4 265,6

1967 469 700 — 149,4 166,4 2002 236.389 571.667 - 241,8 269,4

1968 499 700 - 140,2 156,2 2003 251.732 615.833 — 244,6 272,5

1969 536 865 - 161,4 179,8 2004 265.572 666.000 - 250,8 279,4

1970 571 865 - 151 ,4 168,7 2005 278.467 710.000 » 255,0 284,0

1971 652 865 » 132,7 147,8 2006 290.938 759.500 - 261,1 290,8

1972 743 1.100 148,0 164,9 2007 307.504 807.500 - 262,6 292,5

Fuente: Urrutia, Miguel. 1969. !Iixmriu del sindicalismo en Columbia, Ediciones Universidad de los Andes, Ministerio de la Protección Social, Banco de la República, cálculos del autor.
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Índice de salario mínimo urbano real (1950=100)
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Fuente: Urrutia, Miguel. 1969. Hi3raria del sindicalismo en Colombia, Ediciones Universidad de los Andes, Minis—
terio de la Protección Social, Banco de la República, cálculos del autor.



Anexo grách

ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS

2. 8.3. Índices de salarios
reales 1950=100

Ano Sector urbano Sector rural Año Sector urbano Sector rural
1950 100,0 100,0 1979 169,5 154,8

1951 97,9 97,9 1980 193,1 181,4

1952 90,2 90,2 1981 192,2 180,1

1953 82,1 82,1 1982 197,5 187,8

1954 78,0 78,0 1983 214,9 204,6

1955 79,7 79,7 1984 223,7 219,8

1956 166,1 118,1 1985 219,7 219,7

1957 158,2 112,0 1986 224,9 224,9

1958 146,5 103,7 1987 221,1 221,1

1959 135,9 96,2 1988 215,3 215,3

1960 161,3 107,5 1989 216,6 216,6

1961 168,7 117,9 1990 205,8 205,8

1962 217,5 152,2 1991 204,6 204,6

1963 227,4 146,2 1992 206,1 206,1

1964 207,4 133,3 1993 210,2 210,2

1965 181,1 116,4 1994 206,8 206,8

1966 160,3 103,0 1995 209,1 209,1

1967 149,4 96,0 1996 206,3 206,3

1968 140,2 90,1 1997 213,0 213,0

1969 161,4 93,3 1998 216,6 216,6

1970 151,4 87,5 1999 230,0 230,0

1971 132,7 76,7 2000 232,7 232,7

1972 148,0 87,5 2001 238,4 238,4

1973 119,2 70,4 2002 241,8 241,8

1974 171,5 145,8 2003 244,6 244,6

1975 145,6 123,7 2004 250,8 250,8

1976 150,5 127,3 2005 255,0 255,0

1977 175,3 150,6 2006 261,1 261,1

1978 163,3 139,5 2007 262,6 262,6

1950:100

5 ¡954
19583

1962
1 19663

1970 1974i 1978 ¡982

Índice de salario mínimo real (sector urbano) 1950=100

yn…

…

…”H 2006

1950:100

Índice de salario mínimo real (sector rural) 1950=100
300

i

2006

3
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un ua uu 0D us »4 rx rx co un cn :» c
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Fuente: Salario mínimo rural y urbano: Banco de la República, Principales Indicadores Económicos 1923—

1997, Ministerio de la Protección Social, salario mínimo estadisticas históricas, cálculos del autor.
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ANEXO 2: EMPLEO, SALARIOS Y PRECIOS

:»;

2.8.b. Índices de salarios
reales 1950=100

“ºe;Salario mínimo Promedio economía Salario mínimo Promedio economía
Añº Sector Sector Sector Sector Añº Sector Sector Sector Sector

urbano rural urbano rural urbano rura| urbano rural
1950 100,0 100,0 100,0 100,0 1979 169,5 154,8 225,4 197,7
1951 97,9 97,9 106,3 107,2 1980 193,1 181,4 244,9 197,8
1952 90,2 90,2 101,9 97,5 1981 192,2 180,1 237,5 194,6
1953 82,1 82,1 103,4 96,0 1982 197,5 187,8 240,6 189,8
1954 78,0 78,0 1 10,8 100,6 1984 223,7 219,8 262,7 194,1
1955 79,7 79,7 121,6 106,1 1985 219,7 219,7 260,5 190,1
1956 166,1 1 18,1 120,9 100,9 1986 224,9 224,9 266,4 200,2
1957 158,2 112 115,7 93,3 1987 221,1 221,1 257,4 207,4
1958 146,5 103,7 121,5 98,2 1988 215,3 215,3 260,5 212,7
1959 135,9 96,2 129,2 100,7 1989 216,6 216,6 260,6 214,0
1960 161,3 107,5 137,2 104,4 1990 205,8 205,8 256,8 203,4
1961 168,7 117,9 149,3 110,5 1991 204,6 204,6 248,1 202,1
1962 217,5 152,2 164,8 114,0 1992 206,1 206,1 257,9 203,6
1963 227,4 146,2 150,8 109,5 1993 210,2 210,2 298,6 207,6
1964 207,4 133,3 153,6 1 12,5 1994 206,8 206,8 296,1 204,3
1965 181,1 116,4 158,1 114,4 1995 209,1 209,1 297,4 206,6
1966 160,3 103,0 165,4 1 10,5 1996 206,3 206,3 294,0 203,8
1967 149,4 96,0 176,2 112,8 1997 213,0 213,0 310,6 210,5
1968 140,2 90,1 177,5 124,7 1998 216,6 216,6 339,2 214,0
1969 161,4 93,3 197,6 129,5 1999 230,0 230,0 340,5 227,2
1970 151,4 87,5 210,4 139,5 2000 232,7 232,7 299,6 229,8
1971 132,7 76,7 197,6 130,6 2001 238,4 238,4 267,8 235,5
1972 148,0 87,5 209,0 152,4 2002 241,8 241,8 294,6 238,9
1973 1 19,2 70,4 203,9 146,7 2003 244,6 244,6 297,7 241,7
1974 171,5 145,8 198,0 159,2 2004 250,8 250,8 305,1 247,8
1975 145,6 123,7 205,9 165,4 2005 255,0 255,0 310,2 251,9
1976 150,5 127,3 205,7 153,8 2006 261,1 261,1 317,6 257,9
1977 175,3 150,6 200,6 183,9 2007 262,6 262,6 319,5 259,4
1978 163,3 139,5 227,3 204,2
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Índices de salario mínimo real rural y urbano (1950=100)
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Fuente: Salario mínimo rural y urbano: Banco de la República, Principales Indicadores Económicos 1923-
1997, Ministerio de la Protección Social7 salario mínimo estadísticas históricas, cálculos del autor.

Salario promedio sector urbano: Corresponde a la serie cmpalmada utilizando los datos que se enuncian a con—

tinuación según el período 1950—1986. Londoño, Juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural
Transformation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1986—2003 DANE, Encuesta
Continua de Hogares. “Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007”. Se supuso
que el salario del sector urbano crecía conforme lo hacía el ajuste nominal del salario mínimo.

Salario sector rural: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación se—

gún el período 1950—1988. Londoño, juan Luis. 199%. “Income Distribution During the Structural Transforma—
tion: Colombia l938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1988 en adelante según el crecimiento
del salario mínimo rural.
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1 Índice de salario mínimo realysalario — AN EX O 2 : EMPL E0 ,1 real dela industria (1950=100)

SALARIOS Y PRECIOS
¡159,1

¿rr - 531516 (651 CE— 13 10005115 '

=IÚO

2.8.c. Índices de
'7*?' **“; salarios reales 1950=100

1950

10511 1914 wm 2002 7006

Salario Promedio de la economía Salano Promedio de la economíamm1mo m1n1moAno Año
Sector Manufactura Construcción Gobierno Sector Manufactura Construcción Gobiernourbano urbano

1950 100 100,0 100,0 100,0 1979 169,5 303,0 , 172,0 136,3
1951 97,9 110,8 102,3 110,4 1980 193,1 310,6 181,2 145,7
1952 90,2 1 15,5 98,7 108,4 1981 192,2 324,2 192,3 151,5
1953 82,1 134,8 91,7 111,0 1982 197,5 351,0 194,1 156,4
1954 78,0 145,4 95,4 130,9 1983 214,9 375,6 205,9 165,0
1955 79,7 169,0 104,3 145,5 1984 223,7 402,4 205,9 178,9
1956 166,1 168,9 131,2 137,9 1985 219,7 404,5 199,8 177,7
1957 158,2 167,3 117,3 127,7 1986 224,9 405,3 196,6 186,8
1958 146,5 182,1 126,6 136,5 1987 221,1 395,7 193,3 181,3
1959 135,9 186,2 140,6 138,2 1988 215,3 390,8 209,8 185,3
1960 161,3 201,2 142,9 144,7 1989 216,6 396,4 206,7 186,2
1961 168,7 216,0 146,5 172,2 1990 205,8 382,9 189,6 182,5
1962 217,5 238,9 150,9 158,2 1991 204,6 386,9 209,1 169,0
1963 227,4 236,9 136,6 154,7 1992 206,1 400,0 227,9 179,5
1964 207,4 253,8 154,1 157,1 1993 210,2 452,9 229,9 199,5
1965 181,1 246,3 156,1 162,7 1994 206,8 408,8 238,8 235,8
1966 160,3 252,2 139,0 171,6 1995 209,1 443,7 226,6 224,3
1967 149,4 274,1 154,0 169,8 1996 206,3 405,9 206,7 231,9
1968 140,2 277,7 165,1 158,7 1997 213,0 451,7 215,4 240,1
1969 161,4 282,8 163,9 166,4 1998 216,6 491,3 246,4 286,2
1970 151,4 310,0 163,3 164,4 1999 230,0 455,9 218,2 265,0
1971 132,7 299,1 147,6 172,9 2000 232,7 410,6 222,8 268,0
1972 148,0 298,4 161,9 159,4 2001 238,4 381,6 173,6 256,5
1973 119,2 268,2 146,2 152,9 2002 241,8 385,1 170,0 284,4
1974 171,5 260,6 155,4 145,7 2003 244,6 459,2 186,7 278,9
1975 145,6 273,5 168,9 145,9 2004 250,8 466,8 186,8 285,9
1976 150,5 275,2 142,0 123,3 2005 255,0 473,2 186,2 290,7
1977 175,3 271,6 148,7 118,2 2006 261,1 489,6 187,1 297,6
1978 163,3 310,3 161,2 134,2 2007 262,6 489,1 189,6 299,4
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Índice de salario mínimo real y salario
real dela construcción (1950=100)
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Índice de salario mínimo real y salario
real del Gobierno (1950=100)
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Fuente: Salario mínimo urbano: Banco de la República, Principales Indicadores Económicos 1923—1997, Mi—

nisterio de la Protección Social, salario mínimo estadísticas históricas.

Salario manufactura: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación

según el período 1950—1986. Londoño, Juan Luis. 199%. “Income Distribution During the Structural Transfor—

mation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University, quien usó los salarios de las indus—

trias con más de diez trabajadores de la Encuesta Anual Manufacturera. 1986—2003 DANE, Encuesta Continua de

Hogares. Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007 se utilizó la información
de los índices de salarios reales de la muestra, mensual manufacturera realizada por el DANE.

Salario construcción: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986. Londoño, Juan Luis. 199%. “Income Distribution During the Structural Transfor—

mation: Colombia 1938-1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University, esta serie corresponde al promedio
de los salarios de los maestros y albañiles para diez ciudades. 1986—2003 DANE, Encuesta Continua de Hogares.
Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007 se utilizaron los índices de costos de
la construcción pesadas publicados por el DANE, relacionados con el grupo mano de obra.

Salario sector Gobierno: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986. Londoño, juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural Transfor—

mation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1986—2003 DANE, Encuesta Con—

tinua de Hogares. Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007 se supuso que el

crecimiento de éstos es equivalente al del salario mínimo urbano.

351



352 Los sindicatos y la asignación del ingrexo en Colombia. Un siglo de historia laboral

1950=100

IU'10

'

Índices de salario real (1950=100)

r1"112 rea“ urbano

19511 …… WM

1
')*m

2002

1
2006mw mx…

ANEXO 2: EMPLEO,
SALARIOS Y PRECIOS

2.8.d. Índices de salarios
reales 1950=100

e e_ a. … y , , ,

A"
Salario mínimo Promedio dela economía

A”
Salario mínimo Promedio dela economía

no Sector urbano Informal / Comercio no Sector urbano Informal / Comercio
1950 100,0 100,0 1979 169,5 184,1
1951 97,9 105,4 1980 193,1 196,2
1952 90,2 100,3 1981 192,2 187,0
1953 82,1 100,9 1982 197,5 188,8
1954 78,0 107,3 1983 214,9 176,3
1955 79,7 116,7 1984 223,7 194,4
1956 166,1 116,0 1985 219,7 199,2
1957 158,2 1 12,3 1986 224,9 215,9
1958 146,5 115,0 1987 221,1 229,0
1959 135,9 120,8 1988 215,3 212,2
1960 161,3 124,7 1989 216,6 208,9
1961 168,7 127,4 1990 205,8 217,8
1962 217,5 141,0 1991 204,6 207,3
1963 227,4 109,6 1992 206,1 221,7
1964 207,4 106,3 1993 210,2 263,6
1965 181,1 97,3 1994 206,8 245,5
1966 160,3 99,5 1995 209,1 260,3
1967 149,4 117,2 1996 206,3 212,7
1968 140,2 112,2 1997 213,0 235,8
1969 161,4 145,5 1998 216,6 222,9
1970 151,4 145,1 1999 230,0 212,3
1971 132,7 143,8 2000 232,7 184,6
1972 148,0 135,6 2001 238,4 173,6
1973 119,2 148,1 2002 241,8 189,3
1974 171,5 151,4 2003 244,6 200,6
1975 145,6 150,5 2004 250,8 221,5
1976 150,5 152,0 2005 255,0 222,0
1977 175,3 156,5 2006 261,1 236,4
1978 163,3 203,0 2007 262,6 241,7

Fuente: Salario mínimo urbano: Banco de la República, Principales Indicadores Económicos 1923—1997, lV1i—

nisterio de la Protección Social, salario mínimo estadísticas históricas.

Salario sector informal: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian & continuación
según el período 1950—1986. Londoño, Juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural Transfor—
mation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1986—2003 DANE, Encuesta Conti»
nua de Hogares. Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica, _v se utilizó la serie de comer—
cio. 2004—2007 se utilizó el índice de salarios reales del comercio construido por el DANE.
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2.9.a. Relaciones entre
los salarios sectoriales

, .
y el m1n1mo urbano

Promed10 economía Promedio economía

Añº Sector Industria . , Añº Sector Industria . ,

urbano manufactura Construccuon urbano manufactura Construcc¡on

1950 1,6 2,1 1,7 1979 2,2 3,8 1,7

1951 1,8 2,4 1,7 1980 2,1 3,4 1,6

1952 1,9 2,7 1,8 1981 2,0 3,6 1,7

1953 2,1 3,5 1,9 1982 2,0 3,8 1,6

1954 2,3 4,0 2,0 1983 1,9 3,7 1,6

1955 2,5 4,5 2,2 1984 1,9 3,8 1,5

1956 1,2 2,2 1,3 1985 2,0 3,9 1,5

1957 1,2 2,2 1,2 1986 1,9 3,8 1,5

1958 1,4 2,6 1,4 1987 1,9 3,8 1,5

1959 1,6 2,9 1,7 1988 2,0 3,8 1,6

1960 1,4 2,6 1,5 1989 2,0 3,9 1,6

1961 1,5 2,7 1,4 1990 2,1 3,9 1,5

1962 1,2 2,3 1,2 1991 2,0 4,0 1,7

1963 1,1 2,2 1,0 1992 2,1 4,1 1,8

1964 1,2 2,6 1,2 1993 2,3 4,6 1,8

1965 1,4 2,9 1 ,4 1994 2,4 4,2 1,9

1966 1,7 3,3 1,4 1995 2,3 4,5 1,8

1967 1,9 3,9 1,7 1996 2,3 4,2 1,7

1968 2,1 4,2 2,0 1997 2,4 4,5 1,7

1969 2,0 3,7 1,7 1998 2,6 4,8 1,9

1970 2,3 4,3 1,8 1999 2,4 4,2 1,6

1971 2,4 4,8 1,9 2000 2,1 3,7 1,6

1972 2,3 4,3 1,8 2001 1,8 3,4 1,2

1973 2,8 4,8 2,0 2002 2,0 3,4 1,2

1974 1,9 3,2 1,5 2003 2,0 4,0 1,3

1975 2,3 4,0 1,9 2004 2,0 3,9 1,2

1976 2,2 3,9 1,6 2005 2,0 3,9 1,2

1977 1,9 3,3 1,4 2006 2,0 4,0 1,2

1978 2,3 4,0 1,6 2007 2,0 3,9 1,2
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Fuente: Salario mínimo urbano: Banco de la República, Principales Indicadores Económicos 1923—1997, Mi—
nisterio de la Protección Social, salario mínimo estadísticas históricas.
Salario sector urbano: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986. Londoño, juan Luis. l990b. “Income Distribution During the Structural Transfor—
mation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1986—2003 DANE, Encuesta Con—
tinua de Hogares. Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007 se supuso que el
salario del sector urbano crecía conforme lo hacía el ajuste nominal del salario minimo.
Salario de la industria: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986. Londoño, juan Luis. 199%. “Income Distribution During the Structural Transfor—
mation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University quien usó los salarios de las indus—
trias con más de diez trabajadores de la Encuesta Anual Manufacturera. 1986—2003 DANE, Encuesta Continua de
Hogares. Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007 se utilizó la información
de los índices de salarios reales de la muestra mensual manufacturera realizada por el DANE.
Salario construcción: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986. Londoño, Juan Luis. 199%. “Income Distribution During the Structural Transfor—
mation: Colombia 1938—1988", Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University, esta serie corresponde al promedio
de los salarios de los maestros y albañiles para diez ciudades 1986—2003: DANE, Encuesta Continua de Hogares.
Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007 se utilizaron los índices de costos de
la construcción pesadas publicados por el DANE, relacionados con el grupo mano de obra.
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Gobierno

2.9.b. Relaciones entre los salarios
sectoriales y el mínimo urbano
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Salario del Gobierno versus mínimo urbano
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Fuente: Salario mínimo urbano: Banco de la República, Principales Indicadores Económicos 1923—1997, Mi—
nisterio de la Protección Social, salario mínimo estadísticas históricas.
Salario sector Gobierno: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986. Londoño, Juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural Transfor—
mation: Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1986—2003 DANE, Encuesta Conti—
nua de Hogares. “Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica. 2004—2007” se supuso que el
crecimiento de estos es equivalente al del salario mínimo urbano.
Salario sector informal: Corresponde a la serie empalmada utilizando los datos que se enuncian a continuación
según el período 1950—1986, Londoño, Juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural Transfor—
mation: Colombia 1938-1988” Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1986—2003 DAX—E, Encuesta Conti—
nua de Hogares. Ingresos laborales nominales por ramas de la actividad económica, _v se utilizó la serie de comer—
cio. 2004—2007 se utilizó el índice de salarios reales del comercio construido por el DANE.
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2.10. Tasa de sindicalización

Anexo grá¡€co

Total nacional
Año : Añliados _ _ _ _,

' Sindicalizacmn (%)

1947 166.595 4,7%

1959 250.000 5,5%

1965 700.000 13,4%

1974 835.200 12,5%

1980 1.051.000 12,3%

1984 873.400 9,3%

1990 890.096 6,6%

1992 830.518 6,1%

1994 846.842 5,9%

1 996 876.005 6,0%

1998 847.834 5,6%

2000 846.857 5,3%

2002 862.297 5,2%

2006 840.047 4,6%
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Tasa de sindicalización: Calculada como la relación entre afiliados a uniones sindicales y la población ocupada

a nivel nacional.

Fuente: Escuela Nacional Sindical, Censo Nacional Sindical, Ministerio de la Protección Social.

357



358 Las sindicatas )! la astgnacío'n del ingreso en Colombia. Un siglo de híxl0ría [¿¿/90m!

Evolucióndelgastosocial Í ANEXO 3:
ºº SEGURIDAD SOCIAL45

3.1. Evolución
del gasto social

Como

porcentaje

del

PIB

,…

Como

por(entaje

del

gasto

total

: Como ocvren ¿ del gasloiatal

º
A

Gasto social Gasto total
A“

Gasto social Gasto total"º Millones $ % del PIB % del total Millones s % del pus "º Millones s % del me % del total Millones s % del me
1950 82 1,02% 17,79% 459 5,74% 1978 45.405 4,99% 43,08% 105.393 1 1,59%
1951 100 1,10% 15,72% 634 6,97% 1979 62.604 5,27% 40,53% 154.464 12,99%
1952 106 1,08% 16,15% 657 6,70% 1980 84.815 5,37% 41,79% 202.971 12,85%
1953 128 1,18% 15,06% 852 7,80% 1981 111.597 5,63% 40,28% 277.081 13,97%
1954 137 1,06% 13,04% 1.054 8,12% 1982 145.888 5,84% 41,24% 353.716 14,16%
1955 144 1,07% 11,91% 1.211 8,99% 1983 186.837 6,12% 43,53% 429.220 14,05%
1956 162 1,07% 12,58% 1.289 8,53% 1984 237.787 6,17% 42,01% 565.985 14,68%
1957 166 0,92% 13,43% 1.237 6,83% 1985 304.539 6,13% 43,63% 697.952 14,05%
1958 250 1,19% 16,09% 1.554 7,39% 1986 380.530 5,61% 42,22% 901.388 13,28%
1959 280 1,17% 16,08% 1.742 7,25% 1987 505.237 5,73% 43,01 % 1.174.563 13,31%
1960 378 1,39% 17,49% 2.161 7,95% 1988 640.439 5,46% 40,19% 1.593.508 13,58%
1961 765 2,47% 24,01 % 3.187 10,31% 1989 897.234 5,93% 41,01% 2.187.877 14,46%
1962 882 2,54% 27,31% 3.232 9,29% 1990 1.159.826 5,73% 38,08% 3.045.891 15,06%
1963 921 2,08% 22,54% 4.084 9,23% 1991 1.465.590 5,61% 34,16% 4.290.440 16,43%
1964 1.151 2,11% 26,38% 4.362 7,98% 1992 2.324.304 6,94% 34,03% 6.830.888 20,38%
1965 1.443 2,33% 30,53% 4.726 7,65% 1993 2.899.158 6,60% 39,02% 7.430.243 16,93%
1966 1.782 2,38% 29,21 % 6.100 8,15% 1994 3.942.935 5,84% 37,56% 10.497.682 15,54%
1967 2.003 2,37% 28,34% 7.069 8,37% 1995 5.207.894 6,17% 40,10% 12.988.713 15,38%
1968 2.760 2,82% 27,81 % 9.924 10,12% 1996 5.804.745 5,76% 31,81% 18.250.741 18,12%
1969 3.785 3,36% 28,09% 13.473 11,94% 1997* 7.552.252 6,21 % 38,56% 19.583.657 16,09%
1970 6.957 5,24% 37,63% 18.488 13,93% 1998 9.338.587 6,65% 39,75% 23.492.007 16,72%
1971 8.461 5,43% 37,51% 22.557 14,47% 1999 10.995.798 7,25% 39,06% 28.153.657 18,58%
1972 10.167 5,36% 41,63% 24421 12,88% 2000 12.013.581 6,87% 37,41% 32.111.571 18,36%
1973 13.666 5,62% 44,05% 31.020 12,76% 2001 15.597.976 8,27% 41 ,51 % 37.5 72.964 19.93%
1974 17.455 5,41 % 47,17% 37.005 11,48% 2002 16.854.368 8,28% 41,93% 40.193.001 19,76%
1975 19.520 4,82% 37,59% 51.931 12,82% 2003 18.068.572 7,91 % 39,30% 45.977.868 20,12%
1976 24.674 4,64% 45,32% 54.447 10,23% 2004 20.067.007 7,79% 39,48% 50823002 19,72%
1977 35.265 4,93% 46,02% 76.637 10,70% 2005 21.649.339 7,59% 34,95% 61.942.610 21,71%

Fuente: Departamento Nacional de Planeación.

Nota aclaratoria: 1950—1996 DNP, “Estadísticas históricas de Colombia”, Tomo I, con información de Rodrí—
guez, L. & Numpaque, C. 1996. “Evolución y comportamiento del gasto público en Colombia 1950—1994“, en
Art/tivos (le Man'oemnomía No. -lS. Corresponde al gasto público del Gobierno Central en el sector social, confor—
mado por los sectores de salud, educación, trabajo, agricultura y vivienda.
* Nota: 1997—2005 DNP, corresponde a las cifras de gasto social a cargo del sector público, en salud, educación,
ICBF, SENA, el Programa de la Red de Apoyo social, entre otros.
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ANEXO 3: SEGURIDAD SOCIAL

3.2. Costo de las prestaciones
sociales asociado al salario originado

por las normas laborales 1900-2007

Costo porcentual adicional
por hora 1/

De la medida Acumulado
Eliminación del domingo dentro de la jornada laboral 15,4% 15,4%

Reducción de |ajornada laboral de diez (1 O) a ocho (8) horas diarias 28,8% 44,2%

Quince (15) días de vacaciones al año 6,0% 50,2%

Un (1) mes de cesantías 12,0% 62,3%

Asume el 100% del costo de sus pensionados (Ley 6 de 1945) (Estimado en
, . .

7,2% 69,5%
5% de la nomina mientras entra a operar el ICSS)

Asume el 100% de los costos en salud (Ley 6 de 1945) (Estimado en 6% de
, . .

8,7% 78,1%
la nomina m|entras entra a operar el ICSS)

En 1965 el ICSS asume la administración del seguro de accidentes y riesgos
_ _, _ 1

5,9% 84,0%
laborales (cot¡zac10n riesgo medio 4,089%) 2/.

Con el Decreto 3041 de 1966 se ajusta la cotización para pensiones al 6%
_

-2,9% 81,1%
(3% al empresario, 1,5% al empleado y 1,5% al Estado)

Un (1) mes de prima legal (50% en navidad y 50% en junio) 12,0% 93,2%

12% de intereses de cesantias 17,3% 110,5%

Subsidio de transporte 3/. 8,7% 119,1%

2% de aporte parañscal al SENA 2,9% 122,0%

4% de aportes 3 cajas de compensación familiar 5,8% 127,8%

1% de aporte parañscal al lCBF 1,4% 129,2%

2% adicional de aporte parañscal al ICBF 2,9% 132,1 %

Ley 100 de 1993 y modiñcaciones 12% de aportes para pensión ¡ 13,0% 145,1%

Ley 100 de 1993 y modiñcaciones 8,5% de aportes para salud ( 3,6% 148,7%

Fuente: Cálculos del autor.

Nota 1/ El costo porcentual adicional por hora se calcula con respecto a un escenario base en el que el trabajador
recibe doce millones de pesos por doce meses trabajados cada uno de treinta días de diez horas laborales. En este

escenario base el costo por hora trabajada es de 33.333,33.

Nota 2/ Se define una tabla de cotización por nivel de riesgo. Es similar a la que rige actualmente, con aportes entre

034896 en riesgo mínimo y 8,7% en riesgo máximo.

Nota 3/ 555.000 para trabajadores que devenguen dos o menos salarios mínimos.
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ANEXO 3: SEGURIDAD SOCIAL

3.3. Beneficio delas prestaciones
sociales asociadas al salario originado

por las normas laborales 1900-2007

Gananc¡a o pérdida de ingreso
disponible 1/

De la medida Acumulado
Eliminación del domingo dentro de la jornada laboral

… 0,0% 0,0%
Reducción de lajornada laboral de diez (10) a ocho (8) horas diarias 0,0% 0,0%
Quince (15) días de vacaciones al año 4,2% 4,2%
Un (1) mes de cesantías 8,3% 12,5%
Con el Decreto 3041 de 1966 se ajusta la cotización para pensiones al 6%

-1,5% 1 1,0%(3% al empresario, 1,5% al empleado y 1,5% al Estado)
Un (1) mes de prima legal (50% en navidad y 50% en junio) 8,3% 19,3%
12% de intereses de cesantías

'

12,0% 31,3%
Subsidio de transporte 2/. 6,0% 37,3%
Subsidio familiar 3/. 3,8% 41,1%
Ley 100 de 1993 y modiñcacíones 4% de aportes para pensión -2,5% 38,6%
Ley 100 de 1993 y modificaciones 4% de aportes para salud -4,0% 34,6%

Fuente: Cálculos del autor.

Nota l/ La ganancia porcentual adicional de ingreso disponible se calcula con respecto a un escenario base en el
que el trabajador recibe doce millones de pesos por doce meses trabajados cada uno de treinta días de diez horas
laborales.

Nota 2/ 855.000 para trabajadores que devenguen dos o menos salarios mínimos.
Nota 3/ Pagado por las cajas de compensación 818.900 por cada hijo menor de doce años (éste es el caso de
Colsubsidio).
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ANEXO 4: SECTOR REAL

4.1.a. Composición sectorial del Valor Agregado

m _

l del ValprjA te ado
Industria Industria

Año Agropecuario Minería artesanal y Construcción Año Agropecuario Minería artesanal y Construcción
(%) (%) manufacturera (%) (%) (%) manufacturera (%)

(%) (%)

1925 53,2% 1,3% 9,5% 2,3% 1966 26,2 3,2% 20,9% 3,1%

1926 54,1 % 2,2% 9,5% 4,2% 1967 26,6% 2,9% 21,1% 3,7%

1927 49,4% 3,8% 8,7% 3,9% 1968 26,8% 2,5% 21,3% 3,7%

1928 50,0% 4,5% 8,2% 6,0% 1969 26,1 % 2,8% 21,5% 3,7%

1929 48,9% 4,4% 8,2% 4,4% 1970 25,5% 2,7% 21,5% 3,5%

1930 52,0% 4,5% 7,9% 2,9% 1971 24,1 % 2,5% 21,9% 3,4%

1931 50,2% 4,2% 7,8% 2,5% 1972 24,1% 2,5% 22,5% 3,3%

1932 49,6% 3,7% 8,4% 2,4% 1973 23,1 % 2,4% 22,8% 3,7%

1933 49,2% 3,1 % 9,2% 2,8% 1974 23,0% 1,7% 23,4% 3,8%

1934 47,3% 3,7% 9,2% 2,4% 1975 23,7% 1,7% 23,1% 3,3%

1935 46,5% 3,7% 9,8% 2,9% 1976 23,4% 1,6% 23,0% 3,5%

1936 46,4% 3,7% 10,1 % 3,0% 1977 23,2% 1,3% 22,5% 3,6%

1937 44,8% 3,8% 11,5% 3,5% 1978 23,3% 1,2% 22,9% 3,2%

1938 44,8% 3,9% 11,0% 3,4% 1979 23,2% 1,1% 23,1% 3,1%

1939 42,1 % 3,9% 12,5% 3,9% 1980 22,8% 1,3% 22,5% 3,4%

1940 42,6% 4,3% 11,6% 4,2% 1981 23,0% 1,3% 21,4% 3,5%

1941 41,7% 4,0% 13,3% 4,1 % 1982 22,3% 1,3% 20,9% 3,6%

1942 42,7% 2,5% 13,6% 4,9% 1983 22,5% 1,5% 20,7% 4,0%

1943 41,6% 2,7% 13,7% 5,6% 1984 22,2% 1,7% 21,3% 4,2%

1944 40,7% 3,4% 14,3% 4,7% 1985 21,9% 2,3% 21,3% 4,4%

1945 40,3% 3,2% 14,2% 5,2% 1986 21,5% 3,6% 21,3% 4,3%

1946 39,1 % 2,9% 14,6% 5,4% 1987 21,6% 4,2%
1

21,5% 3,7%

1947 38,9% 2,9% 15,0% 4,1% 1988 21,3% 4,2% 20,9% 4,0%

1948 37,6% 2,6% 15,7% 4,2% 1989 21,4% 4,6% 21,4% 3,6%

1949 36,9% 2,9% 15,5% 3,3% 1990 21,8% 4,7% 21,4% 3,0%

1950 32,8% 3,2% 17,1 % 3,4% 1991 22,2% 4,5% 21,1% 2,9%

1951 38,2% 3,5% 14,8% 2,7% 1992 21,2% 4,2% 21,4% 3,0%

1952 37,7% 3,6% 14,9% 2,5% 1993 21,0% 4,0% 20,9% 3,5%

1953 35,7% 3,5% 15,4% 2,9% 1994 20,2% 3,9% 20,2% 3,9%

1954 34,2% 3,4% 15,7% 3,6% 1995 19,8% 4,4% 19,5% 3,9%

1955 33,8% 1 3,4% 16,1 % 3,7% 1996 14,4% 4,0% 14,7% 6,2%

1956 33,5% 3,5% 16,7% 3,7% 1997 14,0% 4,0% 14,3% 6,2%

1957 34,9%
“

3,6% 17,0% 3,4% 1998 13,9% 4,6% 14,2% 5,7%

1958 35,1% 3,6% 17,4% 3,2% 1999 14,5% 5,7% 13,6% 4,3%

1959 34,3% 3,9% 17,5% 3,3% 2000 14,8% 5,0% 14,9% 4,1%

1960 33,0% 3,8% 17,9% 3,0% 2001 14,5% 4,7% 14,9% 1 4,2%

1961 32,7% 3,4% 18,0% 3,2% 2002 14,3% 4,6% 15,0% 4,6%

1962 32,1% 3,2% 18,3% 3,3% 2003 14,1% 5,0% 15,1% 5,0%

1963 31,2% 3,5% 18,5% 2,9% 2004 13,7% 4,9% 15,5% 5,4%

1964 31,1 3,6% 18,5% 2,7% 2005 13,4% 4,8% 15,4% 5,8%

1965 26,5 3,4% 21,1% 3,0% 2006 13,0% 4,5% 16,0% 6,3%
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Fuente: Estadísticas históricas del Banco de la República, cuentas nacionales del DANE.
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4.1.b. Composición sect0
ANEXO 4: SECTOR REAL

rial del Valor Agregado

_ Transporte Energía, comunicaciones Gobierno
Comercro, Ingresos por

_ Transporte Energía, comunicaciones Gobierno
Comercio, Ingresos por

Ana . . , .
finanzas y alquileres y Ano —

_ _ , .
, .

. finanzas y alqu1leres y
(%) y serv1c105 publicos (%) (ºla) . .

' (%), y servucros pubircos (%), (%) , ,
1 ,

serv1clos (%) rentas (%) servrcros (%) rentas (%)

1925 2,1 % 0,4% 5,1 % 7,9% 8,6% 1966 7,0% 1,3% 7,1 % 17,9% 8,7%

1926 1,9% 0,3% 4,8% 5,5% 7,8% 1967 6,7% 1,4% _
.

.

7,0%, 17,5% 8,6%_

1927 2,4% 0,4% 5,7% 9,7% 7,2% 1968 6,7% 1,4% 6,8% 17,8% 8,4%
'

1929 2,7% 0,4% 6,5% 6,6% 5,9% 1959 6,8% 1,4% 6,7% 15,3% 8,2%

1929 2,8% 0,4% 7,6% 8,4% 6,8% 1970 7,1 % 1,5% 6,9% 18,9% 8,0%

1930 2,2% 0,4% 7,4% 7,9% 6,9% 1971 7,1 % 1,5% 7,3% 19,7% 7,8%

1931 1,9% 0,4% 6,2% 11,8% 7,0% 1972 7,2% 1,6% 7,4% 19,3% 7,4%

1932 1,8% 0,4% 5,6% 13,2% 6,5% 1973 7,5% 1,7% 7,3% 19,4% 7,2%

1933 1,8% 0,4% 5,5% 12,8% 6,1% 1974 7,6% 1,7% 7,1% 19,8% 7,1%

1934 2,2% 0,4% 6,0% 13,9% 5,8% 1975 7,5% 1,8% 6,9% 19,9% 7,1 %

1935 2,3% 0,4% 5,4% 13,5% 5,7% 1976 7,6% 1,8% 7,2% 19,9% 7,0%

1936 2,7% 0,5% 6,0% 12,1 % 5,5% 1977 7,9% 1,9% 7,4% 20,0% 7,0%

1937 2,8% 0,5% 5,8% 10,3% 5,5% 1978 8,1 % 2,0% 7,3% 20,0% 6,9%

1938 2,9% 0,5% 5,7% 11,5% 5,3% 1979 8,2% 2,1% 7,4% 19,8% 6,8%

1939 3,0% 0,5% 5,6% 10,8% 5,1% 1980 8,1% 2,3% 7,8% 20,0% 6,8%

1940 3,2% 0,5% 5,4% 1 1,5% 5,2% 1981 8,1 % 2,4% 8,1 % 20,4% 6,9%

1941 3,3% 0,5% 5,1% 9,6% 5,2% 1982 8,3% 2,6% 8,2% 20,6% 7,0%

1942 3,0% 0,6% 5,2% 8,6% 5,3% 1983 8,0% 2,6% 7,9% 20,5% 7,2%

1943 3,2% 0,6% 5,2% 8,2% 5,5% 1984 7,9% 2,8% 8,3% 19,5% 7,2%

1944 3,4% 0,6% 5,1 % 8,3% 5,3% 1985 7,7% 2,8% 8,4% 19,2% 7,2%

1945 3,6% 0,6% 4,8% 8,7% 5,2% 1986 7,3% 2,7% 8,5% 18,9% 7,1%

1946 3,9% 0,7% 4,6% 9,2% 4,9% 1987 7,3% 2,5% 8,6% 18,8% 7,0%

1947 4,6% 0,7% 4,6% 9,4% 4,9% 1988 7,1% 2,7% 8,8% 19,4% 6,9%

1948 4,9% 0,8% 4,6% 9,1 % 4,9% 1 989 7,0% 2,8% 8,8% 1 9,0% 6,9%

1949 4,9% 0,8% 4,7% 10,8% 4,6% 1990 6,8% 2,9% 8,7% 19,3% 6,8%

1950 5,2% 0,9% 4,8% 10,7% 4,7% 1991 6,9% 3,0% 8,5% 19,4% 6,9%

1951 5,0% 0,9% 4,6% 17,4% 5,2% 1992 7,0% 2,9% 9,3% 19,4% 6,9%

1952 5,8% 0,9% 4,9% 17,5% 4,9% 1993 7,1% 3,0% 9,0% 20,2% 6,9%

1953 5,9% 1,0% 5,2% 18,5% 4,8% 1994 7,1% 3,1% 8,8% 21,4% 7,0%

1954 6,1 % 1,0% 4,8% 19,5% 4,7% 1995 6,9% 3,1 % 8,9% 22,3% 6,7%

1955 6,5% 1,1% 4,8% 18,9% 4,7% 1996 5,5% 5,4% 14,2% 18,9% 9,4%

1956 6,4% 1,1% 4,8% 18,3% 4,8% 1997 5,4% 5,5% 15,0% 18,7% 9,3%

1957 6,0% 1,2% 4,6% 17,2% 4,9% 1998 5,5% 5,7% 15,2% 18,1% 9,5%

1958 5,5% 1,2% 4,8% 16,8% 5,1% 1999 5,6% 5,8% 16,5% 15,9% 10,3%

1959 5,5% 1,3% 4,5% 17,4% 5,1% 2000 5,6% 5,7% 16,3% 15,9% 10,2%

1960 5,8% 1,4% 4,7% 18,0% 5,2% 2001 5,6% 5,9% 16,1% 16,1% 10,2%

1961 6,0% 1,4% 4,8% 18,1 % 5,3% 2002 5,6% 6,0% 15,8% 16,2% 10,1 %

1962 6,0% 1,6% 4,8% 18,4% 5,4% 2003 5,6% 5,9% 15,1 % 16,6% 9,9%

1963 6,2% 1,6% 5,0% 18,4% 5,6% 2004 5,7% 5,8% 14,5% 17.1% 9,6%

1964 6,1 % 1,7% 4,9% 18,8% 5,7% 2005 5,7% 5,8% 14,6% 17,5% 9,3%

1965 6,8% 1,3% 7,1% 17,4% 8,7% 2006 5,8% 5,9% 13,8% 17,9% 8,9%
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ANEXO 4: SECTOR REAL

4.2.a. Crecimiento del PIB real por rama
dela actividad económica

Industria Industna

Año Agropecuario Minería artesanaly Construcción Año Agropecuario artesanal y Construcción

(%) (%) manufacturera (%) (%) (%) manufacturera (%)

(%) (%)

1928 8,13% 26,65% 0,81 % 61 ,04% 1969 3,54% 18,64% 6,98% 5,30%

1929 1,31% 0,71% 3,19% -24,16% 1970 3,43% 1,20% 6,33% -0,46%

1930 -3,23% -6,47% -12,08% -39,20% 1971 0,82% -2,06% 8,53% 3,38%

1931 —4,92% -8,54% —2,46% -14,29% 1972 7,82% 8,30% 10,72% 5,97%

1932 5,95% -4,63% 14,55% 2,53% 1973 2,36% 4,56% 8,53% 19,73%

1933 5,55% -10,57% 17,01 % 23,78% 1974 5,55% -26,46% 8,33% 7,58%

1934 2,14% 26,36% 5,89% -10,12% 1975 5,78% 3,83% 1,24% -9,90%

1935 1,47% 1,42% 10,52% 26,95% 1976 3,05% —2,06% 4,38% 9,00%

1936 5,58% 6,39% 9,00% 7,08% 1977 3,27% -12,48% 1,44% 7,62%

1937 -0,42% 7,36% 16,99% 19,87% 1978 8,12% -6,51 % 9,97% -2,56%

1938 5,73% 7,45% 1,66% 4,81 % 1979 4,84% 1,17% 6,12% -0,57%

1939 1,60% 8,66% 22,66% 23,67% 1980 2,21 % 18,44% 1,21 % 14,62%

1940 2,27% 1 1,17% -6,66% 8,51 % 1981 3,20% 5,39% —2,65% 7,10%

1941 1,36% -3,34% 19,25% 0,00% 1982 —1,89% 1,75% »1 ,44% 4,05%

1942 3,15% —38,13% 3,30% 20,62% 1983 2,81 % 14,18% 1,14% 12,95%

1943 —2,13% 8,02% 1,01% 16,66% 1984 1,75% 21,97% 5,99% 6,37%

1944 5,15% 39,24% 11,89% -10,10% 1985 1,65% 38,02% 2,95% 8,62%

1945 3,59% -2,13% 3,71% 15,89% 1986 3,38% 62,14% 5,95% 4,87%

1946 6,85% -1,62% 13,96% 13,71% 1987 6,38% 24,09% 6,22% 410,04%

1947 3,69% 6,07% 6,50% —20,00% 1988 2,77% 4,53% 1,90% 13,19%

1948 0,24% -6,25% 8,85% 5,15% 1989 4,30% 11,64% 5,62% -8,14%

1949 6,48% 20,02% 7,48% -14,69% 1990 5,83% 5,92% 4,23% -13,07%

1950 -8,18% 13,89% 13,65% 5,33% 1991 4,16% —0,64% 0,82% 0,25%

1952 8,18% 11,98% 10,44% 1,96% 1992 -1,84% —3,88% 4,48% 7,26%

1953 0,27% 4,58% 9,10% 25,08% 1993 3,24% —1,66% 1,65% 18.20%

1954 2,69% 2,89% 9,34% 30,45% 1994 0,94% 1,62% 1,56% 19,23%

1955 2,47% 2,59% 6,73% 7,55% 1995 3,73% 14,57% 5,54% 1,90%

1956 3,37% 9,17% 7,36% 3,42% 1996 -1,24% 7,29% -1,38% »12,94%

1957 6,21% 3,25% 4,55% -5,46% 1997 0,65% 3,69% 0,51% 2,18%

1958 3,15% 2,61% 4,43% —3,05% 1998 0,04% 15,59% -0,24% -7,23%

1959 4,95% 16,06% 8,32% 11,32% 1999 -0,05% 18,47% -8,55% -27,00%

1960 0,14% 3,68% 6,18% -6,12% 2000 3,85% -10,28% 1 1,80% —3,39%

1961 4,25% -6,49% 5,98% 13,59% 2001 -0,36% —6,1 1% 1,33% 3,86%

1962 3,38% —0,42% 6,87% 7,02% 2002 0,12% -0,50% 2,60% 12,35%

1963 0,51 % 12,52% 4,75% -9,14% 2003 2,73% 13,70% 4,50% 13,27%

1964 5,69% 8,11% 5,91 % 0,15% 2004 2,01 % 2,66% 7,17% 12,37%

1966 2,79% -2,37% 3,23% 8,06% 2005 1,86% 2,09% 3,94% 1 1,76%

1967 7,09% —3,30% 6,54% 23,38% 2006 2,29% 0,12% 10,83% 14,84%

1968 6,28% -9,34% 6,44% 8,09% 2007 2,58% 4,56% 10,62% 13,31%
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ANEXO 4: SECTOR REAL

4.2.b. Crecimiento del PIB real por rama dela actividad económica

Energía, .
Energía. .

. . . Comercro. Ingresos por . . . Comercro. Ingresos por
_ Transporte comunicacuones y Gob¡erno . PIB real . Transporte comumcacrones y Gobierno .

Ano . . , . finanzas y alqurleres y Ano . . , . fmanzas y alqurleres y
(%) serv¡cros publicos (%) . .

(%) (%) servucros publrcos (%) . .
(%)

servrcros (%) rentas (%) servrcros (%) rentas (%)

(%)
(%)

1928 18.53% 9,80% 20.73% -26.97% 1.92% 6.78% 1969 8,25% 7,32% 5,08% 8,80% 3,51% 6,21%

1929 6.04% 8.93% 21.71% 30.54% 2.38% 3.57% 1970 10.83% 9,63% 9,55% 9.81% 3.42% 6.18%

1930 -26.69% 77.79% -11.64% -13.74% 7.80% -8.89% 1971 6,91% 9,91 % 12.22% 11.29% 3.78% 6.49%

1931 -15.69% 8,44% —16,87% 46.38% —0.47% -1.67% 1972 8.97% 13.66% 9.57% 5.59% 3.20% 7.88%

1932 1.72% 0.00% —4.19% 19.84% 0.00% 7.25% 1973 11.63% 14.79% 5,62% 7,26% 4,06% 6,83%

1933 3.29% 7.79% 4.37% 3.22% 0.47% 6.57% 1974 7.87% 7.18% 2.09% 7.91 % 3.82% 5.82%

1934 35.51 % 6.84% 16.65% 15.36% 0.91 % 6.25% 1975 0.17% 9.58% 0.48% 3.46% 3.08% 2.69%

1935 3.55% 6.76% -7.16% 0.77% 1.37% 3.18% 1976 6,52% 2,03% 8,42% 4,25% 3.35% 4.48%

1936 24.14% 18.67% 17.32% -5.94% 1.81 % 5.65% 1977 8,22% 8,49% 7,05% 4,49% 3.54% 3.92%

1937 10.22% 5,34% 0.00% -12.02% 3.13% 3.12% 1978 10.77% 13.00% 5.88% 8.13% 6.62% 7.90%

1938 9.23% 10.13% 4.11% 18.30% 2.16% 5.95% 1979 6.14% 13.91% 6.50% 4,13% 3.85% 5.11%

1939 9.23% 8.96% 5.90% 1.95% 4.21% 7.95% 1980 2,01% 13.14% 10.27% 4.89% 3,32% 3,95%

1940 7.73% 4.22% 72.24% 6.91% 2,44% 1,06% 1981 2.81% 8,19% 5.81% 4.35% 3.63% 2.59%

1941 8,50% 4,05% , 1 ,88% —13.65% 3,94% 3,71% 1982 4.08% 8.04% 2,40% 2,18% 3.18% 0.93%

1942 78.41% 7.58% 2.31% 79.55% 3,06% 0,62% 1983 »1,40% 1.86% 71.98% 1,66% 3,96% 2,03%

1943 7.22% 7.24% 0.77% —3,91% 2.95% 0.49% 1984 0,73% 9.19% 8.93% -2.21% 3.47% 3.06%

1944 12.88% 9.95% 4.13% 8.61% 3.57% 7.46% 1985 0.59% 3.01% 4.30% 1.20% 3.56% 3.01%

1945 11.41% 9.05% <1 ,81% 10.13% 3.12% 4.55% 1986 0.92% 2.94% 6.13% 4.21% 3.52% 5.59%

1946 20.98% 22.37% 7.37% 16.00% 4.02% 10.23% 1987 4.44% 2.52% 7.07% 5,07% 4.42% 5.64%

1947 20.98% 9,08% 3,76% 6.73% 2,91% 4,26% 1988 1.84% 8.60% 6.99% 7.79% 3,41% 4,43%

1948 10.32% 8.32% 4.63% 0.16% 4,08% 3,73% 1989 2.32% 6.37% 3.95% 1,66% 3.19% 3.58%

1949 10.27% 13.42% 9.47% 29.03% 3.61 % 8.55% 1990 1.74% 8.74% 2,85% 5,33% 2.90% 3.90%

1950 8.78% 13.55% 5,76% 2.00% 4.65% 3.05% 1991 2,42% 5.67% -0.32% 2.74% 3.53% 2.30%

1952 25.75% 13.33% 15.48% 10.10% 2,48% 9,63% 1992 5.78% 0.21% 12.52% 3.18% 2.92% 2.91%

1953 7.89% 15.59% 12.48% 12.35% 4,17% 6,08% 1993 4,45% 7,46% 0,20% 7,98% 4,00% 4,03%

1954 10.63% 10.25% -0.90% 12.64% 4.38% 6.92% 1994 5.54% 6.55% 2.74% 11.32% 6.10% 5.06%

1955 10.98% 11.89% 3.71 % 0,55% 5,20% 3,91% 1995 6.51% 2,58% 12.01% 3,83% 3,16% 5,20%

1956 1,91% 9.53% 3.23% 0.87% 5.40% 4.06% 1996 3.83% 4.90% 23.95% -0.91% 2.30% 2.06%

1957 3,32% 7,81% 434% —4.05% 5.57% 2.23% 1997 5,82% 0,96% 8.70% 1.68% 2.50% 3.43%

1958 -7,07% 7,81 % 8,35% 0,01 % 5,60% 2,46% 1998 2.49% 1.76% 1.99% »1.60% 2.47% 0.57%

1959 7.19% 10.89% 0.86% 11.42% 7.11% 7.23% 1999 -1.92% 4.18% 3.91 % -15,44% 3,67% -4,20%

1960 11.08% 13.98% 7,22% 7.55% 7.46% 4.27% 2000 1.53% 0.89% 0.58% 7.34% 1.71% 2.92%

1961 7.58% 4,59% 7.26% 5.89% 7,04% 5,09% 2001 4.00% 3.05% 0.62% 3.1 1% 0,89% 1,47%

1962 6.84% 19.67% 6.04% 7.02% 6.41 % 5,41 % 2002 2.40% 0.81 % -0.67% 1.90% 1.22% 1.93%

1963 5.17% 6,28% 8,01% 3.24% 6.87% 3.29% 2003 2,90% 2.16% -0.48% 5.45% 1.33% 3.86%

1964 5,12% 8,65% 3.75% 8.91% 8.72% 6.17% 2004 6.16% 2.75% 0.97% 7.64% 1.69% 4.87%

1966 7.28% 7.77% 3,99% 7,39% 3,96% 4,25% 2005 4,68% 5.04% 4.90% 7.22% 1.61 % 4.72%

1967 0.76% 11.57% 3.35% 3.03% 3.92% 5.24% 2006 10.31% 3.01% 2.11% 11.05% 1.41% 6.84%

1968 5,09% 7,20% 3,05% 7,40% 3,16% 5,52% 2007 12.48% 2,34% 2.94% 10.40% 1.76% 7.52%
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Crecimiento del PIB total
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Anexo grafco

Evolución dela distribución delValor Agregado
entre remuneración al trabajo y al capital

¡___ Excedente bruto de explotac1ón

ANEXO 4:
SECTOR REAL

4.3. Distribución
del Valor Agregado
entre los factores

Xfx
¡“'N

.es /_/ X __;—I'

,…

Remunevac10n ¿ asalariados
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1965 1970 1975… m o 66 66 a—

© ox a a o— o— .'Íl()(

- de producción
2005

et. ;

Remuneración Excedente Impuestos Remuneración Excedente Impuestos
Año a asalariados bruto de menos Año 8 asalariados bruto de menos

(%) explotación (%) subsidios (%) (%) explotación (%) subsidios (%)

1950 33,9% 60,3% 5,9% 1978 39,7% 49,4% 10,9%

1951 33,8% 59,5% 6,7% 1979 40,9% 48,7% 10,3%

1952 33,1 % 60,2% 6,7% 1980 41,6% 48,4% 10,0%

1953 33,8% 59,4% 6,8% 1981 42,8% 48,8% 8,4%

1954 32,8% 59,7% 7,4% 1982 43,1 % 48,3% 8,6%

1955 34,4% 58,1 % 7,5% 1983 43,9% 47,8% 8,3%

1956 33,4% 60,0% 6,6% 1984 43,4% 47,3% 9,4%

1 957 32,6% 61 ,4% 6,0% 1 985 40,6% 49,0% 1 0,4%

1958 32,9% 60,5% 6,6% 1986 37,9% 50,3% 1 1,8%

1959 33,3% 60,2% 6,5% 1987 38,0% 50,3% 11,7%

1960 34,4% 59,3% 6,3% 1988 38,1 % 51 ,2% 10,7%

1961 35,8% 58,5% 5,7% 1989 38,3% 51,2% 10,5%

1962 37,5% 57,4% 5,1 % 1990 37,4% 52,8% 9,8%

1963 38,1% 56,7% 5,1% 1991 37,7% 52,9% 9,4%

1964 35,9% 57,9% 6,1 % 1992 40,2% 50,1 % 9,7%

1965 36,7% 56,9% 6,4% 1993 39,9% 49,3% 10,8%

1966 36,3% 55,9% 7,8% 1994 40,6% 47,6% 1 1,8%

1967 37,4% 55,2% 7,4% 1995 41,5% 46,6% 12,0%

1968 36,3% 55,7% 7,9% 1996 43,1 % 45,7% 11,2%

1969 37,7% 54,0% 8,3% 1997 43,0% 45,1 % 1 1,9%

1970 39,0% 53,5% 7,5% 1998 43,0% 45,9% 11,1 %

1971 39,7% 53,0% 7,2% 1999 43,0% 46,0% 11,0%

1972 39,3% 53,8% 6,9% 2000 41,2% 46,9% 11,9%

1973 37,8% 55,4% 6,8% 2001 40,8% 46,6% 12,6%

1974 37,2% 55,9% 6,9% 2002 41,1% 46,6% 12,3%

1975 37,8% 54,4% 7,8% 2003 39,7% 48,1 % 12,1%

1976 37,1% 53,5% 9,3% 2004 38,6% 48,7% 12,6%

1977 37,1 % 52,4% 10,5% 2005 37,8 49,5 12,7

Fuente: Cuentas nacionales de Colombia, varias bases. Banco de la República, DANE. Cálculos del autor. En este

ejercicio los impuestos indirectos netos de subsidio se distribuyen entre la remuneración al trabajo _1' al capital hasta
1967 de acuerdo con sus participaciones dentro de la remuneración a los factores. A partir de 1968 y relacionado con
la determinación de la cesión de los impuestos indirectos a las entidades territoriales para trasnformarlas en mayor
gasto social, se le asigna directamente el 60 por ciento de los impuestos indirectos a la remunreación de los trabaja—

dores y el restante 40 por ciento de acuerdo con sus participaciones dentro de la remuneración a los factores.
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. , Excedente bruto . , Excedente bruto
Año Remuneracmn a de explotación Año Remuneracion a de explotaciónasalanados (%) (%L asalanados (%) %)
1950 36,0% 64,0% 1978 48,2% 51,8%
1951 36,2% 63,8% 1979 49,0% 51,0%
1952 35,5% 64,5% 1980 49,5% 50,5%
1953 36,2% 63,8% 1981 49,4% 50,6%
1954 35,5% 64,5% 1982 49,9% 50,1 %
1955 37,2% 62,8% 1983 50,4% 49,6%
1956 35,7% 64,3% 1984 50,8% 49,2%
1957 34,7% 65,3% 1985 48,8% 51,2%
1958 35,3% 64,7% 1986 47,0% 53,0%
1959 35,6% 64,4% 1987 47,0% 53,0%
1960 36,7% 63,3% 1988 46,3% 53,7%
1961 37,9% 62,1 % 1989 46,4% 53,6%
1962 39,5% 60,5% 1990 44,9% 55,1%
1963 ' 40,2% 59,8% 1991 44,9% 55,1 %
1964 38,3% 61,7% 1992 47,7% 52,3%
1965 39,2% 60,8% 1993 48,3% 51,7%
1966 39,4% 60,6% 1994 49,8% 50,2%
1967 40,4% 59,6% 1995 50,9% 49,1 %
1968 42,4% 57,6% 1996 52,0% 1 48,0%
1969 44,1% 55,9% 1997 52,4% l 47,6%
1970 44,8% 55,2% 1998 51,9% 48,1%
1971 45,3% 54,7% 1999 51,7% 48,3%
1972 44,6% 55,4% 2000 50,6% 49,4%
1973 43,0% 57,0% 2001 50,7% 49,3%
1974 42,4% 57,6% 2002 1 50,8% 49,2%
1975 43,8% 56,2% 2003 4 49,2% 50,8%
1976 44,2% 55,8% 2004 ¡ 48,5% 51,5%
1977 45,1 % 54,9% 2005 ,l 47,6% 52,4%

1 Evolución dela distribución del Valor Agregado
entre remuneración al trabajo y al capital
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Fuente: Cuentas nacionales de Colombia, varias bases. Banco de la República, DANE. Cálculos del autor. En este
ejercicio los impuestos indirectos netos de subsidio se distribuyen entre la remuneración al trabajo y al capital hasta
1967 de acuerdo con sus participaciones dentro de la remuneración a los factores. A partir de 1968 _1' relacionado con
la determinación de la cesión de los impuestos indirectos a las entidades territoriales para trasnformarlas en mayor
gasto social, se le asigna directamente el 60 por ciento de los impuestos indirectos a la remunreación de los trabaja—
dores _v el restante 40 por ciento de acuerdo con sus participaciones dentro de la remuneración a los factores.



ANEXO 4: SECTOR REAL

Comercio global como porcentaje del PIB
_ … …

… …

,º—
,

…

…e …

Año PiB Exportaciones Importaciones Comercio global % PIB Año PIB Exportaciones Importaciones Comercio global % PIB

1935 1.241 159 153 322 25,9% 1972 189.514 25.133 . 24.257 49.400 25,1%

1937 1.298 191 205 395 30,5% 1973 243.150 35.290 30.794 57.084 27,5%

1938 1.553 189 195 384 24,7% 1974 322.384 46.875 50.390 97.255 30,2%

1939 1.705 185 240 425 25,0% 1975 405.108 54.077 55.752 120.839 29,8%

1940 1.770 177 180 357 20,2% 1975 532.270 90.732
'

73959 154.591 30,9%

1941 1,728 188 198 385 22,3% 1977 715.029 120.753 94.507 215.270 30,1%

1942 1.895 222 118 340 17,9% 1978 909.487 151.211 125.495 275.707 30,4%

1943 2.251 259 157 435 19,4% 1979 1.188.817 180.895 159.838 340734 28,7%

1944 2.753 281 195 477 17,3% 1980 1.579.130 255103 245.297 502.400 31,8% _

1945 3.453 293 300 593 17,1% 1981 1982773 234.983 305.707 540590 27,3%

1945 4.122 400 448 848 20,5% 1982 2.497.298 272.525 379.353 651.889
'

25,1%

1947 4.957 502 703 1.205 24,3% 1983 3.054.137 319.448 404.377 723.825 23,7%

1948 5.819 572 531 1.203 20,7% 1984 3.855.584 458.347 480.583 939.030 24,3%

1949 5.814 705 508 1.314 19,3% 1985 4.955.883 585.578 521.993 1.307.571 25,3%

1950 7.820 853 795 1548 21,1% 1985 5.701.425 1.259.710 808.071 2.057.781 30,9%

1951 8.895 1.242 1.139 2.381 25,8% 1987 8.779.383 1495535 1124119 2519554 29,8%

1952 9.502 1.287 1.192 2479 25,8% 1988 11.594.507 1.853.945 1.554.415 3.528.350 30,2%

1953 10.580 1.577 1.555 3.243 30,4% 1989 15.125718 2.723.197 2.090.370 4.813.557 31,8%

1954 12.594 1.908 1.859 3.757 29,7% 1990 24.030.173 4.532.732 3.824.435 8.357.158 34,8%

1955 13.182 1.543 1.898 3.541 25,9% 1991 31.130.592 5.944.243 4.493.819 10…438052 33,5%

1955 14.787 1.845 1.880 3.725 25,2% 1992 39.730.752 5552.945 5.791.192 13.354.138 33,5%

1957 17.720 2.703 2.435 5.138 29,0% 1993 52.271.588 7.937.192 10.973.383 18.910.575 35,2%

1958 20.577 3.890 3.271 7.151 34,8% 1994 57.532.852 10.128.823 14.127.318 24.255.141 35,9%

1959 23.528 4.070 3.384 7.454 31,7% 1995 84.439.109 12.272.153 17.701.382 29.973.545 35,5%

1950 25.510 4.154 4.151 8.325 31,3% 1995 100.711.389 15.307.589 20.992.932 35.300.521 35,0%

1961 30.266 3.920 4.435 8355 27,6% 1997 121 .707.501 18.063.272 25.261.030 43.324.302 35,6%

1952 34.025 4.147 4408 8.555 25,1 % 1998 140.483.322 21.082.825 29.353.223 50.445.048 35,9%

1953 43.304 5.174 5.555 10840 25,0% 1999 151555005 278305993 25.982.554 54.789.557 35,1%

1954 53.487 5.377 7.159 13.545 25,3% 2000 174.895.258 37.505.043 33.925.240 71.532.283 40,9%

1955 50.488 7.340 5.873 13.213 21,8% 2001 188.558.785 38.477.355 39.308.070 77.785,425 41,3%

1955 73.285 7.315 10.514 17.829 24,3% 2002 203451414 39.379.544 42.112.501 81.492.245 40,1 %

1967 84.504 9.475 8739 18.214 21,6% 2003 228516603“ 48.485.692 49 556.856 98.042548 42,9%

1958 97.102 1 1.432 12.440 23.872 24,5% 2004 257.745.373 55.380.505 57.045.114 112.425.720 43,5%

1959 111.728 14.010 14535 28.545 25,5% 2005 285312854 51.372.077 53.707.345 125.079.422 43,8%

1970 132.758 17.519 19.324 35.943 27,8% 2005 320.341 .939 71.955.877 79.845.453 151 .801 .340 47,4%

1971 155.885 18.554 24.958 43.522 28,0% 2007 357.421.555 77.325.917 85.203.893 152.530.810 45,5%
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Comercio global como porcentaje del PIB (a precios corrientes)
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Fuente: 1938—1958 Londoño, Juan Luis. 1990b. “Income Distribution During the Structural Transformation:
Colombia 1938—1988”, Tesis Ph. D., Cambridge, Harvard University. 1989—2007 DANE.



ANEXO NORMATIVO

Ley 78 de 1919 (sobre huelgas)
Artículo lº: Entiéndase por huelga el abandono del trabajo en una 0 varias fábricas o em—

presas industriales o agrícolas, abandono convenido o aceptado voluntariamente por
un número tal de obreros, empleados o trabajadores, que produzcan la suspensión del

funcionamiento de las fábricas o empresas, y con las condiciones siguientes:
1. Que su objeto sea mejorar las condiciones retributivas del trabajo, tales como jor—

nales 0 salarios, horas de trabajo, condiciones higiénicas o sostener las condiciones

actuales cuando se trate de desmejorarlas; y
2. Que el abandono del trabajo se efectúe y sostenga en forma pacíñca.

Parágrafo: Las reuniones tumultuarias que se efectuaren con nombre o pretexto de huelga,
sin las características legales de ésta, quedan sometidas al derecho común.

Artículo 2º: Los individuos que se propongan entrar en huelga o que hayan entrado en ella

pueden nombrar a uno o más representantes para que se entiendan con los dueños de

las fábricas o empresas respecto de sus peticiones o reclamaciones, a fm de procurar
llegar a un arreglo amigable las diferencias que hayan surgido. Los representantes de

los huelguistas estarán provistos del poder que les hayan dado sus poderdantes, en el

cual estén especificadas las reclamaciones que hagan.
Parágrafo: No podrán ejercer el poder a que se refiere el presente Artículo sino los indivi—

duos que se propongan entrar o que hayan entrado en las huelgas.
Parágrafo: Los individuos de dentro o de fuera de la huelga, que estuvieren en ella con el

propósito manifiesto de promover el desorden o para quitarle su carácter pacíñco, serán

detenidos por la autoridad hasta que constituyan fianza de abstenerse de ejecutar 10 pro—

yectado. Mas si por cualquier motivo la fianza no se diere la detención no podrá pasar de

treinta (30) días, o hasta que termine la huelga, si ella pasare de este término.

Artículo 3º: Si se llega a un acuerdo, se extenderá de él una diligencia que firmarán la auto—

ridad, los representantes de los huelguistas y los patronos, gerentes o administradores
de las fábricas o empresas, y de ella se darán sendas copias alas partes. Dicha diligencia

y sus copias auténticas tendrán valor de escritura pública, para obligar a los interesados
al cumplimiento de sus compromisos; salvo caso respecto a los obreros que durante un
lapso mayor de sesenta (60) días el salario pactado llegare a ser insuñciente por cual—

quier causa económica para la subsistencia personal de los mismos.
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Parágrafo: Si no se llegare a acuerdo alguno, también se extenderá acta de lo ocurrido, y se
dará copia a las partes, si lo solicitaren.

Artículo 4º: Las autoridades darán garantías eficaces a las personas y propiedades, preven—
drán o disolverán las reuniones ilegales y darán protección a los obreros o trabajadores
que libremente quieran continuar su trabajo, y a los que se les ofrezcan, contraten o
enganchen para reemplazar a los que se hayan declarado en huelga.

Artículo Sº: Todo acto ejecutado por obreros o trabajadores entrados en huelga, distinto de
la misma abstención de concurrir al trabajo, y que llegue a constituir agresión o ame—

naza contra las personas, o lesione la propiedad, o que tienda a impedir por medio de
la Violencia el libre ejercicio de la industria de las fábricas o empresas respectivas, se
considerará extraño a la huelga, y sus autores serán detenidos, sumariados y entrega—
dos a las autoridades competentes para juzgarlos.

A los detenidos de acuerdo con este Artículo no se les concederá excarcelación,
aunque tuvieren derecho a ella según las reglas comunes, sino después de que la huelga
haya terminado completamente.

Artículo 6º: Los empleados, obreros o trabajadores que se propongan entrar o que hayan
entrado en huelga, por una parte, y los empresarios, por otra, pueden constituir arbi—

tradores o tribunales de arbitramento para que diriman sus diferencias. De la consti—

tución del arbitramento se extenderá un acta, en la cual se señalará el procedimiento
a que deben someterse las partes y los puntos que se deben decidir por el arbitrador,
cuyo fallo será obligatorio para las partes.

Artículo 7º: El hecho de terminar la huelga, por arreglo o por decisión arbitral, no exime
de responsabilidad por los delitos cometidos en ella.

Artículo 8º: Los empleados en viaje de una empresa de transporte no podrán declarase en
huelga sino hasta que aquél se rinda. Los que contravinieren a esta disposición sufrirán
por este solo hecho una prisión de uno a dos meses.

Parágrafo 1”: Tampoco podrán declarase en huelga, sino dando aviso de tres (3) días de an—

ticipación, por lo menos, los directores, los empleados y obreros de una empresa de
alumbrado o de acueducto públicos, y los empleados de empresas telefónicas o tele—

gráñcas de carácter privado. La infracción a lo establecido en este Parágrafo dará lugar
a la pena señalada en el inciso lº del presente Artículo.

Parágrafo 2": Los empleados públicos que con pretexto de huelga se confabulen para aban—

donar sus empleos, sufrirán las penas establecidas en el Código Penal por el abandono
del empleo, aumentadas en una cuarta parte.

Artículo 9”: Cuando los huelguistas o los que pretendan entrar en huelga consideren le—

sionado alguno de sus legítimos derechos por resoluciones u órdenes de la autoridad
pública, podrán interponer el recurso correspondiente ante los tribunales contencio—

sos administrativos.
Parágrafo: Los mismos tribunales resolverán, en una sola instancia, las controversias y las

dudas que se susciten con motivo de la interpretación que las partes dan a las actas 0
diligencias firmadas para poner término a las huelgas.
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Artículo 10º: El dueño o los dueños de una fábrica o de una empresa industrial o agrícola,

no podrán cerrarla sino dando aviso a sus empleados y trabajadores con un mes, por
lo menos, de anticipación, salvo fuerza mayor, como incendio, inundación, naufragio,
quiebra, muerte del principal. El aviso se dará fijando un cartel en parte visible y pú—

blica, en el que se anuncie al dueño a pagar a sus empleados y trabajadores el sueldo y
salario que les corresponde en un mes de trabajo.

Parágrafo: Las empresas o trabajos de carácter transitorio, tales como la construcción de

un edificio, la recolección de frutos, no quedan comprendidos en las disposiciones de

este Artículo.
Artículo 11: Los individuos extranjeros que tomaren parte en asociaciones o motines, con

pretexto u ocasión de huelgas, además de las sanciones legales a que haya lugar con—

forme al derecho común, podrán ser expulsados del territorio, comprobada que sea le—

galmente su culpabilidad.
Artículo 12: Las autoridades superiores de los puertos y fronteras impedirán la entrada al

territorio nacional de individuos extranjeros que no presentaren pasaportes auténticos
visados por los cónsules respectivos, y que, por tanto, puedan ser sospechosos de cons—

tituir peligro para el orden o seguridad de la República.
Parágrafo: No obstante lo dispuesto en este Artículo, si los extranjeros hubieren residido en

los dos últimos años, seis (6) meses siquiera, y hubieren observado conducta intacha—

ble, podrán ser admitidos, mediante solicitud del Ministro o de un Cónsul de la Na—

ción a que pertenezcan los extranjeros.
Artículo 13: Los delitos que con pretexto u ocasión de una huelga se cometan, serán cas—

tigados de acuerdo con las respectivas disposiciones del Código Penal vigente y de las

leyes que lo adicionan y reforman.
Artículo 14: Las dudas que ocurran en la aplicación de esta Ley en materia de contratos, se

decidirán de acuerdo con el Código Civil.

MARCO FIDEL SUÁREZ

L e y 2 1 d e 19 2 0
(sobre conciliación y arbitraje en los conflictos

colectivos de trabajo, que adiciona
la Ley 78 de 1919, sobre huelgas)

Artículo lº: En ningún establecimiento o empresa comercial, industrial () agrícola podrá
efectuarse una suspensión colectiva del trabajo que tenga por causa diferencias entre

patronos y empleados, cualquiera que sea su origen, sin que antes se hayan cumplido
los procedimientos de conciliación de que se trata enseguida:
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Título I: Arreglo directo
Artículo 2“: Siempre que en un establecimiento o empresa comercial, industrial o agrí—

cola se presente un conflicto colectivo que pueda dar por resultado la suspensión del
trabajo, los obreros o empleados nombrarán una delegación de tres (3) de entre ellos
para que presenten al jefe o director de la empresa o establecimiento, o a quien lo re—

presente, la petición de reformas que solicitan.
No podrán ser nombrados delegados sino colombianos mayores de edad que ha—

yan sido empleados del establecimiento, y que haga más de seis (6) meses que traba—

jan en él.

Artículo 3º: El jefe o director del establecimiento, o quien lo represente, está en la obli—

gación de recibir la delegación de empleados dentro de las veinticuatro (24) horas si—

guientes a la solicitud que se le haga de recibirlos.
Si él no se considerare autorizado para resolver la cuestión, dará inmediatamente

cuenta de ella a la persona que en su concepto deba resolverle, la cual está obligada a
recibir la delegación dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes.

Si esa persona tampoco se considerare autorizada, la respuesta no podrá diferir-se

por más de cinco (5) días, salvo acuerdo o convenio de ambas partes para un mayor
tiempo; y si la respuesta no se diere dentro de ese plazo, la responsabilidad penal de
que trata el Artículo 23 recaerá sobre quien ñgure como jefe o director.

Artículo 4“: Si se llegare a un acuerdo entre el jefe o director y los empleados, aquél será de
forzoso cumplimiento por el tiempo y en las condiciones en que se hubiere celebrado,
para lo cual se extenderá un acta de lo acordado, que será firmada por los delegados y

por el director o jefe, y de la cual se remitirá una copia auténtica a la primera autori—

dad política del lugar.
Artículo Sº: Si no se llegare a un acuerdo por el procedimiento establecido en este Título, la

diferencia será obligatoriamente sometida al de conciliación, de que se trata enseguida.

Título II: Conciliación
Artículo 6": Toda diferencia que haya podido ser resuelta por arreglo directo, será sometida

a la acción conciliadora de un tiempo, nombrado de común acuerdo por las dos partes,
o a la de dos personas designadas una por cada una de las partes interesadas.

Las personas nombradas deben ser colombianas, deben conocer los negocios de la

empresa o establecimiento y ser mayores de veintiún (21) años.
Artículo 7º: La persona o personas que hayan aceptado el cargo de conciliadores deben

entrar a funcionar dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a su designación, )“

convocarán inmediatamente a los delegados de los empleados y a los de la empresa o
establecimiento para que les suministren todos los datos e informes necesarios para el

desempeño de su cometido.
Artículo 8º: Los representantes de los empleados podrán ser los delegados de que se trata

en el Título I, u otros cuyo número no pase de tres y que reúnan las mismas condicio—

nes de aquéllos. La empresa o establecimiento estará representado por tres delegados,
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entre los cuales puede estar el jefe o director. Tanto los unos como los otros deben co—

nocer los negocios de que se trata, y estar provistos de poderes suñcientes para firmar

cualquier arreglo que se celebre, salvo que convengan en que se haga mi referendum.

Artículo 9º: Los representantes de una y otra parte tienen la obligación de presentar ante el

conciliador o conciliadores, cada vez que sean llamados, salvo excusa justiñcada, y de su—

ministrarle todos los datos que se soliciten referentes a la diferencia 0 conflicto y a la ma—

nera y forma en que pudiere ser arreglado.
Artículo 10”: Los informes que suministren las partes son de carácter confidencial, y los

conciliadores no podrán hacer uso de ellos sin previa autorización de quienes los ha—

yan dado.
Artículo 11: El cargo de los conciliadores es el de procurar un arreglo equitativo y con—

veniente para las partes en conflicto, y quedará terminado cuarenta y ocho (48) horas

después de que hayan comenzado sus funciones, salvo prórroga que de común acuerdo

les den aquéllas para mandato.
Artículo 12: La decisión, concepto o dictamen que formulen los conciliadores no es obli—

gatorio para las partes contratantes. Pero si se llegare a un acuerdo, éste se extenderá

en un acta, en la cual se incluirán los poderes; y sus estipulaciones que equivalen a un

contrato, serán obligatorias para las partes contratantes. El acta será firmada por los

representantes de las partes y por el conciliador o los conciliadores; y se declarará ter—

minada la diferencia.
Artículo 13: Sino se llegare a un acuerdo, se notificará por los conciliadores a los interesa—

dos, que la diferencia puede ser sometida a arbitraje, después de haberse firmado un

acta en que conste que no pudo llegarse a un arreglo.
Artículo 14: Un ejemplar auténtico del acta, háyase o no celebrado un arreglo, será remiti—

do a la primera autoridad política del lugar donde se firmó.

Título III: Arbitramento
Artículo 15: Si las dos partes resolvieren someter su diferencia a arbitraje, cada una de ellas

designará su árbitro, que puede ser escogido entre los conciliadores.
Al instalarse el Tribunal, nombrará el tercero en discordia para el caso en que no

pudieren ponerse en contacto; y si no lo estuvieren para esta designación, será tercero
el ciudadano que ejerza la primera autoridad política del lugar.

Artículo 16: El Tribunal de Arbitramento, o quien haga sus veces, estudiará el asunto, so—

licitando de los representantes de las partes todos los datos o informes que necesite y

que aquéllos posean, pudiéndolos hacer comparecer personalmente cada vez que ten—

ga necesidad de sus declaraciones o informaciones; visitando, cuando lo crea necesario,
las fábricas, empresas o establecimientos donde ocurre la diferencia; y tomando infor—

mes y declaraciones a las personas que juzgue necesario.

Artículo 17: El Tribunal no podrá deliberar sino con la asistencia plena de sus miembros, y
dictará su fallo dentro de los ocho (8) días siguientes al de su instalación, que se efec—

tuará dentro de las veintiocho (28) siguientes al día de la aceptación del cargo.
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Artículo 18: El fallo del Tribunal de Arbitramento es de obligatorio cumplimiento, y queda
rodeado de toda la protección que la Ley otorga al arbitraje.

Artículo 19: Si uno o más de los árbitros llegare a faltar, se procederá a su reemplazo por el
mismo método adoptado para los antes nombrados.

Artículo 20: La sentencia arbitral será puesta en conocimiento de los interesados inmedia—

tamente después de que sea dictada.
Artículo 21: Mientras una diferencia esté sometida a la decisión de un Tribunal de Arbi—

tramento, no podrá haber suspensión colectiva del trabajo; ni tampoco podrá haberla
durante el tiempo que cubra la sentencia arbitral.

Artículo 22: El arbitraje es obligatorio, y toda cesación del trabajo colectivo está prohibida
mientras el Tribunal dicta su fallo, en las siguientes empresas, a las cuales están ligadas
la seguridad, la salubridad y la vida económica y social de los ciudadanos:
1. Medios de transporte, que comprenden los ferrocarriles, los tranvías, los buques

fluviales y los buques marítimos;
2. Acueductos públicos;
3. Alumbrado público de las poblaciones;
4. Higiene y aseo de las ciudades;
5. Explotación de minas de la Nación.

Título IV: Sanciones penales
Artículo 23: Todo individuo que ponga obstáculos al ejercicio de las funciones de los dele—

gados de que trata el Título I, será castigado con una multa de diez pesos ($10) a cien
pesos (3100), o con arresto equivalente, a razón de un día por cada dos pesos ($2).

Artículo 24: Toda persona citada por el conciliador, por la junta de Conciliación 0 por el
Tribunal de Arbitramento, que no comparezca a la citación sin excusa justificada y
oportuna, o que no se haga representar por persona autorizada, será condenada a una
multa de diez pesos ($10) a cien pesos ($100), o su equivalente en días de arresto. .

Artículo 25: Los árbitros que hubieren aceptado su cargo están en la obligación precisa de
asistir a todos los actos del Tribunal hasta dictar el fallo correspondiente, salvo excusa
aceptada por el mismo Tribunal. El árbitro que falte al expresado deber podrá ser pe—

nado con multa de cien pesos (8100) a quinientos pesos (8500).
Artículo 26: Toda persona que concite públicamente a la cesación colectiva del trabajo en

los casos en que es obligatorio el arbitramento, será condenada a una multa de diez
pesos ($10) a cien pesos (5100), convertibles en arresto, a razón de dos pesos (32) por
cada día, previa la comprobación de la culpa.

Artículo 27: Toda persona que incite a que la cesación colectiva del trabajo se efectúe sin
observancia de las disposiciones de la presente Ley, o incite al desconocimiento del
fallo arbitral, o ultraje de palabra o de obra a los miembros del Tribunal de Arbitra—

mento con ocasión del ejercicio de sus funciones o por razón de ellas, será conde—
nada previa comprobación de la culpa, a las mismas penas señaladas en el Artículo
anterior.
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Artículo 28: Si la cesación del trabajo se efectuare en alguna de las empresas de que trata
el Artículo 22, queda autorizado el Gobierno para asumir su dirección, con acuerdo de

los respectivos empresarios, y hacerlas funcionar.

Título V: Disposiciones varias
Artículo 29: Con el nombre de empleados se comprende en esta Ley a todo el personal

subalterno que trabaje en la empresa o establecimiento, cualquiera que sea la fun—

ción o trabajo que ejecute; y con el de dueño, jefe o director, al propietario, o a su

representante.
Artículo 30: El respectivo Alcalde es el competente para imponer las penas de que trata

esta Ley y lo hará adoptando un procedimiento breve y sumario.

La resolución que se dicte será apelable ante el inmediato superior.
Artículo 31: Queda en estos términos reformada la Ley 78 de 1919, sobre huelgas.

MARCO FIDEL SUÁREZ

Ley 83 de 1931
(sobre sindicatos)

Artículo lº: La Ley reconoce a los trabajadores el derecho de asociarse libremente en de—

fensa de sus intereses, formando sindicatos, asociaciones profesionales, etcétera.

Se llama sindicato a la asociación de trabajadores de una misma profesión, oficio o

especialidad, o de profesiones, oficios o especialidades similares o conexos, constituí—

da exclusivamente para el estudio, desarrollo y defensa de los intereses comunes de su

profesión, sin repartición ni beneñcios.
Artículo 2º: El derecho de constituirse libremente en sindicato se extiende también a las

profesiones liberales a los industriales y a los trabajadores asalariados por el Estado, los

departamentos y los municipios.
Las condiciones necesarias para ejercer el derecho de asociación profesional de los

empleados públicos se establecerán por sus respectivos estatutos.
Artículo 3º: Los sindicatos son gremiales e industriales. Los primeros son los formados por

individuos de una misma profesión, oficio o especialidad; los segundos los formados

por individuos de varios oficios, profesiones o especialidades que contribuyan a la pre—

paración, elaboración o explotación de un mismo producto en una misma empresa.
Artículo 4”: Pueden constituirse también como sindicatos las asociaciones de trabajadores aun

cuando pertenezcan a profesiones diversas, disímiles o inconexas, cuando en la región de

que se trate no hubiere el número de trabajadores exigido por la Ley para formar por sí

mismo un sindicato gremial o industrial.
El sindicato gremial o industrial que se constituya con elementos de los sindicatos a

que se refiere el Artículo anterior, o con otros elementos, por contar en una industria o
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profesión con el número mínimo de miembros que exige la Ley, será el titular de derechos
y obligaciones del primitivo sindicato respecto del gremio o industria de que se trate.

Artículo Sº: Para gozar de la personería jurídica, el sindicato presentará al Ministerio de
Gobierno, por conducto de la Oficina General del Trabajo, una solicitud suscrita por
veinte asociados por lo menos, _v tres ejemplares de los estatutos.

b.)

Dicha solicitud debe contener necesariamente:
El nombre y apellido, la nacionalidad, la profesión y el domicilio de los miembros

que dirijan o administren o tengan la representación del sindicato, los cuales deben
ser colombianos y mayores de edad;
El número y la nacionalidad de los socios con especificación de la profesión 0 pro—
fesiones que ejerzan; y
El domicilio social del sindicato. A la solicitud se acompañarán tres copias del acta
de fundación.

Parágrafo: El Ministerio de Gobierno, oído el concepto de la Oficina General del Trabajo,
resolverá favorablemente la solicitud, salvo el caso de que los estatutos del sindicato
sean contrarios a la Constitución, a las leyes o a las buenas costumbres, 0 contravengan
disposiciones especiales de esta Ley.

La resolución correspondiente se publicará en el Diario Oficial y su Boletín del
Trabajo.

Artículo 6º: Todo sindicato deberá contar veinticinco miembros, por lo menos.
Artículo 7º: Los estatutos de los sindicatos deberán expresar:

l.

:'*.º“!º

""“'>º.ºº.“.º“.º"

La denominación del sindicato que lo distinga de los demás;
Su domicilio;
Su objeto;
El modo de nombrar la directiva;
La organización de las comisiones;
Las condiciones de admisión de miembros;
Los motivos de expulsión y las correcciones disciplinarias;
La forma de pagar las cuotas, su monto y el modo de administrarlas;
Las épocas de celebración de asambleas generales y las de presentación de balance;

. Las reglas para la liquidación del sindicato; y
. Las demás reglas o prescripciones que fueren necesarias para su mejor organización.
La directiva del sindicato deberá rendir a la asamblea general de sus agremiados,

por lo menos cada seis (6) meses, cuenta completa y detallada de la administración de
los fondos del mismo. Esta obligación no puede dispensarse.

Artículo 8º: Los sindicatos tienen, principalmente, las siguientes facultades:
a.

b.

Celebrar contratos colectivos;
Defender los derechos de sus miembros en los conflictos de trabajo, ya sea ante
terceros o ante las autoridades;
Crear, administrar o subvencionar instituciones, establecimientos u obras de utili—

dad común, tales como cajas de socorros mutuos, habitaciones baratas, oficinas de
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colocación, laboratorios, campos de experimentación y deporte, cursos y publica—

ciones de educación cientíñca, avícola o industrial, sociedades cooperativas, casa de

salud, biblioteca y escuelas;
d. Comprar para revender, alquilar, prestar o repartir entre sus miembros, o comprar

por cuenta de ellos, todos los objetos necesarios al sostenimiento de la familia y al

ejercicio de la profesión, materias primas, instrumentos, máquinas, abonos, semi—

llas, plantas o animales; servir de intermediario para la venta de los productos pro—

venientes del trabajo de los socios o de la producción de cooperativas, siempre que
no procedan en nombre propio, y facilitar esa venta por medio de exposiciones,
anuncios y sistemas adecuados de transporte; y

e. Procurar la conciliación en los conflictos de trabajo, y decretar la huelga, llegado el

caso, y previos los trámites legales, en los establecimientos, fábricas, talleres 0 indus—

trias cuyos trabajadores pertenezcan al gremio, previa aprobación de las dos terceras

partes de los miembros del sindicato.
Artículo 9º: Los sindicatos sólo pueden adquirir a título gratuito u oneroso, los bienes

muebles e inmuebles indispensables al desarrollo de sus fines peculiares, y no pue—

den entregarse a ningún género de especulaciones ni repartir dividendos entre sus
asociados.

Artículo 10º: Los sindicatos se disuelven en los casos previstos en los estatutos o por acuer—

do, cuando menos, de las dos terceras partes de los miembros que los integran.
Artículo 11: Los sindicatos tienen la facultad de federarse, aun cuando pertenezcan a

distintas regiones o profesiones. Las federaciones gozan de personería jurídica in—

dependiente y tienen los mismos derechos y prerrogativas de los sindicatos que las

componen, siempre que se ajusten a las disposiciones de esta Ley.

Artículo 12: Toda persona que por violencia, o amenazas, atente contra el derecho de libre

asociación sindical, impidiendo a una persona hacer parte de un sindicato u obligán—

dola a salir de él, será castigada con una multa de veinte pesos ($20) a doscientos pesos
($200), que le será impuesta por la respectiva Oficina del Trabajo, previa comproba—

ción completa de los hechos.
Artículo 13: Todo miembro de un sindicato puede retirarse de él sin otra obligación que

la de pagar las cotizaciones vencidas. Cuando el sindicato hubiere creado institucio—

nes de mutualidad, seguro, crédito u otras similares, el socio que se retire no pierde en
ningún caso los derechos que en ella le correspondan. El sindicato puede permitirle

permanecer dentro de tales instituciones, o separarlo de ellas mediante el pago de la

indemnización proporcional a las contribuciones pagadas y a los beneficios recibidos,
de acuerdo con las normas fijadas en los estatutos.

Artículo 14: El sindicato puede excluir de su seno a uno o más de sus socios, siempre que
la exclusión sea decretada por la mayoría absoluta de sus miembros. Es aplicable al so—

cio excluido lo dispuesto en el Artículo anterior.
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Artículo 15: Todo sindicato decretará la separación del socio que voluntariamente deje de
ejercer durante un año la profesión o profesiones cuya defensa y mejoramiento persi—

gue la asociación.
Artículo 16: Ningún sindicato puede subsistir sin el número de miembros que se han se—

ñalado para su constitución.
Artículo 17: No puede funcionar sindicato alguno cuyo personal no esté compuesto, por lo

menos en sus dos terceras partes, por ciudadanos colombianos. Cualquiera que sea la for—

ma de dirección del sindicato, ningún extranjero es elegible para los cargos directivos.
Artículo 18: Los sindicatos no pueden coartar directa ni indirectamente la libertad de tra—

bajo, ni tomar medida alguna para constreñir a los trabajadores no afiliados a ingresar
en ellos.

Artículo 19: Cuando el sindicato se coloque en una situación de hecho permanente que viole

las disposiciones de la presente Ley, el Ministerio Público o la Oficina General del Tra—
bajo lo requerirá para que se ajuste a las disposiciones legales; si el sindicato, no obstante
el requerimiento, persistiere en la infracción de la Ley, se dará aviso al Juez del Circuito
correspondiente, quien decretará la disolución del sindicato, oídas las alegaciones de las

partes. Las infracciones que resulten de un hecho instantáneo y que no determinen una
situación permanente, serán reprimidas por el mismo Juez del Circuito con sanciones
pecuniarias, con el mismo procedimiento del inciso anterior.

Artículo 20: Al disolverse un sindicato en forma voluntaria o por decisión judicial, debe re—

integrarse a los miembros activos, una vez cubierto el importe de las deudas, las sumas
que hayan pagado como cuotas o cotizaciones. El remanente del haber común debe pa—

sar a cualquier otro sindicato análogo, o en su defecto, a un instituto de beneficencia 0
utilidad social, elegidos el uno y el otro por la asamblea general del sindicato.

Artículo 21: Cinco 0 más industriales 0 empresarios pueden constituirse en sindicato, so—

metiéndose a las disposiciones de esta Ley. Los sindicatos así constituidos gozan de las

facultades concedidas en los ordinales a, c y d del Artículo 8“. En iguales condiciones y
con los mismos derechos pueden fundarse sindicatos mixtos de industriales o empresa—
rios y trabajadores, pero éstos requieren un número no menor de tres industriales y diez
trabajadores.

Artículo 22: El sindicato que declara una huelga con violación de las disposiciones vigen—

tes sobre la materia, sufrirá una multa de cien pesos (8100) a trescientos pesos (8300),
que impondrá en la capital de la República la Oñcina General del Trabajo, y en las de—

más ciudades los inspectores generales del trabajo, o en su defecto el respectivo Alcal—

de Municipal.
Artículo 23: A los sindicatos les está prohibida cualquier ingerencia directa o indirecta en

la política militante del país. La contravención a lo dispuesto en este Artículo tendrá
como sanción la disolución inmediata del sindicato, previo concepto del Ministerio
Público, y será decretada por la Oficina General del Trabajo.

Artículo 24: Los sueldos y salarios deberán ser pagados por períodos iguales y vencidos,
en moneda legal. Los mayores de dieciocho (18) años y las mujeres casadas, aunque
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no estén divorciadas ni sus bienes separados, recibirán separadamente el pago de sus
sueldos y salarios, y podrán administrar sus emolumentos sin intervención de sus re—

presentantes legales.

ENRJQLWZOLAYAIÍERRERA

L ey 1 0 d e 1 9 3 4
(sobre pérdida y rehabilitación de derechos

políticos y por la cual se establecen
algunos derechos de los empleados)

Artículo lº: Para efecto del Artículo 16 de la Constitución Nacional, se consideran penas
aflictivas las de presidio y reclusión, las cuales llevan anexa la de pérdida, por tiempo
indefinido, de los derechos políticos del condenado, cuando son impuestas por auto—

ridad judicial.
También llevan anexa la pérdida de los derechos políticos, las penas establecidas

o que establezca la Ley contra los responsables por actos de violencia, falsedad 0 co—

rrupción en elecciones.
Artículo 2º: La pena de pérdida de los derechos políticos no puede ser decretada sino por

el Senado 0 por las autoridades del orden judicial.
La pena de privación temporal de los derechos políticos no excederá de ocho

años.

Artículo 3º: Los que hayan sido privados de los derechos políticos por tiempo indeñnido,
podrán ser rehabilitados en el goce de tales derechos por el Senado de la República, a

quien corresponde exclusivamente conceder esa gracia.
Artículo 4º: La rehabilitación no podrá concederse, sino después de transcurrido un lapso,

conforme se expresa en el presente Artículo y mediante las formalidades indicadas en
los artículos que siguen: a los condenados a un año o menos de presidio o reclusión, un
año después de que se haya cumplido la pena principal; a los condenados a un tiempo

mayor de un año, y no mayor de 5,2 años después de cumplida la pena principal; a los

condenados a más de cinco (5) años, sin llegar a 10,4 años después de cumplida la pena
principal; y a los condenados a diez (10) años o más, ocho (8) años después de cumpli—

da la pena principal.
Artículo 5“: En los casos en que el reo hubiese sido condenado únicamente a la pena de

privación de los derechos políticos, por tiempo indefinido, podrá ser rehabilitado cua—

tro (4) años después, contados desde el día en que quedó ejecutoriada la sentencia
condenatoria.

Artículo 6º: Los dos artículos que preceden no son aplicables cuando se trate de condena—

dos por la comisión de delitos electorales. En tales casos la rehabilitación no podrá so—

licitarse sino pasados ocho (8) años después de cumplida la pena corporal si la hubiere

383
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o de ejecutoriada la sentencia condenatoria, si ésta se refiere únicamente a la privación
de los derechos políticos u otra incorporal.

Artículo 7º: El reo que quiera obtener rehabilitación deberá solicitarla al Senado, por me—

dio de memorial que presentará personalmente al secretario de la corporación; pero si

no residiere o no estuviere en la capital podrá enviarlo por cualquier vía, autenticado

por cualquiera autoridad del lugar de donde se dirija.
A la solicitud deberá acompañar, por lo menos, los siguientes documentos:

a. Copia autenticada de la Sentencia de Primera Instancia, con sus notificaciones;
Copia de la Sentencia de Segunda Instancia con sus notiñcaciones, si las hubiese
habido;

c. Copia de la sentencia de la Corte Suprema, si el juicio hubiere estado al conoci—

miento de esa corporación, por cualquier causa;
d. Sendas copias de las boletas de encarcelación _v excarcelación expedidas por los di—

rectores de los establecimientos donde se cumplió la pena.
Si no pudieren ser obtenidas esas copias, se suplirán por certificados expedidos por
los nombrados directores con vista de los libros que se lleven en el establecimiento;

e. Tres declaraciones, por lo menos, de personas honorables, sobre la conducta obser—

vada por el peticionario después de que cumplió la pena. Los declarantes deberán

expresar los hechos positivos en que basen sus añrmaciones, de los cuales pueda
deducirse la verdad de tales afirmaciones. Las declaraciones serán rendidas ante
cualquier juez del orden judicial, con citación del Personero Municipal 0 de cual—

quiera otro agente del Ministerio Público.
El juez que reciba las declaraciones certiñcará sobre la honorabilidad de los
testigos; y

f. Certiñcado del juez o jueces municipales, del Circuito en lo Penal _v del Superior
del Distrito respectivos, acerca de que no cursa sobre el solicitante causa criminal
alguna.

Artículo 8”: Los memoriales, declaraciones, copias, certificados, etcétera, podrán exten—

derse en papel común y no llevarán estampillas. Los funcionarios no cobrarán emolu—

mento alguno.
Artículo 9º: Condenado un individuo a la pérdida de los derechos políticos, el juez res—

pectivo dará cuenta de ello, una vez que esté ejecutoriada la Sentencia condenatoria,
al alcalde del vecindario de aquel, y éste lo comunicará al Jurado Electoral del respec—
tivo Distrito.

Decretada una rehabilitación, la Secretaría del Senado la comunicará al interesa—

do, al Juzgado donde se pronunció la Sentencia y se archivó el proceso y al Alcalde del
Distrito del agraciado. El Alcalde transcribirá la comunicación al Jurado Electoral del
respectivo Distrito.

Artículo 10º: Si a juicio del Senado, de la documentación presentada por el peticionario
no resultare plenamente justiñcada la concesión de la gracia que se solicita, podrá ne—

garla o aplazarla hasta que el interesado llene las deficiencias que se anoten, las cuales
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deberán precisarse. En caso de negativa, el interesado no podrá hacer nueva solicitud

de rehabilitación, sino después de que haya transcurrido por lo menos un año contado

desde la fecha en que fue aprobada la respectiva resolución.

Artículo 11: Quedan derogados los artículos 1987 _v 1991 del Libro III del Código Judicial

y reformados el inciso 2" del Artículo 40 del Código Penal, el 42, el 90 y el 91 del mis—

mo Código.
Artículo 12: Se entiende por empleado particular, para los efectos de esta Ley, toda perso—

na que no siendo obrero, realice un trabajo por cuenta de otra persona o entidad, fuera

del servicio oficial, en Virtud de sueldo o remuneración periódica o fija, participación

de beneficios o cualquiera otra forma de retribución.

Se entiende por patrono, la persona por cuya cuenta se realice el trabajo del emplea—

do. Si esta persona obra como intermediario entre el dueño de la empresa o negocio y

el empleado, serán responsables solidariamente del cumplimiento de las disposiciones

establecidas por esta Ley, el dueño y el intermediario.

Artículo 13: Todo contrato de trabajo con empleados particulares se extenderá por escrito,

en papel simple, en dos ejemplares, para que conserve uno cada parte, y estará exento

de los derechos de timbre y sanidad. Este contrato, además de las estipulaciones que
acuerden los contratantes y que no contraríen la presente Ley, contendrá: las especi—

ficaciones del trabajo a que se obliga el empleado, la cuantía de la remuneración y la

forma y período de pago; la duración del contrato, las causales que lo hagan caducar

durante su vigencia, y un certificado de salud expedido por un médico graduado esco—

gido y pagado por el patrón.
En caso de controversia, el contrato antedicho será plena prueba de las obligacio—

nes respectivas.
Parágrafo: Los contratos que se hallen vigentes al entrar a regir esta Ley, deberán hacerse

constar por escrito y sujetarse a sus disposiciones, en un término de sesenta (60) dias,

a partir de la sanción de ella.

Parágrafo: La Oficina General del Trabajo redactará y publicará un modelo del contrato de

trabajo de que trata esta Ley, cuyos términos generales se observarán al hacer tales con—

venios, sin perjuicio de que las partes incluyan estipulaciones que no violen disposicio—

nes legales. En caso de que no se haya ñrmado contrato, éste se presume celebrado de

acuerdo con los términos del modelo publicado por la Oñcina General del Trabajo en
el Diario Oficial. Dicha entidad revisará, cuando lo estime conveniente, el mencionado

modelo, con el fin de hacerle las modificaciones que la experiencia aconseje.

Artículo 14: Los empleados particulares gozarán de las siguientes concesiones )" auxilios:

a. Quince (15) días de vacaciones remuneradas por cada año de servicio, de confor—

midad con las remuneraciones ordinarias devengadas. La época de vacaciones será

señalada por el patrón;
b. Auxilio de enfermedad hasta por ciento veinte (120) días, a la rata siguiente: las dos

terceras partes del sueldo, durante los primeros sesenta (60) días de la enfermedad; la

mitad para los treinta (30) días siguientes y la tercera parte para el tiempo restante;
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c. En caso de despido, que no sea originado por mala conducta ni por incumplimien—
to del contrato comprobado, tendrán derecho a un auxilio de cesantía equivalente a

un mes de sueldo por cada año de servicio que presten o hayan prestado y propor—
cionalmente por las fracciones de año. Para los efectos de este Artículo se tomará
el sueldo medio que el empleado hubiere devengado en los tres (3) últimos años de
servicio y si hubiere trabajado por un tiempo menor, se tomará el sueldo medio de
todo el tiempo de trabajo.

Parágrafo: Al auxilio de cesantía tendrá derecho el empleado, aunque su retiro del servicio
obedezca a terminación del contrato por vencimiento del plazo de duración, excepto,
en este caso cuando el patrón se allane a renovarlo en condiciones iguales a las anterio—

res, y el empleado no acceda a ello.

Artículo 15: Ningún empleado podrá ser obligado a trabajar más de ocho (8) horas por día.
Artículo 16: En los casos en que un empleado preste servicio activo en el ejército o sea lla—

mado a prestar el servicio militar obligatorio, no se considerará interrumpido el con—
trato de trabajo, y en consecuencia, conservará el derecho a desempeñar el cargo para
el cual fue contratado.

Artículo 17: En igualdad de circunstancias no puede concederse a los empleados extran—
jeros, por las entidades públicas o por empresas nacionales o extranjeras que traba—

jen dentro del país, mayores garantías o ventajas que las otorgadas a los empleados
colombianos.

La infracción de este mandato será penada con multas de doscientos pesos (8200)
a mil pesos ($l.000) a cargo del patrón y a favor del Tesoro Nacional.

Artículo 18: Mientras se establece una jurisdicción especial para la solución de conflictos
del trabajo que pueden originarse con motivo de la aplicación de las disposiciones de la
presente Ley, dichas controversias se tramitarán de conformidad con el procedimiento
señalado en el Título 46 del Libro II de la Ley 105 de 1931.

Las solicitudes y actuaciones que se adelanten a este respecto estarán exentas de los
impuestos de papel sellado y timbre nacional.

Parágrafo: Las multas y demás sanciones establecidas por las leyes vigentes sobre trabajo
serán aplicadas de oficio o a petición de cualquier ciudadano, de un sindicato o de las
federaciones de empleados. El valor de las multas ingresará a los respectivos Tesoros
Municipales.

Articulo 19: Las garantías concedidas por esta Ley a los empleados no podrán renunciar—
se en ninguna forma.

Artículo 20: Quedan exceptuadas de las disposiciones sobre descanso dominical las farma—
cias y las peluquerías, donde podrá trabajarse voluntariamente hasta la una de la tarde
de los días feriados.

Artículo 21: Esta Ley regirá desde su sanción.

ALFONSO LÓPEZ PUMAREJO
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Decreto 2350 de 1944
(por el cual se dictan algunas disposiciones
sobre convenciones de trabajo, asociaciones

profesionales, conflictos colectivos
y]urisdicción Especial del Trabajo)

Sección I: del contrato individual
Artículo lº: Siempre que de los términos de la convención escrita no resulte otra cosa, se

presumirá que hay contrato de trabajo entre quien presta un servicio personal bajo la

dirección de otro, y quien recibe o aprovecha tal servicio. A falta de estipulaciones lí—

citas distintas, el contrato de trabajo se entenderá celebrado de conformidad con los

modelos que el Gobierno promulgue, previa audiencia de comisiones paritarias de pa—

trones y trabajadores, y las obligaciones recíprocas que de él emanen se tendrán por

ajustadas en las condiciones usuales en la región que sean más acordes con al aptitud
del trabajador y con la naturaleza del negocio.

Artículo 2“: Ningún reglamento interno de trabajo tendrá validez en cuanto a las obliga—

ciones de los trabajadores mientras no sea probado por las autoridades del ramo de—

bidamente publicado. Las sanciones disciplinarias en ningún caso podrán consistir en

penas corporales; ni la Nación ni los departamentos o municipios investirán de auto—

ridad para mantener el orden en los campamentos, talleres 0 establecimientos, a los

directores o trabajadores de las empresas, mientras lo sean, ni permitirán que éstos in—

tervengan en la selección de personal de Policía, ni que lo alojen o alimenten gratuita—

mente, ni que le hagan dádivas de ninguna clase.

Artículo 3º: Salvo permiso expreso del Ministerio del ramo, la duración máxima del traba—

jo diurno es de ocho (8) horas diarias sin que pueda pasar de cuarenta y ocho (48) en

la semana; la del trabajo nocturno y la de que, a juicio del Gobierno, sea especialmente

peligroso o insalubre, de seis (6) horas; la del trabajo mixto, de siete (7) horas diarias.

La jornada máxima del trabajo agrícola será, sin embargo, de nueve (9) horas diarias

o de cincuenta y cuatro (54) horas semanales. No podrán aceptarse al trabajador más

de cuatro (4) horas diarias de trabajo extraordinario; en las actividades en que éste sea

permitido, ni más de doce (12) en la semana.

Parágrafo: Lo dispuesto en este Artículo no se aplica a los casos de siniestro o grave peli—

gro; ni al servicio doméstico; ni a la recolección de cosechas; ni a los trabajadores que

ocupen puestos de dirección, conñanza o simple vigilancia, o que desarrollen labores

discontinuas, los cuales, sin embargo, no podrán ser obligados a permanecer más de

doce (12) horas en el sitio del trabajo; ni a las actividades cuya naturaleza, a juicio del

Gobierno, no sean susceptibles de limitación de la jornada o cuya continuidad se rija

por normas especiales.
Artículo 4º: El Gobierno podrá señalar, por medio de Decretos, los salarios mínimos para

cualquier región económica o cualquier actividad profesional, industrial, comercial, ga—

nadera o agrícola de una región determinada, de conformidad con el costo de la vida, las
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modalidades del trabajo, al aptitud relativa de los trabajadores, los sistemas de remunera—
ción o la capacidad económica de las empresas previo concepto de comisiones paritarias
de patronos y trabajadores. Tales Decretos regirán por el término, para los municipios,
para las empresas o para la actividad regional que en ellos se indiquen.

Artículo Sº: El salario no será en ningún caso inferior al mínimo legal señalado por el Go—

bierno. La remuneración del trabajo extraordinario implicará un recargo mínimo del
veinticinco por ciento (25%) en el día y del cincuenta por ciento (50%) en la noche. La
remuneración adicional por el trabajo extraordinario, en los casos previstos en el Parágra—
fo del Articulo 3“, será concertada libremente por las partes. La diferencia de salarios para
trabajadores dependientes de un mismo patrono y por trabajos equivalentes, sólo podrá
fundarse en razones de capacidad profesional o técnica, de antigúedad o experiencia en la

labor, de cargas familiares, de rendimientos en la obra, y en ningún caso en diferencias de
nacionalidad, sexo, edad, religión, opinión política o actividades sindicales. Además, para
todos los efectos de las leyes que establecen alguna relación entre trabajadores colombia—

nos y extranjeros, sólo se tendrán como colombianos los que lo sean de conformidad con
la Constitución Nacional.

Artículo 6º: Los enganches colectivos de trabajadores en el país para la prestación de servi—
cios en el exterior, serán regulados e intervenidos por el Gobierno, y deberán ser cau—

cionados para garantizar el cumplimiento del contrato por el patrono, _v la oportuna
repatriación de los trabajadores que los solicitaren. Análogas prescripciones regirán el
enganche colectivo de trabajadores para prestar sus servicios dentro del país, pero a
una distancia mayor de doscientos (200) kilómetros de su residencia.

Artículo 7º: Corresponde al patrono, en todo caso, la remuneración de los días de descan—

so obligatorio. Esta remuneración se reducirá en proporción a los días hábiles en que
se haya dejado de trabajar sin justa causa. Solamente se permitirá el trabajo durante
los días de descanso obligatorio, mediante doble remuneración cuando no se conceda
en otro el descanso compensatorio remunerado, en aquellas labores que no son sus—

ceptibles de interrupción por su naturaleza, o por motivos de carácter técnico, o por
satisfacer necesidades inaplazables, como los servicios públicos y el expendio o la pre—
paración de alimentos y medicaciones. En las demás en que se ocupen habitablemen—
te más de dos trabajadores asalariados o independientes, no se permitirá ni siquiera el
trabajo personal del patrono o de su familia, cuando el establecimiento fuere abierto
al público, salvo en las poblaciones cuyo mercado periódico se realice en días de des—

canso obligatorio.
Artículo 8º: Mientras se organiza el seguro social obligatorio, corresponderán también al

patrono, además de las que le impongan leyes especiales o convenciones de trabajo, las
siguientes indemnizaciones o prestaciones para con sus trabajadores, ya sean emplea—
dos u obreros:
a. Las indemnizaciones por accidentes de trabajo en proporción al daño sufrido y

de conformidad con la Tabla de Valuaciones que el Gobierno promulgue, has—

ta por el equivalente del salario en dos (2) años, además de la asistencia médica,
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farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria a que haya lugar. Para estos efectos, se en—

tiende por accidente de trabajo toda lesión orgánica o perturbación funcional que
afecte al trabajador en forma transitoria, permanente o definitiva, motivada por un
hecho imprevisto y repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo,

siempre que la lesión o perturbación no sea provocada deliberadamente, o por falta

grave e intencional de la víctima;
b. Las indemnizaciones por enfermedades profesionales, en proporción al daño su—

frido y hasta por el equivalente del salario en dos (2) años, además de la asistencia

médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria a que haya lugar. Para estos efec—

tos se entiende por enfermedad profesional la adquirida por razón y por motivo

del trabajo, con excepción de las enfermedades endémicas de la respectiva región

o de las epidemias, que provoque en el organismo una lesión o perturbación fun—

cional, transitoria, permanente o definitiva, originada por agentes fisicos, quími—

cos 0 biológicos. En este caso, y en el de accidentes de trabajo, cuando los riesgos

hayan podido prevenirse razonablemente por parte del patrono, con adecuadas

medidas de seguridad, el valor de la indemnización se descontará del monto de la

condenación ordinaria por perjuicios;
c. Los gastos indispensables del entierro, en los casos de muerte por accidentes de

trabajo o por enfermedades profesionales;
d. El auxilio por enfermedad no profesional, hasta por ciento veinte (120) días, así: las

dos terceras partes del salario, durante los primeros sesenta (60) días de incapacidad la

mitad para los treinta (30) días siguientes, y la tercera parte para el tiempo restante;

e. Quince días de vacaciones remuneradas por cada año de servicio, de conformidad

con las remuneraciones ordinarias devengadas. La época de vacaciones será seña—

lada por el patrono;
f. Un mes de salario por cada año de trabajo, y proporcionalmente por las fracciones

de año, en caso de despido que no sea originado por mala conducta o por incum—

plimiento del contrato.
Cada tres (3) años de trabajo continuo o discontinuo, el trabajador adquiere el de—

recho al auxilio de cesantía correspondiente a este período, y no lo perderá aunque

en los tres (3) años subsiguientes incurra en mala conducta o en incumplimiento
del contrato que originen su despido. Si fuere despedido, solamente perderá el

auxilio correspondiente al último lapso inferior a tres (3) años.

Parágrqf0: Para liquidar el auxilio de cesantía por tiempo de trabajo anterior al presente De—

creto, y siempre que la extinción del contrato de trabajo sea posterior a su promulga—

ción, se aplicarán las siguientes reglas:
1. En caso de despido del trabajador sin justa causa comprobada o cuando se retire

por falta grave comprobada del patrono, se tomará en cuenta el tiempo anterior de

servicios, pero solamente hasta por cinco (5) años.
2. En los demás casos de extinción del contrato, se tomará en cuenta el tiempo ante—

rior de servicios, pero solamente hasta por tres (3) años.
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3. La acción para el cobro judicial del auxilio de cesantía por acusa de retiro volun—

tario del trabajador, sólo podrá intentarse una vez transcurrido el primer año de la

vigencia del presente Decreto; salvo liquidación o quiebra de la empresa, y el pago
podrá efectuarse por contados iguales en los años siguientes.

Artículo 9º: Lo dispuesto en el Artículo anterior no se aplica a los casos siguientes, a menos
de disposición legal especial o estipulación contractual en contrario:
1. A la industria puramente familiar; ni a los trabajados accidentales o transitorios

cuya duración no exceda de treinta (30) días y que sean de índole distinta de las ac—

tividades de la empresa respectiva; ni a 10 trabajadores a domicilio que no tengan
vínculo permanente con el patrono ni cuya actividad pueda ser vigilada _v controlada
por éste; ni a los artesanos que no ocupen habitualmente más de dos trabajadores.
A los criados domésticos que sirvan en casa de familia, los cuales apenas tendrán
derecho al pago íntegro de su sueldo y a la asistencia médica y farmacéutica co—

rriente hasta por un mes, en caso de enfermedad; al salario de dos (2) semanas por
cada año de servicio o fracción de año no inferior a dos (2) meses, _v a que el patro—

no sufrague los gastos indispensables del sepelio en caso de muerte. Esta cesantía
se regirá por las normas del Parágrafo del Artículo 8“.

A los industriales cuya nómina de salarios permanente en el mes no exceda de mil

pesos (81.000) o que no tengan a su servicio más de diez (10) trabajadores cuando
empleen maquinaria movida por fuerza motriz, ni más de veinte (20) en los demás
casos. Con todo, estarán obligados a pagar indemnizaciones por accidentes de trabajo
y enfermedades profesionales, pero ellas podrán ser graduadas por los Tribunales de
Trabajo en una cuantía no inferior al veinte por ciento (20%) ni superior al ochenta
por ciento (80%) de la que se establece en el Artículo 8“, en proporción a la capaci—
dad económica del patrono. También están obligados a pagar auxilios por enferme—
dad, vacaciones y auxilio de cesantía, pero dichas prestaciones serán graduadas por
reglamento del Gobierno, en una cuantía no inferior al veinte por ciento (20%), ni
superior al ochenta por ciento (80%) de la que se establece en el Artículo 8“.

A las empresas ganaderas cuyo capital no exceda de ochenta mil pesos (380.000), y
a las agrícolas y forestales cuyo capital no exceda de cincuenta mil pesos (350.000),
ni ocupen, además, siquiera veinte (20) trabajadores permanentes, pero deberán
indemnizar los accidentes de trabajo en la forma indicada en el aparte anterior y en
cuanto a enfermedades, sólo estarán obligadas a facilitar gratuitamente al trabaja—
dor los medios necesarios para su traslado al puesto de socorro, hospital o servicio
médico más cercano, y al tratamiento y las medicinas de urgencia.
A los mayores de cincuenta (50) años y a los inválidos o enfermos, para cuya ocupa—
ción podrá el Gobierno autorizar contratos especiales que no impliquen para los pa—

tronos ni el seguro de vida ni la indemnización de otros riesgos a que estarían obliga—
dos para con los trabajadores normales.

Artículo 10º: No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, cuando una empresa
disminuya o fraccione su capital, o restrinja su nómina de salarios o adopte sistemas
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que la asimilen a pequeña industria, a industria familiar o a trabajo a domicilio, o se

valga de otros recursos análogos podrá declararla sujeta a cargas correspondientes a su

clasificación real, previo examen de los hechos.

Artículo 11: El contrato de trabajo puede celebrarse por tiempo indefinido o a término

fijo; en este último caso, no podrá en la forma que lo convengan las partes o, a falta de

estipulación, cada año. Sin embargo, todo contrato será revisable cuando quiera que

sobrevengan imprevisibles alteraciones de la normalidad económica. Si no se estipu—

lare que el contrato es por tiempo indeñnido, se entenderá celebrado por seis (6) me—

ses. Cualquiera de las partes podrá terminar unilateralmente el contrato de trabajo

celebrado por tiempo indefinido, mediante aviso a la otra con antelación por lo menos

igual al período que regule los pagos del salario, de acuerdo con la costumbre y pre—

via cancelación de todas las deudas, prestaciones o indemnizaciones a que haya lugar.

La sola sustitución del patrono no extingue el contrato de trabajo. El sustituido res—

ponderá solidariamente con el sustituto, durante el año siguiente a la sustitución, por
todas las obligaciones anteriores.

Artículo 12: Lo dispuesto en el Artículo anterior no es aplicable al contrato de aprendi—

zaje ni al período de prueba a que son sometidos ciertos trabajadores para su admi—

sión definitiva. En uno y otro caso, salvo estipulación en contrario, el contrato podrá
ser terminado unilateralmente mediante simple aviso con siete (7) días de antela—

ción, por parte del trabajador, o intempestivamente mediante el pago del salario de

siete (7) días, por parte del patrono. Pero el período de aprendizaje no excederá de

seis (6) meses, y el aprendiz tendrá derecho a exigir cualquier tiempo que un jura—

do mixto lo examine y certifique su aptitud, y a ser preferido para las vacantes que

ocurran; el período de prueba no podrá exceder de dos (2) meses, cuando se trate de

trabajadores calificados, ni de quince (15) días en los demás casos; expirados tales

términos, la prestación de servicios que subsiste se regirá por las normas generales

del contrato de trabajo.
Artículo 13: En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incumpli—

miento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte responsable.

Si ésta fuere el patrono, la indemnización para el trabajador no podrá ser inferior al sa—

lario de un mes; si fuere el trabajador, sus créditos por concepto de auxilio de cesantía

y de vacaciones no disfrutadas servirán de garantía para responderle al patrono por los

perjuicios a cuya reparación fuere condenado.

Articulo 14: La Nación, los departamentos, intendencias y comisarías y los municipios se

considerarán patronos, para los efectos del presente Decreto, y en general, de la legis—

lación del trabajo, en relación con los trabajadores de construcción y sostenimiento de

las obras públicas y con los de las empresas industriales, comerciales, agrícolas o ga—

naderas que dichas entidades exploten con ánimo de lucro. En cambio, sus relaciones

con los empleados administrativos y con los de los Órganos Legislativos y Judiciales,

no estarán regidas por las normas sobre contrato de trabajo sino por las reglas de De—

recho Público que determinan las respectivas leyes.
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Parágrafo 1": La condiciones de trabajo, prestaciones y garantías para empleados _v obreros
de planta del ramo de guerra, se regularán exclusivamente por las disposiciones espe—
ciales para dicho ramo.

Parágrafo 2“: Queda especialmente prohibido a los habilitados, cajeros o pagadores oficiales
hacer a los trabajadores retención o deducción o colecta alguna para fiestas, homenajes
0 regalos directa o indirectamente relacionados con otros empleados oficiales.

Parágrafo 3": No son empleados públicos, sino empleados particulares, los de los Notarios _v

Registradores de Instrumentos Públicos.
Artículo 15: El Estado garantiza a los trabajadores y a los patronos el derecho de asociarse

libremente en defensa de sus intereses, formando asociaciones profesionales o sindica—

tos, y a éstos el derecho de unirse o federarse entre si.
Artículo 16: Los sindicatos de trabajadores son:

a. De empresa, si están formados por individuos de varias profesiones, oñcios o espe—
cialidades, que prestan sus servicios en una misma empresa;

b. Gremiales, si están formados por individuos de una misma profesión, oñcio o es—

pecialidad;
e. De oficios varios, si están formados por trabajadores de diversas profesiones, disí—

miles o inconexas.
Estos últimos sólo podrán permitirse cuando en la localidad respectiva no haya
trabajadores de un mismo gremio en número suficiente para constituir un sindi—

cato gremial.
Artículo 17: Los sindicatos de empresa son la base de la organización sindical; a ellos co—

rresponde, en primer término, la representación de sus afiliados en todas sus relacio—

nes de trabajo; la presentación de pliegos de peticiones; la designación de comisiones
disciplinarias o de reclamos )" la de negociadores, de entre sus propios miembros; el
nombramiento de conciliadores y árbitros, en su caso, y la celebración de contratos sin—

dicales y convenciones colectivas de trabajo para cuyo concierto deberán ser debida—
mente consultados los intereses de los diversos gremios. Por lo mismo, dentro de una
misma empresa no podrán coexistir dos o más sindicatos de trabajadores. Si de hecho
los hubiere, subsistirá el que tenga mayor número de afiliados, el cual deberá admitir el
personal de los demás sin hacerles más gravosas sus condiciones de admisión.

Artículo 18: La notificación formal que cualquier número de trabajadores suficientes para
la constitución de un sindicato haga ante un Inspector 0 Tribunal de Trabajo, de su
propósito de organizarse como tal, notificación que será transmitida inmediatamente
a la empresa o patronos correspondientes, coloca a dichos trabajadores bajo la protec—
ción especial del Estado. En consecuencia, desde la referida notificación, hasta que al
respectivo sindicato se le otorgue personería jurídica, sin pasar en ningún caso de tres
(3) meses, ninguno de aquellos trabajadores podrá ser despedido, trasladado o desme—

jorado en sus condiciones de trabajo sin justa causa, calificada por el correspondien—
te Tribunal de Trabajo. El mismo amparo se establece a favor de los miembros de la
Junta Directiva de todo sindicato, en cuanto su número no exceda de diez (10), sean
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principales 0 suplentes, desde que sea notiñcada su elección y por el tiempo que dure

su mandato y tres (3) meses más.

Artículo 19: Un sindicato de empresa, mientras goce de personería jurídica, puede solicitar,

con el voto de las dos terceras partes de sus miembros, que los patronos les retengan a

sus afiliados las cuotas periódicas señaladas en los correspondientes Estatutos y las en—

treguen oportunamente al Tesorero del sindicato. Los patronos estarán obligados a ha—

cer la retención y la entrega hasta tanto que el sindicato, por mayoría de votos, no decida

otra cosa. Todo sindicato deberá presentar semestralmente al Ministerio del ramo una

relación detallada de sus ingresos y egresos, )" someterse permanentemente a la inspec—

ción y vigilancia del Gobierno por el aspecto financiero y en cuanto al cumplimiento de

sus Estatutos. Los fondos de todo sindicato deberán mantenerse en algún banco o caja

de ahorros, salvo aquellas cantidades para atender a gastos menores, que indique el re—

glamento del Gobierno.
Artículo 20: Los empleados públicos no podrán formar parte de sindicatos que no estén

formados exclusivamente por empleados públicos, ni de otras asociaciones profesiona—

les que persigan lines distintos de los simplemente culturales, recreativos, de seguros y

auxilios mutuos, o cooperativos. La contravención a este precepto será causal de mala

conducta que provocará la pérdida del empleo. Para los empleados públicos no regirá

en ningún caso el fuero establecido en el Artículo 18.

Artículo 21: Se entiende por contrato sindical el que celebran uno o varios sindicatos de

trabajadores con uno o varios patronos o sindicatos patronales para la prestación de

servicios o la ejecución de una obra por medio de sus afiliados. Uno de los ejemplares

del contrato sindical se rige por las normas del contra individual de trabajo.

Artículo 22: El sindicato de trabajadores que hubiere suscrito un contrato sindical respon—

derá tanto por las obligaciones directas que surjan del mismo como por el cumplimien—

to delas que se estipulen para sus afiliados, salvo en los casos de simple suspensión del

contrato previstos por la Constitución, la Ley o la convención, y tendrá también per—

sonería para ejercer tanto los derechos y acciones que le correspondan directamente

como los que le correspondan a cada uno de sus afiliados. Para estos efectos, cada una

de las partes contratantes deberá constituir caución suñciente; si no se constituyere, se

entenderá que todo el patrimonio de cada contratante sirve de garantía de las respec—

tivas obligaciones contractuales.
Artículo 23: En caso de disolución del sindicato de trabajadores que haya sido parte de un

contrato sindical, los trabajadores continuarán prestando sus servicios en las condiciones

estipuladas, mientras dure la vigencia del contrato, bajo su responsabilidad individual.

Sección IV: de la convención colectiva de trabajo
Artículo 24: Convención colectiva de trabajo es la que se celebra voluntariamente entre

uno o varios patronos 0 asociaciones patronales, por una parte, y uno o varios sindi—

catos de trabajadores o federaciones de sindicatos, por otra, para fijar las condiciones

generales del trabajo a las cuales se entenderán sujetos los contratos individuales o

393
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sindicales durante su vigencia las decisiones arbitrales sobre conflictos colectivos de
trabajo, así como los pactos y actas de conciliación debidamente concertados y los re—

glamentos internos de trabajo aprobados por las autoridades del ramo, hacen las veces
de convenciones colectivas de trabajo hasta que éstas se celebren.

Artículo 25: Además de las estipulaciones que las partes acuerden en relación con las con—
diciones generales del trabajo en la convención colectiva se indicarán las profesiones,
oñcios o industrias que comprenda, el lugar o lugares donde ha de regir la fecha en
que entrará en vigor, el plazo de duración y las causas y modalidades de su prórroga,
su desahucio o su denuncia, y la responsabilidad que su incumplimiento entrañe. Un
ejemplar de la convención colectiva será necesariamente depositado en el Ministerio
del ramo.

Artículo 26: Las disposiciones legales, en cuanto sean más favorables a los intereses de los
trabajadores, se aplicarán de preferencia a las estipulaciones de la convención colec—
tiva de trabajo; a su turno, las cláusulas de éstas sustituyen de derecho las de los con—
tratos individuales, anteriores o subsiguientes, en cuanto sean de mayor beneficio para
los trabajadores.

Sección V: de los conflictos colectivos de trabajo
Artículo 27: Además de la Administración Pública _v del Órgano Judicial, son servicios

públicos:
Las empresas de transportes por tierra, agua _v aire, y las de acueductos, energía

eléctrica y telecomunicaciones, siempre que presten sus servicios al público por cuenta
del Estado, o mediante concesión de éste, o con sujeción a tarifas, condiciones y regla—
mentos que el Estado señale;

La higiene pública, el aseo de las poblaciones _v las instituciones de asistencia pú—

blica y beneficencia, como hospitales, asilos y hospicios.
Artículo 30: Para que una huelga sea declarada ilícita por el respectivo Tribunal de Trabajo,

de oficio o a solicitud de parte, se requiere:
a. Que su objeto sea ilícito;
b. Que no se hayan cumplido los procedimientos de arreglo directo y de conciliación

en la forma legal;
e. Que no haya sido declarada; en votación secreta y con asistencia de un represen—

tante del Gobierno, por la mayoría absoluta de los trabajadores de la empresa o em—

presas afectadas, o por el sindicato a que estén afiliados más de la mitad de aquellos
trabajadores; y

d. Que no se limite a la suspensión pacíñca del trabajo.
Parágrafo: Tiene por objeto ilícito, y constituye, además sedición, sujeta a la sanción penal co—

rrespondiente, toda huelga que se promueva para hacer modificar las órdenes de la auto—
ridad, o con el fin de presionarla para allegar sus decisiones, fallos o jurisprudencia.

Artículo 31: Declarada la ilicitud de una huelga, en la misma providencia se prevendrá
a los huelguistas que deben regresar al trabajo dentro de las veinticuatro (24) horas
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siguientes, o que, si así no lo hicieren, queda el patrono en libertad de despedirlos

justiñcadamente, de reemplazarlos por otros trabajadores y de ejercer la acción de res—

ponsabilidad contra los renuentes y en especial contra el sindicato respectivo si éste

insistiere en la huelga ilícita, a pesar de la prevención, le será suspendida la personería

jurídica por el Gobierno o aun podrá ordenarse su disolución, con aplicación de sus

bienes a la reparación del daño.

Artículo 32: Los conflictos colectivos de trabajo en los servicios públicos que no se resuelven

por arreglo directo o por conciliación, serán sometidos al arbitramento del Tribunal Su—

premo del Trabajo, aumentado por sendos representantes de los trabajadores y patronos

respectivos. Cuando una huelga o cierre de una empresa que no sea de servicio públi—

co se prolongue por más de ocho (8) días, el Gobierno convocará al respectivo Tribunal

Seccional del Trabajo, para que, asesorado por un representante de los huelguistas y otro

de los patronos, estudie el conflicto y proponga a las partes una fórmula cuya adopción o

rechazo por los trabajadores se votará en la forma prevenida en el Artículo 30.

Capítulo II: de la Jurisdicción del Trabajo
Artículo 33: La jurisdicción Especial del Trabajo se instituye para decidir de las contro—

versias que suscite, directa o indirectamente, la ejecución del contrato de trabajo, entre

patronos y asalariados, entre asalariados solamente, entre las asociaciones profesiona—

les de patronos y de los asalariados, o entre los asalariados y sus asociaciones profesio—

nales, ya con motivo de la interpretación o ejecución de las cláusulas del contrato de

trabajo o de la convención colectiva, ya con ocasión de la interpretación o aplicación

de las leyes de carácter social.

Artículo 34: La Jurisdicción del Trabajo se ejerce permanentemente:

a. Por los Tribunales Municipales del Trabajo, que conocerán y decidirán, en primera

instancia, de las demandas cuya cuantía no exceda de trescientos pesos ($300), o de

quinientos pesos ($500) en las capitales de los departamentos;
b. Por los Tribunales Seccionales del Trabajo, que conocerán y decidirán en segunda

instancia, de las decisiones de los Tribunales de Municipales, y en única instancia

de todos los demás asuntos que se susciten en el territorio de su jurisdicción;

c. Por el Tribunal Supremo del Trabajo con jurisdicción en todo el territorio nacio—

nal, que conocerá de los recursos de casación y revisión que procedan contra las

sentencias de los Tribunales Municipales y Seccionales del Trabajo.

Artículo 35: Cada uno de los Tribunales del Trabajo se integrará por un representante de

los trabajadores, uno de los patronos y el tercero del Gobierno, que lo presidirá. El re—

glamento determinará la forma como los patronos y los trabajadores organizados pro—

pondrán sus candidatos. De entre éstos, el Gobierno designará, para períodos de tres

(3) años, en un mismo acto, los dos magistrados principales correspondientes a los pa—

tronos y a los trabajadores, el tercero que le corresponde directamente, y cinco susti—

tutos numéricos para cada uno de ellos. El Tribunal Supremo escogerá, en un mismo

acto, de entre los candidatos de los patronos y los trabajadores, para períodos de dos
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(2) años, los respectivos representantes principales en los Tribunales Seccionales, )"

tres sustitutos numéricos para cada uno de ellos. Cada Tribunal Seccional elegirá, en
la misma forma, los representantes de los patronos y de los trabajadores en los Tribu—
nales Municipales de su jurisdicción, para períodos de un año.

Artículo 36: Todos los miembros, principales y sustitutos, de los Tribunales del Trabajo de—

berán ser ciudadanos colombianos; no haber sido condenados a penas aflictivas, y gozar
de buena reputación. En cada negocio particular estarán impedidos los que tengan al—

gún interés económico en la controversia. Los magistrados del Tribunal Supremo, de—

berán ser, además, abogados titulados, especializados en derecho del trabajo en cuanto
sea posible, y mayores de treinta (30) años. Los magistrados de los Tribunales Seccio—
nales deberán contar veinticinco (25) años por lo menos, y ser versados en derecho del
trabajo y los representantes del Gobierno ser, además, abogados titulados.

Artículo 37: El procedimiento en los asuntos del trabajo se sujetará a las siguientes reglas:
1. El procedimiento será oral, y la actuación escrita a que pueda haber lugar no cau—

sará derechos de timbre ni de papel sellado.
Los Tribunales del Trabajo obrarán siempre como conciliadores antes de adelantar
el procedimiento de instancia.
Los Tribunales del Trabajo recibirán por si mismos las pruebas en la audiencia y
entrarán a decidir en el acto, o, si fuere el caso, a resumir los alegatos orales y a emi—
tir su concepto para ante el superior.
Los Tribunales del Trabajo apreciarán las pruebas en conciencia, es decir, sin su—

jeción a la tarifa legal.
La competencia en los asuntos atribuidos a la Jurisdicción Especial del Trabajo se
determina, a prevención, por la vecindad 0 la mera residencia del trabajador, y por
el lugar donde se ha cumplido o debía cumplirse el contrato de trabajo.
Las sentencias de primera instancia sin apelables, en el efecto devolutivo, por cual—

quiera delas partes, )" serán consultadas necesariamente, suspendiéndose entretan—
to su ejecución cuando fueren desfavorables al trabajador. Las apelaciones inter—

puestas por un patrono o por un sindicato de trabajadores, deberán ser caucionadas
para que interrumpan la ejecución de las sentencias.
Todo asunto es susceptible del recurso de casación, con tal que éste sea interpues—
to por un sindicato de patronos o de trabajadores, o por un Inspector de Trabajo, y
siempre que el Tribunal Supremo del Trabajo no haya decidido la cuestión de prin—
cipio en tres sentencias consecutivas uniformes.
No obstante lo dispuesto en la regla precedente, el Gobierno Nacional y las fede—
raciones de sindicatos de patronos o de trabajadores, podrán en cualquier tiempo
suscitar del Tribunal Supremo la revisión de sus propias jurisprudencias.
El término de la prescripción extintiva de las acciones que corresponden al traba—

jador para el cobro de su salario y de las prestaciones sociales, será de un año, con—
tado desde el día en que el interesado deje de ser empleado u obrero de la persona
natural o jurídica a la cual haya prestado sus servicios; para los derechos surgidos
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con anterioridad al presente Decreto, el término de la prescripción extintiva sólo

empezará a correr seis (6) meses después de la promulgación del mismo.

Artículo 38: Los Tribunales Seccionales del Trabajo serán, cuando las partes no convengan

otra cosa, los arbitradores en los conflictos colectivos de trabajo, y llenarán, además, las

funciones de conciliación y consulta que el reglamento les señale.

Artículo 39: Los negocios atribuidos a la Jurisdicción Especial del Trabajo, de que tengan
conocimiento los Jueces Ordinarios, pasarán en el estado en que se hallen a los Tribu—

nales del Trabajo tan pronto como éstos se organicen. Entretanto, desde la vigencia del

presente Decreto, se suspenderá su tramitación y sus términos, y quedarán interrum—

pidas las prescripciones extintivas de las correspondientes acciones o excepciones.

Capítulo III: disposiciones f1nales

Artículo 40: Las infracciones a cualquiera de las disposiciones del presente Decreto 0 a

cualquiera de las normas legales a que él se remite, que no tengan prevista penalidad

especial, se castigarán con multas hasta de mil pesos (31.000), que impondrán breve

y sumariamente, los Tribunales del Trabajo. Los apremios podrán consistir en mul—

tas sucesivas hasta de doscientos pesos ($200) cada vez, y en arresto hasta de diez (10)

días. El valor de las multas y apremios ingresará al Tesoro Nacional.

Artículo 41: Las sumas que reciban los trabajadores a título de auxilio de cesantía, indem—

nizaciones por accidentes de trabajo, seguro de vida obligatorio y demás prestaciones

sociales, cuando no excedan de cinco mil pesos (35.000), están exentas de los impues—

tos establecidos por la Ley 78 de 1935.

Artículo 42: Este Decreto empezará a regir diez (10) días después de su promulgación.

ALFONSO LÓPEZ PUMAREJO

Decreto 2663 de 1950
(sobre Código Sustantivo del Trabajo)

Título preliminar: principios generales
Artículo lº: Objeto. La finalidad primordial de este Código es la de lograr la justicia en las

relaciones que surgen entre (empleadores) y trabajadores, dentro de un espíritu de

coordinación económica y equilibrio social.

Artículo 2“: Aplicación territorial. El presente Código rige en todo el territorio de la Repú—

blica para todos sus habitantes, sin consideración a su nacionalidad.

Artículo 3": Relaciones que regula. El presente Código regula las relaciones de derecho in—

dividual del trabajo de carácter particular, y las de derecho colectivo del trabajo, Oñ—

ciales y particulares.
Artículo 4º: Servidores públicos. Las relaciones de derecho individual del trabajo entre la

Administración Pública y los trabajadores de ferrocarriles, empresas, obras públicas y
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demás servidores del Estado, no se rigen por este Código, sino por los Estatutos espe—
ciales que posteriormente se dicten.

Artículo Sº: Definición de trabajo. El trabajo que regula este Código es toda actividad hu—

mana libre, ya sea material o intelectual, permanente o transitoria, que una persona
natural ejecuta conscientemente al servicio de otra, _v cualquiera que sea su finalidad,
siempre que se efectúe en ejecución de un contrato de trabajo.

Artículo 6º: Trabajo ocasional. Trabajo ocasional, accidental o transitorio, es el de corta du—

ración y no mayor de un mes, que se refiere a labores distintas de las actividades nor—
males del íempleador).

Artículo 7º: Obligatoriedad del trabajo. El trabajo es socialmente obligatorio.
Artículo 8º: Libertad de trabajo. Nadie puede impedir el trabajo a los demás, ni que se de—

diquen a la profesión, industria o comercio que les plazca, siendo lícito su ejercicio,
sino mediante resolución de autoridad competente encaminada a tutelar los derechos
de los trabajadores o de la sociedad, en los casos que se prevean en la Ley.

Artículo 9“: Protección al trabajo. El trabajo goza de la protección del Estado, en la forma
prevista en la Constitución Nacional y las leyes. Los funcionarios públicos están obli—

gados a prestar a los trabajadores una debida y oportuna protección para la garantía y
eficacia de sus derechos, de acuerdo con sus atribuciones.

Artículo 10º: Igualdad de los trabajadores. Todos los trabajadores son iguales ante la Ley,
tienen las mismas protecciones y garantías, y, en consecuencia, queda abolida toda dis—

tinción jurídica entre los trabajadores por razón del carácter intelectual o material de
la labor, su forma o retribución, salvo las excepciones establecidas por la Ley.

Artículo 11: Derecho al trabajo. Toda persona tiene derecho al trabajo y goza de libertad
para escoger profesión u oficio, dentro de las normas prescritas por la Constitución _v

la Ley.
Artículo 12: Derechos de asociación y huelga. El Estado colombiano garantiza los dere—

chos de asociación y huelga, en los términos prescritos por la Constitución Nacional
y las leyes.

Artículo 13: Mínimo de derechos _v garantías. Las disposiciones de este Código contienen
el mínimo de derechos y garantías consagradas en favor de los trabajadores. No produ—
ce efecto alguno cualquier estipulación que afecte o desconozca este mínimo.

Artículo 14: Carácter de orden público. Irrenunciabilidad. Las disposiciones legales que
regulan el trabajo humano son de orden público y, por consiguiente, los derechos y
prerrogativas que ellas conceden son irrenunciables, salvo los casos expresamente ex—

ceptuados por la Le_v.

Artículo 15: Validez de la transacción. Es válida la transacción en los asuntos del trabajo,
salvo cuando se trate de derechos ciertos e indiscutibles.

Artículo 16: Efecto.
1. Las normas sobre trabajo, por ser de orden público, producen efecto general inme—

diato, por lo cual se aplican también a los contratos de trabajo que estén vigentes
o en curso en el momento en que dichas normas empiecen a regir, pero no tienen
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efecto retroactivo, esto es, no afectan situaciones definidas 0 consumadas confor—

me a leyes anteriores.
2. Cuando una Ley nueva establezca una prestación ya reconocida espontáneamente

o por convención o Fallo Arbitral por el (empleador), se pagará la más favorable

al trabajador.
Artículo 17: Órganos de control. La vigilancia del cumplimiento de las disposiciones so—

ciales está encomendada a las autoridades administrativas del Trabajo.

Artículo 18: Órganos de interpretación. La interpretación con autoridad de las leyes socia—

les corresponde al Legislador, y su aplicación e interpretación por vía de doctrina a los

jueces, por lo cual las autoridades administrativas no pueden ejercitar esas atribuciones

absolviendo consultas, salvo en los casos expresamente autorizados.

Artículo 19: Norma general de interpretación. Para la interpretación de este Código debe

tomarse en cuenta su ñnalidad, expresada en el Artículo lº.

Artículo 20: Normas de aplicación supletoria.
Cuando no haya norma exactamente aplicable al caso controvertido, se aplican las

que regulen casos o materias semejantes, los principios que se deriven de este Código,

la jurisprudencia, la costumbre o el uso, la doctrina, los Convenios y Recomendacio—

nes adoptados por la Organización y las Conferencias Internacionales del Trabajo, en

cuanto no se opongan a las leyes sociales del país, los principios del derecho común

que no sean contrarios a los del derecho del trabajo, todo dentro de un espíritu de

equidad.
Artículo 211 Conflictos de leyes. En caso de conflicto entre las leyes del trabajo y cuales—

quiera otras, prefieren aquéllas.
Artículo 22: Normas más favorables. En caso de conflicto o duda sobre la aplicación de

normas vigentes de trabajo, prevalece la más favorable al trabajador. La norma que se

adopte debe aplicarse en su integridad.

Primera parte:
derecho individual del trabajo

Título 1: contrato individual de trabajo

Capítulo I: definición y normas generales
Artículo 23. Definición.

1. Contrato de trabajo es aquel por el cual una persona natural se obliga a prestar un

servicio personal a otra persona, natural o jurídica, bajo la continuada dependencia

o subordinación de la segunda y mediante remuneración.

2. Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y remunera, (ern—

pleador]», y la remuneración, cualquiera que sea su forma, salario.

Artículo 24: Elementos esenciales.
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1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos
esenciales:
a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo;
b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del patro—

no, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cualquier
momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle re—

glamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del con—

trato; y

c. Un salario como retribución del servicio.
2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este Artículo, se entiende que exis—

te contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de
otras condiciones o modalidades que se le agreguen.

Artículo 25: Presunción. Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por
un contrato de trabajo.

Artículo 26: Concurrencia de contratos. Aunque el contrato de trabajo se presente involu—
crado o en concurrencia con otro, u otros, no pierde su naturaleza, y le son aplicables,
por tanto, las normas de este Código.

Artículo 27: Coexistencia de contratos. Un mismo trabajador puede celebrar contratos de
trabajo con dos o más (empleadores), salvo que se haya pactado la exclusividad de ser—
vicios en favor de uno 5010.

Artículo 28: Remuneración del trabajo. Todo trabajo dependiente debe ser remunerado.
Artículo 29: Utilidades y pérdidas. El trabajador puede participar de las utilidades o beneñ—

cios de su ( empleador), pero nunca asumir sus riesgos o pérdidas.

Capítulo II: capacidad para contratar
Artículo 30: Capacidad: Tienen capacidad para celebrar el contrato individual de trabajo, to—

das las personas que hayan cumplido dieciocho (18) años de edad.
Artículo 31: Incapacidad.

]. Los menores de dieciocho (18) años necesitan autorización escrita de sus represen—
tantes legales, y, en defecto de éstos, del Inspector de Trabajo, o del Alcalde, o del
Corregidor de Policía del lugar en donde deba cumplirse el contrato. La autoriza—
ción debe concederse cuando, a juicio del funcionario, no haya perjuicio aparente
fisico ni moral para el menor, en ejercicio de la actividad de que se trate.

2. Concedida la autorización, el menor puede recibir directamente el salario y, llega—
do el caso, ejercitar las acciones legales pertinentes.

Artículo 32: Trabajo sin autorización. Si se estableciere una relación de trabajo con un
menor sin sujeción a lo preceptuado en el Artículo anterior, el presunto (empleador)
estará sujeto al cumplimiento de todas las obligaciones inherentes al contrato, pero el
respectivo funcionario de trabajo puede, de oficio o a petición de parte, ordenar la ce—

sación de la relación y sancionar al (empleador) con multas.
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Capítulo 111: representantes del (empleador) y solidaridad
Artículo 33: Representantes del íempleador). Son representantes del patrono, y como tales

lo obligan frente a sus trabajadores, además de quienes tienen ese carácter según la Ley
o los reglamentos de trabajo, las siguientes personas:
a. Los empleados al servicio del patrono que ejercen funciones de dirección o ad—

ministración, tales como directores, gerentes, administradores, mayordomos y ca-
pitanes de barco, y quienes ejerciten actos de representación con la aquiescencia

expresa o tácita del patrono;
b. Los simples intermediarios.

Artículo 34: Sucursales. Los patronos que tengan establecimientos en varios municipios
del país deben constituir un apoderado en cada uno de ellos, con la facultad de repre—

sentarlos en juicio o en controversias relacionadas con los contratos de trabajo que de—

ban cumplirse en el respectivo municipio.
Artículo 35: Contratistas independientes. Son contratistas independientes y, por tanto,

verdaderos patronos de sus trabajadores y no representantes ni simples intermedia—

rios, las personas que contraten la ejecución de una o varias obras o labores en bene—

ñcio ajeno por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos

con sus propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva. Pero el bene—

ficiario del trabajo, dueño de la obra o base industrial a menos que se trate de labores
extrañas a las actividades normales de su empresa o negocio, será solidariamente res—

ponsable con el contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemni—

zaciones a que tengan derecho los trabajadores, solidaridad que no obsta para que el

beneficiario estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra
él lo pagado a esos trabajadores.

Articulo 36: Simple intermediario.
1. Son simples intermediarios, las personas que contraten servicios de otras para eje—

cutar trabajos en beneficio y por cuenta exclusiva de un (empleador).
2. Se consideran como simples intermediarios, aun cuando aparezcan como empre—

sarios independientes, las personas que agrupan o coordinan los servicios de de—

terminados trabajadores para la ejecución de trabajos en los cuales utilicen locales,
equipos, maquinarias, herramientas u otros elementos de un (empleador) para el

beneficio de éste y en actividades ordinarias inherentes o conexas del mismo.
b) El que celebrare contrato de trabajo obrando como simple intermediario debe de—

clarar esa calidad y manifestar el nombre del (empleador). Si no lo hiciere así, res—

ponde solidariamente con el empleador de las obligaciones respectivas.
Artículo 37: Responsabilidad solidaria. Son solidariamente responsables de todas de las

obligaciones que emanen del contrato de trabajo las sociedades de personas y sus
miembros y éstos entre sí en relación con el objeto social y sólo hasta el límite de res—

ponsabilidad de cada socio, y los condueños o comuneros de una misma empresa entre
sí, mientras permanezcan en indivisión.
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Capítulo IV: modalidades del contrato
(Forma, contenido, duración, revisión, suspensión

y prueba del contrato)
Artículo 38: Forma. El contrato de trabajo puede ser verbal o escrito; para su validez no

requiere forma especial alguna, salvo disposición expresa en contrario.
Artículo 39: Contrato verbal. Cuando el contrato sea verbal, el patrono y el trabajador de—

ben ponerse de acuerdo, al menos acerca de los siguientes puntos:
1.

2.

La índole del trabajo y el sitio en donde ha de realizarse;
La cuantía y forma de la remuneración, ya sea por unidad de tiempo, por obra eje—

cutada, por tarea, a destajo u otra cualquiera, y los períodos que regulen su pago;
La duración del contrato, ya sea a prueba, a término indeñnido, a término fijo o
mientras dure la realización de una labor determinada.

Artículo 40: Contrato escrito. El contrato de trabajo escrito se extiende en tantos ejempla—

res cuantos sean los interesados, destinándose uno para cada uno de ellos; está exento
de impuestos de papel sellado y de timbre nacional y debe contener necesariamente,
fuera de las cláusulas que las partes acuerden libremente, las siguientes: la identifica—

ción y domicilio de las partes; el lugar y la fecha de su celebración; el lugar en donde se
haya contratado el trabajador y en donde haya de prestar el servicio; la naturaleza del
trabajo; la cuantía de la remuneración, su forma y períodos de pago; la estimación de
su valor, en caso de que haya suministros de habitación y alimentación como parte del
salario; y la duración del contrato, su desahucio y terminación.

Artículo 41: Carné.
l.

2.

El Ministerio de Trabajo puede prescribir como obligatorio en las empresas que
juzgue conveniente, el empleo de un carné o libreta que deba expedir el (emplea—
dor]> a sus trabajadores al formalizar el contrato, según modelo que promulgará el

mismo Ministerio y en el cual deben hacerse constar, únicamente, los nombres de
las partes, la fecha de ingreso al trabajo, las sucesivas actividades u oficios que des—

empeñe el trabajador y las correspondientes remuneraciones.
Este documento puede aducirse como prueba del contrato y de sus condiciones.

Artículo 42: Registro de ingreso de trabajadores.
1. Los (empleadores) que mantengan a su servicio cinco o más trabajadores, y que no

hubieren celebrado contrato escrito o no hubieren expedido el carné, deben llevar
un registro de ingreso de trabajadores, firmado por las dos partes, donde se con—

signarán al menos los siguientes puntos:
a. La especificación del trabajo y el sitio en donde ha de realizarse;
b. La cuantía y forma de la remuneración;
c. La duración del contrato.
Si durante la vigencia del contrato se modiñcaren alguna o algunas de las espe—

cíñcaciones antes dichas, estas modiñcaciones deben hacerse constar en registro
separado con referencia a las anteriores. De estos registros debe expedirse copia
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a los trabajadores cuando lo soliciten. El registro de ingreso puede extenderse y fir—

marse en forma colectiva cuando se contratan a la vez varios trabajadores.
Artículo 43: Certiñcación del contrato. Cuando se ocupen menos de cinco trabajadores y

no se haya celebrado contrato escrito, los (empleadores), a solicitud de lo trabajado—

res, bien directamente o por conducto de las autoridades administrativas del Trabajo,
deben expedir una certificación del contrato en donde hagan constar, por lo menos:
nombre de los contratantes, fecha inicial de la prestación del servicio, naturaleza del

contrato y su duración. Si el (empleador) lo exige, al pie de la certificación se hará

constar la declaración de conformidad del trabajador o de sus observaciones.

Artículo 44: Cláusulas ineficaces. En los contratos de trabajo no producen ningún efecto
las estipulaciones o condiciones que desmejoren la situación del trabajador en relación

con lo que establezcan la legislación del trabajo, los respectivos Fallos Arbitrales, pac—

tos, convenciones colectivas y reglamentos de trabajo y las que sean ilícitas o ilegales

por cualquier aspecto; pero a pesar de la ineficacia de esas estipulaciones, todo trabajo

ejecutado en virtud de ellas, que constituya por sí mismo una actividad lícita, da de—

recho al trabajador para reclamar el pago de sus salarios y prestaciones legales por el

tiempo que haya durado el servicio hasta que esa íneñcacia se haya reconocido o decla—

rado judicialmente.
Artículo 45: Cláusula de no concurrencia.

La estipulación por medio de la cual un trabajador se obliga a no trabajar en deter—

minada actividad o a no prestar sus servicios a los competidores de su (empleador),
una vez concluido su contrato de trabajo no produce efecto alguno. Sin embargo, es

válida esta estipulación hasta por un año cuando se trate de trabajadores técnicos, in—

dustriales o agrícolas, en cuyo caso debe pactarse por el período de abstención, una
indemnización, que en ningún caso puede ser inferior a la mitad del salario.

Artículo 46: Duración.
El contrato de trabajo puede celebrarse por tiempo determinado, por el tiempo

que dure la realización de una obra o labor determinada, por tiempo indefinido o para
ejecutar un trabajo ocasional, accidental o transitorio.

Artículo 47: Contrato por tiempo determinado. El contrato celebrado por tiempo deter—

minado debe constar siempre por escrito y su plazo no puede exceder de dos (2) años,

pero es renovable indeñnidamente.
Artículo 48: Plazo presuntivo. Los contratos cuya duración no haya sido expresamente es—

tipulada o no resulte de la naturaleza de la obra o servicio que debe ejecutarse, se pre—

sumen celebrados por términos sucesivos de seis (6) en seis (6) meses.
Artículo 49: Cláusula de reserva. En los contratos de duración indeterminada o sin ñjación

de término las partes pueden reservarse la facultad de darlos por terminados en cual—

quier tiempo, mediante preaviso o desahucio notificadº por escrito a la otra parte con
anterioridad no inferior a uno de los períodos que regulen los pagos del salario, pre—
via cancelación de todas las deudas, prestaciones e indemnizaciones a que haya lugar.
El patrono puede prescindir del preaviso pagando igual período. La reserva de que se
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trata sólo es válida cuando se consigne por escrito en el contrato o reglamento de tra—

bajo, y se presume en el servicio doméstico.
Artículo 50: Prórroga. Salvo estipulación en contrario, el contrato celebrado por tiempo in—

definido o sin ñjación de término alguno, se entiende prorrogado en las mismas condi—

ciones, por períodos iguales, es decir, de seis (6) en seis (6) meses, por el solo hecho de

continuar el trabajador prestando sus servicios al patrono con su consentimiento expreso
o tácito después de la expiración del plazo presuntivo. La prórroga o plazo fijo del con—

trato celebrado por tiempo determinado debe constar por escrito; pero si extinguido el

plazo inicialmente estipulado, el trabajador continuare prestando sus servicios al patro—

no, con su consentimiento, expreso o tácito, el contrato vencido se considera, por ese solo

hecho, prorrogado por períodos de seis (6) en seis (6) meses.
Articulo 51: Revisión. Todo contrato de trabajo es revisable cuando quiera que sobre—

vengan imprevisibles y graves alteraciones de la normalidad económica. Cuando no
haya acuerdo entre las partes acerca de la existencia de tales alteraciones, correspon—
de al la Justicia del Trabajo decidir sobre ella y, mientras tanto, el contrato sigue en
todo su vigor.

Artículo 52: Suspensión. El contrato de trabajo se suspende:
1. Por fuerza mayor o caso fortuito que temporalmente impida su ejecución.
2. Por la muerte o la inhabilitación del patrono, cuando éste sea una persona natural

y cuando ella traiga como consecuencia necesaria y directa la suspensión tempo—
ral del trabajo.

3. Por suspensión de actividades o clausura temporal de la empresa, establecimien—

to o negocio, en todo o en parte, hasta por ciento veinte (120) dias y por razones
técnicas o económicas, independientes de la voluntad del patrono, siempre que se

notiñque a los trabajadores la fecha precisa de la suspensión 0 Clausura temporal,
con anticipación no inferior a un mes, o pagándoles los salarios correspondientes
a este período.

4. Por licencia o permiso temporal concedido por el patrono al trabajador o por sus—

pensión disciplinaria.
5. Por ser llamado el trabajador a prestar el servicio militar. En este caso el patrono

está obligado a conservar el puesto al trabajador hasta por treinta (30) días después
de terminado el servicio. Dentro de esos treinta (30) días el trabajador puede rein—

corporarse a sus tareas, cuando lo considere conveniente, y el patrono está obligado
a admitirlo tan pronto como éste gestione su reincorporación.

6. Por detención preventiva del trabajador o por arrestos correccionales que no exce—

dan de ocho (8) días _v cuya causa no justifique la extinción del contrato.
7. Por huelga declarada en la forma prevenida por la Ley.

Artículo 53: Reanudación del trabajo. Desaparecidas las causas de la suspensión temporal
del trabajo, el íempleadorl debe avisar a los trabajadores, en los casos de que tratan
los tres (3) primeros ordinales del Artículo anterior, la fecha de la reanudación del tra—

bajo, mediante notificación personal o avisos publicados no menos de dos veces en un
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periódico de la localidad, y debe admitir a sus ocupaciones anteriores a todos los traba—

jadores que se presenten dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación 0 aviso.

Artículo 54: Efectos de la suspensión. Durante el periodo de las suspensiones contempla—

das en el Artículo 51 se interrumpe para el trabajador la obligación de prestar el ser—

vicio prometido, y para el (empleador; la de pagar los salarios de esos lapsos, pero
durante la suspensión corren a cargo del íempleador), además de las obligaciones ya

surgidas con anterioridad, las que le correspondan por muerte o por enfermedad de
los trabajadores. Estos períodos de suspensión pueden descontarse por el (emplea—

dor)» al liquidar vacaciones, cesantías y jubilaciones.
Artículo 55: Prueba del contrato. La existencia y condiciones del contrato pueden acredi—

tarse por los medios probatorios ordinarios.

Capítulo V: ejecución y efecto del contrato
Artículo 56: Ejecución de buena fe. El contrato de trabajo, como todos los contratos, de—

ben ejecutarse de buena fe y, por consiguiente, obliga no sólo a lo que en él se expresa
sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la relación jurídica
o que por la Ley pertenecen a ella.

Artículo 57: Obligaciones de las partes en general. De modo general, incumben al (em—

pleador) obligaciones de protección y de seguridad para con los trabajadores, y a éstos

obligaciones de obediencia y ñdelidad para con el (empleador).
Artículo 58: Obligaciones especiales del patrono. Son obligaciones especiales del patrono:

1. Poner a disposición de los trabajadores, salvo estipulación en contrario, los instru—

mentos adecuados y las materias primas necesarias para la realización de las labores.
2. Procurar a los trabajadores locales apropiados y elementos adecuados de protec—

ción contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garanti—

cen razonablemente la seguridad y la salud.
3. Prestar inmediatamente los primeros auxilios en caso de accidente o de enferme—

dad. A este efecto en todo establecimiento, taller o fábrica que ocupe habitualmen—

te más de diez (10) trabajadores, deberá mantenerse lo necesario, según reglamen-
tación de las autoridades sanitarias.
Pagar la remuneración pactada en las condiciones, períodos y lugares convenidos.

5. Guardar absoluto respeto a la dignidad personal del trabajador, a sus creencias y
sentimientos.

6. Conceder al trabajador las licencias necesarias para el ejercicio del sufragio; para
el desempeño de cargos oficiales transitorios de forzosa aceptación; en caso de

grave calamidad doméstica debidamente comprobada; para desempeñar comi—

siones sindicales inherentes a la organización o para asistir al entierro de sus
compañeros, siempre que avise con la debida oportunidad al (empleador) o a

su representante y que, en los dos (2) últimos casos, el número de los que se au—

senten no sea tal que perjudique el funcionamiento de la empresa. En el regla—

mento de trabajo se señalarán las condiciones para las licencias antedichas. Salvo
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9.

convención en contrario, el tiempo empleado en estas licencias puede descontar—

se al trabajador o compensarse con tiempo igual de trabajo efectivo en horas dis—

tintas de su jornada ordinaria, a opción del íempleadorj.
Dar al trabajador que lo solicite, a la expiración de contrato, una certiñcación en
que consten el tiempo de servicio, la índole de la labor y el salario devengado; e

igualmente, si el trabajador lo solicita, hacerle practicar examen sanitario y darle
certificación sobre el particular, si al ingreso o durante la permanencia en el trabajo
hubiere sido sometido a examen médico. Se considera que el trabajador, por su cul—

pa, elude, dificulta o dilata el examen, cuando transcurridos cinco (5) días a partir
de su retiro no se presenta donde el médico respectivo para la práctica del examen,
a pesar de haber recibido la orden correspondiente.
Pagar al trabajador los gastos razonables de venida y de regreso, si para prestar sus
servicios lo hizo cambiar de residencia, salvo si la terminación del contrato se ori—

gina por culpa o voluntad del trabajador. Si el trabajador preñere radicarse en otro
lugar, el patrono le debe costear su traslado hasta la concurrencia de los gastos que
demandaría su regreso al lugar en donde residía anteriormente. En los gastos de

traslado del trabajador, se entienden comprendidos los de los familiares que con el

convivieren; y
Cumplir el reglamento y mantener el orden, la moralidad y el respeto a las leyes.

Artículo 59: Obligaciones especiales del trabajador. Son obligaciones especiales del

trabajador:
]. Realizar personalmente la labor, en los términos estipulados; observar los precep—

tos del reglamento y acatar )” cumplir las órdenes e instrucciones que de modo par—

ticular la impartan el empleador o sus representantes, según el orden jerárquico
establecido.
No comunicar con terceros, salvo la autorización expresa, las informaciones que
tenga sobre su trabajo, especialmente sobre las cosas que sean de naturaleza reser—

vada o cuya divulgación pueda ocasionar perjuicios al empleador, lo que no obsta

para denunciar delitos comunes o violaciones del contrato o de las normas legales
del trabajo ante las autoridades competentes.
Conservar y restituir un buen estado, salvo el deterioro natural, los instrumentos y
útiles que le hayan sido facilitados y las materias primas sobrantes.
Guardar rigurosamente la moral en las relaciones con sus superiores y compañeros.
Comunicar oportunamente al empleador las observaciones que estime conducen—

tes a evitarle daños y perjuicios.
Prestar la colaboración posible en casos de siniestro o de riesgo inminente que afec—

ten o amenacen las personas o cosas de la empresa o establecimiento.
Observar con suma diligencia y cuidado las instrucciones y órdenes preventivas de
accidentes o de enfermedades profesionales.

Artículo 60: Prohibiciones a los patronos. Se prohíbe a los patronos:
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Deducir, retener o compensar suma alguna del monto de los salarios y prestaciones
en dinero que corresponda a los trabajadores, sin autorización previa escrita de és—

tos para cada caso, o sin mandamiento judicial, con excepción de los siguientes:
a. Respeto de salarios, pueden hacerse deducciones, retenciones o compensaciones

en los casos autorizados por los artículos 114, 151, 152, 153 y 417.

b. Las cooperativas pueden ordenar retenciones hasta de un cincuenta por ciento

(50%) de salarios y prestaciones, para cubrir sus créditos, en la forma y en los

casos en que la Ley las autorice.
c. En cuanto a (auxilios de cesantía y) pensiones de jubilación, los patronos pue—

den retener el valor respectivo en los casos de los artículos 255 y 283.

Obligar en cualquier forma a los trabajadores a comprar mercancías o víveres en
almacenes o proveedurías que establezca el patrono.
Exigir o aceptar dinero del trabajador como gratificación para que se le admita en
el trabajo o por otro motivo cualquiera que se refiera a las condiciones de éste.
Limitar o presionar en cualquier forma a los trabajadores en el ejercicio de su de—

recho de asociación.

Imponer a los trabajadores obligaciones de carácter religioso o político, o dificul—

tarles o impedirles el ejercicio del derecho del sufragio.
Hacer, autorizar, o tolerar propaganda política en los sitios de trabajo.
Hacer o permitir todo género de rifas, colectas o suscripciones en los mismos sitios.

Emplear en las certificaciones de que trata el ordinal 70 del Artículo 58 signos con—

vencionales que tiendan a perjudicar a los interesados, o adoptar el sistema de “lis—

ta negra”, cualquiera que sea la modalidad que utilicen, para que no se ocupe en
otras empresas a los trabajadores que se separen o sean separados del servicio.

Ejecutar o autorizar cualquier acto que vulnere o restrinja los derechos de los tra—

bajadores o que ofenda su dignidad.
Artículo 61: Prohibiciones a los trabajadores. Se prohíbe a los trabajadores:

1.

b.)

Sustraer de la fábrica, taller o establecimiento, los útiles de trabajo y las materias

primas o productos elaborados. Sin permiso del íempleador).
Presentarse al trabajo en estado de embriaguez o bajo la influencia de narcóticos o

drogas enervantes.
Conservar armas de cualquier clase en el sitio del trabajo, a excepción de las que
con autorización legal puedan llevar los celadores (Decreto 2478 de 1948).

Faltar al trabajo sin justa causa de impedimento 0 sin permiso del (empleador),
excepto en los casos de huelga, en los cuales deben abandonar el lugar del trabajo.
Disminuir intencionalmente el ritmo de ejecución del trabajo, suspender labores,

promover suspensiones intempestivas del trabajo o excitar a su declaración o man—

tenimiento, sea que participe o no en ellas.

Hacer colectas, rifas y suscripciones o cualquier clase de propaganda en los luga—

res de trabajo.
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7. Coartar la libertad para trabajar o no trabajar, o para añliarse o no a un sindicato o

permanecer en él o retirarse.
8. Usar los útiles o herramientas suministradas por el (empleador) en objetos distin—

tos del trabajo contratado.

Capítulo VI: terminación del contrato de trabajo
Artículo 61: Terminación del contrato.

1. El contrato de trabajo termina:
a.

b

c.

d.

e

f.

g.

h.

Por expiración del plazo pactado o presuntivo;
Por la terminación de la obra o labor contratada;
Por mutuo consentimiento;
Por muerte del trabajador;
Por suspensión de actividades por parte del patrono durante más de ciento
veinte (120) días;
Por liquidación o clausura deñnitiva de la empresa o establecimiento;
Por decisión unilateral en los casos de los artículos 49, 63 y 64; y
Por Sentencia de autoridad competente.

2. En los casos contenidos en los ordinales e y f de este Artículo, el patrono debe proce—

der en la misma forma prevista en el ordinal 3“ del Artículo 52.

Artículo 63: Terminación sin previo aviso. Son justas causas para dar por terminado unila—

teralmente, el contrato de trabajo sin previo aviso:

a. Por parte del patrono:
1. El haber sufrido engaño por parte del trabajador, mediante la presentación de

certificados falsos para su admisión;
Todo acto de violencia, injuria, malos tratamientos o grave indisciplina, en que
incurra el trabajador durante sus labores, contra el patrono, los miembros de
su familia, el personal directivo o los compañeros de trabajo;
Todo acto grave de violencia, injurias o malos tratamientos en que incurra el

trabajador, fuera del servicio, en contra del patrono, de los miembros de su fa—

milia o de sus representantes y socios, o jefes de taller, vigilantes o celadores;
Todo daño material causado intencionalmente a los ediñcios, obras, maquina—
rias y materias primas, instrumentos y demás objetos relacionados con el tra—

bajo, y toda grave negligencia que ponga en peligro la seguridad de las perso—

nas o de las cosas;
Todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, estable—

cimiento o lugar de trabajo cuando sea debidamente comprobado ante autori—

dad competente;
El que el trabajador revele los secretos técnicos o comerciales o dé a conocer
asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la empresa;
La detención preventiva del trabajador, por más de treinta (30) días, a menos
que posteriormente sea absuelto; o el arresto correccional que exceda de ocho
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(8) días, o aun por tiempo menor, cuando la causa de la sanción sea suficiente

por si misma para justiñcarla extinción del contrato;
Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones especiales que
incumben al trabajador, de acuerdo con los artículos 59 y 61, o cualquier falta

grave calificada como tal en pactos o convenciones colectivas, Fallos Arbitrales,
contratos individuales o reglamentos, siempre que el hecho esté debidamente

comprobado y que en la aplicación de la sanción se observe el respectivo pro—

cedimiento reglamentario o convencional.
b. Por parte del trabajador:

]. El haber sufrido engaño por parte del patrono, respecto de las condiciones de

trabajo;
Todo acto de violencia, malos tratamientos o amenazas graves, inferidas por el

patrono contra el trabajador a los miembros de su familia, dentro o fuera del

servicio, o inferidas dentro del servicio por los parientes, representantes o de—

pendientes del patrono con el consentimiento o la tolerancia de éste;
Cualquier acto del patrono o de sus representantes que induzca al trabajador a

cometer un acto ilícito o contrario a sus convicciones políticas o religiosas;
Todas las circunstancias que el trabajador no pueda prever al celebrar el con—

trato y que pongan en peligro su seguridad o su salud, y que el patrono no se

allane a modificar;
Todo perjuicio causado maliciosamente por el patrono al trabajador en la pres—

tación del servicio;
Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones especiales que
incumben al patrono, de acuerdo con los artículos 58 y 60, o cualquier falta

grave calificada como tal en pactos o convenciones colectivas, Fallos Arbitra—

les, contratos individuales o reglamentos, siempre que el hecho esté debida—

mente comprobado.
Artículo 64: Terminación con previo aviso. Son justas causas para dar por terminado, uni—

lateralmente, el contrato de trabajo, con previo aviso dado por escrito a la otra parte,
con antelación por lo menos igual al período que regule los pagos del salario, o median—

te el pago de los salarios correspondientes a tal período:
a. Por parte del patrono:

].

lx)

La ineptitud plenamente comprobada del trabajador para prestar el servicio

convenido;
La sistemática inejecución, sin razones válidas, por parte del trabajador, de las

obligaciones convencionales o legales;
Todo vicio habitual del trabajador que perturbe la disciplina del establecimiento;
La renuencia sistemática del trabajador a aceptar las medidas preventivas, pro—

ñlácticas o curativas, prescritas por el médico del patrono o por las autoridades

para evitar enfermedades o accidentes;
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5. La enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga el carácter
de profesional, y cuya curación, según dictamen médico, no sea probable antes
de seis (6) meses, así como cualquier otra enfermedad o lesión que incapacite
para el trabajo por más de dicho lapso; pero el despido por esta causa no exi—

me al patrono de las prestaciones e indemnizaciones legales v convencionales
derivadas de la enfermedad; y

6. Las demás que se hayan previsto, con esta modalidad, en el contrato, pacto o
convención colectiva, Fallo Arbitral o reglamento.

b. Por parte del trabajador:
1. La inejecución por parte del patrono de sus obligaciones convencionales o le—

gales de importancia;
2. La exigencia del patrono, sin razones válidas, de la prestación de un servicio

distinto, o en lugares diversos de aquel para el cual se le contrató; _v

3. Las demás que se hayan previsto, con esta modalidad, en el contrato, pacto o
convención colectiva, Fallo Arbitral o reglamento.

Artículo 65: Condición resolutoria.
1. En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incumpli—

miento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte respon—
sable. Esta indemnización comprende el daño emergente _v el lucro cesante.
En caso de que el patrono tenga que indemnizar perjuicios al trabajador por rup—

tura unilateral e ilegal del contrato, el lucro cesante consiste en el monto de los

salarios correspondientes al tiempo que faltare para cumplirse el plazo pactado o
presuntivo.

Artículo 66: Indemnización por falta de pago.
1. Si a la terminación del contrato, el (empleador)— no paga al trabajador los salarios y

prestaciones debidos, salvo los casos de retención autorizados por la Le_v o convenidos

por las partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma igual al último
salario diario por cada día de retardo.
Si no hay acuerdo respecto del monto de la deuda, o si el trabajador se niega a reci—

bir, el (empleador) cumple con sus obligaciones consignando ante el]uez del Tra—
bajo y en su defecto ante la primera autoridad política del lugar, la suma que con—

ñese deber, mientras la Justicia del Trabajo decide la controversia.
En la misma sanción incurre el (empleador) cuando no haga practicar al trabaja—
dor el examen médico _v no le expida el correspondiente certificado de salud de que
trata el ordinal 7º del Artículo 58.

Artículo 67: Manifestación del motivo de la terminación.
1. La parte que termina unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la

otra en el momento de la extinción la causal o motivo que la mueve a tomar esa
determinación, salvo en el caso de que exista cláusula de reserva conforme al Ar—

tículo 49.

2. Posteriormente no pueden alegarse válidamente causales o motivos distintos.
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Capítulo VII: Sustitución de empleadores
Artículo 68: Definición. Se entiende por sustitución de (empleadores) todo cambio de un

(empleador) por otro, por cualquier causa, siempre que subsista la identidad del es—

tablecimiento, es decir, en cuanto éste no sufra variaciones esenciales en el giro de sus

actividades 0 negocios.
Artículo 69: Mantenimiento del contrato de trabajo. La sola sustitución de (empleadores)

no extingue, suspende ni modiñca los contratos de trabajo existentes.

Artículo 70: Responsabilidad de los patronos.
l. El antiguo y el nuevo (empleador) responden solidariamente las obligaciones que

a la fecha de la sustitución sean exigibles a aquél, pero si el nuevo (empleador) las

satisñciere, puede repetir contra el antiguo.
El nuevo (empleador) responde de las obligaciones que surjan con posterioridad

a la sustitución.
En los casos de jubilación, cuyo derecho haya nacido con anterioridad a la sustitu—

ción, las pensiones mensuales que sean exigibles con posterioridad a esa sustitu—

ción deben ser cubiertas por el nuevo (empleador), pero éste puede repetir contra
el antiguo.
El antiguo (empleador) puede acordar con todos o con cada uno de sus trabajado—

res el pago definitivo de sus cesantías por todo el tiempo servido hasta el momento
de la sustitución, como si se tratara de retiro voluntario, sin que se entienda termi—

nado el contrato de trabajo.
Si no se celebrare el acuerdo antedicho, el antiguo (empleador) debe entregar al

nuevo el valor total de las cesantías en la cuantía en que esta obligación fuere exigí—

ble suponiendo que los respectivos contratos hubieren de extinguirse por retiro vo—

luntario en la fecha de sustitución, _v de aquí en adelante queda a cargo exclusivo del

nuevo (empleador) el pago de las cesantías que se vayan causando, aun cuando el

antiguo (empleador) no cumpla con la obligación que se le impone en este inciso.

El nuevo (empleador) puede acordar con todos o cada uno de los trabajadores el

pago deñnitivo de sus cesantías, por todo tiempo servido hasta el momento de la

sustitución, en la misma forma y con los mismos efectos de que trata el inciso 4“

del presente Artículo.

Parágmf0: En los casos de empresas organizadas con base en contratos de concesión celebra—

dos con el Estado, cuyos bienes revierten a éste, no se opera la sustitución de patronos,

pero en este caso, para los efectos de la jubilación, se acumula el tiempo servido al anti—

guo y al nuevo patrono, y las pensiones mensuales deben ser cubiertas por el nuevo pa—

trono, liquidadas en el momento de adquirirse la jubilación, y el nuevo patrono tendrá

derecho a repetir del antiguo el valor que corresponda a éste en proporción al tiempo
servido por el trabajador y de acuerdo con el salario que devengaba del mismo.

Artículo 71: Estipulaciones entre los patronos. El antiguo y el nuevo (empleador) pueden
acordar modificaciones de sus propias relaciones, pero los acuerdos no afectan los de—

rechos consagrados en favor de los trabajadores en el Artículo anterior.
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Capítulo VIII: enganches colectivos
Artículo 72: Definición. Por enganche colectivo se entiende la contratación conjunta de

diez o más trabajadores para que se trasladen de una región a otra a prestar servicios
a un empleador.

Artículo 73: Enganche para el exterior.
1. Cuando el servicio haya de prestarse fuera del país, los contratos deben extender—

se por escrito, someterse a la aprobación del Ministerio del Trabajo y visarse por el
cónsul de la nación en donde deba ejecutarse el trabajo. Son requisitos para la apro—
bación de estos contratos los siguientes:
a. Deben ser de cargo exclusivo del (empleador) o contratista los gastos de trans—

porte de trabajador, los de su familia y todos los que se originen en el cumpli—

miento delas disposiciones sobre migración; _v

b. El íempleadorj o contratista debe otorgar una caución bancaria o prendaria,
a satisfacción del Ministerio del ramo, para garantizar que cubrirá por su ex—

clusiva cuenta todos los gastos de repatriación del trabajador _v de su familia,
hasta el lugar de origen.

2. La cancelación o devolución de la caución sólo pude hacerse una vez que el J(em—

pleador) o contratista compruebe haber cubierto dichos gastos o acredite la nega—
tiva de los trabajadores para volver al país, a la vez que el pago a éstos de todo lo

que les hubiere adeudado por concepto de salarios, prestaciones e indemnizaciones
a que tuvieren derecho.

Artículo 74: Gastos de movilización.
Cuando los enganches se hagan para prestar servicios dentro del país, que impli—

quen movilización de los trabajadores a distancias mayores de doscientos (200) kiló—

metros de su domicilio, los contratos deben contar por escrito, estipular que los gastos
de ida y regreso de los trabajadores serán exclusivamente a cargo del íempleador), _v

llevar la aprobación del correspondiente funcionario del Trabajo o de la primera auto—

ridad política del lugar en donde se realice el enganche.

Capítulo IX: trabajadores colombianos y extranjeros
Artículo 75: Proporción e igualdad de condiciones.

1. Todo (empleador) que tenga a su servicio más de diez (10) trabajadores debe ocu—

par colombianos en proporción no inferior al noventa por ciento (90º/o) del perso—
nal de trabajadores ordinarios y no menos del ochenta por ciento (80%) del perso—
nal calificado 0 de especialistas o de dirección o confianza.

Los trabajadores nacionales que desempeñen iguales funciones que los extran—

jeros, en una misma empresa o establecimiento, tienen derecho a exigir remunera—
ción y condiciones iguales.

Artículo 76: Autorizaciones para variar la proporción.
1. El Ministerio del Trabajo puede disminuir la proporción anterior:
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a. Cuando se trate de personal estrictamente técnico e indispensable, y sólo por el

tiempo necesario para preparar personal colombiano; y
b. Cuando se trate de inmigraciones promovidas o fomentadas por el Gobierno.

2. Los (empleadores) que necesiten ocupar trabajadores extranjeros en una propor—
ción mayor a la autorizada por el Artículo anterior, acompañarán a su solicitud los

documentos en que la funden. El Ministerio la dará a conocer con el fin de que el

público, y en especial el personal colombiano del íempleador) peticionario, pueda
ofrecer sus servicios.

3. La autorización sólo se concederá por el tiempo necesario, a juicio del Ministerio,

para preparar personal colombiano y mediante la obligación del peticionario de dar
la enseñanza completa que se requiera con tal fin.

Título II: período de prueba y aprendizaje

Capítulo I: período de prueba
Artículo 77: Definición. Período de prueba es la etapa inicial del contrato de trabajo que

tiene por objeto, por parte del (empleador), apreciar las aptitudes del trabajador, y por
parte de éste, la conveniencia de las condiciones del trabajo.

Artículo 78: Estipulación.
]. El período de prueba debe ser estipulado por escrito, y en caso contrario los servi—

cios se entienden regulados por las normas generales del contrato de trabajo.
2. En el contrato de trabajo de los servidores domésticos se presume como período de

prueba los primeros quince (15) días de servicio.
Artículo 79: Duración máxima. El período de prueba no puede exceder de dos (2) meses.
Artículo 80: Prórroga. Cuando el período de prueba se pacte por un lapso menor al del lí—

mite máximo expresado, las partes pueden prorrogarlo antes de vencerse el período
primitivamente estipulado, y sin que el tiempo total de la prueba pueda exceder de dos

(2) meses.
Artículo 81: Efecto jurídico:

1. El período de prueba puede darse por terminado unilateralmente en cualquier mo—

mento, sin previo aviso.

2. Los trabajadores en período de prueba gozan de todas las prestaciones, excepto
auxilio de cesantía.

Capítulo II: contrato de aprendizaje
Articulo 82: Deñnición. Contrato de aprendizaje es aquel por el cual una persona natural

se obliga a prestar servicio a otra persona, natural o jurídica, a cambio de que ésta le

enseñe directamente o por medio de otra persona, una profesión, arte u oñcio, por un
tiempo determinado y le pague el salario convenido. Este salario puede consistir en di—

nero 0 en especie (alimentación, alojamiento, vestido), o en ambas cosas a la vez.
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Artículo 83: Capacidad. La capacidad para celebrar el contrato de aprendizaje se rige por
el Artículo 30.

Artículo 841 Estipulaciones esenciales. En el contrato de aprendizaje las partes deben po—

nerse de acuerdo, por lo menos, acerca de los siguientes puntos:
1. La profesión, arte u oficio materia del aprendizaje y los servicios que ha de pres—

tar el aprendiz;
El tiempo y lugar de enseñanza; y

3. Las condiciones de manutención y alojamiento, cuando sean a cargo del patrono,
y su valoración en dinero.

Artículo 85: Forma. El contrato de aprendizaje debe celebrarse por escrito, y en caso con—

trario los servicios se entienden regulados por las normas del contrato de trabajo.
Artículo 86: Obligaciones especiales del aprendiz. Además de las obligaciones que en el Ar—

tículo 59 se establecen para todo trabajador, el aprendiz tiene las siguientes:
1. Prestar personalmente con todo cuidado y aplicación el trabajo convenido sujetán—

dose a las órdenes, instrucciones y enseñanzas del maestro o del patrono; _v

2. Ser leal y guardar respeto al patrono, al maestro, sus familiares, trabajadores y
clientes del establecimiento;

3. Guardar reserva absoluta sobre la vida privada del patrono, sus trabajadores y
familiares;

4. Procurar la mayor economía para el patrono o maestro en el desempeño del trabajo.
Artículo 87: Obligaciones especiales del patrono. Además de las obligaciones establecidas

en el Articulo 58, el patrono tiene las siguientes para con el aprendiz:
1. Enseñarle la profesión, arte u oficio a que se hubiere comprometido;
2. Concluido el aprendizaje, preferirlo en igualdad de condiciones para llenar las va—

cantes que ocurran relativas a la profesión, arte u oficio que hubiere aprendido;
3. Otorgarle a la terminación del aprendizaje una certiñcación en la que se haga cons—

tar la duración de la enseñanza y los conocimientos y práctica adquiridos.
Artículo 88: Duración.

1. El contrato de aprendizaje no puede exceder de seis (6) meses, a menos que el res—

pectivo Inspector de Trabajo autorice por escrito la ampliación de dicho término,

pero en ningún caso la duración del aprendizaje puede pasar de un año.
2. Cualquiera de las partes puede dar por terminado el contrato con previo aviso de

siete (7) días. El patrono puede prescindir del previo aviso pagando igual período.
Artículo 89: Efecto jurídico.

1. Los aprendices gozan de todas las prestaciones y están sometidos a todas las nor—

mas del contrato de trabajo, con la única salvedad de que no están amparados por
las del salario mínimo.

2. Para todos los efectos legales el contrato de trabajo se entiende iniciado desde que
comienza el aprendizaje.
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Título III: contrato de trabajo
con determinados trabajadores

Capítulo 1: trabajo a domicilio
Artículo 90: Contrato de trabajo.

Hay contrato de trabajo con la persona que presta habitualmente servicios remu—

nerados en su propio domicilio, sola o con la ayuda de miembros de su familia por
cuenta de un íempleador).

Articulo 9]: Autorización previa. Todo empleador que quiera contratar trabajos a domici—

lio debe previamente obtener la autorización del respectivo Inspector de Trabajo, o en
su defecto, del Alcalde del lugar.

Artículo 92: Libro de trabajadores. Los (empleadores) que den trabajo a domicilio deben
llevar un libro autorizado y rubricado por el respectivo Inspector de Trabajo, o por la

primera autoridad política donde no existiere este funcionario, en el que conste:
1. Nombre y apellido de los trabajadores y domicilio en donde se ejecuta el trabajo;
2. Cantidad y características del trabajo que se encargue cada vez;
3. Forma y monto de la retribución o salario; y
4. Motivos 0 causas de la reducción o suspensión del trabajo.

Artículo 93: Libreta de salario. El (empleador? debe entregar gratuitamente al trabajador
a domicilio que ocupe, una “libreta de salario” foliada y rubricada por el Inspector de

Trabajo de su jurisdicción, y en su defecto por la primera autoridad política del lugar.
En esta libreta, además de las anotaciones a que se reñeren los numerales del Artículo

anterior, se harán las siguientes:
a. Valor y clase de los materiales que en cada ocasión se entreguen al trabajador, y la

fecha de la entrega;
b. Fecha en que el trabajador entregue la obra terminada; y
c. Cuantía de los anticipos y salarios pagados.

Articulo 94: Informes. Los (empleadores) que ocupen trabajadores a domicilio están obli—

gados a suministrar a las autoridades administrativas del Trabajo todos los informes

que les soliciten, y en particular aquellos que se refieren a las condiciones de trabajo y

a las tarifas de salarios pagados al personal a su servicio.

Capítulo 11: agentes colocadores de polizas de seguros
Artículo 95: Contrato de trabajo.

1. Hay contrato de trabajo con los agentes colocadores de pólizas de seguros, que ten—

ga carácter general o local, cuando dichos trabajadores se dedican personal )“ exclu—

sivamente a esta labor en compañías de seguros, bajo su continuada dependencia,
mediante remuneración y no constituyen por si mismos una empresa comercial.

2. No hay contrato de trabajo con los apoderados, representantes, gerentes distrita—

les, directores, agentes y subagentes generales o locales, cualquiera que sea el nom—
bre con que se les designe, y que bajo su responsabilidad y en consideración a una
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comisión o subvención organizan, manejan o dirigen los negocios de seguros de
determinada compañía en todo el país o determinada región, con libertad para de—

dicarse a otra u otras actividades y negocios, aun en el caso de que la compañía de
la cual son apoderados, agentes, etcétera, les permita o les prohíba trabajar al ser—

vicio de otras compañías aseguradoras.
Hay contrato de trabajo con los agentes colocadores de titulos de ahorros o cédulas
de capitalización cuando dichos trabajadores se dedican personal y exclusivamente
a esta labor en empresas 0 compañías de tal índole, bajo su continuada dependencia,
mediante remuneración y no constituyan por sí mismos una empresa comercial.

Artículo 96: Presunción.
l. Se presume que el agente colocador se ha dedicado exclusivamente y bajo conti—

nuada dependencia a la labor de colocación de pólizas, cuando produzca:
a. En seguro de vida individual, un monto mínimo neto se setenta y cinco mil pesos

(575.000) del valor asegurado y un mínimo de dieciocho (18) pólizas en el año,
aceptadas y emitidas por la compañía, y cuya primera prima haya sido pagada.

b. En seguros distintos del de vida individual, cuando haya ganado un mínimo
de dos mil setecientos pesos (32.700) de comisiones y colocado un mínimo de
dieciocho (18) pólizas nuevas en el año, aceptadas y emitidas por la compañía.

2. Se entiende por producción neta la correspondiente a seguros aprobados por la

compañía aseguradora, y cuya prima anual haya sido íntegramente pagada, o la

parte de tales seguros proporcional a la parte de la prima pagada.
Artículo 97: Colocadores que trabajan con varias compañías. Cuando un colocador de pó—

lizas trabaje en dos o más ramos del seguro, o para dos o más compañías, con cono—

cimiento de éstas, la producción, número de pólizas )“ comisiones en cada uno de los

ramos, o en cada una de las compañías, se acumulan para el efecto de establecer si se
ha cumplido con los requisitos señalados en el Artículo anterior. En tal caso, el cóm—

puto se hace tomando en cuenta que setenta y cinco mil pesos (375.000) de producción
anual de seguros de vida individual equivalen a dos mil setecientos pesos (82.700) de
comisión anual en los otros seguros y viceversa.

Artículo 98: Cómputo de la producción.
1. Para computar la producción anual se toma en cuenta el año contado a partir dela fe—

cha del contrato o del aniversario del mismo, salvo que se haya estipulado otra cosa.
Cuando un agente no trabaje como tal durante un año completo, se presume su de—

dicación exclusiva cuando haya producido durante el tiempo trabajado una suma
proporcional al mínimo de producción anual fijado en el Artículo 96.

Capítulo 111: representantes, agentes viajeros
y agentes vendedores

Artículo 99: Contrato de trabajo. Hay contrato de trabajo con los representantes, agen—

tes vendedores y agentes viajeros, cuando al servicio de personas determinadas, bajo
su continuada dependencia y mediante remuneración, se dediquen personalmente
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al ejercicio de su profesión, no constituyan por si mismos una empresa comercial, y

tengan la licencia requerida por la Ley.

Capítulo IV: trabajadores de notarías públicas

y oficinas de registro de instrumentos públicos y privados
Artículo 100: Hay contrato de trabajo entre los trabajadores de las Notarías Públicas y Ofi—

cinas de Registro de Instrumentos Públicos y Privados y los Notarios y Registradores.

Estos trabajadores se consideran como particulares.
Artículo 101: Responsabilidad de los Notarios )" Registradores.

l. Los Notarios y Registradores responden de las prestaciones sociales que se cau—

sen dentro de sus períodos respectivos y deben pagarlas completamente al dejar

sus cargos.
2. Antes de posesionarse, los Notarios _v Registradores deben de constituir caución,

para garantizar el pago de las prestaciones sociales de sus trabajadores, ante el fun—

cionario que deba darles posesión y en la cuantía que éste ñje.

Capítulo V: profesores de establecimientos
particulares de enseñanza

Artículo 102: Duración del contrato de trabajo. El contrato de trabajo con los profesores

de establecimientos particulares de enseñanza se entiende celebrado por el año escolar,

salvo estipulación por tiempo menor.
Artículo 103: Vacaciones y cesantías.

1. Para el efecto de los derechos de vacaciones y cesantía, se entiende que el trabajo

del año escolar equivale a trabajo en un año del calendario.

2. Las vacaciones reglamentarias del respectivo establecimiento dentro del año esco—

lar serán remuneradas y no excluyen las vacaciones legales.

Capítulo VI: choferes de servicio familiar
Artículo 104: Al contrato de trabajo con los choferes de servicio familiar se le aplican las

disposiciones establecidas para trabajadores domésticos, pero la cesantía, las vacacio—

nes remuneradas y el auxilio en caso de enfermedad no profesional se les liquidarán

en la forma ordinaria.

Título IV: reglamento de trabajo y mantenimiento
del orden en el establecimiento

Capítulo I: reglamento
Artículo 105: Deñnición. Reglamento de trabajo es el conjunto de normas que determinan

las condiciones a que deben sujetarse el íempleadorl y sus trabajadores en la presta—

ción del servicio.

Artículo 106: Obligación de adoptarlo.
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1. Está obligado a tener un reglamento de trabajo todo (empleador) que ocupe más
de cinco trabajadores de carácter permanente en empresas comerciales, o más de
diez en empresas industriales, o más de veinte en empresas agrícolas, ganaderas o
forestales.
En empresas mixtas, la obligación de tener un reglamento de trabajo existe cuando
el (empleador) ocupe más de diez trabajadores.

Artículo 107: Elaboración. El íempleador] puede elaborar el reglamento sin intervención
ajena, salvo lo dispuesto en pacto, convención colectiva, Fallo Arbitral o acuerdo con
sus trabajadores.

Artículo 108: Efecto jurídico. El reglamento hace parte del contrato individual de trabajo
de cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento, salvo estipulación en
contrario, que, sin embargo, sólo puede ser favorable al trabajador.

Artículo 109: Contenido. El reglamento debe contener disposiciones normativas de los si—

guientes puntos:
1.

UI

10.

11.

13.

14.

Indicación del íempleadorj y del establecimiento o lugares de trabajo comprendi—
dos por el reglamento.
Condiciones de admisión, aprendizaje y período de prueba.
Trabajadores accidentales o transitorios.
Horas de entrada y salida de los trabajadores; horas en que principia )" termina
cada turno si el trabajo se efectúa por equipos; tiempo destinado para las comidas
y períodos de descanso durante la jornada.
Horas extras y trabajo nocturno; su autorización, reconocimiento y pago.
Días de descanso legalmente obligatorio; horas o días de descanso convencional 0
adicional; vacaciones remuneradas; permisos, especialmente lo relativo a desempe—
ño de comisiones sindicales, asistencia al entierro de compañeros de trabajo _v grave
calamidad doméstica.
Salario mínimo legal o convencional.
Lugar, día, hora de pagos y período que los regula.
Tiempo y forma en que los trabajadores deben sujetarse a los servicios médicos
que el (empleador) suministre.
Prescripciones de orden y seguridad.
Indicaciones para evitar que se realicen los riesgos profesionales e instrucciones,
para prestar los primeros auxilios en caso de accidente.

. Orden jerárquico de los representantes del (empleador), jefes de sección, capata—
ces y Vigilantes.

Especiñcaciones de las labores que no deben ejecutar las mujeres y los menores de
dieciséis (16) años.
Normas especiales que se deben guardar en las diversas clases de labores, de acuer—
do con la edad y el sexo de los trabajadores, con miras a conseguir la mayor higiene,
regularidad _Y seguridad en el trabajo.

. Obligaciones _V prohibiciones especiales para el íempleadorj y los trabajadores…
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16. Escala de faltas y procedimientos para su comprobación; escala de sanciones disci—

plinarias y forma de aplicación de ellas.

17. La persona o personas ante quienes se deben presentar los reclamos del personal y

tramitación de éstos, expresando que el trabajador o los trabajadores pueden ase—

sorarse del sindicato respectivo.
18. Prestaciones adicionales a las legalmente obligatorias, si existieren.

19. Publicación y vigencia del reglamento.
Artículo 110: Cláusulas ineñcaces. No producen ningún efecto las cláusulas del reglamen—

to que desmejoren las condiciones del trabajador en relación con lo establecido en las

leyes, contratos individuales, pactos, convenciones colectivas 0 Fallos Arbitrales, los

cuales sustituyen las disposiciones del reglamento en cuanto fueren más favorables al

trabajador.
Artículo 111: Normas excluidas. El reglamento no debe contener las reglas de orden me—

ramente técnico o administrativo que formule el (empleador)— para la ejecución de los

trabajos, ni normas distintas de las mencionadas en el Artículo 109.

Artículo 112: Sanciones disciplinarias. Las sanciones disciplinarias no pueden consistir en

penas corporales, ni en medidas lesivas de la dignidad del trabajador.

Artículo 113: Suspensión del trabajo. Cuando la sanción consista en suspensión del traba—

jo, ésta no puede exceder de ocho (8) dias por la primera vez, ni de dos (2) meses en

caso de reincidencia de cualquier grado.
Artículo 114: Multas.

1. Las multas que se prevean, sólo pueden causarse por retrasos o faltas al trabajo sin

excusa suficiente; no pueden exceder de la quinta parte del salario de un día, y su

importe se consigna en cuenta especial para dedicarse exclusivamente a premios 0

regalos para los trabajadores del establecimiento.

El (empleador)— puede descontar las multas del valor de los salarios.

La imposición de una multa no impide que el (empleador]> prescinda del pago del

salario correspondiente al tiempo dejado de trabajar.

Artículo 115: Sanciones no previstas. El (empleador) no puede imponer a sus trabajado—

res sanciones no previstas en el reglamento, en pacto, en convención colectiva, en Fallo

Arbitral o en contrato individual.

Artículo 116: Procedimiento para imponer sanciones. Antes de aplicarse una sanción dis—

ciplinaria el patrono debe dar oportunidad de ser oídos tanto al trabajador inculpado

como a dos representantes del sindicato a que éste pertenezca.
Artículo 117: Aprobación y procedimiento. Todo reglamento de trabajo debe ser aprobado

por el Departamento Nacional del Trabajo, según las siguientes reglas:
1. Los patronos que realicen sus actividades en la Capital de la República o que ten—

gan dependencias en varios departamentos, deben presentar los proyectos de re—

glamento directamente al Departamento Nacional del Trabajo.

2. Los demás (empleadores) deben presentar los proyectos de reglamento a la respecti—

va Inspección del Trabajo para su remisión al Departamento Nacional del Trabajo.
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Artículo 118: Forma de presentación.
1. El íempleador) debe presentar el proyecto de reglamento de trabajo en tres (3)

ejemplares, en papel común, firmado por él o su representante. Al pie de la firma
debe indicarse la dirección del establecimiento o lugares de trabajo.

2. Cuando se trate de personas jurídicas, debe comprobarse la existencia _v represen—
tación, en la forma legal.

3. Si faltaren estos requisitos al proyecto, debe ser devuelto para que sean llenados.
4. Cuando en el establecimiento rijan pactos, convenciones colectivas, Fallos Arbitra—

les o acuerdos con los trabajadores, el (empleador) debe presentar, con el proyecto
de reglamento, copias autenticadas de ellos.

Artículo 119: Investigación. El Departamento Nacional del Trabajo, _va directamente o por
medio de sus Inspectores, puede ordenar investigaciones y solicitar informes a los tra—

bajadores o a su sindicato sobre cualquiera de las normas consignadas en el proyecto
de reglamento.

Artículo 119: Objeciones.
l. El Departamento Nacional del Trabajo sólo puede hacer objeciones al reglamento

sujeto a su aprobación con fundamento en la Lev _v por medio de Resolución motiva—

da, en la cual debe ordenar las adiciones, modiñcaciones o supresiones conducentes.
2. Esta Resolución se notifica de acuerdo con el procedimiento administrativo. El in—

teresado puede pedir reposición o apelar ante el Ministerio de Trabajo, dentro de
los tres (3) días siguientes a la notificación.

3. El patrono debe devolver al Departamento Nacional del Trabajo el proyecto de re—

glamento, corregido de acuerdo con las objeciones, dentro de los quince (15) días a
aquél en que la Providencia quede en firme, y si no lo hace, el reglamento se estima
aprobado con las observaciones contenidas en la resolución de objeciones, sirviendo
de base para este efecto la copia que se deja en el archivo del mismo Departamento.

Artículo 121: Publicación.
1. Dentro de los quince (15) días siguientes al de la notiñcación de la resolución apro—

batoria del reglamento, o quince (15) días después de haber quedado en ñrme la
resolución de objeciones el patrono debe publicarlo en el lugar de trabajo, median—
te la fijación de dos copias en caracteres legibles, en dos sitios distintos. Si hubiere
varios lugares de trabajo separados, la fijación debe hacerse en cada uno de ellos.

2. Con el reglamento debe publicarse la resolución aprobatoria, o la de objeciones,
en su caso.

Artículo 122: Vigencia. Aprobado el reglamento, entra a regir ocho (8) días después de su
publicación hecha en la forma prescrita en el Artículo anterior.

Artículo 123: Prueba de publicación.
1. El íempleador)» puede solicitar que el funcionario del Trabajo, o el Alcalde, don—

de no existe el primero, verifique y certifique la publicación del reglamento para
que sirva de prueba de ese hecho, sin perjuicio de que pueda acreditarse la publi—
cación por los medios probatorios ordinarios.



Anexo normativo

2. Respecto de cada trabajador en particular también sirve de prueba de la publica—

ción el recibo firmado por él y del cual aparezca habérsele entregado una copia im—

presa del reglamento.
Artículo 124: Plazo para la presentación.

1. Los (empleadores)— que al entrar en vigencia este Código tengan reglamento de

trabajo aprobado deben presentar ante las autoridades administrativas del trabajo

las modiñcaciones que el presente Estatuto haga necesarias, dentro de los tres (3)

primeros meses de su vigencia.
2. Los íempleadores) obligados a tener reglamento de trabajo, que carezcan de él,

deben presentarlo al estudio y aprobación de las autoridades administrativas de

trabajo, a más tardar tres (3) meses después de entrar a regir este Código.
3. Todo (empleador) obligado a tener reglamento de trabajo que inicie actividades des—

pués de la vigencia de este Estatuto7 debe presentarlo ante las autoridades administrati—

vas del trabajo, a más tardar dentro de los tres (3) meses subsiguientes a esa iniciación.

4. Los íempleadores) que no cumplan la obligación que se les impone en éste Artícu—

lo serán sancionados con multas por el Departamento Nacional del Trabajo.

Artículo 125: Revisión.
1. Cuando nuevas disposiciones legales lo hagan necesario, el Departamento Nacio—

nal del Trabajo puede ordenar en cualquier momento, por medio de Resolución

motivada, que los íempleadores) presenten para su aprobación y estudio determi—

nadas reformas, modificaciones, supresiones o adiciones al reglamento ya aproba—

do. Si los íempleadores) no cumplieren con esta resolución, dentro del término

prudencial que ella ñje, el Departamento Nacional del Trabajo les impondrá mul—

tas sucesivas hasta que cumplan lo ordenado.
2. Esta Resolución puede ser dictada de oficio o a petición motivada de cualquier tra—

bajador del establecimiento o de su sindicato.

Artículo 126: Procedimiento de revisión. Para la presentación, aprobación, publicación y vi—

gencia de modificaciones del reglamento de trabajo rigen las normas de este Capítulo.

Capítulo II: mantenimiento del orden
Artículo 127: Prohibiciones.

Los directores o trabajadores no pueden ser agentes de la autoridad pública en los esta—

blecimientos o lugares de trabajo, ni intervenir en la selección del personal de la policía, ni

darle órdenes, ni suministrarle alojamiento o alimentación gratuitos, ni hacerle dádivas.

Título V: salarios

Capítulo I: disposiciones generales
Artículo 128: Elementos integrantes. Constituye salario no sólo la remuneración fija u or—

dinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero 0 en especie y que implique

retribución de servicios, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como
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las primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o
de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre
ventas comisiones o participación de utilidades.

Artículo 129: Pagos que no constituyen salarios. No constituyen salario las sumas que oca—

sionalmente y por mera liberalidad recibe el trabajador del patrono, como las primas,
bonificaciones y gratificaciones ocasionales, y lo que recibe en dinero o en especie no
para su beneficio, ni para subvenir a sus necesidades, ni para enriquecer su patrimonio
sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, como gastos de representación, me—

dios de transporte, elementos de trabajo y otros semejantes, ni tampoco las prestacio—
nes sociales de que tratan los títulos VIII y IX.

Artículo 130: Salario en especie.
1. El salario en especie la alimentación, habitación o vestuario que el patrono suminis—

tra al trabajador 0 a su familia, como parte de la retribución ordinaria del servicio.
2. El salario en especie debe valorarse expresamente en todo contrato de trabajo y a

falta de esa valoración se estimará pericialmente.
Artículo 131:Viáticos.

]. Los viáticos constituyen salario en aquella parte destinada a proporcionar al traba—

jador manutención y alojamiento; pero no en lo que sólo tenga por finalidad pro—
porcionar los medios de transporte o los gastos de representación.

2. Siempre que se paguen debe especiñcarse el valor de cada uno de estos conceptos.
Artículo 132: Propinas.

1. Las propinas que recibe el trabajador no constituye salario.
2. No puede pactarse como retribución del servicio prestado por el trabajador lo que

éste reciba por propinas.
Artículo 133: Formas y libertad de estipulación. El patrono y el trabajador pueden conve—

nir libremente el salario en sus diversas modalidades, como por unidad de tiempo, por
obra o a destajo y por tarea, etcétera, pero siempre respetando el salario mínimo legal
o el fijado en los pactos, convenciones colectivas y Fallos Arbitrales.

Artículo 134: Jornal y sueldo. Se denomina jornal el salario estipulado por días, y sueldo el
estipulado por períodos mayores.

Artículo 135: Períodos de pago.
1. El salario en dinero debe pagarse por períodos iguales _v vencidos, en moneda le—

gal. El período de pago para los jornales no puede ser mayor de una semana, y para
sueldos no mayor de un mes.

2. El pago del trabajo suplementario o de horas extras y el del recargo por trabajo
nocturno debe efectuarse junto con el salario ordinario del período en que se han
causado, o a más tardar con el salario del período siguiente.

Artículo 136: Estipulación en moneda extranjera.
Cuando el salario se estipula en moneda 0 divisas extranjeras, el trabajador puede

exigir el pago en su equivalente en moneda nacional colombiana, al tipo de cambio ofi—

cial del día en que debe efectuarse el pago.
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Artículo 137: Prohibición de trueque. Se prohíbe el pago del salario en mercancías, ñchas

u otros medios semejantes, a menos que se trate de una remuneración parcialmente su—

ministrada en alojamiento, vestido y alimentación para el trabajador y su familia.

Artículo 138:Venta de mercancías y víveres por parte del patrono.
Se prohíbe al (empleador)— vender a sus trabajadores mercancías o víveres a menos

que se cumpla con estas condiciones:

a. Libertad absoluta del trabajador para hacer sus compras donde quiera; y
b. Publicidad de las condiciones de venta.

Artículo 139: Lugar y tiempo de pago.
1. Salvo convenio por escrito, el pago debe efectuarse en el lugar donde el trabajador

presta sus servicios, durante el trabajo o inmediatamente después de que este cese.

¡x) Queda prohibido y se tiene por no hecho, el pago que se haga en centros de vicios o

en lugares de recreo, en expendios de mercancías o de bebidas alcohólicas, a no ser

que se trate de trabajadores del establecimiento donde se hace el pago.

Artículo 140: A quién se hace el pago. El salario se paga directamente al trabajador o a la

persona que él autorice por escrito.

Artículo 141: Salario sin prestación del servicio. Durante la vigencia del contrato el traba—

jador tiene derecho a percibir el salario aun cuando no haya prestación del servicio por

disposición o culpa del (empleador).
Artículo 142: Salarios básicos para prestaciones. Solamente en pactos, convenciones co—

lectivas y Fallos Arbitrales pueden estipularse salarios básicos fijos que sirvan para

liquidar la remuneración correspondiente al descanso dominical, y las prestaciones

proporcionales al salario, en los casos en que éste no sea fijo, como en el trabajo a des—

tajo o por unidad de obra o por tarea.
Artículo 143: Irrenunciabilidad y prohibición de cederlo. El derecho al salario es irrenun—

ciable y no se puede ceder en todo ni en parte, a título gratuito ni oneroso pero si puede

servir de garantía hasta el límite y en los casos que determina la Ley.

Artículo 144: Trabajo igual, salario igual.
1. A trabajo igual desempeñado en puesto, jornada y condiciones de eficiencia tam—

bién iguales, debe corresponder salario igual, comprendiendo en éste todos los ele—

mentos a que se refiere el Artículo 128.

2. No pueden establecerse diferencias en el salario por razones de edad, sexo, naciona—

lidad, raza, religión, opinión política o actividades sindicales.

Artículo 145: Falta de estipulación. Cuando no se haya pactado expresamente salario, se

debe el que ordinariamente se paga por la misma labor, y a falta de éste, el que se fija—

re tomando en cuenta la cantidad y calidad del trabajo, la aptitud del trabajador y las

condiciones usuales de la región.
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Capítulo II: salario mínimo
Artículo 146: Definición. Salario mínimo es el que todo trabajador tiene derecho a perci—

bir para subvenir a sus necesidades normales _v a las de su familia, en el orden mate—
rial, moral y cultural.

Artículo 147: Factores para ñjarlo.
1. Para ñjar el salario mínimo deben tomarse en cuenta el costo de la vida, las moda—

lidades del trabajo, la capacidad económica de las empresas y (empleadores) _v las
condiciones de cada región y actividad.
Para los trabajadores del campo el salario mínimo debe ñjarse tomando en cuenta
las facilidades que el empleador proporciona a sus trabajadores, en lo que se reñe—

re a habitación, cultivos, combustibles y circunstancias análogas que disminuyen
el costo de la vida.
Las circunstancias de que algunos de los (empleadores) puedan estar obligados a
suministrar a sus trabajadores alimentación y alojamiento, también debe tomarse
en cuenta para la fijación del salario mínimo.

Artículo 148: Procedimiento para su ñjación.
l.
2.

El salario mínimo puede fijarse en pacto o convención colectiva o en Fallo Arbitral.
El Gobierno, por medio de decretos que regirán por el término que en ellos se indi—

que, puede fijar salarios mínimos de carácter general o para cualquier región o acti—

vidad profesional, industrial, comercial, ganadera, agrícola o forestal de una región
determinada, después de oír comisiones paritarias de patronos y trabajadores.

Artículo 149: Efecto jurídico. La f1jación del salario mínimo modifica automáticamente los
contratos de trabajo en que se haya estipulado un salario inferior.

Capítulo III: retención, deducción y compensación de salarios
Artículo 150: Descuentos prohibidos.

l. El (empleador) no puede deducir, retener o compensar suma alguna del salario,
sin orden suscrita por el trabajador, para cada caso, o sin mandamiento judicial.
Quedan especialmente comprendidos en esta prohibición los descuentos o com—
pensaciones por concepto de uso o arrendamiento de locales, herramientas o úti—

les de trabajo; deudas del trabajador para con el (empleador), sus socios, sus pa—
rientes o sus representantes; indemnización por daños ocasionados a los locales,
máquinas, materias primas 0 productos elaborados, o pérdidas o averías de ele—

mentos de trabajo; avances o anticipos de salario; entrega de mercancías, provi—
sión de alimentos, y precio de alojamiento.
Tampoco se puede efectuar la retención o deducción sin mandamiento judicial,
aunque exista orden escrita del trabajador, cuando quiera que se afecte el salario
mínimo legal 0 convencional, o la parte del salario declarada inembargable por la
Ley, o en cuanto el total de la deuda supere al monto del salario del trabajador en
tres (3) meses.
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Artículo 151: Descuentos permitidos. Son permitidos los descuentos y retenciones por

conceptos de cuotas sindicales y de cooperativas y cajas de ahorro, autorizadas en for—

ma legal; de cuotas con destino al seguro social obligatorio, y de sanciones disciplina—

rias impuestas de conformidad con el reglamento del trabajo debidamente aprobado.

Artículo 152: Autorización especial. Los Inspectores de Trabajo pueden autorizar por es—

crito, a solicitud conjunta del (empleador) y del trabajador, y previa calificación de

cada caso, préstamos, anticipos, deducciones, retenciones, o compensaciones del sa—

lario, aunque haya de afectarse el salario mínimo o la parte inembargable, 0 aunque el

total de la deuda supere al monto del salario en tres (3) meses. En la misma Providen-

cia en que autorice la operación, el funcionario debe fijar la cuota que puede ser objeto

de deducción o compensación por parte del (empleador), y el plazo para la amortiza—

ción gradual de la deuda.

Artículo 153: Préstamos para viviendas. En los convenios sobre financiación de viviendas

para trabajadores puede estipularse que el (empleador) prestamista queda autorizado

para retener del salario de sus trabajadores deudores las cuotas que acuerden o que se

prevean en los planos respectivos, como abono a intereses y capital, de las deudas con—

traídas para la adquisición de casa.

Artículo 154: Intereses de los préstamos. Fuera de los casos a que se reñere el Artículo

anterior, los préstamos o anticipos de salarios que haga el empleador al trabajador no

pueden devengar intereses.

Capítulo IV: embargos de salario
Artículo 155: Regla general. No es embargable el salario mínimo legal o convencional, ni

los primeros cien pesos ($100) del cómputo mensual de cualquier salario.

Artículo 156: Embargo parcial del excedente. El excedente de cien pesos (3100) del cóm—

puto mensual de cualquier salario sólo es embargable en una quinta parte.

Artículo 157: Excepción a favor de cooperativas y pensiones alimenticias. Todo salario

puede ser embargado hasta en un cincuenta por ciento (50%) en favor de cooperativas

legalmente autorizadas, o para cubrir pensiones alimenticias que se deban de confor—

midad con los artículos 411 y concordantes del Código Civil.

Capítulo V: prelación de los créditos por salarios
Artículo 158: Clasiñcación. Los salarios pertenecen al grupo cuarto de los créditos de pri—

mera clase.

Título VI: jornada de trabajo

Capítulo I: defmiciones
Artículo 159: Jornada ordinaria. La jornada ordinaria de trabajo es la que convengan a las

partes, o a falta de convenio, la máxima legal.
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Artículo 160: Trabajo suplementario. Trabajo suplementario o de horas extras es el que ex—
cede de la jornada ordinaria, y en todo caso el que excede de la máxima legal.

Artículo 161: Trabajo ordinario y nocturno.
1. Trabajo diurno es el comprendido entre las seis horas (6 a.m.) y las dieciocho (6

p.m.).
2. Trabajo nocturno es el comprendido entre las dieciocho horas (6 p.m.) )" las seis

(6 a.m.).

Capítulo II: jornada máxima
Artículo 162: Duración. La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo es de ocho

(8) horas al día y de cuarenta y ocho (48) a la semana, salvo las excepciones que a con—
tinuación se enumeran:
a. En las labores agrícolas, ganaderas y forestales la jornada máxima es de nueve (9)

horas al día y de cincuenta y cuatro (54) a la semana;
b. En las actividades discontinuas o intermitentes y en las de simple vigilancia, la jor—

nada ordínaria no puede exceder de doce (12) horas diarias.
c. En las labores que sean especialmente insalubres o peligrosas, el Gobierno puede or—

denar la reducción de la jornada de trabajo de acuerdo con dictámenes al respecto;
d. En los trabajos autorizados para menores de dieciséis (16) años, las labores no pue—

den exceder de seis (6) horas diarias.
Artículo 163: Excepciones en determinadas actividades.

1. Quedan excluidos de la regulación sobre la jornada máxima legal de trabajo los si—

guientes trabajadores:
a. Los que desempeñan cargos de dirección, de conñanza o de manejo;
b. Los servicios domésticos ya se trate de labores en los centros urbanos o en el

campo;
c. Los que ejerciten labores discontinuas o intermitentes y los de simple vigilan—

cia, cuando residan en el lugar o sitio de trabajo;
d. Los choferes mecánicos que presten sus servicios a empresas de transporte de

cualquier clase sea cual sea su forma de remuneración.
2. Las actividades no contempladas en el presente Artículo sólo pueden exceder los

límites señalados en el Artículo anterior, mediante autorización expresa del Minis—
terio del Trabajo por conducto del Departamento Nacional o de una autoridad de—

legada, sin pasar de cuatro (4) horas diarias de trabajo suplementario.
Artículo 164: Excepciones en casos especiales. El límite máximo de horas de trabajo pre—

visto en el Artículo 162 puede ser elevado por orden del patrono )" sin permiso de la
autoridad, por razón de fuerza mayor, caso fortuito, de amenazar u ocurrir algún ac—
cidente o cuando sean indispensables trabajos de urgencia que deban efectuarse en
las máquinas o en la dotación de la empresa; pero únicamente se permite el trabajo en
la medida necesaria para evitar que la marcha normal del establecimiento sufra una
perturbac1on grave.
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Artículo 165: Descanso en la tarde del sábado. Pueden repartirse las cuarenta y ocho (48)

horas semanales de trabajo ampliando la jornada ordinaria hasta por una hora, bien por

acuerdo entre las partes o por disposición del reglamento del trabajo, pero con el fm

exclusivo de permitir a los trabajadores el descanso en la tarde del sábado. Esta amplia—

ción no constituye trabajo suplementario o de horas extras.

Artículo 166: Trabajo por turnos. Cuando la naturaleza de la labor no exija actividad conti-

nuada y se lleve a cabo por turnos de trabajadores, la duración de la jornada puede am—

pliarse en más de ocho (8) horas, o en más de cuarenta y ocho (48) semanales, siempre

que el promedio de las horas de trabajo calculado para un período que no exceda de

tres (3) semanas, no pase de ocho (8) horas diarias ni de cuarenta y ocho (48) a la sema—

na. Esta ampliación no constituye trabajo suplementario o de horas extras.

Artículo 167: Trabajo sin solución de continuidad. También puede elevarse el límite máxi—

mo de horas de trabajo establecido en el Artículo 162 en aquellas labores que por razón

de su misma naturaleza necesiten ser atendidas sin solución de continuidad, por tur—

nos sucesivos de trabajadores, pero en tales casos las horas de trabajo no pueden exce—

der de cincuenta y seis (56) en los días hábiles de la semana.

Artículo 168: Distribución de las horas de trabajo. Las horas de trabajo durante cada jor-

nada deben distribuirse al menos en dos secciones, con un intermedio de descanso

que se adapte racionalmente a la naturaleza del trabajo y a las necesidades de los tra—

bajadores. El tiempo de este descanso no se computa en la jornada.

Capítulo III: remuneración del trabajo nocturno
y del suplementario

Artículo 169: Tasas y liquidación de recargos.
1. El trabajo nocturno por el solo hecho de ser nocturno se remunera con un recargo

del treinta y cinco por ciento (35%) sobre el valor del trabajo diurno.

2. El trabajo extra diurno se remunera con un recargo del veinticinco por ciento

(25%) sobre el valor del trabajo ordinario diurno.

3. El trabajo extra nocturno se remunera con un recargo del setenta y cinco por ciento

(75%) sobre el valor del trabajo ordinario diurno.

4. Cada uno de los recargos antedichos se produce de manera exclusiva, es decir, sin

acumularlo con ninguno otro.
Artículo 170: Base del recargo nocturno. Todo recargo o sobreremuneración por concep—

to de trabajo nocturno se determina por el promedio de la misma o equivalente labor

ejecutada durante el día. Si no existiere ninguna actividad del mismo establecimiento

que fuere equiparable a la que se realice en la noche, las partes pueden pactar equi—

tativamente un promedio convencional, o tomar como referencia actividades diurnas

semejantes en otros establecimientos análogos de la misma región.

Artículo 171: Salario en caso de turnos. Cuando el trabajo por equipos implique la ro—

tación sucesiva de turnos diurnos )" nocturnos, las partes pueden estipular salarios

uniformes para el trabajo diurno _v nocturno, siempre que estos salarios comparados
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con los de actividades idénticas o similares en horas diurnas compensen los recar—
gos legales.

Capítulo VI: trabajo de menores de edad
Artículo 172: Prohibición del trabajo nocturno. Prohíbese el trabajo nocturno de menores

de dieciséis (16) años, con excepción del servicio doméstico.

Título VII: descansos obligatorios

Capítulo I: descanso dominical remunerado
Artículo 173: Norma general El patrono está obligado a dar descanso dominical remune—

rado a todos sus trabajadores. Este descanso tiene duración mínima de veinticuatro
(24) horas.

Artículo 174: Remuneración.
1. El patrono debe remunerar el descanso dominical con el salario ordinario de un

día, a los trabajadores que habiéndose obligado a prestar sus servicios en todos 10

días laborales de la semana, no falten al trabajo, o que, si faltan, lo hayan hecho por
justa causa o por culpa o por disposición del empleador.

2. Se entiende por justa causa el accidente, la enfermedad, la calamidad doméstica, la
fuerza mayor y el caso fortuito.

3. No tiene derecho a la remuneración del descanso dominical el trabajador que deba
recibir por ese mismo día un auxilio o indemnización en dinero por enfermedad o
accidente de trabajo.

4. Para los efectos de este Articulo, los días de fiesta no interrumpen la continuidad y
se computan como si en ellos se hubiera prestado el servicio por el trabajador.

Artículo 175: Valor de la remuneración.
1. Como remuneración del descanso, el trabajador a jornal debe recibir el salario or—

dinario sencillo, aun en el caso de que el descanso dominical coincida con una fe—

cha que la Ley señale también como descanso remunerado.
2. En todo sueldo se entiende comprendido el pago del descanso en los días en que es

legalmente obligatorio )" remunerado.
Artículo 176: Excepciones.

1. El trabajo solamente se permite durante los días de descanso obligatorio, retribu—
yéndolo o dando un descanso compensatorio remunerado:
a. En aquellas labores que no sean susceptibles de interrupción por su naturaleza

o por motivos de carácter técnico;
b. En las labores destinadas a satisfacer necesidades inaplazables, como los ser—

vicios públicos, el expendio _v la preparación de drogas _v alimentos; y
c. En las labores del servicio doméstico y de choferes particulares.

2. El Gobierno especificará las labores a que se refieren los ordinales a _v b del inciso
lº de este Artículo.
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3. El Gobierno puede prohibir o limitar el trabajo dominical en determinadas ac—

tividades que se desarrollan en las poblaciones más importantes, cualquiera que

sea el número de trabajadores ocupados en cada establecimiento.

Artículo 177: Peluquerías y similares. Los establecimientos de barberías, manicuristas y sus

similares, cualquiera que sea el número de sus operarios y que funcionen en las capitales

de Departamento o en las ciudades de más de sesenta mil (60.000) habitantes, no pueden

ser abiertos al público los domingos.
Artículo 178: Salarios variables. Cuando no se trate de salario fijo como en los casos de re—

muneración por tarea, a destajo, o por unidad de obra, el salario computable, para los

efectos de la remuneración del descanso dominical, es el promedio de lo devengado

por el trabajador en la semana inmediatamente anterior, tomando en cuenta solamen—

te los días trabajados.

Capítulo II: descanso remunerado en otros días de fiesta

Artículo 179: Días de fiesta. Su remuneración.
1. Todos los trabajadores tienen derecho al descanso remunerado en los siguientes

días de fiesta de carácter civil o religioso: lº de enero, 6 de enero, 19 de marzo, lº

de mayo, 29 de junio, 20 de julio, 7 de agosto, 15 de agosto, 12 de octubre, lº de no—

viembre, 11 de noviembre, 8 de diciembre y 25 de diciembre; además, los días jue—

ves y viernes santos, Ascensión del Señor y Corpus Cristi.

2. La remuneración correspondiente al descanso en los dias expresados, se liquidará

como para el descanso dominical, pero sin que haya lugar a descuento alguno por

faltas al trabajo.
Artículo 180: Suspensión del trabajo en otros días de fiesta. Cuando por motivos de cualquier

fiesta no determinada en el Artículo anterior el (empleador) suspendiere el trabajo, está

obligado a pagar el salario de ese día, como si se hubiere realizado. No está obligado a pa—

garlo cuando hubiere mediado convenio expreso para la suspensión del trabajo o su com-

pensación en otro día hábil, o cuando la suspensión o compensación estuviere prevista en

reglamento, pacto, convención colectiva o Fallo Arbitral. Este trabajo compensatorio se

remunera sin que se entienda como trabajo suplementario o de horas extras.

Capítulo III: trabajo dominical y festivo
Articulo 181: Remuneración. La retribución del trabajo en domingo 0 días de fiesta de que

trata este Título se fija de acuerdo con las siguientes reglas:

a. Si el trabajador labora la jornada completa, se le paga salario doble;
b. Si labora parte de la jornada, se le paga doblada la parte proporcional del salario;

c. Si con el descanso dominical remunerado coincide una fecha que la Ley señale

también como de descanso remunerado, el trabajador sólo tiene derecho a remu—

neración doble si trabaja.
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Artículo 182: Trabajo excepcional. El trabajador que labore excepcionalmente el día de
descanso obligatorio tiene derecho a un descanso compensatorio remunerado, o a una
retribución en dinero, a su elección, en la forma prevista en el Artículo anterior.

Artículo 183: Descanso compensatorio. Los trabajadores que habitualmente tengan que
trabajar el domingo, deben gozar de un descanso compensatorio remunerado.

Artículo 184: Técnicos. Las personas que por sus conocimientos técnicos o por razón del tra—

bajo que ejecutan no puede reemplazarse sin grave perjuicio para la empresa, deben tra—

bajarlos domingos y días de fiesta sin derecho al descanso compensatorio, pero su trabajo
se remunera conforme al Artículo 181.

Artículo 185: Formas del descanso compensatorio. El descanso semanal compensatorio
puede darse en alguna de las siguientes formas:
1. En otro día laborable de la semana siguiente, a todo el personal de un estableci—

miento, o por turnos.
2. Desde el medio día o a las trece (l p.m.) del domingo, hasta el medio día o a las tre—

ce (l p.m.) del lunes.
Artículo 186: Labores no susceptibles de suspensión. En los casos de labores que no pue—

dan ser suspendidas, como los viajes fluviales o marítimos, cuando el personal no
pueda tomar el descanso en el curso de una o más semanas, se acumulan los días de
descanso en la semana siguiente a la terminación de las labores o se paga la correspon—
diente remuneración en dinero, a opción del trabajador.

Artículo 187: Aviso sobre trabajo dominical. Cuando se trate de trabajos habituales o per—

manentes en domingo, el (empleador) debe ñjar un lugar público del establecimiento,
con anticipación de doce (12) horas por lo menos, la relación del personal de trabaja—
dores que por razones del servicio no puede disponer del descanso dominical. En esta
relación se incluirán también el día y las horas de descanso compensatorio.

Capítulo IV: vacaciones anuales remuneradas
Artículo 188: Duración.

1. Los trabajadores que hubieren prestados sus servicios durante un año tienen de—

recho a quince (15) dias hábiles consecutivos de vacaciones remuneradas.
2. Los profesionales _V ayudantes que trabajan en establecimientos privados dedicados

a la lucha contra la tuberculosis, y los ocupados en la aplicación de rayos X, tienen
derecho a gozar de quince (15) días de vacaciones remuneradas por cada seis (6)
meses de servicios prestados.

Artículo 189: Epoca de vacaciones.
1. La época de vacaciones debe ser señalada por el patrono a más tardar dentro del

año subsiguiente, )“ ellas deben ser concedidas oñciosamente o a petición del traba—

jador, sin perjudicar el servicio y la efectividad del descanso.
2. El patrono tiene que dar a conocer con quince (15) días de anticipación, la fecha en

que le concederá las vacaciones.
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Artículo 190: Interrupción. Si se presenta interrupción justiñcada en el disfrute de las va—

caciones, el trabajador no pierde el derecho a reanudarlas.

Artículo 191: Compensación en dinero.
1. Es prohibido compensar las vacaciones en dinero, pero el Ministerio del Trabajo

puede autorizar que se pague en dinero hasta la mitad de las vacaciones, en casos

especiales de perjuicio para la Economía Nacional o la Industria.

2. Cuando el contrato de trabajo termina sin haberse hecho uso de las vacaciones ya

causadas, este derecho se compensa en dinero con la remuneración que debía ha—

berse pagado por vacaciones en el momento de causarse.

Artículo 192: Acumulación.
1. Las partes pueden convenir en acumular las vacaciones hasta por dos (2) años.

2. La acumulación puede ser hasta por cuatro (4) años, cuando se trate de trabajado—

res técnicos, especializados, de confianza, de manejo o de extranjeros que presten

sus servicios en lugares distintos a los de la residencia de sus familiares.

Artículo 193: Empleados de manejo. El empleado de manejo que hiciere uso de vacaciones

puede dejar un reemplazo, bajo su responsabilidad solidaria, y previa aquiescencia del

íempleador). Si este último no aceptare al candidato indicado por el trabajador y lla—

mare a otra persona a reemplazarlo, cesa por este hecho la responsabilidad del trabaja—

dor que se ausente en vacaciones.

Artículo 194: Remuneración.
1. Cuando el salario no ha sufrido variaciones durante los tres (3) meses anteriores al

disfrute de las vacaciones, se toma en cuenta el salario ordinario del momento en

que principien.
2. Cuando el salario haya fluctuado en los tres (3) meses anteriores al disfrute de las

vacaciones, se toma en cuenta el promedio del salario ordinario devengado en el

año inmediatamente anterior.

Título VIII: prestaciones patronales comunes

Capítulo I: disposiciones generales
Artículo 195: Regla general.

1. Todo los (empleadores) están obligados a pagar las prestaciones establecidas en

este Título, salvo las excepciones que en este mismo se consagran.
2. Estas prestaciones dejarán de estar a cargo de los empleadores cuando el riesgo de

ellas sea asumido por el Instituto Colombiano de Seguros Sociales, de acuerdo con
la Ley y dentro de los reglamentos que dicte el mismo Instituto.

Artículo 196: Definición de empresa. Para los efectos de este Código se entiende por em—

presa toda unidad de explotación económica o las varias unidades dependientes de una

misma personal natural o jurídica, que correspondan a actividades económicas simila—

res, conexas o complementarias y tengan trabajadores a su servicio.

Artículo 197: Deñnición y prueba del capital de la empresa.
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1. Para los efectos de este Código se entiende por capital de la empresa el valor del pa—
trimonio gravable declarado en el año inmediatamente anterior según prueba que
debe presentar el íempleador). En caso de no presentarla se presume que tiene el
capital necesario para pagar la totalidad de la prestación demandada.

2. El capital que se debe tomar en cuenta es el de la empresa y no el de la persona na—

tural o jurídica a la cual pertenezca.
Artículo 198: Coexistencia de prestaciones.

l. La coexistencia de contratos de que trata el Artículo 27 implica la coexistencia de
prestaciones.

2. Cuando un trabajador tenga derecho a que varios (empleadores? le concedan una
prestación asistencial o en especie, estos íempleadores) tienen que suministrarla _V

costearla en proporción a los salarios que cada uno le pague al trabajador, y si uno
solo de ellos la suministrare íntegramente, quedara subrogado en las acciones del
trabajador contra los demás respecto de la parte o cuota que a éstos corresponda.

Artículo 199: Trabajadores de jornada incompleta. Los trabajadores tienen derecho a las
prestaciones y garantías que les correspondan, cualquiera que sea la duración de la
jornada.

Artículo 200: Fraude a la Ley. Cuando una empresa fraccione o disminuya su capital o res—

trinja sin justa causa la nómina de los salarios, y adopte sistemas o se valga de otros re—

cursos para eludir las prestaciones de sus trabajadores, el Ministerio de Trabajo puede
declararla sujeta a las cargas correspondientes a su clasificación real, previo examen
de los hechos.

Capítulo II: accidentes de trabajo y enfermedades
Artículo 201: Definición de accidente. Se entiende por accidente de trabajo todo suceso

imprevisto y repentino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo y que pro—
duzca al trabajador una lesión orgánica o perturbación funcional permanente o pasaje—

ra, y que no haya sido provocado deliberadamente o por culpa grave de la víctima.
Artículo 202: Deñnición de enfermedad profesional.

1. Se entiende por enfermedad profesional todo estado patológico que sobrevenga
como consecuencia obligada de la clase de trabajo que desempeña el trabajador o
del medio en que se ha visto obligado a trabajar, bien sea determinado por agentes
físicos, químicos o biológicos.

2. Las enfermedades endémicas y epidémicas de la región sólo se consideran como
profesionales cuando se adquieren por los encargados de combatirlas por razón de
su oficio.

Artículo 203: Tabla de Enfermedades Profesionales.
1. Se adopta la siguiente Tabla de Enfermedades Profesionales.

a. Carbón: veterinarios, matarifes, carniceros, cuidadores de ganado y curtidores.
b. Actinomicosis: panaderos, molineros de trigo, cebada, avena y centeno y agri—

cultores.
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Tétanos: cuidadores de ganado y carniceros.
Tuberculosis: médicos, enfermeras, mozos de anñteatro, mineros, soplete—

ros, caldereros y fogoneros. Tuberculosis de origen traumático (pulmona—

res, articulares, etcétera), debidamente comprobada.
Antracosis: carboneros, fogoneros y mineros.
Silicosis: mineros, marmoleros, vidrieros, canteros, caleros, añladores, arene—

ros y trabajadores en fábricas de cementos y cerámica.
Siderosis: pulidores y torneros de hierro, herreros.
Tabacosis: trabajadores en la industria del tabaco.
Dermatitis: causadas por agentes físicos: frío: trabajadores en cámaras frías,

etcétera; calor: herreros, fundidores, trabajadores en vidrio, etcétera; radiacio—

nes solares, radiaciones eléctricas, radio.
Tras dermatitis : manipuladores de pintura de colorantes vegetales a base de
sales metálicas y de anilina: cocineras, lavaplatos, lavanderas, mineros, blan—

queadores de ropa, fotógrafos, albañiles, canteros manipuladores del cemento,
ebanistas, barnizadores, desengrasadores de trapo, bataneros, blanqueadores de

tejidos por medio de vapores de azufre, curtidores de pieles en blanco, hiladores

y colectores de lana, fabricantes de cloro por descomposición eléctrica del clo—

ruro de sodio, manipuladores del petróleo y de la gasolina, manipuladores de la

quina, tintoreros, panaderos )" cosecheros de caña.

Oftalmía eléctrica: Trabajadores en soldadura autógena, electricistas.
Otras oftalmías producidas: trabajadores en altas temperaturas, hojalateros,
herreros, fogoneros, caldereros, etcétera.

. Esclerosis del oído medio: trituradores de minerales, talleres de mecánica,

tractoristas, martilleros neumáticos.
Intoxicaciones ocasionadas por:
' Amoníaco: letrineros, mineros, fabricantes de hielo y estampadores;

' Acido fluorhídrico: grabadores;
' Vapores clorosos: preparación de cloruro de calcio, trabajadores en el blan—

queo, preparación del ácido clorhídrico, de cloruro, de la sosa;

' Anhídrído sulfuroso: fabricantes de ácido sulfúrico, tintoreros, papeleros
de colores y estampadores;

' Óxido de carbono: caldereros, fundidores de minerales y mineros;

' Arsénico (arsenicismo): obreros de las plantas de arsénico, de las fundicio—

nes de minerales, tintoreros )“ demás manipuladores de arsénico;
' Plomo (saturnismo): pintores que usan el albayalde, impresores, manipu—

ladores del plomo y sus derivados y linotipistas;
' Mercurio (hidrargirismo): manipulación del mismo;

' Vapores nitrosos: estampadores;
' Sulfuro de carbono (sulfocarbonismo): vulcanizadores de caucho, extrac—

tores de grasas y aceites;
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2.

' Acido cianhídrico: mineros, fundidores de minerales, fotógrafos, tintore—

ros en azul;
' Carburos de hidrógeno: destilación de petróleo, preparación de barnices y

todos los usos del petróleo y sus derivados;
' Cromatos y bicromatos alcalinos: en las fábricas de tinta y en las tintore—

rías, en la fabricación de explosivos, pólvoras, fósforos suecos, en la indus—

tria textil para la impermeabilidad de los tejidos;
' Fósforo (fosforismo): enfermedades causadas por el fósforo blanco y ama—

rillo; caquexia fosforada y necrosis;
- Alquitrán, parafina: cáncer epitelial provocado por su manipulación.

0. Enfermedades y lesiones producidas por los rayos X y las sustancias radioacti—

vas: médicos, laboratoristas, enfermeros.
p. Traumatismos: cáncer de origen traumático, tumores de origen traumático,

psiconeurosis traumáticas (trabajadores que hayan sufrido traumatismo que
originó la enfermedad, por causa 0 con ocasión del trabajo, siempre que dicho
traumatismo no se le haya indemnizado como accidente de trabajo, o se le haya
indemnizado sin tomar en cuenta la consecuencia patológica eventual).

q. Higroma de la rodilla: trabajadores habitualmente hincados.
r. Calambres profesionales: escribientes, telegrafistas, pianistas.
Esta Tabla puede ser modiñcada o adicionada, en cualquier tiempo, por el Gobierno.

Artículo 204: Presunción de enfermedad profesional. Solamente las enfermedades con—

templadas en la Tabla adoptada en el Artículo anterior se presumen profesionales.
Artículo 205: Consecuencias. Las consecuencias de los accidentes de trabajo _V de las en—

fermedades profesionales, para los efectos de las prestaciones que se consagran en este
Capítulo, son las siguientes:
1.

b.

Incapacidad temporal, cuando el trabajador no puede desempeñar su trabajo por
algún tiempo.
Incapacidad permanente parcial, cuando el trabajador sufre una disminución defr—

nitiva pero apenas parcial en sus facultades.
Incapacidad permanente total, cuando el trabajador queda inhabilitado para des—

empeñar cualquier clase de trabajo remunerativo.
Gran invalidez, cuando el trabajador no solamente queda incapacitado para des—

empeñar cualquier clase de trabajo, sino que tiene que ser válido por otro para rea—

lizar las funciones esenciales de la vida.
Muerte del trabajador.

Artículo 206: Prestaciones. Los accidentes de trabajo )“ enfermedades profesionales dan
lugar a las siguientes prestaciones:
]. Asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica _V hospitalaria hasta, por el tiempo que

se requiera sin exceder de dos (2) años, comprendidos los exámenes complemen—
tarios, como radiograñas, consulta de especialistas, las prescripciones terapéuticas
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completas, como transfusiones y fisioterapia, y el suministro de aparatos de orto—

pedia y prótesis que sean necesarios.
2. Además, a las siguientes en dinero, según el caso:

a. Mientras dure la incapacidad temporal, el trabajador tiene derecho a que se le

pague el salario ordinario completo hasta por seis (6) meses.

En caso de incapacidad permanente parcial, el trabajador tiene derecho a una

suma de dinero en proporción al daño sufrido, no inferior a un mes ni superior

a veintitrés meses de salario. Esta suma se fija en caso de accidente, de acuerdo

con la Tabla de Valuación de Incapacidades que aparece adoptada en el Artículo

211, y en caso de enfermedad profesional, de acuerdo con el grado de incapaci—
dad. Las incapacidades de que trata este ordinal serán fijadas por el médico del

patrono y, en caso de controversia, por los médicos de la Oficina Nacional de

Medicina e Higiene Industrial y, en su defecto, por los médicos legistas.
En caso de incapacidad permanente total el trabajador tiene derecho a una

suma equivalente a veinticuatro (24) meses de salario.

En caso de gran invalidez el trabajador tiene derecho a una suma equivalente

a treinta (30) meses de salario.
En caso de muerte se paga una suma equivalente a veinticuatro (24) meses de

salario del trabajador, a las personas que a continuación se indican y de acuer—

do con la siguiente forma de distribución:

' Si hubiere cónyuge e hijos legítimos y naturales, la mitad para el cónyuge

y la otra mitad para los hijos, por partes iguales, teniendo en cuenta que
cada uno de los hijos naturales lleva la mitad de lo que corresponde a cada

uno de los hijos legítimos.
' Si no hubiere cónyuge la suma se distribuye entre los hijos por partes igua—

les y teniendo en cuenta que cada uno de los naturales lleva la mitad de la

porción de cada uno de los legítimos.
' Si no hubiere cónyuge ni hijos naturales, la suma se divide por partes igua—

les entre los hijos legítimos.
- Si no hubiere cónyuge ni hijos legítimos, la suma se divide por partes igua-

les entre los hijos naturales.
- Si no hubiere hijos legítimos ni naturales, la suma corresponde al cónyuge.

' Si no existiera ninguna de las personas a que se refieren los incisos ante—

riores, la suma se paga a los ascendientes legítimos, por partes iguales y si

hubiere uno solo de ellos, a éste se le paga toda la suma.
º A falta de alguna de las personas a que se refieren los incisos anteriores,

la suma se paga a los padres naturales, por iguales partes; y si hubiere uno
solo de ellos, a éste se paga toda la suma.

º A falta de alguna de las personas a que se refieren los incisos anteriores,
la suma se paga a quien probare que depende económicamente del traba—

jador fallecido, si además fuere menor de dieciocho (18) años o estuviere
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incapacitado en forma permanente para trabajar. Si hubiere varias per—

sonas en estas circunstancias, la suma se divide entre ellas por partes
iguales.

Artículo 207: Primeros auxilios.
1. El (empleador) debe prestar al accidentado los primeros auxilios, aun cuando el

accidente sea debido a provocación deliberada o culpa grave de la víctima.
2. Todo (empleador) debe tener en su establecimiento los medicamentos necesarios

para las atenciones de urgencias en casos de accidentes o ataque súbito de enfer—

medad, de acuerdo con la reglamentación que dicte la Oñcina Nacional de Medi—

cina e Higiene Industrial.
Artículo 208: Asistencia inmediata. El (empleador) debe proporcionar sin demora al tra—

bajador accidentado o que padezca enfermedad profesional, la asistencia médica ;* far—

macéutica necesaria.
Artículo 209: Contratación de la asistencia.

1. El (empleador) puede contratar libremente la asistencia médica que debe sumi—

nistrar según lo dispuesto en este Capítulo, pero, en todo caso, con un médico gra—

duado o facultado legalmente para ejercer su profesión.
2. En caso de que con peligro para la vida del lesionado o enfermo y por culpa del pa—

trono se retrase el suministro de la asistencia médica, farmacéutica, hospitalaria o
quirúrgica del trabajador, aquél está obligado a pagar a éste una multa de diez pe—

sos ($10) por cada día de retardo.
Artículo 210: Oposición del trabajador a la asistencia. El trabajador que sin justa causa

se niegue a recibir la atención médica que le otorga el (empleador), pierde el dere—

cho a la prestación en dinero por la incapacidad que sobrevenga a consecuencia de esa
negativa.

Artículo 21 l: Valuación de incapacidades permanentes de trabajo.
1. Se adopta la siguiente Tabla de Valuación de Incapacidades resultantes de acciden—

tes de trabajo:

TABLA DE VALUACIÓN DE INCAPACIDADES PRODUCIDAS
POR ACCIDENTES DE TRABAJO
GRUPO I. CABEZA Y CRANEO

]. Cicatrices del rostro que ocasionan desñguración facial y que alteran la presen—
tación fisica personal se graduarán según la desñguración, ya sea de carácter leve
o levísimo, grave o gravísimo, desde un dos por ciento (2%) hasta un cien por
ciento (100%).

2. Lesiones extensas del cuero cabelludo, sin fractura del cráneo, acompañadas de
pérdida de sustancia: tres por ciento (3%) a ocho por ciento (8%).

3… Pérdida total del cabello por desprendimiento del cuero cabelludo: cuarenta y
cinco por ciento (45%).

4. Pérdida de dos (2) a cuatro (4) piezas dentarias, una vez terminado el trabajo de pró—
tesis dental que el patrono debe suministrar obligatoriamente: tres por ciento (3%)



10.

11.

12.

13.

14.

15.

16.

17.

18.

19.

20.

21.

22.

23.

24.

26.

27.

28.

Anexo normativo

Pérdida de más de cuatro (4) piezas dentarias, una vez terminado el trabajo de pró—

tesis que el patrono debe suministrar obligatoriamente: ocho por ciento (8%).
Perturbaciones de la masticación, consecutivas a lesiones traumáticas de los maxi—

lares: veinticinco por ciento (25%).
Pérdida del maxilar inferior: setenta por ciento (70%).
Amputación, más o menos extensa, de la lengua, con entorpecimiento de la pala—

bra y de la deglución: cincuenta y cinco por ciento (55%).
Trastornos de la fonación, por lesiones traumáticas de la laringe: de treinta y cin—

co por ciento (35%) a cincuenta _v cinco por ciento (55%).
Sordera parcial unilateral de origen traumático, debidamente comprobada por
médicos especialistas: de cuatro por ciento (4%) a diez por ciento (10%).
Sordera unilateral completa de origen traumático, debidamente comprobada por
médicos especialistas: ochenta por ciento (80%).
Sordera total bilateral de origen traumático, debidamente comprobada por médi—

cos especialistas: ochenta por ciento (80%).
Deformación del pabellón auricular: de tres por ciento (3%) a ocho por cien—

to (8%).
Deformación bilateral notoria de los pabellones auriculares o pérdida de uno o de
los pabellones auriculares: veinte por ciento (20%).
Diñcultad respiratoria ocasionada por lesiones traumáticas de los huesos nasales:
diez por ciento (10%).
Ptosis palpebral parcial, derecha o izquierda, de origen traumático: quince por
ciento (15%).
Ptosis palpebral total, derecha o izquierda, de origen traumático: cuarenta y cin—

co por ciento (45%).
Imposibilidad de oclusión completa de los párpados por cicatrices retráctíles: de
veinticinco por ciento (25%) a cincuenta y cinco por ciento (55%).
Disminución de la agudeza visual, de origen traumático hasta de cuatro décimas
(4/10), por un ojo: diez por ciento (10%).
Disminución de la agudeza visual de origen traumático, de cuatro 0 ocho décimas
(4/10 a 8/10), por un ojo: veinticinco por ciento (25%).
Pérdida de la agudeza visual, de origen traumático, de más de ocho décimas (8/10),
por un ojo o enucleación del órgano: cincuenta y cinco por ciento (55%).
Pérdida anatómica o funcional de un ojo _v disminución de la agudeza visual por
el otro, hasta ocho décimas (8/10): de sesenta por ciento (60%) a ochenta y cin—

co por ciento (85%).
Ceguera total, de origen traumático, por anulación de la función, o por enuclea—

ción: cien por ciento (100%).
Pérdida parcial de la bóveda craneana. de origen traumático, según la extensión de
las lesiones: veinticinco por ciento (25%) a cincuenta y cinco por ciento (55%).

. Epilepsia consecutiva a grave traumatismo craneano, siempre que se compruebe
la ausencia de antecedentes epiléptico: ochenta por ciento (80%).
Traumatismos cerebrales con sus consecuencias definitivas sobre el sistema ner—

vioso o sobre los aparatos digestivo, de locomoción, etcétera: de ochenta por cien—

to (80%) a cien por ciento (100%).
Hemiplejía derecha, de origen traumático )" de causa nerviosa central: ochenta y
cinco por ciento (85%).
Hemiplejía derecha de origen traumático y de causa nerviosa central: noventa y
tres por ciento (93%).
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29.

30.

Un

10.

11.

12.

13.

14.

18.

19.
20.
21.

Rigídez del cuello por lesiones traumáticas irreparables de los músculos o cica—

trices retráctiles locales: de veinticinco por ciento (25%) a cincuenta _v cinco por
ciento (55%).
Trastornos mentales incurables, de origen traumático, debidamente comproba—
dos por médicos especialistas: cien por ciento (100%).

GRUPO 11. TÓRAX Y TRONCO
Fractura de una (1) a cuatro (4) costillas, con mala consolidación que ocasiona fe—

nómenos dolorosos, pero sin complicaciones graves: cinco por ciento (5%).
Fractura de varias costillas, con mala consolidación y complicaciones viscerales:
veinte por ciento (20%) a treinta por ciento (30%).
Fracturas mal consolidadas del omoplato izquierdo con repercusión sobre la ñ—

siología muscular: diez por ciento (10%) a quince por ciento (15%).
Fractura mal consolidada del omoplato derecho con repercusión sobre la fisiolo—

gía muscular: dieciséis por ciento (16%) a veinte por ciento (20%).
Fractura de algunas vértebras, con poca limitación del juego de la columna ver—

tebral, sin repercusión apreciable sobre el sistema nervioso medular: catorce por
ciento (14%) a dieciocho por ciento (18%).
Fractura de algunas vértebras, con notoria desviación _v limitación del juego de la
columna: veintinueve por ciento (29%) a treinta _v tres por ciento (33%).
Cicatrices graves retráctiles de la axila izquierda cuando dejan en aducción com-
pleta el brazo: veinticinco por ciento (25%).
Cicatrices graves retráctiles de la axila derecha cuando dejan en aducción com—

pleta el brazo: treinta por ciento (30%).
Pérdida de una glándula mamaria, por lesiones de origen traumático, en muje—

res menores de cuarenta _v cinco (45) años: diez por ciento (10%).
Traumatismo de la columna vertebral con lesiones medulares que ocasionen le—

siones viscerales )“ parapleiía: cien por ciento (100%).
Fractura mal consolidada de los huesos de la pelvis sin repercusión grave sobre el

juego de la articulación de la cadera y sin graves complicaciones sobre las vísceras
pelvianas: diecinueve por ciento (19%) a veintitrés por ciento (23%).
Anquilosis por osteoartritis traumática de la cadera derecha o izquierda, en buena
posición: veinticuatro por ciento (24%) a veintiocho por ciento (28%).
Luxación irreductible de la cadera derecha o izquierda (tipo posterior no com—

plicado), de origen traumático: veinticuatro por ciento (24%) a veintiocho por
ciento (28%).
Anquilosis de la articulación coxe—femoral derecha o izquierda, en mala posición,
por osteoartritis traumática: Treinta y cuatro por ciento (34%) a treinta _v ocho
por ciento (380/6).

. Hernia epigástrica, operada (cuando se trate de accidente de trabajo, debidamen—
te comprobado): tres por ciento (3º/o).

. Hernia inguinal derecha o izquierda, operada (cuando se trate de accidente de
trabajo, debidamente comprobado): diez por ciento (10%).

. Pérdida del riñón derecho o izquierdo por amputación quirúrgica y de origen
traumático: treinta _v cinco por ciento (35%).
Ruptura traumática de la uretra con estrechez consecutiva: treinta por cien—

to (30%).
Atrofia de un testículo, por orquitis traumática: cinco por ciento (Sº/o).
Amputación de un testículo, por lesión traumática: veinte por ciento (20%).
Atrofia de ambos testículos, de origen traumático: cuarenta por ciento (40%).



Anexo normativo 439

22. Amputación de ambos testículos o del miembro viril, por lesión traumática, en
individuos mayores de cuarenta y cinco (45) años: cincuenta por ciento (50%).

23. Amputación de ambos testículos o del miembro viril, por lesiones traumáticas, en
individuos menores de cuarenta y cinco (45) años: ochenta por ciento (80%).

GRUPO III. MIEMBRO SUPERIOR IZQUIERDO
1. Pérdida anatómica o funcional de la falange ungueal de cualquier dedo de la mano

izquierda, con excepción del pulgar: dos por ciento (2%)… (La pérdida de un seg—

mento dela falange ungueal solamente se asimilará a la pérdida total de la falange
cuando comprenda la uña y las partes blandas y óseas).

2. Pérdida anatómica o funcional de las dos (2) últimas falanges de cualquier dedo
de la mano izquierda, con excepción del pulgar: cinco por ciento (5%). (La pérdi—
da anatómica o funcional de la falange ungueal solamente se asimilará a la pérdida
total de la falange cuando comprenda la uña y las partes blandas y óseas).

3. Pérdida anatómica o funcional de la falange ungueal del pulgar de la mano iz—

quierda: cinco por ciento (5%). (La pérdida anatómica o funcional de la falange
ungueal solamente se asimilará a la pérdida total de la falange cuando comprenda
la uña y las partes blandas y óseas).

4. Pérdida anatómica o funcional de un dedo de la mano izquierda, con excepción
del pulgar: diez por ciento (10%).
Pérdida anatómica o funcional de dos (2) dedos de la mano izquierda, con excep—

ción del pulgar: quince por ciento (15%).
6. Pérdida anatómica o funcional de tres (3) dedos de la mano izquierda, con excep—

ción del pulgar: veinte por ciento (2090).
7. Pérdida anatómica o funcional de cuatro (4) dedos de la mano izquierda, con ex—

cepción del pulgar: veinticinco por ciento (25%).
8. Pérdida anatómica o funcional del pulgar de la mano izquierda: quince por cien—

to (15%).
9. Pérdida anatómica o funcional del pulgar y de cualquier otro dedo de la mano iz—

quierda: veinticinco por ciento (25%).
10. Pérdida anatómica o funcional de todos los dedos de la mano izquierda: cuaren—

ta por ciento (40%).
ll. Anquilosis por artritis post—traumática de cualquiera de las articulares interfa—

langianas, o de las metacarpo—falangianas, de los dedos dela mano izquierda, con
excepción del pulgar: dos por ciento (2%).

12. Luxación irreductible, metacarpo—falangiana, de cualquier dedo de la mano iz—

quierda, con excepción del pulgar: dos por ciento (2%).
13. Fractura mal consolidada de cualquier metacarpiano de la mano izquierda, con

repercusión sobre la fisiología del dedo correspondiente: dos por ciento (2%).
14. Fractura mal consolidada de varios metacarpianos izquierdos con leve repercu—

sión sobre la fisiología de la mano: diez por ciento (10%).
lb. Fractura mal consolidada de varios metacarpianos izquierdos con grave repercu—

sión sobre la fisiología de la mano: veinte por ciento (20%).
16. Luxación irreductible metacarpo—flangiana del pulgar de la mano izquierda: cin—

co por ciento (5%).
17. Anquilosis por artritis post—traumática de la articulación interfalangiana o de la

metacarpo—falangiana del pulgar de la mano izquierda: cinco por ciento (5%).
18. Fractura defectuosamente consolidada de los huesos del puño izquierdo, sin an—

quílosis pero con alteración leve de la fisiología del puño o de la mano: cinco por
ciento (5%).

U]
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19.

20.

21.

22.

23.
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30.
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39.
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42.

Fractura, defectuosamente consolidada, de los huesos del antebrazo izquierdo,
pero sin complicaciones graves sobre la fisiología del antebrazo del puño o de la

mano: cinco por ciento (5%).
Enfermedad de Duputytren, benigna, de la mano izquierda (contracción de la

aponeurosis palmar de origen traumático): cinco por ciento (5%).
Fractura mal consolidada de varios metacarpianos de la mano izquierda con leve

alteración de la fisiología de la mano: diez por ciento (10%).
Fractura de Colles, mal consolidada, del antebrazo izquierdo: diez por ciento
(10%).
Fractura mal consolidada de los huesos del codo izquierdo sin anquilosis )“ con
leve limitación del juego de la articulación: diez por ciento (10%).

. Fractura mal consolidada de la clavícula o de los huesos del hombro izquierda
con repercusión leve sobre la fisiología de la articulación: diez por ciento (10%).

. Luxación recidivante del hombro izquierdo, de origen traumático: quince por
ciento (15%).

. Fractura mal consolidada de los huesos del antebrazo izquierdo, con abolición de
los movimientos de supinación y pronación: diez por ciento (10%).

. Anquilosis por osteoartritis de la articulación del puño izquierdo: quince por
ciento (15%).

. Limitación de los movimientos del codo izquierdo por luxación o fractura: vein—

te por ciento (20%).
Parálisis de los nervios mediano o cubital izquierdos, producida por fracturas
complicadas o por neuritis traumáticas, que ocasionan la parálisis de la región co—

rrespondiente de la mano: veinticinco por ciento (25%).
Anquilosis del codo izquierdo, en buena posición: veinticinco por ciento (25%).
Pseudo artrosis por fracturas de los huesos del antebrazo izquierdo: veinticinco
por ciento (25%).
Parálisis de los nervios mediano y cubital izquierdos, producida por fracturas
complicadas o por neuritis traumáticas, que ocasionan la parálisis de la mano:
treinta por ciento (30%).
Anquilosis de la articulación del codo izquierdo, en mala posición por osteoartri—
tis traumática: treinta por ciento (30%).
Anquílosis de la articulación del hombro izquierdo, por osteaoartritis traumática:
treinta por ciento (30%).

… Luxación irreductible del hombro izquierdo: treinta y cinco por ciento (35%).
36.
37.

Pseudo artrosis por fractura del húmero izquierdo: cuarenta por ciento (40%).
Pérdida anatómica, por amputación quirúrgica o traumática, por sección de la re—

gión palmar de la mano izquierda: cuarenta y cinco por ciento (45%).
Pérdida anatómica, por amputación quirúrgica o traumática de toda la mano iz—

quierda: cincuenta por ciento (50%).
Parálisis del nervio radial izquierdo, producida por neuritis traumática, luxación
mal corregida del hombro, callos viciosos de las fracturas del húmero, que oca—

sionan la parálisis de la región correspondiente del antebrazo _v de la mano: cin—

cuenta por ciento (50%).
Amputación quirúrgica o traumática del antebrazo izquierdo, a nivel de su tercio
medio: cincuenta y cinco por ciento (55%).
Pérdida anatómica de la mano y todo el antebrazo izquierdo hasta el codo: sesenta
y cinco por ciento (65%).
Pérdida anatómica de todo el miembro superior izquierdo: setenta y cinco por cien—

to (75%).
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GRUPO IY. MIEMBRO SUPERIOR DERECHO
Pérdida anatómica o funcional de la falange ungueal de cualquier dedo de la mano
derecha, con excepción del pulgar: cuatro por ciento (4%). (La pérdida anatómi—

ca 0 funcional de la falange ungueal solamente se asimilará a la pérdida total de la

falange cuando comprenda la uña y las partes blandas y óseas).
Pérdida anatómica o funcional de las dos (2) últimas falanges de cualquier dedo
de la mano derecha, con excepción del pulgar: diez por ciento (10%). (La pérdi—

da anatómica o funcional de la falange ungueal solamente se asimilará a la pérdida
total de la falange cuando comprenda la uña y las partes blandas y óseas).
Pérdida anatómica o funcional de la falange ungueal del pulgar de la mano dere—

cha: diez por ciento (10%). (La pérdida anatómica o funcional de la falange un—

gueal solamente se asimilará a la pérdida total de la falange cuando comprenda la

uña y las partes blandas y óseas).
Pérdida anatómica o funcional de un dedo de la mano derecha, con excepción del
pulgar: quince por ciento (15%).
Pérdida anatómica o funcional de dos (2) dedos de la mano derecha, con excep—

ción del pulgar: veinte por ciento (ZOO/ó).

Pérdida anatómica o funcional de tres (3) dedos de la mano derecha, con excep—

ción del pulgar: veinticinco por ciento (25%).
Pérdida anatómica o funcional de cuatro (4) dedos de la mano derecha, con ex—

cepción del pulgar: treinta y cinco por ciento (35%).
Pérdida anatómica o funcional del pulgar de la mano derecha: veinticinco por
ciento (25%).
Pérdida anatómica o funcional del pulgar y de cualquier otro dedo de la mano de—

recha: treinta por ciento (35%).
Pérdida anatómica o funcional de todos los dedos de la mano derecha: cincuenta

por ciento (50%).
Anquilosis por artritis post—traumática de cualquiera de las articulaciones inter—

falangianas o de las metacarpofalangianas de los dedos de los dedos de la mano
derecha, con excepción del pulgar: cinco por ciento (5%).
Luxación irreductible metacarpo—falangiana de cualquier dedo de la mano dere—

cha, con excepción del pulgar: cinco por ciento (5%).
Fractura mal consolidada de cualquier metacarpiano de la mano derecha, con re—

percusión sobre la fisiología del dedo correspondiente: cinco por ciento (5%).
Fractura mal consolidada de varios metacarpianos derechos, con leve repercusión
sobre la fisiología de la mano: quince por ciento (15%).

. Fractura mal consolidada de varios metacarpianos derechos, con grave repercu—
sión sobre la fisiología de la mano: treinta por ciento (30%).
Luxación irreductible metacarpo—falangiana del pulgar de la mano derecha: diez

por ciento (10%).
Anquilosis por artritis post-traumática de la articulación interfalangiana o de la

metacarpo—falangiana del pulgar de la mano derecha: diez por ciento (10%).
Fractura defectuosamente consolidada de los huesos del puño derecho, sin an—

quilosis pero con leve alteración de la fisiología del puño o de la mano: diez por
ciento (10%).
Fractura defectuosamente consolidada de los huesos del antebrazo derecho, pero
sin complicaciones graves sobre la fisiología del antebrazo, del puño o de la mano:
quince por ciento (15%).
Enfermedad de Dupuytren, benigna de la mano derecha (contracción de la apo—

neurosis palmar, de origen traumático): diez por ciento (10%).
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Fractura mal consolidada de varios metacarpianos de la mano derecha con leve
alteración de la fisiología de la mano: quince por ciento (15%).
Fractura de Colles, mal consolidada, del antebrazo derecho: dieciocho por cien—

to (18%).
Fractura mal consolidada de los huesos del codo derecho sin anquilosis _v con leve
limitación del juego de la articulación: veinte por ciento (20%).
Fractura mal consolidada de la clavícula o de los huesos del hombro derecho, con
repercusión leve sobre la ñsiología de la articulación: veinte por ciento (209'ó).

. Luxación recidivante del hombro derecho, de origen traumático: dieciocho por
ciento (18%).

. Fractura mal consolidada de los huesos del antebrazo derecho, con abolición de
los movimientos de supinación y pronación: veinticuatro por ciento (24%).

. Anquilosis por osteoartritis de la articulación del puño derecho: veinticinco por
ciento (25%).

. Limitación de los movimientos del codo derecho por luxación o fractura: treinta
por ciento (30%),
Parálisis de los nervios mediano o cubital derechos, producida por fracturas com—

plicadas o por neuritis traumáticas, que ocasionan la parálisis de la región corres—
pondiente de la mano: treinta y cinco por ciento (35%).
Anquilosis del codo derecho, en buena posición: treinta y cinco por ciento
(35%).

. Pseudo artrosis por fracturas de los huesos del antebrazo derecho: treinta _v ocho
por ciento (38%).

. Parálisis de los nervios mediano y cubital derechos, producida por fracturas com—

plicadas o por neuritis traumáticas, que ocasionan la parálisis de la mano: cuaren—
ta y cinco por ciento (45%).

. Anquilosis de la articulación del codo izquierdo, en mala posición por osteoartri—
tis traumática: cuarenta _v cinco por ciento (45%).

. Anquilosis de la articulación del hombro derecho, por osteaoartritis traumática:
treinta por ciento (30%).

. Luxación irreductible del hombro derecho: cuarenta _v cinco por ciento (45%).

. Pseudo artrosis por fractura del húmero derecho: cincuenta por ciento (5000).
. Pérdida anatómica, por amputación quirúrgica o traumática, por sección de la re—

gión palmar de la mano derecha: cincuenta y cinco por ciento (55%).
. Pérdida anatómica, por amputación quirúrgica 0 traumática de toda la mano de—

recha: cincuenta _v nueve por ciento (59%).
Parálisis del nervio radial derecho, producida por neuritis traumática, luxación
mal corregida del hombro, callos viciosos de las fracturas del húmero, que ocasio—

nan la parálisis de la región correspondiente del antebrazo y de la mano: sesenta
por ciento (60%).
Amputación quirúrgica o traumática del antebrazo derecho, a nivel de su tercio
medio: sesenta y cinco por ciento (65%).
Pérdida anatómica de la mano y todo el antebrazo derechos hasta el codo: setenta
y cinco por ciento (75%).
Pérdida anatómica de todo el miembro superior derecho: ochenta por ciento
(80%).

GRUPO V. MIEMBROS INFERIORES
Pérdida anatómica de un artejo del pie derecho o izquierdo, con excepción
del grueso artei0: dos por ciento (2%). (La pérdida de un segmento de arteio
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solamente se asimilará a la pérdida total cuando comprenda la uña y las partes
blandas y óseas).
Pérdida anatómica de dos (2) arteios del pie derecho o izquierdo, con excepción
del grueso artejo: ocho por ciento (8%).
Pérdida anatómica de tres (3) artejos del pie derecho o izquierdo, con excepción
del grueso artejo: doce por ciento (12%).
Pérdida anatómica de cuatro (4) arteios del pie derecho o izquierdo, con excep—

ción del grueso artejo: dieciocho por ciento (18%).
Pérdida anatómica del grueso artejo del pie derecho o izquierdo: cinco por cien—

to (5%).
Pérdida anatómica o funcional del grueso arteio y de cualquier otro artejo del pie
derecho o izquierdo: diez por ciento (10%).
Pérdida anatómica o funcional del grueso artejo y de dos (2) arteios más del pie
derecho o izquierdo: catorce por ciento (14%).
Pérdida anatómica o funcional del grueso artejo y tres (3) artejos más del pie de—

recho o izquierdo: diecinueve por ciento (19%).
Pérdida de cinco (5) arteios del pie derecho o izquierdo: veinticinco por ciento

(25%).
Pérdida parcial del pie derecho o izquierdo, por amputación quirúrgica o trau—

mática, a nivel de la articulación tarso—metatarsiana: treinta y cinco por ciento

(35%).
Pérdida parcial del pie derecho o izquierdo, por amputación quirúrgica o traumá—

tica, a nivel de la articulación mediotarsiana: cuarenta por ciento (40%).
Pérdida anatómica completa del pie derecho o izquierdo: cincuenta por ciento

(50%).
Disminución leve de los movimientos de la articulación del cuello del pie derecho

o izquierdo, por fractura o artritis post—traumática: cinco por ciento (5%).
Fractura de Dupuytren, defectuosamente consolidada, con repercusión leve so—

bre los movimientos del pie derecho o izquierdo: cinco por ciento (5%).
. Retracción incompleta del tendón de Aquiles, izquierdo o derecho: cinco por
ciento (5%).
Anquilosis por osteoartritis post—traumática de la articulación del cuello del pie
derecho o izquierdo: quince por ciento (15%).
Sección completa del tendón de Aquiles derecho o izquierdo: veinticinco por
ciento (25%).
Sección de los tendones de la pierna derecha o izquierda, con defectuosa posición
del pie: treinta por ciento (30%).
Callo exuberante y doloroso de una fractura de los huesos de la pierna derecha o

izquierda, sin lesiones articulares funcionales del pie: cinco por ciento (5%).
Acortamiento de la pierna derecha o izquierda, de uno a cuatro centímetros, por
fractura mal consolidada, sin lesiones articulares ni atrofia muscular marcada:

quince por ciento (15%).
Fractura mal consolidada de la pierna derecha o izquierda, con defectuosa posi—

ción del pie: treinta por ciento (30%).
Amputación quirúrgica o traumática de la pierna derecha o izquierda, sin intere—

sar la rodilla: cincuenta y cinco por ciento (SSº/o).
Limitación de los movimientos de la rodilla derecha o izquierda, por luxación o

fractura: veinte por ciento (20%).
Anquilosis por osteoartritis traumática de la rodilla derecha o izquierda, en buena
posición: treinta por ciento (30%).
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. Anquilosis de la rodilla derecha o izquierda. por osteoartritis traumática en mala
posición: cuarenta y cinco por ciento (45%).
Acortamiento de más de cuatro centímetros del miembro inferior derecho o iz—

quierdo, por fractura consolidada en mala posición: veinticinco por ciento (25%).
Parálisis del nervio crural derecho o izquierdo, por sección o por neuritis traumá—
tica, que produce la parálisis de la región correspondiente del muslo y de la pier—

na: treinta y cinco por ciento (35%).
Parálisis del nervio ciático, derecho o izquierdo por sección o por neuritis trau—

mática que produce la parálisis de la región correspondiente de la pierna _v el pie:
cuarenta y cinco por ciento (45%).
Pseudo artrosis del fémur derecho o izquierdo, consecutiva a una fractura: cua—

renta _v cinco por ciento (45%).
Pérdida anatómica del miembro inferior derecho o izquierdo, por amputación a
nivel del tercio medio del muslo: setenta por ciento (70%).
Pérdida anatómica del miembro inferior derecho o izquierdo, por amputación
completa: ochenta por ciento (80%).
Pérdida anatómica de los dos miembros inferiores: noventa _v ocho por ciento
(98%).
Pérdida anatómica de uno de los miembros inferiores _v del miembro superior iz—

quierdo: noventa y cinco por ciento (95%).
Pérdida anatómica de uno de los miembros inferiores _v del miembro superior de—

recho: cien por ciento (100%).

A los porcentajes de disminución de la capacidad laboral, anotados en los Grupos
de la Tabla anterior, corresponderán las siguientes indemnizaciones:

De uno a tres por ciento (l—3º/o): un (1) mes.
De cuatro a ocho por ciento (4—8º/o): dos (2) meses.
De nueve a trece por ciento (9—13º/o): tres (3) meses.
De catorce a dieciocho por ciento (14—18º/o): cuatro (4) meses.
De diecinueve a veintitrés por ciento (l9—23º/o): cinco (5) meses.
De veinticuatro a veintiocho por ciento (24—28%): seis (6) meses.
De veintinueve a treinta _v tres por ciento (29—33º/ó): siete (7) meses.
De treinta y cuatro a treinta y nueve por ciento (34—39º/o): ocho (8) meses.
De treinta y nueve a cuarenta y tres por ciento (39—43%): nueve (9) meses.
De cuarenta _v cuatro a cuarenta y ocho por ciento (44—48%): diez (10) meses.
De cuarenta y nueve a cincuenta y tres por ciento (49—53%): once (l 1) meses.
De cincuenta y cuatro a cincuenta y ocho por ciento (54—58%): doce (12) meses.
De cincuenta y nueve a sesenta y tres por ciento (59—63%): trece (13) meses.
De sesenta _v cuatro a sesenta y ocho por ciento (64—68%)1 catorce (14) meses.
De sesenta y nueve a setenta _v dos por ciento (69—72%): quince (15) meses.
De setenta y tres a setenta _v cinco por ciento (73—750'o): dieciséis (16) meses.
De setenta y seis a setenta y ocho por ciento (73—78%): diecisiete (17) meses.
De setenta y nueve a ochenta y uno por ciento (79—819r'0): dieciocho (18) meses.
De ochenta _v dos a ochenta y cuatro por ciento (82—84%): diecinueve (19) meses
De ochenta y cinco a ochenta y siete por ciento (SS—87%): veinte (20) meses.
De ochenta y ocho a noventa por ciento (88—909'0): veintiún (21) meses.
De noventa _v uno a noventa y tres por ciento (91—93%): veintidós (22) meses.
De noventa _v cuatro a noventa y seis por ciento (94—96%): veintitrés (23) meses.
De noventa y siete a cien por ciento (97—100%): veinticuatro (24) meses.
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2. Esta Tabla podrá ser modificada o adicionada, en cualquier tiempo por el Gobierno.

Artículo 212: Aplicación de la Tabla. En la aplicación de la Tabla adoptada en el Artículo
anterior se tendrán en cuenta las siguientes reglas:
1. Cuando el trabajador padezca varias lesiones por causa de un accidente, que no es—

tén clasificadas conjuntamente en ninguno de los grupos, se acumulan las presta—

ciones, pero sin que la cuantía total exceda de veintitrés (23) meses de salario.

Cuando el accidentado compruebe ser zurdo, se invierten las anotaciones de la Ta—

bla, en razón de esa circunstancia.
Cuando la lesión o perturbación funcional tenga influencia especial sobre el oficio

habitual del trabajador, la prestación puede ser aumentada, pero sin que la cuantía
total exceda de veinticuatro (24) meses de salario, y el aumento se hará por los mé—

dicos de la Oñcina Nacional de Medicina e Higiene Industrial, previo estudio del

grado de alteración de la habilidad profesional del lesionado.
Artículo 213: Casos no comprendidos en la Tabla.

Los casos no comprendidos en la Tabla adoptada en el Artículo 21] serán califica—

dos por los médicos de la Oñcina Nacional de Medicina e Higiene Industrial, y en su
defecto por los médicos legistas, teniendo en cuenta la analogía que puedan presentar
con las lesiones clasificadas en la Tabla y la incapacidad real del lesionado.

Artículo 214: Pago de la prestación por muerte.
1. La calidad de beneñciario de la prestación establecida en el ordinal e del Artículo

206 se demuestra mediante la prestación de las copias de las partidas eclesiásticas 0

registros civiles o de las pruebas supletorias que admite la Ley, más una informa—

ción sumaria de testigos que acrediten quiénes son los únicos beneñciarios, decla—

rándolos por su número y nombres precisos y la razón de serlo. Comprobada así

dicha calidad y hecho el pago a quienes resulten beneñciarios, el íempleador] res—

pectivo se considera exonerado de su obligación, y en caso de que posteriormente
aparecieren otros beneficiarios, aquellos que hubieren recibido el valor de la pres—

tación están solidariamente obligados a satisfacer a los nuevos beneficiarios las cuo—

tas que les correspondan.
Antes de hacerse el pago de la prestación el (empleador)— que la hubiera reconoci—

do debe dar aviso público, con treinta (30) días de anticipación, indicando el nom—

bre del fallecido y de las personas que se hubieren acreditado como beneficiarios.
Tal aviso debe darse en la prensa del lugar por dos veces a lo menos, y en donde no
existieren publicaciones periódicas, por medio de una nota al Alcalde del Munici—

pio, quien la dará a conocer por bando en dos (2) días de concurso. Este aviso tiene

por objeto permitir que todo posible beneñciario se presente a reclamar.
En el caso del último inciso del ordinal e del Artículo 206, la dependencia econó—

mica se acredita por los medios probatorios ordinarios.
Artículo 215: Muerte posterior al accidente o enfermedad.

1. Cuando la muerte del trabajador ocurriere como consecuencia y efecto natural del
accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, dentro de los dos (2) años
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siguientes a la ocurrencia del accidente o al diagnóstico de la enfermedad, el (em—

pleador) a cuyo servicio se realizó el riesgo debe pagar la prestación por muerte,
pero las sumas que se hubieren pagado por razón de la incapacidad permanente,
total o parcial, se descontarán de la prestación por muerte.

2. Cuando el trabajador hubiere recibido indemnización por gran invalidez, no habrá
lugar al pago de la prestación por muerte.

3. No se aplica el inciso 1”, cuando el trabajador falleciere estando asegurado por
cuenta de otra empresa.

Artículo 216: Seguro de vida como prestación por muerte. En lugar de la prestación a que
se refiere el ordinal 6 del Artículo 206, el patrono obligado al pago del seguro de vida
colectivo, sólo debe a los beneficiarios de ese seguro, como prestación por la muerte
del trabajador, el valor doblado del seguro de vida, hasta un máximo de treinta y seis

(36) meses de salario, sin exceder de cuatro mil pesos (84.000), quedando así exento de
toda otra prestación por incapacidad o muerte por razón de accidente, enfermedad y

seguro de vida.
Artículo 217: Estado anterior de salud. La existencia de una entidad patológica anterior

(idiosincrasia, taras, discrasias, intoxicaciones, enfermedades crónicas, etcétera), no es

causa para la disminución de la prestación.
Artículo 218: Culpa del empleador. Cuando exista culpa suficiente comprobada del (em—

pleador)— en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, está
obligado a la indemnización total y ordinaria por perjuicios pero del monto de ella

debe descontarse el valor de las prestaciones en dinero pagadas en razón de las normas
consagradas en este Capítulo.

Artículo 219: Calificación de incapacidades.
l. Los facultativos contratados por los íempleadores) están obligados:

a. Al realizarse el accidente, o al diagnosticarse la enfermedad profesional, a cer—

tificar si el trabajador queda 0 no incapacitado para continuar desempeñando
sus labores; y

b. Al terminar la atención médica, a calificar la incapacidad que pueda resultar.
En caso de la muerte, a expedir el certificado de defunción dictaminado en él

sobre la relación de casualidad entre la enfermedad profesional o accidente y
la muerte.

2. Si el (empleador), el trabajador, o las personas beneñciarias de la prestación no
aceptaren la certificación médica de que se trata en el presente Artículo, puede so—

licitar, sobre los puntos que rechazan, el dictamen de los médicos de la Oficina Na—

cional de Medicina 6 Higiene Industrial, o, en su defecto, de los médicos legistas.
Tal dictamen es de obligatoria aceptación.

Artículo 220: Salario base para las prestaciones.
1. Para el pago de las prestaciones en dinero establecidas en este Capítulo, debe to—

marse en cuenta el salario que tenga asignado el trabajador en el momento de rea—

lizarse el accidente o de diagnosticarse la enfermedad.
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2. Si el salario no fuere fijo, se toma en cuenta el promedio de lo devengado por el tra—

bajador en el año de servicios anterior al accidente o la enfermedad, o todo el tiem—

po de trabajo si fuere menor.
Artículo 221: Seguro por riesgos profesionales. El (empleador) puede asegurar, íntegramen—

te a su cargo, en una compañía de seguros, los riesgos por accidentes de trabajo y enfer—

medad profesional de sus trabajadores; pero en todo caso, el íempleador) es quien debe
al trabajador o a sus beneficiarios las prestaciones que en este Capítulo se establecen.

Artículo 222: Aviso al Juez sobre la ocurrencia del accidente.
1. Para los efectos de información en la controversia a que pueda dar lugar el acci—

dente, cualquiera que sean sus consecuencias, el íempleadorj debe dar un aviso

suscrito por él o quien lo represente, al Juez del Trabajo del lugar, o en su defecto
al juez Municipal, donde conste el día, hora y lugar del accidente, como se produ—

jo, quienes lo presenciaron, el nombre de la víctima, el salario que devengaba el día
del accidente y la descripción de la lesión o perturbación, firmada por el facultati—

vo que asista al trabajador.
2. La información de que se trata este Artículo debe darse dentro de los ocho (8) días

siguientes al de la ocurrencia del accidente.
Artículo 223: Aviso que debe dar el accidentado.

Todo trabajador que sufra un accidente de trabajo esta en la obligación de dar in—

mediatamente aviso al (empleador)— o a su representante. El (empleador; no es res—

ponsable de la agravación de que se presente en las lesiones o perturbaciones, por
razón de no haber dado el trabajador este aviso o haberlo demorado sin justa causa.

Artículo 224: Revisión de la calificación. Dentro de los tres (3) años subsiguientes a la ocu—

rrencia del accidente o al diagnóstico de la enfermedad profesional, y en caso de inca—

pacidad permanente parcial, el trabajador puede solicitar la revisión de la calificación
de la incapacidad si ésta se ha agravado, a efecto de obtener el aumento de la prestación

que corresponda al grado de agravación de la incapacidad primitivamente ñjada.
Artículo 225: Exoneración del pago.

1. Las normas de este Capítulo no se aplican:
a. A la industria puramente familiar, que es aquella en la cual sólo trabajan el jefe

de familia, su cónyuge y sus descendientes;
b. A los trabajadores accidentales o transitorios;

A los talleres de artesanos que, trabajando personalmente en su establecimien—

to, no ocupen más de cinco trabajadores extraños a su familia. Si son seis o más
los trabajadores extraños a la familia del artesano, el taller entra en la clasifica—

ción de los artículos 226 a 228, según su capital;
d. Al servicio doméstico.

2. En las actividades mencionadas en el presente Artículo, los (empleadores)— sólo es—

tán en la obligación de prestar los primeros auxilios y suministrar el tratamiento y
las medicinas de urgencia en caso de accidente de trabajo 0 ataque súbito de enfer—

medad profesional.
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Artículo 226: Empresas de capital inferior a diez mil pesos (310.000). Las empresas de
capital inferior a diez mil pesos (310.000), no están obligadas por las normas de este
Capítulo; pero en caso de accidente de trabajo o ataque súbito de enfermedad profesio—

nal, están en la obligación de prestar los primeros auxilios y suministrar el tratamiento

y medicinas de urgencia, así como los medios necesarios para el traslado del trabaja—

dor al puesto de socorro, hospital o servicio médico más cercano. También están en la

obligación de pagar las dos terceras partes del salario en los casos de incapacidad tem—

poral, hasta por tres (3) meses.
Artículo 227: Empresas de capital mayor de diez mil pesos (810.000) y menos de cin—

cuenta mil pesos (350.000). Las empresas de capital igual o superior a diez mil pesos
(310.000) y menor de cincuenta mil pesos (350.000) no están obligadas por las normas
de este Capítulo, pero en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional tienen
las obligaciones establecidas en el Artículo anterior y la de suministrar la asistencia de

que trata el ordinal lº del Artículo 206, hasta por seis (6) meses.
Artículo 228: Empresas de capital mayor de cincuenta mil pesos (550.000) y menor de

ciento veinticinco mil pesos (8125.000). Las empresas cuyo capital sea o exceda de cin—

cuenta mil pesos (350.000), sin pasar de ciento veinticinco mil pesos (8125.000), están
obligadas a las prestaciones completas de que tratan los ordinales lº y 2º, letra a del
Artículo 206 y a las establecidas en el ordinal 2”, letras b a e del mismo Artículo, pero
disminuidas en un cincuenta por ciento (50%). Esta disminución se aplica también en
el caso del Artículo 216.

Capítulo III: auxilio monetario por enfermedad no profesional
Artículo 229: Valor del auxilio. En caso de incapacidad comprobada para desempeñar sus

labores, ocasionada por enfermedad no profesional, el trabajador tiene derecho a que
el (empleador) le pague un auxilio monetario hasta por ciento ochenta (180) días, así:
las dos terceras partes del salario durante los primeros noventa (90) días y la mitad del
salario por el tiempo restante.

Artículo 230: Salario variable. En caso del que el trabajador no devengue salario fijo, para
pagar el auxilio por enfermedad a que se refiere este Capítulo se tiene como base el

promedio de lo devengado en el año de servicio anterior a la fecha en cual empezó la

incapacidad, o en todo el tiempo de servicios si no alcanzare a un año.

Artículo 231: Excepciones. Las normas de este Capítulo no se aplican:
a. A la industria puramente familiar;
b. A los trabajadores accidentales o transitorios;
c. A los artesanos que, trabajando personalmente en su establecimiento, no ocupen

más de cinco trabajadores permanentes extraños a su familia;
d. A los criados domésticos, los cuales tienen derecho a la asistencia médica )“ farma—

céutica corriente en caso de cualquier enfermedad y al pago integro de su salario en
caso de incapacidad para desempeñar sus labores a consecuencia de enfermedad,
todo hasta por un mes.
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Capítulo IY: calzado y overoles para trabajadores
Artículo 232: Suministro de calzado y vestido de labor.

]. Todo patrono que habitualmente ocupe uno o más trabajadores permanentes, debe

suministrar cada seis (6) meses, en los días 30 de junio y 20 de diciembre, en forma

gratuita, un par de zapatos de cuero o caucho, a todo trabajador cuya remuneración

sea inferior a ciento veintiún pesos (3121) mensuales.

2. Tiene derecho a esta prestación el trabajador que al vencimiento de cada período

semestral haya cumplido más de tres (3) meses al servicio del patrono.

Artículo 233: Consideración de hijos otras personas. Al trabajador de remuneración su—

perior a ciento veintiún pesos ($121) y que tenga hijos o personas a cuya subsistencia

deba atender, según la Ley, y atienda efectivamente, se le toma en cuenta la cantidad

de siete pesos (37) por cada uno de sus hijos o de tales personas, y esa suma se resta de

su salario. Si la cantidad restante resultare inferior a ciento veintiún pesos ($121) men—

suales, el trabajador disfruta de las prestaciones establecidas en el Artículo anterior.

Artículo 234: Suministro de overoles. Todo patrono que habitualmente ocupe uno o más

trabajadores permanentes debe suministrar cada seis (6) meses, los días 30 de junio y

20 de diciembre, en forma gratuita, un overol o vestido adecuado para el trabajo que

desempeñe, a todo trabajador que se halle en las condiciones de salario a que se refie—

ren los dos artículos anteriores.

Artículo 235: Uso de los zapatos y overoles. El trabajador queda obligado a destinar a su

uso personal el calzado y los overoles que le suministre el patrono, y en el caso de que

así no lo hiciere, éste quedará eximido de hacerle el suministro por el período semes—

tral siguiente.
Artículo 236: Prohibición de la compensación en dinero. Queda prohibido a los (emplea—

dores) pagar en dinero las prestaciones establecidas en este Capítulo.

Artículo 237: Reglamentación. El Ministerio del Trabajo reglamentará la forma como los

(empleadores) deben cumplir con las prestaciones establecidas en este Capítulo _v la

manera como deben acreditar ese cumplimiento.

Capítulo V: protección a la maternidad
y protección de menores

Artículo 238: Descanso remunerado en la época del parto.
1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una licencia de ocho (8)

semanas en la época de parto, remunerada con el salario que devengue al entrar a

disfrutar del descanso.
2. Si se tratare de un salario que no sea fijo, como en el caso de trabajo a destajo o por ta—

rea, se toma en cuenta el salario promedio devengado por la trabajadora en el último

año de servicios, o en todo el tiempo si fuere menor.
3. Para los efectos de la licencia de que trata este Artículo, la trabajadora debe presentar

al patrono un certificado médico, en el cual debe constar:

a. El estado de embarazo de la trabajadora;
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b. La indicación del día probable del parto; y
c. La indicación del día desde el cual debe empezar la licencia, teniendo en cuen—

ta que, por lo menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto.
Artículo 239: Descanso remunerado en caso de aborto.

1.

b.

La trabajadora que en el curso del embarazo sufra un aborto o parto prematuro no
viable, tiene derecho a una licencia de dos o cuatro semanas, remunerada con el sa—

lario que devengaba en el momento de iniciarse el descanso. Si el parto es viable, se
aplica lo establecido en el Artículo anterior.
Para disfrutar de la licencia de que trata este Artículo, la trabajadora debe presentar
al (empleador) un certificado médico sobre lo siguiente:
La afirmación de que la trabajadora ha sufrido un aborto o parto prematuro, indi—
cando el día en que haya tenido lugar; y
La indicación del tiempo de reposo que necesita la trabajadora.

Artículo 240: Descanso remunerado durante la lactancia.
1.

b.)

El patrono está en la obligación de conceder a la trabajadora dos (2) descansos, de
veinte (20) minutos cada uno, dentro de la jornada, para amamantar a su hijo, sin
descuento alguno en el salario por dicho concepto, durante los primeros seis (6)
meses de edad.
El (empleador) está en la obligación de conceder más descansos que los estableci—
dos en el inciso anterior si la trabajadora presenta certiñcado médico en el cual se
expongan las razones que justifiquen ese mayor número de descansos.
Para dar cumplimiento a la obligación consagrada en este Artículo, los patronos de—

ben establecer en un local contiguo a aquel en donde la mujer trabaja, una sala de
lactancia o un lugar apropiado para guardar al niño.
Los (empleadores) pueden contratar con las instituciones de protección infantil el
servicio de que trata el inciso anterior.

Artículo 241: Prohibición de despedir.
l.
2.

Ninguna trabajadora puede ser despedida por motivo de embarazo o lactancia.
Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de embarazo o lactancia,
cuando ha tenido lugar dentro del período del embarazo o dentro de los tres (3)
meses posteriores al parto, _v sin la autorización de las autoridades de que trata el
Artículo siguiente.
La trabajadora despedida sin autorización de la autoridad tiene derecho al pago de
una indemnización equivalente a los salarios de sesenta (60) días, fuera de las in—

demnizaciones _v prestaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de
trabajo, y además, al pago de las ocho (8) semanas de descanso remunerado de que
trata este Capítulo, si no lo ha tomado.

Artículo 242: Permiso para despedir.
]. Para poder despedir a una trabajadora durante el período de embarazo o los tres

(3) meses posteriores al parto, el [empleador] necesita la autorización del Inspec—
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tor de Trabajo, o del Alcalde Municipal en los lugares en donde no existiere aquel

funcionario.
2. El permiso de que trata este Artículo sólo puede concederse con el fundamento en

alguna de las causas que tiene el (empleador)— para dar por terminado el contrato

de trabajo y que se enumeran en los artículos 63 y 64. Antes de resolver, el funcio-

nario debe oír a la trabajadora y practicar todas las pruebas conducentes solicita—

das por las partes.
3. Cuando sea un Alcalde Municipal quien conozca de la solicitud de permiso, su

Providencia tiene carácter provisional y debe ser revisada por el Inspector de Tra—

bajo residente en el lugar más cercano.
Artículo 243: Conservación del puesto. El patrono está obligado a conservar el puesto a la

trabajadora que esté disfrutando de los descansos remunerados de que trata este Capí—

tulo, o que se encuentre incapacitada por enfermedad relacionada con el embarazo.

Artículo 244: Trabajos prohibidos. Queda prohibido emplear mujeres embarazadas y me—

nores de dieciséis (16) años en trabajos peligrosos, insalubres, o que requieran grandes

esfuerzos. Igualmente queda prohibido emplear mujeres embarazadas en los trabajos

nocturnos que se prolonguen por más de cinco (5) horas.

Artículo 245: Incumplimiento. En caso de que el empleador no cumpla con la obligación

de otorgar los descansos remunerados de que tratan los artículos 238 y 239, la trabaja—

dora tiene derecho, como indemnización, al doble de la remuneración de los descan—

sos no concedidos.
Artículo 246: Certiñcados médicos. A solicitud de la trabajadora interesada, los certificados

médicos necesarios según este Capítulo deben ser expedidos gratuitamente por los mé—

dicos de la Oñcina Nacional de Medicina e Higiene Industrial y por los de todas las en—

tidades de Higiene, de carácter oficial.

Artículo 247: Sala—cunas.

1. En las empresas en donde presten servicios más de cincuenta trabajadoras, el pa—

trono está en la obligación de fundar y sostener una sala—cuna destinada a los hijos

menores de dos (2) años de dichas trabajadoras.
2. Los patronos de distintas fábricas pueden asociarse para establecer sala—cunas

centrales.
3. Las sala—cunas de que trata este Artículo deben tener servicio médico y enfermera

permanente para el cuidado y alimentación de los niños y están bajo la vigilancia

de los ministerios de Trabajo e Higiene, a los cuales deben rendir todos los infor—

mes que les sean solicitados.
4. Los patronos pueden celebrar contratos con los centros de Protección Infantil de

carácter oficial7 para que presten a los hijos de sus trabajadoras los servicios de que

trata este Artículo.
Artículo 248: Cómputo del Número de trabajadoras. Para el cómputo del número de

trabajadoras de que trata el Artículo anterior se tomará en cuenta el total de las que
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presten sus servicios en una misma empresa, aun cuando el trabajo se desarrolle en
distintos establecimientos o locales de un mismo lugar.

Capítulo VI: gastos de entierro del trabajador
Artículo 249: Regla general. Todo íempleadorj está obligado a pagar los gastos de entierro

de cualquiera de sus trabajadores hasta una suma equivalente al salario del último mes.
Este precepto no se aplica a los trabajadores accidentales o transitorios.

Artículo 250: Salario variable En caso de que el trabajador no tuviere salario fijo se aplica
la norma del Artículo 230.

Capítulo VII: auxilio de cesantía
Artículo 251: Regla general. Todo (empleador) está obligado a pagar a sus trabajadores, y

a las demás personas que se indican en este Capítulo, al terminar el contrato de traba—
jo, como auxilio de cesantía, un mes de salario por cada año de servicios _v proporcio—
nalmente por fracción de año.

Artículo 252: Pérdida del derecho.
1. El trabajador perderá el derecho de auxilio de cesantías cuando el contrato de tra—

bajo termina por alguna de las siguientes causas:
a. Todo acto delictuoso cometido contra el íempleador]— o sus parientes dentro

del segundo grado de consanguinidad y primero en añnidad, o el personal di—

rectivo de la empresa;
b. Todo daño material grave causado intencionalmente a los ediñcios, obras, ma—

quinaria y materias primas, instrumentos _v demás objetos relacionados con el
trabajo;

c. El que el trabajador revele los secretos técnicos o comerciales o dé a conocer
asuntos de carácter reservado, con perjuicio grave para la empresa.

2. En estos casos el (empleador) podrá abstenerse de efectuar el pago correspondien—
te hasta que la Justicia decida.

Artículo 253: Excepciones a la regla general. El Artículo 251 no se aplica:
a. A la industria puramente familiar;
b. A los trabajadores accidentales o transitorios;
c. A los artesanos que, trabajando personalmente en su establecimiento, no ocupen

más de cinco trabajadores permanentes extraños a su familia.
Artículo 254: Cesantía restringida.

1. Los trabajadores del servicio doméstico, los de empresas industriales de capital in—

ferior a veinte mil pesos (520.000) y los de empresas agrícolas, ganaderas o foresta—
les de capital inferior a sesenta mil pesos (860.000) tienen derecho a un auxilio de
cesantía equivalente a quince (15) días de salario por cada año de servicios y pro—

porcionalmente por fracciones de año; pero en lo demás quedan sujetos a las nor—

mas sobre este auxilio.
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2. Para la liquidación de cesantía de los trabajadores del servicio doméstico sólo se

computará el salario que reciban en dinero.
3. Eltiempo servido antes del lº de enero de 1951 por todos aquellos trabajadores que

tuvieron restringido el derecho de cesantía en virtud de la legislación vigente hasta

esa fecha, se liquidará de acuerdo con dicha legislación.

Artículo 255: Retención. En caso de delitos contra el patrono o contra directores o traba—

jadores del establecimiento por causa o con ocasión del trabajo, así como en el caso de

graves daños causados al patrono o al establecimiento, el patrono puede retener el co—

rrespondiente auxilio de cesantía hasta que la Justicia decida sobre la indemnización

que el trabajador deba pagar, a la cual se aplica en primer término el auxilio retenido.

Artículo 256: Salario base de liquidación.
1. Para liquidar el auxilio de cesantía se toma como base el último salario mensual de—

vengado por el trabajador. Los aumentos de salario que se hagan a partir de la vigen—

cia de este Código sólo afectarán el cómputo de la cesantía durante los tres (3) años

anteriores a la fecha de cada aumento.
2. En los salarios variables se entenderá que ha habido aumento cuando el promedio

mensual de lo devengado por el trabajador en un año es superior al promedio de lo

devengado en el año inmediatamente anterior.

Artículo 257: Prohibición de pagos parciales. Se prohíbe a los empleadores efectuar pagos

parciales del auxilio de cesantías antes de la terminación del contrato de trabajo, salvo

en los casos expresamente autorizados, y si los efectuaren perderán las sumas pagadas,

sin que puedan repetir lo pagado.
Artículo 258: Excepciones de la regla anterior.

1. No obstante lo dispuesto en el Artículo anterior, los trabajadores tienen derecho a

que se les pague definitivamente su auxilio de cesantía, por todo el tiempo de servi—

cios prestados, aun antes de la terminación del contrato de trabajo y sin que por ello

se produzca su extinción, siempre y cuando hayan prestado sus servicios a un mismo

patrono durante seis (6) años o más.

2. Después de efectuado el pago parcial y definitivo del auxilio de cesantía de conformi—

dad con el inciso lº de este Artículo, el trabajador vuelve a adquirir el derecho al pago
de esta prestación en los mismos términos, cada vez que tenga seis (6) o más años de

servicio prestado al mismo patrono.
3. En todo caso, las partes pueden acordar el pago parcial y definitivo del auxilio de

cesantía, cuando el trabajador cumpla un período de tres (3) años de servicio.

4. El pago del auxilio de cesantía que se haga de conformidad con este Artículo no
está sujeto a posterior revisión; salvo en los casos de error, siendo entendido que

por el tiempo que comprenda esa liquidación, el patrono queda exonerado de toda

obligación para con el trabajador en cuanto a cesantía.

Artículo 259: Trabajadores llamados a filas. Los trabajadores que entren a prestar servi—

cio militar, por llamamiento ordinario 0 en virtud de convocatoria de reservas, tienen

derecho a que se les liquide )“ pague parcial y definitivamente el auxilio de cesantía,
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cualquiera que sea el tiempo de trabajo y sin que se extinga su contrato conforme a lo
dispuesto en el ordinal Sº del Artículo 52.

Artículo 260: Financiación de viviendas.
1. Los traba'adores odrán exi ir el afro arcial de su auxilio de cesantía ara la ad—] p o p

quisición, mejora o liberación de bienes raíces destinados a su vivienda, siempre
que dicho pago se efectúe por un valor no mayor del requerido para tales efectos.
Los atronos ueden hacer réstamos a sus traba'adores sobre el auxilio de cesan—P P P ]

tía para los mismos fines.

Los réstamos antici os v a os a ue se refiere este Artículo deben ser a roba—) p . g º

dos or el res ectivo Ins ector de Traba'o v en su defecto or el Alcalde Munici—P a .
pal, previa demostración de que van a ser dedicados a los ñnes que en el inciso 1”

se enumeran.
Artículo 261: Patrimonio de familia. Las casas de habitación adquiridas por el trabajador

antes o dentro de la vigencia de este Código, con el auxilio de cesantía, en todo o en
parte, no constituyen por ese solo hecho patrimonio familiar inembargable.

Artículo 262: Muerte del trabajador. Cuando el trabajador muera sin que se le haya paga—
do el valor del auxilio trienal de la cesantía ya consolidado de que trata el Artículo 251,
dicho auxilio se pagará a las personas enumeradas en el ordinal e del Artículo 206 en el
orden de exclusión _v preferencia que allí se indica y previa la presentación de pruebas
y publicación de avisos establecidos en el Artículo 214.

Artículo 263: Liquidación especial por servicios anteriores a este Código. Respecto del
auxilio de cesantía por trabajo anterior ala vigencia de este Código se procederá a ha—

cer una liquidación especial según las siguientes reglas:
1. Todo patrono debe liquidar la cesantía de todos sus trabajadores al día anterior a

aquel en que entró en vigencia este Código, como si en ese día se hubiesen extin—

guido todos los contratos de trabajo por retiro voluntario del trabajador, y aplican—
do en cada caso el estatuto o estatutos que en ese momento correspondan.
La liquidación de cesantía de los trabajadores del servicio doméstico también debe
efectuarse aun por lapsos inferiores a cinco (5) años de trabajo, estimando sus con—
tratos como terminados por despido injustificado.
Esta liquidación no pone fin a los contratos de trabajo existentes, ni hace exigible
en ese momento la suma determinada como cesantía, la que se pagará a la termi—
nación del respectivo contrato o antes cuando lo acuerden las partes o en los casos
del Artículo 200.

Título IX: prestaciones patronales especiales

Capítulo 1: introducción
Artículo 264: Regla general.

1. Los íempleadores) o empresas que se determinan en el presente Título deben pa—

gar a los trabajadores, además de las prestaciones comunes, las especiales que aquí
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se establecen y conforme a la reglamentación de cada una de ellas en su respecti—

vo Capítulo.
2. Las pensiones de jubilación, el auxilio de invalidez y el seguro de vida colectivo

obligatorio dejarán de estar a cargo de los »íempleadores) cuando el riesgo corres—

pondiente sea asumido por el Instituto de los Seguros Sociales, de acuerdo con la

Ley y dentro de los reglamentos que dicte el mismo Instituto.

Capítulo II: pensión de jubilación
Artículo 265: Derecho a pensión.

1. Todo trabajador que preste servicios a una misma empresa de capital de ochocien—

tos mil pesos ($800.000) o superior, que llegue o haya llegado a los cincuenta y cin—

co (55) años de edad, si es varón, o a los cincuenta (50) años si es mujer, después de

veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la

vigencia de este Código, tiene derecho a una pensión mensual vitalicia de jubilación

o pensión de vejez.
2. El trabajador que se retire o sea retirado del servicio sin haber cumplido la edad

expresada tiene derecho a la pensión al llegar a dicha edad, siempre que haya cum—

plido el requisito de los veinte (20) años de servicio.

Artículo 266: Congrua subsistencia.
l. Se entiende que el trabajador dispone de medios suficientes para su congrua subsis—

tencia cuando deriva 0 llega a derivar renta de su propio peculio o por su propia acti—

vidad en cuantía igual o mayor a la de la pensión de jubilación que le corresponda o

llegara a corresponderle. En estos casos el trabajador no tiene derecho a la pensión o

puede suspenderse su pago hasta cuando se demuestre que los motivos de la suspen—

sión han desaparecido.
2. No se toma en cuenta para los efectos de este Artículo el solo uso o goce de la casa

propia del trabajador.
Artículo 267: Congelación del salario base. Si después de veinte (20) años de servicios con—

tinuos o discontinuos, se mantiene prórroga o renueva el respectivo contrato de traba—

jo, las modiñcaciones que tenga el salario durante el período posterior no se toman en

cuenta para el cómputo de la pensión de jubilación, sino solamente para efectos de la li—

quidación de la cesantía correspondiente.
Artículo 268: Valor.

1. La pensión de jubilación o vejez consiste en un porcentaje del promedio mensual

del salario devengado por el trabajadores los seis (6) últimos años, de acuerdo con
la siguiente Tabla:

TABLA PARA LIQUIDAR LA PENSIÓN
DE JL'BILACIÓN o VEJEZ

A un salario promedio mensual hasta de cien pesos (5100), corresponde el ochen—

tay cinco por ciento (85%) como pensión mensual.
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A un salario promedio mensual excedente de cien pesos (3100) hasta trescientos
pesos (5300), corresponde el ochenta por ciento (80%) como pensión mensual.

A un salario promedio mensual excedente de trescientos pesos (5300) has—
ta quinientos pesos (5500), corresponde el setenta por ciento (70%) como pensión
mensual.

A un salario promedio mensual excedente de quinientos pesos (5500) hasta
ochocientos pesos (8800), corresponde el sesenta por ciento (60%) como pensión
mensual.

A un salario promedio mensual excedente de ochocientos pesos (8800) hasta mil
pesos (81.000), corresponde el cincuenta y cinco por ciento (55%) como pensión
mensual.

A un salario promedio mensual excedente de mil pesos (81.000) hasta mil qui—
nientos pesos (81.500), corresponde el cuarenta y cinco por ciento (45%) como pen—
sión mensual.

2. La pensión mensual vitalicia de jubilación o vejez no podrá en ningún caso ser infe—

rior a sesenta pesos (860) ni exceder de seiscientos pesos (8600).
Artículo 269: Desde cuándo se debe. La pensión vitalicia de jubilación se debe desde la fe—

cha en que el trabajador la solicite, siempre que en esa fecha reúna los requisitos del
Artículo 265. Si la solicitud la hace cuando esté al servicio de la empresa sólo se deberá
la pensión desde el día de su retiro.

Artículo 270: Procedimiento. Las empresas obligadas a pagar jubilación deben señalar en
reglamento especial el procedimiento para obtener el reconocimiento de la pensión,
las condiciones exigidas por este Código para tener derecho a ella y la Tabla que en este
mismo Estatuto se ñja para determinar su monto.

Artículo 271: Archivos de las empresas.
1. Las empresas obligadas al pago de la jubilación deben conservar en sus archivos los

datos que permitan establecer de manera precisa el tiempo de servicio de sus tra—

bajadores y los salarios devengados.
2. Cuando los archivos hayan desaparecido o cuando no sea posible probar con ellos el

tiempo de servicio o el salario, es admisible para aprobarlos cualquiera otra prueba
reconocida porla Le_v, la que debe producirse ante el]uez del Trabajo competente,
a solicitud escrita del interesado y con intervención de la empresa respectiva.

Artículo 272: Prueba de la supervivencia. La empresa puede exigir, para hacer el pago de
la pensión, la presentación personal del jubilado, a menos que se halle imposibilitado
por enfermedad debidamente comprobada, o que se encuentre en lugar distinto del
domicilio de la empresa, en cuyo caso puede exigir previamente que se compruebe la
supervivencia del jubilado, acreditada por un certificado del Alcalde del )Iunicipio
donde resida.

Artículo 273: Incompatibilidad con trabajos remunerados. El pago de la pensión de jubila—
ción es incompatible con la prestación de servicios personales a otro patrono y con el des—

empeño de empleos o cargos públicos remunerados. Si no obstante se presta el servicio,
el pago de la pensión debe suspenderse por todo el tiempo que ese nuevo trabajo dure.



Anexo normativa

Artículo 274: Concurrencia con cesantía.

l. La pensión de jubilación y la cesantía de períodos consolidados no son incompatibles.

2. Cuando se hayan hecho anticipos, liquidaciones parciales o préstamos que corres—

pondan a períodos no consolidados en el momento del retiro del trabajador, éste

debe devolver la suma recibida por esos conceptos en cuotas mensuales equivalen—

tes al veinte por ciento (20%) de cada pensión mensual.

Artículo 275: Pensión después de quince (15) años de servicio.

1. Todo trabajador comprendido por este Capítulo que sea despedido sin justa causa

después de quince (15) años de servicios continuos o discontinuos, anteriores o poste—

riores a la vigencia de este Código, tiene derecho a que su patrono le pague una pen—

sión mensual vitalicia equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) de la pensión

de jubilación que le hubiere correspondido en caso de reunir todos los requisitos para

gozar de esta última.
2. Esta pensión especial principia a pagarse cuando el trabajador despedido llegue a

los cincuenta (50) años de edad, pero su derecho a ella debe reclamarlo dentro del

término de un año contado a partir del despido.
Articulo 276: Ferroviarios. Lo dispuesto en este Capítulo no se aplica a los trabajadores

ferroviarios que en cuanto a jubilación se regirán por el Estatuto especial que poste—

riormente se dicte. Mientras tanto, continúan rigiendo las disposiciones vigentes en

la actualidad.
Artículo 277: Trabajadores bancarios. Los servicios prestados a distintas empresas banca—

rias se acumularán para el cómputo del tiempo en relación con la jubilación en dichas

empresas y el pago de la pensión correspondiente se distribuirá entre éstas en propor—

ción al tiempo de servicio y al salario o remuneración devengados en cada una.

Artículo 278: Radiooperadores. Los radiooperadores que presten servicios a los patronos

de que trata este Capítulo tienen derecho a la pensión de jubilación aquí regulada,

después de veinte (20) años continuos o discontinuos de trabajo, cualquiera que sea su

edad, pero los servicios en dicho lapso deben haber sido prestados en la actividad de

operador de radio exclusivamente.

Artículo 279: Otras excepciones. Lo dispuesto en elArtículo anterior se aplica a los aviador-es

de empresas comerciales, a los trabajadores de empresas mineras que presten sus servi—

cios en socavones, y a los dedicados a labores que realicen a temperaturas anormales.

Artículo 280: Pensión con quince (15) años de servicio y cincuenta (50) años de edad. Los

trabajadores que hayan servido no menos de quince (15) años continuos en las activi—

dades indicadas en los dos artículos anteriores, tienen derecho a la jubilación al llegar

a los cincuenta (50) años de edad, siempre que en esa fecha se encuentren al servicio

de la respectiva empresa.
Artículo 281: Excepción especial.

1. Los profesionales y ayudantes de establecimientos particulares dedicados al trata—

miento de la tuberculosis tienen derecho a la pensión de jubilación cumplir quince

(15) años de servicios continuos, cualquiera que sea su edad.
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2. Si el servicio ha sido discontinuo la pensión se reconoce después de haber com—
pletado veinte (20) años de servicio _v cincuenta (50) años de edad.

Artículo 282: Noción de continuidad. La continuidad o discontinuidad a que aluden los
artículos 278, 279, 280 y 281, no se refiere al contrato de trabajo sino a la actividad o
profesión de que se trate.

Artículo 283: Suspensión y retención. El pago de la pensión puede suspenderse, _v retener—
se las sumas que correspondan, en los casos de delitos contra el (empleador? o contra
los directores o trabajadores del establecimiento, por causa o con ocasión del trabajo,
así como en los casos de graves daños causados al (empleador), establecimiento o em—

presa, hasta que la justicia decida sobre la indemnización que el trabajador debe pagar,
a la cual se le aplicará en primer término el valor de las pensiones causadas _v que se
causen, hasta su cancelación total.

Artículo 284: Pensión en caso de muerte.
1.

U]

La viuda y los hijos menores de dieciocho (18) años de los jubilados que fallezcan
tienen derecho a recibir la mitad de la respectiva pensión durante dos (2) años,
contados desde la fecha del fallecimiento cuando el trabajador ha_va adquirido el
derecho dentro de las normas de este Código, lo esté disfrutando en el momento
de la muerte, y siempre que aquellas personas no dispongan de medios suñcientes
para su congrua subsistencia.
Esta pensión se distribuye así: en concurrencia de viuda con hijos, la primera reci—
be una mitad y los segundos la otra mitad; si hay hijos naturales, cada uno de éstos
lleva la mitad de la cuota de uno legítimo; a falta de hijos todo corresponde al cón—
yuge, y en defecto de éste, todo corresponde a los hijos.
A falta de viuda _v de huérfanos, tienen derecho por mitades, a la pensión de que
trata este Artículo, los padres o los hermanos inválidos o las hermanas solteras del
fallecido, siempre que no disfruten de medios suficientes para su congrua subsis—
tencia y hayan dependido exclusivamente del jubilado.
La cuota del grupo que falte pasa al otro, y el beneficiario único de un grupo lleva
todo lo de éste.

Los beneficiarios de que trata este Artículo gozarán de este derecho con la sola
comprobación del parentesco mediante las copias de las respectivas partidas civiles
o eclesiásticas _v la prueba sumaria de que llenan los demás requisitos.

Artículo 285: Seguros. Autorícese a las empresas obligadas al pago de la jubilación de que
trata este Capítulo para que contraten el pago de las pensiones de jubilación con compa—
ñías aseguradoras de reconocida solvencia, establecidas en el país )" aceptadas por la Su—

perintendencia Bancaria, pero la responsabilidad de esta obligación queda, en todo caso
a cargo del respectivo patrono.

Capítulo III: auxilio de invalidez
Artículo 286: Derecho al auxilio. Todo trabajador que preste servicios a una empresa de

capital de ochocientos mil pesos (5800000) o superior durante quince (15) años o más,



Anexo normativo

continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de este Código, que sea

declarado inválido, tiene derecho a la pensión de invalidez según las disposiciones si—

guientes, a los tres (3) últimos años de servicio sean continuos o discontinuos.

Artículo 287: Deñnición. Se entiende por inválido, para los efectos del auxilio consagra—

do en el Artículo anterior, el trabajador que por enfermedad no profesional o lesión

distinta de accidente de trabajo o por debilitamiento de las condiciones fisicas o inte—

lectuales, no provocados intencionalmente, se encuentre incapacitado para procurarse

una remuneración mayor de un tercio de la que estuviere devengando al sobrevenirle

la invalidez.
Artículo 288: Clasificación. La invalidez puede ser temporal o permanente como en los

casos de accidente de trabajo y enfermedad profesional, según los cuatro (4) primeros

ordinales del Artículo 205.

Artículo 289: Prestaciones.
l. El auxilio de invalidez consiste:

a. En asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria, en la forma pre—

vista en el ordinal lº del Artículo 205.

Además, en las siguientes prestaciones en dinero, según el caso:

i.

iii.

iv.

En caso de invalidez temporal, dos terceras partes del salario ordinario

mientras dure esa incapacidad _v hasta por seis (6) meses;
En caso de invalidez permanente parcial, a una suma de uno (1) a diez (10)

meses de salario que graduará el médico al calificar la invalidez;

En caso de invalidez permanente total, sin que el trabajador haya llegado a

los cincuenta (50) años de edad, tendrá derecho a una pensión mensual de

invalidez equivalente a la mitad del salario promedio mensual del último

año, hasta por treinta (30) meses y mientras la invalidez subsista.

En caso de gran invalidez, el trabajador tendrá derecho, a una pensión

mensual de invalidez equivalente a la de jubilación o vejez, cualquiera que

sea su edad, durante treinta (30) meses. Si cumple cincuenta y cinco (55)

años de edad dentro de este tiempo, la pensión se convertirá en pensión de

jubilación o vejez.
2. Si al sobrevenir la invalidez hubiere llegado o pasare de cincuenta (50) años de

edad, la pensión mensual de invalidez será igual a la jubilación o vejez, cualquiera

que sea su edad, durante treinta (30) meses. Si cumpliere cincuenta y cinco (55)

años de edad, dentro de este tiempo, la pensión se convertirá en pensión de jubila-

ción o vejez.
Articulo 290: Valor de la pensión. La pensión mensual de invalidez no podrá en ningún

caso ser inferior a sesenta pesos ($60) ni exceder de seiscientos pesos (3600).

Artículo 291: Declaratoria y calificación. Para la declaratoria de invalidez y su calificación

se procede en la misma forma que para los casos de enfermedades profesionales en lo

pertinente.
Articulo 292: Pago de la pensión.
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1. La pensión de invalidez se paga provisionalmente durante el primer año de incapa—
cidad, pudiendo examinarse periódicamente al inválido con el fin de descubrir las
incapacidades en evolución, evitar la simulación y controlar su permanencia. Ven—

cido ese año se practicará examen médico _v cesará la pensión si el inválido ha recu—
perado más de la tercera parte de su primitiva capacidad de ganancia.

2. Sin embargo, puede cancelarse la pensión en cualquier tiempo en que se demues—
tre que el inválido ha recuperado más de la tercera parte de su primitiva capacidad
de ganancia.

Artículo 293: Tratamiento obligatorio.
1. Es obligatorio para el trabajador el tratamiento médico prescrito, especialmente el

quirúrgico, cuando de acuerdo con la apreciación médica conduzca a la curación.
2. La renuncia injustiñcada a cumplir con las prescripciones médicas priva del auxi—

lio correspondiente.
Artículo 294: Recuperación o reeducación.

]. La empresa puede procurar la recuperación o reeducación de sus trabajadores in—

válidos, a su costo, a fm de habilitarlos para desempeñar oñcios compatibles con su
categoría anterior en la misma empresa, con su estado de salud _v con sus fuerzas y
aptitudes y para obtener una remuneración igual a la de ocupaciones semejantes en
la misma empresa o en la región.

2. El suministro de aparato de ortopedia y prótesis sólo es obligatorio cuando con—
duzca, según dictamen médico, a la recuperación o reeducación total o parcial del
trabajador.

3. Si lograda la recuperación o reeducación, según dictamen médico, el interesado se
niega a trabajar en la empresa, en las condiciones establecidas en el inciso 1“, o si se
opone a la recuperación o reeducación, se extingue el derecho al auxilio de invalidez…

Artículo 295: Incompatibilidad con el auxilio por enfermedad. Al declararse por el médico
el estado de invalidez, cesan las prestaciones por enfermedad y empezarán a pagarse
las correspondientes al auxilio de invalidez.

Artículo 296: Incompatibilidad con cesantía y jubilación. La pensión de invalidez excluye
la cesantía de períodos no consolidados y la pensión de jubilación.

Artículo 297: Congrua subsistencia. El auxilio de invalidez en dinero no se debe cuando el
inválido disponga de medios suficientes para su congrua subsistencia, como se prevé
para la jubilación en el Artículo 266.

Capítulo IV: escuelas y especialización
Artículo 298: Escuelas primarias. Las empresas de capital de ochocientos mil pesos

($800.000) o superior, están obligadas a establecer _v sostener escuelas primarias para
los hijos de sus trabajadores cuando los lugares de los trabajos estén situados a más de
dos (2) kilómetros de las poblaciones en donde funcionen las escuelas oficiales y siem—

pre que en dichos sitios hayan al menos veinte (20) de esos niños en edad escolar.
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Artículo 299: Estudios de especialización técnica. Las empresas de que trata el Articulo an—

terior están obligadas a costear permanentemente estudios de especialización técnica

relacionados con su actividad característica, en establecimientos nacionales o extran—

jeros, a sus trabajadores o a los hijos de éstos a razón de uno (1) por cada quinientos

(500) trabajadores o fracción superior a doscientos cincuenta (250).

Artículo 300: Escuelas de alfabetización. Toda empresa está obligada a establecer y sostener

una escuela de alfabetización por cada cuarenta (40) niños, hijos de sus trabajadores.

Artículo 301: Reglamentación. El Gobierno dictará las medidas necesarias para el cumpli—

miento de las disposiciones del presente Capítulo.

Capítulo V: seguro de vida colectivo obligatorio
Artículo 302: Empresas obligadas. Toda empresa de carácter permanente que tenga una

nómina de salario de mil pesos (851.000) mensuales o mayor, debe efectuar a su cargo el

seguro de vida colectivo de todos sus trabajadores, excepto de los ocasionales o transi—

torios, y cubrir el riesgo de la muerte sea cualquiera la causa que la produzca.

Artículo 303: Nómina. Para los efectos del Artículo anterior, se toma en cuenta el prome—

dio mensual de la nómina de salarios en el año anterior al fallecimiento del trabajador,

y en caso de lapso menor de actividades de la empresa, el promedio mensual de sala—

rios en ese tiempo.
Articulo 304: Carácter permanente. Se entiende que una empresa tiene carácter perma—

nente cuando su finalidad es la de desarrollar actividades estables o de larga duración,

cuando menos por un tiempo no inferior a un año.

Artículo 305: Valor. El valor del seguro de cada trabajador es igual a un mes de salario por

cada año de servicios, continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la vigencia de

este Código, liquidado en la misma forma como se liquida el valor del auxilio de cesan—

tía, sin que sea inferior en ningún caso a doce (12) meses de salario ni superior a veinti—

cuatro (24) meses, ni exceda de doce mil pesos (312.000), salvo en el caso de muerte por
accidente de trabajo o enfermedad profesional de que trata el Artículo 216.

Artículo 306: Beneficiarios.
Son beneficiarios forzosos del seguro de vida la viuda y los hijos menores de die—

ciocho (18) años del trabajador fallecido, y, a falta de viuda y huérfanos, los padres y

los hermanos menores de dieciocho (18) años, siempre que hubieren dependido exclu—

sivamente del asegurado, todo de acuerdo con las siguientes reglas:
1. La viuda recibirá la mitad del seguro y los hijos legítimos y naturales, la otra mitad,

concurriendo cada uno de estos últimos con la mitad de la cuota de uno legitimo.
Si no hubiere viuda, el seguro corresponderá a los hijos legítimos y naturales, en la

proporción indicada. Si no hubiere hijos menores de dieciocho (18) años, llevará el

valor del seguro la viuda.
2. A falta de Viuda e hijos, el seguro se dividirá por partes iguales entre los padres le—

gítimos o naturales y los hermanos legítimos menores de dieciocho (18) años, siem—

pre que hubieren dependido económicamente y de modo exclusivo del asegurado.

461



462 Los sindímtox )! la asigna¿ºián del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

3. Si no concurriere ninguno de los beneficiarios forzosos, el seguro se pagará al be—

neficiario o beneñciarios, que el trabajador habrá designado y en su defecto a quien
probare que dependía económicamente del trabajador fallecido, si además fuere
menor de dieciocho (18) años o estuviere incapacitado en forma permanente para
trabajar. Si hubiere varias personas en estas circunstancias, la indemnización se di—

vidirá entre ellas por partes iguales.
Artículo 307: Demostración del carácter del beneficiario y pago del seguro.

La demostración del carácter de beneficiario y el pago del seguro se harán en la
siguiente forma:
1. El carácter de beneficiario del seguro se acreditará mediante la presentación de las

copias de las respectivas partidas eclesiásticas o de los registros civiles que acredi—

tan el parentesco, o con las pruebas supletorias que admite la Ley, más una infor—

mación sumaria de testigos que demuestre quiénes son los únicos beneñciarios, de—

clarándolos por su número _V nombre y la razón de serlo.
Si se trata de beneficiarios designados libremente, se acreditará su carácter de tales
con la designación que hubiere hecho al asegurado, según el Artículo 312, y con
una información sumaria de testigos que establezca la inexistencia de beneñciarios
forzosos.
En el caso de beneficiarios por razón de dependencia económica del asegurado,
su edad se acreditará con las copias de las partidas eclesiásticas o civiles o con las
pruebas supletorias legales, y su dependencia económica del asegurado fallecido,
con una información sumaria de testigos.
Establecida la calidad de beneficiario, por cualquiera de los medios indicados en
este Artículo, la empresa dará un aviso público en el que conste el nombre del tra—

bajador fallecido y el de las personas que se hayan presentado a reclamar el valor
del seguro y la calidad en que lo hacen, con el fin de permitir que todo posible be—

neficiario se presente a reclamar.
Este aviso debe darse en uno de los periódicos del domicilio de la empresa por dos
veces a lo menos, o en donde no existieren publicaciones periódicas, por medio de
una nota dirigida al Alcalde .Municipal, quien la dará a conocer por bando en dos
(2) días de concurso.
Treinta (30) días después de la fecha del segundo aviso sin que dentro de este térmi—

no se hubieren presentado otros reclamantes ni controversias sobre derecho al segu—
ro, la empresa pagará su valor a quienes hayan acreditado se carácter de beneficiarios,
quedando exonerada de la obligación.
En caso de que posteriormente aparecieren otros beneficiarios, quienes hubieren
recibido el valor del seguro están obligados a satisfacer a los nuevos beneficiarios
las cuotas que les correspondan.

Artículo 308: Controversias entre beneficiarios. Cuando durante el término del aviso o em—

plazamiento que la empresa debe efectuar para hacer el pago, según el Articulo ante—
rior, se suscitaren controversias acerca del derecho de los reclamantes, promovidas por
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personas que acrediten ser beneficiarios del seguro, la empresa sólo estará obligada a

hacer el pago cuando se le presente en copia debidamente autenticada la Sentencia ju—

dicial definitiva que haya decidido a quién corresponde el valor del seguro.

Artículo 309: Causas de exclusión. No tienen derecho al seguro los descendientes del tra—

bajador, desheredados conforme a la Ley civil, ni la viuda que haya dado lugar al di—

vorcio o que antes del pago del seguro haya pasado a otras nupcias.

Artículo 310: Coexistencia de seguros. Si el trabajador fallecido figurare como asegurado

por dos o más empresas, sin que existan varios contratos de trabajo, sólo aquella en

donde prestaba sus servicios al tiempo de la muerte o la última en donde los prestó,

está obligada al pago del seguro.
Artículo 311: Cesación del seguro.

A la terminación del contrato de trabajo cesa la obligación del seguro, salvo en los

casos siguientes:
a. Si el contrato termina por el despido injusto o estando afectado el trabajador de en—

fermedad no profesional, la obligación de reconocer y pagar el seguro se extiende

hasta tres (3) meses después de la extinción del contrato; y

b. Si termina por accidente de trabajo o estando el trabajador afectado de enfermedad

profesional, el seguro se extiende hasta seis (6) meses después de la terminación.

Artículo 312: Designación de beneficiarios.
1. Cuando su trabajador entre al servicio de una empresa de las obligadas al seguro

de vida y tenga derecho a esta prestación, debe indicar por escrito y ante testigos

el nombre o los nombres de los beneficiarios forzosos del seguro, según el Artículo

306, y en defecto de éstos, el de la persona o personas a quienes designe volunta—

riamente y la proporción en que los instituye.
2. El asegurado puede cambiar el beneficiario o beneñciarios no forzosos, en cual—

quier momento, antes de la terminación del contrato de trabajo,

Artículo 313: La empresa como aseguradora.
1. Las empresas que estén obligadas al seguro de vida sus trabajadores pueden asu—

mir el carácter de aseguradoras de todos ellos cuando su capital no sea inferior a

cien mil pesos ($100.000) y siempre que obtengan permiso previo del Ministerio

del Trabajo.
2. Este permiso sólo se concederá después de una información completa acerca de la

capacidad financiera y la seriedad de la empresa y una vez que ésta otorgue cau—

ción ante la autoridad administrativa del trabajo y por el monto que el Ministerio

del ramo señale, para responder por el pago de los seguros que deban cubrirse. La

resolución que concede el permiso se publicará en el Diario Oficial, dentro de los

noventa (90) días siguientes, y sólo surte efecto a partir de esa publicación.

3. Las empresas que estén autorizadas para asumir el carácter de aseguradoras de sus

trabajadores, tienen la obligación de permitir a las autoridades del trabajo la revi-

sión de las cuentas relativas al pago de seguros debidos, y, si omiten el pago opor—

tuno de uno de éstos, se les suspenderá la autorización correspondiente, además
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de la imposición de las sanciones pecuniarias a que haya lugar de acuerdo con este
Código, y, en caso necesario, el Ministerio del Trabajo les hará efectiva la caución
constituida.

Artículo 314: Sustitución de permisos anteriores. Las empresas que al entrar en vigencia
este Código tengan autorización para asumir el carácter de asegurados de sus traba—

jadores, deben presentar solicitud de nuevo permiso dentro de los seis (6) primeros
meses de esa vigencia, para poder continuar con tal carácter. Si no formularen esta 50—

licitud, el Ministerio del Trabajo puede declarar cancelado el permiso.
Artículo 315: Seguro en compañías.

Salvo en los casos en que la empresa obligada al seguro esté autorizada para asu—

mirlo directamente, su pago se contratará en una compañía de seguros y a favor de la
empresa que esté obligada a esta prestación, pero ocurrida la muerte de uno de los ase—

gurados el valor del seguro se pagará directamente por la empresa al beneficiario o a los
beneñciarios, la cual cobrará de la compañía de seguro el valor correspondiente.

Artículo 316: Certificado.
1. Las empresas que estén obligadas al pago del seguro deben expedir a cada uno de

sus trabajadores un certificado sobre lo siguiente:
a. Fecha de su expedición.
b. La obligación de pagar el seguro.
0. Si la empresa está debidamente autorizada para constituirse en aseguradora,

el número y fecha de la resolución administrativa correspondiente, o, en caso
contrario, el nombre de la compañía aseguradora )“ el número _v fecha de la
póliza colectiva.

d. Nombre del trabajador asegurado y fecha de su ingreso a la empresa, expre—
sando claramente día, mes y año.

e. Bases para liquidación del seguro de acuerdo con el Artículo 305.
Nombre del beneficiario 0 de los beneficiarios forzosos o, a falta de éstos, de
quienes designe el trabajador, indicando las cuotas o proporción que seña—
le a cada uno cuando los beneficiarios designados libremente sean varios, y
además, el nombre o los nombres de quienes dependan económicamente del
asegurado y que se encuentren en las condiciones de que trata el Artículo 306
en su último inciso. Si no se expresare por el trabajador el nombre el nombre
de los beneficiarios o de alguno de alguno de ellos, así se hará constar en el
certificado.

g. Prohibición de negociar o ceder el seguro sin perjuicio de su pignoración para
la ñnanciación de vivienda, como se establece en el Artículo siguiente.

h. Extinción del seguro a la terminación del contrato, salvo en los casos y por el
tiempo señalado en el Artículo 311.

2. Este certiñcado se extiende al papel común, se firma por el (empleador) o su re—

presentante, el asegurado y los testigos, en dos ejemplares, uno para la empresa y
el otro para el asegurado, _v no está sujeto a impuesto de timbre nacional.
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Artículo 317: Pignoración para vivienda. El trabajador puede dar su seguro de vida en ga—

rantía de préstamos que le otorgue la empresa para financiación de su vivienda, y en

este caso se aplicarán también las disposiciones del Artículo 260.

Artículo 318: Muerte por accidente o enfermedad profesional. En caso de que un trabaja—

dor con derecho al seguro de vida fallezca por enfermedad profesional o accidente de

trabajo, se pagará exclusivamente la suma determinada en el Artículo 216.

Capítulo VI: prima de servicios
Artículo 319: Incompatibilidad con la cesantía. El seguro de vida es incompatible con el

auxilio de cesantía de períodos no consolidados.
Artículo 320: Principio general.

1. Toda empresa de carácter permanente está obligada a pagar a cada uno de sus tra—

bajadores, excepto a los ocasionales o transitorios, como prestación especial, una

prima de servicios, así:

a. Las de capital de doscientos mil pesos ($200.000) o superior, un mes de sa—

lario pagadero por semestres del calendario, en la siguiente forma: una quin—

cena el último día de junio y otra quincena en los primeros veinte días de di—

ciembre, a quienes hubieren trabajado o trabajaren todo el respectivo semes—

tre, 0 proporcionalmente al tiempo trabajado, siempre que hubieren servido

por lo menos la mitad del semestre respectivo y no hubieren sido despedidos

por justa causa; y
b. Las de capital menor de doscientos mil pesos ($200.000), quince (15) días de

salario, pagadero en la siguiente forma: una semana el último día de junio y

otra semana en los primeros veinte (20) días de diciembre, pagadero por se—

mestres del calendario, a quienes hubieren trabajado o trabajaren todo el res—

pectivo semestre; 0 proporcionalmente al tiempo trabajado. Siempre que hu—

bieren servido por lo menos la mitad del semestre respectivo y no hubieren

sido despedidos por justa causa.
2. Esta prima de servicios sustituye la participación de utilidades y la prima de bene—

ficios que estableció la legislación anterior.

Artículo 321: Carácter jurídico. La prima anual no es salario, ni se computará como factor

del salario en ningún caso.

Artículo 322: Primas convencionales y reglamentarias. Las empresas que por pactos, con—

venciones colectivas, Fallos Arbitrales o reglamentos de trabajos estén obligadas a co—

nocer a sus trabajadores primas anuales o primas de navidad, tendrán derecho a que el

valor de estas primas, se impute a la obligación de que trata el presente Capítulo, pero
si la prima de servicios fuere mayor deberán pagar el complemento.

Capítulo VII: trabajadores de la construcción
Artículo 323: Deñniciones. Para los efectos del presente Capítulo se entiende por obras o

actividades de construcción las que tiene por objeto construir cualquier clase de casas
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o ediñcios y las inherentes a esa construcción, excepto su conservación o reparación; y
por valor de la obra o actividad, el valor de su presupuesto o de su costo total estima—

do pericialmente.
Artículo 324: Cesantía y vacaciones. A los trabajadores de obras o actividades de construc—

ción cuyo valor exceda de diez pesos ($10) se les reconocerá el auxilio de cesantía _v las

vacaciones, así:
a. El auxilio de cesantía por todo el tiempo servido, a razón de tres (3) dias de salario

por cada mes completo de trabajo, siempre que se haya servido siquiera un mes, _v

debe pagarse a la terminación del contrato por cualquier causa; y
b. Las vacaciones remuneradas de quince (15) días hábiles y consecutivos por cada

año de servicios, )“ proporcionalmente por fracciones de año, cuando se haya traba—

jado por lo menos un mes.
Artículo 325: Asistencia médica. Los trabajadores de que trata el Artículo anterior gozarán

de asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria por enfermedad no pro—

fesional que ocurra durante la ejecución del contrato de trabajo, hasta por tres (3) me—

ses, además del auxilio monetario correspondiente. Esta asistencia sólo se debe desde
cuando la prescriba el médico del (empleador) o empresa, y, en su defecto, un médi—

co oñcial.
Artículo 326: Empresas constructoras. Los trabajadores de empresas constructoras gozan

de los derechos consagrados en el presente Capítulo, sea cual fuere el valor de la obra
o actividad.

Artículo 327: Suspensión del trabajo por lluvia.
1. Debe suspenderse el trabajo a la intemperie en las obras o labores de construcción

en casos de lluvia que impliquen peligro para la salud del trabajador, salvo en las

que no sean susceptibles de interrupción a juicio del (empleador), empresario o
contratista.

2. La suspensión del trabajo de que trata este Artículo no da lugar a reducción de sa—

lario, pero puede exigirse trabajo bajo cubierta durante este tiempo o compensa—
ción posterior del tiempo perdido, sin exceder el límite máximo de horas semanales
fijado en este Código y sin que esta compensación constituya trabajo suplementa—
rio o de horas extras.

Capítulo VIII: trabajadores de empresas de petróleos
Artículo 328: Campo de aplicación. Las disposiciones del presente Capítulo obligan a las

empresas de petróleos solamente en los trabajos que se realicen en lugares alejados de
centros urbanos.

Artículo 329: Habitaciones y saneamiento.
]. En los lugares de exploración y explotación de petróleo el íempleador,1 está en la

obligación construir habitaciones para sus trabajadores, con carácter transitorio
o permanente según la actividad que se desarrolle, v de acuerdo con los precep—
tos higiénicos que dicte la Oficina Nacional de Medicinas e Higiene Industrial del
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Ministerio del Trabajo, tomando en cuenta las condiciones especiales que exijan
el clima y el suelo de cada región y la profilaxis de las enfermedades endémicas y

epidémicas.
2. Esta obligación comprende también el saneamiento del suelo en los lugares en

donde sea necesario.
Artículo 330: Alimentación. Costo de vida. Las empresas de petróleos deben suministrar a

sus trabajadores, en los lugares de exploración y explotación, alimentación sana y su—

ficiente, 0 el salario que sea necesario para obtenerla, de acuerdo con su precio en cada

región. La alimentación que se suministre en especie se computará como parte del sa—

lario y su valor se estimará en los contratos de trabajo, en las libretas o certificados que
expida el (empleador).

Artículo 331: Asistencia médica. Las mismas empresas están obligadas a sostener un mé—

dico en ejercicio legal de la profesión, si el número de sus trabajadores, durante un

período mayor de un (1) mes, no pasa de cuatrocientos (400) y uno (1) más por cada

cuatrocientos (400) trabajadores o fracción mayor de doscientos (200).

Artículo 332: Hospitales e higiene.
1. Las empresas constituirán en los centros permanentes de labores uno o varios hos—

pitales, de acuerdo con el número de trabajadores y de familiares inscritos, con
dotación de elementos modernos de cirugía, laboratorios, rayos X y farmacia, con

provisión suñciente de drogas para atender las necesidades de los enfermos que se

presenten, y con servicio aislado para enfermos infectocontagiosos.
2. Los médicos organizarán los servicios del consultorio externo, puestos profilácti—

cos y de socorro, de laboratorio y farmacia, y estudiarán la naturaleza de las afec—

ciones dominantes.
3. Estos hospitales quedan sujetos a la inspección periódica del Ministerio del Traba—

jo, por conducto de la Oficina Nacional de Medicina e Higiene Industrial.

4. En dichos establecimientos se llevarán libros de estadística, en los que se anotará

el movimiento completo de los enfermos, diagnósticos, tratamientos, operacio—

nes que se practiquen, etcétera. Copias de tales estadísticas se enviarán mensual—

mente al Ministerio expresado y por el mismo conducto, según los modelos que
se prescriban.

Artículo 333: Hospitalización. Las empresas están obligadas a hospitalizar a todos los tra—

bajadores que lo necesiten.
Artículo 334: Enfermos no hospitalizados. Los médicos de las empresas atenderán a los

trabajadores enfermos que no requieren hospitalización, en los consultorios externos,
en los puestos de socorro o en el domicilio de los enfermos, de acuerdo con la regla—

mentación que establezca la dirección científica de la empresa, basada en las necesida—

des del servicio.
Artículo 335: Medidas profilácticas.

1. Las empresas, por conducto de los médicos y demás personal sanitario, pondrán
en práctica las medidas proñlácticas ordenadas por el Ministerio del Trabajo,
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Oñcina Nacional de Medicina e Higiene Industrial para combatir el paludismo,
anemia tropical, disentería, pian y demás endemias tropicales, y las enfermedades
llamadas sociales, y para evitar por los medios científicos modernos la viruela, la
ñebre amarilla, la difteria, la ñebre tifoidea, _v demás enfermedades evitables por
la vacunación.
Con el ñn de evitar que ingresen a trabajar individuos que padezcan enfermedades
infecto—contagiosas, se practicará por cuenta de la compañía un examen médico,
clínico y de laboratorio, a todo el personal que haya de ser contratado. El estado de
salud del trabajador, al tiempo del examen de admisión, se hará constar en formu—
lario especial, y una copia de tal constancia se dará al trabajador y otra se enviará
al Ministerio mencionado.

Artículo 336: Prestaciones en caso de incapacidad.
1. En caso de incapacidad para trabajar por enfermedad no profesional o por lesión

distinta de accidente de trabajo, según dictamen médico, las empresas de petróleos
tienen las siguientes obligaciones:
a. Prestar a sus trabajadores atención médica completa hasta por seis (6) meses,

sin que puedan despedirlos dentro de ese período mientras la atención médica
sea necesaria; _v

b. Pagarles dentro de ese tiempo el auxilio monetario por enfermedad de que
trata el Artículo 229.

Si vencidos estos seis (6) meses, el trabajador permaneciere incapacitado _v requi—

riere la continuación del tratamiento, las empresas pueden optar entre una de estas
alternativas:
a. Continuar prestando al trabajador la atención médica sin auxilio en dinero por

todo el tiempo que los médicos la consideren necesaria para la curación y re—

capacitación del trabajador; o
b. Dar por terminado el contrato de trabajo, mediante el pago de las prestacio—

nes sociales correspondientes hasta ese momento, más una indemnización de
dos (2) meses de salario como mínimo y de doce (12) como máximo, de acuer—

do con el grado de incapacidad real del paciente, según el dictamen que haga
el médico.

La incapacidad de que trata este Artículo es la ocurrida durante la vigencia del
contrato de trabajo, de modo que las deficiencias orgánicas que haya presentado el
trabajador al ingresar a la empresa y que se hayan hecho constar en el examen mé—

dico de admisión no darán derecho a la indemnización sino exclusivamente a asis—

tencia médica cuando se agraven al servicio de la empresa.
Artículo 337: Negativa al tratamiento. En caso de que el incapacitado se niegue, sin motivo

justificado, a someterse a las prescripciones médicas, o cuando insistiere en la violación
de los reglamentos de higiene de la empresa, puede darse por terminado su contrato
sin derecho a la indemnización por incapacidad ni al auxilio en metálico de enferme—

dad, y sólo mediante el pago de sus prestaciones sociales.
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Artículo 338: Enfermedades venéreas. En los casos de enfermedades venéreas en estado

agudo, de trabajadores de empresas de petróleos, no hay derecho al auxilio monetario

de que trata el Artículo 330.

Artículo 339: Comisiones de conciliación y arbitraje. En las empresas en donde existan

Comisiones de Conciliación y Arbitraje, la determinación y clasificación de una inca—

pacidad se hará con base en el dictamen del médico industrial asesor de la Comisión.

Artículo 340: Incompatibilidad con el auxilio de invalidez. El auxilio de invalidez de que
trata el Capítulo III del presente Título y el de incapacidad para trabajadores de em—

presas de petróleos regulados en este Capítulo, son incompatibles, pero el trabajador
puede optar por el que estime más favorable.

Artículo 341: Centros mixtos de salud. Las empresas de petróleos pueden celebrar contra—

tos con el Ministerio de Higiene para el establecimiento de centros mixtos de salud,

en las regiones en donde tengan establecidos trabajos, y bajo la responsabilidad de ta—

les centros quedarán prestándose los servicios de sanidad y de asistencia de que trata
el presente Capítulo.

Capítulo IX: trabajadores de la zona bananera
Artículo 342: Asistencia médica.

1. Toda empresa agrícola de la zona bananera del departamento del Magdalena que
tenga a su servicio más de cinco trabajadores de carácter permanente tiene como
obligación especial la de suministrar asistencia médica, quirúrgica, hospitalaria y

farmacéutica, en caso de enfermedad no profesional, y hasta por seis (6) meses,
cuando su capital exceda de doscientos mil pesos ($200.000), y hasta por tres (3)

meses, cuando su capital sea igual o inferior a esa suma.
2. Para estos efectos, las empresas pueden celebrar contratos con el Ministerio de Hi—

giene sobre el establecimiento de centros mixtos de salud.

Capítulo X: trabajadores de empresas mineras
e industriales del Chocó

Artículo 343: Asistencia médica. Las empresas mineras e industriales del departamento
del Chocó tienen como obligación especial la de suministrar a sus trabajadores asis—

tencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria en caso de enfermedad no pro—

fesional, hasta por seis (6) meses, cuando su capital exceda de doscientos mil pesos
(8200000), y hasta por tres (3) meses, cuando su capital sea igual o inferior a esa suma,
debiendo tener un médico en ejercicio legal de la profesión por cada doscientos traba—

jadores, o fracción no inferior a cincuenta.
Artículo 344: Incapacidad. Transcurrido el término de la asistencia médica que si dispone

en el Artículo anterior, y pagado el auxilio monetario por enfermedad no profesional,
las empresas de que trata este Capítulo y cuyo capital exceda de doscientos mil pesos
($200.000) no pueden despedir al trabajador que siga incapacitado si no reconociéndole
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una indemnización equivalente a dos (2) mensualidades de su salario, más los gastos de

transporte al próximo centro poblado en donde haya médico y hospital oficial.

Capítulo XI: trabajadores de minas de oro, plata y platino
Artículo 345: Definición. Para los efectos de este Capítulo se entiende que es empresa mi—

nera toda explotación de mineral de oro, plata _v platino.
Artículo 346: Períodos de pago. Las empresas mineras tienen libertad para señalar los pe—

ríodos de pago de acuerdo con las circunstancias de lugar, tiempo y recursos con que
cuenta para la explotación.

Artículo 347: Prevención de enfermedades. Toda empresa minera debe suministrar, a jui—

cio del médico, preventivos y curativos del paludismo y tratamiento especial a los tra—

bajadores atacados de endemias tropicales.
Artículo 348: Higiene. Las empresas mineras tienen las obligaciones que sobre higiene del

personal y de los campamentos y seguridad de los trabajadores prescriba el Ministe—

rio del Trabajo.
Artículo 349: Actividades discontinuas, intermitentes _v de simple vigilancia. Para los

efectos del ordinal b del Artículo 162, y del ordinal c del Artículo 163, se entiende que
ejercitan actividades discontinuas o intermitentes o de simple vigilancia en las minas,
según el caso, los siguientes trabajadores:
1. En todas las minas:

a. Los encargados de las plantas eléctricas;
b. Los vigilantes y capataces de cuadrillas;
c. Los gariteros, sirvientes*, pajes, cuidanderos, caseros, arrieros, conductores

de vehículos y ayudantes; y
d. Los acequieros )" los que se ocupan en el sostenimiento de los acueductos que

sirven para abastecer de agua a las maquinarias;
2. En las minas de aluvión:

a. Los ocupados en el manejo de elevadores hidráulicos y bombas centrífugas;
Los que se ocupen en el manejo de motores hidráulicos _v bombas centrífugas;
Los encargados de las bombas en los apagues;
Los encargados del canalón;

rºo—o_o—

En las dragas, todos aquellos cuya labor requiere conocimientos técnicos
especiales.

3. En las minas de veta:
a. Los encargados de las plantas de cianuración, flotación, amalgamación, tostión

_v fundición;
b. Los molineros; _v

Los encargados de los motores, de las bombas, de los malacates )“ de las grúas.
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Capítulo XII: trabajadores de empresas agrícolas
ganaderas y forestales

Artículo 350: Alojamiento y medicamentos. Las empresas agrícolas, ganaderas 0 forestales

que ocupen quince o más trabajadores que residan en ellas, están obligados a suminis—

trarles alojamiento adecuado, a destinar un local para la asistencia de enfermos y a pro—

veerlos de los medicamentos o medios terapéuticos de urgencia.
Artículo 351: Enfermedades tropicales. Las empresas agrícolas, ganaderas o forestales, de

climas templados y calientes, están especialmente obligadas a combatir las enfermeda—

des tropicales, por todos los medios curativos y proñlácticos.
Artículo 352: Reglamentación. Los Ministerios de Trabajo e Higiene dictarán las medidas

conducentes para el cumplimiento de los dos artículos anteriores.
Artículo 353: Local para escuela. Las empresas agrícolas, ganaderas 0 forestales en don—

de hubiere veinte (20) o más niños en edad escolar, hijos de sus trabajadores, tienen la

obligación de suministrar local apropiado para establecer una escuela.

Capítulo XIII: trabajadores de empresas bancarias
Artículo 354: Asistencia médica. Las empresas bancarias tienen como obligación especial la

de suministrar a sus trabajadores asistencia médica, quirúrgica, farmacéutica y hospita—

laria en caso de enfermedad no profesional hasta por seis (6) meses.

Capítulo XIV: empleadores sin carácter de empresa
Artículo 355: Prestaciones sociales.

1. Los (empleadores) que ejecutan actividades sin ánimo de lucro quedan sujetos a

las normas del presente Código; pero para los efectos de las prestaciones sociales a

que están obligados, el Gobierno puede efectuar la clasificación de estos ¿emplea—

dores) y señalar la proporción o cuantía de dichas prestaciones.
2. Lo dispuesto en este Artículo no será aplicable a aquellas personas que, de acuerdo

con el Concordato, están sometidas a la legislación canónica.
Artículo 356: Cooperativas. Las sociedades cooperativas deben a sus trabajadores las mis—

mas prestaciones que las empresas; y se tendrá como capital para graduarlas el valor de

su patrimonio, según certificación de la Superintendencia del ramo.

Título X: normas protectoras de las prestaciones

Capítulo I: irrenunciabilidad
Artículo 357: Principio general y excepciones. Las prestaciones sociales establecidas en este

Código, ya sean eventuales o causadas, son irrenunciables. Se exceptúan de esta regla:

a El seguro de vida obligatorio de los trabajadores mayores de cincuenta (50) años de

edad, los cuales quedan con la facultad de renunciarlo cuando vayan a ingresar al

servicio del (empleador). Si hubieren cumplido o cumplieren esa edad estando al

servicio del establecimiento o (empleador), no procede esta renuncia;
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b. Las de aquellos riesgos que sean precisamente consecuencia de invalidez o enferme—
dad existente en el momento en que el trabajador entra al servicio del íempleadorj.

Artículo 358: Definición y clasificación de invalidez y enfermedad.
1.

4.

Para los efectos del ordinal b del Artículo anterior se entiende por inválidos o en—

fermos los trabajadores con perturbaciones o deficiencias orgánicas, fisiológicas o
psicológicas, pero que están todavía en condiciones de desarrollar alguna capaci—

dad de trabajo.
Para los fines de la renuncia de las indemnizaciones que debían percibir, estos in—

válidos y enfermos se clasifican en las siguientes categorías:
a. Trabajadores con perturbaciones o deficiencias orgánicas, fisiológicas o psico—

lógicas, corregibles o curables por tratamientos adecuados y que afectan tran—

sitoriamente su capacidad de trabajo; y
b. Trabajadores con perturbaciones o deficiencias orgánicas, fisiológicas o psico—

lógicas definitivas, pero que están todavía en condiciones de desarrollar alguna
capacidad de trabajo.

Los médicos de la Of1cina Nacional de Medicina e Higiene Industrial del Ministe—
rio del Trabajo harán, en cada caso particular, la clasificación respectiva de la invali—

dez o enfermedad del trabajador, y autorizarán las renuncias a que hubiere lugar.
Sin estos requisitos, las renuncias no producen ningún efecto.

Artículo 359: Prestaciones renunciables.
]. Los trabajadores comprendidos en el ordinal a del inciso 2“ del Artículo ante—

rior, pueden renunciar a los auxilios por enfermedad no profesional establecidos
en el Artículo 229, a los cuales tendrían derecho al producirse su incapacidad
para el trabajo como consecuencia de la perturbación o deficiencia que originó
la renuncia.
Los trabajadores comprendidos en el ordinal b del inciso 2º del mismo Artículo
anterior, pueden renunciar a los auxilios por enfermedad no profesional y por ac—

cidente de trabajo que se produzcan como consecuencia directa de la perturbación
o deficiencia que originó la renuncia, y al seguro de vida colectivo obligatorio, en
caso de muerte ocurrida por la misma causa.
Todos los trabajadores de que trata el Artículo anterior pueden renunciar al auxilio
de invalidez establecido en el Artículo 286.

Artículo 360: Prohibición de cederlas. No produce ningún efecto la cesión que haga el tra—

bajador de sus prestaciones.

Capitulo II: inembargabílídad
Artículo 361: Principio y excepciones.

1.

2.
Son inembargables las prestaciones sociales, cualquiera que sea su cuantía.
Exceptúense de lo dispuesto en el inciso anterior los créditos a favor de las coo—

perativas legalmente autorizadas y los provenientes de las pensiones alimenticias a

que se refieren los Artículos 411 _v Concordantes del Código Civil, pero el monto
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del embargo o retención no puede exceder del cincuenta por ciento (50%) del va—

lor de la prestación respectiva.

Capítulo III: prelación de créditos
Artículo 362: Clasificación. Las prestaciones sociales pertenecen al grupo cuarto de los

créditos de primera clase.

Capítulo IV: exención de impuestos
Artículo 363: Norma general. Las sumas que reciban los trabajadores por concepto de

prestaciones sociales están exentas de todo impuesto.
Artículo 364: Causahabientes o beneficiarios. Las sumas que reciban los causahabientes

o beneficiarios de trabajadores por concepto de prestaciones sociales están exentas de

todo impuesto cuando no excedan de cinco mil pesos (35.000). Cuando excedieren de

este límite, el gravamen recaerá sobre el exceso.

Título XI: higiene y seguridad en el trabajo

Capítulo I: único
Articulo 365: Locales y equipos. Todo patrono o empresa está obligado a suministrar y

acondicionar locales y equipos de trabajo que garanticen la seguridad y la salud de los

trabajadores, de conformidad con las normas que sobre el particular establezca la Oñ—

cina Nacional de Medicina e Higiene Industrial del Ministerio del Trabajo.

Artículo 366: Reglamento de higiene y seguridad. Los patronos que tengan a su servicio

diez o más trabajadores permanentes deben elaborar un reglamento especial de higie—

ne y seguridad y someterlo a la revisión y aprobación de la Oficina Nacional de Medi—

cina e Higiene Industrial del Ministerio del Trabajo, a más tardar dentro de los tres (3)

meses siguientes ala vigencia de este Código, o dentro de los tres (3) meses siguientes

a la iniciación de las labores, si se trata de un nuevo establecimiento.

Artículo 367: Contenido del reglamento. El reglamento especial que se prescribe en el

Artículo anterior debe contener, por lo menos, disposiciones normativas sobre los si—

guientes puntos:
1. Protección e higiene personal de los trabajadores.
2 Prevención de accidentes y enfermedades.
3 Servicio médico, sanidad del establecimiento, y sala—cunas en su caso.

+. Prohibición de facilitar alojamiento en edificios de industrias peligrosas o insalubres.
5 Provisión de sillas para trabajadores de tiendas, boticas, fábricas, talleres y estable—

cimientos similares.
6. Cuando se trate de trabajos con soldadura eléctrica, las condiciones que deben

reunir los locales y los elementos de protección para los trabajadores.
7. Normas especiales, cuando se trate de empresas mineras y petroleras.
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8. Medidas de seguridad en las empresas de energía eléctrica, en los depósitos de explo—
sivos de materias inflamantes y demás elementos peligrosos.

9. Higiene en las empresas agrícolas, ganaderas _v forestales.
Artículo 368: Publicación. Una vez aprobado el reglamento de conformidad con el Articulo

366, el íempleador) debe mantenerlo fijado en dos lugares visibles del local del trabajo.
Artículo 369:Vigilancia y sanciones. Corresponde al Ministerio del Trabajo, por conducto

de la Oficina Nacional de Medicina e Higiene Industrial, velar por el cumplimiento de
las disposiciones de este Capítulo, atender las reclamaciones de empleadores y obre—

ros sobre transgresión de sus reglas, prevenir a los remisos, _v, en caso de reincidencia o
negligencia, imponer sanciones, teniendo en cuenta la capacidad económica del trans—

gresor _v la naturaleza de la falta cometida.

Segunda parte:derecho colectivo del trabajo
Título I: sindicatos

Capítulo I: disposiciones generales
Artículo 370: Derechos de asociación.

De acuerdo con el Artículo 12, el Estado garantiza a los patronos, a los trabajado—
res y a todo el que ejerza una actividad independiente, el derecho de asociarse libre—

mente en defensa de sus intereses, formando asociaciones profesionales o sindicatos,
y a éstos el derecho de unirse o de federarse entre si.

Los sindicatos deben ajustarse, en el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de
sus deberes, a las normas de este Título, y están sometidos a la inspección _v vigilancia
del Gobierno en cuanto concierne al orden público y en particular en los casos que
aquí se establecen.

Artículo 371: Protección del derecho de asociación.
1. En los términos del Artículo 309 del Código Penal, queda prohibido a toda persona

atentar contra el derecho de asociación sindical.
2. Toda persona que por medio de violencias o amenazas atente en cualquier forma

contra el derecho de libre asociación sindical, será castigada con una multa de dos—

cientos pesos (8200) a dos mil pesos (32.000), que le será impuesta por el respec—
tivo funcionario administrativo del Trabajo, previa comprobación completa de los
hechos. En caso de sobrevenir condenación penal con sanción pecuniaria, se devol—

verá la multa que se prevé en este inciso.

Artículo 372: Actividades lucrativas. Los sindicatos no pueden tener por objeto la explota—
ción de negocios o actividades con fines de lucro.

Artículo 373: Sindicatos de trabajadores, clasificación. Los sindicatos de trabajadores se
clasifican así,
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a. De base, si están formados por individuos de varias profesiones, oñcios o espe—

cialidades, que prestan sus servicios en una misma empresa, establecimiento o

institución.
b. De industrias, si están formados por individuos que prestan sus servicios en varias

empresas de una misma rama industrial.

e. Gremiales, si están formados por individuos de una misma profesión, oficio o

especialidad.
d. De oñcios varios, si están formados por trabajadores de diversas profesiones, di—

símiles o inconexas. Estos últimos sólo pueden formarse en los lugares donde no

haya trabajadores de una misma actividad, profesión u oficio en el número mínimo

requerido para formar uno gremial, ;* sólo mientras subsiste esta circunstancia.

Artículo 374: Sindicatos de base. A los sindicatos de base corresponde, de preferencia, la

representación de sus añliados en todas las relaciones de trabajo; la presentación de

pliegos de peticiones; la designación de comisiones disciplinarias o de reclamos y la

de negociadores y de árbitros en su caso; y la celebración de contratos sindicales y de

convenciones colectivas de trabajo, para cuyo concierto deben ser consultados los inte—

reses de las respectivas actividades de los asociados. Por lo mismo, dentro de una mis—

ma empresa, institución o establecimiento no pueden coexistir dos o más sindicatos de

trabajadores; y si por cualquier motivo llegaren a coexistir, subsistirá el que tenga ma—

yor número de afiliados, el cual debe admitir el personal de los demás sin hacerles más

gravosas sus condiciones de admisión.

Artículo 375: Libertad de afiliación, altos empleados.
1. Los sindicatos son asociaciones de libre ingreso y retiro de los trabajadores. En los

Estatutos se reglamentarán las condiciones y restricciones de admisión, la devolu—

ción de cuotas o aportes a los afiliados en caso de retiro voluntario o de expulsión,
así como la coparticipación en instituciones de beneñcio mutuo que hubiere esta—

blecido el sindicato con aportes de sus miembros.
2. Los Estatutos pueden restringir la admisión de altos empleados en los sindicatos

de base.

Capítulo II: organización
Artículo 376: Número mínimo de añliados. Todo sindicato de trabajadores necesita para

constituirse o subsistir un número no inferior a veinticinco afiliados; y todo sindicato

patronal no menos de cinco (empleadores) independientes entre si.

Artículo 377: Afiliación a varios sindicatos. Se prohíbe ser miembro a la vez de varios sin—

dicatos de la misma clase o actividad.
Articulo 378: Fundación.

1. De la reunión inicial de constitución de cualquier sindicato los iniciadores deben

levantar una “acta de fundación” donde se expresen los nombres de todos ellos, sus
documentos de identificación, su residencia, la actividad que ejerzan y que los vin—

cule, el nombre y objeto de la asociación.
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2. En la misma o en sucesivas reuniones y se discutirán y aprobarán los Estatutos de
la asociación, y se designará el personal directivo provisional, que debe estar for—

mado por lo menos, por un presidente, un vicepresidente y un secretario. También
se designarán provisionalmente un tesorero y un fiscal. Dichos presidente _v secre—

tario quedarán encargados de hacer todas las gestiones conducentes al reconoci—
miento de la personería jurídica de la asociación.

Artículo 379: Estatutos. Los Estatutos deben expresar:
l.

."“.º'º.N

fJ'l

.º.ººxl.º

11.

12.

13.

La denominación del sindicato y su domicilio.
Su objeto.
Condiciones y restricciones de admisión.
Obligaciones _v derechos de los asociados.
Número, denominación, período y funciones de los miembros de la directiva central
y de las seccionales en su caso; modo de integrarlas o elegirlas, reglamento de sus re—

uniones y causales y procedimientos de remoción.
Organización de las comisiones reglamentarias )" accidentales.
Cuantía y periodicidad de las cuotas ordinarias )“ su forma de pago.
Procedimiento para decretar y cobrar cuotas extraordinarias.
Sanciones disciplinarias _v motivos y procedimiento de expulsión, con audiencia,
en todo caso, de los inculpados.

. Epocas de celebración de asambleas generales ordinarias y de asambleas de delega—

tarios, en su caso; reglamento de las sesiones, quorum, debates y votaciones.
Reglas para la administración de los bienes _v fondos sindicales, para la expedi—

ción y ejecución de los presupuestos y presentación de balances _v expedición de
ñniquitos.
Normas para la liquidación del sindicato.
Las demás prescripciones que se estimen necesarias para su funcionamiento.

Artículo 380: Notiñcación. El presidente y el secretario provisionales de todo sindicato
de trabajadores en formación deben notificar al respectivo patrono y al Inspector de
Trabajo, y en su defecto, al Alcalde del lugar, por comunicación escrita, la voluntad
del grupo de constituirse en sindicato, con la declaración de los nombres y datos de
identificación de cada uno de los fundadores y de los miembros de la Junta Directiva
provisional, clase y objeto de la asociación, y, en su caso, la empresa, establecimiento
o institución donde trabajen. El Inspector o Alcalde, a su vez, pasará igual comunica—
ción al patrono inmediatamente.

Capítulo III: personería jurídica
Artículo 381: Solicitud.

1. Para el reconocimiento de la personería jurídica, veinte de los fundadores, cuando
menos, por sí o mediante apoderado especial, deben elevar al Ministerio del Trabajo,
por conducto del Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical, la solicitud co—

rrespondiente, acompañándola de los siguientes documentos, todo en papel común:
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a. Copia del acta de fundación, con las firmas autógrafas de los asistentes y la

anotación de sus respectivas cédulas, o de quienes firmen por ellos.

b. Copia del acta de la elección de la Junta Directiva Provisional, con los mismos

requisitos del ordinal anterior.
0. Copia del acta de la reunión en que fueron aprobados los Estatutos.

Poder de quien solicite el reconocimiento de la personería jurídica, cuando la

solicitud no sea suscrita por veinte asociados directamente. El poder debe ser
presentado personalmente por no menos de veinte poderdantes, para su auten—

ticación, ante autoridad competente.
e. Dos copias del acta de fundación, autenticadas por el secretario provisional.
f. Tres ejemplares de los Estatutos del sindicato, autenticados por el secretario

provisional.
g. Nómina de la Junta Directiva Provisional, por triplicado, con indicación de la

nacionalidad, la profesión u oficio, el documento de identidad y el domicilio
de cada director.

h. Nómina completa del personal de afiliados, por triplicado, con especificación
de la nacionalidad, sexo y profesión u oficio de cada uno de ellos.

i. Certificación del correspondiente Inspector de Trabajo sobre la inexistencia de

otro sindicato, si se trata de un sindicato de base que pueda considerarse paralelo;
sobre la calidad de patronos o de trabajadores de los fundadores, en relación con
la industria o actividad de que se trate o de su calidad de profesionales del ramo
del sindicato; sobre la antiguedad, si fue del caso, de los directores provisionales
en el ejercicio de la correspondiente actividad, y sobre las demás circunstancias

que estime conducente. En los lugares en donde no haya Inspección del Trabajo,
la certiñcación debe ser expedida por la primera autoridad política y refrendada

por el Inspector de Trabajo más cercano.
2. Los documentos de que tratan los apartes a, b y c pueden estar reunidos en un solo

textº 0 acta.
Artículo 382: Tramitación. Recibida la solicitud por el Departamento Nacional de Super—

vigilancia Sindical, éste dispone de un término máximo de quince (15) días para revi—

sar la documentación acompañada, examinar los Estatutos y formular a los interesados
las observaciones pertinentes.

Artículo 383: Reconocimiento.
1. El Ministerio del Trabajo reconocerá la personería jurídica, salvo el caso de que los

Estatutos del sindicato sean contrarios a la constitución, a las leyes o a las buenas
costumbres 0 contravenga disposiciones especiales de este Código.
El Ministerio, dentro de los quince (15) días siguientes al recibo del expediente,
dictará la resolución sobre reconocimiento o denegación de la personería jurídica,
indicando en el segundo caso las razones de orden legal o las disposiciones de este
Código que determinen la negativa.
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Artículo 384: Publicación de la Resolución. La Resolución sobre reconocimiento de la per—

sonería jurídica del sindicato debe ser publicada por cuenta de éste, una sola vez, en el

Diario Oficial, y surte sus efectos quince (15) días después de la publicación.
Artículo 385: Presentación del Diario Oficial. Es obligación de todo sindicato, tan pron—

to como sea publicada la Resolución que le reconoce su personería jurídica, remitir al

Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical un ejemplar del Diario Oñcial en
que aparezca la publicación correspondiente.

Artículo 386: Modiñcación de los Estatutos. Toda modiñcación a los Estatutos debe ser
aprobada por la Asamblea General del sindicato y remitida al Ministerio del Trabajo,
Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical, con tres copias del acta de la re—

unión donde se hagan constar las reformas introducidas firmadas por todos los asis—

tentes. El Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical emitirá concepto en los

quince (15) días siguiente, y dentro de un término igual, el Ministerio aprobará u ob—

jetará la reforma, indicando en el segundo caso las razones de orden legal.

Artículo 387:Validez de la modiñcación. Ninguna modiñcación de los Estatutos sindicales
tiene validez sin la aprobación del Ministerio del Trabajo; una vez aprobada se harán
las anotaciones del caso en los respectivos expedientes.

Artículo 388: Cambios en la Junta Directiva. Cualquier cambio, total o parcial, en la junta
Directiva de un sindicato debe ser comunicado en los mismos términos indicados en el

Artículo 380. Mientras no se llene este requisito el cambio no surte ningún efecto.
Artículo 389: Efecto jurídico de la personería. Ningún sindicato puede actuar como tal, ni

ejercer las funciones que la Ley y sus respectivos Estatutos le señalen, ni ejercitar los

derechos que le corresponda, mientras no tenga el reconocimiento de su personería
jurídica y sólo durante la Vigencia de este reconocimiento.

Capítulo IV: facultades y funciones sindicales
Artículo 390: Funciones en general. Son funciones principales de todos los sindicatos:

l. Estudiar las características de la respectiva profesión y los salarios, prestaciones, ho—

norarios, sistemas de protección o de prevención de accidentes y demás condiciones
de trabajo referentes a sus asociados para procurar su mejoramiento y su defensa.

2. Propulsar el acercamiento de (empleadores) y trabajadores sobre las bases de jus—

ticia, de mutuo respeto y de subordinación a la Ley, _v colaborar en el perfecciona—
miento de los métodos peculiares de la respectiva actividad y en el incremento de
la Economía general.

3. Celebrar convenciones colectivas y contratos sindicales; garantizar su cumplimien—

to por parte de sus afiliados y ejercer los derechos y acciones que de ellos nazcan.
4. Asesorar a sus asociados en la defensa de los derechos emanados de un contrato de

trabajo o de la actividad profesional correspondiente, y representarlos ante las au—

toridades administrativas, ante los (empleadores) y ante terceros.
3. Representar en juicio o ante cualesquiera autoridades u organismos los intereses

económicos comunes o generales de los agremiados 0 de la profesión respectiva,
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y representar esos mismos intereses ante los íempleadores) y terceros en caso de
conflictos colectivos que no hayan podido resolverse por arreglo directo, procuran—
do la conciliación.
Promover la educación técnica y general de sus miembros.
Prestar socorro a sus afiliados en caso de desocupación, enfermedad, invalidez o
calamidad.
Promover la creación y fomentar el desarrollo de cooperativas, cajas de ahorros,
préstamos y auxilios mutuos, escuelas, bibliotecas, institutos técnicos o de habilita—

ción profesional, of1cinas de colocación, hospitales, campos de experimentación o
de deportes y demás organismos adecuados a los fines profesionales, culturales, de
solidaridad y previsión contemplados en los Estatutos.
Servir de intermediarios para la adquisición y distribución entre sus afiliados de
Artículos de consumo, materias primas y elementos de trabajo a precio de costo; y
Adquirir a cualquier título y poseer los bienes inmuebles y muebles que requieran
para el ejercicio de sus actividades.

Artículo 391: Otras funciones. Corresponde también a los sindicatos:
1.

2.

4.

Designar de entre sus propios afiliados las comisiones de reclamos permanentes
o transitorias, y los delegados del sindicato en las comisiones disciplinarias que se

acuerden;
Presentar pliegos de peticiones relativos a las condiciones de trabajo o a las diferen—

cias con los íempleadores), cualquiera que sea su origen y que no estén sometidas

por la Ley o la convención a un procedimiento distinto, o que no hayan podido ser
resueltas por otros medios;
Adelantar la tramitación legal de los pliegos de peticiones, designar y autorizar a

los afiliados que deban negociarlos _v nombrar los conciliadores )“ árbitros a que
haya lugar; y
Declarar la huelga de acuerdo con los preceptos de la Ley.

Artículo 392: Atención por parte de las autoridades y patronos. Las funciones señaladas en
los artículos anteriores y que deban ejercerse ante las autoridades _v los (empleadores)
implican para éstos la obligación correlativa de entender oportunamente a los represen—
tantes del sindicato, sus apoderados y voceros.

Artículo 393: Atribuciones exclusivas de laAsamblea. Son de atribución exclusiva de laAsam—

blea General los siguientes actos: la modificación de los Estatutos; la fusión con otros sin—

dicatos ; la afiliación a federaciones o confederaciones y el retiro de ellas; la sustitución

en propiedad de los directores que llegaren a falta, y la destitución de cualquier director,
la expulsión de cualquier añliado; la fijación de cuotas extraordinarias; la aprobación del
Presupuesto General; la determinación de la cuantía de la caución del tesorero; la asigna—

ción de los sueldos; la aprobación de todo gasto mayor de mil pesos ($51 .000); la adopción
de pliegos de peticiones que deberán presentarse a los patronos a más tardar dos meses
después, la designación de negociadores; la elección de conciliadores y de árbitros; la vo—

tación de la huelga en los casos de la Ley, y la disolución o liquidación del sindicato.
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Artículo 394: Prueba del cumplimiento de disposiciones legales o estatutarias. El cumpli—
miento de la norma consignada en el Artículo que antecede, así como el de las demás
disposiciones legales o estatutarias que requieren un procedimiento especial o una ma—

yoría determinada, se acredita con la copia de la parte pertinente del acta de la respec—

tiva reunión.

Capítulo V: prohibiciones y sanciones
Artículo 395: Libertad de trabajo. Los sindicatos no pueden coartar directa o indirecta—

mente la libertad de trabajo.
Artículo 396: Prohibiciones. Es prohibido a los sindicatos de todo orden:

1. Intervenir en la política partidista o en asuntos religiosos7 haciéndose representar
en convenciones o directorios políticos o en congresos 0 congregaciones confesio—

nales, subvencionando partidos políticos o cultos religiosos o lanzando oficialmen—

te candidaturas a cargos de elección popular, todo expulsión por causales previstas
en los Estatutos y plena ello sin menoscabo de los derechos políticos ni de la liber—

tad de conciencia, de cultos, de reunión o de expresión que corresponden a cada
uno de los asociados en particular.
Compeler directa o indirectamente a los trabajadores a ingresar en el sindicato o a

retirarse de él, salvo los casos de expulsión por causales previstas en los Estatutos

y plenamente comprobadas.
Aplicar cualesquiera fondos o bienes sociales a fines diversos de los que constitu—

yen el objeto de la asociación o que, aún para éstos fines, impliquen gastos o inver—

siones que no hayan sido debidamente autorizados en la forma prevista en la Ley
o en los Estatutos.
Efectuar operaciones comerciales de cualquier naturaleza, sea que se realicen con
los trabajadores o con terceros.
Promover cualesquiera cesaciones o paros en el trabajo, excepto en los casos de
huelga declarada de conformidad con la Ley.
Promover o apoyar campañas o movimientos tendientes a desconocer de hecho en
forma colectiva, o particularmente por los afiliados, los preceptos legales o los ac—

tos de autoridad legítima.
Promover o patrocinar el desconocimiento de hecho, sin alegar a razones o fun—

damentos de ninguna naturaleza, de normas convencionales o contractuales que
obliguen a los añliados.
Ordenar, recomendar o patrocinar cualesquiera actos de violencia frente a las auto—

ridades o en perjuicio de los (empleadores? o de terceras personas.
Artículo 397: Sanciones.

1. Cualquier violación de las normas del presente Título será sancionada asi:

a. Si la violación es imputable al sindicato mismo, por constituir una actuación de
sus directivas, _v la infracción o hecho que la origina no se hubiere consumado,
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el Ministerio del Trabajo prevendrá al sindicato para que revoque su determi—

nación dentro del término prudencial que fije :

b. Si la infracción ya se hubiere cumplido, o si hecha la operación anterior no se

atendiere, el Ministerio del Trabajo procederá, previa la suf1ciente comproba—

ción, a imponerla.
- Multa hasta de quinientos pesos (8500), en primer sanción, o las sanciones

siguientes en su orden, así:

' Si a pesar de la multa el sindicato persistiere en la violación, podrá suspen—

der en sus cargos sindicales a los miembros responsables de la directiva,

mientras se mantenga la transgresión.

' En caso de que la violación continúe, sin que haya sido operante la sanción,

podrá disponer la suspensión de la personería del sindicato por el tiempo

que la transgresión subsista; _v

' En último término, podrá solicitar de la justicia del Trabajo la cancelación

de la personería, la disolución y liquidación del sindicato.

2. Las solicitudes de cancelación de personerías, disolución y liquidación de sindica—

tos, se formularán ante eljuez del Trabajo del domicilio del sindicato o del Circuito

Civil, en su defecto, de acuerdo con el Articulo 13 del Código Procesal del Trabajo

y se tramitarán conforme al procedimiento ordinario señalado en el Capítulo XIV

de ese Código, de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 144 del mismo.

3. Las suspensiones de que tratan los ordinales b y c del presente Artículo se levanta-

rán tan pronto como cese la infracción que les dio origen.
4. Todo miembro de la directiva de un sindicato que haya originado como sanción la

disolución de éste, podrá ser privado del derecho de asociación sindical en cualquier

carácter, hasta por el término de tres (3) años, según la apreciación del]uez en la res—

pectiva Providencia 0 Fallo que imponga la disolución y en la cual serán declarados

nominalmente tales responsables.
Artículo 398: Sanciones a los directores. Si el acto u omisión constitutivo de la transgre—

sión es imputable a alguno de los directores o afiliados de un sindicato, y lo hayan eje—

cutado invocando su carácter de tales, el funcionario administrativo del trabajo, previa

comprobación que por si mismo haga del hecho, requerirá al sindicato para que apli—

que al responsable o a los responsables las sanciones disciplinarias previstas en los Es—

tatutos. Vencido el término señalado en el requerimiento, que no será mayor de un

mes, sin que haya impuesto las sanciones, se entenderá que hay violación directa del

sindicato para los efectos del Artículo anterior.

Capítulo VI: régimen interno
Artículo 399: Nombre social. Ningún sindicato puede usar como nombre social uno que

induzca a error o confusión con otro sindicato existente, ni un calificativo peculiar de

cualquier partido político o religión, ni llamarse “federación o confederación”. Todo

sindicato patronal debe indicar, en su nombre social, la calidad de tal.
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Artículo 400: Edad mínima. Pueden ser miembros de un sindicato todos los trabajadores
mayores de catorce (14) años.

Artículo 401: Nacionalidad. No puede funcionar sindicato alguno cuyo personal no esté
compuesto, por lo menos en sus dos terceras partes, por ciudadanos colombianos.
Cualquiera que sea la forma de dirección del sindicato, ningún extranjero es elegible
para los cargos directivos.

Artículo 402: Reuniones de la Asamblea. La Asamblea General debe reunirse por lo me—

nos cada seis (6) meses.
Artículo 403: Quorum de la Asamblea. Ninguna Asamblea General puede actuar válida—

mente sín el quorum estatutario, que no será inferior a la mitad más uno de los afiliados;
además, solamente se computarán los votos de los socios presentes.

Artículo 404: Representación de los socios de la Asamblea. Cuando por la naturaleza mis—

ma de las actividades o profesión de los afiliados, o por la distribución geográfica o el
excesivo número de ellos, resulte impracticable lo dispuesto en el Artículo anterior,
pueden admitirse en los Estatutos otros sistemas que garanticen la representación de
los afiliados en la Asamblea.

Articulo 405: Requisitos para los miembros de la Junta Directiva.
1. Para ser miembro de la Junta Directiva de un sindicato, tanto de la provisional

como de las reglamentarias, deben reunirse los siguientes requisitos, además de los

que exijan los Estatutos respectivos:
a. Ser colombiano;
b. Ser miembro del sindicato;
c. Estar ejerciendo normalmente, es decir, no en forma ocasional, o a prueba, o

como aprendiz, en el momento de la elección, la actividad, profesión u oficio
característico del sindicato, y haberlo ejercido normalmente por más de seis
(6) meses en el año anterior;

d. Saber leer y escribir;
Tener cédula de ciudadanía o tarjeta de identidad, según el caso; y
No haber sido condenado a sufrir pena aflictiva a menos que haya sido reha—

bilitado, ni estar llamando a juicio por delitos comunes en el momento de la
elección.

2. La falta de cualquiera de estos requisitos invalida la elección; pero las interrupcio—
nes en el ejercicio normal de la actividad, profesión u oficio de que trata en la parte
c, no invalidarán la elección cuando haya sido ocasionada por la necesidad de aten—
der a funciones sindicales.

Artículo 406: Empleados directivos. No pueden formar parte de la Junta Directiva de un
sindicato de base, ni ser designados funcionarios del sindicato, los afiliados que, por
razón de sus cargos en la empresa, representen al patrono o tengan funciones de direc—

ción o de confianza personal o puedan fácilmente ejercer una indebida coacción sobre
sus compañeros. Dentro de este número se cuentan los gerentes, subgerentes, admi—

nistradores, jefes de personal, secretarios privados de la Junta Directiva, la gerencia o
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la administración, directores de departamentos (ingeniero jefe, médico jefe, asesor ju—

rídico, directores técnicos, etcétera) y otros empleados semejantes. Es nula la elección

que recaiga en uno de tales afiliados, y el que, debidamente electo, entre después a des—

empeñar alguno de los empleos referidos, dejará ipsofacto vacante su cargo sindical.

Articulo 4071 Período de directivas.
l. El período de las directivas sindicales no puede ser menor de seis (6) meses, con ex—

cepción de la directiva provisional, cuyo mandato no puede prolongarse por más de

treinta (30) días, contados desde la publicación oficial del reconocimiento de la perso—

nería jurídica, pero el mismo personal puede ser elegido para el período reglamenta—

rio. Esto no limita la libertad del sindicato para remover, en los casos previstos en los

Estatutos, a cualesquiera miembros de la Junta Directiva, ni la de estos para renun—

ciar sus cargos; los suplentes entran a reemplazarlos por el resto del período.

Si dentro de los treinta (30) días de que habla este Artículo, la Junta Provisional no

convocare a Asamblea General para la elección de la primera junta Reglamentaria,

un número no menor de quince (15) afiliados puede hacer la convocatoria.

Artículo 408: Elección de directivas.
1. La elección de directivas sindicales se hará or votación secreta en a eleta escrita,

y aplicando el sistema de cuociente electoral para asegurar la representación de las

minorías, so pena de nulidad.
La unta Directiva una vez instalada rocederá a ele ir sus di natarios. En todo

7 7

caso, el cargo de Fiscal del sindicato corresponderá a la fracción minoritaria.

Artículo 409: Constancia en el acta, votación secreta. Tanto en las reuniones de la Asam—

blea General como de la Junta Directiva, cualquiera de los miembros tiene derecho

a pedir que se hagan constar en el acta los nombres de los que estén presentes en el

momento de tomarse una determinación, y a pedir que la votación sea secreta. La no

aceptación de una u otra solicitud vicia de nulidad el acto o votación.

Artículo 410: Libros.
1. Todo sindicato debe abrir, tan pronto como se haya suscrito el acta de fundación y

se haya suscrito el acta de fundación y se haya posesionado la Junta Directiva pro—

visional, por lo menos los siguientes libros: de afiliación; de actas de la Asamblea

General; de actas de la Junta Directiva; de inventarios y balances; y de ingresos y

de egresos. Estos libros serán previamente registrados por el Inspector de Trabajo

respectivo y foliados y rubricados por el mismo en cada una de sus páginas.

En todos los libros que deben llevar los sindicatos se prohíbe arrancar, sustituir o

adicionar hojas, hacer enmendaduras, entrerrenglonaduras, raspaduras o tacha—

duras; cualquiera omisión o error debe enmendarse mediante anotación posterior.

Toda infracción a estas normas acarreará al responsable una multa de dos pesos (82)

a cincuenta pesos (350), que impondrá el Inspector de Trabajo en favor del sindicato,

y además, la mitad de la misma sanción, también en favor del sindicato, a cada uno

de los directores y funcionarios sindicales que habiendo conocido la infracción no la

hayan castigado sindicalmente o no la hayan denunciado al Inspector de Trabajo.
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Artículo 411: Presupuesto. El sindicato, en Asamblea General, votará el presupuesto de
gastos para períodos no mayores de un año y sin autorización expresa de la misma
Asamblea no podrá hacerse ninguna erogación que no esté contemplada en dicho pre—
supuesto. Sin perjuicio de las prohibiciones o de los requisitos adicionales que los Es—

tatutos prevean, todo gasto que exceda de cincuenta pesos ($50), con excepción de
los sueldos asignados en el presupuesto, requiere la aprobación previa de la Junta Di—

rectiva, los que excedan de doscientos pesos ($200), sin pasar de mil pesos (81.000) y
no estén previstos en el presupuesto, necesitan, además la refrendación expresa de la
Asamblea General, con el voto de la mayoría absoluta de los afiliados; y los que exce—
dan de mil pesos (551.000), aunque estén previstos en el presupuesto, la refrendación
de la Asamblea General, por las dos terceras partes de los votos de los añliados. Estas
normas no se aplican para gastos que ocasionen las huelgas declaradas por el sindicato,
cualquiera que sea su cuantía.

Artículo 412: Caución del Tesorero. El Tesorero de todo sindicato debe prestar en favor de
éste una caución para garantizar el manejo de los fondos. La cuantía _V forma de la mis—

ma serán señaladas por la Asamblea General, y una copia del documento en que ella
conste será depositada en el Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical.

Artículo 413: Depósito de los fondos. Los fondos de todo sindicato deben mantenerse en
algún banco o caja de ahorros, salvo la cantidad para gastos cotidianos menores que au—

toricen los Estatutos y que no puede exceder en ningún caso de cincuenta pesos (850).
Todo giro y toda orden de pago deben estar necesariamente autorizados por las firmas
conjuntas del presidente, el tesorero y el fiscal.

Artículo 414: Contabilidad. La contabilidad de los sindicatos se rige por las normas que al
efecto dicte el Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical, además de las re—

glas peculiares que los Estatutos prescriban o que sus directivas acuerden.
Artículo 415: Expulsión de miembros. El sindicato puede expulsar de la asociación a uno

o más de sus miembros, pero la expulsión debe ser decretada por la mayoría absoluta
de los asociados.

Artículo 416: Separación de miembros. Todo sindicato decretará la separación del socio

que voluntariamente deje de ejercer durante un año la profesión u oficio cuya defensa
y mejoramiento persigue la asociación.

Artículo 417: Retención de cuotas sindicales.
1. Toda asociación sindical de trabajadores tienen derecho a solicitar, con el voto de

las dos terceras (2/3) partes de sus miembros, que los patronos respectivos de—

duzcan de los salarios de los trabajadores afiliados _v pongan a la disposición del
sindicato, el valor de las cuotas ordinarias o extraordinarias con que aquéllos de—

ben contribuir, pero la retención de las cuotas extraordinarias debe ser autoriza—
da por los trabajadores mismos, por escrito. Si los trabajadores, en cualquier mo—
mento y por razón de retiro del sindicato o de expulsión de él, cesaren en su obli—

gación de pagar las cuotas, deben dar aviso de ello por escrito al patrono, _v des—

de ese aviso en adelante el patrono dejará de deducirlas aunque no haya recibido
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información del sindicato, quedando a salvo el derecho de éste, en caso de infor—

mación falsa del trabajador.
Para que haya lugar a la deducción de cuotas ordinarias, el sindicato debe entregar

a la empresa los siguientes documentos:

a. Copia de lo pertinente del acta de la Asamblea General del sindicato en que

haya sido autorizada la retención por el voto de las dos terceras (2/3) partes del
número total de afiliados; la copia del acta debe estar acompañada de la lista de

todos los concurrentes;
b. Nómina, por duplicado, certif1cada por el presidente, el secretario y el fiscal

del sindicato, de todos los afiliados cuyas inscripciones aparezcan vigentes en
la época de la autorización, a los cuales se les hará la retención, aunque hayan

votado contra dicha autorización o expresen su voluntad de que no se les siga

reteniendo;
c. Para quienes ingresen al sindicato posteriormente, boletines de altas, certifica—

dos en la forma indicada en el aparte anterior.

Capítulo VII: disolución y liquidación
Artículo 418: Casos de disolución. Un sindicato o una federación o confederación de sin—

dicatos solamente se disuelve:

a.

b.

Por cumplirse cualquiera de los eventos previstos en los Estatutos para este efecto;

Por acuerdo, cuando menos, de las dos terceras partes de los miembros de la organi—

zación, adoptado en Asamblea General y acreditado con las firmas de los asistentes;

Por Sentencia judicial; y
Por reducción de los afiliados a un número inferior a veinticinco, cuando se trate

de sindicatos de trabajadores.
Artículo 419: Liquidación.

1. Al disolverse un sindicato, federación o confederación, el liquidador designado por
los afiliados o por el Juez aplicará los fondos existentes, el producto de los bienes

que fuere indispensable enajenar, _v el valor de los créditos que recaude, en primer

término el pago de las deudas del sindicato, federación o confederación, incluyen—

do los gastos de la liquidación. Del remanente se reembolsará a los miembros acti—

vos las sumas que hubieren aportado como cotizaciones ordinarias, previa deduc—

ción de sus deudas para con el sindicato, federación o confederación, o, si no al—

canzare, se les distribuirá a prorrata de sus respectivos aportes por dicho concepto.
En ningún caso ni por ningún motivo puede un afiliado recibir más del monto de

sus cuotas ordinarias aportadas.
Cuando se trate de disolución de un sindicato y este hubiere estado afiliado a una fe—

deración o confederación, el liquidador debe admitir la intervención simplemente
consultiva de un delegado de ella en sus actuaciones.

Artículo 420: Adjudicación de remanente. Lo que quedare del haber común, una vez paga—

das las deudas y hechos los reembolsos, se adjudicará por el liquidador a la organización

485



486 Los sindicatosy ¡a zzs¡¿f¡1ací(ín del ingresa en Colombia. Un sig/0 de historia laboral

sindical designada para ello en los Estatutos o por la Asamblea General; si ninguna hu—

biere sido designada así, se le adjudicará al instituto de beneñcencía o de utilidad so—

cial que señale el Gobierno.
Artículo 421: Aprobación oficial. La liquidación debe ser sometida a la aprobación del Juez

que la haya ordenado, y en los demás casos, a la del Departamento Nacional de Super—

vigilancia Sindícal, debiendo expedir el finiquito al liquidador, cuando sea el caso.

Capítulo VIII: fuero sindical
Artículo 422: Deñníción. Se denomina “fuero sindical” la garantía de que gozan algunos

trabajadores de no ser despedidos, trasladados ni desmejorados en sus condiciones de
trabajo, sin justa causa, previamente caliñcada por el juez del Trabajo.

Artículo 423: Trabajadores amparados.
1. Los fundadores de un sindicato, desde el día de la notificación prevista en el Artí—

culo 380, hasta quince (15) días después de la publicación, en el Diario Oñcial, del
reconocimiento de la personería jurídica, sin pasar de tres (3) meses;
Los trabajadores distintos de los fundadores que con anterioridad a la concesión
de la personería jurídica ingresen al sindicato en formación, para quienes el am—

paro rige por el mismo tiempo que para los fundadores;
Los miembros de la Junta Directiva Central de todo sindicato, federación _V con—
federación de sindicatos, sin pasar de cinco principales y cinco suplentes, y los
miembros de las subdirectivas o comités seccionales de los sindicatos previstos en
los respectivos Estatutos, _v que actúen en municipio distinto de la sede la directiva
central sin pasar del mismo número, sin que pueda existir más de una subdirecti—
va o comité seccional en cada municipio. Este amparo se hará efectivo desde cuan—
do sea notiñcada la elección en la forma prevista en los artículos 380 y 388, por el
tiempo que dure el mandato y tres (3) meses más.

Artículo 424: Miembros de la junta Directiva amparados.
1. Cuando la directiva se componga de más de cinco principales y más de cinco su—

plentes, el amparo sólo se extiende a los cinco primeros principales y a los cinco
primeros suplentes que figuren en la lista que el sindicato pase al (empleador).
La designación de toda Junta Directiva 0 cualquier cambio que ocurra en su com—

posición debe notiñcarse al (empleador) en la forma prevista en los Artículos 363
y 371. En caso de cambio, el antiguo miembro continúa gozando del fuero durante
los tres (3) meses subsiguientes, a menos que la sustitución se produzca por renun—
cia voluntaria del cargo sindical antes de vencerse la mitad del período estatutario
o por sanción disciplinaria impuesta por el sindicato, en cuyos casos el fuero cesa
¡pso_¡?zcta para el sustituido.
En los casos de fusión de dos o más organizaciones sindicales, siguen gozando
de fuero los anteriores directores que no queden incorporados en la Junta Direc—
tiva renovada con motivo de la fusión, hasta tres (3) meses después de que ésta
se realice.
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Artículo 425: Suspensión y despido de trabajadores amparados.

l. El patrono puede suspender provisionalmente a cualquier trabajador amparado por

el fuero, por justa causa, siempre que llene estos requisitos: que en el término de la

distancia y dos (2) días hábiles más, a partir del día de la suspensión, presente solici—

tud de autorización para el despido deñnitivo, ante el respectivo Juez del Trabajo; y

que, con dicha solicitud, deposite el valor de quince (15) días de salario del trabajador

suspendido, como caución inicial que puede ser aumentada por estimación del juez,

para garantizar que pagará al trabajador los salarios correspondientes al período de la

suspensión, si no prospera la autorización de despido definitivo.

2. El Juez, previo el trámite previsto en el Código Procesal del Trabajo, autorizará el

despido deñnitivo si se comprobare la justa causa invocada por el patrono. Si lo ne—

gare, declarará en la Sentencia la obligación alternativa del patrono prevista en el

Artículo 116 del Código Procesal del Trabajo, pero con la modiñcación de que la

indemnización especial equivalente a seis (6) meses de salario allí ordenada se pa—

gará al sindicato respectivo, sin perjuicio de los derechos que correspondan al tra—

bajador por los salarios y prestaciones sociales considerando el caso como de des—

pido injusto.
3. Las disposiciones anteriores rigen en lo pertinente cuando se pide permiso para

despedir al trabajador sin que se le haya suspendido provisionalmente.

Artículo 426: Excepciones. No gozan del fuero sindical:

Los trabajadores que sean empleados públicos de acuerdo con el Artículo 5” del

Código de Régimen Político y Municipal.
Los trabajadores oficiales y particulares que desempeñen puestos de dirección, de

conñanza o de manejo.
Artículo 427: justas causas del despido. Son justas causas para que el Juez autorice el des—

pido de un trabajador amparado por el fuero:

l. La expiración del plazo determinado o presuntivo del contrato de trabajo;

2. La liquidación o clausura definitiva de la empresa o establecimiento y la suspen—

sión total o parcial de actividades por parte del patrono durante más de ciento

veinte (120) días; y
Todas aquellas que permitan al patrono dar por terminado unilateralmente el con—

L;.)

trato de trabajo de acuerdo con la Ley.

Artículo 428: Terminación del contrato sin previa calificación judicial. La terminación del

contrato de trabajo por la realización de la obra contratada, por la ejecución del trabajo

accidental, ocasional o transitorio, por mutuo consentimiento o por Sentencia de auto—

ridad competente, no requiere previa calificación judicial de la causa en ningún caso.

Artículo 429: Suspensión del contrato de trabajo. Las simples suspensiones del contrato

de trabajo no requieren intervención judicial.

Artículo 430: Sanciones disciplinarias. El fuero sindical no impide aplicar al trabajador que

de él goce, las sanciones disciplinarias distintas del despido en los términos del respec—

tivo reglamento de trabajo.
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Capítulo IX: trabajadores oficiales
Artículo 431: Derecho de asociación. El derecho de asociación en sindicatos se extiende a

los trabajadores de todo servicio oñcial, con excepción de los miembros del Ejército
Nacional _v de los cuerpos o fuerzas de Policía de cualquier orden, pero los sindicatos
de empleados públicos tienen sólo las siguientes funciones:
]. Estudiar las características de la respectiva profesión _v las condiciones de trabajo

de sus asociados.
2. Asesorar a sus miembros en la defensa de sus derechos como empleados públicos,

especialmente los relacionados con la carrera administrativa.
3. Representar en juicio o ante las autoridades los intereses económicos comunes o

generales de los agremiados, o de la profesión respectiva.
4. Presentar a los respectivos jefes de la administración memoriales respetuosos que

contengan solicitudes que interesen a todos sus afiliados en general, o reclamacio—
nes relativas al tratamiento de que haya sido objeto cualquiera de éstos en particu—
lar, o sugestiones encaminadas a mejorar la organización administrativa o los mé—

todos de trabajo.
Promover la educación técnica y general de sus miembros.U!

6. Prestar socorro a sus afiliados en caso de desocupación, de enfermedad, invalidez
o calamidad.

7. Promover la creación, el fomento o subvención de cooperativas, cajas de ahorro, de
préstamos _v de auxilios mutuos, escuelas, bibliotecas, institutos técnicos o de habi—
litación profesional, oñcinas de colocación, hospitales, campos de experimentación
o de deporte _v demás organismos adecuados a los ñnes profesionales, culturales, de
solidaridad y de previsión, contemplados en los Estatutos.

8. Adquirir a cualquier título y poseer los bienes inmuebles )“ muebles que requieran
para el ejercicio de sus actividades.

Artículo 432: Atención por parte de las autoridades. Las funciones señaladas en los apar—
tes 3” v 4” del Artículo anterior implican para las autoridades, _v especialmente para
los superiores jerárquicos de los asociados, la obligación correlativa de recibir opor—
tunamente a los representantes del sindicato y de procurar la adecuada solución a sus
solicitudes.

Artículo 433: Limitación de las funciones. Los sindicatos de empleados públicos no pue—
den presentar pliegos de peticiones ni celebrar convenciones colectivas, pero los sin—

dicatos de los demás trabajadores oficiales tienen todas las atribuciones de los otros
sindicatos de trabajadores, _v sus pliegos de peticiones se tramitarán en los mismos tér—

minos que los demás, aun cuando no puedan declarar o hacer huelga.

Capítulo X: federaciones y confederaciones
Artículo 434: Derecho de federación.

1. Todos los sindicatos tienen, sin limitación alguna, la facultad de unirse o coaligarse
en federaciones locales, regionales, nacionales, profesionales o industriales, _v éstas
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en confederaciones. Las federaciones y confederaciones tienen derecho al recono—

cimiento de personería jurídica propia y las mismas atribuciones de los sindicatos,

salvo la declaración de huelga, que compete privativamente, cuando la Ley la auto—

riza, a los sindicatos respectivos o grupos de trabajadores directa o indirectamen—

te interesados.
2. Las confederaciones pueden añliar sindicatos, si sus Estatutos lo permiten.

Artículo 435: Funciones adicionales. En los Estatutos respectivos de las federaciones y

confederaciones pueden atribuirse a éstas las funciones de Tribunal de Apelación con—

tra cualquier medida disciplinaria adoptada por una de las organizaciones afiliadas; la

de dirimir las controversias que se susciten entre los miembros de un sindicato afiliado

por razón de las decisiones que se adopten, y la de resolver las diferencias que ocurran

entre dos o más de las organizaciones federadas.

Artículo 436: Autorización a los fundadores. Para la constitución de cualquier federación o

confederación de sindicatos, los representantes de éstos que suscriban el acta de fun—

dación deben estar expresamente facultados por las respectivas Asambleas Generales.

Artículo 437: Acta de fundación. El acta de fundación debe indicar el nombre y domicilio

de cada organización afiliada, el número y la fecha de la resolución de reconocimiento

de su personería jurídica, el número y la fecha del Diario Oficial en que tal resolución

fue publicada, los nombres y cédulas de los miembros de la directiva provisional, y, si

fuere el caso, la empresa o empresas en donde estos últimos trabajan.

Artículo 438: Fuero sindical. Para los efectos del fuero sindical, los avisos se darán en la

misma forma prescrita en los artículos 380 y 388.

Artículo 439: Junta Directiva.
1. Para ser miembro de la Junta Directiva de una federación o confederación de sin—

dicatos, tanto de la provisional como de las reglamentarias, deben reunirse los si—

guientes requisitos, además de los que se exijan en los Estatutos respectivos:

a. Ser colombiano;
b. Ser miembro activo de una cualquiera de las organizaciones asociadas;

c. Estar ejerciendo normalmente, en el momento de la elección, la actividad, pro—

fesión u oficio característicos de su sindicato, y haberlo ejercido normalmente

por más de un año, con anterioridad;
d. Saber leer y escribir;

Tener cédula de ciudadanía o tarjeta de identidad, según el caso; y

No haber sido condenado a sufrir pena aflictiva, a menos que haya sido rehabili—

tado, ni estar llamado a juicio por delitos comunes en el momento de la elección.

2. La falta de cualesquiera de estos requisitos produce el efecto previsto en el inciso

2” del Artículo 388.

3. Las condiciones exigidas en los apartes b y c del inciso 1” no se toman en cuenta

cuando el retiro del sindicato, o la interrupción en el ejercicio de la profesión, o

de la extinción del contrato de trabajo en una empresa determinada, o el cambio

de oficio hayan sido ocasionados por razón de funciones, comisiones o actividades
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sindicales, lo cual debe ser declarado por la Asamblea que haga la elección. Tampo—
co se toman en cuenta las suspensiones legales del contrato de trabajo.

Artículo 440: Personería jurídica. Para el reconocimiento de la personería jurídica de una
federación o confederación se procederá en la misma forma que para la de sindicatos,
en lo pertinente.

Artículo 441: Directiva provisional. La directiva provisional de una federación o confe—
deración sindical ejercerá el mandato hasta la primera reunión posterior al reconoci—
miento de su personería, que celebre la Asamblea General.

Artículo 442: Estatutos. El período de las directivas o comités ejecutivos reglamentarios _v

las modalidades de su elección, la integración de los mismos, el quorum _v la periodici—
dad de las reuniones ordinarias de las Asambleas, la vigencia de los presupuestos _v los
requisitos para la validez de los gastos, se rigen por las disposiciones de los Estatutos
federales 0 confederales aprobados por el Ministerio de Trabajo.

Artículo 443: Asesoria por asociaciones superiores. Toda organización sindical de segundo o
tercer grado puede asesorar a sus organizaciones afiliadas ante los respectivos ( emplea—
dores)> en la tramitación de sus conflictos, y también ante las autoridades o ante terceros
respecto de cualesquiera reclamaciones.

Capítulo XI: disposiciones finales
Artículo 444: Informes para el Ministerio. Toda organización sindical debe presentar se—

mestralmente al Nlinisterio del Trabajo, Departamento Nacional de Supervigilancia
Sindical, una relación detallada de sus ingresos _v egresos, )“ someterse a la inspección
y control de esa autoridad en cuanto al cumplimiento de las normas estatutarias sobre
el particular, pero desde la presentación de un pliego de peticiones y siempre que se dé
aviso al Ministerio, remitiéndole copia del pliego por conducto del respectivo Inspec—
tor de Trabajo, se suspenderá este control financiero, hasta la terminación del conflic—

to, cuando deberá rendirse al funcionario dicho una cuenta detallada del movimiento
de fondos durante el conflicto.

Artículo 445: Congresos sindicales. El Ministerio del Trabajo propiciará la reunión de
congresos sindicales, de acuerdo con la reglamentación que estime conveniente.

Título II: conflictos colectivos de trabajo

Capítulo I: disposiciones generales
Artículo 446: Definición de huelga. Se entiende por huelga la suspensión colectiva tempo—

ral y pacífica del trabajo, efectuada por los trabajadores de un establecimiento o empre—
sa con ñnes económicos _v profesionales propuestos a sus (empleadores) _v previos los
trámites establecidos en el presente Titulo.

Artículo 447: Prohibición de huelga en los servicios públicos. De conformidad con la Cons—
titución Nacional, está prohibida la huelga en los servicios públicos. Para tal efecto se
consideran como tales:
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]. Los que se presten en cualquiera de las ramas del Poder Público;

2. Los de empresas de transportes por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía

eléctrica y telecomunicaciones;
3. Los de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como hospitales y clínicas;

4. Los de establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia;

5. Los de plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y de todos los organismos

de distribución de estos establecimientos, sean ellos oñciales o privados;

Todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones;

7. Los de empresas de oleoductos;
Los de explotación de minas y yacimientos de la Nación, los de empresas de petró—

leo y los de todos los organismos de distribución de estas empresas.

Artículo 448: Requisitos. No puede efectuarse una suspensión colectiva de trabajo, cual—

quiera que sea su origen, sin que antes se hayan cumplido los procedimientos que re—

gulan los artículos siguientes.

Capítulo II: arreglo directo
Artículo 449: Delegados.

1. Siempre que se presente un conflicto colectivo que pueda dar por resultado la sus—

pensión del trabajo, o que deba ser solucionado mediante el arbitramento obligato—

rio, el respectivo sindicato o los trabajadores nombrarán una delegación de tres de

entre ellos para que presente al (empleador), o a quien lo represente, el pliego de

las peticiones que formulan.
2. Tales delegados deben ser colombianos, mayores de edad, trabajadores actuales de

la empresa o establecimiento, y que hayan estado al servicio de éste por más de seis

(6) meses, o por todo el tiempo que hubiere funcionado el establecimiento cuando

fuere menor de seis (6) meses.
Artículo 450: Iniciación de conversaciones. El dueño del establecimiento o empresa o su

representante, están en la obligación de recibir la delegación de los trabajadores den—

tro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la presentación oportuna del pliego de

peticiones, para iniciar conversaciones. Si la persona a quien se presentare el pliego

considerare que no está autorizada para resolver sobre él, debe hacerse autorizar o dar

traslado al patrono dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la presentación

del pliego, avisándolo así a los trabajadores.
En todo caso la iniciación de las conversaciones en la etapa de arreglo directo no

puede diferirse por más de cinco (5) días hábiles a partir de la presentación del pliego.

Artículo 451: Duración de las conversaciones. Las conversaciones de arreglo directo pue—

den desarrollarse por el término que deseen las partes; pero si los trabajadores lo exi—

gieren, debe dárseles respuesta concreta sobre todas y cada una de sus peticiones a más

tardar dentro de los diez (10) días siguientes a la iniciación de las conversaciones.

Artículo 452: Acuerdo. Si se llegare a un acuerdo total o parcial sobre el pliego de peticio—

nes, se firmará la respectiva convención colectiva o el pacto entre los trabajadores no
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sindicalizados y el patrono, y se enviará una copia al Ministerio del Trabajo por con—
ducto del Inspector de Trabajo respectivo.

Artículo 453: Desacuerdo. Si no se llegare a un arreglo directo, en todo o en parte, se hará
constar asi en el acta, y las diferencias serán sometidas al proceso de conciliación de
que se trata en seguida.

Capítulo III: mediación
Artículo 454: Conciliadores.

1. Las peticiones de los trabajadores, o la parte de ellas sobre las cuales no se hubiere
logrado un arreglo directo, serán sometidas a la mediación de un conciliador de—

signado de común acuerdo por las dos partes, o de sendos conciliadores designa—
dos por ellas.

2. Dichos conciliadores deben ser personas conocedoras de las actividades de la em—

presa o establecimiento, colombianos y mayores de edad y su designación debe ha—

cerse dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la firma del acta que ponga
fin al arreglo directo, avisándose este nombramiento por escrito, recíprocamente y
al Inspector de Trabajo respectivo.

3. Los conciliadores deben manifestar dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes
a su designación si aceptan o no el cargo. En caso de que no acepten, la parte res—

pectiva procederá inmediatamente a nombrar el reemplazo.
Artículo 455: Iniciación de labores. Una vez aceptado su cargo, los conciliadores deben

entrar a actuar dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a su aceptación y con—
vocarán inmediatamente a los delegados o representantes de los trabajadores y del es—

tablecimiento o empresa para que les suministre todos los datos e informes necesarios
para el desempeño de su cometido.

Artículo 456: Representantes de las partes. Pueden ser representantes de los trabajadores los
mismos delegados que hubieren actuado en la etapa de arreglo directo. El patrono será
representado por tres delegados suyos, entre los cuales puede estar el jefe o director del
establecimiento. Los representantes de una y otra parte deben ser conocedores de los ne—

gocios de que se trata y estar provistos de suficientes poderes para firmar cualquier con—
vención colectiva o pacto que se celebre, salvo que convengan en hacerlo ad—referemlzmz.

Artículo 457: Obligaciones de los representantes. Los representantes tienen la obligación
de presentarse ante el conciliador o conciliadores, cada vez que éstos lo soliciten, salvo
excusa justificada y de suministrarles todas las informaciones pertinentes al conflicto o
conducentes a su solución. Las informaciones que tuvieren carácter de conñdenciales
deben ser mantenidas con ese carácter sin que los conciliadores puedan hacer uso pú—
blico de ellas sin previa autorización de quien se las haya suministrado.

Artículo 458: Función de los conciliadores. La función de los conciliadores es la de pro—
curar un arreglo equitativo consultando el mutuo interés de patronos y trabajadores,
y su encargo terminará diez (10) días después de que entren a actuar, salvo prórroga
que les concedan las partes.
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Artículo 459: Terminación de la conciliación.
1. Las proposiciones, insinuaciones 0 dictámenes de los conciliadores no obligan a las

partes. Si se llegare a un acuerdo, se firmará la convención colectiva o el pacto se—

gún el caso.
2. Si la conciliación no concluyere en un acuerdo, así se hará constar en un acta que

ñrmarán los conciliadores.
Artículo 460: Copias. De todos los nombramientos, actas, convenciones y pactos se en—

tregarán copias a las partes y al Inspector de Trabajo, y en defecto de éste al Alcalde

Municipal respectivo, para su remisión al Ministerio del Trabajo.

Capítulo IV: declaratoria y desarrollo de la huelga
Artículo 461: Declaratoria y desarrollo de la huelga. La declaración de la huelga requiere

que sea aprobada en votación secreta por la mayoría absoluta de los trabajadores de la

empresa o establecimiento o de la Asamblea General del sindicato de base a que estén

afiliados más de la mitad de aquellos trabajadores.
Articulo 462: Abandono del lugar de trabajo. Una vez declarada la huelga los trabajadores

deben abandonar el lugar del trabajo.
Artículo 463: Forma de la huelga. Cumplidos los procedimientos previos de arreglo directo

y conciliación, si el sindicato o grupo de trabajadores no sindicalizados declare la huel—

ga, ésta debe efectuarse en forma ordenada y pacífica.

Artículo 464: Comités de huelga. Los directores del movimiento pueden constituir “comi—

tés de huelga” que sirvan de agentes de información de los trabajadores y de comunica—

ción con los (empleadores) o con sus representantes.
Artículo 465: Funciones de las autoridades. Durante el desarrollo de una huelga, las au—

toridades policivas tienen a su cargo la vigilancia del curso pacífico del movimiento y

ejercerán de modo permanente la acción preventiva y represiva que les corresponda, a

ñn de evitar que los huelguistas o cualesquiera personas en conexión con ellos excedan

en cualquier sentido las finalidades jurídicas de la huelga, o intenten aprovecharla para

promover desórdenes o cometer infracciones 0 delitos.

Artículo 466: Efectos jurídicos de las huelgas. La huelga sólo suspende los contratos de

trabajo por el tiempo que dure. El patrono no puede celebrar entre tanto nuevos con—

tratos de trabajo para la reanudación de los servicios suspendidos, salvo en aquellas

dependencias cuyo funcionamiento sea indispensable a juicio del respectivo Inspector

de Trabajo, para evitar graves perjuicios a la seguridad y conservación de los talleres,

locales, equipos, maquinarias o elementos básicos, y solamente en el caso de que los

huelguistas no autoricen el trabajo del personal necesario de esas dependencias.

Artículo 467: Casos de ilegalidad. La suspensión colectiva del trabajo es ilegal en cualquie—

ra de los siguientes casos:
1. Cuando se trate de un servicio público.
2. Cuando su objeto sea ilícito, es decir, cuando persiga ñnes distintos de los profe—

sionales o económicos.

493



494 Los sindimlos_y la asígnau'án del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

3. Cuando no se hayan cumplido previamente los procedimientos de arreglo directo
y de conciliación en forma legal.

4. Cuando haya sido declarada con violación de lo dispuesto en el Artículo 461.
Artículo 468: Declaratoria de ilegalidad.

]. La declaratoria de ilegalidad de una suspensión colectiva del trabajo será proferi—
da en la forma y mediante el procedimiento de que trata la Sección IY del Capítulo
XVI del Código Procesal del Trabajo.

2. En la caliñcacíón de suspensiones colectivas del trabajo por las causales c y d del
Artículo anterior, no se toman en cuenta las irregularidades adjetivas de trámite en
que se haya podido incurrir.

Capítulo VI: arbitramento
Artículo 469: Procedencia del arbitramento.

]. Los conflictos colectivos del trabajo que se presenten en los servicios públicos _v

que no hubieren podido resolverse mediante arreglo directo o por conciliación, se—

rán sometidos al arbitramento obligatorio.
2. Los conflictos colectivos en otras empresas 0 establecimientos pueden ser someti—

dos al arbitramento, por acuerdo de las partes.
Artículo 470: Tribunales especiales.

1. El Tribunal de Arbitramento obligatorio en los conflictos colectivos que deban de—

cidirse por este medio, se compondrá de tres miembros, designados así: uno por
cada una de las partes y el tercero por el Ministerio del Trabajo.

2. El Decreto de convocatoria del Tribunal de Arbitramento será dictado por el Minis—

terio del Trabajo dentro de los cinco (5) días siguientes a la terminación de la etapa
conciliatoria, y en él será señalado el término dentro del cual las partes deben nom—
brar sus árbitros. El del Ministerio será designado inmediatamente después de que
las partes nombren los suyos.

3. Los árbitros disponen de dos (2) días para aceptar, tomar posesión y entrar en fun—

ciones. La renuencia de cualquiera de las partes para nombrar árbitros dará dere—

cho al h'linisterio del Trabajo para hacerlo. En caso de falta, renuncia o impedi—
mento de alguno de los árbitros, se procederá a reemplazarlo en la misma forma
como se hizo la designación.

4. Los honorarios del árbitro tercero que designó el Blinistcrio del Trabajo, serán fija—

dos y pagados por el Gobierno, y también los del árbitro designado por los trabaja—

dores, cuando así lo solicite el sindicato respectivo.
Artículo 471: Personas que no pueden ser árbitros.

1. No pueden ser miembros de Tribunales de Arbitramento las personas que directa
o indirectamente hubieren intervenido en representación de las partes en los pe—

ríodos 0 etapas de arreglo directo o de conciliación.
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2. Esta prohibición se hace extensiva a los empleados, representantes, apoderados o

abogados permanentes de las partes, y en general a toda persona ligada a ellas por

cualquier vínculo de dependencia.
Artículo 472: Tribunales voluntarios.

1. El arbitramento voluntario se regula por lo dispuesto en los capítulos VI, VII y VIII

del presente Título, pero el árbitro tercero será designado por los de las partes, y a

falta de acuerdo, por el Ministerio del Trabajo.
2. Cuando una diferencia se someta a la decisión de un Tribunal de Arbitramento vo—

luntario, no puede haber suspensión colectiva del trabajo.

Capítulo VII: procedimiento arbitral
Artículo 473: Quorum. Los Tribunales de Arbitramento de que trata este Capítulo no pue—

den deliberar sino con la asistencia plena de sus miembros.

Artículo 474: Facultades del Tribunal. Los Tribunales de Arbitramento de que trata este Ca—

pítulo pueden solicitar de las partes o de sus representantes, todas las informaciones y

datos que estimen necesarios para ilustrar su juicio, ordenar inspecciones oculares, in—

terrogar a las partes y recibir declaraciones.

Articulo 475: Decisión. Los árbitros deben decidir sobre los puntos respecto de los cuales

no se haya producido acuerdo entre las partes en las etapas de arreglo directo y de con—

ciliación, y su Fallo no puede afectar derechos 0 facultades de las partes reconocidas

por la Constitución Nacional, por las leyes o por normas convencionales vigentes.

Artículo 476: Término para fallar. Los árbitros proferirán el Fallo dentro del término de

diez (10) días, contados desde la integración del Tribunal. Las partes podrán ampliar

este plazo.
Artículo 477: Notiñcación. El Fallo Arbitral se notificará a las partes personalmente o por

medio de comunicación escrita.

Artículo 478: Efecto jurídico y vigencia de los Fallos.

l. El Fallo Arbitral pone fin al conflicto y tiene el carácter de convención colectiva en

cuanto a las condiciones de trabajo.
La vigencia del Fallo Arbitral no puede exceder de dos (2) años.

3. No puede haber suspensión colectiva de trabajo durante el tiempo en que rija el

Fallo Arbitral.

Capítulo VIII: disposiciones comunes a los capítulos anteriores
Artículo 479: Responsabilidad penal. El hecho de terminar la huelga por arreglo entre las

partes o por decisión Arbitral no exime de responsabilidad por los delitos cometidos

durante ella.

Artículo 480: Personas que no pueden intervenir. No pueden ser representantes o voceros

de los trabajadores ni de los (empleadores), ni conciliadores, ni miembros de Tribu—

nales de Arbitramento, individuos condenados a sufrir pena aflictiva que no hubieren

sido rehabilitados.
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Capítulo IX: cierre de empresas
Artículo 481: Empresas de servicios públicos. Las empresas de servicios públicos que no

dependan directa ni indirectamente del Estado no pueden suspender ni paralizar la—

bores sino mediante permiso del Gobierno o dándole aviso a éste, con seis (6) meses
de anticipación cuando menos, a fin de que puedan tomarse oportunamente las Provi—
dencias que aseguren la continuidad del servicio.

Artículo 482: Intervención del Gobierno. En cualquier caso en que se presentare, de he—

cho, la suspensión de los servicios en algunas de las empresas a que se reñere el Artí—
culo anterior, el Gobierno queda autorizado para asumir su dirección _v tomar todas
las Providencias necesarias para restablecer los servicios suspendidos )“ garantizar su
mantenimiento.

Artículo 483: Empresas que no son de servicio público. Las empresas que no sean de servi—
cio público no pueden clausurar sus labores sino mediante aviso a los trabajadores con
no menos de un mes de antelación, salvo fuerza ma_vor o caso fortuito, _v sin perjuicio
de las indemnizaciones a que haya lugar por razón de contratos de trabajo concertados
por un tiempo mayor. Si la empresa clausurada reanudare actividades dentro de los
ciento veinte (120) días siguientes, deberá admitir de preferencia el personal licencia—
do, en condiciones no inferiores a las de que disfrutaba en el momento de la clausura.
Los trabajadores que, debidamente avisados, no se presentaren dentro del tercer día,
perderán este derecho preferencial.

Título III: convenciones pactos colectivos
y contratos sindicales

Capítulo I: convenciones colectivas
Artículo 484: Definición. Convención colectiva de trabajo es la que se celebra entre uno o

varios <[empleadoresj o asociaciones patronales, por una parte, _v uno o varios sindica—

tos o federaciones sindicales de trabajadores, por la otra, para fijar las condiciones que
regirán los contratos de trabajo durante su vigencia.

Artículo 485: Contenido. Además de las estipulaciones que las partes acuerden en relación
con las condiciones generales de trabajo, en la convención colectiva se indicarán la empre—
sa o establecimiento, industria _v Oficios que comprenda, el lugar o lugares donde ha de re—

gir la fecha en que entrará en vigor, el plazo de duración _v las causas _v modalidades de su
prórroga, su desahucio o denuncia y la responsabilidad que su incumplimiento entrañe.

Artículo 486: Forma. La convención colectiva debe celebrarse por escrito v se extenderá en
tantos ejemplares cuantas sean las partes y uno más, que se depositará necesariamente
en el Departamento Nacional de Trabajo, a más tardar dentro de los quince (15) días
siguientes al de su firma. Sin el cumplimiento de todos estos requisitos la convención
no produce ningún efecto.

Artículo 487: Campo de aplicación. Las convenciones colectivas entre patronos _v sindi—

catos cuyo número de afiliados no exceda del limite indicado en el Artículo siguiente,
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solamente son aplicables a los miembros del organismo sindical que las haya celebrado,

_v a quienes adhieran a ellas o ingresen posteriormente al sindicato.

Artículo 488: Extensión a terceros.
1. Cuando en la convención colectiva sea parte un sindicato o agrupación de sindicatos

cuyos añliados excedan a la tercera parte del total de los trabajadores de las empresas
o establecimientos respectivos, las normas de la convención se extienden a todas las

personas, sean o no sindicalizadas, que trabajen o lleguen a trabajar en ellos.

2. Lo dispuesto en el inciso lº rige también cuando el número de afiliados del sindi—

cato o sindicatos llegue a exceder del límite indicado.

Artículo 489: Extensión por acto gubernamental.
1. Cuando haya convenciones colectivas que comprendan más de las dos terceras par—

tes de los trabajadores de una rama industrial en una determinada región económi—

ca, el Gobierno puede hacerlas extensivas, en todo o en parte, a las demás empresas
de la misma industria de esa región, que sean de igual o semejante capacidad técni—

ca y económica, pero siempre que en dichas empresas no existan convenciones que

consagren mejores condiciones para los trabajadores.
2. Para los fines a que se refiere el inciso anterior, el Gobierno puede dividir el pais en

regiones económicas y catalogar las empresas de igual o semejante capacidad téc—

nica y económica de cada rama industrial.

Artículo 490: Separación del empleador del sindicato patronal. Si ñrmada una convención

colectiva el (empleador) se separa del sindicato patronal que la celebró, continúa, sin

embargo, obligado al cumplimiento de esa convención.

Artículo 491: Disolución del sindicato contratante. Si es disuelto el sindicato que hubiere

celebrado una convención, ésta continúa rigiendo los derechos y obligaciones del (em—

pleador) y los trabajadores.
Artículo 492: Acciones de los sindicatos. Los sindicatos que sean parte de una convención

colectiva tienen acción para exigir su cumplimiento o el pago de daños y perjuicios.

Artículo 493: Acciones de los trabajadores. Los trabajadores obligados por una convención

colectiva tienen acción para exigir su cumplimiento o el pago de daños y perjuicios,

siempre que el incumplimiento les ocasione un perjuicio individual. Los trabajadores

pueden delegar el ejercicio de esta acción en su sindicato.

Articulo 494: Plazo presuntivo. Cuando la duración de la convención colectiva no haya sido

expresamente estipulada o no resulte de la naturaleza de la obra o trabajo, se presume
celebrada por términos sucesivos de seis (6) en seis (6) meses.

Artículo 495: Prórroga automática. A menos que se hayan pactado normas diferentes en la

convención colectiva, si dentro de los sesenta (60) días inmediatamente anteriores a la ex—

piración de su término, las partes o una de ellas no hubieren hecho manifestación escrita

de su expresa voluntad de darla por terminada, la convención se entiende prorrogada por
periodos sucesivos de seis (6) en seis (6) meses, que se contarán desde la fecha señalada

para su terminación.
Articulo 496: Denuncia.
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1. Para que sea válida la manifestación escrita de dar por terminada una convención
colectiva de trabajo, si se hace por una de las partes, o por ambas separadamente,
debe presentarse por triplicado ante el Inspector de Trabajo del lugar, y en su defec—

to ante el Alcalde, funcionarios que le pondrán la nota respectiva de presentación,
señalando el lugar, la fecha v la hora de la misma. El original de la denuncia será en—

tregado al destinatario por dicho funcionario, v las copias serán destinadas para el

Departamento Nacional del Trabajo y para el denunciante de la convención.
2. Formulada así la denuncia de la convención colectiva, ésta terminará a la expira—

ción del respectivo plazo.
Artículo 497: Revisión. Las convenciones colectivas son revisables cuando quiera que so—

brevengan imprevisibles y graves alteraciones de la normalidad económica. Cuando
no ha_va acuerdo entre las partes acerca de la revisión fundada en tales alteraciones, co—

rresponde a la Justicia del Trabajo decidir sobre ellas; 3" entretanto estas convenciones
siguen en todo su vigor.

Capítulo II: pactos colectivos
Artículo 498: Celebración _v efectos. Los pactos entre patronos y trabajadores no sindicaliza—

dos se rigen por las disposiciones establecidas para las convenciones colectivas, pero so—

lamente son aplicables a quienes los hayan celebrado o adhieran posteriormente a ellos.

Capítulo III: contratos sindicales
Artículo 499: Deñnición. Se entiende por contrato sindical el que celebren uno o varios

sindicatos de trabajadores con uno o varios (empleadores) o sindicatos patronales
para la prestación de servicios o la ejecución de una obra por medio de sus añliados.
Uno de los ejemplares del contrato sindical debe depositarse, en todo caso, en el Mi—

nisterio de Trabajo, a más tardar quince (15) días después de su firma. La duración, la
revisión _v la extinción del contrato sindical se rigen por las normas del contrato indi—

vidual de trabajo.
Artículo 500: Responsabilidad. El sindicato de trabajadores que ha_va suscrito un contrato

sindical, responde tanto por las obligaciones directas que surjan del mismo como por
el cumplimiento de las que se estipulen para sus añliados, salvo en los casos de simple
suspensión del contrato, previstos por la Ley o la convención, y tiene personería para
ejercer tanto los derechos _v acciones que le correspondan directamente, como las que
correspondan a cada uno de sus afiliados. Para estos efectos, cada una de las partes con—

tratantes debe constituir caución suñciente; si no se constitu_vere, se entiende que el pa—

trimonio de cada contratante responde de las respectivas obligaciones.
Artículo 501: Disolución del sindicato. En caso de disolución del sindicato de trabajadores

que haya sido parte de un contrato sindical, los trabajadores continuarán prestando sus
servicios en las condiciones estipuladas, mientras dure la vigencia del contrato. La cau—

ción que ha_va prestado el sindicato disuelto subsistirá para garantizar las obligaciones
de los respectivos trabajadores.
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Tercera parte: vigilancia,
control y disposiciones finales

Título I: vigilancia y control
Artículo 502: Autoridades que los ejercitan. La vigilancia y el control del cumplimiento de

las normas de éste Código y demás disposiciones sociales se ejercerán por el Ministe—

rio del Trabajo en la forma como el Gobierno, o el mismo Ministerio, lo determinen.
Artículo 503: Sanciones y procedimiento. Los jefes de departamento, inspectores, visi-

tadores y jefes de sección del Ministerio del Trabajo, quedan investidos del carácter

de Jefe de Policía para todo lo relacionado con la vigilancia y control de que trata

el Artículo anterior, y, en consecuencia, están expresamente facultados para impo—

ner multas desde cincuenta pesos (850) hasta dos mil pesos (32.000), según los ca—

sos, a quienes desobedezcan o traten de burlas las Providencias que ellos dicten en

ejercicio de dichas atribuciones y con sujeción a los procedimientos administrativos

ordinarios.
Artículo 504: Funcionarios de instrucción. El Jefe del Departamento de Supervigilancia

Sindical y los Inspectores de Trabajo que intervengan en asuntos de competencia de

este Departamento, tendrán el carácter de funcionarios de instrucción para efectos de

las investigaciones de actividades ilícitas de los organismos sindicales.

Título II: disposiciones finales

Capítulo I: prescripción de acciones
Artículo 505: Regla general. Las acciones correspondientes a los derechos regulados en

este Código prescriben en tres (3) años, que se cuentan desde que la respectiva obliga—

ción se haya hecho exigible, salvo en los casos de prescripciones especiales establecidas

en el Código Procesal del Trabajo o en el presente Estatuto.

Artículo 506: Interrupción de la prescripción. El simple reclamo escrito del trabajador, re—

cibido por el (empleador), acerca de un derecho debidamente determinado, interrum—

pe la prescripción por una sola vez, la cual principia a contarse de nuevo a partir del

reclamo y por un lapso igual al señalado para la prescripción correspondiente.

Capítulo II: vigencia de este Código
Artículo 507: Fecha de vigencia. El presente Código principia a regir el día primero (lº) de

enero del año de mil novecientos cincuenta y uno (1951).
Artículo 508: Disposiciones suspendidas. Desde la fecha en que principie la vigencia de

este Código, quedan suspendidas todas las leyes, decretos, resoluciones y demás pre—

ceptos anteriores de carácter nacional, reguladores de las materias contempladas en

este Código, en cuanto han venido rigiendo los derechos individual y colectivo de tra—

bajo entre (empleadores) y trabajadores particulares y los del derecho colectivo de

trabajo entre la Administración Pública y sus servidores.
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Artículo 509: Disposiciones no suspendidas. Quedan vigentes las normas que regulan el
salario mínimo, el seguro social obligatorio y el derecho individual del trabajo en cuan—
to se reñere a los trabajadores oficiales.

MARIANO OSPINA PEREZ

Decreto 3743 de 1950
(por el cual se modiñca el Decreto 2663 de 1950,

sobre Código Sustantivo del Trabajo)

Artículo 1": 1ntrodúzcanse al Decreto 2663 de 1950 las modificaciones que se establecen
en los artículos siguientes:

Artículo 2º: El Artículo 16 quedará así:

“Artículo 16:
1. Las normas sobre trabajo, por ser de orden público, producen efecto general inme—

diato, por lo cual se aplican también a los contratos de trabajo que estén vigentes
o en curso en el momento en que dichas normas empiecen a regir, pero no tienen
efecto retroactivo, esto es, no afectan situaciones deñnidas o consumadas confor—

me a leyes anteriores.
2. Cuando una Ley nueva establezca una prestación ya reconocida espontáneamen—

te o por convención o fallo arbitral por el patrono, se pagará la más favorable al
trabajador”.

Artículo 3º: E1Artículo 53 quedará así:

“Artículo 53: Desaparecidas las causas de la suspensión temporal del trabajo, el patro—
no deberá avisar alos trabajadores, en los casos de que tratan los tres (3) primeros ordi—

nales del Artículo anterior, la fecha de la reanudación del trabajo, mediante notificación
personal o avisos publicados no menos de dos veces en un periódico de la localidad,
y debe admitir a sus ocupaciones anteriores a todos los trabajadores que se presenten
dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación 0 aviso”.

Artículo 4º: El Artículo 60 quedará así:

“Artículo 60. Se prohíbe a los patronos:
1. Deducir, retener o compensar suma alguna del monto de los salarios y prestaciones

en dinero que corresponda a los trabajadores, sin autorización previa escrita de és—

tos para cada caso, o sin mandamiento judicial, con excepción de los siguientes:
a. Respecto de salarios, pueden hacerse deducciones, retenciones o compensa—

ciones en los casos autorizados por los artículos ll-l, 151, 152, 153 y 417.
b. Las cooperativas pueden ordenar retenciones hasta de un cincuenta por ciento

(50%) de salarios y prestaciones, para cubrir sus créditos, en la forma y en los
casos en que la Ley las autorice.
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c. En cuanto a pensiones de jubilación, los patronos pueden retener el valor res—

pectivo en los casos del Artículo 283.

2. Obligar en cualquier forma a los trabajadores a comprar mercancías o víveres en
almacenes o proveedurías que establezca el patrono.

3. Exigir o aceptar dinero del trabajador como gratificación para que se le admita en
el trabajo o por otro motivo cualquiera que se refiera a las condiciones de éste.

4. Limitar o presionar en cualquier forma a los trabajadores en el ejercicio de su de—

recho de asociación.

:. Imponer a los trabajadores obligaciones de carácter religioso o político, o dificul-

tarles o impedirles el ejercicio del derecho del sufragio.
6. Hacer, autorizar o tolerar propaganda política en los sitios del trabajo.
7. Hacer o permitir todo género de rifas, colectas o suscripciones en los mismos sitios.

8. Emplear en las certificaciones de que trata el ordinal 7” del Artículo 58 signos con—

vencionales que tiendan a perjudicar a los interesados, o adoptar el sistema de “lista

negra', cualquiera que sea la modalidad que utilicen, para que no se ocupe en otras

empresas a los trabajadores que se separen o sean separados del servicio.
9. Ejecutar o autorizar cualquier acto que vulnere o restrinja los derechos de los tra—

bajadores o que ofenda su dignidad”.
Artículo Sº: El Artículo 64 quedará así:

“Artículo 64: Son justas causas para dar por terminado, unilateralmente, el contrato
de trabajo, con previo aviso dado por escrito a la otra parte, con antelación por lo me—

nos igual al período que regule los pagos del salario, o mediante el pago de los salarios

correspondientes a tal período:
a. Por parte del patrono:

l. La ineptitud plenamente comprobada del trabajador para prestar el servicio

convenido;
2. La sistemática inejecución sin razones válidas, por parte del trabajador, de las

obligaciones convencionales o legales.
3. Todo vicio habitual del trabajador que perturbe la disciplina del establecimiento.

La renuencia sistemática del trabajador a aceptar las medidas preventivas, pro—

ñlácticas o curativas prescritas por el médico del patrono o por las autoridades

para evitar enfermedades 0 accidentes.
U*| La enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga el carácter de

profesional, y cuya curación, según dictamen médico, no sea probable antes de
seis (6) meses, así como cualquiera otra enfermedad o lesión que incapacite para
el trabajo por más de dicho lapso; pero el despido por esta causa no exime al pa—

trono de las prestaciones e indemnizaciones legales y convencionales derivadas
de la enfermedad.

6. Las demás que se hayan previsto, con esta modalidad, en el contrato, pacto o

convención colectiva, fallo arbitral o reglamento.
b. Por parte del trabajador:
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1. La inejecucíón por parte del patrono de sus obligaciones convencionales o le—

gales de importancia.
2. La exigencia del patrono, sin razones válidas, de la prestación de un servicio

distinto, o en lugares diversos de aquel para el cual se le contrató.
3. Las demás que se hayan previsto, con esta modalidad, en el contrato, pacto o

convención colectiva, fallo arbitral o reglamento”.
Artículo 6º: El Artículo 103 quedará así:

“Artículo 103:
1. Para el efecto de los derechos de vacaciones y cesantía, se entiende que el trabajo

del año escolar equivale a trabajo en un año del calendario.
2. Las vacaciones reglamentarias del respectivo establecimiento dentro del año esco—

lar, serán remuneradas )" excluyen las vacaciones legales, en cuanto aquellas exce—

dan de quince (15) días”.
Artículo 7“: El Artículo 179 quedará así:

“Artículo 179:
1. Todos los trabajadores tienen derecho al descanso remunerado en los siguientes

días de fiesta de carácter civil o religioso: 10 de enero, 6 de enero, 19 de marzo, 1“

de mayo, 29 de junio, 20 de julio, 7 de agosto, 15 de agosto, 12 de octubre, 1“ de no—

viembre, 11 de noviembre, 8 de diciembre y 25 de diciembre; además, los días jue—

ves y viernes santos, Ascensión del Señor y Corpus Cristi.
2. La remuneración correspondiente al descanso en los días expresados, se liquidará

como para el descanso dominical, pero sin que ha_va lugar a descuento alguno por
faltas al trabajo”.

Artículo 8º: El Artículo 194 quedará así:

“Artículo 194: Durante el período de vacaciones el trabajador recibirá el salario ordi—

nario que esté devengando el día en que comience a disfrutar de ellas”.
Artículo 9º: El Artículo 196 quedará así:

“Artículo 196:
1. Para los efectos de este Código se entiende por empresa toda unidad de explota—

ción económica o las varias unidades dependientes de una misma persona natural
o jurídica, que correspondan a actividades económicas similares, conexas o com—

plementarias, _v tengan trabajadores a su servicio.
2. El Ministerio del Trabajo, de oñcio o a solicitud de parte, y previa la investigación

administrativa del caso, podrá declarar la unidad de empresa, de que trata el pre—
sente Artículo, para lograr el cumplimiento de las leyes sociales”.

Artículo 10": El Artículo 198 quedará así:

“Artículo 198:

l. La coexistencia de contratos de que trata el Artículo 27 implica la coexistencia de
prestaciones.

2. Cuando un trabajador tenga derecho a que varios patronos le concedan una presta—

ción asistencial o en especie, estos patronos tienen que suministrarla _v costearla en
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proporción a los salarios que cada uno le pague al trabajador, y si uno solo de ellos

la suministrare íntegramente, quedará subrogado en las acciones del trabajador

contra los demás respecto de la parte o cuota que a éstos corresponda”.
Artículo 11: El Artículo 201 quedará así:

“Artículo 201: Se entiende por accidente de trabajo todo suceso imprevisto y repen—

tino que sobrevenga por causa o con ocasión del trabajo y que produzca al trabajador

una lesión orgánica o perturbación funcional permanente o pasajera, y que no haya

sido provocado deliberadamente o por culpa grave de la víctima”.

Artículo 12: El Artículo 206 quedará así:

“Artículo 206: Los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales dan lugar a las

siguientes prestaciones:
1. Asistencia médica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria, por el tiempo que se re—

quiera, sin exceder de dos (2) años, comprendidos los exámenes complementarios,

como radiografías, consulta de especialistas, las prescripciones terapéuticas com—

pletas, como transfusiones y fisioterapia, y el suministro de aparatos de ortopedia y

prótesis que sean necesarios.
2. Además, a las siguientes en dinero, según el caso:

a. Mientras dure la incapacidad temporal, el trabajador tiene derecho a que se le pa—

gue el salario ordinario completo hasta por seis (6) meses.

En caso de incapacidad permanente parcial, el trabajador tiene derecho a una

suma de dinero en proporción al daño sufrido, no inferior a un (1) mes ni su—

perior a veintitrés (23) meses de salario. Esta suma se ñja en casos de accidente,
de acuerdo con la Tabla de Valuación de Incapacidades que aparece adoptada

en el Artículo 211, y en caso de enfermedad profesional, de acuerdo con el

grado de incapacidad. Las incapacidades de que trata este ordinal serán fija—

das por el médico del patrono… y, en caso de controversia, por los médicos de
la Oficina Nacional de Medicina e Higiene Industrial, y, en su defecto, por los

médicos legistas.
En caso de incapacidad permanente total el trabajador tiene derecho a una
suma equivalente a veinticuatro (24) meses de salario.

En caso de gran invalidez el trabajador tiene derecho a una suma equivalente
a treinta (30) meses de salario.

En caso de muerte se paga una suma equivalente a veinticuatro (24) meses de
salario del trabajador, a las personas que a continuación se indican y de acuer—

do con la siguiente forma de distribución:
Si hubiere cónyuge e hijos legítimos y naturales, la mitad para la cónyuge

y la otra mitad para los hijos, por partes iguales, teniendo en cuenta que cada

uno de los hijos naturales lleva la mitad de lo que corresponde a cada uno de
los hijos legítimos Si no hubiere cónyuge, la suma se distribuye entre los hijos

por partes iguales y teniendo en cuenta que cada uno de los naturales lleva la

mitad de la porción de cada uno de los legítimos.
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Si no hubiere cónyuge ni hijos naturales, la suma se divide por partes igua—

les entre los hijos legítimos.
Si no hubiere cónyuge ni hijos legítimos, la suma se divide por partes igua—

les entre los hijos naturales.
Si no hubiere hijos legítimos ni naturales, la suma corresponde al cónyuge.
Si no existiera ninguna de las personas a que se refieren los incisos anterio—

res, la suma se paga a los ascendientes legítimos, por partes iguales; _v si hubiera
uno solo de ellos, a éste se paga toda la suma.

A falta de alguna de las personas a que se refieren los incisos anteriores, la

suma se paga a los padres naturales por iguales partes; y si hubiere uno solo de
ellos, a éste se paga toda la suma.

A falta de alguna de las personas a que se refieren los incisos anteriores,
la suma se paga a quien probare que depende económicamente del trabajador
fallecido, si además fuere menor de dieciocho (18) años o estuviere incapaci—
tado en forma permanente para trabajar. Si hubiere varias personas en estas
circunstancias, la suma se divide entre ellas por partes iguales”.

Artículo 13: El Artículo 215 quedará así:

“Artículo 215:
1. Cuando la muerte del trabajador ocurriere como consecuencia y efecto natural del

accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, dentro de los dos (2) años si—

guientes & la ocurrencia del accidente o al diagnóstico de la enfermedad, el patrono
a cuyo servicio se realizó el riesgo debe pagar la prestación por muerte, pero las su—

mas que se hubieren pagado por razón de incapacidad permanente, total o parcial,
se descontarán de la prestación por muerte.

2. Cuando el trabajador hubiere recibido indemnización por gran invalidez, no habrá
lugar al pago de la prestación por muerte.

3. No se aplica el inciso lº cuando el trabajador falleciere estando asegurado por
cuenta de otra empresa“.

Artículo 14: El Artículo 219 quedará así:

“Artículo 219:

1. Los facultativos contratados por los patronos están obligados:
a. Al realizarse el accidente, o al diagnosticarse la enfermedad profesional, a cer—

tificar si el trabajador queda 0 no incapacitado para continuar desempeñando
sus labores.
Al terminar la atención médica, a calificar la incapacidad que pueda resultar.
En caso de muerte, a expedir el certificado de defunción, dictaminando en él
sobre la relación de causalidad entre la enfermedad profesional o accidente y
la muerte.

2. Si el patrono, el trabajador o las personas beneñciarias de la prestación no acep—

taren la certificación médica de que se trata en el presente artículo, pueden so—

licitar, sobre los puntos que rechazan, el dictamen de los médicos de la Oñcina
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Nacional de Medicina e Higiene Industrial, o, en su defecto, de los médicos le—

gistas. Tal dictamen es de obligatoria aceptación”.
Artículo 15: El Artículo 251 quedará así:

“Artículo 251: Todo patrono está obligado a pagar a sus trabajadores, y a las demás

personas que se indican en este Capítulo, al terminar el contrato de trabajo, como auxi—

lio de cesantía, un mes de salario por cada año de servicios, y proporcionalmente por
fracciones de año”.

Articulo 16: El Artículo 252 quedará así:

“Artículo 252:

l. El trabajador perderá el derecho al auxilio de cesantía cuando el contrato de trabajo
termina por alguna de las siguientes causas:
a. Todo acto delictuoso cometido contra el patrono o sus parientes dentro del se—

gundo grado de consanguinidad y primero de afinidad, o el personal directivo
de la empresa.

b. Todo daño material grave causado intencionalmente a los ediñcios, obras, ma—

quinarias y materias primas, instrumentos y demás objetos relacionados con
el trabajo.

c. El que el trabajador revele los secretos técnicos o comerciales o dé a conocer
asuntos de carácter reservado, con perjuicio grave para la empresa.

3. En estos casos el patrono podrá abstenerse de efectuar el pago correspondiente
hasta que la justicia decida”.

Artículo 17: El Artículo 254 quedará así:

“Artículo 254: Para la liquidación del auxilio de cesantía de los trabajadores del servicio

doméstico sólo se computará el salario que reciban en dinero”.

Artículo 18: El Artículo 256 quedará así:

“Artículo 256:

1. Para liquidar el auxilio de cesantía se toma como base el promedio mensual de lo

devengado por el trabajador como salario en el último año de servicio o en todo el

tiempo de trabajo, si fuere menor. Pero los aumentos de salario que se hagan al tra—

bajador, a partir de la vigencia de este Código, sólo afectarán el cómputo de la ce—

santía durante los tres años anteriores a la fecha de cada aumento.
2. En los salarios variables se entenderá que ha habido aumento cuando el promedio

mensual de lo devengado por el trabajador en un año es superior al promedio de lo

devengado en el año inmediatamente anterior”.
Artículo 19: El Artículo 260 quedará así:

“Artículo 260:

l. Los trabajadores podrán exigir el pago parcial de su auxilio de cesantía para la ad—

quisición, mejora o liberación de bienes raíces destinados a su vivienda, siempre

que dicho pago se efectúe por un valor no mayor del requerido para tales efectos.
2. Los patronos pueden hacer préstamos a sus trabajadores sobre el auxilio de cesan—

tía para los mismos ñnes.

505



506 Las sindicatos y la aszgnm"ír¡n del ingreso en Colom/Jia. Un sigla de historia laboral

3. Los préstamos, anticipos _v pagos a que se refiere este Artículo, deben ser aprobados por
el respectivo Inspector delTrabajo, y en su defecto por el Alcalde Municipal, previa de—

mostración de que van a ser dedicados a los fines que en el inciso 1“ se enumeran”.
Artículo 20: El Artículo 261 quedará así:

“Artículo 261: Las casas de habitación adquiridas por el trabajador, antes o dentro de la

vigencia de este Código, con el auxilio de cesantía, en todo o en parte, no constituyen por
ese solo hecho patrimonio Familiar inembargable”.

Artículo 21: El Artículo 262 quedará así:

“Artículo 262: El auxilio de cesantía es transmisible por causa de muerte, conforme a

las reglas del Código Civil, no excluye el pago del seguro de vida colectivo obligatorio,
y cuando valga cinco mil pesos (555.000) o menos, se pagará directamente por el patro—

no, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Artículo 214”.
Artículo 22: El Artículo 265 quedará así:

“Articulo 265:
1. Todo trabajador que preste servicios a una misma empresa de capital de ochocien—

tos mil pesos (8800000) o superior, que llegue o haya llegado a los cincuenta y cin—

co (55) años de edad, si es varón, o a los cincuenta (50) años si es mujer, después
de veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, anteriores o posteriores
a la vigencia de este Código, tiene derecho a una pensión mensual vitalicia de jubi—

lación o pensión de vejez, equivalente al setenta _v cinco por ciento (75%) del pro—
medio de los salarios devengados en el último año de servicio.

IN.) El trabajador que se retire o sea retirado del servicio sin haber cumplido la edad ex—

presada, tiene derecho a la pensión al llegar a dicha edad, siempre que haya cumpli—
do el requisito de los veinte (20) años de servicio.

3. La pensión mensual vitalicia de jubilación o vejez no podrá en ningún caso ser infe—

rior a sesenta pesos (860) ni exceder de seiscientos pesos (8600)”.
Artículo 23: El Artículo 270 quedará así:

“Artículo 270: Las empresas obligadas a pagar jubilación deben señalar en reglamento
especial el procedimiento para obtener el reconocimiento de la pensión y las condiciones
exigidas por este Código para tener derecho a ella”.

Artículo 24: El Artículo 274 quedará así:

“Artículo 274: La pensión de jubilación excluye el auxilio de cesantía, menos en cuanto
a los anticipos, liquidaciones parciales () préstamos que se le hayan hecho licitamente al

trabajador, cuya cuantía se irá deduciendo de la pensión de jubilación en cuotas que no
excedan del veinte por ciento (20%) de cada mensualidad. Con todo, cuando la jubila—

ción ocurriere después de un tiempo de servicios mayor a veinte (20) años, el trabajador
recibirá, además de la jubilación, la cesantía correspondiente al ma_vor tiempo servido”.

Artículo 25: El Artículo 279 quedará así:

“Artículo 279: Lo dispuesto en el Artículo anterior se aplica a los aviadores de empre—
sas comerciales, a los trabajadores de empresas mineras que presten sus servicios en
socavones, _v a los dedicados a labores que se realicen a temperaturas anormales”.
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Artículo 26: El Artículo 280 quedará así:

“Artículo 280: Los trabajadores que hayan servido no menos de quince (15) años conti—

nuos en las actividades indicadas en los dos artículos anteriores, tienen derecho a la jubi—

lación al llegar a los cincuenta (50) años de edad, siempre que en esa fecha se encuentren
al servicio de la respectiva empresa”.

Artículo 27: El Artículo 284 quedará así:

“Artículo 284:

l. Fallecido un trabajador jubilado, su cónyuge y sus hijos menores de dieciocho (18) años

tendrán derecho a recibir la mitad de la respectiva pensión durante dos (2) años, con—

tados desde la fecha del fallecimiento, cuando el trabajador haya adquirido el derecho

dentro de las normas de este Código, lo esté disfrutando en el momento de la muerte,

y siempre que aquellas personas no dispongan de medios suficientes para su congrua
subsistencia.
Esta pensión se distribuye asi: en concurrencia de cónyuge con hijos, el primero

recibe una mitad y los segundos la otra mitad; si hay hijos naturales, cada uno de

éstos lleva la mitad de la cuota en uno legítimo; a falta de hijos, todo corresponde
al cónyuge, y en defecto de éste, todo corresponde a los hijos.
A falta de cónyuge y de hijos tienen derecho por mitades, a la pensión de que trata

este Artículo, los padres o los hermanos inválidos o las hermanas solteras del falle—

cido, siempre que no disfruten de medios suficientes para su congrua subsistencia y

hayan dependido exclusivamente del jubilado.
La cuota del grupo que falte pasa al otro, y el beneficiario único de un grupo lleva

todo lo de éste.
Los beneficiarios de que trata este Artículo gozarán de este derecho con la sola

comprobación del parentesco mediante las copias de las respectivas partidas civiles

o eclesiásticas y la prueba sumaria de que llenan los demás requisitos”.

Artículo 28: El Artículo 286 quedará así:

“Artículo 286: Todo trabajador que preste servicios a una empresa de capital de ocho—

cientos mil pesos ($800.00()) o superior, que sufra una incapacidad para desempeñar

sus labores por causa de enfermedad no profesional, tendrá derecho, además del auxi—

lio monetario establecido en el Artículo 292, a la asistencia médica, farmacéutica, qui—

rúrgica y hospitalaria necesaria, hasta por seis (6) meses”.

Artículo 29: El Artículo 287 quedará así:

“Artículo 287:

1. Si como consecuencia de la enfermedad no profesional o por lesión distinta de ac—

cidente de trabajo o por debilitamiento de las condiciones físicas o intelectuales, no

provocados intencionalmente, le sobreviniere al trabajador una invalidez que lo in—

capacite para procurarse una remuneración mayor de un tercio de la que estuviere

devengando, tendrá derecho, además, a las siguientes prestaciones en dinero:

a. En caso de invalidez permanente parcial, a una suma de uno (1) a diez (10) me—

ses de salario, que graduará el médico al calificar la invalidez;
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b. En caso de invalidez permanente total, tendrá derecho a una pensión mensual
de invalidez equivalente a la mitad del salario promedio mensual del último
año, hasta por treinta (30) meses y mientras la invalidez subsista;

c. En caso de gran invalidez, el trabajador tendrá derecho a una pensión mensual
de invalidez equivalente a la de jubilación o vejez durante treinta (30) meses.

2. Si el trabajador tuviere más de cincuenta y cinco (55) años de edad o los cumpliere
durante la invalidez v tuviere más de quince (15) años de servicios continuos o dis—

continuos en la misma empresa, la pensión de invalidez se convertirá en pensión
de jubilación o vejez”.

Artículo 30: El Artículo 293 quedará así:

“Artículo 293:
1. Es obligatorio para el trabajador el tratamiento médico prescrito, especialmente el

quirúrgico, cuando de acuerdo con la apreciación médica conduzca a la curación.
2. La renuencia injustiñcada a cumplir con las prescripciones médicas priva del auxi—

lio correspondiente”.
Artículo 31: El Artículo 306 quedará así:

“Artículo 306:
1. Son beneficiarios forzosos del seguro de vida el cónyuge, los hijos legítimos _v natu—

rales _v los padres legítimos o naturales del trabajador fallecido, en el orden v propor—
ción establecidos en el ordinal e del Artículo 206.

2. Si no concurriere ninguno de los beneficiarios forzosos, el seguro se pagará al be—

neficiario o beneficiarios que el trabajador haya designado, _v, en su defecto, a quien
probare que dependía económicamente del trabajador fallecido, si además fuere
menor de dieciocho (18) años o estuviere incapacitado en forma permanente para
trabajar. Si hubiere varias personas en estas circunstancias, la indemnización se di—

vidirá entre ellas por partes iguales”.
Artículo 32: El Artículo 328 quedará así:

“Artículo 328: Las disposiciones del presente Capítulo obligan a las empresas de petró—
leos solamente en los trabajos que se realicen en lugares alejados de centros urbanos”.

Artículo 33: El Artículo 329 quedará así:

“Artículo 329:
1. En los lugares de exploración y explotación de petróleo el patrono está en la obliga—

ción de construir habitaciones para sus trabajadores, con carácter transitorio o per—

manente, según la actividad que se desarrolle, _v de acuerdo con los preceptos hi—

giénicos que dicte el Departamento de Higiene Industrial del Ministerio del Tra—
bajo, tomando en cuenta las condiciones especiales que exija el clima _v el suelo de
cada región _v la profilaxis de las enfermedades endémicas )“ epidémicas.

2. Esta obligación comprende también el saneamiento del suelo en los lugares en
donde sea necesario”.

Artículo 34: El Artículo 330 quedará así:
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“Artículo 330: Las empresas de petróleo deben suministrar a sus trabajadores, en los

lugares de exploración y explotación, alimentación sana y suficiente, o el salario que
sea necesario para obtenerla, de acuerdo con su precio en cada región. La alimentación

que se suministre en especie se computará como parte del salario y su valor se estimará

en los contratos de trabajo, en las libretas 0 certificados que expida el patrono”.
Artículo 35: El Artículo 331 quedará así:

“Artículo 331: Las mismas empresas están obligadas a sostener un médico en ejercicio

legal de la profesión, si el número de sus trabajadores, durante un período mayor de un

(1) mes, no pasa de cuatrocientos (400), y uno (1) más por cada cuatrocientos (400) traba—

jadores o fracción mayor de doscientos (200)”.

Artículo 36: El Artículo 355 quedará así:

“Artículo 355: Los patronos que ejecutan actividades sin ánimo de lucro quedan suje—

tos a las normas del presente Código; pero para los efectos de las prestaciones sociales

a que están obligados, el Gobierno puede efectuar la clasif1cación de estos patronos y

señalar la proporción o cuantía de dichas prestaciones”.
Artículo 37: El Artículo 359 quedará así:

“Artículo 359:

l. Los trabajadores comprendidos en el ordinal a del inciso 2” del Artículo anterior,

puede renunciar a los auxilios por enfermedad no profesional establecidos en los

artículos 229 y 286, a los cuales tendrían derecho al producirse su incapacidad

para el trabajo como consecuencia de la perturbación o deficiencia que originó
la renuncia.

2. Los trabajadores comprendidos en el ordinal b del inciso 2” del mismo Artículo ante—

rior, pueden renunciar a los auxilios por enfermedad profesional y por accidente de

trabajo que se produzcan como consecuencia directa de la perturbación o deficiencia

que originó la renuncia, y al seguro de vida colectivo obligatorio, en caso de muerte
ocurrida por la misma causa.

b…) Todos los trabajadores de que trata el Artículo anterior pueden renunciar al auxilio

de invalidez establecido en el Artículo 287”.

Artículo 38: El Artículo 408 quedará así:

“Artículo 408:

l. La elección de las directivas sindicales se hará por votación secreta, en papeleta es—

crita y aplicando el sistema del cuociente electoral para asegurar la representación
de las minorías, so pena de nulidad.

2. La Junta Directiva, una vez instalada, procederá a elegir sus dignatarios. En todo

caso, el cargo de fiscal del sindicato corresponderá a la fracción minoritaria”.

Artículo 39: El Artículo 447 quedará así:

“Artículo 447: De conformidad con la Constitución Nacional, está prohibida la huelga

en los servicios públicos. Para tal efecto se consideran como tales:

a. Los que se presten en cualquiera de las ramas del Poder Público;
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Los de empresas de transportes por tierra, agua _v aire; y de acueducto, energía eléc—

trica y telecomunicaciones;
Los de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como hospitales _v clínicas;
Los de establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia;
Los de plantas de leche, plazas de mercado, mataderos y de todos los organismos
de distribución de estos establecimientos, sean ellos oñciales o privados;
Todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones;
Los de actividades de transporte y distribución de combustibles derivados del petró—
leo, cuando están destinados al abastecimiento del país. Sin embargo, cuando la sus—

pensión colectiva del trabajo en actividades de explotación y refinación de petróleos
pueda afectar el abastecimiento normal de combustible del país, el Gobierno podrá,
en cada caso, declarar la calidad de servicio público de la respectiva actividad”.

Artículo 40: El Artículo 448 quedará así:

“Artículo 448:
1. No puede efectuarse una suspensión colectiva de trabajo, cualquiera que sea su

origen, sin que antes se hayan cumplido los procedimientos que regulan los artí—

culos siguientes.
La reanudación de los trabajos implica la terminación de la huelga, y no podrá
efectuarse nueva suspensión de labores, mientras no se cumplan los expresados
requisitos”.

Artículo 41: El Artículo 465 quedará así:

“Artículo 465:
1. Durante el desarrollo de una huelga, las autoridades policivas tienen a su cargo la

vigilancia del curso pacífico del movimiento v ejercerán de modo permanente la
acción preventiva y represiva que les corresponda, a fm de evitar que los huelguis—
tas o cualesquiera personas en conexión con ellos excedan en cualquier sentido las
finalidades jurídicas de la huelga, o intenten aprovecharla para promover desórde—

nes 0 cometer infracciones 0 delitos. Así mismo, dichas autoridades darán protec—
ción a los trabajadores que libremente quieran continuar su trabajo.
Cuando una huelga se prolongue por más de ocho (8) días, el Ministerio del Tra—
bajo promoverá la constitución de un Tribunal de tres (3) miembros, designados,
uno por los patronos, otro por los trabajadores _v el tercero por el Ministerio; este
Tribunal estudiará el conflicto y propondrá a las partes una fórmula de arreglo,
cuya adopción o rechazo por los trabajadores se votará en la forma prevista en el
Artículo 461, y el mismo procedimiento se repetirá con intervalos de ocho (8)
días. En cualquier caso de morosidad o renuncia de las partes para la designación
del miembro que les corresponde en los tribunales a que este Artículo se reñere,
o para reemplazarlo cuando falte, el Ministerio procederá a hacer la designación
respectiva”.

Artículo 42: El Artículo 467 quedará así:
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“Artículo 467:

l.

2.

La suspensión colectiva del trabajo es ilegal en cualquiera de los siguientes casos:

a. Cuando se trate de un servicio público.
b. Cuando persiga fines distintos de los profesionales o económicos.

c. Cuando no se hayan cumplido previamente los procedimientos de arreglo di—

recto y de conciliación en forma legal.

d. Cuando haya sido declarada con violación de lo dispuesto en el Artículo 461.

Cuando se declare después de dos (2) meses de terminada la etapa de con—

ciliacíón.
Cuando no se limite a la suspensión pacífica del trabajo.

g. Cuando se promueva con el propósito de exigir a las autoridades la ejecución
de algún acto reservado a la determinación de ellas.

Declarada la ilegalidad de una suspensión 0 paro del trabajo, el patrono queda en
libertad de despedir por tal motivo a quienes hubieren intervenido o participado

en él, y respecto a los trabajadores amparados por el fuero, el despido no requerirá
calificación judicial. En la misma providencia en que se decrete la ilegalidad se hará

tal declaración y se suspenderá por un término de dos (2) a seis (6) meses la perso—

nería jurídica del sindicato que haya promovido o apoyado la suspensión 0 paro del

trabajo, y aun podrá decretarse su disolución, a juicio de la entidad o funcionarios

que haga la calificación.
Las sanciones a que se reñere el inciso anterior no excluye la acción del patrono contra
los responsables para la indemnización de los perjuicios que se le hayan causado”.

Artículo 43: El Artículo 468 quedará así:

“Artículo 468:

1.

Ex.)

La ilegalidad de una suspensión 0 paro colectivo del trabajo será declarada admi—

nistrativarnente por el Ministerio del Trabajo. La providencia respectiva deberá

cumplirse inmediatamente, y contra ella sólo procederán las acciones pertinentes

ante el Consejo de Estado.
La reanudación de actividades no será óbice para que el Ministerio haga la decla—

ratoria de ilegalidad correspondiente.
En la calificación de suspensiones colectivas de trabajo por las causales c y d del

Artículo anterior, no se toman en cuenta las irregularidades adjetivas de trámite en

que se haya podido incurrir”.
Artículo 44: El Artículo 470 quedará así:

“Artículo 470:
1. El Tribunal Especial de Arbitramento en los conflictos colectivos en los cuales éste

sea obligatorio, se compone de tres miembros designados así: uno por cada una de

las partes, y el tercero por el Blinísterio del Trabajo.
La resolución de convocatoria del Tribunal de Arbitramento será dictada por el

Ministerio del Trabajo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la terminación de

la etapa conciliatoria, )“ en ella será señalado el término dentro del cual las partes
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deben nombrar sus árbitros, si no lo hubieren hecho. El del Ministerio será desig—

nado inmediatamente después de que las partes nombre los suyos.
3. Los árbitros disponen de dos (2) días para aceptar, tomar posesión y entrar en fun—

ciones. La renuencia de cualquiera de las partes para designar árbitro dará derecho
al Ministerio del Trabajo para hacerlo. En caso de falta, renuencia o impedimento
de alguno de los árbitros, se procederá a reemplazarlo en la misma forma como se
hizo la designación.

4. Los honorarios de los árbitros serán ñjados _v pagados por el Ministerio del Traba—

jo, por tratarse de personas que ejercen funciones públicas. La recepción de cual—

quiera clase de emolumentos distintos constituye delito sujeto a la sanción penal
correspondiente”.

Artículo 45: El Artículo 475 quedará así:

“Artículo 475: Los árbitros deben decidir sobre los puntos respecto de los cuales no se
haya producido acuerdo entre las partes en las etapas de arreglo directo _v de concilia—
ción, y su fallo no puede afectar derechos 0 facultades de las partes reconocidas por la

Constitución Nacional, por las leyes o por normas convencionales vigentes“.
Artículo 46: El Ministerio del Trabajo procederá a hacer una edición oñcial del Código

Sustantivo del Trabajo con las modiñcaciones que establece el presente Decreto, arti—

culando las disposiciones en orden numérico e introduciendo a la denominación de los

títulos, capítulos y artículos las variaciones que se desprenden de este Decreto.
Artículo 47: Quedan derogados los artículos 18, 177, 255, 258, 263, 266, 268, 273, 277,

288, 289, 296, 297, 319, 336, 340, 354, y el Parágrafo del Artículo 70 del Decreto 2663
de 1950. Suspéndanse los artículos 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127, 128 _v 129 del De—

creto 2158 de 1948, adoptado como Ley por el Decreto 4133 de 1948.
Artículo 48: El presente Decreto empezará a regir el día lº de enero de 1951.

LAUREANO GÓMEZ

Decreto 0616 de 1954
(por el cual se modifican los códigos Sustantivo

y Procesal del Trabajo)

Artículo lº: El Artículo 48 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Cláusula de
reserva.

En los contratos de duración indeterminada o sin fijación de término, las partes
pueden reservarse la facultad de darlos por terminados en cualquier tiempo me—

diante preaviso o desahucio notiñcado por escrito y la otra parte con un término no
inferior a cuarenta y cinco (45) días, previa cancelación de todas las deudas, presta—
ciones e indemnizaciones a que ha_va lugar. El patrono puede prescindir del preaviso
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pagando los salarios correspondientes a cuarenta y cinco (45) días. La reserva de que

se trata sólo es válida cuando se consigne por escrito en el contrato de trabajo”.

Artículo 2º: El Artículo 405 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Fuero sindical.

Deñnición: Se denomina “fuero sindical”, la garantía de que gozan algunos traba—

jadores de no ser despedidos, ni desmejorados en sus condiciones de trabajo, ni trasla—

dados a otros establecimientos de la misma empresa o a un municipio distinto sin justa

causa, previamente calificada por el Nlinisterio de Trabajo”.

Artículo 3“: El Artículo 408 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Solicitud del

patrono.
La solicitud de permiso hecha por el patrono para despedir a un trabajador am—

parado por el fuero sindical, o para trasladarlo o desmejorarlo en sus condiciones de

trabajo, deberá expresar justa causa invocada y contener una relación pormenorizada

de las pruebas que la demuestren”.

Artículo 4º: Audiencias de pruebas.
Recibida la solicitud el Inspector de Trabajo, en Providencia que se notificará perso—

nalmente y que dictará dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes ordenará correr

traslado de ella al trabajador o trabajadores indicados en la solicitud y citará para una

Audiencia, la cual se verificará dentro de los tres (3) días siguientes al de la citación, en la

que en primer término se intentará la conciliación. Fracasada ésta se practicarán dentro

de los ocho (8) días siguientes las pruebas pedidas por las partes. Vencido el término de

prueba, éstas serán citadas para Audiencia, la que tendrá lugar dentro de los cuatro (4)

días siguientes y en ella se pronunciará la correspondiente decisión.

Artículo Sº: Inasistencia de las partes.
Si notificadas las partes de la Providencia que señala fecha para Audiencia, no con—

currieren, el Inspector decidirá teniendo en cuenta los elementos de juicio de que dis—

ponga, a los que de oficio juzgue conveniente allegar.

Artículo 6“: Recursos.
1. Contra la Providencia que dicte el Inspector de Trabajo procede el recurso de re—

posición, y, en subsidio el de apelación, los cuales deberán interponerse dentro de

las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notiñcación.
lx) El Inspector de Trabajo dispondrá de un término de cuarenta y ocho (48) horas

para resolver el recurso de reposición.
Artículo 7º: Apelación.

La apelación se surtirá ante el Jefe del Departamento Nacional de Supervigilancia

Sindical, el cual deberá decidir de plano dentro de los cinco (5) días siguientes a aquel

en que haya recibido el expediente.
Si hubiere puntos por aclarar o pruebas pedidas oportunamente en primera instan—

cia y no practicadas, el Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical podrá or—

denar, por medio de auto para mejor proveer, la práctica de las que estime conducentes,

señalando un término prudencial para este efecto.
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En caso del inciso anterior, el término a que se refiere el inciso 1" de este Artículo,
principiará a contarse a partir de la fecha en que fueren recibidas por el superior las
pruebas ordenadas.

Artículo 8“: Recurso de gracia.
Contra el Fallo del Jefe del Departamento Nacional de Supervigilancia Sindical

procede el recurso de gracia, para ante el Ministro del Ramo, quien verificará su revi—
sión con el objeto único de comprobar si las disposiciones legales han sido rectamente
aplicadas. Este recurso se intentará dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes
a la notiñcación de la Providencia y debe ser resuelto dentro de los cinco (5) días si—

guientes al recibo del expediente.
Artículo 9º: Sanción en caso de nulidad.

La violación de las normas procedimentales consagradas en el presente Decreto,
dará lugar a la nulidad de lo actuado y el funcionario responsable será condenado en
costas o sancionado con la pérdida del empleo, a juicio del Ministro del Trabajo.

Artículo 10”: El Artículo 410 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Justas cau—

sas del despido.
Son justas causas para que el Ministerio de Trabajo, autorice el despido de un tra—

bajador amparado por el fuero:
l. La expiración del plazo determinado o presuntivo del contrato de trabajo;
2. La liquidación o clausura definitiva de la empresa o establecimiento _v la suspen—

sión total o parcial de actividades por parte del patrono durante más de ciento
veinte (120) días; _v

3. Todas aquellas que permitan al patrono dar por terminado unilateralmente el con—
trato de trabajo de acuerdo con la Ley”.

Artículo 11: El Artículo 411 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Terminación
del contrato sin previa calíñcación.

La terminación del contrato de trabajo por la realización de la obra contratada, por
la ejecución del trabajo accidental, ocasional o transitorio, por mutuo consentimiento
o por sentencia de autoridad competente, no requiere previa caliñcación de la causa
en ningún caso”.

Artículo 12: El Artículo 412 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Suspensión
del contrato de trabajo.

Las simples suspensiones del contrato de trabajo no requieren intervención del
Ministerio de Trabajo”.

Artículo 13: Disposición transitoria.
l. La jurisdicción Especial del Trabajo continuará conociendo de los asuntos sobre

fuero sindical que se hubieren iniciado antes de entrar en vigencia el presente De—

creto, con sujeción al procedimiento señalado en el Código Procesal del Trabajo.
Pero si en la Sentencia se declara que no hay justa causa para el despido, negará el
permiso solicitado y ordenará el inmediato reintegro del trabajador, si hubiere sido
suspendido provisionalmente.



fl?!¿º,l'0 normativo

2. Así mismo ordenará el reintegro del trabajador en el caso del Artículo 118 del Có—

digo Procesal del Trabajo, si se declarare que no hubo justa causa para el despido.

3. En estos casos se condenará al patrono a pagar al trabajador los salarios que dejó de

percibir por causa de la suspensión o del despido.

Artículo 14: El Artículo 479 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Denuncia.

1. Para que sea válida la manifestación escrita de dar por terminada una convención

colectiva de trabajo, si se hace por una de las partes, o por ambas separadamente,

debe presentarse por triplicado ante el Inspector de Trabajo del lugar y en su defec—

to ante el Alcalde, funcionarios que le pondrán la nota respectiva de presentación,

señalando el lugar, la fecha y la hora de la misma. El original de la denuncia será en—

tregado al destinatario por dicho funcionario y las copias serán destinadas para el

Departamento Nacional del Trabajo y para el denunciante de la convención.

2. Formulada así la denuncia de la convención colectiva ésta continuará vigente hasta

tanto se firme una nueva convención”.

Artículo 15: Quedan suspendidas todas las disposiciones contrarias al presente Decreto.

Artículo 16: Este Decreto rige desde la fecha de su expedición.

TENIENTE GENERAL GUSTAVO ROJAS PINILLA

NOTA: Los artículos 2º, 3º, 4º, 5º, 6“, 7“, 8º, 9“, 10”, 11 y 12 quedaron derogados por el

Artículo II del Decreto 0204 de 1957 (por el cual se dictan normas sobre fuero sindical).

Decreto 0180 de 1956
(por el cual se estimula la implantación

en el país del subsidio familiar)

Artículo lº: El subsidio familiar, establecido o que establezcan las entidades, empresas 0

patronos del país, bien oficiales o particulares, no es salario ni se computará como fac—

tor del salario en ningún caso.

Artículo 2º: Las cajas de subsidio familiar, oñciales y privadas, estarán exentas del impues—

to nacional sobre cheques destinados al pago de los subsidios familiares.

Artículo 3”: El subsidio familiar es inembargable, salvo en juicios de alimentos instaurados

por aquellos a quienes se deban por la Ley. Tampoco podrá compensarse, deducirse ni

retenerse en ningún caso.

Artículo 4": Este Decreto rige desde la fecha de su expedición y suspende todas las dispo—

siciones legales que le sean contrarias.

TENIENTE GENERAL GUSTAVO ROJAS PINILLA

U:
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Decreto 0753 de 1956
(por el cual se sustituye el Artículo 430

del Código Sustantivo del Trabajo)

Artículo 1“: El Artículo 430 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Prohibición
de huelga en los servicios públicos.

De conformidad con la Constitución Nacional, está prohibida la huelga en los ser—

vicios públicos.
Para este efecto se considera como servicio público toda actividad organizada que

tienda a satisfacer necesidades de interés general en forma regular _v continua, de
acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado, directa o
indirectamente, o por personas privadas.

qq

Constituyen, por tanto, servicio público, entre otras, las siguientes actividades:
Las que se presten en cualquiera de las ramas del Poder Público;
Las de empresas de transportes por tierra, agua y aire; y de acueducto, energía
eléctrica y telecomunicaciones;
Las de establecimientos sanitarios de toda clase, tales como hospitales _v clínicas;
Las de establecimientos de asistencia social, de caridad y de beneficencia;
Las de plantas de leche, plazas de mercado, mataderos )“ de todos los organismos de
distribución de estos establecimientos, sean ellos oficiales o privados;
Las de todos los servicios de la higiene y aseo de las poblaciones;
La de explotación, elaboración y distribución de sal;
Las de explotación, refinación, transporte y distribución de petróleos y sus deriva—

dos, cuando estén destinadas al abastecimiento normal de combustibles del país, a
juicio del Gobierno;
Cualesquiera otras que a juicio del Gobierno interesen a la seguridad, sanidad,
enseñanza y a la vida económica o social del pueblo. EL Gobierno decidirá de
las actividades de que trata este ordinal, previo concepto que solicite al Consejo
de Estado”.

Artículo 2º: Este Decreto rige desde la fecha de su expedición.

TENIENTE GENERAL GUSTAYO ROJAS PINILLA

Ley 141 de 1961
(por la cual se adopta una legislación

de emergencia y se dictan otras disposiciones)

Artículo 1º:Adóptense como leyes los decretos legislativos dictados con invocación del
Artículo 121 de la Constitución, desde el 9 de noviembre de 1949 hasta el 20 de
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julio de 1958, en cuanto sus normas no hayan sido abolidas o modificadas por le—

yes posteriores.
Artículo 2º: Esta Ley regirá desde su sanción.

ALBERTO LLERAS CAMARGO

Ley 171 de 1961
(por la cual se reforma la Ley 77 de 1959

y se dictan otras disposiciones)

Artículo lº: Los aumentos previstos en el Artículo lº de la Ley 77 de 1959 se aplicarán tam-

bién a las pensiones inferiores a mil trescientos setenta y cinco pesos (31.375) mensua—

les, causadas con posterioridad a la sanción de la misma, cuando el año utilizado como

base para la liquidación de la respectiva pensión sea alguno de los contemplados en la

tabla de aumentos.
Artículo 2º: Para aplicar la mencionada tabla de aumentos se procederá así:

a. Se buscará la pensión que habría correspondido, de conformidad con las normas

legales, convencionales, reglamentaria o voluntarias vigentes en el momento en

que se causó el derecho, sin tomar en cuenta las que limitaban su monto, tales

como los artículos 17 de la Ley de 1945; 4“ y 9º de la Ley 53 del mismo año; 260

y 279 del Código Sustantivo del Trabajo;
b. Si el resultado fuere inferior a mil trescientos setenta y cinco pesos (31.375) men—

suales, se le sumarán las cuotas de aumento que en la tabla correspondan al respec—

tivo año de base, sin sobrepasar dicho límite; si fuere superior, la pensión reajusta—

da quedará en mil trescientos setenta y cinco pesos (31.375);

c. Para los efectos de la operación indicada en el numeral anterior, se tendrá como

año de base el año calendario en que se haya empezado a devengar el salario fijo que

haya servido de base para liquidar la pensión, o el más antiguo entre los años calen-

darios que hayan servido para obtener el respectivo promedio de base;

(1. Cuando la pensión haya sido o sea revisada y modificada por razón de servicios

posteriores a su primitiva liquidación, se tomará como año de base aquel cuya re—

muneración promedio haya servido para la nueva liquidación.

Parágrafo 1": Las pensiones que hayan sido aumentadas con aplicación de los artículos 3º,

4“ y 8º de la Ley 77 de 1959, serán reajustadas nuevamente por el procedimiento indi—

cado en el presente Artículo, sin sobrepasar el límite de mil trescientos setenta y cinco

pesos (31.375).
Parágrafo 2”: Cuando el sueldo o promedio de base corresponda a servicios oficiales en el

exterior, remunerados en dólares, en vez de aquel sueldo o promedio se tomarán como

base para la nueva liquidación, el sueldo o promedio que en el mismo lapso se habría

UI l xl
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devengado dentro del país en un empleo equivalente, según el escalafón oñcial, si esto
resultare más favorable al pensionado.

La misma regla se aplicará a las pensiones oñciales que en el futuro se causen a fa—

vor de los funcionarios a que se refiere el inciso anterior, cuando sea pertinente.
Artículo 3º:

1. Las demás pensiones oñciales, semioñciales y particulares, inferiores a mil tres—
cientos setenta y cinco pesos (31.375) mensuales, cuyo monto haya sido afectado
por los límites señalados en los artículos 17 de la Ley 6 de 1945; -l” y 9º de la Ley
53 del mismo año, 260 y 279 del Código Sustantivo del Trabajo, serán reliquida—
das con prescindencia de tales límites. Si el resultado de su reliquidación excediere
de mil trescientos setenta y cinco pesos (31.375) mensuales, la pensión reajustada
quedará en mil trescientos setenta y cinco pesos (81.375).

2. Elévese a mil trescientos setenta y cinco pesos (81.375) el límite máximo señalado
en los artículos 17 de la Ley 6 de 1945, y 4º y 9º de la Ley 53 del mismo año.

Artículo 4º: Al pensionado por servicios a una o más entidades de derecho público, que
haya sido o sea reincorporado a cargos oficiales y haya permanecido o permanezca en
ellos por tres (3) años o más, continuos o discontinuos, le será revisada su pensión a
partir de la fecha en que quede nuevamente fuera del servicio, con base en el sueldo
promedio de los tres (3) últimos años de servicios.

La misma regla se aplicará al jubilado por una empresa particular, que haya sido o
sea reincorporado por esta a su servicio o al de sus ñlíales y subsidiarias por el mínimo
de tiempo indicado.

Parágrafo: Cuando la reincorporación del pensionado por tres (3) años o más y su nuevo re—

tiro hayan ocurrido con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, la pensión revi—
sada sólo se causará a partir de dicha vigencia.

Artículo Sº: Las pensiones oficiales que se causen a partir de la presente Ley se liquidarán
con base en el promedio de lo devengado en el último año, por cargo desempeñado en
propiedad, o sobre el promedio de lo devengado en los tres (3) últimos años, a opción
del trabajador.

Artículo 6º: Elévese a tres mil pesos (33.000) mensuales el límite máximo fijado en los ar—

tículos 260 y 279 del Código Sustantivo del Trabajo para las correspondientes pensio—
nes que se causen con posterioridad a la sanción de la presente Ley.

Artículo 7“: Ninguna pensión de jubilación o invalidez podrá ser inferior al setenta y cinco
por ciento (75%) del respectivo salario mínimo regional. Tan pronto como su monto
quede por debajo de este límite, la pensión deberá ser reajustada, de oficio o a solicitud
del interesado por la persona o la entidad obligada al pago.

Artículo 8º: El trabajador que sin justa causa sea despedido del servicio de una empresa de
capital no inferior a ochocientos mil pesos ($800.000) después de haber laborado para
la misma para sus sucursales 0 subsidiarias durante más de diez (10) años, y menos
de quince (15) años, continuos o discontinuos, anteriores o posteriores a la presente
Ley, tendrá derecho a que la empresa lo pensione desde la fecha de su despido, si para
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entonces tiene cumplidos sesenta (60) años de edad, o desde la fecha en que cumpla

esa edad con posterioridad al despido.
Si el retiro se produce por despido sin justa causa, después de quince (15) años de

dichos servicios, la pensión principiará a pagarse cuando el trabajador despedido cum—

pla cincuenta (50) años de edad, o desde la fecha de despido si ya los hubiera cumplido.

Si después del mismo tiempo de trabajo el trabajador se retira voluntariamente, tendrá

derecho a la pensión, pero sólo cuando cumpla sesenta (60) años de edad.

La cuantía de la pensión será directamente proporcional al tiempo de servicios res-

pecto de la que le habría correspondido al trabajador en caso de reunir todos los requi—

sitos necesarios para gozar de la pensión plena establecida en el Artículo 260 del Código

Sustantivo del Trabajo, y se liquidará con base en el promedio de los salarios devengados

en el último año de servicios.

En todos los demás aspectos de la pensión aquí prevista se regirá por las normas

legales de la pensión vitalicia de jubilación.

Parágrafo: Lo dispuesto en este Artículo se aplicará también a los trabajadores ligados por

contrato de trabajo con la administración pública o con los establecimientos públicos

descentralizados, en los mismos casos allí previstos y con referencia a la respectiva

pensión plena de jubilación oñcial.

Artículo 9º: Los valores lícitamente recibidos por el titular de la pensión como anticipos y

pagos definitivos de cesantía o préstamos autorizados sobre la misma, podrán ser de-

ducidos del monto de la pensión en cuotas hasta del cinco por ciento (5%) de cada

mensualidad que no exceda de quinientos pesos ($500), o hasta del diez por ciento

(10%) si excede de quinientos pesos (8500) sin pasar de mil pesos (31.000), o hasta

del veinte por ciento (20%) cuando el valor de la pensión mensual pase de mil pesos

(31.000). Con todo, cuando la jubilación ocurra después de un tiempo de servicio ma—

yor de veinte (20) años, el trabajador recibirá, además de la pensión, la cesantía que

corresponda al tiempo excedente.

Articulo 10º: Los pensionados de que trata la presente Ley tendrán derecho a los mismos

derechos médicos, farmacéuticos, quirúrgicos y hospitalarios que corresponden a los

empleados en actividad. Para efectos de los pensionados oficiales aportarán un cin—

cuenta por ciento (50%) mensual de la pensión a la respectiva entidad de previsión

social; y los pensionados particulares estar sujetos a la cotización del seguro social de

enfermedad con base en la pensión.

Parágrafo: El Decreto Reglamentario de la presente Ley proveerá la manera de prestar los

servicios médicos reconocidos en este Artículo, en aquellos casos en que la pensión sea

recibida directamente de una entidad administrativa distinta de las cajas de previsión.

Artículo 11: Los gastos de sepelio de los pensionados a que se reñere la presente Ley se—

rán sufragados o reembolsados por la respectiva entidad, organismo o empresa, hasta

el equivalente de dos (2) mensualidades de la pensión, sin pasar de quinientos mil pe—

sos ($500.000).
Parágano: El Artículo anterior no cobija al Instituto Colombiano de los Seguros Sociales.
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Artículo 12:

l. Fallecido un empleado jubilado o con derecho a jubilación, su cónyuge _v sus hijos
menores de dieciocho (18) años o incapacitados para trabajar por razón de sus es—
tudios o por invalidez, que dependieren económicamente de él, tendrán derecho
a recibir entre todos, según las reglas del Artículo 275 del Código Sustantivo del
Trabajo, la respectiva pensión durante los dos (2) años subsiguientes.

2. A falta de cónyuge e hijos tienen derecho a esta pensión los padres o hermanos in—

válidos _v las hermanas solteras del fallecido, siempre que no disfruten de medios
suficientes para su subsistencia y hayan dependido exclusivamente del jubilado.

Artículo 13: Toda empresa privada cuyo capital no sea inferior a ochocientos mil pesos
($800.000) deberá contratar con una compañía de seguros, a satisfacción del Ministe—
rio de Trabajo, el cumplimiento de las obligaciones actuales o eventuales que la afec—
ta en materia de pensiones, u otorgar caución real o bancaria por el monto, en las
condiciones y dentro del plazo que el Ministerio le señale, para responder de tales
obligaciones.

Artículo 14: Deróguense los artículos 261, 262, 267 del Código Sustantivo del Trabajo, 2”,
3“ y 4º de la Ley 77 de 1959.

Quedan modificados en los términos de esta Ley los artículos 260, 266, 275, 279
del mismo Código, 1”, 6º, y 8” de la Ley 77 de 1959, _v 3“ de la Ley 65 de 1946.

Artículo 15: Esta Ley regirá desde el día lº del mes siguiente al de su promulgación salvo
en lo relacionado con los aumentos de las pensiones que afecten la Caja Nacional de
Previsión, que sólo regirán desde que el Estado apropie las partidas correspondientes
a tales aumentos, y en todo caso, desde el lº de enero de 1963. Desde esta última fecha,
regirán igualmente los aumentos que afecten a los departamentos y municipios.

ALBERTO LLERAS CAMARGO

Decreto Legislativo 2351 de 1965
(por el cual hacen unas reformas
al Código Sustantivo del Trabajo)

Artículo lº: Representantes del patrono.
Son representantes del patrono y como tales lo obligan frente a sus trabajadores

además de quienes tienen ese carácter según la Ley, la convención o el reglamento de
trabajo, las siguientes personas:
a. Las que ejerzan funciones de dirección o administración, tales como directores, ge—

rentes, administradores, síndicos o liquidadores, mavordomos _v capitanes de barco,
y quienes ejercítan actos de representación con la aquiescencia expresa o tácita del
patrono;

b. Los intermediarios.
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Artículo 2º: Representantes ante las autoridades.

l. Los patronos que tengan sucursales o agencias dependientes de su establecimien—

to en otros Municipios distintos del domicilio principal, deben constituir públi—

camente en cada uno de ellos un apoderado, con la facultad de representarlos en

juicios o controversias relacionados con los contratos de trabajo que se hayan eje—

cutado o deban ejecutarse el respectivo Municipio.
A falta de tal apoderado, se tendrán como hechas al patrono las notificaciones ad—

ministrativas o judiciales que se hagan a quien dirija la correspondiente agencia o

sucursal; y éste será solidariamente responsable cuando omita darle al patrono avi—

so oportuno de tales notiñcaciones.

Artículo 3º: Contratistas independientes.
1. Son contratistas independientes y, por tanto, verdaderos patronos y no represen—

tantes ni intermediarios, las personas naturales o jurídicas que contraten la eje—

cución de una o varias obras o la prestación de servicios en beneficios de terceros,

por un precio determinado, asumiendo todos los riesgos, para realizarlos con sus

propios medios y con libertad y autonomía técnica y directiva. Pero el beneficiario

del trabajo o dueño de la obra, a menos que se trate de labores extrañas a las acti—

vidades normales de su empresa o negocio, será solidariamente responsable con el

contratista por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que

tengan derecho los trabajadores, solidaridad que no obsta para que el beneñciario

estipule con el contratista las garantías del caso o para que repita contra él lo paga—

do a esos trabajadores.
El beneñciario del trabajo o dueño de la obra, también será solidariamente respon—

sable, en las condiciones fijadas en el inciso anterior, de las obligaciones de los sub—

contratistas frente a sus trabajadores, aun en el caso de que los contratistas no estén

autorizados para contratar los servicios de subcontratistas.

Artículo 4“: Subrogado por el Artículo 3“ de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el siguiente:

“El contrato de trabajo a término fijo debe constar siempre por escrito y su dura—

ción no puede ser superior a tres (3) años, pero es renovable indeñnidamente.

1. Si antes de la fecha del vencimiento del término estipulado, ninguna de las partes

avisare por escrito a la otra su determinación de no prorrogar el contrato, con una

antelación no inferior a treinta (30) dias, éste se entenderá renovado por un perío—

do igual al inicialmente pactado, y así sucesivamente.

No obstante, si el término fijo es inferior a un (1) año, únicamente podrá prorro—

garse sucesivamente el contrato hasta por tres (3) períodos iguales o inferiores, al

cabo de los cuales el término de renovación no podrá ser inferior a un (1) año, y así

sucesivamente.

szígmfo: En los contratos a término fijo inferior a un (1) año, los trabajadores tendrán

derecho al pago de vacaciones y prima de servicios en proporción al tiempo laborado

cualquiera que éste sea”.
Articulo Sº: Duración indefinida.
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l. El contrato de trabajo no estipulado a término fijo, o cuya duración no esté deter—
minada por la de la obra, o la naturaleza de la labor contratada, o no se refiera a un
trabajo ocasional o transitorio, será contrato a término indefinido.
El contrato a término indefinido tendrá vigencia mientras subsistan las causas que
le dieron origen, _v la materia del trabajo. Con todo, el trabajador podrá darlo por
terminado mediante aviso escrito con antelación no inferior a treinta (30) días, para
que el patrono lo reemplace. En caso de no dar aviso oportunamente o de cumplir—
10 sólo parcialmente, se aplicará lo dispuesto en el Artículo 8“ numeral 7 para todo
el tiempo, o para el lapso dejado de cumplir.

Artículo 6º: Modificado por el Artículo Sº de la Le_v 50 de 1990. El nuevo texto es el
siguiente:

El contrato de trabajo termina:
a. Por muerte del trabajador;

Por mutuo consentimiento;
Por expiración del plazo ñjo pactado;
Por terminación de la obra o labor contratada;
Por liquidación o clausura deñnitiva de la empresa o establecimiento;

moo.pp—

Por suspensión de actividades por parte del empleador durante más de ciento
veinte (120) días;

g. Por sentencia ejecutoriada;
h. Por decisión unilateral en los casos de los artículos 7” del Decreto Ley 2351 de

1965 y 6“ de esta Ley; e
i. Por no regresar el trabajador a su empleo, al desaparecer las causas de la sus—

pensión del contrato.
2. En los casos contemplados en los literales e y f de este Artículo, el empleador deberá

solicitar el correspondiente permiso al Ministerio de Trabajo _v Seguridad Social e in—

formar por escrito a sus trabajadores de este hecho. El Ministerio de Trabajo y Segu—
ridad Social resolverá lo relacionado con el permiso en un plazo de dos (2) meses. El
cumplimiento injustiñcado de este término hará incurrir al funcionario responsable
en causal de mala conducta sancionable con arreglo al régimen disciplinario vigente.

Artículo 7º: Terminación del contrato por justa causa.
Son justas causas para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo:
Por parte del patrono:
l. El haber sufrido engaño por parte del trabajador, mediante la presentación de cer—

tificados falsos para su admisión o tendientes a obtener un provecho indebido.
2. Todo acto de violencia, injuria, malos tratamientos o grave indisciplina en que

incurra el trabajador en sus labores, contra el patrono, los miembros de su fa—

milia, el personal directivo o los compañeros de trabajo.
3. Todo acto grave de violencia, injuria o malos tratamientos en que incurra el

trabajador fuera del servicio, en contra del patrono, de los miembros de su fa—

milia o de sus representantes o socios, jefes de taller, vigilantes o celadores.
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Todo daño material causado intencionalmente a los edificios, obras, maquina—

rias y materias primas, instrumentos y demás objetos relacionados con el tra—

bajo, y toda grave negligencia que ponga en peligro la seguridad de las perso—

nas o de las cosas.

Todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, estableci—

miento o lugar del trabajo, o en el desempeño de sus labores.

Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones especiales que

incumben al trabajador, de acuerdo con los artículos 58 a 60 del Código Sus—

tantivo del Trabajo, o cualquier falta grave calificada como tal en pactos o con—

venciones colectivas, fallos arbitrales, contratos individuales o reglamentos.

La detención preventiva del trabajador por más de treinta (30) días, a menos

que posteriormente sea absuelto; o el arresto correccional que exceda de ocho

(8) días, o aun por tiempo menor, cuando la causa de la sanción sea suñeiente

por si misma para justificar la extinción del contrato.

El que el trabajador revele los secretos técnicos o comerciales o dé a conocer

asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la empresa.
El deficiente rendimiento en el trabajo, en relación con la capacidad del traba—

jador y con el rendimiento promedio en labores análogas, cuando no se corrija

en un plazo razonable a pesar del requerimiento del patrono.

La sistemática inejecución, sin razones válidas, por parte del trabajador, de las

obligaciones convencionales o legales.

Todo vicio del trabajador que perturbe la disciplina del establecimiento.

La renuencia sistemática del trabajador a aceptar las medidas preventivas, pro—

filácticas o curativas, prescritas por el médico del patrono o por las autoridades

para evitar enfermedades o accidentes.

La ineptitud del trabajador para realizar la labor encomendada.

El reconocimiento al trabajador de la pensión de jubilación o invalidez estando

al servicio de la empresa.
La enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga carácter de

profesional, así como cualquiera otra enfermedad o lesión que lo incapaci—

te para el trabajo, cuya curación no haya sido posible durante ciento ochenta

(180) días.

El despido por esta causa no podrá efectuarse sino al vencimiento de dicho

lapso y no exime al patrono de las prestaciones e indemnizaciones legales y

convencionales derivadas de la enfermedad.

. En los casos de los numerales 9“ a 15 de este Artículo, para la terminación del

contrato, el patrono deberá dar aviso al trabajador con anticipación no menor

de quince (15) días.

b. Por parte del trabajador:
1. El haber sufrido engaño por parte del patrono, respecto de las condiciones de

trabajo.
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2. Todo acto de violencia, malos tratamientos o amenazas graves inferidas por el
patrono contra el trabajador o los miembros de su familia, dentro o fuera del
servicio, o inferidas dentro del servicio por los parientes, representantes o de—

pendientes del patrono con el consentimiento o la tolerancia de éste.
3. Cualquier acto del patrono o de sus representantes que induzca al trabajador a

cometer un acto ilícito o contrario a sus convicciones políticas o religiosas.
4. Todas las circunstancias que el trabajador no pueda prever al celebrar el con—

trato, y que pongan en peligro su seguridad o su salud, y que el patrono no se
allane a modificar.

UI Todo perjuicio causado maliciosamente por el patrono al trabajador en la pres—
tación del servicio.

6. El incumplimiento sistemático sin razones válidas por parte del patrono, de
sus obligaciones convencionales o legales.

/. La exigencia del patrono, sin razones válidas, de la prestación de un servicio
distinto o en lugares diversos de aquel para el cual se le contrató.

8. Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones que incumben al
patrono, de acuerdo con los artículos 57 y 59 del Código Sustantivo del Traba—
jo, o cualquier falta grave calificada como tal en pactos o convenciones colecti—

vas, fallos arbitrales, contratos individuales o reglamentos.
Parágrafo: La parte que termina unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la

otra, en el momento de la extinción, la causal o motivo de esta determinación. Poste—
riormente no pueden alegarse validamente causales o motivos distintos.

Artículo 8º: Modificado por el Artículo 6º de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el
siguiente:
1. En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incumpli—

miento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte respon—
sable. Esta indemnización comprende el lucro cesante y el daño emergente.
En caso de terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa compro—
bada, por parte del empleador o si éste da lugar a la terminación unilateral por
parte del trabajador por alguna de las justas causas contempladas en la Ley, el pri—

mero deberá al segundo una indemnización en los términos que a continuación se
señalan.
En los contratos a término fijo, el valor de los salarios correspondientes al tiempo
que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el del lapso determina—
do por la duración de la obra o la labor contratada, caso en el cual la indemnización
no será inferior a quince (15) días.

4. En los contratos a término indefinido, la indemnización se pagará así:
a. Cuarenta y cinco (45) días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de

servicios no mayor de un (1) año;
b. Si el trabajador tuviere más de un (1) año de servicio continuo y menos de cin—

co (5), se le pagarán quince (15) días adicionales de salario sobre los cuarenta y
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cinco (45) básicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsiguien-

tes al primero, y proporcionalmente por fracción;

c. Si el trabajador tuviere cinco (5) años o más de servicio continuo y menos de

diez (10), se le pagarán veinte (20) días adicionales de salario sobre los cuaren—

ta y cinco (45) básicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsi—

guientes al primero, y proporcionalmente por fracción; y
d. Si el trabajador tuviere diez (10) o más años de servicio continuo se le pagarán

cuarenta (40) días adicionales de salario sobre los cuarenta y cinco (45) días bá—

sicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero

y proporcionalmente por fracción.

Parágme transitorio: Los trabajadores que al momento de entrar en vigencia la presente

Ley, tuvieren diez (10) o más años al servicio continuo del empleador, seguirán ampa—

rados por el ordinal Sº del Artículo 8º del Decreto Ley 2351 de 1965, salvo que el tra—

bajador manifieste su voluntad de acogerse al nuevo régimen.
5. Si es el trabajador quien da por terminado intempestivamente el contrato, sin justa

causa comprobada, deberá pagar al empleador una indemnización equivalente a trein—

ta (30) días de salario. El empleador podrá descontar el monto de esta indemnización

de lo que le adeude al trabajador por prestaciones sociales. En caso de efectuar el des—

cuento depositará ante el Juez el valor correspondiente mientras la justicia decida.

6. No habrá lugar a las indemnizaciones previstas en este Artículo, si las partes acuer—

dan restablecer el contrato de trabajo en los mismos términos y condiciones que lo

regían en la fecha de su ruptura.
Artículo 9“: Prohibición especial a los patronos.

Es prohibido al patrono el cierre intempestivo de su empresa. Si lo hiciere, ade—

más de incurrir en las sanciones legales, deberá pagarles a los trabajadores los salarios,

prestaciones e indemnizaciones por el lapso que dure cerrada la empresa. Asi mismo

cuando se compruebe que el patrono en forma ilegal ha retenido o disminuido co—

lectivamente los salarios de los trabajadores, la cesación de actividades de éstos será

imputable a aquél y dará derecho a los trabajadores para reclamar los salarios corres—

pondientes al tiempo de suspensión de labores, patrono el cierre intempestivo de su

empresa. Si no hiciere, además de incurrir en las sanciones legales, deberá pagarles a

los trabajadores los salarios, prestaciones e indemnizaciones por el lapso que dure ce—

rrada la empresa. Así mismo, cuando se compruebe que el patrono en forma ilegal ha

retenido o disminuido colectivamente los salarios de los trabajadores, la cesación de

actividades de éstos será imputable a aquél y dará derecho a los trabajadores para re—

clamar los salarios correspondientes al tiempo de suspensión de labores.

Artículo 10º: Procedimiento para sanciones.
Antes de aplicarse una sanción disciplinaria, el patrono debe dar oportunidad de

ser oídos tanto al trabajador inculpado como a dos representantes del sindicato a que

este pertenezca no producirá efecto alguno la sanción disciplinaria que se imponga

pretermitiendo este trámite.
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Artículo 11: Modificado por el Artículo 36 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el
siguiente:

“Los créditos causados o exigibles de los trabajadores por concepto de salarios, las
cesantías y demás prestaciones sociales e indemnizaciones laborales pertenecen a la

primera clase que establece el Artículo 2495 del Código Civil y tienen privilegio exclu—

yente sobre todo los demás.
El Juez Civil que conozca del proceso de concurso de acreedores o de quiebra dis—

pondrá el pago privilegiado y pronto de los créditos a los trabajadores afectados por la

quiebra o insolvencia del íempleadorj.
Cuando la quiebra imponga el despido de trabajadores, los salarios, prestaciones

sociales e indemnizaciones se tendrán como gastos pagaderos con preferencia sobre
los demás créditos.

Los créditos laborales podrán demostrarse por cualquier medio de prueba autori—

zado por la Ley y, cuando fuera necesario, producidos extrajuicio con intervención del
Juez Laboral 0 del Inspector de Trabajo competentes.

Parágrafo: En los procesos de quiebra o concordato los trabajadores podrán hacer valer sus
derechos por si mismos o por intermedio del sindicato, federación o confederación a

que pertenezcan, siempre de conformidad con las leyes vigentes”.
Artículo 12: Modificado por el Artículo 29 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

siguiente:
1. El trabajo en domingo 0 días de fiesta se remunera con un recargo del cien por

ciento (100%) sobre el salario ordinario en proporción a las horas laboradas sin
perjuicio del salario ordinario a que tengan derecho el trabajador por haber labo—

rado la semana completa.
2. Si con el domingo coincide otro dia de descanso remunerado sólo tendrá derecho

el trabajador, si trabaja, al recargo establecido en el numeral anterior.
3. Se exceptúa el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales previstas en

el Artículo 20, literal c de esta Ley.
Artículo 13: Modificado por el Artículo 31 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

siguiente:
“El trabajador que labore habitualmente en día de descanso obligatorio tiene dere—

cho a un descanso compensatorio remunerado, sin perjuicio de la retribución en dine—

ro prevista en el Articulo 180 del Código Sustantivo del Trabajo.
En el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales previstas en el Ar—

tículo 20, literal c de esta Ley, el trabajador sólo tendrá derecho a un descanso com—
pensatorio remunerado cuando labore en domingo”.

Artículo 14: Compensación en dinero de las vacaciones.
1. Es prohibido compensar en dinero las vacaciones. Sin embargo, el .Ministerio del

trabajo podrá autorizar que se pague en dinero hasta la mitad de éstas en casos es—

peciales de perjuicio para la Economía Nacional o la industria.
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Numeral modiñcado por el Artículo 27 de la Ley 789 de 2002. El nuevo texto es

el siguiente:
“Cuando el contrato de trabajo termine sin que el trabajador hubiere disfruta—

do de vacaciones, la compensación de éstas en dinero procederá por año cumplido

de servicio y proporcionalmente por fracción de año, siempre que este exceda de

tres (3) meses”.
Para la compensación en dinero de las violaciones, en el caso de los numerales an—

teriores, se tomará como base el último salario devengado por el trabajador.

Artículo 15: Modiñcado por el Artículo 32 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

Siguiente:
1.

¡x)

Se entiende como una sola empresa, toda unidad de explotación económica o las

varias unidades dependientes económicamente de una misma persona natural o ju—

rídica, que correspondan a actividades similares, conexas o complementarias y que

tengan trabajadores a su servicio.
En el caso de las personas jurídicas existirá unidad de empresa entre la principal y

las filiales o subsidiarias en que aquella predomine económicamente, cuando, ade—

más, todas cumplan actividades similares, conexas o complementarias; pero los sa—

larios y prestaciones extralegales que rijan en la principal al momento de declarase

la unidad de empresa solamente se aplicarán en las filiales o subsidiarias cuando así

lo estipule la respectiva convención colectiva de trabajo, o cuando la ñlial o subsi—

diaria esté localizada en una zona de condiciones económicas similares a las de la

principal, a juicio del Ministerio o del Juez del Trabajo.

No obstante lo anterior, cuando una empresa establezca una nueva unidad de pro—

ducción, planta o factoría para desarrollar actividades similares, conexas o comple—

mentarias del objeto social de las mismas, en función de fines tales como la descen—

tralización industrial, las explotaciones, el interés social o la rehabilitación de una

región deprimida, sólo podrá declararse la unidad de empresa entre aquellas )" es—

tas después de un plazo de gracia de diez (10) años de funcionamiento de las mis—

mas. Para gozar de este beneficio el empleador requiere concepto previo y favora—

ble del Ministerio de Desarrollo Económico.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de oficio o a solicitud de parte y previa

investigación administrativa del caso, podrá declarar la unidad de empresa de que

trata el presente Artículo, para lograr el cumplimiento de las leyes sociales. También

podrá ser declarada judicialmente.
Artículo 16: Reinstalación en el empleo.

1. Al terminar el período de incapacidad temporal, los patronos están obligados:

a. A reinstalar a los trabajadores en los cargos que desempeñaban si recuperan su

capacidad de trabajo. La existencia de una incapacidad parcial no será obstáculo

para la reinstalación, si los dictámenes médicos determinan que el trabajador

puede continuar desempeñando el trabajo;
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2.

b. A proporcionar a los trabajadores incapacitados parcialmente un trabajo com—
patible con sus aptitudes, para lo cual deberán efectuar los movimientos de
personal que sean necesarios.

El incumplimiento de estas disposiciones se considerará como un despido injusti—
ñcado.

Artículo 17: Salario base para la liquidación de la cesantía.
1. Para liquidar el auxilio de cesantía se toma como base el último salario mensual de—

vengado por el trabajador, siempre que no ha_va tenido variación en los tres (3) últi—

mos meses. En el caso contrario y en el de los salarios variables, se tomará como base
el promedio de lo devengado en el último año de servicios o en todo el tiempo servido
si fuere menor de un (1) año.
Para el tiempo de servicios anterior al 31 de diciembre de 1962 se aplicarán las nor—

mas vigentes hasta esta fecha.
Artículo 18: Financiación de vivienda.

1.

U!

Los trabajadores individualmente, podrán exigir el pago parcial de su auxilio de
cesantía para la adquisición, construcción, mejora o liberación de bienes raíces
destinados a su vivienda, siempre que dicho pago se efectúe por un valor no ma_vor
del requerido para tales efectos.
Los patronos pueden hacer préstamos a sus trabajadores sobre el auxilio de cesan—
tía para los mismos ñnes.
Los préstamos, anticipos y pagos a que se reñeren los numerales anteriores, deben
ser aprobados por el respectivo inspector del trabajo, o, en su defecto, por el Alcal—
de Municipal, previa demostración de que van a ser dedicados a los fines indicados
en dichos numerales.
Los patronos podrán realizar planes de vivienda, directamente o contratándolos
con entidades oñciales, semioñciales o privadas, en beneficio de los trabajadores
beneficiarios. En este caso, se requerirá el consentimiento de éstos _v la aprobación
previa del Ministerio de Trabajo.
Los trabajadores, podrán, igualmente, exigir el pago parcial de sus auxilios de ce—

santía para realizar planes de vivienda que deberán ser contratados con entidades
oficiales, semioñciales o privadas, previa aprobación del Ministerio de Trabajo.
Aprobado el plan general de vivienda a que se reñeren los numerales 4º y 5" de este
Artículo, no se requerirá nueva autorización para cada préstamo, pago o liquida—
ción parciales.

Artículo 19: .Modiñcado por el Artículo 11 de la Ley 11 de 1984. El nuevo texto es el
siguiente:

“El auxilio de cesantía en caso de muerte del trabajador no excluye el seguro de vida
obligatorio _v cuando aquél no exceda del equivalente a cincuenta (50) veces el salario
mínimo mensual más alto, se pagara directamente por el ¿empleador? de acuerdo con
el procedimiento establecido en el Artículo 212 del Código Sustantivo del Trabajo”.

Artículo 20: Concurrencia de jubilación _v cesantía.
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La pensión de jubilación y el auxilio de cesantía son compatibles. En consecuencia,

el derecho a disfrutar de la pensión de jubilación, cuando se cumplan los requisitos

para la prestación, no excluye el derecho del trabajador a que se le pague el auxilio de

cesantía por el tiempo servido.
Artículo 21: Modiñcado por el Artículo 36 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

siguiente:
“Los créditos causados o exigibles de los trabajadores por concepto de salarios,

la cesantía y demás prestaciones sociales e indemnizaciones laborales pertenecen a la

primera clase que establece el Artículo 2495 del Código Civil y tienen privilegio exclu—

yente sobre todos los demás.

E1Juez Civil que conozca del proceso de concurso de acreedores o de quiebra dis—

pondrá el pago privilegiado y pronto de los créditos a los trabajadores afectados por la

quiebra o insolvencia del (empleador).
Cuando la quiebra imponga el despido de trabajadores, los salarios, prestaciones

sociales e indemnizaciones se tendrán como gastos pagaderos con preferencia sobre

los demás créditos.
Los créditos laborales podrán demostrar por cualesquier medio de prueba autori—

zado por la Ley y, cuando fuera necesario, producidos extrajuicio con intervención del

Juez Laboral 0 de Inspector de Trabajo competentes.
Parágrafo: En los procesos de quiebra o concordato los trabajadores podrán hacer valer sus

derechos por sí mismos o por intermedio del sindicato, federación o confederación a

que pertenezcan, siempre de conformidad con las leyes vigentes”.
Artículo 22: Modificado por el Artículo 13 de la Ley 11 de 1984. El nuevo texto es el

siguiente:
“Los patronos obligados al pago del seguro de vida de sus trabajadores, de acuer-

do con las disposiciones legales vigentes, mientras el Instituto de los Seguros Sociales

asume este riesgo, pagarán por este concepto a los beneficiarios del asegurado:

a. Un (1) mes de salario por cada año de servicios, continuos () discontinuos, liqui—

dado en la misma forma que el auxilio de cesantía, sin que el valor del seguro sea

inferior a doce (12) meses del salario, ni exceda de cien (100) veces el salario míni—

mo mensual más alto;
b. Si la muerte del trabajador ocurre por causa de accidente de trabajo o de enferme—

dad profesional, el valor del seguro será el doble de lo previsto en el literal anterior,

pero sin exceder de doscientas (200) veces el salario mínimo mensual más alto”.

Artículo 23: Retención de cuotas sindicales.
1. Toda asociación sindical de trabajadores tiene derecho a solicitar con el voto de las

dos terceras (2/3) partes de sus miembros, que los patronos respectivos deduzcan

de los salarios de los trabajadores afiliados y pongan a la disposición del sindicato
el valor de las cuotas ordinarias o extraordinarias con que aquellos deben contri—

buir. La retención de las cuotas extraordinarias requiere copia autenticada del acta
de la asamblea sindical en que fueren aprobadas. Para la retención de las cuotas
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ordinarias bastará que el secretario y el fiscal del sindicato comuniquen certiñcada—

mente al patrono su valor y la nómina de sus afiliados.
2. Cesará la retención de cuotas sindicales a un trabajador a partir del momento en

que aquél, o el sindicato, comunique por escrito al patrono el hecho de la renun—
cia o expulsión, quedando a salvo el derecho del sindicato en caso de información
falsa del trabajador.

3. Previa comunicación escrita y firmada por el presidente, el fiscal y el tesorero del
sindicato, el patrono deberá retener y entregar las cuotas federales y confederales
que el sindicato esté obligado a pagar a los organismos de segundo y tercer grado a

que dicho sindicato esté añliado.
Artículo 24: Modiñcado por el Articulo 12 de la Ley 584 de 2000. El nuevo texto es el

siguiente:
“Están amparados por el fuero sindical:

a. Los fundadores de un sindicato, desde el día de su constitución hasta dos (2) meses
después de la inscripción en el registro sindical, sin exceder de seis (6) meses;

b. Los trabajadores que, con anterioridad a la inscripción en el registro sindical, in—

gresen al sindicato, para quienes el amparo rige por el mismo tiempo que para los

fundadores;
c. Los miembros de la Junta Directiva y subdirectivas de todo sindicato, federación o

confederación de sindicatos, sin pasar de cinco principales _v cinco suplentes, y los
miembros de los comités seccionales, sin pasar de un principal y un suplente. Este
amparo se hará efectivo por el tiempo que dure el mandato y seis (6) meses más;

d. Dos de los miembros de la comisión estatutaria de reclamos, que designen los sin—

dicatos, las federaciones o confederaciones sindicales, por el mismo período de la

Junta Directiva y por seis (6) meses más, sin que pueda existir en una empresa más
de una comisión estatutaria de reclamos. Esta comisión será designada por la orga—
nización sindical que agrupe el mayor número de trabajadores.

szígra_ñ2 ]”: Gozan de la garantía del fuero sindical, en los términos de este Artículo, los
servidores públicos, exceptuando aquellos servidores que ejerzan jurisdicción, autori—

dad civil, política o cargos de dirección o administración.
Parágrafo 2“: Para todos los efectos legales y procesales la calidad del fuero sindical se de—

muestra con la copia del certificado de inscripción de la Junta Directiva y/o Comité
Ejecutivo, o con la copia de la comunicación al empleador”.

Artículo 25: Protección en conflictos colectivos.
Los trabajadores que hubieren presentado al patrón un pliego de peticiones no

podrán ser despedidos sin justa causa comprobada, desde la fecha de la presentación
del pliego y durante los términos legales de las etapas establecidas para el arreglo del
conflicto.

Artículo 26: Representación sindical.
1. Cuando en una misma empresa coexistiere un sindicato de base con uno gremial

o de industria, la representación de los trabajadores, para todos los efectos de la
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contratación colectiva. corresponderá al sindicato que agrupe a la mayoría de los

trabajadores de dicha empresa.
Artículo 27: Iniciación de conversaciones.

l. El patrono o el representante, están en la obligación de recibir a los delegados

de los trabajadores dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la presenta—

ción oportuna del pliego de peticiones para iniciar conversaciones. Si la persona a

quien se presentare el pliego considerare que no está autorizada para resolver so—

bre él debe hacerse autorizar o dar traslado al patrono dentro de las veinticuatro

(24) horas siguientes a la presentación del pliego, avisándolo así a los trabajado—

res. En todo caso, la iniciación de las conversaciones en la etapa de arreglo direc—

to no puede diferirse por más de cinco (5) días hábiles a partir de la presentación

del pliego.
2. El patrono que se niegue o eluda iniciar las conversaciones de arreglo directo den—

tro del término señalado, será sancionado por las autoridades del trabajo con mul—

tas sucesivas de dos mil pesos (32.000) a cinco mil pesos (35.000) por cada día de

mora, a favor del Instituto Colombiano de los Seguros Sociales. Para interponer
los recursos legales contra las resoluciones de multa, el interesado deberá consig—

nar previamente su valor a órdenes de dicho Instituto.

Artículo 28: Modificado por el Artículo 60 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

siguiente:
“Las conversaciones de negociación de los pliegos de peticiones en esta etapa de

arreglo directo durarán veinte (20) días calendario, prorrogables de común acuerdo

entre las partes, hasta por veinte (20) días calendario adicionales.

Parágra_¡% 1": Si al término de la etapa de arreglo directo persistieren diferencias sobre algu—

no o algunos de los puntos del pliego, las partes suscribirán un acta final que registre

los acuerdos y dejarán las constancias expresas sobre las diferencias que subsistan.

Parágrafo 2“: Durante esta etapa podrán participar en forma directa en la mesa de negocia—

ciones, c0mo asesores, hasta dos (2) representantes de las asociaciones sindicales de

segundo o tercer grado.
Artículo 29: Derogado por Artículo 116 de la Ley 50 de 1990.

Artículo 30: Derogado por el Artículo 116 de la Ley 50 de 1990.

Artículo 31: Modificado por el Artículo 9“ de la Ley 39 de 1985. El nuevo texto es el si—

guiente: “Decisión de los trabajadores.
1. Terminadas las tapas de arreglo directo y de conciliación de las partes, sin que hu—

biere logrado un arreglo directo y de conciliación de las partes, sin que se hubiere

logrado un arreglo del conflicto, los trabajadores podrán optar por la declaratoria

de la huelga o por solicitar al Ministerio de Trabajo que el diferendo se someta a la

decisión de un Tribunal de Arbitramento Obligatorio.
2. La huelga o la solicitud del arbitramento serán decididas en votación secreta, por

la mayoría absoluta de los trabajadores de la empresa o por la Asamblea General

del sindicato o sindicatos a que estén afiliados más de la mitad de los trabajadores.
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Antes de celebrarse la asamblea, se dará aviso a las autoridades del trabajo para que
éstas puedan, presenciar )“ comprobar su desarrollo”.

Artículo 32: Modiñcado por el Artículo 62 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el
siguiente:
1. La cesación colectiva del trabajo, cuando los trabajadores optaren por la huelga,

sólo podrá efectuarse transcurridos dos (2) días hábiles a su declaración y no más
de diez (10) días hábiles después.
Durante el desarrollo de la huelga, la mayoría de los trabajadores de la empresa o la
asamblea general del sindicato o sindicatos que agrupen más de la mitad de aque—
llos trabajadores, podrán determinar someter el diferendo a la decisión de un Tri—

bunal de Arbitramento.
Dentro del término señalado en este Artículo las partes si así lo acordaren, podrán
adelantar negociaciones directamente o con la intervención del Ministerio de Tra—

bajo y Seguridad Social.
Artículo 33: Modificado por el Artículo 63 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

siguiente:
1. Durante el desarrollo de la huelga, las autoridades policivas tienen a su cargo la

vigilancia del curso pacífico del movimiento y ejercerán de modo permanente la
acción que les corresponda, a fin de evitar que los huelguistas, los empleadores,
o cualesquiera personas en conexión con ellos excedan las finalidades jurídicas
de la huelga, o intenten aprovecharla para promover desórdenes o cometer in—

fracciones 0 delitos.
Mientras la mayoría de los trabajadores de la empresa persista en la huelga, las au—

toridades garantizarán el ejercicio de este derecho y no autorizarán ni patrocinarán
el ingreso al trabajo de grupos minoritarios de trabajadores aunque estos manifies—
ten su deseo de hacerlo.
Numeral modificado por el Artículo 18 de la Ley 584 de 2000. El nuevo texto es
el siguiente:

“Declarada la huelga, el sindicato o sindicatos que agrupen la mayoría de los
trabajadores de la empresa o, en defecto de éstos, de los trabajadores en asamblea
general, podrán someter a votación la totalidad de los trabajadores de la empresa,
si desean o no, sujetar las diferencias persistentes a fallo arbitral. Si la mayoría ab—

soluta de ellos optare por el tribunal, no se suspenderá el trabajo o se reanudará
dentro de un término máximo de tres (3) días hábiles de hallarse suspendido”.
Cuando una huelga se prolongue por sesenta (60) días calendario, sin que las partes
encuentren fórmula de solución al conflicto que dio origen a la misma, el Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social podrá ordenar que el diferendo se someta a la deci—

sión de un Tribunal de Arbitramento, en cuyo caso los trabajadores tendrán la obli—

gación de reanudar el trabajo dentro de un término máximo de tres (3) días hábiles.
Artículo 34: Procedencia del arbitramento.

1. Serán sometidos a arbitramento obligatorio:
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a. Los conflictos colectivos del trabajo que se presenten en los servicios pú—

blicos y que no hubieren podido resolverse mediante arreglo directo o por
conciliación;

b. Los conflictos colectivos del trabajo en que los trabajadores optaren por el ar—

bitramento, conforme a lo establecido en el Artículo 31 de este Decreto.
2. Los conflictos colectivos en otras empresas podrán ser sometidos a arbitramento

voluntario por acuerdo de las partes.
Artículo 35: Modificado por los articulos 1“ _v 20 del Decreto 2459 de 1965. El nuevo texto

es el siguiente: Lista de árbitros.
1. Cada dos (2) años a partir de la vigencia de esta Ley, la Sala Laboral de la Corte Su—

prema de Justicia, a solicitud del Ministerio de Trabajo formará una lista de ciento
ochenta (180) personas, mayores de edad, ciudadanos colombianos, abogados titu—

lados, expertos en Derecho Laboral 0 conocedores de las cuestiones económicas y

sociales, altamente caliñcados y de reconocida honorabilidad que constituirá la lis—

ta de árbitros de entre los cuales se escogerán los integrantes de los tribunales de
arbitramento obligatorio, en la forma que en el Artículo siguiente se indica.

2. La lista de árbitros se formará para períodos de dos (2) años, y para formación la

Sala Laboral de la Corte deberá incluir a personas que, reuniendo las calidades re—

queridas, residan en los distintos departamentos del país.
3. Mientras la Sala Laboral de la Corte prepara la lista de árbitros a que se reñere

este Artículo, ella será elaborada provisionalmente por el Gobierno.
Artículo 36: Constitución de los Tribunales de Arbitramento.

El Tribunal de Arbitramento Obligatorio en los conflictos colectivos que deban
decidirse por este medio, se compondrá de tres miembros, designados así: uno por
cada una de las partes y un tercero por el Ministerio del Trabajo, escogidos de la lista

a que se refiere el Artículo anterior. ¿ Tinguna persona podrá actuar como árbitro más
de tres (3) veces en un mismo año.

Artículo 37: Aplicación de la convención.
Las convenciones colectivas entre patronos y sindicatos cuyo número de afiliados

no exceda de la tercera parte del total de los trabajadores de la empresa, solamente son
aplicables a los miembros del sindicato que las haya celebrado, y a quienes adhieran a

ellas o ingresen posteriormente al sindicato.
Artículo 38: Extensión a terceros.

1. Cuando en la convención colectiva sea parte un sindicato cuyos añliados excedan de

la tercera parte del total de los trabajadores de la empresa, las normas de la conven—

ción se extienden a todos los trabajadores de la misma, sean o no sindicalizados.
2. Lo dispuesto en este Artículo se aplica también cuando el número de afiliados al

sindicato llegare a exceder del limite indicado, con posterioridad a la ñrma de la

convención.
Artículo 39: Cuota por beneficio convencional: Modificado por el Artículo 68 de la Ley 50

de 1990. El nuevo texto es el siguiente:

U! U.)



534 Los sz'ndicalos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de /zíxt0ría laboral

“Los trabajadores no sindicalizados, por el hecho de beneficiarse de la convención
colectiva, deberán pagar al sindicato, durante su vigencia, una suma igual a la cuota
ordinaria con que contribuyen los afiliados al sindicato”.

Artículo 40: Modificado por el Artículo 67 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el si—

guiente: “Protección en caso de despidos colectivos.
1. Cuando algún empleador considere que necesita hacer despidos colectivos de tra—

bajadores, o terminar labores, parcial o totalmente, por causas distintas a las pre—

vistas en los artículos Sº, ordinal lº, literal d de esta Ley y 7º del Decreto Ley 2351

de 1965, deberá solicitar autorización previa al Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social explicando los motivos y acompañando las correspondientes justificaciones,
si fuere el caso. Igualmente deberá comunicar en forma simultánea, por escrito, a

sus trabajadores de tal solicitud.
Igual autorización se requerirá cuando el empleador por razones técnicas o económi—

cas u otras independientes de su voluntad necesite suspender actividades hasta por
ciento veinte (120) días. En los casos de suspensión de los contratos de trabajo por
fuerza mayor o caso fortuito, el empleador debe dar inmediato aviso al Inspector de

Trabajo del lugar o en su defecto a la primera autoridad política, a fm de que se com—

pruebe esa circunstancia.
La autorización de que trata el numeral 1“ de este Artículo podrá concederse en los

casos en que el empleador se vea afectado por hechos tales como la necesidad de
adecuarse a la modernización de procesos, equipos y sistemas de trabajo que tengan
por objeto incrementar la productividad o calidad de sus productos; la supresión de

procesos, equipos o sistemas de trabajo y unidades de producción; o cuando éstos
sean obsoletos o ineñcíentes, o que hayan arrojado pérdidas sistemáticas, o los colo—

quen en desventaja desde el punto de vista competitivo con empresas o productos
similares que se comercialicen en el país o con los que deba competir en el exterior;
o cuando se encuentre en una situación financiera que lo coloque en peligro de en—

trar en estado de cesación de pagos, o que de hecho así haya ocurrido; o por razones
de carácter técnico o económico como la falta de materias primas u otras causas que
se puedan asimilar en cuanto a sus efectos; y en general los que tengan como causa
la consecución de objetivos similares a los mencionados.
La solicitud respectiva deberá ir acompañada de los medios de prueba de carácter
financiero, contable, técnico, comercial, administrativo, según el caso, que acredi—

ten debidamente la misma.
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no podrá calificar un despido como
colectivo sino cuando el mismo afecte en un periodo de seis (6) meses a un número
de trabajadores equivalente al treinta por ciento (30%) del total de los vinculados
con contrato de trabajo al empleador, en aquellas empresas que tengan un número
superior a diez ( 10) e inferior a cincuenta (50); al veinte por ciento (20%) en las que
tengan un número de trabajadores superior a cincuenta (50) e inferior a cien (100);
al quince por ciento (15%) en las que tengan un número de trabajadores superior
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a cien (100) e inferior a doscientos (200); al nueve por ciento (900) en las que ten—

gan un número de trabajadores superior a doscientos (200) e inferior a quinientos
(500); al siete por ciento (7%) en las que tengan un número de trabajadores supe—

rior a quinientos (500) e inferior a mil (1.000) y, al cinco por ciento (5%) en las em—

presas que tengan un total de trabajadores superior a mil (1.000).
No producirá ningún efecto el despido colectivo de trabajadores o la suspensión
temporal de los contratos de trabajo, sin la previa autorización del Ministerio de

Trabajo y Seguridad, Social, caso en el cual se dará aplicación al Artículo 140 del

Código Sustantivo del Trabajo.
Cuando un empleador o empresa obtenga autorización del Ministerio de Trabajo

y Seguridad Social para el cierre definitivo, total o parcial, de su empresa, o para
efectuar un despido colectivo, deberá pagar a los trabajadores afectados con la me—

dida, la indemnización legal que le habría correspondido al trabajador si el despi—

do se hubiera producido sin justa causa legal. Si la empresa o el empleador tiene

un patrimonio liquido gravable inferior a mil (1.000) salarios mínimos mensuales,
el monto de la indemnización será equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la

antes mencionada.
En las actuaciones administrativas originadas por las solicitudes de que trata este Ar—

tículo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá pronunciarse en un térmi—

no de dos (2) meses. El incumplimiento injustificado de este término hará incurrir al

funcionario responsable en causal de mala conducta sancionable con arreglo al régi—

men disciplinario vigente.
Artículo 41: Atribuciones y sanciones.

l.

lx)

Los funcionarios del Ministerio de Trabajo podrán hacer comparecer a sus respec—

tivos despachos a los patronos, trabajadores y directivos o afiliados a las organiza—

ciones sindicales, para exigirles las informaciones pertinentes a su misión, la exhibi—

ción de libros, registros, planillas _v demás documentos, la obtención de copias o ex—

tractos de los mismos, entrar sin previo aviso y en cualquier momento mediante su
identificación como tales, en toda empresa y en toda oficina o reunión sindical, con
el mismo fin, y ordenar las medidas preventivas que consideren necesarias, aseso—

rándose de peritos cuando lo crean conveniente, para impedir que se violen las dis—

posiciones relativas a las condiciones de trabajo y a la protección de los trabajadores

en el ejercicio de su profesión y del derecho de libre asociación sindical. Tales me—

didas tendrán aplicación inmediata sin perjuicio de los recursos y acciones legales

consignadas en ellas. Dichos funcionarios no quedan facultados, sin embargo, para
declarar derechos individuales ni definir controversias cuya decisión esté atribuida

a los Jueces, aunque si para actuar en esos casos como conciliadores.
Numeral modificado por el Artículo 97 de la Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el

siguiente:
“Los funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que indique

el Gobierno, tendrán el carácter de autoridades de Policía para todo lo relacionado
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con la vigilancia y control de que trata el numeral anterior, y están facultados para
imponer cada vez multas equivalentes al monto de una (1) a cien (100) veces el sala—

rio mínimo mensual más alto vigente según la gravedad de la infracción y mientras
ésta subsista, con destino al Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA).

3. Las resoluciones de multa que impongan los funcionarios del Ministerio de Tra—

bajo prestarán mérito ejecutivo. De estas ejecuciones conocerán los jueces del Tra—
bajo, conforme al procedimiento especial de que trata el Capítulo 16 del Código de
Procedimiento del Trabajo”.

Artículo 42: Este Decreto rige desde la fecha de su expedición, y suspende las disposicio—

nes del Código Sustantivo del Trabajo y de las leyes especiales que le sean contrarias )"

los parágrafos 1“ _v 2º de la Ley 102 de 1958.

GUILLERMO LEÓN VALENCIA.

Decreto 3041 de 1966
(por el cual se aprueba el Reglamento
General del Seguro Social Obligatorio

de Invalidez, Vejez y Muerte)

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le confie—

ren el numeral 2“ del Artículo 9“ de la Ley 90 de 1946, el Artículo 5“ del Decreto Le—

gislativo 1695 de 1960, _v el…'-1rtículo 7º del Acuerdo del Consejo Directivo del Instituto
Colombiano de los Seguros Sociales No. 150 de 1963, aprobado por el Decreto 0183

de 1964.

Decreta:
Artículo lº: Apruébese el Reglamento General del Seguro de Invalidez, Vejez )“ Muerte,

expedido por el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de los Seguros Sociales
mediante el Acuerdo No. 224 de 1966, que a la letra dice:

“Consejo Directivo del ICSS”

ACUERDO NO. 224 DE 1966

por el cual se expide el Reglamento General del Seguro
Social Obligatorio de Invalidez, Vejez )" Muerte.

El Consejo Directivo del Instituto Colombiano de los Seguros Sociales, en uso de las
facultades que le confieren el numeral 2” del Artículo 9" de la Ley 90 de 1946 y el Artículo
Sº del Decreto Legislativo 1695 de 1960,
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Acuerda:
Expídase el siguiente Reglamento General de Seguro Social Obligatorio de Invalidez,

Vejez _v lX4uerte:

Capitulo 1: campo de aplicación
Artículo lº: Estarán sujetos al seguro social obligatorio contra los riesgos de invalidez y

muerte de origen no profesional _v contra el riesgo de vejez:
a. Los trabajadores nacionales y extranjeros que en virtud de un contrato de trabajo,

presten servicios a patronos de carácter particular, siempre que no sean expresamen—

te excluidos por la Ley 0 por el presente Reglamento;
Los trabajadores que presten servicios a entidades o empresas de derecho público
semioñciales o descentralizadas cuando no estén excluidos por disposición legal

expresa;
Los trabajadores que mediante contrato de trabajo presten servicios a entidades de
derecho público, en la construcción _v conservación de las obras públicas y en las

empresas o institutos comerciales, industriales, agrícolas, ganaderos o forestales,

que aquellas entidades que exploten directa o indirectamente o de los cuales sean
accionistas o coparticipes;
Los trabajadores que presten servicios a un sindicato para la ejecución de un con—

trato sindical, caso en el cual la entidad profesional se entiende patrono de los

trabajadores.
Parágrafo: Para los trabajadores independientes, los de servicio doméstico, los trabajadores

a domicilio _v los trabajadores agrícolas de empresas no mecanizadas, se hará efectiva
la obligación al seguro en el Instituto Colombiano de los Seguros Sociales contra los

mecanismos riesgos, cuando se adopten los reglamentos que determinan la forma de

protección y las modalidades tanto de las prestaciones, como de financiación y de ad—

ministración del seguro, que correspondan a las condiciones laborales, económicas y
sociales de las citadas categorías de trabajadores.

Artículo 2º: Los trabajadores que al inscribirse por primera vez al Instituto Colombiano de
los Seguros Sociales, hayan cumplido sesenta (60) años de edad, no quedarán protegi—

dos contra los riesgos de invalidez y muerte de origen no profesional, ni contra el ries—

go de vejez, y por lo tanto no estarán sujetos a cotización por estos conceptos.
Artículo 3“: Quedan excluidos del seguro obligatorio de invalidez, vejez _v muerte:

1. Las personas que ejecuten trabajos ocasionales extraños a la empresa o actividad

del patrono.
Los trabajadores contratados para labores temporales en empresas no agrícolas, cuyo
número de jornadas anuales con el mismo patrono sea inferior a noventa (90) días. La

expedición de temporalidad será calificada por el Instituto a solicitud del trabajador.
Los trabajadores que se ocupen en labores agrícolas temporales o estacionales,

como las de siembra, cosechas _v demás similares, siempre que por otro concepto
no estén sujetos a estos seguros.

UI b.) xl
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4. Los extranjeros que hayan venido o vengan al país en virtud de contratos de dura—

ción ñja no mayor de un (1) año mientras esté vigente al contrato inicial, y los que
por depender de empresas subsidiarias o filiales de organizaciones extranjeras que
cubran varios paises, estén sujetos a ser trasladados al exterior en cualquier tiem—

po, siempre que dichas organizaciones los tengan protegidos con algún régimen de

seguro por los mismos riesgos. En cada caso la excepción deberá ser solicitada al

Instituto, adjuntándose las pruebas pertinentes.
Artículo 4º: El Instituto Colombiano de los Seguros Sociales podrá suscribir convenidos

con otras instituciones de seguridad social, nacionales o extranjeras, para establecer la

extensión y condiciones de la continuación o reconocimiento de los derechos de los

aseguradores que pasen de una institución a otra, en relación con los riesgos de inva—

lidez, vejez y muerte.

Capítulo II: de las prestaciones en caso de invalidez y de vejez
Artículo 5": Tendrán derecho a la pensión de invalidez los aseguradores que reúnan las si—

guientes condiciones:
Ser inválido permanente conforme a lo preceptuado en el Articulo 45 de la Le_v 90

de 1946;
Tener acreditadas ciento cincuenta (150) semanas de cotización dentro de los seis

(6) años anteriores a la invalidez, setenta y cinco (75) de las cuales deben corresponder
a los últimos tres (3) años.

Artículo 6º: Para efectos del derecho a la pensión, se considerara como provocada inten—

cionalmente, la invalidez que resultare de la comisión de un delito en el cual el asegu—
rado haya sido sujeto activo.

Artículo 7“: Al asegurado que al momento de invalidarse no hubiere cumplido las condi—

ciones a que se refiere el literal b del Articulo Sº del presente Acuerdo, se le otorgará,
en sustitución de la pensión de invalidez, por cada veinticinco (25) semanas de coti—

zación acreditadas, una indemnización de monto equivalente a una mensualidad de la

pensión que le habría correspondido. Igual indemnización se otorgará al asegurado
que, sin tener derecho a la pensión de vejez se invalide después de alcanzar las edades

que se señalan en la Ley y en este Reglamento.
En uno _v otro caso, será requisito que el interesado tenga acreditadas no menos de

cien (100) semanas de cotización, veinticinco (25) de las cuales deben corresponder al
último año anterior a la invalidez.

Artículo 8º: La pensión de invalidez comenzará a pagarse desde la fecha en que se declare
tal estado. Cuando el beneficiario estuviere en goce de subsidio por incapacidad tem—

poral en el seguro de enfermedad no profesional y maternidad, con posterioridad a esa
fecha, el pago de la pensión de invalidez comenzará al expirar el derecho al mencio—
nado subsidio.

Artículo 9”: La pensión de invalidez se otorgará inicialmente por el término de un año.
Transcurrido este lapso, continuará por periodos bienales, previa comprobación de que
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subsisten las condiciones que determinaron su otorgamiento. La pensión de invalidez

será vitalicia a partir de la edad mínima fijada para la pensión de vejez.
Artículo 10º: El asegurado que solicite pensión de invalidez y así mismo quien esté en goce

de la misma, debe sujetarse a los reconocimientos y exámenes médicos que el Instituto
estime convenientes, y a los tratamientos curativos, de recuperación y de readaptación

que se le prescriban. El no acatamiento a esta disposición producirá la suspensión del

trámite o del pago de la pensión, respectivamente.
Artículo 11: Tendrán derecho a la pensión de vejez, salvo lo dispuesto en el Artículo 57 del

presente Reglamento, los asegurados que reúnan los siguientes requisitos:

a. Tener sesenta (60) años o más de edad si es varón y cincuenta y cinco (55) o más

si es mujer;
b. Haber acreditado un número de quinientas (500) semanas de cotización pagadas

durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mí—

nimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, su—

fragadas en cualquier tiempo.
Artículo 12: El derecho a percibir la pensión de vejez comenzará desde la fecha en que el

beneficiario reúna los requisitos señalados en el Artículo precedente, sin perjuicio de

lo dispuesto en el Artículo 18 de este Reglamento.
Artículo 13: Los asegurados que habiendo cumplido las edades mínimas señaladas, se re—

tiraren definitivamente de las actividades sujetas al seguir social y no hubieren acre—

ditado el número suficiente de semanas de cotización requeridas para el derecho a la

pensión de vejez, percibirán en sustitución, por cada veinticinco (25) semanas de coti—

zación acreditadas, una indemnización equivalente a una mensualidad de la pensión de

invalidez que les hubiere correspondido en el supuesto de haberse invalidado al cum—

plimiento de la respectiva edad.
Para conceder esta indemnización se requiere que no hayan transcurrido más de

diez (10) años entre el período a que corresponde la última cotización acreditada y la

fecha de cumplimiento de las edades indicadas y, que el aseguramiento de tenga acre—

ditadas no menos de cien (100) semanas de cotización.

Parágrafo: Los asegurados que en cualquier tiempo reciben esta clase de indemnización, no

podrán ser inscritos nuevamente en los riesgos de vejez, invalidez y muerte.

Artículo 14: La edad para el derecho a la pensión de vejez se disminuirá en un (1) año por
cada cincuenta (50) semanas de cotización acreditadas con posterioridad a las primeras
setecientas cincuenta (750) semanas cotizadas en forma continua o discontinua en la mis—

ma actividad, para los siguientes trabajadores:
a. Operadores de radio;
b. Operadores de cables internacionales;
(3. Telefonistas;
d. Aviadores;
e. Trabajadores mineros que presten su servicio en socavones;
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f. Profesionales y ayudantes de establecimientos dedicados al tratamiento de la
tuberculosis.

Artículo 15: La pensión mensual de invalidez, o la de vejez se integrarán así:

a. Con una cuantía básica igual al cuarenta _v cinco por ciento (45%) del salario men—

sual de base; y
b. Con aumentos equivalentes al uno y dos décimos por ciento (1,2%) del mismo sa—

lario mensual de base por cada cincuenta (50) semanas de cotización que el asegu—
rado tuviere acreditadas con posterioridad a las primeras quinientas (500) semanas
de cotización.

El salario mensual de base se obtiene multiplicando por el factor 4,33 la ciento
cincuentava (150…) parte de la suma de los salarios semanales sobre los cuales co—

tizó en las últimas ciento cincuenta (150) semanas de cotización.
Artículo 16: La pensión mensual de invalidez y la de vejez se incrementarán así:

a. En el siete por ciento (7%) sobre la pensión mínima por cada uno de los hijos 0
hijas menores de dieciséis (16) años o dieciocho (18) años si son estudiantes o invá—

lidos de cualquier edad que dependan económicamente del beneficiario; y
b. En el catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima para el cónyuge del bene—

ficiario, siempre que éste no disfrute de una pensión de invalidez o vejez.
Los incrementos mensuales de las pensiones de invalidez y de vejez por estos

conceptos, no podrán exceder el porcentaje máximo del cuarenta _v dos por ciento
(42%) sobre la pensión minima.

Artículo 17: Cuando la invalidez sea de tal grado que el inválido requiera la asistencia cons—

tante de otra persona para movilizarse, conducirse o efectuar los actos esenciales de la
existencia (gran invalidez), la cuantía básica de la pensión de invalidez se elevará a un
cincuenta _v cinco por ciento (55%) del salario mensual de base.

Artículo 18: Cuando el pensionado de invalidez o de vejez tenga otras remuneraciones, sa—

larios o pensiones derivados del trabajo para un patrono, no podrán percibir del segu—

ro social obligatorio por concepto de la pensión a cargo de éste, sino la diferencia entre
el monto de la remuneración, salario o pensión obtenido por tales conceptos y el valor
del salario mensual de base sobre el cual el Instituto computó su pensión.

Artículo 19: Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez no podrán ser inferiores a
cuatrocientos veinte pesos (8420), salvo en el caso contemplado en el Artículo 18. Di—

chas pensiones mensuales incluidos los incrementos dispuestos en el Artículo 16, tam—

poco podrán sobrepasar las nueve décimas (9/10) partes del salario mensual de base,

excepto cuando se trate de pensiones mínimas o de valorización de las pensiones con—
forme al Artículo 28 del presente Reglamento.

Capítulo III: de las personas en caso de muerte
Artículo 20: Cuando la muerte sea de origen no profesional, habrá derecho a pensiones de

sobrevivientes en los siguientes casos:
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a. Cuando a la fecha del fallecimiento el asegurado hubiere reunido las condiciones
de tiempo y densidad de cotizaciones que se exigen, según el Artículo 5“, para el

derecho a pensión de invalidez;
b. Cuando el asegurado fallecido estuviere disfrutando de pensión de invalidez 0 de

vejez según el presente Reglamento.
Artículo 21: La pensión a favor del cónyuge sobreviviente será igual a un cincuenta por

ciento (50%), y la de cada huérfano con derecho igual a un veinte por ciento (20%) de
la pensión de invalidez o de vejez, que tenía asignada el causante, o de la que habría

correspondido a la fecha del fallecimiento, excluidos los aumentos dispuestos en el Ar—

tículo 16 del presente Reglamento. Cuando se trate de huérfanos de padre y madre, la
cuantía de la pensión se elevará hasta el treinta por ciento (30%) de cada uno.

Artículo 22: Cada uno de los hijos, legítimos o naturales reconocidos conforme a la Ley,
del asegurado o pensionado fallecido, que sean menores de dieciséis (16) años o de

cualquier edad si son inválidos, que dependan económicamente del causante, tendrán
iguales derechos a la pensión de orfandad. El Instituto extenderá su goce hasta que el

beneñciario cumpla dieciocho (18) años de edad cuando compruebe estar asistiendo

regular y satisfactoriamente a un establecimiento educativo o de formación profesional
reconocido oficialmente, y demuestre que carece de otros medios de subsistencia.

Artículo 23: Si las pensiones de sobrevivientes atribuidas a los beneficiarios de un mismo

causante han sido reducidas proporcionalmente por aplicación de lo dispuesto en la

primera parte del Artículo 61 de la Ley 90 de 1946 y luego se redujere posteriormen—

te al grupo de beneficiarios por muerte o extinción del derecho de cualquier de cual—

quiera de sus integrantes, el monto de la pensión disponible por este motivo acrecerá

proporcionalmente las pensiones de los beneficiarios restantes, sin que tales pensiones
reajustadas puedan sobrepasar las cuantías porcentuales indicadas en el Artículo 21 de

este Reglamento.
Artículo 24: Si al momento del fallecimiento, el asegurado no tuviera el número de sema—

nas de cotización 0 la densidad de cotizaciones requeridas para dejar derecho a pensio—

nes de sobrevivientes, se otorgará a sus herederos, una indemnización igual a una vez
el valor de la mensualidad de la pensión de invalidez que le habría correspondido en
esa fecha al causante, por cada veinticinco (25) semanas de cotización acreditadas, sin

que el mínimo pueda ser inferior a doce (12) mensualidades.
Esta indemnización se distribuirá entre los deudos en la misma proporción en que

habría correspondido hacerlo con las pensiones de sobrevivientes.

Parágrafo: Esta indemnización solamente se aplicará a los trabajadores que ingresen al Ins—

tituto por primera vez con posterioridad a los primeros tres (3) años de iniciación del

seguro de invalidez, vejez y muerte.
Artículo 25: Las pensiones de viudez y las de orfandad no podrán ser inferiores a los va—

lores que resulten de aplicar los porcentajes señalados en el Artículo 21, al monto mí—

nimo vigente para la pensión de invalidez, según el Artículo 19, salvo en el caso de
reducción proporcional contemplado en el Artículo 61 de la Ley 90 de 1946.
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Cuando se trate de pensiones a los ascendientes, conforme al Artículo 61 de la ci—

tada Ley, el mínimo de que trata el inciso anterior se aplicará únicamente en los casos

en que se hubiere otorgado la pensión a los ascendientes sin existir desde el comienzo
viuda o hijos con derecho.

Artículo 26: En caso de muerte de origen no profesional del asegurado que tuviera acre-
ditadas no menos de cinco (5) semanas de cotización, el Instituto pagará a quien com—

pruebe haber sufragado los gastos de entierro un auxilio funerario igual al monto de
una mensualidad del salario de base que habria servido para determinar la pensión de
invalidez, _v no inferior a cuatrocientos pesos (8400).

El Instituto pagará un auxilio funerario al fallecimiento de un pensionado de inva—

lidez o de vejez, según el presente Reglamento. En este caso el auxilio será igual a una
vez el monto mensual de la pensión de que disfrutaba el pensionado fallecido, sin que
en ningún caso el auxilio pueda ser inferior a cuatrocientos pesos (8400).

Capítulo IV: disposiciones comunes a las prestaciones
Artículo 27: El valor mínimo de las pensiones de invalidez )" vejez señalado en este Reglamen—

to podrá ser modificado por el Consejo Directivo con la aprobación del Presidente de la

República, cuando el Gobierno Nacional f1je salarios mínimos a los que venían rigiendo.
En caso de elevarse las cantidades señaladas como mínimo para las pensiones, se

elevarán también todas las pensiones vigentes concedidas anteriormente, en una pro—

porción igual ala que resulte de la diferencia entre el antiguo y el nuevo mínimo seña—

lado para la respectiva pensión. Este aumento no tendrá carácter retroactivo sobre las

mensualidades vencidas antes de la elevación del mínimo.
Artículo 28: Las pensiones del Seguro Social se pagarán por mensualidades vencidas el Insti—

tuto podrá exigir cuando lo estime conveniente, la comprobación de la supervivencia del
pensionado, como condición para el pago de la pensión.

Artículo 29: Las pensiones y otras prestaciones pecuarias que otorgue el Instituto, según
este Reglamento, no son susceptibles de cesión, embargo o retención, salvo lo previsto
en el Artículo 411 _v concordantes del Código Civil y mediante mandato judicial.

Artículo 30: Las prescripciones que establece el Artículo 36 de la Le_v 90 de 1946, comen—

zarán a contarse a partir de la exigibilidad del respectivo derecho.
Artículo 31: Los pensionados por invalidez o vejez tendrán derecho a las prestaciones asisten—

ciales que otorga el seguro de enfermedad no profesional _v maternidad. Las prestacio—
nes se regirán por las disposiciones que establezcan los reglamentos de dicho seguro.

Los pensionados de invalidez y de vejez aportarán para contribuir al pago de las

prestaciones asistenciales, una cotización equivalente al dos por ciento (2%) de sus
pensiones, que será deducida por el Instituto al momento de ejecutar el pago de éstas.

Capítulo V: de los recursos y de la organización financiera
Artículo 32: Los recursos para financiar las prestaciones de estos seguros y para cubrir

los gastos administrativos de su gestión serán obtenidos mediante las cotizaciones
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calculadas actuarialmente _v el rendimiento de la inversión de las reservas de dicho

seguro.
Artículo 33: Para los primeros cinco (5) años de vigencia del seguro de invalidez, vejez y

muerte, se fija la cotización global del seis por ciento (6%) de los salarios asegurables,
la cual será satisfecha en un tres por ciento (3%) por los patronos, en un uno y cinco
décimos por ciento (1,5%) por los asegurados y en un uno y cinco décimos por ciento

(1,5%) por el Estado.
Después de los primeros cinco (5) primeros años de vigencia de este seguro, la co—

tización global será del nueve por ciento (9%) de los salarios asegurables, la cual será
cubierta en un cuatro y cinco décimos por ciento (4,5%) por los patronos, en un dos y
veinticinco décimos por ciento (2,25%) por los asegurados y en un dos y veinticinco
décimos por ciento (2,25 %) por el Estado.

Después de los diez (10) primeros años de vigencia de este seguro, la cotización glo—

bal será de un doce por ciento (12%) de los salarios asegurables, la cual será cubierta en
un seis por ciento (6%) por los patronos, en un tres por ciento (3%) por los trabajadores

y en un tres por ciento (3%) por el Estado.
Después de los primeros quince (15) años de vigencia de este seguro, la cotización

global será de quince por ciento (15%) de los salarios asegurables, la cual será cubierta en
un siete y cinco décimos por ciento (7,5%) por los patronos, en un tres y setenta y cinco
décimos por ciento (3,75%) por los asegurados y en un tres y setenta y cinco décimos por
ciento (3,75%) por el Estado.

Después de los veinte (20) primeros años de vigencia de este seguro, la cotización

global será de un quince por ciento (15%) de los salarios asegurables, la cual será cubier—

ta en un siete y cinco décimos por ciento (7,5%) por los patronos, en un tres y setenta y
cinco décimos por ciento (3,75%) por los asegurados y un tres y setenta y cinco décimos

por ciento (3,75%) por el Estado.
Después de los veinte (20) primeros años de vigencia de este seguro, la cotización

global será del dieciocho por ciento (18%) de los salarios asegurables, la cual será cu—

bierta en un nueve por ciento (9%) por los patronos, en un cuatro y cinco décimos por
ciento (4,5%) por los aseguradores )“ en un cuatro y cinco décimos por ciento (4,5%)

por el Estado.
Después de los veinticinco (25) primeros años de vigencia de este seguro, la cotiza—

ción global será de veintidós por ciento (22%) de los salarios asegurables, la cual será
cubierta en un once por ciento (11%) por los patronos, en un cinco y cinco décimos

por ciento (5,5%) por los asegurados _v en un cinco y cinco décimos por ciento (5,5%)
por el Estado.

Artículo 34: La situación financiera del seguro de invalidez, vejez y muerte y la suficiencia
de sus recursos y reservas deberán ser examinadas por los menos cada cinco (5) años,
teniendo en cuenta el régimen ñnanciero adoptado y las experiencias adquiridas en el

desarrollo de los fenómenos biométricos, demográficos y económicos en relación a las

previsiones actuariales.
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Artículo 35: No se podrá efectuar ningún aumento o modificación de las prestaciones se—

ñaladas en el presente Reglamento, si antes no se ha realizado un análisis actuarial de
la situación f1nanciera _v de las consecuencias económicas que impliquen las modifica—

ciones o reajustes.
Artículo 36: Para cubrir los gastos de administración de este seguro se podrá destinar, so—

bre las cotizaciones señaladas, hasta un monto equivalente a los dos tercios (2/3) del
total de salarios asegurados en el ejercicio: sin que dicho monto pueda sobrepasar el

diez por ciento (10%) del total de los ingresos de este seguro.
Artículo 37: El Consejo Directivo del Instituto señalará en el Reglamento de Aportes y Re—

caudos, con aprobación del Presidente de la República, el límite máximo del salario, ase—

gurable para los efectos del Artículo 20 de la Ley 90 de 1946. Establecerá igualmente los

salarios asegurables en categorías y señalará el salario de base correspondiente a cada una,
sobre el cual se efectuarán los pagos de cotizaciones _v se hará determinación del monto de
las prestaciones en dinero.

El límite máximo del salario asegurable para este seguro _v la distribución en cate—

gorias serán uniformes para todo el país.
Los asegurados que perciban salario igual o mayor a la cantidad señalada como lí—

mite máximo del salario asegurable, pagarán cotizaciones sobre el valor de éste _v for—

marán la categoría superior.
El Instituto cuando compruebe que el número de asegurados en dicha categoría

superior ha llegado a ser igual o mayor del quince por ciento (15%) de la población
asegurada cotizante, elevará el límite máximo, de modo que dicha proporción no exce—

da de un diez por ciento (10%).
Artículo 38: El patrono está obligado a entregar al Instituto, a través de la caja seccional u

oficina local que corresponda a su jurisdicción en el plazo y forma que determine el

Reglamento de Aportes y Recaudos, la totalidad de las cotizaciones, que sean de su car—

go, y las que deben ser satisfechas por el asegurado.
El patrono al efectuar el pago del salario de cada asegurado retendrá la cotización que

éste debe aportar para el seguro de invalidez, vejez _v muerte, correspondiente al periodo
de trabajo cubierto por el salario. Si el patrono no descontare el monto de la cotización
del asegurado en la oportunidad señalada en este Artículo, no podrá efectuarlo después,
y las cotizaciones no descontadas al asegurador, serán también de cargo del patrono.

Artículo 39: El pago de las cotizaciones para el seguro de invalidez, vejez y muerte se hará
conjunta y simultáneamente con el de las cotizaciones para los seguros de enfermedad
no profesional y maternidad, y accidentes de trabajo _v enfermedades profesionales.

Artículo 40: Los ingresos del seguro de invalidez, vejez y muerte formarán un fondo dis—

tinto e independiente de los ingresos de las otras ramas del seguro social obligatorio.
Cuando no sea a título de inversiones recuperables, los fondos del seguro de inva—

lidez, vejez y muerte no podrán dedicarse a f1nes distintos al pago de las prestaciones
dispuestas en este Reglamento, al costo de los gastos de administración v a los servicios
de rehabilitación conforme al Artículo 42.
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Los gastos que demande la inversión de las reservas serán imputadas a las utilida—

des de las mismas.
Artículo 41: Para este seguro, el Instituto constituirá y mantendrá una reserva técnica ge—

neral para derechos en curso de adquisición _v una reserva matemática de pensiones

en curso de pago. Se aplicará a la primera la diferencia entre los ingresos del ejercicio

y las cantidades que se abonen a la reserva matemática de pensiones en curso de pago,
más los egresos por concepto de otras prestaciones, por gastos administrativos y por
los recursos asignados al Fondo de Reservas Especiales.

La reserva matemática para pensiones en curso de pagos se sostendrá con capitales

constitutivos de las pensiones decretadas en el ejercicio, se capitalizará a una tasa anual

no inferior al cinco por ciento (5%) y a ella se imputarán las mensualidades pagadas

de las pensiones vigentes.
El Instituto constituirá además un Fondo de Reservas Especiales con:

a. Una cantidad equivalente a un cero y veinticinco décimos por ciento (0,25%) de

los salarios asegurados;
b. Una cantidad equivalente al cinco por ciento (5%) de los capitales consecutivos de

las pensiones de invalidez y de vejez decretadas en el ejercicio, tomada de los in—

gresos generales; y
c. Con el reglamento que excediere de la tasa del cinco por ciento (5%) anual en la in—

versión de la reserva matemática para pensiones en curso de pago.

A este Fondo se imputarán, en primer término, las cantidades necesarias para com—

pletar el costo de las prestaciones asistenciales a los pensionados de invalidez y de vejez,

sobre la cotización del dos por ciento (2%) de las pensiones, pagada por los propios be—

neficiarios. Las imputaciones que se hagan por este concepto no podrán sobrepasar en

el respectivo ejercicio el monto de los ingresos el Fondo, señalados en el ordinal b del

inciso anterior.
El saldo restante del Fondo constituirá una reserva para garantizar el pago de las

pensiones mínimas y para la revalorización de las pensiones en curso de pago.

Artículo 42: El Consejo Directivo del Instituto podrá destinar en los presupuestos de egre—

sos del riesgo de invalidez las partidas que estime convenientes para contribuir al esta—

blecimiento y mantenimiento de un servicio nacional de rehabilitación de inválidos.

Capítulo VI: de la administración del seguro
de invalidez, vejez y muerte

Artículo 43: La organización, dirección y administración del seguro de invalidez, vejez y

muerte, corresponden directamente al Instituto Colombiano de los Seguros Sociales,

en todo el territorio nacional.
Además de los dispuesto en el Artículo 38 del presente Reglamento sobre la reade-

cuación de cotizaciones, los reglamentos de aplicación de este seguro señalarán la ac—

ción administrativa que corresponda ejercer a las cajas seccionales y oficinas locales

para la inscripción e identificación de los aseguradores y beneficiarios de este seguro, la
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organización y mantenimiento del registro permanente de tiempos _v salarios cotizados,
la obtención de los demás medios de comprobación de los derechos, el trámite de las
prestaciones, el pago de las mismas; el control de supervivencia de los pensionados de las
mismas, la inversión de las reservas, y en general, la ejecución de este seguro.

Artículo 44: Las pensiones _v demás prestaciones en dinero del seguro de invalidez, vejez
y muerte, salvo el auxilio para gastos funerarios, serán concedidas o negadas mediante
providencia motivada de la Comisión de Prestaciones, que se establece en el Artículo
siguiente.

Artículo 45: La Comisión de Prestaciones estará integrada por el Director General del
Instituto, quien la presidirá, o por el Secretario General en su presentación, _v por dos
miembros designados por el Consejo Directivo para período de dos (2) años, los cuales
no podrán ser reelegidos para el período inmediatamente siguiente. La designación de
uno de los miembros deberá recaer en un abogado especializado en asuntos laborales y
la de otro en un experto de reconocida versación en asuntos económicos _v sociales. En
la primera elección el período del primer miembro será de tres (3) años.

La Comisión adoptará sus decisiones por mayoría de votos. Actuará como Secreta—
rio de la Comisión el Jefe de la División de Administración de Riesgos del Instituto.

Artículo 46: La Comisión de Prestaciones podrá pedir las pruebas adicionales que juzgue
necesarias para resolver el derecho a las prestaciones.

Artículo 47: El Consejo Directivo queda facultado para crear e integrar análogas comisio—
nes de prestaciones en las cajas seccionales y oficinas locales, cuando lo considere ne—

cesario por el volumen de pensiones en trámite.
En estos casos, la Comisión estará presidida por el director o el administrador de

la respectiva caja u oficina.
Artículo 48: Contra las providencias de las comisiones de prestaciones, los interesados po—

drán apelar ante el Consejo Directivo, con lo cual se agotará la vía administrativa.
Artículo 49: El Consejo Directivo del Instituto tiene en relación con la Administración del

seguro de invalidez, vejez y muerte, las siguientes atribuciones:
a. Conocer _v resolver los reclamos que presenten los asegurados, beneñciarios o inte—

resados en relación con el otorgamiento de prestaciones de este Seguro. Contra los
acuerdos que dicte el Consejo en estos casos, no habrá recurso interno.

b. Someter a la aprobación del Presidente de la República la elevación del límite máximo
del salario asegurable _v el correspondiente reajuste de categorías, según lo dispuesto
en el Artículo 37 del presente Reglamento e igualmente la elevación de valores míni—

mos de las pensiones, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 28 del mismo.
c. Aprobar o improbar la liquidación anual de ingresos _v egresos _v el movimiento de

I'€S€I'VQS.

Capítulo VII: de las inversiones
Artículo 50: Las inversiones de los fondos _v reservas del seguro de invalidez, vejez _v muerte

constituirán un título separado dentro de los planes generales de inversión de que trata
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el Capítulo IV del Decreto Ley 2324 de 1948. En igual forma se procederá en relación

con los presupuestos anuales de inversión a que se refiera el mencionado Capítulo.

Sin perjuicio de lo anterior, el Instituto podrá disponer cuando el volumen y natu—

raleza de la inversión lo aconseje, se hagan inversiones conjuntas de los fondos y reser—

vas de este seguro con los de las otras ramas del Seguro Social.

Artículo 51: La Comisión Asesora de Inversiones estará integrada por cinco miembros así:

uno, de reconocida versación en asuntos económicos y sociales, designado por los miem-

bros gubernamentales del Consejo Directivo del Instituto; uno de la Oñcina de Planea—

ción de la Presidencia de la República nombrado por el Presidente, y tres igualmente

calificados, escogidos por el Director General del Instituto y de las ternas presentadas por

los representantes de los sectores empresarial, laboral y médico, en el Consejo Directivo.

Los períodos de los miembros de esta Comisión serán los siguientes de tres (3)

años para el designado por los miembros gubernamentales del Consejo Directivo del

Instituto; de dos (2) años para el designado por el Presidente de la República, y de un

(1) año para cada uno de los tres escogidos por el Director General, sin que puedan ser

reelegidos para el período inmediatamente siguiente.
Presidirá la Comisión el miembro designado por los representantes gubernamen—

tales en el Consejo Directivo, y actuará como Secretario el Jefe de la División Técnico—

Económica del Instituto.
Artículo 52: Son funciones de la Comisión Asesora de Inversiones.

1. Conceptuar sobre los planes generales y anuales de inversiones, antes de que sean

presentados por el Director General a consideración del Consejo Directivo;

2. Conceptuar sobre los proyectos de inversiones de fondos y reservas que se presen—

ten al Consejo Directivo, quien no podrá hacer ninguna inversión sin el concepto

de esta Comisión; y
3. Absolver las consultas que le formulen el Consejo Directivo y el Director Gene—

ral del Instituto.
Artículo 53: Ni la comisión Asesora de Inversiones como tal, ni sus miembros individual—

mente, podrán tomar iniciativa para proponer o sugerir inversiones.

Capítulo VIII: disposiciones finales
Artículo 541 El Instituto determinará en el Reglamento de Seguros Facultativos, las con—

diciones, plazos y procedimientos para la continuación voluntaria en el seguro, de los

asegurados que dejen de estar sujetos a la obligación del seguro sin que tengan el de—

recho a pensión de invalidez o de vejez, y que tampoco hayan recibido indemnización

sustitutiva de la pensión por esos mismos conceptos.
Artículo 55: Los asegurados que no suministren todos los datos de identificación que seña—

len los Reglamentos del Instituto o que no hayan obtenido el carné de afiliación del Se—

guro Social, no podrán reclamar por omisión o error en los tiempos de cotizaciones o

en el valor de los salarios asegurados, que correspondan a períodos anteriores al cum—

plimiento de tales requisitos.
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Capítulo IX: disposiciones finales
Artículo 56: Durante los primeros seis (6) años de vigencia del seguro de invalidez, vejez y

muerte habrá derecho a pensión de invalidez, si al momento de invalidarse el asegura—
do tuviere acreditadas en este seguro un número de semanas de cotización no inferior
a la mitad del tiempo transcurrido a contar de dicha vigencia; en ningún caso se puede
otorgarse la pensión con menos de veinticinco (25) semanas de cotización. Transcurri—
dos los primeros seis (6) años regirá la disposición del Artículo Sº.

Esta disposición no regirá para los asegurados que ingresen por primera vez al
Seguro Social, con posterioridad a la fecha de vigencia del seguro de invalidez, vejez
y muerte, quienes deberán cumplir los requisitos que se exigen en el Artículo Sº para
tener derecho a la pensión de invalidez.

Cuando se extienda este seguro por primera vez a una nueva zona o a otros grupos
laborales, la fecha de iniciación del seguro se considerará fecha de vigencia para los
fines del presente Artículo.

Para la aplicación de este Artículo, cuando el número de semanas de cotización
fuere inferior al ciento cincuenta (150) se calculará el salario de base sobre el número
de semanas cotizadas.

Artículo 57: El número de semanas de cotización fijado en el Artículo 11 para el derecho
de pensión de vejez, se reducirá en beneficio de los asegurados nacidos antes de 1917
que hubieren cumplido con los demás requisitos señalados en dicho Artículo, a razón
de cincuenta (50) semanas de cotización por cada año de diferencia entre 1917 y el año
de nacimiento. Tratándose de aseguradas se aplicará la reducción tomando como año
de referencia el de 1922. En ningún caso podrá otorgarse la pensión de vejez por me—

nos de doscientas cincuenta (250) semanas de cotización.
Partígmfy: Es entendido que la pensión de que trata este Artículo se incrementará en un

uno y dos décimos por ciento (1,2%) por cada cincuenta (50) semanas de cotización,
si el asegurado siguiere cotizando voluntariamente después de cumplir los sesenta (60)
años de edad.

Articulo 58: Habrá derecho a pensiones de sobrevivientes en los términos del Capítulo
III de este Reglamento, cuando los asegurados que al momento de fallecer estuvieren
comprendidos en los dos artículos precedentes, hubieren cumplido los tiempos de co—

tización que en dichos artículos se prescriben para el derecho a pensión de invalidez
o de vejez.

Artículo 59: Los trabajadores que al iniciarse la obligación de asegurarse contra los riesgos
de invalidez, vejez _v muerte hubiesen cumplido veinte (20) años de servicios continuos
o discontinuos en una misma empresa, de capital de ochocientos mil pesos (8800000)
o superior, cualquiera que fuera su edad, no estarán obligados a asegurarse contra el
riesgo de vejez, _v en consecuencia de llegar a la edad prevista en el Artículo 260 del
Código Sustantivo del Trabajo y retirarse del servicio podrán reclamar con las moda—
lidades )“ condiciones que establecen las leyes respectivas, la pensión de jubilación al
patrono responsable.
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También estarán exceptuando del seguro obligatorio de vejez, los trabajadores que

en el momento inicial estén gozando de una pensión de vejez a cargo de un patrono.

Parágrafo: Quienes no estando obligando a hacerlo, por edad o por estar gozando de una

pensión de vejez, se afilien voluntariamente )" paguen las cotizaciones patrono—labo—

rales establecidas por el Instituto Colombiano de los Seguros Sociales, gozarán de los

mismos beneficios de los asegurados obligatorios, en los riesgos de invalidez y muerte.

Las cotizaciones en estos casos serán de los dos tercios del total establecido para los tres

riesgos por este Reglamento.
Artículo 60: Los trabajadores que al iniciarse la obligación de asegurarse en el Instituto Co—

lombiano de los Seguros Sociales contra los riesgos de invalidez, vejez y muerte, lleven

quince (15) años o más de servicios continuos o discontinuos en una misma empresa de

capital de ochocientos mil pesos ($800.000) moneda corriente o superior, ingresarán al

seguro social obligatorio como añliados para el riesgo de invalidez, vejez y muerte. Al

cumplirse el tiempo de servicios y la edad exigidos por el Código Sustantivo del Tra-

bajo podrán exigir la jubilación a cargo del patrono y éste estará obligado a pagar dicha

jubilación, pero continuarán cotizando en este Seguro hasta cumplir con los requisitos

mínimos exigidos por el Instituto para otorgar la pensión de vejez, y en este momento

el Instituto procederá a cubrir dicha pensión, siendo de cuenta del patrono únicamente

el mayor valor, si lo hubiere, entre la pensión otorgada por el Instituto y la que le venía

siendo pagada por el patrono.
Artículo 61: Los trabajadores que lleven una misma empresa de capital de ochocientos mil

pesos ($800.000) moneda corriente o superior, diez (10) años más de servicios continuos

o discontinuos ingresarán al seguro social obligatorio como afiliados en las mismas condi—

ciones de los anteriores y en caso de ser despedidos por los patronos sin justa causa ten—

drán derecho al cumplir la edad requerida por la Ley al pago de la pensión restringida de

que habla el Artículo 8º de la Ley 171 de 1961, con la obligación de seguir cotizando de

acuerdo con los Reglamentos del Instituto hasta cumplir con los requisitos minimos exi—

gidos por éste para otorgar la pensión de vejez; en este momento el Instituto procederá a

cubrir dicha pensión siendo obligación del patrono continuar pagando la pensión restrin—

gida. En todo lo demás el afiliado gozará de los beneñcios otorgados por el Instituto.

Parágrafo: Esta disposición regirá únicamente durante los primeros diez (10) años de vi—

gencia del seguro de invalidez, vejez y muerte.
Artículo 62: Las prestaciones de los seguros de invalidez, vejez y muerte dispuestas en este

Reglamento, sustituirán de derecho las obligaciones patronales que para tales riesgos

establece el Código Sustantivo del Trabajo, con las excepciones contempladas en los

artículos anteriores en relación con el riesgo de vejez.

Parágrafo: Conforme a la legislación vigente lo establecido en los artículos anteriores no im—

pide que se puedan pactar prestaciones adicionales a las que otorga el Instituto.

Artículo 63: Los reglamentos de aplicación determinarán las formalidades y demás requi—

sitos para la inscripción de patronos y de trabajadores contra los riesgos a que se refie—

re este Reglamento General.
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Artículo 64: El primer contingente estará integrado por lo menos con los asegurados con—
tra los riesgos de enfermedad no profesional y maternidad, en el momento de ponerse
en vigencia el presente Reglamento, que no se hallen comprendidos en las excepciones
contempladas en el Capítulo 1.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior y aun cuando se hallen fuera de
las zonas cubiertas por el seguro de enfermedad no profesional y maternidad, el Con—

sejo Directivo, con aprobación del Presidente de la República, podrá aplicar el Seguro
de Invalidez, Vejez y Muerte a los trabajadores de empresas que por su naturaleza 0
magnitud operen en diversos centros de trabajo y en varias regiones del territorio na—

cional, 0 desarrollen actividades básicas en la producción nacional.
Artículo 65: El valor mínimo de las pensiones señalado en el Artículo 19 del presente Re—

glamento y el límite inferior de los auxilios funerarios de que trata el Artículo 26 de
este Reglamento, se aplicarán también para el seguro de accidentes de trabajo y enfer—

medades profesionales.
Parágrafo: En los términos de este Artículo quedan modificados los artículos 26 y 36 del

Acuerdo No. 155 de 1963, por el cual se expidió el Reglamento General del Seguro So—

cial Obligatorio de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales.
Artículo 66: Deróganse el Acuerdo No. 188 de 1965, el Artículo 44 del Acuerdo No. 150 de

1963 _v todas las disposiciones que sean contrarias a este Reglamento.
Artículo 67: Este acuerdo necesita para su validez de la aprobación del señor Presidente

de la República.

Comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. E,, a los quince (15) días del mes de diciembre de mil novecientos

sesenta y seis (1966).
Carlos Augusto Noriega, presidente del honorable Consejo Directivo del Instituto Co—

lombiano de los Seguros Sociales. Carlos Augusto Gutiérrez M., secretario del honorable
Consejo Directivo del Instituto Colombiano de los Seguros Sociales, encargado.
Artículo 2“: Este Decreto rige desde de la fecha de su sanción y deroga el Decret01826 de

1965.

CARLOS LLER.—XS RESTREPO
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LEY 6 5 D E l 9 6 7
(por el cual se reviste al Presidente de la República

de facultades extraordinarias para modificar
la remuneración y régimen de prestaciones

de las Fuerzas Militares, se provee al fortalecimiento
de la administración fiscal, se dictan

otras disposiciones relacionadas con el mejor
aprovechamiento de las partidas presupuestales destinadas a

gastos de funcionamiento
y se crea una nueva Comisión Constitucional

Permanente en las Cámaras Legislativas)

Artículo 1“: De conformidad con el numeral 12 del Artículo 76 de la Constitución Nacio—

nal, revistese al Presidente de la República de facultades extraordinarias, por el térmi—

no de un año contado a partir de la vigencia de esta Ley, para los efectos siguientes:

a.

qq

Fijar tiempos mínimos en cada grado de los oficiales y suboficiales de las Fuerzas

Militares y de la Policía Nacional )" dictar las normas para modernizar el régimen

de carrera de este personal;
Fijar los sueldos básicos, primas y bonificaciones del personal de oficiales y suboñ—

ciales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, soldados, grumetes, agentes

y personal civil al servicio del ramo de la Defensa Nacional;

Modificar el régimen de prestaciones sociales por retiro o fallecimiento de los ofi—

ciales y suboficiales de las Fuerzas Militares y de la Policía, soldados, grumetes,

agentes y personal civil al servicio del ramo de la Defensa Nacional;

Reorganizar las dependencias de la Presidencia de la República;

Reorganizar la administración fiscal con el objeto de capacitarla para evitar el frau—

de y cumplir en tiempo oportuno con sus funciones de liquidación y recaudación

de los tributos y tasas nacionales, así como para resolver con prontitud las recla—

maciones de los contribuyentes, también para reorganizar la administración de las

aduanas a fin de hacerla más expedita )" eñciente;

Reorganizar el Departamento Administrativo de Servicio Civil _v la Comisión Na—

cional del Servicio Civil y señalarles sus funciones a objeto de que puedan prestar

al Gobierno, en asocio a la Secretaría de Organización e Inspección de la Admi—

nistración Pública, la cooperación necesaria para el ejercicio de las facultades que

contempla la presente Ley;
310diñcar las normas que regulan la clasificación de los empleos, las condiciones

que deben llenarse para poder ciercerlos, los cursos de adiestramiento )“ el régimen

de nombramiento )“ ascensos dentro de las diferentes categorías, series y clases de

empleos;
Fijar las escalas de remuneración correspondientes a las distintas categorías de em—

pleos nacionales, así como el régimen de prestaciones sociales;

un
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i. Suprimir, fusionar y crear dependencias y empleos en la Rama Ejecutiva del Poder
Público, y en los institutos y empresas oficiales y acordar autonomía 0 descentrali—
zar el funcionamiento de oficinas de la administración que así lo requieran para el
mejor cumplimiento de sus fines;

j. Establecer las reglas generales a las cuales deben someterse los institutos y empre—
sas oficiales en la creación de empleos y en el señalamiento de las asignaciones y
prestaciones sociales de su personal y el régimen de servicio.

Artículo 2º: El Gobierno procederá a contratar una Comisión Técnica para que revise el
sistema tributario nacional y prepare proyectos de ley que regulen íntegramente la ma—

teria con referencia a cada uno de los tributos existentes y los que se propongan para
reemplazarlos total o parcialmente.

Artículo 3“: Igualmente podrá el Gobierno contratar la asesoría técnica que considere in—

dispensable para el estudio de las reformas administrativas que contempla la presen—
te Ley.

Artículo 4º: Autorízase al Gobierno para abrir los créditos y efectuar los traslados presu—
puestales necesarios para el cumplimiento de la presente Ley, sin afectar las partidas
destinadas a inversiones.

Artículo Sº: Además de las actuales comisiones constitucionales permanentes de las cáma—

ras legislativas, funcionará en cada Cámara una integrada por diez miembros, con las
siguientes funciones:
a. Conocer en primer debate de los proyectos de ley que creen, supriman o reformen

establecimientos públicos y empresas industriales o comerciales del Estado;
b. Estudiar los presupuestos de los establecimientos públicos y empresas industria—

les 0 comerciales del Estado y el funcionamiento de los mismos establecimientos
y empresas; presentar al Congreso y al Gobierno informes en relación con ellos,
formulando las observaciones a que haya lugar y preparar los proyectos de ley que
considere necesarios para la mejor marcha de esas entidades.

Con excepción de las comisiones que en cada Cámara tienen a su cargo el estu—
dio del Presupuesto Nacional, el personal de las demás se reducirá proporcional—
mente para integrar la octava, que se crea por esta Ley.

Artículo 6": Esta Ley regirá desde su sanción.

CARLOS LLERAS RESTREPO
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L e y 4 8 d e 1 9 6 8

(por la cual se adoptan como legislación permanente
algunos Decretos Legislativos, se otorgan facultades

al Presidente de la República y a las Asambleas,
se introducen reformas al Código Sustantivo
del Trabajo y se dictan otras disposiciones)

Artículo 1º: Adóptese como legislación permanente los siguientes decretos dictados a par—

tir del 21 de mayo de 1965:

1. Decreto 2324 de 2 de septiembre de 1965.

2. Decreto 2352 de 4 de septiembre de 1965.

3. Decreto 2658 de 8 de octubre de 1965.

4. Decreto 2680 de 15 de octubre de 1965.

5. Decreto 2814 de 28 de octubre de 1965.

6. Decreto 2970 de 12 de noviembre de 1965.

7. Decreto 3070 de 19 de noviembre de 1965.

8. Decreto 3233 de 10 de noviembre de 1965.

9. Decreto 0178 de 31 de enero de 1966.

10. Decreto 0427 de 25 de febrero de 1966.

11. Decreto 0530 de 7 de marzo de 1966.

12. Decreto 0803 de lº de abril de 1966.

13. Decreto 0994 de 29 de abril de 1966.

14. Decreto 1592 de 24 de junio de 1966.

15. Decreto 1665 de 30 de junio de 1966.

16. Decreto 1595 de 24 de junio de 1966.

17. Decreto 1604 de 24 de junio de 1966.

18. Decreto 2688 de 26 de octubre de 1966.

19. Decreto 0746 de 29 de abril de 1967.

20. Decreto 2395 de 17 de septiembre de 1968.

Parágrafo 1“: Igualmente adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio—

nes de los decretos legislativos enumerados a continuación:

1. Artículos 29 y 30 e incisos 4“, 5u )“ 6º del Artículo 34 del Decreto 2349 de 4 de sep—

tiembre de 1965.

2. Decreto 3398 de diciembre 24 de 1965, con excepción de los artículos 30 y 34;

3. Artículos 1”, 2”, 3”, 4“, 5” y 7“ del Decreto 3092 de diciembre 23 de 1966;

4. Artículos lº y 2" del Decreto 0744 de 28 de abril de 1967.

Parágmfb 2“: El Decreto 1593 de 24 de junio de 1966, seguirá rigiendo con estas

modificaciones.
El impuesto de timbre que establece este Decreto continuará cobrándose sobre las

siguientes bases:
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a. Vehículo cuyo modelo oscile entre los diez (10) _v los quince (15) años anteriores,
veinticinco pesos (825) por cada mes;

b. Vehículos cuyo modelo oscile entre los seis (6) _v los nueve (9) años anteriores,
treinta y cinco pesos (835) por cada mes;

c. Vehículos cuyo modelo oscile entre los tres (3) _v los cinco (5) años anteriores, cin—

cuenta pesos ($50) por cada mes;
ch. Vehículos cuyo modelo no sea anterior en más de dos (2) años, ochenta pesos (880)

por cada mes;
d. Los vehículos que están gravados con este impuesto, cuyo peso fuere de mil cua—

trocientos (1.400) kilogramos o más, pagarán las tarifas establecidas en este Artícu—
lo aumentada en un veinte por ciento (20%).
El Distrito Especial y los municipios continuarán autorizados para gravar con el im—

puesto de circulación _v tránsito los vehículos de tracción mecánica.
Los tractores y demás máquinas agrícolas no pagarán impuesto de

tránsito por las vías públicas, siempre que lo hagan con sujeción a las dis—

posiciones sobre transporte por carretera.
Artículo 2º: El impuesto sobre consumo de cervezas de producción nacional, establecido

por el Decreto Legislativo 1665 de 30 de junio de 1966, se continuará líquidando _v pa—
gando en la forma que lo determine el Gobierno Nacional, tomando en cuenta los si—

guientes criterios:
a. Una base impositiva clara, que dé completa certeza para la liquidación del impues—

to e impida la evasión fiscal;
b. Tarifas que concilien la capacidad tributaria de las empresas con el mejoramiento

de la situación fiscal de los departamentos;
0. Tarifas razonables, de tal manera que el precio de las cervezas no estimule el con—

sumo de bebidas alcohólicas nocivas para la salud; )“

ch. Un producido que no sea, en ningún caso, inferior al que realmente se recaude en
el país durante el año de 1968.
De acuerdo con lo previsto en el numeral 12 del Artículo 76 de la Constitución

y para dar cumplimiento a lo dispuesto en este Artículo, revistese al Presidente de la
República de facultades extraordinarias hasta los sesenta (60) días siguientes a la san—
ción de esta Ley, con el ñn de establecer: la base imponible; las tarifas del impuesto y
la forma de pago; la fecha de cobro del impuesto; la participación del Distrito Especial
de Bogotá; la destinación del producto del impuesto según lo estipulado por los artí—
culos 3º y 4” del Decreto Legislativo 1665 de 1966, _v la cesión a los departamentos, al
Distrito Especial de Bogotá y a las intendencias )“ comisarías, en proporción al consu—
mo de cada lugar, de la participación del ocho por ciento (8%) que tiene actualmente
la Nación.

Parágrafo: El Gobierno queda facultado para que, en caso de que las revisiones efectua—
das por la División de Impuestos Nacionales sobre liquidaciones del impuesto a las
cervezas, anteriores a la presente Le_v, arrojen a favor del ñsco una suma cuyo cobro
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inmediato pueda afectar sensiblemente la posición financiera de las empresas, conce—

da a éstas el beneficio de cubrir la diferencia que resulte a su cargo por cuotas anuales,

dentro de un plazo razonable.

Parágrafo: Extiéndense las facultades de que se reviste al Presidente de la República por

este Artículo a la determinación de una base impositiva clara del impuesto sobre el

consumo de tabaco de que trata el Decreto Legislativo 1626 de 1951.

Artículo 3“: Los decretos legislativos 2351 y 2352 de 1965 y el 0939 de 1966, seguirán ri—

giendo como leyes después de levantado el estado de sitio, con las modiñcaciones y

adiciones siguientes:
1. El Gobierno, previo concepto favorable del Consejo Nacional del Trabajo, cuya

emisión es suficiente para justiñcarlos, podrá dictar reglamentos especiales des—

tinados a incrementar las exportaciones; el empleo de mano de obra en determi—

nadas actividades o empresas, principalmente en la industria de la construcción

y el mantenimiento regular de servicios esenciales, o enderezados al fomento

de regiones en donde imperen condiciones de desempleo y de bajo desarrollo

económico.
Tales reglamentos podrán exceptuar las actividades, empresas y regiones eco—

nómicas a que se refiere este numeral, de la aplicación de algunas disposiciones

legales que normalmente regulan las actividades laborales y de cuya no aplicación

pueda deducirse, con la mayor certidumbre posible, que se facilitará notoriamente

el logro de los objetivos a que se reñere el inciso 1" de este numeral.

2. En cualquier momento, antes de la declaración de huelga o durante el término

a que se refiere el Artículo lº del Decreto Legislativo 0939 de 1966, el sindicato

o sindicatos a que están afiliados más de la mitad de los trabajadores, o en de—

fecto de éstos, los trabajadores, en Asamblea General, podrán solicitar que las

diferencias precisas respecto de las cuales se haya producido acuerdo entre las

partes en las etapas de arreglo directo de conciliación, contenidas en el pliego de

peticiones de los trabajadores como proyecto de convención colectiva o de pac—

to colectivo de trabajo, sean sometidas al fallo de un Tribunal de Arbitramento

Obligatorio constituido en la forma que se determina más adelante.

El Ministro de Trabajo, de oficio o a solicitud del sindicato o sindicatos, o en

defecto de éstos, de los trabajadores, en Asamblea General, someterá a votación

de la totalidad de los trabajadores de la empresa si desean o no sujetar las men—

cionadas diferencias a fallo arbitral, y si la mayoría absoluta de ellos optare por lo

primero, no se suspenderá el trabajo o se reanudará dentro del término máximo

de tres (3) días hábiles si se hallarc suspendido, y se convocará dentro de los dos

(2) días hábiles siguientes el Tribunal de Arbitramento Obligatorio llamado a pro—

ferir dicho fallo.

3. El Tribunal de Arbitramento Obligatorio se compondrá de tres (3) miembros

designados así: uno por la empresa, otro por el sindicato o sindicatos a que es—

tén afiliados más de la mitad de los trabajadores, o en defecto de éstos por los

U! U!
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trabajadores, en Asamblea General, _v el tercero de común acuerdo por dichos dos
árbitros. En caso de que los dos árbitros no se pongan de acuerdo para elegir el
tercero dentro de las cuarenta _v ocho (48) horas siguientes a su posesión, dicho
árbitro será designado por el Ministerio de Trabajo de lista integrada por la Sala
Laboral de la Corte Suprema de Justicia. La Sala Laboral de la Corte Suprema
de Justicia integrará dicha lista para períodos de dos (2) años con doscientos (200)
ciudadanos colombianos, residentes en los distintos departamentos del país, que
sean abogados titulados, especialistas en derecho laboral o expertos en la situación
económica y social del país y de reconocida honorabilidad…

4. Si una huelga, por razón de su naturaleza o magnitud, afecta de manera grave los
intereses de la economía nacional considerada en su conjunto, el Presidente de la
República podrá ordenar en cualquier momento la cesación de la huelga y que los
diferendos que la provocaron sean sometidos a fallo arbitral. Pero el Presidente no
podrá tomar esa decisión sin el concepto previo y favorable de la Sala Laboral de
la Corte Suprema de Justicia. Se deroga el ordinal i del Artículo 430 del Código
Sustantivo del Trabajo tal como fue sustituido por el Artículo lº del Decreto Le—

gislativo 0753 de 1956.
5. No obstante lo dispuesto en el Artículo 26 del Decreto Legislativo 2351 de 1965,

cuando el setenta y cinco por ciento (75%) o más de los trabajadores de una misma
profesión, oficio o especialidad al servicio de una empresa estén afiliados a un solo
sindicato gremial, el pliego de peticiones que éste le presente a la empresa deberá
discutirse directamente con ese sindicato, y el acuerdo a que se llegue formará un
capítulo especial de la respectiva convención colectiva de trabajo.

6. La pensión de jubilación a que se reñere el numeral 14 del Artículo 7º del Decreto
2351 de 1965, es la consagrada en los Artículos 260 del Código Sustantivo del Tra—
bajo y ll del Decreto 3041 de diciembre 19 de 1966.

7. La acción de reintegro que consagra el numeral 5º del Artículo 8“ del Decreto 2351 de
1965, prescribirá en el término de tres (3) meses contados desde la fecha del despido.

Artículo 4º: Autorízase al Gobierno para celebrar operaciones de crédito interno _v para
abrir créditos y hacer traslados en el Presupuesto destinados a obtener los fondos ne—

cesarios para contribuir al equilibrio ñscal de los departamentos y al pago oportuno
de sus obligaciones _v servicios. El Gobierno efectuará préstamos a los departamentos
con dichas finalidades.

Los contratos a que se refiere el inciso anterior sólo requieren para su validez la
aprobación del Presidente de la República, previo concepto favorable del Consejo de
Ministros.

Los contratos que celebren los gobernadores, previa autorización de las Asam—
bleas, sólo requerirán para su validez la revisión del Tribunal de lo Contencioso
Administrativo.

Artículo 5º: Autorízase al Gobierno Nacional para que de los ingresos especiales que haya
obtenido u obtenga por los distintos actos relacionados con el Congreso Eucarístico
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Internacional celebrado en Bogotá, destine las sumas necesarias para cubrir los gastos

adicionales que se hayan verificado con motivo del mismo Congreso.

Para el cumplimiento del presente Artículo el Gobierno podrá hacer los traslados

presupuestales del caso y abrir los créditos adicionales que sean necesarios.

Artículo 6º: Esta Ley rige desde su sanción.

CARLOS LLERAS RESTREPO

L e y 2 6 d e 1 9 7 6
(por la cual se aprueba el Convenio Internacional

del Trabajo, relativo a la Libertad Sindical
y a la Protección del Derecho de Sindicación

adoptado por la 313 Reunión de la Conferencia
General de la Organización Internacional

del Trabajo, Ginebra, 1948)

Artículo lº: Apruébase el siguiente Convenio Internacional del Trabajo, adoptado por la

313 Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo.

CONVENIO NO. 87

Convenio relativo a la libertad sindical y a la protección
del derecho de sindicación.

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo convocada en San

Francisco por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y con—

gregada en dicha ciudad el 17 de junio de 1948 en su Trigésima Primera Reunión; después

de haber decidido adoptar en forma de Convenio, diversas proposiciones relativas a la liber—

tad sindical y a la protección del derecho de sindicación, cuestión que constituye el séptimo

punto del orden del día de la reunión; considerando que el Preámbulo de la Constitución de

la Organización Internacional del Trabajo enuncia, entre los medios susceptibles de mejorar

las condiciones de trabajo y de garantizar la paz, “la afirmación del principio de la libertad

de asociación sindical”; considerando que la Declaración de Filadelfia proclamó nuevamente

que “la libertad de expresión y de asociación son esenciales para el progreso constante”; con—

siderando que la Conferencia Internacional del Trabajo en su Trigésima Reunión adoptó por

unanimidad los principios que deben servir de base a la reglamentación internacional; consi—

derando que la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su Segunda Reunión hizo suyos

estos principios y solicitó de la Organización Internacional del Trabajo la continuación de to—

dos sus esfuerzos a fin de hacer posible la adopción de uno o varios Convenios Internacionales,

adopta, con fecha nueve (9) de julio de mil novecientos cuarenta y ocho (1948), el siguiente

Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la libertad sindical y la protección del

derecho de sindicación, 1948:
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Parte I: libertad sindical
Artículo 1": Todo miembro de la Organización Internacional delTrabajo para el cual esté en

vigor el presente Convenio se obliga a poner en práctica las disposiciones siguientes.
Artículo 2º: Los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción _v sin autorización

previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes,
así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los es—

tatutos de las mismas.
Artículo 3º:

1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de redac—

tar sus estatutos _v reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus repre—
sentantes, el de organizar su administración y sus actividades _v el de formular su
programa de acción.

2. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a li—

mitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal.
Artículo 4º: Las organizaciones de trabajadores y de empleadores no están sujetas a diso—

lución o suspensión por vía administrativa.
Artículo Sº: Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de cons—

tituir federaciones y confederaciones, así como el de afiliarse a las mismas, y toda or—

ganización, federación o confederación tiene el derecho de afiliarse a organizaciones
internacionales de trabajadores _v de empleadores.

Artículo 6º: Las disposiciones de los artículos 2º, 3º y +” de este Convenio se aplican a las
federaciones y confederaciones de organizaciones de trabajadores _v de empleadores.

Artículo 7º: La adquisición de la personalidad jurídica por las organizaciones de trabaja—
dores y de empleadores, sus federaciones y confederaciones, no puede estar sujeta a
condiciones cu_va naturaleza limite la aplicación de las disposiciones de los artículos 2º,
3º y 4º de este Convenio.

Artículo 8º:
1. Al ejercer los derechos que se les reconocen en el presente Convenio, los trabajado—

res, los empleadores _v sus organizaciones respectivas están obligados, lo mismo que
las demás personas o las colectividades organizadas, a respetar la legalidad.

2. La legislación nacional no menoscabará ni será aplicada de suerte que menoscabe
las garantías previstas por el presente Convenio.

Artículo 9“:

l. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se aplicarán las Fuerzas
Armadas _v a la Policía las garantías previstas por el presente Convenio.

2. De conformidad con los principios establecidos en el párrafo Sº del Artículo 19 de
la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, la ratificación de este
Convenio por un miembro no deberá considerarse que menoscaba en modo algu—
no las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes que concedan a los
miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policia garantías prescritas por el pre—
sente Convenio.
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Artículo 10º: En el presente Convenio, el término “organización” significa toda organiza—

ción de trabajadores o de empleadores que tenga por objeto fomentar _v defender los

intereses de los trabajadores o de los empleadores.

Parte II: protección del derecho de sindicación
Artículo 11: Todo miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el cual esté

en vigor el presente Convenio se obliga a adoptar todas las medidas necesarias y apro—

piadas para garantizar a los trabajadores y a los empleadores el libre ejercicio del de—

recho de sindicación.

Parte III: disposiciones diversas
Artículo 12:

1. Respecto de los territorios mencionados en el Artículo 35 de la Constitución de

la Organización Internacional del Trabajo, enmendada por el Instrumento de En—

mienda a la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, 1976, ex—

cepción hecha de los territorios a que se refieren los párrafos 4º y Sº de dicho Artí—

culo, tal como quedó enmendado, todo miembro de la Organización que ratiñque

el presente Convenio deberá comunicar al Director General de la Oñcina Inter—

nacional del Trabajo, en el plazo más breve posible después de su ratiñcación, una

declaración en la que maniñeste:

a. Los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del Con—

venio sean aplicadas sin modiñcación;
b. Los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del

Convenio sean aplicadas con modificaciones, junto con los detalles de dichas

modiñcaciones;
c. Los territorios respecto de los cuales es inaplicable el Convenio y los motivos

por los que es inaplicable;
d. Los territorios respecto de los cuales se reserva su decisión.

2. Las obligaciones a que se refieren los apartados a y b del párrafo 1“ de este Artículo

se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus mismos efectos.

3. Todo miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una nueva de—

claración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en virtud de los

apartados b, c o d del párrafo lº de este Artículo.
4. Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado, de conformidad

con las disposiciones del Artículo 16, todo miembro podrá comunicar al Director

General una declaración por la que modifique, en cualquier Otro respecto, los tér—

minos de cualquier declaración anterior y en la que indique la situación en territo—

rios determinados.
Artículo 13:

1. Cuando las cuestiones tratadas en el presente Convenio sean de la competencia de

las autoridades de un territorio no metropolitano, el miembro responsable de las

559



560 Los sindicatos _]! la asignari(ín ¡[el ingreso en Colom/iia. Un siglo de historia Ín/mra/

(¿J

U]

relaciones internacionales de este territorio, de acuerdo con el Gobierno del terri—
torio, podrá comunicar al Director General de la Oñcina Internacional del Traba—
jo una declaración por la que acepte, en nombre del territorio, las obligaciones del
presente Convenio.
Podrán comunicar al Director General de la Oñcina Internacional del Trabajo una
declaración por la que se acepten las obligaciones de este Convenio;
a. Dos (2) o más miembros de la Organización, respecto de cualquier territorio

que esté bajo su autoridad común, o
b. Toda autoridad internacional responsable de la administración de cualquier

territorio, en virtud de las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o
de cualquier otra disposición en vigor, respecto de dicho territorio.

Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oñcina Internacional del
Trabajo, de conformidad con los párrafos precedentes en este Artículo, deberán
indicar si las disposiciones del Convenio serán aplicadas en el territorio interesado
con modificaciones o sin ellas; cuando la declaración indique que las disposiciones
del Convenio serán aplicadas con modiñcaciones, deberá especificar en qué con—
sisten dichas modificaciones.
El miembro, los miembros o la autoridad internacional interesados podrán renun—
ciar total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al derecho a invo—
car una modificación indicada en cualquier otra declaración anterior.
Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de conformi—
dad con las disposiciones del Artículo 16, el miembro, los miembros o la autoridad
internacional interesados podrán comunicar al Director General una declaración
por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los términos de cualquier de—

claración anterior _v en la que indiquen la situación en lo que se refiere a la aplica—
ción del Convenio.

Parte IV : disposiciones ñnales
Artículo 14: Las ratilicaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su

registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.
Artículo 15:

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Inter—
nacional del Trabajo cu_vas ratificaciones haya registrado el Director General.
Entrará en vigor doce (12) meses después de la fecha en que las ratiñcaciones de
dos (2) miembros hayan sido registradas por el Director General.
Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miembro, doce
(12) meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 16:
1. Todo miembro que haya ratificado el Convenio podrá denunciarlo a la expiración

de un período de diez (10) años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicial—
mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General
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de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un (1)

año después de la fecha en que se haya registrado.
2. Todo miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un (1) año

después de la expiración del período de diez (10) años mencionado en el párrafo
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este Artículo, quedará
obligado durante un nuevo período de diez (10) años, y, en lo sucesivo, podrá de—

nunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez (10) años, en las con—

diciones previstas en este Artículo.
Artículo 17:

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos los

miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratifica—

ciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros de la Organización.
2. Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratificación

que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los miem—

bros dela Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.
Artículo 18: El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Se—

cretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con
el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre to—

das las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado, de acuerdo

con los Artículos precedentes.
Artículo 19: A la expiración de cada período de diez (10) años, a partir de la fecha en que

este Convenio entre en vigor, el Consejo de Administración de la Oficina Internacio—

nal del Trabajo deberá presentar a la Conferencia General una memoria sobre la apli—

cación de este Convenio, y deberá considerar la conveniencia de incluir en el orden del
día de la Conferencia la cuestión de la revisión total 0 parcial del mismo.

Artículo 20:

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo Convenio que implique una revi—

sión total o parcial del presente _v a menos que el nuevo Convenio contenga dispo—

siciones en contrario:
a. La ratificación por un miembro del nuevo Convenio revisor implicará, zjvsojure, la

denuncia inmediata de este Convenio no obstante las disposiciones contenidas en
el Artículo 16, siempre y cuando el nuevo Convenio revisor haya entrado en vigor;

b. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo Convenio revisor, el presen—
te Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales,
para los miembros que lo hayan ratificado y no ratiñquen el Convenio revisor.

Artículo 21: Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente au—

ténticas. Es fiel copia tomada del original que reposa en los archivos de la División de
Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

ALFONSO LOPEZ MICHELSEN
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Ley 27 de 1976
(por la cual se aprueba el Convenio Internacional

del Trabajo, relativo a la aplicación
de los principios del derecho de sindicación

y de negociación colectiva, adoptado
por la Conferencia General de la Organización

Internacional del Trabajo, Ginebra, 1919)

Artículo lº: Apruébase el siguiente Convenio Internacional del Trabajo, adoptado por la

Trigésima Segunda Reunión de la Conferencia General de la Organización Interna—

cional del Trabajo.

CONVENIO NO. 98
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo convocada en Gi—

nebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, _r congre—
gada en dicha ciudad el 8 de junio de 1949 en su 32“ Reunión; después de haber decidido
adoptar diversas proposiciones relativas a la aplicación de los principios del derecho de sin—

dicación y de negociación colectiva, cuestión que constituye el cuarto punto del orden del
día de la reunión, y después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma
de Convenio Internacional, adopta, con fecha primero (lº) de julio de mil novecientos cua—

renta y nueve (1949), el siguiente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre
el derecho de sindicación )“ de negociación colectiva, 1949:

Artículo lº:
1. Los trabajadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de discri—

minación tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con su empleo.
2. Dicha protección deberá ejercerse especialmente contra todo acto que tenga por

objeto:
a. Sujetar el empleo de un trabajador la condición de que no se añlie a un síndi—

cato o a la de dejar de ser miembro de un sindicato;
b. Despedir a un trabajador o perjudicarle en cualquier otra forma a causa de su añ—

liación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de las horas
de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo.

Artículo 2":

1. Las organizaciones de trabajadores y de empleadores deberán gozar de adecuada
protección contra todo acto de ingerencia de unas respecto de las otras, ya se rea—

lice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitución, fun—

cionamiento o administración.
2. Se consideran actos de ingerencia, en el sentido del presente Articulo, principalmen—

te, las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones de trabaja—

dores dominadas por un empleador o una organización de empleadores, o a sostener
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económicamente, o en otra forma, organizaciones de trabajadores, con objeto de co—

locar estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una organización de

empleadores.
Artículo 3º: Deberán crearse organismos adecuados a las condiciones nacionales, cuando

ello sea necesario, para garantizar el respeto al derecho de sindicación defmido en los

artículos precedentes.
Artículo 4º: Deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales, cuando

ello sea necesario, para estimular y fomentar entre los empleadores y las organizacio—

nes de empleadores, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, por otra, el

pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria, con objeto de re—

glamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo.
Artículo Sº:

l. La legislación nacional deberá determinar el alcance de las garantías previstas en
el presente Convenio en lo que se reñere a su aplicación a las Fuerzas Armadas y
a la Policía.

2. De acuerdo con los principios establecidos en el párrafo 8“ del Artículo 19 de la Cons—

titución de la Organización Internacional del Trabajo, la ratiñcación de este Conve—

nio por un miembro no podrá considerarse que menoscaba en modo alguno las leyes,

sentencias, costumbres o acuerdos ya existentes, que concedan a los miembros de las

Fuerzas Armadas y de la Policía las garantías prescritas en este Convenio.
Artículo 6º: El presente Convenio no trata de la situación de los funcionarios públicos al

servicio del Estado y no deberá interpretarse, en modo alguno, en menoscabo de sus
derechos o de su Estatuto.

Artículo 7º: Las ratiñcaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su
registro, al Director General de la Oñcina Internacional del Trabajo.

Artículo 8º:

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Inter—

nacional del Trabajo cuyas ratiñcaciones haya registrado el Director General.
lx) Entrará en vigor doce (12) meses después de la fecha en que las ratiñcaciones de

dos (2) miembros hayan sido registradas por el Director General.
Lu Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor para cada miembro, doce

(12) meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.
Artículo 9º:

1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacional del

Trabajo de acuerdo con el párrafo 20 del Artículo 35 de la Constitución de la Organi—

zación Internacional del Trabajo deberán indicar:
a. Los territorios respecto de los cuales el miembro interesado se obliga a que las

disposiciones del Convenio sean aplicadas sin modificaciones;
b. Los territorios respecto de los cuales se obliga a que las disposiciones del

Convenio sean aplicadas con modiñcaciones, junto con los detalles de dichas
modificaciones;
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c. Los territorios respecto de los cuales es inaplicable el Convenio _v los motivos

por los cuales es inaplicable;
d. Los territorios respecto de los cuales reserva su decisión en espera de un exa—

men más detenido de su situación.
2. Las obligaciones a que se refieren los apartados a y b del párrafo 1” de este Artí—

culo se considerarán parte integrante de la ratificación y producirán sus mismos
efectos.
Todo miembro podrá renunciar, total o parcialmente, por medio de una nueva de—

claración, a cualquier reserva formulada en su primera declaración en virtud de los

apartados b, c o d del párrafo lº de este Artículo.
Durante los periodos en que este Convenio pueda ser denunciado de conformidad

con las disposiciones del Artículo 11, todo miembro podrá comunicar al Director
General una declaración por la que modifique, en cualquier otro respecto, los tér-
minos de cualquier declaración anterior y en la que indique la situación en territo—

rios determinados.
Artículo 10":

1. Las declaraciones comunicadas al Director General de la Oficina Internacional
del Trabajo, de conformidad con los párrafos 4” v 5” del Artículo 35 de la Consti—

tución de la Organización Internacional del Trabajo, deberán indicar si las dispo—

siciones del Convenio serán aplicadas en el territorio interesado con modificacio—

nes 0 sin ellas; cuando la declaración indique que las disposiciones del Convenio
serán aplicadas con modificaciones, deberán especificar en qué consisten dichas
modificaciones.
El miembro, los miembros o la autoridad internacional interesados podrán renun—

ciar, total o parcialmente, por medio de una declaración ulterior, al derecho a invo—

car una modificación indicada en cualquier otra declaración anterior.
Durante los períodos en que este Convenio pueda ser denunciado de conformi—

dad con las disposiciones del Artículo 11, el miembro, los miembros o la autoridad
internacional interesados podrán comunicar al Director General una declaración

por la que modifiquen, en cualquier otro respecto, los términos de cualquier de—

claración anterior _v en la que indiquen la situación en lo que se refiere a la aplica—

ción del Convenio.
Artículo 11:

1. Todo miembro que ha_va ratiñcado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración
de un período de diez (10) años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicial—

mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director Gene—

ral de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un
(1) año después de la fecha en que se haya registrado.
Todo miembro que haya ratiñcado este Convenio y que, en el plazo de un año des—

pués de la expiración del período de diez (10) años mencionado en el párrafo pre—

cedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este Artículo quedará
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obligado durante un nuevo período de diez (10) años, y en lo sucesivo podrá de—

nunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez (10) años, en las con—

diciones previstas en este Artículo.
Artículo 12:

I. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos
los miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuan—

tas ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros de la

Organización.
2. Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratifica—

ción que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los
miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente
Convenio.

Artículo 13: El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Se—

cretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con
el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre to—

das las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo
con los artículos precedentes.

Artículo 14: A la expiración de cada período de diez (10) años, a partir de la fecha en que
este Convenio entre en vigor, el Consejo de Administración de la Oficina Internacio—
nal del Trabajo deberá presentar a la Conferencia General una memoria sobre la apli—

cación de este Convenio, y deberá considerar la conveniencia de incluir en el orden del
día de la Conferencia la cuestión de la revisión total o parcial del mismo.

Artículo 15:
1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo Convenio que implique una revi—

sión total o parcial del presente, _v a menos que el nuevo Convenio contenga dispo—

siciones en contrario:
a. La ratificación por un miembro del nuevo Convenio revisor implicará, ¡pro jure,

la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones conte—

nidas en el Artículo 11, siempre que el nuevo Convenio revisor haya entrado
en vigor;

b. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo Convenio revisor, el presen—
te Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales,
para los miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el Convenio revisor.

Artículo 16: Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente
auténticas. Es fiel copia tomada del original que reposa en los archivos de la División
de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.

ALFONSO LÓPEZ MICHELSEN
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L e y 1 2 d e 1 9 8 6
(por la cual se dictan normas sobre
la Cesión de Impuesto a las Ventas
0 Impuesto al Valor Agregado (IVA)

y se reforma el Decreto 0232 de 1983)

Artículo lº: A partir del lº de julio de la vigencia ñscal de 1986, la participación en la cesión

del Impuesto a las Ventas de que tratan las leyes 33 de 1968, 46 de 1971, 22 de 1975, 43

de 1975 y el Decreto 0232 de 1983, se incrementará progresivamente hasta representar
el cincuenta por ciento (50%) del producto del Impuesto. Este incremento se cumplirá

en los siguientes porcentajes: a partir del lº de julio de 1986, el treinta y cinco décimos

por ciento (30,5%) del producto anual del Impuesto a las Ventas; en 1987 el treinta y

dos por ciento (32%); en 1988 el treinta y cuatro _v cinco décimos por ciento (34,5%);

en 1989 el treinta y siete _v cinco décimos por ciento (37,5%); en 1990 el cuarenta y uno

por ciento (41,0%); en 1991 el cuarenta y cinco por ciento (45,0%); en 1992 y, en ade—

lante, el cincuenta por ciento (50%) del producto anual del Impuesto a las Ventas.

Parágrafo 1": Hasta el 30 de junio de 1986, la participación de las entidades territoriales en
el Impuesto a las Ventas será la que establecen los literales a, b y c del Artículo lº del

Decreto 0232 de 4 de febrero de l983 y las retenciones serán las mismas que establece

el Artículo 2” de este Decreto.

Parágrafo 2": En las sobretasas temporales que se establezcan al Impuesto a las Ventas no

tendrán participación las entidades territoriales.

Artículo 2”: A partir del 1" de julio de la vigencia ñscal de 1986, la participación en el Im—

puesto a las Ventas será asignada, así:

a. Un porcentaje que crecerá progresivamente hasta 1992, para distribuir entre el

Distrito Especial de Bogotá y todos los municipios de los departamentos, inten—

dencias y comisarías;
b. Un porcentaje adicional al establecido en el literal a del presente Artículo que cre—

cerá progresivamente hasta 1992, para distribuir entre los municipios de los de—

partamentos, intendencias y comisarías cuya población sea de menos de cien mil

(100.000) habitantes;
c. Un porcentaje para las intendencias y comisarías que será girado por la Nación,

directamente a las tesorerías intendenciales _v comisariales;
d. Un porcentaje para los departamentos, intendencias )" comisarías con destino a las

cajas seccionales de previsión o para los presupuestos de éstos, cuando atiendan di—

rectamente el pago de las prestaciones sociales;

e. El cero y un décimos por ciento (0,1%) para la Escuela Superior de Administra—

ción Pública, ES.—XP, con destino a los programas de asesoria técnica—administrativa,
asesoría de gestión, investigación, formación y adiestramiento de funcionarios en
los niveles departamental, intendencial, comisarial y municipales, así como a los

diputados, concejales, consejeros intendenciales )“ consejeros comisariales;
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f. La Escuela Superior de Administración Pública, ESAP, cumplirá esta función, di—

rectamente o mediante contratos con universidades oficiales o privadas;
g. El cero y un décimos por ciento (0,1%) con destino al Instituto Geográfico Agus—

tín Codazzi para atender exclusivamente, alos gastos suplementarios que demande
la actualización de los avalúos contrastales en los municipios con población inferior

a cien mil (100.000) habitantes que será girado también bimestralmente por el Mi—

nisterio de Hacienda y Crédito Público.
Artículo 3º: El porcentaje a que se reñere el literal a del Artículo 2º será el siguiente: A par—

tir del lº de julio de 1986, el veinticinco y ocho décimos por ciento (25,8%) del pro—

ducto anual del Impuesto a las Ventas; en 1987, el veinticinco y nueve décimos por
ciento (25,9%) en 1988 el veintiséis )" cuatro décimos por ciento (26,4%); en 1989 el

veintisiete por ciento (27%); en 1990 el veintisiete y cinco décimos por ciento (27,5%);
en 1991 el veintiocho por ciento (28%); en 1992, y en adelante el veintiocho y cinco
décimos por ciento (28,5%) del producto anual de Impuesto a las Ventas.

El porcentaje a que se refiere el literal b del Artículo 2“ será el siguiente: A partir
del 1" de julio de 1986, el cero y cuatro décimos por ciento (0,4%) del producto anual
del Impuesto a las Ventas; en 1987 el uno y ocho décimos por ciento (1,8%); en 1988

el tres y ocho décimos por ciento (3,8%); en 1989 el seis por ciento (6%), en 1990 el

nueve por ciento (9%); en 1991 el doce y cinco décimos por ciento (12,5%); en 1992

y, en adelante, el dieciséis y ocho décimos por ciento (16,8%) del producto anual del
Impuesto a las Ventas.

El porcentaje a que se refiere el literal c del Artículo 2” será el siguiente: A partir
del lº de julio de 1986 el cero y siete décimos por ciento (0,7%) del producto anual
del Impuesto a las Ventas; en 1987 el cero y seis décimos por ciento (0,6%); en 1988 el

cero y seis décimos por ciento (0,6%) y en 1989, 1990, 1991, 1992 y en adelante el cero
y cinco décimos por ciento (0,5%) sin perjuicio de su participación en los términos de
los literales a y b del Artículo 2º de la presente Ley.

El porcentaje a que se refiere el literal d del Artículo 2” será el siguiente: En 1986,
el tres y cinco décimos por ciento (3,5%); del producto anual del Impuesto a las Ven—

tas; en 1987, el tres y cinco décimos por ciento (3,5%); en 1988, el tres y cinco décimos

por ciento (3,5%); en 1989, el tres y ocho décimos por ciento (3,8%); en 1990, el tres
y ocho décimos por ciento (3,8%); en 1991, el tres y ocho décimos por ciento (3,8%)
_v en 1992 y, en adelante, el cuatro por ciento (4%) del producto anual del Impuesto a
las Ventas.

El porcentaje a que se refiere el literal f del Artículo 2” será girado al Instituto Geo—

gráfico Agustín Codazzi, a partir del lº de julio de 1986, y ésta será su participación en
el producto anual del Impuesto a las Ventas desde esta fecha en adelante.

El porcentaje a que se reñere el literal e del Artículo 2“ será girado a la Escuela Su—

perior de Administración Pública, ESAP. A partir del lº de enero de 1987; y ésta será
su participación en el producto anual del Impuesto a las Ventas desde esta fecha en
adelante.
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Parágra)bz Los municipios a que se reñere el literal b del Artículo 2" tendrán en consecuencia,
además de su participación, según el literal a del mismo Artículo, el incremento adicional

que se establece en el inciso 2º del presente Artículo.
Artículo 4": La distribución del porcentaje adicional para las poblaciones de que trata el

literal b del Artículo 20 de la presente Ley, se hará entre los municipios en propor—
ción a la población y al esfuerzo fiscal de cada uno de ellos.

Para determinar el monto de la participación que corresponde a cada municipio de
este grupo, se procederá en la siguiente forma:

De acuerdo con la proporción que represente la población de cada municipio den—

tro del total de la del grupo previsto en el respectivo literal b, se asigna el monto de la

participación que le corresponde a dicho municipio. A este monto se le resta la mag—

nitud que resulte de la siguiente operación matemática: Valor total de los avalúos ca—

tastrales del municipio, multiplicado por la diferencia entre la tarifa efectiva promedio
del Impuesto Predial del grupo literal b y la tarifa efectiva del Impuesto Predial del

municipio correspondiente.
Parágrafo 1“: Entiéndase por Tarifa Efectiva Promedio, del grupo comprendido en el literal

b, el resultado de la división del total de los recaudos del Impuesto Predial por el valor
de los avalúos catastrales.

Parágra)?) 2": Entiéndase por Tarifa Efectiva del Municipio, el resultado de la división del
total de los recaudos del Impuesto Predial por el valor de los avalúos catastrales.

Parágrafo 3”: Los cálculos de que trata el presente Artículo, serán elaborados anualmente

por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en el primer bimestre de cada año,

y deberán referirse al año inmediatamente anterior al de la vigencia fiscal dentro de la

cual se hará la distribución del producto del Impuesto a las Ventas.

Los tesoreros municipales estarán obligados a informar al Ministerio de Hacienda
el valor total de los recaudos por concepto del Impuesto Predial, sobretasas de intere—

ses del año inmediatamente anterior, antes del 20 de enero.
Parágrafo 4“: De los avalúos catastrales de cada municipio, se excluirá el valor de la propie—

dad inmueble de la Nación, el departamento y el municipio y la correspondiente a las

instituciones exentas por normas concordatarias.
Parágrañ) 5“: Dentro de los recaudos del Impuesto Predial, se incluirán las sobretasas y los

intereses de mora en el pago del Impuesto Predial )" las sobretasas.
Parágrafo 6": En ningún caso la participación en cifras absolutas de los municipios podrá ser

inferior a la suma que ellos reciban durante la vigencia de 1985.

Si alguno o algunos municipios reciben una cantidad inferior, tal faltante se toma—

rá del porcentaje adicional que va con destino a los municipios de menos de cien mil
(100.000) habitantes.

Artículo Sº: La distribución de la participación del Impuesto a las Ventas, de que tratan los

literales a, b y d del Artículo 2” de la presente Ley, se hará proporcionalmente a la po—

blación de cada una de las entidades territoriales y dentro de cada entidad territorial,
en proporción a la población de cada municipio teniendo en cuenta lo dispuesto en el
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Artículo 4” de la presente Ley, para las poblaciones de menos de cien mil (100.000)
habitantes.

Artículo 6“: A partir de la vigencia de esta Ley, los municipios de todo el pais y el Distrito
Especial de Bogotá, podrán continuar destinando hasta el veinticinco y ocho décimos

por ciento (25,8%) de los porcentajes establecidos en el inciso 1“ del Artículo 3º de la

presente Ley, para atender gastos de funcionamiento e inversión.
La diferencia entre ese valor y el tope de la asignación de la participación del Im—

puesto a las Ventas prevista para cada año, deberán utilizarla exclusivamente en gastos
de inversión.

Artículo 7º: La proporción de la participación del Impuesto a las Ventas, que el Artículo 6º

condiciona a gastos de inversión, podrá destinarse a los siguientes fines:
a. Construcción, ampliación y mantenimiento de acueductos y alcantarillados, jagiie—

yes, pozos, letrinas, plantas de tratamiento y redes.
b. Construcción, pavimentación y remodelación de calles.

Construcción y conservación de carreteras veredales, caminos vecinales, puentes
y puertos fluviales.

d. Construcción y conservación de centrales de transporte.
Construcción, mantenimiento de la planta física y dotación de los planteles educa—

tivos oficiales de primaria y secundaria.
f. Construcción, mantenimiento de la planta física y dotación de puestos de salud y

ancianatos.

g. Casas de cultura.
h. Construcción, remodelación y mantenimiento de plazas de mercado y plazas de

ferias.
i. Tratamiento y disposición ñnal de basuras.
j. Extensión de la red de electrificación en zonas urbanas y rurales.
k. Construcción, remodelación y mantenimiento de campos e instalaciones deporti—

vas y parques.
]. Programas de reforestación vinculados a la defensa de cuencas y boyas hidrográficas.
m. Pago de deuda pública interna o externa, contraída para financiar gastos de inversión.
n. Inversiones en Bonos del Fondo Financiero de Desarrollo Urbano, destinadas a

obtener recursos de crédito complementarios para la financiación de obras de de—

sarrollo municipal.
ñ. Otros rubros que previamente autorice el Departamento Nacional de Planeación.

Artículo 8“: En los municipios donde la mayoría de la población está localizada fuera de la
cabecera municipal, será obligatorio invertir al menos el cincuenta por ciento (50%)
de la participación del Impuesto a las Ventas, en sus zonas rurales y corregimien—

tos, pero en los municipios menores de cien mil (100.000) habitantes donde la ma—

yoría de la población vive en la cabecera, será obligatorio invertir al menos el veinte

por ciento (20%) de la participación del Impuesto a las Ventas en sus zonas rurales y
corregimientos.
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Artículo 9º: La ejecución de los planes, programas y proyectos de obras públicas y de desa—

rrollo económico y social de los municipios con población inferior a cien mil (100.000)
habitantes, deberá ser vigilada por las Oficinas de Planeación de los departamentos,
intendencias y comisarías a que pertenezcan.

Artículo 10º: De las transferencias que deban hacerse por concepto de la participación en
el Impuesto a las Ventas al Distrito Especial de Bogotá _V a los municipios de los depar—

tamentos, intendencias y comisarías, la Nación hará las siguientes retenciones:
l.

2.

Para municipios entre cien mil (100.000) y quinientos mil (500.000) habitantes, el

treinta por ciento (30%) a partir del lº de julio de 1986.

Para municipios de más de quinientos mil (500.000) habitantes, el cincuenta por
ciento (50%) a partir del lº de julio de 1986.

Las sumas retenidas deberán ser giradas directamente por la Nación a los Fon—

dos Educatiros Regionales, FER, del Distrito Especial de Bogotá 0 del territorio al

que pertenezcan los respectivos municipios.
Artículo 11: Del total de los recursos destinados por esta Ley a los Fondos Educativos Re—

gionales, FER, no menos del setenta por ciento (70%) se destinará a atender los costos
de los servicios personales de los empleados docentes y administrativos de dichos fon—

dos y el porcentaje restante de acuerdo a la distribución que establezca anualmente el

Ministerio de Educación Nacional.
Artículo 12: Las plantas de personal docente y administrativo de los Fondos Educativos

Regionales, FER, previo certificado de disponibilidad presupuestal, deberán ser apro—

badas mediante Decreto del Gobierno Nacional, que deberá llevar las firmas de los

ministros de Hacienda y Crédito Público y de Educación Nacional y del Jefe del De—

partamento Administrativo del Servicio Civil. Cualquier nombramiento de personal
docente o administrativo en los Fondos Educativos Regionales, FER, por fuera de las

plantas de personal, será de cargo del presupuesto en la entidad territorial respectiva
y la Nación no asumirá los costos presentes o futuros que ello pueda representar.

Artículo 13: Revistese al Gobierno Nacional de facultades extraordinarias por el término de

un año, contado a partir de la sanción de a presente Ley, para:
a. Reformar, fusionar o liquidar entidades descentralizadas y suprimir sus funciones,

o asignarlas a las entidades que se beneñcien con la cesión de que trata esta Ley.

Asignar funciones de los ministerios y departamentos administrativos a las entida—

des que se beneficien con la cesión de que trata esta Ley, o suprimirlas; y modiñcar
la estructura de tales ministerios y departamentos administrativos en lo que sea ne—

cesario para cumplir la función, por la entidad territorial a la cual se traslada.
Dictar normas especiales sobre contratación, régimen laboral, régimen de entida—

des descentralizadas y presupuesto de las entidades beneficiarias de la cesión de que
trata esta Ley, con el fin exclusivo de que no se desvíen los nuevos recursos cedidos

por ella.
El proceso de ejecución de las normas que se dicten en ejercicio de estas facul—

tades y la redistribución del gasto que resulte, tendrán que ser equivalentes a los
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incrementos de la participación en los Impuestos a las Ventas que resulte de esta
Ley y concluya en 1992.

Artículo 14: Los municipios podrán celebrar contratos o convenios con entidades adminis—

trativas de los gobiernos Nacional, Departamental y Municipales, para la realización
de obras públicas o la prestación de algunos servicios públicos. Los convenios o con—

tratos a que se refiere este Artículo deberán ser coordinados por los departamentos, in—

tendencias y comisarías a las cuales pertenezcan los respectivos municipios.
Artículo 15: El Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá hacer retenciones del in—

cremento de la cesión de Impuesto a las Ventas, a que se refiere esta Ley, para atender
el pago de las obligaciones vencidas de los municipios con otras entidades públicas. Di—

chas retenciones serán giradas directamente por el Ministerio de Hacienda y Crédito
Público a las entidades acreedoras.

Parágrafo 1“: Las entidades públicas acordarán previamente los saldos débitos con los mu—

nicipios, mediante la intervención del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, si

fuere necesario.

Parágrafo 2”: Las obligaciones a que se refiere este Artículo, deberán ser previamente certi—

ficadas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Artículo 16: Modiñcado por el Artículo 46 de la Ley 43 de 1987. El nuevo texto es el

siguiente:
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público transferirá a los municipios, las parti—

cipaciones en el Impuesto a las Ventas, sobre la base de seis (6) cuotas bimestrales cal—

culadas según estimativos de apropiación de la respectiva Ley de Presupuesto. El pago
deberá efectuarse dentro del mes siguiente a aquel en el cual la Dirección General de
Tesorería reciba el recaudo correspondiente al bimestre respectivo. El saldo pendien—

te de giro al íinalizar cada vigencia fiscal deberá ser cancelado dentro de los primeros
cuatro (4) meses de la siguiente vigencia fiscal.

Para'graj?r 1“: Los acuerdos de gastos correspondientes a la cesión del Impuesto a las Ventas
de que trata la Ley 12 de 1986 y el presente Artículo, se harán sobre la base del noventa
por ciento (90%) del aforo que aparezca en la Ley de Presupuesto.

Parágrafo 2”: Incurrirán en causal de mala conducta los funcionarios que retarden u obsta—

culicen las transferencias o el pago de la cesión del Impuesto sobre las Ventas y serán
objeto de las sanciones disciplinarias correspondientes, como la destitución, sin per—

juicio de las demás sanciones previstas en la Ley Penal.
Parágrafo 3”: Para los efectos previstos en este Artículo se tendrán como fechas máximas

para efectuar el pago de la participación correspondiente a cada bimestre, las que se
indican a continuación:

El bimestre enero—febrero, a más tardar el último día hábil de abril.
El bimestre marzo—abril, a más tardar el último día hábil de junio.
El bimestre mayo—junio, a más tardar el último día hábil de agosto.
El bimestre julio—agosto, a más tardar el último día hábil de octubre.
El bimestre septiembre—octubre, a más tardar el último día hábil de diciembre.
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El bimestre noviembre—diciembre, a más tardar el último día hábil del mes de fe—

brero del año inmediatamente siguiente.
Artículo 17: Los datos sobre población a que se refiere la presente Ley serán los corres—

pondientes a las cifras más recientes elaboradas por el Departamento Administrativo
Nacional de Estadística.

Parágrzz_ñx Para efectos de esta Ley, la actualización de los datos sobre población que haga el

Departamento Administrativo Nacional de Estadística debe comprender la totalidad
de municipios del país.

Artículo 18: Autorízase al Gobierno Nacional para realizar las operaciones presupuestales ne—

cesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 19: Dos representantes y dos senadores de las comisiones terceras de la Cámara y
el Senado, asesorarán al Ministerio de Hacienda en la revisión de los datos a que se re—

fiere el Parágrafo 3º del Artículo 4º de la presente Ley.

Artículo 20: Para Artículo transitorio, el siguiente:
Para la vigencia fiscal de 1986, el Gobierno Nacional liquidará la participación en

el Impuesto a lasVentas sobre la base de la población de las entidades territoriales y to—

mará en cuenta, para tal liquidación, las cifras más recientes de población, elaboradas

por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE.

Artículo 21: La presente Ley rige desde su sanción y deroga las disposiciones que le sean
contrarias.

BELISARIO BETANCUR CUARTAS

L e y 5 0 d e l 9 9 0
(por la cual se introducen reformas
al Código Sustantivo del Trabajo
y se dictan otras disposiciones)

Parte primera: derecho individual del trabajo
Artículo lº: El Artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Elementos

esenciales.
]. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos

esenciales:
a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo;
b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del em—

pleador, que faculta a éste para exigirle el cumplimiento de órdenes, en cual—

quier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle
reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del con—
trato. Todo ello sin que afecte el honor, la dignidad y los derechos mínimos
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del trabajador en concordancia con los Tratados 0 Convenios Internacionales
que sobre derechos humanos relativos a la materia obliguen al país; y

c. Un salario como retribución del servicio.
2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este Artículo, se entiende que exis—

te contrato de trabajo y no deja de serlo por razón del nombre que se le dé ni de
otras condiciones o modalidades que se le agreguen”.

Artículo 2“: El Artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Presunción.
Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de

trabajo. No obstante, quien habitualmente preste sus servicios personales remunerados
en ejercicio de una profesión liberal o en desarrollo de un contrato civil o comercial,
pretenda alegar el carácter laboral de su relación, deberá probar que la subordinación
jurídica fue la prevista en el literal b del Artículo 1" de esta Ley y no la propia para el

cumplimiento de la labor o actividad contratada”.
Artículo 3º: El Artículo 46 del Código Sustantivo del Trabajo modificado por el Artículo 4”

del Decreto Ley 2351 de 1965, quedará así: “Contrato a término ñjo.
El contrato de trabajo a término ñjo debe constar siempre por escrito y su dura—

ción no puede ser superior a tres (3) años, pero es renovable indeñnidamente.
]. Si antes de la fecha de vencimiento del término estipulado, ninguna de las partes

avisare por escrito a la otra su determinación de no prorrogar el contrato, con una
antelación no inferior a treinta (30) días, éste se entenderá renovado por un perío—

do igual al inicialmente pactado, y así sucesivamente.
2. No obstante, si el término fijo es inferior a un (1) año, únicamente podrá prorro—

garse sucesivamente el contrato hasta por tres (3) períodos iguales o inferiores, al
cabo de los cuales el término de renovación no podrá ser inferior a un año, y así
sucesivamente.

Parágrafo: En los contratos a término fijo inferior a un (1) año, los trabajadores tendrán
derecho al pago de vacaciones y prima de servicios en proporción al tiempo laborado
cualquiera que éste sea”.

Artículo 5": El Artículo 51 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Suspensión.
El contrato de trabajo se suspende:

]. Por fuerza mayor o caso fortuito que temporalmente impida su ejecución.
2. Por la muerte o inhabilitación del empleador, cuando éste sea una persona natural

y cuando ello traiga como consecuencia necesaria y directa la suspensión tempo—
ral del trabajo.

3. Por suspensión de actividades o clausura temporal de la empresa, establecimiento
o negocio, en todo o en parte, hasta por ciento veinte (120) días por razones técni—

cas o económicas u otras independientes de la voluntad del empleador, mediante
autorización previa del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. De la solicitud
que se eleve al respecto el empleador deberá informar en forma simultánea, por es—

crito, a sus trabajadores.
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/

Por licencia o permiso temporal concedido por el empleador al trabajador o por
suspensión disciplinaria.
Por ser llamado el trabajador a prestar servicio militar. En este caso el empleador
está obligado a conservar el puesto del trabajador hasta por treinta (30) días des—

pués de terminado el servicio. Dentro de este término el trabajador puede reincor—

porarse a sus tareas, cuando lo considere conveniente, y el empleador está obligado

a admitirlo tan pronto como éste gestione su reincorporación.
Por detención preventiva del trabajador o por arresto correccional que no exceda

de ocho (8) días por cuya causa no justifique la extinción del contrato.
Por huelga declarada en la forma prevista en la Le)”

Artículo 6“: El Artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo modiñcado por el Artículo 6º

del Decreto Ley 2351 de 1965, quedará así: “Terminación del contrato.
1.

2.

El contrato de trabajo termina:

a. Por muerte del trabajador;
b. Por mutuo consentimiento;
c. Por expiración del plazo ñjo pactado;
d. Por terminación de la obra o labor contratada;
e. Por liquidación o clausura definitiva de la empresa o establecimiento;
f. Por suspensión de actividades por parte del empleador durante más de ciento

veinte (120) días;

g. Por sentencia ejecutoriada;
h. Por decisión unilateral en los casos de los artículos 7” del Decreto Ley 2351 de

1965, y 6” de esta Ley;
i. Por no regresar el trabajador a su empleo, al desaparecer las causas de la sus—

pensión del contrato.
En los casos contemplados en los literales e y f de este Artículo, el empleador de—

berá solicitar el correspondiente permiso al Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social e informar por escrito a sus trabajadores de este hecho. El Ministerio de

Trabajo y Seguridad Social resolverá lo relacionado con el permiso en un plazo de

dos (2) meses.
El incumplimiento injustificado de este término hará incurrir al funcionario

responsable en causal de mala conducta sancionable con arreglo al régimen disci—

plinario vigente”.
Artículo 7º: El Artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Artícu—

lo 8º del Decreto Ley 2351 de 1965 quedará así: “Terminación unilateral del contrato
sin justa causa.
1. En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incumpli—

miento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte respon—
sable. Esta indemnización comprende el lucro cesante y el daño emergente.
En caso de terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa comproba—

da, por parte del empleador o si éste da lugar a la terminación unilateral por parte del
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trabajador por alguna de las justas causas contempladas en la Ley, el primero deberá
al segundo una indemnización en los términos que a continuación se señalan.

3. En los contratos a término ñjo, el valor de los salarios correspondientes al tiempo
que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el del lapso determina—
do por la duración de la obra o la labor contratada, caso en el cual la indemnización
no será inferior a quince (15) días.

4. En los contratos a término indefinido, la indemnización se pagará así:
a. Cuarenta y cinco (45) días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de

servicio no mayor de un (1) año;
b. Si el trabajador tuviere más de un (1) año de servicio continuo y menos de cin—

co (5), se le pagarán quince (15) días adicionales de salario sobre los cuarenta y
cinco (45) básicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsiguien—
tes al primero, y proporcionalmente por fracción;

c. Si el trabajador tuviere cinco (5) años o más de servicio continuo y menos de
diez (10), se le pagarán veinte (20) días adicionales de salario sobre los cuaren—
ta y cinco (45) básicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsi—

guientes al primero, y proporcionalmente por fracción; y
d. Si el trabajador tuviere diez (10) o más años de servicio continuo se le pagarán

cuarenta (40) días adicionales de salario sobre los cuarenta y cinco (45) días bá—

sicos del literal a, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero,
y proporcionalmente por fracción.

Parágrafo transitorio: Los trabajadores que al momento de entrar en vigencia la presente
Ley tuvieren diez (10) o más años al servicio continuo del empleador, seguirán ampa—
rados por el ordinal 50 del Artículo 8º del Decreto Ley 2351 de 1965, salvo que el tra—

bajador manifieste su voluntad de acogerse al nuevo régimen.
5. Si es el trabajador quien da por terminado intempestivamente el contrato, sin justa

causa comprobada, deberá pagar al empleador una indemnización equivalente a trein—

ta (30) días de salario. El empleador podrá descontar el monto de esta indemnización
de lo que le adeude al trabajador por prestaciones sociales. En caso de efectuar el des—

cuento depositará ante el]uez el valor correspondiente mientras la justicia decida.
6. No habrá lugar a las indemnizaciones previstas en este Artículo, si las partes acuer—

dan restablecer el contrato de trabajo en los mismos términos y condiciones que lo

regían en la fecha de su ruptura”.
Artículo 8“: El Artículo 78 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Duración

máxima.
El período de prueba no puede exceder de dos (2) meses.
En los contratos de trabajo a término fijo, cuya duración sea inferior a un (1) año

el período de prueba no podrá ser superior a la quinta parte del término inicialmente
pactado para el respectivo contrato, sin que pueda exceder de dos (2) meses.

Cuando entre un mismo empleador y trabajador se celebren contratos de trabajo suce—

sivos, no es válida la estipulación del período de prueba, salvo para el primer contrato”.
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Artículo 9º: El Artículo 79 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Prórroga.
Cuando el período de prueba se pacte por un plazo menor al de los límites máxi—

mos expresados, las partes pueden prorrogarlo antes de vencerse el período inicial—

mente estipulado, sin que el tiempo total de la prueba pueda exceder dichos límites”.

Artículo 10º: El Artículo 94 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Agentes colo—

cadores de pólizas de seguros y títulos de capitalización.
Son agentes colocadores de pólizas de seguro y títulos de capitalización las perso-

nas naturales que promuevan la celebración de contratos de seguro ;* capitalización y

la renovación de los mismos en relación con una o varias compañías de seguros 0 so—

ciedades de capitalización”.
Artículo 11: El Artículo 95 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Clases de

agentes.
Los agentes colocadores de pólizas de seguros y títulos de capitalización podrán

tener el carácter de dependientes o independientes”.
Artículo 12: El Artículo 96 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Agentes

dependientes.
Son agentes dependientes las personas que han celebrado contrato de trabajo para

desarrollar esta labor, con una compañía de seguros o una sociedad de capitalización.

Parágrafo transitorio: No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, las relaciones la—

borales que se hubieren configurado entre los agentes colocadores de pólizas de segu—

ros y títulos de capitalización y una o varias compañías de seguros o sociedades de ca—

pitalización, con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, continuarán rigiéndose

por las normas bajo las cuales se establecieron”.

Artículo 13: El Artículo 97 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Agentes

independientes.
Son agentes independientes las personas que, por sus propios medios, se dedican a la

promoción de pólizas de seguros y títulos de capitalización, sin dependencia de la compa—

ñía de seguros ola sociedad de capitalización, en virtud de un contrato mercantil. En este

evento no se podrán pactar cláusulas de exclusividad que le impidan al agente colocador

celebrar contratos con varias compañías de seguros o sociedades de capitalización”.

Artículo 14: Adiciónase al Capítulo II del Título III Parte Primera del Código Sustantivo

del Trabajo el siguiente Artículo:
Colocadores de apuestas permanentes.
Los colocadores de apuestas permanentes, al igual que los agentes colocadores de

pólizas de seguros y títulos de capitalización, podrán tener el carácter de dependientes

o independientes. Son colocadores de apuestas permanentes dependientes los que han

celebrado contratos de trabajo para desarrollar esa labor, con una empresa concesio—

naria. Son colocadores de apuestas permanentes independientes las personas que por
sus propios medios se dediquen a la promoción o colocación de apuestas permanentes,
sin dependencia de una empresa concesionaria, en virtud de un contrato mercantil. En

este evento no se podrán pactar cláusulas de exclusividad.
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Parágrafo: Los colocadores de apuestas permanentes que con anterioridad a la vigencia de
la presente Ley estuvieren vinculados mediante contrato de trabajo, mantendrán tal
vinculación de idéntica naturaleza”.

Artículo 15: El Artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Elementos

integrantes.
Constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo

que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del

servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, so—

bresueldos, boniñcaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas

extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y
comisiones”.

Artículo 16: El Artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Pagos que no
constituyen salario.

No constituyen salario las sumas que ocasionalmente y por mera liberalidad recibe
el trabajador del empleador, como primas, bonificaciones o gratificaciones ocasionales,
participación de utilidades, excedente de las empresas de economía solidaria y lo que
recibe en dinero 0 en especie no para su beneñcio, ni para enriquecer su patrimonio,
sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, como gastos de representación, me—

dios de transporte, elementos de trabajo _v otros semejantes. Tampoco las prestaciones
sociales de que tratan los títulos VIH y IX, ni los beneficios o auxilios habituales u oca—

sionales acordados convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal

por el empleador, cuando las partes hayan dispuesto expresamente que no constituyen
salario en dinero o en especie, tales como la alimentación, habitación o vestuario, las

primas extralegales, de vacaciones, de servicios o de navidad”.
Artículo 17: El Artículo 129 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Salario en

especie.
1. Constituye salario en especie toda aquella parte de la remuneración ordinaria _v per—

manente que reciba el trabajador como contraprestación directa del servicio, tales

como la alimentación, habitación o vestuario que el empleador suministra al traba—

jador o a su familia, salvo la estipulación prevista en el Artículo 15 de esta Ley.

2. El salario en especie debe valorarse expresamente en todo contrato de trabajo. A
falta de estipulación o de acuerdo sobre su valor real se estimará pericialmente, sin

que pueda llegar a constituir y conformar más del cincuenta por ciento (50%) de
la totalidad del salario.

b…; No obstante, cuando un trabajador devengue el salario mínimo legal, el valor por
concepto de salario en especie no podrá exceder del treinta por ciento (309/o)”.

Artículo 18: El Artículo 130 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Viáticos.
1. Los viáticos permanentes constituyen salario en aquella parte destinada a propor—

cionar al trabajador manutención y alojamiento; pero no en lo que sólo tenga por
ñnalidad proporcionar los medios de transporte o los gastos de representación.

2. Siempre que se paguen debe especiñcarse el valor de cada uno de estos conceptos.
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3. Los viáticos accidentales no constituyen salario en ningún caso. Son viáticos acci—

dentales aquellos que sólo se dan con motivo de un requerimiento extraordinario,
no habitual o poco frecuente”.

Artículo 19: El Artículo 132 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Formas _v li—

bertad de estipulación.
]. El empleador y el trabajador pueden convenir libremente el salario en sus diversas

modalidades como por unidad de tiempo, por obra, o a destajo _v por tarea, etcéte—

ra, pero siempre respetando el salario mínimo legal o el ñjado en los pactos, con—

venciones colectivas y fallos arbitrales.
2. No obstante lo dispuesto en los artículos 13, 14, 16, 21, _v 340 del Código Sustantivo

del Trabajo _v las normas concordantes con éstas, cuando el trabajador devengue un sa—

lario ordinario, superior a diez (10) salarios mínimos legales mensuales, valdrá la esti—

pulación escrita de un salario que además de retribuir el trabajo ordinario, compense
de antemano el valor de prestaciones, recargos y beneficios tales como el correspon—
diente al trabajo nocturno, extraordinario o al dominical _v festivo, el de primas legales,

extralegales, las cesantías y sus intereses, subsidios _v suministros en especie; _v, en ge—

neral, las que se incluyan en dicha estipulación, excepto las vacaciones.

En ningún caso el salario integral podrá ser inferior al monto de diez (10) salarios

mínimos legales mensuales, más el factor prestacional correspondiente a la empresa
que no podrá ser inferior al treinta por ciento (30%) de dicha cuantía. El monto del

factor prestacional quedará exento del pago de retención en la fuente _v de impuestos.
3. Este salario no estará exento de las cotizaciones a la seguridad social, ni los aportes

al SENA, ICBF, _v cajas de compensación familiar, pero en caso de estas tres últimas
entidades, los aportes se disminuirán en un treinta por ciento (30%).

4. El trabajador que desee acogerse a esta estipulación, recibirá la liquidación defini—

tiva de su auxilio de cesantía y demás prestaciones sociales causadas hasta esa fe—

cha, sin que por ello se entienda terminado su contrato de trabajo”.
Artículo 20: El Artículo 147 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Procedimien—

to de fijación.
l. El salario mínimo puede fijarse en pacto o convención colectiva o en fallo arbitral.
2. El Consejo Nacional Laboral, por consenso fijará salarios mínimos de carácter ge—

neral o para cualquier región o actividad profesional, industrial, comercial, gana—

dera, agrícola o forestal de una región determinada. En caso de que no haya con—

senso en el Consejo Nacional Laboral, el Gobierno, por medio de decretos que re—

girán por el término que en ellos se indique, puede ñjar dichos salarios.
3. Para quienes laboren jornadas inferiores a las máximas legales y devenguen el sa—

lario mínimo legal o el convencional, éste regirá en proporción al número de horas
efectivamente trabajadas, con excepción de la jornada especial de treinta y seis ho—

ras previstas en el Artículo siguiente”.
Artículo 21: El Artículo 161 del Código Sustantivo del Trabajo, modiñcado por el Artículo

lº de la Ley 6“ de 1981, quedará así: “Artículo 161. Duración.
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La duración máxima legal de la jornada ordinaria de trabajo es de ocho (8) horas a

cuarenta y ocho (48) a la semana, salvo las siguientes excepciones:
a. En las labores que sean especialmente insalubres o peligrosas, el Gobierno puede or—

denar la reducción de la jornada de trabajo de acuerdo con dictámenes al respecto;
b. La duración máxima legal de la jornada de trabajo del menor se sujetará a las si—

guientes reglas:
1. El menor entre doce (12) y catorce (14) años sólo podrá trabajar una jornada

máxima de cuatro (4) horas diarias y veinticuatro (24) horas a la semana, en
trabajos ligeros.

2. Los mayores de catorce (14) y menores de dieciséis (16) años sólo podrán tra—

bajar una jornada máxima de seis (6) horas diarias y treinta y seis (36) horas a

la semana.
3. La jornada de trabajo del menor entre dieciséis (16) y dieciocho (18) años no

podrá exceder de ocho (8) horas diarias y cuarenta y ocho (48) a la semana.
c. En las empresas, factorías o nuevas actividades que se establezcan a partir de la vi—

gencia de esta Ley, el empleador y los trabajadores pueden acordar temporal o in—

deñnidamente la organización de turnos de trabajo sucesivos, que permitan operar
a la empresa 0 secciones de la misma sin solución de continuidad durante todos los

días de la semana, siempre y cuando el respectivo turno no exceda de seis (6) horas
al día y treinta y seis (36) a la semana.

d. En este caso no habrá lugar al recargo nocturno ni al previsto para el trabajo domi—

nical o festivo, pero el trabajador devengará el salario correspondiente a la jornada
ordinaria de trabajo, respetando siempre el mínimo legal o convencional y tendrá de—

recho a un día de descanso remunerado.

Parágrafo: El empleador no podrá, aun con el consentimiento del trabajador, contratarlo

para la ejecución de dos turnos en el mismo día, salvo en labores de supervisión, direc—

ción, conñanza o manejo”.
Artículo 22: Adiciónase al Capítulo II del Título VI Parte Primera del Código Sustantivo

del Trabajo el siguiente Artículo:
Dedicación exclusiva en determinadas actividades.
En las empresas con más de cincuenta (50) trabajadores que laboren cuarenta y

ocho (48) horas a la semana, estos tendrán derecho a que dos (2) horas de dicha jor—

nada, por cuenta del empleador, se dediquen exclusivamente a actividades recreativas,
culturales, deportivas o de capacitación.

Artículo 23: Adiciónase al Capítulo II del Título VI Parte Primera del Código Sustantivo
del Trabajo el siguiente Artículo:

Límite del trabajo suplementario.
En ningún caso las horas extras de trabajo, diurnas o nocturnas, podrán exceder de

dos (2) horas diarias y doce (12) semanales. Cuando la jornada de trabajo se amplíe por
acuerdo entre empleadores y trabajadores a diez (10) horas diarias, no se podrá en el

mismo día laborar horas extras.
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Artículo 24: El Artículo 164 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Descanso
en día sábado.

Pueden repartirse las cuarenta y ocho (48) horas semanales de trabajo ampliando
la jornada ordinaria hasta por dos (2) horas, por acuerdo entre las partes, pero con el
fm exclusivo de permitir a los trabajadores el descanso durante todo el sábado. Esta
ampliación no constituye trabajo suplementario o de horas extras”.

Artículo 25: El Artículo 168 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Tasas y li—

quidación de recargos.
l. El trabajo nocturno, por el solo hecho de ser nocturno se remunera con un recargo

del treinta y cinco por ciento (35%) sobre el valor del trabajo diurno, con excep—

ción del caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales prevista en el Ar—

tículo 20 literal c de esta Ley.
2. El trabajo extra diurno se remunera con un recargo del veinticinco por ciento

(25%) sobre el valor del trabajo ordinario diurno.
3. El trabajo extra nocturno se remunera con un recargo del setenta y cinco por ciento

(75%) sobre el valor del trabajo ordinario diurno.
4. Cada uno de los recargos antedichos se produce de manera exclusiva, es decir, sin

acumularlo con alguno otro”.
Artículo 26: El Artículo 172 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Norma

general.
Salvo la excepción consagrada en el literal c del Artículo 20 de esta Ley el emplea—

dor está obligado a dar descanso dominical remunerado a todos sus trabajadores. Este
descanso tiene una duración mínima de veinticuatro (24) horas”.

Artículo 27: El Artículo 173 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así:

“Remuneración.
1. El empleador debe remunerar el descanso dominical con el salario ordinario de un

día, a los trabajadores que habiéndose obligado a prestar sus servicios en todos los

días laborables de la semana, no falten al trabajo, o que, si faltan, lo hayan hecho

por justa causa o por culpa o disposición del empleador.
2. Se entiende por justa causa el accidente, la enfermedad, la calamidad doméstica, la

fuerza mayor y el caso fortuito.
3. No tiene derecho a la remuneración del descanso dominical el trabajador que deba

recibir por ese mismo día un auxilio o indemnización en dinero por enfermedad o
accidente de trabajo.

4. Para los efectos de este Artículo, los dias de ñesta no interrumpen la continuidad y
se computan como si en ellos se hubiera prestado el servicio por el trabajador.

5. Cuando la jornada de trabajo convenida por las partes, en días u horas, no impli—

que la prestación de servicios en todos los días laborables de la semana, el traba—

jador tendrá derecho a la remuneración del descanso dominical en proporción al

tiempo laborado”.
Artículo 28: El Artículo 175 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Excepciones.
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1. El trabajo durante los días de descanso obligatorio solamente se permite retribu-
yéndolo o dando un descanso compensatorio remunerado:
a. En aquellas labores que no sean susceptibles de interrupción por su naturaleza

o por motivos de carácter técnico;
b. En las labores destinadas a satisfacer necesidades inaplazables, como los servi—

cios públicos, el expendio y la preparación de drogas y alimentos;
c. En las labores del servicio doméstico y de choferes particulares; y

En el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales del Artículo 20
literal c de esta Ley en el cual el trabajador sólo tendrá derecho a un descanso
compensatorio remunerado.

2. El Gobierno Nacional especificará las labores a que se refieren los ordinales a y b
del ordinal lº) de este Artículo”.

Artículo 29: Adiciónase al Capítulo III del Título VII Parte Primera del Código Sustantivo
del Trabajo, el siguiente Artículo: Labores agropecuarias.

Los trabajadores de empresas agrícolas, forestales y ganaderas que ejecuten acti—

vidades no susceptibles de interrupción, deben trabajar los domingos y días de fiesta,
remunerándose su trabajo en la forma prevista en el Artículo 179 y con derecho al des—

canso compensatorio.
Artículo 30: E1Artículo 179 del Código Sustantivo del Trabajo, modiñcado por el Artículo

12 del Decreto Ley 2351 de 1965, quedará así: “Remuneración.
1. El trabajo en domingo 0 días de fiesta se remunera con un recargo del cien por

ciento (100%) sobre el salario ordinario en proporción a las horas laboradas, sin
perjuicio del salario ordinario a que tenga derecho el trabajador por haber labora—

do la semana completa.
2. Si con el domingo coincide otro día de descanso remunerado sólo tendrá derecho

el trabajador, si trabaja, al recargo establecido en el numeral anterior.
3. Se exceptúa el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales prevista en

el Artículo 20 literal c de esta Ley”.
Artículo 31: El Artículo 180 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Trabajo

excepcional.
El trabajador que labore excepcionalmente el día de descanso obligatorio tiene de—

recho a un descanso compensatorio remunerado, o a una retribución en dinero, a su
elección, en la forma prevista en el Artículo anterior.

Para el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales prevista en el Artí—

culo 20 literal c de esta Ley, el trabajador sólo tendrá derecho a un descanso compen-
satorio remunerado cuando labore en domingo”.

Artículo 32: El Artículo 181 del Código Sustantivo del Trabajo, mºdificado por el Artículo
13 del Decreto Ley 2351 de 1965, quedará así: “Descanso compensatorio.

El trabajador que labore habitualmente en día de descanso obligatorio tiene dere—

cho a un descanso compensatorio remunerado, sin perjuicio de la retribución en di—

nero prevista en el Artículo 180 del Código Sustantivo del Trabajo. En el caso de la
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jornada de treinta y seis (36) horas semanales prevista en el Artículo 20 literal c de esta

Ley el trabajador sólo tendrá derecho a un descanso compensatorio remunerado cuan—

do labore en domingo”.
Artículo 33: El Artículo 194 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Articulo

15 del Decreto Ley 2351 de 1965, quedará así: “Deñnición de empresa.
1.

4.

Se entiende como una sola empresa, toda unidad de explotación económica o las

varias unidades dependientes económicamente de una misma persona natural o ju—

rídica, que correspondan a actividades similares, conexas o complementarias y que
tengan trabajadores a su servicio.
En el caso de las personas jurídicas existirá unidad de empresa entre la principal y
las filiales o subsidiarias en que aquella predomine económicamente, cuando, ade—

más, todas cumplan actividades similares, conexas o complementarias; pero los sa—

larios y prestaciones extralegales que rijan en la principal al momento de declararse
la unidad de empresa solamente se aplicarán en las filiales o subsidiarias cuando así

lo estipule la respectiva convención colectiva de trabajo, o cuando la filial o subsi—

diaria esté localizada en una zona de condiciones económicas similares a las de la

principal, a juicio del Ministerio o del Juez del Trabajo.
No obstante lo anterior, cuando una empresa establezca una nueva unidad de pro—

ducción, planta o factoría para desarrollar actividades similares, conexas o comple—

mentarias del objeto social de las mismas, en función de fines tales como la des—

centralización industrial, las exportaciones, el interés social o la rehabilitación de

una región deprimida, sólo podrá declararse la unidad de empresa entre aquellas

y éstas, después de un plazo de gracia de diez (10) años de funcionamiento de las

mismas. Para gozar de este beneñcio el empleador requiere concepto previo _v fa—

vorable del Ministerio de Desarrollo Económico.
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de oficio o a solicitud de parte y pre—

via investigación administrativa del caso, podrá declarar la unidad de empresa, de

que trata el presente Artículo, para lograr el cumplimiento de las leyes sociales.

También podrá ser declarada judicialmente”.
Artículo 34: Adiciónase al Capítulo V del Título VIII Parte Primera del Código Sustantivo

de Trabajo el siguiente Artículo: Protección a la maternidad.
La maternidad gozará de la protección especial del Estado”.

Artículo 35: El Artículo 236 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Descanso re—

munerado en la época del parto.
1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene derecho a una licencia de doce (12)

semanas en la época del parto, remunerada con el salario que devengue al entrar a

disfrutar del descanso.
Si se tratare de un salario que no sea fijo, como en el caso de trabajo a destajo o por
tarea, se toma en cuenta el salario promedio devengado por la trabajadora en el úl—

timo año de servicios, o en todo el tiempo si fuere menor.
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3. Para los efectos de la licencia de que trata este Artículo, la trabajadora debe presentar
al patrono un certificado médico, en el cual debe constar:
a. El estado de embarazo de la trabajadora;
b. La indicación del día probable de parto; y
c. La indicación del día desde el cual debe empezar la licencia, teniendo en cuen—

ta que, por lo menos, ha de iniciarse dos (2) semanas antes del parto.
4. Todas las provisiones y garantías establecidas en el presente Capítulo para la madre

biológica se hacen extensivas, en los mismos términos y en cuanto fuere proceden—

te, para la madre adoptante del menor de siete (7) años de edad, asimilando la fecha
del parto a la de la entrega oñcial del menor que se adopta. La licencia se extiende
al padre adoptante sin cónyuge o compañera permanente. Estos beneficios no ex—

cluyen al trabajador del sector público.
Parágrach La trabajadora que haga uso del descanso remunerado en la época del parto po—

drá reducir a once (11) semanas su licencia, cediendo la semana restante a su esposo
o compañero permanente para obtener de éste la compañia y atención en el momento
del parto y en la fase inicial del puerperio”.

Artículo 36: El Artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Prohibición
de despedir.
1. Ninguna trabajadora puede ser despedida por motivo de embarazo o lactancia.
2. Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de embarazo o lactancia,

cuando ha tenido lugar dentro del período de embarazo o dentro de los tres (3)

meses posteriores al parto, y sin autorización de las autoridades de que trata el Ar—

tículo siguiente.
3. La trabajadora despedida sin autorización de la autoridad tiene derecho al pago de

una indemnización equivalente a los salarios de sesenta (60) días, fuera de las in—

demnizaciones y prestaciones a que hubiera lugar de acuerdo con el contrato de

trabajo y, además, al pago de las doce (12) semanas de descanso remunerado de que
trata este Capítulo, si no lo ha tomado”.

Artículo 37: Los artículos 157 y 345 del Código Sustantivo del Trabajo, modificados por
los artículos ll y 21 del Decreto Ley 2351 de 1965, quedarán así: “Prelación de crédi—

to por salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales.
Los créditos causados o exigibles de los trabajadores por concepto de salarios, la

cesantía y demás prestaciones sociales e indemnizaciones laborales pertenecen a la pri—

mera clase que establece el Artículo 2495 del Código Civil y tienen privilegio exclu—

yente sobre todos los demás.
El juez Civil que conozca del proceso de concurso de acreedores o de quiebra dis—

pondrá el pago privilegiado y pronto de los créditos a los trabajadores afectados por la

quiebra o insolvencia del patrono.
Cuando la quiebra imponga el despido de trabajadores, los salarios, prestaciones

sociales e indemnizaciones se tendrán como gastos pagaderos con preferencia sobre
los demás créditos.
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Los créditos laborales podrán demostrarse por cualesquier medio de prueba auto—

rizado por la Ley y, cuando fuera necesario, producidos extrajuício con intervención
del Juez Laboral 0 de Inspector de Trabajo competentes.

Parágrqu: En los procesos de quiebra o concordato los trabajadores podrán hacer valer sus
derechos por sí mismos o por intermedio del sindicato, federación o confederación a

que pertenezcan, siempre de conformidad con las leyes vigentes”.
Artículo 38: El Artículo 267 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Artículo

8” de la Ley 71 de 1961, quedará así: “Pensión después de diez (10) y de quince (15)
años de servicio.

En aquellos casos en los cuales el trabajador no esté afiliado al Instituto de los

Seguros Sociales, ya sea porque dicha entidad no haya asumido el riesgo de vejez, o
por omisión del empleador, el trabajador que sin justa causa sea despedido después
de haber laborado para el mismo empleador o para sus sucursales 0 subsidiarias du—

rante más de diez (10) años y menos de quince (15) años, continuos o discontinuos,
anteriores o posteriores a la vigencia de la presente Ley, tendrá derecho a que dicho
empleador lo pensione desde la fecha de su despido, si para entonces tiene cumplidos
sesenta (60) años de edad, o desde la fecha en que cumpla esa edad con posterioridad
al despido.

Si el retiro se produjere por despido sin justa causa después de quince (15) años
de dichos servicios, la pensión principiará a pagarse cuando el trabajador despedido
cumpla los cincuenta (50) años de edad o desde la fecha del despido, si ya los hubiere
cumplido. Si después del mismo tiempo el trabajador se retira voluntariamente, tendrá
derecho a la pensión pero sólo cuando cumpla sesenta (60) años de edad.

La cuantía de la pensión será directamente proporcional al tiempo de servicios

respecto de la que le habría correspondido al trabajador en caso de reunir todos los

requisitos necesarios para gozar de la pensión plena establecida en el Artículo 260 del
Código Sustantivo del Trabajo, y se liquidará con base en el promedio de los salarios
devengados en el último año de servicios.

En todos los demás aspectos la pensión aquí prevista se regirá por las normas lega—

les de la pensión vitalicia de jubilación. Estas pensiones dejarán de estar a cargo de los

empleadores cuando la pensión de vejez sea asumida por el Instituto de los Seguros So—

ciales, de acuerdo con la Ley y dentro de los reglamentos que dicte el mismo Instituto.
Parágrafo 1": En aquellos casos en que el trabajador esté afiliado al Instituto de los Seguros

Sociales pero no alcance a completar el número mínimo de semanas que le da derecho
a la pensión mínima de vejez, bien porque dicho Instituto no hubiera ampliado su co—

bertura en la zona respectiva o por omisión del empleador, desde el inicio o durante la

relación laboral, el empleador pagará el valor de las cotizaciones que faltaren al Insti—

tuto de los Seguros Sociales para que el trabajador adquiera el derecho proporcional
a la pensión de vejez.

Partígra_ñ) 2“: En cualquiera de los eventos previstos en el presente Artículo el empleador po—

drá conmutar la pensión con el Instituto de los Seguros Sociales”.
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Parte segunda: derecho colectivo del trabajo
Artículo 39: El Artículo 353 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Derecho de

asociación.
1. De acuerdo con el Artículo 12, el Estado garantiza a los empleadores, a los traba—

jadores y a todo el que ejerza una actividad independiente, el derecho de asociarse

libremente en defensa de sus intereses, formando asociaciones profesionales o sin—

dicatos, y a éstos el derecho de unirse o federarse entre sí.

Las asociaciones profesionales o sindicatos deben ajustarse, en el ejercicio de sus
derechos y cumplimiento de sus deberes, a las normas de este título, y están some—

tidos a la inspección y vigilancia del Gobierno en cuanto concierne al orden públi—

co y en particular en los casos que aquí se establecen.
Los trabajadores y empleadores, sin autorización previa, tienen el derecho de cons—

tituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a éstas,

con la sola condición de observar los estatutos de las mismas”.
Artículo 40: El Artículo 354 del Código Sustantivo delTrabajo, modificado parcialmente por

el Artículo 15 de la Ley 11 de 1984, quedará así: “Protección del derecho de asociación.
1. En los términos del Artículo 292 del Código Penal, queda prohibido a toda persona

atentar contra el derecho de asociación sindical.
Toda persona que atente en cualquier forma contra el derecho de asociación sindi—

cal será castigada cada vez con una multa equivalente al monto de cinco (5) a cien

(100) veces el salario mínimo mensual más alto vigente, que le será impuesta por
el respectivo funcionario administrativo del trabajo, sin perjuicio de las sanciones

penales a que haya lugar. Considéranse como actos atentatorios contra el derecho

de asociación sindical, por parte del empleador:
a. Obstruir o dificultar la afiliación de su personal a una organización sindical de

las protegidas por la Ley, mediante dádivas o promesas, o condicionar a esa

circunstancia la obtención o conservación del empleo o el reconocimiento de

mejoras o beneficios;
b. Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los trabajadores

en razón de sus actividades encaminadas a la fundación de las organizaciones
sindicales;

c. Negarse a negociar con las organizaciones sindicales que hubieren presentado

sus peticiones de acuerdo con los procedimientos legales;

d. Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de su personal
sindicalizado, con el objeto de impedir o difundir el ejercicio del derecho de
asociación, y;

e. Adoptar medidas de represión contra los trabajadores por haber acusado, tes—

timoniado o intervenido en las investigaciones administrativas tendientes a

comprobar la violación de esta norma”…

Artículo 41: El Artículo 356 del Código Sustantivo delTrabajo, quedará así: “Sindicatos de

Trabajadores. Clasificación. Los sindicatos de trabajadores se clasifican así:

UI 8 U1
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De empresa, si están formados por individuos de varias profesiones, oficios 0 es—

pecialidades, que prestan sus servicios en una misma empresa, establecimiento o
institución;
De industria o por rama de actividad económica, si están formados por individuos
que prestan sus servicios en varias empresas de la misma industria 0 rama de acti—

vidad económica;
Gremiales, si están formados por individuos de una misma profesión, oñcio o
especialidad;
De oficios varios, si están formados por trabajadores de diversas profesiones, di—

símiles o inconexas. Estos últimos sólo pueden formarse en los lugares donde no
haya trabajadores de una misma actividad, profesión u oficio en número mínimo
requerido para formar uno gremial, y sólo mientras subsista esta circunstancia”.

Artículo 42: El Artículo 361 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Fundación.
1. De la reunión inicial de constitución de cualquier sindicato los iniciadores deben

suscribir un “acta de fundación, donde se expresen los nombres de todos ellos, sus
documentos de identificación, la actividad que ejerzan _v que los vincule, el nombre
y objeto de la asociación.
En la misma o en sucesivas reuniones se discutirán y aprobarán los estatutos de la
asociación y se designará el personal directivo, todo lo cual se hará constar en el

acta o actas que se suscriban”.
Artículo 43: El Artículo 362 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Estatutos.

Toda organización sindical tiene el derecho de redactar libremente sus estatu—

tos y reglamentos administrativos. Dichos estatutos contendrán, por lo menos, lo

siguiente:
1. La denominación del sindicato y su domicilio.
2. Su objeto.
3. Condiciones y restricciones de admisión.
4. Obligaciones y derechos de los asociados.
5. Número, denominación, período y funciones de los miembros de la directiva central

y de las seccionales en su caso; modo de integrarlas o elegirlas, reglamento de sus re—

uniones )" causales y procedimiento de remoción.
6. Organización de las comisiones reglamentarias )" accidentales.
7. Cuantía )" periodicidad de las cuotas ordinarias y su forma de pago.
8. Procedimiento para decretar y cobrar cuotas extraordinarias.
9. Sanciones disciplinarias _v motivos y procedimiento de expulsión, con audiencia,

en todo caso, de los inculpados.
10. Epocas de celebración de asambleas generales ordinarias y de asambleas de delega—

tarios, en su caso; reglamento de las sesiones, quorum, debates y votaciones.
11. Reglas para la administración de los bienes y fondos sindicales; para la expedición y

ejecución de los presupuestos y presentación de balances _v expedición de ñniquitos.
12. Normas para la liquidación del sindicato”.
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Artículo 44: El Artículo 363 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Notificación.
Una vez realizada la asamblea de constitución, el sindicato de trabajadores comu—

nicará por escrito al respectivo empleador y al inspector del trabajo, y en su defecto,
al Alcalde del lugar, la constitución del sindicato, con la declaración de los nombres e

identificación de cada uno de los fundadores. El Inspector o el Alcalde, a su vez, pasa-
rán igual comunicación al empleador inmediatamente”.

Artículo 45: El Artículo 364 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Personería

jurídica.
Toda organización sindical de trabajadores por el solo hecho de su fundación, y a

partir de la fecha de la asamblea constitutiva, goza de personería jurídica”.
Artículo 46: El Artículo 365 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Registro

sindical.
Todo sindicato de trabajadores deberá inscribirse en el registro que para tales efec—

tos lleve el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Dentro de los cinco (5) días há—

biles siguientes a la fecha de la asamblea de fundación, el sindicato presentará ante el

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, solicitud escrita de inscripción en el registro
sindical, acompañándola de los siguientes documentos:
a. Copia del acta de fundación, suscrita por los asistentes con indicación de su docu—

mento de identidad;
Copia del acta de elección de la junta directiva, con los mismos requisitos del or—

dinal anterior;
Copia del acta de la asamblea en que fueron aprobados los estatutos;
Un ejemplar de los estatutos del sindicato, autenticados por el secretario de la Jun—

ta Directiva;
Nómina de la Junta Directiva, con especiñcación de la nacionalidad, la profesión u

oficio y documento de identidad;
Nómina completa del personal de afiliados, con especiñcación de la nacionalidad,

sexo y profesión u oficio de cada uno de ellos;

Certificación del correspondiente inspector del trabajo sobre la inexistencia de

otro sindicato, si se trata de un sindicato de empresa que pueda considerarse pa—

ralelo. En los lugares en donde no haya inspección de trabajo, la certificación debe

ser expedida por la primera autoridad política. Los documentos de que tratan los

apartes a, b y c pueden estar reunidos en un solo texto o acta”.
Artículo 47: El Artículo 366 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Artículo 366.

Tramitación.
l. Recibida la solicitud de inscripción, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dis—

pone de un término máximo e improrrogable de quince (15) días hábiles, contados

a partir de la fecha de su presentación, para admitir, formular objeciones o negar la

inscripción en el registro sindical.
En caso de que la solicitud no reúna los requisitos de que trata el Artículo anterior, el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social formulará por escrito a los interesados las
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objeciones a que haya lugar, para que se efectúen las correcciones necesarias. En este
evento el Ministerio de Trabajo dispone de diez (10) días hábiles contados a partir
de la fecha de presentación de la solicitud corregida, para resolver sobre la misma.

3. Vencidos los términos de que tratan los numerales anteriores, sin que el Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social se pronuncie sobre la solicitud formulada, la organi—

zación sindical quedará automáticamente inscrita en el registro correspondiente.
4. Son causales para negar la inscripción en el registro sindical únicamente las

siguientes:
a. Cuando los estatutos de la organización sindical sean contrarios a la Constitu—

ción Nacional, la Ley o las buenas costumbres;
b. Cuando la organización sindical se constituya con un número de miembros

inferior al exigido por la Ley;
c. Cuando se trate de la inscripción de un nuevo sindicato de empresa, en una

donde ya existiere organización de esta misma clase.

Parágrafo: El incumplimiento injustificado de los términos previstos en el presente Artícu—
lo hará incurrir al funcionario responsable en causal de mala conducta sancionable con
arreglo al régimen disciplinario vigente”.

Artículo 48: Los Artículos 367 y 368 del Código Sustantivo del Trabajo quedarán así:

“Publicación.
El acto administrativo por el cual se inscriba en el registro una organización sin—

dical, deberá ser publicado por cuenta de ésta una sola vez en un diario de amplia cir—

culación nacional, dentro de los diez (10) días siguientes a su ejecutoria. Un ejemplar
del diario deberá ser depositado dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes en el

registro sindical del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”.
Artículo 49: El Artículo 369 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Modifica—

ción de los Estatutos.
Toda modificación a los Estatutos debe ser aprobada por la Asamblea General del

sindicato )“ remitida, para efectos del registro correspondiente, al Ministerio de Tra—

bajo _v Seguridad Social, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha de su
aprobación, con copia del acta de la reunión donde se haga constar las reformas intro—

ducidas y firmada por todos los asistentes. Para el registro, se seguirá en lo pertinente,
el trámite previsto en el Artículo 366 de este Código”.

Artículo 50: El Articulo 370 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Validez de
la modificación.

Ninguna modificación de los Estatutos sindicales tiene validez ni comenzará a re—

gir, mientras no se efectúe su inscripción en el registro que para tales efectos lleve el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”.

Artículo 51: El Artículo 372 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Efecto jurí—

dico de la inscripción.
Ningún sindicato puede actuar como tal, ni ejercer las funciones que la Ley y sus

respectivos estatutos le señalen, ni ejercitar los derechos que le correspondan, mientras
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no se haya constituido como tal, registrado ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social, y sólo durante la vigencia de esta inscripción”.

Artículo 52: Adiciónase en el Artículo 376 del Código Sustantivo del Trabajo el siguiente
Parágrafo:

Parágrafo: Cuando en el conflicto colectivo esté comprometido un sindicato de industria o

gremial que agrupe más de la mitad de los trabajadores de la empresa, éstos integrarán
la asamblea para adoptar pliegos de peticiones, designar negociadores y asesores y op—

tar por la declaratoria de huelga o someter el conflicto a la decisión arbitral.
Artículo 53: El Artículo 380 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Sanciones.

]. Cualquier violación de las normas del presente Título, será sancionada así:

a. Si la violación es imputable al sindicato mismo, por constituir una actuación
de sus directivas, y la infracción o hecho que la origina no se hubiere consu—

mado, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social prevendrá al sindicato para
que revoque su determinación dentro del término prudencial que ñje;
Si la infracción ya se hubiere cumplido, o si hecha la prevención anterior no
se atendiere, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social procederá a imponer
multas equivalentes al monto de una a cincuenta veces el salario mínimo men—

sual más alto vigente;
Si a pesar de la multa, el sindicato persistiere en la violación, el Ministerio de

Trabajo y Seguridad Social podrá solicitar de la justicia del Trabajo la disolu—

ción y liquidación del sindicato, _v la cancelación de la inscripción en el registro
sindical respectivo.

2. Las solicitudes de disolución, liquidación y cancelación de la inscripción en el re—

gistro sindical, se formularán ante el Juez del Trabajo del domicilio del sindicato o,

en su defecto, del circuito civil y se tramitarán conforme al procedimiento sumario

que se señala a continuación:
a. La solicitud que eleve el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá ex—

presar los motivos invocados, una relación de los hechos y las pruebas que se

pretendan hacer valer;
Recibida la solicitud el]uez, a más tardar el día siguiente, ordenará correr tras—

lado de ella a la organización sindical, mediante providencia que se notificará

personalmente;
Si no se pudiere hacer la notificación personal, dentro de los cinco (5) días si—

guientes, el Juez enviará comunicación escrita al domicilio de la organización
sindical, anexando constancia del envío al expediente;
Si al cabo de cinco (5) días del envío de la anterior comunicación no se pudiere
hacer la notificación personal, se fijará edicto en lugar público del respectivo
despacho, por el término de cinco (5) días cumplidos los cuales se entenderá
surtida la notificación;
El sindicato, a partir de la notificación, dispone de un término de cinco (5) días para
contestar la demanda y presentar las pruebas que se consideren pertinentes;
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f. Vencido el término anterior el]uez decidirá teniendo en cuenta los elementos
de juicio de que disponga dentro de los cinco (5) días siguientes;

g. La decisión del juez será apelable, en el efecto suspensivo, ante el respectivo
Tribunal Superior del Distrito Judicial, el cual deberá decidir de plano dentro
de los cinco (5) días siguientes en que sea recibido el expediente. Contra la de—

cisión del Tribunal no cabe ningún recurso.
3. Todo miembro de la directiva de un sindicato que haya originado como sanción la

disolución de éste, podrá ser privado del derecho de asociación sindical en cual—

quier carácter, hasta por el término de tres (3) años, según la apreciación del juez
en la respectiva providencia o fallo que imponga la disolución y en la cual serán de—

clarados nominalmente tales responsables”.
Artículo 54: El Artículo 389 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Empleados

directivos.
No pueden formar parte de la Junta Directiva de un sindicato, ni ser designados

funcionarios del mismo, los afiliados que representen al empleador frente a sus traba—

jadores, ni los altos empleados directivos de las empresas. Es nula la elección que recai—

ga en uno de tales afiliados, _v el que, debidamente electo, entre después a desempeñar
alguno de los empleos referidos, dejará ipsufacto vacante su cargo sindical”.

Artículo 55: El numeral 2º del Artículo 391 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así:

“La junta Directiva, una vez instalada, procederá a elegir sus dignatarios. En todo

caso, el cargo de fiscal del sindicato corresponderá a la fracción mayoritaria de las

minoritarias”.
Artículo 56: Adiciónase al Capítulo VI del Título I Parte Segunda del Código Sustantivo

del Trabajo, el siguiente Artículo:
Directivas Seccionales.
Todo sindicato podrá prever en sus estatutos la creación de subdirectivas secciona—

les, en aquellos municipios distintos al de su domicilio principal y en el que tenga un nú—

mero no inferior a veinticinco (25) miembros. Igualmente se podrá prever la creación de
comités seccionales en aquellos municipios distintos al del domicilio principal o el do—

micilio de la subdirectiva _v en el que se tenga un número de afiliados no inferior a doce
(12) miembros. No podrá haber más de una subdirectiva o comité por municipio.

Artículo 57: Adiciónase en el Artículo 401 del Código Sustantivo del Trabajo, el siguiente
inciso: En el evento de que el sindicato, federación o confederación se encontrare in—

curso en una de las causales de disolución, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
o quien demuestre tener interés jurídico, podrá solicitar ante el Juez Laboral respec—

tivo, la disolución y la liquidación del sindicato y la cancelación de la inscripción en el

registro sindical. Al efecto se seguirá en lo pertinente el procedimiento previsto en el

Artículo 52 de esta Le_v.

Artículo 58: E1Artículo 406 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Artículo
24 del Decreto Ley 2351 de 1965, quedará así: “Trabajadores amparados por el fue—

ro sindical.
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Están amparados por el fuero sindical:
a. Los fundadores de un sindicato, desde el día de su constitución hasta dos (2) meses

después de la inscripción en el registro sindical, sin exceder de seis (6) meses;
b. Los trabajadores que, con anterioridad a la inscripción en el registro sindical, in—

gresen al sindicato, para quienes el amparo rige por el mismo tiempo que para los

fundadores;
c. Los miembros de la Junta Directiva )“ subdirectivas de todo sindicato, federación o

confederación de sindicatos, sin pasar de cinco (5) principales y cinco (5) suplen—

tes, y los miembros de los comités seccionales, sin pasar de un principal y un su—

plente. Este amparo se hará efectivo por el tiempo que dure el mandato y seis (6)

meses más;
d. Dos de los miembros de la comisión estatutaria de reclamos, que designen los sin—

dicatos, federaciones o confederaciones sindicales, por el mismo período de la Jun—

ta Directiva y por seis (6) meses más, sin que pueda existir en una misma empresa
más de una comisión estatutaria de reclamos. Esta comisión será designada por la

organización sindical que agrupe el mayor número de trabajadores”.
Artículo 59: Adiciónase en el Artículo 414 del Código Sustantivo del Trabajo el siguien—

te inciso: Está permitido a los empleados oficiales constituir organizaciones sindicales

mixtas, integradas por trabajadores oficiales y empleados públicos, las cuales, para el

ejercicio de sus funciones, actuarán teniendo en cuenta las limitaciones consagradas

por la Ley respecto al nexo jurídico de sus afiliados para con la administración.

Artículo 60: El Artículo 423 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Registro
sindical.

Para la inscripción en el registro sindical de una federación o confederación se pro—

cederá en la misma forma que para la de sindicatos, en lo pertinente”.
Artículo 61: El Artículo 434 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Artículo

lº de la Ley 39 de 1985, quedará así: “Duración de las conversaciones.
Las conversaciones de negociación de los pliegos de peticiones en esta etapa de

arreglo directo durarán veinte (20) días calendario, prorrogables de común acuerdo

entre las partes, hasta por veinte (20) días calendario adicionales.

Parágmñ 1": Si al término de la etapa de arreglo directo persistieren diferencias sobre algu—

no o algunos de los puntos del pliego, las partes suscribirán un acta final que registre
los acuerdos y dejarán las constancias expresas sobre las diferencias que subsistan.

Parágano 2”: Durante esta etapa podrán participar en forma directa en la mesa de negocia—

ciones, como asesores, hasta dos representantes de las asociaciones sindicales de se—

gundo o tercer grado”.
Artículo 62: El Artículo 444 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Artículo

9º de la Ley 39 de 1985, quedará así: “Decisión de los trabajadores.
Concluida la etapa de arreglo directo sin que las partes hubieren logrado un acuer—

do total sobre el diferendo laboral, los trabajadores podrán optar por la declaratoria
de huelga o por someter sus diferencias a la decisión de un Tribunal de Arbitramento.
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La huelga o la solicitud de arbitramento serán decididas dentro de los diez (10)
días hábiles siguientes a la terminación de la etapa de arreglo directo, mediante vota—

ción secreta, personal e indelegable, por la mayoría absoluta de los trabajadores de la

empresa, o de la Asamblea General de los afiliados al sindicato o sindicatos que agru—

pen más de la mitad de aquellos trabajadores.
Para este efecto, si los afiliados al sindicato o sindicatos mayoritarios o los demás

trabajadores de la empresa, laboran en más de un municipio, se celebrarán asambleas
en cada uno de ellos, en las cuales se ejercerá la votación en la forma prevista en este
Artículo 3“, el resultado final de ésta lo constituirá la sumatoria de los votos emitidos
en cada una de las asambleas.

Antes de celebrarse la asamblea o asambleas se dará aviso a las autoridades del tra—

bajo para que puedan presenciar y comprobar su desarrollo. Este aviso deberá darse
con una antelación no inferior a cinco (5) días hábiles”.

Artículo 63: El Artículo 445 del Código Sustantivo del Trabajo, modiñcado por el Artículo
100 de la Ley 39 de 1985, quedará así: “Desarrollo de la huelga.
l. La cesación colectiva del trabajo, cuando los trabajadores optaren por la huelga,

sólo podrá efectuarse transcurridos dos (2) días hábiles a su declaración _v no más
de diez (10) días hábiles después.

2. Durante el desarrollo de la huelga, la mayoría de los trabajadores de la empresa
o la Asamblea General del sindicato o sindicatos que agrupen más de la mitad de
aquellos trabajadores, podrán determinar someter el diferendo a la decisión de un
Tribunal de Arbitramento.

3. Dentro del término señalado en este Artículo las partes si así lo acordaren, podrán
adelantar negociaciones directamente 0 con la intervención del Ministerio de Tra—

bajo y Seguridad Social”.
Artículo 64: El Artículo 448 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el Artículo

33 del Decreto 2351 de 1965, quedará así: “Funciones de las autoridades.
1. Durante el desarrollo de la huelga, las autoridades policivas tienen a su cargo la

vigilancia del curso pacifico del movimiento )“ ejercerán de modo permanente la

acción que les corresponda, a fin de evitar que los huelguistas, los empleadores, 0
cualesquiera personas en conexión con ellos excedan las finalidades jurídicas de la

huelga, o intenten aprovecharla para promover desórdenes o cometer infracciones
0 delitos.

2. Mientras la mayoría de los trabajadores de la empresa persista en la huelga, las au—

toridades garantizarán el ejercicio de este derecho _v no autorizarán ni patrocinarán
el ingreso al trabajo de grupos minoritarios de trabajadores aunque estos manifies—
ten su deseo de hacerlo.
Declarada la huelga, el Ministro de Trabajo y Seguridad Social de oficio o a soli—b.)

citud del sindicato o sindicatos que agrupen la mayoría de los trabajadores de la

empresa, o en defecto de éstos, de los trabajadores en asamblea general, podrá so—

meter a votación de la totalidad de los trabajadores de la empresa, si desean o no,



Anexo normativo

sujetar las diferencias persistentes a fallo arbitral. Si la mayoría absoluta de ellos
optare por el tribunal, no se suspenderá el trabajo o se reanudará dentro de un tér—

mino máximo de tres (3) días hábiles si se hallare suspendido.
El Ministro solicitará al Representante Legal del sindicato o sindicatos convo—

car la asamblea correspondiente. Si la asamblea no se celebra dentro de los cinco
(5) días calendario siguientes a dicha solicitud, el Ministro la convocará de oñcio.

En la resolución de convocatoria de la asamblea, se indicará la forma en que se
adelantará ésta, mediante votación secreta, escrita e indelegable; y el modo de rea—

lizar los escrutinios por los inspectores de trabajo, y en su defecto por los alcaldes
municipales.

4. Cuando una huelga se prolongue por sesenta (60) días calendario, sin que las partes
encuentren fórmula de solución al conflicto que dio origen a la misma, el Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social podrá ordenar que el diferendo se someta a la decisión
de un Tribunal de Arbitramento, en cuyo caso los trabajadores tendrán la obligación
de reanudar el trabajo dentro de un término máximo de tres (3) días hábiles”.

Artículo 65: El Artículo 449 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Efectos jurí—
dicos de la huelga.

La huelga sólo suspende los contratos de trabajo por el tiempo que dure. El em—

pleador no puede celebrar entretanto nuevos contratos de trabajo para la reanudación
de los servicios suspendidos, salvo en aquellas dependencias cuyo funcionamiento sea
indispensable a juicio del respectivo inspector de trabajo, para evitar graves perjuicios
a la seguridad y conservación de los talleres, locales, equipos, maquinarias o elementos
básicos y para la ejecución de las labores tendientes a la conservación de cultivos, así
como para el mantenimiento de semovientes, y solamente en el caso de que los huel—

guistas no autoricen el trabajo del personal necesario de estas dependencias.
Parágrafo: El Inspector de Trabajo deberá pronunciarse sobre las solicitudes del inciso an—

terior en un término no mayor a cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de su
presentación”.

Artículo 66: El Artículo 450 del Código Sustantivo del Trabajo, quedará así: “Casos de ile—

galidad y sanciones.
l. La suspensión colectiva del trabajo es ilegal en cualquiera de los siguientes casos:

a. Cuando se trate de un servicio público;
b Cuando persiga fines distintos de los profesionales o económicos;
c. Cuando no se haya cumplido previamente el procedimiento del arreglo directo;
d Cuando no haya sido declarada por la Asamblea General de los trabajadores en

los términos previstos en la presente Ley;
e. Cuando se efectuare antes de los dos (2) días o después de diez (10) días hábi—

les ala declaratoria de huelga;
Cuando no se limite a la suspensión pacíñca del trabajo; y

g. Cuando se promueva con el propósito de exigir a las autoridades la ejecución
de algún acto reservado a la determinación de ellas.
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2. Declarada la ilegalidad de una suspensión 0 paro del trabajo, el empleador queda

en libertad de despedir por tal motivo a quienes hubieren intervenido o participado

en él, y respecto a los trabajadores amparados por el fuero, el despido no requerirá

caliñcación judicial.
3. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio Público, o el empleador

afectado, podrán solicitar a la justicia laboral la suspensión o cancelación de la per—

sonería jurídica del sindicato, conforme al procedimiento señalado en el Artículo

52 de esta Ley.

4. Las sanciones a que se refiere el inciso anterior no excluyen la acción del emplea—

dor contra los responsables para la indemnización de los perjuicios que se le hayan

causado”.
Cierre de empresas y protección en caso de despidos colectivos

Artículo 67: El Artículo 466 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Empresas

que no son de servicio público.
Las empresas que no sean de servicio público no pueden clausurar labores, total o

parcialmente, en forma definitiva o temporal, sin previa autorización del Ministerio de

Trabajo y Seguridad Social, salvo fuerza mayor o caso fortuito, )" sin perjuicio de las

indemnizaciones a que haya lugar por razón de contratos de trabajo concertados por

un tiempo mayor. Para tal efecto la empresa deberá presentar la correspondiente soli—

citud y en forma simultánea informar por escrito a sus trabajadores tal hecho.

La suspensión de actividades o clausura temporal de la empresa, establecimiento o

negocio, en todo o en parte, hasta por ciento veinte (120) días, suspende los contratos

de trabajo. Cuando la empresa reanudare actividades deberá admitir de preferencia al

personal licenciado, en condiciones no inferiores a las que disfrutaba en el momento

de la clausura. Para tal efecto, deberá avisar a los trabajadores la fecha de reanudación

de labores. Los trabajadores que debidamente avisados no se presenten dentro de los

tres (3) días siguientes, perderán este derecho preferencial.

Parágrafo: El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social resolverá lo relacionado con la solici—

tud en un plazo no mayor de dos meses. El incumplimiento injustificado de este térmi—

no hará incurrir al funcionario responsable en causal de mala conducta, sancionable con

arreglo al régimen disciplinario vigente”.
Artículo 68: El Artículo 40 del Decreto Ley 2351 de 1965 quedará así: “Protección en caso

de despidos colectivos.
1. Cuando algún empleador considere que necesita hacer despidos colectivos de tra—

bajadores, o terminar labores, parcial o totalmente, por causas distintas a las pre—

vistas en los artículos 5º, ordinal 1”, literal d de esta Ley y del Decreto Ley 2351

de 1965, deberá solicitar autorización previa al .Nlinisterio de Trabajo y Seguridad

Social explicando los motivos y acompañando las correspondientes justificaciones,
si fuere el caso. Igualmente deberá comunicar en forma simultánea, por escrito, a

sus trabajadores de tal solicitud.
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Igual autorización se requerirá cuando el empleador por razones técnicas o econó—

micas u otras independientes de su voluntad necesite suspender actividades hasta

por ciento veinte (120) días. En los casos de suspensión de los contratos de trabajo
por fuerza mayor 0 caso fortuito, el empleador debe dar inmediato aviso al inspec—

tor del trabajo del lugar o en su defecto a la primera autoridad política, a fin de que
se compruebe esa circunstancia.
La autorización de que trata el numeral lº de este Artículo podrá concederse en los

casos en que el empleador se vea afectado por hechos tales como la necesidad de
adecuarse a la modernización de procesos, equipos y sistemas de trabajo que ten—

gan por objeto incrementar la productividad o calidad de sus productos; la supre—
sión de procesos, equipos, o sistemas de trabajo y unidades de producción; o cuan—

do éstos sean obsoletos o ineficientes, o que hayan arrojado pérdidas sistemáticas,
o los coloquen en desventaja desde el punto de vista competitivo con empresas o
productos similares que se comercialicen en el país o con los que deba competir
en el exterior; o cuando se encuentre en una situación financiera que lo coloque en
peligro de entrar en estado de cesación de pagos, o quede hecho así haya ocurrido;
o por razones de carácter técnico o económico como la falta de materias primas u
otras causas que se puedan asimilar en cuanto a sus efectos; y en general los que
tengan como causa la consecución de objetivos similares a los mencionados.

Esta solicitud respectiva deberá ir acompañada de los medios de prueba de ca—

rácter ñnanciero, contable, técnico, comercial, administrativo, según el caso, que
acrediten debidamente la misma.
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no podrá calificar un despido como
colectivo sino cuando el mismo afecte en un período de seis (6) meses a un número
de trabajadores equivalente al treinta por ciento (30%) del total de los vinculados
con contrato de trabajo al empleador, en aquellas empresas que tengan un número
superior a diez (10) e inferior a cincuenta (50); al veinte por ciento (20%) en las que
tengan un número de trabajadores superior a cincuenta (50) e inferior a cien (100);
al quince por ciento (15%) en las que tengan un número de trabajadores superior
a cien (100) e inferior a doscientos (200); al nueve por ciento (9%) en las que ten—

gan un número de trabajadores superior a doscientos (200) e inferior a quinientos
(500); al siete por ciento (7%) en las que tengan un número de trabajadores supe—
rior a quinientos (500) e inferior a mi] (1.000) y, al cinco por ciento (5%) en las em—

presas que tengan un total de trabajadores superior a mil (1.000).
No producirá ningún efecto el despido colectivo de trabajadores o la suspensión
temporal de los contratos de trabajo, sin la previa autorización del .Nlinisterio de
Trabajo y Seguridad Social, caso en el cual se dará aplicación al Artículo 140 del
Código Sustantivo del Trabajo.
Cuando un empleador o empresa obtenga autorización del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social para el cierre definitivo, total 0 parcial, de su empresa, o para
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efectuar un despido colectivo, deberá pagar a los trabajadores afectados con la me—

dida, la indemnización legal que le habría correspondido al trabajador si el despi—

do se hubiera producido sin justa causa legal. Si la empresa o el empleador tiene

un patrimonio líquido gravable inferior a mil (1.000) salarios mínimos mensuales,
el monto de la indemnización será equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la

antes mencionada.
7. En las actuaciones administrativas originadas por las solicitudes de que trata este Ar—

tículo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá pronunciarse en un térmi—

no de dos (2) meses. El incumplimiento injustificado de este término hará incurrir al

funcionario responsable de causal de mala conducta sancionable con arreglo al régi—

men disciplinario vigente”.
Artículo 69: El Artículo 39 del Decreto Ley 2351 de 1965 quedará así: “Cuota por bene—

ficio convencional.
Los trabajadores no sindicalizados, por el hecho de beneficiarse de la convención

colectiva, deberán pagar al sindicato, durante su vigencia, una suma igual a la cuota or—

dinaria con que contribuyen los afiliados al sindicato”.
Artículo 70: El Artículo 481 del Código Sustantivo del Trabajo quedará así: “Celebración

y efectos.
Los pactos entre empleadores y trabajadores no sindicalizados se rigen por las dis—

posiciones establecidas en los Títulos II y 111, Capítulo I, Parte Segunda del Código
Sustantivo del Trabajo, pero solamente son aplicables a quienes los hayan suscrito o

adhieran posteriormente a ellos”.
Artículo 71: Adiciónase al Capítulo II del Título II Parte Tercera del Código Sustantivo del

Trabajo, el siguiente Artículo: Prohibición. Cuando el sindicato o sindicatos agrupe más

de la tercera parte de los trabajadores de una empresa, ésta no podrá suscribir pactos co—

lectivos o prorrogar los que tenga vigentes.
Empresas de servicios temporales

Artículo 72: Es empresa de servicios temporales aquella que contrata la prestación de ser—

vicios con terceros beneficiarios para colaborar temporalmente en el desarrollo de sus
actividades, mediante la labor desarrollada por personas naturales, contratadas direc—

tamente por la Empresa de Servicios Temporales, la cual tiene con respecto de éstas el

carácter de empleador.
Artículo 73: Las empresas de servicios temporalcs deberán constituirse como personas ju—

rídicas y tendrán como único objeto el previsto en el Artículo anterior.

Artículo 74: Se denomina usuario, toda persona natural o jurídica que contrate los servi—

cios de las empresas de servicios temporales.
Artículo 75: Los trabajadores vinculados alas empresas de servicios temporales son de dos ca—

tegorías: trabajadores de planta y trabajadores en misión. Los trabajadores de planta son

los que desarrollan su actividad en las dependencias propias de las empresas de servicios

temporales. Trabajadores en misión son aquellos que la empresa de servicios temporales
envía a las dependencias de sus usuarios a cumplir la tarea o servicio contratado por éstos.
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Artículo 76: A los trabajadores en misión se les aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en
el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas del régimen laboral. Así como lo es—

tablecido en la presente Ley.

Artículo 77: Los trabajadores en misión tienen derecho a la compensación monetaria por va—

caciones y primas de servicios proporcional al tiempo laborado, cualquiera que éste sea.
Artículo 78: Los usuarios de las empresas de servicios temporales sólo podrán contratar

con éstas en los siguientes casos:
1. Cuando se trate de las labores ocasionales, accidentales o transitorias a que se refie—

re el Artículo 6º del Código Sustantivo del Trabajo.
2. Cuando se requiere reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en inca—

pacidad por enfermedad o maternidad.
3. Para atender incrementos en la producción, el transporte, las ventas de productos

o mercancías, los períodos estacionales de cosechas y en la prestación de servicios,
por un término de seis (6) meses prorrogable hasta por seis (6) meses más.

Artículo 79: La empresa de servicios temporales es responsable de la salud ocupacional de
los trabajadores en misión, en los términos de las leyes que rigen la materia para los

trabajadores permanentes.
Cuando el servicio se preste en oficios o actividades particularmente riesgosas, 0

los trabajadores requieran de un adiestramiento particular en cuanto a prevención de
riesgos, o sea necesario el suministro de elementos de protección especial, en el contra—

to que se celebre entre la empresa de servicios temporales y el usuario se determinará

expresamente la forma como se atenderán estas obligaciones. No obstante, este acuer—

do no libera a la empresa de servicios temporales de la responsabilidad laboral frente
al trabajador en misión.

Artículo 80: Los trabajadores en misión tendrán derecho a un salario ordinario equivalen—

te al de los trabajadores de la empresa usuaria que desempeñen la misma actividad,
aplicando para el efecto las escalas de antigiiedad vigentes en la empresa. Igualmente,
tendrán derecho a gozar de los beneficios que el usuario tenga establecidos para sus tra—
bajadores en el lugar de trabajo, en materia de transporte, alimentación y recreación.

Parágrafo transitorio. Los contratos de los trabajadores en misión vinculados a las empresas
de servicios temporales con anterioridad a la vigencia de esta Ley, serán reajustados en
un plazo de doce (12) meses de conformidad con lo expresado en este Artículo.

Artículo 81: Las empresas de servicios temporales no podrán prestar sus servicios a usua—

rias con las que tengan vinculación económica en los términos de que trata el Capítulo
XI del Libro Segundo del Código de Comercio.

Artículo 82: Los contratos celebrados entre las empresas de servicios temporales _v los

usuarios, deberán:
]. Constar por escrito.
2. Hacer constar que la empresa de servicio temporal se sujetará a lo dispuesto por la

Ley para efectos del pago de salarios, prestaciones sociales, horas extras, recargos
diurnos y nocturnos, dominicales y festivos.
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3. Especificar la compañía aseguradora, el número de la póliza, vigencia y monto con la

cual se garantiza el cumplimiento de las obligaciones laborales de las empresas de ser—

vicios temporales con los trabajadores en misión.
4. Determinar la forma de atención de las obligaciones que en materia de salud ocupa—

cional se tiene para con los trabajadores en misión, cuando se trate de las circunstan—

cias establecidas en el Artículo 78 de la presente Ley.

Artículo 83: El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social aprobará las solicitudes de auto—

rización de funcionamiento a las empresas de servicios temporales que cumplan con
los requisitos exigidos en esta Ley.

Artículo 84: Para efectos de la autorización contemplada en el Artículo anterior, a las soli—

citudes se deben acompañar los siguientes requisitos:
1. Escritura pública de constitución y certificado de existencia _v representación legal

expedido por la Cámara de Comercio.
2. Acreditar un capital social pagado igual o superior a trescientas veces el salario mí—

nimo legal mensual vigente en el momento de la constitución.
3. El reglamento interno de trabajo de que trata el Artículo 85 de esta Ley.

Allegar los formatos de los contratos de trabajo que celebren con sus trabajadores

y con los usuarios del servicio.
3. Constituir una garantía con una compañía de seguros legalmente establecida en

Colombia, en favor de los trabajadores de la respectiva empresa, en cuantía no in—

ferior a quinientas veces el salario mínimo mensual vigente, para asegurar salarios,

prestaciones sociales e indemnizaciones laborales de los trabajadores, en caso de

iliquidez de la empresa. La póliza correspondiente debe depositarse en el Minis—

terio de Trabajo y Seguridad Social, el cual podrá hacerla efectiva por solicitud de
los trabajadores beneficiarios de la garantía.
La cuantía de esta garantía debe actualizarse anualmente, tomando como base las

modificaciones al salario mínimo legal vigente.
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrá exigir una cuantía mayor cuan—

do así lo amerite el número de trabajadores en misión vinculados a la empresa de ser—

vicios temporales.
Una vez cumplidos los anteriores requisitos, el Ministerio de Trabajo y Seguridad

Social autorizará el funcionamiento de la respectiva empresa de servicios temporales,
mediante resolución motivada.

Articulo 85: Toda reforma estatutaria de las empresas de servicios temporales será co—

municada al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dentro de los treinta (30)
días siguientes a su protocolización, para los fines de inspección _v vigilancia que
sean del caso.

Artículo 86: Las empresas de servicios temporales deberán presentar, para la aprobación
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, un reglamento interno de trabajo que
contendrá disposiciones especiales, relativas a los derechos y obligaciones de los tra—

bajadores en misión.
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Artículo 87: Para otorgar licencias de funcionamiento del establecimiento, las alcaldías
de todo el territorio nacional, además de los requisitos comunes a todos los estableci—

mientos comerciales, exigirán a las empresas de servicios temporales, la resolución de
aprobación expedida por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, debidamente
ejecutoriada.

Artículo 88: Las alcaldías, para renovar la licencia de funcionamiento a que se refiere el
Artículo anterior, exigirán a las empresas de servicios temporales la presentación de la

aprobación vigente expedida por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
Artículo 89: Las empresas de servicios temporales quedan obligadas a presentar ante el

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, los informes estadísticos que éste le solici—

te relacionados con su oferta y demanda de mano de obra, frecuencia de colocación,
ocupación, sectores de actividad económica atendidos, cuantías y escalas de remune—
ración. El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social reglamentará la manera de pre—

sentar dichos informes.
Artículo 90: Las empresas de servicios temporales no podrán prestar sus servicios a usua—

rios cuyos trabajadores se encuentren en huelga.
Artículo 91: El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no podrá autorizar el funciona—

miento de empresas de servicios temporales cuando algunos de los socios, el represen—
tante legal, o el administrador hayan pertenecido, en cualquiera de estas calidades, a
otra empresa de servicios temporales sancionada con suspensión 0 cancelación de la
autorización de funcionamiento, dentro de los últimos cinco (5) años.

Artículo 92: Además de sus funciones ordinarias, el Ministerio de Trabajo y Seguridad So—

cial, ejercerá el control y la vigilancia de las empresas de servicios temporales, a efectos
de garantizar el cumplimiento de las normas contenidas en el Código Sustantivo del
Trabajo y la presente Ley.

Artículo 93: El Ministerio de Trabajo _v Seguridad Social suspenderá o cancelará las au—

torizaciones de funcionamiento otorgadas a las empresas de servicios temporales, de
acuerdo con el reglamento que para los efectos de la presente Ley expida el Gobierno
Nacional.

Artículo 94: El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social investigará e impondrá multas
sucesivas hasta de cien (100) salarios mínimos legales mensuales a las personas que de—

sarrollen la actividad de las empresas de servicios temporales sin la respectiva autori—

zación, mientras subsista la infracción. La misma sanción será impuesta al usuario que
contrate con personas que se encuentren en la circunstancia del inciso anterior.

Artículo 95: De la reglamentación sobre empresas de servicios temporales, están excluidas
las empresas que prestan servicios diferentes al envío de trabajadores en misión, como
las de suministro de alimentación y las que realizan labores de aseo. Las empresas de
servicios temporales existentes al momento de entrar en vigencia la presente Ley, de—

berán acreditar los requisitos exigidos en esta disposición, dentro de los seis (6) meses
siguientes.
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Intermediación laboral
Artículo 96: La actividad de intermediación de empleo podrá ser gratuita u onerosa pero

siempre será prestada en forma gratuita para el trabajador y solamente por las perso—

nas naturales, jurídicas o entidades de derecho público autorizadas por el Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social.

Artículo 97: El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social autorizará a las entidades priva—

das o públicas que desarrollen actividades de intermediación laboral a fin de establecer

un Sistema Nacional de Intermediación. Para tales efectos el Gobierno Nacional ex—

pedirá los reglamentos necesarios.

Vigilancia y control

Artículo 98: El ordinal 2º del Artículo 41 del Decreto Le_v 2351 de 1965, modificado por el

Artículo 24 de la Ley 11 de 1984, quedará así:

2. Los funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que indique el Go—

bierno, tendrán el carácter de autoridades de policía para todo lo relacionado con
la vigilancia _v control de que trata el numeral anterior, y están facultados para im—

poner cada vez multas equivalentes al monto de una (1) a cien (100) veces el sala—

rio mínimo mensual más alto vigente según la gravedad de la infracción _v mientras
ésta subsista, con destino al Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA).

Auxilio de resan¡ía
Artículo 99: El auxilio de cesantía estará sometido a los siguientes regímenes:

l. El régimen tradicional del Código Sustantivo del Trabajo, contenido en el Capítulo
VII, Título VIII, Parte Primera y demás disposiciones que lo modifiquen o adicio—

nen, al cual continuará rigiendo los contratos de trabajo celebrados con anteriori—

dad a la vigencia de esta Ley.
El régimen especial que por esta Ley se crea, que se aplicará obligatoriamente a los

contratos de trabajo celebrados a partir de su vigencia.
Parágrafo: Los trabajadores vinculados mediante contrato de trabajo celebrados con ante—

rioridad a la vigencia de esta Ley, podrán acogerse al régimen especial señalado en el

numeral segundo del presente Artículo, para lo cual es suficiente la comunicación es—

crita, en la cual señale la fecha a partir de la cual se acoge.
Artículo 100: El nuevo régimen especial del auxilio de cesantía, tendrá las siguientes

características:
1. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la

anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en
fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo.

El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del doce por ciento (12%)
anual o proporcionales por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el

régimen tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la frac—

ción que se liquide definitivamente.
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3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febre—

ro del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de
cesantía que el mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá

pagar un día de salario por cada día de retardo.
4. Si al término de la relación laboral existieren saldos de cesantía a favor del trabaja—

dor que no hayan sido entregados al Fondo, el empleador se los pagará directamen—

te con los intereses legales respectivos.
5. Todo trabajador podrá trasladar su saldo de un fondo de cesantía a otro de la misma

naturaleza. El Gobierno fijará el procedimiento que deba seguirse para el efecto.
6. Los Fondos de Cesantía serán administrados por las sociedades cuya creación se

autoriza, y cuyas características serán precisadas en los decretos que dicte el Go—

bierno Nacional, en orden a:

a. Garantizar una pluralidad de alternativas institucionales para los trabajadores,
en todo el territorio nacional;

b. Garantizar que la mayor parte de los recursos captados pueda orientarse hacia
el financiamiento de actividades productivas.

7. Todos los aspectos que no se modifiquen específicamente por esta Ley, continua—
rán regulados por las normas vigentes del régimen tradicional relativas al auxilio
de cesantía.

Parágrafo: En el evento que los empleadores deban efectuar la liquidación y consignación
de la cesantía a que se refiere este Artículo y no existan suficientes sociedades adminis—
tradoras de fondos de cesantía autorizadas para funcionar, el Gobierno Nacional po—

drá transitoriamente autorizar a otras entidades u ordenar a las instituciones financie—

ras con participación estatal mayoritaria para que cumplan las funciones de sociedades
administradoras de fondos de cesantía.

Artículo 101: Las juntas directivas de las sociedades administradoras de los fondos, habrá
una representación paritaria de trabajadores y empleadores de conformidad con los

reglamentos que para el efecto expida el Gobierno Nacional. Lo anterior, sin perjuicio
de la participación que corresponde a los accionistas por derecho propio.

Artículo 102: Las sociedades administradoras de fondos de cesantía invertirán los recur—

sos de los mismos con el fin de garantizar su seguridad, rentabilidad y liquidez, en las
condiciones y con sujeción a los límites que para el efecto establezca la Comisión Na—

cional deValores. Esta entidad, para el efecto, deberá oír previamente a una Comisión
designada por el Consejo Nacional Laboral.

Así mismo, abonarán trimestralmente a cada trabajador afiliado y a prorrata de sus
aportes individuales, la parte que le corresponda en los rendimientos obtenidos por el
fondo durante el respectivo período.

La rentabilidad del fondo no podrá ser inferior a la tasa efectiva promedio de cap—

tación de los bancos y corporaciones financieras para la expedición de Certificados de
Depósito a Término con un plazo de noventa (90) días (DTF), la cual será certificada
para cada periodo por el Banco de la República.
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En caso de que lo fuere, deberá responder a través de uno de los siguientes
mecanismos:
a. Con su propio patrimonio, o

b. Con la reserva de estabilización de rendimientos que establezca la Superintenden—
cia Bancaria. Si la rentabilidad resultare superior podrá cobrar la Comisión de Ma—

nejo que señale para tal efecto la Superintendencia Bancaria.

Artículo 103: El trabajador afiliado a un fondo de cesantía sólo podrá retirar las sumas abo—

nadas en su cuenta en los siguientes casos:
1. Cuando termine el contrato de trabajo. En este evento la Sociedad Administradora

entregará al trabajador las sumas a su favor dentro de los cinco (5) días siguientes
a la presentación de la solicitud.

2. En los eventos en que la legislación vigente autoriza la liquidación y pago de cesan—

tía durante la vigencia del contrato de trabajo. El valor de la liquidación respectiva
se descontará del saldo del trabajador desde la fecha de la entrega efectiva.

3. Para financiar los pagos por concepto de matrículas del trabajador, su cónyuge,
compañera o compañero permanente y sus hijos, en entidades de educación supe—

rior reconocidas por el Estado. En tal caso el fondo girará directamente a la enti—

dad educativa y descontará el anticipo del saldo del trabajador, desde la fecha de la

entrega efectiva.
Artículo 104: Los fondos de cesantía tendrán la garantía del fondo de garantías de institu—

ciones financieras.
Artículo 105: De las liquidaciones de cesantía que se efectúen el 31 de diciembre de cada

año el empleador deberá entregar al trabajador un certificado sobre su cuantía.
La Sociedad Administradora del fondo de cesantía podrá representar al trabajador

en las acciones que se adelanten con motivo del incumplimiento del empleador en la

liquidación o pago del auxilio de cesantía.
En los eventos en que el empleador esté autorizado para retener o abonar prés—

tamos 0 pignoraciones el pago del auxilio de cesantía, podrá solicitar a la Sociedad
Administradora la retención correspondiente y la realización del procedimiento que
señalen las disposiciones laborales sobre el particular.

Los préstamos de vivienda que el empleador otorgue al trabajador podrán ser ga—

rantizados con la pignoración del saldo que éste último tuviere en el respectivo fondo
de cesantía, sin que el valor de la garantía exceda al del préstamo.

Artículo 106: La Comisión Nacional de Valores podrá autorizar a las sociedades adminis—

tradoras de fondos de cesantía para que inviertan un porcentaje de sus recursos en los

títulos inscritos en el Registro Nacional de Valores que, en los casos previstos por la

Ley, emitan los empleadores o las organizaciones en que participen los trabajadores
añliados como cooperativas y fondos de empleados, entre otros.

Artículo 107: Las sociedades administradoras de fondos de cesantía podrán celebrar con—

tratos con entidades financieras para que éstas últimas se encarguen de las operacio—

nes de recaudo, pago y transferencia de los recursos manejados por las mismas, en las
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condiciones que determine el Gobierno Nacional, con el fin de que dichas operaciones
puedan ser realizadas en todo el territorio nacional.

Disposiciones varías
Artículo 108: La denominación “patrono” utilizada en las disposiciones laborales vigentes

se entiende reemplazada por el término “empleador”.
Artículo 109: De conformidad con el numeral 12 del Artículo 76 de la Constitución Nacio—

nal, revistese al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término
de un año, contado a partir de la vigencia de la presente Ley para reformar los códigos
Sustantivo y Procesal del Trabajo en las materias que a continuación se precisan:
1. Del Código Sustantivo del Trabajo: Para que se modifique la definición de empresa

contenida en el Artículo 194 del Código Sustantivo del Trabajo.
2. Del Código Procesal del Trabajo:

a.

g.

Para aumentar o disminuir la planta de personal de funcionarios y empleados
de la rama jurisdiccional en el ramo laboral y determinar las funciones de la

misma;
Para ajustar el trámite de los procesos laborales a la informática y las técnicas
modernas;
Para precisar los órganos que ejercen la jurisdicción en materia laboral, pu—

diendo crear juzgados laborales municipales, redistribuir competencias y fijar
cuantías;
Para modiñcar el procedimiento laboral, agilizar las distintas etapas del mismo

y señalar términos;
Para modiñcar las etapas actuales del procedimiento, del sistema probatorio,
las audiencias, la oportunidad para la aportación de pruebas, regular la trami—

tación de las excepciones, nulidades e incidentes y agilizar su resolución;
Para definir lo relacionado con las providencias judiciales y regular la manera
de notiñcarlas y lo relacionado con los recursos;
Para establecer las normas para el trámite de los procesos especiales.

Artículo 110: De conformidad con el ordinal 12 del Artículo 76 de la Constitución Política,
revistese al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de
un (1) año contado a partir de la vigencia de la presente Ley, para:
1. Establecer el régimen jurídico y financiero de las sociedades administradoras de

los fondos de cesantía, cuya vigilancia y control será ejercido por la Superinten—
dencia Bancaria.

2. Establecer los mecanismos que garanticen una estructura propietaria democrática
de las sociedades administradoras de los fondos de cesantía expidiendo las dispo—

siciones que fueren necesarias.
3. Adecuar el régimen de cesantía a las disposiciones del subsidio familiar de vivienda.

Artículo 111: Para asesorar al Presidente de la República en el ejercicio de las facultades
extraordinarias concedidas en los artículos 108 _v 109 esta Ley, intégrase una Comisión
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constituida por tres (3) senadores y tres (3) representantes miembros de las Comisio—

nes Séptimas Constitucionales Permanentes, designados por las mesas directivas de
las mismas.

Artículo 112: Sin perjuicio de las facultades conferidas en el Artículo 108 de esta Ley, fa—

cúltase igualmente al Presidente de la República por el mismo período, para expedir
un Estatuto Laboral de numeración continua de tal forma que se armonicen en un solo

cuerpo jurídico las diferentes normas que regulan las relaciones de derecho individual
de trabajo de carácter particular y las de derecho colectivo de trabajo, oficiales y parti—

culares. Para tal efecto, se podrá reordenar la numeración de las diferentes disposicio—

nes laborales 3' eliminar aquéllas que se encuentren repetidas o derogadas, sin que, en
ningún caso, se altere su contenido.

Artículo 113: De conformidad con el ordinal 12 del Artículo 76 de la Constitución Política,
revistese al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de
seis (6) meses contados a partir de la vigencia de la presente Ley, para modificar o adi—

cionar las normas de la Ley 21 de 1988, de los decretos extraordinarios 1586 y 1590 de
1989, _v las demás disposiciones relacionadas con los siguientes aspectos:
a. Pensiones de jubilación de carácter especial para los empleados oficiales vinculados

a la Empresa Ferrocarriles Nacionales de Colombia en Liquidación;
b. Régimen de terminación de los contratos de trabajo y relaciones legales )“ regla—

mentarias de los mencionados empleados oficiales;

c. Indemnización en caso de terminación de los contratos de trabajo que vinculen a

los trabajadores oficiales de la Empresa Ferrocarriles Nacionales de Colombia en
Liquidación;
Para el desarrollo de las facultades de que trata el inciso anterior se tendrán en

cuenta los siguientes lineamientos:
a. El objeto de las normas que se dicten es el de facilitar el proceso de liquidación de

la Empresa Ferrocarriles Nacionales de Colombia en Liquidación.
b. Con la anterior finalidad, el Gobierno podrá ampliar el régimen especial de pensio—

nes de jubilación, manteniendo criterios de proporcionalidad en relación con los

requisitos exigidos para la pensión plena;
c. De igual forma se podrá establecer un régimen superior al legal o comencionalmen—

te previsto para los trabajadores oficiales, a fin de promover la desvinculación de los

mismos sin sujeción a lo dispuesto en el Artículo 12 de la Ley 21 de 1988 y en las

normas que lo desarrollan y reconocer una bonificación por servicios prestados para
los empleados públicos.
El Presidente de la República para los efectos expresados en el presente Artícu—

lo estará asesorado por una comisión integrada así: el Ministro de Obras Públicas

y Transporte; el ¿Ministro de Hacienda y Crédito Público; el Níinistro de Trabajo y
Seguridad Social; el Jefe del Departamento Nacional de Planeación; el Gerente li—

quidador de la Empresa Ferrocarriles Nacionales de Colombia en Liquidación, y un
delegado de las asociaciones sindicales _Y de pensionados escogido por el N1inistro de
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Obras Públicas y Transporte de sendas listas de cinco miembros que le remitan las

respectivas organizaciones. La Presidencia de la Comisión Asesora corresponde al Mi—

nistro de Obras Públicas y Transporte.
Los Ministros y el Jefe del Departamento Nacional de Planeación podrán delegar

en sus subalternos, hasta el nivel de Director General, la función a que se refiere este
Artículo.

Artículo 114: Créase el Fondo de Prestaciones de los Pensionados de las Empresas Produc—
toras de Metales Preciosos, como una cuenta sin personería jurídica, que será adminis—
trado por el Instituto de los Seguros Sociales para atender exclusivamente el pago de las
pensiones a los trabajadores que cumplan los requisitos para obtener la respectiva pen—
sión con anterioridad a la vigencia de la presente Ley y el pago de las correspondientes
mesadas a los actuales pensionados de dichas empresas, previa reglamentación que ex—

pida el Gobierno Nacional. Para ser beneficiario de este Fondo se requiere:
1. Que la empresa de la cual se hubiere obtenido la pensión o en la cual se cumpla con

los requisitos para obtenerla antes de la vigencia de esta Ley, se encuentre en proceso
de liquidación y disolución o haya sido liquidada.

2. Que la respectiva empresa no haya efectuado las cotizaciones al Instituto de los Se—

guros Sociales y que a criterio de la Superintendencia de Sociedades no puedan
atender la cancelación de dichas pensiones.

Parágrafo: Facúltase al Presidente de la República para reglamentar el Fondo de que tra—

ta el presente Artículo dentro de los tres (3) meses siguientes contados a partir de
la vigencia de esta Ley; y para que provea en el mismo término, los recursos de su
financiación.

Artículo 115: De conformidad con el numeral 12 del Artículo 76 de la Constitución Polí—

tica, facúltase al Presidente de la República por el término de seis (6) meses contados
a partir de la vigencia de esta Ley, para crear el Fondo de Prestaciones del Instituto de
Investigaciones Tecnológicas con el objeto de garantizar la continuidad en las activi—

dades de dicha entidad en el marco de la reestructuración que al efecto diseñe el pro—
pio Gobierno.

Artículo 116: Facúltase al Gobierno para abrir los créditos y efectuar los traslados presu—

puestales y demás operaciones necesarias para el cumplimiento de la presente Ley.
Artículo 117: Quedan derogados los artículos 358 ordinal 2º, 379 literal a, 397, 427, 437,

438, 439, 440, 441 y 442 del Código Sustantivo del Trabajo, Artículo 1“ de la Ley 65 de
1966 y demás disposiciones que sean contrarias a la presente Ley.

Artículo 118: La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.

CESAR GAVIRIA TRUJILLO
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L ey 6 0 d e l 9 9 0
(por la cual se reviste el Presidente de la República

de facultades extraordinarias para modificar
la nomenclatura, escalas de remuneración, el régimen

de comisiones, viáticos y gastos de representación
y tomar otras medidas en relación con los empleados

del sector público del orden nacional)

Artículo lº: De conformidad con el ordinal 12 del Artículo 76 de la Constitución Política,

revistese al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de

quince (15) días calendario, contados a partir de la vigencia de esta Ley, para los si—

guientes efectos:
1. Fijar la nomenclatura de los empleados públicos, sus escalas de remuneración y el

régimen correspondiente de comisiones, viáticos y gastos de representación de las

distintas ramas y organismos del poder público así:

La Rama Ejecutiva en el orden nacional; los empleados del Congreso Nacional;
la Rama Jurisdiccional; el Ministerio Público; la Dirección Nacional de la Carrera

judicial, y las direcciones de Instrucción Criminal; el Tribunal Superior Discipli—

nario; la Registraduría Nacional del Estado Civil; y la Contraloría General de la

República.
2. Fijar escalas de remuneración y el régimen de comisiones, viáticos y gastos de re—

presentación de los empleados públicos pertenecientes a las empresas industriales

y comerciales del Estado en el orden nacional y las sociedades de economía mixta

sometidas al régimen de dichas empresas.
En ningún caso las juntas o consejos directivos podrán incrementar la remune—

ración de los empleados públicos de las entidades a que se refiere este numeral.

3. Fijar las asignaciones mensuales de los oficiales )" suboñciales de las Fuerzas Mi—

litares; de los oficiales, suboficiales y agentes de la Policía Nacional; del personal
civil de la Defensa Nacional, el régimen de viáticos de los oficiales, suboficiales y

agentes de la Casa Militar de la Presidencia de la República.
4. Señalar las bonificaciones mensuales de los alféreces, guardiamarinas, pilotines,

grumetes, soldados y alumnos de las escuelas de formación de las Fuerzas Milita—

res y de la Policía Nacional.
Parágrafo: Para el uso de estas facultades se podrá establecer incrementos de salarios diferen—

ciales a nivel de cada una de las entidades y organismos del sector público, procurando que
los mayores incrementos se den en aquellos que generen ahorro en los rubros de gastos

por servicios personales y gastos generales.

Artículo 2º: De conformidad con el ordinal 12 del Artículo 76 de la Constitución Política, re—

vístase al Presidente de la República de facultades extraordinarias por el término de seis (6)

meses, contados a partir de la Vigencia de la presente Ley, para adoptar las siguientes medi—

das en relación con los empleos de las distintas ramas y organismos del poder público.
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1. Determinar las condiciones del retiro de los funcionarios. En desarrollo de esta fa—

cultad podrán establecer sistemas especiales de retiro del servicio mediante com—

pensación pecuniaria, como la insubsistencia con indemnización y el retiro volun—

tario mediante bonificación, para lo cual se precisará la naturaleza de estas figuras,
los eventos y requisitos para su aplicación, el monto y condiciones de la indemni—
zación y bonificación que se pagará, y el procedimiento para su reconocimiento.

2. Establecer un sistema mediante el cual se otorguen estímulos para los mejores em—

pleados oficiales.
3. Modificar el régimen de la prima técnica, para que además de los criterios existen—

tes en la legislación actual, se permita su pago ligado a la evaluación del desempe—
ño y sin que constituya factor salarial. Para el efecto, se determinará el campo y la

temporalidad de su aplicación, y el procedimiento, requisitos y criterios para su
asignación.

4. Establecer un sistema de control y autorizaciones en relación con la negociación de
futuras convenciones colectivas de trabajo por parte de las juntas directivas y los re—

presentantes legales de las empresas industriales y comerciales del Estado y de los es—

tablecimientos públicos del orden nacional, así como parte de los titulares de los mi—

nisterios, departamentos administrativos y demás organismos y entidades del sector
público nacional.

Artículo 3“: En ningún caso podrán los directivos de las empresas industriales y comercia—
les del Estado y de las sociedades de economía mixta sometidas al régimen de dichas
empresas, autorizar remuneraciones y prestaciones para los trabajadores oñciales de la
respectiva entidad que anualmente excedan lo percibido por el representante legal de
la misma.

Artículo 4º: Esta Ley rige desde la fecha de su publicación.

CESAR GAVIRIA TRUJILLO

Ley 100 de 1993
(por la cual se crea el sistema de Seguridad Social Integral y se

dictan otras disposiciones)

Preámbulo
La Seguridad Social Integral es el conjunto de instituciones, normas )“ procedi—

mientos, de que disponen la persona _v la comunidad para gozar de una calidad de
vida, mediante el cumplimiento progresivo de los planes y programas que el Estado
y la sociedad desarrollen para proporcionar la cobertura integral de las contingencias,
especialmente las que menoscaban la salud y la capacidad económica, de los habitantes
del territorio nacional, con el fm de lograr el bienestar individual y la integración de la
comunidad.
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Título preliminar: Sistema de Seguridad Social Integral

Capítulo 1: principios generales
Artículo lº: Sistema de Seguridad Social Integral.

El Sistema de Seguridad Social Integral tiene por objeto garantizar los derechos

irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener la calidad de vida acorde con
la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que la afecten.

El Sistema comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y

los recursos destinados a garantizar la cobertura de las prestaciones de carácter econó—

mico, de salud y servicios complementarios, materia de esta Ley, u otras que se incor—

poren normativamente en el futuro.

Artículo 2º: Principios.
El servicio público esencial de seguridad social se prestará con sujeción a los prin—

cipios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, unidad y participación:

a. Eficiencia. Es la mejor utilización social y económica de los recursos administrati—

vos, técnicos y ñnancieros disponibles para que los beneficios a que da derecho la

seguridad social sean prestados en forma adecuada, oportuna y suficiente;
Universalidad. Es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna

discriminación, en todas las etapas de la vida;
Solidaridad. Es la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones,
los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del más

fuerte hacia el más débil;
Es deber del Estado garantizar la solidaridad en el régimen de Seguridad Social

mediante su participación, control y dirección del mismo;
Los recursos provenientes del erario público en el Sistema de Seguridad se aplica—

rán siempre a los grupos de población más vulnerables;

Integralidad. Es la cobertura de todas las contingencias que afectan la salud, la ca—

pacidad económica y en general las condiciones de vida de toda la población. Para

este efecto cada quien contribuirá según su capacidad y recibirá lo necesario para
atender sus contingencias amparadas por esta Ley;
Unidad. Es la articulación de políticas, instituciones, regímenes, procedimientos

y prestaciones para alcanzar los fines de la seguridad social; y
Participación. Es la intervención de la comunidad a través de los beneñciarios de la

seguridad social en la organización, control, gestión y fiscalización de las institu—

ciones y del Sistema en su conjunto.
Parágrafo: La seguridad social se desarrollará en forma progresiva, con el objeto de amparar

a la población y la calidad de vida.
Artículo 3º: Del derecho a la seguridad social.

El Estado garantiza a todos los habitantes del territorio nacional, el derecho irre—

nunciable a la seguridad social.
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Este servicio será prestado por el Sistema de Seguridad Social Integral, en orden

a la ampliación progresiva de la cobertura a todos los sectores de la población, en los

términos establecidos por la presente Ley.

Artículo 4”: Del servicio público de seguridad social.

La seguridad social es un servicio público obligatorio, cuya dirección, coordinación

y control está a cargo del Estado y que será prestado por las entidades públicas o pri—

vadas en los términos y condiciones establecidos en la presente Ley.

Este servicio público es esencial en lo relacionado con el Sistema General de Segu—

ridad Social en Salud. Con respecto al Sistema General de Pensiones es esencial sólo

en aquellas actividades directamente vinculadas con el reconocimiento y pago de las

pensiones.

Capítulo II: sistema de seguridad social integral
Artículo Sº: Creación.

En desarrollo del Artículo 48 de la Constitución Política, organizase el Sistema de

Seguridad Social Integral cuya dirección, coordinación y control estará a cargo del Es—

tado, en los términos de la presente Ley.

Artículo 6º: Objetivos.
El Sistema de Seguridad Social Integral ordenará las instituciones y los recursos

necesarios para alcanzar los siguientes objetivos:
1. Garantizar las prestaciones económicas y de salud a quienes tienen una relación labo—

ral o capacidad económica suficiente para añliarse al Sistema.
2. Garantizar la prestación de los servicios sociales complementarios en los términos

de la presente Ley.
3. Garantizar la ampliación de cobertura hasta lograr que toda la población acceda al

sistema, mediante mecanismos que en desarrollo del principio constitucional de so—

lidaridad, permitan que sectores sin la capacidad económica suñciente como campe—

sinos, indígenas y trabajadores independientes, artistas, deportistas, madres comu—

nitarias, accedan al sistema y al otorgamiento de las prestaciones en forma integral.
El Sistema de Seguridad Social Integral está instituido para uniñcar la normativi—

dad y la planeación de la seguridad social, así como para coordinar a las entidades pres—

tatarias de las mismas, para obtener las ñnalidades propuestas en la presente Ley.

Artículo 7º: Ámbito de acción.
El Sistema de Seguridad Social Integral garantiza el cubrimiento de las contingencias

económicas y de salud, y la prestación de servicios sociales complementarios, en los tér—

minos )' bajo las modalidades previstas por esta Ley.
Artículo 8”: Conformación del Sistema de Seguridad Social Integral.

El Sistema de Seguridad Social Integral es el conjunto armónico de entidades pú—

blicas y privadas, normas y procedimientos y está conformado por los regímenes ge—

nerales establecidos para pensiones, salud, riesgos profesionales y los servicios sociales
complementarios que se deñnen en la presente Ley.
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Artículo 9º: Destinación de los recursos.
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la seguridad

social para fines diferentes a ella.

Libro 1: sistema
general de pensiones

Título I: disposiciones generales

Capítulo I: objeto y características
del sistema general de pensiones

Artículo 10": Objeto del Sistema General de Pensiones.
El Sistema General de Pensiones tiene por objeto garantizar a la población, el am—

paro contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante
el reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente
Ley, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de
población no cubiertos con un sistema de pensiones.

Artículo 11: Nlodiñcado por el Artículo lº de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Campo de aplicación.
El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente Ley, se aplicará a todos

los habitantes del territorio nacional, conservando )" respetando, adicionalmente todos
los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos
conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones co—

lectivas de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta Ley hayan cumplido los

requisitos para acceder a una pensión o se encuentren pensionados por jubilación, ve—

jez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioñcial

en todos los órdenes del Régimen de Prima Media _v del sector privado en general.
Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y

que el Tribunal de Arbitramento dirima las diferencias entre las partes”.
Artículo 12: Regímenes del Sistema General de Pensiones.

El Sistema General de Pensiones está compuesto por dos regímenes solidarios ex—

cluyentes pero que coexisten, a saber:
a. Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Deñnida.
b. Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.

Artículo 13: Características del Sistema General de Pensiones.
El Sistema General de Pensiones tendrá las siguientes características:

a. Literal modificado por el Artículo 2" de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “La añliación es obligatoria para todos los trabajadores dependientes e

independientes”;
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La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el Artículo ante—

rior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará

por escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El empleador

o cualquier persona natural o jurídica que desconozca este derecho en cualquier

forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso lº del Artículo 271 de

la presente Ley;
Los añliados tendrán derecho al reconocimiento y pago de las prestaciones y de las

pensiones de invalidez, de vejez y de sobrevivientes, conforme a lo dispuesto en la

presente Ley;
La añliación implica la obligación de efectuar los aportes que se establecen en
esta Ley;
Literal modiñcado por el Artículo 2” de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régi—

men de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, éstos sólo

podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a par—

tir de la selección inicial. Después de un año de la vigencia de la presente Ley, el

añliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos

para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez”;
Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos re—

gímenes, se tendrán en cuenta la suma de las semanas cotizadas con anterioridad a

la vigencia de la presente Ley, al Instituto de los Seguros Sociales o a cualquier caja,

fondo o entidad del sector público o privado, o el tiempo de servicio como servidores

públicos, cualquiera sea el número de semanas cotizadas o el tiempo de servicio;
Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas en los dos regí—

menes se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas a cualesquiera de ellos;

En desarrollo del principio de solidaridad, los dos regímenes previstos por el Artículo
12 de la presente Ley garantizan a sus añliados el reconocimiento y pago de una pen—

sión mínima en los términos de la presente Ley;
Literal modificado por el Artículo 2" de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “El Fondo de Solidaridad Pensional estará destinado a ampliar la co—

bertura mediante el subsidio a los grupos de población que, por sus caracteristicas

y condiciones socioeconómicas, no tienen acceso a los sistemas de seguridad so—

cial, tales como trabajadores independientes o desempleados, artistas, deportistas,
madres comunitarias y discapacitados. Créase una subcuenta de subsistencia del
Fondo de Solidaridad Pensional, destinado a la protección de las personas en es—

tado de indigencia o de pobreza extrema, mediante un subsidio económico, cuyo
origen, monto y regulación se establece en esta Ley. La edad para acceder a esta
protección será en todo caso tres (3) años inferior a la que rija en el sistema general
de pensiones para los afiliados”;
Ningún afiliado podrá recibir simultáneamente pensiones de invalidez y de vejez.
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k. Las entidades administradoras de cada uno de los regímenes del Sistema General de
Pensiones estarán sujetas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria;

l. Literal adicionado por el Artículo 2º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “En ningún caso a partir de la vigencia de esta Le_v, podrán sustituirse
semanas de cotización 0 abonarse semanas cotizadas o tiempo de servicios con el

cumplimiento de otros requisitos distintos a cotizaciones efectivamente realizadas
0 tiempo de servicios efectivamente prestados antes del reconocimiento de la pen—
sión. Tampoco podrán otorgarse pensiones del Sistema General que no correspon—
dan a tiempos de servicios efectivamente prestados o cotizados, de conformidad
con lo previsto en la presente Ley. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en pac—

tos o convenciones colectivas de trabajo”;
m. Literal adicionado por el Artículo 2º de la Le_v 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “Los recursos del Sistema General de Pensiones están destinados exclu—

sivamente a dicho Sistema y no pertenecen a la Nación, ni a las entidades que los

administran”;
n. Literal adicionado por el Artículo 2" de la Le_v 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “El Estado es responsable de la dirección, coordinación _v control del
Sistema General de Pensiones y garante de los recursos pensionales aportados por
los afiliados, en los términos de esta Ley y controlará su destinación exclusiva, cus—

todia y administración”;
o. La Nación podrá, a partir de la vigencia de la presente Ley, asumir gradualmente

el pago de las prestaciones y mesadas pensionales de los pensionados que adquirie—

ron su derecho con anterioridad al 4 de julio de 1991, en los nuevos departamentos
creados en virtud del Artículo 309 de la Constitución Nacional;

p. Literal adicionado por el Artículo 2º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “El Sistema General de Pensiones propiciará la concertación de los di—

versos agentes en todos los niveles”;
q. Literal adicionado por el Artículo 2º de la Le_v 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Los afiliados que al cumplir la edad de pensión no reúnan los demás re—

quisitos para tal efecto, tendrán derecho a una devolución de saldos o indemnización
sustitutiva de acuerdo con el régimen al cual estén afiliados y de conformidad con lo

previsto en la presente Le_v”;

r. Literal adicionado por el Artículo 2“ de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente: “Los costos de administración del Sistema General de Pensiones permi—
tirán una comisión razonable a las administradoras _v se determinarán en la forma
prevista en la presente Ley”.

Artículo 14: Reajuste de pensiones.
Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sus—

titución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del Sistema General de
Pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de
oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de
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Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior.
No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal men—
sual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se
incremente dicho salario por el Gobierno.

Capítulo II: añliación al sistema general de pensiones
Artículo 15: Modificado por el Artículo 3º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Añliados.
Serán afiliados al Sistema General de Pensiones:
En forma obligatoria: Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de
trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten
directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado,
bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra moda—

lidad de servicios que adopten, los trabajadores independientes y los grupos de
población que por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos

para ser beneficiarios de subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de
acuerdo con las disponibilidades presupuestales.

También serán afiliados en forma obligatoria al Sistema General de Pensiones
creado por la Ley 100 de l993, y se regirán por todas las disposiciones contenidas en
esta Ley para todos los efectos, los servidores públicos que ingresen a Ecopetrol, a
partir de la vigencia de la presente Ley.

Durante los tres (3) años siguientes a la vigencia de esta Ley, los servidores pú—

blicos en cargos de carrera administrativa, afiliados al Régimen de Prima Media

con Prestación Definida deberán permanecer en dicho Régimen mientras man—

tengan la calidad de tales. Así mismo quienes ingresen por primera vez al sector
público en cargos de carrera administrativa estarán obligatoriamente afiliados al

Instituto de los Seguros Sociales, durante el mismo lapso.

Parágrafo 1”: En el caso de los trabajadores independientes se aplicarán los siguientes
principios:
a. El ingreso base de cotización no podrá ser inferior al salario mínimo y deberá guardar

correspondencia con los ingresos efectivamente percibidos por el afiliado. De tal ma—

nera que aquellos que posean capacidad económica suñciente, efectúen los aportes
de solidaridad previstos en esta Ley;
Podrán efectuarse pagos anticipados de aportes;
El Gobierno Nacional establecerá un sistema de descuento directo de aportes para
permitir el pago directo de los mismos;
Las administradoras no podrán negar la afiliación de los trabajadores independien—

tes ni exigir requisitos distintos a los expresamente previstos por las normas que
las rigen;
Los aportes podrán ser realizados por terceros a favor del añliado sin que tal hecho
implique por sí solo la existencia de una relación laboral;
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f. Para veriñcar los aportes, podrán efectuarse cruces con la información de las auto—

ridades tributarias ), así mismo, solicitarse otras informaciones reservadas, pero en
todo caso dicha información no podrá utilizarse para otros fines.

2. En forma voluntaria: Todas las personas naturales residentes en el país _v los colom—

bianos domiciliados en el exterior, que no tengan la calidad de afiliados obligatorios

y que no se encuentren expresamente excluidos por la presente Ley.

Los extranjeros que en virtud de un contrato de trabajo permanezcan en el país

y no estén cubiertos por algún régimen de su país de origen o de cualquier otro.
Parágrafo: Las personas a que se refiere el presente Artículo podrán añliarse al régimen

por intermedio de sus agremiaciones o asociaciones, de acuerdo con la reglamenta—

ción que para tal efecto se expida dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia
de esta Ley.

Artículo 16: Incompatibilidad de Regímenes.
Ninguna persona podrá distribuir las cotizaciones obligatorias entre los dos Regí—

menes del Sistema General de Pensiones.
Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad de los

añliados para contratar o ser partícipes en planes de pensiones complementarios den—

tro o fuera del Sistema General de Pensiones.

Parágrafo transitorio: El Gobierno Nacional reglamentará en el término de seis (6) meses
contados a partir de la vigencia de la presente Ley, la integración y funciones de una co—

misión permanente de trabajadores, empleadores y pensionados, para analizar las fallas

en la prestación del servicio administrativo de seguridad social, para que con un enfo—

que de rentabilidad social mantenga el objetivo básico de redistribución de la riqueza.

Capítulo III: cotizaciones al sistema general de pensiones
Artículo 17: Modificado por el Artículo 4º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Obligatoriedad de las cotizaciones.
Durante la vigencia de la relación laboral y del contrato de prestación de servicios,

deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del Sistema General de
Pensiones por parte de los afiliados, los empleadores y contratistas con base en el sala—

rio 0 ingresos por prestación de servicios que aquéllos devenguen.
La obligación de cotizar cesa al momento en que el afiliado reúna los requisitos

para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado se pensione por inva—

lidez o anticipadamente.
Lo anterior sin perjuicio de los aportes voluntarios que decida continuar efectuan—

do el afiliado o el empleador en los dos regímenes”.
Artículo 18: Inciso 4” y Parágrafo modificados por el Articulo 5" de la Ley 797 de 2003. (El

Artículo 5“ de la Ley 797 de 2003 transcribe todo el Artículo). El nuevo texto es el si—

guiente: “Base de cotización.
La base para calcular las cotizaciones a que hace referencia el Artículo anterior,

será el salario mensual.
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El salario base de cotización para los trabajadores particulares, será el que resulte

de aplicar lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo.
El salario mensual base de cotización para los servidores del sector público, será el

que señale el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4 de 1992.

El límite de la base de cotización será de veinticinco (25) salarios mínimos legales
mensuales vigentes para trabajadores del sector público y privado. Cuando se deven—

guen mensualmente más de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigen—

tes la base de cotización será reglamentada por el Gobierno Nacional y podrá ser hasta

de cuarenta y cinco (45) salarios mínimos legales mensuales para garantizar pensiones
hasta de veinticinco (25) salarios mínimos legales.

Las cotizaciones de los trabajadores cuya remuneración se pacte bajo la modalidad

de salario integral, se calculará sobre el setenta por ciento (70%) de dicho salario.

En todo caso, el monto de la cotización mantendrá siempre una relación directa y

proporcional al monto de la pensión.
Parágrafo 1": En aquellos casos en los cuales el afiliado perciba salario de dos o más empleado—

res, o ingresos como trabajador independiente o por prestación de servicios como contra—

tista, en un mismo período de tiempo, las cotizaciones correspondientes serán efectua—

das en forma proporcional al salario, o ingreso devengado de cada uno de ellos, y éstas se
acumularán para todos los efectos de esta Ley sin exceder el tope legal. Para estos efectos,
será necesario que las cotizaciones al Sistema de Salud se hagan sobre la misma base.

En ningún caso el ingreso base de cotización podrá ser inferior a un salario mínimo

legal mensual vigente. Las personas que perciban ingresos inferiores al salario mínimo

legal mensual vigente, podrán ser beneficiarias del Fondo de Solidaridad Pensional, a
efectos de que éste le complete la cotización que les haga falta y hasta un salario míni—

mo legal mensual vigente, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley.

Artículo 19: Modificado por el Artículo 6“ de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Base de cotización de los trabajadores independientes.
Los afiliados al sistema que no estén vinculados mediante contrato de trabajo, con—

trato de prestación de servicios o como servidores públicos, cotizarán sobre los ingre—

sos que declaren ante la entidad a la cual se añlien, guardando correspondencia con los

ingresos efectivamente percibidos.
Cuando se trate de personas que el Gobierno Nacional haya determinado que de—

ban ser subsidiadas temporalmente en sus aportes, deberán cubrir la diferencia entre
la totalidad del aporte y el subsidio recibido.

En ningún caso la base de cotización podrá ser inferior al salario mínimo legal
mensual vigente”.

Artículo 20: ¿Nalodiñcado por el Artículo 7º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Monto de las cotizaciones. La tasa de cotización continuará en el trece y cin—

co décimos por ciento (13,5%)* del ingreso base de cotización.
En el Régimen de Prima Media con Prestación Definida el diez y cinco décimos

por ciento (10,5%) del ingreso base de cotización se destinará a financiar la pensión
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de vejez y la constitución de reservas para tal efecto. El tres por ciento (3%) restante
sobre el ingreso base de cotización se destinará a financiar los gastos de administración
)“ la pensión de invalidez _v sobrevivientes.

En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad el diez por ciento (10%) del
ingreso base de cotización se destinará a las cuentas individuales de ahorro pensional.
Un cero y cinco décimos por ciento (0,5%) del ingreso base de cotización se destinará
al Fondo de Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual con So—

lidaridad y el tres por ciento (3%) restante se destinará a financiar los gastos de admi—

nistración, la prima de reaseguros de Fogañn, y las primas de los seguros de invalidez
)“ sobrevivientes.

A partir del lº de enero del año 2004 la cotización se incrementará en un uno por
ciento (1%) sobre el ingreso base de cotización. Adicionalmente, a partir del lº de enero
del año 2005 la cotización se incrementará en cero y cinco décimos por ciento (0,5%) _v

otro cero v cinco décimos por ciento (0,5%) en el año 2006. A partir del lº de enero del
año 2008, el Gobierno Nacional podrá incrementar en un punto adicional la cotización
por una sola vez, siempre y cuando el crecimiento del Producto Interno Bruto sea igual o
superior al cuatro por ciento (4%) en promedio durante los dos (2) años anteriores.

El incremento de la cotización se destinará en el Régimen de Prima Media al pago
de pensiones _v a la capitalización de reservas pensionales.

En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad el incremento que se realice
en el año 2004 se destinará al Fondo de Garantía de Pensión Mínima del Régimen de
Ahorro Individual. Los incrementos que se realicen a partir del 2005 se destinarán a las

cuentas individuales de ahorro pensional. Quinqucnalmente _v con base en los estudios
ñnancieros y actuariales que se realicen para tal fin, el Gobierno redistribuirá los incre—

mentos de cotización previstos en este Artículo entre el Fondo de Garantía de la Pen—

sión Mínima del Régimen de Ahorro Individual y las cuentas de ahorro pensional.
La reducción en los costos de administración _v las primas de los seguros de inva—

lidez y sobrevivientes deberá abonarse como un mayor valor en las cuentas de ahorro
pensional de los trabajadores afiliados al Régimen de Ahorro Individual o de las reser—

vas en el Instituto de los Seguros Sociales, según el caso.
Los empleadores pagarán el setenta y cinco por ciento (75%) de la cotización total

y los trabajadores el veinticinco por ciento (25%) restante.
En ningún caso en el régimen de prima media se podrán utilizar recursos de las re—

servas de pensión de vejez, para gastos administrativos u otros ñnes distintos.
Para financiar las pensiones de invalidez _v de sobrevivientes de los actuales y fu—

turos añliados al Instituto de los Seguros Sociales, se podrá trasladar recursos de las

reservas de pensión de vejez a las de invalidez _v sobrevivientes.
El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento de las cuentas separadas en

el Instituto de los Seguros Sociales y demás entidades administradoras de prima me—

dia, de manera que en ningún caso se puedan utilizar recursos de las reservas de pen—
sión de vejez para gastos administrativos u otros fines distintos a pagar pensiones.
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Los afiliados que tengan un ingreso mensual igual o superior a cuatro (4) salarios
mínimos mensuales legales vigentes, tendrán a su cargo un aporte adicional de un uno

por ciento (lº/o) sobre el ingreso base de cotización, destinado al Fondo de Solidaridad

Pensional, de conformidad con lo previsto en la presente Ley en los artículos 25 y si—

guientes de la Ley 100 de 1993.

Los afiliados con ingreso igual o superior a dieciséis (16) salarios mínimos mensuales

legales vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso base de cotización, así: de
dieciséis (16) a diecisiete (17) salarios mínimos mensuales legales vigentes de un cero y dos

décimos por ciento (0,2%), de diecisiete (17) a dieciocho (18) salarios mínimos mensuales
legales vigentes de un cero y cuatro décimos por ciento (0,4%), de dieciocho (18) a dieci—

nueve (19) salarios mínimos mensuales legales vigentes, de un cero y seis décimos por cien—

to (0,6%), de diecinueve (19) a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vigentes, de

un cero y ocho décimos por ciento (0,8%) y superiores a veinte (20) salarios mínimos men—

suales legales vigentes de uno por ciento (1%) destinado exclusivamente a la subcuenta de
subsistencia, del Fondo de Solidaridad Pensional de que trata la presente Ley.

La entidad a la cual este cotizando el añliado deberá recaudar y trasladar al fondo
de solidaridad pensional los recursos correspondientes en los términos y condiciones

que señale el Gobierno Nacional.
Parágrafo 1": Para efectos del cálculo del ingreso base de cotización de los funcionarios que

prestan sus servicios en la planta externa del Ministerio de Relaciones Exteriores, se

tomará como base la asignación básica mensual y los factores salariales establecidos en
las normas vigentes. En todo caso, el ingreso base de liquidación de estos servidores
también será el establecido en las normas vigentes para los cargos equivalentes en la

planta interna, teniendo en cuenta los topes de pensión que sean aplicables.
Parágrafo 2": El Gobierno Nacional nombrará a más tardar el 31 de diciembre de 2003, una

comisión de actuarios conformada por miembros de varias asociaciones de actuarios si

las hubiera o quien haga sus veces, para que verifique, con base en los datos estadísticos
de la población de afiliados al Sistema General de Pensiones y a las reservas disponi—
bles en el Fondo de Garantia de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual,
la suficiencia técnica del Fondo”.

Artículo 21: Ingreso base de liquidación.
Se entiende por ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta Ley, el

promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez
(10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si éste fuere
inferior para el caso de las pensiones de invalidez 0 sobrevivencia, actualizados anual—

mente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación

que expida el DANE.
Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los

ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el inciso
anterior, el trabajador podrá optar por este Sistema, siempre y cuando haya cotizado
mil doscientas cincuenta (1.250) semanas como mínimo.
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Artículo 22: Obligaciones del empleador.
El empleador será responsable del pago de su aporte y del aporte de los trabajado—

res a su servicio. Para tal efecto, descontará del salario de cada afiliado, al momento de
su pago, el monto de las cotizaciones obligatorias _V el de las voluntarias que expresa—

mente haya autorizado por escrito el afiliado, y trasladará estas sumas a la entidad ele—

gida por el trabajador, junto con las correspondientes a su aporte, dentro de los plazos
que para el efecto determine el Gobierno.

El empleador responderá por la totalidad del aporte aun en el evento de que no
hubiere efectuado el descuento al trabajador.

Artículo 23: Sanción moratoria.
Los aportes que no se consignen dentro de los plazos señalados para el efecto, ge—

nerarán un interés moratorio a cargo del empleador, igual al que rige para el impuesto
sobre la renta y complementarios. Estos intereses se abonarán en el fondo de reparto
correspondiente o en las cuentas individuales de ahorro pensional de los respectivos
afiliados, según sea el caso.

Los ordenadores del gasto de las entidades del sector público que sin justa causa no
dispongan la consignación oportuna de los aportes, incurrirán en causal de mala con—

ducta, que será sancionada con arreglo al régimen disciplinario vigente.
En todas las entidades del sector público será obligatorio incluir en el presupuesto las

partidas necesarias para el pago del aporte patronal a la Seguridad Social, como requi—

sito para la presentación, trámite y estudio por parte de la autoridad correspondiente.
Artículo 24: Acciones de cobro.

Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes adelantar
las acciones de cobro con motivo del incumplimiento de las obligaciones del emplea—

dor de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal
efecto, la liquidación mediante la cual la administradora determine el valor adeudado,
prestará mérito ejecutivo.

Capítulo IV: fondo de solidaridad pensional
Artículo 25: Creación del Fondo de Solidaridad Pensional.

Créase el Fondo de Solidaridad Pensional, como una cuenta especial de la Nación
sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyos
recursos serán administrados en ñducia por las sociedades ñduciarias de naturaleza
pública, y preferencialmente por las sociedades f1duciarías del sector social solidario, 0
por las administradoras de fondos de pensiones y/o cesantía del sector social solidario,
las cuales quedan autorizadas para tal efecto por virtud de la presente Ley.

Parágrafo: El Gobierno Nacional reglamentará la administración, el funcionamiento y la

destinación de los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con lo pre—

visto en la presente Ley.
El Fondo de Solidaridad Pensional contará con un consejo asesor integrado por re—

presentantes de los gremios de la producción, las centrales obreras y la Confederación



Anexo normativo 619

de Pensionados, de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el

Gobierno Nacional. Este Consejo deberá ser oído previamente, sin carácter vinculan—

te, por el Consejo Nacional de Política Social para la determinación del plan anual de

extensión de cobertura a que se refiere el Artículo 28 de la presente Ley.

Artículo 26: Objeto del Fondo.

El Fondo de Solidaridad Pensional tiene por objeto subsidiar los aportes al Régi-

men General de Pensiones de los trabajadores asalariados o independientes del sector

rural y urbano que carezcan de suñcientes recursos para efectuar la totalidad del apor—

te, tales como artistas, deportistas, músicos, compositores, toreros y sus subalternos,

la mujer microempresaria, las madres comunitarias, los discapacitados fisicos, psíqui—

cos y sensoriales, los miembros de las cooperativas de trabajo asociado y otras formas

asociativas de producción, de conformidad con la reglamentación que para el efecto

expida el Gobierno Nacional.

El subsidio se concederá parcialmente para reemplazar los aportes del empleador y

del trabajador, o de este último en caso de que tenga la calidad de trabajador indepen—

diente, hasta por un salario mínimo como base de cotización. El Gobierno Nacional

reglamentará la proporción del subsidio de que trata este inciso.

Los beneñciarios de estos subsidios podrán escoger entre el Régimen Solidario de

Prima Media con Prestación Deñnida y el Régimen de Ahorro Individual con Solida—

ridad, pero en el evento de seleccionar esta última opción, sólo podrán afiliarse a fon—

dos que administren las sociedades administradoras que pertenezcan al sector social

solidario, siempre y cuando su rentabilidad real sea por lo menos igual al promedio de

los demás fondos de pensiones de conformidad con lo establecido en la presente Ley.

Para hacerse acreedor al subsidio el trabajador deberá acreditar su condición de

añliado del Régimen General de Seguridad Social en Salud, y pagar la porción del

aporte que allí le corresponda.
Estos subsidios se otorgan a partir del lº de enero de 1995.

Parágrafo: No podrán ser beneficiarios de este subsidio los trabajadores que tengan una cuen—

ta de ahorro pensional voluntario de que trata la presente Ley, ni aquellos a quienes se les

compruebe que pueden pagar la totalidad del aporte.

Artículo 27: Modificado por el Artículo 8º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Recursos.
El Fondo de Solidaridad Pensional tendrá las siguientes fuentes de recursos:

1. Subcuenta de Solidaridad

a. El cincuenta por ciento (50%) de la cotización adicional del uno por ciento

(1%) sobre la base de cotización, a cargo de los afiliados al Sistema General

de Pensiones cuya base de cotización sea igual o superior a cuatro (4) salarios

mínimos legales mensuales vigentes;
b. Los recursos que aporten las entidades territoriales para planes de extensión

de cobertura en sus respectivos territorios, o de agremiaciones o federaciones

para sus afiliados;
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Las donaciones que reciba, los rendimientos financieros de sus recursos, _v en
general los demás recursos que reciba a cualquier título; y

d. Las multas a que se refieren los artículos 111 _v 271 de la Ley 100 de 1993.
2. Subcuenta de Subsistencia

a. Los afiliados con ingreso igual o superior a dieciséis (16) salarios mínimos
mensuales legales vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso base
de cotización, así: de dieciséis (16) a diecisiete (17) salarios mínimos mensua—
les legales vigentes de un cero y dos décimos por ciento (0,2%), de diecisiete
(17) a dieciocho (18) salarios mínimos mensuales legales vigentes de un cero
y cuatro décimos por ciento (0,4%), de dieciocho (18) a diecinueve (19) sala—
rios mínimos mensuales legales vigentes de un cero y seis décimos por ciento
(0,6%), de diecinueve ( 19) a veinte (20) salarios mínimos mensuales legales vi—

gentes de un cero _v ocho décimos por ciento (0,8%) y superiores a veinte (20)
salarios mínimos mensuales legales vigentes de uno por ciento (1%) destinado
exclusivamente a la Subcuenta de Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pen—
sional de que trata la presente Ley;
El cincuenta por ciento (50%) de la cotización adicional del uno por ciento
( 1%) sobre la base de cotización, a cargo de los afiliados al Sistema General
de Pensiones cuya base de cotización sea igual o superior a cuatro (4) salarios
mínimos legales mensuales vigentes;
Los aportes del Presupuesto Nacional. Estos no podrán ser inferiores a los re—
caudados anualmente por los conceptos enumerados en los literales a y b ante—
riores, y se liquidarán con base en lo reportado por el Fondo en la vigencia del
año inmediatamente anterior, actualizados con base en la variación del Índice
de Precios al Consumidor, certificado por el DANE;
Los pensionados que devenguen una mesada superior a diez (10) salarios mí—

nimos legales mensuales vigentes y hasta veinte (20) contribuirán para el Fon—
do de Solidaridad Pensional para la subcuenta de subsistencia en un uno por
ciento (lº/o), y los que devenguen más de veinte (20) salarios mínimos contri—
buírán en un dos por ciento (2%) para la misma cuenta.

Parágrafo 1“: Para ser beneficiario del subsidio a los aportes, los afiliados al ISS, deberán ser
mayores de cincuenta _v cinco (55) años y los vinculados a los fondos de pensiones de—
berán ser mayores de cincuenta _v ocho (58), siempre _v cuando no tengan un capital su—
ficiente para financiar una pensión mínima.

Parágrafo 2": Cuando quiera que los recursos que se asignan a la subcuenta de solidaridad
no sean suficientes para atender los subsidios que hayan sido otorgados a la entrada en
vigencia de esta Ley, se destinará el porcentaje adicional que sea necesario de la coti—
zación del uno por ciento (1%) que deben realizar quienes tengan ingresos iguales o
superiores a cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales”.

Artículo 28: Parcialídad del subsidio.
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Los subsidios a que se reñere el presente Capítulo serán de naturaleza temporal y

parcial, de manera que el beneñciario realice un esfuerzo para el pago parcial del apor—
te a su cargo.

El monto del subsidio podrá ser variable por períodos y por actividad económica,
teniendo en cuenta además la capacidad económica de los beneñciarios y la disponibi—

lidad de recursos del Fondo.
El Consejo Nacional de Política Social determinará el plan anual de extensión de

cobertura que deberá incluir criterios de equilibrio regional y los grupos de trabajado—

res beneñciarios de este subsidio, así como las condiciones de cuantía, forma de pago
y pérdida del derecho al subsidio.

Parágm/b: El subsidio que se otorgue a las madres comunitarias o trabajadoras solidarias de
los hogares comunitarios del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar será mínimo
el cincuenta por ciento (50%) de la cotización establecida en la presente Ley.

Artículo 29: Exigibilidad del subsidio.
Cuando el afiliado que haya recibido subsidios del Fondo de Solidaridad Pensional

exceda de los sesenta y cinco (65) años de edad y no cumpla con los requisitos mínimos

para acceder a una pensión de vejez, la entidad administradora respectiva devolverá el

monto de los aportes subsidiados con los correspondientes rendimientos ñnancieros
a dicho Fondo.

Las entidades administradoras deberán llevar cuentas separadas de los aportes re—

cibidos del Fondo y establecerán los mecanismos de seguimiento de los beneficiarios.
Artículo 30: Subsidio a trabajadores del servicio doméstico.

Los aportes del presupuesto Nacional de que trata la Ley 11 de 1988, para el sub—

sidio en los aportes de los trabajadores del servicio doméstico, se girarán al Fondo de
Solidaridad, en cuentas separadas, para que éste traslade el subsidio correspondiente
a la entidad que haya seleccionado el trabajador.

Título II: régimen solidario
de Prima Media con Prestación deñnida

Capítulo I: normas generales
Artículo 31: Concepto.

El Régimen de Prima Media con Prestación Deñnida es aquel mediante el cual los
afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevi—

vientes, o una indemnización, previamente definida, de acuerdo con lo previsto en el

presente Título.
Serán aplicables a este Régimen las disposiciones vigentes para los seguros de in—

validez, vejez y muerte a cargo del Instituto de los Seguros Sociales, con las adiciones,
modificaciones y excepciones contenidas en esta Ley.

Artículo 32: Características.

621
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El Régimen de Prima Media con Prestación Deñnida tendrá las siguientes
características:

Es un régimen solidario de prestación definida;
Los aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de
naturaleza pública, que garantiza el pago de las prestaciones de quienes tengan la

calidad de pensionados en cada vigencia, los respectivos gastos de administración y
la constitución de reservas de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley.

El Estado garantiza el pago de los beneficios a que se hacen acreedores los afiliados.

Capítulo II: pensión de vejez
Artículo 33: Modificado por el Artículo 9º de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Requisitos para obtener la pensión de vejez.
Para tener el derecho a la pensión de vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes

condiciones:
1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años

si es hombre.
A partir del lº de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete

(57) años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.
Haber cotizado un mínimo de mil (1.000) semanas en cualquier tiempo.

A partir del lº de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en
cincuenta (50) y a partir del lº de enero de 2001 se incrementará en veinticinco (25)

cada año hasta llegar a mil trescientas (1.300) semanas en el año 2015.

Parágrafo 1": Para efectos del cómputo de las semanas a que se reñere el presente Artículo,
se tendrá en cuenta:
a. El número de semanas cotizadas en cualquiera de los dos regímenes del Sistema

General de Pensiones;
El tiempo de servicio como servidores públicos remunerados, incluyendo los tiem—

pos servidos en regímenes exceptuados;
El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores que antes de
la vigencia de la Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el reconocimiento y pago de la

pensión, siempre y cuando la vinculación laboral se encontrara vigente o se haya
iniciado con posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993.

El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos empleadores que
por omisión no hubieren afiliado al trabajador.
El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector privado que antes
de la Ley 100 de 1993 tuviesen a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión.
En los casos previstos en los literales b, c, d y e, el cómputo será procedente

siempre y cuando el empleador o la caja, según el caso, trasladen, con base en el

cálculo actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se añlie, a satisfac—

ción de la entidad administradora, el cual estará representado por un bono o título
pensional.
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Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro

(4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente
documentación que acredite su derecho. Los fondos no podrán aducir que las diferen—

tes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte.
Para'gra)% 2“: Para los efectos de las disposiciones contenidas en la presente Ley, se entiende

por semana cotizada el período de siete (7) días calendario. La facturación y el cobro

de los aportes se harán sobre el número de días cotizados en cada período.
Parágrafo 3”: Se considera justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo o la

relación legal o reglamentaria, que el trabajador del sector privado o servidor público

cumpla con los requisitos establecidos en este Artículo para tener derecho a la pen—

sión. El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o

reglamentaria, cuando sea reconocida o notificada la pensión por parte de las adminis—

tradoras del Sistema General de Pensiones.
Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor público

cumpla con los requisitos establecidos en este Artículo para tener derecho a la pen—

sión, si éste no la solicita, el empleador podrá solicitar el reconocimiento de la misma

en nombre de aquél.
Lo dispuesto en este Artículo rige para todos los trabajadores o servidores públicos

añliados al Sistema General de Pensiones.

Parágrafo 4": Se exceptúan de los requisitos establecidos en los numerales lº y 20 del pre—
sente Artículo, las personas que padezcan una deficiencia física, síquica o sensorial del

cincuenta por ciento (50%) o más, que cumplan cincuenta y cinco (55) años de edad y

que hayan cotizado en forma continua o discontinua mil (1.000) o más semanas al Ré—

gimen de Seguridad Social establecido en la Ley 100 de 1993.

La madre trabajadora cuyo hijo padezca invalidez fisica o mental, debidamente
calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como dependiente de la

madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a cualquier edad, siem—

pre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando menos el mínimo de

semanas exigido en el Régimen de Prima Media para acceder a la pensión de vejez.
Este beneñcio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral. Si la

madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor inválido, podrá pen—

sionarse con los requisitos y en las condiciones establecidas en este Artículo.

Artículo 341 Modificado por el Artículo 10“ de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Monto de la pensión de vejez.
El monto mensual de la pensión de vejez, correspondiente a las primeras mil ( l .000)

semanas de cotización, será equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%)del ingreso
base de liquidación. Por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mil (1.000) has—

ta las mil doscientas (1.200) semanas, este porcentaje se incrementará en un dos por
ciento (2%), llegando a este tiempo de cotización al setenta y tres por ciento (73%)
del ingreso base de liquidación. Por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mil
doscientas (1.200) hasta las mil cuatrocientas (1.400), este porcentaje se incrementará

lx)
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en tres por ciento (3%) en lugar del dos por ciento (2%), hasta completar un monto
máximo del ochenta y cinco por ciento (85%) del ingreso base de liquidación.

El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta y cinco por ciento
(85%) del ingreso base de liquidación, ni inferior a la pensión mínima de que trata el
Artículo siguiente.

A partir del lº de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas:
El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas

de cotización requeridas, será del equivalente al sesenta _v cinco por ciento (65%), del
ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho porcentaje se calculará de acuerdo
con la fórmula siguiente:

¡' = 65,50 — 0,50 3, donde:
¡' : porcentaje del ingreso de liquidación.
s : número de salarios mínimos legales mensuales vigentes.

A partir de 2004, el monto mensual de la pensión de vejez será un porcentaje que
oscilará entre el sesenta y cinco por ciento (65%) y el cincuenta y cinco por ciento
(55%) del ingreso base de liquidación de los añliados, en forma decreciente en función
de su nivel de ingresos calculado con base en la fórmula señalada. El lº de enero del
año 2005 el número de semanas se incrementará en cincuenta (50) semanas. Adicional—
mente, el lº de enero de 2006 se incrementarán en veinticinco (25) semanas cada año
hasta llegar a mil trescientas (1.300) semanas en el año 2015.

A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas re—

queridas, el porcentaje se incrementará en un uno y cinco décimos por ciento (1,5%)
del ingreso base de liquidación, llegando a un monto máximo de pensión entre el
ochenta por ciento (80%) y el setenta y cinco décimos por ciento (70,5%) de dicho in—

greso, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, calculado
con base en la fórmula establecida en el presente Artículo. El valor total de la pensión
no podrá ser superior al ochenta por ciento (80%) del ingreso base de liquidación, ni
inferior a la pensión mínima.

Artículo 35: Pensión minima de vejez o jubilación.
El monto mensual de la pensión mínima de vejez o jubilación no podrá ser inferior

al valor del salario mínimo legal mensual vigente.
Parágrafo: Las pensiones de jubilación reconocidas con posterioridad a la vigencia de la

Ley 4- de 1992 no estarán sujetas al límite establecido por el Articulo 2" de la Ley 71 de
1988, que por esta Le_v se modifica.

Artículo 36: Régimen de Transición.
La edad para acceder a la pensión de vejez, continuará en cincuenta _v cinco (55)

años para las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, fecha en la
cual la edad se incrementará en dos (2) años, es decir, será de cincuenta y siete (57)
años para las mujeres _v sesenta _v dos (62) para los hombres.
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La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de

semanas cotizadas, )“ el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento
de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son
mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de
servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afi—

liados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la

pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley.

El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el in—

ciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el

promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado du—

rante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la varia—

ción del Índice de Precios al consumidor, según certiñcación que expida el DANE.

Lo dispuesto en el presente Artículo para las personas que al momento de entrar
en vigencia el Régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o

cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas perso—

nas voluntariamente se acojan al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, caso
en el cual se sujetarán a todas las condiciones previstas para dicho Régimen.

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el Régimen de Ahorro Indi—

vidual con Solidaridad decidan cambiarse al de Prima Media con Prestación Definida.
Quienes a la fecha de vigencia de la presente Ley hubiesen cumplido los requisi—

tos para acceder a la pensión de jubilación o de vejez, conforme a normas favorables

anteriores, aun cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento, tendrán derecho,
en desarrollo de los derechos adquiridos, a que se les reconozca y liquide la pensión
en las condiciones de favorabilidad vigentes, al momento en que cumplieron tales
requisitos.

Pm-¿ígra_¡%z Para efectos del reconocimiento de la pensión de vejez de que trata el inciso 1”

del presente Artículo se tendrá en cuenta la suma de las semanas cotizadas con ante—

rioridad a la vigencia de la presente Ley, al Instituto de los Seguros Sociales, a las ca—

jas, fondos o entidades de seguridad social del sector público o privado, o el tiempo
de servicio como servidores públicos cualquiera sea el número de semanas cotizadas o

tiempo de servicio.
Artículo 37: Indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. Las personas que habiendo

cumplido la edad para obtener la pensión de vejez no hayan cotizado el mínimo de se—

manas exigidas, y declaren su imposibilidad de continuar cotizando, tendrán derecho
a recibir, en sustitución, una indemnización equivalente a un salario base de liquida—
ción promedio semanal multiplicado por el número de semanas cotizadas; al resulta—

do así obtenido se le aplica el promedio ponderado de los porcentajes sobre los cuales
haya cotizado el afiliado.

Capítulo III: pensión de invalidez por riesgo común
Artículo 38: Estado de invalidez.
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Para los efectos del presente Capítulo se considera inválida la persona que por
cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere per—

dido el cincuenta por ciento (50%) o más de su capacidad laboral.
Artículo 39: Modiñcado por el Artículo lº de la Ley 860 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Requisitos para obtener la pensión de invalidez.
Tendrá derecho a la pensión de invalidez el añliado al Sistema que conforme a

lo dispuesto en el Artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes
condiciones:
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas den—

tro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructu—

ración y su fidelidad de cotización para con el Sistema sea al menos del veinte por
ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte
(20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.
Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas den—

tro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la

misma, y su fidelidad de cotización para con el Sistema sea al menos del veinte por
ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte
(20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

Parágrafo 1": Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han co—

tizado veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho cau—

sante de su invalidez 0 su declaratoria.

Parágraf¡ 2”: Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el setenta y cinco por ciento

(75%) de las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez, sólo se

requerirá que haya cotizado veinticinco (25) semanas en los últimos tres (3) años.

Artículo 40: Monto de la pensión de invalidez.
El monto mensual de la pensión de invalidez será equivalente a:

El cuarenta y cinco por ciento (45%) del ingreso base de liquidación, más el uno y
cinco décimos por ciento (1,5%) de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas
de cotización que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras
quinientas (500) semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad la—

boral sea igual o superior al cincuenta por ciento (50%) e inferior al sesenta y seis

por ciento (66%).
El cincuenta y cuatro por ciento (54º/o) del ingreso base de liquidación, más el dos

por ciento (2%) de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas de cotización

que el afiliado tuviese acreditadas con posterioridad a las primeras ochocientas
(800) semanas de cotización, cuando la disminución en su capacidad laboral es

igual 0 superior al sesenta _v seis por ciento (66%).
La pensión por invalidez no podrá ser superior al setenta 3“ cinco por ciento

(75%) del ingreso base de liquidación.
En ningún caso la pensión de invalidez podrá ser inferior al salario mínimo le—

gal mensual.
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La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comen—

zará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado.

Artículo 41: Modificado por el Artículo 52 de la Ley 962 de 2005. El nuevo texto es el si—

guiente: “Caliñcación del estado de invalidez.
El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los

artículos siguientes y con base en el Manual Único para la Calificación de Invalidez,

expedido por el Gobierno Nacional, vigente a la fecha de calificación, que deberá con—

templar los criterios técnicos de evaluación, para calificarla imposibilidad que tenga el

afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de los Seguros Sociales, a las Administradoras de Riesgos
Profesionales, ARP, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y

muerte y a las Entidades Promotoras de Salud, EPS, determinar en primera oportunidad
la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de las contin—

gencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación, dentro de los

cinco (5) días siguientes a la manifestación que hiciere sobre su inconformidad, se acudi—

rá a las juntas de calificación de invalidez del orden regional, cuya decisión será apelable
ante la Junta Nacional. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales.

El acto que declara la invalidez que expida cualquiera de aquellas entidades, debe—

rá contener expresamente los fundamentos de hecho y de derecho que dieron origen
a esta decisión, así como la forma y oportunidad en que el interesado puede solicitar
la calificación por parte de la Junta Regional y la facultad de recurrir esta calificación

ante la Junta Nacional.
Cuando la incapacidad declarada por una de las entidades antes mencionadas (ISS,

ARP o aseguradora) sea inferior en no menos del diez por ciento (10%) a los límites

que caliñcan el estado de invalidez, tendrá que acudirse en forma obligatoria a la Jun—

ta Regional de Calificación de Invalidez por cuenta de la entidad. Estas juntas son
organismos de carácter interdisciplinario cuya conformación podrá ser regionaliza—

da y el manejo de sus recursos reglamentado por el Gobierno Nacional de manera
equitativa.

Parágrafo 1": Para la selección de los miembros de las juntas regionales y nacional
de pérdida de la capacidad laboral y de invalidez, el Ministerio de la Protección Social
tendrá en cuenta los siguientes criterios:

La selección se hará mediante concurso público y objetivo, cuya convocatoria se

deberá hacer con no menos de dos (2) meses de antelación a la fecha del concurso e

incluirá los criterios de ponderación con base en los cuales se seleccionará a los miem—

bros de estos organismos. La convocatoria deberá publicarse en medio de amplia di—

fusión nacional.
Dentro de los criterios de ponderación se incluirán aspectos como experiencia pro—

fesional mínima de cinco (5) años y un examen escrito de antecedentes académicos so—

bre el uso del manual de pérdida de capacidad laboral y de invalidez, el cual se realizará

a través de una entidad académica de reconocido prestigio.
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Los resultados del concurso serán públicos _x' los miembros de las juntas serán de—

signados por el Ministro de la Protección Social, comenzando por quienes obtuvieran

mayor puntaje.
El proceso de selección de los integrantes de las juntas de calificación de invalidez

se ñnanciará con recursos del Fondo de Riesgos Profesionales.
P¿mígm 0 2“: Las entidades de seguridad social y los miembros de las juntas regionales _v na—

cionales de invalidez y los profesionales que califiquen serán responsables solidariamen—

te por los dictámenes que produzcan perjuicios a los añliados o a los administradores del
Sistema de Seguridad Social Integral, cuando este hecho esté plenamente probado”.

Artículo 42: juntas Regionales de Calificación de Invalidez.
En las capitales de departamento y en aquellas ciudades en las cuales el volumen de

afiliados así lo requiera, se conformará una comisión interdisciplinaria que calificará en

primera instancia la invalidez y determinará su origen.
Las comisiones estarán compuestas por un número impar de expertos, designados

por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quienes actuarán de conformidad con
la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional.

Los honorarios de los miembros de la Comisión serán pagados por la entidad
de previsión o seguridad social o la sociedad administradora a la que esté añliado el

solicitante.
Artículo 43: junta Nacional de Calificación de Invalidez.

Créase la Junta Nacional para la Calificación de los Riesgos de Invalidez con sede
en la capital de la República, integrada por un número impar de miembros designados
por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Esta Junta, que será interdisciplinaria, tiene a su cargo la resolución de las contro—
versias que en segunda instancia sean sometidas para su decisión por las juntas regio—

nales o seccionales respectivas.
Los honorarios de los miembros de la Junta serán pagados, en todo caso por la en—

tidad de previsión o seguridad social correspondiente.
El Gobierno Nacional reglamentará la integración, financiación y funcionamien—

to de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, de su Secretaría Técnica y de las

juntas regionales o seccionales, el procedimiento de apelación, el Manual Único para
la Caliñcación de la Invalidez.

Parágrafo: Los miembros de la Junta Nacional y los de las juntas regionales de Califica—

ción de Invalidez de que trata el Artículo anterior, no tienen el carácter de servidores
públicos.

Artículo 44: Revisión de las pensiones de invalidez.
El estado de invalidez podrá revisarse:

a. Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada
tres (3) años, con el fin de ratificar, modiñcar o dejar sin efectos el dictamen que sir—

vió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y proceder
a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiera lugar.
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b. Este nuevo dictamen se sujeta a las reglas de los artículos anteriores; el pensionado
tendrá un plazo de tres (3) meses contados a partir de la fecha de dicha solicitud,
para someterse a la respectiva revisión del estado de invalidez. Salvo casos de fuer—

za mayor, si el pensionado no se presenta 0 impide dicha revisión dentro de dicho
plazo, se suspenderá el pago de la pensión. Transcurridos doce (12) meses conta—

dos desde la misma fecha sin que el pensionado se presente o permita el examen,
la respectiva pensión prescribirá.

Para readquirir el derecho en forma posterior, el añliado que alegue permane—
cer inválido deberá someterse a un nuevo dictamen. Los gastos de este nuevo dic—

tamen serán pagados por el afiliado.

c. Por solicitud del pensionado en cualquier tiempo y a su costa.
Artículo 45: Indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez.

El afiliado que al momento de invalidarse no hubiere reunido los requisitos exigi—

dos para la pensión de invalidez, tendrá derecho a recibir, en sustitución, una indem—

nización equivalente a la que le hubiera correspondido en el caso de la indemnización
sustitutiva de la pensión de vejez, prevista en el Artículo 37 de la presente Ley.

Capítulo IV: pensión de sobrevivientes
Artículo 46: Modificado por el Artículo 12 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el

siguiente:
“Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes.
Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo
común que fallezca; y

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuan—

do éste hubiere cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los tres (3) últimos años
inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes condiciones:
a. Muerte causada por enfermedad: si es mayor de veinte (20) años de edad, haya

cotizado el veinticinco por ciento (25%) del tiempo transcurrido entre el mo—

mento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha del fallecimiento;
b. Muerte causada por accidente: si es mayor de veinte (20) años de edad, haya

cotizado el veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento
en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha del fallecimiento.

Parágrafo 1": Cuando un añliado haya cotizado el número de semanas mínimo requerido en
el Régimen de Prima en tiempo anterior a su fallecimiento, sin que haya tramitado o re—

cibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o la devolución de saldos de
que trata el Artículo 66 de esta Ley, los beneñciarios a que se refiere el numeral 2“ de este
Artículo tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los términos de esta Ley.

El monto de la pensión para aquellos beneficiarios que a partir de la vigencia de
la Ley, cumplan con los requisitos establecidos en este Parágrafo será del ochenta por
ciento (80%) del monto que le hubiera correspondido en una pensión de vejez”.
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Artículo 47: Modificado por el Artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Beneñciarios de la pensión de sobrevivientes.
Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérs—

tite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante,
tenga treinta (30) o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia

se cause por muerte del pensionado, el cónyuge 0 la compañera o compañero per—

manente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el cau—

sante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años
continuos con anterioridad a su muerte;

b. En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y
cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de
treinta (30) años de edad, y no haya procreado hijos con éste. La pensión temporal
se pagará mientras el beneñciario viva y tendrá una duración máxima de veinte (20)

años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al Sistema para obtener su propia

pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a.
Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente,

con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensión
de que tratan los literales a y b del presente Artículo, dicha pensión se dividirá en—

tre ellos(as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido.
En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco (5) años, antes del falle—

cimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero permanen—

te, la beneficiaria o el beneñciario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el

esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal

pero hay una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá
reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje propor—
cional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a

los últimos cinco (5) años antes del fallecimiento del causante. La otra cuota parte le

corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente;
c. Los hijos menores de dieciocho (18) años; los hijos mayores de dieciocho (18) años y

hasta los veinticinco (25) años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios

y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y
cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes; y, los hijos inválidos si

dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales,
mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar cuándo hay invali—

dez se aplicará el criterio previsto por el Artículo 38 de la Ley 100 de 1993;

d. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, se—

rán beneñciarios los padres del causante si dependían económicamente de éste;
e. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con dere—

cho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían econó—

micamente de éste.
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Parágrafo: Para efectos de este Artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o
el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil”.

Artículo 48: Monto de la pensión de sobrevivientes.
El monto mensual de la pensión de sobrevivientes por muerte del pensionado será

igual al cien por ciento (100%) de la pensión que aquel disfrutaba.
El monto mensual de la pensión total de sobrevivientes por muerte del añliado será

igual al cuarenta y cinco por ciento (45%) del ingreso base de liquidación más dos por
ciento (2%) de dicho ingreso por cada cincuenta (50) semanas adicionales de cotiza—

ción a las primeras quinientas (500) semanas de cotización, sin que exceda el setenta y
cinco por ciento (75%) del ingreso base de liquidación.

En ningún caso el monto de la pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal
mensual vigente, conforme a lo establecido en el Artículo 35 de la presente Ley.

No obstante lo previsto en este Artículo, los añliados podrán optar por una pensión
de sobrevivientes equivalente al régimen de pensión de sobrevivientes del Instituto de
los Seguros Sociales, vigente con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente Ley
equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%) del ingreso base de liquidación, siem—

pre que se cumplan las mismas condiciones establecidas por dicho Instituto.
Artículo 49: Indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes.

Los miembros del grupo familiar del afiliado que al momento de su muerte no hu—

biese reunido los requisitos exigidos para la pensión de sobrevivientes, tendrán derecho
a recibir, en sustitución, una indemnización equivalente a la que le hubiera correspon—
dido en el caso de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, prevista en el Ar—

tículo 37 de la presente Ley.

Capítulo V: prestaciones adicionales
Artículo 50: Mesada adicional.

Los pensionados por vejez o jubilación, invalidez y sustitución o sobrevivencia
continuarán recibiendo cada año, junto con la mesada del mes de noviembre, en la

primera quincena del mes de diciembre, el valor correspondiente a una mensualidad
adicional a su pensión.

Artículo 51: Auxilio funerario.
La persona que compruebe haber sufragado los gastos de entierro de un afiliado o

pensionado, tendrá derecho a percibir un auxilio funerario equivalente al último sala—

rio base de cotización, 0 al valor correspondiente a la última mesada pensional recibi—

da, según sea el caso, sin que éste auxilio pueda ser inferior a cinco (5) salarios mínimos
legales mensuales vigentes, ni superior a diez (10) veces dicho salario.

Cuando los gastos funerarios por disposición legal o reglamentaria deban estar cu—

biertos por una póliza de seguros, el Instituto de los Seguros Sociales, cajas, fondos o
entidades del sector público podrán repetir contra la entidad aseguradora que lo haya
amparado, por las sumas que se paguen por este concepto.
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Capítulo VI: administradoras del Régimen Solidario
de Prima Media con Prestación Definida

Artículo 52: Entidades administradoras.
El Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida será administrado

por el Instituto de los Seguros Sociales.
Las cajas, fondos o entidades de seguridad social existentes, del sector público o

privado, administrarán este Régimen respecto de sus afiliados y mientras dichas enti—

dades subsistan, sin perjuicio de que aquéllos se acojan a cualesquiera de los regímenes
pensionales previstos en esta Le_v.

Las cajas, fondos o entidades de seguridad social existentes, del sector público o

privado, estarán sometidas a la vigilancia y control de la Superintendencia Bancaria
Artículo 53: Fiscalización e investigación.

Las entidades administradoras del Régimen Solidario de Prestación Definida tie—

nen amplias facultades de fiscalización e investigación sobre el empleador o agente
retenedor de las cotizaciones al régimen, para asegurar el efectivo cumplimiento de la

presente Ley. Para tal efecto podrán:
a. Verificar la exactitud de las cotizaciones y aportes u otros informes, cuando lo con—

sideren necesario;
b. Adelantar las investigaciones que estimen convenientes para verificar la ocurrencia

de hechos generadores de obligaciones no declarados;
c. Citar 0 requerir a los empleadores o agentes retenedores de las cotizaciones al Ré—

gimen, o a terceros, para que rindan informes;
d. Exigir a los empleadores o agentes retenedores de las cotizaciones al Régimen, o a

terceros, la presentación de documentos 0 registros de operaciones, cuando unos u

otros estén obligados a llevar libros registrados;
e. Ordenar la exhibición y examen de los libros, comprobantes _v documentos del em—

pleador o agente retenedor de las cotizaciones al régimen, y realizar las diligencias
necesarias para la correcta _v oportuna determinación de las obligaciones.

Artículo 54: Inversión y rentabilidad de las reservas de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) y
Accidentes de Trabajo y Enfermedad Profesional (ATEP).

La inversión de las reservas de IVM y ATEP del Instituto de los Seguros Sociales

y del Fondo de Pensiones Públicas del nivel nacional, se manejarán mediante contra—

to de ñducia con las entidades del sector financiero especializado en este servicio o en
títulos de la Nación donde se busque obtener la rentabilidad mínima de que trata el

Artículo 101 de la presente Ley.
En caso de no garantizarse la rentabilidad señalada en el inciso anterior, las reservas

de IVM y ATEP del Instituto de los Seguros Sociales y del Fondo de Pensiones Públicas
del nivel nacional se colocarán en una cuenta de la Tesorería General de la Nación que
les garantizará una rentabilidad que preserve su poder adquisitivo.

Dichas entidades podrán efectuar retiros de la cuenta de la Tesorería General de
la Nación para celebrar nuevos contratos de ñducia o para invertir en títulos de deuda
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de la Nación colocados en el mercado de capitales. Cuando dentro del plazo de un año
la rentabilidad de los títulos de deuda de la Nación no mantenga el poder adquisitivo
de las reservas, la Nación efectuará la compensación necesaria para cumplir el manda—

to del Artículo 48 de la Constitución Política, mediante apropiación y giro del Presu—

puesto General de la Nación.
Parágraj%: Las reservas de las cajas, fondos o entidades de previsión social del sector público

que conforme a lo dispuesto en la presente Ley, administren el Régimen de Prima Me—

dia con Prestación Definida, deberán manejarse mediante encargo fiduciario 0 títulos
de la Nación, con arreglo a las normas que sobre inversión, rentabilidad y control de—

termine el Gobierno Nacional.
Artículo 55: Exoneración de intereses.

Los empleadores que a 31 de julio de 1993 adeudaban sumas al Instituto de los

Seguros Sociales por concepto de aportes o cotizaciones a los seguros de enfermedad
general y maternidad y accidente de trabajo y enfermedad profesional, quedarán exo—

nerados de los intereses moratorios y de la sanción por mora correspondientes a tales
deudas, así como de las sanciones por mora correspondientes al capital adeudado por
los seguros de invalidez, vejez y muerte, siempre y cuando cancelen la deuda dentro
de los cuatro meses siguientes a la vigencia de la presente Ley.

Para gozar del beneficio de que trata el presente Artículo, el empleador deberá can—

celar la totalidad de las sumas adeudadas al momento del pago.
Artículo 56: Castigo de cartera.

El Consejo Directivo del Instituto de los Seguros Sociales podrá castigar aquella
cartera de dudoso recaudo cuando esta tenga un atraso superior a veinticuatro (24) me—

ses, utilizando para el efecto criterios similares a los que rigen en el sistema bancario.
En ningún caso el castigo de cartera implicará la condonación de la deuda.

Artículo 57: Cobro coactivo.
De conformidad con el Artículo 79 del Código Contencioso Administrativo y el

Artículo 112 de la Ley 6 de 1992, las entidades administradoras del Régimen de Prima
Media con Prestación Deñnida podrán establecer el cobro coactivo, para hacer efecti—

vos sus créditos.
Artículo 58: Publicidad.

Las entidades administradoras del Régimen Solidario de Prestación Definida po—

drán adelantar programas de publicidad, comunicación y promoción de sus activi—

dades conforme, en lo pertinente, a la reglamentación que para el efecto expida la

Superintendencia Bancaria. Tal publicidad solamente podrá contratarse con cargo al

presupuesto de gastos administrativos de la entidad.
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Título III: Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad

Capítulo I: normas generales
Artículo 59: Concepto.

El Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad es el conjunto de entidades,

normas y procedimientos, mediante los cuales se administran los recursos privados y

públicos destinados a pagar las pensiones y prestaciones que deban reconocerse a sus
afiliados, de acuerdo con lo previsto en este Título.

Este régimen está basado en el ahorro proveniente de las cotizaciones _v sus respec—

tivos rendimientos financieros, la solidaridad a través de garantías de pensión mínima

y aportes al Fondo de Solidaridad, y propende por la competencia entre las diferentes

entidades administradoras del sector privado, sector público y sector social solidario,

que libremente escojan los afiliados.

Artículo 602 Características.
El Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad tendrá las siguientes

características:
a. Los afiliados al Régimen tendrán derecho al reconocimiento y pago de las pen—

siones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, así como de las indemnizaciones
contenidas en este Título, cuya cuantía dependerá de los aportes de los afiliados )"

empleadores, sus rendimiento financieros, y de los subsidios del Estado, cuando a

ellos hubiere lugar;
Una parte de los aportes mencionados en el literal anterior, se capitalizará en la

cuenta individual de ahorro pensional de cada añliado. Otra parte se destinará al

pago de primas de seguros para atender las pensiones de invalidez y de sobrevi—

vientes y la asesoría para la contratación de la renta vitalicia, ñnanciar el Fondo de
Solidaridad Pensional )“ cubrir el costo de administración del Régimen;
Las cuentas de ahorro pensional, serán administradas por las entidades que se autori—

cen para tal efecto, sujetas a la vigilancia y control del Estado;
Los afiliados al sistema podrán escoger y trasladarse libremente entre entidades admi—

nistradoras, y seleccionar la aseguradora con la cual contraten las rentas o pensiones;
El conjunto de las cuentas individuales de ahorro pensional constituye un patrimo—

nio autónomo propiedad de los añliados, denominado fondo de pensiones, el cual

es independiente del patrimonio de la entidad administradora;
Las entidades administradoras deberán garantizar una rentabilidad mínima del
fondo de pensiones que administran;
El patrimonio de las entidades administradoras garantiza el pago de la rentabilidad
mínima de que trata el literal anterior y el desarrollo del negocio de administración
del fondo de pensiones;
El Estado garantiza los ahorros del afiliado _v el pago de las pensiones a que éste

tenga derecho, cuando las entidades administradoras o aseguradoras incumplan sus
obligaciones, en los términos de la presente Ley, revirtiendo contra el patrimonio de
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las entidades administradoras y aplicando las sanciones pertinentes por incumpli—
miento, de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional;

i. Tendrán derecho al reconocimiento de bonos pensionales los añliados al Régimen
que hayan efectuado aportes o cotizaciones al Instituto de los Seguros Sociales, o a las
cajas, fondos o entidades del sector público, o prestado servicios como servidores pú—

blicos, o trabajado en empresas que tienen a su exclusivo cargo las pensiones de sus
trabajadores y trasladen la parte proporcional del cálculo actuarial correspondiente;

j. En desarrollo del principio de solidaridad, el Estado aportará los recursos que sean
necesarios para garantizar el pago de pensiones mínimas, cuando la capitalización
de los aportes de los afiliados y sus rendimientos ñnancieros fueren insuficientes, y
aquellos cumplan las condiciones requeridas para el efecto;

k. El control y vigilancia de las entidades administradoras de los fondos de pensiones
corresponde a la Superintendencia Bancaria.

Artículo 61: Personas excluidas del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.
Están excluidos del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad:

a. Los pensionados por invalidez por el Instituto de los Seguros Sociales o por cual—

quier fondo, caja o entidad del sector público.
b. Las personas que al entrar en vigencia el Sistema tuvieren cincuenta y cinco (55)

años o más de edad, si son hombres, o cincuenta (50) años o más de edad, si son
mujeres, salvo que decidan cotizar por lo menos quinientas (500) semanas en el
nuevo régimen, caso en el cual será obligatorio para el empleador efectuar los apor—
tes correspondientes.

Artículo 62: Cotizaciones voluntarias.
Los afiliados al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad podrán cotizar, pe—

riódica u ocasionalmente, valores superiores a los límites mínimos establecidos como
cotización obligatoria, con el ñn de incrementar los saldos de sus cuentas individuales
de ahorro pensional, para optar por una pensión mayor o un retiro anticipado.

Artículo 63: Cuentas individuales de ahorro pensional.
Las cotizaciones obligatorias y voluntarias se abonarán a la cuenta individual de

ahorro pensional del afiliado. Cada afiliado sólo podrá tener una cuenta.
Las administradoras deberán enviar a sus afiliados, por lo menos trimes—

tralmente, un extracto que registre las sumas depositadas, sus rendimientos )“

saldos, así como el monto de las comisiones cobradas y de las primas pagadas.
Las sumas existentes en las cuentas individuales de ahorro pensional, sólo podrán

ser utilizadas para acceder a las pensiones de que trata este Título, salvo lo dispuesto
en los artículos 85 y 89 de la presente Ley.

Capítulo II: pensión de vejez
Artículo 64: Requisitos para obtener la pensión de vejez.

Los afiliados al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, tendrán derecho
a una pensión de vejez, a la edad que escojan, siempre y cuando el capital acumulado
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en su cuenta de ahorro individual les permita obtener una pensión mensual, superior

al ciento diez por ciento (1 109/23) del salario mínimo legal mensual vigente a la fecha

de expedición de esta Ley, reajustado anualmente según la variación porcentual del
Índice de Precios al Consumidor certificado por el DANE. Para el cálculo de dicho

monto se tendrá en cuenta el valor del bono pensional, cuando a éste hubiere lugar.

Cuando a pesar de cumplir los requisitos para acceder a la pensión en los térmi—

nos del inciso anterior, el trabajador opte por continuar cotizando, el empleador estará

obligado a efectuar las cotizaciones a su cargo, mientras dure la relación laboral, legal

o reglamentaria, y hasta la fecha en la cual el trabajador cumpla sesenta (60) años si es

mujer y sesenta y dos (62) años de edad si es hombre.

Artículo 65: Garantía de pensión minima de vejez.
Los afiliados que a los sesenta y dos (62) años de edad si son hombres y cincuenta

y siete (57) si son mujeres, no hayan alcanzado a generar la pensión mínima de que

trata el Artículo 35 de la presente Ley, y hubiesen cotizado por lo menos mil ciento

cincuenta (1.150) semanas, tendrán derecho a que el Gobierno Nacional, en desa—

rrollo del principio de solidaridad, les complete la parte que haga falta para obtener
dicha pensión.

Parágrafo: Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente Artículo se

tendrá en cuenta lo previsto en los parágrafos del Articulo 33 de la presente Ley.

Artículo 66: Devolución de saldos.

Quienes a las edades previstas en el Artículo anterior no hayan cotizado el número

mínimo de semanas exigidas, )“ no hayan acumulado el capital necesario para financiar

una pensión por lo menos igual al salario mínimo, tendrán derecho a la devolución del

capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, incluidos los rendimientos fi—

nancieros y el valor del bono pensional, si a éste hubiere lugar, o a continuar cotizando

hasta alcanzar el derecho.
Artículo 67: Exigibilidad de los bonos pensionales.

Los afiliados que tengan derecho a recibir bonos pensionales, sólo podrán hacer

efectivos dichos bonos, a partir de la fecha en la cual cumplan las edades para acceso a

la pensión, previstas en el Artículo 65 de la presente Ley.

Artículo 68: Financiación de la pensión de vejez.
Las pensiones de vejez se financiarán con los recursos de las cuentas de ahorro

pensional, con el valor de los bonos pensionales cuando a ello hubiere lugar, y con el

aporte de la Nación en los casos en que se cumplan los requisitos correspondientes

para la garantía de pensión mínima.

Capítulo III: pensión de invalidez por riesgo común
Artículo 69: Pensión de invalidez.

El estado de invalidez, los requisitos para obtener la pensión de invalidez, el monto y

el sistema de su calificación en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, se re—

girá por las disposiciones contenidas en los artículos 38, 39, 40 y 41 de la presente Ley.
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Artículo 70: Financiación de la pensión de invalidez.
Las pensiones de invalidez se ñnanciarán con la cuenta individual de ahorro pen—

sional del afiliado, el bono pensional si a éste hubiere lugar, y la suma adicional que
sea necesaria para completar el capital que ñnancie el monto de la pensión. La suma
adicional estará a cargo de la aseguradora con la cual se haya contratado el seguro de
invalidez y de sobrevivientes.

El monto acumulado en las cuentas individuales de ahorro pensional, en virtud de
cotizaciones voluntarias, no hará parte del capital para financiar las pensiones de inva—

lidez, salvo que así lo disponga el añliado, o cuando ello sea necesario para acceder a la
pensión mínima de invalidez. El pensionado por invalidez podrá disponer del monto
de las cotizaciones voluntarias no utilizado.

Cuando de conformidad con lo previsto en el Artículo 44 de la presente Ley se de—

termine la cesación del estado de invalidez, la compañía de seguros deberá reintegrar a
la cuenta individual de ahorro pensional, el saldo no utilizado de la reserva para pensio—

nes, en la parte que corresponda a capital más los rendimientos, de la cuenta de ahorro
individual y al bono pensional.

En los eventos de que trata el inciso anterior, los afiliados tendrán derecho a que el
Estado les habilite como semanas cotizadas aquéllas durante las cuales gozaron de la
respectiva pensión. Esta habilitación del número de semanas será aplicable sólo cuan—
do el Estado deba pagar garantía de pensión mínima.

Parágrafo: El afiliado podrá contratar la pensión de invalidez con una aseguradora distin—

ta de la que haya pagado la suma adicional a que se refiere el inciso primero de este
Artículo.

Artículo 71: Garantía estatal de pensión mínima de invalidez.
En desarrollo del principio de solidaridad, el Estado garantizará los recursos necesa—

rios para que los afiliados al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, tengan ac—

ceso a una pensión mínima de invalidez, cuyo monto mensual será equivalente al salario
mínimo legal mensual conforme a lo establecido en el Artículo 35 de la presente Lev.

La garantía estatal de pensión mínima operará de conformidad con lo previsto en
los artículos 83 y 84 de esta Ley.

Artículo 72: Devolución de saldos por invalidez.
Cuando el afiliado se invalide sin cumplir con los requisitos para acceder a una pen—

sión de invalidez, se le entregará la totalidad del saldo abonado en su cuenta individual
de ahorro pensional, incluidos los rendimientos financieros y adicionado con el valor
del bono pensional si a ello hubiere lugar.

No obstante, el afiliado podrá mantener un saldo en la cuenta individual de ahorro
pensional y cotizar para constituir el capital necesario para acceder a una pensión de
vejez.

Capítulo IV: pensión de sobrevivientes
Artículo 73: Requisitos y monto.
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Los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes en el régimen de capitali—

zación individual con solidaridad así como su monto, se regirán por las disposiciones

contenidas en los artículos 46 y 48, de la presente Ley.

Artículo 74: Modificado por el Artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el si—

guiente: “Beneñciarios de la pensión de sobrevivientes.
Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérs—

tite, siempre y cuando dicho beneñciario, a la fecha del fallecimiento del causante,

tenga treinta (30) o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia

se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero per—

manente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el cau—

sante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años

continuos con anterioridad a su muerte;
b. En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y

cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de

treinta (30) años de edad, y no haya procreado hijos con éste. La pensión tempo—

ral se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración máxima de vein—

te (20) años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su

propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará

el literal a.

Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente,

con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensión

de que tratan los literales a y b del presente Artículo, dicha pensión se dividirá en—

tre ellos(as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido.

En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco (5) años, antes del fa—

llecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero perma—

nente, la beneficiaria o el beneñciario de la pensión de sobreviviente será la esposa

o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión

conyugal pero hay una separación de hecho, la compañera o compañero perma—

nente podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un por—

centaje proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya

sido superior a los últimos cinco (5) años antes del fallecimiento del causante. La
otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad con—

yugal vigente;
0. Los hijos menores de dieciocho (18) años; los hijos mayores de dieciocho (18) años

y hasta los veinticinco (25) años, incapacitados para trabajar por razón de sus es—

tudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte,

siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y cumplan

con el mínimo de condiciones académicas que establezca el Gobierno; y, los hijos

inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingre—

sos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar
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cuando hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el Artículo 38 de la Ley
100 de 1993;
A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, se—

rán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma
total y absoluta de éste;
A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con dere—

cho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían econó—

micamente de éste.
Parágrafo: Para efectos de este Artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o

el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil”.
Artículo 75: Garantía estatal de pensión de sobrevivientes.

En desarrollo del principio de solidaridad, el Estado garantiza el complemento
para que los sobrevivientes tengan acceso a una pensión mínima de sobrevivientes,
cuyo monto mensual será equivalente al cien por ciento (100%) del salario mínimo le—

gal mensual conforme a lo establecido en el Artículo 35 de la presente Ley.
Artículo 76: Inexistencia de beneficiarios.

En caso de que a la muerte del afiliado o pensionado, no hubiere beneficiarios de
la pensión de sobrevivientes, las sumas acumuladas en la cuenta individual de ahorro
pensional, harán parte de la masa sucesora] de bienes del causante.

En caso de que no haya causahabientes hasta el quinto orden hereditario, la suma
acumulada en la cuenta individual de ahorro pensional se destinará al Fondo de Soli—

daridad Pensional de que trata la presente Ley.
Artículo 77: Financiación de las pensiones de sobrevivientes.

1. La pensión de sobrevivientes originada por la muerte del afiliado, se financiará con
los recursos de la cuenta individual de ahorro pensional generados por cotizaciones
obligatorias, el bono pensional si a ello hubiere lugar, y con la suma adicional que
sea necesaria para completar el capital que financie el monto de la pensión. Dicha
suma adicional estará a cargo de la aseguradora.

El monto acumulado en las cuentas individuales de ahorro pensional, en razón
de cotizaciones voluntarias, no integrará el capital para financiar las pensiones de so—

brevivientes generadas por muerte de un afiliado, salvo cuando ello sea necesario para
acceder a la pensión mínima de sobrevivientes. Dicho monto podrá utilizarse para
incrementar el valor de la pensión, si el afiliado así lo hubiere estipulado o los benefi—

ciarios lo acuerdan. En caso contrario hará parte la masa sucesora] del causante.
Las pensiones de sobrevivientes causadas por la muerte de un pensionado, se finan—

cian con los recursos previstos para el pago de la pensión de vejez o invalidez, según
el caso, que estuviese recibiendo el causante al momento de su fallecimiento.

Cuando la pensión de sobrevivientes sea generada por muerte de un pensio—
nado acogido a la modalidad de retiro programado o retiro programado con renta
vitalicia diferida, el exceso del saldo de la cuenta individual de ahorro pensional so—

bre el capital necesario para financiar la pensión de sobrevivientes, podrá utilizarse
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para incrementar el valor de la pensión, si el afiliado así lo hubiere estipulado o

los beneficiarios lo acuerdan. En caso contrario hará parte la masa sucesoral del

causante.
Parágrafo: Los sobrevivientes del afiliado podrán contratar la pensión de sobrevivientes con

una aseguradora distinta de la que haya pagado la suma adicional a que se refiere el in—

ciso primero de este Artículo.
Artículo 78: Devolución de saldos.

Cuando el añliado fallezca sin cumplir con los requisitos para causar una pensión
de sobrevivientes, se le entregará a sus beneficiarios la totalidad del saldo abonado en

su cuenta individual de ahorro pensional, incluidos los rendimientos, _v el valor del

bono pensional si a este hubiera lugar.

Capítulo V: modalidades de pensión
Artículo 79: Modalidades de las pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes.

Las pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, podrán adoptar una de las

siguientes modalidades, a elección del añliado o de los beneficiarios, según el caso:

a. Renta vitalicia inmediata;
b. Retiro programado;
c. Retiro programado con renta vitalicia diferida; o
d. Las demás que autorice la Superintendencia Bancaria.

Artículo 80: Renta vitalicia inmediata.
La renta vitalicia inmediata, es la modalidad de pensión mediante la cual el afiliado

o beneficiario contrata directa e irrevocablemente con la aseguradora de su elección,
el pago de una renta mensual hasta su fallecimiento y el pago de pensiones de sobrevi—

vientes en favor de sus beneficiarios por el tiempo a que ellos tengan derecho. Dichas

rentas y pensiones deben ser uniformes en términos de poder adquisitivo constante

y no pueden ser contratadas por valores inferiores a la pensión mínima vigente del

momento.
La administradora a la que hubiere estado cotizando el afiliado al momento de

cumplir con las condiciones para la obtención de una pensión, será la encargada de

efectuar, a nombre del pensionado, los trámites 0 reclamaciones que se requieran, ante
la respectiva aseguradora.

Artículo 81: Retiro programado.
El retiro programado es la modalidad de pensión en la cual el afiliado o los beneñ—

ciarios obtienen su pensión de la sociedad administradora, con cargo a su cuenta indi—

vidual de ahorro pensional y al bono pensional a que hubiera lugar.
Para estos efectos, se calcula cada año una anualidad en unidades de valor constan—

te, igual al resultado de dividir el saldo de su cuenta de ahorro y bono pensional, por
el capital necesario para ñnanciar una unidad de renta vitalicia para el afiliado y sus
beneficiarios. La pensión mensual corresponderá a la doceava (1/12) parte de dicha

anualidad.
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El saldo de la cuenta de ahorro pensional, mientras el añliado disfruta de una pen—

sión por retiro programado, no podrá ser inferior al capital requerido para financiar
al afiliado y sus beneficiarios una renta vitalicia de un salario mínimo legal mensual

vigente.
Lo dispuesto en el inciso anterior, no será aplicable cuando el capital ahorrado más

el bono pensional si hubiere lugar a él, conduzcan a una pensión inferior a la mínima,

y el afiliado no tenga acceso a la garantía estatal de pensión mínima.
Cuando no hubiere beneñciarios, los saldos que queden en la cuenta de ahorro al

fallecer un afiliado que esté disfrutando una pensión por retiro programado, acrecen—

tarán la masa sucesoral. Si no hubiere causahabientes, dichas sumas se destinarán al

ñnanciamiento de la garantía estatal de pensión mínima.
Artículo 82: Retiro programado con renta vitalicia diferida.

El retiro programado con renta vitalicia diferida, es la modalidad de pensión por la
cual un afiliado contrata con la aseguradora de su elección, una renta vitalicia con el fin

de recibir pagos mensuales a partir de una fecha determinada, reteniendo en su cuenta
individual de ahorro pensional, los fondos suñcientes para obtener de la administra—

dora un retiro programado, durante el periodo que medie entre la fecha en que ejerce
la opción por esta modalidad y la fecha en que la renta vitalicia diferida comience a

ser pagada por la aseguradora. La renta vitalicia diferida contratada tampoco podrá en
este caso, ser inferior a la pensión mínima de vejez vigente.

Capítulo VI: características generales de las pensiones mínimas
Artículo 83: Pago de la garantía.

Para las personas que tienen acceso a las garantías estatales de pensión mínima,
tales garantías se pagarán a partir del momento en el cual la anualidad resultante del
cálculo de retiro programado sea inferior a doce veces la pensión mínima vigente, o

cuando la renta vitalicia a contratar con el capital disponible, sea inferior a la pensión
mínima vigente.

La administradora o la compañía de seguros que tenga a su cargo las pensiones,
cualquiera sea la modalidad de pensión, será la encargada de efectuar, a nombre del

pensionado, los trámites necesarios para que se hagan efectivas las garantías de pen—

sión mínima.
Artículo 841 Excepción a la garantia de pensión mínima.

Cuando la suma de las pensiones, rentas y remuneraciones que recibe el afiliado o
los beneficiarios, según el caso, sea superior a lo que le correspondería como pensión
mínima, no habrá lugar a la garantía estatal de pensión mínima.

Capítulo VII: prestaciones y beneficios adicionales
Artículo 85: Excedentes de libre disponibilidad.

Será de libre disponibilidad, desde el momento en que el añliado opte por con—

tratar una pensión, el saldo de la cuenta individual de ahorro pensional, más el bono
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pensional, si a ello hubiere lugar, que exceda del capital requerido para que el afiliado

convenga una pensión que cumpla con los siguientes requisitos:
a. Que la renta vitalicia inmediata 0 diferida contratada, o el monto del retiro pro—

gramado, sea mayor o igual al setenta por ciento (70%) del ingreso base de liqui—

dación, y no podrá exceder de quince (15) veces la pensión mínima vigente en la

fecha respectiva.
b. Que la renta vitalicia inmediata, o el monto del retiro programado, sea ma_vor o

igual al ciento diez por ciento (110%) de la pensión mínima legal vigente.
Artículo 86: Auxilio funerario.

La persona que compruebe haber sufragado los gastos de entierro de un añliado
o pensionado, tendrá derecho a percibir un auxilio funerario equivalente al último sa—

lario base de cotización, 0 al valor correspondiente a la ultima mesada pensional reci—

bida, según sea el caso, sin que pueda ser inferior a cinco (5) salarios mínimos legales
mensuales vigentes, ni superior a diez (10) veces dicho salario.

El auxilio deberá ser cubierto por la respectiva administradora o aseguradora, se—

gún corresponda.
Las administradoras podrán repetir contra la entidad que haya otorgado el seguro

de sobrevivientes respectivo, en el cual se incluirá el cubrimiento de este auxilio.
La misma acción tendrán las compañías de seguros que hayan pagado el auxilio de

que trata el presente Artículo _v cuyo pago no les corresponda por estar amparado este
evento por otra póliza diferente.

Artículo 87: Planes alternativos de capitalización y de pensiones.
Los afiliados al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad podrán optar por

planes alternativos de capitalización, que sean autorizados por la Superintendencia
Bancaria. Los capitales resultantes del plan básico y de dichas alternativas de capita—

lización, p0drán estar ligados a planes alternativos de pensiones que sean autorizados

por la misma Superintendencia.
El ejercicio de las opciones de que trata este Artículo, está sujeto a que los añlia—

dos hayan cumplido metas mínimas de capitalización. Los planes aprobados deberán
permitir la movilidad entre planes, administradoras _v aseguradoras, y deben separar
los patrimonios _v cuentas correspondientes a capitalización y seguros, en la forma que
disponga la Superintendencia Bancaria. El Gobierno Nacional señalará los casos en
los Cuales el ingreso a planes alternativos implica la renuncia del afiliado a garantías de
rentabilidad mínima o de pensión mínima.

Parágrafo: Lo dispuesto en el presente Artículo no exime al afiliado ni al empleador, del

pago de las cotizaciones previstas en la presente Ley.
Artículo 88: De otros planes alternativos de pensiones.

Las sociedades administradoras de fondos de pensiones, podrán invertir en con—

tratos de seguros de vida individuales con beneficios definidos _v ajustados por in—

flación, las cantidades que permitan asegurar un monto de jubilación no menor al

monto de la pensión mínima establecida por la Ley.
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Las mencionadas pólizas de seguros de vida, deberán cubrir los riesgos de invali—

dez y sobrevivencia y serán adquiridas con cargo a la cuenta de ahorro individual de la

cual se invertirá el porcentaje necesario que garantice por lo menos la pensión mínima

arriba mencionada.
El Gobierno Nacional reglamentará el porcentaje máximo del portafolio que po—

drán invertir los fondos de pensiones en estos tipos de pólizas.
Artículo 89: Garantía de crédito y adquisición de vivienda.

El afiliado que haya acumulado en su cuenta individual de ahorro pensional el ca—

pital requerido para financiar una pensión superior al ciento diez por ciento (110%) de

la pensión mínima de vejez, podrá emplear el exceso de dicho capital ahorrado, como
garantía de créditos de vivienda y educación, de acuerdo con la reglamentación que
para tal efecto se expida.

Capítulo VIII: administradoras del
Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad

Artículo 90: Entidades administradoras.
Los fondos de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad serán

administrados por las sociedades administradoras de fondos de pensiones, cuya crea—

ción se autoriza.
Las sociedades que de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales

vigentes administren fondos de cesantía, están facultadas para administrar simultá—

neamente fondos de pensiones, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos

en la presente Ley.
Las entidades de derecho público del sector central o descentralizado, de cualquier

nivel territorial, podrán promover la creación o ser socias de sociedades administrado—

ras de fondos de pensiones.
También podrán promover la constitución 0 ser socias de las sociedades adminis—

tradoras de fondos de pensiones las entidades del sector social solidario, tales como
cooperativas, organizaciones sindicales, fondos mutuos de inversión, bancos coopera—

tivos, fondos de empleados y las cajas de compensación familiar.
Las cajas de compensación familiar directamente o a través de instituciones de

economía solidaria podrán promover la creación, ser socias o propietarias de socie—

dades administradoras de fondos de pensiones y/o cesantías, en los términos de la

Ley. A efectos de lograr la democratización de la propiedad, las cajas de compen—
sación familiar deberán ofrecer a sus trabajadores afiliados en término no mayor a

cinco (5) años la titularidad de por lo menos el veinticinco por ciento (25%) de las

acciones que posean en las respectivas administradoras, conforme a los reglamen—

tos. El plazo de cinco (5) años se contará a partir de la constitución de la sociedad

administradora.
Las cajas de compensación familiar podrán destinar recursos de sus excedentes

para el pago de los aportes a las sociedades administradoras.
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Las compañías de seguros podrán ser socias de las entidades a que se refiere el pre—
sente Artículo, pero sólo podrán participar directamente en el Régimen de Ahorro In—

dividual con Solidaridad mediante los planes de seguros que se adopten en esta Ley.
Artículo 91: Requisitos de las entidades administradoras.

Además de los requisitos establecidos en la Ley 45 de 1990 para las sociedades de
servicios financieros, las sociedades administradoras de fondos de pensiones, deberán
cumplir con los siguientes requisitos especiales:
a. Constituirse bajo la forma de sociedades anónimas, o de instituciones solidarias;
b. Disponer de un patrimonio igual al cincuenta por ciento (50%) exigido para la

constitución de una corporación financiera, el cual respaldará exclusivamente el

desarrollo del negocio de administración de fondos de pensiones;
c. El patrimonio asignado a la administración de los fondos de pensiones previstos en

esta Ley, podrá estar representado en las inversiones que al efecto se autoricen, y
no será computable para el cumplimiento de los requisitos patrimoniales que tenga
la respectiva sociedad para el desarrollo de sus demás negocios. Del mismo, deberá
llevarse contabilidad en forma separada, de conformidad con lo que sobre el par—

ticular establezca la Superintendencia Bancaria.
Desde el momento de su constitución y por el término de cinco (5) años debe—

rán ofrecer públicamente acciones, para que las entidades del sector social solida—

rio a que se refiere el inciso cuarto del Artículo anterior, puedan llegar a suscribir
mínimo el veinte por ciento (20%) de su capital social.

Los afiliados y pensionados del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad,
de conformidad con los reglamentos, podrán ser socios de las sociedades adminis—

tradoras y dicha participación será tenida en cuenta para efectos del computo del
porcentaje referido en el inciso anterior.

Los porcentajes de participación que tanto el sector social solidario, como los

afiliados y pensionados adquieran en la propiedad de la respectiva administradora,
de conformidad con lo previsto en este literal, serán abonables o imputables a las

obligaciones de oferta pública de venta de participaciones que impongan las nor—

mas de democratización, aplicables a las sociedades administradoras de fondos de
pensiones y a las de pensiones y cesantía. De la misma manera se abonará el valor
de las acciones que se hayan vendido por oferta pública en desarrollo de la Ley 50
de 1990 y demás normas complementarias, hasta completar el porcentaje estableci—
do en el presente Artículo sobre el total del capital exigido por la presente Ley;

d. Disponer de capacidad humana y técnica especializada suficiente, para cumplir ade—

cuadamente con la administración apropiada de los recursos confiados, de acuerdo
con la naturaleza del plan de pensiones ofrecido.

Parágrafo: Las administradoras podrán ser autorizadas para constituir )“ administrar simul—

táneamente varios planes de capitalización o de pensiones dentro del Régimen, siem—

pre y cuando acrediten ante la Superintendencia Bancaria la capacidad administrativa
necesaria para el efecto.
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Artículo 92: Monto máximo de capital.
Con el fin de evitar la concentración económica, las sociedades que administren

fondos de pensiones no podrán tener un capital superior a diez (10) veces el monto
mínimo establecido.

Este límite podrá ser modiñcado por el Gobierno Nacional de acuerdo con la evo—

lución del Régimen.
Artículo 93: Fomento de la participación en el capital social de las administradoras de fon—

dos de pensiones.
El Gobierno Nacional, con cargo a los recursos del Presupuesto Nacional, estable—

cerá dentro de los seis (6) meses siguientes a la iniciación de la vigencia de esta Ley los

mecanismos de financiación necesarios para que las entidades a que se reñere el inciso
4” del Artículo 90 de la presente Ley, puedan completar los recursos que les permitan
participar en el capital social de las entidades administradoras del Régimen de Ahorro
Individual con Solidaridad.

El Gobierno Nacional, para fijar el monto del estímulo, tendrá en cuenta la nece—

sidad de apoyo financiero de cada entidad y la capacidad de pago para responder por
el mismo.

Artículo 94: Niveles de patrimonio.
El Gobierno Nacional ñjará la forma en la cual se garantice que las administrado—

ras y aseguradoras mantengan niveles adecuados de patrimonio, de acuerdo a los dis—

tintos riesgos asociados a su actividad.
Artículo 95: Aprobación de los planes de pensiones.

Las entidades autorizadas para actuar como administradoras o aseguradoras del

Sistema, deberán someter a la aprobación de la Superintendencia Bancaria los planes
de capitalización y de pensiones que pretendan administrar.

Artículo 96: Requisitos para la aprobación de los planes de pensiones.
Todo plan de pensiones que sea sometido a consideración de la Superintendencia

Bancaria para su aprobación, deberá amparar a los afiliados y pensionados contra to—

dos los riesgos a que hace referencia esta Ley, y señalar las condiciones especíñcas de
cada amparo. Los planes aprobados no podrán modiñcarse posteriormente desmejo—

rando cualesquiera de las condiciones establecidas anteriormente.
Artículo 97: Fondos de pensiones como patrimonios autónomos.

Los fondos de pensiones, conformados por el conjunto de las cuentas individuales
de ahorro pensional y los que resulten de los planes alternativos de capitalización o de

pensiones, así como los intereses, dividendos o cualquier otro ingreso generado por los
activos que los integren, constituyen patrimonios autónomos, propiedad de los afilia—

dos, independientes del patrimonio de la administradora.
La contabilidad de los mismos, se sujetará a las reglas que para el efecto expida la

Superintendencia Bancaria.
Artículo 98: Participación de los afiliados en el control de las sociedades administradoras.
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Los afiliados y accionistas de las sociedades administradoras de fondos de pensio—

nes elegirán el Revisor Fiscal para el control de la administración del respectivo fondo.
Además, los afiliados tendrán dos representantes, elegidos por ellos mismos, para que
asistan a todas las juntas directivas de la sociedad administradora, con voz _v sin voto,
quienes con el Revisor Fiscal velarán por los intereses de los afiliados de acuerdo con
la reglamentación que para tal fm expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo: Las sociedades que administren fondos de pensiones y de cesantía tendrán en
total dos representantes de los añliados.

Artículo 99: Garantías:
Las administradoras y aseguradoras, incluidas las de planes alternativos de pensio—

nes, deberán constituir )“ mantener adecuadas garantías, para responder por el correcto
manejo de las inversiones representativas de los recursos administrados en desarrollo
de los planes de capitalización v de pensiones.

Las administradoras deberán contar con la garantía del Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras, con cargo a sus propios recursos, para asegurar el reembol—

so del saldo de las cuentas individuales de ahorro pensional, en caso de disolución o

liquidación de la respectiva administradora, sin sobrepasar respecto de cada añliado el

cien por ciento (100%) de lo correspondiente a cotizaciones obligatorias, incluidos sus
respectivos intereses y rendimientos, y de ciento cincuenta (150) salarios mínimos le—

gales mensuales correspondientes a cotizaciones voluntarias. Las garantías en ningún
caso podrán ser inferiores a las establecidas por la Superintendencia Bancaria para las

instituciones del régimen ñnanciero.
Artículo 100: Inversión de los recursos.

Con el fin de garantizar la seguridad, rentabilidad _v liquidez de los recursos del
Sistema, las administradoras los invertirán en las condiciones y con sujeción a los lí—

mites que para el efecto establezca el Gobierno a través de la Superintendencia Ban—

caria, previo concepto, que no será vinculante, de una comisión del Consejo Nacional
Laboral 0 el organismo que haga sus veces.

En cualquier caso, las inversiones en títulos de deuda pública no podrán ser supe—

riores al cincuenta por ciento (50%) del valor de los recursos de los fondos de pensio—

nes, y dichos títulos deberán cubrir la desvalorización monetaria y permitir el pago de
intereses reales que reflejen la tasa del mercado ñnanciero, certificada por la Superin—
tendencia Bancaria para períodos trimestrales.

La Superintendencia de Valores deberá deñnir los requisitos que deban acreditar
las personas jurídicas que sean destinatarias de inversión o colocación de recursos de
los fondos de pensiones.

Cuando la Superintendencia de Valores autorice la colocación de recursos en el

mercado de capitales o en títulos valores diferentes a los documentos oñciales de deu—

da pública, deberá exigir a los destinatarios, que cumplan con las normas destinadas a
contener fenómenos de concentración de propiedad e ingresos.
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El Gobierno podrá reglamentar las transacciones diferentes a la suscripción de tí—

tulos primarios, para que se efectúen por intermedio de las bolsas de valores.

Las administradoras de fondos de pensiones y cesantía de cualquier naturaleza po—

drán descontar actas y cartera en las condiciones y en la proporción que fije el Gobier—

no Nacional, para que en todo caso la inversión sea de máxima seguridad.
Artículo 101: Rentabilidad minima.

La totalidad de los rendimientos obtenidos en el manejo de los fondos de pensio—

nes será abonado en las cuentas de ahorro pensional individual de los afiliados, a pro-
rrata de las sumas acumuladas en cada una de ellas y de la permanencia de las mismas

durante el respectivo período.
Las sociedades administradoras de fondos de pensiones yde cesantías deberán ga—

rantizar a sus afiliados de unos y otros una rentabilidad mínima, que será determinada

por el Gobierno Nacional, teniendo en cuenta rendimientos en papeles e inversiones

representativas del mercado que sean comparables. Esta metodología deberá buscar

que la rentabilidad mínima del portafolio invertido en títulos de deuda no sea inferior

a la tasa de mercado definida, teniendo en cuenta el rendimiento de los títulos emitidos

por la Nación y el Banco de la República. Además deberá promover una racional y am—

plia distribución de los portafolios en papeles e inversiones de largo plazo y equilibrar
los sistemas remuneratorios de pensiones y cesantía.

En aquellos casos en los cuales no se alcance la rentabilidad mínima, las sociedades

administradoras deberán responder con sus propios recursos, afectando inicialmente

la reserva de estabilización de rendimientos que se defina para estas sociedades.

Artículo 102: Rentabilidad en caso de liquidación, fusión o cesión de la administradora o

por retiro del afiliado.

En caso de liquidación, cesión o fusión de una administradora, los recursos que
formen parte de la cuenta especial de que tratan los artículos anteriores, se abonarán

en las cuentas individuales de ahorro pensional de sus afiliados.

Así mismo, en caso de retiro definitivo de un afiliado, por traslado a otra administra—

dora o porque contrate con una entidad aseguradora el pago de una pensión, se le debe—

rá reconocer la rentabilidad mínima exigida, mediante el pago inmediato de las cuantías

que de la cuenta especial de estabilización resulten proporcionalmente a su favor.

Artículo 103: Publicación de rentabilidad.
Las administradoras deberán publicar la rentabilidad obtenida en los planes de

capitalización y de pensiones ofrecidos, en la forma y con la periodicidad que para el

efecto determine la Superintendencia Bancaria.
Artículo 104: Comisiones.

Las administradoras cobrarán a sus afiliados una comisión de administración cu—

yos montos máximos y condiciones serán ñjadas por la Superintendencia Bancaria,
dentro de los límites consagrados en el Artículo 20 de esta Ley.

El Gobierno reglamentará las comisiones de administración por el manejo de las

cotizaciones voluntarias.
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Artículo 105: Contratos con establecimientos de crédito.
Las administradoras podrán celebrar contratos con instituciones financieras u

otras entidades, con cargo a sus propios recursos, con el objeto de que éstos se encar—

guen de las operaciones de recaudo, pago y transferencia de los recursos manejados
por las primeras, en las condiciones que se determinen, con el fin de que dichas ope—

raciones puedan ser realizadas en todo el territorio nacional.
Artículo 106: Publicidad.

Toda publicidad o promoción de las actividades de las administradoras deberá su—

jetarse a las normas que sobre el particular determine la Superintendencia Bancaria,
en orden a velar porque aquélla sea veraz y precisa, tal publicidad solamente podrá
contratarse con cargo al presupuesto de gastos administrativos de la entidad.

En todo caso, todas las administradoras deberán publicar, con la periodicidad y en
la forma que al efecto determine la misma Superintendencia, el costo de las primas
que sean pagadas por concepto de seguros y el valor de las comisiones cobradas.

El Gobierno eliminará privilegios provenientes de grupos con capacidad de con—
trol de medios masivos, y en su caso impedir que sean los beneficiarios quienes directa
o indirectamente absorban costos de publicidad.

Artículo 107: Cambio de plan de capitalización o de pensiones y de entidades
administradoras.

Todo añlíado al Régimen y que no haya adquirido la calidad de pensionado, po—

drá transferir voluntariamente el valor de su cuenta individual de ahorro pensional
a otro plan de capitalización o de pensiones autorizado, o trasladarse a otra entidad
administradora.

Los cambios autorizados en el inciso anterior no podrán exceder de una vez en el

semestre respectivo, previa solicitud presentada por el interesado con no menos de
treinta (30) días calendario de anticipación.

Artículo 108: Seguros de participación.
Los seguros que contraten las administradoras para efectuar los aportes adiciona—

les necesarios para financiar las pensiones de invalidez )“ sobrevivientes deberán ser
colectivos y de participación.

La contratación de dichos seguros deberá efectuarse utilizando procedimientos
autorizados por la Superintendencia Bancaria que aseguren la libre concurrencia de
oferentes.

Así mismo, las aseguradoras que asuman cualquier tipo de rentas vitalicias adoptarán
para ello la modalidad de seguros de participación en beneficio de los pensionados.

Artículo 109: Garantía estatal a las pensiones contratadas con aseguradoras.
Sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones a cargo de los reaseguradores,

la Nación garantizará el pago de las pensiones en caso de menoscabo patrimonial o
suspensiones de pago de la compañía aseguradora responsable de su cancelación de
acuerdo con la reglamentación que para tal efecto sea expedida. Para este efecto, el
Gobierno Nacional podrá permitir el acceso de la compañía aseguradora a la garantía
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del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. En este caso, la compañía asegu—

radora asumirá el costo respectivo.
Parágrafo: En todos los eventos en los que exista defraudación o malos manejos por parte

de los administradores de los fondos de pensiones 0 de las aseguradoras, para eludir

sus obligaciones con los ahorradores, deberán responder penalmente por sus actos.

Para estos efectos, los aportes de los ahorradores se asimilarán al carácter de dineros

del tesoro público.
Artículo 110: Vigilancia y control.

Corresponderá a la Superintendencia Bancaria el control y vigilancia de las entidades

administradoras de los planes de capitalización y de pensiones a que se refiere esta Ley.

Artículo 111: Sanciones a las administradoras.
Sin perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que puede imponer la Superin—

tendencia en desarrollo de sus facultades legales, cuando las administradoras incurran en
defectos respecto de los niveles adecuados de patrimonio exigidos, la Superintendencia
Bancaria impondrá, por cada incumplimiento, una multa en favor del Fondo de Solida—

ridad Pensional por el equivalente al tres _v cinco décimos por ciento (3,5%) del valor del

defecto mensual, sin exceder, respecto de cada incumplimiento, del uno y cinco décimos

por ciento (1,5%) del monto requerido para dar cumplimiento a tal relación.
Así mismo, cuando el monto correspondiente a la Reserva de Estabilización sea infe—

rior al mínimo establecido, la Superintendencia Bancaria impondrá una multa en favor

del Fondo de Solidaridad Pensional por el equivalente al tres y cinco décimos por ciento

(3,5%) del valor del defecto mensual presentado por la respectiva administradora.

En adición a lo previsto en los incisos anteriores, la Superintendencia Bancaria

impartirá todas las órdenes que resulten pertinentes para el inmediato restablecimien—

to de los niveles adecuados de patrimonio o de la Reserva de Estabilización, según

corresponda.
Artículo 112: Obligación de aceptar a todos los afiliados que lo soliciten

Las personas que cumplan los requisitos para ser afiliados al Régimen de Ahorro

Individual con Solidaridad no podrán ser rechazados por las entidades administrado—

ras del mismo.

Título IV: disposiciones comunes a los regímenes
del sistema general de pensiones

Capítulo I: traslado entre regímenes — bonos pensionales
Artículo 113: Traslado de Régimen.

Cuando los afiliados al Sistema en desarrollo de la presente Ley se trasladen de un
régimen a otro se aplicarán las siguientes reglas:
a. Si el traslado se produce del Régimen de Prestación Definida al de Ahorro Indivi—

dual con Solidaridad, habrá lugar al reconocimiento de bonos pensionales en los

términos previstos por los artículos siguientes;
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b. Si el traslado se produce del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad al
Régimen de Prestación Deñnida, se transferirá a este último el saldo de la cuenta
individual, incluidos los rendimientos, que se acreditará en términos de semanas
cotizadas, de acuerdo con el salario base de cotización.

Artículo 114: Requisito para el traslado de Régimen.
Los trabajadores y servidores públicos que en virtud de lo previsto en la presente

Ley se trasladen por primera vez del Régimen de Prima Media con Prestación Defi—

nida al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, deberán presentar a la respec—
tiva entidad administradora comunicación escrita en la que conste que la selección de
dicho Régimen se ha tomado de manera libre, espontánea y sin presiones.

Este mismo requisito es obligatorio para los trabajadores vinculados con los em—

pleadores hasta el 31 de diciembre de 1990 y que decidan trasladarse al Régimen
Especial de cesantía previsto en la Ley 50 de 1990, para lo cual se requerirá que adi—

cionalmente dicha comunicación sea rendida ante notario público, o en su defecto ante
la primera autoridad política del lugar.

Artículo 115: Bonos pensionales.
Los bonos pensionales constituyen aportes destinados a contribuir a la conforma—

ción del capital necesario para financiar las pensiones de los afiliados al Sistema Ge—

neral de Pensiones.
Tendrán derecho a bono pensional los afiliados que con anterioridad a su ingreso

al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad cumplan alguno de los siguientes
requisitos:
a. Que hubiesen efectuado cotizaciones al Instituto de los Seguros Sociales o las cajas

o fondos de previsión del sector público;
Que hubiesen estado vinculados al Estado o a sus entidades descentralizadas como
servidores públicos;
Que estén vinculados mediante contrato de trabajo con empresas que tienen a su
cargo el reconocimiento y pago de las pensiones;
Que hubiesen estado afiliados a cajas previsionales del sector privado que tuvieren a

su cargo exclusivo el reconocimiento y pago de pensiones.
Parágrafo: Los afiliados de que trata el literal a del presente Articulo que al momento del traslado

hubiesen cotizado menos de ciento cincuenta (150) semanas no tendrán derecho a bono.
Artículo 116: Características.

Los bonos pensionales tendrán las siguientes características:
Se expresarán en pesos;
Serán nominativos;
Serán endosables en favor de las entidades administradoras o aseguradoras, con
destino al pago de pensiones;
Entre el momento de la afiliación del trabajador y el de redención del bono, de—

vengarán, a cargo del respectivo emisor, un interés equivalente a la tasa DTF, sobre
saldos capítalizados, que establezca el Gobierno; y
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e. Las demás que determine el Gobierno Nacional.

Artículo 117: Valor de los bonos pensionales.
Para determinar el valor de los bonos, se establecerá una pensión de vejez de refe—

rencia para cada añliado, que se calculará asi:

a. Se calcula el salario que el afiliado tendría a los sesenta (60) años si es mujer o se-

senta y dos (62) si es hombre, como el resultado de multiplicar la base de cotización

del afiliado a 30 de junio de 1992, o en su defecto, el último salario devengado antes
de dicha fecha si para la misma se encontrase cesante, actualizado a la fecha de su

ingreso al Sistema según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumi—

dor del DANE, por la relación que exista entre el salario medio nacional a los sesen—

ta (60) años si es mujer o sesenta y dos (62) si es hombre, y el salario medio nacio—

nal a la edad que hubiere tenido el afiliado en dicha fecha. Dichos salarios medios

nacionales serán establecidos por el DANE;
b. El resultado obtenido en el literal anterior, se multiplica por el porcentaje que re—

sulte de sumar los siguientes porcentajes: cuarenta y cinco por ciento (45%), más

un tres por ciento (3%) por cada año que exceda de los primeros diez (10) años de

cotización, empleo o servicio público, más otro tres por ciento (3%) por cada año

que faltare para alcanzar la edad de sesenta (60) años si es mujer 0 sesenta y dos (62)
si es hombre, contado desde el momento de su vinculación al Sistema.

La pensión de referencia así calculada, no podrá exceder el noventa por ciento

(90%) del salario que tendría el añliado al momento de tener acceso a la pensión, ni

de quince (15) salarios mínimos legales mensuales.
Una vez determinada la pensión de referencia, los bonos pensionales se ex—

pedirán por un valor equivalente al que el afiliado hubiera debido acumular en

una cuenta de ahorro, durante el período que haya efectuado cotizaciones al

Instituto de los Seguros Sociales o haya sido servidor público o haya estado em—

pleado en una empresa que deba asumir el pago de pensiones, hasta el momento
de ingreso al sistema de ahorro, para que a ese ritmo de acumulación, hubiera
completado el capital necesario para financiar una pensión de vejez y para so—

brevivientes, a los sesenta y dos (62) años si son hombres y sesenta (60) años si

son mujeres por un monto igual a la pensión de referencia.
En todo caso, el valor nominal del bono no podrá ser inferior a las sumas apor—

tadas obligatoriamente para la futura pensión con anterioridad a la fecha en la cual

se añlie al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.
El Gobierno establecerá la metodología, procedimiento y plazos para la expe—

dición de los bonos pensionales.
Parágrafo 1“: El porcentaje del noventa por ciento (90%) a que se reñere el inciso 5“, será

del setenta y cinco por ciento (75%) en el caso de las empresas que hayan asumido el

reconocimiento de pensiones a favor de sus trabajadores.
Parágrafo 2": Cuando el bono a emitir corresponda a un afiliado que no provenga inmedia—

tamente del Instituto de los Seguros Sociales, ni de caja o fondo de previsión del sector
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público, ni de empresa que tuviese a su cargo exclusivo el pago de pensiones de sus tra—

bajadores, el cálculo del salario que tendría a los sesenta y dos (62) años si son hombres
y sesenta (60) años si son mujeres, parte de la última base de cotización sobre la cual
haya cotizado o del último salario que haya devengado en una de dichas entidades, ac—

tualizado a la fecha de ingreso al Sistema, según la variación porcentual del Índice de
Precios al Consumidor del DANE.

Parágrafo 3”: Para las personas que ingresen por primera vez a la fuerza laboral con poste—
rioridad al 30 de junio de 1992, el bono pensional se calculará como el valor de las co—

tizaciones efectuadas más los rendimientos obtenidos hasta la fecha de traslado.
Artículo 118: Clases.

Los bonos pensionales serán de tres clases:

a. Bonos pensionales expedidos por la Nación;
Bonos pensionales expedidos por las cajas, fondos o entidades del sector público
que no sean sustituidas por el Fondo de Pensiones Públicas del nivel Nacional a que
se refiere el Capítulo III del presente Título, y cuya denominación genérica de bono
pensional se complementará con el nombre de la caja, fondo o entidad emisora;

c. Bonos pensionales expedidos por empresas privadas o públicas, o por cajas pensio—

nales del sector privado que hayan asumido exclusivamente a su cargo el recono—
cimiento y pago de pensiones y cuya denominación genérica de bono pensional se
complementará con el nombre de la entidad emisora.

Artículo 119: Emisor )" contribuyentes.
Los bonos pensionales serán expedidos por la última entidad pagadora de pen—

siones a la cual haya pertenecido el afiliado antes de entrar al Régimen de Ahorro In—

dividual con Solidaridad, siempre y cuando el tiempo de cotización 0 de servicios,
continuo o discontinuo, haya sido igual o mayor a cinco (5) años.

Cuando el tiempo de cotización 0 de servicios en la última entidad pagadora de pen—
siones, sea inferior a cinco (5) años, el bono pensional será expedido por la entidad pa—

gadora de pensiones, en la cual el afiliado haya efectuado el mayor número de aportes ()

haya cumplido el mayor tiempo de servicio.

En los casos señalados en el Artículo 121de la presente Ley, la Nación expedirá los
bonos a cargo de tales entidades.

Artículo 120: Contribuciones a los bonos pensionales
Las entidades pagadoras de pensiones a las cuales hubiere estado afiliado o emplea—

do el beneficiario del bono pensional, tendrán la obligación de contribuir a la entidad
emisora del bono pensional, con la cuota parte correspondiente.

El factor de la cuota parte será igual al tiempo aportado o servido en cada entidad,
dividido por el tiempo total de cotizaciones y servicios reconocido para el cálculo del
bono.

Artículo 121: Bonos pensionales )“ cuotas partes a cargo de la Nación.
La Nación expedirá un instrumento de deuda pública nacional denominado bono

pensional, de la naturaleza y con las características señaladas en los artículos anteriores,
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a los afiliados al Sistema General de Pensiones, cuando la responsabilidad corresponda
al Instituto de los Seguros Sociales, a la Caja Nacional de Previsión Social, o a cua—

lesquiera otra caja, fondo o entidades del sector público sustituido por el Fondo de

Pensiones Públicas del nivel nacional, y asumirá el pago de las cuotas partes a cargo
de estas entidades.

Los bonos a cargo de la Nación se expedirán con relación a los afiliados con ante—

rioridad a la fecha de vigencia de la presente Ley y sobre el valor de la deuda imputable

con anterioridad a dicha fecha.
Artículo 122: Fondos para pago de cuotas partes y bonos pensionales de las cajas, fon—

dos o entidades públicas no sustituidos por el Fondo de Pensiones Públicas del nivel

nacional.
Las cajas, fondos o entidades del sector público que no hayan sido sustituidos por

el Fondo de Pensiones Públicas del nivel Nacional, destinarán los recursos necesa—

rios para el cumplimiento de las obligaciones derivadas de sus correspondientes bonos

pensionales y de las cuotas partes que les correspondan, mediante la constitución de

patrimonios autónomos manejados por encargo fiduciario de acuerdo con las disposi—

ciones que expida la Superintendencia Bancaria y las garantías que exija el Gobierno

Nacional.
Estos fondos estarán sometidos a la vigilancia y control de la Superintendencia

Bancaria.
Los recursos se apropiarán con cargo prioritario a las cotizaciones previstas en la

presente Ley, y cuando sea necesario también con cargo a los recursos propios de las

entidades.
La Nación podrá subrogar las obligaciones de que trata este Artículo, para asegurar

el pago de las mismas a los beneficiarios del Régimen de Ahorro Individual con So—

lidaridad, y los afiliados a las entidades del Régimen de Prestación Deñnida, cuando

la entidad tenga incapacidad temporal para asumirlas, en las condiciones que se esta—

blezcan para el efecto.
Artículo 123: Recursos y garantía para el pago de los bonos y obligaciones pensionales a

cargo de las entidades territoriales.
Las entidades territoriales podrán emitir títulos de deuda pública a fin de acceder

a los recursos de los fondos de pensiones en los términos previstos en el Artículo 100

de esta Ley. Las transferencias del Presupuesto Nacional se podrán pignorar a fin de

garantizar las obligaciones que resulten de esta operación. Los recursos se destinarán

a la redención de los bonos pensionales y al pago de las pensiones a su cargo.
El Gobierno Nacional reglamentará esta materia teniendo en cuenta que las entida—

des territoriales deberán hacer un esfuerzo para acrecentar la participación de los recur—

sos propios para el pago de las pensiones a su cargo y en todo caso deberán contar con la

aprobación de la Superintendencia Bancaria.
Artículo 124: Fondos para pago de cuotas partes y bonos pensionales de las empresas que

tienen a su cargo exclusivo las pensiones de sus empleados.
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Para el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los correspondientes bonos
pensionales y de las cuotas partes, a cargo de las empresas que tienen a su cargo exclu—

sivo el pago de las pensiones y de las cajas de previsión del sector privado, se deberán
otorgar las garantías que para el efecto determine el Gobierno Nacional.

Cuando el monto de las obligaciones de que trata el inciso anterior, exceda las pro—

porciones de los activos que para el efecto se establezca, se deberán constituir patri—

monios autónomos manejados por encargo fiduciario, sujetos a la vigilancia y control
de la Superintendencia respectiva.

Los aportes a los fondos de que trata este Artículo, serán deducibles de la renta de los

contribuyentes en cuanto no se hayan deducido con anterioridad.
Parágrafo 1“: Se exceptúan de la obligación prevista en este Artículo, los recursos destina—

dos al pago de los beneñcios de carácter pensional diferentes a los contemplados en esta
Ley, que acuerden o hayan acordado los empleadores y trabajadores del sector privado.

Parágrafo 2": Se excepcionan de la obligación prevista en este Artículo, aquellas empresas
que constituyan las reservas actuariales de conformidad con las normas expedidas por
la Superintendencia respectiva.

Artículo 125: Adquisición de acciones de empresas.
Los bonos pensionales, de los afiliados que hayan acumulado en sus cuentas indi—

viduales de ahorro pensional el capital necesario para obtener una pensión de vejez
superior al ciento diez por ciento (110%) de la pensión mínima de vejez vigente, po—

drán ser destinados para la adquisición, en condiciones preferenciales, de acciones de
empresas públicas.

En tal caso, los administradores de los fondos representarán a los tenedores de los
bonos pensionales frente a los emisores de las acciones, previa autorización expresa del
añliado y de acuerdo con la reglamentación que el Gobierno Nacional expida.

Articulo 126: Créditos privilegiados.
Los créditos causados o exigibles por concepto de los bonos y cuotas partes de que

trata este Capítulo, pertenecen a la primera clase del Artículo 2495 del Código Civil y
tienen el mismo privilegio que los créditos por concepto de salarios, prestaciones so—

ciales o indemnizaciones laborales.
Artículo 127: Títulos de deuda interna.

Autorízase al Gobierno Nacional para expedir los bonos pensionales a cargo de la
Nación y títulos de deuda pública interna de la Nación, hasta por el valor necesario
para pagar las pensiones que queden a su cargo en virtud de lo dispuesto en esta Ley,
más las obligaciones correspondientes a dichos bonos y a las cuotas partes con las cua—

les haya de contribuir a los bonos pensionales expedidos por los demás emisores de
bonos pensionales.

La emisión de los títulos que por la presente Ley se autoriza, sólo requerirá con—

cepto previo de la Junta Directiva del Banco de la República y Decreto del Gobierno
Nacional, mediante el cual se señalen las clases, características y condiciones financie—

ras de emisión, colocación y administración de los títulos.
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La Nación, a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, podrá adminis—

trar directamente los títulos de deuda pública que por la presente Ley se autorizan.
Así mismo, podrá autorizar celebrar con entidades nacionales o extranjeras contratos

para la agencia, emisión, edición, colocación, garantía, administración y servicio de los

respectivos títulos.
Tales contratos sólo requerirán para su celebración, validez y perfeccionamiento,

de la firma de las partes y su publicación en el Diario Oficial, requisito que se entiende

cumplido con la orden impartida por el Director General de Crédito Público.

Capítulo II: disposiciones aplicables a los servidores públicos
Artículo 128: Selección del Régimen.

Los servidores públicos afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger
el régimen al que deseen afiliarse, lo cual deberá informarse al empleador por escrito.

Los servidores públicos que se acojan al Régimen de Prestación Defmida, podrán
continuar afiliados a la caja, fondo o entidad de previsión a la cual se hallen vinculados.

Estas entidades administrarán los recursos y pagarán las pensiones conforme a las dis—

posiciones de dicho régimen previstas en la presente Ley.

Los servidores públicos que no estén afiliados a una caja, fondo o entidad de pre—

visión o seguridad social, aquellos que se hallen afiliados a alguna de estas entidades

cuya liquidación se ordene, y los que ingresen por primera vez a la fuerza laboral, en
caso de que seleccionen el Régimen de Prestación Definida, se añliarán al Instituto de

los Seguros Sociales.
Los servidores públicos nacionales cualquiera sea el régimen que seleccionen, ten—

drán derecho a bono pensional.
Parágraf): La afiliación al Régimen seleccionado implica la aceptación de las condiciones pro—

pias de éste, para acceder a las pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes.

Capítulo 111: entidades del sector público
Artículo 1291 Prohibición general.

A partir de la vigencia de la presente Ley, se prohíbe la creación de nuevas cajas,

fondos o entidades de previsión o de seguridad social del sector público, de cualquier
orden nacional o territorial, diferentes a aquellas que de conformidad con lo previsto

en la presente Ley, se constituyan como entidades promotoras o prestadoras de servi—

cios de salud.
Artículo 130: Fondo de Pensiones Públicas de nivel nacional.

Créase el Fondo de Pensiones Públicas del nivel nacional, como una cuenta de la

Nación adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyos recursos se admi—

nistrarán mediante encargo fiduciario.
El Fondo sustituirá a la Caja Nacional de Previsión Social en lo relacionado con el

pago de las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobre—

vivientes, y a las demás cajas de previsión o fondos insolventes del sector público del
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orden nacional, que el Gobierno determine _v para los mismos efectos. El Gobierno
Nacional establecerá los mecanismos requeridos para el pago de las pensiones recono—
cidas o causadas con anterioridad a la presente Le_v.

A partir de 1995, todas las obligaciones por concepto de pensiones de vejez, de in—

validez y de sobrevivientes, reconocidas por la Caja Nacional de Previsión, serán pa—

gadas por el Fondo de Pensiones Públicas del nivel nacional.
El Fondo de Previsión Social del Congreso de la República, creado por la Ley 33

de 1985 continuará siendo responsable del reconocimiento y pago de las pensiones de
vejez o jubilación, de invalidez y de sobrevivientes, _v de los servicios de salud de los
congresistas _v de los empleados del Congreso y del Fondo que aporten para los Siste—

mas de Pensiones y de Salud de conformidad con las normas de la presente Ley.
Artículo 131: Fondo para pagar el pasivo pensional de las universidades oñciales _v de las

instituciones oficiales de educación superior de naturaleza territorial.
Cada una de las instituciones de educación superior oñciales, del nivel territorial,

departamental, distrital, municipal, constituirá un fondo para el pago del pasivo pen—
sional contraído a la fecha en la cual esta Ley entre en vigencia, hasta por un monto
igual al valor de dicho pasivo que no esté constituido en reservas en las cajas de previ—

sión, o fondos autorizados, descontando el valor actuarial de las futuras cotizaciones
que las instituciones como empleadores y los empleados deban efectuar según lo pre—

visto en la presente Ley, en aquella parte que corresponda a funcionarios, empleados o

trabajadores vinculados hasta la fecha de iniciación de la vigencia de la presente Ley.
Dicho fondo se manejará como una subcuenta en el presupuesto de cada institu—

ción. Será ñnanciado por la Nación, los departamentos, los distritos y los municipios,
que aportarán en la misma proporción en que hayan contribuido al presupuesto de la
respectiva universidad o institución de educación superior, teniendo en cuenta el pro—
medio de los cinco (5) últimos presupuestos anuales, anteriores al año de iniciación de
la vigencia de la presente Ley.

Los aportes constarán en bonos de valor constante de las respectivas entidades que
se redimirán a medida que se haga exigible el pago de las obligaciones pensionales de
acuerdo con las proyecciones presupuestales y los cálculos actuariales, y de conformi—
dad con la reglamentación que para el efecto establezca el Gobierno Nacional.

Dentro del año siguiente a la iniciación de la vigencia de la presente Ley, las uni—

versidades y las instituciones de educación superior referidas en este Artículo, ela—

borarán o actualizarán los estudios actuariales con el visto bueno del Ministerio de
Hacienda. Este requisito es necesario para la suscripción de los bonos que representen
los aportes de la Nación. Esta suscripción deberá hacerse dentro de los dos (2) prime—

ros años de la vigencia de la presente Ley.
Artículo 132: Separación de riesgos.

A partir de la vigencia de la presente Ley, las cajas, fondos y entidades del sector
público, en todos sus órdenes, deberán financiar )“ administrar en forma independien—
te y en cuentas separadas, las pensiones de vejez, de invalidez y de sobrevivientes, del
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régimen de protección contra los riesgos profesionales y del régimen de amparo contra
enfermedad general y maternidad. Deberán además administrar las mismas en cuentas
separadas con respecto a las cuentas y conceptos restantes utilizadas por la administra—

ción respectiva.

Capítulo IV: disposiciones ñnales del sistema general de pensiones
Artículo 133: Pensión sanción.

El Artículo 267 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Artículo 37 de
la Ley 50 de 1990, quedará así:

El trabajador no afiliado al Sistema General de Pensiones por omisión del emplea—
dor, que sin justa causa sea despedido después de haber laborado para el mismo emplea—
dor durante diez (10) años o más y menos de quince (15) años, continuos o discontinuos,
anteriores o posteriores a la vigencia de la presente Ley, tendrá derecho a que dicho em—

pleador lo pensione desde la fecha de su despido, si para entonces tiene cumplidos se—

senta (60) años de edad si es hombre, o cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer,
o desde la fecha en que cumpla esa edad con posterioridad al despido.

Si el retiro se produce por despido sin justa causa después de quince (15) años de
dichos servicios, la pensión se pagará cuando el trabajador despedido cumpla cincuen—

ta y cinco (55) años de edad si es hombre, o cincuenta (50) años de edad si es mujer, o
desde la fecha del despido, si ya los hubiere cumplido.

La cuantía de la pensión será directamente proporcional al tiempo de servicios res—

pecto de la que le habría correspondido al trabajador en caso de reunir todos los requi—

sitos para acceder a la pensión de vejez en el Régimen de Prima Media con Prestación
Definida y se liquidará con base en el promedio devengado en los últimos diez (10)
años de servicios, actualizado con base en la variación del Índice de Precios al Consu—

midor certiñcada por el DANE.
Parágrafo 1": Lo dispuesto en el presente Artículo se aplicará exclusivamente a los servi—

dores públicos que tengan la calidad de trabajadores oficiales y a los trabajadores del
sector privado.

Para'gra_ñr 2”: Las pensiones de que trata el presente Artículo podrán ser conmutadas con el

Instituto de los Seguros Sociales.
Parágrafo 3“: A partir del lº de enero del año 2014 las edades a que se refiere el presente

Artículo, se reajustarán a sesenta y dos (62) años si es hombre y cincuenta y siete (57)
años si es mujer, cuando el despido se produce después de haber laborado para el mis—

mo empleador durante diez (10) años o más y menos de quince (15) años, y a sesenta
(60) años si es hombre y cincuenta y cinco (55) años si es mujer, cuando el despido se
produce después de quince (15) años de dichos servicios.

Artículo 134: Inembargabilidad.
Son inembargables:

1. Los recursos de los fondos de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con
Solidaridad.
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Los recursos de los fondos de reparto del Régimen de Prima Media con Prestación
Deñnida y sus respectivas reservas.
Las sumas abonadas en las cuentas individuales de ahorro pensional del Régimen
de Ahorro Individual con Solidaridad, y sus respectivos rendimientos.
Las sumas destinadas a pagar los seguros de invalidez y de sobrevivientes dentro
del mismo Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.
Las pensiones _v demás prestaciones que reconoce esta Ley, cualquiera que sea su
cuantía, salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias 0 créditos a fa—

vor de cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre
la materia.
Los bonos pensionales _v los recursos para el pago de los bonos _v cuotas partes de
bono de que trata la presente Ley.

Los recursos del fondo de solidaridad pensional.
Parágrafo: No obstante lo dispuesto en el presente Artículo, las cotizaciones voluntarias y

sus rendimientos financieros sólo gozarán de los mismos beneficios que la Ley concede
a las cuentas de ahorro en UPAC, en términos de inembargabilidad.

Artículo 135: Tratamiento tributario.
Los recursos de los fondos de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Soli—

daridad, los recursos de los fondos de reparto del Régimen de Prima Media con Presta—

ción Definida, los recursos de los fondos para el pago de los bonos y cuotas partes de bonos

pensionales y los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional, gozan de exención de toda
clase de impuestos, tasas y contribuciones de cualquier origen, del orden nacional.

U'l

Estarán exentos del impuesto sobre la renta y complementarios:
El Instituto de los Seguros Sociales.
La Caja Nacional de Previsión y las demás cajas _v fondos de previsión o seguridad
social del sector público, mientras subsistan.
Las sumas abonadas en las cuentas individuales de ahorro pensional del Régimen
de Ahorro Individual con Solidaridad y sus respectivos rendimientos.
Las sumas destinadas al pago de los seguros de invalidez _v de sobrevivientes dentro
del mismo Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.
Ajuste de salarios mínimos en términos de UVT por el Artículo Sl de la Ley 1111

de 2006. Aparte subrayado modificado por el Artículo 96 de la Ley 223 de 1995. El
nuevo texto es el siguiente: “Las pensiones estarán exentas del impuesto sobre la

renta. A partir del lº de enero de 1998 estarán gravadas sólo en la parte que exceda
de mil (1.000) UVT”.
Estarán exentos del impuesto a las ventas:
Los servicios prestados por las administradoras dentro del Régimen de Ahorro in—

dividual con Solidaridad y de Prima .Nledia con Prestación Definida.
Los servicios de seguros _v reaseguros que prestan las compañías de seguros, para
invalidez y sobrevivientes contemplados dentro del régimen de ahorro individual

con solidaridad.
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Estarán exentos del impuesto de timbre los actos 0 documentos relacionados con la

administración del Sistema General de Pensiones.
Parágrafo ] ": Los aportes obligatorios y voluntarios que se efectúen al Sistema General de

Pensiones no harán parte de la base para aplicar la retención en la fuente por salarios y

serán considerados como un ingreso no constitutivo de renta ni de ganancia ocasional.
Los aportes a cargo del empleador serán deducibles de su renta.

Parágrafo 2”: Las disposiciones a que se reñeren el presente Artículo y el Artículo anterior,
serán aplicables, en lo pertinente, a los fondos de pensiones de que trata el Decreto
2513 de 1987 y a los seguros privados de pensiones.

Parágrafo 3": En ningún caso los pagos efectuados por concepto de cesantía serán sujetos
de retención en la fuente.

Artículo 136: Tratamiento tributario de los excedentes de libre disponibilidad.
El retiro de los excedentes de libre disponibilidad, en la parte que corresponda a

rentabilidad real de las cuentas de ahorro pensional, para fines diferentes a la financia—

ción de pensiones, estará gravado con el impuesto sobre la renta.
Artículo 137: Faltantes a cargo de la Nación.

La Nación asumirá el pago de pensiones reconocidas por el Instituto de los Se—

guros Sociales, la Caja Nacional de Previsión y otras cajas o fondos del sector público
sustituidos por el Fondo de Pensiones Públicas del nivel nacional, incluido este últi—

mo, en cuanto se agotasen las reservas constituidas para el efecto y sólo por el monto
de dicho faltante.

Artículo 138: Garantía estatal en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida.
El Estado responderá por las obligaciones del Instituto de los Seguros Sociales para

con sus afiliados al Régimen de Prima Media con Prestación Deñnida, cuando los in—

gresos y las reservas de dicha entidad se agotasen, siempre que se hubiesen cobrado las

cotizaciones en los términos de esta Ley.
Artículo 139: Facultades extraordinarias.

De conformidad con lo previsto en el ordinal 100 del Artículo 150 de la Constitu—

ción Política, revistase al Presidente de la República de precisas facultades extraordi—

narias por el término de seis (6) meses contados desde la fecha de publicación de la

presente Ley para:
1. Determinar la estructura, administración, recursos, y demás disposiciones necesa—

rias para el funcionamiento de la delegatura exclusiva para la vigilancia de adminis—

tradoras de fondos de pensiones y/o cesantía y demás entidades de previsión social
de la Superintendencia Bancaria y armonizarla con el resto de su estructura.

Estas facultades incluyen la de modificar la denominación de la Superinten—
dencia. El Superintendente delegado para estas funciones, deberá reunir las mis—

mas condiciones y requisitos que las exigidas para el Superintendente Bancario.
2. Determinar, atendiendo a criterios técnico—científicos y de salud ocupacional, las ac—

tividades de alto riesgo para la salud del trabajador, que requieran modificación en el

número de semanas de cotización y el monto de la pensión. Las demás condiciones y
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requisitos para acceder a la pensión, se regirán por las disposiciones previstas en esta

Ley, sin desconocer derechos adquiridos y en todo caso serán menos exigentes. Que—
dando igualmente facultado para armonizar _v ajustar las normas que sobre pensiones
rigen para los aviadores civiles _v los periodistas con tarjeta profesional.

Esta facultad incluye la de establecer los puntos porcentuales adicionales de co—

tización a cargo del empleador y el trabajador, según cada actividad.
Establecer un régimen de fondos departamentales y municipales de pensiones pú—

blicas, que sustituya el pago de las pensiones a cargo de las cajas o fondos pensio—

nales públicos y empresas productoras de metales preciosos insolventes, en los res—

pectivos niveles territoriales. Se podrá retener de las transferencias, de la respec—

tiva entidad territorial, para garantizar el pago de tales pensiones, sólo mediante
acuerdo con su representante legal.

Establecer la manera como las cajas, fondos o entidades del sector privado que sub—

sistan, deben adaptarse a las disposiciones contenidas en la presente Ley, señalan—

do las funciones adicionales a la Superintendencia Bancaria, _v a la de Salud, a ñn
de que dichas entidades adapten sus estatutos y reglas de funcionamiento.
Dictar las normas necesarias para la emisión de los bonos pensionales, su redención,
la posibilidad de transarlos en el mercado secundario, y las condiciones de los bonos
cuando deban expedirse a personas que se trasladen del régimen de prima media al

régimen de capitalización individual.
Establecer las normas que fueren necesarias para autorizar la constitución de so—

ciedades sin ánimo de lucro, sujetas a la reglamentación del Gobierno Nacional y

bajo la vigilancia de la entidad que éste determine, cuyo objeto social sea asumir los

riesgos derivados de la enfermedad profesional y del accidente de trabajo.
Establecer el régimen jurídico y financiero de las sociedades administradoras de
fondos de pensiones.
Establecer un Fondo de Actualización Pensional para los pensionados por jubilación,
invalidez, vejez )“ sobrevivientes, del sector público, en el sector privado y del Insti—

tuto de los Seguros Sociales, cuyas pensiones se hubiesen reconocido antes del lº de
enero de 1989, de tal manera que permita atender los siguientes compromisos:
a. El reajuste anual contenido en el Decreto 2108 de 1992;

b. La mesada pensional adicional de que trata el Artículo 142 de la presente
Ley;

c. El reaforo de rentas y la adición presupuestal de que trata el Artículo 267
de esta Ley.
En ejercicio de las facultades establecidas en el presente numeral, se establece—

rá la estructura, administración, recursos y demás disposiciones necesarias para el

funcionamiento del Fondo.
La actualización de las pensiones en el sector público del nivel departamental y

municipal, se hará en la medida en que los presupuestos respectivos así lo permi—

tan, y previa decisión de las asambleas departamentales y concejos respectivos.
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9. Establecer los mecanismos para que la Nación consolide y asuma total o parcial—

mente la deuda de ésta y de los demás organismos y entidades del Estado por con—

cepto de la inversión y manejo de reservas del Instituto de los Seguros Sociales ví—

gentes hasta la fecha de promulgación de la presente Ley y ñje los procedimientos
para su pago.

10. Dictar las normas necesarias para organizar la administración del Sistema General
de Riesgos Profesionales como un conjunto de entidades públicas y privadas, nor—

mas y procedimientos, destinados a prevenir, proteger y atender a los trabajadores
de los efectos de las enfermedades y los accidentes, que puedan ocurrirles con oca—

sión o como consecuencia del trabajo que desarrollan. En todo caso, la cotización
continuará a cargo de los empleadores.

Parágrafo: Para el ejercicio de las facultades a que se refiere el numeral 2º del presente Ar—

tículo, el Gobierno deberá escuchar el concepto no vinculante de dos representan—
tes del Congreso, dos representantes de los trabajadores y dos representantes de los

empleadores.
Artículo 140: Actividades de alto riesgo de los servidores públicos.

De conformidad con la Ley 4 de 1992, el Gobierno Nacional expedirá el régimen
de los servidores públicos que laboren en actividades de alto riesgo, teniendo en cuen—

ta una menor edad de jubilación o un número menor de semanas de cotización, 0 am—

bos requisitos. Se consideran para este efecto como actividades de alto riesgo para el

trabajador aquéllas que cumplen algunos sectores tales como el Cuerpo de Custodia y
Vigilancia Nacional Penitenciaria. Todo sin desconocer derechos adquiridos…

El Gobierno Nacional establecerá los puntos porcentuales adicionales de cotiza—

ción a cargo del empleador, o del empleador y el trabajador, según cada actividad.
Artículo 141: Intereses de mora.

A partir del lº de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensio—

nales de que trata esta Ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensio—

nado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de
interés moratorio vigente en el momento en que se efectué el pago.

Artículo 142: Mesada adicional.
Los pensionados por jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores pú—

blicos, oficial, semioñcial, en todos sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de
los Seguros Sociales, así como los retirados y pensionados de las Fuerzas Militares y
de la Policía Nacional, tendrán derecho al reconocimiento y pago de treinta (30) días
de la pensión que le corresponda a cada uno de ellos por el régimen respectivo, que se
cancelará con la mesada del mes de junio de cada año, a partir de 1994.

Parágrafb: Esta mesada adicional será pagada por quien tenga a su cargo la cancelación de la

pensión sin que exceda de quince (15) veces el salario mínimo legal mensual.
Artículo 143: Reajuste pensional para los actuales pensionados.

A quienes con anterioridad al 1“ de enero de 1994 se les hubiere reconocido la pen—
sión de vejez o jubilación, invalidez o muerte, tendrán derecho, a partir de dicha fecha,
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a un reajuste mensual equivalente a la elevación en la cotización para salud que resulte
de la aplicación de la presente Ley.

La cotización para salud establecida en el sistema general de salud para los pensio—

nados está, en su totalidad, a cargo de éstos, quienes podrán cancelarla mediante una
cotización complementaria durante su período de vinculación laboral.

El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud podrá reducir el monto de la

cotización de los pensionados en proporción al menor número de beneñciarios y para
pensiones cuyo monto no exceda de tres (3) salarios mínimos legales.

Parágrafo transitorio: Sólo por el año de 1993, los gastos de salud de los actuales pensiona—

dos del Instituto de los Seguros Sociales se atenderá con cargo al Seguro de IYM y has—

ta el monto de la cuota patronal.
Artículo 144: Pensiones por muerte reconocidas antes de 1990.

Las pensiones de sobrevivientes reconocidas por el Instituto de los Seguros Sociales

a los ascendientes, como únicos beneficiarios de asegurados fallecidos hasta el 17 de abril
de 1990, continuarán vigentes en los mismos términos en que fueron reconocidas.

Artículo 145: Recursos para el pago de pensiones en las entidades territoriales.
De los recursos adicionales que, a partir de 1997, reciban los departamentos 3" los

municipios como transferencias por los recursos provenientes del impuesto de renta

y la contribución sobre la producción de las empresas de la industria petrolera en la

zona Cusiana—Cupiagua, destinarán por lo menos un cinco por ciento (5%) a un fon—

do para pago de pensiones, sin perjuicio que dichas entidades territoriales continúen

cumpliendo sus obligaciones contraídas en materia pensional.
Los saldos que mantenga este fondo se invertirán exclusivamente en papeles de

deuda pública emitidos por la Nación 0 el Banco de la República.
Artículo 146: Situaciones jurídicas individuales definidas por disposiciones municipales o

departamentales.
Las situaciones jurídicas de carácter individual deñnidas con anterioridad a la pre—

sente Ley, con base en disposiciones municipales o departamentales en materia de pen—

siones de jubilación extralegales en favor de empleados o servidores públicos o personas
vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o a sus organismos descentraliza—

dos, continuarán vigentes.
También tendrán derecho a pensionarse con arreglo a tales disposiciones, quienes

con anterioridad a la vigencia de este Artículo, hayan cumplido los requisitos exigidos
en dichas normas.

Lo dispuesto en la presente Ley no afecta ni modíñca la situación de las personas
a que se refiere este Artículo.

Las disposiciones de este Artículo regirán desde la fecha de la sanción de la pre—

sente Ley.
Artículo 147: Garantía de pensión mínima para desmovilizados.

Los colombianos que acogiéndose a procesos de paz se hayan desmovilizado o lo

hagan en el futuro, podrán pensionarse en las edades establecidas en la presente Ley,
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con garantía de pensión mínima en el Régimen de Prima Media con Prestación Defi—

nida, siempre que hayan cotizado por lo menos quinientas (500) semanas.
Artículo 148: Deportistas destacados de escasos recursos.

El Gobierno Nacional mediante reglamentación previa podrá garantizar las pen—
siones de los deportistas de escasos recursos, que obtengan medallas en los Juegos
Olímpicos de verano del Comité Olímpico Internacional y en los campeonatos mun—

diales. El monto de la pensión no podrá exceder de tres (3) salarios mínimos mensua—
les y adicionalmente deberán cumplir con los requisitos para adquirir el mencionado
derecho de acuerdo con la Ley.

Artículo 149: Beneficiarios del Fondo de Pensiones de las empresas productoras de meta—

les preciosos y Empos.
Las pensiones de los beneñciarios del Fondo de Pensionados de las Empresas Pro—

ductoras de Metales Preciosos creado mediante la Ley 50 de 1990, y las de las Em—

presas de Obras Sanitarias liquidadas serán pagadas en adelante por el Instituto de los

Seguros Sociales, el cual también asumirá la prestación del servicio médico asistencial
siempre y cuando el pensionado cotice para salud.

El Gobierno Nacional apropiará anualmente en el presupuesto las partidas necesa—
rias para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Artículo, y hará las correspon—
dientes transferencias al Instituto de los Seguros Sociales.

Artículo 150: Reliquidación del monto de la pensión para funcionarios y empleados
públicos.

Los funcionarios y empleados públicos que hubiesen sido notificados de la resolu—

ción de jubilación y que no se hayan retirado del cargo, tendrán derecho a que se les

reliquide el ingreso base para calcular la pensión, incluyendo los sueldos devengados
con posterioridad a la fecha de notificación de la resolución.

Parágrafo: No podrá obligarse a ningún funcionario o empleado público a retirarse del car—

go por el solo hecho de haberse expedido a su favor la resolución de jubilación, si no
ha llegado a la edad de retiro forzoso.

Artículo 151:Vigencia del Sistema General de Pensiones.
El Sistema General de Pensiones previsto en la presente Ley, regirá a partir del lº

de abril de 1994. No obstante, el Gobierno podrá autorizar el funcionamiento de las
administradoras de los fondos de pensiones y de cesantía con sujeción a las disposicio—
nes contempladas en la presente Ley, a partir de la vigencia de la misma.

Parágrafo: El Sistema General de Pensiones para los servidores públicos del nivel departa—
mental, municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio de 1995, en la
fecha que así lo determine la respectiva autoridad gubernamental.
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Libro II: el Sistema General
de Seguridad Social en Salud

Título I: disposiciones generales

Capítulo I: objeto, fundamentos y características del sistema
Artículo 152: Objeto.

La presente Ley establece el Sistema General de Seguridad Social en Salud, desa—

rrolla los fundamentos que lo rigen, determina su dirección, organización y funciona—

miento, sus normas administrativas, financieras y de control y las obligaciones que se

derivan de su aplicación.
Los objetivos del Sistema General de Seguridad Social en Salud son regular el

servicio público esencial de salud y crear condiciones de acceso en toda la población al

servicio en todos los niveles de atención.
Las competencias para prestación pública de los servicios de salud y la organiza—

ción de la atención en salud en los aspectos no cobijados en la presente Ley se regirán

por las disposiciones legales vigentes, en especial por la Ley 10 de 1990 y la Ley 60 de
1993. Las actividades y competencias de salud pública se regirán por las disposiciones

vigentes en la materia, especialmente la Ley 9 de 1979 _v la Ley 60 de 1993, excepto la

regulación de medicamentos que se regirá por lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 153: Fundamentos del servicio público.
Además de los principios generales consagrados en la Constitución Política, son

reglas del servicio público de salud, rectoras del Sistema General de Seguridad Social

en Salud las siguientes:
1. Equidad. El Sistema General de Seguridad Social en Salud proveerá gradualmen—

te servicios de salud de igual calidad a todos los habitantes en Colombia, indepen—

dientemente de su capacidad de pago. Para evitar la discriminación por capacidad
de pago o riesgo, el Sistema ofrecerá ñnanciamiento especial para aquella población
más pobre y vulnerable, así como mecanismos para evitar la selección adversa…

2. Obligatoriedad. La afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud es obli—

gatoria para todos los habitantes en Colombia. En consecuencia, corresponde a todo

empleador la afiliación de sus trabajadores a este Sistema _v del Estado facilitar la añ—

liación a quienes carezcan de vínculo con algún empleador o de capacidad de pago.
3. Protección integral. El Sistema General de Seguridad Social en Salud brindará

atención en salud integral a la población en sus fases de educación, información y
fomento de la salud y la prevención, diagnóstico, tratamiento _v rehabilitación, en
cantidad, oportunidad, calidad _v eficiencia de conformidad con lo previsto en el

Artículo 162 respecto del Plan Obligatorio de Salud.
4. Libre escogencia. El Sistema General de Seguridad Social en Salud permitirá la

participación de diferentes entidades que ofrezcan la administración _v la prestación
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de los servicios de salud, bajo las regulaciones y vigilancia del Estado y asegurará a
los usuarios libertad en la escogencia entre las entidades promotoras de salud y las
instituciones prestadoras de servicios de salud, cuando ello sea posible según las
condiciones de oferta de servicios. Quienes atenten contra este mandato se harán
acogedores a las sanciones previstas en el Artículo 230 de esta Ley.
Autonomía de instituciones. Las instituciones prestadoras de servicios de salud
tendrán, a partir del tamaño y complejidad que reglamente el Gobierno, persone—
ría jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, salvo los casos
previstos en la presente Ley.
Descentralización administrativa. La organización del Sistema General de Seguri—
dad Social en Salud será descentralizada y de ella harán parte las direcciones sec—

cionales, distritales y locales de salud. Las instituciones públicas del orden nacio—

nal que participen del Sistema adoptarán una estructura organizacional, de gestión
y de decisiones técnicas, administrativas y financieras que fortalezca su operación
descentralizada.
Participación social. El Sistema General de Seguridad Social en Salud estimulará
la participación de los usuarios en la organización y control de las instituciones del
Sistema General de Seguridad Social en Salud y del Sistema en su conjunto. El Go—

bierno Nacional establecerá los mecanismos de vigilancia de las comunidades sobre
las entidades que conforman el Sistema. Será obligatoria la participación de los re—

presentantes de las comunidades de usuarios en las juntas directivas de las entida—

des de carácter público.
Concertación. El Sistema propiciará la concertación de los diversos agentes en to—

dos los niveles y empleará como mecanismo formal para ello a los consejos nacio—

nal, departamentales, distritales y municipales de Seguridad Social en Salud.
Calidad. El Sistema establecerá mecanismos de control a los servicios para garan—
tizar a los usuarios la calidad en la atención oportuna, personalizada, humaniza—

da, integral, continua y de acuerdo con estándares aceptados en procedimientos
y práctica profesional. De acuerdo con la reglamentación que expida el Gobier—

no, las instituciones prestadoras deberán estar acreditadas ante las entidades de
vigilancia.

Artículo 154: Intervención del Estado.
El Estado intervendrá en el servicio público de Seguridad Social en Salud, confor—

me a las reglas de competencia de que trata esta Ley, en el marco de lo dispuesto en los
artículos 48, 49, 334 y 365 a 370 de la Constitución Política. Dicha intervención buscará
principalmente el logro de los siguientes fines:

a. Garantizar la observancia de los principios consagrados en la Constitución y en los
artículos 2º y 153 de esta Ley;
Asegurar el carácter obligatorio de la Seguridad Social en Salud y su naturaleza de
derecho social para todos los habitantes de Colombia;
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c. Desarrollar las responsabilidades de dirección, coordinación, vigilancia y control
de la Seguridad Social en Salud y de la reglamentación de la prestación de los ser—

vicios de salud;
d. Lograr la ampliación progresiva de la cobertura de la Seguridad Social en Salud

permitiendo progresivamente el acceso a los servicios de educación, información

y fomento de la salud y a los de protección y recuperación de la salud a los habi—

tantes del país;
e. Establecer la atención básica en salud que se ofrecerá en forma gratuita )" obligato—

ria, en los términos que señale la Ley;
f. Organizar los servicios de salud en forma descentralizada, por niveles de atención

y con participación de la comunidad;

g. Evitar que los recursos destinados a la seguridad social en salud se destinen a fines

diferentes;
h. Garantizar la asignación prioritaria del gasto público para el servicio público de

Seguridad Social en Salud, como parte fundamental del gasto público social.

Parágrafo: Todas las competencias atribuidas por la presente Ley al Presidente de la Repú—

blica _v al Gobierno Nacional, se entenderán asignadas en desarrollo del mandato de

intervención estatal de que trata este Artículo.
Artículo 155: Integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

El Sistema General de Seguridad Social en Salud está integrado por:
l. Organismos de dirección, vigilancia y control:

a. Los Ministerios de Salud y Trabajo;
b. El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud;
c. La Superintendencia Nacional en Salud;

2. Organismos de administración y ñnanciación:

a. Las entidades promotoras de salud;
b. Las direcciones seccionales, distritales y locales de salud;
c. El Fondo de Solidaridad y Garantía.

3. Las instituciones prestadoras de servicios de salud, públicas, mixtas o privadas.
Las demás entidades de salud que, al entrar en vigencia la presente Ley, estén ads—

critas a los ministerios de Salud y Trabajo.
5. Los empleadores, los trabajadores y sus organizaciones y los trabajadores indepen—

dientes que cotizan al Sistema Contributivo y los pensionados.
6. Los beneficiarios del Sistema General de Seguridad Social en Salud, en todas sus

modalidades.
7. Los Comités de Participación Comunitaria, Copacos, creados por la Ley 10 de

1990 y las organizaciones comunales que participen en los subsidios de salud.

Parágrafo: El Instituto de los Seguros Sociales seguirá cumpliendo con las funciones que le

competan de acuerdo con la Ley.

Artículo 156: Características básicas del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
El Sistema General de Seguridad Social en Salud tendrá las siguientes características:
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El Gobierno Nacional dirigirá, orientará, regulará, controlará y vigilará el servicio

público esencial de salud que constituye el Sistema General de Seguridad Social

en Salud;
Todos los habitantes en Colombia deberán estar afiliados al Sistema General de

Seguridad Social en Salud, previo el pago de la cotización reglamentaria o a través
del subsidio que se financiará con recursos fiscales, de solidaridad y los ingresos
propios de los entes territoriales;
Todos los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud recibirán un
plan integral de protección de la salud, con atención preventiva, médico—quirúrgi—

ca y medicamentos esenciales, que será denominado el Plan Obligatorio de Salud;
El recaudo de las cotizaciones será responsabilidad del Sistema General de Seguri—
dad Social — Fondo de Solidaridad y Garantía, quien delegará en lo pertinente esta
función en las entidades promotoras de salud;
Las entidades promotoras de salud tendrán a cargo la afiliación de los usuarios y
la administración de la prestación de los servicios de las instituciones prestadoras.
Ellas están en la obligación de suministrar, dentro de los límites establecidos en el

numeral Sº del Artículo 180, a cualquier persona que desee añliarse y pague la co—

tización o tenga el subsidio correspondiente, el Plan Obligatorio de Salud, en los

términos que reglamente el Gobierno;
Por cada persona afiliada y beneficiaria, la Entidad Promotora de Salud recibirá

una Unidad de Pago por Capitación, UPC, que será establecida periódicamente por
el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud;
Los afiliados al Sistema elegirán libremente la Entidad Promotora de Salud, den—

tro de las condiciones de la presente Ley. Así mismo, escogerán las instituciones

prestadoras de servicios y/ o los profesionales adscritos o con vinculación laboral a
la Entidad Promotora de Salud, dentro de las opciones por ella ofrecidas.
Los afiliados podrán conformar alianzas o asociaciones de usuarios que los repre—

sentarán ante las entidades promotoras de salud y las instituciones prestadoras de
servicios de salud;
Las instituciones prestadoras de salud son entidades oficiales, mixtas, privadas,
comunitarias y solidarias, organizadas para la prestación de los servicios de salud a
los añliados del Sistema General de Seguridad Social en Salud, dentro de las enti—

dades promotoras de salud o fuera de ellas. El Estado podrá establecer mecanismos

para el fomento de estas organizaciones y abrir lineas de crédito para la organiza—
ción de grupos de práctica profesional y para las instituciones prestadoras de ser—

vicios de tipo comunitario y solidario;
Con el objeto de asegurar el ingreso de toda la población al Sistema en condicio—

nes equitativas, existirá un Régimen Subsidiado para los más pobres y vulnera—

bles que se ñnanciará con aportes fiscales de la Nación, de los departamentos, los

distritos y los municipios, el Fondo de Solidaridad y Garantía y recursos de los

afiliados en la medida de su capacidad;
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k. Las entidades promotoras de salud podrán prestar servicios directos a sus afiliados

por medio de sus propias instituciones prestadoras de salud, o contratar con insti—

tuciones prestadoras _v profesionales independientes o con grupos de práctica pro—

fesional, debidamente constituidos;
l. Existirá un Fondo de Solidaridad y Garantía que tendrá por objeto, de acuerdo con

las disposiciones de esta Ley, garantizar la compensación entre personas de distin—

tos ingresos y riesgos y la solidaridad del Sistema General de Seguridad Social en
Salud, cubrir los riesgos catastróficos y los accidentes de tránsito y demás funcio—

nes complementarias señaladas en esta Ley;
m. El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, a que hacen referencia los ar—

tículos 171 y 172 de esta Ley, es el organismo de concertación entre los diferentes

integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Sus decisiones se—

rán obligatorias, podrán ser revisadas periódicamente por el mismo Consejo;
n. Las entidades territoriales, con cargo a los fondos seccionales y locales de salud

cumplirán, de conformidad con la Ley 60 de 1993 y las disposiciones de la pre—

sente Ley, la fmanciación al subsidio a la demanda allí dispuesta y en los términos

previstos en la presente Ley;
o. Las entidades territoriales celebrarán convenios con las entidades promotoras de

salud para la administración de la prestación de los servicios de salud propios del

Régimen Subsidiado de que trata la presente Ley. Se financiarán con cargo a los

recursos destinados al sector salud en cada entidad territorial, bien se trate de re—

cursos cedidos, participaciones o propios, o de los recursos previstos para el Fondo
de Solidaridad y Garantía. Corresponde a los particulares aportar en proporción
a su capacidad socioeconómica en los términos y bajo las condiciones previstas en
la presente Ley;

p. La Nación y las entidades territoriales, a través de las instituciones hospitalarias
públicas o privadas en todos los niveles de atención que tengan contrato de presta—

ción de servicios con él para este efecto, garantizarán el acceso al servicio que ellas

prestan a quienes no estén amparados por el Sistema General de Seguridad Social

en Salud, hasta cuando éste logre la cobertura universal.

Capítulo II: de los afiliados al Sistema
Artículo 157: Tipos de participantes en el Sistema General de Seguridad Social en Salud.

A partir de la sanción de la presente Ley, todo colombiano participará en el servicio
esencial de salud que permite el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Unos
lo harán en su condición de afiliados al Régimen Contributivo o Subsidiado )" otros lo

harán en forma temporal como participantes vinculados.
a. Afiliados al Sistema de Seguridad Social.

Existirán dos tipos de añliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud:
1. Los afiliados al Sistema mediante el Régimen Contributivo son las perso—

nas vinculadas a través de contrato de trabajo, los servidores públicos, los
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pensionados y jubilados y los trabajadores independientes con capacidad de

pago. Estas personas deberán aflliarse al Sistema mediante las normas del
Régimen Contributivo de que trata el Capítulo I del Título III de la presen-
te Ley.

2. Los afiliados al Sistema mediante el Régimen Subsidiado de que trata el Ar—

tículo 211 de la presente Ley son las personas sin capacidad de pago para cu—

brir el monto total de la cotización. Serán subsidiadas en el Sistema General
de Seguridad Social en Salud la población más pobre y vulnerable del país
en las áreas rural y urbana. Tendrán particular importancia, dentro de este
grupo, personas tales como las madres durante el embarazo, parto y pospar—
to y período de lactancia, las madres comunitarias, las mujeres cabeza de fa—

milia, los niños menores de un (1) año, los menores en situación irregular,
los enfermos de Hansen, las personas mayores de sesenta y cinco (65) años,
los discapacitados, los campesinos, las comunidades indígenas, los trabaja—
dores y profesionales independientes, artistas y deportistas, toreros y sus
subalternos, periodistas independientes, maestros de obra de construcción,
albañiles, taxistas, electricistas, desempleados y demás personas sin capaci—

dad de pago.
b. Personas vinculadas al Sistema.

Los participantes vinculados son aquellas personas que por motivos de incapacidad
de pago y mientras logran ser beneficiarios del Régimen Subsidiado tendrán derecho a
los servicios de atención de salud que prestan las instituciones públicas y aquellas priva—

das que tengan contrato con el Estado.
A partir del año 2000, todo colombiano deberá estar vinculado al Sistema a través

de los regímenes Contributivo o Subsidiado, en donde progresivamente se uniñcarán
los planes de salud para que todos los habitantes del territorio nacional reciban el Plan
Obligatorio de Salud de que habla el Artículo 162.

Parágrtsz 1": El Gobierno Nacional establecerá un régimen de estímulos, términos, contro—
les y sanciones para garantizar la universalidad de la añliación.

Parágrafo 2": La afiliación podrá ser individual o colectiva, a través de las empresas, las agre—

miaciones, o por asentamientos geográficos, de acuerdo a la reglamentación que para
el efecto se expida. El carácter colectivo de la afiliación será voluntario, por lo cual el
afiliado no perderá el derecho a elegir 0 trasladarse libremente entre entidades promo—
toras de salud.

Parágrafo 3": Podrán establecerse alianzas o asociaciones de usuarios, las cuales serán pro—
movidas y reglamentadas por el Gobierno Nacional con el fin de fortalecer la capa—

cidad negociadora, la protección de los derechos y la participación comunitaria de
los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Estas agrupaciones de
usuarios podrán tener como referencia empresas, sociedades mutuales, ramas de acti—

vidad social y económica, sindicatos, ordenamientos territoriales u otros tipos de aso—

ciación, y podrán cobrar una cuota de afiliación.
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Artículo 158: Beneficios para desmovilizados.
Los colombianos que, acogiéndose a procesos de paz, se hayan desmovilizado, o lo

hagan en el futuro, tendrán derecho a los beneñcios del Régimen Subsidiado en salud
contenido en la presente Ley, mientras no se añlien al Régimen Contributivo en virtud
de relación de contrato de trabajo.

Artículo 159: Garantías de los afiliados.

Se garantiza a los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud la debi—

da organización y prestación del servicio público de salud, en los siguientes términos:
1. La atención de los servicios del Plan Obligatorio de Salud del Artículo 162 por par—

te de la Entidad Promotora de Salud respectiva a través de las instituciones pres—

tadoras de servicios adscritas.
La atención de urgencias en todo el territorio nacional.
La libre escogencia y traslado entre entidades promotoras de salud, sea la moda—

lidad de afiliación individual o colectiva, de conformidad con los procedimientos,
tiempos, límites y efectos que determine el Gobierno Nacional dentro de las con—

diciones previstas en esta Ley.

La escogencia de las instituciones prestadoras de servicios y de los profesionales
entre las opciones que cada Entidad Promotora de Salud ofrezca dentro de su red
de servicios.
La participación de los afiliados, individualmente o en sus organizaciones, en to—

das las instancias de asociación, representación, veeduría de las entidades rectoras,
promotoras y prestadoras _v del Sistema de Seguridad Social en Salud.

Artículo 160: Deberes de los añliados y beneficiarios.
Son deberes de los afiliados y beneficiarios del Sistema General de Seguridad So—

cial en Salud los siguientes:
1.

2.

3.

Procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad.
Añliarse con su familia al Sistema General de Seguridad Social en Salud.
Facilitar el pago, y pagar cuando le corresponda, las cotizaciones y pagos obligato—

rios a que haya lugar.
Suministrar información veraz, clara y completa sobre su estado de salud y los in—

gresos base de cotización.
Vigilar el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los empleadores a las

que se refiere la presente Le_v.

Cumplir las normas, reglamentos e instrucciones de las instituciones y profesiona—
les que le prestan atención en salud.
Cuidar y hacer uso racional de los recursos, las instalaciones, la dotación, así como
de los servicios _v prestaciones sociales y laborales.
Tratar con dignidad el personal humano que lo atiende y respetar la intimidad de
los demás pacientes.

Artículo 1611 Deberes de los empleadores.
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Como integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud, los emplea—

dores, cualquiera que sea la entidad o institución en nombre de la cual vinculen a los

trabajadores, deberán:
l. Inscribir en alguna Entidad Promotora de Salud a todas las personas que tengan

alguna vinculación laboral, sea ésta, verbal o escrita, temporal o permanente. La
afiliación colectiva en ningún caso podrá coartar la libertad de elección del trabaja—

dor sobre la Entidad Promotora de Salud a la cual prefiera afiliarse, de conformi—

dad con el reglamento.
2. En consonancia con el Artículo 22 de esta Ley, contribuir al ñnanciamiento del Siste—

ma General de Seguridad Social en Salud, mediante acciones como las siguientes:
a. Pagar cumplidamente los aportes que le corresponden, de acuerdo con el Ar—

tículo 204;
b. Descontar de los ingresos laborales las cotizaciones que corresponden a los

trabajadores a su servicio;
c. Girar oportunamente los aportes y las cotizaciones a la Entidad Promotora de

Salud, de acuerdo a la reglamentación que expida el Gobierno.
1. Informar las novedades laborales de sus trabajadores a la entidad a la cual están añ—

liados, en materias tales como el nivel de ingresos y sus cambios, las vinculaciones

y retiros de trabajadores. Así mismo, informar a los trabajadores sobre las garan—

tías y las obligaciones que les asisten en el Sistema General de Seguridad Social
en Salud.

2. Garantizar un medio ambiente laboral sano, que permita prevenir los riesgos de
trabajo y enfermedad profesional, mediante la adopción de los sistemas de se—

guridad industrial y la observancia de las normas de salud ocupacional y segu—

ridad social.
Parágrafo: Los empleadores que no observen lo dispuesto en el presente Artículo estarán

sujetos a las mismas sanciones previstas en los artículos 22 y 23 del Libro I de esta Ley.

Además, los perjuicios por la negligencia en la información laboral, incluyendo la sub—

declaración de ingresos, corren a cargo del patrono. La atención de los accidentes de
trabajo, riesgos y eventualidades por enfermedad general, maternidad y ATEP serán
cubiertos en su totalidad por el patrono en caso de no haberse efectuado la inscripción
del trabajador o no gire oportunamente las cotizaciones en la entidad de seguridad so—

cial correspondiente.

Capítulo III: el régimen de beneficios
Artículo 162: Plan de Salud Obligatorio.

El Sistema General de Seguridad Social de Salud crea las condiciones de acceso a

un Plan Obligatorio de Salud para todos los habitantes del territorio nacional antes del
año 2001… Este Plan permitirá la protección integral de las familias a la maternidad y
enfermedad general, en las fases de promoción y fomento de la salud y la prevención,
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diagnóstico, tratamiento y rehabilitación para todas las patologías, según la intensidad
de uso y los niveles de atención y complejidad que se definan.

Para los afiliados cotizantes según las normas del Régimen Contributivo, el conteni—
do del Plan Obligatorio de Salud que defina el Consejo Nacional de Seguridad Social en
salud será el contemplado por el Decreto Ley 1650 de 1977 _v sus reglamentaciones, in—

cluyendo la provisión de medicamentos esenciales en su presentación genérica. Para los

otros beneñciarios de la familia del cotizante, el Plan Obligatorio de Salud será similar al

anterior, pero en su financiación concurrirán los pagos moderadores, especialmente en
el primer nivel de atención, en los términos del Artículo 188 de la presente Ley.

Para los afiliados según las normas del Régimen Subsidiado, el Consejo Nacional
de Seguridad Social en Salud diseñará un programa para que sus beneñciarios alcan—

cen el Plan Obligatorio del Sistema Contributivo, en forma progresiva antes del año
2001. En su punto de partida, el plan incluirá servicios de salud del primer nivel por
un valor equivalente al cincuenta por ciento (50%) de la unidad de pago por capitación
del Sistema Contributivo. Los servicios del segundo y tercer nivel se incorporarán
progresivamente al plan de acuerdo con su aporte a los años de vida saludables.

Panígraj% 1“: En el período de transición, la población del Régimen Subsidiado obtendrá los

servicios hospitalarios de ma_vor complejidad en los hospitales públicos del subsector
oficial de salud y en los de los hospitales privados con los cuales el estado tenga con—

trato de prestación de servicios.
Parágraj% 2“: Los servicios de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud serán actuali—

zados por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con los cam—

bios en la estructura demográfica de la población, el perñl epidemiológico nacional, la

tecnología apropiada disponible en el país y las condiciones financieras del Sistema.

Panígraf2 3": La Superintendencia Nacional de Salud veriñcará la conformidad de la pres—

tación del Plan Obligatorio de Salud por cada Entidad Promotora de Salud en el terri—

torio nacional con lo dispuesto por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud

y el Gobierno Nacional.
Parágrafo 4": Toda Entidad Promotora de Salud reasegurará los riesgos derivados de la

atención de enfermedades caliñcadas por el Consejo Nacional de Seguridad Social

como de alto costo.

Parcigraf; 5“: Para la prestación de los servicios del Plan Obligatorio de Salud, todas las En—

tidades Promotoras de Salud establecerán un sistema de referencia y contrarreferencía

para que el acceso a los servicios de alta complejidad se realizase por el primer nivel de
atención, excepto en los servicios de urgencias. El Gobierno Nacional, sin perjuicio del
sistema que corresponde a las entidades territoriales, establecerá las normas.

Articulo 163: La cobertura familiar.
El Plan de Salud Obligatorio de Salud tendrá cobertura familiar. Para estos efec—

tos, serán beneficiarios del Sistema el (o la) cónyuge o el compañero 0 la compañera
permanente del afiliado; los hijos menores de dieciocho (18) años de cualquiera de los

cónyuges, que haga parte del núcleo familiar y que dependan económicamente de éste;
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los hijos mayores de dieciocho (18) años con incapacidad permanente o aquellos que

tengan menos de veinticinco (25) años, sean estudiantes con dedicación exclusiva y de—

pendan económicamente del afiliado. A falta de cónyuge, compañero o compañera per—

manente, e hijos con derecho, la cobertura familiar podrá extenderse a los padres del

añliado no pensionados que dependan económicamente de éste.

Parágrafo 1“: El Gobierno Nacional reglamentará la inclusión de los hijos que, por su inca—

pacidad permanente, hagan parte de la cobertura familiar.

Parágrafo 2": Todo niño que nazca después de la vigencia de la presente Ley quedará auto—

máticamente como beneficiario de la Entidad Promotora de Salud ala cual esté afiliada

su madre. El Sistema General de Seguridad Social en Salud reconocerá a la Entidad

Promotora de Salud la Unidad de Pago por Capitación correspondiente, de conformi—

dad con lo previsto en el Artículo 161 de la presente Ley.

Artículo 164: Preexistencias.
En el Sistema General de Seguridad en Salud, las empresas promotoras de salud

no podrán aplicar preexistencias a sus afiliados.

El acceso a la prestación de algunos servicios de alto costo para personas que se

afilien al Sistema podrá estar sujeto a períodos mínimos de cotización que en ningún

caso podrán exceder cien (100) semanas de afiliación al Sistema, de las cuales al menos
veintiséis (26) semanas deberán haber sido pagadas en el último año. Para períodos

menores de cotización, el acceso a dichos servicios requerirá un pago por parte del

usuario, que se establecerá de acuerdo con su capacidad socioeconómica.

No se podrán establecer períodos de espera para la atención del parto y los meno—

res de un (1) año. En este caso, las instituciones prestadoras de servicios de salud que
atiendan tales intervenciones repetirán contra la subcuenta de Solidaridad del Fondo

de Solidaridad y Garantía, de acuerdo con el reglamento.
Parágrajb: Cuando se encuentre que alguna Entidad Promotora de Salud aplique preexis—

tencias a algún afiliado, la Superintendencia de Salud podrá aplicar multas hasta por
dos (2) veces el valor estimado del tratamiento de la enfermedad excluida. Este recau—

do se destinará al Fondo de Solidaridad y Garantía. Cada vez que se reincida, se du—

plicará el valor de la multa.
Artículo 165: Atención básica.

El Ministerio de Salud definirá un plan de atención básica que complemente las

acciones previstas en el Plan Obligatorio de Salud de esta Ley y las acciones de sanea—

miento ambiental. Este plan estará constituido por aquellas intervenciones que se di—

rigen directamente a la colectividad o aquellas que son dirigidas a los individuos pero
tienen altas externalidades, tales como la información pública, la educación y fomento

de la salud, el control de consumo de tabaco, alcohol y sustancias psicoactivas, la com—

plementación nutricional y planificación familiar, la desparasitación escolar, el control

de vectores y las campañas nacionales de prevención, detección precoz y control de

enfermedades transmisibles como el sida, la tuberculosis y la lepra, y de enfermedades

tropicales como la malaria.
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La prestación del plan de atención básica será gratuita y obligatoria. La financia—

ción de este plan será garantizada por recursos ñscales del Gobierno Nacional, com—

plementada con recursos de los entes territoriales.
Artículo 166: Atención materno infantil.

El Plan Obligatorio de Salud para las mujeres en estado de embarazo cubrirá los
servicios de salud en el control prenatal, la atención del parto, el control del posparto y
la atención de las afecciones relacionadas directamente con la lactancia…

El Plan Obligatorio de Salud para los menores de un (1) año cubrirá la educación,
información y fomento de la salud, el fomento de la lactancia materna, la vigilancia del
crecimiento y desarrollo, la prevención de la enfermedad, incluyendo inmunizaciones,
la atención ambulatoria, hospitalaria y de urgencias, incluidos los medicamentos esen—

ciales; _v la rehabilitación cuando hubiere lugar, de conformidad con lo previsto en la

presente Ley y sus reglamentos.
Además del Plan Obligatorio de Salud, las mujeres en estado de embarazo y las

madres de los niños menores de un (1) año del Régimen Subsidiado recibirán un sub—

sidio alimentario en la forma como lo determinen los planes y programas del Instituto
Colombiano de Bienestar Familiar y con cargo a éste.

Parágrafo 1“: Para los efectos de la presente Ley, entiéndase por subsidio alimentario la sub—

vención en especie, consistente en alimentos o nutrientes que se entregan a la mujer
gestante y a la madre del menor de un (1) año y que permiten una dieta adecuada.

Parágrafo 2": El Gobierno Nacional organizará un programa especial de información y
educación de la mujer en aspectos de salud integral _V educación sexual en las zonas
menos desarrolladas del país. Se dará con prioridad al área rural y a las adolescentes.
Para el efecto se destinarán el dos por ciento (2%) de los recursos anuales del Institu—
to Colombiano de Bienestar Familiar, el diez por ciento (10%) de los recursos a que
se refiere el Parágrafo 1” del Artículo 100 de la Ley 60 de 1993 y el porcentaje de la
Subcuenta de Promoción del Fondo de Solidaridad y garantía que defina el Gobierno
Nacional previa consideración del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.
El Gobierno Nacional reglamentará los procedimientos de ejecución del programa.
La parte del programa que se financie con los recursos del ICBF se ejecutará por este
mismo Instituto.

Artículo 167: Riesgos catastróñcos y accidentes de trabajo.
En los casos de urgencias generadas en accidentes de tránsito, en acciones terro—

ristas ocasionadas por bombas o artefactos explosivos, en catástrofes naturales u otros
eventos expresamente aprobados por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Sa—

lud, los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud tendrán derecho al
cubrimiento de los servicios médico—quirúrgicos, indemnización por incapacidad per—

manente _v por muerte, gastos funerarios _v gastos de transporte al centro asistencial. El
Fondo de Solidaridad y Garantía pagará directamente a la Institución que haya presta—
do el servicio a las tarifas que establezca el Gobierno Nacional de acuerdo con los crite—

rios del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.
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Parágrafo 1": En los casos de accidentes de tránsito, el cubrimiento de los servicios médico—

quirúrgicos y demás prestaciones continuará a cargo de las aseguradoras autorizadas

para administrar los recursos del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito con las

modificaciones de esta Ley.

Parágrafo 2”: Los demás riesgos aquí previstos serán atendidos con cargo a la Subcuenta del

Fondo de Solidaridad y Garantía, de acuerdo con la reglamentación que establezca el

Gobierno Nacional.

Parágrafo 3": El Gobierno Nacional reglamentará los procedimientos de cobro y pago de

estos servicios.
Parágrafo 4”: El Sistema General de Seguridad Social en Salud podrá establecer un sistema

de reaseguros para el cubrimiento de los riesgos catastróñcos.

Artículo 168: Atención inicial de urgencias.
La atención inicial de urgencias debe ser prestada en forma obligatoria por todas

las entidades públicas y privadas que presten servicios de salud, a todas las personas,
independientemente de la capacidad de pago. Su prestación no requiere contrato mi

orden previa. El costo de estos servicios será pagado por el Fondo de Solidaridad y

Garantía en los casos previstos en el Artículo anterior, 0 por la Entidad Promotora de

Salud al cual esté afiliado, en cualquier otro evento.

Parágrafo: Los procedimientos de cobro y pago, así como las tarifas de estos servicios serán

definidos por el Gobierno Nacional, de acuerdo con las recomendaciones del Consejo

Nacional de Seguridad Social en Salud.

Artículo 169: Planes complementarios.
Las entidades promotoras de salud podrán ofrecer planes complementarios al Plan

Obligatorio de Salud, que serán ñnancíados en su totalidad por el añliado con recur—

sos distintos a las cotizaciones obligatorias previstas en el Artículo 204 de la presente

Ley.

Parágraf2: El reajuste del valor de los planes estará sujeto a un régimen de libertad vigilada

por parte del Gobierno Nacional.

Capítulo IV: de la dirección del Sistema
Artículo 170: Competencias.

Subrogado por el Artículo 119 del Decreto Extraordinario 2150 de 1995. El nuevo

texto es el siguiente: “El Sistema General de Seguridad Social en Salud está bajo la orien—

tación y regulación del Presidente de la República y del Ministerio de Salud y atenderá

las políticas, planes, programas y prioridades del Gobierno frente a la salud pública, en la

lucha contra las enfermedades endémicas _v epidémicas y el mantenimiento, educación,
información y fomento de la salud, de conformidad con el plan de desarrollo económico

y social y los planes territoriales de que tratan los artículos 13 y 14 de la Ley 60 de 1993.

El Presidente de la República podrá delegar las funciones de inspección y vigilan—

cia del Sistema General de Seguridad Social en Salud, en el Ministerio de Salud, la

Superintendencia Nacional de Salud y en los jefes de las entidades territoriales.
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El Superintendente Nacional de Salud podrá celebrar convenios con las direccio—
nes departamentales, distritales y municipales de salud para facilitar el ejercicio de
sus funciones y establecerá mecanismos de coordinación, cooperación y concertación
con el En de evitar la duplicación de información y procurar la racionalización de las
actividades de inspección y vigilancia. Además fomentará el desarrollo de una red de
controladores del Sistema General de Seguridad Social en Salud”.

Artículo 171: El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.
Créase el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, adscrito al Ministerio

de Salud, como organismo de dirección del Sistema General de Seguridad Social en
Salud, de carácter permanente, conformado por:
l. El Ministro de Salud, quien lo presidirá.
2. El Ministro de Trabajo _v Seguridad Social, o su delegado.
3 El Ministro de Hacienda _v Crédito Público, o su delegado.
4. Sendos representantes de las entidades departamentales y municipales de salud.
UI Dos representantes de los empleadores, uno de los cuales representará la pequeña

y mediana empresa y otras formas asociativas.
6. Dos representantes por los trabajadores, uno de los cuales representará a los pen—

sionados.
7. El representante legal del Instituto de los Seguros Sociales.
8. Un representante por las entidades promotoras de salud, diferentes del Instituto

de los Seguros Sociales.
9. Un representante de las instituciones prestadoras de servicios de salud.
10. Un representante de los profesionales del área de la salud, de la asociación ma—

yoritaria.
11. Un representante de las asociaciones de usuarios de servicios de salud del sector

rural.
Parágrafo 1“: El Consejo tendrá un secretario técnico que será el director general de Segu—

ridad Social del Ministerio de Salud, cargo que se creará para el efecto, o quien haga
sus veces. A través de esta Secretaría se presentarán a consideración del Consejo los
estudios técnicos que se requieran para la toma de decisiones.

Parágrafo 2“: El Gobierno reglamentará los mecanismos de selección de los representantes
no gubernamentales entre sus organizaciones mayoritarias, así como su período.

Parágrafo 3”: Serán asesores permanentes del Consejo un representante de la Academia Na—

cional de Medicina, uno de la Federación Médica Colombiana, uno de la Asociación
Colombiana de Facultades de Medicina, uno de la Asociación Colombiana de Hospi—
tales y 0tro en representación de las Facultades de Salud Pública.

Parágrafo 4": Los consejos territoriales tendrán, en lo posible, análoga composición del
Consejo Nacional, pero con la participación de las entidades o asociaciones del orden
departamental, distrital o municipal.

Artículo 172: Funciones del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.
El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud tendrá las siguientes funciones:
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1. Definir el Plan Obligatorio de Salud para los afiliados según las normas de los regí—

menes Contributivo y Subsidiado, de acuerdo con los criterios del Capítulo III del

Primer Título de este Libro.
2. Definir el monto de la cotización de los añliados del Sistema, dentro de los límites

previstos en el Artículo 204 de esta Ley.
3. Definir el valor de la Unidad de Pago por Capitación según lo dispuesto en el Ar—

tículo 182 del presente Libro.
Definir el valor por beneficiario del régimen de subsidios en salud.

5. Definir los medicamentos esenciales )“ genéricos que harán parte del Plan Obliga—

torio de Salud.
6. Definir los criterios generales de selección de los beneficiarios del Régimen Subsi—

diado de Salud por parte de las entidades territoriales, dando la debida prioridad

a los grupos pobres y vulnerables y de conformidad con lo dispuesto en la Ley 60

de 1993.

7. Definir el régimen de pagos compartidos de que tratan el numeral 3“ del Artículo
160 y los artículos 134 y 187 de la presente Ley.

8. Deñnir el régimen que deberán aplicar las entidades promotoras de salud para el

reconocimiento y pago de las incapacidades originadas en enfermedad general y

de las licencias de maternidad a los añliados según las normas del Régimen Con—

tributivo.
9. Definir las medidas necesarias para evitar la selección adversa de usuarios por parte

de las entidades promotoras de salud y una distribución inequitativa de los costos
de la atención de los distintos tipos de riesgo.

10. Recomendar el régimen y los criterios que debe adoptar el Gobierno Nacional para
establecer las tarifas de los servicios prestados por las entidades hospitalarias en los

casos de riesgos catastróficos, accidentes de tránsito y atención inicial de urgencias.
11. Reglamentar los consejos territoriales de Seguridad Social en Salud.
12. Ejercer las funciones de Consejo de Administración del Fondo de Solidaridad y

Garantía.
13. Presentar ante las comisiones séptimas de Senado y Cámara, un informe anual so—

bre la evolución del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
14. Adoptar su propio reglamento.
15. Las demás que le sean asignadas por Ley o que sean necesarias para el adecuado

funcionamiento del Consejo.
Parágrafo 1”: Subrogado por el Artículo 120 del Decreto Extraordinario 2150 de 1995. El

nuevo texto es el siguiente: “Las decisiones anteriores que tengan implicaciones fisca—

les requerirán el concepto favorable de los ministros de Hacienda y de Salud; y las que
tengan implicaciones sobre la calidad del servicio público de la salud requerirán úni—

camente el concepto favorable del Ministro de Salud”.

Parágraj% 2“: El valor de pagos compartidos _v de la Unidad de Pago por Capitación, UPC,

serán revisados por lo menos una vez por año, antes de iniciar la siguiente Vigencia
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ñscal. En caso que no se haya revisado la UPC al comenzar el año, ésta se ajustará en
forma automática en una proporción igual al incremento porcentual del salario míni—

mo aprobado por el Gobierno Nacional el año inmediatamente anterior.
Artículo 173: De las funciones del Ministerio de Salud.

Son funciones del Ministerio de Salud además de las consagradas en las disposi—
ciones legales vigentes, especialmente en la Ley 10 de 1990, el Decreto Ley 2164 de
1992 y la Ley 60 de 1993, las siguientes:
1.

UI

Formular y adoptar, en coordinación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad So—

cial, las políticas, estrategias, programas y proyectos para el Sistema General de
Seguridad Social en Salud, de acuerdo con los planes y programas de desarrollo
económico, social y ambiental que apruebe el Congreso de la República.
Dictar las normas cientíñcas que regulan la calidad de los servicios y el control de
los factores de riesgo, que son de obligatorio cumplimiento por todas las entidades
promotoras de salud y por las instituciones prestadoras de servicios de salud del
Sistema General de Seguridad Social en Salud y por las direcciones seccionales,
distritales y locales de salud.
Expedir las normas administrativas de obligatorio cumplimiento para las entida—

des promotoras de salud, por las instituciones prestadoras de servicios de salud del
Sistema General de Seguridad Social en Salud y por las direcciones seccionales,
distritales y locales de salud.
Formular y aplicar los criterios de evaluación de la eficiencia en la gestión de las
entidades promotoras de salud y por las instituciones prestadoras de servicios de
salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud y por las direcciones sec—

cionales, distritales y locales de salud.
Elaborar los estudios y propuestas que requiera el Consejo Nacional de Seguridad
Social en Salud en el ejercicio de sus funciones.
El Ministerio de Salud reglamentará la recolección, transferencia y difusión de la
información en el subsistema al que concurren obligatoriamente todos los inte—

grantes del Sistema de Seguridad Social de Salud independientemente de su na—

turaleza jurídica sin perjuicio de las normas legales que regulan la reserva y exhibi—

ción de los libros de comercio. La inobservancia de este reglamento será sanciona—
da hasta con la revocatoria de las autorizaciones de funcionamiento.

Parágrafb: Las funciones de que trata el presente Artículo sustituyen las que corresponden
al Artículo 9" de la Ley 10 de 19907 en los literales a, b, e 3“ j.

Artículo 174: El Sistema General de Seguridad Social en Salud a nivel territorial.
El Sistema General de Seguridad Social en Salud integra, en todos los niveles te—

rritoriales, las instituciones de dirección, las entidades de promoción y prestación de
servicios de salud, así como el conjunto de acciones de salud y control de los factores
de riesgo en su respectiva jurisdicción y ámbito de competencia.

De conformidad con las disposiciones legales vigentes, y en especial la Ley 10 de
1990 y la Ley 60 de 1993, corresponde a los departamentos, distritos y municipios,
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funciones de dirección y organización de los servicios de salud para garantizar la salud

pública y la oferta de servicios de salud por instituciones públicas, por contratación de

servicios o por el otorgamiento de subsidios a la demanda.

Para el ejercicio de sus competencias, las entidades territoriales se sujetarán, a par—

tir de la vigencia de esta Ley, al servicio público de salud aquí regulado, que precisa

y desarrolla los términos, condiciones principios y reglas de operación de las compe—

tencias territoriales de que trata la Ley 60 de 1993 y la Ley 10 de 1990. En desarrollo

de lo anterior, la estructura actual de los servicios de salud del subsector oficial en las

entidades territoriales se adaptará e integrará progresivamente al Sistema General de

Seguridad Social en Salud.
El Sistema General de Seguridad Social en Salud que crea esta Ley amplía la órbita

de competencia de los sistemas de dirección en salud de los departamentos, distritos y

municipios para garantizar la función social del Estado en la adecuada prestación y am—

pliación de coberturas de los servicios de salud. Las direcciones de salud en los entes

territoriales organizarán, de acuerdo con las disposiciones de la presente Ley, el Sistema

de Subsidios a la población más pobre y vulnerable, realizando contratos para la atención

de los afiliados de salud con las entidades promotoras de salud que funcionen en su te—

rritorio y promoviendo la creación de empresas solidarias de salud, así mismo, apoyarán
la creación de entidades públicas promotoras de salud y la transformación, de acuerdo

con lo dispuesto en esta Ley, de los hospitales en instituciones prestadoras de servicios

con capacidad de ofrecer servicios a las diferentes entidades promotoras de salud.

La oferta pública de servicios de salud organizada por niveles de complejidad y por
niveles territoriales, contribuye a la realización de los propósitos del Sistema General

de Seguridad Social en Salud, a su organización y a su adecuado funcionamiento.

En el Sistema General de Seguridad Social en Salud los recursos de destinación

especial para la salud que arbitre cualquiera de los niveles de Gobierno en los términos

de la presente Ley, concurren a la financiación de los subsidios para la población más

pobre _v vulnerable de cada entidad territorial.

Parágrafo: Durante el período de transición requerido para lograr la cobertura universal de

seguridad social en salud, los hospitales públicos y aquellos privados con quienes exis—

ta contrato para ello continuarán prestando servicios a las personas pobres y vulnera—

bles quc no estén afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Artículo 175: Consejos territoriales de Seguridad Social en Salud.

Las entidades territoriales de los niveles seccional, distrital y local, podrán crear un

Consejo Territorial de Seguridad Social en Salud que asesore a las direcciones de salud

de la respectiva jurisdicción, en la formulación de los planes, estrategias, programas y

proyectos de salud y en la orientación de los sistemas territoriales de Seguridad Social

en Salud, que desarrollen las políticas definidas por el Consejo Nacional de Seguridad
Social en Salud.

Artículo 176: De las funciones de la dirección seccional, distrital y municipal del Sistema

de Salud.



Anexo normativo

Las instituciones prestadoras de salud deberán garantizar un adecuado sistema de
información de sus servicios y atención a los usuarios, mediante la implementación de
una línea telefónica abierta con atención permanente veinticuatro (24) horas.

Artículo 199: Información de los usuarios.
El Ministerio de Salud definirá normas de calidad y satisfacción del usuario, pu—

diendo establecer medidas como tiempos máximos de espera por servicios y métodos
de registro en listas de espera, de acuerdo con las patologías y necesidades de atención
del paciente.

Pm'ágm_fz): El Ministerio de Salud solicitará la información que estime necesaria con el ob—

jeto de establecer sistemas homogéneos de registro y análisis que permitan periódica—
mente la evaluación de la calidad del servicio y la satisfacción del usuario.

Artículo 200: Promoción de asociaciones de usuarios.
Para aquellas poblaciones no afiliadas al Régimen Contributivo, el Gobierno pro—

moverá la organización de las comunidades como demandantes de servicios de salud,
sobre la base de las organizaciones comunitarias de que trata el Artículo 22 de la Ley
11 de 1986, y el Decreto 1416 de 1990, los cabildos indígenas y, en general, cualquier
otra forma de organización comunitaria.

Título III: de la administración y financiación del Sistema
Artículo 201: Conformación del sistema General de Seguridad Social en Salud.

En el Sistema General de Seguridad Social en Salud coexisten articuladamente,
para su financiamiento y administración, un Régimen Contributivo de Salud y un Ré—

gimen de Subsidios en Salud, con vinculaciones mediante el Fondo de Solidaridad y
Garantías.

Capítulo I: del Régimen Contributivo
Artículo 202: Definición.

El Régimen Contributivo es un conjunto de normas que rigen la vinculación de
los individuos y las familias al Sistema General de Seguridad Social en Salud, cuan—

do tal vinculación se hace a través del pago de una cotización, individual y familiar, o
un aporte económico previo ñnanciado directamente por el afiliado o en concurrencia
entre éste y su empleador.

Artículo 203: Afiliados y beneñciarios.
Serán afiliados obligatorios al Régimen Contributivo los afiliados de que trata el

literal a del Artículo 157.

Parágraf): El Gobierno podrá establecer los sistemas de control que estime necesarios para
evitar que los afiliados obligatorios al Régimen Contributivo y las personas de altos in—

gresos se beneficien de los subsidios previstos en la presente Ley.
Artículo 204: Monto y distribución de cotizaciones.

Inciso lº modificado por el Artículo 100 de la Ley 1122 de 2007. El nuevo texto es
el siguiente:
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“La cotización al Régimen Contributivo de Salud será, a partir del lº de enero del

año 2007, del doce y cinco décimos por ciento (12,5%) del ingreso () salario base de coti—

zación, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a cargo del emplea—

dor será del ocho y cinco décimos por ciento (8,5%) y a cargo del empleado del cuatro

por ciento (4%). El uno y cinco décimos por ciento (1,5%) de la cotización serán trasla—

dados a la Subcuenta de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los

beneñciarios del Régimen Subsidiado. Las cotizaciones que hoy tienen para salud los

regímenes especiales y de excepción se incrementarán en cero y cinco décimos por cien—

to (0,5%), a cargo del empleador, que será destinado a la Subcuenta de Solidaridad para
completar el uno y cinco décimos por ciento (1,5%) a los que hace referencia el presen—

te Artículo. El cero y cinco décimos por ciento (0,5%) adicional reemplaza en parte el

incremento del punto en pensiones aprobado en la Ley 797 de 2003, el cual sólo será

incrementado por el Gobierno Nacional en cero y cinco décimos por ciento (0,5%).

Parágrafo 1”: La base de cotización de las personas vinculadas mediante contrato de trabajo 0

como servidores públicos, afiliados obligatorios al Sistema General de Seguridad Social

en Salud, será la misma contemplada en el Sistema General de Pensiones de esta Ley.

Parágrafo 2“: Para efectos de cálculo de la base de cotización de los trabajadores indepen—

dientes, el Gobierno Nacional reglamentará un sistema de presunciones de ingreso

con base en información sobre el nivel de educación, la experiencia laboral, las activi—

dades económicas, la región de operación y el patrimonio de los individuos. Así mis—

mo, la periodicidad de la cotización para estos trabajadores podrá variar dependiendo
de la estabilidad y periodicidad de sus ingresos.

Parágrafo 3“: Cuando se devenguen mensualmente más de veinte (20) salarios mínimos le—

gales vigentes, la base de cotización podrá ser limitada a dicho monto por el Consejo
Nacional de Seguridad Social en Salud.

Artículo 205: Administración del Régimen Contributivo.
Las entidades promotoras de salud recaudarán las cotizaciones obligatorias de los

afiliados, por delegación del Fondo de Solidaridad _v Garantía. De este monto descon—

tarán el valor de las Unidades de Pago por Capitaeión, L'PC, fijadas para el Plan de
Salud Obligatorio y trasladará la diferencia al Fondo de Solidaridad y Garantía a más
tardar el primer día hábil siguiente a la fecha límite establecida para el pago de las coti—

zaciones. En caso de ser la suma de las Unidades de Pago por Capitación mayor que los

ingresos por cotización, el Fondo de Solidaridad y Garantía deberá cancelar la diferen—
cia el mismo día a las entidades promotoras de salud que así lo reporten.

Parágrafo 1": El Fondo de Solidaridad y Garantía está autorizado para suscribir créditos

puente con el sistema bancario en caso de que se presenten problemas de liquidez al

momento de hacer la compensación interna.

Parágrafo 2": El Fondo de Solidaridad _v Garantía sólo hará el reintegro para compensar el

valor de la Unidad de Pago por Capitación de aquellos afiliados que hayan pagado ín—

tegra y oportunamente la cotización mensual correspondiente. La Superintendencia
Nacional de salud velará por el cumplimiento de esta disposición.
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El régimen salarial especial comprenderá )" los rangos salariales mínimos y máxi—

mos correspondientes a las diferentes categorías para los niveles administrativos, o

grupos de empleados que considere el Gobierno Nacional.

El Gobierno Nacional establecerá un proceso gradual para nivelar los límites mí—

nimos de cada rango salarial entre las diferentes entidades territoriales. Esta nivela—

ción se realizará con arreglo al régimen gradual aquí previsto y por una sola vez, sin

perjuicio de lo establecido en el Artículo 6“ de la Ley 60 de 1993. Esta nivelación debe

producirse en las vigencias fiscales de 1995 a 1998 de acuerdo con la disponibilidad de

recursos del Situado Fiscal y de las demás rentas del sector en los diferentes departa—

mentos y municipios con quienes deberá concertarse el plan específico de nivelación.

Para la vigencia de 1994, puede adelantarse la nivelación con arreglo a las disponibili—

dades presupuestales y al reglamento.
Para la fijación del régimen salarial especial y la nivelación de que trata el presen—

te Artículo, se consideraran los criterios establecidos en el Artículo 2º de la Ley 4 de

1992, con excepción de las letras k y ll. Igualmente, deberá considerarse la equidad

regional y el especial estímulo que requieran los empleados públicos que presten sus

servicios en zonas marginadas y rurales, de conformidad con el reglamento.

Parágrafo 1": Los convenios docente—asistenciales que se realicen con ocasión de residencia o

entrenamiento de profesionales de la salud en diferentes especialidades que impliquen

prestación de servicios en las instituciones de salud deberán consagrar una beca—crédito

en favor de tales estudiantes y profesionales no menor de dos salarios mínimos mensua—

les. Al financiamiento de este programa concurrirán el Ministerio de Salud y el ICETEX

conforme a la reglamentación que expida el Gobierno. El crédito podrá ser condonado

cuando la residencia o entrenamiento se lleve a cargo en las áreas prioritarias para el de—

sarrollo de la salud pública o el Sistema General de Seguridad Social en Salud, y/o la

contraprestación de servicios en las regiones con menor disponibilidad de recursos hu—

manos, de acuerdo con la definición que expida el Ministerio de Salud.

Parágrafo 2“: Las entidades promotoras de salud y las instituciones prestadoras de salud po—

drán establecer modalidades de contratación por capitación con grupos de práctica pro—

fesional o con profesionales individuales con el fin de incentivar la eficiencia _v la calidad

de la prestación de servicios de salud.

Parágrafo 3”: El Instituto de los Seguros Sociales podrá establecer un sistema de prima de

productividad para los trabajadores, médicos y demás profesionales asalariados, de

acuerdo con el rendimiento de los individuos o de la institución como un todo, la cual

en ningún caso constituirá salario. El Consejo Directivo del Instituto reglamentará su

aplicación
Parágrafo —I": Las instituciones prestadoras de salud privada podrán implementar programas

de incentivos a la eficiencia laboral para los médicos, demás profesionales _v trabajadores

asalariados de la salud que tenga en cuenta el rendimiento de los individuos, de los gru—

pos de trabajo o de las instituciones como un todo. El Consejo Nacional de Seguridad

Social en Salud definirá la modalidad de los estímulos a que se refiere este parágrafo.
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Capítulo III: régimen de las empresas sociales del Estado
Artículo 194: Naturaleza.

La prestación de servicios de salud en forma directa por la Nación 0 por las enti—

dades territoriales, se hará principalmente a través de las empresas sociales del Estado,
que constituyen una categoría especial de entidad pública descentralizada, con per—

sonería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, creadas por la Ley o
por las asambleas o concejos, según el caso, sometidas al régimen jurídico previsto en
este Capítulo.

Artículo 195: Régimen jurídico.
Las empresas sociales de salud se someterán al siguiente régimen jurídico:
El nombre deberá mencionar siempre la expresión “empresa social del Estado”.
El objeto debe ser la prestación de los servicios de salud, como servicio público a
cargo del Estado o como parte del servicio público de seguridad social.
La Junta 0 Consejo Directivo estará integrada de la misma forma dispuesta en el
Artículo 19 de la Ley 10 de 1990.
El director o representante legal será designado según lo dispone el Artículo 192
de la presente Ley.
Las personas vinculadas a la empresa tendrán el carácter de empleados públicos y
trabajadores oficiales, conforme a las reglas del Capítulo IV de la Ley 10 de 1990.
En materia contractual se regirá por el derecho privado, pero podrá discrecional—
mente utilizar las cláusulas exorbitantes previstas en el Estatuto General de Con—

tratación de la Administración Pública.
El régimen presupuestal será el que se prevea, en función de su especialidad, en la
Ley Orgánica de Presupuesto, de forma que se adopte un régimen de presupues—
tación con base en el sistema de reembolso contra prestación de servicios, en los
términos previstos en la presente Ley.
Por tratarse de una entidad pública podrá recibir transferencias directas de los pre—
supuestos de la Nación 0 de las entidades territoriales.
Para efectos de tributos nacionales se someterán al régimen previsto para los esta—
blecimientos públicos.

Artículo 196: Empresas sociales de salud de carácter nacional.
Transfórmense todas las entidades descentralizadas del orden nacional cuyo obje—

to sea la prestación de servicios de salud, en empresas sociales de salud.
Artículo 197: Empresas sociales de salud de carácter territorial.

Las entidades territoriales deberán disponer, dentro de los seis (6) meses siguientes
a la fecha de vigencia de esta Ley, la reestructuración de las entidades descentralizadas
cuyo objeto principal sea la prestación de servicios de salud, con el fin de adecuarlas a
lo dispuesto en este Capítulo.

Capítulo IV: de los usuarios
Artículo 198: Información a los usuarios.
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Artículo 206: Incapacidades.
Para los afiliados de que trata el literal a del Articulo 157, el Régimen Contributivo

reconocerá las incapacidades generadas en enfermedad general, de conformidad con

las disposiciones legales vigentes. Para el cubrimiento de estos riesgos las empresas

promotoras de salud podrán subcontratar con compañías aseguradoras. Las incapaci—

dades 0riginadas en enfermedad profesional y accidente de trabajo serán reconocidas

por las entidades promotoras de salud y se financiarán con cargo a los recursos desti—

nados para el pago de dichas contingencias en el respectivo Régimen, de acuerdo con

la reglamentación que se expida para el efecto.

Artículo 207: De las licencias por maternidad.

Para los afiliados de que trata el literal a del Artículo 157, el Régimen Contributivo

reconocerá y pagará a cada una de las entidades promotoras de salud, la licencia por

maternidad, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. El cumplimiento

de esta obligación será financiado por el Fondo de Solidaridad, de su Subcuenta de

Compensación, como una transferencia diferente de las Unidades de Pago por Capi—

tación, UPC.
Artículo 208: De la atención de los accidentes de trabajo y la enfermedad profesional.

La prestación de los servicios de salud derivados de enfermedad profesional y ac—

cidente de trabajo deberá ser organizada por la Entidad Promotora de Salud. Estos

servicios se ñnanciarán con cargo a la cotización del régimen de accidentes de trabajo

y enfermedad profesional, que se define en el Libro Tercero de la presente Ley.

Parágraj%: El Gobierno Nacional reglamentará los procedimientos de cobro y pago de es—

tos servicios. La Superintendencia Nacional de Salud vigilará y controlará el cumpli—

miento de tales normas.
Artículo 209: Suspensión de la afiliación.

El no pago de la cotización en el sistema contributivo producirá la suspensión de la

afiliación y al derecho a la atención del Plan de Salud Obligatorio. Por el período de la

suspensión, no se podrán causar deuda ni interés de ninguna clase.

Articulo 210: Sanciones para el empleador.
Se establecerán las mismas sanciones contempladas en los Artículos 23 y 271 de la

presente Ley para los empleadores que impidan o atenten en cualquier forma contra

el derecho del trabajador a escoger libre y voluntariamente la Entidad Promotora de

Salud a la cual desee añliarse. También le son aplicables las sanciones establecidas para

quien retrase el pago de los aportes.
Parágrafo: Ningún empleador de sector público 0 privado está exento de pagar su respectivo

aporte al Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Capítulo II: del Régimen Subsidiado
Artículo 211: Definición.

El Régimen Subsidiado es un conjunto de normas que rigen la vinculación de los

individuos al Sistema General de Seguridad Social en Salud, cuando tal vinculación se
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hace a través del pago de una cotización subsidiada, total o parcialmente, con recursos
fiscales o de solidaridad de que trata la presente Ley.

Artículo 212: Creación del Régimen.
Créase el Régimen Subsidiado que tendrá como propósito financiar la atención en

salud a las personas pobres y vulnerables y sus grupos familiares que no tienen capa—
cidad de cotizar. La forma y las condiciones de operación de este régimen serán de—

terminadas por el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud. Este Régimen de
Subsidios será complementario del Sistema de Salud definido por la Ley 10 de 1990.

Artículo 213: Beneficiarios del Régimen.
Será beneficiaria del Régimen Subsidiado toda la población pobre y vulnerable, en

los términos del Artículo 157 de la presente Ley.
El Gobierno Nacional, previa recomendación del Consejo Nacional de Seguridad

Social en Salud definirá los criterios generales que deben ser aplicados por las entida—
des territoriales para definir los beneficiarios del Sistema, según las normas del Régi—
men Subsidiado. En todo caso, el carácter del subsidio, que podrá ser una proporción
variable de la Unidad de Pago por Capitación, se establecerá según la capacidad eco—
nómica de las personas, medida en función de sus ingresos, nivel educativo, tamaño de
la familia y la situación sanitaria y geográfica de su vivienda.

Las personas que cumplan con los criterios establecidos por el Consejo Nacional de
Seguridad Social en Salud como posibles beneficiarios del régimen de subsidios se ins—

cribirán ante la Dirección de Salud correspondiente, la cual calificará su condición de
beneficiario del subsidio, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto.

Parágraf?¡: El Gobierno Nacional, bajo los lineamientos del Consejo Nacional de Seguridad
Social en Salud, establecerá un régimen de focalización de los subsidios entre la pobla—
ción más pobre y vulnerable del país, en el cual se establezcan los criterios de cofinan—
ciación del subsidio por parte de las entidades territoriales.

El Gobierno Nacional reglamentará la proporción del subsidio de que trata el inci—
so anterior para aquellos casos particulares en los cuales los artistas y deportistas me—

rezcan un reconocimiento especial.
Artículo 214: Modificado por el Artículo 11 de la Ley 1122 de 2007. El nuevo texto es el

siguiente: “Recursos del Régimen. El Régimen Subsidiado se ñnanciará con los si—

guientes recursos:
1. De las entidades territoriales.

a. Los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, SGPS, que se des—

tinarán previo concepto del Conpes, y en una forma progresiva al Régimen Sub—
sidiado en Salud: En el año 2007 el cincuenta y seis por ciento (56%), en el año
2008 el sesenta y uno por ciento (61%) _v a partir del año 2009 el sesenta y cinco
por ciento (65%), porcentaje que no podrá ser superado. El porcentaje restante
se destinará, de acuerdo a la reglamentación que expida el Gobierno Nacional
para financiar la atención de la población pobre no asegurada, las actividades no
cubiertas por subsidio a la demanda y a las acciones en salud pública;
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Inciso adicionado por el Artículo 17 de la Ley 1151 de 2007. Rige para los

años 2007, 2008 y 2009. El nuevo texto es el siguiente:
“Los recursos de transformación de oferta a demanda del Sistema General

de Participación en Salud se utilizarán en aumento de la cobertura hasta que

se alcance la cobertura universal planteada en la Ley 122 de enero 9 de 20071

b. Los recursos obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y azar

y los recursos transferidos por ETESA a las entidades territoriales, que no estén

asignados por Ley a pensiones, funcionamiento e investigación. Estos recursos

se contabilizarán como esfuerzo propio territorial;

c. Sin perjuicio de lo previsto en el primer inciso del Artículo 60 de la Ley 715

de 2001, a partir del año 2009, del monto total de las rentas cedidas destina—

das a salud de los departamentos y el Distrito Capital, se destinará por lo me—

nos el veinticinco por ciento (25%) a la ñnanciación del Régimen Subsidiado

o el porcentaje que a la entrada en vigencia de la presente Ley estén asignan—

do, si éste es mayor. Estos recursos se contabilizarán como esfuerzo propio

territorial. Para los años 2007 y 2008 se mantendrá en pesos constantes el

monto de los recursos de rentas cedidas asignados al régimen subsidiado en
la vigencia 2006;

d. Otros recursos propios de las entidades territoriales que hoy destinan o que

puedan destinar en el futuro a la ñnanciación del Régimen Subsidiado;

e. Los recursos propios y los demás que asignen las entidades territoriales al Ré—

gimen Subsidiado, diferentes a los que deben destinar por Ley, deberán estar

garantizados de manera permanente.
2. Del Fondo de Solidaridad y Garantia, Fosyga:

a. Uno punto cinco de la cotización del régimen contributivo y de los regímenes

especiales y de excepción;
b. El Gobierno Nacional aportará un monto por lo menos igual en pesos cons—

tantes más un punto anual adicional a lo aprobado en el presupuesto de la

vigencia del año 2007 cuyo monto fue de $286.953.000.000. En todo caso el

Gobierno Nacional garantizará los recursos necesarios para cumplir con el

proceso de universalización de la población de Sisbén I, II y III en los términos

establecidos en la presente Ley;
c. El monto de las cajas de compensación familiar de que trata el Artículo 217 de

la Ley 100 de 1993.

Otros.
Los recursos que para tal efecto sean aportados por gremios, asociaciones y otras

organizaciones;
b. Los rendimientos financieros que produzcan las diferentes fuentes que financian

el régimen subsidiado;
c. El quince por ciento (15%) de los recursos adicionales que a partir de 2007 reciban

los municipios, distritos y departamentos como participación y transferencias por
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concepto de impuesto de rentas sobre la producción de las empresas de la industria
petrolera causada en la zona de Cupiagua—Cusiana;
Los recursos que aporten los afiliados que tienen derecho a subsidio parcial y
que quieran optar al subsidio pleno o al Plan Obligatorio de Salud del Régimen
Contributivo.

Parágrafo: Los recursos del Régimen Subsidiado de Salud transferidos por el Sistema Ge—

neral de Participaciones y el Fondo de Solidaridad y Garantía se distribuirán dentro de
los municipios y distritos con criterio de equidad territorial. En todo caso, se garanti—
zará la continuidad del aseguramiento de quienes lo han adquirido, siempre y cuando
cumplan los requisitos para estar en el Régimen Subsidiado.

Artículo 215: Administración del Régimen Subsidiado.
Las direcciones locales, distritales o departamentales de salud suscribirán contra—

tos de administración del subsidio con las entidades promotoras de salud que afilien a
los beneficiarios del subsidio. Estos contratos se financiarán con los recursos del Fondo
de Solidaridad y Garantía y los recursos del subsector oñcial de salud que se destinen
para el efecto.

Las entidades promotoras de salud que añlien a los beneñciarios del Régimen Sub—

sidiado prestarán, directa o indirectamente, los servicios contenidos en el Plan Obli—

gatorio de Salud.
Parágrafo: El Gobierno Nacional establecerá los requisitos que deberán cumplir las entida—

des promotoras de salud para administrar los subsidios.
Artículo 216: Reglas básicas para la administración del régimen de subsidios.

l.

UI

La dirección seccional o local de salud contratará preferencialmente la administra—
ción de los recursos del subsidio con empresas promotoras de salud de carácter co—

munitario tales como las empresas solidarias de salud.
Cuando la contratación se haga con una entidad que no sea propiedad de los usua—
rios como las empresas solidarias de salud, la contratación entre las direcciones
seccionales o locales de salud con las entidades promotoras de salud se realizará
mediante concurso y se regirá por el régimen privado, pudiendo contener cláusu—

las exorbitantes propias del régimen de derecho público.
Un representante de los beneficiarios del régimen subsidiado participará como
miembro de las juntas de licitaciones y adquisiciones o del órgano que hace sus ve—

ces, en la sesión que defina la Entidad Promotora de Salud con quien la Dirección
Seccional 0 Local de Salud hará el contrato. El Gobierno Nacional reglamentará
la materia especialmente lo relativo a los procedimientos de selección de los repre—
sentantes de los beneficiarios.
Si se declara la caducidad de algún contrato con las entidades promotoras de salud
que incumplan las condiciones de calidad y cobertura, la entidad territorial asumi—

rá la prestación del servicio mientras se selecciona una nueva entidad promotora.
Los beneficiarios del sistema subsidiado contribuirán a la financiación par—
cial de la organización y prestación de servicios de salud, según su condición



Anexo normalito 695

socioeconómica, conforme a la reglamentación que expida el Consejo de Seguri—

dad Social en Salud.
6. Las direcciones locales de salud, entre sí o con las direcciones seccionales de sa—

lud podrán asociarse para la contratación de los servicios de una Entidad Promo—

tora de Salud.
7. Las entidades promotoras de salud que añlien beneficiarios del régimen subsidiado

recibirán de los fondos seccionales, distritales y locales de salud, de la cuenta espe—

cial de que trata el Parágrafo del Artículo 214, por cada uno de los afiliados hasta el

valor de la unidad de pago por capitación correspondiente, de conformidad con lo

dispuesto en el Artículo 213 de la presente Ley. Durante el período de transición el

valor de la Unidad de Pago por Capitación será aquel correspondiente al plan de sa—

lud obligatorio de que trata el Parágrafo 2” del Artículo 162 de la presente Ley.

Parágrafo 1“: Los recursos públicos recibidos por las entidades promotoras de salud y/o las

instituciones prestadoras de servicios se entenderán destinados a la compra y venta de

servicios en los términos previstos en el Artículo 29 de la Ley 60 de 1993.

Parágrafo 2": El cincuenta por ciento (50%) de los recursos del subsidio para ampliación de

cobertura se distribuirá cada año entre los beneficiarios del sector rural y las comuni—

dades indígenas, hasta lograr su cobertura total.

Artículo 217: De la participación de las cajas de compensación familiar.

Las cajas de compensación familiar destinarán el cinco por ciento (5%) de los re—

caudos del subsidio familiar que administran, para financiar el Régimen de Subsidios

en Salud, salvo aquellas cajas que obtengan un cuociente superior al cien por ciento

(100%) del recaudo del subsidio familiar del respectivo año, las cuales tendrán que
destinar un diez por ciento (10%). La aplicación de este cuociente, para todos sus

efectos, se hará de acuerdo con lo establecido en el Artículo 67 de la Ley 49 de 1990, y

a partir del 15 de febrero de cada año.

Las cajas de compensación familiar podrán administrar directamente, de acuerdo con

la reglamentación que se expida para el efecto, los recursos del régimen subsidiado de que

trata el presente Artículo. La caja que administre directamente estos recursos constituirá

una cuenta independiente del resto de sus rentas y bienes. Las cajas de compensación fa—

miliar que no cumplan los requisitos definidos en la reglamentación, deberán girar los re—

cursos del subsidio a la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad _v Garantía.

Parágrasz A partir de la vigencia de la presente Ley, el cincuenta y cinco por ciento (55%)

que las cajas de compensación deben destinar al subsidio en dinero, se calculará sobre

el saldo que queda después de deducir el diez por ciento (10%) de gastos de adminis—

tración, instalación y funcionamiento, la transferencia respectiva del fondo de subsi—

dio familiar de vivienda, la reserva legal y el aporte a la Superintendencia del Subsidio

Familiar y la contribución a que hace referencia el presente Artículo.

Capítulo III: del Fondo de Solidaridad y garantía
Artículo 218: Creación y operación del Fondo.
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Créase el Fondo de Solidaridad y Garantía, como una cuenta adscrita al Ministerio
de Salud que se manejará por encargo fiduciario, sin personería jurídica ni planta de
personal propia, de conformidad con lo establecido en el Estatuto General de la Con—
tratación de la Administración Pública de que trata el Artículo 150 de la Constitución
Política.

El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud determinará los criterios de uti—

lización y distribución de sus recursos.
Artículo 219: Estructura del Fondo.

El Fondo tendrá las siguientes subcuentas independientes:
De compensación interna del Régimen Contributivo;
De solidaridad del Régimen de Subsidios en Salud;
De promoción de la salud;

0.09"?

De] seguro de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito, según el Artículo 167
de esta Ley.

Artículo 220: Financiación de la Subcuenta de Compensación.
Los recursos que financian la compensación en el Régimen Contributivo provie—

nen de la diferencia entre los ingresos por cotización de sus afiliados y el valor de las
Unidades de Pago por Capitación, UPC, que le serán reconocidos por el Sistema a cada
Entidad Promotora de Salud. Las entidades cuyos ingresos por cotización sean mayo—
res que las Unidades de Pago por Capitación reconocidas trasladarán estos recursos a
la Subcuenta de Compensación, para financiar a las entidades en las que aquéllos sean
menores que las últimas.

Parágrafo: La Superintendencia Nacional de Salud realizará el control posterior de las su—

mas declaradas y tendrá la facultad de imponer las multas que deñna el respectivo
reglamento.

Artículo 221: Financiación de la Subcuenta de Solidaridad.
Para coñnanciar con los entes territoriales los subsidios a los usuarios afiliados se—

gún las normas del Régimen Subsidiado, el Fondo de Solidaridad y Garantía contará
con los siguientes recursos:
a. Un punto de la cotización de solidaridad del Régimen Contributivo, según lo dis—

puesto en el Artículo 203. Esta cotización será girada por cada Entidad Promotora
de Salud directamente a la Subcuenta de Solidaridad del Fondo;

b. El monto que las cajas de compensación familiar, de conformidad con el Artículo
217, de la presente Ley, destinen a los subsidios de salud;

c. Un aporte del Presupuesto Nacional de la siguiente forma:
En los años 1994, 1995 y 1996 no deberá ser inferior a los recursos generados por
concepto de los literales a y b.

2. A partir de 1997 podrá llegar a ser igual a los recursos generados por concepto del
literal a del presente Artículo.

d. Los rendimientos financieros generados por la inversión de los anteriores recursos;
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e. Los rendimientos financieros de la inversión de los ingresos derivados de la ena—

jenación de las acciones y participaciones de la Nación en las empresas públicas o

mixtas que se destinen a este fin por el Conpes;
f. Los recursos provenientes del impuesto de remesas de utilidades de empresas pe—

troleras correspondientes a la producción de la zona Cusiana—Cupiagua. Estos re—

cursos se deducirán de la base de cálculo de los ingresos corrientes a que hace re—

ferencia la Ley 60 de 1993;

g. Los recursos del IVA social destinados a los planes de ampliación de la cobertura de

seguridad social a las madres comunitarias del ICBF de que trata la Ley 6 de 1992.

Parágrafo 1": Los recursos de solidaridad se destinarán a coñnanciar los subsidios para los

colombianos más pobres y vulnerables, los cuales se transferirán, de acuerdo con la

reglamentación que para el efecto adopte el Gobierno Nacional, a la cuenta especial

que deberá establecerse en los fondos seccionales, distritales y locales para el manejo

de los subsidios en salud.

Artículo 222: Financiación de la Subcuenta de la Promoción de la Salud.

Para la ñnanciación de las actividades de educación, información y fomento de la

salud y de prevención secundaria y terciaria de la enfermedad, el Consejo Nacional

de Seguridad Social en Salud definirá el porcentaje del total de los recaudos por coti—

zación de que trata el Artículo 204 que se destinará a este fin, el cual no podrá ser su—

perior a un punto de la cotización del Régimen Contributivo de que trata el Artículo

204 de la presente Ley. Estos recursos serán complementarios de las apropiaciones que

haga el Ministerio de Salud para tal efecto.

Los recursos previstos en el presente Artículo se podrán destinar al pago de las ac—

tividades que realicen las entidades promotoras de salud y que el Consejo Nacional de

Seguridad Social en Salud considere son las que mayor impacto tienen en la preven—

ción de enfermedades.

Artículo 223: Financiación de la Subcuenta de enfermedades catastróficas y accidentes de

tránsito.
El cubrimiento de las enfermedades catastróficas definidas en el Artículo 166 de la

presente Ley se financiará de la siguiente forma:

a. Los recursos del Fondo del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, FONSAT,

creado por el Decreto Ley 1032 de 1991, de conformidad con la presente Ley;

b. Una contribución equivalente al cincuenta por ciento (50%) del valor de la prima

anual establecida para el seguro obligatorio de accidente de tránsito, que se cobrará

en adición a ella;

c. Cuando se extinga el Fondo de Solidaridad y Emergencia Social de la Presidencia

de la República, los aportes presupuestales de este fondo para las víctimas del te—

rrorismo se trasladarán al Fondo de Solidaridad y Garantía.

Parágrafo: Estos recursos serán complementarios a los recursos que para la atención hospi—

talaria de las urgencias destinen las entidades territoriales.
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Artículo 224: Impuesto social a las armas y municiones.
A partir del lº de enero de 1996, créase el impuesto social a las armas de fuego que

será pagado por quienes las porten en el territorio nacional, y que será cobrado con la
expedición o renovación del respectivo permiso y por el término de éste. El recaudo de
este impuesto se destinará al Fondo de Solidaridad previsto en el Artículo 221 de esta
Ley. El impuesto tendrá un monto equivalente al diez por ciento (10%) de un salario
mínimo mensual. Igualmente, créase el impuesto social a las municiones _v explosivos,
que se cobrará como un impuesto ad valorem con una tasa del cinco por ciento (5%).
El Gobierno reglamentará los mecanismos de pago )" el uso de estos recursos: el plan
de beneficios, los beneñciarios y los procedimientos necesarios para su operación.

Parágrafo: Se exceptúan de este impuesto las armas de fuego y municiones y explosivos que
posean las Fuerzas Armadas y de Policía y las entidades de seguridad del Estado.

Título IV: de la vigilancia y control del Sistema
Artículo 225: Información requerida.

Las entidades promotoras de salud, cualquiera sea su naturaleza, deberán establecer
sistemas de costos, facturación y publicidad. Los sistemas de costo deberán tener como
fundamento un presupuesto independiente, que garantice una separación entre ingresos
y egresos para cada uno de los servicios prestados, utilizando para el efecto métodos sis—

tematizados. Los sistemas de facturación deberán permitir conocer al usuario, para que
éste conserve una factura que incorpore los servicios _v los correspondientes costos, dis—

criminando la cuantía subsidiada por el Sistema General de Seguridad Social en Salud.
La Superintendencia exigirá en forma periódica, de acuerdo con la reglamentación

que se expida, la publicación de la información que estime necesaria de la entidad y de
ésta frente al Sistema, garantizando con ello la competencia y transparencia necesarias.
Igualmente, deberá garantizarse a los usuarios un conocimiento previo de aquellos
procedimientos e insumos que determine el Ministerio de Salud.

Artículo 226: Información para la vigilancia del recaudo.
La afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud podrá hacerse en

forma independiente a la añliación al Régimen General de Pensiones.
La Superintendencia Nacional de Salud podrá solicitar a las entidades rectoras del

Régimen General de Pensiones la información que permita determinar la evasión y
elusión de los aportes por parte de los afiliados al Sistema General de Seguridad So—
cial en Salud.

Así mismo, podrá solicitar información a la Administración de Impuestos Naciona—
les, a las entidades recaudadoras territoriales y a otras entidades que reciban contribu—
ciones sobre la nómina orientada a los mismos efectos. En todo caso, esta información
observará la reserva propia de la de carácter tributario.

Artículo 227: Control _v evaluación de la calidad del servicio de salud.
Es facultad del Gobierno Nacional expedir las normas relativas a la organización

de un sistema obligatorio de garantía de calidad de la atención de salud, incluyendo la
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auditoría médica, de obligatorio desarrollo en las entidades promotoras de salud, con

el objeto de garantizar la adecuada calidad en la prestación de los servicios. La infor—

mación producida será de conocimiento público.

Artículo 228: Revisoría Fiscal.

Las entidades promotoras de salud, cualquiera sea su naturaleza, deberán tener

un Revisor Fiscal designado por la Asamblea General de Accionistas, o por el órgano

competente. El Revisor Fiscal cumplirá las funciones previstas en el Libro II, Título I,

Capítulo VII del Código de Comercio y se sujetará a lo allí dispuesto sin perjuicio de

lo prescrito en otras normas.
Corresponderá al Superintendente Nacional de Salud dar posesión al Revisor Fis—

cal de tales entidades. Cuando la designación recaiga en una asociación o firma de con—

tadores, la diligencia de posesión procederá con relación al contador público que sea

designado por la misma para ejercer las funciones de Revisor Fiscal. La posesión sólo

se efectuará una vez el Superintendente se cerciore acerca del carácter, la idoneidad y

la experiencia del peticionario.

Parágrafo: Para la inscripción en el registro mercantil del nombramiento de los revisores

fiscales, se exigirá por parte de las Cámaras de Comercio copia de la correspondiente

acta de posesión.
Artículo 229: Control fiscal.

El control fiscal de las entidades de que habla esta Ley, se hará por las respectivas

contralorías para las que tengan carácter oficial y, por los controles estatutarios para las

que tengan un carácter privado.

Articulo 230: Régimen sancionatorio.

La Superintendencia Nacional de Salud, previa solicitud de explicaciones, podrá

imponer, en caso de violación a las normas contenidas en los artículos 161, 168, 178,

182, 183, 188, 204, 210, 225 y 227, por una sola vez, o en forma sucesiva, multas en

cuantía hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor de la

Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía.

El certificado de autorización que se les otorgue a las empresas promotoras de sa—

lud podrá ser revocado o suspendido por la Superintendencia mediante providencia

debidamente motivada, en los siguientes casos:

1. Petición de la Entidad Promotora de Salud.

2. Cuando la Entidad deje de cumplir cualquiera de los requisitos establecidos para el

otorgamiento de la autorización.

3. Cuando la Entidad no haya iniciado su actividad en un plazo de tres (3) meses con—

tados a partir de la fecha de otorgamiento del certiñcado de autorización.

Cuando la Entidad ejecute prácticas de selección adversa.

5. Cuando se compruebe que no se prestan efectivamente los servicios previstos en el

Plan de Salud Obligatorio.

Parágrafo 1": El Gobierno reglamentará los procedimientos de fusión, adquisición, liqui—

dación, cesión de activos, pasivos y contratos, toma de posesión para administrar o
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liquidar y otros mecanismos aplicables a las entidades promotoras y prestadoras que
permitan garantizar la adecuada prestación del servicio de salud a que hace referencia
la presente Ley, protegiendo la confianza pública en el Sistema.

Parágraf1 2“: La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá las funciones de inspección,
control y vigilancia respecto de las entidades promotoras de salud, cualquiera que sea
su naturaleza jurídica.

Artículo 231:Veedurías comunitarias.
Sin perjuicio de los demás mecanismos de control, y con el En de garantizar cober—

tura eñciencia y calidad de servicios, la prestación de los servicios mediante el régimen
de subsidios en salud será objeto de control por parte de veedurías comunitarias elegi—
das popularmente, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto.

Artículo 232: Obligaciones de las instituciones prestadoras de servicios de salud.
A las instituciones prestadoras de servicios de salud se les aplicarán las disposicio—

nes contenidas en los artículos 225, 227 y 228 de que trata la presente Ley, de acuerdo
con la reglamentación que se expida para el efecto. El Ministerio de Salud definirá los
casos excepcionales en donde no se exigirá la Revisoría Fiscal.

Artículo 233: De la Superintendencia Nacional de Salud.
La Superintendencia Nacional de Salud es un organismo adscrito al Ministerio de

Salud con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente.
Adiciónase el Artículo 7º del Decreto 2165 de 1992, que establece las funciones de

la Superintendencia Nacional de Salud, con los siguientes numerales:
]. Interrogar bajo juramento y con observancia de las formalidades previstas para esta

base de pruebas en el Código de Procedimiento Civil, a cualquier persona cuyo
testimonio pueda resultar útil para el esclarecimiento de los hechos durante el de—
sarrollo de sus funciones.

En desarrollo de esta facultad podrá exigir la comparecencia, haciendo uso de
las medidas coercitivas que se consagran para este efecto en el Código de Procedi—
miento Civil.

2. lmponer a las instituciones respecto de las cuales tenga funciones de inspección y
vigilancia, administradores, empleados o revisor ñscal de las mismas, previa solici—
tud de explicaciones, multas sucesivas hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales
mensuales vigentes a la fecha de la sanción cuando desobedezcan las instrucciones
u órdenes que imparta la Superintendencia.

3. Emitir las órdenes necesarias para que se suspendan de inmediato prácticas ile—
gales o no autorizadas y se adopten las correspondientes medidas correctivas y de
saneamiento.

4. Velar porque las entidades vigiladas suministren a los usuarios la información ne—
cesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de suer—
te que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las
mejores opciones del mercado.
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Publicar u ordenar la publicación de los estados financieros e indicadores de las en—
U'l

tidades sometidas a su control, en los que se demuestre la situación de cada una de

éstas y la del sector en su conjunto.

6. Fijar las reglas generales que deben seguir los hospitales en su contabilidad, sin

perjuicio de la autonomía reconocida a estos para escoger y utilizar métodos ac—

cesorios, siempre que éstos no se opongan, directa o indirectamente, a las ins-

trucciones generales impartidas por la Superintendencia.

/. Practicar visitas de inspección a las entidades vigiladas con el fin de obtener un co—

nocimiento de su situación financiera del manejo de los negocios, o de aspectos es—

peciales que se requieran.
8. Velar porque se realicen adecuadamente las provisiones en materia previsional y

prestacional de las instituciones prestadoras de servicios de salud y las institu—

ciones de utilidad común que contraten con el Estado.

9. Inspeccionar y vigilar las entidades promotoras de salud en los términos previstos

en la presente Ley y en las demás normas que regulan la estructura y funciones de

la Superintendencia.
El Gobierno Nacional podrá delegar total o parcialmente la inspección y vigilan—

cia de las entidades promotoras de salud en los jefes de las entidades territoriales.

La Superintendencia Nacional de Salud será la entidad encargada de resolver

administrativamente las diferencias que se presenten en materia de preexistencias

en el sector salud. Para el efecto la Superintendencia deberá tener en cuenta la opi—

nión de un comité integrado para cada caso por un especialista designado por la

Superintendencia, un especialista designado por la entidad y un especialista desig—

nado por el usuario. Los especialistas serán llamados a cumplir con su función en

forma gratuita y obligatoria frente a la Superintendencia. El procedimiento para

resolver la controversia será fijado por el Gobierno Nacional.

Parágrafo 1": Deróganse el Artículo 3”, numerales lº, 2º, 16, 17, 18 y Artículo 38 del Decre-

to 2165 de 1992.

Parágrafo 2“: El procedimiento administrativo de la Superintendencia Nacional de Salud

será el mismo que se consagra por las disposiciones legales para la Superintendencia

Bancaria. Los actos de carácter general que expida la Superintendencia Nacional de

Salud no producirán efectos legales mientras no se publiquen en el boletín del Minis—

terio de Salud, Capítulo Superintendencia Nacional de Salud, el cual podrá ser edita—

do y distribuido a través de ésta.

Parágrafo 3": Para el cumplimiento de su función de inspección y vigilancia sobre el Fondo

de Solidaridad y Garantía y sobre las entidades promotoras de salud, la Superinten—

dencia Nacional de Salud podrá contratar con firmas de auditoria colombianas la rea-

lización del programa o labores especiales.
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Título V: la transición del Sistema
Artículo 234: Régimen de Transición.

El Sistema General de Seguridad Social en Salud con todas las entidades y ele—
mentos quelo conforman tendrá un plazo máximo de un (1) año, contado a partir de la
entrada en vigencia de la presente Ley, para iniciar su funcionamiento, salvo los casos
especiales previstos en la presente Ley.

Créase la Comisión Técnica para la Transición, la cual estará encargada de la ase—
soría al Gobierno Nacional, con la debida consulta a los diversos grupos partícipes del
Sistema, para la puesta en marcha del nuevo Sistema de Seguridad Social en Salud
dentro del plazo previsto en el presente Artículo. Estará compuesta por cinco (5) ex—
pertos en la materia, y su organización y funcionamiento serán reglamentados por el
Gobierno Nacional. El Gobierno Nacional hará las apropiaciones presupuestales ne—
cesarias para su financiación.

Parágrafo: Las entidades promotoras de salud que se creen en desarrollo de esta Ley ten—
drán desde el comienzo de su operación cobertura familiar para sus afiliados.

Artículo 235: Del Instituto de los Seguros Sociales.
No obstante lo previsto en el Artículo anterior, las obligaciones de afiliación _v coti—

zación consagradas en las leyes vigentes serán exigibles para empleadores _v trabajado—
res durante el período de transición.

Quienes al momento de entrar en vigencia la presente Ley, se encuentren afiliados
al Instituto de los Seguros Sociales, podrán trasladarse a otra Entidad Promotora de
Salud debidamente aprobada sólo cuando la Subcuenta de Compensación del Fondo
de Solidaridad y Garantía, de que habla el Artículo 220 de esta Ley, se encuentre efec—
tivamente operando.

La extensión de la cobertura familiar para quienes continúen o decidan añliarse al
Instituto de Seguros Sociales se hará en forma progresiva, en un período máximo de
un (1) año a partir de la operación efectiva del Fondo de Solidaridad y Garantía.

Artículo 236: De las cajas, fondos _v entidades de seguridad social del sector público, em—
presas y entidades públicas.

Las cajas, fondos y entidades de seguridad social del sector público, empresas yentidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a la fecha de vi—

gencia de la presente Ley presten servicios de salud o amparen a sus afiliados riesgosde enfermedad general _v maternidad, tendrán dos (2) años para transformarse en em—
presas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema o para efectuar su liquidación,de acuerdo con la reglamentación que al respecto expida el Gobierno Nacional.

La transformación en Entidad Promotora de Salud será un proceso donde todos los
trabajadores recibirán el Plan de Salud Obligatorio de que trata el Artículo 16 y, en un
plazo de cuatro (4) años a partir de la vigencia de esta Ley, éstos pagarán las cotizacio—
nes dispuestas en el Artículo 204 —ajustándose como mínimo en un punto porcentual
por año— y la Entidad Promotora de Salud contribuirá al sistema plenamente con la
compensación prevista en el Artículo 220. Cuando el plan de beneñcios de la Entidad
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sea más amplio que el Plan de Salud Obligatorio, los trabajadores vinculados a la vigen—

cia de la presente Ley y hasta el término de la vinculación laboral correspondiente o el

período de jubilación, continuarán recibiendo dichos beneñcios con el carácter de plan

complementario, en los términos del Artículo 169. Las dependencias que presten servi—

cios de salud de las cajas, fondos, entidades previsionales o entidades públicas con otro

objeto social podrán suprimirse o convertirse en empresas sociales del Estado, que se

regirán por lo estipulado en la presente Ley.

Las entidades públicas antes referidas, que a juicio del Gobierno Nacional no

requieran transformarse en empresas promotoras de salud, ni liquidarse podrán
continuar prestando los servicios de salud a los servidores que se encuentren vin—

culados a la respectiva entidad en la fecha de iniciación de vigencia de la presente
Ley y hasta el término de la relación laboral o durante el período de jubilación, en

la forma como lo vienen haciendo. Estas entidades deberán no obstante, ajustar
gradualmente su régimen de beneficios y ñnanciamiento, al previsto en los artícu—

los ló2, 204 y 220 de esta Ley, en un plazo no mayor a cuatro (4) años, de tal ma—

nera que participen en la Subcuenta de Compensación del Fondo de Solidaridad

y Garantía. De conformidad con lo anterior, las entidades recaudarán mediante
retención a los servidores públicos, en forma creciente y explícita, las cotizaciones

establecidas en el Artículo 204 de la presente Ley, la cual aumentará como mínimo

en un punto porcentual por año.
En caso de liquidación, de las cajas, fondos, entidades previsionales y empresas del

sector público, los empleadores garantizarán la añliación de sus trabajadores a otra Enti—

dad Promotora de Salud y, mientras éstos logren dicha afiliación, tendrán que garantizar

la respectiva protección a sus beneficiarios.
Para las instituciones del orden nacional se aplicarán por analogía las disposiciones

laborales de que trata el Capítulo II del Decreto 2147 de 1992, en especial para preser—

var los derechos de los trabajadores y pagar las indemnizaciones que resulten de la su—

presión de los empleos. Igualmente, se harán extensivas las disposiciones consagradas

en el Decreto 2151 de 1992 para garantizar la adaptación laboral de los empleados que,

por obra de lo aquí dispuesto, se les supriman sus cargos.
Para las instituciones de otro orden distinto al nacional, la respectiva entidad terri—

torial o la junta Directiva de los entes autónomos, expedirá la norma correspondiente,

observando los principios establecidos en el presente Artículo.

Parágrafo 1": En todo caso, los servidores públicos que se vinculen a partir de la vigencia de

la presente Ley se añliarán al Instituto de los Seguros Sociales o a cualquier Entidad

Promotora de Salud, según lo dispuesto en esta Ley.

Parágrafo 2“: Las enajenaciones derivadas de los procesos de reorganización aquí mencio—

nados estarán exentos de los impuestos correspondientes.
Parágrafo 3": Las instituciones de seguridad social del orden nacional podrán ser liquidadas

cuando así lo solicite la mitad más uno de los afiliados que se expresarán de conformi—

dad con el mecanismo que para el efecto defina el decreto reglamentario. Lo anterior
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sin perjuicio de que todas las instituciones se sometan a las disposiciones consagradas
en la presente Ley.

Artículo 237: De la transición para el sector agropecuario.
La obligación de los empleadores y trabajadores del sector agropecuario de añliarse

a los organismos encargados de prestar el Servicio de Seguridad Social en Salud regu—
lado en esta Ley, deberá cumplirse en el momento en que se disponga de la oferta de
servicios en la respectiva región.

Artículo 238: De la ñnanciación de los hospitales públicos que reciben aportes de la Na—

ción y/ o de las entidades territorales.
En lo sucesivo y de acuerdo al programa de conversión gradual que para el efecto

se establezca, las direcciones seccionales, distritales y locales de salud garantizarán la
celebración de contratos de compraventa de servicios con los hospitales para atender
la población que se les asigne o con las entidades promotoras de salud, sin perjuicio de
lo dispuesto en la Ley 10 de 1990 y en la Ley 60 de 1993.

Para las vigencias fiscales de 1995 y 1996, las entidades territoriales, sin perjuicio
de lo que trata el numeral 7“ del 115 Artículo 18 de la Ley 60 de 1993 tomarán como
referencia para la programación presupuestal de las entidades públicas que prestan
servicios de salud el valor en pesos constantes a ellas asignadas en la vigencia fiscal de
1994.

Durante los primeros tres (3) años de vigencia de la Ley, las instituciones de pres—
tación de servicios de salud que reciben recursos públicos a cualquier título, continua—
rán recibiendo como mínimo una suma igual en términos reales a la obtenida durante
el año ñscal inmediatamente anterior a la fecha de la presente Ley. Una vez concluido
este término se acogerá el programa de conversión concertado entre el Ministerio de
Salud y las entidades territoriales de que trata el Artículo 239 de la presente Ley.

Artículo 239: De las entidades territoriales.
En forma gradual, las entidades territoriales organizarán el Régimen de Subsidios

en un plazo máximo de dos (2) años a partir de la vigencia de esta Ley, de tal forma
que una parte creciente de los ingresos de las instituciones prestadoras provenga de
la venta de servicios de los planes de salud del Sistema General de Seguridad Social
en Salud.

Para este fin, las direcciones seccionales, distritales y municipales deberán presen—
tar al Ministerio de Salud como parte del plan de ampliación de coberturas, mejora—
miento de calidad _v descentralización de que tratan los artículos 13 y 14 de la Ley 60
de 1993, las condiciones _v términos de transición para la sustitución de transferencias
por la contratación de servicios y la implementación de los subsidios a la demanda en
salud.

Artículo 240: De las cajas de compensación familiar.
Las cajas de compensación familiar que sin haberse transformado en entidades

promotoras de salud opten por prestar los servicios propios de estas entidades, tendrán
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el mismo plazo contemplado en el Articulo 234 para adoptar los programas regulados

para el Sistema General de Seguridad Social en Salud de que trata la presente Ley.

En cualquier caso las cajas de compensación familiar tendrán que garantizar la

actual protección a sus beneficiarios durante el período de transición de que trata el

Artículo 234 a las entidades promotoras de salud del Sistema General de Seguridad

Social en Salud. Durante este periodo, las cajas de compensación familiar destina—

rán al régimen de subsidios según lo dispone el Artículo 217 únicamente la dife-

rencia entre el cinco por ciento (5%) o el diez por ciento (10%) según sea el caso

de que trata el Artículo 217 y el costo de la atención en salud de los familiares que

no estén añliados a dicho Sistema. Las cajas destinarán estos recursos para atender

beneñciarios del Régimen Subsidiado que se añlien a la misma o a la atención de los

grupos prioritarios deñnidos en el Artículo 157 literal b, según la forma y modalida—

des que el Gobierno Nacional reglamente, previo el concepto del Consejo Nacional

de Seguridad Social en Salud.

Parágrafo: Durante el período en el cual los afiliados del Instituto de los Seguros Sociales

no puedan trasladarse a otras entidades promotoras de salud, la atención de las fami—

lias de los trabajadores podrá ser cubierta por las cajas de compensación familiar o por

cualquier otra Entidad Promotora de Salud, de acuerdo con la elección que haga el afl—

liado cotizante. Para ello, recibirán una parte de la cotización de que trata el Artículo

204, según lo establezca el Gobierno Nacional previo el concepto del Consejo Nacio—

nal de Seguridad Social en Salud.

Artículo 241: El régimen de tarifas.

Un año después de la vigencia de la presente Ley, se uniñcará el régimen de tarifas

que aplicarán las instituciones públicas prestadoras de servicios de salud en la venta de

sus servicios o uso de su capacidad a cualquier entidad promotora de servicios o asocia—

ción de profesionales, de acuerdo a la reglamentación que para el efecto se expida.

Título VI: disposiciones complementarias
Artículo 242: Fondo Prestacional del sector salud.

El Fondo del Pasivo Prestacional para el sector salud, de que trata la Ley 60 de

1993, cubrirá las cesantías netas acumuladas y el pasivo laboral por pensiones de jubi—

lación causado a 31 de diciembre de 1993.

El costo adicional generado por concepto de la retroactividad de cesantía del sector

salud que a la vigencia de esta Ley tienen derecho a ello, conforme al Artículo 33 de la

Ley 60 de 1993, y para los fines previstos en ésta, será asumido por el Fondo del Pasivo

Prestaci0nal y las entidades territoriales, en los plazos y términos de concurrencia que

establece la misma Ley.

A partir de la vigencia de la presente Ley no podrán reconocerse ni pactarse para

los nuevos servidores del sector salud, retroactividad en el régimen de cesantía a ellos

aplicable.

705
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En el caso de que las instituciones a que se refiere el Artículo 33 de la Ley 60 de1993 y para los efectos allí previstos, estén reconociendo por un régimen especial unsistema pensional distinto del exigido por la entidad de previsión social a la cual seañlien o se encuentren afiliados los trabajadores correspondientes, la pensión será ga—rantizada por el Fondo del Pasivo Prestacional _v las entidades territoriales, hasta el
momento en que el trabajador reúna los requisitos exigidos por la entidad de previsión
y los diferenciales de pensión serán compartidos y asumidos por el fondo, las entida—des territoriales _v la mencionada entidad previsional, en la proporción que a cada cualle corresponda.

Las entidades del sector salud deberán seguir presupuestando y pagando las cesan—tías y pensiones a que están obligadas hasta tanto no se realice el corte de cuentas conel Fondo Prestacional y se establezcan para cada caso la concurrencia a que están obli—
gadas las entidades territoriales en los términos previstos en la Ley 60 de 1993.

Parágrafo: Para los efectos de lo dispuesto en el presente Artículo, entiéndese por cesantías
netas, las cesantías acumuladas menos las pagadas a 31 de diciembre de 1993.

Artículo 243: Amnistía a las instituciones prestadoras de servicios de salud.
Para la cabal aplicación de lo dispuesto en el inciso 5” del Artículo 19 de la Ley 60de 1993 sobre los pagos por prestaciones sociales del personal de salud de las entidades

previstas en el numeral 2º del Artículo 33 de la misma Ley, el Instituto de los SegurosSociales y el Fondo Nacional del Ahorro deberán añliar a los servidores públicos del
sector salud, una vez se haya deñnido el pago de la deuda acumulada por cesantía y el
pasivo pensional incluidos los intereses corrientes.

Cuando se trate de las entidades públicas previstas en el literal a del segundo nu—meral del Artículo 33 de la Ley 60 de 1993, el ISS, el FNA, el ICBF, el SENA _Y la ESAP
condonarán las multas y otras erogaciones distintas al saneamiento del pasivo pen—sional y los intereses corrientes que adeuden por su falta de afiliación o pago antes dediciembre de 1993.

Cuando se trate de entidades incursas en causal de liquidación, en los términos
previstos en los literales b y c del Artículo mencionado, los consejos u órganos direc—
tivos del ISS, el FNA, el ICBF, el SENA y la ESAP estarán facultados para condenar lasmultas y erogaciones previstas en el inciso anterior.

Artículo 244: Sobre el funcionamiento del seguro obligatorio de accidentes de tránsito.
Por el cual se introducen las siguientes modiñcaciones al Decreto 663 de 1993:]. Agréguese el numeral Sº al Artículol92.

Las compañías aseguradoras que operan el seguro obligatorio de daños cor—
porales causados a las personas en accidentes de tránsito, destinarán el tres porciento (3%) de las primas que recauden anualmente a la constitución de un fondo
administrado por ellas para la realización conjunta de campañas de prevención vial
nacional, en coordinación con las entidades estatales que adelanten programas ental sentido.

2. El Artículo 194 numeral lº literal a quedará así:
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a. A certiñcación sobre la ocurrencia del accidente. El Gobierno Nacional reglamen—

tará la forma en que habrá de demostrarse la ocurrencia de éste. Será prueba del

mismo la certificación que expida el médico que atendió inicialmente la urgencia

en el centro hospitalario.
3. El Artículo 194 numeral 2º quedará así:

En caso de muerte de la víctima como consecuencia de accidente de tránsito

y para los efectos de este Estatuto serán beneficiarios de las indemnizaciones por

muerte las personas señaladas en el Artículo 1142 del Código de Comercio. En

todo caso a falta de cónyuge, en los casos que corresponda a éste la indemnización

se tendrá como tal el compañero o compañera permanente, que acredite dicha ca—

lidad, de conformidad con la reglamentación que para el efecto señale el Gobierno

Nacional. La indemnización por gastos funerarios y exequias se pagará a quien de—

muestre haber realizado las correspondientes erogaciones.

4. El inciso 2" numeral 1” del Artículo 195 quedará así:

El Gobierno Nacional determinará las tarifas a que deben sujetarse los esta—

blecimientos hospitalarios y clínicos, de los subsectores oficial y privado de que

trata el Artículo 5º de la Ley 10 de 1990, en la prestación de la atención médica,

quirúrgica, farmacéutica y hospitalaria a las víctimas de los accidentes de tránsito.

Las tarifas que establezca el Gobierno Nacional serán ñjadas en salarios mínimos

legales.
5. Agrégase el numeral 5” al Artículo 195.

Las compañías aseguradoras que incurran en conductas tendientes a dilatar

injustiñcadamente el pago de la indemnización de que trata el presente Articulo se

verán abocadas a las sanciones de carácter pecuniario que para el efecto establezca

el Gobierno Nacional sin perjuicio de las demás previstas en la Ley.

6. Agrégase el numeral 6º al Artículo 195.

Cuando las compañías aseguradoras encuentren que existen serios motivos de

objeción a la reclamación que presenten las entidades clínicas hospitalarias, deberán

poner en conocimiento del reclamante tales objeciones, dentro del término previsto

para el pago de la indemnización. No obstante, deberá en todo caso la aseguradora

pagar como anticipo imputable a la indemnización, una suma equivalente al porcen—

taje que reglamente el Gobierno Nacional, siempre que la reclamación se haya pre—

sentado de conformidad con lo dispuesto en las normas que la regulan.

7. El literal b del numeral 4º del Artículo 199 quedará así:

Agotado el límite de la cobertura de gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuti—

cos y hospitalarios otorgada por las compañías aseguradoras o el Fondo del Segu-

ro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, FONSAT, a la atención de las víctimas

politraumatizadas de accidentes de tránsito o a la rehabilitación de las mismas en

los términos del reglamento del Gobierno Nacional, según directrices del Consejo

Nacional de Seguridad.
8. El literal c del numeral 4“ del Artículo 199 quedará así:

xl
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c. “A partir de la vigencia de la presente Ley y atendidas las erogaciones anterio—
res, a la atención de las víctimas de catástrofes naturales y de actos terroristas
de conformidad con la reglamentación del Gobierno Nacional según directri—
ces ñjadas por el Consejo Nacional de Seguridad Social. El saldo existente en
la fecha se destinará según las normas anteriores".

9. Por el cual se modifica la parte ñnal de los incisos 1“ y 4º del Artículo 199 numeral 2“.
Inciso lº: Transferencias de los recursos administrados por las entidades asegu—radoras al Fondo del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, FONSAT. Las

entidades aseguradoras que cuenten con autorización para la operación del ramode seguro obligatorio de daños corporales causados a las personas en accidentes
de tránsito transferirán bimestralmente el veinte por ciento (20%) del valor de las
primas emitidas por cada una de ellas, en el bimestre inmediatamente anterior, al
Fondo del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, FONSAT. Dicha trans—
ferencia deberá efectuarse dentro de los quince (15) primeros días hábiles del mes
correspondiente.

Inciso 49: La determinación del resultado del período anual se efectuará dentro de
los dos (2) meses siguientes al corte correspondiente. La transferencia deberá realizar—
se dentro de los quince (15) primeros días hábiles del mes correspondiente.

Artículo 245: El Instituto de Vigilancia de Medicamentos _v Alimentos.
Créase el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos Invima,

como un establecimiento público del orden nacional, adscrito al Ministerio de Sa—
lud, con personería jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa,
cuyo objeto es la ejecución de las políticas en materia de vigilancia sanitaria y de con—
trol de calidad de medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméti—
cos, dispositivos y elementos médico—quirúrgicos, odontológicos, productos naturales
homeopáticos y los generados por biotecnología, reactivos de diagnóstico, y otros quepuedan tener impacto en la salud individual y colectiva.

El Gobierno Nacional reglamentará el régimen de registros y licencias, así como el
régimen de vigilancia sanitaria y control de calidad de los productos de que trata el ob—
jeto del Invima, dentro del cual establecerá las funciones a cargo de la Nación y de las
entidades territoriales, de conformidad con el régimen de competencias y recursos.

Parágrafo: A partir de la vigencia de la presente Ley, la facultad para la formulación de la
política de regulación de precios de los medicamentos de que goza el Ministerio de
Desarrollo Económico, de acuerdo con la Ley 81 de 1987 (sic, es 1988), estará en ma—
nos de la Comisión Nacional de Precios de los Medicamentos.

Para tal efecto, créase la Comisión Nacional de Precios de Nledicamentos com—
puesta, en forma indelegable, por los ¿Ministros de Desarrollo Económico _v Salud y un
delegado del Presidente de la República. El Gobierno reglamentará el funcionamiento
de esta Comisión.

Corresponde al N1inisterío de Desarrollo hacer el seguimiento _v control de precios
de los medicamentos, según las políticas fijadas por la Comisión.
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Corresponde al Ministerio de Salud el desarrollo de un programa permanente de

información sobre precios y calidades de los medicamentos de venta en el territorio

nacional, de conformidad con las políticas adoptadas por la comisión.

Artículo 2461 Difusión y capacitación para el desarrollo de la Ley. El Ministerio de Salud

organizará y ejecutará un programa de difusión del nuevo Sistema General de Segu—

ridad Social en Salud y de capacitación a las autoridades locales, las entidades promo—

toras e instituciones prestadoras, trabajadores y, en general, los usuarios que integren

el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Este programa incluirá acciones es—

pecíficas para capacitar y apoyar a los profesionales de la salud en el proceso de ade—

cuación a las modalidades de organización, contratación, remuneración y prestación

de servicios, que requiere el nuevo Sistema de Salud con base en la universalización

solidaria de la seguridad social.

Artículo 247: Del crecimiento de programas académicos en el área de salud por parte de

las instituciones de educación superior.
Para desarrollar programas de pregrado o postgrado en el área de salud que impli—

quen formación en el campo asistencial, las instituciones de educación superior debe—

rán contar con un centro de salud propio o formalizar convenios docente—asistenciales

con instituciones de salud que cumplan con los tres niveles de atención médica, según

la complejidad del programa, para poder realizar las prácticas de formación. En tales

convenios se establecerán claramente las responsabilidades entre las partes.

Los cupos de matrícula que ñjen las instituciones de educación superior en los

programas académicos de pregrado y postgrado en el área de salud, estarán determi—

nadas por la capacidad que tengan las instituciones que prestan los servicios de salud.

Los convenios mencionados en el inciso primero deberán ser presentados ante el

Ministerio de Educación Nacional por intermedio del ICFES, con concepto favorable

del Consejo Nacional para el Desarrollo de los Recursos Humanos en Salud al mo—

mento de notificar o informar la creación de los programas.
Los programas de especializaciones medicoquirúrgicas que ofrezcan las institu—

ciones universitarias y las universidades, tendrán un tratamiento equivalente a los

programas de maestría, conforme a lo contemplado en la Ley 30 de 1992, previa regla—

mentación del Consejo de Educación Superior.

Artículo 248: Facultades extraordinarias.

De conformidad con lo previsto en el ordinal 10“ del Artículo 150 de la Constitu—

ción Politica, revistase al Presidente de la República de precisas facultades extraordi—

narias por el término de seis (6) meses, contados desde la fecha de publicación de la

presente Ley para:
l. Reestructurar el Instituto Nacional de Salud, y el Ministerio de Salud de acuerdo

con los propósitos de esta Ley.

2. El Gobierno Nacional podrá modificar la estructura y funciones de la Superinten-

dencia Nacional de Salud con el exclusivo propósito de efectuar las adecuaciones

necesarias para dar eficaz cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley. En el evento de



710 Los sindicatos y la aszgnario'n del ingreso en Colºmbia. Un siglo de hixzaría laboral

que deban producirse retiros de personal como consecuencia de la modificación de
la estructura y funciones de la Superintendencia, el Gobierno Nacional establecerá
un plan de retiro compensado para sus empleados, el cual comprenderá las indem—
nizaciones o boniñcaciones por el retiro y/o pensiones de jubilación.

3. Determinar la liquidación de las cajas, fondos o entidades de seguridad o previsión
social del orden nacional que presten servicios de salud que por su situación financie—
ra deban ser liquidadas por comprobada insolvencia.

4. Expedir un régimen de incompatibilidades e inhabilidades y las correspondien—
tes sanciones para los miembros de Junta Directiva u organismos directivos y
para los representantes legales y empleados de las entidades prestadoras _v pro—
motoras de servicio estatales y las instituciones de utilidad común o fundaciones
que contraten con el Estado la prestación de servicios o las que reciban aportes
estatales.

3. Facúltase al Gobierno Nacional para que en el término de seis (6) meses, contados
a partir de la fecha de la presente Ley, organice el Sistema de Salud de las Fuerzas
Militares y de Policía _v al personal regido por el Decreto Ley 0214 de 1990, en lo
atinente a:

a. Organización estructural;
b Niveles de atención médica y grados de complejidad;
c. Organización funcional;
d Régimen que incluya normas científicas y administrativas;
e. Régimen de prestación de servicios de salud.

6. Precisar las funciones del Invima y proveer su organización básica. Facúltase al
Gobierno Nacional para efectuar los traslados presupuestales necesarios que ga—
ranticen el adecuado funcionamiento de la entidad.

7. Reorganizar y adecuar el Instituto Nacional de Cancerología, los sanatorios de Con—
tratación y de Agua de Dios y la unidad administrativa especial Federico Lleras
Acosta, que prestan servicios de salud para su transformación en empresas sociales
de salud. Para este efecto facúltase al Gobierno Nacional para efectuar los traslados
presupuestales necesarios.

Libro III: Sistema General de Riesgos Profesionales

Capítulo I: invalidez por accidentes de trabajo
y enfermedad profesional

Artículo 249: Accidentes de trabajo y enfermedad profesional.
Las pensiones de invalidez originadas en accidente de trabajo o enfermedad profe—

sional continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes, salvo lo dispuesto en re—
lación con el sistema de calificación del estado de invalidez y las pensiones de invalidez
integradas a que se refieren los artículos siguientes.

Artículo 250: Calificación del estado de invalidez.
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La calificación del estado de invalidez derivado de accidente de trabajo o enferme—

dad profesional se sujetará a lo dispuesto en esta Ley para la caliñcación de la invalidez

por riesgo común.

Artículo 251: Pensiones de invalidez integradas.
En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, los seguros para amparar

la invalidez por riesgo común y la invalidez por accidente de trabajo o enfermedad

profesional, podrán ser contratados de manera conjunta con una misma compañía

de seguros, cuando los trabajadores y empleadores así lo decidan. En este evento, el

amparo para el riesgo de invalidez por accidente de trabajo o enfermedad profesio—

nal, deberá ser equivalente o superior, al otorgado por el seguro de accidente de tra-

bajo y enfermedad profesional a cargo del Instituto de los Seguros Sociales o del que

actualmente les aplica, en el caso de los trabajadores de la Rama jurisdiccional.

La compañía de seguros señalará el monto de la cotización para el seguro de acci—

dentes de trabajo y enfermedad profesional a cargo del empleador, y dejará de ser obli-

gatoria la cotización al Instituto de los Seguros Sociales por dicho concepto.

Artículo 252: Normas comunes.
Cuando el seguro para amparar el riesgo por accidente de trabajo o enfermedad

profesional se contrate en la forma prevista en el Artículo anterior, le serán aplicables

en lo pertinente las disposiciones de los seguros de invalidez por riesgo común.

Articulo 253: Devolución de saldos.

Cuando un afiliado al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad se invalide

por accidente de trabajo o enfermedad profesional, además de la pensión por invali—

dez que cubre la cotización a cargo del empleador, se le entregará la totalidad del saldo

abonado en su cuenta individual de ahorro pensional y en este caso no habrá lugar a

bono pensional.
Artículo 254: Prestaciones médico asistenciales.

Los servicios de salud derivados de accidente de trabajo o enfermedad profesional,

serán prestados por las entidades promotoras de salud de que trata la presente Ley,

quienes repetirán contra las entidades encargadas de administrar los recursos del se—

guro de accidente de trabajo y enfermedad profesional a que esté afiliado el respectivo

trabajador.

Capítulo II: pensión de sobrevivientes originada
por accidentes de trabajo y enfermedad profesional

Artículo 255: Accidentes de trabajo y enfermedad profesional.
La pensión de sobrevivientes originada en accidente de trabajo o enfermedad pro—

fesional continuará rigiéndose por las disposiciones vigentes, salvo que se opte por el

manejo integrado de estas pensiones de conformidad con lo previsto en el Artículo

157 de esta Ley…

Artículo 256: Devolución de saldos por muerte causada por accidente de trabajo o enfer—

medad profesional.

711
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En caso de muerte del añliado al Sistema de Ahorro Individual con Solidaridad
derivada de accidente de trabajo o enfermedad profesional, no habrá lugar a bono
pensionalv el saldo de la cuenta individual de ahorro pensional podrá utilizarse para
incrementar el valor de la pensión que se financia con la cotización del empleador si el
afiliado así lo hubiere estipulado o los beneñciarios lo acuerdan.

En caso contrario hará parte la masa sucesoral del causante. Si no hubiere causahabien—
tes dichas sumas se destinarán al financiamiento de la garantía estatal de pensión mínima.

Libro IV: servicios sociales complementarios
Artículo 257: Programa_V requisitos.

Establécese un programa de auxilios para los ancianos indigentes que cumplan los
siguientes requisitos:
a. Ser colombiano;
b Llegar a una edad de sesenta y cinco (65) o más años;
c. Residir durante los últimos diez (10) años en el territorio nacional;
(1 Carecer de rentas o de ingresos suñcientes para su subsistencia, o encontrarse en

condiciones de extrema pobreza o indigencia, de acuerdo con la reglamentación
que para tal fin expida el Consejo Nacional de Política Social;

e. Residir en una institución sin ánimo de lucro para la atención de ancianos indigen—
tes, limitados fisicos o mentales y que no dependan económicamente de persona
alguna. En estos casos el monto se podrá aumentar de acuerdo con las disponibili—
dades presupuestales y el nivel de cobertura. En este evento parte de la pensión se
podrá pagar a la respectiva institución.

Parágrafo 1": El Gobierno Nacional reglamentará el pago de los auxilios para aquellas per—
sonas que no residan en una institución sin ánimo de lucro y que cumplan los demás
requisitos establecidos en este Artículo.

Parágrafo 2": Cuando se trate de ancianos indígenas que residan en sus propias comunida—
des, la edad que se exige es de cincuenta (50) años o más. Esta misma edad se aplicará
para dementes y minusválidos.

Paragrafo 3": Las entidades territoriales que establezcan este beneficio con cargo a sus pro—
pios recursos, podrán modiñcar los requisitos anteriormente definidos.

Artículo 258: Objeto del programa.
El programa para los ancianos tendrá por objeto apoyar económicamente y hasta

por el cincuenta por ciento (50%) del salario mínimo legal mensual vigente, a las per—
sonas que cumplan las condiciones señaladas en el Artículo anterior )“ de conformidad
con las metas que el Conpes establezca para tal programa.

El programa se financiará con los recursos del Presupuesto General de la Nación
que el Conpes destine para ello anualmente, x con los recursos que para tal efecto pue—
dan destinar los departamentos, distritos y municipios.

Parag¡afa: EL Gobierno Nacional reglamentará los mecanismos y procedimientos para ha—

cer efectivo el programa de que trata el presente Artículo, contemplando mecanismos
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para la coñnanciación por parte de los departamentos, distritos y municipios. El pro—

grama podrá ser administrado y ejecutado de manera descentralizada. Así mismo, el

Gobierno podrá modiñcar los requisitos dependiendo de la evolución demográfica y la

evolución de la población beneficiaria del programa.

Articulo 259: Pérdida de la prestación especial por vejez.

La prestación especial por vejez se pierde:

a. Por muerte del beneficiario;

b. Por mendicidad comprobada como actividad productiva;

c. Por percibir una pensión o cualquier otro subsidio.

Artículo 260: Reconocimiento, administración _v control de la prestación especial por vejez.

El reconocimiento de la prestación especial por vejez, su administración y control

serán establecidos por el Gobierno Nacional.

Para efectos de la administración de la prestación especial por vejez se podrán

contemplar mecanismos para la cofinanciación por parte de los departamentos, muni-

cipios y distritos.
Los municipios 0 distritos así como las entidades reconocidas para el efecto que

presten servicios asistenciales para la tercera edad, podrán administrar la prestación

de que trata el Artículo 258 de la presente Ley siempre y cuando cumplan con lo esta—

blecido en el Artículo siguiente.

Artículo 261: Planes locales de servicios complementarios.

Los municipios 0 distritos deberán garantizar la infraestructura necesaria para la

atención de los ancianos indigentes )" la elaboración de un plan municipal de servicios

complementarios para la tercera edad como parte integral del plan de desarrollo mu—

nicipal o distrital.

Artículo 262: Servicios sociales complementarios para la tercera edad.

El Estado a través de sus autoridades y entidades, y con la participación de la co—

munidad y Organizaciones No Gubernamentales prestarán servicios sociales para la

tercera edad conforme a lo establecido en los siguientes literales:

a. En materia de educación, las autoridades del sector de la educación promoverán

acciones sobre el reconocimiento positivo de la vejez y el envejecimiento;

b. En materia de cultura, recreación y turismo, las entidades de cultura, recreación,

deporte y turismo que reciban recursos del Estado deberán definir e implantar pla—

nes de servicios y descuentos especiales para personas de la tercera edad;

e. El Nlinisterio de Trabajo y Seguridad Social promoverá la inclusión dentro de los

programas regulares de bienestar social de las entidades públicas de carácter nacio—

nal y del sector privado el componente de preparación a la jubilación…

Articulo 2631 Autorización para el subsidio al desempleo.

Autorízase a las entidades territoriales para que creen y financien con cargo a sus

propios recursos planes de subsidio al desempleo.
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Libro V: disposiciones finales
Artículo 264: Derogado por el Artículo 71 de la Ley 179 de 1994. Disposiciones

presupuestales.
Artículo 265: Derogado por el Artículo 71 de la Ley 179 de 1994. Presupuestos de las

Entidades.
Artículo 266: Derogado por el Artículo 71 de la Ley 179 de 1994. Componentes del gasto

público social en el Presupuesto Nacional.
Artículo 267: Estimación del pasivo pensional y reaforo de rentas.

El Gobierno Nacional calculará antes del 31 de diciembre de 1994 el pasivo pensio—
nal con relación a sus servidores públicos y el de las entidades territoriales con sus res—
pectivos servidores, causada a 31 de diciembre de 1993.

El costo para calcular dichos pasivos lo absorberá la Nación, para lo cual el Go—
bierno Nacional está autorizado para efectuar las adiciones y traslados requeridos en
el Presupuesto General de la Nación.

Para atender el pago de las pensiones y de las mesadas atrasadas a cargo de la Caja
Nacional de Previsión, el Presupuesto General de la Nación se adiciona en sesenta mil
(60.000) millones de pesos, con recursos de crédito interno. Además, los recursos de
reaforo de rentas de la Caja Nacional de Previsión, por veinte mil (20.000) millones de
pesos, se incorporan a su presupuesto para el mismo fin _v para el pago de servicios de
salud a su cargo.

Artículo 268: Recursos para el pago de aportes a los municipios.
En aquellos municipios que presenten dificultades para pagar los aportes de esta

Ley, el Conpes social autorizará para tal fin, que se disponga de una parte de los ingre—
sos previstos en los numerales 2“ y 16 del Artículo 21 de la Ley 60 de 1993.

Artículo 269: Transferencia de cotizaciones.
Los dineros provenientes de las cotizaciones para el Sistema General de Seguridad

Social de las entidades estatales _v de los servidores públicos, podrán ser entregados a
las entidades administradoras del Sistema a través de encargos ñduciarios o ñducias.

Articulo 270: Prelación de créditos.
Los créditos exigibles por concepto de las cotizaciones y los intereses a que hubie—

re lugar, tanto en el Sistema General de Pensiones como en el Sistema de Seguridad
Social en Salud, pertenecen a la primera clase de que trata el Artículo 2495 del Código
Civil y tienen el mismo privilegio que los créditos por concepto de salarios, prestacio—
nes sociales e indemnizaciones laborales.

Artículo 271: Sanciones para el empleador.
La competencia asignada en este Artículo al Ministerio de Salud, será ejercida por la

Superintendencia Nacional de Salud. El empleador, y en general cualquier persona na—
tural o jurídica que impida o atente en cualquier forma contra el derecho del trabajador
a su añliación y selección de organismos e instituciones del Sistema de Seguridad So—
cial Integral se hará acreedor, en cada caso y por cada afiliado, a una multa impuesta porlas autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del .X/Iinisterio de Salud
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en cada caso, que no podrá ser inferior a un salario mínimo mensual vigente ni exceder

cincuenta (50) veces dicho salario. El valor de estas multas se destinará al Fondo de Soli—

daridad Pensional o a la Subcuenta de Solidaridad del Fondo de Solidaridad y Garantía

del Sistema General de Seguridad Social en Salud, respectivamente. La afiliación res—

pectiva quedará sin efecto y podrá realizarse nuevamente en forma libre y espontánea

por parte del trabajador.
El Gobierno Nacional reglamentar—á los mecanismos para el control del pago de

cotizaciones de los trabajadores migrantes o estacionales, con contrato a término fijo o

con contrato por prestación de servicios.

Artículo 272: Aplicación preferencial.
El Sistema Integral de Seguridad Social establecido en la presente Ley, no tendrá,

en ningún caso, aplicación cuando menoscabe la libertad, la dignidad humana o los

derechos de los trabajadores.
En tal sentido, los principios mínimos fundamentales consagrados en el Artículo

53 de la Constitución Política tendrán plena validez y eficacia.

Artículo 273: Régimen aplicable a los servidores públicos.

El Gobierno Nacional, sujetándose a los objetivos, criterios y contenido que se ex—

presan en la presente Ley y en particular a lo establecido en los articulos 11 y 36 de la

misma, podrá incorporar, respetando los derechos adquiridos, a los servidores públi—

cos, aún a los congresistas, al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de

Seguridad Social en Salud.

La seguridad social procurará ser universal para toda la población colombiana.

Artículo 274: Asesoría y elección a través de las organizaciones sindicales.

Las confederaciones, las federaciones y las organizaciones sindicales de primer

grado, y los empleadores, podrán asesorar a los trabajadores en las decisiones de libre

escogencia que correspondan a cada uno de estos, relativas a la afiliación y selección de

organismos e instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral.

Las organizaciones sindicales quedan facultadas para tomar las decisiones que en

principio correspondan a cada trabajador, relacionadas con la añliación )“ selección de

organismos e instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral. En tal caso, la or—

ganización sindical decidirá por mayoría de sus trabajadores afiliados y la decisión sólo

les será aplicable a los afiliados interesados que voten afirmativamente, quienes dentro

de los términos de esta Ley conservan la facultad de trasladarse de un sistema a otro.

Artículo 275: Del Instituto de los Seguros Sociales.

El Instituto de los Seguros Sociales es una empresa industrial y comercial del Es—

tado, del orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa )“ patrimo—

nio independiente, vinculada al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el régimen

de sus cargos será el contemplado en el Decreto Ley 1651 de 1977 y podrá realizar los

contratos de que trata el numeral Sº del Artículo 32 de la Ley 80 de 1993.

El Presidente del Instituto de los Seguros Sociales será nombrado por el Presiden—

te de la República de terna presentada por el Consejo Directivo del Instituto.
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Sin perjuicio de la facultad discrecional del Presidente de la República, el Consejo
Directivo, por mayoría absoluta de votos podrá solicitarle al Presidente la remoción del
Presidente del Instituto de los Seguros Sociales, por el no cumplimiento de las metas
anuales de gestión previamente determinadas por el Consejo Directivo.

Así mismo, el Consejo Directivo señalará las directrices generales para elegir el
personal directivo del Instituto.

Parágrafo 1": Respecto de los servicios de salud que presta, actuará como una entidad pro—
motora y prestadora de servicios de salud con jurisdicción nacional. El Consejo Di—
rectivo del Instituto determinará las tarifas que el Instituto aplicará en la venta de ser—
vicios de salud.

Parágrafo 2”: Para efectos tributarios el Instituto de los Seguros Sociales se regirá por lo
previsto para los establecimientos públicos.

Parágran 3": En un plazo de un año a partir de la vigencia de la presente Ley, _v de acuerdo
con la reglamentación que expida el consejo directivo, el Instituto garantizará la descen—
tralización y la autonomía técnica, financiera y administrativa de las unidades de su pro—
piedad que presten los servicios de salud.

Artículo 276: Venta de activos del Instituto de los Seguros Sociales.
La venta de activos del Instituto de Seguros Sociales no podrá afectar su patrimo—

nio y tendrá como ñnalidad el cumplimiento de los objetivos del Sistema de Seguridad
Social Integral.

Artículo 277: Composición del Consejo Directivo del Instituto de los Seguros Sociales.
El Consejo Directivo del Instituto de los Seguros Sociales tendrá una composición

tripartita, integrada por representantes del Gobierno, de los empleadores, de los cua—
les uno será representante de la pequeña o mediana empresa, y de los trabajadores, uno
de los cuales será representante de los pensionados.

El Gobierno determinará el número de integrantes _v reglamentará la forma como
serán designados, dentro de los seis (6) meses siguientes a la vigencia de esta Ley.

Este nuevo Consejo Directivo tomará la decisión definitiva, sobre el proceso de re—
estructuración de la planta de personal del Instituto de Seguros Sociales.

Artículo 278: Carácter de los subsidios.
Los subsidios de que trata esta Ley no tendrán el carácter de donación o auxilio,

para los efectos del Artículo 355 de la Constitución Política.
Artículo 279: Excepciones.

El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se aplica
a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido
por el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la
vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones
públicas.

Así mismo, se exceptúa a los añliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compa—
tibles con pensiones 0 cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable
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de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del

servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida.

Se exceptúan también, los trabajadores de las empresas que al empezar a regir la

presente Ley, estén en concordato preventivo y obligatorio en el cual se hayan pactado

sistemas o procedimientos especiales de protección de las pensiones, y mientras dure

el respectivo concordato.

Igualmente, el presente Régimen de Seguridad Social, no se aplica a los servido-

res públicos de la Empresa Colombiana de Petróleos, ni a los pensionados de la mis—

ma. Quienes con posterioridad a la vigencia de la presente Ley, ingresen a la Empresa

Colombiana de Petróleos, Ecopetrol, por vencimiento del término de contratos de

concesión o de asociación, podrán beneñciarse del Régimen de Seguridad Social de la

misma, mediante la celebración de un acuerdo individual o colectivo, en término de

costos, forma de pago y tiempo de servicio, que conduzca a la equivalencia entre el Sis—

tema que los ampara en la fecha de su ingreso y el existente en Ecopetrol.

Parágrafo 1": La empresa y los servidores de que trata el inciso anterior, quedan obligados a

efectuar los aportes de solidaridad previstos en esta Ley.

Las entidades empleadoras referidas en el presente Artículo, quedan facultadas para

recibir y expedir los bonos correspondientes a los períodos de vinculación o cotización a

que hubiere lugar, de conformidad con la reglamentación que para tal efecto se expida.

Parágrafo 2”: La pensión gracia para los educadores de que trata las leyes 114 de 1913, 116

de 1928 y 37 de 1933, continuará a cargo de la Caja Nacional de Previsión y del Fondo

de Pensiones Públicas del Nivel Nacional, cuando éste sustituya a la Caja en el pago de

sus obligaciones pensionales.

Parágrafo 3“: Las pensiones de que tratan las leyes 126 de 1985 adicionada por la Ley 71 de

1988, continuarán vigentes en los términos y condiciones en ellas contemplados.

Parágrafo 4": Adicionado por el Artículo 1“ de la Ley 238 de 1995, el nuevo texto es el si—

guiente: Las excepciones consagradas en el presente Artículo no implican negación de

los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta Ley para los

pensionados de los sectores aquí contemplados.

Artículo 280: Aportes a los fondos de solidaridad.

Los aportes para los fondos de solidaridad en los regímenes de salud y pensiones

consagrados en los artículos 27 y 204 de esta Ley serán obligatorios en todos los casos y

sin excepciones. Su obligatoriedad rige a partir del lº de abril de 1994 en las institucio—

nes, regímenes y con respecto también a las personas que por cualquier circunstancia

gocen de excepciones totales o parciales previstas en esta Ley.

En consecuencia, a partir del lº de abril de 1994, el aporte en salud pasará del sie—

te por ciento (7%) al ocho por ciento (8%) y cuando se preste la cobertura familiar,

el punto de cotización para solidaridad estará incluido, en todo caso, en la cotización

máxima del doce por ciento (12%).

Artículo 281: Afiliación de trabajadores de la construcción y de las empresas de transpor—

te público terrestre.
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Inciso 1” subrogado por el Artículo 113 del Decreto 2150 de 1995. El nuevo texto
es el siguiente: “Conforme a la reglamentación que expida el Gobierno Nacional, las
licencias de construcción y de transporte público terrestre deberán suspenderse si no
se acredita la afiliación de la respectiva empresa a organismos de seguridad social una
vez inicien labores”.

Artículo 282: Subrogado por el Artículo 144 el Decreto 2150 de 1995. El nuevo texto es el
siguiente: “Obligación de afiliación de contratistas del Estado.

Las personas naturales que contraten con el Estado en la modalidad de prestación
de servicios no están obligadas a acreditar afiliación a los sistemas de salud y pensiones
previstos en esta Ley, siempre y cuando la duración de su contrato sea igual o inferior
a tres (3) meses”.

Artículo 283: Exclusividad.
El Sistema de Seguridad Social Integral, con cargo a las cotizaciones previstas en

la presente Ley, pagará exclusivamente las prestaciones consagradas en la misma.
Los recursos destinados para el pago de las prestaciones diferentes de las consa—

gradas en la presente Ley para el sector público, se constituirán como patrimonios
autónomos administrados por encargo fiduciario, cuando las reservas requeridas para
dichas prestaciones, excedan las proporciones de activos que para el efecto establezca
el Gobierno Nacional.

Aquellas convenciones que hacia el futuro se llegaren a pactar en condiciones dife—
rentes de las establecidas en la presente Ley, deberán contar con los recursos respecti—
vos para su garantía, en la forma que lo acuerden empleadores y trabajadores.

Esta Ley no vulnera derechos adquiridos mediante convenciones colectivas del
sector privado o público, sin perjuicio del derecho de denuncia que asiste a las partes.

Artículo 284: Aportes de los profesores de los establecimientos particulares.
Los profesores de establecimientos particulares de enseñanza cuyo contrato de tra—

bajo se entienda celebrado por el período escolar, tendrán derecho a que el empleador
efectúe los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral por la totalidad del período
calendario respectivo, que corresponda al período escolar para el cual se contrate.

Artículo 285: El Artículo 42 de la Ley 10 de 1990 quedará así: “Arbitrio rentístico de la
Nación.

Declárase como arbitrio rentístico de la Nación la explotación monopólica, en be—
neñcio del sector salud, de las modalidades de juegos de suerte y azar diferentes de las
loterías y apuestas permanentes existentes y de las rifas menores aquí previstas.

La concesión de permisos para la ejecución de rifas que no sean de carácter perma—
nente, cuyo plan de premios no exceda de doscientos cincuenta (250) salarios mínimos
mensuales y se ofrezcan al público exclusivamente en el territorio del respectivo mu—
nicipio o distrito, será facultad de los alcaldes municipales y distritales.

Las sumas recaudadas por concepto de permisos de explotación o impuestos gene—
rados por estas rifas se transferirán directamente al fondo local o distrital de salud.
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Parágrafo: El Gobierno Nacional reglamentará la organización y funcionamiento de estas

rifas, así como su régimen tarifario”.

Artículo 286: Disposición de activos de las entidades públicas.

Cuando una entidad pública decida enajenar o arrendar bienes muebles o inmue—

bles o un establecimiento de salud o seguridad social, o entregar a cualquier título,

dará condiciones preferenciales trazadas por la Junta Directiva del organismo, a las

personas jurídicas conformadas por sus ex funcionarios o en las que ellos hagan par—

te. Adicionalmente se ofrecerán condiciones especiales de crédito y plazos que faci—

liten la operación.
Igualmente se podrá dar en administración la totalidad o parte de las entidades de

seguridad social a las personas jurídicas previstas en el inciso anterior, en condiciones

preferenciales.
Cuando se contrate la prestación de servicios de salud, en lugares en los cuales no

exista la suficiente infraestructura estatal, las personas jurídicas previstas en el inciso

lº no tendrán trato preferencial con respecto a otros oferentes.

Las entidades públicas en reestructuración podrán contratar con las personas jurí—

dicas constituidas por sus ex funcionarios o en las que éstos hagan parte, a los cuales se

les haya suprimido el empleo, pagado indemnización o pagado bonificación.

A las personas previstas en este Artículo que suscriban contrato no se les exigirá el

requisito de tiempo de desvinculación para efecto de las inhabilidades de Ley.

Parágrafo transitorio: Mientras se consolida la contratación integral, las entidades públicas

prestadoras de servicios de salud, en proceso de reestructuración, que no pueden sus-

pender la prestación de los servicios, podrán contratar con ex funcionarios de la mis—

ma entidad, aunque sean personas naturales a quienes se les haya suprimido el empleo,

pagado indemnización o pagado bonificación.

También podrán contratar con personas jurídicas conformadas por funcionarios

de la misma entidad a quienes se les suprimirá el empleo y se hayan constituido como

personas jurídicas para tal fin.

Alas personas previstas en este Artículo que suscriban contratos no se les exigirá el

requisito de tiempo de desvinculación para efectos de las inhabilidades de Ley.

Artículo 287: Actividades propias de los intermediarios en las entidades de seguridad

social.
Las entidades de seguridad social, las entidades promotoras de salud y las socie—

dades administradoras de fondos de cesantía y/ o de pensiones podrán realizar las ac—

tividades de promoción y ventas, la administración de la relación con sus afiliados, el

recaudo, pago y transferencia de los recursos por intermedio de instituciones financie—

ras, intermediarios de seguros u otras entidades, con el fin de ejecutar, las actividades

propias de los servicios que ofrezcan.

El Gobierno reglamentará la actividad de estos intermediarios, regulando su orga—

nización, actividades, responsabilidades, vigilancia y sanciones a que estarán sujetos.
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Artículo 288: Aplicación de las disposiciones contenidas en la presente Ley y en leyesanteriores.
Todo trabajador privado u oficial, funcionario público, empleado público y servi—dor público tiene derecho a la vigencia de la presente Ley le sea aplicable cualquiernorma en ella contenida que estime favorable ante el cotejo con lo dispuesto en leyesanteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de disposicio—nes de esta Ley.

Artículo 289: Vigencia y derogatorias.
La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación, salvaguarda los dere—chos adquiridos y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial elArtículo 2º de la Ley '-l de 1966, el Artículo 5º de la Ley 33 de 1985, el Parágrafo delArtículo 7U de la Ley 71 de 1988, los artículos 260, 68, 270, 271 y 272 del Código deSustantivo del Trabajo y demás normas que los modifiquen o adicionen.

CESAR GAVIRIA TRUJILLO

Ley 411 de 1997
(por medio de la cual se apruebael “Convenio No. 151 sobre la proteccióndel derecho de sindicación y los procedimientos paradeterminar las condiciones de empleoen la Administración Pública”, adoptado en la 6421Reunión de la Conferencia General de la OrganizaciónInternacional del Trabajo, Ginebra, 1978)

Decreta:
Visto el texto del “Convenio No. 151 sobre la protección del derecho de sindicación

y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la AdministraciónPública”, adoptado en la 6—lº Reunión de la Conferencia General de la OrganizaciónInternacional del Trabajo, Ginebra, 1978.
(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instrumento inter—nacional mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la Oficina Jurídica delMinisterio de Relaciones Exteriores).

CONVENIO NO. 15]
Convenio sobre la protección del derecho de sindicación
y los procedimientos para determinar las condiciones

de empleo en la Administración Pública.
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo convocadaen Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo y
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congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1978 en su sexagésima cuarta reunión; recor-

dando las disposiciones del Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho

de sindicación, 1948; del Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación co—

lectiva, 1949, y del Convenio y la Recomendación sobre los representantes de los trabaja—

dores, 1971; recordando que el Convenio sobre el derecho de sindicación y de negociación

colectiva, 1949, no es aplicable a ciertas categorías de empleados públicos y que el Convenio

y la Recomendación sobre los representantes de los trabajadores, 1971, se aplican a los re—

presentantes de los trabajadores en la empresa; tomando nota de la considerable expansión

de los servicios prestados por la administración pública en muchos países y de la necesidad

de que existan sanas relaciones laborales entre las autoridades públicas y las organizacio—

nes de empleados públicos; observando la gran diversidad de los sistemas políticos, sociales

y económicos de los Estados miembro y las diferentes prácticas aplicadas por dichos Es—

tados (por ejemplo, en lo atinente a las funciones respectivas de las autoridades centrales

y locales; a las funciones de las autoridades federales, estatales y provinciales; a las de las

empresas propiedad del Estado y de los diversos tipos de organismos públicos autónomos

o semiautónomos, o en lo que respecta a la naturaleza de la relación de empleo); teniendo

en cuenta los problemas particulares que plantea la delimitación del campo de aplicación

de un instrumento internacional y la adopción de definiciones a los fines del instrumento

en razón de las diferencias existentes en muchos países entre el empleo público y el empleo

privado, así como las dificultades de interpretación que se han planteado a propósito de la

aplicación a los funcionarios públicos de las disposiciones pertinentes del Convenio sobre el

derecho de sindicación y de negociación colectiva, 1949, y las observaciones por las cuales

los órganos de control de la Organización Internacional del Trabajo han señalado en diver—

sas ocasiones que ciertos gobiernos han aplicado dichas disposiciones en forma tal que gru—

pos numerosos de empleados públicos han quedado excluidos del campo de aplicación del

Convenio; después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la libertad

sindical y a los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en el servicio

público, cuestión que constituye el quinto punto del orden del día de la presente reunión,

y después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un Convenio

Internacional, adopta, con fecha veintisiete (27) de junio de mil novecientos setenta y ocho

(1978), el presente Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre las relaciones

de trabajo en la Administración Pública, 1978:

Parte 1: campo de aplicación y definiciones
Artículo lº:

1. El presente Convenio deberá aplicarse a todas las personas empleadas por la Ad—

ministración Pública, en la medida en que no les sean aplicables disposiciones más

favorables de otros Convenios Internacionales del Trabajo.

2. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto las garantías previs—

tas en el presente Convenio se aplican a los empleados de alto nivel que, por sus

funciones, se considera normalmente que poseen poder decisorio o desempeñan

xl
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cargos directivos o a los empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamen—
te confidencial

3. La legislación nacional deberá determinar así mismo hasta qué punto las garan—
tías previstas en el presente Convenio son aplicables a las Fuerzas Armadas _v a la
Policía

Artículo 2º: A los efectos del presente Convenio la expresión “empleado público” designa a
toda persona a quien se aplique el presente Convenio de conformidad con su Artículo 1".

Artículo 3º: A los efectos del presente Convenio, la expresión organización de empleados
públicos” designa a toda organización, cualquiera que sea su composición que tenga
por objeto fomentar y defender los1ntereses de los empleados públicos.

Parte II: protección del derecho de sindicación
Artículo 4º:

1. Los empleados públicos gozarán de protección adecuada contra todo acto de dis—

criminación antisindical en relación con su empleo.
2. Dicha protección se ejercerá especialmente contra todo acto que tenga por objeto:

a. Sujetar el empleo del empleado público a la condición de que no se añlie a una
organización de empleados públicos o a que deje de ser miembro de ella;

b. Despedir a un empleado público, o perjudicarlo de cualquier otra forma, a
causa de su afiliación a una organización de empleados públicos o de su parti—
cipación en las actividades normales de tal organización.

Artículo Sº:

I. Las organizaciones de empleados públicos gozarán de completa independencia
respecto de las autoridades públicas.

2. Las organizaciones de empleados públicos gozarán de adecuada protección con—
tra todo acto de injerencia de una autoridad pública en su constitución, funciona—
miento o administración.

3. Se consideran actos de injerencia a los efectos de este Artículo principalmente los
destinados a fomentar la constitución de organizaciones de empleados públicos do—
minadas por la autoridad pública, o a sostener económicamente, o en otra forma,
organizaciones de empleados públicos con objeto de colocar estas organizaciones
bajo el control de la autoridad pública.

Parte III: facilidades que deben concederse a las organizaciones de
empleados públicos
Artículo 6“:

1. Deberán concederse a los representantes de las organizaciones reconocidas de em—
pleados públicos facilidades apropiadas para permitirles el desempeño rápido y ef1—

caz de sus funciones durante sus horas de trabajo o fuera de ellas.
2. La concesión de tales facilidades no deberá perjudicar el funcionamiento eficaz de

la administración o servicio interesado.
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3. La naturaleza y el alcance de estas facilidades se determinarán, de acuerdo con los

métodos mencionados en el Artículo 7" del presente Convenio o por cualquier otro

medio apropiado.

Parte IV: procedimientos para la determinación de las condiciones

de empleo
Artículo 7º: Deberán adoptarse, de ser necesario, medidas adecuadas a las condiciones na—

cionales para estimular y fomentar el pleno desarrollo y utilización de procedimientos

de negociación entre las autoridades públicas competentes y las organizaciones de em—

pleados públicos acerca de las condiciones de empleo, o de cualesquiera otros métodos

que permitan a los representantes de los empleados públicos participar en la determi—

nación de dichas condiciones.

Parte V: solución de conflictos
Artículo 8º: La solución de los conflictos que se planteen con motivo de la determinación

de las condiciones de empleo se deberá tratar de lograr, de manera apropiada a las con—

diciones nacionales, por medio de la negociación entre las partes o mediante proce—

dimientos independientes e imparciales, tales como la mediación, la conciliación y el

arbitraje, establecidos de modo que inspiren la confianza de los interesados.

Parte VI: derechos civiles y políticos
Artículo 9º: Los empleados públicos, al igual que los demás trabajadores, gozarán de los

derechos civiles y políticos esenciales para el ejercicio normal de la libertad sindical, a

reserva solamente de las obligaciones que se deriven de su condición y de la naturale—

za de sus funciones.

Parte VII: disposiciones finales
Artículo Nº: Las ratiñcaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para

su registro, al Director General de la Oñcina Internacional del Trabajo.

Artículo 11:

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Inter—

nacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce (12) meses después de la fecha en que las ratiñcaciones de

dos (2) miembros hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miembro, doce

(12) meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 12:

1. Todo miembro que haya ratiñcado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración

de un período de diez (10) años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicial-

mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director Gene—
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ral de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un
(1) año después de la fecha en que se haya registrado.

2. Todo miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año des—
pués de la expiración del período de diez (10) años mencionado en el párrafo pre—
cedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este Artículo quedará
obligado durante un nuevo período de diez (10) años, y en lo sucesivo podrá de—
nunciar este Convenio a la expiración de cada período de diez ( 10) años, en las con—
diciones previstas en este Artículo.

Artículo 13:

l. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos
los miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuan—
tas ratiñcaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros de la
Organización.

2. Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratifica—
ción que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los
miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente
Convenio.

Artículo 14: El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Se—
cretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad
con el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa so—
bre todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de
acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 15: Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de;—ldministración de la Oñcina In—
ternacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del
Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia
la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 16:

I. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo Convenio que implique una revi—
sión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo Convenio contenga dispo—
siciones en contrario:
a. La ratificación, por un miembro, del nuevo Convenio revisor implicará, ipso

jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones
contenidas en el Artículo 12, siempre que el nuevo convenio revisor haya en—
trado en vigor;

b. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo Convenio revisor, el presen—
te Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros.

2. Este convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales,
para los miembros que lo hayan ratificado _v no ratiñquen el Convenio revisor.

Artículo 17: Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente
auténticas.

El suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores
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HACE CONSTAR:

Que la presente reproducción es ñel copia tomada de la copia certificada del “Convenio

No. 151 sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determi—

nar las condiciones de empleo en la Administración Pública”, adoptado en la 643 Reunión

de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, 1978,

que reposa en los archivos de la Oficina Jurídica de este Ministerio.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los veintinueve (29) días del mes de julio de mil

novecientos noventa y seis (1996).

El Jefe Oficina Jurídica, HECTOR ADOLFO SINTURAVARELA.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO PRESIDENCIA

DE LA REPÚBLICA

Santa Fe de Bogotá, D. C.

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable

Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO

E1Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las Funciones del Despa—

cho del señor Ministro, (Fdo.) CAMILO REYES RODRÍGUEZ.

Decreta:
Artículo 1“: Apruébase el “Convenio No. 151 sobre la protección del derecho de sindi—

cación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Ad—

ministración Pública”, adoptado en la 64“ Reunión de la Conferencia General de la

Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, 1978.

Artículo Zº: De conformidad con lo dispuesto en el Artículo lº de la Ley 7 de 19-H, el

“Convenio No. 151 sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimien—

tos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública”, adopta—

do en la 64“ Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del

Trabajo, Ginebra, 1978, que por el Artículo 1“ de esta Ley se aprueba, obligará al país a

partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto de la misma.

Artículo 3”: La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.

ERNESTO SAMPER PIZANO
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Ley 524 de 1999
(por medio de la cual se aprueba

el “Convenio No. 154 sobre el Fomento
de la Negociación Colectiva”, adoptado en la 67a

Reunión de la Conferencia General de la Organización
Internacional del Trabajo, Ginebra, 1981)

EL CONGRESO DE COLOMBIA:
Visto el texto del “Convenio No. 154 sobre el Fomento de la Negociación Colectiva”,

adoptado en la 673 Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del
Trabajo, Ginebra, 1981, que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instrumento Internacio—
nal mencionado, debidamente autenticado por el Jefe de la Oñcina Jurídica del Ministerio
de Relaciones Exteriores).

CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO
CONVENIO NO. 154

Convenio sobre el fomento de la negociación colectiva.
La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo convocada en Gine—

bra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Trabajo, y congregada en
dicha ciudad el 3 de junio de 1981, en su 673 Reunión; reafirmando el pasaje de la Declaración
de Filadelña que reconoce “la obligación solemne de la Organización Internacional del Traba—
jo de fomentar, entre todas las naciones del mundo, programas que permitan lograr el recono—
cimiento efectivo del derecho de negociación colectiva”, _v tomando nota de que este principio
es “plenamente aplicable a todos los pueblos”; teniendo en cuenta la importancia capital de las
normas internacionales contenidas en el Convenio sobre la libertad sindical _v la protección del
derecho de sindicación, 1948; en el Convenio sobre el derecho de sindicación )" de negociación
colectiva, 1949; en la Recomendación sobre los contratos colectivos, 1951; en la Recomenda—
ción sobre la conciliación y el arbitraje voluntarios, 1951; en el Convenio y la Recomendación
sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, 1978, _v en el Convenio y la Re—

comendación sobre la administración del trabajo, 1978; considerando que se deberían hacer
mayores esfuerzos para realizar los objetivos de dichas normas y especialmente los principios
generales enunciados en el Articulo -lº del Convenio sobre el derecho de sindicación y de nego—
ciación colectiva, 1949, y en el Párrafo lº de la Recomendación sobre los contratos colectivos,
1951; considerando, por consiguiente, que estas normas deberían completarse con medidas
apropiadas fundadas en dichas normas y destinadas a fomentar la negociación colectiva libre y
voluntaria; después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al fomento de la

negociación colectiva, cuestión que constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión,
y después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un Convenio In—

ternacional, adopta, con fecha 19 de junio de mil novecientos ochenta _v uno (1981), el presente
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre la negociación colectiva, 1981:



Anexo 17()l'lllllff1'0

Parte I: campo de aplicación y deñniciones
Articulo lº:

1.

2.

El presente Convenio se aplica a todas las ramas de actividad económica.

La legislación o la práctica nacionales podrán determinar hasta qué punto las ga—

rantías previstas en el presente Convenio son aplicables a las Fuerzas Armadas y

a la Policía.
En lo que se refiere a la Administración Pública, la legislación o la práctica naciona—

les podrán fijar modalidades particulares de aplicación de este Convenio.

Artículo lº: A los efectos del presente Convenio, la expresión “negociación colectiva” com—

prende todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un grupo de em—

pleadores o una organización o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y

una organización o varias organizaciones de trabajadores, por otra, con el fm de:

a. Fijar las condiciones de trabajo y empleo, o
b. Regular las relaciones entre empleadores y trabajadores, o

C. Regular las relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o

varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez.

Artículo 3º:

1. Cuando la Ley o la práctica nacionales reconozcan la existencia de representan—

tes de trabajadores que respondan a la def1nición del apartado b del Artículo 3“

del Convenio sobre los representantes de los trabajadores, 1971, la Ley o la prác—

tica nacionales podrán determinar hasta qué punto la expresión “negociación co—

lectiva” se extiende igualmente, a los fines del presente Convenio, a las negocia—

ciones con dichos representantes.
Cuando en virtud del párrafo lº de este Artículo la expresión “negociación colec-

tiva” incluya igualmente las negociaciones con los representantes de los trabajado-

res a que se refiere dicho párrafo, deberán adoptarse, si fuese necesario, medidas

apropiadas para garantizar que la existencia de estos representantes no se utilice en

menoscabo de la posición de las organizaciones de trabajadores interesadas.

Parte II: métodos de aplicación
Artículo 4“: En la medida en que no se apliquen por medio de contratos colectivos, por

laudos arbitrales o por cualquier otro medio conforme a la práctica nacional, las dis—

posiciones del presente Convenio deberán ser aplicadas por medio de la legislación

nacional.

Parte III: fomento de la Negociación Colectiva
Artículo Sº:

I. Se deberán adoptar medidas adecuadas a las condiciones nacionales para fomentar

la negociación colectiva.
Las medidas a que se refiere el párrafo 1“ de este Artículo deberán tener por ob—

jeto que:

7 lx.)
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a. La negociación colectiva sea posibilitada a todos los empleadores _v a todas las
categorías de trabajadores de las ramas de actividad a que se aplique el pre—
sente Convenio;

b. La negociación colectiva sea progresivamente extendida a todas las materias a
que se refieren los apartados a, b y c del Artículo 2” del presente Convenio;

c. Sea fomentado el establecimiento de reglas de procedimiento convenidas entre
las organizaciones de los empleadores y las organizaciones de los trabajadores;

d. La negociación colectiva no resulte obstaculizada por la inexistencia de reglas
que rijan su desarrollo o la insuficiencia o el carácter impropio de tales reglas;

e. Los órganos y procedimientos de solución de los conflictos laborales estén con—

cebidos de tal manera que contribuyan a fomentar la negociación colectiva.
Artículo 6“: Las disposiciones del presente Convenio no obstaculizarán el funcionamiento

de sistemas de relaciones de trabajo en los que la negociación colectiva tenga lugar en
el marco de mecanismos o de instituciones de conciliación o de arbitraje, o de ambos a
la vez, en los que participen voluntariamente las partes en la negociación colectiva.

Artículo 7º: Las medidas adoptadas por las autoridades públicas para estimular _v fomen—
tar el desarrollo de la negociación colectiva deberán ser objeto de consultas previas _v,

cuando sea posible, de acuerdos entre las autoridades públicas _v las organizaciones de
empleadores y de trabajadores.

Artículo 8": Las medidas previstas con objeto de fomentar la negociación colectiva no de—

berán ser concebidas o aplicadas de modo que obstaculicen la libertad de negociación
colectiva.

Parte IV: disposiciones ñnales
Artículo 9º: El presente Convenio no revisa ningún Convenio ni ninguna Recomendación

Internacional del Trabajo existentes.
Artículo 10º: Las ratiñcaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para

su registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.
Artículo 11:

I. Este Convenio obligará únicamente a aquellos miembros de la Organización Inter—
nacional del Trabajo cuyas ratiñcaciones haya registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce (12) meses después de la fecha en que las ratiñcaciones de dos
miembros hayan sido registradas por el Director General

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada miembro, doce
(12) meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 12:
1. Todo miembro que haya ratiñcado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración

de un período de diez (10) años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicial—
mente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, el Director Gene—
ral de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un
(1) año después de la fecha en que se haya registrado.
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2. Todo miembro que haya ratificado este Convenio y, que, en el plazo de un (1) año

después de la expiración del período de diez (10) años mencionado en el párrafo

precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este Artículo, quedará

obligado durante un nuevo período de diez (10) años, y en lo sucesivo podrá denun—

ciar este Convenio a la expiración de cada período de diez (10) años, en las condi—

ciones previstas en este Artículo.

Artículo 13:

l. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos

los miembros de la Organización Internacional del Trabajo el Registro de cuan-

tas ratiñcaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los miembros de la

Organización.
2. Al notificar a los miembros de la Organización el registro de la segunda ratiñca—

ción que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los

miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente

Convenio.
Artículo 14: El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Se—

cretario General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con

el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre to—

das las ratiñcaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo

con los artículos precedentes.
Artículo 15: Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina

Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación

del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la Confe—

rencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 16:

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revi—

sión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo Convenio contenga dispo—

siciones en contrario:

a. La ratificación, por un miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso

jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones

contenidas en el Artículo 12, siempre que el nuevo Convenio revisor haya en—

trado en vigor;
b. A partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo Convenio revisor, el presen—

te Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los miembros;

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales,

para los miembros que lo hayan ratificado y no ratiñquen el Convenio revisor.

Artículo 17: Las versiones inglesa 3“ francesa del texto de este Convenio son igualmente

auténticas.
El suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores
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HACE CONSTAR:
Que el presente es fiel fotocopia de la copia certíñcada del “Convenio No. 154 sobre el

fomento de la negociación colectiva”, adoptado en la 673 Reunión de la Conferencia Gene—
ral de la Organización Internacional del Trabajo, Ginebra, 1981, documento que reposa enlos archivos de la Oñcina Jurídica de este Ministerio.

Dada en Santa Fe de Bogotá D. C., a los diez (10) días del mes de julio de mil novecien—
tos noventa y siete (1997).

El Jefe Oficina jurídica, HECTOR ADOLFO SIXTL'RA VARELA
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO PRESIDENCIA

DE LA REPÚBLICA
Santa Fe de Bogotá, D. C., 3 de julio de 1997

Aprobado. Sométase a la consideración del honorable
Congreso Nacional para los efectos constitucionales.

(Fdo.) ERNESTO SAMPER PIZANO
(Fdo.) MARÍA EMMA MEJÍA VELEZ,
la Ministra de Relaciones Exteriores

Decreta:
Artículo lº: Apruébase el “Convenio No. 154 sobre el fomento de la negociación colecti—

va”, adoptado en la 673 Reunión de la Conferencia General de la Organización Inter—
nacional del Trabajo, Ginebra, 1981.

Artículo 2º: De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 1“ de la Ley 7 de l9-l-l, el
“Convenio No. 154 sobre el fomento de la negociación colectiva” adoptado en la 673
Reunión de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, Gi—
nebra, 1981, que por el Artículo 1” esta Ley se aprueba, obligará al país a partir de la
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3“: La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación.

ANDRES PASTRANA ARANGO

Ley 789 de 2002(por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliarla protección social y se modiñcan algunos artículos del Código
Sustantivo de Trabajo)

Capítulo I: definición del sistema de protección social
Artículo lº: Sistema de protección social.

El sistema de protección social se constituye como el conjunto de políticas pú—
blicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a mejorar la calidad de vida de los
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colombianos, especialmente de los más desprotegidos. Para obtener como mínimo el

derecho a: la salud, la pensión y al trabajo.

El objeto fundamental, en el área de las pensiones, es crear un sistema viable que

garantice unos ingresos aceptables a los presentes y futuros pensionados.

En salud, los programas están enfocados a permitir que los colombianos puedan

acceder en condiciones de calidad y oportunidad, a los servicios básicos.

El sistema debe crear las condiciones para que los trabajadores puedan asumir las

nuevas formas de trabajo, organización y jornada laboral y simultáneamente se sociali—

cen los riesgos que implican los cambios económicos y sociales. Para esto, el sistema debe

asegurar nuevas destrezas a sus ciudadanos para que puedan afrontar una economía di—

námica según la demanda del nuevo mercado de trabajo bajo un panorama razonable de

crecimiento económico.
Creación del Fondo de Protección Social.

Créase el Fondo de Protección Social, como una cuenta especial de la Nación, sin

personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, o a la enti—

dad que haga sus veces, cuyo objeto será la financiación de programas sociales que el

Gobierno Nacional defina como prioritarios y aquellos programas y proyectos estruc—

turados para la obtención de la paz.
El Fondo de Protección Social tendrá las siguientes fuentes de financiación:

l. Los aportes que se asignen del Presupuesto Nacional.

2. Los recursos que aporten las entidades territoriales para planes, programas y pro—

yectos de protección social.

Las donaciones que reciba.

Los rendimientos financieros generados por la inversión de los anteriores recursos.
U14>b.)

Los rendimientos financieros de sus excedentes de liquidez y, en general, todos los

demás recursos que reciba a cualquier título.

Parágrafo: El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento y la destinación de los

recursos del Fondo de Protección Social. La contratación con los recursos del Fondo

deberá regirse por las reglas que regulan la contratación en el derecho privado.

Capitulo 11: Régimen de Subsidio al Empleo

Articulo 2”: Subsidio al empleo para la pequeña y mediana empresa.

Como mecanismo de intervención en la economía para buscar el pleno empleo,

créase el subsidio temporal de empleo administrado por el Ministerio de Trabajo y

Seguridad Social como mecanismo contracíclico y de fortalecimiento del mercado la—

boral dirigido a las pequeñas y medianas empresas, que generen puestos de trabajo a

jefes cabeza de hogar desempleados. Este beneficio sólo se otorgará a la empresa por

los trabajadores adicionales que devenguen un salario mínimo legal vigente, hasta el

tope por empresa que defina el Gobierno Nacional.

El Gobierno Nacional, previo concepto del Conpes, definirá la aplicación de este

programa teniendo en cuenta los ciclos económicos, y señalará las regiones y los
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sectores a los cuales se deberá otorgar este subsidio, así como los requisitos que de—
ben cumplir las pequeñas y medianas empresas que estén pagando todos los aportes
a seguridad social de sus trabajadores y los trabajadores adicionales para acceder al
programa, incluyendo el porcentaje de estos que la empresa contrate amparados porel subsidio, los instrumentos de reintegro de los recursos cuando no se cumplan los re—
quisitos para acceder al subsidio, y la duración del mismo, teniendo en cuenta en todo
caso los recursos disponibles _v los asignados en la Ley 715 de 2001 para estos efectos.

En ningún caso el otorgamiento de este subsidio generará responsabilidad a car—
go del Estado frente a los trabajadores por el pago oportuno de salarios, prestacio—
nes sociales y aportes, los cuales en todo caso son responsabilidad de los respectivos
empleadores.

Parágrafo: Tendrán prioridad en la asignación de los recursos las zonas rurales, en especial
aquellas que presentan problemas de desplazamiento _v conflicto campesino.

Artículo 3º: Régimen del subsidio familiar en dinero.
Tienen derecho al subsidio familiar en dinero los trabajadores cuya remuneración

mensual, fija o variable no sobrepase los cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales
vigentes, siempre y cuando laboren al menos noventa y seis (96) horas al mes; y quesumados sus ingresos con los de su cónyuge o compañero(a), no sobrepasen seis (6)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Cuando el trabajador preste sus servicios a más de un empleador, se tendrá en
cuenta para efectos del cómputo anterior el tiempo laborado para todos ellos _v lo pa—
gará la Caja de Compensación Familiar a la que está añliado el empleador de quien el
trabajador reciba mayor remuneración mensual. Si las remuneraciones fueren iguales,
el trabajador tendrá la opción de escoger la caja de compensación. En todo caso el tra—
bajador no podrá recibir doble subsidio.

El trabajador beneñciario tendrá derecho a recibir el subsidio familiar en dinero du—
rante el período de vacaciones anuales y en los días de descanso o permiso remunerado
de Ley, convencionales o contractuales; períodos de incapacidad por motivo de enfer—
medad no profesional, maternidad, accidentes de trabajo y enfermedad profesional.

Parágrajb l”: Darán derecho al subsidio familiar en dinero las personas a cargo de los traba—
jadores beneficiarios que a continuación se enumeran:
l. Los hijos que no sobrepasen la edad de dieciocho (18) años, legítimos, naturales,

adoptivos y los hijastros. Después de los doce (12) años se deberá acreditar la esco—
laridad en establecimiento docente debidamente aprobado.

2. Los hermanos que no sobrepasen la edad de dieciocho (18) años, huérfanos de pa—
dres, que convivan y dependan económicamente del trabajador _v que cumplan con
el certificado de escolaridad del numeral 1”.

3. Los padres del trabajador beneficiario mayores de sesenta (60) años, siempre ycuando ninguno de los dos reciba salario, renta o pensión alguna. No podrán co—
brar simultáneamente este subsidio más de uno de los hijos trabajadores y que de—
pendan económicamente del trabajador.
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4. Los padres, los hermanos huérfanos de padres y los hijos, que sean inválidos o de

capacidad fisica disminuida que les impida trabajar, causarán doble cuota de sub—

sidio familiar, sin limitación en razón de su edad. El trabajador beneficiario deberá

demostrar que las personas se encuentran a su cargo y conviven con él.

5. En caso de muerte de una persona a cargo por la cual el trabajador estuviere reci—

biendo subsidio familiar, se pagará un subsidio extraordinario por el mes en que

este ocurra, equivalente a doce (12) mensualidades del subsidio en dinero que vi—

niere recibiendo por el fallecido.

6. En caso de muerte de un trabajador beneficiario, la caja de compensación familiar

continuará pagando durante doce (12) meses el monto del subsidio por personas

a cargo, a la persona que acredite haberse responsabilizado de la guarda, sosteni—

miento o cuidado de ellos. El empleador dará aviso inmediato de la muerte de un

trabajador afiliado a la caja de compensación.
7. Podrán cobrar simultáneamente el subsidio familiar por los mismos hijos el padre

y la madre, cuyas remuneraciones sumadas no excedan de cuatro (4) salarios míni—

mos legales mensuales vigentes.

Parágrafo 2“: Tendrán derecho a subsidio familiar en especie y servicios para todos los de—

más servicios sociales los trabajadores cuya remuneración mensual fija o variable, no

sobrepase los cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales vigentes, y tendrán dere—

cho a estos subsidios las personas a cargo enunciadas en el Parágrafo lº del presente

Artículo, incluyendo el (la) cónyuge _v el trabajador.

En el caso del Parágrafo lº, los consejos directivos de las cajas de compensación

familiar fijarán las tarifas y montos subsidiados que deberán ser inversamente propor—

cionales al salario devengado.
Artículo 4“: Cuota monetaria.

A partir del lº de julio de 2003, el subsidio familiar en dinero que las cajas de com—

pensación familiar deben pagar, a los trabajadores que la Ley considera beneficiarios,

será cancelado, en función de cada una de las personas a cargo que dan derecho a per-

cibirlo, con una suma mensual, la cual se denominará, para los efectos de la presente

Ley, cuota monetaria.

Parágrafo 1”: Para los efectos de la presente Ley se entiende por personas a cargo aquellas

que dan derecho al trabajador beneficiario a recibir subsidio en dinero, siempre que se

haya pagado durante el respectivo ejercicio.

Parágrafb 2": Con el fm de garantizar el régimen de transparencia y propiciar las condicio—

nes apropiadas para el desarrollo de lo dispuesto en la presente Ley en relación con

el diseño y estructuración de la cuota monetaria, en aquellas regiones, departamen—

tos o ciudades en donde existan cuotas monetarias ordinarias diferenciales, a partir

de la vigencia de esta Ley y hasta el 30 de junio de 2003, queda prohibido darles cur—

so a las nuevas solicitudes de desaflliación de cualquier empleador de la caja en que

actualmente se encuentre añliado, para afiliarse a otra caja. Si se llegare a dar, tal añ—

liación será nula, no surtirá efectos _v deberá regresar el empleador a la caja donde se
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encontraba afiliado. Se excepcionan aquellas cajas cuya creación sea inferior a dos (2)
años contados hacia atrás de la vigencia de la presente Ley.

La Superintendencia del Subsidio Familiar velará por el cumplimiento de esta
norma. La Superintendencia de Subsidio Familiar declarará antes del 15 de enero
de 2003 las entidades territoriales, en donde quedará congelado por seis (6) meses el
traslado de empresas entre cajas de compensación, previa verificación de que existían
diferencias en las cuotas monetarias ordinarias que se aplicaban a 31 de diciembre del
año 2002 en las cajas de compensación creadas en la respectiva entidad territorial y re—
gidas por la Ley 21 de 1982.

Durante del período de congelación las cajas podrán, con sujeción a la lealtad, com—
petencia y las normas establecidas, mercadear y publicitar su portafolio de servicios.

Parágrafo 3": Para acortar las diferencias entre cuotas de cajas localizadas en un mismo de—

partamento o ciudad, la Superintendencia tendrá facultades para limitar o disminuir
la cuota monetaria de las cajas con cuotas más altas _V los excedentes frente al porcen—
taje obligatorio del cincuenta y cinco por ciento (55%) se destinarán a programas de
inversión social de la misma caja.

Artículo 5“: Cálculo de la cuota monetaria.
Se conceden precisas facultades extraordinarias al Gobierno Nacional para que en

un término máximo de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de vigencia de la
presente Ley, expida las normas frente a los términos y condiciones a que debe suje—
tarse la cuota monetaria en el Sistema de Compensación Familiar, así como su régimen
de organización, funcionamiento y tiempo de implantación, con sujeción a estudio
técnico y a los siguientes principios:

Sana competencia. La cuota monetaria debe buscar una sana competencia en el
mercado, con objeto de evitar un exceso en el otorgamiento de subsidios en dine—

ro, como instrumento prioritario en el proceso de añliación ajustando al sistema en
un sano equilibrio entre servicios y recursos otorgados directamente en dinero a los
beneficiarios.

Solidaridad. Es la práctica de la mutua colaboración y apoyo entre las diferentes
cajas de compensación familiar, lo cual se concreta en la prohibición de establecer
transferencias de recursos por parte de las cajas de compensación con ingresos y/ o
cuocientes inferiores al promedio a favor de las cajas de compensación con ingresos
y/0 cuocientes superiores al promedio para pago de subsidio en dinero o cualquier
otro concepto. Para realizar este principio, se podrán establecer cuotas regionales, de—

partamentales, mínimos, máximos o cualquier otro mecanismo que se considere pro—
cedente con este principio.

Equidad. Se concreta como mecanismo de redistribución y compensación regio—
nal o departamental, que se desarrolla en la prohibición de obligar a cajas ubicadas
en regiones de menor desarrollo socioeconómico a girar recursos por cualquier con—
cepto a cajas que se encuentren operando en regiones con mayores índices de desa—
rrollo socioeconómico, sin perjuicio de establecer, respetando el anterior parámetro,
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transferencias financieras entre cajas para lograr cuota monetaria equitativa al interior

de cada departamento o región, dentro de los principios descritos en el presente Artí—

culo. Se concreta igualmente, en la necesidad de evaluar el total de los ingresos dispo—

nibles de la caja, cuando se examinen o determinen transferencias a otras cajas. Para

efecto de la evaluación de las transferencias, se deberá examinar la capacidad de apa—

lancamiento de la caja en sus propias fuentes de recursos para financiar la cuota mone—

taria, conforme al monto de los subsidios que hubieren otorgado.

Gradualidad. Los procesos de cambio o ajuste de la cuota monetaria deberán im—

plantarse en forma progresiva, evitando un deterioro relevante en las condiciones de

los trabajadores tanto en forma directa como indirecta con relación a los demás servi—

cios que les corresponde prestar a las cajas.

Integralidad. La cuota monetaria debe ser analizada en relación directa con las de—

más modalidades del subsidio en servicios y especie.

Solidaridad de la ciudad con el campo. Las cajas de compensación pagarán como

subsidio al trabajador del sector agropecuario un quince por ciento (15%) sobre lo que

paguen al trabajador urbano, para lo cual se podrán establecer mecanismos de gradua—

lidad no superior a dos (2) años.

Parágrafo transitorio: Para efecto del ejercicio de las facultades extraordinarias, se debe—

rá emitir, dentro de los tres (3) meses siguientes a la presente Ley, concepto técnico

por una comisión accidental que será integrada por un representante de Asocajas,

un representante de Fedecajas, un representante de las cajas no agremiadas, dos re—

presentantes por cada una de las Comisiones VII de Senado y Cámara, el Superin—

tendente del Subsidio Familiar 0 su delegado, el Ministro de Trabajo o su delegado

y un representante de las centrales obreras que será designado por ellas mismas. Este

concepto técnico será considerado por el Gobierno como instrumento fundamen—

tal de apoyo en el ejercicio de sus facultades. La comisión establecida en la presente

Ley velará por la plena realización de los principios mencionados en las fórmulas y

regulación que proyecten como apoyo al Gobierno.

Artículo 6º: Recursos para el fomento del empleo y protección al desempleo.

Las cajas de compensación familiar administrarán en forma individual y directa o

asociada con otra u otras cajas un fondo para apoyar al empleo y para la protección al

desempleado conforme los artículos 7º, 10“ y 11 de la presente Ley. El Gobierno de—

terminará la forma en que se administrarán estos recursos cuando no puedan ser ges—

tionados directamente por la caja de compensación familiar.

Las cajas apropiarán de los recursos del fondo, por cada beneñciario de los pro—

gramas de subsidio de que trata la presente Ley, un monto per capita que será de—

finido en enero de cada año por la Superintendencia del Subsidio, de acuerdo con

los beneñcios que se deben otorgar, en concordancia con la presente Ley. Las apro—

piaciones del monto per capita se realizarán en la medida en que se produzcan las

solicitudes de subsidios hasta agotar los recursos propios de cada caja. No obstante,

para garantizar la solidaridad y el equilibrio ante la diferente situación de desempleo
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y recursos disponibles entre las distintas cajas del país, mínimo semestralmente la
Superintendencia realizará cortes contables y ordenará el traslado de recursos entre
cajas, de acuerdo con el monto per capita requeridas para los desempleados pendien—
tes en unas cajas, en estricto orden de solicitud, y los recursos sobrantes en otras.
Igual procedimiento se aplicará para el apoyo a los desempleados sin vinculación
anterior a las cajas de compensación de acuerdo con el porcentaje previsto para tal
efecto en esta Ley.

€.

Son fuentes de recursos del fondo las siguientes:
La suma que resulte de aplicar el porcentaje del cincuenta y cinco por ciento
(55%) que en el año 2002 se aplicó a las personas a cargo que sobrepasaban los
dieciocho (18) años de edad. Este porcentaje se descontará todos los años del cin—

cuenta y cinco por ciento (55%) obligatorio para el subsidio en dinero como fuen—
te mencionada de recursos del fondo;
El porcentaje no ejecutado que le corresponde del cuatro por ciento (4%) de los
ingresos de las cajas al sostenimiento de la Superintendencia del Subsidio Familiar
en el período anual siguiente;
El porcentaje en que se reducen los gastos de administración de las cajas de com—
pensación familiar, conforme la presente Ley. Esta disminución será progresiva,
para el año 2003 los gastos serán de máximo nueve por ciento (9%) _V a partir del
2004 será máximo del ocho por ciento (8%);
El uno por ciento (1%) del cien por ciento (100%) de los recaudos para los sub—
sidios familiar de las cajas con cuocientes inferiores al ochenta por ciento (80%)
del cuociente nacional; el dos por ciento (2%) de los recaudos de las cajas con cuo—
cientes entre el ochenta por ciento (80%) y el cien por ciento (100%) del cuocien—
te nacional; y el tres por ciento (3%) de los recaudos de las cajas con cuocientes
superiores al cien por ciento (100%) del cuociente nacional. Estos recursos serán
apropiados con cargo al componente de vivienda del FOYIS de cada caja, de que
trata el numeral 7“ del Artículo 16 de esta Ley;
Los rendimientos ñnancieros del Fondo.

Parágrafo 1": De estos recursos se destinará hasta el cinco por ciento (5%) para absorber los
costos de administración del fondo.

Parágrafo 2": Las cajas de compensación que participen en una entidad de crédito vigilada
por la Superintendencia Bancaria como accionistas, conforme la presente Ley, debe—
rán destinar los recursos previstos en este fondo para el microcrédito, como recursos
de capital de dichas instituciones para su operación.

Artículo 7“: Programas de microcrédito.
Con cargo al treinta _v cinco por ciento (35%) de los recursos que administren las

cajas del Fondo de que trata el Artículo anterior, conforme la regulación prevista para
el fondo para apoyo al empleo y protección al desempleado, estas instituciones deberán
realizar operaciones de crédito para la microempresa y la pequeña y mediana empresa,
con objeto de promover la creación de empleo adicional.
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Las cajas otorgarán un beneñcio a una parte del crédito que será no reembolsable,

el cual equivaldrá al cien por ciento (100%) de las cotizaciones parañscales a salud,

pensiones y riesgos profesionales por un periodo de contratación equivalente a cuatro

(4) meses, siempre que el empleador demuestre que mantiene la relación laboral du—

rante un período adicional igual al del subsidio.

Parágrafo 1": Para ser beneficiario del crédito las empresas solicitantes deberán cumplir las

siguientes condiciones:

a. Que la empresa no tenga deudas pendientes frente a períodos anteriores por con—

cepto de aportes parañscales a pensiones, salud, riesgos profesionales, Instituto

Colombiano de Bienestar Familiar, Servicio Nacional de Aprendizaje y cajas de

compensación familiar. Será condición para mantener el beneficio otorgado el que

el empleador atienda sus obligaciones en materia de aportes parañscales, conforme

las disposiciones legales, sin perjuicio de los regímenes de excepción previstos en

la presente Ley; y
b. Que los trabajadores adicionales sean jefes cabeza de hogar que hubieren estado

vinculados a las cajas dentro del año inmediatamente anterior o queden desem—

pleados y que se trate de empresas vinculadas a las cajas. Los trabajadores adicio—

nales no podrán devengar más de tres (3) salarios mínimos legales vigentes;

0. No tener en forma simultánea el beneficio previsto para el subsidio al empleo de

que trata el Artículo 2º de la presente Ley.

Capitulo III: régimen de protección al desempleado
Artículo 8º: Subsidio al desempleo.

Como mecanismo de intervención para eventos críticos que presenten los ciclos

económicos, créase el subsidio temporal al desempleo administrado por el Ministerio

de Trabajo y Seguridad Social, el cual se otorgará en las épocas que señale el Gobierno

Nacional, previo concepto del Conpes.

El Gobierno Nacional reglamentará los requisitos de selección y el número de be—

neficiarios, monto y duración del subsidio, y las condiciones que deben tenerse para

acceder y conservar el derecho al subsidio, teniendo en cuenta los recursos presupues—

tales disponibles, así como lo referente a los convenios de cooperación 0 interadminis—

trativos necesarios para la ejecución del programa.

Parágrafo: Para efectos del subsidio al empleo de que trata el Artículo 2” y del subsidio al

desempleo de que trata el Artículo 8“ de la presente Ley, créase el Fondo de Subsidio

al Empleo y al Desempleo como una cuenta especial adscrita al Ministerio de Trabajo

y Seguridad Social, sin personería jurídica, cuyos recursos serán administrados me—

diante fiducia pública.
Artículo 9“: Servicios para desempleados con vinculación anterior a las cajas de compen—

sación familiar.
Con cargo a los recursos propios de las cajas, los desempleados con vinculación an—

terior a estas entidades, tendrán derecho a los programas de educación, capacitación,
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recreación y turismo social, en las mismas condiciones que tenía como afiliado al mo—
mento de su retiro, durante un (1) año a partir de su acreditación como desempleado
y en la última caja en la que estuvo afiliado.

Parágrafo 1”: Las personas a cargo o beneficiarios gozarán también de estos derechos porel mismo tiempo.
Parágrafo 2”: Los trabajadores que hubieren acreditado veinticinco (25) o más años al Siste—

ma de Cajas de Compensación Familiar y se encuentren pensionados tendrán derecho
a los programas de capacitación, recreación _v turismo social a las tarifas más bajas de
cada caja de compensación.

Parágrafo 3“: Los trabajadores que perdieron su trabajo antes de la vigencia de la presente
Ley podrán acceder a los programas del presente Artículo siempre y cuando su des—
vinculación haya sido dentro del último año.

Artículo 10“: Régimen de apoyo para desempleados con vinculación anterior a las cajas de
compensación familiar.

Los jefes cabeza de hogar que se encuentren en situación de desempleo luego de
haber estado vinculados al sistema de cajas de compensación familiar no menos de un
(1) año dentro de los tres (3) años anteriores a la solicitud de apoyo, tendrán derecho
con cargo a los recursos del fondo para el fomento del empleo y la protección del des—
empleo de que trata el Artículo 6" de la presente Ley a los siguientes beneficios, por
una sola vez y hasta que se agoten los recursos del fondo. La reglamentación establece—
rá los plazos _V condiciones a partir de los cuales se reconocerá este subsidio:
a. Un subsidio equivalente a un salario y medio mínimo legal mensual, el cual se di—

vidirá y otorgará en seis (6) cuotas mensuales iguales, las cuales se podrán hacer
efectivas a través de aportes al sistema de salud, y/o bonos alimenticios y/o edu—
cación, según la elección que haga el beneñciario. Para efectos de esta obligación
las cajas destinarán un máximo del treinta por ciento (30%) de los recursos que les
corresponde administrar con cargo al fondo para el fomento del empleo y la pro—tección del desempleo;

b. Capacitación para el proceso de inserción laboral. Para efectos de esta obligación
las cajas destinarán un máximo del veinticinco por ciento (25%) de los recursos
que les corresponde administrar con cargo al fondo para el fomento al empleo y
protección al desempleo.

Artículo 11: Régimen de apoyo para desempleados sin vinculación anterior a cajas de com—
pensación familiar.

Con cargo al cinco por ciento (5%) del fondo para el fomento del empleo y la
protección del desempleo de que trata el Artículo 6º de la presente Ley, las cajas es—
tablecerán un régimen de apoyo _V fomento al empleo para jefes cabeza de hogar sin
vinculación anterior a las cajas de compensación familiar, que se concretará en unsubsidio equivalente a un salario y medio mínimo legal mensual, el cual se otorgará enseis (6) cuotas mensuales iguales, las cuales se podrán hacer efectivas a través de apor—tes al sistema de salud, o bonos alimenticios 0 educación, según la elección que haga
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el beneficiario. Tendrán prioridad frente a las cajas de compensación familiar, los ar—

tistas, escritores y deportistas afiliados a las correspondientes asociaciones o quienes

acrediten esta condición en los términos en que se defina por el Gobierno Nacional.

Para acceder a esta prestación, se deberá acreditar falta de capacidad de pago, confor—

me términos y condiciones que disponga el reglamento en materia de organización y

funcionamiento de este beneficio.

Articulo 12: Capacitación para inserción laboral.

De las contribuciones parañscales destinadas al Servicio Nacional de Aprendiza—

je, se deberá destinar el veinticinco por ciento (25%) de los recursos que recibe por

concepto de los aportes de que trata el numeral 2” del Artículo 11 y el numeral 2“ del

Artículo 12 de la Ley 21 de 1982, para la capacitación de población desempleada, en

los términos y condiciones que se determinen por el Gobierno Nacional para la admi—

nistración de estos recursos, así como para los contenidos que tendrán estos progra—

mas. Para efecto de construir y operar el sistema nacional de registro laboral de que

trata el Artículo 42 de la presente Ley, en los términos y condiciones que se fijen en

el reglamento, el SENA apropiará un cero y un décimos por ciento (0,1%) del recaudo

parañscal mientras sea necesario.

Capítulo IV: régimen especial de aportes para
la promoción del empleo

Articulo 13: Régimen especial de aportes al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al

Servicio Nacional de Aprendizaje y a las cajas de compensación familiar.

Estarán excluidos del pago de los correspondientes aportes al Régimen del Sub—

sidio Familiar Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, e Instituto Colombiano de

Bienestar Familiar, ICBF, los empleadores que vinculen trabajadores adicionales a los

que tenían en promedio en el año 2002, con las siguientes características o condicio—

nes, siempre que éstos no devenguen más de tres (3) salarios mínimos legales mensua—

les vigentes:
1. Personas que hayan sido vinculadas para prestar un servicio a las empresas desde

los lugares donde se encontraren privadas de la libertad o fueren vinculadas, me—

diante contrato de trabajo sin solución de continuidad, después de haber recobra—

do su libertad.
Personas con disminución de su capacidad laboral superior al veinticinco por cien—

lx)

to (25%) debidamente calificada por la entidad competente.

b) Reinsertados de grupos al margen de la Ley, debidamente certificados por la enti—

dad competente.
-'l. Personas entre los dieciséis (16) y los veinticinco (25) años y trabajadores mayores

de cincuenta (50) años.

5. jefes cabeza de hogar según la def1nición de que trata la presente Ley.

Parágrafo 1": Las empresas que pretendan contratar conforme a la presente disposición de—

berán acreditar las siguientes condiciones:
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a. El valor de los aportes al SENA, ICBF y cajas de compensación al momento )" du—
rante toda la ejecución del contrato debe ser igual o superior a la suma aportada
durante el período inmediatamente anterior a la contratación, ajustada por el IPC
certiñcado por el DANE.

b. Se entiende como período de contratación el promedio de los últimos doce (12)
meses causados anteriores a la contratación.

c. Que no tengan deudas pendientes frente a períodos anteriores por concepto de aportes
parañscales a pensiones, salud, riesgos profesionales, Instituto Colombiano de Bien—
estar Familiar, Servicio Nacional de Aprendizaje y cajas de compensación familiar.

Parágrafo 2”: El valor de los aportes exentos no podrá representar más del diez por ciento
(10%) de los aportes que la empresa deba realizar en forma ordinaria con relación a
cada uno de los aportes parañscales objeto de exención temporal. Empresas entre cin—
co (5) y diez (10) trabajadores tendrán derecho a la exención de aportes por un traba—
jador adicional.

Parágrafo 3": El Gobierno podrá definir períodos de permanencia adicional de los trabaja—
dores beneñciarios de la exención, conforme la duración del beneñcio a favor del em—
pleador. En los períodos adicionales, conforme las reglas que el Gobierno defina parasu aplicación, habrá lugar al pago pleno de aportes.

Parágrafo 4": La exención prevista en este Artículo se aplicará siempre que la tasa de des—
empleo certificada por el DANE sea superior al doce por ciento (12%) mientras per—sista la situación en la respectiva región en la que opere el sistema de cajas y máximo
tendrá una vigencia de cuatro (4) años contados a partir de la fecha en que entre a re—
gir la presente Ley.

Parágrafo 5": Para efecto de la presente Ley se considera jefe cabeza de hogar desempleado
la persona que demuestre haber sido añlíada anteriormente (como cotizante y no como
beneficiaria) a una EPS o una caja de compensación, con personas a cargo _v que en mo—
mento de recibir el subsidio no sea afiliada como empleada ni a una EPS, ni a una cajade compensación, ni como cotizante ni como beneficiario.

Esta condición deberá ser declarada bajo juramento por el jefe cabeza de hogar
ante la empresa que lo contrate )“ que solicite cualquiera de los subsidios de que trata
la presente Ley, en formulario que al efecto deberá expedir el Gobierno.

Parágraj% 6": Para los propósitos de este Artículo, se consideran trabajadores adicionales
aquellos que sobrepasen la suma de los contratados directamente y registrados de
acuerdo con el promedio del año 2002 en las cajas de compensación familiar más los
contratados indirectamente o en misión, a través de empresas temporales, cooperati—
vas, empresas de vigilancia o similares. Para tal efecto, estas empresas intermediarias
reportarán a las cajas de compensación el número de trabajadores que tenían en misión
para cada empleador en el año 2002.

Artículo 14: Régimen especial de aportes para estudiantes.
Los estudiantes menores de veinticinco (25) años y mayores de dieciséis ( 16) años con

jornada de estudio diaria no inferior a cuatro (4) horas, que a su vez trabajen en jornadas
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hasta de cuatro (4) horas diarias 0 jornadas flexibles de veinticuatro (24) horas semanales,

sin exceder la jornada diaria de seis (6) horas, se regirán por las siguientes normas:

a. Estarán excluidos de los aportes al ICBF, SENA y cajas de compensación familiar,

siempre que no representen más del diez por ciento (10%) del valor de la nómina

de la respectiva empresa;
b. Sus empleadores deberán efectuar los aportes para pensiones, salud y riesgos pro—

fesionales, en las proporciones y porcentajes establecidos en las leyes que rigen el

Sistema de Seguridad Social, y su base de cotización será como mínimo un salario

mínimo mensual legal vigente.

Artículo 15: Régimen de contribuciones al Sistema de Salud para trabajadores

independientes.
Será facultad del Gobierno Nacional diseñar un régimen de estímulos para los

trabajadores independientes, con objeto de promover su afiliación al Sistema de Segu—

ridad Social en Salud, respetando el principio de equilibrio financiero entre los bene—

ficios concedidos y los recursos recaudados y las normas constitucionales en materia

de derechos fundamentales, sin perjuicio de la aplicación de las normas sobre control

a la evasión.

Capítulo V: régimen de organización y funcionamiento
de las cajas de compensación familiar

Artículo 16: Funciones de las cajas de compensación.

El Artículo 41 de la Ley 21 de 1982 se adiciona, con las siguientes funciones:

1. Ejecutar actividades relacionadas con sus servicios, la protección y la seguridad so—

cial directamente, o mediante alianzas estratégicas con otras cajas de compensación

o a través de entidades especializadas públicas o privadas, conforme las disposicio—

nes que regulen la materia.

2. Invertir en los regímenes de salud, riesgos profesionales y pensiones, conforme las

reglas y términos del Estatuto Orgánico del Sector Financiero y demás disposicio—

nes que regulen las materias.

Las cajas de compensación que estén habilitadas para realizar aseguramiento y

prestación de servicios de salud y, en general para desarrollar actividades relaciona—

das con este campo conforme las disposiciones legales vigentes, individual o conjun-

tamente, continuarán facultadas para el efecto, en forma individual y/ o conjunta, de

manera opcional para la caja.

Las cajas de compensación familiar que no administren directamente los re-

cursos del Régimen Subsidiado de que trata el Artículo 217 de la Ley 100 de 1993

o a través de terceras entidades en que participen como asociados, deberán girar—

los, de conformidad con la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno

Nacional, teniendo en cuenta las siguientes prioridades:

a. Para las cajas que dentro del mismo departamento administren recursos del Ré—

gimen Subsidiado en los términos de la Ley 100 de 1993;
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b. Al Fondo de Solidaridad y Garantías.
Las cajas de compensación que realicen actividades de mercadeo social en for—

ma directa, sin perjuicio de los convenios de concesiones, continuarán facultadas
para el efecto, siempre que se encuentren desarrollando las correspondientes ac—
tividades a la fecha de vigencia de la presente Le_v, salvo lo previsto en el numeral
décimo de este mismo Artículo.
Participar, asociarse e invertir en el sistema financiero a través de bancos, coopera—tivas ñnancieras, compañías de ñnanciamiento comercial y organizaciones no gu—
bernamentales cuya actividad principal de la respectiva institución sea la operación
de microcrédito, conforme las normas del Estatuto Orgánico del Sector Financiero
_v demás normas especiales conforme la clase de entidad.

Cuando se trate de compra de acciones del Estado, las cajas de compensación
se entienden incluidas dentro del sector solidario.

El Gobierno reglamentará los principios básicos que orientarán la actividad del
microcrédito para esta clase de establecimientos, sin perjuicio de las funciones de
la Superintendencia Bancaria en la materia.

Las cajas cuando se trate de préstamos para la adquisición de vivienda podrán
invertir, participar o asociarse para la creación de sociedades diferentes de estableci—
miento de crédito, cuando quiera que tales entidades adquieran el permiso de la Su—
perintendencia Bancaria para la realización de operaciones hipotecarias de mutuo.

Con el propósito de estimular el ahorro _v desarrollar sus objetivos sociales, las
cajas de compensación familiar podrán constituir y participar en asociaciones mu—
tualistas de ahorro _v préstamo, instituciones financieras de naturaleza cooperativa,
cooperativas financieras o cooperativas de ahorro _v crédito, con aportes voluntarios
de los trabajadores afiliados y concederles préstamos para los mismos fines.
Podrán asociarse, invertir o constituir personas jurídicas para la realización de
cualquier actividad, que desarrolle su objeto social, en las cuales también podrán
vincularse los trabajadores afiliados.
Administrar, a través de los programas que a ellas corresponda, las actividades
de subsidio en dinero; recreación social, deportes, turismo, centros recreativos
y vacacionales; cultura, museos, bibliotecas y teatros; vivienda de interés social;
créditos, jardines sociales o programas de atención integral para niños y niñas de
cero (0) a seis (6) años; programas de jornada escolar complementaria; educación
y capacitación; atención de la tercera edad _v programas de nutrición materno—
infantil y, en general, los programas que estén autorizados a la expedición de la
presente Ley, para lo cual podrán continuar operando con el sistema de subsidio
a la oferta.
Administrar jardines sociales de atención integral a niños _v niñas de cero (0) a seis
(6) años a que se refiere el numeral anterior, propiedad de entidades territoriales pú—
blicas o privadas. En la destinación de estos recursos las cajas podrán atender niños
cuyas familias no estén añliadas a la caja respectiva.
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El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar definirá de manera general los

estándares de calidad que deberá cumplir la infraestructura de los jardines so—

ciales para la atención integral de niños o niñas para que la entidad pueda ser

habilitada.
Cuando se trate de jardines de propiedad de entes territoriales, la forma de

contratación de cada programa de estos jardines será definida mediante convenio

tripartito entre la respectiva caja de compensación familiar, el Instituto Colombia—

no de Bienestar Familiar y el ejecutivo del ente territorial.

Mantener, para el Fondo de Vivienda de Interés Social, hasta el 31 de diciembre

de 2006, los mismos porcentajes definidos para el año de 2002 por la Superinten—

dencia de Subsidio Familiar, con base en la Ley 633 del año 2000 de acuerdo con el

cálculo de cuociente establecido en la Ley 49 de 1990. Descontados los porcentajes

uno por ciento (1%), dos por ciento (2%) y tres por ciento (3%) previsto en el li—

teral d del Artículo 6” de la presente Ley para el fomento del empleo.

Créase el Fondo para la Atención Integral de la Niñez y jornada escolar comple—

mentaria. Como recursos de este fondo las cajas destinarán el porcentaje máximo

que les autoriza para este fm la Ley 633 de 2000 y mantendrán para gastos de ad—

ministración el mismo porcentaje previsto en dicha norma para Fovis.

Desarrollar una base de datos histórica en la cual lleve un registro de los trabajado—

res que han sido beneficiarios de todos y cada uno de los programas que debe de—

sarrollar la caja en los términos y condiciones que para el efecto determine la Su—

perintendencia del Subsidio.

Desarrollar un sistema de información de los beneficiarios de las prestaciones den—

tro del programa de desempleo de sus trabajadores beneficiarios y dentro del progra—

ma que se constituya para la población no beneficiaria de las cajas de compensación,

conforme la presente Ley, en los términos y condiciones que al efecto determine el

Gobierno Nacional a través del Ministerio de Trabajo y la Superintendencia del Sub—

sidio Familiar.

Administrar directamente o a través de convenios o alianzas estratégicas el progra—

ma de microcrédito para la pequeña y mediana empresa y la microempresa, con

cargo a los recursos que se prevén en la presente Ley, en los términos y condiciones

que se establezca en el reglamento para la administración de estos recursos y con-

forme lo previsto en la presente Ley y sin perjuicio de lo establecido en el numeral

3º de este Artículo. Dichas actividades estarán sujetas al régimen impositivo general

sobre el impuesto a la renta.
Realizar actividades de mercadeo, incluyendo la administración de farmacias. Las

cajas que realicen actividades diferentes en materia de mercadeo social lo podrán

realizar siempre que acrediten para el efecto independencia contable, financiera y

operativa, sin que puedan comprometer con su operación la expansión 0 mante—

nimiento los recursos provenientes de los aportes parañscales o de cualquier otra

unidad o negocio de la caja de compensación familiar.
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13. El Gobierno Nacional determinará los eventos en que las cajas de compensación
familiar podrán constituir e invertir en fondos de capital de riesgo, así como cual—
quier otro instrumento financiero para el emprendimiento de microcrédito, con
recursos, de los previstos para efectos del presente numeral.

Las cajas podrán asociarse entre sí o con terceros para efectos de lo aquí pre—
visto, así como también vincular como accionistas a los trabajadores afiliados al
sistema de compensación.

Artículo 17: Liquidación de las cajas de compensación familiar.
La liquidación será ordenada mediante acto administrativo de la Superintendencia

que ejerza su control, para cuya expedición se respetará el debido proceso establecido
para intervenir administrativamente a estas entidades o sancionar a sus funcionarios,
que es el contenido en los artículos 90 del Decreto 341 de 1988, 35 y 36 del Decre—
to 2150 de 1992 y normas que los modifiquen o adicionen. En el acto administra—
tivo se dará un plazo hasta de seis (6) meses para que la caja dé cumplimiento a las
normas legales, siempre que dicho plazo se considere procedente por la autoridad de
supervisión. En caso de que la caja no demuestre el cumplimiento, deberá iniciar la
liquidación ordenada por el ente de control, dentro de los tres (3) meses siguientes al
vencimiento del plazo que se fije por la autoridad de control. En caso contrario, proce—derá la intervención administrativa de la misma, para ejecutar la medida.

Para el evento en que la caja de compensación sea la única que funcione en el res—
pectivo ente territorial, no se procederá a su liquidación, sino a su intervención admi—
nistrativa, hasta tanto se logre superar la respectiva causal.

Artículo 18: Gastos de administración y contribuciones para supervisión.
Los gastos de administración de las cajas se reducirán a partir de la vigencia de la

presente Ley, para el año 2003 serán máximo del nueve por ciento (9%) de los ingre—
sos del cuatro por ciento (4%), a partir del año 2004 serán máximo del ocho por ciento(8%) de los ingresos antes mencionados.

Artículo 19: Régimen de afiliación voluntaria para expansión de cobertura de servicios
sociales.

Habrá lugar a un aporte a las cajas de compensación familiar del cero y seis décimos
por ciento (0,6%) sobre una base de un salario mínimo legal mensual vigente, sin quedicha suma otorgue derechos para el pago de subsidios, limitándose el beneficio a las ac—tividades de recreación, capacitación y turismo social en igualdad de condiciones frente
a los demás afiliados a la caja, cuando se presente uno cualquiera de los siguientes casos,sin perjuicio de los períodos de protección previstos en esta Ley por ñdelidad:
a. Cuando los empleadores que no estando obligados a cotizar a las cajas de compen—sación familiar respecto de trabajadores beneñciarios del régimen especial de apor—tes de que trata el Artículo 13 de esta Ley, decidan realizar el aporte mencionado,

por el trabajador beneficiario del régimen especial de aportes;
b. Los trabajadores independientes que decidan añliarse a una caja de compensación

familiar, conforme el principio de libertad de escogencia que deberá ser respetado
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por parte de la respectiva caja. Para que un trabajador independiente se añlie, con

su grupo familiar, y mantenga su vinculación con una caja, se hace exigible su añ—

liación previa al Sistema de Salud, siendo la base de ingresos para aportar al siste—

ma de cajas la misma base de aporte que exista para el Sistema de Salud y en todo

caso no inferior a la que se utilice dentro del Sistema de Pensiones;

c. Las personas que estando vinculadas a una caja de compensación familiar pierdan el

empleo y decidan continuar vinculados a la entidad en los términos previstos en esta

norma en su calidad de desempleados, una vez vencido su período de protección.

Parágrafo 1": Cuando el desempleado aporte el cien por ciento (100%) de la cotización del

dos por ciento (2%) sobre la base de dos (2) salarios mínimos, tendrá todos los mis—

mos derechos que tienen los demás afiliados salvo al subsidio monetario. Esta misma

regla se aplicará al trabajador independiente que aporte el dos por ciento (2%) sobre

sus ingresos, conforme el sistema de presunciones establecido dentro del régimen de

salud. En todo caso las cajas podrán reriñcar la calidad de la información sobre los

ingresos del afiliado para dar cumplimiento a lo previsto en esta Ley, o para hacerle

dar cumplimiento a las normas generales sobre aporte.

Parágrafo 2”: Los aportes voluntarios a las cajas de compensación familiar, conforme el Ré—

gimen de Excepción, se regirán por las reglas tributarias dispuestas para los aportes

obligatorios en materia de impuesto de renta.

Artículo 20: Régimen de Inspección yVigilancia.

Las autorizaciones que corresponda expedir a la autoridad de inspección, vigilan—

cia y control, se definirán sobre los principios de celeridad, transparencia y oportuni—

dad. Cuando se trate de actividades o programas que demanden de autorizaciones de

autoridades públicas, se entenderá como responsabilidad de la respectiva caja o enti—

dad a través de la cual se realiza la operación, la consecución de los permisos, licencias

o autorizaciones, siendo función de la autoridad de control, verificar el cumplimiento

de los porcentajes de Ley. Las autorizaciones a las cajas se regularán conforme los re—

gímenes de autorización general o particular que se expidan al efecto. El control, se

ejercerá de manera posterior sin perjuicio de las funciones de inspección y vigilancia.

Corresponde a la Superintendencia del Subsidio Familiar, frente a los recursos que

administran las cajas de compensación familiar y a la Superintendencia Nacional de Sa—

lud frente a los recursos que administran las entidades promotoras de salud la inspección,

vigilancia y control. Las entidades mencionadas, con el objeto de respetar la correcta des-

tinación de los recursos de la seguridad social, conforme lo previsto en el Artículo 48 de la

Constitución Nacional no estarán obligadas a cancelar contribuciones a las contralorías.

Para efecto de las solicitudes de información que se deban tramitar por otros órga—

nos de control diferentes a las entidades de supervisión señaladas, tendrán los siguien—

tes principios:
1. Coordinación interinstitucional. Conforme a este principio, no se podrán modifi—

car los reportes que hayan sido definidos por las superintendencias del ramo, en

relación a la información o procedimientos que allí se contienen.



746 Los sindimtos_y la aszgnorirín del ingreso en Colom/zio. Un siglo de historia ¡¡!/¡oral

2. Economia. No se podrá solicitar en forma duplicada información que se reporta a
las entidades de control antes citadas. Para este efecto, los organismos de control querequieran información remitida a las superintendencias mencionadas, deberán soli—
citarla a estas últimas. Cuando se requieran controles permanentes o acciones par—ticulares de inspección, vigilancia y control, deberá acudirse a las Superintendencia
de Subsidio )“ Salud, con el propósito de que se adelanten en forma coordinada.

Los estados ñnancieros, que se reporten conforme las reglas contables que se
definan por la Superintendencia Nacional de Salud _v Superintendencia del Sub—
sidio Familiar, deberán ser aceptados para todos los efectos, por todas las entida—
des con funciones de consolidación contable. Para efecto de las reglas contables
y presentación de estados ñnancieros que se deban expedir frente a las entidades
mencionadas, primarán criterios que se definan por las entidades de supervisión
mencionadas.

Parágrafo 1”: Las personas naturales que sean designadas por la Superintendencia de Subsi—
dio y Salud para los procesos de intervención, se entenderán vinculadas por el término
en que dure su labor o por el término en que dure la designación. Se entenderá, cuando
medie contrato de trabajo, como contrato a término fijo las vinculaciones antes men—
cionadas. Para los procesos de intervención se podrá acudir al instrumento de gestión
ñduciaria a través de las entidades facultadas al efecto. El control se ejercerá por regla
general de manera posterior, salvo en aquellas cajas en que la Superintendencia de Sub—
sidio Familiar mediante resolución motivada que así lo disponga.

Parágrafo 2": Será facultad del Gobierno Nacional, deñnir los casos en que será procedente
la liquidación voluntaria de ramos de actividad de las cajas de compensación o entida—
des promotoras de salud.

Parágrafo 3": La inspección, vigilancia y control de las operaciones de crédito previstas en el
numeral 11 del Artículo 16 de esta Ley será ejercida por la Superintendencia de Sub—
sidio Familiar dando aplicación a las reglamentaciones que dicte, de manera general
para los establecimientos de crédito, la Superintendencia Bancaria para la administra—
ción del riesgo crediticio, especialmente en los temas relacionados con el registro, con—
tabilización y establecimiento de provisiones sobre cartera de créditos.

Artículo 21: Régimen de transparencia.
Las cajas de compensación familiar se abstendrán de realizar las siguientes acti—

vidades o conductas, siendo procedente la imposición de sanciones personales a los
directores o administradores que violen la presente disposición a más de las sanciones
institucionales conforme lo previsto en la presente Le_v:
1. Políticas de discriminación 0 selección adversa en el proceso de adscripción de afi—

liados u otorgamiento de beneficios, sobre la base de que todas las cajas de compen—sación familiar deben ser totalmente abiertas a los diferentes sectores empresaria—
les. Basta con la solicitud y paz y salvo para que proceda su afiliación.

2. Operaciones no representativas con entidades vinculadas, conforme las definicio—
nes que al efecto establezca el reglamento.
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Acuerdos para distribuirse el mercado.
Remuneraciones o prebendas a los empleadores o funcionarios de la empresa di—

ferentes a los servicios propios de la caja. Los funcionarios públicos que solici—

ten esta clase de beneñcios para sí o para su entidad incurrirán en causal de mala

conducta.
Devolución, reintegro o cualquier tipo de compensación de aportes a favor de una

empresa con servicios o beneñcios que no se otorguen a todas las empresas afiliadas

o los convenios u operaciones especiales que se realicen en condiciones de privile—

gio frente a alguna de las empresas afiliadas, desconociéndose el principio de com—

pensación y por ende el valor de la igualdad.
Incluir como objeto de promoción la prestación de servicios en relación con bie—

nes de terceros frente a los cuales, los añliados, no deriven beneficio.

Cuando se trate de la administración de bienes públicos, las cajas de compensación

familiar se abstendrán de presentarlos sin la debida referencia a su naturaleza, pre—

cisando que no son bienes de la caja.

Ofrecer u otorgar dádivas o prebendas en relación con servicios de la caja a perso—

nal de empresas no afiliadas, excepción de las acciones que tengan como propósito

presentar sus instalaciones, programas o servicios.

Ofrecer servicios que no se encuentren efectivamente en su portafolio de opera—

ción frente a sus afiliados, al no haber superado la etapa de planeación.

Retardar injustiñcadamente la expedición de paz y salvo a las empresas que hubie-

ran tomado la decisión de desañliarse con sujeción a los procedimientos legales

Para efecto de la expedición del paz y salvo se tendrá un plazo no superior a sesen—

ta (60) días a partir de la solicitud.

Ejercer frente a los empleadores cualquier tipo de presión indebida con el objeto

de obtener la afiliación a la caja o impedir su desañliación.

Ejercer actuaciones que impliquen abuso de posición dominante, realización de

prácticas comerciales restrictivas 0 competencia desleal en el mercado de cajas de

compensación familiar.
Las conductas que sean calificadas como práctica no autorizada o insegura por la

Superintendencia de Subsidio Familiar.
Adelantar políticas de discriminación en la remuneración de sus redes de comer—

cialización. Para este efecto, se deben pagar comisiones o remuneraciones iguales,

con independencia de que se trate de empresas compensadas o descompensadas.

. Incumplimiento de las apropiaciones legales obligatorias para los programas de sa—

lud, vivienda de interés social, educación, jornada escolar complementaria, atención

integral a la niñez y protección al desempleado.
Incumplimiento de la cuota monetaria del subsidio en dinero, dentro de los plazos

establecidos para tal efecto.
Excederse del porcentaje autorizado para gastos de administración instalación

y funcionamiento durante dos ejercicios contables consecutivos, a partir de la

x] .|, xl



748 Los sindicatos y la asígnarío'n del ingreso en Colombia. Un siglo de /u'storía la/mm/

vigencia de la presente Ley. Para tal efecto, se considerarán como gastos de admi—

nistración, instalación _v funcionamiento, aquellos que se determinen conforme las
disposiciones legales. En todo caso, debe tratarse de un método uniforme de cálcu—
lo de gastos administrativos precisando la forma de distribución de costos indirec—
tos que se deben aplicar a los distintos servicios, proporcionalmente a los egresos
que cada uno de ellos represente sobre los egresos totales de la respectiva caja.

18. Aplicar criterios de desañliación en condiciones de desigualdad frente a los em—

pleadores, contrariando las disposiciones legales así como la violación de los regla—
mentos en cuanto al término en que debe proceder la desañliación de la empresa y
la suspensión de servicios como consecuencia de la mora en el pago de los aportes.

19. Condicionar la comercialización de productos en las áreas de mercadeo o empresas
subsidiarias, a la condición que el empleador deba afiliarse o mantenerse añliado a
la respectiva caja de compensación.

Parágrafo 1“: La Superintendencia de Subsidio Familiar sancionará las prácticas de selec—
ción adversa, asi como los procesos de comercialización que no se enfoquen a afiliar a
los diferentes niveles empresariales por parte de las diferentes cajas. El Gobierno Na—

cional a través del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social podrá deñnir mecanis—
mos de afiliación a través de los cuales se pueda escoger caja de compensación por par—
te de empresas que no han sido objeto del proceso de promoción, estando la respectiva
caja obligada a formalizar su añliación. Los trabajadores con una mayoría superior al
setenta por ciento (70%), podrán estipular períodos hasta de cuatro (4) años frente a la
permanencia en una caja de compensación, período que se reducirá sólo cuando se de—

muestre falla en los servicios acreditada plenamente por la entidad de supervisión.
Parágraj% 2": Las cajas de compensación familiar deberán construir un código de buen go—

bierno dentro de los seis (6) meses siguientes a la vigencia de la presente Ley. Este códi—

go de buen gobierno deberá ser conocido por todos los empleados de la respectiva caja.
Parágrafo 3": Cuando se compruebe el traslado o retención de empleadores mediante vio—

lación de alguna de las normas vigentes; además de la sanción personal al represen—
tante legal, que será proporcional al monto de los aportes, la Superintendencia or—
denará que la afiliación regrese a la caja de afiliación anterior con devolución de los
aportes menos los subsidios pagados.

Parágrafo 4": Cuando una caja deba desañliar a una empresa o afiliado, por mora de dos (2)
meses en el pago de sus aportes o inexactitud en los mismos, deberá previamente darle
oportunidad de que se ponga al día o corrija las inconsistencias, para lo cual otorgará
un término de un mes contado a partir del recibo de la liquidación escrita de lo adeu—
dado. Pasado el término, procederá a su desañlíación, pero deberá volver a recibir la
afiliación si se la solicitan, previa cancelación de lo adeudado, más los aportes corres—
pondientes al tiempo de la desañliación.

La liquidación realizada por el jefe de aportes de la caja, con recurso de apelación
ante el representante legal de la misma, será título ejecutivo para el cobro de los apor—
tes adeudados.
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Parágrafo 5”: Las cajas de compensación familiar estarán sometidas a la inspección, vigilancia

y control de la Superintendencia de Industria y Comercio en materia de competencia y

protección al consumidor. La vigilancia se adelantará conforme lo previsto en las leyes

155 de 1959 y 256 de 1996 y el Decreto Ley 2153 de 1992 y demás normas que los re—

glamenten o modifiquen.
Parágrafo 6": Los directores y subdirectores de las cajas de compensación familiar, no po—

drán ser elegidos a ninguna corporación mi cargo de elección popular, hasta un año

después de haber hecho dejación del cargo en la respectiva caja.

Artículo 22: El Artículo 52 de la Ley 21 de 1982, modificado por el Artículo 3º de la Ley 31

de 1984, quedará así: “Consejos Directivos.

Los representantes de los trabajadores beneficiarios serán escogidos por el Minis—

terio de Trabajo de listas que presentarán las centrales obreras con personería jurídica

reconocida y de los listados enviados por las cajas de compensación de todos los traba—

jadores beneñciarios no sindicalizados.

Modifícase el numeral 2º del Artículo 1“ de la Ley 31 de 1984, en el sentido de que

podrán pertenecer a los consejos directivos de las cajas de compensación familiar, en

representación de los trabajadores y de los empleadores, todos los afiliados a ésta sin

límite de salario”.
Artículo 23: Manejo de conflictos de interés.

Para garantizar una correcta aplicación de los recursos del sistema, es deber del re-

presentante legal de la caja o sus entidades vinculadas, informar al Consejo Directivo

0 máximo órgano administrativo, aquellos casos en los cuales él o un administrador,

miembro del Consejo Directivo, socio o asociado, revisores fiscales tenga parentesco

hasta el cuarto grado de consanguinidad; primero de afinidad o único civil, con las

personas que se relacionan a continuación:

1. Los socios, asociados o de personas jurídicas que hagan parte de la red de servicios

contratadas directa o indirectamente por la entidad o de las entidades vinculadas

por razón de inversiones de capital.
2. Los contratistas personas naturales y los socios o asociados de personas jurídicas

con quienes la entidad 0 sus entidades vinculadas celebren cualquier tipo de con—

trato o convenio dentro del marco de la operación del régimen.

3. Los socios, asociados o de personas jurídicas receptoras de recursos de capital de la

entidad o entidades vinculadas, conforme su objeto social lo permita.

En estos casos el representante legal o la persona que tenga uno de los vínculos

anteriores deberá abstenerse de participar en los procesos de selección, contratación

0 auditoría y la entidad deberá celebrarlos siempre y cuando éstos proponentes se en—

cuentren en condiciones de igualdad con las demás ofertas o ser la mejor opción del

mercado. Será causal de remoción del Consejo Directivo u órgano administrativo la

violación a la presente disposición, incluyendo una inhabilidad para desempeñar esta

clase de cargos por un término de diez (10) años.
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Parágrafo 1": Es deber del representante legal de la entidad informar a los trabajadores de la
entidad o entidades vinculadas sobre el contenido de la presente disposición y adoptar
las medidas correspondientes tendientes a garantizar la periodicidad de esta informa—
ción. En particular, esta debe ser una cláusula en los diferentes contratos que celebre
la entidad o entidades vinculadas, para garantizar por parte de terceros el suministro
de la información.

Parágrafo 2”: Es deber de las cajas de compensación familiar establecer mecanismos caracte—
rizados por una total transparencia en cuanto a los procedimientos a que deben acudir
los proveedores para ser incluidos en el registro correspondiente.

Artículo 24: Funciones y facultades de la Superintendencia del Subsidio Familiar.
Son funciones y facultades de la Superintendencia del Subsidio Familiar a más de

las que se establecen en las disposiciones legales:
1. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales relaciona—

das con la organización y funcionamiento de las cajas de compensación familiar;
las demás entidades recaudadores y pagadoras del subsidio familiar, en cuanto al
cumplimiento de este servicio y las entidades que constituyan o administren una
o varias de las entidades sometidas a su vigilancia, siempre que comprometan fon—

dos del subsidio familiar.
Reconocer, suspender o cancelar la personería jurídica de las entidades sometidas
a su vigilancia.
Velar por el cumplimiento de las normas relacionadas con la eñciencia )" control de
gestión de las cajas de compensación familiar o entidades que constituyan o admi—
nistren o participen como accionistas.
Instruir a las entidades vigiladas sobre la manera como deben cumplirse las dispo—
siciones que regulan su actividad en cuanto sujetos vigilados, fijar los criterios téc—

nicos y jurídicos que faciliten el cumplimiento de las normas que le compete apli—
car y señalar los procedimientos para su cabal aplicación.
Velar por que no se presenten situaciones de conflictos de interés entre las enti—
dades sometidas a su control y vigilancia _V terceros y velar por el cumplimiento
del régimen de incompatibilidades e inhabilidades para el ejercicio de funcio—
nes directivas y de elección dentro de la organización de las entidades bajo su
vigilancia.
Emitir las órdenes necesarias para que se suspendan de inmediato prácticas ilegales
o no autorizadas o prácticas inseguras que así sean caliñcadas por la autoridad de
control y se adopten las correspondientes medidas correctivas _V de saneamiento.
Fijar con sujeción a los principios y normas de contabilidad generalmente acepta—
dos en Colombia, los mecanismos y procedimientos contables que deben adoptar
las cajas de compensación familiar.
Contratar servicios de especialistas que presten asesorías en áreas especíñcas de las
actividades de la Superintendencia.
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Velar por el adecuado financiamiento y aplicación de los recursos que administran

las cajas de compensación familiar conforme las diferentes operaciones que se les

autoriza a realizar en forma directa o a través de terceros.
Velar por que no se presente evasión y elusión de los aportes por parte de los añ—

liados al Sistema de Cajas de Compensación; en tal sentido podrá solicitar la infor—

mación necesaria a las entidades rectoras del Régimen General de Pensiones, a la

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, a las entidades recaudadoras terri—

toriales y a otras entidades que reciban contribuciones sobre la nómina.

Dar posesión al Revisor Fiscal y Representante Legal de las cajas de compensación

familiar, cuando se cerciore acerca del carácter, la idoneidad y la experiencia del

peticionario y, expedir la correspondiente acta de posesión. La posesión no reque—

rirá presentación personal.
Velar porque las entidades vigiladas suministren a los usuarios la información ne—

cesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de suer—

te que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las

mejores opciones del mercado.
Publicar u ordenar la publicación de los estados ñnancieros e indicadores de ges—

tión de las entidades sometidas a su control, en los que se demuestre la situación

de cada una de éstas y la del sector en su conjunto.
Practicar visitas de inspección a las entidades vigiladas con el fin de obtener un co—

nocimiento integral de su situación financiera, del manejo de los negocios, o de as—

pectos especiales que se requieran, para lo cual se podrán recepcionar declaracio—

nes, allegar documentos y utilizar los demás medios de prueba legalmente admiti—

dos y adelantar las investigaciones a que haya lugar.

. Impartir las instrucciones que considere necesarias sobre la manera como los revi—

sores ñscales, auditores internos y contadores de los sujetos de inspección )" vigi—

lancia deben ejercer su función de colaboración con la Superintendencia.

Imponer a las instituciones respecto de las cuales tenga funciones de inspección y

vigilancia, a los administradores, empleados o revisor fiscal de las mismas, previo

el debido proceso, multas sucesivas hasta de dos mil salarios mínimos legales día—

rios vigentes a la fecha de la sanción a favor del Fondo para el Fomento al Empleo

y Protección al Desempleo previsto en esta Ley, cuando desobedezcan las instruc—

ciones u órdenes que imparta la Superintendencia sobre violaciones legales regla—

mentarias o estatutarias. Estas sanciones serán canceladas con cargo al porcentaje

de gastos administrativos previstos en esta Ley de los ingresos del cuatro por cien—

to (4º/o), cuando se trate de sanciones institucionales.

Imponer en desarrollo de sus funciones, las siguientes sanciones por violaciones

legales, reglamentarias o estatutarias y no por criterios de administración como

respeto a la autonomía:
a. Amonestación escrita;
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18.

19.

20.

21.

22.

b. Multas sucesivas graduadas según la gravedad de la falta, a los representantes le—

gales y demás funcionarios de las entidades vigiladas, entre cien ( 100) _v mil (1.000)
salarios mínimos diarios legales vigentes en la fecha de expedición de la resolución
sancionatoria. El producto de éstas multas se girará a favor del Fondo para el Fo—

mento al Empleo _v Protección al Desempleo previsto en la presente Ley; y
c. Multas sucesivas a las entidades vigiladas hasta por una suma equivalente a

diez mil (10.000) salarios mínimos diarios legales vigentes en la fecha de expe—
dición de la resolución sancionatoria, las cuales serán canceladas con cargo a
los gastos de administración y cuyo producto se girará a favor del Fondo para
el Fomento al Empleo y Protección al Desempleo previsto en la presente Ley.

Sancionar con multas sucesivas hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales men—
suales vigentes a favor del Fondo para el Fomento al Empleo y Protección al Desem—
pleo previsto en la presente Ley, a los empleadores que incurran en cualesquiera de
las siguientes conductas: no inscribir en una caja de compensación familiar a todas
las personas con las que tenga vinculación laboral, siempre que exista obligación; no
pagar cumplidamente los aportes de las cajas y no girar oportunamente los aportes y
cotizaciones a la caja de compensación familiar de acuerdo con las disposiciones le—

gales; no informar las novedades laborales de sus trabajadores frente a las cajas.
Reglamentar la cesión de activos, pasivos y contratos _v demás formas de reorga—
nización institucional, como instrumento de liquidación o gestión de una caja de
compensación familiar; así como toda clase de negociación de bienes inmuebles de
su propiedad. No obstante, las cajas de compensación familiar no podrán, salvo el

pago del subsidio familiar o en virtud de autorización expresa de la Ley, facilitar,
ceder, dar en préstamo o entregar a título gratuito o a precios subsidiados, bienes o
servicios a cualquier persona natural 0 jurídica. Los estatutos de las cajas deberán
contemplar claramente la forma de disposición de sus bienes en caso de disolución,
una vez satisfechos los pasivos, en tal forma que se provea su utilización en objeto
similar al de la corporación disuelta a través de cajas de compensación familiar.
Garantizar que aquellas entidades públicas que administran directamente los recur—

sos del subsidio familiar por autorización expresa de la Ley, cumplan con la destina—
ción porcentual a los programas de Régimen Subsidiado de Salud, FOVIS, jornada
escolar complementaria, atención integral a la niñez, educación formal, subsidio en
dinero y programas de apoyo al desempleo de acuerdo con las normas vigentes.
Expedir el reglamento a que deben sujetarse las entidades vigiladas en relación con
sus programas publicitarios con el propósito de ajustarlos a las normas vigentes, a
la realidad jurídica y económica del servicio promovido _v para prevenir la propa—
ganda comercial que tienda a establecer competencia desleal.
Las demás que conforme a las disposiciones legales pueda desarrollar y en parti—
cular las previstas en los artículos 1“ y 2º del Decreto 2150 de 1992 y las contem—
pladas en los numerales Sº, 7“, 8“, 12, 13, 17, 20, 21 y 22 del Artículo del Decreto
2150 de 1992.
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23. Intervenir las cajas de compensación, cuando se trate de su liquidación, conforme

las normas previstas para las entidades promotoras de salud.

24. Fijar los criterios generales para la elaboración, control y seguimiento de los pre—

supuestos de las cajas de compensación como una guía para su buena administra—

ción. Los presupuestos no tendrán carácter limitante u obligatorio de la gestión y

respetarán el principio de autonomía de las cajas.

Capítulo VI: actualización de la relación laboral
y la relación de aprendizaje

Artículo 25: Trabajo ordinario y nocturno. El Artículo 160 del Código Sustantivo del Tra—

bajo quedará así: “Trabajo ordinario y nocturno:
]. Trabajo ordinario es el que se realiza entre las seis horas (6:00 am.) y las veintidós

horas (10:00 p.m.).
2. Trabajo nocturno es el comprendido entre las veintidós horas (10:00 p.m.) y las seis

horas (6:00 a.m.)”.
Artículo 26: Trabajo dominical y festivo. El Artículo 179 del Código Sustantivo del Trabajo,

subrogado por el Artículo 29 de la Ley 50 de 1990, quedará así:

1. El trabajo en domingo y festivos se remunerará con un recargo del setenta y cinco

por Ciento (75%) sobre el salario ordinario en proporción a las horas laboradas.

2. Si con el domingo coincide otro día de descanso remunerado sólo tendrá derecho

el trabajador, si trabaja, al recargo establecido en el numeral anterior.

3. Se exceptúa el caso de la jornada de treinta y seis (36) horas semanales previstas en

el Artículo 20 literal c de la Ley 50 de 1990.

Parágrafo 1”: El trabajador podrá convenir con el empleador su día de descanso obligatorio

el día sábado o domingo, que será reconocido en todos sus aspectos como descanso do-

minical obligatorio institucionalizado.

Interprétese la expresión dominical contenida en el régimen laboral en este sentido

exclusivamente para el efecto del descanso obligatorio.
Las disposiciones contenidas en los artículos 25 y 26 se aplazarán en su aplicación

frente a los contratos celebrados antes de la vigencia de la presente Ley hasta el lº de
abril del año 2003.

Parágrafo 2”: Se entiende que el trabajo dominical es ocasional cuando el trabajador labo—

ra hasta dos domingos durante el mes calendario. Se entiende que el trabajo domi—

nical es habitual cuando el trabajador labore tres (3) o más domingos durante el mes

calendario.
Artículo 27: Compensación en dinero de vacaciones. Artículo 189 del Código Sustantivo

del Trabajo, subrogado por el Decreto Ley 2351 de 1965, Artículo 14, numeral 2”:

Cuando el contrato de trabajo termine sin que el trabajador hubiere disfrutado de

vacaciones, la compensación de éstas en dinero procederá por año cumplido de ser—

vicio y proporcionalmente por fracción de año, siempre que este exceda de tres (3)

meses.

xl U]



754 Los sindicatos y la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia labura!

Artículo 28: Terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa. El Artículo 64
del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Artículo 6“ de la Ley 50 de 1990,
quedará así: “Terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa.

En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incumpli—
miento delo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte responsable.
Esta indemnización comprende el lucro cesante )“ el daño emergente.

En caso de terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa compro—
bada, por parte del empleador o si éste da lugar a la terminación unilateral por parte
del trabajador por alguna de las justas causas contempladas en la Ley, el primero debe—
rá al segundo una indemnización en los términos que a continuación se señalan:

En los contratos a término ñjo, el valor de los salarios correspondientes al tiempo
que faltare para cumplir el plazo estipulado del contrato; o el del lapso determinado
por la duración de la obra o la labor contratada, caso en el cual la indemnización no
será inferior a quince (15) días.

En los contratos a término indefinido la indemnización se pagará así:
a. Para trabajadores que devenguen un salario inferior a diez (10) salarios mínimos

mensuales legales:
1. Treinta (30) días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de servicio

no mayor de un (1) año.
2. Si el trabajador tuviere más de un (1) año de servicio continuo se le pagarán

veinte (20) días adicionales de salario sobre los treinta (30) básicos del numeral
lº, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero )" proporcio—
nalmente por fracción;

b. Para trabajadores que devenguen un salario igual o superior a diez (10) salarios mí—

nimos legales mensuales:
]. Veinte (20) días de salario cuando el trabajador tuviere un tiempo de servicio

no mayor de un (1) año.
2. Si el trabajador tuviere más de un (1) año de servicio continuo, se le pagarán

quince (15) días adicionales de salario sobre los veinte (20) días básicos del nu—

meral 10 anterior, por cada uno de los años de servicio subsiguientes al primero
y proporcionalmente por fracción.

Parágrafo transitoria: Los trabajadores que al momento de entrar en vigencia la presente
Ley, tuvieren diez (10) o más años al servicio continuo del empleador, se les aplicará
la tabla de indemnización establecida en los literales b, e _v d del Artículo 6º de la Ley
50 de 1990, exceptuando el parágrafo transitorio, el cual se aplica únicamente para los
trabajadores que tenían diez (10) o más años el primero de enero de 1991.

Artículo 29: Indemnización por falta de pago. El Artículo 65 del Código Sustantivo de Tra—

bajo quedará así: “Indemnización por falta de pago.
1. Si a la terminación del contrato, el empleador no paga al trabajador los salarios _v

prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la Ley o conve—
nidos por las partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma igual
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al último salario diario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro (24) meses, o

hasta cuando el pago se veriñque si el período es menor. Si transcurridos veinticua—

tro (24) meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador

no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria o si presentara la demanda, no

ha habido pronunciamiento judicial, el empleador deberá pagar al trabajador inte—

reses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la

Superintendencia Bancaria, a partir de la iniciación del mes veinticinco (25) hasta

cuando el pago se veriñque.
Dichos intereses los pagará el empleador sobre las sumas adeudadas al trabaja—

dor por concepto de salarios y prestaciones en dinero.

2. Si no hay acuerdo respecto del monto de la deuda, o si el trabajador se niega a reci—

bir, el empleador cumple con sus obligaciones consignando ante el]uez del Trabajo

y, en su defecto, ante la primera autoridad política del lugar, la suma que conñese

deber, mientras la Justicia de Trabajo decide la controversia.

Parágrafo 1": Para proceder a la terminación del contrato de trabajo establecido en el Artí—

culo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, el empleador le deberá informar por escrito

al trabajador, a la última dirección registrada, dentro de los sesenta (60) días siguientes

a la terminación del contrato, el estado de pago delas cotizaciones de Seguridad Social

y parañscalidad sobre los salarios de los últimos tres (3) meses anteriores a la termina—

ción del contrato, adjuntando los comprobantes de pago que los certiñquen. Si el em—

pleador no demuestra el pago de dichas cotizaciones, la terminación del contrato no

producirá efecto. Sin embargo, el empleador podrá pagar las cotizaciones durante los

sesenta (60) días siguientes, con los intereses de mora.

Parágra¡% 2": Lo dispuesto en el inciso lº de este Artículo sólo se aplicará a los trabajadores

que devenguen más de un (1) salario mínimo mensual vigente. Para los demás segui—

rá en plena vigencia lo dispuesto en el Artículo 65 del Código Sustantivo de Trabajo

vigente.
Artículo 30: Naturaleza y características de la relación de aprendizaje.

El contrato de aprendizaje es una forma especial dentro del derecho laboral, me—

diante la cual una persona natural desarrolla formación teórica práctica en una entidad

autorizada, a cambio de que una empresa patrocinadora proporcione los medios para

adquirir formación profesional metódica y completa requerida en el oficio, actividad u

ocupación y esto le implique desempeñarse dentro del manejo administrativo, opera—

tivo comercial o ñnanciero propios del giro ordinario de las actividades de la empresa,

por cualquier tiempo determinado no superior a dos (2) años, y por esto reciba un apo—

yo de sostenimiento mensual, el cual en ningún caso constituye salario.

Son elementos particulares y especiales del contrato de aprendizaje:

a. La ñnalidad es la de facilitar la formación de las ocupaciones en las que se reñere

el presente Artículo;
b. La subordinación está referida exclusivamente a las actividades propias del

aprendizaje;
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e. La formación se recibe a título estrictamente personal;
d. El apoyo del sostenimiento mensual tiene como ñn garantizar el proceso de

aprendizaje.
Durante toda la vigencia de la relación, el aprendiz recibirá de la empresa un apo—

yo de sostenimiento mensual que sea como mínimo en la fase lectiva el equivalente al
cincuenta por ciento (50%) de un salario mínimo mensual vigente.

El apoyo del sostenimiento durante la fase práctica será equivalente al setenta _v cin—

co por ciento (75%) de un salario mínimo mensual legal vigente.
El apoyo de sostenimiento durante la fase práctica será diferente cuando la tasa de

desempleo nacional sea menor del diez por ciento (10%), caso en el cual será equivalente
al cien por ciento (100%) de un salario mínimo legal vigente.

En ningún caso el apoyo de sostenimiento mensual podrá ser regulado a través de con—
venios o contratos colectivos o fallos arbitrales recaídos en una negociación colectiva.

Si el aprendiz es estudiante universitario, el apoyo de sostenimiento mensual no
podrá ser inferior al equivalente a un salario mínimo legal vigente.

Durante la fase práctica el aprendiz estará afiliado en riesgos profesionales por la
ARP que cubre la empresa. En materia de salud, durante las fases lectiva y práctica,
el aprendiz estará cubierto por el Sistema de Seguridad Social en Salud, conforme al
régimen de trabajadores independientes, y pagado plenamente por la empresa patroci—
nadora en los términos, condiciones y beneficios que defina el Gobierno Nacional.

El contrato de aprendizaje podrá versar sobre ocupaciones semicalíñcadas que no
requieran título o calificadas que requieran título de formación técnica no formal, téc—

nicos profesionales o tecnológicos, de instituciones de educación reconocidas por el
Estado y trabajadores aprendices del SENA.

El contrato de aprendizaje podrá versar sobre estudiantes universitarios para los
casos en que el aprendiz cumpla con actividades de veinticuatro (24) horas semanales
en la empresa y al mismo tiempo cumpla con el desarrollo del penszmz de su carrera
profesional, o que curse el semestre de práctica. En todo caso la actividad del aprendiz
deberá guardar relación con su formación académica.

Partígmj%z Para los departamentos de Amazonas, Guainía, Vichada, Vaupés, Chocó y Gua—
viare, el Gobierno incluirá una partida adicional en el Presupuesto General de la
Nación que transferirá con destino al reconocimiento del pago de los contratos de
aprendizaje.

Parágrafo transitorio: Los contratos de aprendizaje que se estén ejecutando a la promulga—
ción de esta Ley, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la celebración del
contrato.

Artículo 31: Modalidades especiales de formación técnica, tecnológica, profesional y teóri—
co práctica empresarial. Además de lo dispuesto en el Artículo anterior, se consideran
modalidades de contrato de aprendizaje las siguientes:
a. Las prácticas con estudiantes universitarios, técnicos o tecnólogos que las empre—

sas establezcan directamente o con instituciones de educación aprobadas por el
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Estado, de conformidad con las leyes 30 de 1992 _v 115 de l99-l— o normas que la

adicionen, modifiquen o sustituyan, que establezcan dentro de su programa cu—

rricular este tipo de prácticas para afianzar los conocimientos teóricos. En estos

casos no habrá lugar a brindar formación académica, circunscribiéndose la rela—

ción al otorgamiento de experiencia y formación práctica empresarial. El núme—

ro de prácticas con estudiantes universitarios debe tratarse de personal adicional

comprobable con respecto al número de empleados registrados en el último mes

del año anterior en las cajas de compensación;

b. La realizada en las empresas por jóvenes que se encuentren cursando los dos úl—

timos grados de educación lectiva secundaria en instituciones aprobadas por el

Estado;
e. El aprendiz alumno matriculado en los cursos dictados por el Servicio Nacional de

Aprendizaje, SENA, de acuerdo con el Artículo 5“ del Decreto 2838 de 1960;

d. El aprendiz de capacitación de nivel semicaliñcado. Se entiende como nivel de capa—

citación semicalifrcado, la capacitación teórica y práctica que se oriente a formar para

desempeños en los cuales predominan procedimientos claramente deñnidos a partir

de instrucciones específicas (por ejemplo auxiliares de mecánica, auxiliares de cocina,

auxiliares de electricista, plomería, etcétera). Para acceder a este nivel de capacitación,

las exigencias de educación formal y experiencia son mínimas. Este nivel de capacita—

ción es específicamente relevante para jóvenes de los estratos más pobres de la pobla—

ción que carecen de, o tienen bajos niveles de educación formal y experiencia.

Parágrafo: En ningún caso los apoyos de sostenimiento mensual de que trata la presente

Ley podrán ser regulados a través de convenios o contratos colectivos o fallos arbitra—

les recaídos en una negociación colectiva.

Artículo 32: Empresas obligadas a la vinculación de aprendices.

Las empresas privadas, desarrolladas por personas naturales o jurídicas, que reali—

cen cualquier tipo de actividad económica diferente de la construcción, que ocupen un

número de trabajadores no inferior a quince (15), se encuentran obligadas a vincular

aprendices para los oficios u ocupaciones que requieran formación académica o profe—

sional metódica y completa en la actividad económica que desempeñan

Las empresas industriales y comerciales del Estado y las de economía mixta del

orden nacional, departamental, distrital y municipal, estarán obligadas a la vincula—

ción de aprendices en los términos de esta Ley. Las demás entidades públicas no esta—

rán sometidas a la cuota de aprendizaje, salvo en los casos que determine el Gobierno

Nacional.
El empresario obligado a cumplir con la cuota de aprendizaje podrá tener practi—

cantes universitarios bajo la modalidad de relación de aprendizaje, en el desarrollo de

actividades propias de la empresa, siempre y cuando éstos no superen el veinticinco

por ciento (25%) del total de aprendices.

Parágrafo: Empresas de menos de diez (10) trabajadores podrán voluntariamente tener un

aprendiz de formación del SENA.
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Artículo 33: Cuotas de aprendices en las empresas.
La determinación del número mínimo obligatorio de aprendices para cada em—

presa obligada la hará la regional del Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, del
domicilio principal de la empresa, en razón de un aprendiz por cada veinte (20) tra—
bajadores y uno adicional por fracción de diez (10) o superior que no exceda de veinte
(20). Las empresas que tengan entre quince (15) y veinte (20) trabajadores, tendrán
un aprendiz.

La cuota señalada por el SENA deberá notiñcarse previamente al representante
legal de la respectiva empresa, quien contará con el término de cinco (5) días hábiles
para objetarla, en caso de no ceñirse a los requerimientos de mano de obra caliñcada
demandados por la misma. Contra el acto administrativo que fije la cuota procederán
los recursos de Ley.

Parágrafo: Cuando el contrato de aprendizaje incluido dentro de la cuota mínima señalada
por el SENA termine por cualquier causa, la empresa deberá reemplazar al aprendiz
para conservar la proporción que le haya sido asignada. Se prohíbe la celebración de
una nueva relación de aprendizaje expirada la duración de una anterior, con la misma
o distinta empresa.

Artículo 34: Monetización de la cuota de aprendizaje.
Los obligados a cumplir la cuota de aprendizaje de acuerdo con los artículos an—

teriores podrán en su defecto cancelar al SENA una cuota mensual resultante de mul—
tiplicar el cinco por ciento (5%) del número total de trabajadores, excluyendo los
trabajadores independientes o transitorios, por un salario mínimo legal vigente. En
caso de que la monetización sea parcial ésta será proporcional al número de aprendices
que dejen de hacer la práctica para cumplir la cuota mínima obligatoria.

Artículo 35: Selección de aprendices.
La empresa obligada a la vinculación de aprendices, será la encargada de seleccio—

nar los oficios u ocupaciones objeto de este contrato de aprendizaje así como las moda—
lidades y los postulantes para los mismos, de acuerdo con los perfiles y requerimientos
concretos de mano de obra calíñcada y semicalificada así como de la disponibilidad de
personal que tenga para atender oñcios u ocupaciones similares. En el caso de capaci—
tación de oficios semicalificados, se deberá priorizar a los postulantes a aprendices de
los estratos 1 _v 2 del Sisbén.

Sin perjuicio de lo anterior, la empresa podrá acudir a los listados de preselección
de aprendices elaborados por el SENA, priorizando la formación semicaliñcada, técni—
ca 0 tecnológica.

Parágrafo: Las empresas no podrán contratar bajo la modalidad de aprendices a personas
que hayan estado o se encuentren vinculadas laboralmente a la misma.

Artículo 36: Listado de oficios materia del contrato de aprendizaje.
Podrán ser objeto del contrato de aprendizaje en cualquiera de sus modalidades,

todos los oñcios u ocupaciones que requieran de capacitación académica integral _v

completa para su ejercicio y se encuentren reconocidos como propios de formación
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educativa técnica profesional, tecnológica o profesional universitaria titulada, de con—

formidad con los parámetros generales establecidos por las leyes 30 de 1992 y 115 de

1994 o normas que las sustituyan, modifiquen, adicionen, reglamenten o regulen de

manera específica estas materias.

El SENA publicará periódicamente el listado de oficios y especialidades por región

respecto de los cuales ofrece programas de formación profesional integral, sin perjui—

cio de que puedan ser objeto de este contrato de aprendizaje los oficios u ocupaciones

que requiriendo de capacitación de conformidad con el inciso primero de este Artícu—

lo, no cuenten con programas y cursos de formación impartidos por esta institución.

La etapa lectiva o de formación profesional integral de tales oficios podrá ser reali—

zada en el SENA, en instituciones educativas o especializadas reconocidas por el Estado,

o directamente en la empresa previa autorización del SENA, de conformidad con lo es—

tablecido por la presente reglamentación.

Artículo 37: Entidades de formación.

La formación profesional y metódica de aprendices podrá ser impartida por las

siguientes entidades:
1. Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA.

2. Instituciones educativas debidamente reconocidas por el Estado. Se le dará prelación

al SENA en los programas acreditados que brinde la entidad.

3. Directamente por las empresas que cumplan con las condiciones de capacitación

señaladas en el Artículo 41 de esta Ley.

4. Las demás que sean objeto de reglamentación por parte del Consejo Directivo del

SENA.

Parágrafo: Para los efectos legales, se entienden reconocidos por el SENA para la forma—

ción profesional de aprendices, todos los cursos y programas de formación y capacita—

ción dictados por establecimientos especializados o instituciones educativas reconoci—

dos por el Estado, de conformidad con las leyes 30 de 1992 y 115 de 1994 y demás que

las complementen, modifiquen o adicionen.

Artículo 38: Reconocimiento para efectos de la formación profesional impartida directa—

mente porla empresa.
Las empresas que deseen impartir directamente la formación educativa a sus

aprendices requerirán de autorización del SENA para dictar los respectivos cursos,

para lo cual deberán cumplir las siguientes condiciones:

1. Ofrecer un contenido de formación lectiva y práctica acorde con las necesidades de

la formación profesional integral y del mercado de trabajo.

2. Disponer de recursos humanos calificados en las áreas en que ejecuten los progra—

mas de formación profesional integral.

3. Garantizar, directamente o a través de convenios con terceros, los recursos técni—

cos, pedagógicos y administrativos que garanticen su adecuada implementación.

El Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, deberá pronunciarse sobre la solici—

tud de autorización de estos cursos de formación profesional dentro de los treinta (30)
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días hábiles siguientes a su presentación. Si no lo hiciere, se entenderá aprobada la
solicitud.

En todo caso, la respuesta negativa por parte de la entidad deberá estar motivada
con las razones por las cuales no se cumplen adecuadamente los requisitos e indicar de
manera expresa las exigencias que deben ser subsanadas por la empresa para acceder
a la autorización.

Parágra¡% I": Las empresas cuyos cursos sean autorizados por el SENA, deberán encon—
trarse a paz y salvo con la entidad de seguridad social, ICBF, SENA y cajas de com—
pensación, por todo concepto y mantener esta condición durante todo el tiempo de la
autorización.

Parágrafo 2": Conforme a lo dispuesto en el Artículo 49 de la Ley 119 de 1994, el SENA
ofrecerá regularmente programas de actualización para instructores, en los que po—drán participar aquellos vinculados a las empresas autorizadas, pagando el costo quefije el SENA.

Parágrafo 3”: Las empresas que reciban autorización por parte del SENA para impartir la
formación educativa, solicitarán el reembolso económico del costo de la formación,
cuyo monto será deñnido por el SENA tomando en consideración los costos equivalen—
tes en que incurre el SENA en cursos de formación similares. En ningún caso el montoreembolsable al año por empresa podrá superar el cincuenta por ciento (50%) del valorde los aportes parañscales al SENA de la respectiva empresa.Artículo 39: Distribución y alternancia de tiempo entre la etapa lectiva y productiva.La empresa y la entidad de formación podrán determinar la duración de la etapaproductiva, al igual que su alternancia con la lectiva, de acuerdo con las necesidadesde la formación del aprendiz y los requerimientos de la empresa. Para los técnicos o
tecnólogos será de un (1) año.

La duración de formación en los programas de formación del SENA será la queseñale el Director General de esta Institución, previo concepto del Comité de Forma—
ción Profesional Integral.

En el caso de cursos y programas impartidos por otras instituciones aprobadas porel Estado, el término máximo de formación lectiva será la exigida por la respectiva en—tidad educativa, de acuerdo con lo señalado por el Ministerio de Educación, para optarpor el respectivo grado académico _v/o técnico.
Los tiempos máximos que se Bien para la etapa de formación en la empresa auto—rizada, en ningún caso podrán ser superiores a los contemplados en la etapa de forma—

ción del SENA.
Artículo 40: Fondo Emprender.

Créase el Fondo Emprender, FE, como una cuenta independiente y especial ads—
crita al Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, el cual será administrado por estaentidad y cuyo objeto exclusivo será financiar iniciativas empresariales que proven—
gan y sean desarrolladas por aprendices o asociaciones entre aprendices, practican—
tes universitarios o profesionales que su formación se esté desarrollando o se haya
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desarrollado en instituciones que para los efectos legales, sean reconocidas por el Es-

tado de conformidad con las leyes 30 de 1992 y 115 de 1994 y demás que las comple—

menten, modifiquen o adicionen.

En el caso de las asociaciones éstas tendrán que estar compuestas mayoritariamente

por aprendices.
El Fondo Emprender se regirá por el derecho privado, y su presupuesto estará

conformado por el ochenta por ciento (80%) de la monetización de la cuota de apren—

dizaje de que trata el Artículo 34, así como por los aportes del Presupuesto General de

la Nación, recursos financieros de organismos de cooperación nacional e internacio—

nal, recursos ñnancieros de la banca multilateral, recursos fmancieros de organismos

internacionales, recursos financieros de fondos de pensiones y cesantías y recursos de

fondos de inversión públicos y privados.

Parágrafo: El Gobierno Nacional determinará dentro de los seis (6) meses siguientes a la

promulgación de esta Ley, las condiciones generales que sean necesarias para el fun—

cionamiento de este fondo. La decisión de fmanciación de los proyectos empresariales

presentados al Fondo Emprender será tomada por el Consejo Directivo del SENA.

Artículo 41: Apoyo de sostenimiento.

El SENA destinará el veinte por ciento (20%) de los recaudos generados por la

sustitución de la cuota de aprendizaje en dinero a que se refiere el Artículo 34 de la

presente Ley, a la cuenta “Apoyos de sostenimiento del presupuesto general de la enti—

dad”, y con las siguientes destinaciones especíñcas:

a. Apoyo de sostenimiento durante las fases lectiva y práctica de los estudiantes del SENA

que cumplan los criterios de rendimiento académico y pertenezcan a estratos 1 y 2;

b. Pago de la prima de la póliza de seguros que se establezca por el Gobierno Nacional

para estos alumnos durante la fases lectiva y práctica;

c. Elementos de seguridad industrial y dotación de vestuario, según reglamentación

que expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo: El Consejo Directivo Nacional del SENA reglamentará tanto el monto de los apo-

yos a conceder, la distribución en estos diversos conceptos, así como los criterios que

permitan la operación de las condiciones antes establecidas para gozar de los mismos.

Artículo 42: Sistema Nacional de Registro Laboral.

El Gobierno Nacional expedirá el régimen de organización, administración y fun—

cionamiento del sistema nacional de registro laboral cuya función será el control de la

vinculación y desvinculación al trabajo _v condición previa para el otorgamiento de los

subsidios a que se refiere la presente Ley, en los casos y las condiciones que determine

el Gobierno Nacional.

Capítulo VII: protección de aportes y otras disposiciones

Artículo 43: Aportes a la seguridad social.

Estando vigente la relación laboral no se podrá desañliar al trabajador ni a sus beneficia—

rios de los servicios de salud, cuando hubiera mediado la correspondiente retención de los
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recursos por parte del empleador y no hubiera procedido a su giro a la entidad promotora de
salud. Los servicios continuarán siendo prestados por la entidad promotora de salud a la queel trabajador esté afiliado hasta por un período máximo de seis (6) meses verificada la mora,sin perjuicio de la responsabilidad del empleador, conforme las disposiciones legales.

La empresa promotora de salud respectiva, cobrará al empleador las cotizaciones en
mora con los recargos y demás sanciones establecidos en la Ley.

Artículo 44: Estímulos para el proceso de capitalización.
Las empresas podrán deñnir un régimen de estímulos a través de los cuales los tra—

bajadores puedan participar del capital de las empresas. Para estos efectos, las utilidades
que sean repartidas a través de acciones, no serán gravadas con el impuesto a la renta al
empleador, hasta el equivalente del diez por ciento (10%) de la utilidad generada.

Las utilidades derivadas de estas acciones no serán sujetas a impuesto dentro de los
cinco (5) años en que sean transferidas al trabajador y éste conserve su titularidad, ni ha—
rán parte de la base para liquidar cualquier otro impuesto.

El Gobierno definirá los términos y condiciones en que las acciones deben permanecer
en cabeza de los trabajadores, siendo condición para ser beneñciario el no devengar más de
diez (10) salarios mínimos legales mensuales al momento en que se concrete la participa—
ción. Será condición del proceso el que se respete el principio de igualdad en cuanto a las
oportunidades y condiciones en que se proyecte la operación frente a los trabajadores.

El Gobierno reglamentará los términos y condiciones adicionales que se requieran
para la validez de esta operación y sus correspondientes efectos tributarios.

Artículo 45: A partir de la vigencia de la presente Ley, confórmese una Comisión de Segui—
miento yVerificación de las políticas de generación de empleo, previstas en la presente
Ley, conformada por dos senadores de la República, dos representantes a la Cámara,
designados por las mesas directivas de Senado y Cámara respectivamente, el Ministro
de Trabajo y Seguridad Social, el Director del Departamento Nacional de Planeación
o su delegado, el Director del DANE o su delegado )" un representante de los trabaja—
dores elegido por las centrales obreras y un delegado de los empleadores.

Parágrafo tmnsítorío: La Comisión será nombrada por el término de cuatro (4) años, a partir
de la vigencia de la presente Ley.

Artículo 46: La Comisión de Seguimiento yVerificación de las políticas de generación de
empleo, tendrá las siguientes funciones:
2. Solicitar a todos los sectores empresariales la información de cada empleo adicio—

nal generado en su planta de personal;
b. Recomendar permanentemente estudios estadísticos para determinar el número

de creación de nuevos empleos formales;
c. Rendir informes trimestrales de la disminución de la tasa de desempleo como

consecuencia de la generación de empleo prevista en la presente Ley;
(1. Dar a conocer a la opinión pública por todos los medios de comunicación las em—

presas que han creado empleos adicionales con base en las medidas adoptadas a
partir de la vigencia de la presente Ley.
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e. Conceptuar y analizar los Proyectos de Ley, con base en un diagnóstico y análisis

de las políticas sociales del Estado, presentado a más tardar el 30 de junio de cada

año, las conclusiones y acciones para el fortalecimiento de una política integral de

protección social de los colombianos, teniendo en cuenta su viabilidad institucio—

nal y financiera.

Parágrafo: Transcurridos dos (2) años de la vigencia de la presente Ley, la Comisión de Se-

guimiento yVeriñcación aquí establecida presentará una completa evaluación de sus re—

sultados. En ese momento el Gobierno Nacional presentará al Congreso un Proyecto de

Ley que modifique o derogue las disposiciones que no hayan logrado efectos prácticos

para la generación de empleo.

Artículo 47: Cesantías en el sector público.
Los servidores públicos con Régimen de Retroactividad de Cesantías, podrán aco—

gerse libremente al Régimen Anualizado de Cesantías, para lo cual las entidades darán

aplicación a las disposiciones establecidas en el Decreto Ley 3118 de 1968, leyes 50 de

1990 o 432 de 1998, sin que en ningún momento se desconozcan o lesionen sus dere—

chos causados.
El Fondo Nacional de Ahorro podrá recibir los recursos de las cesantías de los ser—

vidores públicos.
El Estado en todas sus ramas, niveles, entidades y empresas, contará con treinta

(30) días a partir del lº de enero de 2004, para colocar los recursos de las cesantías en

los fondos que los servidores públicos elijan en los términos antes previstos que se

contarán a partir del momento en que el servidor público se acoja al Régimen Especial.

En caso de que no se pague en los términos previstos en este Parágrafo, causará intere—

ses moratorios a favor del trabajador, equivalentes a los establecidos en el Artículo 635

del Estatuto Tributario los cuales deberán ser liquidados en el momento del pago.

Los servidores públicos que se vinculen a las ramas del poder público del orden

nacional, a los órganos y entidades que las integran y a los órganos autónomos e inde—

pendientes, estarán sometidos a lo previsto en el inciso 1” del Artículo 5º de la Ley 432

del 29 de enero de 1998.

Así mismo, el personal uniformado de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacio—

nal y los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio creado

por la Ley 91 de 1989, vinculados con anterioridad a la vigencia de la presente Ley,

podrán afiliarse al Fondo Nacional de Ahorro.

Podrán afiliarse al Fondo Nacional de Ahorro los demás servidores del Estado y

de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios, en los términos del

presente Artículo.
Artículo 48: Unidad de empresa.

Se entenderá por empresa la unidad de producción de bienes o de servicios cons—

tituida para realizar una actividad económica con fines de lucro. Las unidades de pro—

ducción o las personas jurídicas vinculadas económicamente a una misma persona

natural o jurídica conservarán su independencia para efectos laborales y prestacionales,
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sin que entre ellas se desprenda una unidad de negocio o de empresa en ningún caso,así comercialmente conformen un grupo empresarial.
Artículo 49: Base para el cálculo de los aportes parafiscales.

Interprétase con autoridad el Artículo 18 de la Ley 50 de 1990 _v se entiende que la
base para efectuar los aportes parañscales es el setenta por ciento (70%).

Lo anterior por cuanto la expresión actual de la norma “disminuido en un 30” ha
dado lugar a numerosos procesos, pues no se sabe si debe ser multiplicado por cero _v
siete décimos (0,7) o dividido por uno y tres décimos (1,3).

Artículo 50: Control a la evasión de los recursos parafiscales.
La celebración, renovación o liquidación por parte de un particular, de contratos

de cualquier naturaleza con entidades del sector público, requerirá para el efecto, del
cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones con los sistemas de Salud,
Riesgos Profesionales, Pensiones y aportes a las cajas de compensación familiar, Ins—
tituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando
a ello haya lugar. Las entidades públicas en el momento de liquidar los contratos de—
berán verificar y dejar constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista
frente a los aportes mencionados durante toda su Vigencia, estableciendo una correcta
relación entre el monto cancelado y las sumas que debieron haber sido cotizadas.

En el evento en que no se hubieran realizado totalmente los aportes correspondien—
tes, la entidad pública deberá retener las sumas adeudadas al sistema en el momento de la
liquidación y efectuará el giro directo de dichos recursos a los correspondientes sistemas
con prioridad a los regímenes de Salud y Pensiones, conforme lo define el reglamento.

Cuando la contratación se realice con personas jurídicas, se deberá acreditar el
pago de los aportes de sus empleados, a los sistemas mencionados mediante certifi—
cación expedida por el Revisor Fiscal, cuando éste exista de acuerdo con los requeri—
mientos de Ley, o por el representante legal durante un lapso equivalente al que exija
el respectivo régimen de contratación para que se hubiera constituido la sociedad, el
cual en todo caso no será inferior a los seis (6) meses anteriores a la celebración del
contrato. En el evento en que la sociedad no tenga más de seis (6) meses de constituida,
deberá acreditar los pagos a partir de la fecha de su constitución.

Para la presentación de ofertas por parte de personas jurídicas será indispensable
acreditar el requisito señalado anteriormente. El funcionario que no deje constancia de la
verificación del cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta.

Para poder ejercer el derecho de movilidad de administradora de riesgos profesio—
nales o caja de compensación, el empleador se debe encontrar al día con los sistemas
de Salud y Pensiones.

Parágrafo 1”: Las autoridades de impuestos deberán disponer lo pertinente a efectos de quedentro de la declaración de renta que deba ser presentada, a partir del año 2003 se es—
tablezca un renglón que discrimine los pagos al Sistema de Seguridad Social en Salud,
Pensiones, Riesgos Profesionales y aportes al SENA, Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar y cajas de compensación.
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Parágraj% 2": Será causal de terminación unilateral de los contratos que celebren las entida—

des públicas con personas jurídicas particulares, cuando se compruebe la evasión en el

pago total o parcial de aportes por parte del contratista durante la ejecución del contra—

to frente a los sistemas de Salud, Pensiones, Riesgos Profesionales y aportes al Servicio

Nacional de Aprendizaje, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y cajas de com—

pensación familiar
Se podrá enervar la causal, mediante el pago de los recursos dejados de cubrir, in—

crementados con los correspondientes intereses de mora dentro de los cinco (5) días

siguientes a su notificación.

Parágrafo 3”: Para realizar inscripción, modificación, actualización 0 renovación, las cáma—

ras de Comercio deberán exigir prueba del cumplimiento de las obligaciones en forma

oportuna y completa con el Sistema de Seguridad Social en Salud, Pensiones y Ries—

gos Laborales y cuando sea del caso los aportes al Servicio Nacional de Aprendizaje,

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y cajas de compensación familiar.

Artículo 51: Jornada laboral flexible. Modifiquese el inciso 1” del literal c del Artículo 161

del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el Artículo 20 de la Ley 50 de 1990

y adiciónese un nuevo literal d.

c. El empleador y el trabajador pueden acordar temporal 0 indeñnidamente la orga—

nización de turnos de trabajo sucesivos, que permitan operar a la empresa o seccio—

nes de la misma sin solución de continuidad durante todos los días de la semana,

siempre y cuando el respectivo turno no exceda de seis (6) horas al día y treinta y

seis (36) a la semana;
d. El empleador y el trabajador podrán acordar que la jornada semanal de cuarenta y

ocho (48) horas se realice mediante jornadas diarias flexibles de trabajo, distribui—

das en máximo seis (6) días a la semana con un día de descanso obligatorio, que po—

drá coincidir con el domingo. En este, el número de horas de trabajo diario podrá

repartirse de manera variable durante la respectiva semana y podrá ser de mínimo

cuatro (4) horas continuas y hasta diez (10) horas diarias sin lugar a ningún recar—

go por trabajo suplementario, cuando el número de horas de trabajo no exceda el

promedio de cuarenta y ocho (48) horas semanales dentro de la jornada ordinaria

de seis horas (6 a.m.) a las veintidós horas (10 p.m.).

Artículo 52: Derogatorias. La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación y de—

roga las disposiciones que le sean contrarias.

Derógase el Artículo 77 de la Ley 101 de 1993. Deróguense en particular los inci-

"Usos …» y 4” del Parágrafo único del Artículo 181 de la Ley 223 de 1995 en lo tocante a

mantener la exoneración del pago al SENA excepto para las universidades públicas.

ÁLVARO URIBE VELEZ
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Ley 797 de 2003
(por la cual se reforman algunas disposicionesdel Sistema General de Pensiones previsto en laLey 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobrelos Regímenes Pensionales Exceptuados y Especiales)

Artículo lº: El Artículo 11 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Campo de aplicación.
El Sistema General de Pensiones consagrado en la presente Ley, se aplicará a todos

los habitantes del territorio nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos
los derechos, garantías, prerrogativas, servicios _v beneficios adquiridos y establecidos
conforme a disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones co—
lectivas de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta Ley hayan cumplido los
requisitos para acceder a una pensión o se encuentren pensionados por jubilación, ve—
jez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oñcíal, semioficial
en todos los órdenes del Régimen de Prima Media y del sector privado en general.Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y
que el Tribunal de Arbitramento dirima las diferencias entre las partes”.

Artículo 2“: Se modifican los literales a, e, i, del Artículo 13 de la Ley 100 de 1993 y se adi—
ciona dicho Artículo con los literales l, m, n, o y p, todos los cuales quedarán así: “Ca—
racterísticas del Sistema General de Pensiones.
a. La afiliación es obligatoria para todos los trabajadores dependientes e indepen—

dientes;
e. Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el Régimen de Pen—

siones que preñeran. Una vez efectuada la selección inicial, éstos sólo podrán tras—
ladarse de Régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la
selección inicial. Después de un ( 1) año de la vigencia de la presente Ley, el afiliado
no podrá trasladarse de Régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos paracumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez;

i. El Fondo de Solidaridad Pensional estará destinado a ampliar la cobertura mediante
el subsidio a los grupos de población que, por sus características y condiciones 50<
cioeconómicas, no tienen acceso a los Sistemas de Seguridad Social, tales como tra—
bajadores independientes o desempleados, artistas, deportistas, madres comunitarias
y discapacitados. Créase una subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad
Pensional, destinado a la protección de las personas en estado de indigencia o de po—breza extrema, mediante un subsidio económico, cuyo origen, monto y regulación seestablece en esta Ley. La edad para acceder a esta protección será en todo caso tres
(3) años inferior a la que rija en el sistema general de pensiones para los añliados;

1. En ningún caso a partir de la vigencia de esta Ley, podrán sustituirse semanasde cotización 0 abonarse semanas cotizadas o tiempo de servicios con el cumpli—miento de otros requisitos distintos a cotizaciones efectivamente realizadas 0 tiem—
po de servicios efectivamente prestados antes del reconocimiento de la pensión.



Anexo 7107'771(1ÍÍ1'0

Tampoco podrán otorgarse pensiones del Sistema General que no correspondan a

tiempos de servicios efectivamente prestados o cotizados, de conformidad con lo

previsto en la presente Ley. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en pactos o

convenciones colectivas de trabajo;

. Los recursos del Sistema General de Pensiones están destinados exclusivamente a

dicho Sistema y no pertenecen a la Nación, ni a las entidades que los administran;

El Estado es responsable de la dirección, coordinación y control del Sistema Ge—

neral de Pensiones y garante de los recursos pensionales aportados por los añlia-

dos, en los términos de esta Ley y controlará su destinación exclusiva, custodia y

administración.
La Nación podrá, a partir de la vigencia de la presente Ley, asumir gradual—

mente el pago de las prestaciones y mesadas pensionales de los pensionados que

adquirieron su derecho con anterioridad al 4 de julio de 1991, en los nuevos depar—

tamentos creados en virtud del Artículo 309 de la Constitución Nacional;

El Sistema General de Pensiones propiciará la concertación de los diversos agentes

en todos los niveles;
Los afiliados que al cumplir la edad de pensión no reúnan los demás requisitos para

tal efecto, tendrán derecho a una devolución de saldos o indemnización sustitutiva

de acuerdo con el régimen al cual estén afiliados y de conformidad con lo previsto

en la presente Ley;
Los costos de administración del Sistema General de Pensiones permitirán una

comisión razonable a las administradoras y se determinarán en la forma prevista

en la presente Ley”.

Artículo 3º: El Artículo 15 de la Ley 100 de 1993, quedará así: “Afiliados.

Serán afiliados al Sistema General de Pensiones:

En forma obligatoria: Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de

trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten

directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado,

bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra moda—

lidad de servicios que adopten, los trabajadores independientes y los grupos de

población que por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos

para ser beneficiarios de subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de

acuerdo con las disponibilidades presupuestales.

También serán afiliados en forma obligatoria al Sistema General de Pensiones

creado por la Ley 100 de 1993, y se regirán por todas las disposiciones contenidas en

esta Ley para todos los efectos, los servidores públicos que ingresen a Ecopetrol, a

partir de la vigencia de la presente Ley.

Durante los tres (3) años siguientes a la vigencia de esta Ley, los servidores pú—

blicos en cargos de carrera administrativa, afiliados al Régimen de Prima Media

con Prestación Definida deberán permanecer en dicho Régimen mientras man—

tengan la calidad de tales. Así mismo quienes ingresen por primera vez al sector
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público en cargos de carrera administrativa estarán obligatoriamente afiliados alInstituto de los Seguros Sociales, durante el mismo lapso.
Parágrafo 1”: En el caso de los trabajadores independientes se aplicarán los siguientes

principios:
a. El ingreso base de cotización no podrá ser inferior al salario mínimo y deberá

guardar correspondencia con los ingresos efectivamente percibidos por el añ—
liado. De tal manera que aquellos que posean capacidad económica suficiente,efectúen los aportes de solidaridad previstos en esta Ley;
Podrán efectuarse pagos anticipados de aportes;
El Gobierno Nacional establecerá un sistema de descuento directo de aportes
para permitir el pago directo de los mismos;
Las administradoras no podrán negar la afiliación de los trabajadores inde—
pendientes ni exigir requisitos distintos a los expresamente previstos por las
normas que las rigen;
Los aportes podrán ser realizados por terceros a favor del afiliado sin que tal
hecho implique por si solo la existencia de una relación laboral;
Para verificar los aportes, podrán efectuarse cruces con la información de las
autoridades tributarias y, así mismo, solicitarse otras informaciones reserva—
das, pero en todo caso dicha información no podrá utilizarse para otros fines;2. En forma voluntaria: Todas las personas naturales residentes en el país y los colom—

bianos domiciliados en el exterior, que no tengan la calidad de afiliados obligatorios
y que no se encuentren expresamente excluidos por la presente Ley.

Los extranjeros que en virtud de un contrato de trabajo permanezcan en el país
y no estén cubiertos por algún régimen de su país de origen o de cualquier otro.Parágrafo: Las personas a que se reñere el presente Artículo podrán añliarse al Régimen

por intermedio de sus agremiaciones o asociaciones, de acuerdo con la reglamentación
que para tal efecto se expida dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia de estaLey. (Nota: Articulo reglamentado parcialmente por el Decreto 0510 de 2003)”.Artículo 4º: El Artículo 17 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Obligatoríedad de las
cotizaciones.

Durante la vigencia de la relación laboral y del contrato de prestación de servicios,deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los Regímenes del Sistema General dePensiones por parte de los afiliados, los empleadores y contratistas con base en el sala—rio 0 ingresos por prestación de servicios que aquéllos devenguen.
La obligación de cotizar cesa al momento en que el añliado reúna los requisitos

para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el añliado se pensione por inva—lidez o anticipadamente.
Lo anterior sin perjuicio de los aportes voluntarios que decida continuar efectuan—do el afiliado o el empleador en los dos Regímenes”.

Articulo Sº: El inciso 4º y Parágrafo del Artículo 18 de la Ley 100 de 1993 quedarán así:“Base de cotización.



Anexa normativo

La base para calcular las cotizaciones a que hace referencia el Artículo anterior,

será el salario mensual.

El salario base de cotización para los trabajadores particulares, será el que resulte

de aplicar lo dispuesto en el Código Sustantivo del Trabajo.

El salario mensual base de cotización para los servidores del sector público, será el

que señale el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 4 de 1992.

El límite de la base de cotización será de veinticinco (25) salarios mínimos legales

mensuales vigentes para trabajadores del sector público y privado. Cuando se deven—

guen mensualmente más de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigen—

tes la base de cotización será reglamentada por el Gobierno Nacional y podrá ser hasta

de cuarenta y cinco (45) salarios mínimos legales mensuales para garantizar pensiones

hasta de veinticinco (25) salarios mínimos legales.

Las cotizaciones de los trabajadores cuya remuneración se pacte bajo la modalidad

de salario integral, se calculará sobre el setenta por ciento (70%) de dicho salario.

En todo caso, el monto de la cotización mantendrá siempre una relación directa y

proporcional al monto de la pensión.

Parágrafo 1”: En aquellos casos en los cuales el afiliado perciba salario de dos o más empleado—

res, o ingresos como trabajador independiente o por prestación de servicios como con—

tratista, en un mismo período de tiempo, las cotizaciones correspondientes serán efec-

tuadas en forma proporcional al salario, o ingreso devengado de cada uno de ellos, y éstas

se acumularán para todos los efectos de esta Ley
sin exceder el tope legal. Para estos efec—

tos, será necesario que las cotizaciones al sistema de salud se hagan sobre la misma base.

En ningún caso el ingreso base de cotización podrá ser inferior a un salario mínimo

legal mensual vigente. Las personas que perciban ingresos inferiores al salario mínimo

legal mensual vigente, podrán ser beneficiarias del Fondo de Solidaridad Pensional, a

efectos de que éste le complete la cotización que les haga falta y hasta un salario míni—

mo legal mensual vigente, de acuerdo con lo previsto en la presente Ley”.

Artículo 6“: El Artículo 19 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Base de cotización de los

trabajadores independientes.
Los afiliados al Sistema que no estén vinculados mediante contrato de trabajo, con—

trato de prestación de servicios o como servidores públicos, cotizarán sobre los ingre—

sos que declaren ante la entidad ala cual se añlien, guardando correspondencia con los

ingresos efectivamente percibidos.

Cuando se trate de personas que el Gobierno Nacional haya determinado que de-

ban ser subsidiadas temporalmente en sus aportes, deberán cubrir la diferencia entre

la totalidad del aporte y el subsidio recibido.

En ningún caso la base de cotización podrá ser inferior al salario mínimo legal

mensual vigente”.
Artículo 7º: El Artículo 20 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Monto de las cotizaciones.

La tasa de cotización continuará en el trece y cinco décimos por ciento (13,5%) del

ingreso base de cotización.
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En el Régimen de Prima Media con Prestación Definida el diez _v cinco décimospor ciento (10,5%) del ingreso base de cotización se destinará a financiar la pensiónde vejez y la constitución de reservas para tal efecto. El tres por ciento (3%) restantesobre el ingreso base de cotización se destinará a financiar los gastos de administración
y la pensión de invalidez y sobrevivientes.

En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad el diez por ciento (10%) delingreso base de cotización se destinará a las cuentas individuales de ahorro pensional.Un cero y cinco décimos por ciento (0,5%) del ingreso base de cotización se destinaráal Fondo de Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual con So—lidaridad _v el tres por ciento (3%) restante se destinará a financiar los gastos de admi—nistración, la prima de reaseguros de Fogañn, )" las primas de los seguros de invalidez
_v sobrevivientes.

A partir del lº de enero del año 2004 la cotización se incrementará en un uno porciento ( 1%) sobre el ingreso base de cotización. Adicionalmente, a partir del lº deenero del año 2005 la cotización se incrementará en cero y cinco décimos por ciento(0,5%) y otro cero y cinco décimos por ciento (0,5%) en el año 2006. A partir del lºde enero del año 2008, el Gobierno Nacional podrá incrementar en uno por ciento( 1%) punto adicional la cotización por una sola vez, siempre y cuando el crecimientodel producto interno bruto sea igual o superior al cuatro por ciento (4%) en promediodurante los dos (2) años anteriores.
El incremento de la cotización se destinará en el Régimen de Prima Media al pagode pensiones y a la capitalización de reservas pensionales.
En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad el incremento que se realiceen el año 2004 se destinará al Fondo de Garantía de Pensión Mínima del Régimen deAhorro Individual. Los incrementos que se realicen a partir del 2005 se destinarána las cuentas individuales de ahorro pensional. Quinquenalmente _v con base en losestudios financieros y actuariales que se realicen para tal ñn, el Gobierno redistribui—rá los incrementos de cotización previstos en este Artículo entre el Fondo de Garan—tía de la Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual y las cuentas de ahorropensional.
La reducción en los costos de administración y las primas de los seguros de invalidezy sobrevivientes deberá abonarse como un mayor valor en las cuentas de ahorro pensionalde los trabajadores afiliados al Régimen de Ahorro Individual o de las reservas en el Insti—tuto de los Seguros Sociales según el caso.
Los empleadores pagarán el setenta y cinco por ciento (75%) de la cotización totaly los trabajadores el veinticinco por ciento (25%) restante.
En ningún caso en el Régimen de Prima Media se podrán utilizar recursos de lasreservas de pensión de vejez, para gastos administrativos u otros ñnes distintos.Para financiar las pensiones de invalidez _v de sobrevivientes de los actuales y fu—turos afiliados al Instituto de los Seguros Sociales, se podrá trasladar recursos de lasreservas de pensión de vejez a las de invalidez _v sobrevivientes.



Anexo normalito

El Gobierno Nacional reglamentará el funcionamiento de las cuentas separadas en

el Instituto de los Seguros Sociales y demás entidades administradoras de prima me—

dia, de manera que en ningún caso se puedan utilizar recursos de las reservas de pen—

sión de vejez para gastos administrativos u otros fines distintos a pagar pensiones.

Los afiliados que tengan un ingreso mensual igual o superior a cuatro (4) salarios

mínimos mensuales legales vigentes, tendrán a su cargo un aporte adicional de un uno

por ciento (1%) sobre el ingreso base de cotización, destinado al Fondo de Solidaridad

Pensional, de conformidad con lo previsto en la presente Ley en los artículos 25 y si—

guientes de la Ley 100 de 1993.

Los afiliados con ingreso igual o superior a dieciséis (16) salarios mínimos mensua—

les legales vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso base de cotización, así:

de dieciséis (16) a diecisiete (17) salarios mínimos legales mensuales vigentes de un cero

y dos décimos por ciento (0,2%), de diecisiete (17) a dieciocho (18) salarios mínimos

legales mensuales vigentes de un cero y cuatro décimos por ciento (0,4%), de dieciocho

(18) a diecinueve (19) salarios mínimos legales mensuales vigentes, de un cero y seis

décimos por ciento (0,6%), de diecinueve (19) a veinte (20) salarios mínimos legales

mensuales vigentes, de un cero y ocho décimos por ciento (0,8%) y superiores a vein-

te (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes de uno por ciento (1%) destinado

exclusivamente a la Subcuenta de Subsistencia, del Fondo de Solidaridad Pensional de

que trata la presente Ley.

La entidad a la cual esté cotizando el añliado deberá recaudar y trasladar al Fondo

de Solidaridad Pensional los recursos correspondientes en los términos y condiciones

que señale el Gobierno Nacional.

Parágrafo 1": Para efectos del cálculo del ingreso base de cotización de los funcionarios que

prestan sus servicios en la planta externa del Ministerio de Relaciones Exteriores, se

tomará como base la asignación básica mensual y los factores salariales establecidos en

las normas vigentes para los cargos equivalentes de la planta interna. En todo caso, el

ingreso base de liquidación de estos servidores también será el establecido en las nor—

mas vigentes para los cargos equivalentes en la planta interna, teniendo en cuenta los

topes de pensión que sean aplicables.

Parágrafo 2": El Gobierno Nacional nombrará a más tardar el 31 de diciembre de 2003, una

Comisión de Actuarios conformada por miembros de varias asociaciones de actuarios

si las hubiera o quien haga sus veces, para que veriñque, con base en los datos estadís—

ticos de la población de afiliados al Sistema General de Pensiones y a las reservas dis—

ponibles en el Fondo de Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Indivi—

dual, la suficiencia técnica del Fondo”.

Artículo 8º: El Artículo 27 de la Ley 100 de 1993, quedará así: “Recursos.

El Fondo de Solidaridad Pensional tendrá las siguientes fuentes de recursos:

1. Subcuenta de Solidaridad

a. El cincuenta por ciento (50%) de la cotización adicional del uno por ciento

(1%) sobre la base de cotización, a cargo de los afiliados al Sistema General
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de Pensiones cu_va base de cotización sea igual o superior a cuatro (4) salariosmínimos legales mensuales vigentes;
b. Los recursos que aporten las entidades territoriales para planes de extensiónde cobertura en sus respectivos territorios, o de agremiaciones o federaciones

para sus afiliados;
c. Las donaciones que reciba, los rendimientos financieros de sus recursos, y engeneral los demás recursos que reciba a cualquier título, _v
d. Las multas a que se refieren los artículos 111 _v 271 de la Ley 100 de 1993.2. Subcuenta de Subsistencia
a. Los afiliados con ingreso igual o superior a dieciséis (16) salarios mínimos men—suales legales vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso base de co—tización, así: de dieciséis (16) a diecisiete ( 17) salarios mínimos legales mensualesvigentes de un cero _v dos décimos por ciento (0,2%), de diecisiete (17) a dieciocho

(18) salarios mínimos legales mensuales vigentes de un cero y cuatro décimos porciento (0,4%), de dieciocho (18) a diecinueve ( 19) salarios mínimos legales men—suales vigentes de un cero _v seis décimos por ciento (0,6%), de diecinueve (19) aveinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes de un cero _v ocho déci—
mos por ciento (0,8%) _v superiores a veinte (20) salarios mínimos legales men—suales vigentes de uno por ciento (lº/o) destinado exclusivamente a la Subcuentade Subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional de que trata la presente Ley;b. El cincuenta por ciento (50%) de la cotización adicional del uno por ciento(lº/o) sobre la base de cotización, a cargo de los afiliados al Sistema Generalde Pensiones cu_va base de cotización sea igual o superior a cuatro (4) salariosmínimos legales mensuales vigentes;

c. Los aportes del presupuesto nacional. Estos no podrán ser inferiores a los re—caudados anualmente por los conceptos enumerados en los literales a _v b ante—riores, _v se liquidarán con base en lo reportado por el Fondo en la vigencia delaño inmediatamente anterior, actualizados con base en la variación del Índicede Precios al Consumidor, certificado por el DANE; _v
d. Los pensionados que devenguen una mesada superior a diez (10) salarios mí—nimos legales mensuales vigentes y hasta veinte (20) contribuirán para el Fon—do de Solidaridad Pensional para la Subcuenta de Subsistencia en un uno porciento (lº/b), _V los que devenguen más de veinte (20) salarios mínimos contri—buirán en un dos por ciento (2%) para la misma cuenta.Parágrafo 1“: Para ser beneficiario del subsidio a los aportes, los añliados al Instituto de losSeguros Sociales, deberán ser mayores de cincuenta _v cinco (55) años _v los vincula—dos a los fondos de pensiones deberán ser mayores de cincuenta _v ocho (58), siempre ycuando no tengan un capital suficiente para financiar una pensión mínima.

Par-¿ígm_ñ; 2": Cuando quiera que los recursos que se asignan a la Subcuenta de Solidari—dad no sean suficientes para atender los subsidios que hayan sido otorgados a la entra—da en vigencia de esta Ley, se destinará el porcentaje adicional que sea necesario de la
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cotización del uno por ciento (1%) que deben realizar quienes tengan ingresos iguales

o superiores a cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales”.

Artículo 9º: El Artículo 33 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Requisitos para obtener la

pensión de vejez.
Para tener el derecho a la pensión de vejez, el añliado deberá reunir las siguientes

condiciones:
1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años

si es hombre.
A partir del lº de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete

(57) años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1.000) semanas en cualquier tiempo.

A partir del lº de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en

cincuenta (50) y a partir del lº de enero de 2006 se incrementará en veinticinco (25)

cada año hasta llegar a mil trescientas (1.300) semanas en el año 2015.

Parágrafo 1": Para efectos del cómputo de las semanas a que se reñere el presente Artículo,

se tendrá en cuenta:

a. El número de semanas cotizadas en cualquiera de los dos regímenes del Sistema

General de Pensiones;
b. El tiempo de servicio como servidores públicos remunerados, incluyendo los tiem—

pos servidos en Regímenes Exceptuados;

c. El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores que antes de

la vigencia de la Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el reconocimiento y pago de la

pensión, siempre y cuando la vinculación laboral se encontrara vigente o se haya

iniciado con posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993;

d. El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos empleadores que

por omisión no hubieren afiliado al trabajador; y

e. El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector privado que antes

de la Ley 100 de 1993 tuviesen a su cargo el reconocimiento y pago de la pensión.

En los casos previstos en los literales b, c, d y e, el cómputo será procedente siem—

pre y cuando el empleador o la caja, según el caso, trasladen, con base en el cálculo ac—

tuarial, la suma correspondiente del trabajador que se añlie, a satisfacción de la entidad

administradora, el cual estará representado por un bono o título pensional.

Los fondos encargados reconocerán la pensión en un tiempo no superior a cuatro

(4) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la correspondiente

documentación que acredite su derecho. Los fondos no podrán aducir que las diferen—

tes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte.

Parágrafo 2": Para los efectos de las disposiciones contenidas en la presente Ley, se entiende

por semana cotizada el período de siete (7) días calendario. La facturación y el cobro

de los aportes se harán sobre el número de días cotizados en cada período.

Parágrafo 3": Se considera justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo o la

relación legal o reglamentaria, que el trabajador del sector privado o servidor público
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cumpla con los requisitos establecidos en este Articulo para tener derecho a la pen—sión. El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o
reglamentaria, cuando sea reconocida o notificada la pensión por parte de las adminis—
tradoras del Sistema General de Pensiones.

Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor público
cumpla con los requisitos establecidos en este Artículo para tener derecho a la pen—sión, si éste no la solicita, el empleador podrá solicitar el reconocimiento de la misma
en nombre de aquél.

Lo dispuesto en este Artículo rige para todos los trabajadores o servidores públicosañliados al Sistema General de Pensiones.
Parágrafo 4": Se exceptúan de los requisitos establecidos en los numerales lº y 2º del pre—sente Artículo, las personas que padezcan una deficiencia física, siquica o sensorial del

cincuenta por ciento (50%) o más, que cumplan cincuenta y cinco (55) años de edad y
que hayan cotizado en forma continua o discontinua mil (1.000) o más semanas al Ré—
gimen de Seguridad Social establecido en la Ley 100 de 1993.

La madre trabajadora cuyo hijo menor de dieciocho ( 18) años padezca invalidez física
o mental, debidamente caliñcada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe comodependiente de la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a cualquier
edad, siempre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando menos el mini—
mo de semanas exigido en el Régimen de Prima Media para acceder a la pensión de vejez.Este beneñcio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral. Si la ma—dre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor inválido, podrá pensionarse
con los requisitos y en las condiciones establecidas en este Artículo”i

Artículo 10º: El Artículo 34 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Monto de la pensión de
vejez.

El monto mensual de la pensión de vejez, correspondiente a las primeras mil
(1.000) semanas de cotización, será equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%)del ingreso base de liquidación. Por cada cincuenta (50) semanas adicionales a lasmil (1.000) hasta las mil doscientas (1.200) semanas, este porcentaje se incrementará
en un dos por ciento (2%), llegando a este tiempo de cotización al setenta y tres porciento (73%) del ingreso base de liquidación. Por cada cincuenta (50) semanas adi—
cionales a las mil doscientas (1.200) hasta las mil cuatrocientas (1.400), este porcen—taje se incrementará en tres por ciento (3%) en lugar del dos por ciento (2%), hasta
completar un monto máximo del ochenta y cinco por ciento (85%) del ingreso basede liquidación.

El valor total de la pensión no podrá ser superior al ochenta _v cinco por ciento
(85%) del ingreso base de liquidación, ni inferior a la pensión mínima de que trata el
Artículo siguiente.

A partir del IU de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas:
El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimasde cotización requeridas, será del equivalente al sesenta y cinco por ciento (65%), del
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ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho porcentaje se calculará de acuerdo

con la fórmula siguiente:

r = 65,50—0,50 3, donde:

¡' =porcentaje del ingreso de liquidación.

s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes.

A partir de 2004, el monto mensual de la pensión de vejez será un porcentaje que

oscilará entre el sesenta y cinco (65) y el cincuenta y cinco por ciento (55%) del in—

greso base de liquidación de los añliados, en forma decreciente en función de su nivel

de ingresos calculado con base en la fórmula señalada. El lº de enero del año 2005 el

número de semanas se incrementará en cincuenta (50) semanas. Adicionalmente, el lº

de enero de 2006 se incrementarán en veinticinco (25) semanas cada año hasta llegar a

mil trescientas (1.300) semanas en el año 2015.

A partir de 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas re—

queridas, el porcentaje se incrementará en un uno y cinco décimos por ciento (1,5%)

del ingreso base de liquidación, llegando a un monto máximo de pensión entre el

ochenta (80) y el setenta y cinco décimos por ciento (70,5%) de dicho ingreso, en for—

ma decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, calculado con base en

la fórmula establecida en el presente Artículo. El valor total de la pensión no podrá

ser superior al ochenta por ciento (80%) del ingreso base de liquidación, ni inferior

a la pensión mínima”.

Articulo 11: Requisitos para obtener la pensión de invalidez.

Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al Sistema que conforme a

lo dispuesto en el Artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes

condiciones:
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas en

los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y

su ñdelidad de cotización para con el Sistema sea al menos del veinticinco por cien—

to (25%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20)

años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

2. Invalidez causada por accidente: Que haya
cotizado cincuenta (50) semanas dentro

de los tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma.

Parágrafo: Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han cotiza—

do veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho causante

de su invalidez o su declaratoria.

Artículo 12: El Artículo 46 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Requisitos para obtener la

pensión de sobrevivientes.
Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:

l. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo

común que fallezca; y
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2. Los miembros del grupo familiar del añliado al Sistema que fallezca, siempre y cuan—do éste hubiere cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los tres (3) últimos añosinmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes condiciones:a. Muerte causada por enfermedad: si es mayor de veinte (20) años de edad, hayacotizado el veinticinco por ciento (25%) del tiempo transcurrido entre el mo—mento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha del fallecimiento;b. Muerte causada por accidente: si es mayor de veinte (20) años de edad, hayacotizado el veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momentoen que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha del fallecimiento.Parágraj% 1": Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas mínimo requerido enel Régimen de Prima en tiempo anterior a su fallecimiento, sin que haya tramitado orecibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o la devolución de sal—dos de que trata el Artículo 66 de esta Ley, los beneficiarios a que se refiere el nume—ral 2º de este Artículo tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los términosde esta Ley.
El monto de la pensión para aquellos beneñciarios que a partir de la vigencia dela Ley, cumplan con los requisitos establecidos en este Parágrafo será del ochenta porciento (80%) del monto que le hubiera correspondido en una pensión de vejez.Parágrafo 2”: Si la causa del fallecimiento es homicidio, se aplicará lo prescrito para acciden—te, y si es suicidio, se aplicará lo prescrito para enfermedad”.

Artículo 13: Los artículos 47 y 74 quedarán así: “Beneñciarios de la pensión desobrevivientes.
Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérs—tire, siempre y cuando dicho beneñciario, a la fecha del fallecimiento del causante,tenga treinta (30) o más años de edad.
En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensiona—do, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acre—ditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y hayaconvivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridada su muerte;

b. En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre ycuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos detreinta (30) años de edad, y no haya procreado hijos con éste. La pensión temporal sepagará mientras el beneñciario viva y tendrá una duración máxima de veinte (20) años.En este caso, el beneficiario deberá cotizar al Sistema para obtener su propia pensión,con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a;Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente,con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensiónde que tratan los literales a y b del presente Artículo, dicha pensión se dividirá en—tre ellos(as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido.
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En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco (5) años, antes del fa—

llecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero perma—

nente, la beneficiaria o el beneñciario de la pensión de sobreviviente será la esposa

o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión con—

yugal pero hay una separación de hecho, la compañera o compañero permanente

podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcenta—

je proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido

superior a los últimos cinco (5) años antes del fallecimiento del causante. La otra

cuota parte le corresponderá a la(el) cónyuge con la cual existe la sociedad conyu—

gal vigente;
c. Los hijos menores de dieciocho (18) años, los hijos mayores de dieciocho (18) años

y hasta los veinticinco (25) años, incapacitados para trabajar por razón de sus es—

tudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte,

siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y cumplan

con el mínimo de condiciones académicas que establezca el Gobierno; y, los hijos

inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingre-

sos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar

cuándo hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el Artículo 38 de la Ley

100 de 1993;

d. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, se—

rán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma

total y absoluta de éste; y

e. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con dere—

cho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían econó—

micamente de éste.

Parágrafo: Para efectos de este Artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o

el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil”.

Artículo 14: El Artículo 65 de la Ley 100 de 1993 quedará así: “Garantía de pensión mí—

nima de vejez.
En desarrollo de los articulos 13 y 48 de la Constitución Política, créase el Fondo de

Garantia de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro individual con Solidaridad, como

un patrimonio autónomo con cargo al cual se pagará, en primera instancia, la garantía

de que trata este Artículo. El Gobierno Nacional definirá el régimen de organización y

administración de este fondo, así como la entidad o entidades que lo administrarán.

Los añliados que a los sesenta y dos (62) años de edad, si son hombres, )" cin—

cuenta y siete (57), si son mujeres, no hayan alcanzado a generar la pensión mínima

de que trata el Artículo 35 de la Ley 100 de 1993, y hubiesen cotizado por lo menos

mil ciento cincuenta (1.150) semanas tendrán derecho a que el Fondo de Garantía

de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, en desa—

rrollo del principio de solidaridad, les complete la parte que haga falta para obtener

dicha pensión.
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A partir del lº de enero de 2009 el número de semanas se incrementará en veinti—cinco (25) semanas cada año hasta alcanzar mil trescientas veinticinco (1.325) semanasde cotización en el 2015.
Parágmñx Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente Artículo, setendrá en cuenta lo previsto en los parágrafos del Artículo 33 de la Ley 100 de 1993”.Artículo 15: Corresponde al Gobierno deñnir el diseño, organización y funcionamiento de:

a. El registro único de los afiliados al Sistema General de Pensiones, al Sistema de
Seguridad Social en Salud, al Sistema General de Riesgos Profesionales, al SENA,
ICBF, y a las cajas de compensación familiar, y de los beneficiarios de la red de pro—tección social. Dicho registro deberá integrarse con el registro único de aportantes
y la inclusión de dicho registro será obligatorio para acceder a los subsidios o ser—vicios ñnanciados con recursos públicos a partir de su vigencia;

b. El sistema que permita la integración de los pagos de cotizaciones y aportes para—ñscales a las entidades mencionadas en el inciso anterior, así como los demás apor—tes previstos para el Sistema de Seguridad Social _v Protección Social. El sistemaserá manejado por entidades de economía mixta de las cuales hagan parte las en—tidades de seguridad social, autorizadas para manejar los recursos de la seguridad
social, tendrá a su cargo también la liquidación, administración y procesamientode la información correspondiente.

c. El número único de identificación en seguridad social integral y la protección so—
cial, el cual deberá ser registrado por todas las entidades que realicen las transac—ciones que señale el Gobierno en la forma que éste establezca. Este número debe
corresponder al número de la cédula de ciudadanía o tarjeta de identidad o registrocivil de nacimiento.

Parágrtfo: El Gobierno Nacional expedirá dentro de un término de dos (2) años contados
a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley los decretos necesarios para desa—rrollar el sistema a que se refiere el presente Artículo.

Artículo 16: El Régimen Pensional de los miembros del Magisterio, será regulado por Ley.Artículo 17: Facultades extraordinarias.
De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 150 numeral 10() de la Constitu—ción Política, revistese por seis (6) meses al Presidente de la República de facultades

extraordinarias para:
l. Expedir normas con fuerza de Ley para reformar el Régimen Pensional del Presi—dente de la República.

En desarrollo de estas facultades, se autoriza al Presidente de la República paramodificar el ingreso base de cotización, la tasa de cotización, el ingreso base deliquidación de la pensión de vejez, la edad para acceder a la pensión de vejez, elnúmero de semanas de cotización, el Régimen de Transición, las condiciones yrequisitos para acceder a las pensiones de invalidez y sobrevivencia, las personasque pueden acceder a la sustitución pensional _v los beneficiarios de la pensión desobrevivientes.
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2. Expedir o modificar las normas relacionadas con el régimen legal para los traba—

jadores que laboran en actividades de alto riesgo y en particular para modificar y

dictar las normas sobre las condiciones, requisitos y beneficios, incluyendo la de—

ñnición de alto riesgo, conforme a estudios y criterios actuariales de medición de

disminución de expectativa de vida saludable y ajustar las tasas de cotización hasta

en diez (10) puntos, siempre a cargo del empleador, con el objeto de preservar el

equilibrio fmanciero del Sistema.
La) Expedir normas con fuerza de Ley para reformar los regímenes pensionales pro—

pios de las Fuerzas Militares y de Policía y DAS de conformidad con los artículos

217 y 218 de la Constitución Política.

Artículo 18: Se modifica el inciso 2“, se modifica el inciso 5º y se adiciona el Parágrafo 2º

del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, asíz

La edad para acceder a la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar

en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o

cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios

cotizados, será la establecida en el Régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las

demás condiciones, requisitos y monto de la pensión de acuerdo con lo señalado en el

numeral 2º del Artículo 33 y Artículo 3—1 de esta Ley (Ley 100 de 1993), aplicables a es—

tas personas, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley.

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el Régimen de Ahorro In—

dividual con Solidaridad decidan cambiarse al de Prima Media con Prestación Defi—

nida, con excepción de aquellos afiliados que a lº de abril de 1994 tenían quince (15) o

más años de servicios prestados o semanas cotizadas, caso en el cual podrán pensionar—

se con el Régimen anterior cuando cumplan los requisitos exigidos para tener derecho

a la pensión de vejez, siempre y cuando cumplan con los siguientes requisitos:

a. Que se trasladen al fondo común de naturaleza pública del Instituto de los Seguros

Sociales, el capital ahorrado en su cuenta individual de conformidad con las nor—

mas previstas por la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios;

b. Que el capital ahorrado en la cuenta individual, descontado el bono pensional, no

sea inferior al monto de las cotizaciones correspondientes en caso que hubieran

permanecido en el Régimen de Prima Media administrado por el Instituto de los

Seguros Sociales.
Para quienes el lº de abril de 1994 tenían quince (15) años de servicios prestados o

semanas cotizadas y se hubieren trasladado al Régimen de Ahorro Individual con So—

lidaridad, el monto de la pensión vejez se calculará de acuerdo con lo establecido en la

Ley 100 de 1993 para el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.

Parágrafo 2": Para los efectos de la presente Ley se respetarán y garantizarán integralmente

los derechos adquiridos a quienes hoy tienen la calidad de pensionados de jubilación,

vejez, invalidez, sustitución y sobrevivencia en los diferentes órdenes, sectores y regi—

menes, así como a quienes han cumplido ya con los requisitos exigidos por la Ley para

adquirir la pensión, pero no se les ha reconocido.



780 Las sz'nd1'mtosy la asignación del ingreso en Colombia. Un siglo de historia laboral

Artículo 19: Revocatoria de pensiones reconocidas irregularmente.
Los representantes legales de las instituciones de seguridad social o quienes res—pondan por el pago o hayan reconocido o reconozcan prestaciones económicas, de—berán veriñcar de oficio el cumplimiento de los requisitos para la adquisición delderecho y la legalidad de los documentos que sirvieron de soporte para obtener el

reconocimiento y pago de la suma o prestación fija o periódica a cargo del tesoro pú—
blico, cuando quiera que exista motivos en razón de los cuales pueda suponer que sereconoció indebidamente una pensión o una prestación económica. En caso de com—probar el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento se hizo con base
en documentación falsa, debe el funcionario proceder a la revocatoria directa del actoadministrativo aun sin el consentimiento del particular y compulsar copias a las au—toridades competentes.

Artículo 20: Revisión de reconocimiento de sumas periódicas a cargo del Tesoro Público ode fondos de naturaleza pública.
Las providencias judiciales que en cualquier tiempo hayan decretado o decreten

reconocimiento que impongan al Tesoro Público o a fondos de naturaleza pública la
obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturale—
za podrán ser revisadas por el Consejo de Estado o la Corte Suprema de justicia, deacuerdo con sus competencias, a solicitud del Gobierno por conducto del Ministe—rio de Trabajo y Seguridad Social, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, delContralor General de la República o del Procurador General de la Nación.

La revisión también procede cuando el reconocimiento sea el resultado de unatransacción o conciliación judicial o extrajudicial.
La revisión se tramitará por el procedimiento señalado para el recurso extraordi—nario de revisión por el respectivo código y podrá solicitarse en cualquier tiempo porlas causales consagradas para este en el mismo código y además:

a. Cuando el reconocimiento se haya obtenido con violación al debido proceso; yb. Cuando la cuantía del derecho reconocido excediere lo debido de acuerdo con la
Ley, pacto o convención colectiva que le eran legalmente aplicables.Artículo 21: Adiciónese el Artículo 54 de la Ley 100 de 1993 con el siguiente Parágrafo.Parágrafo: Las empresas del sector privado, conforme a lo establecido en los decretos, de—ben transferir el valor de su cálculo actuarial a las cajas, fondos, o entidades de se—guridad social del sector privado, que administren el Régimen de Prima Media conPrestación Definida, tendrán plazo para realizar dicha transferencia en pagos anua—les de forma lineal hasta el año 2023. El valor a pagar en cada anualidad se calcularáde tal forma que permita atender las mesadas pensionales corrientes para cada yi—

gencia fiscal.
Los valores que se deben transferir de conformidad con el inciso anterior incluyenademás de las transferencias futuras todas las sumas de dinero que a la fecha de expe—dición de la presente Ley no hayan sido transferidas y los intereses que sobre ellas sehayan causado.
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Son ineficaces, sin necesidad de declaración judicial, las estipulaciones que formen

parte de cualquier acto o acuerdo y que tengan por objeto o finalidad establecer pasos

o condiciones diferentes a las consagradas en el siguiente Artículo.

Artículo 22: A partir de la vigencia de la presente Ley quien devengue una mesada pen—

sional de hasta tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes sólo pagarán

el cincuenta por ciento (50%) de las cuotas moderadoras y los copagos a que están

obligados.
Artículo 23: Se adiciona el Parágrafo 2º del Artículo 115 de la Ley 100 de 1993.

Parágrafo 2“: Para el cubrimiento de estas obligaciones los entes territoriales podrán utili—

zar hasta el cincuenta por ciento (50%) del saldo disponible en la cuenta del Fondo de

Pensiones de las Entidades Territoriales creado por la Ley 549 de 1999 aun cuando no

esté constituida la reserva correspondiente al cien por ciento (100%) del pasivo pen—

sional. Conforme a las reglas que establezca el Gobierno, estos recursos podrán trans—

ferirse directamente a las entidades administradoras en nombre de los entes territoria—

les emisores con la previa autorización.

Artículo 24: La presente Ley rige al momento de su publicación y deroga los artículos 30

y 31 de la Ley 397 de 1997 y demás normas que le sean contrarias.

ÁLVARO URIBE VELEZ

Ley 860 de 2003
(por la cual se reforman algunas disposiciones

del Sistema General de Pensiones previsto
en la Ley 100 de 1993 y se dictan otras disposiciones)

Artículo 1": El Artículo 39 de la Ley 100 quedará así: “Requisitos para obtener la pensión

de invalidez.
Tendrá derecho a la pensión de invalidez el añliado al Sistema que conforme a

lo dispuesto en el Artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes

condiciones:
1

. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas den—

tro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructu—

ración y su ñdelidad de cotización para con el Sistema sea al menos del veinte por

ciento (100%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte

(20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas den—

tro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la

misma, y su fidelidad de cotización para con el Sistema sea al menos del veinte por

ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte

(20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

781
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Parágrafo 1”: Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han co—
tizado veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho cau—
sante de su invalidez o su declaratoria.

Parágraj% 2”: Cuando el afiliado ha_va cotizado por lo menos el setenta y cinco por ciento
(75%) de las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez, sólo se
requerirá que haya cotizado veinticinco (25) semanas en los últimos tres (3) años.

Artículo 2º: Deñnición y campo de aplicación. El Régimen de Pensiones para el personal
del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, al que se refieren los artículos
1“ y 2º del Decreto 2646 de 1994 o normas que lo modifiquen o adicionen, será el que
a continuación se define.

Para el personal del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, que labore
en las demás áreas o cargos, se les aplicará en su integridad el Sistema General de Pen—
siones establecido en la Le_v 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003.

Parágrafo 1 ”: Pensión de vejez por exposición a alto riesgo. Los servidores públicos señalados
en este Artículo, dada su actividad de exposición a alto riesgo, que efectúen la cotización
especial señalada en el Artículo 12 del Decreto 1835 de 1994 _v la que se deñne en la pre—
sente Lev, durante por lo menos seiscientas cincuenta (650) semanas, sean éstas conti—
nuas o discontinuas, tendrán derecho a la pensión de vejez, siempre y cuando reúnan los
requisitos establecidos en el Artículo siguiente como servidores del Departamento de Se—
guridad, DAS, en los cargos señalados en los artículos lº y 2º del Decreto 2646 de 1994.

Parágrafo 2”: Condiciones y requisitos para tener derecho a la pensión de vejez por exposi—
ción a alto riesgo (DAS). La pensión de vejez, se sujetará a los siguientes requisitos:
1. Haber cumplido cincuenta _v cinco (55) años de edad.
2. Haber cotizado el número mínimo de semanas establecido para el Sistema Ge—

neral de Seguridad Social en Pensiones al que se refiere el Artículo 33 de la Ley
100 de 1993.
La edad para el reconocimiento de la pensión especial de vejez se disminuirá un

año por cada sesenta (60) semanas de cotización especial, adicionales a las mínimas re—

queridas en el Sistema General de Pensiones, sin que dicha edad pueda ser inferior a
cincuenta (50) años.

Parágrafy 3“: Monto de la cotización especial. El monto de la cotización especial parael personal del DAS del que trata la presente Ley, será el previsto en la Ley 100 de
1993, modificado por la Ley 797 de 2003, más diez (10) puntos adicionales a cargo del
empleador.

Parágrafo 4”: Ingreso base de cotización. El ingreso base de cotización para los servidores
públicos a que se refiere este Artículo, estará constituido por los factores incluidos en
el Decreto 1158 de 1994, adicionado en un cuarenta por ciento (40%) de la prima es—

pecial de riesgo a la que se refieren los artículos lº _v Zº del Decreto 2646 de 1994.
El porcentaje del cuarenta por ciento (40%) considerado para el ingreso base de

cotización se incrementará al cincuenta por ciento (50%) a partir del 31 de diciembre
de 2007.
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Parágrafo 5": Régimen de Transición. Los detectives vinculados con anterioridad al 3 de

agosto de 1994 que a la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley hubieren coti—

zado quinientas (500) semanas les serán reconocida la pensión de vejez en las mismas

condiciones del Régimen de Transición contenidas en el Decreto 1835 de 1994.

Parágrafo 6”: Los servidores públicos de que trata el campo de aplicación del presente Ar—

tículo, que a la fecha de entrada en vigencia de la misma se encuentren afiliados al Ré—

gimen de Ahorro Individual con Solidaridad, deberán trasladarse al Régimen de Pri—

ma Media con Prestación Deñnida en un plazo máximo de tres (3) meses, contados a

partir de la fecha de su publicación, para que les sea aplicado el Régimen previsto en la

presente Ley. En ese caso no será necesario que hubieren cumplido el término de per—

manencia de que trata el literal e del Artículo 13 de la Ley 100 de 1993.

A aquellos servidores público que decidan permanecer en el Régimen de Ahorro

Individual con Solidaridad se les aplicará en su integralidad lo previsto para dicho Ré—

gimen en la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003.

Parágrafo 7": Normas aplicables. En lo no previsto para la pensión de vejez establecida en el

presente Artículo, se aplican las normas generales contenidas en la Ley 100 de 1993 y

la Ley 797 de 2003 y sus decretos reglamentarios.

Artículo 3º: Amortización y pago del cálculo actuarial de pensionados.

Las empresas del sector privado, conforme a lo establecido en los decretos legis—

lativos 1282 de 1994 “por el cual se establece el Régimen Pensional de los aviadores

civiles” y Decreto Legislativo 1283 de 1994 “por el cual se establece el régimen de la

Caja de Auxilios y de Prestaciones de la Asociación Colombiana de Aviadores Civiles

Caxdac”, deberán transferir el valor de su cálculo actuarial a las cajas, fondos o enti—

dades de seguridad social del sector privado, que administren el Régimen de Prima

Media con Prestación Definida y para tal fin tendrán plazo para realizar dichos pagos

hasta el año 2023.

El porcentaje no amortizado del cálculo actuarial se transferirá gradualmente en

forma lineal.
Los pagos se calcularán anualmente y se pagarán en doce (12) cuotas mensuales

mes vencido, dentro de los primeros diez (10) días del mes siguiente, de tal manera que

permita atender las mesadas pensionales corrientes para cada vigencia fiscal.

De no pagarse dentro de los primeros diez (10) días del mes siguiente, se reco—

nocerá por el deudor el interés de que trata el inciso lº del Artículo 23 de la Ley 100

sancionada en 1993.

Los valores que se deben transferir de conformidad con este Artículo, incluyen

además de las transferencias futuras, todas las sumas de dinero que a la fecha de expe—

dición, de la presente Ley no hayan sido transferidas. Para el pago de intereses mora—

torios que se adeuden sobre las sumas no transferidas a la fecha de la expedición de la

presente Ley, el plazo será hasta el año 2008, y se pagarán en cuotas mensuales.

Parágrafo 1 º: Para efectos de la amortización contable las empresas no podrán disminuir los

valores amortizados de sus cálculos actuariales a 31 de diciembre de 2003.
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Parágrq)% 2”: Las empresas y las entidades de seguridad social del sector privado de quetrata el presente Artículo, ajustarán a los términos establecidos en la presente Ley, los
acuerdos que en materia de pago hayan suscrito, en un plazo de dos (2) meses contados
a partir de su promulgación.

Artículo 4º: A partir de la vigencia de la presente Ley, modifiquese el inciso 2º y adició—
nese el Parágrafo 2º del Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, del Sistema General de
Pensiones.

A partir de la fecha de vigencia de la presente Ley y hasta el 31 de diciembre del
año 2007, la edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicios o el núme—
ro de semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez, de las personas que el lº de
abril de 1994 tuviesen treinta _v cinco (35) años o más de edad si son mujeres o cuarenta
(40) años de edad o más si son hombres o quince (15) años o más de servicios cotizados,será la establecida en el Régimen anterior al cual se encontraban añliados a esa fecha.
A partir del lº de enero del 2008, a las personas que cumplan las condiciones estable—
cidas en el presente inciso se les reconocerá la pensión con el requisito de edad del
Régimen anterior al cual se encontraban afiliados. Las demás condiciones y requisitosde pensión aplicables a estas personas serán los consagrados en el Sistema General de
Pensiones incluidas las señaladas por el numeral 2" del Artículo 33 y el Artículo 34 de
esta Ley, modificada por la Ley 797 de 2003.

Parágraf?; 2": Para los efectos de la presente Ley, se respetarán y garantizarán integralmen—
te los derechos adquiridos a quienes tienen la calidad de pensionados de jubilación,
vejez, invalidez, sustitución _v sobrevivencia en los diferentes órdenes, sectores y regi—
menes, así como a quienes han cumplido ya con los requisitos exigidos por la Ley paraadquirir la pensión, pero no se les ha reconocido.

Artículo Sº: Vigencia.
La presente Ley empieza a regir a partir de su promulgación.

ÁLVARO URIBE VELEZ
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